Nº 47-2019 Extraordinaria (Presupuesto 2020)

CONSEJO SUPERIOR DEL PODER JUDICIAL.- San José, a las 09:26 horas del 23 de mayo de 2019.

Sesión extraordinaria con asistencia del Magistrado Fernando Cruz Castro, Presidente, el Máster Carlos Montero Zúñiga, doctor Gary Amador Badilla, la licenciada Sandra Pizarro Gutiérrez y la máster Sara Castillo Vargas. Asiste el licenciado Parris Quesada Madrigal y la licenciada Adriana Orocú Chavarría representantes de los grupos gremiales. Asiste también la Directora Ejecutiva, Máster Ana Eugenia Romero Jenkins y la Directora de Planificación, licenciada Nacira Valverde Bermúdez, en calidad de asesoras.
ARTICULO I
La licenciada Nacira Valverde Bermúdez presenta el estudio de Requerimiento de Recurso Humano 726-PLA-RH-MI-2019. Informe presupuesto por impacto de Ley de Justicia Restaurativa.
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	Referencia interna 105-2018, sobre el oficio de la Secretaría General de la Corte 708-2018 del 22 de enero de 2018 y referencia interna 498-2019, sobre oficio de la Dirección Ejecutiva 1272-DE-2019 del pasado 26 de marzo de 2019, referencia 437-19, oficio 059-DJR-19 de la Dirección de Justicia Restaurativa, referencia 445-2019, sobre oficio 057-DJR-2017, referencia 541-19 referente a circular 21-2019.  


	
	I. Antecedentes
	1.1. El pasado 20 de enero, entró en vigencia la Ley de Justicia Restaurativa 9582, que conforme al artículo 1 establece su objetivo bajo el siguiente enunciado:  “… definir un marco conceptual y procedimental para instaurar la justicia restaurativa en el ordenamiento jurídico costarricense, como un instrumento que contribuya a resolver los conflictos jurídicos generados por los hechos delictivos, con la participación activa de las partes intervinientes, a fin de restaurar los daños a la víctima, procurar la inserción social de la persona ofensora, con soluciones integrales y promover la paz social.”
1.2. Su ámbito de aplicación se extiende a la materia Penal, Penal Juvenil y Contravencional, en todas sus etapas, en atención al artículo 2, por medio de un equipo interdisciplinario integrado por funcionarias y funcionarios del Ministerio Público, Defensa Pública y el Equipo Psicosocial, este último conformado al menos por una plaza en trabajo social y otra en psicología. Las personas juzgadoras se integrarán en cada Circuito Judicial según su competencia (incisos i) y j) del artículo 3 de la Ley de Justicia Restaurativa. 

1.3. Dentro del tema organizacional y funcional, para la implementación de la Ley, el artículo 6 reza en concreto: 
“La implementación de esta ley en el Poder Judicial estará bajo la Dirección de Justicia Restaurativa como ente rector y el ejercicio de la acción penal y penal juvenil estará a cargo del Ministerio Público, en el marco de sus competencias legales.

Para tal efecto, en materia penal se abrirán oficinas de justicia penal restaurativa integradas por equipos interdisciplinarios designados según las necesidades del servicio, en los diferentes circuitos judiciales a nivel nacional. 

En materia penal juvenil se conformará en las diferentes jurisdicciones el Programa de Justicia Juvenil Restaurativa; para tal efecto, se dotará de equipos psicosociales que, en conjunto con las personas funcionarias de la Defensa Pública y el Ministerio Público de cada despacho, aplicarán el procedimiento juvenil restaurativo como parte de sus competencias legales y las normas establecidas en esta ley.

En materia contravencional, se conformará en las diferentes jurisdicciones el Programa de Justicia Contravencional Restaurativa; para tal efecto, se dotará de equipos psicosociales, que en conjunto con la persona juzgadora, desarrollarán la justicia restaurativa como parte de sus competencias legales, las normas establecidas en esta ley y en los reglamentos desarrollados en el marco de esta Ley En el caso de las personas juzgadoras, se integrarán en cada jurisdicción según la competencia, territorio y etapa procesal. También se podrán integrar las personas juzgadoras del Centro de Conciliaciones del Poder Judicial.” (Lo subrayado no es parte del original)

Sobre el particular de la Dirección de Justicia Restaurativa y conforme a lo dispuesto por acuerdo del Consejo Superior de sesión 5-19 del 23 de enero recién pasado, artículo XXII, funciona bajo la coordinación del Magistrado Rafael Segura Bonilla, en su condición de Coordinador del Programa de Justicia Restaurativa, se identifica a nivel presupuestario con el código de oficina 1377, que para efectos de ejecución presupuestaria, mantiene como centro gestor la Sala Tercera. 

1.4. El artículo 14 de la Ley de referencia establece en materia penal de adultos, que el procedimiento de Justicia Restaurativa procederá a solicitud del Ministerio Público, Defensa Técnica, autoridades jurisdiccionales, víctima y persona ofensora entre otros, en cualquier etapa del proceso, conforme a los siguientes criterios:

“…
a) En la etapa preparatoria e intermedia, cuando proceda la conciliación, la reparación integral del daño y la suspensión del proceso a prueba.

b) En la etapa intermedia, cuando se resuelva mediante el procedimiento especial abreviado, en los casos que proceda el beneficio de ejecución condicional y en aquellos supuestos en que se defina una pena alternativa no privativa de libertad.

c) En la etapa de juicio, en el procedimiento ordinario y especial de flagrancia, únicamente para la determinación judicial de la pena, en los casos cuando proceda el beneficio de ejecución condicional o en aquellos supuestos en que se defina una pena alternativa no privativa de libertad; para esto deberá realizarse el juzgamiento en dos fases, con el fin de que en la primera se discuta lo concerniente a la existencia de la culpabilidad y, en la segunda, la determinación de la pena conforme al procedimiento restaurativo, que deberá solicitarse antes de la apertura a juicio, a solicitud de la persona ofensora.

d) En etapa de ejecución de la pena, para el seguimiento de la pena alternativa impuesta mediante la aplicación del procedimiento restaurativo y para definir los planes de atención no institucional con abordaje restaurativo. Lo anterior sin perjuicio de lo que definan los protocolos de actuación en coordinación con el Ministerio de Justicia y Paz o el reglamento de esta ley.

e) En los delitos patrimoniales relacionados con la de penalización de la violencia contra las mujeres y violencia intrafamiliar, cuando proceda el beneficio de ejecución condicional de la pena y en los casos de penas alternativas no privativas de libertad podrá aplicarse el procedimiento restaurativo de forma supletoria. En estos casos deberán definirse, en los protocolos o el reglamento de esta ley, los mecanismos de valoración de riesgo y apoyo integral de las víctimas con el acompañamiento de la Oficina de Atención de Víctimas y Testigos del Ministerio Público.

f) En las contravenciones, mediante la aplicación de medidas alternativas. También la persona juzgadora podrá coordinar con las Casas de Justicia del Ministerio de Justicia y Paz, con el fin de resolver el conflicto jurídico, según lo definido en el Protocolo de Actuación o en el reglamento de esta ley.”

Asimismo, el artículo 29 establece la procedencia del procedimiento juvenil restaurativo, bajo los siguientes criterios:

“…
a) En los casos que de acuerdo con la Ley N.º 7576, Ley de Justicia Penal Juvenil, de 8 de marzo de 1996, proceda la conciliación, la suspensión del proceso a prueba, hasta antes de la resolución de citación a juicio. 

b) En la etapa de juicio, para la determinación judicial de la sanción penal juvenil; para esto, deberá realizarse el juzgamiento en dos fases, con el fin de que en la primera se discuta lo concerniente a la existencia de la culpabilidad y, en la segunda, la determinación de la sanción penal juvenil conforme al procedimiento restaurativo y deberá solicitarse antes de la citación a juicio, a solicitud de la persona ofensora. 

c) En el procedimiento especial abreviado.

d) En la etapa de ejecución de la sanción, el procedimiento juvenil restaurativo se aplicará conforme a la Ley N. º 8460, Ley de Ejecución de las Sanciones Penales Juveniles de 20 octubre de 2005 y los reglamentos de esta ley; para la determinación, modificación y seguimiento del plan de ejecución de las sanciones; en la investigación y sanción de las faltas disciplinarias, cuando la persona ofensora juvenil esté próxima al egreso de la privación de libertad, en la definición y el seguimiento del plan de ejecución de la libertad condicional, modificación y preparación previa para el cese de las sanciones privativas y no privativas de libertad y cualquier ulterior modificación de la sanción. También, en cualquier fase de la ejecución de la sanción que promueva la restauración del daño causado a la víctima o comunidad y facilite el proceso de inserción social y cumplimiento de la sanción de la persona ofensora juvenil. 

e) En las contravenciones, recibida la denuncia y verificado el cumplimiento de los requisitos de admisibilidad, se procederá a remitir a Casas de Justicia del Ministerio de Justicia y Paz. 

f) Procederá cuando se cumpla con los requisitos de admisibilidad y viabilidad establecidos en esta ley.”
1.5. En oficio 212-PLA-2014 del 17 de febrero de 2014, que remite el informe 7-PP-2014 de la Dirección de Planificación, se estableció que el valor económico de las causas tramitadas por Justicia Restaurativa equivale a ¢339,998 y que dicho proceso en la vía ordinaria de resolución se estima en la suma de ¢6.665.157, dichos rubros establecidos conforme al costo de las plazas para el segundo semestre de 2013.

1.6. En reuniones sostenidas el pasado 15 y 28 de febrero, con la licenciada Jovanna Calderón Altamirano y Sara Arce Moya. Profesional en Derecho 3B y Fiscala Adjunta en Justicia Restaurativa (ver anexos 1 y 2), ambas coincidieron que por la naturaleza del proceso o trámite que se siguen en las causas remitidas a las oficinas de Justicia Restaurativa, se requiere de profesionales sensibilizados y capacitados en el tema de resolución de conflictos. Asimismo, se requiere de destrezas especiales, para escuchar las partes intervinientes en las causas y servir de medio para solucionar el conflicto por la vía del arreglo, sin que medio juicio. Por otra parte, ambas profesionales reconocieron que las tareas y funciones, de las personas profesionales que atienen Justicia Restaurativa, demandan de una importante labor de coordinación y logística, además de que los equipos psicosociales, condicionan el abordaje de las causas, concretamente en el plazo de señalamiento de las reuniones restaurativas o las zonas en que se pueda brindar el servicio. 

1.7. Se incorpora al presente estudio el oficio 059-DJR-19 del 15 de marzo recién pasado (ver Anexo 3 y 4), dirigido a la Directora de Planificación, por parte del Magistrado Rafael Segura Bonilla, Coordinador del Programa de Justicia Restaurativa, que establece los requerimientos de recurso humano para la cobertura a nivel nacional de Justicia Restaurativa para el período 2019 a 2021.  En concreto, se propone para el presente año, que los equipos psicosociales de Justicia Juvenil Restaurativa, del Primer Circuito Judicial de Alajuela (destacado en Heredia), Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica y Guanacaste, amplíen su abordaje en materia Penal de Adultos. Asimismo, en materia de Justicia Juvenil Restaurativa se ampliaría el abordaje en Puntarenas, Aguirre y Parrita, Turrialba, Puriscal, San Ramón, Grecia, Cañas y Osa, además de la materia de Ejecución de las Sanciones Penales Juveniles (a nivel nacional). 

La propuesta anterior, se presenta en consideración de que la Ley de Justicia Restaurativa, se aprobó sin la asignación de recursos presupuestarios y que lo que se pretende, es ampliar la cobertura de Justicia Restaurativa hasta donde sea posible, criterio vertido por el Magistrado Rafael Segura Bonilla, en reunión sostenida el pasado 15 de febrero (Ver minuta 68-PLA-MNTA-20191, anexo 1). 

Sin perjuicio de lo anterior y en atención a la amplitud de etapas procesales en las que se incorpora el procedimiento de Justicia Restaurativa y las zonas en que se debe brindar el servicio, se propuso en el oficio de referencia, la creación de cinco nuevos equipos interdisciplinarios, conforme el siguiente detalle: 

Tabla1 

Equipos de Justicia Penal Restaurativa y / o Ejecución de la Pena Año 2020
Lugar donde atiende el equipo psicosocial
Cobertura
Recurso Humano que se requiere
Materias que atenderán
1. Liberia
Liberia y Cañas.
·  1 plaza de Trabajo Social.
·  1 plaza de Psicología.
·  Justicia Penal Restaurativa (Salidas Alternas, Procedimiento Especial Abreviado, Cesura, Flagrancia, y PTDJ).
• 1 plaza de Fiscal.
• 1 plaza de Defensor (a) Público (a).
·  Justicia Restaurativa en Fase de Ejecución de la Pena.
·  1 plaza de Técnico (a) Judicial (adscrita a la Dirección).
*Nota: Equipo Psicosocial que conoce Justicia Juvenil Restaurativa, conocerá Contravenciones (Adultos), en la siguientes zonas: Liberia, Bagaces, La Cruz, Cañas, Tilarán y Abangares.
2. Limón
Limón, Bribrí y Batán.
·  1 plaza de Trabajo Social.
·  Justicia Penal Restaurativa (Salidas Alternas, Procedimiento Especial Abreviado, Cesura, Flagrancia, y PTDJ).
·  1 plaza de Psicología.
·  Justicia Restaurativa en Fase de Ejecución de la Pena.
·  1 plaza de Fiscal.
• 1 plaza de Defensor (a) Público (a).
 
·  1 plaza de Técnico (a) Judicial (adscrita a la Dirección).
*Nota: Equipo Psicosocial que conoce Justicia Juvenil Restaurativa, conocerá Contravenciones (Adultos), en la siguientes zonas: Limón, Bribrí y Matina.
3. Corredores
Corredores, Golfito, Osa, Coto Brus, y Puerto Jiménez.
·  1 plaza de Trabajo Social.
·  Justicia Penal Restaurativa (Salidas Alternas, Procedimiento Especial Abreviado, Cesura, Flagrancia, y PTDJ).
·  1 plaza de Psicología.
·  1 plaza de Fiscal.
·  1 plaza de Defensor (a) Público (a).
·  1 plaza de Técnico (a) Judicial (adscrita a la Dirección).
4. Alajuela
Alajuela y Atenas.
·  1 plaza de Trabajo Social.
·  Justicia Penal Restaurativa (Salidas Alternas, Procedimiento Especial Abreviado, Cesura, Flagrancia, y PTDJ).
·  1 plaza de Psicología.
·  Justicia Restaurativa en Fase de Ejecución de la Pena.
·  1 plaza de Fiscal.
 
·  1 plaza de Defensor (a) Público (a).
 
·  1 plaza de Técnico (a) Judicial (adscrita a la Dirección).
 
5. San José (Segundo Circuito Judicial)
Goicoechea y Desamparados. Y Flagrancia del Primer y Segundo Circuito Judicial de San José.
·  1 Plaza de Psicología.
·  Justicia Penal Restaurativa (Salidas Alternas, Procedimiento Especial Abreviado, Cesura, Flagrancia, y PTDJ).
·  1 Plaza de Técnico (a) Judicial (adscrita a la Dirección).
Asimismo, en lo referente a Justicia Juvenil Restaurativa y/o Justicia Restaurativa en materia Contravencional, se propuso la creación de once nuevos equipos interdisciplinarios, según el detalle a continuación: 

Tabla 2

Equipos de Justicia Juvenil Restaurativa y / o Justicia Restaurativa en materia Contravencional (Adultos) Año 2020
Lugar donde atiende el equipo psicosocial
Cobertura
Recurso Humano que se requiere
Materias que atenderán
1. San José
Nivel nacional.
·  1 plaza de Trabajo Social.
·  Ejecución de las Sanciones Penales Juveniles.
·  1 plaza de Psicología.
·  1 plaza de Defensor (a) Público (a).
2. San José
San José, Pavas, Escazú, Santa Ana, Mora, Puriscal, Turrubares, Goicoechea, Desamparados, Hatillo, San Sebastián, Alajuelita, Aserrí, Acosta.
·  1 plaza de Trabajo Social.
·  Justicia Restaurativa en materia Contravencional (Adultos).
·  1 plaza de Psicología.
·  1 plaza de Defensor (a) Público (a).
3. Alajuela
Alajuela, San Ramón, y Grecia.
·  1 plaza de Trabajo Social.
·  Justicia Juvenil Restaurativa (Salidas Alternas, Procedimiento Especial Abreviado, Cesura, y PTDJ).
·  1 plaza de Psicología.
Alajuela, Poás, Atenas, San Mateo y Orotina.
·  1 plaza de Defensor (a) Público (a).
·  Justicia Restaurativa en materia Contravencional (Adultos).
4. San Carlos
San Carlos y Upala.
·  1 plaza de Trabajo Social.
·  Justicia Juvenil Restaurativa (Salidas Alternas, Procedimiento Especial Abreviado, Cesura, y PTDJ).
·  1 plaza de Psicología.
San Carlos, Upala, Los Chiles, Guatuso, La Fortuna.
·  1 plaza de Defensor (a) Público (a).
·  Justicia Restaurativa en materia Contravencional (Adultos).
5. Cartago
Cartago y Turrialba.
·  1 plaza de Trabajo Social.
·  Justicia Juvenil Restaurativa (Salidas Alternas, Procedimiento Especial Abreviado, Cesura, y PTDJ).
·  1 plaza de Psicología.
Cartago, La Unión, Paraíso, Alvarado, Turrialba, Jiménez, y Tarrazú.
·  1 plaza de Defensor (a) Público (a).
·  Justicia Restaurativa en materia Contravencional (Adultos).
6. Pococí
Pococí.
·  1 plaza de Trabajo Social.
·  Justicia Juvenil Restaurativa (Salidas Alternas, Procedimiento Especial Abreviado, Cesura, y PTDJ).
·  1 plaza de Psicología.
Pococí, Guácimo y Siquirres.
·  1 plaza de Defensor (a) Público (a).
·  Justicia Restaurativa en materia Contravencional (Adultos).
7. Nicoya
Nicoya y Santa Cruz.
·  1 plaza de Trabajo Social.
·  Justicia Juvenil Restaurativa (Salidas Alternas, Procedimiento Especial Abreviado, Cesura, y PTDJ).
·  1 plaza de Psicología.
Nicoya, Santa Cruz, Nandayure, Hojancha, Carrillo y Jicaral.
·  1 plaza de Defensor (a) Público (a).
·  Justicia Restaurativa en materia Contravencional (Adultos).
8. Pérez Zeledón
Pérez Zeledón, Buenos Aires y Osa
·  1 plaza de Trabajo Social.
·  Justicia Juvenil Restaurativa (Salidas Alternas, Procedimiento Especial Abreviado, Cesura, y PTDJ).
·  1 plaza de Psicología.
Pérez Zeledón, Buenos Aires, y Osa.
·  1 plaza de Defensor (a) Público (a).
·  Justicia Restaurativa en materia Contravencional (Adultos).
9. Corredores
Corredores y Golfito.
·  1 plaza de Trabajo Social.
·  Justicia Juvenil Restaurativa (Salidas Alternas, Procedimiento Especial Abreviado, Cesura, y PTDJ).
·  1 plaza de Psicología.
Corredores, Golfito, Coto Brus, y Puerto Jiménez.
·  1 plaza de Defensor (a) Público (a).
·  Justicia Restaurativa en materia Contravencional (Adultos).
10.  Heredia
Heredia y Sarapiquí.
·  1 plaza de Trabajo Social.
·  Justicia Juvenil Restaurativa (Salidas Alternas, Procedimiento Especial Abreviado, Cesura, y PTDJ).
·  1 plaza de Psicología.
Heredia, Santo Domingo, San Rafael, San Isidro, San Joaquín y Sarapiquí.
·  1 plaza de Defensor (a) Público (a).
·  Justicia Restaurativa en materia Contravencional (Adultos).
11.  Puntarenas
Puntarenas y Aguirre y Parrita.
·  1 plaza de Trabajo Social.
·  Justicia Juvenil Restaurativa (Salidas Alternas, Procedimiento Especial Abreviado, Cesura, y PTDJ).
·  1 plaza de Psicología.
Puntarenas, Quepos, Esparza, Montes Oro, Garabito, Parrita, Cóbano y Monteverde
·  1 plaza de Defensor (a) Público (a).
·  Justicia Restaurativa en materia Contravencional (Adultos).
Finalmente, se presenta para el 2021 una propuesta para la creación de siete nuevos equipos interdisciplinarios, a efecto de continuar con el proceso de ampliación de Justicia Restaurativa, en las zonas de San Ramón, San Carlos, Nicoya, Turrialba, Quepos, Buenos Aires y Upala. 

1.8. Por otra parte, en oficio 056-DJR-2019 del pasado 15 de marzo, suscrito por el Magistrado Rafael Segura Bonilla, se solicita en virtud de la reubicación de oficinas en el edificio de la Corte Suprema de Justicia, la asignación de un espacio físico exclusivo para la Dirección Nacional de Justicia Restaurativa, que cuente con cinco oficinas para el personal profesional, áreas de baño y cocina, una sala de reuniones y un espacio secretarial (ver anexo 5). Sobre el particular, en oficio 1272-DE-2019 del pasado 26 de marzo, la Directora Ejecutiva máster Ana Eugenia Romero Jenkins, manifestó que el programa de Justicia Restaurativa se mantiene adscrito a la Sala Tercera, por lo que el espacio requerido para la Dirección de Justicia Restaurativa, debe valorarse con la presidencia de dicha Sala, que cuenta con todo el piso 7, del edifico de la Corte Suprema de Justicia (ver anexo 8). 

1.9. Por último, en oficio 596-PLA-RH-MI-2019 del pasado 2 de mayo, suscrito por la Directora de la Dirección de Planificación, se solicitó al magistrado Rafael Segura Bonilla, en su condición de coordinador de la Dirección de Justicia Restaurativa, analizar el presente informe a efecto de recibir las observaciones que estime pertinentes, de la misma forma, se solicitó criterio a la Dirección Ejecutiva, Fiscalía General, Defensa Pública y Departamento de Trabajo Social y Psicología. Las respuestas de las oficinas anteriores, se encuentran adjuntas en el apartado de anexos (ver anexos 9 al 12), además de un cuadro con su correspondiente análisis y atención (ver anexo 13). En el caso de la Dirección de Justicia Restaurativa sus observaciones ingresaron a las 16:02 hrs del 13 de mayo.. 

El análisis de las observaciones remitidas el informe preliminar puesto en consulta, se atienden el Anexo 12 de este informe.



	
	II. Justificación
	2.1. El Transitorio 1 de la Ley de Justicia Restaurativa, dispuso de la creación de nuevas oficinas a nivel nacional, para que de forma gradual dentro de un plazo de tres años a partir de su vigencia (20 de enero de 2022), se mantenga una cobertura Nacional.  

“TRANSITORIO 1- La Corte Suprema de Justicia creará las nuevas oficinas de justicia restaurativa de forma gradual hasta tener una cobertura nacional, en el plazo de tres años a partir de la vigencia de la ley. Cada dependencia judicial deberá tomar las previsiones para direccionar recursos o presupuestar los requerimientos para la implementación de esta ley.”
En lo especificó a materia Penal de adultos, conforme al referido artículo 6 de la Ley de Justicia Restaurativa, se estableció de la apertura de oficinas según las necesidades del servicio, en los diferentes circuitos judiciales a nivel nacional. En materia Penal Juvenil, se dispuso que se conformarían en las diferentes jurisdicciones el Programa de Justicia Juvenil Restaurativa y que para ese efecto, se dotará de equipos psicosociales, que en conjunto con las personas funcionarias de la Defensa Pública y el Ministerio Público de cada despacho, aplicarán el procedimiento juvenil restaurativo como parte de sus competencias legales y las normas establecidas en esta ley.

En materia Contravencional, básicamente se dispuso lo mismo que en materia Penal Juvenil, respecto a que se conformará en las diferentes jurisdicciones el Programa de Justicia Contravencional Restaurativa y por lo que debe dotarse de equipos psicosociales, que en conjunto con la persona juzgadora, desarrollarán la justicia restaurativa como parte de sus competencias legales.


	
	III. Información Relevante
	3.1. Estructura de recurso humano y abordaje de Justicia Restaurativa.
La Dirección de Justicia Restaurativa, funciona bajo la coordinación del magistrado Rafael Segura Bonilla, en su condición de coordinador del Programa de Justicia Restaurativa y cuenta con el siguiente recurso humano: 

· 3 plazas de Profesional en Derecho 3B

· 1 plaza de Técnica o Técnico Judicial

· 1 plaza de Secretaria Ejecutiva
Dicho recurso se encuentra destacado dentro las instalaciones de la Sala Tercera y adscrito al Área de Gestión y Apoyo del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional (CACMFJ). Asimismo, en la actualidad cuenta con una plaza de Profesional 2, bajo la modalidad de permiso con goce de salario y sustitución (PGSS), hasta el 30 de junio del 2019, según sesión 28-19 celebrada el 28 de marzo del 2019, artículo VI.

El abordaje de los asuntos al tenor de la Ley de Justicia Restaurativa, se lleva a cabo por medio de un Equipo Interdisciplinario, que a su vez está conformado por el Equipo Legal, que incluye a todas las personas profesionales en la rama del Derecho (Juezas y Jueces, Fiscalas y Fiscales, Defensoras y Defensores) y el Equipo Psicosocial integrado por las y los profesionales en las ramas de Sicología y Trabajo Social. 

Este recurso humano, forma parte de las correspondientes dependencias y jurisdicciones a nivel nacional (Departamento de de Trabajo Social y Psicología, específicamente a cada oficina regional, Despachos jurisdiccionales, Ministerio Público y Defensa Pública. A continuación, se presenta el detalle de los equipos por zona, que operan actualmente:
Cuadro 1
ABORDAJE DE JUSTICIA RESTAURATIVA, EN MATERIA PENAL SEGÚN
CIRCUITO Y ZONA 2019
Circuito
Zonas
Modalidad
II Circuito Judicial de San José
I y II Circuito Judicial SJ y 
Desamparados
Ordinario y Flagrancia 
III Circuito Judicial de San José
Hatillo, Santa Ana y Escazú
Ordinario
Cartago
Cartago, Turrialba, La Unión y San Marcos de Tarrazú
Ordinario y Flagrancia 
Heredia
Heredia
Ordinario y Flagrancia 
I Circuito Judicial de la Zona Sur
Pérez Zeledón y Buenos Aires
Ordinario y Flagrancia 
II Circuito Judicial de Limón
Pococi, Sarapiqui y Siquirres
Ordinario y Flagrancia 
Puntarenas
Puntarenas y Quepos 
Ordinario y Flagrancia 
Fuente: Elaboración propia a partir de la información recopilada en la entrevista sostenida con la licenciada Jovanna Calderón Altamirano.
Como se aprecia, en total en materia Penal de adultos, se encuentran conformados siete equipos Interdisciplinarios a nivel nacional, con una plaza de Fiscala o Fiscal, una de Defensora o Defensor, 2 en el área Psicosocial y una plaza técnica o técnico Judicial, esta última es la que tiene a su cargo la Fiscala o Fiscal de Justicia Restaurativa, con excepción del Segundo Circuito Judicial de San José, que dicho recurso pertenece a la Administración Regional. Es importante destacar, que en dichas zonas las personas profesionales destacadas por parte del Ministerio Público y Defensa Pública y Equipo Psicosocial, se dedican de manera exclusiva a la atención de las causas tramitadas por la vía de Justicia Restaurativa.

En la actualidad, no se cuenta con oficinas de Justicia Restaurativa en los circuitos judiciales de Alajuela (Alajuela, San Carlos y San Ramón) y Guanacaste (Liberia y Nicoya), además del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica y Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur.

En lo concerniente al abordaje de materia Penal Juvenil, en las siguientes jurisdicciones se cuenta con el servicio:

· Primer Circuito Judicial de San José

· Cartago

· Heredia

· Alajuela

· Primer Circuito Judicial de la Zona Sur

· Primer Circuito Judicial de Guanacaste

· Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica

· Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica

· Puntarenas

En cuanto a los equipos psicosociales en Cartago, Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica y Puntarenas, según la información anterior y conforme al cuadro 1, abordan en conjunto la materia Penal de Adultos y Juvenil, por su parte, el equipo destacado en el Primer Circuito Judicial de San José, en materia Penal Juvenil atiende la competencia del Segundo y Tercer Circuito de la zona. De manera exclusiva en el Primer Circuito Judicial de Alajuela, Guanacaste, Zona Atlántica y Heredia, se brinda el servicio por parte de un equipo específico para la materia.  

Es importante destacar, que en el caso del abordaje de Alajuela, este lo ejecuta el Equipo Psicosocial de Heredia, en otras palabras, un solo equipo de dos profesionales en Psicología o Trabajo Social, atiende las dos zonas. 

Asimismo, en el Primer Circuito Judicial de Guanacaste, se cuenta con solo una persona profesional en psicología, a cargo de las funciones en la parte Psicosocial. Por su parte, en el Segundo Circuito Judicial de Alajuela, Zona Sur y Guanacaste y Tercer Circuito Judicial de Alajuela, no se cuenta con el abordaje en materia Penal Juvenil.  

En resumen, se presenta a continuación el abordaje por Circuito de Justicia Restaurativa, según materia:
Cuadro 2
ABORDAJE JUSTRICIA RESTAURATIVA, POR MATERIA 
A NIVEL NACIONAL. 2019
Circuito Judicial
Materia
Penal 
Penal Juvenil 
I Circuito Judicial de San José
X
X
II Circuito Judicial de San José
X
X
III Circuito Judicial de San José
X
X
I Circuito Judicial de Alajuela
NO
X
II Circuito Judicial de Alajuela
NO
NO
III Circuito Judicial de Alajuela
NO
NO
Heredia
X
X
Cartago
X
X
I Circuito Judicial Zona Sur
X
X
II Circuito Judicial Zona Sur
NO
NO
I Circuito Judicial Zona Atlántica
NO
X
II Circuito Judicial Zona Atlántica
X
X
Puntarenas 
X
X
I Circuito Judicial Guanacaste
NO
X
II Circuito Judicial Guanacaste
NO
NO
Fuente: Elaboración propia a partir de la información suministrada por la Dirección de Justicia Restaurativa. 
En los circuitos judiciales de San José, Heredia, Cartago, Puntarenas, Primer y Segundo Circuito Judicial de Zona Sur y Atlántica, respectivamente, se atiende la materia de Penal de Adultos y Juvenil, por su parte, en Alajuela, Primer Circuito Judicial de la zona Atlántica y Guanacaste, únicamente se aplica en Penal Juvenil.  En el caso del Segundo y Tercer Circuito Judicial de Alajuela y Segundo Circuito Judicial de la zona Sur y Guanacaste, no se cuentan con abordaje de Justicia Restaurativa. 

En lo concerniente, a la cantidad de equipos Psicosociales que brindan el abordaje en los tres circuitos judiciales de San José, se realiza por medio de dos equipos en materia Penal de Adultos y uno en Penal Juvenil, asimismo, en Heredia se destacan dos equipos, sea uno para cada materia. En los demás circuitos únicamente se destaca un equipo conforme a la distribución explicada anteriormente, con excepción de Alajuela, que el abordaje en materia Penal Juvenil, lo brinda el equipo destacado en Heredia. 

3.2. Análisis del comportamiento estadístico.
3.2.1. Justicia Restaurativa Penal de Adultos.
En el cuadro siguiente, se presenta el detalle de las variables estadísticas, en Justicia Restaurativa Penal de Adultos, para el período 2016 a 2018.
Cuadro 3
COMPORTAMIENTO DE LAS VARIABLES ESTADISTICAS
JUSTICIA RESTAURATIVA PENAL DE ADULTOS.

2016-2018
Variable
Año 
2016
2017
2018
Entrados 
2012
2202
2461
Terminados
1978
2066
2317
Circulante Final 
221
357
501
Fuente: Elaboración propia a partir de la información suministrada por el Sup proceso de Estadística. Los procesos entrados incluyen los reentrados. * Incluye la información hasta el primer semestre 2018. 
El comportamiento de los procesos entrados, presenta un incremento de un 9% entre el período 2016 (2012) y 2017 (2202), tendencia que se mantiene constante desde el 2013 cuando ingresaron un total de 341 asuntos. Asimismo, entre el 2018 (2461) y 2017(2202), existe una diferencia de 259 causas, que representan un incremento del 11%.

En este comportamiento, incide la incorporación de nuevas zonas y circuitos, dentro del proyecto de abordaje de Justicia Restaurativa, en ese sentido, para el 2015, se incluye en la información estadística el seguimiento a los circuitos de Heredia, Primer y Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur y Atlántica, respectivamente. 

Asimismo, a partir del 2017, se incluyen al programa las oficinas del Segundo Circuito Judicial de San José, incluida Flagrancia, posteriormente, los datos de Cartago y Puntarenas se incluyen a partir del segundo semestre de 2018.

En el grafico siguiente, se presenta la tendencia de las causas ingresadas en Justicia Restaurativa, a partir de 2014:
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Como se aprecia, las causas ingresadas en Justicia Restaurativa mantienen una tendencia al incremento, en el 2015 ingresaron en promedio 133 causas mensuales, lo que representó un incremento del 302%, respecto al año anterior (44). Posteriormente, el incremento se ha presentado en un menor porcentaje, hasta el 2018, en donde alcanzó el 11% (219), respecto al 2017(196).

Por otra parte, en el grafico siguiente, se presenta el comportamiento de las causas terminadas
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En el caso de los asuntos terminados, se presenta también una tendencia de incremento, sea que en el 2017 el promedio mensual fue de 184 y en el 2018 de 206, no obstante, paulatinamente se ha mantenido un incremento de circulante, toda vez que paso de 221 (2016) a 501 en el 2018, que en términos generales, obedece a un mayor ingreso promedio mensual de causas (219), frente a las causas mensuales terminadas (206). En línea con lo anterior, a continuación, se presenta el comportamiento del circulante para el período 2014 a 2018
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De manera paulatina el circulante en Justicia Restaurativa incrementó, toda vez que en el 2014 se finalizó con un total de 42 causas y para el 2018 se finalizó con 501. Este comportamiento, obedece a un ingreso promedio mayor de causas ingresadas, en relación con las terminadas, sea el caso del 2018 en donde el promedio de ingreso (219), superó en 13 causas mensuales a las terminadas (206) 
3.2.1.1. Procedencia de las causas ingresadas Justicia Restaurativa Penal de Adultos.
A continuación, se presenta el detalle de la procedencia de las causas ingresada en materia Penal de Adultos, para el primer semestre 2018:

Cuadro  4
PROCEDENCIA DE LAS CAUSAS INGRESADAS
JUSTICIA RESTAURATIVA PENAL DE ADULTOS
2018
Circuito Judicial
Entrada
%
II Circuito Judicial de San José
452
19%
III Circuito Judicial de San José
469
19%
Cartago
144
6%
Heredia
309
13%
Puntarenas 
124
5%
I Circuito Judicial Zona Sur
451
19%
II Circuito Judicial Zona Atlántica
462
19%
Total
2411
100%
Fuente: Elaboración propia a partir de la información suministrada por el Subproceso de Estadística. Nota: Los datos de Cartago y Puntarenas se incluyen a partir del segundo semestre de 2018
La mayor cantidad de causas entradas (469), se presentaron en el Tercer Circuito Judicial de San José, seguido del Segundo Circuito Judicial de la zona Atlántica (462), en el Segundo Circuito Judicial de San José (452) y Primer Circuito Judicial de la Zona Sur (451), todos con un 19% de entrada respecto al total. En Heredia (144) se alcanzó un 13% del total, quedando con los menores porcentajes, Cartago y Puntarenas, con un 6% y 5%, respectivamente, destacándose, que se incorporó la información estadística de ambos a partir del Segundo Semestre 2018.

En línea con lo anterior, a continuación, se presenta la información del promedio de ingreso de las causas, para el 2017 y 2018:
Cuadro 5
COMPORTAMIENTO DE LA ENTRADA PROMEDIO MENSUAL DE 
CAUSAS INGRESADAS, EN JUSTICIA RESTAURATIVA. 2017-2018
Circuito Judicial
Entrada Promedio
Diferencia
2017
2018
II Circuito Judicial de San José
37
40
8%
III Circuito Judicial de San José
53
42
-21%
Cartago
0
24
NA
Heredia
37
27
-25%
Puntarenas 
0
21
NA
I Circuito Judicial Zona Sur
28
40
42%
II Circuito Judicial Zona Atlántica
36
41
13%
Total promedio
27
34
23%
Fuente: Elaboración propia a partir de la información suministrada por el Subproceso de Estadística. 
El promedio mensual de causas ingresadas en Justicia Restaurativa en el 2018 (34), respecto al 2017 (27), presentó un incremento del 23%, en ese sentido, el Segundo Circuito Judicial de San José, Primer Circuito Judicial de la Zona Sur y Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica, mostraron un incremento del 8%, 42% y 13%, respectivamente. Por el contrario, en el Tercer Circuito Judicial de San José y Heredia, se disminuyó el promedio de causas ingresadas en un 21% y 25%. 

En términos absolutos, los incrementos suman un 63% y las disminuciones un 46%, para una diferencia del 17%, lo que explica que el incremento en el promedio mensual de causas (23%), que paso de 27 (2017) a 34 (2018), también se debe a la incorporación de los datos estadísticos de Cartago y Puntarenas, a partir del segundo semestre de 2018.   

3.2.1.2. Motivo de Término de las causas de Justicia Restaurativa Penal de Adultos.
En el cuadro 6, se presenta el detalle de los motivos de término de las causas ingresadas en Justicia Restaurativa Penal de Adultos: 
Cuadro 6
MOTIVO DE TERMINO DE LAS CAUSAS INGRESADAS
JUSTICIA RESTAURATIVA PENAL DE ADULTOS
2018
Motivo de termino
Total 
%
Acumulación
38
2%
Suspensión proceso a prueba
404
17%
Reparación integral del daño
1
0%
Conciliación
680
29%
No hubo acuerdo
51
2%
No se presentaron las partes
49
2%
Devueltos
1090
47%
Otros 
4
0%
Total
2317
100%
Fuente: Elaboración propia a partir de la información suministrada por el Subproceso de Estadística. 
El mayor porcentaje de causas terminadas (47%), sean 1090, se concluyó  por motivo de Devueltos, seguido en un 46% conjunto entre los motivos de Conciliación (29%)  y Suspensión del proceso a prueba (17%), las demás con un 7%, dentro de las cuales se deben considerar en las que no se presentaron las partes (2%) y no hubo acuerdo (2%), estas dos últimas, se escapan de la gestión de las oficinas de Justicia Restaurativa.

 Sobre el particular de las causas Devueltas, a continuación, se presente el detalle: 

Cuadro 7
MOTIVO DE LAS DEVOLUCIONES, DE LAS CAUSAS TERMINADAS
JUSTICIA RESTAURATIVA PENAL DE ADULTOS. I SEMESTRE 2018
Instancia
Motivo Devolución 
Cantidad
%
Ministerio Público
   Por estrategia de la defensa particular
9
1%
   Falta viabilidad probatoria
134
12%
   No se presenta a cita persona imputada
25
2%
   No acepta persona imputada
28
3%
   No acepta victima
58
5%
   No se logró ubicar a imputado/a
16
1%
   No se logró ubicar a ofendido/a
23
2%
   No cumple con los requisitos de admisibilidad
284
26%
Defensa Pública
   Ausencia de prueba determinante
16
1%
   No se logró ubicar imputado/a
118
11%
   Pers. imputada no se apersonó a la cita
97
9%
   Pers. imputada no se acoge al programa
222
20%
   Por estrategia de la defensa pública
39
4%
Dupla 
PS
   Por criterio técnico-psicosocial
21
2%
Total
1090
100%
Fuente: Elaboración propia a partir de la información suministrada por el Subproceso de Estadística. 

Nota: Dupla Psicosocial (PS)
Los motivos de “No cumple con los requisitos de admisibilidad” y “Persona imputada no se acoge al programa”, representan un 26% y 20%, respectivamente, en el caso del primero, se genera a instancia del Ministerio Público, dentro de la evaluación de las causas admisibles a tramitarse por la vía de Justicia Restaurativa, que pasa por una incorrecta verificación de requisitos legales de las causas remitidas por parte de la Fiscalía. Por otra parte, las causas devueltas en virtud de que la persona imputada no se acogió al programa (9%), ocurre una vez que la Defensa Pública, consulta al imputado su interés de participar en el proceso de Justicia Restaurativa, situación que únicamente se puede verificar, una vez iniciado el proceso de Justicia Restaurativa y opera por la falta de interés de la persona ofensora. 

3.2.1.3. Análisis del costo de la Justicia Penal respecto a Justicia Restaurativa
Es importante destacar, obviando aspectos de índole social resueltos en los procesos jurisdiccionales, por la vía de la solución alterna de conflictos, conciliación y Justicia Restaurativa, que la institución incurre en menos costos, respecto a los procesos resueltos por la vía ordinaria. En ese sentido y conforme a valor económico estimado para el proceso de Justicia Restaurativa (¢339,998) y resolución de la causa mediante el proceso ordinario (¢6.665.157), según informe 7-PP-2014 de la Dirección de Planificación, remitido en oficio 212-PLA-2014 del 17 de febrero de 2014, cada asunto terminado en Justicia Restaurativa, le genera a la Institución un ahorro aproximado de ¢6.325.159, sea un 95% menos del monto en que se incurre, tramitando la causa por la vía ordinaria ((¢6.665.157).  

En la práctica y desde un punto de vista aritmético, un proceso en materia Penal que se concluya en la etapa intermedia, inherentemente es menos oneroso que otro que se termine por sentencia firme conocida por la Sala Tercera, toda vez que este último en principio va requerir de una mayor inversión de recursos en el transcurso del Juicio y confirmación de la sentencia por parte de los órganos jerárquicos, entre otros.

3.2.1.4. Reuniones y audiencias programadas según circuito Justicia Restaurativa Penal de Adultos. 
A continuación, se presente el detalle de las reuniones restaurativas y audiencias de verificación según equipo interdisciplinario:
Cuadro 8
REUNIONES RESTAURATIVAS Y AUDIENCIAS DE VERIFICACION, SEGÚN 
CIRCUITO JUDICIAL. 2018
Circuito 
Reuniones Programadas
Audiencia de 
Verificación 
Realizadas
No Realizad
%
II Circuito Judicial de San José
250
51
83%
79
III Circuito Judicial de San José
245
51
83%
220
Cartago
32
6
84%
2
Heredia
196
32
86%
111
Puntarenas 
60
6
91%
1
I Circuito Judicial Zona Sur
159
20
89%
34
II Circuito Judicial Zona Atlántica
195
33
86%
61
Fuente: Elaboración propia a partir de la información suministrada por el Subproceso de Estadística. Nota: Los datos de Cartago y Puntarenas se incluyen a partir del segundo semestre de 2018
En el Segundo Circuito Judicial de San José, se señalan la mayor cantidad de reuniones restaurativas (301), con un 83% de realización de las reuniones (250), le sigue el Tercer Circuito Judicial de San José con un total de 296 reuniones restaurativas programadas, de las cuales el 83% se lleva a cabo (245). En el caso del Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica, Heredia y Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, se señalaron un total de 228. 228 y 179 reuniones restaurativas. En el caso de Puntarenas y Cartago la información estadística se incorpora a partir del segundo semestre 2018, con un total de 66 y 38 reuniones programadas, de las cuales se realizaron 60 y 32, respectivamente, sea un porcentaje de efectividad del 91% y 84%. 

Por otra parte, en el Tercer Circuito Judicial de San José, Heredia y Segundo Circuito Judicial de San José, se llevaron a cabo la mayor cantidad de audiencias de verificación durante el 2018, a razón de 220, 111 y 79, respectivamente, en los demás circuitos judiciales, se realizaron en una menor cantidad de 61 (Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica, Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, Cartago y Puntarenas).

Este análisis, se complementa en el apartado referente al análisis de las causas ingresadas y reuniones restaurativas, en materia Penal de Adultos y Juvenil, en función de su capacidad instalada.

3.2.1.5. Proceso de Justicia Restaurativa Penal de Adultos. 
El trámite del proceso de Justicia Restaurativa inicia en la Fiscalía y conforme a los equipos actualmente conformados a nivel nacional, se traslada a la oficina de Justicia Restaurativa correspondiente. En el siguiente diagrama de flujo se presentan las tareas y responsables a cargo: 
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La denuncia ingresa a la Fiscalía y posterior a la creación del expediente, se traslada a la Fiscala o Fiscal que le corresponda en turno, esta persona realizará una valoración inicial de la pertinencia de remitir la causa a la Oficina de Justicia Restaurativa. Una vez itinerada la causa a la Oficina de Justicia Restaurativa, la Técnica o Técnico Judicial la remite de manera inmediata, a la Fiscala o Fiscal de Justicia Restaurativa, a efecto de valorar el cumplimiento de los requisitos de admisibilidad, dentro de un plazo de tres días, que en el caso de cumplirse, se debe comunicar de manera inmediata a la defensa técnica, conforme se estable en el artículo 17 de la Ley Justicia Restaurativa.

Posteriormente, la defensa técnica contará con un plazo no mayor de tres días naturales para verificar que la causa penal cumple con los requisitos de admisibilidad, que en el caso de proceder, la defensa técnica dispondrá de diez días hábiles para contactar a la persona ofensora, informar de sus derechos y deberes en el procedimiento restaurativo, firmar el consentimiento informado y entregarlo al Ministerio Público para su resguardo y continuación del procedimiento restaurativo. (Artículo 18 de la Ley de Justicia Restaurativa). Admitida la causa por parte de la Defensa Pública, se coordina la agenda para que el mismo día que se realice la entrevista inicial se haga la valoración psicosocial, que en los casos con defensa particular, el Ministerio Público deberá coordinar, en un plazo no mayor de cinco días hábiles, la hora y fecha de la valoración psicosocial a la persona ofensora. (Artículo 18 de la Ley de Justicia Restaurativa)

Una vez que la persona ofensora haya firmado el consentimiento informado y se cuente con el criterio positivo del equipo psicosocial, la Fiscala o Fiscal de Justicia Restaurativa deberá contactar y citar a la víctima, a fin de informarle del procedimiento penal restaurativo. En caso de que la víctima esté de acuerdo, firmará el consentimiento informado y de seguido será atendida por el equipo psicosocial, que realizará la valoración y emitirá su criterio de viabilidad o no para realizar la reunión restaurativa. 

Si la víctima o la persona ofensora no está anuente a participar en el procedimiento restaurativo, se remitirá de manera inmediata el expediente a la vía penal correspondiente. La misma lógica aplica cuando los representantes del Ministerio Público o Defensa Publica y Equipo Psicosocial, consideren que no se cumple con lo establecido en la Ley de Justicia Restaurativa. (Artículo 19 de la Ley de Justicia Restaurativa)

Una vez que el caso haya cumplido con los requisitos de admisibilidad y viabilidad, inmediatamente se deberá convocar a la reunión restaurativa, misma que se debe celebrar dentro un plazo máximo de un mes o diez días, este último para casos de Flagrancia, contado a partir del ingreso de la causa en la oficina de Justicia Restaurativa. Previo a la reunión restaurativa el Equipo Interdisciplinario, celebra una pre-audiencia para discutir los aspectos psicosociales relevantes para el abordaje del caso., seguidamente la persona Facilitadora (Jueza o Juez) dirige la reunión y se encarga de judicializar los acuerdos. (Artículo 19, 24, 25 y 27 de la Ley de Justicia Restaurativa)

Por último y de conformidad con el artículo 28 de la Ley de Justicia Restaurativa, el seguimiento del plan reparador de las personas ofensoras estará a cargo del Equipo Psicosocial, a efecto de garantizar el efectivo cumplimiento de las condiciones impuestas por la autoridad judicial.

Lo expuesto coligue el necesario abordaje del procedimiento de Justicia Restaurativa, en equipos de trabajo conformados por personas capacitadas y sensibilizadas en el tema de resolución alterna de conflictos y conciliación, criterio coincidente con lo expuesto por las licenciadas Sara Arce Moya y Jovanna Calderón Altamirano, Fiscala Adjunta Justicia Restaurativa y Profesional 3b de la Dirección de Justicia Restaurativa, respectivamente. 

Es importante reseñar, que históricamente la norma en materia Penal, es la judicialización de los conflictos y que dentro de esa esfera la solución de los procesos se da en los estrados judiciales. 

El trabajo en equipo es parte del espíritu de la Ley, a efecto de tutelar un procedimiento ágil y oportuno, que a la vez brinde una solución social a los conflictos penales, específicamente, la mecánica y logística de trabajo, desde un principio exige coordinación inmediata y directa entre las personas profesionales destacas por el Ministerio Público y Defensa Pública, al momento de analizar el cumplimiento de los requisitos establecidos en la Ley de Justicia Restaurativa, tarea que ambos profesionales deben ejecutar de manera conjunta en un plazo no mayor a seis días.

Posteriormente, el señalamiento para entrevista de la persona ofensora, debe fijarse dentro de una o dos semanas máximo, para ser atendida por espacio de 40 a 60 minutos por la Defensora o Defensor Público y después trasladarse de manera inmediata a entrevista con uno de los profesionales del Equipo Psicosocial. En este proceso, el plazo de agenda de las personas entrevistadoras, debe mantener una disponibilidad a dos semanas plazo, para obtener el consentimiento informado de la persona ofensora y entrevista del Equipo Psicosocial, como se aprecia, las tareas se ejecutan en equipo y de manera coordinada para cumplir con los plazos de Ley, las agendas de trabajo se deben manejar en sincronía entre los dos equipos (Legal y Psicosocial).

De la misma forma, una vez se cuente con el criterio positivo del Equipo Psicosocial, la Fiscala o Fiscal de Justicia Restaurativa deberá contactar y citar a la víctima, para firmar el consentimiento informado y de seguido será atendida por el Equipo Psicosocial, que realizará la valoración y emitirá su criterio de viabilidad o no para realizar la reunión restaurativa. Este proceso en teoría se estaría ejecutando a partir de la tercera semana de ingreso de la causa a la oficina de Justicia Restaurativa, para que, dentro de la semana siguiente, se esté señalando a la reunión restaurativa, conforme a lo establecido en párrafo final del artículo 22.

Básicamente, la causa se maneja por medio de la coordinación entre representantes del Ministerio Público, Defensa Pública y Equipo Psicosocial, para admitir el proceso en Justicia Restaurativa de entrada, obtener los consentimientos informados, agendar las entrevistas y celebrar la reunión restaurativa, todo lo anterior dentro del plazo de un mes. Las agendas se manejan de manera conjunta, con el objetivo de contar con espacios de señalamiento, para entrevistas y reuniones restaurativas, que no excedan los plazos de Ley.   

En Justicia Restaurativa, se mantiene un rol de trabajo del todo el equipo (Legal y Psicosocial), para cumplir con los fines de la Ley, a continuación, se presente la mecánica de trabajo de las oficinas que agendan más señalamientos en Justicia Restaurativa, sean Segundo y Tercer Circuito Judicial de San José (ver cuadro 8):

Cuadro 9
PROGRAMACION DE LA AGENDA, OFICINA DE JUSTICIA RESTAURATIVA II Y III CIRCUITO 
JUDICIAL DE SAN JOSE, MARZO 2018
Día
Audiencia
II Circuito Judicial de San José
III Circuito Judicial de San José
Cantidad
Actividad
Cantidad
Actividad
Lunes
I
3
Entrevista casos DP en Flagrancia 
4
2 Reuniones Restaurativas 
2 Audiencias de verificación 
3
Entrevista casos MP
II
2
Entrevista casos DP en Ordinario
2
Reuniones Restaurativas
2
Entrevista casos MP en Ordinario
Martes
I
2
Reuniones Restaurativas
3
Entrevista casos DP 
3
Entrevista casos MP
II
2
Reuniones Restaurativas
2
Entrevista casos DP en Ordinario
2
Entrevista casos MP en Ordinario
Miércoles
I
3
Entrevista casos DP en Flagrancia 
4
2 Reuniones Restaurativas 
2 Audiencias de verificación 
3
Entrevista casos MP
II
2
Entrevista casos DP en Ordinario
2
Reuniones Restaurativas
2
Entrevista casos MP en Ordinario
Jueves
I
3
Reuniones Restaurativas
3
Entrevista casos DP 
3
Entrevista casos MP
II
2
Reuniones Restaurativas
2
Entrevista casos DP en Ordinario
2
Entrevista casos MP en Ordinario
Viernes
Equ PS
32
Seguimiento 
32
Seguimientos
Equ Leg
7
Audiencias de Verificación
 
Labores administrativas 
Fuente: Elaboración propia, a partir de la información suministrada por cada oficina. 
Las dos oficinas señalan al menos un total de 20 entrevistas semanales, que en la práctica primero la persona usuaria se reúne con el representante del Ministerio Público o Defensa Pública y después con uno de los profesionales del Equipo Psicosocial. En promedio y según información brindada por el Fiscal de Justicia Restaurativa Lic. Teodoro Bermúdez Valencia, las entrevistas se llevan en promedio de 40 minutos a 1 hora, según sea el caso, tarea para la cual se dedican 2 días por completo, a razón de 4 o 5 entrevistas conjuntas, entre la persona profesional del Equipo Legal y Psicosocial.     

En las reuniones restaurativas, participan el Equipo Legal incluido la persona juzgadora, además de uno de los profesionales del Equipo Psicosocial, en el Segundo y Tercer Circuito Judicial de San José se programan un total de 9 y 8, respectivamente, trabajo para el cual  dedican 2 días y que incluso en el caso del Tercer Circuito Judicial de San José, se señalan también audiencias de verificación de cumplimiento y acuerdos, mismas que se programan únicamente para el Equipo Legal incluida la persona juzgadora.

Los seguimientos ejecutados por el Equipo Psicosocial, se programan en el Segundo y Tercer Circuito Judicial de San José, 1a razón de 16 por cada persona profesional los viernes, para un total de 32 por oficina. De manera paralela, el Equipo Legal se encarga de asuntos administrativos y audiencias de verificación en el caso del Segundo Circuito Judicial de San José.   

En resumen y en consideración de los señalamientos programados en las agendas de las oficinas del Segundo y Tercer Circuito Judicial de San José, el equipo Legal y Psicosocial, están en capacidad de realizar en conjunto 20 entrevistas y 9 Reuniones Restaurativas, por semana, sean 80 y 36, respectivamente al mes. 

Asimismo, dentro de esa capacidad instalada, efectuar por parte del Equipo Legal un total de 7 audiencias de verificación por semana, sean 28 al mes y por parte del Equipo Psicosocial 32 seguimientos semanales, sean 128 mensuales.

3.2.2. Justicia Restaurativa Penal Juvenil.
En materia Penal Juvenil, a nivel nacional el Ministerio Público y Defensa Pública, ya tienen destacados, profesionales especializados para la atención de la materia y en ese sentido, en conjunto con las Juezas y Jueces de la materia, ya conforman un equipo a cargo de la materia Penal Juvenil y que conforme al artículo 6 de la Ley de referencia, básicamente se requiere de equipos Psicosociales que trabajen en conjunto, con los equipos legales, para aplicar la entrada en vigencia de la Ley de Justicia Restaurativa. 

El procedimiento en materia Penal Juvenil, mantiene en esencia el proceso seguido en materia Penal de Adultos, con la excepción de que primero se obtiene el consentimiento informado por parte de la víctima y posteriormente el de la persona ofensora, además de que la Fiscalía por imperativo legal debe presentar la acusación ante el órgano jurisdiccional competente. 

Las estadísticas que se generan en Justicia Restaurativa para la materia de Penal Juvenil, básicamente recopilan la información de las reuniones restaurativas, audiencias, seguimientos y Red de apoyo. 

3.2.2.1. Reuniones Restaurativas Justicia Penal Juvenil. 
A continuación, se presenta el detalle de las reuniones restaurativas, en materia de Justicia Penal Juvenil, para el primer semestre de 2018:

Cuadro 10
REUNIONES RESTAURATIVAS Y ACUERDOS MENSUALES, EN MATERIA 
.DE JUSTICIA PENAL JUVENIL. I SEMESTRE DE 2018
Circuito
Reuniones Programas
Acuerdo
Realizadas
No Realizadas
%
San José 
7
2
77%
7
Heredia
3
1
72%
3
Cartago
5
2
75%
5
Alajuela
4
2
74%
4
I Circuito Judicial Zona Atlántica
6
2
73%
6
II Circuito Judicial Zona Atlántica
2
2
56%
2
Fuente: Elaboración propia a partir de la información suministrada por el Subproceso de Estadística
En San José, Heredia, Alajuela, Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica y Guanacaste, los equipos Psicosociales se dedican de manera exclusiva a la materia Penal Juvenil, en Cartago y Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica, atienden materia Penal de Adultos y Juvenil, estos últimos agendaron un total de 7 y 4 reuniones restaurativas mensuales de las cuales se realizaron 7 y 2, para un 75% y 56%, respectivamente. De los demás equipos, en San José se agenda la mayor cantidad de Reuniones Restaurativas mensuales (9), seguido de Alajuela con 6 en total y un porcentaje de realización del 77% y 74%, respectivamente. La cantidad de acuerdos logrados en las reuniones restaurativas realizadas en la mayoría de circuitos, es del 100%. 

3.3. Análisis de las causas ingresadas y reuniones restaurativas, en materia Penal de Adultos y Juvenil, en función de su capacidad instalada. 
Para efectos de un mejor análisis, se presenta por zona un resumen de los equipos y abordaje por materia, en relación con las causas ingresadas y reuniones restaurativas programadas, frente a la capacidad de producción mensual, a partir de la mecánica de trabajo establecida en el apartado 3.2.1.4 (80 entrevistas y 36 reuniones restaurativas mensuales). Asimismo, y para establecer un parámetro de ingreso de causas que se ajuste a la cantidad de entrevistas establecidas para el Equipo Legal y Psicosocial, se parte de la premisa de que para que se puedan realizar 80 entrevistas, al menos deben ingresar un total de 40 causas mensuales, sea que cada causa al menos requiere de una entrevista a la persona ofensora y víctima, en términos generales. 

Igualmente, se considera la propuesta de expansión del servicio presentada en el oficio 059-DJR-19 del 15 de marzo recién pasado (ver Anexo 3 y 4), dirigido a la Directora de Planificación, por parte del Magistrado Rafael Segura Bonilla, coordinador del Programa de Justicia Restaurativa. 

· San José. 
Cuadro 11
EQUIPOS DE JUSTICIA RESTAURATIVA,  
DESTACADOS EN SAN JOSE POR MATERIA 2019
San José
Equipos
Penal 
Penal Juvenil 
I Circuito Judicial de San José
 
1
II Circuito Judicial de San José
1
 
III Circuito Judicial de San José
1
 
Cuadro 12
CAUSAS ENTRADA Y REUNIONES RESTAURATIVAS MENSUALES

EN SAN JOSE, RESPECTO AL CUMPLIMIENTO MENSUAL,  
EN MATERIA PENAL DE ADULTOS Y JUVENIL. 
San José
Penal de Adultos
Penal Juvenil
Entrada
Cumplim.
Reun. Rest.
Cumplim.
Reun. Rest.
I Circuito Judicial de San José
Na
Na
Na
Na
9
II Circuito Judicial de San José
40
100%
25
69%
Na
III Circuito Judicial de San José
42
104%
25
69%
Na
En materia Penal de Adultos, el Tercer y Segundo Circuito Judicial de San José, alcanzan la cantidad de causas mensuales que deben ingresar (40), con 42 y 40 respectivamente, no obstante, no se alcanza la cantidad de reuniones restaurativas que se podrían programar (36), sea que se podrían programar 11 reuniones mensuales adicionales, en ambas oficinas, conforme a su capacidad instalada, toda vez que en promedio durante el 2018 se señalaron 25 mensuales.   

El equipo Psicosocial en materia Penal Juvenil, realiza en promedio 9 Reuniones Restaurativas mensuales, sea 2 por semana aproximadamente, quedando por debajo en 7 semanales de las fijadas para los equipos de Penal de Adultos.      

Es de consideración, que el porcentaje de realización de las reuniones restaurativas en materia Penal de Adultos, es de un 83% (ver cuadro 8), para el Segundo y Tercer Circuito Judicial de San José y siguiendo los modelos de señalamiento en materia Penal de Adultos (ver cuadro 9), se podría seguir señalando bajo el mismo esquema (9 Reuniones Restaurativas semanales) y asumir por parte de cualquiera de los dos equipos la materia de Penal Juvenil.

En términos generales, los tres equipos destacados en los Circuitos Judiciales de San José, deberían señalar en conjunto al menos 108 reuniones restaurativas mensuales, sean 36 mensuales por equipo, no obstante, se alcanza la cantidad de 59, quedando por debajo en 49, lo que representa que hay un equipo que tiene la capacidad para señalar al menos las 36 reuniones mensuales, requeridas.

· Alajuela y Heredia

Cuadro 13
EQUIPOS DE JUSTICIA RESTAURATIVA,  
DESTACADOS EN ALAJULEA Y HEREDIA, POR MATERIA. 2019
Alajuela y Heredia
Equipos
Penal 
Penal Juvenil 
I Circuito Judicial de Alajuela
0.5
II Circuito Judicial de Alajuela
0
III Circuito Judicial de Alajuela
0
Heredia
1
0.5
Cuadro  14
CAUSAS ENTRADA Y REUNIONES RESTAURATIVAS MENSUALES

EN ALAJUELA Y HEREDIA, RESPECTO AL CUMPLIMIENTO MENSUAL,  

EN MATERIA DE ADULTOS Y PENAL JUVENIL
Alajuela y Heredia
Penal de Adultos
Penal Juvenil
Entrada
Cumplim.
Reun. Rest.
Cumplim.
Reun. Rest.
I Circuito Judicial de Alajuela
Na
Na
Na
Na
8
II Circuito Judicial de Alajuela
Na
Na
Na
Na
Na
III Circuito Judicial de Alajuela
Na
Na
Na
Na
Na
Heredia
27
69%
19
53%
4
En la zona de Heredia, el Equipo Psicosocial en materia Penal Juvenil, brinda soporte también al Primer Circuito Judicial de Alajuela. En total se señalan un total de 19 reuniones mensuales (Heredia y Alajuela), que dista en 17 Reuniones Restaurativas, las que se programan en materia Penal de Adultos (36), para un 53% de cumplimiento. 

Por otra parte, en materia Penal de Adultos, ingresaron en promedio un total de 27 causas, sea un 39% menos de los 40 asuntos establecidos como parámetro, lo anterior, se evidencia también en el porcentaje de señalamiento de las reuniones restaurativas, que alcanza en un 53%, sean 19 mensuales. Asimismo, se debe sumar que del total de Reuniones Restaurativas señaladas mensualmente en Penal de Adultos (27) y Penal Juvenil (12 incluidos Heredia y Alajuela), conforme a la información de los cuadros 8 y 10, el porcentaje de realización se encuentra entre un 86% y 74%, respectivamente.  

En términos generales, los dos equipos destacados para los Circuitos Judiciales de Heredia y Alajuela, deberían señalar en conjunto al menos 72 reuniones restaurativas mensuales, sean 36 mensuales por equipo, no obstante, se alcanza la cantidad de 39 quedando por debajo en 33, lo que representa que hay un equipo que tiene la capacidad para señalar al menos las 33 reuniones mensuales.

En línea con lo anterior, se comprueba que uno de los equipos se puede destacar en otra zona, para ampliar el abordaje de Justicia Restaurativa. Sobre el particular y conforme a la propuesta de expansión del servicio presentada en el oficio 059-DJR-19 del 15 de marzo recién pasado, por parte del Magistrado Rafael Segura Bonilla, coordinador del Programa de Justicia Restaurativa, se tiene previsto ampliar el abordaje de materia Penal de Adultos en el Primer Circuito Judicial de Alajuela, servicio que se estaría brindado en principio con el traslado del Equipo Psicosocial de Heredia en Penal Juvenil. Bajo este panorama, en ambas zonas quedaría destacado un Equipo Psicosocial para la atención de Penal de Adultos y Juvenil.

No obstante, el Segundo y Tercer Circuito Judicial de Alajuela, se siguen manteniendo sin equipo de Justicia Restaurativa, en ninguna de las materias. 

· Zona Sur
Cuadro 15
EQUIPOS DE JUSTICIA RESTAURATIVA, 

DESTACADOS EN LA ZONA SUR, POR MATERIA. 2019
Zona Sur
Equipos
Penal 
Penal Juvenil 
I Circuito Judicial de la zona Sur
1
II Circuito Judicial de la zona Sur
0
0
Cuadro 16
CAUSAS ENTRADA Y REUNIONES RESTAURATIVAS MENSUALES

EN LA ZONA SUR, RESPECTO AL CUMPLIMIENTO MENSUAL,  

EN MATERIA DE ADULTOS Y PENAL JUVENIL 
Zona Sur
Penal de Adultos
Penal Juvenil
Entrada
Cumplim.
Reun. Rest.
Cumplim.
Reun. Rest.
I Circuito Judicial de la zona Sur
40%
100%
19
53%
0
II Circuito Judicial de la zona Sur
Na
NA
Na
Na
Na
En el Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, la entrada promedio de causas mensuales (40), alcanza en 100% la cantidad de causas mínima (40). Las reuniones restaurativas se programan en 19 mensuales, para un cumplimiento del 53%, respecto a las 36 que se podrían programar, dato que se debe analizar al tenor del porcentaje de realización, sea el 89% (Ver cuadro 8). En el caso del Segundo Circuito Judicial de la zona Sur, no cuenta con ningún abordaje por parte de Justicia Restaurativa. Es importante destacar, que el abordaje en materia Penal de Adultos y Juvenil, se lleva a cabo por solo un equipo Psicosocial. 

· Zona Atlántica.
Cuadro 17
EQUIPOS DE JUSTICIA RESTAURATIVA, 

DESTACADOS EN LA ZONA ATLANTICA, POR MATERIA. 2019
Zona Atlántica
Equipos
Penal 
Penal Juvenil 
I Circuito Judicial de la zona Atlántica
0
1
II Circuito Judicial de la zona Atlántica
1
Cuadro 18
CAUSAS ENTRADA Y REUNIONES RESTAURATIVAS MENSUALES

EN LA ZONA ATLANTICA, RESPECTO AL CUMPLIMIENTO MENSUAL,  

EN MATERIA DE ADULTOS Y PENAL JUVENIL 
Zona Atlántica
Penal de Adultos
Penal Juvenil
Entrada
Cumplim.
Reun. Rest.
Cumplim.
Reun. Rest.
I Circuito Judicial de la zona Atlántica
Na
Na
Na
Na
6
II Circuito Judicial de la zona Atlántica
41
103%
19
53%
4
En el Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, el abordaje de Justicia Restaurativa se estableció en materia Penal Juvenil, únicamente. El promedio de reuniones restaurativas señaladas es de 6 mensuales, cifra inferior a la utilizada incluso como parámetro semanal (9). 

Respecto al Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica, las causas ingresas sobrepasan las 40 establecidas como cuota mínima de entrada (41), no obstante, el porcentaje de cumplimiento de la programación de reuniones restaurativas alcanzó el 53%. 

En línea con lo anterior, se comprueba que el equipo Psicosocial en Penal Juvenil del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica puede asumir la materia de Penal de Adultos. 

Sobre el particular y conforme a la propuesta de expansión del servicio presentada en el oficio 059-DJR-19 del 15 de marzo recién pasado, por parte del Magistrado Rafael Segura Bonilla, se tiene previsto ampliar el abordaje de materia Penal de Adultos en el Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, servicio que se estaría brindado en principio con la ampliación de competencia del Equipo Psicosocial destacado en este mismo circuito en Penal Juvenil. Bajo este panorama, en ambas zonas quedaría destacado un Equipo Psicosocial para la atención conjunta de Penal de Adultos y Juvenil.

· Guanacaste. Puntarenas y Cartago.
Cuadro 19
EQUIPOS DE JUSTICIA RESTAURATIVA, 

DESTACADOS EN GUANACASTE, PUNTARENAS y CARTAGO, POR MATERIA. 2019
Guanacaste, Puntarenas y Cartago
Equipos
Penal 
Penal Juvenil 
I Circuito Judicial Guanacaste
0
1
II Circuito Judicial Guanacaste
0
0
Cartago
1
Puntarenas
1
Cuadro 20
CAUSAS ENTRADAS Y REUNIONES RESTAURATIVAS MENSUALES

EN LA ZONA GUANACASTE, PUNTARENAS y CARTAGO, RESPECTO AL CUMPLIMIENTO MENSUAL, EN MATERIA DE ADULTOS Y PENAL JUVENIL 2019
Guanacaste, Puntarenas y Cartago
Penal de Adultos
Penal Juvenil
Entrada
Cumplim.
Reun. Rest.
Cumplim.
Reun. Rest.
I Circuito Judicial Guanacaste
Na
Na
Na
Na
0
II Circuito Judicial Guanacaste
Na
Na
Na
Na
NA
Cartago
24
60%
6
17%
12
Puntarenas
21
52%
11
31%
0
La información estadística de Cartago y Puntarenas, se tabula a partir del segundo trimestre de 2018, en ambos casos se cuenta actualmente con un equipo para la atención de Penal de Adultos y Juvenil, asimismo, en el Primer Circuito Judicial de Guanacaste se cuenta con equipo Psicosocial, conformado por solo una persona profesional en materia de Penal Juvenil.

En Cartago y Puntarenas, se alcanza hasta en un 60% y 52% las 40 causas mensuales fijadas como parámetro, que en teoría ambos mantienen una capacidad instalada para recibir entre 13 y 19 causas mensuales adicionales, respectivamente, en materia Penal de Adultos.  En lo referente, a las reuniones restaurativas, se señalan en promedio 6 y 11 mensualmente, en Cartago y Puntarenas, para un porcentaje de cumplimiento del 17% y 31%, respecto a las 36 que se podrían señalar y que podrían completarse con materia Penal Juvenil. 

Sobre el particular del equipo destacado en el Primer Circuito Judicial de Guanacaste, conforme a la propuesta de expansión del servicio presentada en el oficio 059-DJR-19 del 15 de marzo recién pasado, por parte del Magistrado Rafael Segura Bonilla, se tiene previsto ampliar el abordaje para materia Penal de Adultos, servicio que se estaría brindado en principio con la ampliación de competencia de la plaza destacada en el Equipo Psicosocial en Penal Juvenil. Bajo este panorama, en el Primer Circuito Judicial de Guanacaste, se estaría abordando de manera conjunta la materia Penal de Adultos y Juvenil.

3.3.1 Análisis de la capacidad instalada de las oficinas de Justicia Restaurativa. 
A continuación, se presenta el consolidado para materia Penal de Adultos y Juvenil, de la entrada de causas y reuniones restaurativas programadas, durante el 2018:

Cuadro 21
ANALISIS DE LA CAPACIDAD DE PRODUCCIÓN, EN MATERIA DE ADULTOS
y PENAL JUVENIL. I SEMESTRE 
Circuito Judicial 
Penal de Adultos
Penal Juvenil
Entrada
Cumplim.
Reun. Rest.
Cumplim.
Reun. Rest.
I Circuito Judicial de San José
Na
Na
Na
Na
9
II Circuito Judicial de San José
40
100%
25
69%
Na
III Circuito Judicial de San José
42
104%
25
69%
Na
I Circuito Judicial de Alajuela
Na
Na
Na
Na
8
II Circuito Judicial de Alajuela
Na
Na
Na
Na
Na
III Circuito Judicial de Alajuela
Na
Na
Na
Na
Na
Heredia
27
69%
19
53%
4
*Cartago
24
60%
6
17%
12
I Circuito Judicial Zona Sur
40
100%
15
42%
0
II Circuito Judicial Zona Sur
Na
NA
Na
Na
Na
I Circuito Judicial Zona Atlántica
Na
Na
Na
Na
6
II Circuito Judicial Zona Atlántica
41
103%
19
53%
4
*Puntarenas 
21
52%
11
31%
0
I Circuito Judicial Guanacaste
Na
Na
Na
Na
0
II Circuito Judicial Guanacaste
Na
Na
Na
Na
NA
Fuente: Elaboración propia a partir de la información estadística. * La información de Puntarenas y Cartago se incluye a partir del segundo semestre 2018. 
La realización de la reunión restaurativa es la etapa resolutoria de la causa penal, por esta razón reviste de especial atención su medición, a partir de parámetros de señalamiento y realización. 

En línea con lo anterior, el rol de trabajo descrito en el apartado 3.2.1.4, presenta dos oficinas que señalan entre 8 y 9 reuniones restaurativas semanales, que para los efectos del presente informe y en consideración del tiempo promedio que puede transcurrir desde la reunión previa hasta su conclusión (1 hora a 1 hora 30 minutos), la capacidad instalada de este indicador (cantidad de reuniones restaurativas señaladas) se fijó en 9 causas semanales, a razón de 36 mensuales. 

Por otra parte, también se debe establecer parámetros de ingreso de causas, tendientes a cumplir con los asuntos que se podrían señalar para reunión restaurativa, por lo cual, se estableció que deberían ingresar mensualmente 40 causas, para realizar al menos las dos entrevistas de rigor (persona ofensora y víctima) por causa y se pueda cumplir con las 10 entrevistas semanales por persona profesional del Equipo Psicosocial y agendar al menos 80 mensuales.     

En términos generales, en las oficinas destacadas en el Segundo y Tercer Circuito Judicial de San José, Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica, ingresaron al menos un total de 40 causas mensuales, sean; 40, 42, 40 y 41, respectivamente, en materia Penal de Adultos. Las demás oficinas, presentaron entradas mensuales entre 21 y 27 causas (Puntarenas (21), Cartago (24) y Heredia (27). Este análisis, se debe complementar con la información del cuadro 6, en donde se evidencia que un total del 47% de las causas, se terminan por devolución. 

Lo anterior, incide en la cantidad de reuniones restaurativas que se agendan, toda vez que las oficinas que señalaron la mayor cantidad sean; Segundo y Tercer Circuito Judicial de San José, programaron un total de 25 mensuales, cifra que distan en 11 señalamientos mensuales, al parámetro establecido (36). Las demás oficinas, alcanzan promedios de cumplimiento de un 17% (Cartago) y 53% (Heredia y Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica).

El cumplimiento de los parámetros de señalamiento de reuniones restaurativas, tiene una mayor relevancia, cuando es previsible la no realización, por causas ajenas a la oficina, en cuyo caso se maneja una holgura de entre un 83% y 91% de realización de las Reuniones programadas (ver cuadro N°8). 

La materia Penal Juvenil, se analizó en función de las reuniones restaurativas, siendo la información estadística, que se ajusta a línea de análisis seguido en materia Penal de Adultos, que según la información del cuadro 21, la mayor cantidad de se programaron en Cartago (12 mensuales en promedio), destacando que únicamente se cuenta con datos del segundo semestre de 2018 y que además el Equipo Psicosocial se desempeña también en materia Penal de Adultos. De la misma manera, entre Heredia y Alajuela, se señalaron en promedio 4 y 8 Reuniones Restaurativas mensuales, para un total de 12 en conjunto y a cargo de un Equipo Psicosocial, que aborda las dos zonas, no obstante, es importante destacar que este equipo se dedicaba de manera exclusiva a Penal Juvenil. 

Los demás equipos señalaron menos de las 12 Reuniones Restaurativas mensuales, aspecto que hace insostenible en la actualidad, mantener Equipos Psicosociales destinados de manera exclusiva a Penal Juvenil. En concreto, en el Primer Circuito Judicial Guanacaste y Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, en la propuesta de expansión del servicio presentada en el oficio 059-DJR-19 del 15 de marzo recién pasado, por parte del Magistrado Rafael Segura Bonilla, que tiene previsto ampliar el abordaje en materia Penal de Adultos en dichos circuitos, por medio de la ampliación de competencia de los equipos psicosociales de Penal Juvenil. Asimismo, se dispuso a trasladar el equipo Psicosocial de Heredia en Penal Juvenil, para el Primer Circuito Judicial de Alajuela, a efecto de abordar la materia Penal de Adultos. 

En resumen y conforme a la capacidad instalada de cada equipo, para recibir una mayor cantidad de causas y programar reuniones restaurativas, a continuación, se presenta el detalle de la carga de trabajo que podrían asumir: 

Cuadro 22
CAPACIDAD INSTALADA DE LOS EQUIPOS DE JUSTICIA 
RESTAURATIVA EN FUNCICON DE LA ENTRADA Y REUN. REST.
Circuito Judicial 
Entrada
Reuniones 
Restaurativas
I Circuito Judicial de San José
Na
27
II Circuito Judicial de San José
21
14
III Circuito Judicial de San José
20
14
Heredia
27
15
Cartago
29
19
I Circuito Judicial Zona Sur
21
23
II Circuito Judicial Zona Atlántica
21
15
Puntarenas 
30
26
Fuente: Elaboración propia. En el cálculo de la entrada se aplica al promedio mensual según el cuadro N°21, un 47% en razón de la cantidad de asuntos que se devuelven, menos el promedio esperado de entrada (40). En relación con las reuniones restaurativas, se consideró el promedio de programación, conforme al cuadro N°21 y se le aplicó un 90%, en razón del porcentaje de efectividad esperado y logrado por Puntarenas, más el promedio mensual de reuniones programadas en Penal Juvenil. 
En consideración del promedio de causas ingresadas y reuniones restaurativas programadas (ver cuadro 22), respecto a los parámetros de entrada de causas (40) y reuniones restaurativas (36) mensuales y los porcentajes de Devolución (47%) y realización (90%), se estableció que en el caso del Segundo y Tercer Circuito Judicial de San José, se mantiene una capacidad instalada para recibir al menos 21 y 20 causas mensuales, respectivamente. De la misma manera, se podrían programar 14 Reuniones Restaurativas mensuales adicionales, en ambas oficinas.

Es importante destacar, que en estas oficinas los dos equipos Interdisciplinarios, se dedican de manera exclusiva a la materia Penal de Adultos y que en el caso del Primer Circuito Judicial de San José, el equipo Psicosocial, atiende de manera exclusiva materia de Penal Juvenil y que a efecto de determinar su capacidad instalada, se homologó con el parámetro de Penal de Adultos (36), manteniendo una capacidad instalada de 27 reuniones restaurativas mensuales, que en teoría representa el 75% de la cuota establecida para reuniones restaurativas. 

Los demás circuitos (Heredia, Cartago, Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica y Puntarenas), en el tema de causas entradas, mantienen márgenes promedios de entre 21 y 27 causas mensuales, que se podrían atender con la capacidad instalada actual y de entre 15 y 26 reuniones restaurativas mensuales. Asimismo, todos los equipos Psicosociales, mantienen abordaje en materia Penal de Adultos y Juvenil, de manera conjunta. 

Se excluyó del análisis anterior, el equipo que se estaría trasladando de Heredia al Primer Circuito Judicial de Alajuela y Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, toda vez que su abordaje en materia Penal de Adultos, se estaría programando para el presente año.   

Dentro de las consideraciones que se deben tener presente, respecto a la capacidad instalada de las Oficinas de Justicia Restaurativa, es que el impacto de la recienta entrada en vigencia de la Ley (20 de enero de 2019), amplía su aplicación a todas las etapas del proceso penal, incluida la Ejecución de la Pena y Etapa Intermedia, en el procedimiento especial Abreviado, además de las Contravenciones. En ese sentido, la entrada de causas en las oficinas de Justicia Restaurativa, ser vería afectada por el incremento en el abordaje de Justicia Restaurativa.    

Por último, es importante destacar, que los parámetros utilizados en el modelo para presentar la capacidad instalada de las oficinas, de manera inherente, consideran lo concerniente a las labores administrativas, los temas de seguimiento, redes de apoyo, proyección a la comunidad, en virtud de que las cuotas señaladas, consideran los espacios en agenda para tratar los temas fueras de  las reuniones restaurativas y entrevistas. 

3.4. Análisis de los requerimientos solicitados por la Dirección de Justicia Restaurativa.
En oficio 059-DJR-19 del 15 de marzo recién pasado (ver Anexos 3 y 4), dirigido a la Directora de Planificación, por parte del Magistrado Rafael Segura Bonilla, Coordinador del Programa de Justicia Restaurativa, que establece los requerimientos de recurso humano para la cobertura a nivel nacional de Justicia Restaurativa para el período 2019 a 2021. En concreto, se propone para el presente año, que los equipos psicosociales de Justicia Juvenil Restaurativa, del Primer Circuito Judicial de Alajuela (destacado en Heredia), Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica y Guanacaste, amplíen su abordaje en materia Penal de Adultos. Asimismo, en materia de Justicia Juvenil Restaurativa se ampliaría el abordaje en Puntarenas, Aguirre y Parrita, Turrialba, Puriscal, San Ramón, Grecia, Cañas y Osa, además de la materia de Ejecución de las Sanciones Penales Juveniles (a nivel nacional). Lo anterior, con la ampliación de abordajes por parte de los equipos existentes en la actualidad. 

En materia Penal Restaurativa y Ejecución de la Pena se propuso la creación de cinco nuevos equipos interdisciplinarios (ver tabla 1 en apartado de antecedentes), según el siguiente resumen:
Cuadro  23
REQUERIMIENTOS RECURSO HUMANO EN MATERIA PENAL 
RESTAURATIVA Y EJECUCIÓN DE LA PENA
I Circuito Judicial de Guanacaste
4
Eq. Interdisciplinarios
I Circuito Judicial de la Zona Atlántica
II Circuito Judicial de la Zona Sur
4
Técnica o Técnico Judicial
I Circuito Judicial de Alajuela
II Circuito Judicial de San José
1
Psicología
1
Técnica o Técnico Judicial
Fuente: Elaboración propia a partir de la información suministrada por la Dirección de Justicia Restaurativa. Los Equipos Interdisciplinarios se encurtan conformados por una plaza de Defensora o Defensor, una plaza de Fiscala o Fiscal y dos en el área de Trabajo Social o Psicología
Estos recursos se proponen para ampliar el abordaje en Justicia Penal Restaurativa, en los temas de Salidas Alternas, Procedimiento Especial Abreviado, Cesura, Flagrancia, y Procedimiento de Tratamiento de Drogas Bajo Supervisión Judicial, además de Justicia Restaurativa en Fase de Ejecución de la Pena.

En materia Penal Juvenil Restaurativa y Contravenciones, se propuso la creación de 11 nuevos equipos (ver tabla 2 en apartado de antecedentes), según el siguiente resumen:
Cuadro 24
REQUERIMIENTOS RECURSO HUMANO EN MATERIA PENAL 
JUVENIL RESTAURATIVA Y CONTRAVENCIONES
I Circuito Judicial de San José
2
Trabajo Social 
II Circuito Judicial de San José
2
Psicología
III Circuito Judicial de San José
2
Defensora o Defensor
I Circuito Judicial de Alajuela
III Circuito Judicial de Alajuela
1
Trabajo Social 
1
Psicología
1
Defensora o Defensor
II Circuito Judicial de Alajuela
1
Trabajo Social 
1
Psicología
1
Defensora o Defensor
Cartago
1
Trabajo Social 
1
Psicología
1
Defensora o Defensor
II Circuito Judicial de la Zona Atlántica
1
Trabajo Social 
1
Psicología
1
Defensora o Defensor
II Circuito Judicial de Guanacaste
1
Trabajo Social 
1
Psicología
1
Defensora o Defensor
I Circuito Judicial de la Zona Sur
1
Trabajo Social 
1
Psicología
1
Defensora o Defensor
II Circuito Judicial de la Zona Sur
1
Trabajo Social 
1
Psicología
1
Defensora o Defensor
Heredia
1
Trabajo Social 
1
Psicología
1
Defensora o Defensor
Puntarenas
1
Trabajo Social 
1
Psicología
1
Defensora o Defensor
Fuente: Elaboración propia a partir de la información suministrada por la Dirección de Justicia Restaurativa. 
Los recursos anteriores, se proponen a efecto de atender los requerimientos de la Ley de Justicia Restaurativa, respecto a la ampliación del abordaje en temas de Salidas Alternas, Procedimiento Especial Abreviado, Cesura, Flagrancia, Procedimiento de Tratamiento de Drogas Bajo Supervisión Judicial, Justicia Restaurativa en Fase de Ejecución de la Pena y para Contravenciones.

En virtud del análisis de la capacidad instalada de las oficinas de Justicia Restaurativa, realizado en líneas anteriores, que muestra el requerimiento de un mayor ingreso de causas y la programación de reuniones restaurativas, a nivel nacional, en la actualidad no se ve factible la asignación de recurso humano adicional, para la atención de Justicia Restaurativa. A continuación, se presenta el comparativo de los requerimientos de recurso humano solicitados por la Dirección de Justicia Restaurativa frente a su capacidad instalada.
Cuadro 25
REQUERIMIENTOS RECURSO HUMANO EN MATERIA PENAL RESTAURATIVA
 Y EJECUCIÓN DE LA PENA, FRENTE A LA CAPACIDAD INSTALADA
Circuito 
Cantidad 
Recurso
Capacidad Instalada
Entrada
Reunión. Rest.
I Circuito Judicial de Guanacaste
4
Eq. Interdisciplinarios
Na
Na
I Circuito Judicial de la Zona Atlántica
Na
Na
II Circuito Judicial de la Zona Sur
4
Técnica o Técnico Judicial
Na
Na
I Circuito Judicial de Alajuela
Na
Na
II Circuito Judicial de San José
1
Psicología
40
36
1
Técnica o Técnico Judicial
Fuente: Elaboración propia a partir de la información suministrada por la Dirección de Justicia Restaurativa. Los Equipos Interdisciplinarios se encuentran conformados por una plaza de Defensora o Defensor, una plaza de Fiscala o Fiscal y dos en el área de Trabajo Social o Psicología
En materia Penal de Adultos, en el Primer Circuito Judicial de Guanacaste, Zona Atlántica y Alajuela, además de Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur, no hay abordaje en materia Penal de Adultos, no obstante y conforme al oficio 059-DJR-19 del 15 de marzo recién pasado (ver Anexos 3 y 4), dirigido a la Directora de Planificación, por parte del Magistrado Rafael Segura Bonilla, Coordinador del Programa de Justicia Restaurativa, que propone para el presente año, que los equipos psicosociales de Justicia Juvenil Restaurativa, del Primer Circuito Judicial de Alajuela (destacado en Heredia), Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica y Guanacaste, amplíen su abordaje en materia Penal de Adultos. En ese sentido, los requerimientos para estas tres oficinas se deben reservar, hasta tanto se cuente con información suficiente sobre el comportamiento de las causas ingresadas y señalamientos de reuniones restaurativas, una vez se inicie el abordaje en materia Penal de Adultos.

En el caso del Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur, conforme se aprecia en el cuadro 22 el Primer Circuito Judicial de la zona, se mantiene una capacidad instalada para un ingreso de 21 causas mensuales adicionales y programar 23 Reuniones Restaurativas, en el caso de mantenerse este comportamiento durante el presente año, el abordaje en el Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur, se podría atender con el equipo destacado en el Primer Circuito. Por otra parte, el Segundo Circuito Judicial de San José, mantiene una capacidad instalada para recibir 21 causas y 14 reuniones restaurativas adicionales, lo que permite incrementar el abordaje de la oficina, sea en más causas en Penal de Adultos en Ejecución de la Pena.  

Cuadro 26
REQUERIMIENTOS RECURSO HUMANO EN MATERIA PENAL JUVENIL RESTAURATIVA
Y CONTRAVENCIONES, FRENTE A LA CAPACIDAD INSTALADA
Circuito 
Cantidad 
Recurso
Capacidad Instalada
Entrada
Reunión. Rest.
I Circuito Judicial de San José
2
Trabajo Social 
Na
27
II Circuito Judicial de San José
2
Psicología
21
14
III Circuito Judicial de San José
2
Defensora o Defensor
20
14
I Circuito Judicial de Alajuela
1
Trabajo Social 
Na
Na
III Circuito Judicial de Alajuela
1
Psicología
Na
Na
 
1
Defensora o Defensor
II Circuito Judicial de Alajuela
1
Trabajo Social 
Na
Na
 
1
Psicología
 
1
Defensora o Defensor
Cartago
1
Trabajo Social 
29
19
 
1
Psicología
 
1
Defensora o Defensor
II Circuito Judicial de la Zona Atlántica
1
Trabajo Social 
21
15
 
1
Psicología
 
1
Defensora o Defensor
II Circuito Judicial de Guanacaste
1
Trabajo Social 
Na
Na
 
1
Psicología
 
1
Defensora o Defensor
I Circuito Judicial de la Zona Sur
1
Trabajo Social 
21
23
 
1
Psicología
 
1
Defensora o Defensor
II Circuito Judicial de la Zona Sur
1
Trabajo Social 
Na
Na
 
1
Psicología
 
1
Defensora o Defensor
Heredia
1
Trabajo Social 
27
15
 
1
Psicología
 
1
Defensora o Defensor
Puntarenas
1
Trabajo Social 
30
26
 
1
Psicología
 
1
Defensora o Defensor
Fuente: Elaboración propia a partir de la información suministrada por la Dirección de Justicia Restaurativa. 
Como se aprecia en los tres circuitos judiciales de San José, se cuenta con capacidad instalada para recibir entre 21 y 20 causas mensuales, asimismo, existe un equipo Psicosocial completo en el primer Circuito Judicial dedicado de manera exclusiva a materia de Penal Juvenil y que podría ampliar su abordaje en otras materias. De la misma forma, en el Primer Circuito Judicial de San José todavía hay oportunidad de señalar 27 reuniones restaurativas mensuales, mientras que en el Segundo y Tercer Circuito Judicial de San José 14, lo que supone que con el recurso existente se pueden abarcar más causas en términos generales sean en materia Penal de Adultos, Juvenil o Contravenciones.

En materia Penal Juvenil, en el Segundo y Tercer Circuito Judicial de Alajuela, además del Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur y Guanacaste, no hay abordaje en la materia, no obstante y conforme al oficio 059-DJR-19 del 15 de marzo recién pasado (ver Anexos 3 y 4), dirigido a la Directora de Planificación, por parte del Magistrado Rafael Segura Bonilla, Coordinador del Programa de Justicia Restaurativa, que propone para el presente año, se destaque un equipo en el Primer Circuito Judicial de Alajuela, además del que en el Primer Circuito Judicial de la Zona Sur y Guanacaste, ya se cuenta con un equipo Psicosocial, los requerimientos para las cuatro oficinas citas primeramente, se deben reservar, hasta tanto se cuente con información suficiente sobre el aprovechamiento de la capacidad instalada, en el Primer Circuito Judicial de Alajuela, Primer Circuito Judicial de la Zona Sur y Guanacaste, para determinar si con el recurso existente en estas oficinas, se puede ampliar el abordaje en materia Penal Juvenil y Contravenciones para el Segundo y Tercer Circuito Judicial de Alajuela, además del Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur y Guanacaste

En los casos de Cartago, Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica, Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, Heredia y Puntarenas, en todas estas oficinas se cuenta con capacidad instalada para recibir entre 21 (Primer Circuito Judicial de la Zona Sur y Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica) y 30 (Puntarenas) causas mensuales adicionales, además de señalar entre 15 (Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica) y 26 (Puntarenas) reuniones restaurativas más por mes, que en el caso de en el caso de mantenerse este comportamiento durante el presen año, el abordaje con el recurso presupuesto por parte de la Dirección de Justicia Restaurativa, se podría atender con los equipos destacados en esas zonas.

No obstante, lo anterior y frente a la ampliación del abordaje a todas las etapas del proceso penal, incluida la Ejecución de la Pena y Etapa Intermedia, en el procedimiento especial Abreviado, además de las Contravenciones, en la actualidad, proyectar la capacidad instalada de los equipos de Justicia Restaurativa, resulta incierto, en cuyo caso, si se mantiene el actual aprovechamiento de los recursos, no se justificaría la creación de nuevas plazas. En el caso contario, de superar el ingreso de causas y señalamiento de reuniones restaurativas, según los parámetros analizados en el presente informe, sería necesario estudiar la posibilidad de asignación de más recursos a Justicia Restaurativa, sean vía presupuesto o aprovechamiento del destacado en el Ministerio Público y Defensa Púbica.   
En oficio 056-DJR-2019 del pasado 15 de marzo, suscrito por el Magistrado Rafael Segura Bonilla, se solicita en virtud de la reubicación de oficinas en el edificio de la Corte Suprema de Justicia, la asignación de un espacio físico exclusivo para la Dirección Nacional de Justicia Restaurativa, que cuente con cinco oficinas para el personal profesional, áreas de baño y cocina, una sala de reuniones y un espacio secretarial (ver anexo 5). Sobre el particular, en oficio 1272-DE-2019 del pasado 26 de marzo, la Directora Ejecutiva máster Ana Eugenia Romero Jenkins, manifestó que el programa de Justicia Restaurativa se mantiene adscrito a la Sala Tercera, por lo que el espacio requerido para la Dirección de Justicia Restaurativa, debe valorarse con la presidencia de dicha Sala, que cuenta con todo el piso 7, del edifico de la Corte Suprema de Justicia (ver anexo 8).   
Esto fue replanteado por la Dirección de Justicia Restaurativa en oficio 087-DNJR-19, del pasado 13 de mayo, dentro de las observaciones presentadas de este informe. El  Replanteamiento de la propuesta para la ampliación de Justicia Penal Restaurativa, en el cual los requerimientos de recursos para la ampliación en el abordaje de la Justicia Restaurativa en materia Penal de Adultos, Penal Juvenil y Contravenciones,  para la ampliación de Justicia Penal Restaurativa por medio de la creación de solo tres nuevos equipos interdisciplinarios, para ampliar el abordaje en materia Penal Juvenil y Contravenciones, que contempla la creación de tres Equipos Psicosociales y tres personas Defensoras Públicas y el arriendo de un local para la Dirección de Justicia Restaurativa. Lo cual se detalla en el escenario 2 de las recomendaciones de ese informe.

Observaciones de las oficinas consultadas:

Observaciones Departamento de Trabajo Social y Psicología 

Observaciones
Respuesta
1.) En el punto 1.6., en relación con lo manifestado por las licenciadas Jovanna Calderón Altamirano y Sara Arce Moya, “(...) que los equipos psicosociales, condicionan el abordaje de las causas, concretamente en el plazo de señalamiento de las reuniones restaurativas o las zonas en que se pueda brindar el servicio.”, se aclare el sentido de lo indicado, ya que el señalamiento de las reuniones responde a la capacidad instalada de cada oficina y de acuerdo con los protocolos existentes. Aunado a lo anterior, debe considerarse las diversas funciones que realizan los equipos psicosociales, así como la organización de las agendas, dado que deben atender tanto Justicia Penal Restaurativa como Justicia Juvenil Restaurativa, lo que implica que deban reservar en agenda espacios para cada programa, aun cuando no existan asuntos referidos, lo cual impacta en el tiempo para programar las reuniones. También el desplazamiento a otras zonas de las ya establecidas, lo que genera afectaciones significativas por el tiempo de traslado, cuando las distancias son considerables, por ejemplo, de Pérez Zeledón a Buenos Aires.

2.) En la Tabla 1 se detallan los requerimientos de recurso humano para Justicia Penal Restaurativa y / o Ejecución de la Pena y posteriormente se describe lo referente a Justicia Juvenil Restaurativa y/o Justicia Restaurativa en materia Contravencional. Al respecto si bien se recomendación en las conclusiones la reserva de la creación de estas plazas, es necesario dejar consignado que de considerarse a futuro la dotación del recurso humano, se tenga en cuenta el contenido presupuestario del que debería disponer este Departamento para atender el pago de viáticos del personal (alimentación y hospedaje), considerando que el presupuesto se formula con dos años de anticipación y ha existido una tendencia paulatina a la restricción.

Asimismo, es imprescindible la disponibilidad del vehículo, en el momento que se amplíe la cobertura a nivel nacional, considerando que un mismo equipo deberá desplazarse a brindar el servicio a diferentes lugares, por ejemplo, el equipo de Corredores tiene contemplado Corredores, Golfito, Osa, Coto Brus, y Puerto Jiménez. Esta situación además implica realizar en cada uno de estos lugares las distintas funciones establecidas, las cuales se ejecutan en distintos momentos: filtro psicosocial, realización de entrevistas a las partes y personas de apoyo, co-facilitación de reuniones restaurativas, seguimiento al plan reparador, visitas y coordinaciones para conformación y seguimiento de la red.

Otro aspecto a considerar respecto al vehículo es el antecedente documentado en el oficio N° 1011-DE-2018 (se adjunta), en el cual se indica que para la ejecución del Programa de Justicia Restaurativa, las personas profesionales que conforman los equipos psicosociales deberán hacer uso de los vehículos ya asignados a las distintas oficinas de este Departamento que realizan labores periciales, lo cual incide de manera negativa en el cumplimiento de la labor sustantiva de estas oficinas y en consecuencia del servicio a las personas usuarias. Por lo tanto, de crearse a futuro más plazas se debe buscar una solución para el acceso a vehículo institucional.

En relación con la implementación del Programa de Justicia Restaurativa en “Fase de Ejecución de la Pena”, se adjunta el oficio N°DTSP-041-019, en el que se expone la posición de este Departamento en cuanto a la intervención en esa fase y de lo cual se está a la espera de resolución en conjunto con la Dirección del Programa.

3.) Es importante indicar que actualmente el equipo profesional de Justicia Juvenil Restaurativa y Justicia Penal Restaurativa, está conformado por 21 personas, lo cual ha derivado en un recargo para las Jefaturas de Sección, quienes se encargan de coordinar este Programa, lo que conlleva diversas tareas tales como: reuniones, talleres y giras con las entidades que lo conforman; selección de personal, inducción y supervisión. Aunado a esto al ser un Programa relativamente nuevo ha requerido la generación de instrumentos y lineamientos que orienten la actuación profesional, así como aporte en la construcción de protocolos y criterios técnicos.

Por lo tanto, ante la posibilidad a futuro de la creación de nuevos recursos en el área psicosocial, es imprescindible la dotación de personal para la coordinación y supervisión de este Programa a lo interno del Departamento, tanto de los equipos ya existentes como para los nuevos que se conformen.

4.) En el apartado IV) Elementos conclusivos 4.3 se indica que el Equipo Psicosocial está integrado por profesionales en Sicología y Trabajo Social y que ese recurso “forma parte de las correspondientes dependencias y jurisdicciones a nivel nacional (Oficina de Trabajo Social y Psicología, …)”. Se estima procedente sustituir la palabra Oficina por Departamento de Trabajo Social y Psicología, considerando que estos recursos no deben ser exclusivos de una oficina, sino que puedan ser ubicados donde sea requerido.

En 4.6 dice que “En el caso del abordaje de Alajuela, este lo ejecuta el Equipo Psicosocial de Heredia, en otras palabras, un solo equipo de dos profesionales en Psicología o Trabajo Social atiende las dos zonas.” Se aclara que desde el pasado martes 7 del mes en curso, el equipo psicosocial en materia Penal Juvenil, se encuentra ubicado en Alajuela de forma permanente y atendiendo solamente ese Programa; mientras que el equipo de Justicia Penal Restaurativa de Heredia atenderá también Penal Juvenil.

Asimismo, en cuanto a que, en el Primer Circuito Judicial de Guanacaste, se cuenta con solo una persona profesional, a cargo de las funciones en la parte psicosocial, se informa que, desde setiembre de 2018, la plaza de Trabajo Social que conformaba equipo fue trasladada al Segundo Circuito Judicial de San José, para un máximo aprovechamiento del recurso, dado la baja estadística en Liberia y el alto circulante en Goicoechea.    

En 4.7. debe corregirse que en el Segundo Circuito Judicial de Zona Sur no se atiende ninguna de las dos materias: Penal de Adultos y Juvenil, ya que no existe equipo interdisciplinario en ese circuito.

En 4.8. corregir, como ya se aclaró, que en Heredia actualmente solo se cuenta con un equipo psicosocial para ambas materias y un equipo destacado en Alajuela, para Penal Juvenil.

En 4.21 se indica que las entrevistas se realizan de manera conjunta entre la persona profesional del Equipo Legal y Psicosocial, lo cual no corresponde a la práctica, dado que las entrevistas se llevan a cabo de forma individual.

En 4.27 se alude a la cantidad de reuniones restaurativas programadas y ejecutadas, respecto de lo cual es importante aclarar que si bien la persona profesional del equipo psicosocial es quien programa la reunión, es el equipo interdisciplinario quien la realiza y en ocasiones no se llevan a cabo debido al ausentismo de una o ambas partes.

En 4.43. se indica que el abordaje en el Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur, se podría atender con el equipo destacado en el Primer Circuito, respecto de lo cual, si bien existe anuencia en que se haga un máximo aprovechamiento del recurso humano, es oportuno considerar las distancias significativas a las que debe trasladarse el equipo, el tiempo que esto implica, y la afectación para la organización de agenda y desarrollo de las distintas etapas del proceso, todo lo cual podría generar un efecto contrario al deseado.

Cabe señalar, que se comparte el criterio externado en las conclusiones del informe, en cuanto a que se haga un máximo aprovechamiento de los recursos disponibles, tanto en Justicia Penal Restaurativa como en Penal Juvenil. 

5.) En el apartado V) Recomendaciones 5.2.2 en el que se sugiere se apruebe un plan piloto para la atención de las causas en Justicia Restaurativa para la etapa de Ejecución, se reitera lo señalado en el punto 2) del presente oficio. Asimismo, se resalta lo que establece la Ley de Justicia Restaurativa N°9582 en su capítulo III. Procedimiento Juvenil Restaurativo, artículo 31: “El seguimiento y control estará a cargo del Ministerio de Justicia y Paz”. Aunado a lo anterior, en el TÍTULO IV de esa Ley el TRANSITORIO V- dice: “El Ministerio de Justicia y Paz y el Instituto sobre Alcoholismo y Farmacodependencia (IAFA) de forma gradual en el plazo de tres años, a partir de la vigencia de la ley, crearán y direccionarán los recursos institucionales de acuerdo con las necesidades detectadas para ejecutar las obligaciones de la presente ley.”.           

1)En el apartado 3.2.1.5. Proceso de Justicia Restaurativa Penal de Adultos, se explica que las causas se manejan en coordinación entre los representantes del Ministerio Público, Defensa Pública y Equipo Psicosocial, para admitir el proceso en Justicia Restaurativa de entrada, obtener los consentimientos informados, agendar las entrevistas y celebrar la reunión restaurativa, todo lo anterior dentro del plazo de un mes. Asimismo, se establece, que las agendas se manejan de manera conjunta, con el objetivo de contar con espacios de señalamiento, para entrevistas y reuniones restaurativas, que no excedan los plazos de Ley. Dentro del mismo apartado del informe se sostiene, que en Justicia Restaurativa, se mantiene un rol de trabajo de todo el equipo (Legal y Psicosocial), para cumplir con los fines de la Ley, presentándose como insumo la mecánica de trabajo de las oficinas que agendan más señalamientos en Justicia Restaurativa, sean Segundo y Tercer Circuito Judicial de San José (ver cuadro 8). 

De la misma manera, en el informe se reseñan los temas de seguimiento, la atención de las causas en Penal de Adultos y Juvenil, por parte de un equipo Psicosocial. Por último en el párrafo final del apartado 3.3.1, Análisis de la capacidad instalada de las oficinas de Justicia Restaurativa, se destacó que los parámetros utilizados en el modelo para presentar la capacidad instalada de las oficinas, de manera inherente, consideran lo concerniente a las labores administrativas, los temas de seguimiento, redes de apoyo, proyección a la comunidad, en virtud de que las cuotas señaladas, consideran los espacios en agenda para tratar los temas fueras de  las reuniones restaurativas y entrevistas.

Lo anterior, no modifica el contenido del informe.
2) Se toma nota de la consideración presentada respecto al tema de viáticos y vehículo, bajo el escenario de aprobar en el siguiente período presupuestario, la dotación de nuevos recursos en el área Psicosocial (Escenario 2).  

Sin embargo, cabe manifestar, que los vehículos necesarios para cumplir con las cuotas establecidas para los Equipos, se pueden solventar con los vehículos de las Administraciones Regionales, Defensa Pública y Ministerio Público. La aclaración anterior, se incorpora en el informe.

Lo anterior, no modifica el contenido del informe
3) Se toma nota de la consideración presentada respecto a la valoración técnica en el tema de dotación de personal para la coordinación y supervisión, bajo el escenario de aprobar en el siguiente período presupuestario, la dotación de nuevos recursos en el área Psicosocial y se realice el estudio técnico respectivo de este tipo de necesidad.

Lo anterior no modifica el contenido del informe 
4) Se toma nota de la presente observación, se modifica en el contenido del presente informe. 
5) Se toma nota que desde el pasado 7 de marzo se traslado el recurso del equipo Psicosocial en materia Penal Juvenil de Heredia para Alajuela. Además del traslado de la plaza referida del Primer Circuito Judicial de Guanacaste, para el Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur. 

Lo anterior, no modifica el contenido del informe y coincide con el planteamiento del Escenario 1.

6)El apartado referido, se encuentra redactado en los mismos términos de esta observación. 
Lo anterior no modifica el contenido del informe 
7) Se atiende conforme a la respuesta 5. 
Lo anterior no modifica el contenido del informe 
En la conclusión 4.21 expresamente se indica; “… que en la práctica primero la persona usuaria se reúne con el representante del Ministerio Público o Defensa Pública y después con uno de los profesionales del Equipo Psicosocial”
Lo anterior no modifica el contenido del informe 
Se toma nota de la no realización de reuniones, por inasistencia de las partes, tema destacado en el apartado 3.2.1.2. Motivo de Término de las causas de Justicia Restaurativa Penal de Adultos.

Se toma de la consideración del tiempo de traslado y afectación en la agenda, bajo el supuesto de traslados de Perez Zeledón a Buenos Aires. Se comprende lo indicado, sin embargo, deberán organizar las agendas para buscar el máximo aprovechamiento de los recursos. 
Lo anterior no modifica el contenido del informe 
Este plan piloto se estará realizando con los recursos existentes en la actualidad, dentro del Primer, Segundo y Tercer Circuito Judicial de San José, zonas para las cuales se encuentra disponible el personal destacado. 

Lo anterior no modifica el contenido del informe 
Observaciones Dirección Ejecutiva 

Observaciones
Respuesta
“En cuanto al escenario 1 del estudio realizado por la Dirección a su cargo, esta Dirección Ejecutiva, no tiene observaciones por realizar a dicha propuesta.

… esta Dirección Ejecutiva advierte que la propuesta contemplada en el escenario 2, no resulta conveniente dado que actualmente no se cuenta con la capacidad de espacio físico para instalar los equipos interdisciplinarios que contempla dicho escenario. En caso de mantener esta propuesta deberán tomarse en cuenta las implicaciones a nivel de espacio físico, costos asociados y plazos requeridos para el trámite de los procedimientos de contratación administrativa, necesarios para disponer de los locales necesarios para dichos equipos.”
Respecto a los escenarios 1 y 2, presentados en el informe, la Dirección Ejecutiva, manifestó conformidad con el primero y señaló que el en el caso del Escenario 2 no resulta conveniente en virtud de las limitaciones de espacio físico con que se cuenta para instalar el recurso humano. Lo anterior, no modifica el contenido del informe y se toma nota de ambas observaciones.
Observaciones Fiscala General de la República

Observaciones
Respuesta
“… esta representación estaría de acuerdo  con la recomendaciones del punto V del informe de la Dirección de Planificación,  donde propone establecer parámetros para las oficinas de Justicia Restaurativa a nivel nacional, para un mejor aprovechamiento de los recursos institucionales, con una mayor cantidad de causas atendidas, sumado a mayor cantidad de programaciones de reuniones restaurativas, entrevistas, seguimientos  y audiencias de verificación, lo cual es acorde con los procesos de mejora continua.

De la misma manera, la Dirección de Planificación en el escenario 1; propone ampliar el abordaje en diferentes etapas del proceso penal y una reorganización del recurso, y de esta manera aprovechar la capacidad instalada actual de las oficinas de Justicia Restaurativa.  Esto mientras, se elabora un estudio integral del impacto de la entrada en vigencia de la Ley de Justicia Restaurativa, por loque no se contemplan nuevos recursos para el presupuesto del 2020.

Reservando además para el siguiente período de formulación presupuestaria, los requerimientos solicitados por la Dirección de Justicia Restaurativa.

En virtud de lo anterior, se concuerda con las recomendaciones de la Dirección de Planificación, considerando que son en función de una reorganización para dar un mayor aprovechamiento de los recursos actuales, esto mientras se disponen de variables estadísticas que permitan determinar la carga de trabajo real que va a generar la reciente Ley.”
Se toma nota, de las observaciones de la Fiscala General de la República, manifestando su conformidad con las recomendaciones del informe.
Lo anterior no modifica el contenido del informe 
Observaciones Defensa Pública 

Observaciones
Respuesta
“La Defensa Pública estima necesario que se apruebe la propuesta de la Dirección de Justicia Restaurativa, conforme a los requerimientos solicitados en los anexos 3 al 5 de este informe, para la ampliación de Justicia Penal Restaurativa por medio de la creación de nuevos equipos interdisciplinarios, que permitan ampliar el abordaje en materia penal de adultos, penal juvenil y contravenciones, atendiendo particularmente a lo dispuesto en el Título IV, Capítulo I, Disposiciones Transitorias, Transitorio I …

Se estima que la finalidad de la ley es consolidar la aplicación de la Justicia Restaurativa a través de la tramitación de asuntos penales,  penales juveniles, contravencionales y de ejecución de la pena, con un costo menor y con mayor celeridad procesal, propósito atendible de cumplir, mediante la creación de nuevos equipos interdisciplinarios, tomando en consideración que los ya existentes, paulatinamente asumirán en las jurisdicciones para los cuales fueron creados, diversas competencias según las nuevas materias y procesos que se establecieron legalmente.

Es de resaltar, por ejemplo que, a nivel nacional la etapa de Ejecución de las Sanciones Penales Juveniles, se tramitan en un solo Juzgado con sede en el Primer Circuito Judicial de San José y tomando en cuenta la diversa gama de alternativas que presentan las sanciones en esta materia, se considera oportuno y necesario , que tal como lo establece la propuesta se asigne el recurso de una persona defensora en etapa de Ejecución de las Sanciones Penales Juveniles para la implementación de Justicia Juvenil Restaurativa (tabla #2).”
“En otro orden de ideas, y particularmente sobre la expansión de cobertura de Justicia Juvenil Restaurativa en diferentes jurisdicciones, la Defensa estima que existe un grave riesgo que no fue contemplado por el estudio y es que nuestras oficinas en Aguirre y Parrita, Upala, Sarapiquí, Osa, Puriscal y Puerto Jiménez, se atiende la materia Penal Juvenil por recargo y la persona defensora mantiene un circulante mayor de causas atendiendo otras materias, lo que dificulta en sobremanera la coordinación de audiencias y diligencias con múltiples despachos judiciales y afectará la operatividad adecuada que exige el abordaje de Justicia Juvenil Restaurativa.

Sin embargo, de considerarse por la Dirección de Planificación y el Consejo Superior, el escenario N°1 (5.2.1) que se propone en el informe para materia penal de adultos, la Defensa hace manifiesta su preocupación en el sentido que actualmente no se cuenta con la información estadística para establecer si las plazas de defensor o defensora destacadas en el Primer Circuito Judicial de Alajuela, Primer Circuito Judicial de Guanacaste y Zona Atlántica, podrían asumir el procedimiento restaurativo por recargo, tomando en consideración que las cargas laborales actuales; y sobre todo, considerando que la modalidad del procedimiento es distinto. En este sentido se considera la necesidad de que la Dirección de Planificación, realice el estudio respectivo.

En este mismo escenario se plantea la aprobación de un plan piloto para la atención de las causas en Justicia Restaurativa para la etapa de ejecución de la pena e intermedia del proceso penal, además del procedimiento especial abreviado y contravenciones, a ejecutarse en el Primer Circuito Judicial de San José, por parte del equipo psicosocial destacado en este circuito, con jurisdicción ampliada en los tres circuitos judiciales de San José,  en el que la defensa estima se debe considerar la atención de personas en situación de vulnerabilidad, y paulatinamente extender el abordaje a otras poblaciones, ya que paralelamente se debe medir el impacto en las cargas de trabajo, en razón de lo que implica asumir por parte de los equipos interdisciplinarios ya creados, diversas competencias, máxime que la aplicación de la modalidad restaurativa, acarrea previo a la realización de la reunión restaurativa múltiples labores.

Adicionalmente debe indicarse que, en lo que respecta a la etapa de ejecución de la pena, conforme al artículo 14 de la Ley 9582, es posible someter a proceso restaurativo en la etapa de Ejecución de la Pena el seguimiento de las penas alternativas impuestas dentro de un proceso restaurativo, los abordajes técnicos dirigidos a la ubicación en un programa no institucional así como, los indicados en el Protocolo de Justicia Restaurativa ( esto implica prácticamente la posibilidad de aplicar Justicia Restaurativa ante cualquier incumplimiento en el marco de una pena alternativa, penas sustitutivas, cambio de programa, antecedentes de drogodependencia o consumo problemático de drogas) de modo que debe tomarse en cuenta por parte de la Dirección de Planificación el circulante por Juzgado de Ejecución de la Pena de este tipo de incidentes/ variables presentes en Incidentes, a efecto de poder establecer una estimación del impacto que podría generar la implementación de los procesos restaurativos en la etapa de Ejecución de la Pena.

Igualmente se estima que debe definirse de manera clara, si las reuniones restaurativas en la Fase de Ejecución de la Pena, así como el seguimiento de los acuerdos, estará encomendado a la Defensa Pública de Ejecución de la Pena o a la Defensa Pública Restaurativa; ello por cuanto en caso de que se asigne (conforme lo señala el Protocolo, al Defensor Especializado en la Etapa de Ejecución de la Pena) deberá capacitarse a la totalidad de los defensores y defensoras de esta materia, que no hayan sido capacitados (as) en Justicia Restaurativa. Asimismo, deberá realizarse un estudio de cargas laborales por parte de la Dirección de Planificación, a efecto de determinar la necesidad de asignarse mayor recurso humano al existente en la Defensa Pública de Ejecución de la Pena.

En cuanto al Plan Piloto propuesto en la Etapa de Ejecución de la Pena, para dar inicio en el I Circuito Judicial de San José, deberá definirse de previo la capacidad del Despacho Judicial de atender la cuota mínima de reuniones restaurativas y audiencias de seguimiento propuestas, conforme al modelo, tomando en cuenta la carga actual de señalamientos (la agenda del Despacho tiene un plazo mínimo de señalamiento de dos meses), disponibilidad de agenda, cantidad de defensores de Ejecución de la Pena y Fiscales de Ejecución de la Pena, espacio físico existente, custodios del OIJ (en caso de diligencias con persona privada de libertad) 

En cuanto a las Oficinas de la Defensa Pública que cuentan únicamente con un defensor (a) en la Etapa de Ejecución de la Pena, o que las plazas de apoyo tienen recargo de otras materias (impugnaciones, penal ordinario), deberá determinarse la viabilidad o no (por razones de carga laboral) que asuman la etapa restaurativa. 

En lo que respecta a la materia penal juvenil, debe indicarse que, a nivel nacional en las jurisdicciones donde se aplica el proyecto, la Defensa Pública Penal Juvenil, está asumiendo la prestación del servicio en Justicia Juvenil Restaurativa tanto en delitos como en contravenciones, con los mismos recursos profesionales instalados, tomando en cuenta que hasta el momento se ha desarrollado en oficinas que tienen una persona defensora que trabaja de manera exclusiva y especializada Penal Juvenil. Esto ha permitido incorporar la selección de causas y la aplicación del procedimiento dentro del mismo esquema de trabajo del equipo legal (Juzgado, Defensa y Fiscalía); y cada uno de ellos aborda Justicia Juvenil Restaurativa con el equipo psicosocial que para tal efecto fue destacado en la zona . Razón por la cual, siempre que se mantenga esa fórmula, en materia Penal Juvenil podrá incorporarse adecuadamente Justicia Juvenil Restaurativa. 

Sin embargo bajo la propuesta de la Dirección de Planificación, existe un grave riesgo que no fue contemplado por el estudio y es que las oficinas de Defensa Pública en Aguirre y Parrita, Upala, Sarapiquí, Osa, Puriscal y Puerto Jiménez, se atiende la materia Penal Juvenil por recargo y la persona defensora mantiene un circulante mayor de causas atendiendo otras materias, lo que dificulta la coordinación de audiencias y diligencias con múltiples despachos judiciales y afectará la operatividad adecuada que exige el abordaje de Justicia Juvenil Restaurativa, conforme también se expuso en el anterior escenario.

Preocupa además, que el indicador que sugiere la Dirección de Planificación en su Punto V titulado "Recomendaciones" no se puede aplicar de manera generalizada a todos los equipos, tanto en materia penal juvenil como en penal de adultos, ya las estadísticas difieren de conformidad a la zona, al ingreso de causas, a la naturaleza y tipo de delito, entre otros parámetros.

Finalmente, hacemos ver la omisión total de referencia a la aplicación de los temas de Justicia Restaurativa a materia indígena ya que conforme al artículos 1 y 7 de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas (número 9593), esta es una materia de obligatoria atención tanto para la Defensa Pública, como para los Tribunales de Justicia.
1) En síntesis, la Defensa Pública recomienda se apruebe el Escenario 2, que contiene la propuesta de la Dirección de Justicia Restaurativa, de creación de nuevos equipos interdisciplinarios, para el abordaje a nivel nacional. Lo anterior, en función de una mayor celeridad y menor costo del proceso penal.

En el informe de marras, dentro del apartado 3.2.1.3. “Análisis del costo de la Justicia Penal respecto a Justicia Restaurativa”, los temas de costo beneficio se evidenciaron, destacando que desde un punto de vista aritmético, un proceso en materia Penal que se concluya en la etapa intermedia, inherentemente es menos oneroso que otro que se termine por sentencia firme conocida por la Sala Tercera. 

Respecto a la celeridad en el trámite de las causas atendidas en las oficinas de Justicia Restaurativa, en el apartado 3.2.1.5 “Proceso de Justicia Restaurativa Penal de Adultos”, se destacó que básicamente, la causa se maneja por medio de la coordinación entre representantes del Ministerio Público, Defensa Pública y Equipo Psicosocial, para admitir el proceso en Justicia Restaurativa de entrada, obtener los consentimientos informados, agendar las entrevistas y celebrar la reunión restaurativa, todo lo anterior dentro del plazo de un mes. Las agendas se manejan de manera conjunta, con el objetivo de contar con espacios de señalamiento, para entrevistas y reuniones restaurativas, que no excedan los plazos de Ley.

2) Conforme se expuso en el informe de referencia en los tres circuitos judiciales de San José, se cuenta con capacidad instalada para recibir entre 21 y 20 causas mensuales, asimismo, existe un equipo Psicosocial completo en el primer Circuito Judicial dedicado de manera exclusiva a materia de Penal Juvenil y que podría ampliar su abordaje en otras materias. De la misma forma, en el Primer Circuito Judicial de San José todavía hay oportunidad de señalar 27 reuniones restaurativas mensuales, mientras que en el Segundo y Tercer Circuito Judicial de San José 14, lo que supone que con el recurso existente se pueden abarcar más causas en términos generales sean en materia Penal de Adultos, Juvenil o Contravenciones.

En virtud del análisis de la capacidad instalada de las oficinas de Justicia Restaurativa (apartados 3.3 y 3.4), se demostró la posibilidad de un mayor ingreso de causas y programación de reuniones restaurativas, a nivel nacional, razón por la cual en la actualidad no se ve factible la asignación de recurso humano adicional, para la atención de Justicia Restaurativa.
Lo anterior no modifica el contenido del informe 
3) Sobre este aspecto, es importante destacar que la Ley de Justicia Restaurativa, en la practica lo que tutela es la ejecución de un procedimiento de resolución de causas, por medio de una salida alterna. En ese sentido, la entrada en vigencia de la Ley, en principio no supone un incremento de la cantidad de causas penales juveniles que ingresan a nivel nacional, toda vez que básicamente se establece un cambio normativo, para atender las causas tradicionales que ingresan en esa materia y para la cual la Defensa Pública, ya tiene destacado recurso humano para la atención de las causas y lo único que se requiere es ajustarse a un nuevo procedimiento para la atención de los procesos Penales Juveniles.  

4) Esta consideración se propuso conforme al proyecto de expansión de la Dirección de Justicia Restaurativa y los requerimientos de la Ley, reiterando lo indicado en la respuesta 3, en el sentido de que las causas penales que ingresan tradicionalmente en materia Penal, se pueden atender por medio de un procedimiento alterno, con los recursos que se mantienen en la actualidad en las oficinas de la Defensa Publica. Asimismo, en el apartado 5, recomendación 5.2.4 expresamente reserva para el siguiente período de formulación presupuestaria, los requerimientos solicitados por la Dirección de Justicia Restaurativa, hasta tanto no se cuente con un estudio sobre el impacto de la entrada en vigencia de la Ley de Justicia Restaurativa, a nivel del ingreso de las causas ingresadas en función de la capacidad instalada de las oficinas de Justicia Restaurativas. Lo anterior no modifica el contenido del informe 
5) Para esta observación, se reitera lo indicado en la respuesta 2. Asimismo, es importante destacar que, en el caso de los tres circuitos judiciales de San José, ya se cuenta con equipos interdisciplinarios que se dedican de manera exclusiva a Justicia Restaurativa, en ese sentido, el plan piloto referido en la recomendación 5.2.2 se refiere a esos equipos. 

Lo anterior no modifica el contenido del informe 
6) Se reitera la respuesta del punto 3     

Lo anterior no modifica el contenido del informe 
7) Según se aprecia en el apartado 2.1.5. Proceso de Justicia Restaurativa Penal de Adultos, el parámetro de la cuota de trabajo, se estableció conforme al rol de trabajo del todo el equipo (Legal y Psicosocial), de las oficinas que agendan más señalamientos en Justicia Restaurativa, sean Segundo y Tercer Circuito Judicial de San José. 
Lo anterior no modifica el contenido del informe 
La Ley de Justicia Restaurativa conforme se refirió en el apartado de antecedentes se extiende a la materia Penal, Penal Juvenil y Contravencional, en todas sus etapas, en atención al artículo 2, implícitamente de que las personas usuarias dependan algún tipo de población en grado de vulnerabilidad, en ese sentido, las oficinas destacadas en zonas con pueblos indígenas pueden adoptar el procedimiento restaurativo con los recursos destacados en las Oficinas de Justicia Restaurativa e inclusive con el recurso humano ordinario especializado en la materia, con que se cuenta en la actualidad.    

Adicionalmente, en el informe 634-PLA-MI-RH-2019 sobre el Impacto de Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, se prevé la atención de Pueblos indígenas en todas las materias por parte de los actuales Defensores Públicos según materia.

Lo anterior no modifica el contenido del informe 
Observaciones de la Dirección Nacional de Justicia Restaurativa
Observaciones
Respuesta
1. Para mayor claridad, nos parece sumamente importante recalcar que las oficinas de Justicia Restaurativa están conformadas por:

Equipo Psicosocial (en su mayoría es el mismo para Penal y Penal Juvenil)*
1 Persona Profesional en Psicología.

1 Persona Profesional en Trabajo Social.

Equipo Interdisciplinario de Justicia Penal Restaurativa
1 Persona Fiscal Auxiliar de Justicia Restaurativa

1 Persona Defensora Pública de Justicia Restaurativa 

*1 Equipo Psicosocial (en su mayoría el mismo para Penal Juvenil)

1 Persona Técnica Judicial 

1 Personas Juzgadora según Jurisdicción

Equipo Interdisciplinario de Justicia Juvenil Restaurativa
1 Persona Fiscal Penal Juvenil 

1 Persona Defensora Pública Penal Juvenil 

*1 Equipo Psicosocial (en su mayoría el mismo que para Penal)

 1 Persona Técnica Judicial de la Fiscalía Penal Juvenil 

 1  Persona Juzgadora Penal Juvenil 

1) Se toma nota dela observación informativa y se encuentra conforme a lo expuesto en los apartados: 3.1. Estructura de recurso humano y abordaje de Justicia Restaurativa, 3.2.1.5. Proceso de Justicia Restaurativa Penal de Adultos y 3.2.2. Justicia Restaurativa Penal Juvenil, que establecen la conformación de los equipos interdisciplinarios de Justicia Restaurativa.   
2. Es importante dejar en conocimiento, que el impacto de la Justicia Restaurativa trasciende la mera labor legal, teniendo un impacto social en la satisfacción de las personas usuarias que alcanza el 96%, así como la efectividad en el cumplimiento de los planes reparadores que es de 96%; ello transforma la vida de las personas y contribuye a comunidades más seguras y productivas. Desde la Dirección de Justicia Restaurativa, no solo se coordina con los diferentes despachos que intervienen en los procedimientos penales, penales juveniles, contravencionales y de ejecución; sino además se emiten criterios técnico-jurídicos sobre el tema, construye materiales de divulgación y comunicación, se realizan visitas de seguimiento y acompañamiento, para la mejora constante en el servicio público. 

Así mismo con el apoyo de los equipos interdisciplinarios que les corresponda, se tiene una proyección a la comunidad, que va incluso más allá del horario laboral; sin dejar de lado los proyectos de cooperación internacional que se ejecutan desde la Dirección y que requieren del apoyo de los equipos interdisciplinarios dependiente de la zona donde trabajen. 

Un ejemplo de estos proyectos es la Fase II del Proyecto financiado por la Embajada de los Estados Unidos de América en Costa Rica, que nos va a requerir trabajar entre otras en la zona de Corredores, lo que torna primordial contar con un nuevo equipo psicosocial en este Circuito Judicial.
2) Se toma nota  de la transcendencia a nivel social de la labor en Justicia Restaurativa y su proyección a la comunidad.  
3. Favor tomar en cuenta que las estadísticas que se están utilizando son algunas al I Semestre del año 2018 y en otros casos no tenemos indicación del período; lo cual lleva a tener una mínima diferencia, con los números remitidos por Estadística de la Dirección de Planificación el pasado mes de abril del 2019. Lo anterior se plantea a modo de aclaración, sin que notemos mayores cambios en los resultados estadísticos.
3) En los cuadros del 3 al 8 y gráficos del 1 al 3, se incluye la información estadística completa del 2018, mismos que sirvieron de base para los análisis del apartado 3.3. Análisis de las causas ingresadas y reuniones restaurativas, en materia Penal de Adultos y Juvenil, en función de su capacidad instalada y apartado 3.3.1 Análisis de la capacidad instalada de las oficinas de Justicia Restaurativa, los cuales fueron remitidos por la Sección de Estadística.

Se toma nota de la que no se detonan mayores cambios en estos datos. 
4. Consideramos que utilizar de parámetro las oficinas que funcionan en San José; no es la mejor opción para variar los indicadores de Justicia Penal Restaurativa, que se encuentran definidos desde el año 2012;   ya que éstas oficinas en San José, no reflejan la realidad del las otras 5 oficinas ubicadas en los circuitos judiciales regionales; donde se comparten los equipos psicosociales con materia Penal Juvenil, además los equipos interdisciplinarios deben trasladarse grandes distancias para atender las personas usuarias de lugares más alejados, como por ejemplo Pococí a Siquirres; Pérez Zeledón a Buenos Aires; Puntarenas a Jacó; Heredia a Sarapiquí; Cartago a Turrialba y la Zona de los Santos. Unido a valorar las distancias y tiempos de traslados, hay que agregar el trabajo con la comunidad en sensibilización, divulgación y capacitación; la red de apoyo intersectorial; las reuniones de equipo de trabajo.
Siempre hemos considerado indispensable las mediciones, es por ello que mantenemos indicadores desde que se inició con estos procedimiento, y conforme explicaremos en las observaciones al apartado de recomendaciones, solicitamos que se mantengan los mismos; por no encontrar circunstancias de tramitación que conlleven a su variación. 
4) Los parámetros se establecieron conforme a la siguiente mecánica de trabajo, y en relación a un volumen representativo de casos: 

a) Las entrevistas se llevan en promedio de 40 minutos a 1 hora, según sea el caso, tarea para la cual se dedican 2 días por completo, a razón de 4 o 5 entrevistas diarias conjuntas, entre la persona profesional del Equipo Legal y Psicosocial.

La cuota se estableció en 10 entrevistas semanales, entre la persona profesional del Equipo Legal y Psicosocial. consecuentemente se deben programar 5 en dos días, sean 20 semanales en equipos conformados con dupla psicosocial (2 profesionales) u 80 mensuales.  

Para una jornada de 8 horas, el día que se programan 5 entrevistas, se estiman 5 horas de tiempo en la tarea, sea un 75% del tiempo efectivo. Quedando disponible 3 horas que se podrían utilizar para traslados a otras zonas, sea como se indica en la observación: de Pococí a Siquirres; Pérez Zeledón a Buenos Aires; Puntarenas a Jacó; Heredia a Sarapiquí; Cartago a Turrialba y la Zona de los Santos.

b) En las reuniones restaurativas, participan el Equipo Legal incluido la persona juzgadora, además de uno de los profesionales, para lo cual se dedican 2 días por semana, a razón de 4 y 5 programaciones. 

La cuota se estableció en 9 Reuniones Restaurativas por semana, sean 36 mensuales. 

El día que se programan 4 Reuniones Restaurativas, se consume un 50% de la jornada (4 horas diarias), quedando el otro 50% para otras labores o tareas, que incluso este podría ser el día indicado para los traslados a otras zonas. De la misma manera, el día que se programan 5 Reuniones Restaurativas, se aprovecha un 75% de tiempo efectivo, quedando espacio para otras labores. 

En relación con este último parámetro, es importante destacar, que además existe un porcentaje de realización de las Reuniones Restaurativas, que oscila entre un 83% y 91% (ver cuadro 8), aspecto que amplía el porcentaje de tiempo que se puede dedicar a otras labores, propias de la Oficina de Justicia Restaurativa. 

c) Para establecer un parámetro de ingreso de causas que se ajuste a la cantidad de entrevistas establecidas para el Equipo Legal y Psicosocial, se parte de la premisa de que para que se puedan realizar 80 entrevistas, al menos deben ingresar un total de 40 causas mensuales, sea que cada causa al menos requiere de una entrevista a la persona ofensora y víctima.

Conforme se expuso en el inciso a) de la presente respuesta, en conjunto la persona profesional del Equipo Legal y Psicosocial, pueden realizar 20 entrevistas semanales, que en equipos conformados con dupla psicosocial (2 profesionales) serían 80 mensuales.

Es importante destacar, respecto a la cuota de 40 causas mensuales, que conforme se demostró en el cuadro 6, el mayor porcentaje de causas terminadas (47%), sean 1090, se concluyó por motivo de Devueltos, lo que representa que de entrada un porcentaje importante de las causas, no califican para el trámite de Justicia Restaurativa. En otros términos, si 4 de cada 10 causas que ingresan, se devuelven, únicamente en 6 potencialmente se podría programar la entrevista. En línea con lo anterior, para un mejor aprovechamiento de los recursos, se recomendó procurar que la entrada de causas mensuales (40), al menos correspondiera a la cantidad de entrevistas con que se mantiene capacidad instalada (80 al mes en equipos conformados por 2 profesionales en el área Psicosocial)  

Con respecto a la mecánica de trabajo que se indica, que se lleva desde el inicio de la implementación de justicia restaurativa, es importante aclarar que se tomaron en consideración para establecer la cantidad de asuntos por oficina registrados en la estadística respectiva, sin embargo, cuando se realizan los comparativos entre homólogos, se determina que se deben establecer de forma estándar y en apego a las capacidades instaladas de cada oficina.
5. Nos encontramos de acuerdo en que no debemos asignar nuevo recurso humano a las oficinas de Justicia Penal Restaurativa que ya existe, y por el contrario vamos a buscar la colaboración del Ministerio Público, Defensa Pública y Departamento de Trabajo Social y Psicología, para implementar estrategias que permitan a mayor cantidad de usuarios tramitar sus casos por Justicia Restaurativa. 

Conforme lo hemos realizado en otras oportunidades, se va a maximizar este recursos a fin de atender los ámbitos de competencia que introduce la nueva Ley de Justicia Restaurativa, en espera del próximo informe de cargas de trabajo, que nos permita determinar si se presentan nuevas necesidades. 
5) En esta observación, se manifiesta conformidad con lo expuesto en el informe, referente a la asignación de nuevo recurso humano en las oficinas de Justicia Restaurativa conformadas actualmente.  

6. En los lugares donde se cuenta con equipos psicosociales (1 personas profesional en Psicología y 1 personas profesional en Trabajo Social) que atienden solamente Justicia Juvenil Restaurativa (Limón, Alajuela y Liberia) además de ampliar los ámbitos de aplicación que establece la Ley para materia Penal Juvenil; nos parece lo más adecuado para un mejor aprovechamiento del recurso, utilizar estos mismos equipos psicosociales y contar con recuso humano nuevo que sería la persona Fiscal Auxiliar de Justicia Restaurativa, Defensora Pública de Justicia Restaurativa y Técnica Judicial de Justicia Restaurativa; con ello poder ir dando cumplimiento al Transitorio I de la Ley de Justicia Restaurativa. 

Para realizar esta ampliación de cobertura es indispensable este nuevo recurso, así lo manifestaron en reunión del mes de agosto del 2018 las respectivas jefaturas, en razón de las cargas de trabajo actuales no tienen viabilidad para destinar personas que laboran en los procedimientos ordinarios a hacer en Justicia Restaurativa, ni siquiera como un recargo, que incluso no es razonable por la dinámica de los procedimientos restaurativos, como se desprende del propio informe en estudio. 
6) En esta observación, se manifiesta conformidad con lo expuesto en el informe, referente a que los equipos psicosociales, destacados en materia Penal de Adultos, asuman Penal Juvenil.  

No obstante, se recomienda que este equipo sea acompañado de nuevo. Sobre el particular, este tema conforme a la recomendación 5.2.4, reserva para el siguiente período de formulación presupuestaria, los requerimientos solicitados por la Dirección de Justicia Restaurativa, hasta tanto no se cuente con un estudio sobre el impacto de la entrada en vigencia de la Ley de Justicia y el cumplimiento de los parámetros establecidos de cuotas de trabajo, según recomendación 5.1.    
7. Nos encontramos totalmente de acuerdo, en rendir los informes de seguimiento y además que desde planificación se realice un informe de cargas de trabajo para determinar las necesidades para el año 2021; sin embargo se torna imposible en los circuitos judiciales donde no se cuenta con personal del Ministerio Público, Defensa Pública y técnicos judiciales; iniciar con Justicia Penal Restaurativa, por lo que estaríamos ante un imposible de medición a futuro si aún no hemos podido dar inicio a las labores restaurativas. 
7) En esta observación, se manifiesta conformidad con lo expuesto en el informe, conforme a la recomendación 5.2.4, que reserva para el siguiente período de formulación presupuestaria, los requerimientos solicitados por la Dirección de Justicia Restaurativa, hasta tanto no se cuente con un estudio sobre el impacto de la entrada en vigencia de la Ley de Justicia y el cumplimiento de los parámetros establecidos de cuotas de trabajo, según recomendación 5.1.

Asimismo, se concuerda con la presentación de los informes, según recomendación 5.7.  

8. Nos encontramos de acuerdo en que para el presupuesto del año 2021, se valoren las cargas de trabajo y la necesidad de nuevo recurso humano o bien la reasignación del ya existente, conforme el Transitorio II de la Ley de Justicia Restaurativa. 
8) Esta observación, se atienden conforme a la respuesta 8 del presente apartado.
9. Conforme el numeral 6 de la Ley de Justicia Restaurativa, el Poder Judicial debe mantener la Rectoría de la materia Justicia Restaurativa y una Dirección de Justicia Restaurativa para lograr ese objetivo. Es por ello que según la misma estructura de trabajo que se viene desarrollando en la práctica, la Rectoría recae en la persona Magistrada de la Sala de Casación Penal que así se designó en este caso mi persona; unido a ello se tiene la oficina que enlaza con la Magistratura, dirige, coordina y da seguimiento a los lineamientos emitidos en la materia que por denominación de la misma Ley es la Dirección de Justicia Restaurativa. 

Según los análisis realizados en conjunto con la Presidencia de esta Sala; de los antecedentes de esta oficina, se tiene que las funciones que desarrolla no son las asignadas a la Sala de Tercera, las plazas de la Dirección no están asignadas a la Sala de Tercera, el manejo de persona y parte administrativa es independiente de la Presidencia de la Sala Tercera. 

No existe un ligamen administrativo entre la oficina que con la entrada en vigencia de la Ley de Justicia Restaurativa adquirió el carácter de Dirección y la Presidencia de la Sala Tercera; lo que determina el informe de planificación aprobado por el Consejo Superior en la Sesión 35-17 del 18 de abril del 2018 artículo LIV; es la dirección funcional, lo que se traduce en la rectoría, le corresponde a la persona Magistrada de la Sala Tercera asignada; ello porque los procedimientos de Justicia Restaurativa se enmarcan en materia Penal; estos criterios giran en torno al fondo y procedimiento de los asuntos; criterio jurídicos y técnicos propios de la materia que se convierten en los lineamientos a seguir dentro del Poder Judicial; con el debido respeto de las diferentes instancias que intervienen en los mismos. 

Es por lo anterior que actualmente se cuenta con procedimientos restaurativos que están bajo la Rectoría de la persona Magistrada de la Sala III, contando el Poder Judicial con la Dirección de Justicia Restaurativa que administrativamente tiene independencia de la Presidencia de la Sala III; y que por lo tanto requiere contar con el espacio físicos y control, seguimiento y ejecución de su propio presupuesto.    
9) Esta observación, se ajusta a lo expuesto en el apartado de Antecedentes inciso 1.3, referente a la organización funcional para la implementación de la Ley de Justicia Restaurativa, según su artículo 6.

Respecto al tema del espacio físico, conforme a la recomendación 5.2.4, se reservó para el siguiente período de formulación presupuestaria, asimismo, en el caso de esta propuesta, es importante considerar, conforme al oficio  1272-DE-2019 del pasado 26 de marzo, que la Directora Ejecutiva máster Ana Eugenia Romero Jenkins, que el programa de Justicia Restaurativa se mantiene adscrito a la Sala Tercera, por lo que el espacio requerido para la Dirección de Justicia Restaurativa, debe valorarse con la presidencia de dicha Sala, que cuenta con todo el pisto 7, del edifico de la Corte Suprema de Justicia (ver anexo 9)..

Recomendación 5.1. Sobre indicadores a nivel nacional de Justicia Restaurativa. 
Se solicita que los indicadores establecidos para Justicia Penal Restaurativa desde el año 2012, no sean variados, y sigan funcionando tal y como ha sucedido hasta el día de hoy, que son los siguientes:

Equipo Legal de Justicia Penal Restaurativa

· 32 causas mensuales ingresadas (incluye el análisis de admisibilidad, entrevistas realizadas, y firma de consentimientos informados).

· Participación en las reuniones restaurativas que se señalen, ante el impulso del equipo psicosocial, según las materias que se atienden en el circuito judicial en que se desempeñan.

· Las audiencias de verificación y seguimiento deberán realizarse de acuerdo al comportamiento de cada caso, toda vez que las primeras solamente pueden ser señaladas ante un posible incumplimiento por parte de la persona ofensora de los compromisos asumidos en el acuerdo restaurativo; y las segundas se establecerán según las necesidades de periodicidad de cada caso concreto; por lo que no sería exigible establecer un indicador, pues constituye una circunstancia relativa y no estandarizable.
Equipo Legal de Justicia Juvenil Restaurativa
· 16 reuniones restaurativas mensuales (un día a la semana, deberán señalarse 4 reuniones diarias).

· 64 audiencias tempranas mensuales (dos días a la semana, deberán señalarse 8 audiencias diarias. Los días restantes se dedicarán al señalamiento de debates y sus continuaciones).

· 1 día al mes para labores de construcción y fortalecimiento de labores con la comunidad (Red de Apoyo Intersectorial y otros).

· 1 día al mes de reunión de equipo.

Equipo Psicosocial
· 32 entrevistas mensuales por cada profesional (se cuenta con dos días a la semana para señalar entrevistas).

· 16 reuniones restaurativas mensuales por cada profesional (se cuentan con dos días a la semana para señalar reuniones restaurativas, cuatro reuniones por día).

· 64 seguimientos de acuerdos restaurativos mensuales por cada profesional.

Estos indicadores que se solicita sean ratificados y no sufran variación, habían sido definidos por la Dirección de Planificación, basándose en la distribución de las agendas con las Coordinaciones del Ministerio Público, la Defensa Pública y el Departamento de Trabajo Social y Psicología, así como las personas integrantes de los equipos interdisciplinarios. Y además, considerando las muchas otras labores que deben efectuar las personas profesionales para el fortalecimiento de la plataforma de Justicia Restaurativa en el circuito judicial en el que se desempeñen.

Cabe indicar que uno de los factores que no fue contemplado en el informe, consistió en que los equipos psicosociales deben distribuir su tiempo para atender los casos de Justicia Penal Restaurativa y Justicia Juvenil Restaurativa, de los circuitos judiciales que les corresponde atender; es decir, existe una agenda compartida entre ambas competencias, y además de ello, entre los procesos que conozcan, pues éstos pueden diferir según las posibilidades ampliadas  por la Ley de Justicia Restaurativa (proceso para aplicar medida alterna, proceso para aplicar abreviados, procesos de flagrancia, Programa de Tratamiento de Drogas bajo Supervisión Judicial, proceso contravencional, proceso de ejecución de la pena o sanción penal juvenil).

El segundo elemento que no fue contemplado radica en que los equipos interdisciplinarios deben invertir lapsos de tiempo considerables para trasladarse a las periferias (en varias ocasiones al mes), en procura de brindar un servicio público más accesible. Aunado a que esta particularidad conlleva a compartir agenda con otras oficinas judiciales o de instituciones externas al Poder Judicial, para el uso del espacio físico en el que se atiende al público o se realizan las reuniones restaurativas, y además, quedan supeditados a las agendas de las Administraciones Regionales, en cuanto al manejo de los traslados por parte de los vehículos administrativos.

En este sentido por ejemplo, se puede observar que los equipos interdisciplinarios de Justicia Penal y Juvenil Restaurativa de Pérez Zeledón, atienden los casos del Circuito Judicial de Buenos Aires; el equipo interdisciplinario de Cartago, atiende casos del Circuito Judicial de Turrialba (y el equipo psicosocial de Cartago, atiende los casos de Justicia Juvenil Restaurativa, asume los casos de esa zona); el equipo interdisciplinario de Heredia, conoce los casos de Justicia Penal Restaurativa del Circuito Judicial de Sarapiquí, así como lo hace el de Pococí, con el Circuito Judicial de Siquirres. También, esto se replica con el equipo interdisciplinario de Puntarenas, que conoce los casos del Circuito Judicial de Aguirre y Parrita.

Lo anterior, no solamente se limita en atender el trámite de los procesos restaurativos, sino también a las labores relativas a la construcción y fortalecimiento de las redes de apoyo intersectoriales, el acercamiento con la comunidad, y las actividades de capacitación, sensibilización y charlas con las instituciones de cada sector de las zonas que atienden; y también, las acciones de coordinación con las oficinas internas para procurar un servicio de calidad (Ministerio Público, Defensa Pública, juzgados penales y penales juveniles, OCJ, Administraciones Regionales, entre otras).

Por otro lado, una tercera circunstancia que no fue contemplada por el informe, consiste en que los equipos legales de Justicia Juvenil Restaurativa no son exclusivos para conocer esta materia, siendo que se trata de las mismas personas funcionarias que atienden los proceso penales juveniles ordinarios del circuito judicial en el que se desempeñan, por lo que esto impide que se asuma atención de entrevistas y reuniones restaurativas de manera indiscriminada, en aras de evitar que se desatiendan otras funciones que les compete.

Aunado a ello, tampoco se tomó en cuenta que los equipos interdisciplinarios de Justicia Penal y Juvenil Restaurativa además de responsabilizarse por el trámite de los procesos que ingresan para ser resueltos por estas vías, deben atender otra serie de funciones indispensables para desarrollar y mantener la plataforma de Justicia Restaurativa, siendo la única manera que garantiza la adecuada prestación de este servicio, toda vez que incorpora el elemento de participación de la comunidad.

Frente a lo anterior, las personas profesionales desarrollan labores dirigidas a la creación, fortalecimiento y seguimiento de la Red de Apoyo Intersectorial, actividades con la comunidad destinadas a la capacitación, sensibilización y divulgación de la Justicia Restaurativa, reuniones de equipo para coordinar las acciones que se desarrollan de manera periódica, y discusión de casos; reuniones de coordinación con oficinas internas del Poder Judicial para garantizar eficiencia en el trámite de los procesos; participación en capacitaciones sobre Justicia Restaurativa, reuniones de seguimiento y observación con la Dirección de Justicia Restaurativa y las personas Coordinadoras según la competencia; entre otras.

Finalmente, es de suma relevancia apuntar que la solicitud de variar los indicadores referidos en el presente informe se realizaron basándose en las labores y dinámica que desarrolla el equipo interdisciplinario de Justicia Penal Restaurativa del Segundo Circuito Judicial de San José, realidad que no podría fungir como parámetro para el resto de equipos de Justicia Restaurativa, por cuanto no sería apropiado partir de la base de un equipo de Justicia Penal Restaurativa, para fijar las pautas que debería seguir un equipo de Justicia Juvenil Restaurativa (por las consideraciones ya esbozadas); y además, este equipo se enfoca mayormente en procedimientos de flagrancia, que revisten una complejidad menor, y requieren una mayor rapidez en su atención, al contar con menos tiempo para su resolución. Esto sin dejar de lado que, se tiene conocimiento que quienes integran este equipo, en aras de procurar un cumplimiento de los plazos reducidos de trámite, tienen a trabajar también fuera del horario laboral, lo cual no podría ser exigido por contrariar los lineamientos de salud ocupacional.
10) Esta observación, se atienden conforme a la respuesta 4 del presente apartado, referente al tema de las cargas de trabajo. 

Respecto a la carga de trabajo, de los equipos legales, de Justicia Juvenil Restaurativa, es importante destacar, conforme se expuso en el análisis del escenario 2, recomendación 5.3 que la carga de trabajo en materia Penal Juvenil, en Fiscalía y Defensa Pública a nivel nacional, resulta inferior a la materia Penal, en concreto en la Defensa Pública durante el 2017 ingresaron un total de 4693 y 36148 causas, respectivamente, sea una diferencia de 31455 más en material Penal. Por esta razón, en las oficinas de la Defensa Pública, de Aguirre y Parrita, Grecia, Upala, Turrialba, Sarapiqui, Puerto Jiménez, Cañas, Osa y Ciudad Cortez, los recursos destacados en Penal Juvenil, deben contribuir con la atención de otras materias, sea Penal de Adultos, Contravenciones, Pensiones Alimentarias y Penalización. 

Por lo expuesto, en el informe no se estableció cuota de trabajo para los equipos legales en materia Penal Juvenil, considerando además, que dichos recursos se encuentran bajo la supervisión de las correspondientes jefaturas de la Defensa Pública y Ministerio Público. 

Asimismo, es importante destacar, que la cuota establecida para los equipos Psicosociales comprende la atención de la materia Penal de Adultos y Juvenil, atendiendo la recomendación 5.2.1 que amplia la competencia de las oficinas de Justicias Restaurativa para la atención conjunta de los equipos Psicosociales en las materias de Penal de Adultos y Penal Juvenil. 

Respecto a lo referido de mantener los indicadores de 2012, conforme a una revisión exhaustiva de los informes elaborados por la Dirección de Planificación durante el 2012 y siguientes, hasta la fecha lo que se definió es un sistema o mecánica de trabajo en función de las Reuniones Restaurativas y Entrevistas, no obstante, la definición de un parámetro de estada de causas, se establece hasta el presente informe.         

Recomendación 5.2. Solicitud para aprobar uno de los escenarios expuestos:
Sobre las recomendaciones 5.2.1. y 5.3. 
De un análisis integral del informe y de las observaciones anteriormente realizadas; conscientes de la realidad presupuestaria del país, nos parece que encontramos puntos de convergencia entre ambas propuestas.

Nos encontramos totalmente de acuerdo con la propuesta de Planificación para: 

“Ampliar el abordaje en materia Penal de Adultos del Primer Circuito Judicial de Alajuela, Primer Circuito Judicial de de Guanacaste y Zona Atlántica, con los equipos Psicosociales destacados en Penal Juvenil Heredia, Guanacaste y Zona Atlántica”

Conforme se presenta en el cuadro 27, estaríamos maximizando los recursos de los equipo psicosociales ampliando su área de trabajo a materia penal con los nuevos ámbitos que establece la ley. 

Para poder implementar esta propuesta, es indispensable poder contar con el nuevo recurso humano, de Justicia Penal Restaurativa para el Ministerio Público, Defensa Pública y personas Técnica Judicial que se integren en materia penal a dichos equipos psicosociales.  
11) En esta observación, se manifiesta conformidad con lo expuesto en el informe, referente a que los equipos psicosociales, destacados en materia Penal de Adultos, asuman Penal Juvenil.  

No obstante, se recomienda que este equipo sea acompañado de nuevo. Sobre el particular, este tema conforme a la recomendación 5.2.4, reserva para el siguiente período de formulación presupuestaria, los requerimientos solicitados por la Dirección de Justicia Restaurativa, hasta tanto no se cuente con un estudio sobre el impacto de la entrada en vigencia de la Ley de Justicia y el cumplimiento de los parámetros establecidos de cuotas de trabajo, según recomendación 5.1.    
Sobre la recomendación 5.2.2
Solicitamos que por las dinámicas de trabajo, se tome en cuenta que el inicio de Justicia Restaurativa en Contravenciones de personas adultas, se va a dar en Puntarenas desde este mes de mayo 2019; y para ampliar la cobertura a San José, se podría realizar con el equipo interdisciplinario del Segundo Circuito Judicial en este mismo lugar y para Ejecución iniciar el piloto con el equipo del III Circuito Judicial (Pavas); todo ello en coordinación con los jueces coordinadores de cada despacho. 
12) Respecto a ejecutar Justicia Restaurativa en materia Contravencional en Puntarenas, se debe destacar lo indicado en recomendación 5.2.3, en el que las oficinas de Justicia Restaurativa que las cargas de trabajo sean inferiores a las indicadas en la recomendación 5.1., deben ampliar su abordaje en otras materias o fases de proceso penal, a efecto de un mejor aprovechamiento de su capacidad instalada.

Respecto a la aprobación del plan piloto para la atención de las causas en Justicia Restaurativa en la etapa de Ejecución e Intermedia del proceso Penal, además de procedimiento especial Abreviado y Contravenciones, a ejecutarse en el Primer Circuito Judicial de San José, por parte del equipo Psicosocial destacado en este circuito y con la cobertura de los tres circuitos judiciales de San José, se debe considerar conforme a lo expuesto en el apartado 3.4. Análisis de los requerimientos solicitados por la Dirección de Justicia Restaurativa, que en los tres circuitos judiciales de San José, se cuenta con capacidad instalada para recibir entre 21 y 20 causas mensuales, asimismo, existe un equipo Psicosocial completo en el primer Circuito Judicial dedicado de manera exclusiva a materia de Penal Juvenil y que podría ampliar su abordaje en otras materias. 

De la misma forma, en el Primer Circuito Judicial de San José todavía hay oportunidad de señalar 27 reuniones restaurativas mensuales, mientras que en el Segundo y Tercer Circuito Judicial de San José 14, lo que supone que con el recurso existente se pueden abarcar más causas en términos generales sean en materia Penal de Adultos, Juvenil o Contravenciones.
Sobre la recomendación 5.2.3
Estamos de acuerdo que las oficinas de Justicia Restaurativa cuyas cargas de trabajo aún no alcancen los indicadores; pero aquellos que fueron asignados desde el año 2012, ampliarán su cobertura a los ámbitos de Abreviados, Cesura, Flagrancias, Ejecución de la Penal y Procedimiento de Tratamiento de Drogas bajo Supervisión Judicial Restaurativo, según la competencia del Circuito Judicial donde desempeñan sus funciones.


13) Se muestra conformidad con la recomendación de ampliar los abordajes de las oficinas de Justicia Restaurativa en donde no se cumpla con los parámetros de ingreso. Sin embargo, se mantienen los parámetros establecidos en este informe.
Sobre la recomendación 5.2.4
No consideramos conveniente para la ampliación de la cobertura, siendo que la ley da plazo hasta el 2021 para finalizar a nivel nacional, el esperar el comportamiento de las actuales oficinas, sin disponer los nuevos circuitos judiciales, a la espera de los nuevos movimientos estadísticos por ampliación de ámbitos varíen. Nos parece adecuado, que no se creen nuevas plazas donde ya existen los equipos de Justicia Penal Restaurativa; y que ellos, cuyos indicadores nos permiten determinar que tienen la capacidad para hacerlo, asuman los nuevos ámbitos en dichos circuitos judiciales; pero que sí podamos contar con las nuevas plazas para nuevos circuitos judiciales, cuyas zonas donde se debe de ampliar están a distancias que no permitirían ser atendidas por estas mismas personas que actualmente laboran en los procedimientos restaurativos. 
14) En esta observación, se coincide con la recomendación de que no se destaquen nuevos recursos en los circuitos con que se cuente con equipos de Justicia Restaurativa, hasta tanto se compruebe el aprovechamiento de la capacidad instalada de las oficinas.

No obstante, se acusa la inconveniencia de reservar la ampliación de la cobertura de Justicia Restaurativa, en función del comportamiento de las variables estadísticas. Sobre el particular, es importante destacar que en el apartado 3.4. Análisis de los requerimientos solicitados por la Dirección de Justicia Restaurativa, se expuso que en virtud de la capacidad instalada que mantienen todas las oficinas de Justicia Restaurativa para recibir más causas (ver cuadro 22) y frente a la ampliación del abordaje a todas las etapas del proceso penal, incluida la Ejecución de la Pena y Etapa Intermedia, en el procedimiento especial Abreviado, además de las Contravenciones, en la actualidad, proyectar la capacidad instalada de los equipos de Justicia Restaurativa, resulta incierto, en cuyo caso, si se mantiene el actual aprovechamiento de los recursos, no se justificaría la creación de nuevas plazas. En el caso contario, de superar el ingreso de causas y señalamiento de reuniones restaurativas, según los parámetros analizados en el presente informe, sería necesario estudiar la posibilidad de asignación de más recursos a Justicia Restaurativa, sean vía presupuesto o aprovechamiento del destacado en el Ministerio Público y Defensa Púbica.      
Sobre la recomendación 5.3
Como se desprende de esta contestación, teniendo en cuenta que se apruebe que los equipos ya existentes puedan ampliar su ámbito de cobertura por materia y el compromiso de trabajar en conjunto con el Ministerio Público, Defensa Pública y Departamento de Trabajo Social y Psicología, así como con los cooperantes internacionales y comunidad en general, para una mayor divulgación, sensibilización y capacitación sobre Justicia Restaurativa que permita a más personas usuarias acceder a estos servicios. 

Replanteamos las necesidades para el año 2020 y solicitamos que se aprueben los nuevos recursos, para los que se estima un costo total de ₡1,080,989,585.26, distribuido en 615,946,202,80 para la ampliación de Justicia Penal Restaurativa por medio de la creación de 3 nuevos equipos interdisciplinarios, la suma de        398,082,639,42 para ampliar el abordaje en materia Penal Juvenil y Contravenciones, que contempla la creación de 3 Equipos Psicosociales y 3 personas Defensoras Públicas y el monto de ₡66,960,743.04 para el arriendo de un local para la Dirección de Justicia Restaurativa, según lo indicado por la Dirección Ejecutiva, que se encuentra en el anexo 7 del informe en cuestión. A continuación se detallan los costos (ver anexo 12 con el detalle) :    

Es de relevancia recordar que la Ley de Justica Restaurativa, a partir del 20 de enero del 2019 asigna una rectoría en la materia al Poder Judicial, la cual por ser procedimiento de índole penal y penal juvenil, recae en mi persona como Magistrado de la Sala III; a ello se le suma la constitución de la Dirección de Justicia Restaurativa, que la misma ley le asigna la función de la implementación de la Ley, la de dirimir controversias entre las instituciones de la red de apoyo, entre otras; es derivando de ello que efectivamente se trata de una oficina independiente de la Sala III en cuanto a su funcionamiento administrativo y presupuestario, dependiendo de una persona Magistrada para los lineamientos técnico jurídicos de la materia; no así para sus aspectos administrativos. 

La conclusión que acabo de exponer, se analizó con la presidencia de esta Sala, e incluso en pleno todos los Magistrados y Magistradas lo ratificamos, teniendo en cuenta que la Dirección de Justicia Restaurativa requiere de su espacio físico y su propia ejecución presupuestaria; por lo anterior es que solicito se corrija lo expresado por la Señora Ana Eugenia Romero, que consta en página 63 del citado informe, donde por error se expresa que la Dirección de Justicia Restaurativa pertenece a la Sala III y que es en este mismo espacio donde debe ser ubicada.  

Por todo lo anterior, se reitera la necesidad de aprobar el espacio físico para la Dirección de Justicia Restaurativa, que según fue expuesto anteriormente no tiene relación administrativa con la Sala Tercera y por lo tanto según fue descrito en el cuadro 32 del citado informe, requiere: 

ESTIMACION COSTO, ARRIENDO DE UN LOCAL
PARA LA DIRECCIÓN DE JUSTICIA RESTAURATIVA 2020
Concepto del gasto
Costo estimado
Alquileres
57 291 480,14
Servicio de agua
269 988,39
Servicio de energía eléctrica
1 869 330,82
Servicio de telecomunicaciones
2 000 887,63
Servicio de vigilancia
0,00
Servicio de limpieza
3 114 388,86
Mobiliario de plazas
0,00
Mobiliario de oficina
1 000 560,00
Mobiliario sala de espera
594 000,00
Mobiliario sala de reuniones
820 107,20
Mobiliario de comedor
489 390,00
Total
66 960 743,04
15) En esta observación, se coincide con la recomendación de que no se destaquen nuevos recursos en los circuitos con que se cuente con equipos de Justicia Restaurativa, hasta tanto se compruebe el aprovechamiento de la capacidad instalada de las oficinas.

No obstante, se acusa la inconveniencia de reservar la ampliación de la cobertura de Justicia Restaurativa, en función del comportamiento de las variables estadísticas. Sobre el particular, es importante destacar que en el apartado 3.4. Análisis de los requerimientos solicitados por la Dirección de Justicia Restaurativa, se expuso que en virtud de la capacidad instalada que mantienen todas las oficinas de Justicia Restaurativa para recibir más causas (ver cuadro 22) y frente a la ampliación del abordaje a todas las etapas del proceso penal, incluida la Ejecución de la Pena y Etapa Intermedia, en el procedimiento especial Abreviado, además de las Contravenciones, en la actualidad, proyectar la capacidad instalada de los equipos de Justicia Restaurativa, resulta incierto, en cuyo caso, si se mantiene el actual aprovechamiento de los recursos, no se justificaría la creación de nuevas plazas. En el caso contario, de superar el ingreso de causas y señalamiento de reuniones restaurativas, según los parámetros analizados en el presente informe, sería necesario estudiar la posibilidad de asignación de más recursos a Justicia Restaurativa, sean vía presupuesto o aprovechamiento del destacado en el Ministerio Público y Defensa Púbica.

No obstante, lo anterior, se incorpora al Escenario 2, el replanteamiento de recursos presentado por parte de la Dirección de Justicia Restaurativa y sus correspondientes costos.     

Conforme se expone en el antecedente 1.3 del informe referente al artículo 6 de la Ley de Justicia Restaurativa, se le reconoce el carácter de Dirección al ente rector de Justicia Restaurativa, asimismo, se indica expresamente en el párrafo final: 

“Sobre el particular de la Dirección de Justicia Restaurativa y conforme a lo dispuesto por acuerdo del Consejo Superior de sesión 5-19 del 23 de enero recién pasado, artículo XXII, funciona bajo la coordinación del Magistrado Rafael Segura Bonilla, en su condición de Coordinador del Programa de Justicia Restaurativa, se identifica a nivel presupuestario con el código de oficina 1377, que para efectos de ejecución presupuestaria, mantiene como centro gestor la Sala Tercera” 
En relación a lo expuesto en oficio 1272-DE-2019 del pasado 26 de marzo, de la Dirección Ejecutiva, respecto a que el programa de Justicia Restaurativa se mantiene adscrito a la Sala Tercera, por lo que el espacio requerido para la Dirección de Justicia Restaurativa, debe valorarse con la presidencia de dicha Sala, que cuenta con todo el piso 7, del edifico de la Corte Suprema de Justicia, para efectos del informe de referencia, se corroboró la existencia de un espacio físico para la Dirección de Justicia Restaurativa. 
Sobre las recomendaciones 5.4 y 5.5
Esta Dirección asume el compromiso de maximizar el recurso del equipo psicosocial para ampliar los ámbitos de abordaje, pero para ello requiere del recurso humano solicitado para Justicia Penal Restaurativa, pues la coordinación para poder reasignar recurso del Ministerio Público y la Defensa Pública para atender Justicia Restaurativa, tuvo respuesta negativa desde agosto del 2018 y no se ha podido realizar esta ampliación de cobertura durante este año 2019; donde en varias ocasiones se ha manifestado la misma posición en razón de las cargas de trabajo existentes en cada una de las dependencias, por lo que se tendría la misma situación durante el año 2020. 
16) Es un comentario referente al compromiso que adquiere la Dirección de Justicia Restaurativa, para la maximización de los recursos. Respecto a la asignación de nuevo recurso, se reitera lo indicado en la respuesta 15.
Sobre la recomendación 5.6
Aún cuando se implemente el escenario 2, replanteado por esta Dirección, se adquiere el compromiso de maximizar el recurso ya existente y ampliar los ámbitos de competencia según el circuito judicial donde laboren en cada uno de ellos, hasta poder alcanzar los indicadores que están señalados para estos procesos desde el año 2012, y los cuales se solicita ratificar. 
17) Es un comentario referente al compromiso que adquiere la Dirección de Justicia Restaurativa, para la maximización de los recursos.

Asimismo, en relación a la implementación del Escenario 2, en el informe en el apartado de recomendaciones se incorpora el replanteamiento de recursos presentado por parte de la Dirección de Justicia Restaurativa y sus correspondientes costos.     
Sobre la recomendación 5.7
Totalmente de acuerdo en realizar los informes semestrales ante el Consejo Superior. 

Unido a ello se solicita incluir que la Dirección de Planificación conforme lo indicado el Transitorio II de la Ley de Justicia Restaurativa, realice una evaluación anualmente durante los próximos 4 años de vigencia de la ley, con el fin de proyectar las necesidades de recurso humano y financiero.  

Este informe permite tener una realidad más clara de la Justicia Restaurativa en el Poder Judicial de Costa Rica; solicito se tomen en cuenta las observaciones realizadas, así como el replanteamiento de requerimientos para el 2020; solicito audiencia oral para aclarar y ampliar en lo que corresponda.
18) Se coincide con la recomendación 5.7 respecto a rendir los informes de seguimiento semestral. 

Conforme a lo indicado en la recomendación 5.2.4 queda reservado para el siguiente ejercicio presupuestario, el estudio de sobre el impacto de la entrada en vigencia de la Ley de Justicia Restaurativa, tema competencia de la Dirección de Planificación. 


	IV. Elementos Conclusivos 
	4.1. En materia Penal de adultos, conforme al referido artículo 6 de la Ley de Justicia Restaurativa, se estableció de la apertura de oficinas según las necesidades del servicio, en los diferentes circuitos judiciales a nivel nacional. En materia Penal Juvenil, se dispuso que se conformarían en las diferentes jurisdicciones el Programa de Justicia Juvenil Restaurativa y que para ese efecto, se dotará de equipos psicosociales, que en conjunto con las personas funcionarias de la Defensa Pública y el Ministerio Público de cada despacho, aplicarán el procedimiento juvenil restaurativo como parte de sus competencias legales y las normas establecidas en esta ley. En materia Contravencional, básicamente se dispuso lo mismo que en materia Penal Juvenil, respecto a que se conformará en las diferentes jurisdicciones el Programa de Justicia Contravencional Restaurativa y por lo que debe dotarse de equipos psicosociales, que en conjunto con la persona juzgadora, desarrollarán la justicia restaurativa como parte de sus competencias legales.

4.2. La Dirección de Justicia Restaurativa, funciona bajo la coordinación del magistrado Rafael Segura Bonilla, en su condición de coordinador del Programa de Justicia Restaurativa, cuenta con tres plazas de Profesional en Derecho 3B, una plaza de Técnica o Técnico Judicial, una plaza de Secretaria Ejecutiva. Dicho recurso se encuentra destacado dentro las instalaciones de la Sala Tercera y adscrito Área de Gestión y Apoyo del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional. Asimismo, en la actualidad cuenta con una plaza de Profesional 2, bajo la modalidad de permiso con goce de salario y sustitución, hasta el 30 de junio del 2019, según sesión 28-19 celebrada el 28 de marzo del 2019, artículo VI. 

4.3. El abordaje de los asuntos al tenor de la Ley de Justicia Restaurativa, se lleva a cabo por medio de un Equipo Interdisciplinario, que a su vez está conformado por el Equipo Legal, que incluye a todas las personas profesionales en la rama del derecho (Juezas y Jueces, Fiscalas y Fiscales, Defensoras y Defensores) y el Equipo Psicosocial integrado por las y los profesionales en las ramas de Sicología y Trabajo Social. Este recurso humano, forma parte de las correspondientes dependencias y jurisdicciones a nivel nacional (Oficina de Trabajo Social y Psicología, Despachos jurisdiccionales, Ministerio Público y Defensa Pública)

4.4. En materia Penal de adultos, se encuentran conformados siete equipos Interdisciplinarios a nivel nacional, con una plaza de Fiscala o Fiscal, una de Defensora o Defensor, 2 en el área Psicosocial y una plaza técnica o técnico Judicial, esta última es la que tiene a su cargo la Fiscala o Fiscal de Justicia Restaurativa.

4.5. En la actualidad, no se cuenta con oficinas de Justicia Restaurativa en  los circuitos judiciales de Alajuela (Alajuela, San Carlos y San Ramón) y Guanacaste (Liberia y Nicoya), además del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica y Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur.

4.6. Los equipos psicosociales en Cartago, Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica y Puntarenas, conforme al cuadro 1, abordan en conjunto la materia Penal de Adultos y Juvenil, por su parte, el equipo destacado en el Primer Circuito Judicial de San José, en materia Penal Juvenil atiende la competencia del Segundo y Tercer Circuito de la zona. De manera exclusiva en el Primer Circuito Judicial de Alajuela, Guanacaste, Zona Atlántica y Heredia, se brinda el servicio por parte de un equipo específico para la materia. En el caso del abordaje de Alajuela, este lo ejecuta el Equipo Psicosocial de Heredia, en otras palabras, un solo equipo de dos profesionales en Psicología o Trabajo Social, atiende las dos zonas. Asimismo, en el Primer Circuito Judicial de Guanacaste, se cuenta con solo una persona profesional, a cargo de las funciones en la parte Psicosocial. Por su parte, en el Segundo Circuito Judicial de Alajuela, Zona Sur y Guanacaste y Tercer Circuito Judicial de Alajuela, no se cuenta con el abordaje en materia Penal Juvenil.  

4.7. En los circuitos judiciales de San José, Heredia, Cartago, Puntarenas, Primer y Segundo Circuito Judicial de Zona Sur y Atlántica, respectivamente, se atiende la materia de Penal de Adultos y Juvenil, por su parte, en Alajuela, Primer Circuito Judicial de la zona Atlántica y Guanacaste, únicamente se aplica en Penal Juvenil.  En el caso del Segundo y Tercer Circuito Judicial de Alajuela y Segundo Circuito Judicial de la zona Sur y Guanacaste, no se cuentan con abordaje de Justicia Restaurativa. 

4.8. En lo concerniente, a la cantidad de equipos Psicosociales que brindan el abordaje en los tres Circuitos Judiciales de San José, se realiza por medio de dos equipos en materia Penal de Adultos y uno en Penal Juvenil, asimismo, en Heredia se destacan dos equipos, sea uno para cada materia. En los demás circuitos únicamente se destaca un equipo conforme a la distribución explicada anteriormente, con excepción de Alajuela, que el abordaje en materia Penal Juvenil, lo brinda el equipo destacado en Heredia. 

4.9. El comportamiento de los procesos entrados en Justicia Restaurativa, presenta un incremento de un 9% entre el período 2016 (2012) y 2017 (2202), tendencia que se mantiene constante desde el 2013 cuando ingresaron un total de 341 asuntos. Asimismo, entre el 2018 (2461) y 2017(2202), existe una diferencia de 259 causas, que representan un incremento del 11%. En este comportamiento, incide la incorporación de nuevas zonas y circuitos, dentro del proyecto de abordaje de Justicia Restaurativa, en ese sentido, para el 2015, se incluye en la información estadística el seguimiento a los circuitos de Heredia, Primer y Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur y Atlántica, respectivamente. Asimismo, a partir del 2017, se incluyen al programa las oficinas del Segundo Circuito Judicial de San José, incluida Flagrancia, posteriormente, los datos de Cartago y Puntarenas se incluyen a partir del segundo semestre de 2018.

4.10. Las causas ingresadas en Justicia Restaurativa mantienen una tendencia al incremento, toda vez que en el 2015 ingresaron en promedio 133 causas mensuales, lo que representó un incremento del 302%, respecto al año anterior (44). Posteriormente, el incremento se ha presentado en un menor porcentaje, hasta el 2018, en donde alcanzó el 11% (219), respecto al 2017(196). 

4.11. En el caso de los asuntos terminados de Justicia Restaurativa, se presenta también una tendencia de incremento, sea que en el 2017 el promedio mensual fue de 184 y en el 2018 de 206, no obstante, paulatinamente se ha mantenido un incremento de circulante, toda vez que paso de 221 (2016) a 501 en el 2018, que en términos generales, obedece a un mayor ingreso promedio mensual de causas (219), frente a las causas mensuales terminadas (206).

4.12. De manera paulatina el circulante en Justicia Restaurativa incrementó, toda vez que en el 2014 se finalizó con un total de 42 causas y para el 2018 se finalizó con 501. Este comportamiento, obedece a un ingreso promedio mayor de causas ingresadas, en relación con las terminadas, sea el caso del 2018 en donde el promedio de ingreso (219), superó en 13 causas mensuales a las terminadas (206)

4.13. La mayor cantidad de causas entradas (469), se presentaron en el Tercer Circuito Judicial de San José, seguido del Segundo Circuito Judicial de la zona Atlántica (462), en el Segundo Circuito Judicial de San José (452) y Primer Circuito Judicial de la Zona Sur (451), todos con un 19% de entrada respecto al total. En Heredia (144) se alcanzó un 13% del total, quedando con los menores porcentajes, Cartago y Puntarenas, con un 6% y 5%, respectivamente, destacándose, que se incorporó la información estadística de ambos a partir del Segundo Semestre 2018.

4.14. El promedio mensual de causas ingresadas en Justicia Restaurativa en el 2018 (34), respecto al 2017 (27), presentó un incremento del 23%, en ese sentido, el Segundo Circuito Judicial de San José, Primer Circuito Judicial de la Zona Sur y Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica, mostraron un incremento del 8%, 42% y 13%, respectivamente. Por el contrario, en el Tercer Circuito Judicial de San José y Heredia, se disminuyó el promedio de causas ingresadas en un 21% y 25%. En términos absolutos, los incrementos suman un 63% y las disminuciones un 46%, para una diferencia del 17%, lo que explica que el incremento en el promedio mensual de causas (23%), que paso de 27 (2017) a 34 (2018), también se debe a la incorporación de los datos estadísticos de Cartago y Puntarenas, a partir del segundo semestre de 2018.   

4.15. El mayor porcentaje de causas terminadas (47%), sean 1090, se concluyó  por motivo de Devueltos, seguido en un 46% conjunto entre los motivos de Conciliación (29%)  y Suspensión del proceso a prueba (17%), las demás con un 7%, dentro de las cuales se deben considerar en las que no se presentaron las partes (2%) y no hubo acuerdo (2%), estas dos últimas, se escapan de la gestión de las oficinas de Justicia Restaurativa.

4.16.  Los motivos de “No cumple con los requisitos de admisibilidad” y “Persona imputada no se acoge al programa”, representan un 26% y 20%, respectivamente, en el caso del primero, se genera a instancia del Ministerio Público, dentro de la evaluación de las causas admisibles a tramitarse por la vía de Justicia Restaurativa, que pasa por una incorrecta verificación de requisitos legales de las causas remitidas por parte de la Fiscalía. Por otra parte, las causas devueltas en virtud de que la persona imputada no se acogió al programa (9%), ocurre una vez que la Defensa Pública, consulta al imputado su interés de participar en el proceso de Justicia Restaurativa, situación que únicamente se puede verificar, una vez iniciado el proceso de Justicia Restaurativa y opera por la falta de interés de la persona ofensora.

4.17. Conforme a valor económico estimado para el proceso de Justicia Restaurativa (¢339,998) y resolución de la causa mediante el proceso ordinario (¢6.665.157), según informe 7-PP-2014 de la Dirección de Planificación, remitido en oficio 212-PLA-2014 del 17 de febrero de 2014, cada asunto terminado en Justicia Restaurativa, le genera a la Institución un ahorro aproximado de ¢6.325.159, sea un 95% menos del monto en que se incurre, tramitando la causa por la vía ordinaria ((¢6.665.157)

4.18. En el Segundo Circuito Judicial de San José, se señalan la mayor cantidad de reuniones restaurativas (301), con un 83% de realización de las reuniones (250), le sigue el Tercer Circuito Judicial de San José con un total de 296 reuniones restaurativas programadas, de las cuales el 83% se lleva a cabo (245). En el caso del Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica, Heredia y Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, se señalaron un total de 228. 228 y 179 reuniones restaurativas. En el caso de Puntarenas y Cartago la información estadística se incorpora a partir del segundo semestre 2018, con un total de 66 y 38 reuniones programadas, de las cuales se realizaron 60 y 32, respectivamente, sea un porcentaje de efectividad del 91% y 84%. 

4.19. En el Tercer Circuito Judicial de San José, Heredia y Segundo Circuito Judicial de San José, se llevaron a cabo la mayor cantidad de audiencias de verificación durante el 2018, a razón de 220, 111 y 79, respectivamente, en los demás circuitos judiciales, se realizaron en una menor cantidad de 61 (Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica, Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, Cartago y Puntarenas).

4.20. El abordaje del procedimiento de Justicia Restaurativa, se maneja por medio de la coordinación entre representantes del Ministerio Público, Defensa Pública y Equipo Psicosocial, para admitir el proceso en Justicia Restaurativa de entrada, obtener los consentimientos informados, agendar las entrevistas y celebrar la reunión restaurativa, todo lo anterior dentro del plazo de un mes. Las agendas se manejan de manera conjunta, con el objetivo de contar con espacios de señalamiento, para entrevistas y reuniones restaurativas, que no excedan los plazos de Ley.   

4.21. En Justicia Restaurativa, se mantiene un rol de trabajo de todo el equipo (Legal y Psicosocial), para cumplir con los fines de la Ley, el cronograma de trabajo de las oficinas del Segundo y Tercer Circuito Judicial de San José), establece al menos un total de 20 entrevistas semanales, que en la práctica primero la persona usuaria se reúne con el representante del Ministerio Público o Defensa Pública y después con uno de los profesionales del Equipo Psicosocial. Las entrevistas se llevan en promedio de 40 minutos a 1 hora, tarea para la cual se dedican 2 días por completo, a razón de 4 o 5 entrevistas conjuntas, entre la persona profesional del Equipo Legal y Psicosocial.     

4.22. En las reuniones restaurativas, participan el Equipo Legal incluido la persona juzgadora, además de uno de los profesionales del Equipo Psicosocial, en el Segundo y Tercer Circuito Judicial de San José se programan un total de 9 y 8, respectivamente, trabajo para el cual se dedican 2 días y que incluso en el caso del Tercer Circuito Judicial de San José, se señalan también audiencias de verificación de cumplimiento y acuerdos, mismas que se programan únicamente para el Equipo Legal incluida la persona juzgadora.

4.23. Los seguimientos ejecutados por el Equipo Psicosocial, se programan en el Segundo y Tercer Circuito Judicial de San José, 1a razón de 16 por cada persona profesional los viernes, para un total de 32 por oficina. De manera paralela, el Equipo Legal se encarga de asuntos administrativos y audiencias de verificación en el caso del Segundo Circuito Judicial de San José.

4.24. En Justicia Restaurativa el equipo Legal y Psicosocial, están en capacidad de realizar en conjunto 20 entrevistas y 9 reuniones restaurativas, por semana, sean 80 y 36, respectivamente al mes. Asimismo, dentro de esa capacidad instalada, efectuar por parte del Equipo Legal un total de 7 audiencias de verificación por semana, sean 28 al mes y por parte del Equipo Psicosocial 32 seguimientos semanales, sean 128 mensuales.

4.25. En materia Penal Juvenil, a nivel nacional el Ministerio Público y Defensa Pública, ya tienen destacados, profesionales especializados para la atención de la materia y en ese sentido, en conjunto con las juezas y jueces de la materia, ya conforman un equipo a cargo de la materia Penal Juvenil y que conforme al artículo 6 de la Ley de referencia, básicamente se requiere de equipos Psicosociales que trabajen en conjunto, con los equipos legales, para aplicar la entrada en vigencia de la Ley de Justicia Restaurativa. 

4.26. En San José, Heredia, Alajuela, Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica y Guanacaste, los equipos Psicosociales se dedican de manera exclusiva a la materia Penal Juvenil, en Cartago y Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica, atienden materia Penal de Adultos y Juvenil, estos últimos agendaron un total de 7 y 4 reuniones restaurativas mensuales de las cuales se realizaron 7 y 2, para un 75% y 56%, respectivamente. De los demás equipos, en San José se agenda la mayor cantidad de Reuniones Restaurativas mensuales (9), seguido de Alajuela con 6 en total y un porcentaje de realización del 77% y 74%, respectivamente. 

4.27. En materia Penal de Adultos, el Tercer y Segundo Circuito Judicial de San José, alcanzan la cantidad de causas mensuales que deben ingresar (40), con 42 y 40 respectivamente, no obstante, no se alcanza la cantidad de reuniones restaurativas que se podrían programar (36), sea que se podrían programar 11 reuniones mensuales adicionales, en ambas oficinas, conforme a su capacidad instalada, toda vez que en promedio durante el 2018 se señalaron 25 mensuales. El equipo Psicosocial en materia Penal Juvenil, realiza en promedio 9 Reuniones Restaurativas mensuales, sea 2 por semana aproximadamente, quedando por debajo en 7 semanales de las fijadas para los equipos de Penal de Adultos. Es de consideración, que el porcentaje de realización de las reuniones restaurativas en materia Penal de Adultos, es de un  83% (ver cuadro 8), para el Segundo y Tercer Circuito Judicial de San José y siguiendo los modelos de señalamiento en materia Penal de Adultos (ver cuadro 9), se podría seguir señalando bajo el mismo esquema (9 Reuniones Restaurativas semanales) y asumir por parte de cualquiera de los dos equipos la materia de Penal Juvenil.

4.28. En términos generales, los tres equipos destacados en los Circuitos Judiciales de San José, deberían señalar en conjunto al menos 108 reuniones restaurativas mensuales, sean 36 mensuales por equipo, no obstante, se alcanza la cantidad de 59, quedando por debajo en 49, lo que representa que hay un equipo que tiene la capacidad para señalar al menos las 36 reuniones mensuales, requeridas.

4.29. En la zona de Heredia, el Equipo Psicosocial en materia Penal Juvenil, brinda soporte también al Primer Circuito Judicial de Alajuela. En total se señalan un total de 19 reuniones mensuales (Heredia y Alajuela), que dista en 17 Reuniones Restaurativas, las que se programan en materia Penal de Adultos (36), para un 53% de cumplimiento. Por otra parte, en materia Penal de Adultos, ingresaron en promedio un total de 27 causas, sea un 39% menos de los 40 asuntos establecidos como parámetro, lo anterior, se evidencia también en el porcentaje de señalamiento de las reuniones restaurativas, que alcanza en un 53%, sean 19 mensuales. Asimismo, se debe sumar que del total de Reuniones Restaurativas señaladas mensualmente en Penal de Adultos (27) y Penal Juvenil (12 incluidos Heredia y Alajuela), conforme a la información de los cuadros 8 y 10, el porcentaje de realización se encuentra entre un 86% y 74%, respectivamente.  

4.30. En términos generales, los dos equipos destacados para los Circuitos Judiciales de Heredia y Alajuela, deberían señalar en conjunto al menos 72 reuniones restaurativas mensuales, sean 36 mensuales por equipo, no obstante, se alcanza la cantidad de 39 quedando por debajo en 33, lo que representa que hay un equipo que tiene la capacidad para señalar al menos las 33 reuniones mensuales. En línea con lo anterior, se comprueba que uno de los equipos se puede destacar en otra zona, para ampliar el abordaje de Justicia Restaurativa. Sobre el particular y conforme a la propuesta de expansión del servicio presentada en el oficio 059-DJR-19 del 15 de marzo recién pasado, por parte del Magistrado Rafael Segura Bonilla, coordinador del Programa de Justicia Restaurativa, se tiene previsto ampliar el abordaje de materia Penal de Adultos en el Primer Circuito Judicial de Alajuela, servicio que se estaría brindado en principio con el traslado del Equipo Psicosocial de Heredia en Penal Juvenil. Bajo este panorama, en ambas zonas quedaría destacado un Equipo Psicosocial para la atención de Penal de Adultos y Juvenil. No obstante, el Segundo y Tercer Circuito Judicial de Alajuela, se siguen manteniendo sin equipo de Justicia Restaurativa, en ninguna de las materias. 

4.31. En el Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, la entrada promedio de causas mensuales (40), alcanza en 100% la cantidad de causas mínima (40). Las reuniones restaurativas se programan en 19 mensuales, para un cumplimiento del 53%, respecto a las 36 que se podrían programar, dato que se debe analizar al tenor del porcentaje de realización, sea el 89% (Ver cuadro 8). En el caso del Segundo Circuito Judicial de la zona Sur, no cuenta con ningún abordaje por parte de Justicia Restaurativa. Es importante destacar, que el abordaje en materia Penal de Adultos y Juvenil, se lleva a cabo por solo un equipo Psicosocial. 

4.32. En el Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, el abordaje de Justicia Restaurativa se estableció en materia Penal Juvenil, únicamente. El promedio de reuniones restaurativas señaladas es de 6 mensuales, cifra inferior a la utilizada incluso como parámetro semanal (9). Respecto al Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica, las causas ingresas sobrepasan las 40 establecidas como cuota mínima de entrada (41), no obstante, el porcentaje de cumplimiento de la programación de reuniones restaurativas alcanzó el 53%. En línea con lo anterior, se comprueba que el equipo Psicosocial en Penal Juvenil del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, puede asumir la materia de Penal de Adultos. Sobre el particular y conforme a la propuesta de expansión del servicio presentada en el oficio 059-DJR-19 del 15 de marzo recién pasado, por parte del Magistrado Rafael Segura Bonilla, se tiene previsto ampliar el abordaje de materia Penal de Adultos en el Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, servicio que se estaría brindado en principio con la ampliación de competencia del Equipo Psicosocial destacado en este mismo circuito en Penal Juvenil. Bajo este panorama, en ambas zonas quedaría destacado un Equipo Psicosocial para la atención conjunta de Penal de Adultos y Juvenil.

4.33. En Cartago y Puntarenas, se alcanza hasta en un 60% y 52% las 40 causas mensuales fijadas como parámetro, que en teoría ambos mantienen una capacidad instalada para recibir entre 13 y 19 causas mensuales adicionales, respectivamente, en materia Penal de Adultos.  En lo referente, a las reuniones restaurativas, se señalan en promedio 6 y 11 mensualmente, en Cartago y Puntarenas, para un porcentaje de cumplimiento del 17% y 31%, respecto a las 36 que se podrían señalar y que podrían completarse con materia Penal Juvenil. Sobre el particular del equipo destacado en el Primer Circuito Judicial de Guanacaste, y conforme a la propuesta de expansión del servicio presentada en el oficio 059-DJR-19 del 15 de marzo recién pasado, por parte del Magistrado Rafael Segura Bonilla, se tiene previsto ampliar el abordaje para materia Penal de Adultos, servicio que se estaría brindado en principio con la ampliación de competencia de la plaza destacada en el Equipo Psicosocial en Penal Juvenil. Bajo este panorama, en el Primer Circuito Judicial de Guanacaste, se estaría abordando de manera conjunta la materia Penal de Adultos y Juvenil.

4.34. En las oficinas destacadas en el Segundo y Tercer Circuito Judicial de San José, Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica, ingresaron al menos un total de 40 causas mensuales, sean; 40, 42, 40 y 41, respectivamente, en materia Penal de Adultos. Las demás oficinas, presentaron entradas mensuales entre 21 y 27 causas (Puntarenas (21), Cartago (24) y Heredia (27). Este análisis, se debe complementar con la información del cuadro 6, en donde se evidencia que un total del 47% de las causas, se terminan por devolución. Lo anterior, incide en la cantidad de reuniones restaurativas que se agendan, toda vez que las oficinas que señalaron la mayor cantidad sean; Segundo y Tercer Circuito Judicial de San José, programaron un total de 25mensuales, cifra que distan en 11 señalamientos mensuales, al parámetro establecido (36). Las demás oficinas, alcanzan promedios de cumplimiento de un 17% (Cartago) y 53% (Heredia y Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica).

4.35.  La materia Penal Juvenil, se analizó en función de las reuniones restaurativas, siendo la información estadística, que se ajusta a línea de análisis seguido en materia Penal de Adultos, que según la información del cuadro 21, la mayor cantidad de se programaron en Cartago (12 mensuales en promedio), destacando que únicamente se cuenta con datos del segundo semestre de 2018 y que además el Equipo Psicosocial se desempeña también en materia Penal de Adultos. De la misma manera, entre Heredia y Alajuela, se señalaron en promedio 4 y 8 Reuniones Restaurativas mensuales, para un total de 12 en conjunto y a cargo de un Equipo Psicosocial, que aborda las dos zonas, no obstante, es importante destacar que este equipo se dedicaba de manera exclusiva a Penal Juvenil. Los demás equipos señalaron menos de las 12 Reuniones Restaurativas mensuales, aspecto que hace insostenible en la actualidad, mantener Equipos Psicosociales destinados de manera exclusiva a Penal Juvenil. En concreto, en el Primer Circuito Judicial Guanacaste y Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, en la propuesta de expansión del servicio presentada en el oficio 059-DJR-19 del 15 de marzo recién pasado, por parte del Magistrado Rafael Segura Bonilla, que tiene previsto ampliar el abordaje en materia Penal de Adultos en dichos circuitos, por medio de la ampliación de competencia de los equipos psicosociales de Penal Juvenil. Asimismo, se dispuso a trasladar el equipo Psicosocial de Heredia en Penal Juvenil, para el Primer Circuito Judicial de Alajuela, a efecto de abordar la materia Penal de Adultos. 

4.36. En consideración del promedio de causas ingresadas y reuniones restaurativas programadas (ver cuadro 22), respecto a los parámetros de entrada de causas (40) y reuniones restaurativas (36) mensuales y los porcentajes de Devolución (47%) y realización (90%), se estableció que en el caso del Segundo y Tercer Circuito Judicial de San José, se mantiene una capacidad instalada para recibir al menos 21 y 20 causas mensuales, respectivamente. De la misma manera, se podrían programar 14 Reuniones Restaurativas mensuales adicionales, en ambas oficinas. Es importante destacar, que en estas oficinas los dos equipos Interdisciplinarios, se dedican de manera exclusiva a la materia Penal de Adultos y que en el caso del Primer Circuito Judicial de San José, el equipo Psicosocial, atiende de manera exclusiva materia de Penal Juvenil y que a efecto de determinar su capacidad instalada, se homologó con el parámetro de Penal de Adultos (36), manteniendo una capacidad instalada de 27 reuniones restaurativas mensuales, que en teoría representa el 75% de la cuota establecida para reuniones restaurativas. 

4.37. Los demás circuitos (Heredia, Cartago, Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica y Puntarenas), en el tema de causas entradas, mantienen márgenes promedios de entre 21 y 27 causas mensuales, que se podrían atender con la capacidad instalada actual y de entre 15 y 26 reuniones restaurativas mensuales. Asimismo, todos los equipos Psicosociales, mantienen abordaje en materia Penal de Adultos y Juvenil, de manera conjunta. 

4.38, Dentro de las consideraciones que se deben tener presente, respecto a la capacidad instalada de las Oficinas de Justicia Restaurativa, es que el impacto de la recienta entrada en vigencia de la Ley (20 de enero de 2019), amplía su aplicación a todas las etapas del proceso penal, incluida la Ejecución de la Pena y Etapa Intermedia, en el procedimiento especial Abreviado, además de las Contravenciones. En ese sentido, la entrada de causas en las oficinas de Justicia Restaurativa, ser vería afectada por el incremento en el abordaje de Justicia Restaurativa.

4.39. En oficio 059-DJR-19 del 15 de marzo recién pasado (ver Anexos 3 y 4), dirigido a la Directora de Planificación, por parte del Magistrado Rafael Segura Bonilla, Coordinador del Programa de Justicia Restaurativa, que establece los requerimientos de recurso humano para la cobertura a nivel nacional de Justicia Restaurativa para el período 2019 a 2021. En concreto, se propone para el presente año, que los equipos psicosociales de Justicia Juvenil Restaurativa, del Primer Circuito Judicial de Alajuela (destacado en Heredia), Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica y Guanacaste, amplíen su abordaje en materia Penal de Adultos. Asimismo, en materia de Justicia Juvenil Restaurativa se ampliaría el abordaje en Puntarenas, Aguirre y Parrita, Turrialba, Puriscal, San Ramón, Grecia, Cañas y Osa, además de la materia de Ejecución de las Sanciones Penales Juveniles (a nivel nacional). Lo anterior, con la ampliación de abordajes por parte de los equipos existentes en la actualidad. 

4.40. En materia Penal Restaurativa y Ejecución de la Pena se propuso la creación de cinco nuevos equipos interdisciplinarios en el Primer Circuito Judicial de Guanacaste, Zona Atlántica, Alajuela y Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur y San José. Estos recursos se proponen para ampliar el abordaje en Justicia Penal Restaurativa, en los temas de Salidas Alternas, Procedimiento Especial Abreviado, Cesura, Flagrancia, y Procedimiento de Tratamiento de Drogas Bajo Supervisión Judicial, además de Justicia Restaurativa en Fase de Ejecución de la Pena.

4.41. En materia Penal Juvenil Restaurativa y Contravenciones, se propuso la creación de 11 nuevos equipos en los tres Circuitos Judiciales de San José y Alajuela, Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica, Guanacaste y Zona Sur, además del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, Cartago, Heredia y Puntarenas, Los recursos anteriores, se proponen a efecto de atender los requerimientos de la Ley de Justicia Restaurativa, respecto a la ampliación del abordaje en temas de Salidas Alternas, Procedimiento Especial Abreviado, Cesura, Flagrancia, Procedimiento de Tratamiento de Drogas Bajo Supervisión Judicial, Justicia Restaurativa en Fase de Ejecución de la Pena y para Contravenciones.

4.42. En materia Penal de Adultos, en el Primer Circuito Judicial de Guanacaste, Zona Atlántica y Alajuela, además de Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur, no hay abordaje en materia Penal de Adultos, no obstante y conforme al oficio 059-DJR-19 del 15 de marzo recién pasado (ver Anexos 3 y 4), dirigido a la Directora de Planificación, por parte del Magistrado Rafael Segura Bonilla, Coordinador del Programa de Justicia Restaurativa, que propone para el presente año, que los equipos psicosociales de Justicia Juvenil Restaurativa, del Primer Circuito Judicial de Alajuela (destacado en Heredia), Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica y Guanacaste, amplíen su abordaje en materia Penal de Adultos. En ese sentido, los requerimientos para estas 3 oficinas se deben reservar, hasta tanto se cuente con información suficiente sobre el comportamiento de las causas ingresadas y señalamientos de reuniones restaurativas, una vez se inicie el abordaje en materia Penal de Adultos.

4.43. En el caso del Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur, conforme se aprecia en el cuadro 22 el Primer Circuito Judicial de la zona, se mantiene una capacidad instalada para un ingreso de 21 causas mensuales adicionales y programar 23 Reuniones Restaurativas, en el caso de mantenerse este comportamiento durante el presen año, el abordaje en el Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur, se podría atender con el equipo destacado en el Primer Circuito. Por otra parte, el Segundo Circuito Judicial de San José, mantiene una capacidad instalada para recibir 21 causas y 14 reuniones restaurativas adicionales, lo que permite incrementar el abordaje de la oficina, sea en más causas en Penal de Adultos en Ejecución de la Pena.

4.44. En los tres circuitos judiciales de San José, se cuenta con capacidad instalada para recibir entre 21 y 20 causas mensuales, asimismo, existe un equipo Psicosocial completo en el primer Circuito Judicial dedicado de manera exclusiva a materia de Penal Juvenil y que podría ampliar su abordaje en otras materias. De la misma forma, en el Primer Circuito Judicial de San José todavía hay oportunidad de señalar 27 reuniones restaurativas mensuales, mientras que en el Segundo y Tercer Circuito Judicial de San José 14, lo que supone que con el recurso existente se pueden abarcar más causas en términos generales sean en materia Penal de Adultos, Juvenil o Contravenciones.

4.45. En materia Penal Juvenil, en el Segundo y Tercer Circuito Judicial de Alajuela, además del Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur y Guanacaste, no hay abordaje en la materia, no obstante y conforme al oficio 059-DJR-19 del 15 de marzo recién pasado (ver Anexos 3 y 4), dirigido a la Directora de Planificación, por parte del Magistrado Rafael Segura Bonilla, Coordinador del Programa de Justicia Restaurativa, que propone para el presente año, se destaque un equipo en el Primer Circuito Judicial de Alajuela, además del que en el Primer Circuito Judicial de la Zona Sur y Guanacaste, ya se cuenta con un equipo Psicosocial, los requerimientos para las 4 oficinas citas primeramente, se deben reservar, hasta tanto se cuente con información suficiente sobre el aprovechamiento de la capacidad instalada, en el Primer Circuito Judicial de Alajuela, Primer Circuito Judicial de la Zona Sur y Guanacaste, para determinar si con el recurso existente en estas oficinas, se puede ampliar el abordaje en materia Penal Juvenil y Contravenciones para el Segundo y Tercer Circuito Judicial de Alajuela, además del Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur y Guanacaste.

4.46. En los casos de Cartago, Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica, Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, Heredia y Puntarenas, en todas estas oficinas se cuenta con capacidad instalada para recibir entre 21 (Primer Circuito Judicial de la Zona Sur y Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica) y 30 (Puntarenas) causas mensuales adicionales, además de señalar entre 15 (Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica) y 26 (Puntarenas) reuniones restaurativas más por mes, que en el caso de en el caso de mantenerse este comportamiento durante el presen año, el abordaje con el recurso presupuesto por parte de la Dirección de Justicia Restaurativa, se podría atender con los equipos destacados en esas zonas.
4.47. En virtud del análisis de la capacidad instalada de las oficinas de Justicia Restaurativa, que muestra el requerimiento de un mayor ingreso de causas y la programación de reuniones restaurativas, a nivel nacional, en la actualidad no se ve factible la asignación de recurso humano adicional, para la atención de Justicia Restaurativa. No obstante, lo anterior y frente a la ampliación del abordaje a todas las etapas del proceso penal, incluida la Ejecución de la Pena y Etapa Intermedia, en el procedimiento especial Abreviado, además de las Contravenciones, en la actualidad, proyectar la capacidad instalada de los equipos de Justicia Restaurativa, resulta incierto, en cuyo caso, si se mantiene el actual aprovechamiento de los recursos, no se justificaría la creación de nuevas plazas. En el caso contario, de superar el ingreso de causas y señalamiento de reuniones restaurativas, según los parámetros analizados en el presente informe, sería necesario estudiar la posibilidad de asignación de más recursos a Justicia Restaurativa, sean vía presupuesto o aprovechamiento del destacado en el Ministerio Público y Defensa Púbica.   
4.48. En oficio 056-DJR-2019 del pasado 15 de marzo, suscrito por el Magistrado Rafael Segura Bonilla, se solicita en virtud de la reubicación de oficinas en el edificio de la Corte Suprema de Justicia, la asignación de un espacio físico exclusivo para la Dirección Nacional de Justicia Restaurativa, que cuente con cinco oficinas para el personal profesional, áreas de baño y cocina, una sala de reuniones y un espacio secretarial (ver anexo 5). Sobre el particular, en oficio 1272-DE-2019 del pasado 26 de marzo, la Directora Ejecutiva máster Ana Eugenia Romero Jenkins, manifestó que el programa de Justicia Restaurativa se mantiene adscrito a la Sala Tercera, por lo que el espacio requerido para la Dirección de Justicia Restaurativa, debe valorarse con la presidencia de dicha Sala, que cuenta con todo el piso 7, del edifico de la Corte Suprema de Justicia (ver anexo 9).   
4.49 Se replantea la propuesta por la Dirección de Justicia Restaurativa en oficio 087-DNJR-19, del pasado 13 de mayo, dentro de las observaciones presentadas de este informe. El  Replanteamiento de la propuesta para la ampliación de Justicia Penal Restaurativa, en el cual los requerimientos de recursos para la ampliación en el abordaje de la Justicia Restaurativa en materia Penal de Adultos, Penal Juvenil y Contravenciones,  para la ampliación de Justicia Penal Restaurativa por medio de la creación de solo tres nuevos equipos interdisciplinarios, para ampliar el abordaje en materia Penal Juvenil y Contravenciones, que contempla la creación de tres Equipos Psicosociales y tres personas Defensoras Públicas y el arriendo de un local para la Dirección de Justicia Restaurativa. Lo cual se detalla en el escenario 2 de las recomendaciones de ese informe.


	V Recomendaciones
	Al Consejo Superior:
5.1. Establecer para las oficinas de Justicia Restaurativa a nivel nacional, el cumplimiento de los siguientes parámetros:

a) Ingreso promedio mensual mínimo de 40 causas.

b) Programar al menos 36 Reuniones Restaurativas al mes.

c) Programar al menos 40 Entrevistas y 64 Seguimientos mensuales, por cada profesional del Equipo Psicosocial.

d) Programar al menos 7 Audiencias de Verificación, por parte del Equipo Legal.

5.2. Aprobar alguno de los siguientes escenarios:

Escenario 1. Propuesta de la Dirección de Planificación
En atención a lo dispuesto en sesiones de Corte Plena 27-2017 de 21 de agosto de 2017, artículo XVI, 28-2017 de 28 de agosto de 2017, artículo XV y 29-2017 de 4 setiembre de 2017, artículo XVI, que aprueban las medidas de contención del gasto en el Poder Judicial (circular 136-2017) y directrices giradas a la Dirección de Planificación, de potenciar la reorganización, tendientes a la implementación de modelos eficientes, que permitan la sujeción de gasto y ahorro en el uso de los recursos públicos, se recomienda: 

5.2.1. Ampliar el abordaje en materia Penal de Adultos del Primer Circuito Judicial de Alajuela y Primer Circuito Judicial de Guanacaste y Zona Atlántica, con lo equipos Psicosociales destacados en Penal Juvenil de Heredia, y Primer Circuito Judicial de Guanacaste y Zona Atlántica.

La propuesta de abordaje nivel nacional se presenta a continuación. 

Cuadro 27
SITUACION ACTUAL Y PROPUESTA, SOBRE EL ABORDAJE DE JUSTICIA
RESTAURATIVA A NIVEL NACIONAL 2019
 
Distribución actual Equipos
Propuesta
Penal 
Penal Juvenil 
Penal 
Penal Juvenil 
I Circuito Judicial de San José
 
1
 
1
II Circuito Judicial de San José
1
 
1
 
III Circuito Judicial de San José
1
 
1
 
I Circuito Judicial de Alajuela
 
0.5
1
II Circuito Judicial de Alajuela
0
 
0
0
III Circuito Judicial de Alajuela
0
 
0
0
Heredia
1
0.5
1
I Circuito Judicial de la zona Sur
1
1
II Circuito Judicial de la zona Sur
0
0
0
0
I Circuito Judicial de la zona Atlántica
0
1
1
II Circuito Judicial de la zona Atlántica
1
1
I Circuito Judicial Guanacaste
0
1
1
II Circuito Judicial Guanacaste
0
0
0
0
Cartago
1
1
Puntarenas
1
1
5.2.2. Se apruebe un plan piloto para la atención de las causas en Justicia Restaurativa para la etapa de Ejecución e Intermedia del proceso Penal, además de procedimiento especial Abreviado y Contravenciones, a ejecutarse en el Primer Circuito Judicial de San José, por parte del equipo Psicosocial destacado en este circuito y con la cobertura de los tres circuitos judiciales de San José. Este deberá contar con la coordinación previa de los Juezas y Jueces Coordinadores de los despachos judiciales.

5.2.3. Las oficinas de Justicia Restaurativa que las cargas de trabajo sean inferiores a las indicadas en la recomendación 5.1., deben ampliar su abordaje en Ejecución de la Pena y Etapa Intermedia, en el procedimiento especial Abreviado, para efecto de un mejor aprovechamiento de su capacidad instalada.

5.2.4. Reservar para el siguiente período de formulación presupuestaria, los requerimientos solicitados por la Dirección de Justicia Restaurativa, hasta tanto no se cuente con un estudio sobre el impacto de la entrada en vigencia de la Ley de Justicia Restaurativa, a nivel del ingreso de las causas ingresadas en función de la capacidad instalada de las oficinas de Justicia Restaurativa. Lo anterior, en vista de que la Ley de Justicia Restaurativa que entró en vigencia el pasado 20 de enero, amplía su aplicación a todas las etapas del proceso penal, incluida la Ejecución de la Pena y Etapa Intermedia, en el procedimiento especial Abreviado, además de las Contravenciones. En ese sentido, la entrada de causas en las oficinas de Justicia Restaurativa, se vería afectada por el incremento en su abordaje, aspecto que en la actualidad resulta incierto estimar, toda vez que la aplicación de Justicia Restaurativa en etapa de Ejecución e Intermedia, además de procedimiento especial Abreviado y Contravenciones, hasta la fecha no se ha ejecutado y por ende, no se cuenta con suficiente información estadística para establecer proyecciones de cargas de trabajo. 

Este escenario no contempla costos para el presupuesto 2020.

5.2.5. Sobre el espacio físico se deberá valorar lo externado oficio 1272-DE-2019 del pasado 26 de marzo, la Directora Ejecutiva máster Ana Eugenia Romero Jenkins, donde manifestó que el programa de Justicia Restaurativa se mantiene adscrito a la Sala Tercera, por lo que el espacio requerido para la Dirección de Justicia Restaurativa, debe valorarse con la presidencia de dicha Sala, que cuenta con todo el piso 7, del edifico de la Corte Suprema de Justicia (ver anexo 8) o lo externado por el Magistrado Rafael Segura que indica que teniendo en cuenta que la Dirección de Justicia Restaurativa requiere de su espacio físico y su propia ejecución presupuestaria; por lo anterior es que solicito se corrija lo expresado por la Señora Ana Eugenia Romero, que consta en página 63 del citado informe, donde por error se expresa que la Dirección de Justicia Restaurativa pertenece a la Sala III y que es en este mismo espacio donde debe ser ubicada.
Escenario 2. Propuesta de la Dirección de Justicia Restaurativa 
5.3. En el caso de no aprobarse el Escenario 1, aprobar la propuesta de la Dirección de Justicia Restaurativa, conforme a los requerimientos solicitados en anexos 3 al 5, para los que se estima un costo total de ₡2 402 485 878,37, distribuido en ₡875 888 790,80, para la ampliación de Justicia Penal Restaurativa por medio de la creación de 5 nuevos equipos interdisciplinarios, la suma de ₡1 459 636 344,53 para ampliar el abordaje en materia Penal Juvenil y Contravenciones, que contempla la creación de 11 Equipos Interdisciplinarios y el monto de ₡66 960 743,04 para el arriendo de un local para la Dirección de Justicia Restaurativa, conforme a los cánones establecidos por la Dirección Ejecutiva en anexo 7. A continuación se presenta el detalle de los costos:    
Propuesta para la ampliación de Justicia Penal Restaurativa, por medio de la creación de 5 nuevos equipos interdisciplinarios: 

Cuadro 28
REQUERIMIENTO HUMANO, PROPUESTA JUSTICIA PENAL RESTAURATIVA Y 
Y EJECUCIÓN DE LA PENA 2020
Oficina
PROPUESTA
Tipo de plaza
I Circuito Judicial de Guanacaste
1
Profesional 2 (Trabajo Socia)
1
Profesional 2 (Psicología)
1
Fiscala o Fiscal Auxiliar
1
Defensora o Defensor Público
1
Técnica o Técnico Judicial 2
I Circuito Judicial Zona Atlántica
1
Profesional 2 (Trabajo Social)
1
Profesional 2 (Psicología)
1
Fiscala o Fiscal Auxiliar
1
Defensora o Defensor Público
1
Técnica o Técnico Judicial 2
II Circuito Judicial Zona Sur
1
Profesional 2 (Trabajo Social)
1
Profesional 2 (Psicología)
1
Fiscala o Fiscal Auxiliar
1
Defensora o Defensor Público
1
Técnica o Técnico Judicial 2
I Circuito Judicial Alajuela
1
Profesional 2 (Trabajo Social)
1
Profesional 2 (Psicología)
1
Fiscala o Fiscal Auxiliar
1
Defensora o Defensor Público
1
Técnica o Técnico Judicial 2
Segundo Circuito Judicial San José
1
Profesional 2 (Psicología)
1
Técnica o Técnico Judicial 2
Total
22
Fuente: Elaboración propia a partir de la información suministrada por la Dirección de Justicia Restaurativa. 
A continuación, la correspondiente asignación de costos del recurso humano, mobiliario y equipo:
Cuadro  29
ESTIMACION COSTO REQUERIMIENTO HUMANO, EQUIPO Y MOBILIARIO
PROPUESTA DE JUSTICIA PENAL RESTAURATIVA y EJEC. DE LA PENA. 2020
Circuito
Requ. Humano
Esquipo y Mob
Total
I Circuito Judicial Guanacaste
 ₡                   201 160 000,00 
 ₡              4 155 400,79 
 ₡             205 315 400,79 
I Circuito Judicial Zona Atlántica
 ₡                   201 160 000,00 
 ₡              4 155 400,79 
 ₡             205 315 400,79 
II Circuito Judicial Zona Sur
 ₡                   201 160 000,00 
 ₡              4 155 400,79 
 ₡             205 315 400,79 
I Circuito Judicial Alajuela
 ₡                   201 160 000,00 
 ₡              4 155 400,79 
 ₡             205 315 400,79 
II Circuito Judicial de San José
 ₡                     53 239 000,00 
 ₡              1 388 187,65 
 ₡               54 627 187,65 
Total
 ₡                   857 879 000,00 
 ₡            18 009 790,80 
 ₡             875 888 790,80 
Fuente: Elaboración propia a partir de la información suministrada por el Subproceso de Formulación de Presupuestaria. Nota: En anexo 6 se presenta el detalle de cada rubro
Propuesta para la ampliación de Justicia Juvenil Restaurativa y Contravenciones, por medio de la creación de 11 nuevos equipos interdisciplinarios: 
Cuadro 30
REQUERIMIENTO HUMANO, PROPUESTA JUSTICIA PENAL JUVENIL RESTAURATIVA Y 
Y CONTRAVENCIONES 2020
Oficina
PROPUESTA
Tipo de plaza
I, II y III Circuito Judicial de San José
1
Profesional 2 (Trabajo Social)
1
Profesional 2 (Psicología)
1
Defensora o Defensor Público
1
Profesional 2 (Trabajo Social)
1
Profesional 2 (Psicología)
1
Defensora o Defensor Público
I y III Circuito Judicial de Alajuela
1
Profesional 2 (Trabajo Social)
1
Profesional 2 (Psicología)
1
Defensora o Defensor Público
II Circuito Judicial de Alajuela
1
Profesional 2 (Trabajo Social)
1
Profesional 2 (Psicología)
1
Defensora o Defensor Público
Cartago
1
Profesional 2 (Trabajo Social)
1
Profesional 2 (Psicología)
1
Defensora o Defensor Público
II Circuito Judicial Zona Atlántica
1
Profesional 2 (Trabajo Social)
1
Profesional 2 (Psicología)
1
Defensora o Defensor Público
II Circuito Judicial Guanacaste
1
Profesional 2 (Trabajo Social)
1
Profesional 2 (Psicología)
1
Defensora o Defensor Público
I Circuito Judicial Zona Sur
1
Profesional 2 (Trabajo Social)
1
Profesional 2 (Psicología)
1
Defensora o Defensor Público
II Circuito Judicial Zona Sur
1
Profesional 2 (Trabajo Social)
1
Profesional 2 (Psicología)
1
Defensora o Defensor Público
Heredia
1
Profesional 2 (Trabajo Social)
1
Profesional 2 (Psicología)
1
Defensora o Defensor Público
Puntarenas
1
Profesional 2 (Trabajo Social)
1
Profesional 2 (Psicología)
1
Defensora o Defensor Público
Total
33
Fuente: Elaboración propia a partir de la información suministrada por la Dirección de Justicia Restaurativa. 
A continuación, la correspondiente asignación de costos del recurso humano, mobiliario y equipo:


Es importante destacar en este escenario, que la carga de trabajo en materia Penal Juvenil, en Fiscalía y Defensa Pública a nivel nacional, resulta inferior a la materia Penal, en concreto en la Defensa Pública durante el 2017 ingresaron un total de 4693 y 36148 causas, respectivamente, sea una diferencia de 31455 más en material Penal. Por esta razón, en las oficinas de la Defensa Pública, de Aguirre y Parrita, Grecia, Upala, Turrialba, Sarapiqui, Puerto Jiménez, Cañas, Osa y Ciudad Cortez, los recursos destacados en Penal Juvenil, deben contribuir con la atención de otras materias, sea Penal de Adultos, Contravenciones, Pensiones Alimentarias y Penalización.      
Propuesta para la asignación de un espacio físico exclusivo para la Dirección Nacional de Justicia Restaurativa, que cuente con 5 oficinas para el personal profesional, áreas de baño y cocina, una sala de reuniones y un espacio secretarial. En el caso de esta propuesta es importante considerar, conforme al oficio  1272-DE-2019 del pasado 26 de marzo, que la Directora Ejecutiva máster Ana Eugenia Romero Jenkins, manifestó que el programa de Justicia Restaurativa se mantiene adscrito a la Sala Tercera, por lo que el espacio requerido para la Dirección de Justicia Restaurativa, debe valorarse con la presidencia de dicha Sala, que cuenta con todo el piso 7, del edifico de la Corte Suprema de Justicia (ver anexo 9).  

Sobre lo anterior, la Dirección Nacional de Justicia Restaurativa como parte de las observaciones a este informe indica lo siguiente:

“…Es de relevancia recordar que la Ley de Justica Restaurativa, a partir del 20 de enero del 2019 asigna una rectoría en la materia al Poder Judicial, la cual por ser procedimiento de índole penal y penal juvenil, recae en mi persona como Magistrado de la Sala III; a ello se le suma la constitución de la Dirección de Justicia Restaurativa, que la misma ley le asigna la función de la implementación de la Ley, la de dirimir controversias entre las instituciones de la red de apoyo, entre otras; es derivando de ello que efectivamente se trata de una oficina independiente de la Sala III en cuanto a su funcionamiento administrativo y presupuestario, dependiendo de una persona Magistrada para los lineamientos técnico jurídicos de la materia; no así para sus aspectos administrativos. 

La conclusión que acabo de exponer, se analizó con la presidencia de esta Sala, e incluso en pleno todos los Magistrados y Magistradas lo ratificamos, teniendo en cuenta que la Dirección de Justicia Restaurativa requiere de su espacio físico y su propia ejecución presupuestaria; por lo anterior es que solicito se corrija lo expresado por la Señora Ana Eugenia Romero, que consta en página 63 del citado informe, donde por error se expresa que la Dirección de Justicia Restaurativa pertenece a la Sala III y que es en este mismo espacio donde debe ser ubicada.”

Lo anterior, se someterá a consideración de los superiores jerárquicos.
Cuadro 32
ESTIMACION COSTO, ARRIENDO DE UN LOCAL
PARA LA DIRECCIÓN DE JUSTICIA RESTAURATIVA 2020
Concepto del gasto
Costo estimado
Alquileres
57 291 480,14
Servicio de agua
269 988,39
Servicio de energía eléctrica
1 869 330,82
Servicio de telecomunicaciones
2 000 887,63
Servicio de vigilancia
0,00
Servicio de limpieza
3 114 388,86
Mobiliario de plazas
0,00
Mobiliario de oficina
1 000 560,00
Mobiliario sala de espera
594 000,00
Mobiliario sala de reuniones
820 107,20
Mobiliario de comedor
489 390,00
Total
66 960 743,04
Fuente: Dirección Ejecutiva, en anexo N°7 se presenta el detalle de los cálculos
El costo total de este escenario es de  ₡2 402 485 878,37 
Cabe manifestar, que en caso de requerir vehículos para cumplir con las cuotas establecidas para los Equipos, se pueden solventar con los vehículos de las Administraciones Regionales, Defensa Pública y Ministerio Público.
Este escenario fue replanteado por la Dirección de Justicia Restaurativa en oficio 087-DNJR-19, del pasado 13 de mayo, dentro de las observaciones presentadas de este informe, en los siguientes términos:
Replanteamiento de la propuesta para la ampliación de Justicia Penal Restaurativa, por medio de la creación de tres nuevos equipos interdisciplinarios: 
Cuadro 33
REQUERIMIENTO HUMANO, PROPUESTA JUSTICIA PENAL RESTAURATIVA Y 

EJECUCION DE LA PENA 2020
Oficina
Cantidad de Recurso Humana
Tipo de plaza
1 Equipo Interdisciplinario para Justicia Penal Restaurativa en el 

I Circuito Judicial de Guanacaste
1
Profesional 2  en Trabajo Social
1
Profesional 2 en Psicología
1
Fiscala o Fiscal Auxiliar
1
Defensora o Defensor Público
1
Técnica o Técnico Judicial 2 adscrito a la Dirección de Justicia Restaurativa por medio del Centro de Apoyo y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional. 
1 Equipo Interdisciplinario para Justicia Penal Restaurativa en el 

I Circuito Judicial Zona Atlántica
1
Profesional 2 (Trabajo Social)
1
Profesional 2 (Psicología)
1
Fiscala o Fiscal Auxiliar
1
Defensora o Defensor Público
1
Técnica o Técnico Judicial 2 adscrito a la Dirección de Justicia Restaurativa por medio del Centro de Apoyo y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional.
1 Equipo Interdisciplinario para Justicia Penal Restaurativa en el 

I Circuito Judicial Alajuela
1
Profesional 2 (Trabajo Social)
1
Profesional 2 (Psicología)
1
Fiscala o Fiscal Auxiliar
1
Defensora o Defensor Público
1
Técnica o Técnico Judicial 2 adscrito a la Dirección de Justicia Restaurativa por medio del Centro de Apoyo y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional.
Total
15
Fuente: Elaboración propia a partir de la información suministrada por la Dirección de Justicia Restaurativa.
A continuación, la correspondiente asignación de costos del recurso humano, mobiliario y equipo:
Cuadro  34
ESTIMACION COSTO REQUERIMIENTO HUMANO, EQUIPO Y MOBILIARIO
PROPUESTA DE JUSTICIA PENAL RESTAURATIVA y EJEC. DE LA PENA. 2020
Circuito
Requ. Humano
Esquipo y Mob
Total
I Circuito Judicial Guanacaste
 ₡    201 160 000,00 
 ₡4 155 400,79 
 ₡  205 315 400,79 
I Circuito Judicial Zona Atlántica
 ₡ 201 160 000,00 
 ₡ 4 155 400,79 
 ₡  205 315 400,79 
I Circuito Judicial Alajuela
 ₡  201 160 000,00 
 ₡ 4 155 400,79 
 ₡ 205 315 400,79 
Total
 ₡  603 480 000,00 
 ₡ 12 466 202,4
 ₡             615 946 202,80 
Fuente: Elaboración propia a partir de la información suministrada por el Subproceso de Formulación de Presupuestaria. 
Replanteamiento de la propuesta para la ampliación de Justicia Juvenil Restaurativa y Contravenciones, por medio de la creación de 3 nuevos equipos psicosociales y 3 plazas nuevas de Defensora Defensor Público. 

Cuadro 35

REQUERIMIENTO HUMANO, PROPUESTA JUSTICIA PENAL JUVENIL RESTAURATIVA 2020
Oficina
PROPUESTA
Tipo de plaza
II Circuito Judicial de Alajuela
1
Profesional 2 (Trabajo Social)
1
Profesional 2 (Psicología)
II Circuito Judicial Guanacaste
1
Profesional 2 (Trabajo Social)
1
Profesional 2 (Psicología)
II Circuito Judicial Zona Sur
1
Profesional 2 (Trabajo Social)
1
Profesional 2 (Psicología)
Total
6
Fuente: Elaboración propia a partir de la información suministrada por el Subproceso de Formulación de Presupuestaria. 

  A continuación, la correspondiente asignación de costos del recurso humano, mobiliario y equipo:


Conforme al replanteamiento presentado por la Dirección de Justicia Restaurativa en oficio 087-DNJR-19, del pasado 13 de mayo, respecto a los requerimientos de recursos para la ampliación en el abordaje de la Justicia Restaurativa en materia Penal de Adultos, Penal Juvenil y Contravenciones, se estima un costo total de ₡1,080,989,585.26, distribuido en ₡615,946,202,80 para la ampliación de Justicia Penal Restaurativa por medio de la creación de tres nuevos equipos interdisciplinarios, la suma de ₡398,082,639,42 para ampliar el abordaje en materia Penal Juvenil y Contravenciones, que contempla la creación de tres Equipos Psicosociales y tres personas Defensoras Públicas y el monto de ₡66,960,743.04 para el arriendo de un local para la Dirección de Justicia Restaurativa.

La diferencia de este replanteamiento respecto a la propuesta inicial, suma ₡1, 321,496,293.11, que se distribuye en una diferencia de ₡259 942 588,00, en Justicia Penal Restaurativa y ₡1 061 553 705,11 para materia Penal Juvenil y Contravenciones, como consecuencia de presupuestar 2 y 8 equipos menos, respectivamente.  
A la Dirección de Justicia Restaurativa

5.4. En el caso de aprobarse el Escenario 1 coordinar el traslado de los equipos Psicosociales del Primer Circuito Judicial de Alajuela, Limón y Guanacaste, a efecto de destacarlos en dichas zonas, para la atención de materia Penal de Adultos.

 5.5. En el caso de aprobarse el Escenario 1, realizar las coordinaciones respectivas con el Ministerio Público y Defensa Pública, a efecto de que se establezcan los profesionales a cargo de atender las causas de Justicia Restaurativa, para un mejor aprovechamiento de los recursos institucionales, en virtud del traslado de los equipos Psicosociales del Primer Circuito Judicial de Alajuela, Limón y Guanacaste.

5.6. En el caso de aprobarse el Escenario 1, implementar los procedimientos del caso para que las oficinas que mantengan cargas de trabajo inferiores a las indicadas en la recomendación 5.1., amplíen su abordaje en Ejecución de la Pena y Etapa Intermedia, en el procedimiento especial Abreviado, para efecto de un mejor aprovechamiento de su capacidad instalada

5.7. Presentar dos informes de seguimiento al Consejo Superior semestrales, que incluya al menos las siguientes variables: ingreso mensual de causas, reuniones restaurativas señaladas y realizadas mensuales, entrevistas señaladas y realizadas mensualmente, cantidad de seguimientos efectuados y audiencias de verificación, mensual. 
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1.  Minuta reunión licenciada Jovanna Calderón Altamirano, Profesional 3b Dirección de Justicia Restaurativa 
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2. Minuta de reunión licenciada Sara Arce Moya, Fiscala Adjunta Justicia Restaurativa
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5. Oficio de Requerimiento espacio físico Dirección de Justicia Restaurativa. 
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6. Estimación costos Recurso Humano y Mobiliario Equipo, propuesta Dirección Justicia Restaurativa.
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7. Estimación costos espacio Físico Dirección Justicia Restaurativa
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8. Oficio Dirección Ejecutiva referente a la asignación de espacio físico para la Dirección de Justicia Restaurativa.
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Se acordó: 1) Aprobar el informe de la Dirección de Planificación y sus recomendaciones, de ese informe acoger el escenario 1, a este se le deberá adicionar un equipo de trabajo  para implementar el inicio de la ley en Justicia Restaurativa en Ejecución de la Pena y un equipo de trabajo para iniciar la implementación de la materia de contravenciones ambos equipos con competencia a nivel nacional, se deberá monitorear el comportamiento de la aplicación de la ley. 2) La Dirección Ejecutiva deberá suministrar los costos asociados que corresponden para ubicar físicamente los nuevos equipos de trabajo. 3)Según lo aprobado en la Ley de Justicia Restaurativa este Programa de Justicia Restaurativa debe considerarse como una oficina independiente, para lo cual la Dirección de Planificación deberá asignar su propio código presupuestario (1377) de forma independiente a la Sala III. 4) En cuanto a los recursos adicionales de alquileres por las limitaciones presupuestarias no se aprueba la incorporación de los mismos, por tanto, se debe valorar por parte de la Dirección del programa de Justicia Restaurativa  los espacios existentes, tal y como lo propuso la Dirección Ejecutiva en este informe adjunto. 
ARTICULO II
La licenciada Nacira Valverde Bermúdez presenta el estudio de Requerimiento de Recurso Humano 727-PLA-RH-MI-2019. Continuidad del abordaje y Preparación de Despachos en la materia de Familia, Pensiones Alimentarias y Violencia Domestica.

	Dirección de Planificación
	Fecha:
	

	Estudio de Requerimiento Humano
	# Informe:
	727-PLA-RH-MI-2019

	Proyecto u oficinas analizadas:
	Continuidad del abordaje y Preparación de Despachos en la materia de Familia, Pensiones Alimentarias y Violencia Domestica. 

	Referencias Asociadas
	Referencias asociadas: 768-19, 1795-17 y 130-2018.


	I. Plazas por Analizar
	Despacho
Can-

tidad
Tipo de

plaza
Condición

actual
Recomen-

dación
Dirección de Planificación
4
Profesionales de Planificación
Extraordinaria
Extraordinaria
2
Profesionales de Planificación
Extraordinaria
Ordinarias
TOTAL
6


	II. Justificación de la Situación o Necesidad Planteada
	Brindar continuidad durante el 2020 al abordaje que se realiza en este 2019,, en los Despachos que atienden materia  de Familia, con la finalidad de dar cumplimiento a lo dispuesto por la Auditoría Judicial en el Informe 60-08-SAO-2018, así como; para optimizar la utilización de los recursos institucionales por medio de la mejora en los procesos y servicios, con lo cual; se logre una respuesta efectiva para las personas usuarias. 

	III. Información Relevante
	3.1 Antecedentes
3.1.1 Proyecto de Ley número 19455, denominado “Código Procesal de Familia” (CPF), el cual se llevará, nuevamente, a primer debate en la Asamblea Legislativa.
3.1.2 Oficio 34-PLA-EV-2017 (Impacto organizacional y presupuestario para el Poder Judicial en caso de aprobarse el proyecto de ley denominado “Código Procesal de Familia”, indica:

En este estudio dentro de las recomendaciones, específicamente en la 8.26 “Costos del Recurso Humano” se propuso aprobar 6 plazas extraordinarias de Profesional 2, para la Dirección de Planificación, por 12 meses con un costo estimado de ₵224,694,000.00.

El oficio 34-PLA-EV-2017, fue conocido por el Consejo Superior en la sesión 43-17 del 5 de mayo de 2017, artículo XXIV, en el que se acordó:

“1) Aprobar el informe 34-PLA-EV-2017 presentado por la Dirección de Planificación y sus recomendaciones. 2) Se toma nota de los escenarios adicionales brindados con la finalidad de dotar recurso humano en la Defensa Pública en caso de que se requiera la atención en la materia de violencia doméstica  3) Remitir a la Corte Plena el informe con la finalidad de que se valore la posibilidad de solicitar a la Asamblea Legislativa una modificación al Código Procesal  de Familia de tal forma que los servicios de Defensa Pública gratuita solamente se brinden a la parte actora en los procesos judiciales, ello por constituirse la población más vulnerable.”

Es relevante indicar, que desde el ejercicio Presupuestario para el 2018 se reconoce la necesidad de la asignación de recurso de la clase Profesional 2 a la Dirección de Planificación para ejecutar labores de diagnósticos y seguimiento de los despachos y oficinas judiciales involucrados con la materia de Familia.

3.1.3. Informe 60-08-SAO-2018 de la Auditoría Judicial: Estudio Operativo relacionado con el mejoramiento de los procesos bajo responsabilidad de los Juzgados de Familia del I Circuito Judicial de San José, Heredia y Puntarenas. En el cual se recomienda a la Dirección de Planificación:

“ 4.25 Realizar un estudio de las cargas de trabajo, plazas asignadas y rendimiento en los juzgados especializados de Familia del país, en aras de determinar si en la actualidad existe o no una distribución equitativa de las labores encomendadas en función del recurso existente, maximizar y orientar los recursos instituciones, se ajusten los modelos de trabajo, según sea necesario, para mejorar la efectividad de los procesos bajo su responsabilidad. Lo anterior, de conformidad con los cambios que se implementen en la jurisdicción de familia con la reforma procesal que se implementará…”
3.1.4 Para la formulación presupuestaria 2019, la Dirección de Planificación efectuó el ejercicio relacionado el impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial a partir de la promulgación del Nuevo Código Civil para el 2019, mediante el informe 32-PLA-MI-2018. El citado informe fue aprobado por el Consejo Superior en Sesión 34-18 (Presupuesto 2019), del 25 de abril de 2018, artículo III, con modificaciones en los acuerdos del Consejo Superior en sesión 42-18 del 15 de mayo 2018, artículo VI, VIII, IX y X, aprobado por Corte Plena en sesión de Presupuesto del 30 de mayo de 2018, en la cual se acordó:

“Aprobar el proyecto de presupuesto para la implementación de la “Ley de la Reforma Procesal Civil” en la forma propuesta. Se declara acuerdo firme.”
Dicho informe expone en sus recomendaciones la asignación, a la Dirección de Planificación, de 6 plazas de Profesional 2 en condición de extraordinarias por el período de 3 meses durante el 2019 para atender la curva de aprendizaje y actividades posteriores a la entrada en vigencia de la Reforma Procesal Civil, los meses posteriores se dedicarían a la atención de los despachos agrarios por impacto de Reforma Agrario y en la medida de las posibilidades a la atención de los despachos que atienden materia de Familia.

3.1.5. Para la formulación presupuestaria 2019, la Dirección de Planificación efectuó el ejercicio de formulación presupuestaria relacionado con el análisis del impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial en caso de aprobarse el proyecto de Ley, mediante el informe 33-PLA-EV-2018. El citado informe fue conocido por el Consejo Superior en sesión extraordinaria de presupuesto 34-18, del 25 de abril del 2018, artículo V; y modificado por Consejo Superior en sesión 42-2018, del 15 de mayo del 2018, artículos VII, XII, XIII, XIV; y se acordó lo siguiente:
“…3) En relación a las plazas extraordinarias solicitadas por la Dirección de Planificación para atender el rediseño de procesos en la materia de familia, según la recomendación de la Auditoria Judicial, se aprueba su incorporación en el anteproyecto de presupuesto 2019 por nueve meses en el entendido de que no hay un aumento de plazas a nivel institucional.”
Se aclara que no existe aumento de plazas a nivel institucional, ya que; las plazas se solicitaron inicialmente por 3 meses mediante el proyecto de Presupuesto para la implementación “Ley de la Reforma Procesal Civil”.
3.1.6 El Informe 1981-PLA-2016 de la Dirección de Planificación, relacionado con el modelo de sostenibilidad de los proyectos de Rediseños de procesos en oficinas o despachos judiciales, así como el resultado del seguimiento que se realizó al Circuito Judicial de San Carlos, partiendo de la revisión de la implementación de los Indicadores de Gestión y las respectivas reuniones de los Equipos de Mejora, fue aprobado por el Consejo Superior en sesión 107-16 del 29 de noviembre de 2016, artículo XLIX, donde se dispone entre otras cosas; que cada vez que concluya un proyecto de rediseño en un circuito judicial, se dotará con una plaza ordinaria y permanente a la zona, de tal forma que con un profesional en ingeniería industrial permita la atención inmediata en temas del circuito.…
3.2 Carga de trabajo 

Con la finalidad de brindar una adecuada respuesta a lo solicitado por la Auditoría Judicial y un abordaje a la totalidad de los despachos relacionados con la materia de Familia, la Dirección de Planificación se dio a la tarea de realizar un cronograma de trabajo para abordar la totalidad de despachos que atienden materia de Familia, Pensiones Alimentarias y Violencia Doméstica en el país; dicho cronograma de trabajo contempla 84 despachos, distribuidos de la siguiente forma:

Cuadro 1
Despacho
Cantidad
Juzgados Especializados de Familia
13
Juzgados de Familia y Violencia Doméstica
4
Juzgados de Familia, Penal Juvenil y Violencia Doméstica
6
Juzgado de Trabajo y Familia
1
Juzgados Mixtos que atienden materia de Familia abordados con Reforma al Código de Trabajo y el Nuevo Código Procesal Civil
5
Tribunal de Familia
1
Juzgados de Pensiones Alimentarias
9
Juzgados de Violencia Doméstica
11
Juzgados de Pensiones Alimenticias y Violencia Doméstica 
2
Juzgados Contravenciones (podrían atender Pensiones Alimentarias y/o Violencia Doméstica)
32
Total 
84
Fuente: Subproceso de Modernización Institucional.
El cronograma de trabajo contempla 114 semanas (incluye cierre colectivos); el cual se inició este 2019 y se proyecta concluir durante el 2021; donde los despachos que atienden materia de Familia estarían siendo abordados: 15 juzgados durante el 2019 y 15 durante el 2020, continuando con los Juzgados Especializados de Pensiones Alimentarias y Violencia Doméstica, concluyendo con los Juzgados Contravencionales que atienden las dos materias mencionadas anteriormente, esto en caso de que se asigne el recurso humano necesario; el cronograma de trabajo del 2019 al 2021 se presenta a continuación: 

[image: image19.emf]
El importante mencionar, que en el cronograma propuesto no se contempla realizar abordaje de seguimiento a los Juzgados Contravencionales que atienden materia de Pensiones Alimentarias y Violencia Doméstica que se analizaron debido al Proyecto de la Reforma al Código Trabajo, donde se diagnosticaron 20 juzgados, ni se contempla el seguimiento al PISAV de La Unión. La inclusión de los despachos mencionados extendería el plan de trabajo hasta el 2022. 

El trabajo que se realiza a la preparación de los despachos contempla las siguientes tareas:

· Abordaje de los Despachos realizando un diagnóstico y generación de un plan de trabajo, lo cual consume 6 semanas (incluye inventarios) por oficina por persona profesional asignada; en los cuales se realizan la revisión de las funciones que desempeña el equipo de trabajo, medio de tiempos de actividades, conformación del Equipo de Mejora, análisis de las cargas de trabajo, diseño de propuestas de solución, planes de descongestionamiento, implementación del Modelo de Sostenibilidad, diseño del informe final, entre otras. 

· Implementación de Indicadores de Gestión y seguimiento durante mínimo 6 meses luego de ser puestos en marcha; lo que implica:

-Revisar los Indicadores de Gestión del Despachos, así como los planes remediales que diseñan y la minuta de la sesión de trabajo. En los casos en que los Despachos no suministren la información en las fechas establecidas se debe solicitar directamente los documentos y darle seguimiento al cumplimiento. 

-Analizar y retroalimentar al Despacho sobre aspectos donde se detecten oportunidades de mejora, en caso de que no se incluyeran en el plan remedial, así como observaciones respecto a la forma de ingreso de información o errores que se detecten. La retroalimentación incluye los indicadores, minuta de la sesión y plan remedial.

-Dar respuesta a las consultas que emanan los Despachos y realizar los ajustes que correspondan a las herramientas de indicadores , ya sea; por desajuste en las fórmulas, cambios que se dan en el Despachos respecto a la cantidad de personal y por oportunidades de mejora que se detecten. 

· Diseño y seguimiento de planes de trabajo, ya sea con recurso de los despachos o de otros entes para la reducción del circulante o descongestionamiento del fallo; lo cual implica análisis de las variables estadísticas, revisión de capacidad operativa, definición de tareas, plazos y cuotas. 

· Acompañamiento en el diseño de mejoras informáticas a implementar en el Escritorio Virtual para mejorar el desempeño del trabajo de las oficinas. 

· Participación en el diseño de Indicadores de Gestión en el sistema SIGMA con la finalidad de automatizar la generación de datos. 

· Diseños de estructuras y organización de los despachos, donde se analizan las composiciones de recurso humano destinadas para cada Juzgado de forma individual, variables como la entrada esperada de asuntos, cantidad de circulante con el que van a iniciar, proyección de cantidad de audiencias a realizar, cantidad de sentencias y resoluciones que deben dictar las personas Juzgadoras, cuota diaria de proveído de las técnicas y técnicos Judiciales, tareas que debe realizar el personal de cada área, competencias territoriales o materiales, entre otros aspectos, con la finalidad de brindar un producto ajustado a la necesidad y realidad de cada futuro Despacho.
3.3 Abordaje de Despachos durante el 2019
El equipo de Modernización Institucional de la Dirección de Planificación durante el 2019, según su cronograma de trabajo; realiza el seguimiento de los Despachos relacionados con el Nuevo Código Procesal Civil, abordaje de la totalidadde los Juzgados Agrarios del País en vista de la próxima entrada en vigencia del Código Procesal Agrario en febrero del 2020 y el abordaje (completo), de 15 Juzgados que atienden materia de Familia. Es importante mencionar, que el inicio de los abordajes a los Juzgados de Familia implica coordinaciones con el equipo de la Dirección de Tecnología de la Información, el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional; equipo Gestor de la materia de Familia y la Comisión de la Jurisdicción de Familia, según sea el caso. 

Cuadro 2
Nombre del Despacho
Fecha Programada de inicio
Observaciones
Bloque 1
Juzgado Familia y ViolenciaDoméstica I Circuitos Judiciales Guanacaste
3-06-2019
Lo realiza el Profesional asignado al Modelo de Sostenibilidad de Primer Circuito Judicial de Guanacaste
Juzgado Familia, Penal Juvenil. y Violencia Doméstica Grecia
22-07-2019
Juzgado Familia Cartago
Juzgado Familia I Circuito Judicial Zona Atlántica (Limón)
Juzgado Familia, Niñez y Adolescencia
Bloque 2
Juzgado Familia II Circuitos Judiciales Alajuela
2-09-2019
Juzgado Primero de Familia San José
Juzgado Segundo de Familia San José
Juzgado Familia Heredia
Lo realiza el Profesional asignado al Modelo de Sostenibilidad de Primer Circuito Judicial de Heredia
Juzgado Familia, Penal Juvenil y Violencia Doméstica Cañas
Lo realiza el Profesional asignado al Modelo de Sostenibilidad de Primer Circuito Judicial de Guanacaste
Juzgado Familia II Circuito Judicial San José
Bloque 3
Juzgado de Familia III CircuitoJudicial San José,  Desamparados
14-10-2019
Tribunal de Familia
Juzgado Familia I Circuito Judicial Zona Sur  (Pérez Zeledón)
Juzgado Familia y Violencia Doméstica. II Circuito Judicial Zona Sur (Corredores)
Bloque 4
Juzgado Familia, Penal Juvenil y Violencia Doméstica de Golfito
25-11-2019
El abordaje se inicia en 2019 y concluye hasta el 2020
Juzgado Familia y Violencia Doméstica II Circuito Judicial Guanacaste (Nicoya)
Juzgado Familia II Circuito Judicial Zona Atlántica (Pococí)
Juzgado Familia, Penal Juvenil y Violencia Doméstica Turrialba
Fuente: Subproceso de Modernización Institucional.
3.4 Relevancia del abordaje de los Despachos 

Los abordajes realizados en los Despachos permiten determinar la realidad que enfrenta cada uno, con lo cual se detectan mejoras que se implementan por medio de planes de trabajo que permiten que los Despachos optimicen la utilización de los recursos asignados, mejoren los procesos de trabajo evitando el reproceso, aumenten el desempeño, implementen métodos de trabajo estandarizados a nivel nacional, entre otros, con lo cual se brinde una respuesta adecuada a todas las personas usuarias en el país. 

El análisis y mejora de los Despachos, permite a la vez, que estos se encuentren preparados para enfrentar loscambios procesales, administrativos y en el mecanismos de operación; según las necesidades Institucionales. 

3.5Relación con Plan Estratégico Institucional
Dentro del Plan Estratégico Institucional del Poder Judicial 2019-2024 (PEI), se tiene esta labor como parte del Objetivo Estratégico de “Optimizar los recursos institucionales e impulsar la innovación de los procesos judiciales  para agilizar los procesos de justicia” y comoAcción Estratégica“Desarrollo y optimización de servicios y procesos judiciales”y se detalla como parte delos objetivos operativos contemplados en el Plan Anual Operativo (PAO) del Subproceso de Modernización Institucional de la Dirección de Planificación“Implementar el Modelo de Mejora en la Gestión de los Despachos que tramitan la materia de Pensiones Alimentarias en los circuitos Judiciales a nivel nacional, que promueva la gestión eficiente de los procesos basado en la experiencia de los Juzgados Especializados y uso de las tecnologías de la información”.
3.6Implementación y Seguimiento del Modelo de Sostenibilidad en el Circuito Judicial de Puntarenas y el Primer Circuito Judicial de Zona Atlántica
La Dirección de Planificación, a través de los distintos proyectos que ejecuta, realiza el Rediseño de procesos en distintas oficinas en todo el país, donde se esperara que para iniciar el 2020 se hayan rediseñado los siguientes Despachos en los Circuitos Judiciales de Puntarenas y el Primer Circuito Judicial de Zona Atlántica:

· Circuitos Judicial de Puntarenas:

-Juzgado de Trabajo

-Juzgado Civil 

-Tribunal Colegiado de Primero Instancia Civil.

-Juzgado de Cobro

-Juzgado Contravencional de Cóbano

-Juzgado Contravencional de Garabito

-Juzgado Contravencional de Monteverde

-Tribunal de Apelación Civil y Trabajo (cuentan con indicadores de gestión)

-Juzgado Agrario

-Juzgado de Pensiones Alimentarias de Puntarenas

· Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica

--Juzgado de Trabajo

-Juzgado Civil 

-Tribunal Colegiado de Primero Instancia Civil.

-Juzgado de Cobro

-Tribunal de Apelación Civil y Trabajo (cuentan con indicadores de gestión)

-Juzgado Contravencional Bribrí

-Juzgado Contravencional Matina

-Juzgado Agrario

-Juzgado de Familia
Como parte de los Rediseños realizados en los Juzgados y Tribunales se implementa el Modelo de Sostenibilidad de Proyectos de Rediseño, el cual implica la participación activa de estos Despachos, donde mes a mes se generan Indicadores de Gestión, se realizan reuniones de equipos de mejora y el diseño de planes remediales para mejorar situaciones específicas identificadas. Al estar implementado dicho modelo, se acrecienta la necesidad de brindar un seguimiento adecuado a esos Despachos para asegurar la mejora continua. 

Adicionalmente, al ser despachos rediseñados aumenta la relevancia de que se brinde sostenibilidad al proyecto realizado, con la finalidad de que la oficina pueda mejorar y mantener su rendimiento, y deque las mejoras implementadas se mantengan a través del tiempo, se eviten bajas en productividad y se incorpore la cultura de Mejora Continua. 

Debido a lo anterior, se identifica la necesidad de contar con dos plazas de Profesional 2 en condición ordinaria, para que se dedique a continuar en cada uno de los Circuitos mencionados al seguimiento e implementación del Modelo de Sostenibilidad. 

Además, cabe mencionar que estos lugares por su condición geográfica (puertos comerciales) presentan particularidades en sus cargas de trabajo, que se deben atender a la brevedad posible y que requieren de control y seguimiento permanente.

Adicionalmente, es importante indicar que el Modelo de Sostenibilidad esta implementado actualmente en Cartago, San Carlos, Heredia y Liberia, lo cual ha fortalecido y coadyuva a las Administraciones Regionales en el seguimiento y control de las oficinas que conforman el Circuito, no solo a nivel funcional en temas de ingeniería y administración, si no además en los temas de maximización de recurso humano, tecnológico y hasta de infraestructura física, optimización de procesos mediante propuestas de mejora, celeridad judicial mediante planes de trabajo, equilibrio en cargas de trabajo con readecuación de cuotas y revisión de estructuras organizaciones y funcionales, disminución de tiempos de atención al usuario, acceso a la justiciay rendición de cuentas, labores directas de la Dirección de Planificación que se atienden con mayor prontitud al contar con este recurso parte del Circuito Judicial.

Las plazas, adicional ala Implementación del Modelo de Sostenibilidad,colaboraren el abordaje de los despachos pendientes de estudiar por la Dirección de Planificación con la finalidad de concluir con el Rediseño del Circuito.

Es importante indicar que, con las experiencias del seguimiento brindado a los indicadores de gestión en distintas materias como Trabajo, Civil, Pensiones Alimentarias y Penal los despachos, en múltiples ocasiones, se identificaron situaciones críticas en esos Circuitos y que son atendidas por esta Dirección de forma pronta con este Recurso Humano. 


	IV. Elementos Resolutivos
	4.1 El oficio 34-PLA-EV-2017, fue conocido y aprobado por el Consejo Superior en la sesión 43-Para el 17 del 5 de mayo de 2017, artículo XXIV, dentro de sus recomendaciones, específicamente en la 8.26 “Costos del Recurso Humano” se propuso aprobar 6 plazas extraordinarias de Profesional 2, para la Dirección de Planificación, por 12 meses con un costo estimado de ₵224,694,000.00.

4.2 El informe 32-PLA-MI-2018 fue aprobado por el Consejo Superior en Sesión 34-18 (Presupuesto 2019), del 25 de abril de 2018, artículo III, con modificaciones en los acuerdos del Consejo Superior en sesión 42-18 del 15 de mayo 2018, artículo VI, VIII, IX y X, aprobado por Corte Plena en sesión de Presupuesto del 30 de mayo de 2018, dentro de sus recomendaciones se tiene la asignación, a la Dirección de Planificación, de 6 plazas de Profesional 2 en condición de extraordinarias por el período de 3 meses durante el 2019 para atender la curva de aprendizaje y actividades posteriores a la entrada en vigencia de la Reforma Procesal Civil, los meses posteriores se dedicarían a la atención de los despachos agrarios por impacto de Reforma Agraria y en la medida de las posibilidades a la atención de los despachos que atienden materia de Familia por impacto del Código Procesal de Familia.

4.3 El informe 33-PLA-EV-2018 fue conocido y aprobado por el Consejo Superior en sesión extraordinaria de presupuesto 34-18, del 25 de abril del 2018, artículo V; y modificado por Consejo Superior en sesión 42-2018, del 15 de mayo del 2018, artículos VII, XII, XIII, XIV; y se acordó lo siguiente:

“…3) En relación a las plazas extraordinarias solicitadas por la Dirección de Planificación para atender el rediseño de procesos en la materia de familia, según la recomendación de la Auditoria Judicial, se aprueba su incorporación en el anteproyecto de presupuesto 2019 por nueve meses en el entendido de que no hay un aumento de plazas a nivel institucional.”

4.4 En el informe 60-08-SAO-2018 de la Auditoría Judicial“ 4.25 Realizar un estudio de las cargas de trabajo, plazas asignadas y rendimiento en los juzgados especializados de Familia del país, en aras de determinar si en la actualidad existe o no una distribución equitativa de las labores encomendadas en función del recurso existente, maximizar y orientar los recursos instituciones, se ajusten los modelos de trabajo, según sea necesario, para mejorar la efectividad de los procesos bajo su responsabilidad. Lo anterior, de conformidad con los cambios que se implementen en la jurisdicción de familia con la reforma procesal que se implementará…”.

4.5 El abordaje de los Despachos relacionados con la materia  de Familia implica el abordaje de los Juzgados y Tribunales que  atienden materia de Familia, Pensiones Alimentarias y Violencia Doméstica; por lo tanto; es relevante preparar a la totalidad de juzgados del país en miras de ofrecer un mejor servicio a la persona usuaria y maximizar los recursos institucionales. 

4.6 La proyección de trabajo estimada por la Dirección de Planificación para realizar el abordaje de los despachos y otras tareas relacionadas con la organización de estas sería de 114 semanas donde se incluiría 84 despachos; iniciado en el 2019 y concluyendo en el 2021.

4.7 La Dirección de Planificación tiene proyectado iniciar en el 2019 con el abordaje de los Despachos, donde atenderá 15 Juzgados que atienden materia de Familia; por lo cual, los otros despachos serán abordados durante el 2020 y el 2021, tal como se mencionó en líneas anteriores.

4.8 Las actividades que realizan los Profesionales 2 de la Dirección de Planificación contemplan múltiples acciones, donde se incluyen abordaje de Despachos (6 semanas por oficina),seguimiento de Indicadores de Gestión, diseño de planes de trabajo, acompañamiento en la construcción de los indicadores en SIGMA, participación en el diseño de mejoras informáticas, entre otras. 

4.9 El cronograma propuesto no se contempla realizar abordaje de seguimiento a los Juzgados Contravencionales que atienden materia de Pensiones Alimentarias y Violencia Doméstica que se analizaron debido a al Proyecto de la Reforma al Código Trabajo, donde se diagnosticaron 20 juzgados, ni se contempla el seguimiento al PISAV de La Unión. La inclusión de los despachos mencionados extendería el plan de trabajo hasta el 2022.

4.10 No existe aumento de plazas a nivel institucional, ya que; las plazas se solicitaron inicialmente por 3 meses mediante el proyecto de Presupuesto para la implementación “Ley de la Reforma Procesal Civil” y los restantes 9 meses del 2019 para reformas Agrario y Familia.

4.11 Dentro de objetivos operativos relacionados con el PEI, contemplados en el PAO del Subproceso de Modernización Institucional de la Dirección de Planificación “Implementar el Modelo de Mejora en la Gestión de los Despachos que tramitan la materia de Pensiones Alimentarias en los circuitos Judiciales a nivel nacional, que promueva la gestión eficiente de los procesos basado en la experiencia de los Juzgados Especializados y uso de las tecnologías de la información”.

4.12 Al iniciar el 2020 se espera que el Circuito Judicial de Puntarenas cuente con 10 Despachos Rediseñados o abordados, y el Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica con 9; donde se haya implementado el Modelo de Sostenibilidad, se acrecienta la necesidad de brindar un seguimiento adecuado a esos Despachos para asegurar la mejora continua.
4.13 Al concluir el 2019 se tienen pendientes despachos en materia de familia, por lo que, para las labores de diagnóstico por parte de la Dirección de Planificación para la totalidad de despachos en esta materia, se estima necesario la continuidad en 2020 de cuatro recursos de Profesional 2. 

4.14 El Modelo de Sostenibilidad esta implementado actualmente en Cartago, San Carlos, Heredia y Liberia, lo cual ha fortalecido y coadyuva a las Administraciones Regionales en el seguimiento y control de las oficinas que conforman el Circuito, no solo a nivel funcional en temas de ingeniería y administración, sino además en los temas de maximización de recurso humano, tecnológico y hasta de infraestructura física, optimización de procesos mediante propuestas de mejora, celeridad judicial mediante planes de trabajo, equilibrio en cargas de trabajo con readecuación de cuotas y revisión de estructuras organizaciones y funcionales, disminución de tiempos de atención al usuario, acceso a la justicia y rendición de cuentas, labores directas de la Dirección de Planificación que se atienden con mayor prontitud al contar con este recurso parte del Circuito Judicial.

4.14. Del análisis realizado, se estima necesario recomendar dos plazas de manera ordinaria como parte de los Modelos de Sostenibilidad que deben quedar instalados en los Circuitos Judiciales que son sometidos a Rediseño de Procesos, de acuerdo con lo aprobado por el Consejo Superior en sesión 107-16 del 29 de noviembre de 2016, artículo XLIX.


	V. Recomendaciones
	5.1 Cantidad de Recurso Humano recomendado para el 2020

Del análisis efectuado en el presente informe, se determina que para el 2020, se debe otorgar continuidad a las siguientes plazas.
Despacho
Can-

tidad
Tipo de

plaza
Condición

actual
Recomen-

dación
Observaciones
Dirección de Planificación
4
Profesionales de Planificación
Extraordinaria
Extraordinaria
Abordaje de Despachos
2
Profesionales de Planificación
Extraordinaria
Ordinarias
Implementación y Seguimiento Modelo de Sostenibilidad en el I Circuito Judicial de Zona Atlántica y I Circuito Judicial de Puntarenas. 
TOTAL
6
Fuente: Subproceso de Modernización Institucional.

5.2Otros requerimientos (equipo, alquiler, espacio, vehículos, etc.)
Estas plazas vienen funcionando desde periodos anteriores, por lo que cuentan con los requerimientos necesarios para su funcionamiento.



Se acordó: Aprobar el informe y las recomendaciones presentadas por la Dirección de Planificación. En el entendido que las plazas de Profesional dos que se dan de forma ordinaria serán utilizadas para la Implementación y Seguimiento del Modelo de Sostenibilidad ubicadas físicamente en el Primer Circuito Judicial de Zona Atlántica y el Circuito Judicial de Puntarenas, igualmente esto no implica crecimiento de plazas nuevas. 

ARTICULO III
Se conoce reconsideración planteada mediante oficio 036-CJC-2019 del 9 de mayo del 2019, suscrito por el Magistrado William Molinari Vilches, coordinador de la Comisión de la Jurisdicción Civil, respecto al acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión 38-19 (Presupuesto 2019), celebrada el  2 de mayo del año en curso, artículo I, donde conoció el informe 555-PLA-RH-MI-2019, referente al impacto organizacional y presupuestario para el Poder Judicial a partir de la promulgación del Nuevo Código Procesal Civil para 2019. En esta oportunidad se dispuso lo siguiente:

“Se acordó: 1) Aprobar el informe 555-PLA-RH-MI-2019 de la Dirección de Planificación y sus recomendaciones con las observaciones y aclaraciones que se indicaran. 2) Las plazas que cambian su condición a ordinaria obedecen a que forman parte de las estructuras organizacionales mínimas necesarias para hacer frente a la carga de trabajo de las nuevos despachos (Tribunales Colegiados) y de aquellos Juzgados Especializados o mixtos, en donde se requiere completar las estructuras mínimas necesarias, como consecuencia de la especialización de los Juzgados de Cobro del país.  3) Aprobar la creación de una plaza de juez o jueza 3 (recalificación de la plaza vacante de técnico judicial 3 de Heredia), para el Juzgado Mixto de Upala, ya que según los estudios técnicos realizados por la Dirección de Planificación, visibilizan  una alta carga de trabajo  en ese despacho y resulta ser una necesidad detectada desde periodos anteriores. 4) Las plazas de Profesional 2 del CACMFJ, se aprueban con la observación de que deberán dedicarse en sus funciones a realizar estudios técnicos de fondo, con propuestas de solución concretas,  en donde no solo se realicen la recopilación de indicadores o estadísticas, sino que se  diagnostiquen constantemente y den seguimiento a los despachos en materias de Cobro y Civil, de tal forma que el seguimiento permita detectar y   diseñar propuestas que implementen soluciones oportunas en el seguimiento de los despachos civiles, de forma que otorguen el valor agregado según competencias establecidas en los perfiles de puestos y en cumplimiento del objetivo de creación del CACMFJ, en relación a la mejora en los despachos jurisdiccionales. 5) Analizada la propuesta de mantener  dos plazas de Gestor (Jueza o Juez 5) en el Centro de Apoyo, se dispone mantener solamente una en condición ordinaria, ya que aunque los despachos cobratorios representan mayor carga de trabajo en la entrada de asuntos de los despachos judiciales, estos representan, labores menos complejas en su seguimiento y pueden ser apoyadas por los profesionales del CACMFJ, en su lugar  se aprueba que la plaza de Gestor (Jueza o Juez 5) que se propuso extraordinaria, se destine para conformar la Sección Ordinaria de  Tribunal Colegiado de Primera Instancia, tanto para la atención de los asuntos unipersonales como colegiados con categoría de Jueza o Juez 4, conformando  así un Tribunal Colegiado Itinerante completo y estable a cargo del CACMFJ  para dar soporte a  planes de descongestionamiento con competencia nacional. 6) Las plazas para planes de trabajo en materia de Cobro, se aprueban según el escenario propuesto por la Dirección de Planificación (plazas en condición extraordinaria), esperando que con las mejoras informáticas, los cambios de competencias y las propuestas de cambios de ley que se están impulsando  la Institución se impacte positivamente la materia cobratoria. 7) La Dirección Ejecutiva en conjunto con la Administración Regional de San Carlos, valoraran alternativas para atender la necesidad del espacio adicional requerido para el periodo 2020, para la plaza de Jueza o Juez 3 Civil del Juzgado mixto de Upala”. 
Este acuerdo fue comunicado mediante oficio 52-CSP-2019 del 3 de mayo del 2019. 

En esta reconsideración la Comisión de la Jurisdicción Civil, plantea entre otras cosas: 
“…
Se procede a solicitar reconsideración sobre lo resuelto por el Consejo Superior del Poder Judicial en la sesión extraordinaria 38-19 (Presupuesto 2020), celebrada el  2 de mayo del año en curso, en cuanto acordó lo siguiente: 5) Analizada la propuesta de mantener dos plazas de Gestor (Jueza o Juez 5) en el Centro de Apoyo, se dispone mantener solamente una en condición ordinaria, ya que aunque los despachos cobratorios representan mayor carga de trabajo en la entrada de asuntos de los despachos judiciales, estos representan, labores menos complejas en su seguimiento y pueden ser apoyadas por los profesionales del CACMFJ, en su lugar se aprueba que la plaza de Gestor (Jueza o Juez 5) que se propuso extraordinaria, se destine para conformar la Sección Ordinaria de Tribunal Colegiado de Primera Instancia, tanto para la atención de los asuntos unipersonales como colegiados con categoría de Jueza o Juez 4, conformando así un Tribunal Colegiado Itinerante completo y estable a cargo del CACMFJ para dar soporte a planes de descongestionamiento con competencia nacional.  

Para mayor claridad los aspectos de la reconsideración son los siguientes:  

1) Impacto de la jurisdicción civil, tanto a nivel de los asuntos cobratorios, juzgados civiles y tribunales colegiados civiles en la estructura del poder judicial

2) Aclaración sobre las actividades o labores a las que se debe dar seguimiento en los despachos cobratorios

3)  Impacto de la función del gestor en las nuevas estructuras producto de la reforma al nuevo Código Procesal Civil

4) Diferencias entre las competencias, capacidades y funciones de los gestores civiles y los profesionales 2 del CACMFJ

5) El pendiente de los proyectos a la actualidad y el seguimiento a la ejecución de la reforma procesal civil

6. Criterio del órgano técnico (dirección de planificación), del órgano de seguimiento y control (camcfj), así como del órgano jurídico de asesoría e implementación de la reforma (comisión civil) .

1) IMPACTO DE LA JURISDICCIÓN CIVIL, TANTO A NIVEL DE LOS ASUNTOS COBRATORIOS, JUZGADOS CIVILES Y TRIBUNALES COLEGIADOS CIVILES EN LA ESTRUCTURA DEL PODER JUDICIAL:

Según los recientes datos emanados del informe de presidencia para la apertura del año judicial, el circulante activo de los despachos civiles a nivel nacional, representa más del sesenta y dos por ciento del circulante total, que maneja el poder judicial en la actualidad. En estas estructuras civiles emanadas de la Reforma Procesal Civil, se establecen nuevas instancias para el conocimiento de la materia, contabilizadas de la siguiente manera: Sala Primera de la Corte, 9 Tribunales de Apelación, 12 Tribunales Colegiados de Primera Instancia, 28 Juzgados Civiles, un Juzgado Concursal y 19 Juzgados Cobratorios, para un total de 70 despachos,  representando la estructura civil, alrededor de 915 plazas totales en el Poder Judicial. Ahora bien, según consta de los mismos datos indicados por  el despacho de la presidencia, el circulante de expedientes con mayor volumen o actividad lo representan los despachos cobratorios con una cantidad de asuntos que superan los 667 mil asuntos activos, resultando a la fecha  que los juzgados y tribunales civiles manejan un circulante de procesos, que ronda los 70 mil asuntos. Los anteriores números igualmente se complementan con el impacto a nivel nacional, en tanto salvo lo determinado para el Juzgado Concursal, el cual tiene competencia nacional y está radicado en San José, los demás despachos se encuentran  distribuidos por todo el territorio, siendo cada despacho de esas estructuras competente a nivel nacional para conocer de todo lo que corresponda a sus asuntos.  

2) ACLARACIÓN SOBRE LAS ACTIVIDADES O LABORES A LAS QUE SE DEBE DAR SEGUIMIENTO EN LOS DESPACHOS COBRATORIOS


2.1  ANTECEDENTES EN MATERIA COBRATORIA:

El 20 de mayo del año 2008 entró en vigencia la actualmente derogada Ley de Cobro Judicial, la cual pretendía desde su génesis servir como herramienta ágil y oportuna, que además de simplificar la tramitología de los procesos cobratorios,  se vislumbraba como una reforma que impactaría de forma inmediata los plazos de respuesta de las gestiones presentadas a instancias judiciales, dando una solución en plazos razonables y en consecuencia ocasionaría un impacto positivo en la economía del país, ello por la respuesta y recuperación en un plazo más corto de los dineros tanto a nivel estatal como privado.

Analizando las principales causas que podríamos mencionar, al valorar las razones por las cuáles la implementación de esa ley no ha dado los resultados esperados a lo largo de estos 10 años de vigencia, podemos citar motivos externos al poder judicial como lo son la realidad económica y social propia del momento histórico que se ha vivido, tanto por la globalización, así como por la afectación de políticas económicas internacionales que inciden directamente en la economía del país y con ello en el poder adquisitivo de las personas, lo cual se agrava debido al aumento de la pobreza y el desempleo, el crecimiento de la inflación, el endeudamiento público,  las tasas de interés, la apreciación del dólar entre otras razones.

De la experiencia histórica de la implementación de la ley de cobro judicial del 2008, se concluye que existieron factores externos al Poder Judicial que la perjudicaron, pero también elementos internos que la afectaron, dado que por un lado no contó con los recursos necesarios desde su implementación, ( personal juzgador y técnico), ni tuvo un seguimiento cercano y oportuno que permitiera realizar ajustes y llevar controles necesarios para valorar y generar los cambios y requerimientos que le permitieran cumplir con el objetivo mismo por el cual fue aprobada. 


2.2  IMPACTO DE LOS JUZGADOS DE COBRO JUDICIAL: 

Tal y como lo recomienda el Departamento de Planificación y a raíz del crecimiento constante y creciente de demandas cobratorias, así como por las políticas de especialización, a la fecha, la jurisdicción civil cuenta con 17 despachos cobratorios a nivel nacional, contanto todas las cabeceras de provincia y circuitos judiciales con un juzgado especializado de esta materia, despachos todos ante los cuales se dirimen conflictos que requieren una respuesta oportuna que atienda una necesidad país y que en efecto movilizan gran parte de la economía de nuestro país, pues solo basta analizar quienes son los grandes usuarios de estos despachos, tanto a nivel estatal como privado.

Por ejemplo, a nivel de cobro estatal se tiene como el más grande usuario a la Caja Costarricense del Seguro Social, también se cuenta con usuarios como las Municipalidades, Instituto Costarricense de Electricidad , Acueductos y Alcantarillados, la banca estatal conformada por el Banco Popular y de Desarrollo Comunal, Banco Nacional y Banco de Costa Rica, Ministerio de Hacienda, entre otros. Por su parte el sector privado, que cuenta con los bancos privados, entidades dedicadas al préstamo de dinero, o prestación de servicios privados, etc, que como se sabe colocan sumas de varios miles de millones en el país. 

De ahí que existan tantos actores involucrados en la procura de que la recuperación de las sumas pretendidas en los distintos procesos cobratorios se pueda dar a cortos plazos de respuesta. Piénsese por ejemplo en lo que significa para el estado, poder llevar a cabo un cobro efectivo de sumas de dinero dejadas de cancelar por los distintos deudores por concepto de cuotas obrero-patronales, o trabajador independiente, sumas que de acuerdo a la cantidad de demandas existentes en corelación  a la estimación de las demandas, constituyen muchos millones, que se  devuelven al estado y se traduce finalmente en recurso que beneficia la prestación del servicio social que brinda esa institución. Misma situación ocurre con las empresas financieras privadas, pues la recuperación de sus adeudos incide en la reactivación económica del país.

Por esa razón, la materia cobratoria amerita un especial y contínuo seguimiento, pues afectará directamente no solamente a un nivel económico las arcas del estado e influirá en el movimiento y circulación de grandes sumas de dinero en el país, sino que tiene también una función social, pues a pesar de ser una materia netamente patrimonial, afecta la vivienda, bienes muebles e inmuebles, salario y cuentas bancarias de muchas personas, pues al final éstos sirven en los distintos procesos monitorios, prendarios, hipotecarios, garantías moviliarias o medidas cautelares, como producto de resarcimiento económico de la deuda puesta al cobro.  

Por esa razón y dado el circulante actual que tienen a nivel nacional estos despachos cobratorios, el cual supera más de 500.000 procesos activos, la materia cobratoria sea una materia que se basta a sí misma para dar sustento de sobra al trabajo de un gestor, en tanto, su impacto en números, refleja que año a año su circulante lejos de verse disminuido aumenta, derivado de ingresos mucho mayores de cobros, lo que se ve influenciado por consideraciones económicas, que demuestran una serie de factores sociales ajenos a la labor del poder judicial. 

La cantidad actual de despachos cobratorios, así como la cantidad de jueces ( 88)  y de personal técnico y administrativo ( 299) que los integran, generan una alta demanda en atención por parte de los gestores. Día con día las necesidades derivadas de la actividad cobratoria, consumen muchísima atención, la relación y respuesta a los grandes usuarios, los usuarios específicos de consulta en cada uno de los circuitos judiciales a su cargo, así como la atención de las actividades de coordinación que debe mantener con las distintas áreas administrativas entre ellas; las Direcciones de Planificación, Gestión Humana, Centro de Apoyo y Coordinación al Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, Dirección Ejecutiva, Dirección Jurídica como las Administraciones Regionales, Escuela Judicial, Departamento de Control Interno, y otras áreas del quehacer administrativo, como son el área de Tecnología de la Información, la Contraloría de Servicios y las distintas comisiones que integra, como la Comisión Civil y la Subcomisión de Cobro. 

De forma tal, que se vislumbra totalmente necesaria la permanencia de las dos personas gestoras, en esta segunda etapa, ahora de seguimiento de la reforma, pues la carga que significa esa labor, requiere un acompañamiento contínuo, una labor de revisión, de valoración, y generación de recomendaciones de los ajustes necesarios, seguimiento que como se ha sostenido careció la ya derogada ley de Cobro Judicial, ello con las consecuencias que todos conocemos, historia que no queremos se repita con la actual reforma, y que dado el acuerdo tomado por el respetado Consejo, genera un riesgo para el cumplimiento de los objetivos institucionales, y económicos de la reforma procesal civil.

De esta manera y bajo tal escenario es inaceptable para esta jurisdicción, por un lado que existiendo criterio técnico del Departamento de Planificación al respecto en recomendar la permanencia de las dos plazas de gestor para el año 2020, incluso considerando las labores que de manera distinta y dentro de su ámbito administrativo brindan en ese sentido los 2 profesionales del Centro de Apoyo, se acuerde por parte del Consejo Superior, limitar y mantener a un sólo gestor, argumentando que: "... aunque los despachos cobratorios representan mayor carga de trabajo en la entrada de asuntos de los despachos judiciales, estos representan, labores menos complejas en su seguimiento y pueden ser apoyadas por los profesionales del CACMFJ...". 


2.3 LABORES DEL GESTOR EN EL SEGUIMIENTO DE LOS  JUZGADOS COBRATORIOS:

El fundamento que utilizó el Consejo Superior para tomar la decisión que se solicita reconsiderar deja de lado varios aspectos de importancia. Primero, la labor del gestor en el seguimiento de estos despachos no se encuentra limitada o determinada únicamente por la cantidad de circulante con la que cuentan estos juzgados.  Se tiene una realidad que no se puede obviar y es que más del 50 por ciento de la totalidad del circulante activo del Poder Judicial está concentrado en estos  17 despachos, sin embargo se ha determinado con base en estudios de Planificación tales como el Informe Nº 904-PLA-2018 del 10 de agosto del 2018, en el que entre otros aspectos relevantes, se analizó el comportamiento relacionado con los movimientos de trabajo en los juzgados competentes en materia de Cobro Judicial, durante el 2017 y el último quinquenio, que en estos despachos la demanda del servicio supera -en mucho- las posibilidades de las oficinas, pues con las estructuras actuales, la demanda sobrepasa en demasía esa capacidad operativa, muy a pesar de cumplirse con la producción de cuotas estandarizadas y que han sido debidamente aprobadas como promedios aceptables.

Por otro lado, concluir que éstos despachos ameritan labores menos complejas en su seguimiento y pueden se apoyados por los profesionales del Centro, es un argumento que tampoco encuentra sustento, dado que la labor de asesoría que tienen los gestores va más allá de una criterio administrativo, pues su ámbito incluye las valoraciones para que se tome la mejor decisión tanto jurisdiccional como administrativa, ello en procura de hacer ver las observaciones, riesgos, impacto,  errores, omisiones o sugerencias que contemplen de forma integral el abordaje de lo que se le consulta . 

Aunado a ello, es menester recordar que la tramitación de las garantías mobiliarias, es competencia de los despachos Especializados de Cobro, siendo la aplicación de la ley que lo regula muy novedosa y que amerita la atención de constantes consultas propias de estos despachos, máxime en este proceso en el que el juez interviene incluso en el sistema informático de Garantías Mobiliarias, el cual se encuentra actualmente en proceso de implementación en conjunto con otros sistemas, situación que genera la necesidad de un real y continuo acompañamiento, que para esos efectos no puede ser asumido ni solventado por los profesionales del Centro, por ser aspectos que no se incluyen en sus competencias.  Igual situación han generado las medidas cautelares que en aplicación de la propia reforma, deben ser resueltas por los despachos cobratorios, lo cual es totalmente novedoso y requerirá de un seguimiento por parte del equipo gestor.

3)  IMPACTO DE LA FUNCIÓN DEL GESTOR EN LAS NUEVAS ESTRUCTURAS PRODUCTO DE LA REFORMA AL NUEVO CPC: 

Para la labor del gestor, con ocasión de la reforma procesal civil, le implica el conocimiento de todos los asuntos relacionados a Juzgados Civiles, Juzgado Concursal, Tribunales Colegiados de Primera Instancia, Tribunales de Apelación Civil y la colaboración con la Sala Primera de la Corte. A todas estas estructuras se les debe aplicar la misma consideración de los juzgados de cobro, atendiendo un Juzgado Concursal con competencia Nacional, 28 juzgados civiles, 12 Tribunales Colegiados de Primera Instancia y 9 Tribunales de Apelación, y la Sala Primera para un total de 51 despachos. Esta persona gestora igualmente en este ámbito, requiere atender asuntos relacionados con la implementación de la reforma, revisión, ajuste y adecuación de las estructuras, así como la coordinación institucional, es decir:  Relación y respuesta a los grandes usuarios y los usuarios específicos de consulta, en cada uno de los circuitos judiciales a su cargo, así como la atención de las relaciones de dirección que debe mantener con las distintas áreas administrativas entre ellas: las Direcciones de Planificación, Gestión Humana, Despacho de la Presidencia, OCRI, CONAMAJ, Centro Integrado de la Información Jurídica, Centro de Apoyo y Coordinación al Mejoramiento de la Función Jurisdiccional,  Dirección Ejecutiva, Administraciones Regionales, Escuela Judicial, Departamento de Control Interno, Dirección Jurídica y otras áreas del quehacer administrativo, como son el área de Tecnología de la Información, la Contraloría de Servicios y las distintas comisiones que integra, como la Comisión Civil, Sub comisión de Capacitación y lo relacionado con la Sub comisión de Infraestrutura entre otras. Además de ello, le correspondería  el seguimiento a la implementación jurídica,  asegurarse de que el modelo del nuevo sistema procesal cumpla sus cometidos, en tanto la importancia de la aplicación del sistema no se queda en la entrada en vigencia del nuevo código en el mes de octubre de 2018, como suele ocurrir con las reformas judiciales, sino que igualmente, requiere de darle continuidad a la reforma, a la fecha quedan muchos asuntos pendientes que dependen de la ejecución del proyecto. No puede pretenderse como lo ha mencionado el Ente Técnico en anteriores oportunidades (Dirección de Planificación), que los profesionales del Centro de Apoyo al Mejoramiento de la Calidad y la Función Jurisdiccional,  asuman las labores que corresponden a un gestor de reforma, en tanto como se hace ver en este recurso, no cuentan ni con las competencias (no es su función), ni con los conocimientos necesarios requeridos para ello. 

4) DIFERENCIAS ENTRE LAS COMPETENCIAS, CAPACIDADES Y FUNCIONES DE LOS GESTORES CIVILES Y LOS PROFESIONALES 2 DEL CACMFJ

Además de los aspectos señalados anteriormente, que no realizan los profesionales del centro, es de suma importancia aclarar las diferencias entre la labor que ejerce un gestor y las labores que realizan los profesionales del Centro. Si bien, la colaboración de los profesionales es esencial, para dar seguimiento a las estructuras tanto a nivel de despachos cobratorios como civiles, dichos profesionales tienen una labor técnico administrativa, que se encuentra limitada, para ello procedemos a realizar una reseña de sus funciones: Diseñar y realizar investigaciones, planes de trabajo, propuestas de proyectos mediante la metodología de proyectos, y análisis de datos suministrados por el ámbito Jurisdiccional, preparar y formular objetivos, metas e indicadores en los planes de trabajo, o dar seguimiento permanente de la totalidad de los despachos que conforman la Jurisdicción Civil, análisis de los datos estadísticos de cada uno de estos despachos que conforman la Jurisdicción Civil. Valorar el  cumplimiento de las cuotas de trabajo establecidas por la Dirección de Planificación de las plazas que conforman las estructuras Civiles, así como el seguimiento, para determinar el cumplimiento de cuotas de trabajo fijadas y objetivos del plan, o bien redactar informes mensuales de seguimiento producto del análisis efectuado de los resultados obtenidos en todos los despachos civiles y de los resultados de los planes de descongestionamiento para la Materia Civil, dirigidos al Consejo Superior, la Dirección de Planificación y la Comisión de la Jurisdicción Civil, la Subcomisión de Cobro de la Jurisdicción Civil. Igualmente recopilar, clasificar, tabular y analizar información variada. Incluso efectuar labores de revisión, análisis y control de los planes de descongestionamiento y planes de trabajo, así como evaluar la implantación y desarrollo de propuestas formuladas por los despachos judiciales. Sin embargo, no cuentan con la experiencia ni el conocimiento necesario de los aspectos jurídicos que se requiere considerar en el ámbito de la gestoría. Entre ellos se destaca el análisis de los mismos aspectos competenciales que  corresponden al profesional 2 señalado, pero desde la óptica jurídica, son los gestores asesores en lo que corresponde a los aspectos técnico jurídicos ya mencionados, entre ellos el seguimiento a la implementación jurídica de la reforma, la valoración de los resultados, análisis de los datos estadísticos de cada uno de estos despachos que conforman la Jurisdicción Civil comparando los datos con los aspectos estructurales que se contemplan en la reforma civil, valorar el  cumplimiento de las cuotas de trabajo establecidas por la Dirección de Planificación de las plazas que conforman las estructuras Civiles, pero proponiendo los ajustes requeridos sin afectar los aspectos normativos previstos por el legislador en relación con los fines y principios jurídicos que cobijan las reformas, el seguimiento al cumplimiento de cuotas de trabajo y objetivos del plan,  analizando las competencias de los sujetos que integran los planes y las estructuras, evitando la existencia de situaciones que puedan implicar rompimiento de las relaciones jurídicas que abarcan los despachos civiles y la sociedad civil a través de la interpretación de normas que cobijan la materia en cuestión.  Analizar y valorar la recopilación, clasificación y análisis que hacen los profesionales del centro de la información variada que obtienen, con el fin de proponer acercamientos con los despachos para lograr objetivos y planteamientos necesarios sobre la forma de trabajo. Incluso coordinar y valorar jurídicamente las labores de revisión, análisis y control de los planes de descongestionamiento y planes de trabajo, evaluando las propuestas de implantación que hacen los profesionales en complemento con las propuestas formuladas por los despachos judiciales. 

5) EL PENDIENTE DE LOS PROYECTOS A LA ACTUALIDAD Y EL SEGUIMIENTO A LA EJECUCIÓN DE LA REFORMA PROCESAL CIVIL: 

 Desde la entrada en vigencia de la reforma, la carga de trabajo se ha centrado en las dos personas gestoras que la estructura mantiene en la actualidad, al día de hoy, se mantienen una serie de proyectos en ejecución, que requieren su atención a fin de dar soluciones a gestiones prioritarias derivadas de la entrada en vigencia de la nueva norma y las nuevas estructuras, lo anterior, va de la mano con la reducción de una plaza de Gestor y una plaza de Técnico Judicial 3, que se dio a finales del año 2018 para la Reforma Procesal Civil. 

En este momento, existen pendientes de suma importancia, entre ellos destacan la implementación de un paquete de mejoras informáticas que pueden contribuir con la tramitación de asuntos tanto a nivel de juzgados cobratorios, como de juzgados y tribunales colegiados. El seguimiento al desarrollo de la infraestructura es un asunto de suma importancia que mantiene pendiente la actividad de la gestoría, actualmente existen varios proyectos en ejecución de obra y otros tantos en estudio para adjudicación, que son de suma importancia para la implementación y ejecución de las nuevas estructuras. Se trabaja día a día en sostener reuniones y consultas con la Dirección Ejecutiva y las Administraciones Regionales,  para dar solución a una gran cantidad de problemas que se han detectado, a razón de las contrataciones, prestación del servicio, construcciones en desarrollo, o bien equipo físico o tecnológico que los 70 despachos necesitan para ejecutar sus funciones.  Desde la entrada en vigencia del nuevo código se da seguimiento a la aplicación de las normas, directrices y circulares emanadas por parte del Consejo Superior y Corte Plena, para los despachos civiles, lo anterior en tanto,  resulta necesario que las nuevas estructuras den seguimiento a dichos requerimientos y procedan a cumplirlos, normas prácticas para la aplicación del Código, etiquetados de audiencias, asuntos relacionados con el manejo de catálogos de trabajo para el sustento de la actividad jurisdiccional, el control y llenado de la matrices, el seguimiento a las agendas de los despachos y la actividad de trámite y fallo de asuntos, la revisión y análisis de informes emitidos por parte del Centro de Apoyo a la Función Jurisdiccional,  sobre la actividad de todos los despachos civiles a la fecha, con el fin de obtener insumos necesarios para dar seguimiento al cumplimiento de cuotas, ajustes y  aspectos derivados de la implementación de los planes fijados por el consejo para la ejecución de la reforma. Actualmente este aspecto, es de suma importancia,  va de la mano con el análisis de todos los informes emitidos por planificación, sobre las estructuras de los despachos antes de la reforma y que se están poniendo en conocimiento para su valoración, en complemento con los resultados que se están generando de la implementación del nuevo CPC. 

El seguimiento que se dará a las estructuras en un futuro abordaje, por parte del Departamento de Planificación, requiere una ardua labor, por parte de la gestoría, en tanto, es necesario mantener de una manera muy objetiva, datos frescos y relevantes que permitan conocer de los riesgos y aspectos de mejora, a fin de comunicarlos a autoridades pertinentes y tomar las decisiones adecuadas en aras de que  la reforma procesal civil, no se vea afectada como otras, por falta de seguimiento a la implementación y su ejecución. 

El acompañamiento es necesario, existen programadas reuniones a nivel nacional y de forma  periódica, con jueces coordinadores de las distintas estructuras, éstas, con el objetivo de lograr informar de los resultados obtenidos, de recalcar puntos necesarios que requieren reforzamiento, de generar conciencia en la importancia de implementar el proyecto en los términos acordados por el Consejo, en obtener retroalimentación sobre los grandes cambios que se están ejecutando, y en lograr informar sobre los planes de ayuda que se están brindando por parte del centro de gestión y apoyo y los requerimientos necesarios para su colaboración. 

Además, igualmente se mantiene la intención de continuar con visitas periódicas a los despachos a nivel nacional, con el fin de obtener insumos necesarios y desde la fuente, para así conocer de primera mano la situación del personal, la consideración de los usuarios y propiamente valorar las condiciones de los lugares, en un acercamiento más efectivo de la gestoría y la Comisión Civil de las realidades que mantienen las estructuras y el personal, situación imposible de lograr si solamente se mantiene un gestor para 70 despachos a nivel nacional. 

A nivel administrativo, existen igualmente coordinaciones y proyectos en ejecución que demandan a futuro mucha atención de parte de la gestoría tanto a nivel cobratorio como de los despachos civiles. 

Las distintas administraciones a nivel nacional, requieren  la atención de muchas actividades y consultas por parte de los gestores, desde contralorías de servicio a nivel nacional, hasta la verificación de la atención de las necesidades básicas de los distintos despachos por parte de las administraciones, son temas del quehacer de cada gestor, que no se acaban con la ejecución de la reforma, siendo más bien un aspecto que va en aumento, una vez que se implementó la ejecución del nuevo CPC.  Igualmente existen variedad de proyectos y coordinaciones con distintas  áreas del Poder Judicial, tales como:  TI, CONAMAJ,  CDIGESTO, Departamento de Planificación, Archivo Judicial, CACMFJ, Administraciones, Dirección Ejecutiva entre otros.  

6. CRITERIO DEL ÓRGANO TÉCNICO (DIRECCIÓN DE PLANIFICACIÓN), DEL ÓRGANO DE SEGUIMIENTO Y CONTROL (CAMCFJ), ASÍ COMO DEL ÓRGANO JURÍDICO DE ASESORÍA E IMPLEMENTACIÓN DE LA REFORMA (COMISIÓN CIVIL).

Según consta en el acuerdo del Consejo Superior que ahora se impugna, todos los órganos relacionados con la gestión de aprobación presupuestaria de la Reforma Procesal Civil, tanto el órgano técnico, como los órganos de implementación y asesoría recomiendan el mantenimiento  para convertir en ordinarias, las plazas de Gestor Civil.  Lo anterior se deduce de lo señalado en el informe emitido por la licenciada Nacira Valverde Bermúdez la cual presenta el estudio de Requerimiento de Recurso Humano 555-PLA-RH-MI-2019.  Impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial a partir de la promulgación del Nuevo Código Procesal Civil para el 2020

Por lo anterior, sobre las bases de lo expuesto anteriormente, considera esta Comisión que el fundamento técnico tanto administrativo, como ejecutivo y jurídico, amparan la continuidad de las dos plazas de gestor civil. 

En un primer momento, según el informe emitido por el departamento de planificación,  las 2 plazas de Jueza o juez 4, por estar destinadas a la colaboración de los Tribunales Colegiados de I Instancia, se esperaba conformar una sección de apoyo que resuelva de forma colegiada, y sea integrada a 3 jueces, con la transformación de una de las plazas de Jueza o Juez 5 (Gestor) a Jueza o Juez 4 y de esa manera colabore con el fallo de esos despachos, según las prioridades que determine el CACMFJ conforme al seguimiento continuo que realizan en las oficinas. Sin embargo, es importante hacer ver que la conversión recomendada, como se indicó líneas atrás, perjudicaría y limitaría de manera negativa la labor y tareas asignadas que tiene a su cargo el equipo gestor de la reforma civil, pues solamente mantendría una plaza para gestora o gestor, la cual debería asumir la totalidad de las labores de seguimiento y sostenibilidad de las estructuras, Indicadores de Gestión implantados en cada oficina judicial (que suman 70 despachos distintos) y la reforma en general que a la fecha cuenta con apenas 7 meses de instaurada, y que requerirá una valoración, seguimiento y ajustes constantes, que conforme avance deberán analizarse e implementarse, tarea que en la realidad para una única persona resulta de imposible alcance  y abordaje.
…”
Por otra parte concluye su nota mediante el siguiente comentario:
“…

Por todo lo anterior, en consideración no solamente a la actividad del Poder Judicial, sino también a la gran cantidad de usuarios que están pendientes del éxito y adecuada implementación de la reforma en la jurisdicción civil, incluyendo grandes usuarios como instituciones públicas, entidades financieras, gobierno central, así como los cientos de miles de usuarios en general que esperan y merecen la solución a sus conflictos a nivel patrimonial y que afectan todas sus relaciones a nivel social, se les requiere reconsiderar su decisión y permitir ordinariar y mantener las dos plazas de gestores a partir del año 2020, o eventualmente mantener la que se acordó eliminar de forma extraordinaria durante el año 2020, mientras se valora la necesidad de su continuidad. A efectos de brindar aclaraciones respecto del tema en cuestión si es de su consideración solicitamos una audiencia a fin de ser escuchados…”.
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En atención a lo expuesto, se considera que:

1- Mediante informe 555-PLA-RH-MI-2019 la Dirección de Planificación recomendó la continuidad de las dos plazas de Jueza o Juez 5 (Gestor), una en condición ordinaria y otra extraordinaria; haciendo la salvedad de que por 2020 el plan de Trabajo de Juezas y Juez 4 para apoyo a los Tribunales Colegiados Civiles del país contarían solamente con 2 recursos, debiendo readecuar el plan de trabajo para resolución de asuntos unipersonales únicamente. Ya que para la resolución de asuntos de forma colegida el plan estaría supeditado al igual que en 2019, a contar una tercera plaza de Jueza o Juez 4 concedida por el Centro de Apoyo o gestionada por ese Centro mediante permiso con goce de salario (artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial). 

2- Por parte del Consejo Superior en sesión 38-19 (Presupuesto 2019), celebrada el  2 de mayo del año en curso, artículo I, se considera que las labores del Gestor (Jueza o Juez 5) pueden ser desempeñadas por una sola plaza (ordinaria) con apoyo de las dos plazas de Profesional 2 asignadas al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la función Jurisdiccional para labores relacionadas con la materia Civil (realizar estudios técnicos de fondo, con propuestas de solución concretas,  en donde no solo se realicen la recopilación de indicadores o estadísticas, sino que se  diagnostiquen constantemente y den seguimiento a los despachos en materias de Cobro y Civil, de tal forma que el seguimiento permita detectar y   diseñar propuestas que implementen soluciones oportunas en el seguimiento de los despachos civiles, de forma que otorguen el valor agregado según competencias establecidas en los perfiles de puestos y en cumplimiento del objetivo de creación del CACMFJ, en relación a la mejora en los despachos jurisdiccionales). 

3- Por los puntos expuestos anteriormente, se someten las observaciones planteadas por la Comisión de la Jurisdicción Civil mediante oficio 036-CJC-a valoración del Consejo Superior a fin de que determinen cuál de los escenarios es aprobado en forma definitiva. 
	Variable
	Escenario 1
	Escenario 2

	Recurso
	Una plaza de Gestor (Jueza o Juez 5) ordinaria
	Una plaza de Gestor (Jueza o Juez 5) ordinaria y otra extraordinaria por 2020 

	Plan de Trabajo para Tribunales Colegiados Civiles de Primera Instancia
	Tres plazas de Jueza o Juez 4 (resolver asuntos unipersonales y colegiados)
	Dos plazas de Jueza o Juez 4 (resolver asuntos unipersonales), salvo existencia de una plaza del Centro de Apoyo o un permisos con goce de salario para poder resolver asuntos colegiados.

	Observación
	
	La plaza extraordinaria sería objeto de análisis sobre continuidad para 2021, sobre conveniencia de mantener esa plaza como Gestor o reasignarla como Juez o Juez 4 para completar una sección colegiada de apoyo a los Tribunales Colegiados Civiles del país


Sobre este mismo tema El Lic. Cristian Alberto Martínez Hernández, Director a.i. del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional presenta planteada mediante oficio 221-CACMFJ-JEF-2019 del 7 de mayo del 2019, respecto al acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión 38-19 (Presupuesto 2019), celebrada el  2 de mayo del año en curso, artículo I, donde conoció el informe 555-PLA-RH-MI-2019, referente al impacto organizacional y presupuestario para el Poder Judicial a partir de la promulgación del Nuevo Código Procesal Civil para 2019. En esta oportunidad se dispuso lo siguiente:

“Se acordó: 1) Aprobar el informe 555-PLA-RH-MI-2019 de la Dirección de Planificación y sus recomendaciones con las observaciones y aclaraciones que se indicaran. 2) Las plazas que cambian su condición a ordinaria obedecen a que forman parte de las estructuras organizacionales mínimas necesarias para hacer frente a la carga de trabajo de las nuevos despachos (Tribunales Colegiados) y de aquellos Juzgados Especializados o mixtos, en donde se requiere completar las estructuras mínimas necesarias, como consecuencia de la especialización de los Juzgados de Cobro del país.  3) Aprobar la creación de una plaza de juez o jueza 3 (recalificación de la plaza vacante de técnico judicial 3 de Heredia), para el Juzgado Mixto de Upala, ya que según los estudios técnicos realizados por la Dirección de Planificación, visibilizan  una alta carga de trabajo  en ese despacho y resulta ser una necesidad detectada desde periodos anteriores. 4) Las plazas de Profesional 2 del CACMFJ, se aprueban con la observación de que deberán dedicarse en sus funciones a realizar estudios técnicos de fondo, con propuestas de solución concretas,  en donde no solo se realicen la recopilación de indicadores o estadísticas, sino que se  diagnostiquen constantemente y den seguimiento a los despachos en materias de Cobro y Civil, de tal forma que el seguimiento permita detectar y   diseñar propuestas que implementen soluciones oportunas en el seguimiento de los despachos civiles, de forma que otorguen el valor agregado según competencias establecidas en los perfiles de puestos y en cumplimiento del objetivo de creación del CACMFJ, en relación a la mejora en los despachos jurisdiccionales. 5) Analizada la propuesta de mantener  dos plazas de Gestor (Jueza o Juez 5) en el Centro de Apoyo, se dispone mantener solamente una en condición ordinaria, ya que aunque los despachos cobratorios representan mayor carga de trabajo en la entrada de asuntos de los despachos judiciales, estos representan, labores menos complejas en su seguimiento y pueden ser apoyadas por los profesionales del CACMFJ, en su lugar  se aprueba que la plaza de Gestor (Jueza o Juez 5) que se propuso extraordinaria, se destine para conformar la Sección Ordinaria de  Tribunal Colegiado de Primera Instancia, tanto para la atención de los asuntos unipersonales como colegiados con categoría de Jueza o Juez 4, conformando  así un Tribunal Colegiado Itinerante completo y estable a cargo del CACMFJ  para dar soporte a  planes de descongestionamiento con competencia nacional. 6) Las plazas para planes de trabajo en materia de Cobro, se aprueban según el escenario propuesto por la Dirección de Planificación (plazas en condición extraordinaria), esperando que con las mejoras informáticas, los cambios de competencias y las propuestas de cambios de ley que se están impulsando  la Institución se impacte positivamente la materia cobratoria. 7) La Dirección Ejecutiva en conjunto con la Administración Regional de San Carlos, valoraran alternativas para atender la necesidad del espacio adicional requerido para el periodo 2020, para la plaza de Jueza o Juez 3 Civil del Juzgado mixto de Upala”. 

Este acuerdo fue comunicado mediante oficio 52-CSP-2019 del 3 de mayo del 2019. 

En esta reconsideración el Lic. Cristian Alberto Martínez Hernández, plantea entre otras cosas: 
“…
Este Centro plantea reconsideración del acuerdo citado en el punto 5), en razón de que el cuadro anexo “Observaciones del CACMFJ” al informe de la Dirección de Planificación, no se mencionaron todas las observaciones realizadas en su momento mediante el oficio N°179-CACMFJ-JEF-2019; por lo anterior es de suma importancia su valoración y análisis:

· Se considera importante dar continuidad a las 2 plazas de Juez 5, Gestor-Asesor, para el año 2020 (desde su génesis se asignaron dos plazas); dado que, la cantidad de Tribunales y Juzgados que conforman la Jurisdicción Civil, sea; la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia, 28 Juzgados Civiles, 1 Juzgado Concursal, 12 Tribunales Colegiados de Primera Instancia, 9 Tribunales de Segunda Instancia y 17 Juzgados de Cobro, uno de ellos conformado por 3 secciones, para un total de 70 despachos, conformados por 915 plazas aproximadamente.

· Se debe de tomar en cuenta que recientemente el nuevo Código Procesal Civil entró en vigencia, el cual implicó cambios en las estructuras del personal, en la metodología de trabajo, infraestructura, sistemas informáticos, entre otros, generando actualmente numerosas dudas por parte de las personas que conforman estos despachos.  

· Considerar, además, que despachos como lo son los Juzgados Cobratorios del Primer y Segundo Circuito Judicial de San José, están conformados por una elevada cantidad de plazas y la existencia de Tribunales completamente nuevos, lo que eventualmente produciría un aumento en las consultas que surgen en relación con la aplicación del nuevo Código, que requiere de la asesoría del equipo gestor. 

· Asimismo, para los planes de trabajo, se requiere del análisis y asesoría legal para la escogencia de los procesos que recibirán los planes de trabajo, lo que implicaría una inversión de tiempo mayor, más si se trata de asuntos complejos, que sumado a lo antes citado ocasionaría un recargo para una sola plaza de Gestor- Asesor.      

· Es por ello, que la asignación de únicamente una plaza de gestor, pone en riesgo los objetivos de la reforma, debido a la cantidad de despachos que debe de brindarse la asesoría, como parte de la sostenibilidad de los resultados obtenidos en todo el proceso de implementación. 

· En línea con lo anterior, debe de considerase, además, que mediante informe N°26-PLA-MI-2017
, la Dirección de Planificación recomendó ordinaria la primera plaza de Gestor (Jueza o Juez 4 en aquel momento) asignada para la Jurisdicción Laboral y mediante informe N°31-PLA-MI-2018
, recomendó ordinaria la otra plaza de gestor (como Jueza o Juez 5), contando esta Jurisdicción con dos plazas de Gestor-Asesor de forma ordinaria para atender un total de 62 despachos, 8 despachos menos que la Jurisdicción Civil. 

…”
Por otra parte concluye su nota mediante el siguiente comentario:
“…
Por lo antes expuesto, solicita este Centro reconsiderar el acuerdo supracitado y valorar la continuidad de las 2 plazas de Juez 5 (Gestor), una de forma ordinaria (recomendada) y la otra extraordinaria, pudiendo analizar la Dirección de Planificación para el 2021, la condición de esta última plaza, una vez consolidada la reforma…”.
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En atención a lo expuesto, se considera que:

1- En el informe 555-PLA-RH-MI-2019 la Dirección de Planificación contempla todas las observaciones expuestas por el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional mediante oficio 179-CACMFJ-JEF-2019, documento que incluso se observa como anexo 2, por lo que no lleva razón el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional al indicar que no fueron mencionadas y que resulta de suma importancia su valoración y análisis.

2- Mediante informe 555-PLA-RH-MI-2019 la Dirección de Planificación recomendó la continuidad de las dos plazas de Jueza o Juez 5 (Gestor), una en condición ordinaria y otra extraordinaria; haciendo la salvedad de que por 2020 el plan de Trabajo de Juezas y Juez 4 para apoyo a los Tribunales Colegiados Civiles del país contarían solamente con 2 recursos, debiendo readecuar el plan de trabajo para resolución de asuntos unipersonales únicamente. Ya que para la resolución de asuntos de forma colegida el plan estaría supeditado al igual que en 2019, a contar una tercera plaza de Jueza o Juez 4 concedida por el Centro de Apoyo o gestionada por ese Centro mediante permiso con goce de salario (artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial). 

3- Por parte del Consejo Superior en sesión 38-19 (Presupuesto 2019), celebrada el  2 de mayo del año en curso, artículo I, se considera que las labores del Gestor (Jueza o Juez 5) pueden ser desempeñadas por una sola plaza (ordinaria) con apoyo de las dos plazas de Profesional 2 asignadas al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la función Jurisdiccional para labores relacionadas con la materia Civil (realizar estudios técnicos de fondo, con propuestas de solución concretas,  en donde no solo se realicen la recopilación de indicadores o estadísticas, sino que se  diagnostiquen constantemente y den seguimiento a los despachos en materias de Cobro y Civil, de tal forma que el seguimiento permita detectar y   diseñar propuestas que implementen soluciones oportunas en el seguimiento de los despachos civiles, de forma que otorguen el valor agregado según competencias establecidas en los perfiles de puestos y en cumplimiento del objetivo de creación del CACMFJ, en relación a la mejora en los despachos jurisdiccionales). 

4- Por los puntos expuestos anteriormente, se someten las observaciones planteadas por el Centro de Apoyo Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional mediante oficio 221-CACMFJ-JEF-2019 a valoración del Consejo Superior a fin de que determinen cuál de los escenarios es aprobado en forma definitiva. 
	Variable
	Escenario 1
	Escenario 2

	Recurso
	Una plaza de Gestor (Jueza o Juez 5) ordinaria
	Una plaza de Gestor (Jueza o Juez 5) ordinaria y otra extraordinaria por 2020 

	Plan de Trabajo para Tribunales Colegiados Civiles de Primera Instancia
	Tres plazas de Jueza o Juez 4 (resolver asuntos unipersonales y colegiados)
	Dos plazas de Jueza o Juez 4 (resolver asuntos unipersonales), salvo existencia de una plaza del Centro de Apoyo o un permisos con goce de salario para poder resolver asuntos colegiados.

	Observación
	
	La plaza extraordinaria sería objeto de análisis sobre continuidad para 2021, sobre conveniencia de mantener esa plaza como Gestor o reasignarla como Juez o Juez 4 para completar una sección colegiada de apoyo a los Tribunales Colegiados Civiles del país


Manifiesta la licenciada Nacira Valverde Bermúdez en lo que respecta a las plazas de gestor en materia de trabajo se informa: 

· Para Presupuesto 2017 (informe 30-PLA-PI-2016) se incluyó 1 plaza de Juez 4 extraordinaria como Gestor.  El otro gestor estaba con un permiso con el artículo44 LOPJ (Lic. Fabricio Garro y  el Lic. Fabián Arrieta)

· Para Presupuesto 2018 (informe 26-PLA-MI-2017) se ordinario la plaza de Jueza o Juez 4 (se reasignó por la Dirección de Gestión Humana a Juez 5 y se nombró a la Licda. Lourdes Montenegro). Adicionalmente se creó una plaza de Jueza o Juez 4 Gestor extraordinaria (como segundo gestor, pero el CACMFJ no nombro a nadie ya que la Dirección de Gestión Humana al ser una plaza extraordinaria no la incluyó en las reasignaciones a juez 5, siempre quedó como categoría 4).

· Para Presupuesto 2019 (informe 31-PLA-MI-2018) se recomendó ordinaria la segunda plaza de Gestor en Laboral ya con categoría de Jueza o Juez 5 (me indican en el CACMFJ que esta plaza no está trabajando como gestor sino como Juez itinerante (cuarto juez) en asuntos de inhibitorias civiles y laborales a nivel nacional.

-0-

Con base en lo anterior, se recomienda valorar los escenarios propuestos, en caso de aprobar el escenario 1, entonces rechazar la reconsideración planteada, y por lo tanto mantener lo dispuesto por el Consejo Superior en la sesión 38-19 (Presupuesto 2019), celebrada el 2 de mayo del año en curso, artículo I.

En caso de aprobar el escenario 2, aprobar la reconsideración planteada, y modificar lo dispuesto por el Consejo Superior en la sesión 38-19 (Presupuesto 2019), celebrada el  2 de mayo del año en curso, artículo I, en el sentido de que se mantienen las 2 plazas de Gestor (Jueza o Juez 5), una ordinaria y otra extraordinaria, con la observación de que para 2021 se analizará la conveniencia de mantener esa plaza como Gestor o reasignarla como Juez o Juez 4 para completar una sección colegiada de apoyo a los Tribunales Colegiados Civiles del país. 

-0-
Se acordó: Aprobar por mayoría la reconsideración presentada por la Comisión de la Jurisdicción Civil, y en consecuencia modificar lo dispuesto por el Consejo Superior en la sesión 38-19 (Presupuesto 2019), celebrada el  2 de mayo del año en curso, artículo I, en el sentido de que se mantienen las 2 plazas de Gestor (Jueza o Juez 5), una ordinaria y otra extraordinaria.

El integrante Montero Zúñiga, vota por rechazar la reconsideración planteada, ya que la solicitud de dos gestores se sustenta en supuestos y en el mejor servicio que se le debe dar a “los grandes usuarios” de la materia cobratoria.  Considera el integrante Montero que dadas las limitaciones fiscales que enfrenta el país y de forma derivada el Poder Judicial, se debe procurar un adecuado y eficiente uso de los escasos recursos institucionales, y si se requiere dotar recursos al área jurisdiccional, estima necesario priorizar las materias sociales como Familia, Violencia Domestica, Pensiones Alimentarias, Laboral, etc.  Asimismo, con la propuesta aprobada en la sesión anterior, se está aprovechando la plaza de Juez 4 para integrar un Tribunal, que ahora se quiere utilizar como gestor, este Tribunal que ahora quedaría desarticulado, y que como solución el Director Interino del Centro de Apoyo, ofrece dar una plaza de ese Centro para integrar el Tribunal, que igualmente es una plaza adicional y que como parte del plan de implementación se ha reforzado con permisos con goce de salario otorgados por este Consejo, para labores jurisdiccionales y no para poder tener dos gestores. Además considera el Integrante Montero que ese Centro está para apoyar todas las materias jurisdiccionales y no una en particular, que este Consejo ha evidenciado que en muchas ocasiones se le ha requerido apoyo a ese Centro para un despacho en particular y como respuesta hemos tenido que no disponen de jueces o juezas para atender el requerimiento, lo cual resulta contradictorio.

ARTÍCULO IV 
Se conoce reconsideración planteada mediante oficio 250-ARN-2019 del 07 de mayo de 2019, suscrito por el Máster Jairo J Álvarez López, Administrador Regional del II Circuito Judicial de Guanacaste, respecto al acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión extraordinaria 38-19 (Presupuesto 2020), celebrada el 02 de mayo del año en curso, artículo III, referente al estudio de Requerimiento de Recurso estudio sobre la continuidad y creación de plazas para el Edificio de Tribunales de Justicia de Jicaral (un Técnico Especializado 5 y un Profesional 1)  En esta oportunidad se dispuso lo siguiente:
“Aprobar el informe (572-PLA-RH-OI-2019) presentado por la Dirección de Planificación y sus recomendaciones.”
Este acuerdo fue comunicado mediante oficio 55-CSP-19 del 03 de mayo del 2019 a la Licda. Yendry Portugués Pizarro, Presidenta del Consejo de Administración Segundo Circuito Judicial de Guanacaste (Nicoya).

En la reconsideración el MBA. Jairo J Álvarez López, junto con el criterio de la Licda. Esther Orias Obando, Jueza de Pensiones y Contravenciones de Jicaral, plantean lo siguiente:

	Criterio del MBA. Jairo J Alvarez Lopez, junto con el criterio de la Licda. Esther Orias Obando, Jueza de Pensiones y Contravenciones de Jicaral
	Criterio de la Dirección de Planificación

	A. Tecnología del edificio: el edificio de los Tribunales de Justicia de Jicaral, como se indicó en el informe de referencia, tiene más tecnología que el edificio de los Tribunales de Justicia de Nicoya, la garantía preventiva de los equipos instalados en ese edificio vencen el próximo mes de setiembre de 2019, por las cargas de los compañeros de la Administración Regional de Nicoya no ha sido posible presentar de forma completa para su trámite ante el Departamento de Proveeduría los siguientes mantenimientos de equipos: sistemas eléctricos (sistema de iluminación, tableros de distribución, tomacorrientes), pararrayos, alarma contra incendio, CCTV, control de acceso, sistema fotovoltaico, generador eléctrico, UPS, sistemas mecánicos, transformador, bombas de aguas y sistema de aire acondicionado. El tema anterior preocupa y aunque hacemos esfuerzos para remitir a tiempo la contratación de los servicios, no ha sido posible porque los coordinadores de área están abocados a sus labores ordinarias y no hemos logrado avanzar, en virtud de lo anterior, hemos definido prioridades de atención apremiantes para el edificio de Jicaral, tales como el contrato con Durman Esquivel para la planta de tratamiento de aguas residuales, el contrato de limpieza, jardinería y seguridad, los cuales actualmente se llevan a cabo así como también la verificación y ejecución de los mismos.
	Si bien es cierto tal como se menciona el edificio posee tecnología de avanzada, y se deben realizar contratos y seguimientos; no obstante, estos pueden seguir siendo asumidos por la Administración Regional, se recomienda que la Administración ejecute un cronograma de trabajo con fechas establecidas para cumplir con los plazos establecidos para atender estar labores. 

	B.
Proyecto bandera azul: el año pasado con el apoyo de la plaza de profesional asignado a los Tribunales de Justicia de Jicaral mediante PCGS, iniciamos contacto con el proyecto de bandera azul a efectos de realizar acciones para obtener la acreditación del edificio, hicimos una agenda de trabajo para ir implementando y evidenciando lo realizado y así presentar el informe final, sin embargo, no se pudo llevar a cabo porque lamentablemente no se continuó con la prórroga de la plaza de profesional 1 en los Tribunales de Justicia de Jicaral. 

	Se toma nota de lo señalado.

	C.
Labores Administrativas de la Jueza de Pensiones de Jicaral: no es cierto que las labores Administrativas de los compañeros de Jicaral sean únicamente entrega de antecedentes penales y certificaciones, el trabajo administrativo en un edificio es muy dinámico y en ocasiones surgen emergencias que ante la ausencia de mi persona las debe atender alguien responsable en el sitio, en este caso es la Licda. Esther Orias Obando, Jueza de Pensiones y Contravenciones de Jicaral, con quien hemos coordinado en diferentes oportunidades la atención de emergencias en la planta eléctrica, aires acondicionados, apertura de oficinas, ingreso de empresas por mantenimiento correctivo, planta de tratamientos de aguas residuales, suspensiones de fluido eléctrico, gestiones ante autoridades de la comunidad entre otros, todo lo anterior mientras podemos desplazarnos hacia el edificio de los Tribunales de Justicia de Jicaral y asumir la emergencia, debo indicar que la Licda. Esther Orias Obando es una persona muy colaboradora, pero considero que debe existir una persona encargada de la parte administrativa que asuma responsabilidades que por la naturaleza del puesto no le corresponden a un Juez, lamentablemente no tememos posibilidad de estar todos los días en Jicaral y aunque cumplamos un rol de visitas, las condiciones y características de ese edificio pueden requerir atención un día diferente al de la visita.  

	Las labores administrativas de la Señora Jueza de Pensiones de Jicaral, la atención de emergencias (ya sea por la planta eléctrica, aires acondicionados, apertura de oficinas, ingreso de empresas por mantenimiento correctivo, planta de tratamientos de aguas residuales, suspensiones de fluido eléctrico, gestiones ante autoridades de la comunidad entre otros) no representan situaciones que pueda solucionar el personal administrativo no competente en labores técnicas, de ahí que se estimara necesario el recurso sugerido de Técnico Especializado 5, que será el que se desplace con prioridad de atención al nuevo edificio de Jicaral.  Los otros aspectos de índole administrativo la administración de Nicoya debe coordinar el cronograma de visitas, giras, etc, para minimizar el impacto adicional administrativo señalado.

	D.
La Dirección de Planificación, indica que por la atención de planes remediales y la mayor demanda de los servicios en el edificio de Jicaral a futuro y con la debida justificación se podrá considerar la permanencia de un recurso administrativo en Jicaral, dejando de esa forma la expectativa para una nueva gestión de plaza para el edificio de los Tribunales de Justicia de Jicaral, pero no emite criterio en cuanto a los parámetros que se deben considerar, es decir únicamente se refiere a un incremento en la demanda de un servicio, la cual puede ser subjetiva, por lo que no queda objetivamente claro que es una demanda mayor para solicitar una plaza administrativa para los Tribunales de Justicia de Nicoya. 

	Sobre las expectativas de crecimiento en demanda de servicios y utilización del edificio de Jicaral, se espera que la existencia de otras oficinas en el edificio aumenten, lo cierto es que los factores y estadísticas demográficas de la zona indican lo contrario, tanto es así que si analizamos las principales divisiones en el edificio (Juzgado Contravencional, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial (OIJ), Juzgado Penal, Trabajo Social, celdas y oficinas administrativas”), solo se utiliza permanentemente las referidas al Juzgado Contravencional (14.28%) y si realizáramos un aproximado en cuanto al área del edificio los 1.258 metros cuadrados, siendo optimistas y considerando áreas comunes se podría decir que un 25% (+- 5%) del área  se utiliza permanentemente.  Si bien es cierto que se está aplicando un plan remedial el cual tiene un inicio y un final esto no conlleva a la creación de un recurso permanente en el edificio, por otro lado, la entrega de Hojas de Delincuencia, Certificaciones y Constancias y otras labores, tampoco justifican la creación del recurso puesto que la demanda analizada únicamente implica 4 horas laborales al mes. Tal como se indicó en el informe, existen otras labores adicionales, no obstante, resulta importante indicar que estas se ejecutaban antes de la construcción del edificio y no implican un aumento en la carga de trabajo para la Administración Regional de Nicoya.

	Por su parte la Licda. Esther Orias Obando, Jueza de Pensiones y contravenciones de Jicaral, indicó:

Con relación a la recomendaciones dada por la señora Directora de ese departamento no comparto  la misma, en razón de que el Consejo Superior debe tomar en consideración que todo Edificio de Tribunales de Justicia debe tener un Profesional 1 o administrador como quiero calificarse el puesto por razones que son muy obvias y que requieren de una persona precisamente con experiencia en  lo que corresponde a los procedimientos de administración Pública,  funciones que son totalmente distintas a la Juez propiamente como en mi caso que de forma voluntariosa le he colaborado  de acuerdo a mis ocupaciones. 

Que el personal a mi cargo y la suscrita podemos tener disposición de colaboración pero no es obligación de ningún de ningún funcionario del Juzgado Contravencional de Jicaral dejar de atender ocupaciones propias de nuestros cargos por realizar funciones no compatibles y propias de un Administrador, por ejemplo realizar revisiones  de las visitas que realizan las personas de mantenimiento de las diferentes áreas,   revisiones  de diferentes oficinas que incluso están siendo utilizadas por otro personal por ejemplo  fiscalía, defensa pública, tribunal de juicio, sala de juicios,  solicitudes de exoneraciones en caja Chica,  sean venido presentando situaciones por ejemplo que dejan puertas abiertas equipo tecnológico encendido.  En sí es una serie de revisiones minuciosas que no pueden agendarse periódicamente como lo señala la dirección de planificación, sino que obligatoriamente se requiere que sean todos los días.  

	El criterio externado por la Licda. Esther Orias Obando, Jueza de Pensiones, lo comparte en el informe esta Dirección, se es consciente de la colaboración en actividades que no corresponden a la función sustantiva de la judicatura que vienen realizando; sin embargo, es la Administración Regional quien deberá organizarse con su personal para coordinar ese tipo de actividades y que no se recarguen en la jueza. Ejemplo de ello, es emitir directrices, o disposiciones para coordinar las visitas que realizan las personas de mantenimiento de las diferentes áreas, así como hacer una labor de concientización a todo el personal que trabaja en ese edificio para apagar los monitores y demás artículos eléctricos, responsabilizando a quienes no lo realicen.

Además de organizarse con las visitas regulares que realice el personal de la Administración para no recargar la labor sustantiva de la Licda. Orias Obando, a quien se agradece por mantener esa mística y colaboración.

La Administración de Nicoya debe informar al personal del edificio el rol de giras, las labores y responsabilidades  del Técnico Especializado 5.

	E.
Por el momento el Juzgado Contravencional de Jicaral a podido llevar un control de las solicitudes de hojas de delincuencia y constancias de Pensiones dado a que tenemos dos años consecutivos de mantener una plaza de Técnico Judicial 1 en forma extraordinaria   y eso ha permitido brindar más soporte en la manifestación del público, sin embargo, no es una ayuda segura porque de no contar más con esta plaza evidentemente los más afectados van a ser los usuarios. Incluso es muy lamentable tener que escuchar diariamente las quejas de los usuarios   quienes señalan que es una lástima que en Jicaral haya un edificio tan grande con tal mal servicios pues la idea de haber construido este Tribunal fue precisamente para mejorar los servicios que se brindan.  De esta forma dejó externada mi inconformidad con las recomendaciones señalada por la dirección de Planificación dado a que no se ajustan a la realidad del caso que actualmente se está enfrentando en este Tribunal.  

En caso de mantener el criterio de no asignar la plaza de profesional 1 para el edificio de los Tribunales de Justicia de Jicaral, respetuosamente solicito valorar la asignación de una plaza de técnico o auxiliar administrativo con dirección funcional de esta Administración en el edificio de los Tribunales de Justicia de Jicaral, lo anterior de forma extraordinaria para este año y ordinaria a partir del año 2020, a esa plaza se le asignará la atención de la mayoría de funciones administrativas con apoyo de esta Administración.  .”
	Al momento de realizarse el presente informe, como pudo observarse por parte de la señora Jueza, también se analizó la carga de trabajo del Juzgado Contravencional, y se indicó que el Subproceso de Evaluación de esta Dirección, ha establecido una serie de indicadores para los diversos despachos jurisdiccionales, con el propósito de lograr medir, controlar y verificar la gestión de cada despacho para su mejora continua.

Producto de estos indicadores, se ha establecido un rango estimado como “estándar o aceptable” para las variables de casos entrados, terminados y circulante total de los despachos, por lo que se procedió a hacer una revisión de los referidos indicadores para el juzgado en estudio comparativamente con el movimiento en la carga de trabajo que registra el despacho, determinándose que  presenta una carga de trabajo manejable según el rango de indicadores establecido. Incluso se determinó que la entrada de asuntos está por debajo del rango y el circulante del despacho se mantiene dentro del rango promedio. En cuanto a los asuntos salidos, están por debajo del límite inferior del rango.

Los datos permitieron inferir que la colaboración que brinda el juzgado para realizar el trámite de la entrega de las certificaciones no afecta el rendimiento en la carga de trabajo normal del despacho, y la colaboración en labores administrativas no ha ejercido un detrimento en la función sustantiva.

Por lo anterior, no se justifica la creación de un recurso adicional.


Con base en lo anterior, se recomienda rechazar la reconsideración planteada, y por lo tanto mantener lo dispuesto por el Consejo Superior en la sesión extraordinaria 38-19 celebrada el 02 de mayo de 2019, artículo III.  Deberá el Consejo Superior con las observaciones señaladas analizar si mantiene el criterio o si por algún motivo de prestación del servicio público se asignaran más recursos en la zona. 
Se acordó: 1) Aprobar las recomendaciones de la Dirección de Planificación y en consecuencia se mantiene lo dispuesto por el Consejo Superior en la sesión extraordinaria 38-19 celebrada el 02 de mayo de 2019, artículo III. 2)  En vista de la necesidad planteada y para atender  la prestación del servicio público, así como la debida atención a las instalaciones y equipamiento del nuevo edificio de Jicaral, la plaza de Técnico Especializado 5 se deberá transformar en Profesional en Mantenimiento 1, igual perfil que mantienen los funcionarios del Departamento de Servicios Generales, lo cual permitirá la atención oportuna de las tareas que se requieren”
ARTÍCULO V
La licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de la Dirección de Planificación, indica que en sesión 35-2019 Extraordinaria (Presupuesto 2020) Artículo V, se conoció la solicitud realizada por el Departamento de Proveeduría y la Dirección de Tecnología de la Información, en cuanto al requerimiento de recurso humano y de orden técnico, que se requiere para la implementación en el Poder Judicial del Sistema de Compras Públicas (SICOP), cuyo costo asciende a ¢249.097.560, según detalle:
	Cant.
	Descripción
	Total

	3
	Profesionales en Informática 2 (PCGS) para DTI
	¢113.499.000

	3
	Profesionales 2 (PCGS) para el Departamento de Proveeduría
	¢113.499.000

	1
	Anualidad de Racsa
	¢18.826.920

	6
	Alquiler de Equipo de Cómputo
	      2.455.200

	6
	Estaciones de Servicio 
	         817.440

	
	Total: 
	¢249.097.560


En su momento el Consejo Superior acordó:
“1) No se acogen las recomendaciones propuestas. 2)La Dirección de Planificación debe estimar el impacto económico total y presentarlo de forma independiente ante el Ministerio de Hacienda, como un requerimiento adicional al presupuesto ordinario del Poder Judicial para el anteproyecto de presupuesto 2020, al tratarse de una necesidad impuesta al Poder Judicial producto de una nueva disposición legal aprobada.”
Posteriormente, la MBA Ana Eugenia Romero Jenkins, indica mediante correo electrónico del 20 de mayo de 2019, a laDirección de Planificación que,producto de la reunión sostenida el pasado 17 de mayo con la Señora Rocio Aguilar Montoya, Ministra de Hacienda, señaló que no se permitirá el registro de ninguna suma en el Presupuesto 2020, bajo el concepto extra-límite.

Por lo antes expuesto, solicita al Consejo Superior valorar incluir en el presupuesto ordinario 2020, los recursos que se requieren para la implementación del Sistema de Compras Públicas, por un total de ¢240.097.560.
Se acordó: Aprobar la solicitud de la Dirección Ejecutiva, y en consecuencia incluir en el presupuesto ordinario 2020, los recursos que se requieren para la implementación del Sistema de Compras Públicas, y atender la obligación legal impuesta, por un total de ¢240.097.560. En relación a los costos asociados de los permisos con goce de salario se deberán incluir dentro del total de la subpartida de sustituciones, sin aumentar el monto adicional. 

ARTICULO VI
La máster Adriana Orocú Chavarría, Presidenta de la Asociación Costarricense de la Judicatura (ACOJUD), remite solicitud de 13 de mayo de 2019, literalmente indica:

Uno de los fines de la ACOJUD, es promover la democratización e independencia de la función judicial y resguarda el ejercicio digno de la judicatura, con impacto nacional e internacional. La organización cuenta actualmente con  una membresía  del  97% de los jueces y juezas del país, lo cual le otorga una amplia legitimidad.

En 1994, la ACOJUD ingresó a la Federación Latinoamericana de Magistrados (FLAM) y a la Unión Internacional de Magistrados (UIM), además de la Federación Centroamericana de Jueces y Juezas (FECAJUD) en el 2008, organismos en los cuales nos hemos hecho acreedores de respeto y reconocimiento general, llegando en pocos años de presencia, a ocupar las más altas posiciones directivas, como reconocimiento del trabajo que hemos realizado.

De estas organizaciones, la Unión Internacional de Magistrados (UIM) es una organización internacional, profesional, apolítica, fundada en Salzburgo, Austria en el año 1953. Sus miembros, asociaciones de magistrados (as) y jueces (as),   conforman la organización más representativa a nivel mundial de la judicatura.   El objetivo principal de la UIM, es la salvaguardia de la independencia de los  Poderes Judiciales, como condición esencial de la función jurisdiccional y garantía de derechos humanos y de las libertades de las personas.

La UIM agrupa actualmente a 94 asociaciones nacionales procedentes de 94 países y de los cinco continentes. La Unión comprende cuatro grupos regionales:

· Asociación Europea de Magistrados (44 países)

· Grupo Iberoamericano (19 países)
· Grupo Africano (19 países)
· Grupo Asiático, Norteamericano y Oceánico (12 países).
La UIM tiene relación permanente  con las organizaciones miembros a través de  cuatro Comisiones de Estudio, con seguimiento mensual de diálogo, intercambio y propuestas y que tratan respectivamente: Organización Judicial, transparencia y fortalecimiento institucional, Status de los Magistrados; Derecho y Procedimiento Civil; Derecho y Procedimiento Penal (Justicia transnacional, crimen organizado); Derecho Público y del Trabajo.  Basándose en las experiencias nacionales, los miembros de las Comisiones  estudian algunos problemas de interés común que conciernen a la justicia en todos los países y a su vez,  proponen soluciones que se canalizan a las diferentes instituciones Judiciales mediante las asociaciones, coadyuvando para la eficiencia y fortalecimiento de la Justicia. 

Todos los años, la UIM celebra su Asamblea y Congreso Anual  se reúne en diferentes partes del mundo bajo el nombre REUNION Y CONGRESO ANUAL DE LA UNION INTERNACIONAL DE MAGISTRADOS, razón por la cual,  la ACOJUD mediante acuerdo de su Junta Directiva respaldado en Asamblea General Ordinaria 2019, propusimos el nombre de Costa Rica, ante el Comité Central de la UIM en Roma, para convertirnos en la sede mundial del evento más relevante de la judicatura internacional en el año 2020.  

La presentación de la candidatura se realizará en Astaná, capital de  Kazajistán, en centro Asia, en el mes de septiembre de este año 2019.

En nuestro interés de presentar a Costa Rica como sede, tomamos en cuenta diferentes razones: 

-El prestigio internacional que tiene nuestro país como baluarte en el fortalecimiento de las instituciones de justicia y de los Derechos Fundamentales en favor de los y las habitantes.

-El reconocimiento internacional que ha logrado la ACOJUD y el respaldo que ello conlleva, debido a las distintas actividades y posicionamiento en temas centrales que atañen a la administración de justicia. 

-El altísimo nivel académico que tendrá el Congreso UIM 2020, en razón de  los temas puestos para discusión, sus  expositores y  participantes, que lo convertirán en un encuentro óptimo para el mejoramiento de la calidad de la administración de justicia, a través de la capacitación.   Sabemos que ese es un norte propuesto en las políticas judiciales de nuestra institución.  

-Por ser nuestro país un referente no sólo en la región, sino a nivel mundial, en la lucha permanente para garantizar un Poder Judicial independiente.

La expectativa es contar con una cantidad de entre 700 y 1000 personas, siendo estas Magistrados(as) y Jueces(as) de los 94 países representados en la UIM, lo cual representa también una visualización internacional importante para nuestro país, en los temas de justicia. Ser la sede de la Reunión y Congreso Anual de la UIM, representa poner en el mapa mundial a este país pequeño en extensión pero grande en el liderazgo en muchos temas de trascendencia humana y entre ellos, la independencia judicial.

La candidatura de Costa Rica, no sólo es una idea que ilusiona a la judicatura costarricense, sino también jueces y juezas, magistrados y magistradas  de otros países, nos han mostrado su apoyo y esperan con gran alegría nuestra designación.  El apoyo ha sido externado también por instancias como  la Cancillería de la República, el Ministerio de Justicia y de Turismo. 

Por lo anteriormente indicado y por los costos que representa la organización de un evento de gran relevancia, es que solicitamos el respaldo del Poder Judicial para incluir una partida presupuestaria de sesenta millones de colones, en el proyecto de presupuesto 2020, con  destino específico de actividades de capacitación,  lo cual representaría un cuarenta y cinco por ciento del costo total previsto.  El resto del financiamiento se está gestionado a través de otras entidades afines y embajadas de países amigos y con participación de sus delegaciones en el congreso.   Además, desde ya dejamos planteada la solicitud para que  el evento sea declarado de Interés Institucional. 
Por la importancia del evento, estamos desde ya realizando gestiones y conversaciones para que la actividad sea también declarada de interés público y con ello, provocar un respaldo mayor. 

Con las muestras de agradecimiento y seguros  del entendimiento de la importancia de la actividad,  me suscribo cordialmente y en disposición de cualquier aclaración.
-0-

Se acordó: Indicar a la máster Adriana Orocú Chavarría, Presidenta de la Asociación Costarricense de la Judicatura (ACOJUD), que este Consejo Superior comparte la importancia y relevancia de esta actividad, sin embargo, debido a que esto supera el límite de presupuesto impuesto por el Ministerio de Hacienda, se remite la solicitud de forma concreta a la Corte Plena, para que lo valore en las sesiones extraordinarias de presupuesto 2020 que corresponden en la semana del 3 al 7 de junio de 2019.
ARTICULO VII
La máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora a.í. Gestión Humana, presenta informe PJ-DGH-UPEE-0235-2019 de 15 de mayo de 2019, que literalmente indica: 

“En acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial en la sesiónextraordinaria 38-19 (Presupuesto 2020), celebrada el 2 de mayo del año en curso, se solicita:

2) Solicitar a la Dirección de Gestión Humana que realice un estudio de la partida de remuneraciones, partiendo del porcentaje de sustitución en el escalafón policial del Organismo de Investigación que permita a este Consejo Superior valorar presentar una propuesta a la Corte Plena para financiar presupuestariamente las nuevas plazas analizadas en el programa, sin crecimiento del límite ordinario del programa, en coordinación con el Organismo de Investigación Judicial.”

Según acotado en el oficio del Ministerio de Hacienda DM-615-2019, literalmente indica: “…no se autorizará la creación de plazas, ni solicitud de recursos adicionales al monto de gasto presupuestario máximo comunicado, por lo que éstas opciones estarán deshabilitadas en el Sistema de Formulación Presupuestaria (SFP) … los documentos mediante los cuales se remita el anteproyecto de gasto deberá coincidir con los registros incluidos en el SFP, de lo contrario no serán de recibo por este Despacho, ni se tramitará por parte de la Dirección General de Presupuesto Nacional (DGPN).”, y aunado a la reunión sostenida el pasado viernes en el Despacho de la Ministra de Hacienda, ésta Dirección se ve imposibilitada a cumplir con lo solicitado.
Se acordó: Tomar nota del informe presentado por la Dirección de Gestión Humana. 
ARTICULO VIII
Se procede a conocer el consolidado de las plazas aprobadas para el 2020 por el Consejo Superior.

 La Licenciada Nacira Valverde Bermúdez expone los principales resultados de las plazas aprobadas para el 2020, producto de los acuerdos tomados en las sesiones extraordinarias de presupuesto.  Al respecto se indica lo siguiente:

Plazas Ordinarias y Extraordinarias
· En primer lugar, se presenta un desglose general de las 391 plazas extraordinarias que fueron aprobadas para el 2019 y cuál es su situación para el 2020, una vez realizados los estudios de requerimiento humano y lo dispuesto por el Consejo Superior:

	PROGRAMA
	ESTADO EN 2020

	
	ORD
	EXT
	TOTAL

	P.926 Direc., Adm. y Otros Órganos de Apoyo
	17
	19
	36

	P.927 Servicio Jurisdiccional
	213
	45
	258

	P.928 Organismo de Investigación Judicial
	7
	9
	16

	P.929 Ministerio Público
	0
	8
	8

	P.930 Defensa Pública
	63
	7
	70

	P.950 Servicio de Atenc.yProtec.deVíct.y Test.
	0
	3
	3

	TOTAL
	300
	91
	391


· Considerando lo anterior, se están aprobando para el 2020, 391 plazas, de las cuales 300 se proponen como ordinarias y 91 como extraordinarias.  

El costo estimado total es de ¢14.015.960.000; según el siguiente detalle por Programa Institucional: 
[image: image22.emf]Cantidad Costo Cantidad Costo Cantidad Costo

926 Dirección, Administración y Otros Órganos de Apoyo 17 511.561.000 19 691.076.000 36 1.202.637.000

927 Servicio Jurisdiccional 213 7.435.802.000 45 1.576.003.000 258 9.011.805.000

928 Organismo de Investigación Judicial 7 189.402.000 9 159.527.000 16 348.929.000

929 Ministerio Público 0 0 8 291.572.000 8 291.572.000

930 Defensa Pública 63 2.761.394.000 7 310.235.000 70 3.071.629.000

950 Servicio de Atención y Protección de Víctimas y Testigos 0 0 3 89.388.000 3 89.388.000

Total general 300 10.898.159.000 91 3.117.801.000 391 14.015.960.000

Programa

Ordinaria Extraordinaria Total

RESUMEN GENERAL PLAZAS ORDINARIAS Y EXTRAORDINARIAS

Y COSTO ESTIMADO PARA EL 2020


Se adjuntan los cuadros de los consolidados
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Finalmente, existen 24 Permisos con Goce de Salario que el Consejo Superior aprobó crear como plazas para el 2020, e igualmente aprobó la creación de 16 plazas completamente nuevas. En ambos casos considerando las  directrices  del Ministerio de Hacienda quedarían sin poder ser integradas dentro del límite de puestos que se está autorizando al Poder Judicial. Se adjuntan los detalles correspondientes.
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Se acordó: Aprobar la información presentada por la Dirección de Planificación, en consecuencia realizar la conversión indicada, en el entendido que no hay crecimiento de plazas. En cuanto a las plazas estudiadas y que se originan de los permisos con goce de salario,  ellos se deberán registrar por la Dirección de Gestión Humana dentro del límite del porcentaje de crecimiento en la subpatida de sustituciones.
ARTÍCULO IX
La Licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación,  informa que el pasado viernes 17 de mayo se sostuvo reunión con la señora Ministra de Hacienda Rocío Aguilar Montoya , con la participación del señor Presidente de la CorteSuprema de Justicia Fernando Cruz Castro, así como los jefes de ProgramasWálter Espinoza Espinoza Director del Organismo de Investigación Judicial, Emilia Navas Aparicio Fiscala General de la República, Diana Montero Montero Jefa de la Defensa Pública  y las Jefaturas de las Direcciones Administrativas como el Director del Despacho de la Presidencia, con el fin de aclarar  temas relativos ala formulación de Presupuesto 2020.

Al respecto se plantearon a la señora Ministra las siguientes consideraciones:

1. El Ministerio de Hacienda remite un monto máximo de limite presupuestario que significa un recorte de aproximadamente 13.419 millonesde acuerdo a los montos formulados al día de hoy.

2. El escenario del presupuesto 2020, según el monto límite del crecimiento establecido por el Ministerio de Hacienda y con los datos aprobados por el Consejo Superior al día de hoy, significanrecortes tanto en gastos corrientes como gastos de capital, según cuadro anexo.
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3. Según los lineamientos de la Dirección General de Presupuesto Nacional cada entidad debe incorporar como parte de su presupuesto ordinario los recursos necesarios para atender el ajuste por concepto de costo de vida.  Aspecto que resulta contradictorio para el Poder Judicial al establecerse para el año 2020 un monto por concepto de gasto corriente inferior en relación con el asignado para el 2019. 

4. El presupuesto del año 2019 fue incluso rebajado por la Asamblea Legislativa durante su proceso de aprobación, aspecto que denota la apremiante situación que experimenta el Poder Judicial en la atención de sus necesidades. 

5. El realizar esos rebajos para darle contenido a remuneraciones, podría implicar sacrificar otros recursos que resultan de necesidad apremiante por lo que el panorama es crítico, por lo que podría implicar: 

· Tomar recursos de gasto corriente destinado a obligaciones establecidas como pago de contratos, servicios públicos, insumos básicos para la prestación de servicios sensibles.
6. Se indica también que no hay creación de plazas nuevas por parte del Poder Judicial para el 2020, pero se solicitala apertura del sistema del Ministerio de Hacienda para la inclusión correspondiente de la misma cantidad de plazas, ya que como las plazas son sujetas a estudios técnicos puede variar su categoría,  derivados de las necesidades institucionales. 

7. Los recursos afines a leyes especiales, por ejemplo, Personerías Jurídicas, Oficina de la Defensa Civil de la Víctima, donación para Justicia Restaurativa se estarán presentando por separado al Presupuesto Ordinario, dada la naturaleza de su fuente de ingreso. 

8. En el caso de los recursos para la subpartida 6.01.03 Aporte Estatal al Seguro de Salud de la CCSS  se presentarán por separado conforme las directrices del Ministerio de Hacienda.
Además, se le entregó a la Señora Ministra el oficio 101-P-2019 suscrito por el Presidente de la Corte donde entre otros aspectos se le solicita:
“Explicar detalladamente el procedimiento seguido para determinar el monto máximo asignado al Poder Judicial para la formulación de su presupuesto del 2020, en función de la Ley 9635 “Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas.

Se adjunta oficio.
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Finalmente indicar, que como resultado de la reunión realizada con la Señora  Ministra de Hacienda, se obtienen los siguientes resultados:
· La exposición del Ministerio de Hacienda en relación a la criticidad del Ministerio de Hacienda para financiar el presupuesto de los ingresos corrientes, así como la obligación de cumplir con la regla fiscal.

· Los gastos de capital permiten tener una mayor posibilidad de asignación de recursos, por tanto, se puede aumentar la suma de 2.331 millones de colones dentro del límite propuesto, con la debida justificación de la continuidad de los proyectos y necesidades de inversión.

· Se permitirá registrar en la relación de puestos la misma cantidad deplazas extraordinarias, aunque con categorías distintas, según los estudios técnicos realizados. Lo anterior, sin exceder en su cantidad total.

· En relación alaumento del gasto corriente, se analizará la posibilidad por parte de ese Ministerio y se informará al Poder Judicial lo correspondiente. Siendo este una de las mayores necesidades para financiar en el Poder Judicial. 
Se acordó: Tomar nota  de lo manifestado por la licenciada Nacira Valverde Bermúdez, en cuanto a los detalles de la  reunión realizada con la Ministra de Hacienda. 
ARTÍCULO X
La Licda. Nacira Valverde Bermúdez y el Máster Roxana Arrieta Meléndez exponen la información relacionada con el presupuesto consolidado para el 2020 en comparación con el 2019, de acuerdo con los recursos aprobados por el Consejo Superior en las distintas sesiones de presupuesto, tanto en gasto variables como en las partidas de remuneraciones.

Como parte del anteproyecto para el 2020 del presupuesto consolidado que hoy se presenta, no se incluyen los requerimientos asociados a las nuevas obligaciones impuestas por la Asamblea Legislativa por aprobación de leyes, ni requerimientos nuevos en Recurso Humano, los cuales será necesario solicitar ante el Ministerio de Hacienda de forma complementaria al presupuesto ordinario; a saber:
	Nuevas Obligaciones Legales
	Entrada en vigencia

	1. Ley 9593 de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas.
	28/setiembre 2018

	2. Ley 9609 del Nuevo Código Procesal Agrario. 
	27/febrero 2020

	3. Ley 9458 Ley de Bienestar de los Animales 
	22/mayo 2017

	4. Ley 9582 de Justicia Restaurativa.
	20/enero 2018

	5. Ley 9481 Creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada en Costa Rica.
	13/octubre 2019


De igual forma, no se incluyen los recursos correspondientes a personerías jurídicas del OIJ, ni los recursos para la Oficina de Defensa Civil de la Víctima, los cuales están sustentados en leyes especiales, ya que corresponden a recursos que deberá incluir el Ministerio de Hacienda por ser recursos que se financian a partir de leyes especiales.

Finalmente, conforme lo indicado por el Ministerio de Hacienda no se incluyen los recursos correspondientes a la subpartida 6.01.03 por concepto de aporte estatal al seguro de salud de la CCSS, ya que ellos lo incluirán. 
Costo de Vida
Para efecto de estimar los aumentos por costo de vida, la Dirección de Gestión Humana consideró la suma de ¢4.000, para el segundo semestre 2019 y para el primer y segundo semestre del 2020; lo anterior, conforme la información suministrada por el Ministerio de Hacienda, según lo establecido para la formulación presupuestaria del 2020.
1.1. Variación General de Presupuesto:
La Dirección de Gestión Humana, presenta tres escenarios de Recurso Humano, cada uno con diferente cantidad de días de sustitución para cada programa presupuestario.

	Factor de Sustitución 

	Programa 
	Descripción 
	Escenario 1 
	Escenario 2
	Escenario 3

	926
	Dirección Adm. y Otros Órganos de Apoyo 
	18
	20
	15

	927
	Servicio Jurisdiccional 
	18
	20
	15

	928
	Organismo de Investigación Judicial 
	15,5
	15,5
	15

	929
	Ministerio Público 
	18
	20
	15

	930
	Defensa Publica 
	20
	20
	20

	950
	Servicio de Atención y Protección a Víctimas y Testigos 
	15.5
	16
	15


A continuación, se presenta la estimación del recurso humano, considerando el factor de sustitución para cada escenario establecido; además del gasto variable para los periodos 2019 – 2020.  

Escenario 1

Este escenario contempla 18 días de sustitución en los programas 926 Dirección, Administración, 927 Servicio Jurisdiccional y 929 Ministerio Público, para el programa 928 OIJ y 950 Servicio de Atención y Protección de Víctimas y Testigos se contemplan 15.5 días respectivamente y para el programa 930 Defensa Pública se estiman 20 días de sustitución.

Variación con respecto al Presupuesto de Ley del 2019 
Una vez consolidada la información de recurso humano con la formulación de gasto variable, la Dirección de Planificación presenta los siguientes datos:
[image: image30.emf]Escenario 1

Concepto 2019 2020 Variación Absoluta Variación Relativa

Recurso Humano 392 872 065 699     400 475 475 204     7 603 409 505           1,94%

Gasto Variable e Inversión 80 530 126 017       79 295 763 308       (1 234 362 709)          -1,53%

TOTALES 473 402 191 716   479 771 238 512          6 369 046 796  1,35%


En este primer escenario, los rubros presupuestarios asociados al costo del Recurso Humano se incrementan en ¢7.603 millones, lo que constituye un 1.94% en comparación con el presupuesto del 2019. En cuanto al gasto variable se presenta una disminución de ¢1.234 millones (-1.53%).
Diferencia con respecto al Monto Límite establecido por el Ministerio de Hacienda
Este primer escenario implica que para ajustarse al monto total establecido por el Ministerio de Hacienda para la formulación presupuestaria del Poder Judicial para el 2020, sería necesario recortar aproximadamente ¢11.463 millones de colones, conforme la siguiente distribución:
	 
	Límite establecido por el Ministerio de Hacienda
	Poder Judiclal Formulación 2020
	Recorte para cumplir con el Gasto Presupuestario Máximo

	Gasto Presupuestario Máximo
	          468 308 000 000 
	         479 771 238 512 
	          (11 463 238 512)

	Gasto Corriente
	          445 843 000 000 
	         455 023 702 690 
	           (9 180 702 690)

	Gasto de Capital
	            22 465 000 000 
	           24 747 535 822 
	           (2 282 535 822)


Escenario 2
Este escenario contempla 20 días de sustitución en los programas 926 Dirección, Administración, 927 Servicio Jurisdiccional, 929 Ministerio Público y 930 Defensa Pública; para el programa 928 OIJ se contemplan 15.5 días y finalmente 16 días para el programa 950 Servicio de Atención y Protección de Víctimas y Testigos.
Variación con respecto al Presupuesto de Ley del 2019 
Una vez consolidada la información de recurso humano con la formulación de gasto variable, la Dirección de Planificación presenta los siguientes datos:
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Concepto 2019 2020 Variación Absoluta Variación Relativa

Recurso Humano 392 872 065 699     402 406 928 969     9 534 863 270           2,43%

Gasto Variable e Inversión 80 530 126 017       79 295 763 308       (1 234 362 709)          -1,53%

TOTALES 473 402 191 716   481 702 692 277          8 300 500 561  1,75%


En este segundo escenario, los rubros presupuestarios asociados al costo del Recurso Humano se incrementan en ¢9.534 millones, lo que constituye un 2.43% en comparación con el presupuesto del 2019. En cuanto al gasto variable se presenta una disminución de ¢1.234 millones (-1.53%).
Diferencia con respecto al Monto Límite establecido por el Ministerio de Hacienda
En este segundo escenario, para ajustarse al monto total establecido como límite por el Ministerio de Hacienda para la formulación presupuestaria del Poder Judicial para el 2020, sería necesario recortar aproximadamente ¢13.394 millones de colones, conforme la siguiente distribución:

	 
	Límite establecido por el Ministerio de Hacienda
	Poder Judicial Formulación 2020
	Recorte para cumplir con el Gasto Presupuestario Máximo

	Gasto Presupuestario Máximo
	          468 308 000 000 
	       481 702 692 277 
	            (13 394 692 277)

	Gasto Corriente
	          445 843 000 000 
	       456 955 156 455 
	            (11 112 156 455)

	Gasto de Capital
	            22 465 000 000 
	         24 747 535 822 
	             (2 282 535 822)


Escenario 3
Este escenario contempla 15 días de sustitución en los programas 926 Dirección, Administración, 927 Servicio Jurisdiccional, 928 OIJ, 929 Ministerio Público y 950 Servicio de Atención y Protección de Víctimas y Testigos.  Para el programa 930 Defensa Pública se contemplan 20 días.
Variación con respecto al Presupuesto de Ley del 2019 
Una vez consolidada la información de recurso humano con la formulación de gasto variable, la Dirección de Planificación presenta los siguientes datos:
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Concepto 2019 2020 Variación Absoluta Variación Relativa

Recurso Humano 392 872 065 699     397 239 571 986     4 367 506 287           1,11%

Gasto Variable e Inversión 80 530 126 017       79 295 763 308       (1 234 362 709)          -1,53%

TOTALES 473 402 191 716   476 535 335 294          3 133 143 578  0,66%


En este tercer escenario, los rubros presupuestarios asociados al costo del Recurso Humano se incrementan en ¢4.367 millones, lo que constituye un 1.11% en comparación con el presupuesto del 2019. En cuanto al gasto variable se presenta una disminución de ¢1.234 millones (-1.53%).

Diferencia con respecto al Monto Límite establecido por el Ministerio de Hacienda
En este tercer escenario, para ajustarse al monto total establecido como límite por el Ministerio de Hacienda para la formulación presupuestaria del Poder Judicial para el 2020, sería necesario recortar aproximadamente ¢8.227 millones de colones, conforme la siguiente distribución:
	 
	Límite establecido por el Ministerio de Hacienda
	Poder Judicial Formulación 2020
	Recorte para cumplir con el Gasto Presupuestario Máximo

	Gasto Presupuestario Máximo
	          468 308 000 000 
	         476 535 335 295 
	               (8 227 335 295)

	Gasto Corriente
	          445 843 000 000 
	         451 787 799 473 
	               (5 944 799 473)

	Gasto de Capital
	            22 465 000 000 
	           24 747 535 822 
	               (2 282 535 822)


Análisis y ajustes considerando los escenarios anteriores
Remuneraciones 
Doña Roxana Arrieta de la Dirección de Gestión Humana estima que si bien el tercer escenario es el más cercano al límite establecido por el Ministerio de Hacienda, considera que representa un riesgo por cuanto se deja al mínimo institucional la cantidad de días de sustitución, lo que podría implicar inclusive la adopción de medidas más drásticas en las políticas de sustitución del personal. 

La Dirección de Gestión Humana, propone formular la partida de remuneraciones bajo el escenario 1 presentado y adicionalmente efectuar ajustes en las subpartidas 301 Retribución por años servicios y 302 Restricción al Ejercicio Libre de la Profesión. 

En el caso de la subpartida 301 anualidades, propone que el monto formulado en el escenario 1 se rebaje de manera tal que no se experimente crecimiento; mientras que en el caso de la subpartida 302 Restricción al Ejercicio Libre de la Profesión propone hacer ajustes por un monto cercano a ¢498 millones.   

Según se indica, con los rebajos anteriores también se provoca un efecto colateral en las restantes subpartidas de remuneraciones en virtud del efecto “anidado” en las bases de datos, información que se enviará a la Dirección de Planificación para las estimaciones definitivas. 
Prestaciones Legales
Al respecto, el Consejo Superior en la sesión 44-19, artículo XVI aprobó por concepto de Prestaciones Legales (Subpartida 6.01.03) un monto de ¢4.786.856.538.  Considerando que esta subpartida se ha reforzado históricamente con sobrantes de salarios en el transcurso del año y que las modificaciones presupuestarias por decreto que se han realizado incluyen recursos en los diferentes programas presupuestarios, para el proceso de formulación presupuestaria del año 2020 se incluyó una estimación adicional de recursos por la suma de ¢1.651.289.920.  

Una vez analizada la situación presupuestaria se estima que por concepto de Prestaciones Legales no podrá ser posible incluir todos los recursos solicitados, por lo que se deberá ajustar el crecimiento a las posibilidades presupuestarias vigentes. 

Salario Escolar
Adicionalmente, el Consejo Superior en la sesión 29-19, artículo IV aprobó por concepto de Salario Escolar (Subpartida 304) para el 2020 un total de ¢21.731.883.247 bajo el escenario de pleno empleo, es decir, considerando el cien por ciento de los recursos aprobados para el 2019 para salarios, cifra superior en ¢317.631.470 con respecto a la proyección realizada por la propia Dirección de Gestión Humana, es decir, la estimación basada en el comportamiento histórico de las variables y no en pleno empleo. 

Nuevamente, una vez analizada la situación presupuestaria se estima que por concepto de Salario Escolar solamente es posible asignar el 50% de la diferencia indicada, con lo que consecuentemente se aplicaría el rebajo de ¢158.815.735 a la subpartida. 

Contribución Patronal a Fondos Administrados por Entidades Privadas e 

Impacto por la Resolución de la Sala Constitucional para la administración del 

aporte patronal por parte de las Cooperativas.

El Consejo Superior en la sesión 29-19, artículo V aprobó por concepto de “Contribución Patronal a Fondos Administrados por Entidades Privadas", la suma de ¢5.364.000.000, en el cual se incorpora el 50% (¢697.250.000) de la diferencia existente entre el monto inicial estimado y el monto del escenario denominado “Plena Afiliación”, partiendo de la aprobación de la resolución de la Sala Constitucional como un estimado del posible comportamiento de la población judicial en la afiliación. 

Al igual que en los casos anteriores, una vez analizada la situación presupuestaria se estima que por concepto de Aporte Patronal es posible asignar no la estimación del 100 % de pleno empleo, sino solamente el 50% de la diferencia indicada, con lo que consecuentemente se aplicar un rebajo de ¢348.625.000 a la subpartida.

Doña Nacira Valverde Directora de Planificación explica que estos rebajos implican también un reajuste de las subpartidas asociadas a cargas sociales y aguinaldo, de manera proporcional. Todo esto para alcanzar el límite de crecimiento impuesto por el Ministerio de Hacienda.
1.2. Subpartidas de Gasto Variable e Inversión con mayor incremento
El total del Gasto Variable e Inversión decrece para el 2020 en ¢1.234 millones, monto que representa una disminución porcentual del 1.53%. 

Al revisar el detalle de las subpartidas que presentan un incremento significativo para el período 2020, se logró identificar un total de 13 subpartidas, donde los montos presupuestados en comparación con el monto aprobado para el 2019 tienen una mayor variación ascendente. En el siguiente cuadro se puede observar en orden de variación las subpartidas con mayor crecimiento absoluto, las cuales de manera relativa tienen un incremento por encima del 4.80%.
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En el siguiente cuadro se incluyen las justificaciones y razones por las cuales las subpartidas indicadas presentan un incremento por encima del límite de crecimiento permitido:   
	Subpartida
	 Diferencia Absoluta 
	Diferencia relativa
	Justificación

	60301
	Prestaciones legales
	          1.651.589.920 
	53%
	El monto formulado corresponde a una estimación realizada por la Dirección de Gestión Humana para el pago de prestaciones legales y vacaciones proporcionales a los servidores que dejan de laborar en el Poder Judicial, entre otros. Sin embargo, en la propuesta para alcanzar el límite de crecimiento se propone ajustar el monto de crecimiento.



	50102
	Equipo de transporte
	             778.424.281 
	29%
	El crecimiento que presenta es Subpartida obedece a que, para la formulación del presupuesto 2019, la Asamblea Legislativa recorto la compra y sustitución de vehículos, en todos los programas, excepto en el programa 928. 

 

	10403
	Servicios de ingeniería y arquitectura
	             717.929.007 
	2872%
	Reclasificación de subpartida: Estos recursos anteriormente se incluían en la subpartida 50201 “Edificios”, pero a raíz de una consulta realizada a Presupuesto Nacional del Ministerio de Hacienda, se indicó que los recursos de Consultoría, Diseño, Planos y otros, que se contratan en forma separada de la obra, se deben canalizar en está subpartida y no como se venía realizando anteriormente.



	59903
	Bienes intangibles
	             566.380.393 
	16%
	El incremento en la subpartida se da en la Dirección de Tecnología de Información, el cual responde a diferentes contratos, obligaciones, compra de licencias y mantenimientos de software que se utilizan a nivel institucional, en este rubro; el principal aumento es de ¢411.460.000 para el desarrollo de sistemas informáticos de mayor complejidad.



	10406
	Servicios generales 
	             523.480.824 
	8%
	El incremento en la subpartida está concentrado en los Programas 926 "Dirección Administración y Otros Órganos de Apoyo" que incremento en ¢131.548.792, de los cuales ¢79.343.853 corresponden a Servicios de Limpieza solicitados por la Administración de Osa (¢57.000.000 para el nuevo edificio) y ¢22.343.853 por la Administración del II Circuito de San José, además de ¢61.814.138 de Servicio de vigilancia de diferentes Administraciones a nivel nacional. Por su parte el Programa 927 "Servicio Jurisdiccional" incrementa en esta subpartida en ¢292.986.354 de un año a otro, distribuido entre las diferentes oficinas que integran el programa y principalmente para hacerle frente a los servicios de vigilancia y limpieza.



	50105
	Equipo de cómputo
	             487.476.399 
	13%
	El incremento en esta subpartida se debe al traslado de ¢318.065.915 de la subpartida de alquiler de equipo de cómputo que correspondían a la continuidad del contrato n°061115 por seis meses, a la subpartida de equipo de cómputo para la compra de computadoras.



	50299
	Otras construcciones adiciones y mejoras
	             449.350.000 
	100%
	 El crecimiento obedece a que en año 2019 no se solicitaron recursos en esta subpartida, sin embargo, para el 2020 se están solicitando recursos principalmente para atender la iluminación de exteriores, ventilación de Oficinas, construcción de Mezanine en la Administración Judicial de San Joaquín de Flores. 



	50202
	Vías de comunicación terrestre
	             200.000.000 
	100%
	Estos recursos se solicitan para asfaltar el patio del depósito de vehículos 

decomisados con el fin de mejorar la capacidad de recepción y manipulación de automotores. 



	10601
	Seguros 
	             107.597.751 
	5%
	El incremento de la subpartida obedece al aumento en el costo de los seguros voluntarios y obligatorios, dándose principalmente el incremento que sufrió la póliza de Riesgos del Trabajo, la cual aumenta en función de la cantidad de casos reportados al INS. El Departamento de Proveeduría estimó esta póliza según el comportamiento e incremento histórico de las incidencias, aunado también a los aumentos de las otras pólizas como lo es la de automóviles y motocicletas, estas últimas que cuentan con todas las coberturas.


	50301
	Terrenos
	             100.000.000 
	100%
	Estos recursos se solicitan para la compra de un terreno en Nandayure y Hojancha, con el propósito de que el Poder Judicial a corto plazo pueda construir un edificio que cumpla con las necesidades institucionales, permita mejorar el servicio al usuario y mejorar las condiciones laborales de los funcionarios.


	20101
	Combustibles y lubricantes
	               81.328.448 
	6%
	El incremento en la subpartida en ¢70.600.709 con respecto al 2019, es necesaria para reforzar la compra de diferentes tipos de aceites, grasas, en razón de los rebajos efectuados en el 2019  por parte de la Asamblea Legislativa que no permitió la compra y sustitución de los vehículos para todos los programas con excepción del Organismo de Investigación Judicial,  lo que obligó incluir estos recursos para dar el mantenimiento respectivo. Además, la Unidad de Taller mecánico solicita por primera vez ¢17.065.352 para la compra de aceite para transmisión.



	10306
	Comisiones y gastos por servicios financieros y comerciales
	               71.849.614 
	9190%
	El crecimiento se debe al traslado de recursos que se formularon en la subpartida 10499 Otros Servicios de Gestión y Apoyo a la subpartida 10306 Comisiones y gastos por servicios financieros y comerciales. Lo anterior según el nuevo clasificador del gasto del Ministerio de Hacienda.


	TOTAL
	       5.735.406.637 
	 
	 


En el siguiente archivo se incluye el consolidado del anteproyecto de presupuesto para el 2020, detallado por subpartida y programa presupuestario.
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1.3.Resumen Presupuesto Reformas:
De acuerdo con lo aprobado por el Consejo Superior en las diferentes sesiones de presupuesto, se tiene el siguiente resumen de los montos presupuestarios formulados para cubrir los proyectos correspondientes a las Reformas de Ley, de acuerdo con lo indicado en los informes:

· 595-PLA-MI-2019 Ley de Bienestar Animal.

· 634-PLA-RH-MI-2019 Ley 9593 Acceso a la Justicia de los             Pueblos Indígenas.

· 630-PLA-RH-MI-2019 Ley 9609 Nuevo Código Procesal Agrario.

· 675-PLA-RH-MI-2019 Creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada.

· 726-PLA-RH-MI-2019 Ley de Justicia Restaurativa.

·  Oficio 609-PLA-RH-MI-2019 Reforzamiento de oficinas de Anticorrupción, según acuerdo de Corte Plena sesión 9-2019 de 4 de marzo, artículo XX.
De esta forma se tendría que, adicionalmente al presupuesto ordinario institucional para el 2020 se requiere solicitar los requerimientos asociados a los costos de operación de los proyectos de Reforma de Ley y solicitudes de Corte Plena.

Se acordó:  1) Tomar nota de los porcentajes por concepto de aumento por costo de vida, utilizados por la Dirección de Gestión Humana, a saber: la suma de ¢4.000, para el segundo semestre 2019 y para el primer y segundo semestre del 2020; lo anterior, conforme la información suministrada por el Ministerio de Hacienda, según lo establecido para la formulación presupuestaria del 2020.  2) Para responder al límite presupuestario impuesto por el Ministerio de Hacienda aprobar el escenario No.1 de la Dirección de Gestión Humana en el cual se contemplan 18 días de sustitución en los programas 926 Dirección, Administración, 927 Servicio Jurisdiccional y 929 Ministerio Público, 15,5 días de sustitución para los programas 928 OIJ y 950 Servicio de Atención y Protección de Víctimas y Testigos y 20 días de sustitución para el programa 930 Defensa Pública. Esto de acuerdo al comportamiento de cada programa. 3) De acuerdo con el análisis realizado, adicionalmente efectuar los rebajos propuestos al anteproyecto de presupuesto del 2020 en Salario Escolar, Contribución Patronal a Fondos Administrados por Entes Privados (Cesantía). y   Prestaciones Legales. 4)  Autorizar a la Dirección de Planificación para que con la información suministrada por la Dirección de Gestión Humana pueda aplicar los ajustes necesarios en las subpartidas de cargas sociales, aguinaldo, prestaciones legales, remuneraciones, según corresponda, con el propósito de lograr ajustar el presupuesto total al límite establecido por el Ministerio de Hacienda para la formulación presupuestaria del Poder Judicial para el 2020. 5) Tomar nota de la necesidad de requerimientos para los proyectos de Leyes y Reformas que impactan el Poder Judicial para el 2020, y Acuerdos de Corte Plena, los cuales se estarán remitiendo al Ministerio de Hacienda de forma independiente al presupuesto ordinario. 6) Aprobar el Anteproyecto de Presupuesto 2020 y remitir a Corte Plena para su aprobación final y remisión al Ministerio de Hacienda.
ARTÍCULO XI 
La licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora a.i. de Planificación, informa que mediante correo electrónico del lunes 20 de mayo del 2019, suscrito por la MBA. Hellen Poveda Montoya, Jefa a.í. del Proceso Administración de Bienes del Departamento de Proveeduría, indica lo siguiente:

“Los compañeros de Financiero Contable informaron que, según el nuevo clasificador del gasto del Ministerio de Hacienda, los recursos formulados en la subpartida 10499, deben ser ejecutados a partir del año 2020 en la subpartida “10306 Comisiones y gastos por servicios financieros y comerciales”.

En el presupuesto actual el Departamento de Proveeduría presenta en la subpartida “10499 Otros servicios de Gestión y Apoyo”, un total de ¢ 72.000.000 en el artículo 24028 Servicio de Plataforma de pago por medios electrónicos; asignados para el pago de la plataforma que utiliza el sistema Flota 2.0”. 

Con base en lo anterior, solicitan que estos recursos sean clasificados como lo establece el nuevo clasificador del gasto del Ministerio de Hacienda, en la subpartida “10306 Comisiones y gastos por servicios financieros y comerciales”; para realizar la debida ejecución desde el mes de enero del próximo año. Esto con el fin de evitar modificaciones internas y externas que podrían retrasar su ejecución. Lo solicitado no constituye un aumento de presupuesto, sino una reclasificación presupuestaria.

Se acordó: Aprobar la reclasificación propuesta por el Departamento de Proveeduría de acuerdo con el clasificador del gasto del Ministerio de Hacienda. 
ARTÍCULO XII 
La licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de la Dirección de Planificación, indica que en la sesión 35-2019 Extraordinaria (Presupuesto 2020), Artículo VII, la Máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva propuso: 

“…que respecto al tema de la subpartida de Vehículos, se hará una revisión de los que actualmente están presupuestados para cambio o compra, y presentará el informe a este Consejo en la próxima sesión extraordinaria de presupuesto.”
En cumplimiento a lo anterior, la  licenciada Maribel Araya Valverde, Profesional de la Dirección Ejecutiva, mediante correo electrónico del 21 de mayo del 2019, remitió con el aval de la Máster Ana Eugenia Romero Jenkins, el detalle de los vehículos a excluir, para la formulación 2020.
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SALA PRIMERA 23584 1 SUSTITUCION VEHICULO TODO TERRENO  2014 BFR179 16.446.229,00

SALA SEGUNDA 23584 1 SUSTITUCION VEHICULO TODO TERRENO  2014 BFP545 16.446.229,00

SALA CONSTITUCIONAL 23584 1 SUSTITUCION VEHICULO TODO TERRENO  2014 BFT701 10.305.933,00

SALA CONSTITUCIONAL 23584 1 SUSTITUCION VEHICULO TODO TERRENO  2014 BFP487 16.446.229,00

Total Rebajar: 

59.644.620,00


Conforme a lo comunicado por la Dirección Ejecutiva, se procede a eliminar los 4 vehículos indicados por la suma de ¢59.644.620.

Una vez realizados los ajustes anteriores, el presupuesto formulado para el Área de Vehículo para el 2020, queda conformado, según el siguiente detalle: 
[image: image38.emf]Cantidad Monto Cantidad Monto

Dirección y Administración  5 143.608.404 22 190.819.717 27 334.428.117

Servicio Jurisdiccional  9 51.486.381 11 56.199.059 20 107.685.439

Organismo de Investigación Judicial  55 1.056.174.006 162 1.402.684.080 217 2.458.858.085

 Ministerio Público   0 0 12 165.530.298 12 165.530.298

  Defensa Pública  0 0 7 115.123.606 7 115.123.606

Oficina Atención y Protec. Víctima  Y 

Unidad de Protección de Víctimas y 

Testigos

0 0 18 273.848.925 18 273.848.924

TOTAL 69 1.251.268.791 232 2.204.205.685 301 3.455.474.468

Programa
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Total 

Requerido

Anteproyecto de Vehículos, 2020

Resumen por Programa de Compra y Sustitución de vehículos

Sustitución Unidades 

requerida

s


-0-

Se acordó: Tomar nota de la información presentada por la Dirección Ejecutiva en cuanto al área de vehículos, por tanto, se rebajan el contenido presupuestario en el rubro de vehículos. 

ARTÍCULO XIII 
La licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de la Dirección de Planificación, indica que mediante oficio 1244-DTI-2019, del 21 de mayo del 2019, la Licda. Kattia Morales Navarro, Directora de Tecnología de la Información,  remite criterio a lo solicitado por el Consejo Superior en la sesión 42-19 (Presupuesto 2020), artículo V, donde se acordó: 

“Previamente a resolver la incorporación de recursos en el anteproyecto de presupuesto 2020 para atender los requerimientos de la actualización del sistema Team Mate (Sistema de Control de recomendaciones de la Auditoria Judicial), solicitar el criterio técnico de la Dirección de Tecnología de Información.”
En atención a lo acordado, la Dirección de Tecnología de la Información señala mediante oficio 1244-DTI-2019, textualmente:  

“La Auditoría Judicial solicita incluir en este presupuesto el costo de actualización de la versión Team Mate AM, a la versión Team Mate Plus, para un total de 75 licencias requeridas, así como los requerimientos de capacitación.

Es criterio de esta Dirección, considerar que este cambio es beneficioso para la Auditoría, por las siguientes razones:  

· Tecnología actualizada que garantiza razonablemente la seguridad de la información y compatibilidad con otras herramientas actuales.

· Permite disponer de las actualizaciones del proveedor que constantemente realiza mejoras para adaptarse a los cambios del entorno, ya sea en el ejercicio de la Auditoría o en la tecnología.  

· Versión Web que permite su acceso desde cualquier ubicación geográfica, lo cual está en línea con la tendencia institucional.

· La tecnología utilizada (sistema operativo, motor de base de datos, aplicaciones web) se adapta a la existente en el Poder Judicial, lo que permite facilidad de integración con la infraestructura institucional.

· La nueva versión permite simplicidad y usabilidad, con una interfaz amigable.

De acuerdo con los datos indicados por la Dirección de Planificación, los recursos requeridos para incluir al presupuesto 2020, ascienden a un total de ₡8.361.893 distribuidos en: ₡640.253 en la Subpartida 10701 “Actividades de Capacitación” y ₡7.721.640 en la Subpartida 59903 “Bienes Intangibles”, monto que se considera razonable considerando los beneficios esperados. “

Se adjunta oficio 1244-DTI-2019 de la Dirección de Tecnología de la Información. 


[image: image39.emf]
Con respecto al monto de $995 para la inscripción al Congreso de Usuarios del TeamMate en la Subpartida 10701 Actividades de Capacitación esta Dirección de Planificación, consultó a la Auditoría Judicial y se indicó que se trata de un evento internacional a realizarse en el 2020 en Estados Unidos, en la ciudad de Chicago, lo que implicará no sólo la inscripción al evento, sino además pagos por concepto de viáticos y transportes al exterior que no se están previendo en esta solicitud.  Según la información recibida la Inscripción en el evento (considerando el pago hasta el final) es de $1695.

Se acordó: Aprobar los recursos solicitados por la Auditoría Judicial, mismos que cuentan con el criterio técnico de la Dirección de Tecnología de Información, en lo que se relaciona con la actualización de la versión tecnológica del Team Mate, no se aprueba el rubro de la capacitación ya que por las limitaciones presupuestarias impuestas por el Ministerio de Hacienda, no es posible incluirlo en el anteproyecto de presupuesto 2020.
ARTÍCULO XIV 
Se conoce reconsideración planteada mediante oficio 1991-DP-44-2019 del 20 de mayo de 2019, suscrito por el Máster Miguel Ovares Chavarría y la Licda. Ingrid Moya Aguilar, por su orden Jefe del Departamento de Proveeduría y Jefa del Subproceso de Gestión Administrativa y Desarrollo, respecto al acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión extraordinaria 44-19 (Presupuesto 2020), celebrada el 16 de mayo del año en curso, artículo XI, referente al estudio de Requerimiento de Recurso del Departamento de Proveeduría (Proyecto de Implementación de Gobierno Abierto, Proyecto de Contabilidad y la integración del Sistema de Gestión Administrativa). En esta oportunidad se dispuso lo siguiente:

“Aprobar el informe 674-PLA-RH-OI-2019 y sus recomendaciones.”
Este acuerdo fue comunicado mediante oficio 85-CSP-19 del 17 de mayo del 2019 a la Máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, con copia al Departamento de Proveeduría.

En la reconsideración el MBA. Miguel Ovares Chavarría y la Licda. Ingrid Moya Aguilar, plantean como elementos relevantes lo siguiente:

	Criterio del MBA. Miguel Ovares Chavarría, junto con el criterio de la Licda. Ingrid Moya Aguilar, ambos

del Departamento de Proveeduría
	Criterio de la Dirección de Planificación

	3.2.- Estructura Organizacional del Departamento de Proveeduría.

Elemento Resolutivo 4.4.
El análisis efectuado por parte de la Dirección de Planificación respecto de la Estructura Organizativa del Departamento de Proveeduría versó sobre el “Organigrama General” dispuesto en el sitio Web, sin mediar consulta al Departamento de Proveeduría.

	La revisión del organigrama general del Departamento de Proveeduría fue uno de los diferentes elementos considerados dentro del análisis efectuado, con el fin de establecer la condición brindada por el Departamento de Proveeduría a los recursos objeto de estudio. Esa información se confrontó con lo indicado en la relación de puestos. 

	3.2.1.- Estructura Organizacional y Funciones del Proceso de Gestión Administrativa y Desarrollo y la UASI.
No se comparte que la estructura del Subproceso de Gestión Administrativa y Desarrollo (SGAD) se conformara con base en recursos brindados por medio de Permisos con Goce de Salario.
	Al respecto, se indicó que “En cuanto a la UASI se debe acotar que es una unidad conformada en su totalidad por puestos en condición de Permiso con Goce de Salario, lo cual no es concordante para definir una estructura formal con recurso del cual no se tiene certeza en su permanencia”. Por tanto, la afirmación se hizo para la UASI, no para el Subproceso de Gestión Administrativa y Desarrollo.


	3.4.- Análisis de la carga de trabajo de la UASI.  

Elemento Resolutivo 4.8.
No se comparte el análisis efectuado por parte de la Dirección de Planificación, ya que se basó en dos variables que tienen un comportamiento estacional como lo son las llamadas telefónicas y correos electrónicos y no se realizó el análisis en conjunto con este Departamento.

De lo anterior, es importante indicar que la mayor cantidad de registros se materializa en el segundo y tercer trimestre de cada año por cuanto es en ese periodo donde se presentan la mayor cantidad de procesos de compras institucionales.

Llama la atención que no se valoraron las actividades conjuntas y específicas que la UASI realiza ni tampoco la complejidad de cada labor.
	Las variables utilizadas responden a una actualización de los datos estadísticos previamente aportados en el oficio 3702-DP/66-2018 (al primer semestre del 2018), para abarcar todo el 2018 y el primer trimestre del 2019. La omisión en cuanto a valorar otras actividades encomendadas a la UASI, responde a que el Departamento de Proveeduría no las documentó en el citado oficio 3702-DP/66-2018, ni en la actualización.

En cuanto a las llamadas atendidas, al comparar el Primer trimestre 2018 con el Primer trimestre 2019, se confirma una tendencia a la baja (pasaron de 2430 a 1239, para una disminución cercana al 50%).

Los correos atendidos mostraron una relativa estabilidad entre el primer trimestre 2018 (1294 a 1337).

Importante acotar que dentro del informe 674-PLA-RH-OI-2019 se determina tanto un análisis cuantitativo y cualitativo, en donde se tomaron en cuenta las principales justificantes aportadas para la continuidad de estas plazas.

Resulta relevante acotar que esta Dirección es consciente de la variabilidad y complejidad de las labores, no obstante, la función que da sustento a la necesidad del recurso, dejó de ser sujeto a metodología de proyectos y se han aplicado mejoras que crean una relación inversamente proporcional  entre la cantidad de ingresos al sistema (aumento) y cantidad de consultas (decrece) por lo que con la finalización, estabilización de los sistemas y desarrollo de nuevas iniciativas se espera una disminución en la carga de trabajo, lo que implicaría menores requerimientos de recurso humano.



	3.6.1.- Creación del nuevo Subproceso de Gestión Administrativa y Desarrollo.

Elemento Resolutivo 4.10.
No se comparte el análisis efectuado por parte de la Dirección de Planificación, en cuanto a que se genera una inversión adicional con la formalización de la UASI, esto por cuanto hace más de tres años, como bien se evidenció, la Institución ha venido atendiendo por medio de la figura de Permiso con Goce de Salario, actividades ordinarias y de impacto en la transparencia e imagen del Poder Judicial.

	Lo descrito en cuanto a la inversión adicional producto de la formalización de la UASI, corresponde a la asignación de los permisos con goce de salario, los cuales el Consejo Superior ha venido otorgándolos al margen de un estudio técnico de la Dirección de Planificación, basados en la metodología de proyectos, y amparados a una temporalidad del recurso. Una estructura formal, conlleva una permanencia del recurso.


	3.7.- Criterio de la Dirección de Tecnología de la Información.

El porcentaje del proyecto de SOE del 93% para el mes de marzo del 2019, no considera un último sprint que se solicitó a principios de abril; por esa razón, el porcentaje varió.  

	No se entiende la observación del Departamento de Proveeduría, por dos razones:

· El porcentaje indicado corresponde al dato obtenido con corte al 20/04/2019 (según el Cuadro 5), y

· Se hace la observación del cambio pero no se aporta el nuevo dato producto de la mencionada variación.

	3.10.- Criterio de la Dirección de Planificación
Como se indicó en los puntos anteriores de esta reconsideración, la creación de la UASI no está constituida fuera de las condiciones formales establecidas por la institución y que deben ser analizadas de previo por parte de la instancia técnica respectiva como lo es la Dirección de Planificación, por lo que el Consejo Superior mediante acuerdo 87-2018 de fecha 4 de octubre de 2018, artículo XXIII solicitó a esa Dirección el estudio respectivo en virtud de las labores continuas y permanentes que surgen de las actividades propias de la sostenibilidad de los sistemas.

(…)

Contrario al criterio de la Dirección de Planificación, la cantidad y variedad de sistemas no disminuye de forma automática las cargas de trabajo, ya que se incrementa la complejidad e interacción de las herramientas tecnológicas, así como la evolución de las diferentes plataformas demandan atención continua en virtud de los requerimientos normativos y de las personas usuarias internas y externas.
	Se reitera que la conformación de la UASI se hizo con recurso temporal respaldada por la Dirección Ejecutiva, por lo que no se contó de previo con un estudio de estructura por parte de la Dirección de Planificación. 

En lo que respecta a lo indicado por el Departamento de Proveeduría sobre la solicitud realizada desde el 2018, para realizar el estudio técnico respectivo por la Dirección de Planificación, deja entrever una contradicción con lo actuado, por cuanto la solicitud de creación de la UASI, no estuvo sujeta al análisis solicitado a esta Dirección, sino que se planteó previamente.

No se comparte esta apreciación, porque la experiencia institucional ha demostrado que la introducción de nuevas herramientas tecnológicas (en conjunto con cambios en la organización y los procesos de trabajo), crean condiciones válidas para impulsar un mayor aprovechamiento de los recursos asignados a las dependencias judiciales, entre ellos el recurso humano. De ahí la importancia de efectuar las valoraciones y estudios técnicos correspondientes para obtener esos resultados.

	Recomendación 5.1.
Para una adecuada gestión y como se reconoce en todo el informe de la Dirección de Planificación, estima este Departamento que se deben mantener los recursos destacados hoy en la UASI y cumplir con lo solicitado en su oportunidad con oficio N° 3702-DP/66-2018 del 16 de julio de 2018 en cuanto a:

“[…]

• Mantener el recurso humano asignado hasta el presente;

• Realizar un estudio para su creación de manera ordinaria, ya que el SIGA-PJ se convirtió en la herramienta vital para el trámite de las compras institucionales, y su funcionamiento implica atención permanente para darle sostenibilidad; y

• Evaluar la carga de trabajo y las nuevas funciones por asumir, una vez se defina el tema de la incorporación al SICOP, esto con la finalidad de reforzar el recurso humano que conforma la UASI para asumir la capacitación y asesoría a las personas y oficinas usuarias de la nueva plataforma de compras de manera integral…”
	No se comparte la observación del Departamento de Proveeduría, ya que la recomendación aportada por la Dirección de Planificación se centró en otorgar un recurso de Profesional 2 para darle continuidad a las labores indicadas.

Dentro de esas labores está el tema de la incorporación al SICOP (Sistema Integrado de Compras Públicas), el cual será abordado como ley especial según lo acordado por el Consejo Superior, o con metodología de proyecto, bajo la metodología avalada por el Consejo Superior para la creación de permisos con goce de salario, por lo que se estima que en caso de otorgarse recurso adicional a este proyecto coadyuvaría con la dotación propuesta en el informe 674-PLA-RH-OI-2019.

	2. Repercusiones para el Departamento de Proveeduría en caso de no contar con el recurso humano que conforma la Unidad de Apoyo Sistemas Informáticos.

El Departamento de Proveeduría expone tres escenarios que podrían presentarse en caso de que no se les asignen las plazas que solicitaron inicialmente.

El primero, que de aprobarse solo una plaza, no se podría atender todo lo que se atiende al día de hoy, lo que conllevaría priorizar las actividades.

El segundo, si se otorgan dos plazas, sería poco probable disponer del recurso y tiempo para formar el equipo contraparte para los proyectos futuros, no poder suministrar a los usuarios internos los reportes por minería de datos, desatender recomendaciones de la Auditoría. 
Tercero, si se otorgan todos los recursos (3 plazas) es el escenario ideal, para dar continuidad a los proyectos que se vienen realizando y demás actividades encomendadas.
	De los 3 escenarios mencionados en el oficio 3702-DP/66-2018 (y reiterados en el oficio 1991-DP-44-2019) esta Dirección, había tomado en consideración información acerca del avance de los proyectos, la carga de trabajo que reciben, así como otras variables que fueron considerados en su momento, dentro del informe 674-PLA-RH-OI-2019, que sustentan la recomendación emitida para atender con el recurso sugerido el trabajo por asumir, sin que eso conlleve las repercusiones mencionadas.


Con base en lo anterior, se recomienda rechazar la reconsideración planteada, y por lo tanto mantener lo dispuesto por el Consejo Superior en la sesión extraordinaria 44-19 celebrada el 16 de mayo de 2019, artículo XI.
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Se acordó:  Aprobar las recomendaciones de la Dirección de Planificación y en consecuencia mantener lo dispuesto por el Consejo Superior en la sesión extraordinaria 44-19 celebrada el 16 de mayo de 2019, artículo XI. Posteriormente se deberá seguir remitiendo la solicitud al Consejo Superior para valorar la aprobación del recurso mediante la metodología de administración de proyectos.

ARTÍCULO XV 
Se conoce reconsideración planteada mediante oficio JEFDP-476-2019 del 20 de mayo de 2019, suscrito por la M.Sc. Diana Montero Montero, Jefa a.i. de la Dirección de la Defensa Pública,  respecto al acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión extraordinaria 44.-19 (Presupuesto 2020), celebrada el 17 de mayo del año en curso, artículo II, referente al estudio de Requerimiento de Recurso Humano 634-PLA-RH-MI-2019. Impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial, (Defensa Pública) a partir de la promulgación de la Ley 9593 de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas (incluye materia disciplinaria, agraria y pensión alimentaria). En esta oportunidad se dispuso lo siguiente:

“Aprobar el informe 634-PLA-RH-MI-2019 y sus recomendaciones”
Este acuerdo fue comunicado el acuerdo del Consejo Superior del Poder Judicial, mediante oficio 74-CSP-19 (Presupuesto 2020) del 17 de mayo de 2019 al Magistrado Jorge Olaso Álvarez, Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia, y a la Máster Diana Montero Montero, Directora a.i. de la Dirección de la Defensa Pública.

De manera puntual, se muestra las reconsideraciones de la Máster Diana Montero Montero, Directora a.i. de la Dirección de la Defensa Pública, plantea lo siguiente:

(Primera Reconsideración. Dirección de la Defensa Pública)
“Reciba un respetuoso saludo. En tiempo y forma procedo a plantear las siguientes reconsideraciones respecto del oficio N°74-CSP-19, con base en los argumentos que a continuación procedo a detalla:

Primero: En el apartado “antecedentes”, párrafo número XIII se afirma lo siguiente: (…) “Por otra parte, es relevante hacer mención que mediante informe 34-PLA-EV-2017 de la Dirección de Planificación sobre el Impacto organizacional y presupuestario para el Poder Judicial en caso de aprobarse el proyecto de Ley denominado “Código Procesal de Familia”, se analizó lo referente a la Defensa Pública en la atención de asuntos en materia de Familia, Violencia Doméstica y Pensión Alimentaria; donde, se consideró entre otros asuntos crear un total de 33 plazas de Defensor Público para la defensa de la parte acto en asuntos de Pensión Alimentaria.” (…).

No obstante, se parte de una premisa errónea al afirmarse que las 33 plazas de defensor público que se proyectan como necesarias ante una eventual entrada en vigor del Código Procesal de Familia, lo son para atender la materia de familia, violencia doméstica y pensiones alimentarias, estas 33 plazas son únicamente para lograr la cobertura nacional del servicio de pensiones alimentarias a la parte actora, lo cual no se ha logrado. Existiendo una carencia de recurso humano profesional para hacerle frente a la competencia que se le otorgó a la Defensa Pública con la entrada en vigencia de la Ley de Pensiones Alimentarias, de vieja data. Lamentablemente, a la fecha no tenemos cobertura nacional del servicio en materia de pensiones alimentaria para la parte acreedora alimentaria (actora), teniendo un faltante de 33 plazas de persona defensora pública. 

Esta situación fue visibilizada en el informe número 34-PLA-EV-2017, sobre el impacto organizacional y presupuestario para el Poder Judicial en caso de aprobarse el proyecto de ley denominado “Código Procesal de Familia”. Y cito textualmente lo establecido en dicho informe, tal y como sigue: 

“(…) Actualmente la Defensa Pública tiene en su estructura 76 plazas para la atención de la parte actora en los procesos de alimentos, a los que se suman 33 plazas adicionales para completar la cobertura, con un total de 109 plazas (…).”

CIRCUITO JUDICIAL Y OFICINA
MATERIA DE

PENSIONES ALIMENTARIAS

Se hace la aclaración que para el momento en que se emite el informe citado, no se había promulgado la Ley N° 9593, Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, publicada el 28 de setiembre de 2018.
	CIRCUITO JUDICIAL Y OFICINA
	MATERIA DE
PENSIONES ALIMENTARIAS

	
	Número Defensores

(Parte Actora)

	
	

	
	

	TOTAL 
	33

	Primero de San José
	3

	Segundo de San José
	1

	Tercero de San José
	2

	Primero de la Zona Sur
	1

	Segundo de la Zona Sur
	3

	Primero de Alajuela
	2

	Segundo de Alajuela
	2

	Tercero de Alajuela
	3

	Cartago
	4

	Heredia
	4

	Primero de Guanacaste
	1

	Segundo de Guanacaste
	2

	Puntarenas
	3

	Primero de la Zona Atlántica
	1

	Segundo de la Zona Atlántica
	1


(Respuesta a Primera Reconsideración. Dirección de Planificación)
En atención a lo expuesto, la Dirección de Planificación considera que:

Mediante oficio 446-PLA-MI-2019 de la Dirección de Planificación, del 28 de marzo de 2019, se puso en conocimiento el preliminar del informe, a la Máster Diana Montero Montero, Directora a.i. de la Dirección de la Defensa Pública, con el objetivo de realizar las observaciones correspondientes al contenido de este; aun así, en razón del Oficio JEDFP-476-2019, se procede a atender las siguientes reconsideraciones.

En relación con la interpretación del antecedente sobre el informe 34-PLA-EV-2017 de la Dirección de Planificación.  

Según lo expuesto en el párrafo contenido en el informe 634-PLA-RH-MI-2019, el cual señala: 

“(…) mediante informe 34-PLA-EV-2017 de la Dirección de Planificación sobre el Impacto organizacional y presupuestario para el Poder Judicial en caso de aprobarse el proyecto de Ley denominado “Código Procesal de Familia”, se analizó lo referente a la Defensa Pública en la atención de asuntos en materia de Familia, Violencia Doméstica y Pensión Alimentaria; donde, se consideró entre otros asuntos crear un total de 33 plazas de Defensor Público para la defensa de la parte actora en asuntos de Pensión Alimentaria. (negrita y subrayado no es del texto original)”.
En el mismo, se hace mención los asuntos considerados (Familia, Violencia Doméstica y Pensión Alimentaria) dentro del contenido del informe 34-PLA-EV-2017, y se destaca la consideración dada de crear las 33 plazas de Defensor Público para la Defensa de la parte actora en asuntos de Pensión Alimentaria. 

En vista, de que lo señalado es consecuente con lo plasmado en el texto se toma nota de la reconsideración. 
Lo anterior, no modifica el contenido del informe 
(Segunda Reconsideración. Dirección de la Defensa Pública)
Segundo: En varias ocasiones se afirma en el informe, que la materia de violencia doméstica pasa a ser parte del circulante de la unidad de la Defensa Pública que atiende penal, lo cual es parcialmente cierto, ya que opera únicamente en cuanto al presunto agresor y no a la víctima, que, por competencia material e intereses contrapuestos, está imposibilitada a atenderla-. Esta última, en caso que requiera ayuda de alimentos, será asumida por la Unidad de Pensiones Alimentarias y es a esta a la que le corresponderá, por la evidente vulnerabilidad de esta población, el abordaje, trato y especial atención que se le debe dar a cada uno de los casos en esta temática tan delicada, en donde muchas veces está en juego la vida de la víctima, asumir su caso. Ella se traduce en una posible carga laboral no visualizada.
(Respuesta a Segunda Reconsideración. Dirección de Planificación)
En atención a lo expuesto, la Dirección de Planificación considera que:

En relación con los asuntos de Violencia Doméstica

Según lo expuesto en su momento por la Licda. Ligia Jiménez Zamora, Supervisora de Personas Indígenas, como parte de la dinámica de trabajo a nivel interno de la Defensa Pública se consideraba que los asuntos en materia de Violencia Doméstica son parte del circulante de la Unidad de la Defensa Pública que atiende Penal. 

Ahora bien, en apego a la aclaración dada por la Dirección de la Defensa Pública, se acoge e incorpora dentro del contenido la excepción dada, de tal manera que se señale lo siguiente: 

Los asuntos de Violencia Doméstica pasan ha ser parte del circulante de la Unidad de la Defensa Pública que atiende Penal; en el entendido de que, al existir un requerimiento de ayuda de alimentos por la presunta víctima, es asumido por la Unidad de Pensiones Alimentarias.
(Tercera Reconsideración. Dirección de la Defensa Pública)
Tercero: Preocupa, además, que en el informe se omita un estudio de los datos estadísticos por parte de los diferentes juzgados que conocen procesos en donde por su cercanía con asentamientos indígenas, tengamos incidencia de este tipo de usuarios, los cuales ya demandan servicio en las materias de pensiones alimentarias, familia y violencia doméstica y a la fecha, aún no tenemos plaza de Defensor Público destacada, sino que se atienden como un recargo. Tal es el caso del Juzgado Contravencional de Coto Brus (la defensa más cercana está en Corredores, donde solo se cuenta con una persona defensora pública en pensiones alimentarias con un alto circulante y resultaría imposible brindar atención a las personas usuarias indígenas de Coto Brus y el mismo problema se presenta con la plaza de pensiones alimentarias de Golfito, donde hay más de 100 kilómetros de distancia, lo que representa en tiempo aproximadamente  dos horas y media para llegar y el mismo tiempo para regresar.  En el Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Tarrazú, Dota y León Cortés,  tampoco se cuenta con  una persona defensora para atender el servicio en materia de pensiones alimentarias, por lo que resulta imposible mostrar datos respecto de la necesidad de este servicio y la única forma de identificarlos es analizar los que llevan al efecto los Juzgados en mención, lo que no obsta para afirmar que la necesidad es latente, crece cada día, por lo cual debe hacerse una proyección de la demanda del servicio. 

Prueba de lo anterior, son los datos incluidos en el punto E. del informe, en el gráfico número 4, en donde solo se contemplan datos de las oficinas de Bribri, Buenos Aires, Turrialba, Limón y otros, sin incluirse datos de las zonas de Coto Brus, Tarrazú, Dota, tampoco se incluyen los datos en la materia de familia y violencia doméstica. 

Asimismo, se afirma que el circulante de Buenos Aires es de 75 asuntos, lo cual no es correcto, al día 20 de mayo se tiene un total de 120 asuntos activos en materia de pensiones alimentarias y familia, esto sin olvidar que no se cuantifica el tiempo que invierte la persona defensora pública de Pérez Zeledón en los traslados a las zonas indígenas para brindar el servicio. Misma situación que actualmente enfrentamos en Turrialba, en donde la Defensora Pública de Cartago debe viajar a dar servicio.  

Finalmente, se echa de menos una proyección del posible circulante y su crecimiento estimado para la Defensa Pública, por corresponder a una nueva competencia, datos que perfectamente se pueden extraer de los circulantes de los Juzgados que trabajan las materias. Ello, sin contar que en materia de familia y violencia doméstica no se cuenta del todo con recurso humano para brindar ese servicio.”
(Respuesta a Tercera Reconsideración. Dirección de Planificación)
En atención a lo expuesto, la Dirección de Planificación considera que:
En relación con el análisis de datos estadísticos de Juzgados, que conocen asuntos indígenas en materia de Pensiones Alimentarias
Se comparte la necesidad, del análisis de los datos estadísticos de los Juzgados Contravencionales y Menor Cuantía que atienden asuntos indígenas. Ahora bien, en este particular, se aclara que la Licda. Ligia Jiménez Zamora, Supervisora de Personas Indígenas de la Defensa Pública, suministró los datos estadísticos a diciembre de 2018, donde se consideró la cantidad de causas activas donde figura como intervinientes una o más personas indígenas. 

En razón a lo anterior, de determinó que del total de 376 causas activas en materia de Pensión Alimentaria, se centralizan 323 (88,6%) de los procesos entre la Oficina de Bribrí (248 asuntos) y Buenos Aires (75); de ahí que, se enfocara el análisis del circulante activo de los Juzgados Contravencionales y Menor Cuantía a esas zonas. 

En el caso, de la Defensa Pública de Coto Brus, y Tarrazú según datos facilitados únicamente registraron asuntos de materia Penal, para un total de 79 causas y 8 causas, en ese orden respectivo; por lo que, no se considera dentro la gráfica en mención. 

Además, siguiendo la lógica de la integración del circulante según expuesta por la Dirección de la Defensa Pública, se asume que los asuntos de familia forman parte del circulante activo de la Unidad de Pensión Alimentaria, y los asuntos de Violencia Doméstica de la Unidad de Penal. 

Lo anterior, no modifica el contenido del informe.
En relación con circulante de la Defensa Pública de Buenos Aires, y factores cualitativos.

Referente a la Defensa Pública de Buenos Aires, donde se expone un incremento de 75 a 120 causas activas donde interviene una o más personas indígenas; se consultó al Lic. Esteban Arguedas Madrigal, Profesional de Estadística de la Dirección de la Defensa Pública, el cual facilita el dato oficial del primer trimestre (a marzo) de 2019, donde se encuentran activas un total de 86 asuntos, con un incremento de once asuntos. 

Ahora bien, la Dirección de Planificación comparte el criterio de incremento de la cantidad de asuntos indígenas, los factores cualitativos inmersos en la labor ordinaria (traslados); así como, el reforzamiento de la estructura de Pensiones Alimentarias de la Defensa Pública de Buenos Aires. 

En razón a lo anterior, la estimación de carga de trabajo para la Defensa Pública de Buenos Aires, considera la carga ordinaria de la Oficina, con la capacidad de poder asumir los 120 asuntos en mención; además, se considera los factores cualitativos de traslado y acceso de justicia. De ahí la recomendación de la asignación de una plaza extraordinaria de un recurso Defensor bajo la modalidad de tiempo completo. Lo cual, impacta de manera positiva en la estructura de la Defensa Pública de Pérez Zeledón, al poder disponer del recurso que atendía los asuntos de Pensión Alimentarias y de Familia de Buenos Aires. 

Además, se comparte de la necesidad del requerimiento de las 33 plazas de Defensor Público para la atención (parte actora) ordinaria de asuntos de Pensión Alimentaria, tal y como, se evidenció en el informe 34-PLA-EV-2017 de la Dirección de Planificación sobre el Impacto organizacional y presupuestario para el Poder Judicial es en el caso de aprobarse el proyecto de Ley denominado “Código Procesal de Familia”, en donde para las proyecciones se contempló toda la carga ordinaria de la Defensa Pública en materia de Pensiones Alimentarias. Por último, se aclara que para fines de este estudio, solamente se toma dentro de las proyecciones de una posible carga de trabajo, los asuntos en donde interviene un o más personas indígenas, esto como impacto directo por la entrada en vigencia de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas.

Lo anterior, no modifica el contenido del informe.

Con base en lo anterior, se recomienda aceptar parcialmente las reconsideraciones dadas por la Dirección de la Defensa Pública; se consigna dentro del contenido del informe lo indicado en relación a la atención actual de los asuntos de violencia doméstica, sin modificar el fondo del mismo; y se aclara que en el informe que se asigna una plaza para la zona de Buenos Aires por el impacto que representa,  por tanto, se recomienda mantener lo dispuesto por el Consejo Superior en la sesión extraordinaria 44-19 (Presupuesto 2020) celebrada el 16 de mayo de 2019, artículo II. 
Anexo

[image: image41.emf]

Se acordó: Aprobar las recomendaciones de la Dirección de Planificación, por tanto mantener lo dispuesto por el Consejo Superior, se aclara a la Defensa Pública que precisamente por las razones expuestas en esta reconsideración, en el informe inicial se asignó un recurso humano para la zona de Buenos Aires por el impacto que representa en la prestación del servicio público.
ARTÍCULO XVI

La licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación, indica que, mediante correo electrónico del 14 de mayo 2019, la Licda Alexandra Mora Steller, Jefa Departamento de Servicios Generales, solicita modificar la subpartida presupuestaria 5.02.01 Edificios del presupuesto de la Comisión de Construcciones para el 2020, que fue conocido y aprobado por el Consejo en la sesión 23-2019 extraordinaria (Presupuesto 2020), artículo I.

Lo anterior, se realiza conforme a la consulta realizada por el Departamento Financiero Contable a la Licenciada Hailyn Núñez Valerio, Analista de la Dirección General de Presupuesto Nacional del Ministerio de Hacienda debido a criterio de la Contraloría General de la República al que tuvo acceso el Departamento de Proveeduría.

Al respecto, se le solicitó indicar la clasificación presupuestaria correcta para los servicios de precalificación de empresas consultoras y/o consultorías para la contratación en la elaboración de estudios preliminares, anteproyecto, planos constructivos, presupuesto, especificaciones técnicas e inspección de proyectos para obras públicas, ampliaciones y/o remodelaciones, ya que se tenía como práctica por ese Ministerio clasificarlas en la subpartida 50201 Edificios, para capitalizar el gasto al costo total de la obra. 

La licenciada Nuñez Valerio, indicó que según el “Clasificador por objeto del gasto del sector público” emitido por el Ministerio de Hacienda, los Bienes y Servicios que se adquieran como parte del contrato de la obra, se deben canalizar por la misma subpartida según le corresponda a la obra, sin embargo, en caso de que se adquieran de forma separada al contrato de la obra, se deberá de imputar a la subpartida correspondiente, según el clasificador del gasto.

Por lo antes expuesto, con el fin de no aumentar el gasto corriente debido a la limitante que impone la Regla Fiscal y las limitaciones presupuestarias para el 2020, emitidas por el Ministerio de Hacienda,  la Mba Ana Eugenia Romero Jenkins solicitó a la Licda. Mora Steller, Jefa del Departamento de Servicios Generales, analizar las solicitudes realizas por los diferentes Centros de Responsabilidad, en la Subpartida 10801 “Mantenimiento de Edificios y Locales” con el fin de tomar los recursos que se requieren para atender las necesidades en la  subpartida 10403 “Servicios de Consultoría” sin incrementar el gasto corriente.

La Licda. Mora Steller, una vez concluido el análisis correspondiente  y con el aval de la Dirección Ejecutiva, solicita mediante correo electrónico del 17 de mayo del 2019,rebajar la suma de ¢650.620.398, de la subpartida 10801 “Mantenimiento de Edificios y Locales” para reforzar la subpartida 10403 “Servicios de Ingeniería”  Artículo 21862 “Servicios en Consultoría e Ingeniería” y así no afectar el crecimiento del gasto corriente, en cumplimiento a lo comunicado por el Ministerio de Hacienda, atendiendo la aplicación de la regla fiscal. Se adjunta detalle de las exclusiones a realizar en la subpartida 10801.
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X
Por otra parte, la Máster Ana Eugenia Romero  Jenkins, solicita al Consejo Superior valorar se le permita incorporar en la Subpartida 70107  “Fondos en Fideicomiso para Gasto de Capital”, artículo 23578 “Fondos de Fideicomiso para Gasto de Capital” los ¢652.500.000, que inicialmente se iban a trasladar de la subpartida 50201 “Edificios” a la Subpartida 10403 “Servicios de Ingeniería”, esto por cuanto dado los ajustes que se realizaron, no se requieren en esta subpartida sino en la 10403. Se adjunta detalle de las líneas que se rebajarían paralelamente para reforzar el Fideicomiso:
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ConstruccióndeltercerpisodelEdificiodeTribunalesdeJusticiade

Turrialba. 

Sebuscareubicarlosdespachosjudicialesque seencuentran

alquilados fuera del edificio, al nuevo nivel pre-construido.

926 50201 Edificios 150.000.000,00

Administración del Primer Circuito Judicial de 

Guanacaste

ConsultoríaparalaampliacióndelEdificiodeTribunalesdeLiberia. 

Despacho  judicialesquese encuentranenestadodehacinamiento

dentrodel edificiode tribunales comoposible incorporaciónde 

oficinas que se  encuentran en  locales alquilados 

ContrataciónparalaconstruccióndelEdificioAnexoalosTribunalesde

Justicia de San Ramón.

Laconsultoríatardaráelaño2020,paralocualestaadministración

requiere fondos por tratarse de un proceso largo.

926 50201 Edificios 200.000.000,00

Administración Judicial, de san Joaquín de 

Flores

Consultoríaparalasustitucióndelactualsistemadedetecciónde

incendioseneláreadelasbodegasdelaciudadjudicial.  ParalaII

Etapa se ejecutará el sistema de detección con supresión de incendios, 

paralasBodegasdeArtesGráficas,ArchivoJudicial,Almacéndela

Proveeduría y Depósito de Objetos Decomisados.

TOTAL A TRASLADAR :  652.500.000,00

926 50201 Edificios 82.500.000,00

926 50201 Edificios 220.000.000,00

Administración del Tercer Circuito Judicial de 

Alajuela

Departamento de Servicios Generales 


De aprobarse los cambios antes citados, el Presupuesto de la Comisión de Construcciones se mantiene en ¢10. 522.941.779, ya que no hay incremento de recursos, sino traslados de recursos entre subpartidas, según detalle:
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502 CONSTRUCCIONES, ADICIONES Y MEJORAS 7.543.621.055)

50201 _|EDIFICIOS 6.899.427.055]

50202 _|VIAS DE COMUNICACION TERRESTRE 200.000.000]

50299 _|OTRAS CONSTRUCCIONES 444.200.000]

503 BIENES PREEXISTENTES 100.000.000

50301 _|TERRENOS 100.000.000

7 TRANSFERENCIAS DE CAPITAL 652,500,000
70107 _|FONDOS EN FIDEICOMISO PARA GASTO DE CAPITAL] 552,




Se adjunto archivo. 
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Se acordó: Aprobar la solicitud presentada por la Licda Alexandra Mora Steller, Jefa Departamento de Servicios Generales, relacionado con la reclasificación de subpartidas, para dar contenido a la subpartida 10403 “Servicios de Ingeniería”, esto implico un rebajo en la subpartida de mantenimiento de edificios, ya que por las limitaciones de la regla fiscal informadas por el Ministerio de Hacienda existe el límite de crecimiento en los gastos corrientes,  los recursos de la subpartida 5.02.01 Edificios se trasladan a la subpartida de Fideicomiso. Se aclara que no hay incremento de recursos, sino traslados de recursos entre subpartidas.

ARTÍCULO XVII
Se conoce reconsideración planteada mediante oficio 02-CT-2019 del 17 de mayo de 2019, suscrito por Patricia Solano Castro, Magistrada, Vicepresidenta y Coordinadora de la Comisión de Transparencia y Anticorrupción, respecto al acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión extraordinaria 42-19 (Presupuesto 2020), celebrada el 9 de mayo del año en curso, artículo II, referente el estudio de Requerimiento de Recurso Humano 609-PLA-RH-MI-2019, sobre la Creación y Reforzamiento de las Oficinas de Anticorrupción.  En esta oportunidad se dispuso lo siguiente:

“Se acordó:1)Aprobar el informe de requerimiento humano 609-PLA-RH-MI-2019 y sus recomendaciones con la aclaración de que en la recomendación No.5.5.39 del informe propuesto por la Dirección de Planificación no se debe leer como la imposición de cambiar la política de persecución, sino que se sugiere a la Fiscalía General ajustar la Política de Persecución Penal de la Fiscalía de Probidad, Transparencia y Anticorrupción por una metodología de trabajo más proactiva, innovadora en búsqueda de nuevos focos de criminalidad con gran impacto en el país. 2) Por las limitaciones en el crecimiento del presupuesto ordinario del Poder Judicial se aprueba el escenario número tres, el que consiste en: a) la conformación inmediata de la Sección de Anticorrupción y Delitos Económicos y Financieros en el Organismo de Investigación Judicial con el reforzamiento de ocho plazas nuevas, b) la Fiscalía General se distribuye con recursos existentes, c)la Oficina de Cumplimiento y Apoyo de la Comisión de Transparencia se propone crear con tres plazas nuevas. 3) Deberá la Dirección Ejecutiva revisar los recursos de alquileres propuestos por el Organismo de Investigación Judicial para analizar la posible remodelación y redistribución de los espacios físicos existentes. 4) Solicitar a las Magistradas Nancy Hernández y Patricia Solano, coordinadora en su momento de la Comisión de Transparencia y coordinadora actual de la Comisión de Transparencia, respectivamente se refieran a la ubicación jerárquica de la nueva oficina de Cumplimiento y Apoyo de la Comisión de Transparenciacomo parte de la Estructura orgánica del Poder Judicial. 5) Este informe debe ser remitido para conocimiento de la Corte Plena.”

Este acuerdo fue comunicado mediante oficio 63-CSP-19 del 15 de mayo del 2019 a la Máster Nancy Hernández López, Coordinadora de la Comisión de Transparencia Institucional en su momento y Licenciada Patricia Solano Castro, Coordinadora de  la Comisión de la Jurisdicción Penal y Coordinadora de la Comisión de Transparencia Institucional actualmente,  asimismo se remitió copia a las siguientes oficinas: Presidencia de la Corte, Despacho de la Presidencia, Dirección del Organismo de Investigación Judicial, Secretaria General del Organismo de Investigación Judicial, Fiscalía General de la República, Dirección Ejecutiva, Dirección de Gestión Humana, Departamento de Investigaciones Criminales, Licda. Silvia Navarro Romanini y Secretaria General de la Corte. 

En esta reconsideración la Licenciada Patricia Solano Castro, plantea lo siguiente:

“…1. De previo a resolver en el seno de la Comisión. Se solicita a la Dirección de Planificación, se comunique a esta Comisión del documento 609-PLA-RH-MI-2019, por los canales oficiales, para analizar y avalar las recomendaciones hechas y si estas se ajustan a los fines propuestos, resultado del trabajo realizado por esta Comisión. Se reitera que desde fecha 8 de abril del presente año, se informó mediante nota vía correo electrónico, a todas las instancias, que el canal formal para la recepción y envío de las comunicaciones a esta Comisión es el correo: echaconr@poder-judicial.go.cr. 

2. Debe aclararse que este informe fue puesto en conocimiento a esta Comisión de transparencia, en fecha posterior a su aprobación en el Consejo Superior, por lo que, en consideración de esta Comisión, se tiene por recibido el documento en calidad informativa, sin detrimento de las aclaraciones u observaciones que esta Comisión tenga o pueda tener sobre lo expuesto en el documento, haciéndolo de conocimiento al Consejo Superior para lo que corresponda. Conforme a las funciones propias de su naturaleza, la Dirección de Planificación debe “mantener los mecanismos de coordinación con las demás dependencias del Poder Judicial y las distintas Comisiones establecidas para asuntos específicos, haciendo previa y obligadamente la consulta al ente o sector involucrado, y poniendo posteriormente en conocimiento de éstos, los informes finales elaborados de previo a elevarlos a conocimiento de la Presidencia de la Corte…”  
En atención a lo expuesto, se considera que:

1- En atención al punto 1 y 2, la Dirección de Planificación de forma obligatoria y previo a remitir los informes definitivos a la Secretaría General de la Corte, se remiten a las instancias involucradas en cada estudio. En este caso, no fue la excepción y el 23 de abril del presente año, mediante oficio 557-PLA-MI-2019, fue puesto en consulta el preliminar de este informe de sobre la Creación y Reforzamiento de las Oficinas de Anticorrupción, fue comunicado vía correo electrónico el 23 de abril del año en curso, mismo remitido a doña Patricia Solano como Coordinadora de esa Comisión de Transparencia y Anticorrupción, con copia a la Secretaria Kattia Cordero Vargas, Secretaria de la Magistrada Solano,  lo anterior se realizó de esta forma pues en la lista de correos detallada en la página de la Secretaría de la Corte, no figura ningún correo oficial de esta Comisión. Se adjunta evidencia en anexos 2,3 y 4.

2- Es hasta el viernes 17 de mayo del presente año, que se recibió correo electrónico por parte de doña Kattia Cordero, Secretaria de la  Magistrada Patricia Solano, en el que informa que el correo al que se debe  remitir la documentación de la Comisión de Transparencia y Anticorrupción, indicando ver una seguidilla de correos en la que no se observa copia a la Dirección de Planificación. (Se adjunta correo en el anexo 5)

3- Es importante aclarar que, según las políticas institucionales, los correos oficiales son los aprobados en la lista mencionada. Se reitera que en los casos donde no se detallan correos oficiales, se envía al remitente y a la Secretaria de oficina (esta última en el caso de los Magistrados). 

4- Con lo anterior, queda evidenciado que las actuaciones de la Dirección de Planificación se encuentran apegadas a los lineamientos institucionales.

“…3. Debe aclararse en el documento de estudio la finalidad u objetivos de la Oficina de Cumplimiento, de conformidad con el Informe rendido y aprobado en Corte Plena, sesión 9-19 del 04 de marzo de 2019, artículo XX…”

En atención a lo expuesto, se considera que:

En el cuadro 23 del informe 609-PLA-RH-MI-2019 se pueden observar las funciones que se establecieron para la oficina de Apoyo y Cumplimiento a la Comisión de Transparencia, adicionalmente se incluirá dentro del informe los objetivos generales y específicos establecidos en el “Proyecto: Requerimientos para la operativización de los estudios (diagnósticos) realizados por el proyecto de Cooperación con la Embajada de Estados Unidos para el fortalecimiento del Poder Judicial en materia de Transparencia y Anticorrupción”, conocido y aprobado en Corte Plena, sesión 9-19 del 04 de marzo de 2019, artículo XX, los cuales se citan textualmente a continuación: 

“…Objetivo General
Formalizar el apoyo de una Oficina Técnica para la Comisión de Transparencia del Poder Judicial que permita la coordinación y articulación a nivel institucional en el diseño, implementación, control y supervisión de las líneas de acción para mitigar las amenazas y riesgos derivados de fraudes internos, corrupción y faltas a la ética y probidad, como parte de los compromisos institucionales y de la Comisión en la ejecución de los proyectos de cooperación internacional que actualmente desarrolla.

Objetivos específicos del Proyecto:
· Crear una Oficina Técnica de Apoyo, adscrita a la Comisión de Transparencia con su estructura organizacional y recurso humano definido. 

· Generar mecanismo y herramientas en materia anticorrupción en el Poder Judicial.

· Impulsar las recomendaciones del Diagnóstico Riesgos Asociados al Proceso Penal en Casos de Corrupción en el Poder Judicial.

· Impulsar la creación de un Observatorio de Transparencia y Anticorrupción para el Poder Judicial….”

“…4. En la recomendación 5.5.3 a Corte Plena, página 112 del documento, respecto a la Oficina de Cumplimiento se indica en la literalidad “Definir a cuál programa presupuestario se deberá adscribir la nueva Oficina de Cumplimiento y Apoyo de la Comisión de Transparencia, ya que no se indica en el Acuerdo de Corte Plena si es una oficina administrativa o Jurisdiccional”. Es criterio de esta Comisión que, una vez analizado los escenarios presupuestarios aprobados, se incorpore al programa jurisdiccional (programa 927) en vista de las funciones y competencias, donde va a privar la fiscalización del área jurisdiccional, por lo que se considera más afín a la misión y objetivos del programa aprobado por Corte Plena.” 
En atención a lo expuesto, se considera que:

En la recomendación 5.5.3. se adiciona el criterio externado en el oficio 02-CT-2019 por parte de la Comisión de Transparencia, en relación a cuál programa presupuestario se deberá adscribir la nueva Oficina de Cumplimiento y Apoyo de la Comisión de Transparencia, según se cita, para que sea tomando en cuenta por Corte Plena:
“Es criterio de esta Comisión que, una vez analizado los escenarios presupuestarios aprobados, se incorpore al programa jurisdiccional (programa 927) en vista de las funciones y competencias, donde va a privar la fiscalización del área jurisdiccional, por lo que se considera más afín a la misión y objetivos del programa aprobado por Corte Plena.”
Con base en lo anterior, se recomienda acoger la reconsideración planteada e incorporar dentro el informe 609-PLA-RH-MI-2019 los nuevos elementos según observaciones realizadas en los puntos 3 y 4 del oficio 02-CT-2019, en razón de que las mismas no modifican el fondo del informe y se mantiene lo dispuesto por el Consejo Superior en la sesión extraordinaria 42-19 celebrada el 09 de mayo del año en curso, artículo II. 

	N°
	
	Anexo

	1
	Oficio 02-CT-2019, remitido por Patricia Solano Castro, Magistrada, Vicepresidenta y Coordinadora de la Comisión de Transparencia y Anticorrupción
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	2
	Comprobante de comunicación del oficio 557-PLA-MI-2019 
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	3
	Comprobante de entrega a la Magistrada Patricia Solano
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	4
	Comprobante de entrega a la señora Kattia Cordero, Secretaria de la Magistrada Patricia Solano 
	
[image: image49.emf]

	5
	Correo remitido el 17 de mayo, 2019 a la Dirección de Planificación, sobre el  medio para remitir información a la Comisión de transparencia
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Se acordó: Aprobar las recomendaciones presentadas por la Dirección de Planificación, se toma nota de la aclaración en relación a la puesta en conocimiento del informe a la Comisión de Transparencia,  se deberán considerar en el informe  la incorporación de los objetivos de la oficina de cumplimiento, así como la propuesta de su ubicación en el ámbito jurisdiccional. 
ARTÍCULO XVIII
La Máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora a.í. Gestión Humana, presenta oficio PJ-DGH-UPEE-0238-2019, de 22 de mayo de 2019, que literalmente indica:

“Considerar dentro de la formulación presupuestaria del año 2020, permisos con goce de salario para desarrollar e implementar las acciones derivadas de la Ley 9635.

En atención a la sesión de Corte Plena N° 11-19 del 18 de marzo de 2019, artículo XIV, en la cual se conoce y aprueba el criterio legal N° DJ-824-2019, vertido por la Dirección Jurídica, relacionado con la Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas, denominado “Informe referente al impacto de la Ley 9635 en las relaciones de Empleo del Poder Judicial”, se acordó:
“Tener por hechas las manifestaciones del Presidente, Magistrado Cruz y a esos efectos:
a.) Declarar de interés institucional el conformar un equipo de trabajo integrado por la Dirección de Gestión Humana, Dirección de Tecnología y la Dirección Jurídica, quienes tendrán a su cargo el estudio, diseño e implementación de las variaciones en los sistemas de pago, reglamentos y procedimientos como consecuencia de la aplicación de la Ley 9635 y su reglamento, también se deberá de definir e implementar un modelo de evaluación de desempeño.

b.) El Consejo Superior, deberá asignar los recursos necesarios para el funcionamiento del equipo de trabajo que implementará la Ley 9635 y la evaluación del desempeño.  Debido a las limitaciones presupuestarias en el programa administrativo, establecerá el orden de prioridades de los recursos asignados a proyectos y labores ordinarias, con la finalidad de allegar los recursos que requiera el equipo de trabajo de manera inmediata y urgente.
2.) En el plazo de un mes, a partir de la notificación de este acuerdo, el Consejo Superior informará a esta Corte del plan de trabajo establecido. 

Las Direcciones Jurídica, de Gestión Humana y de Tecnología de la Información tomarán nota para lo que a cada uno corresponda. Se declara acuerdo firme.”

Conforme lo dispuesto, esta Dirección remite para efectos de discusión y análisis el siguiente informe en el cual se analiza el impacto que tiene la implementación de los cambios en los procesos que se llevan a cabo en la Sección de Administración Salarial de la Dirección de Gestión Humana.
I. Procedimiento actual para el registro y aprobación de acciones de personal por periodo de pago.
Proceso de análisis de la cantidad de movimientos en acciones de personal, por tipo de acción, así como el monto generado para ambas quincenas del mes febrero 2019, el cual se detalla:
	Quincena
	Acciones Tramitadas

	IQ-02-2019
	6363

	IIQ-02-2019
	5300

	Total
	11663


	

Tipos de acción

	Advertencia
	Cese de nombramiento en propiedad
	Descenso interino
	Permiso con sueldo Art 44 Ley Orgánica
	Reconocimiento de vacaciones

	Amonestación Escrita
	Cese de nombramiento interino
	Despido por causa
	Permiso con sueldo para actividades en el exterior
	Renuncia

	Anualidad de carrera profesional
	Cese de permiso
	Disfrute de vacaciones
	Permiso con sueldo para capacitación
	Revaloración

	Anualidad de servicio
	Cese de permuta interina
	Gastos de representación
	Permiso con sueldo para cuido de familiar
	Revaloración colectiva

	Anulación
	Cese de permuta Plazo Fijo
	Inasistencia
	Permiso con sueldo por defunción
	Revocatoria

	Ascenso en Nombramiento Plazo Fijo
	Cese Descenso Nombramiento Plazo Fijo
	Incapacidad por Accidente de Tránsito
	Permiso con sueldo por docencia en Costa Rica
	Sobresueldo por recargo

	Ascenso en propiedad
	Cese de traslado interino
	Incapacidad por enfermedad
	Permiso con sueldo por matrimonio
	Suspensión con goce de salario

	Ascenso interino
	Cese de vacaciones
	Incapacidad por Fase Terminal
	Permiso con sueldo por nacimiento
	Suspensión de Vacaciones

	Asignación colectiva de componentes salariales
	Cese Nombramiento Plazo Fijo
	Incapacidad por maternidad
	Permiso con sueldo total
	Suspensión sin goce de salario

	Asignación de componentes salariales
	Cese para mejor servicio público
	Incapacidad por Riesgo del Trabajo
	Permiso con sueldo total por beca
	Traslado en Plazo Fijo

	Cancelación de sanción disciplinaria
	Cese por aplicación período de prueba
	Jubilación
	Permiso sin sueldo
	Traslado en propiedad

	Cese Ascenso Nombramiento Plazo Fijo
	Cese por defunción
	Modificación
	Permuta
	Traslado interino

	Cese colectivo de componentes salariales
	Cese por incapacidad absoluta y permanente
	Nombramiento en Propiedad
	Permuta interina
	Vacaciones colectivas

	Cese de ascenso interino
	Cese traslado en Plazo Fijo
	Nombramiento interino
	Permuta Plazo Fijo
	Vacaciones profilácticas

	Cese de componentes salariales
	Compensación de vacaciones
	Nombramiento meritorio
	Reasignación
	

	Cese de descenso interino
	Descenso en Nombramiento Plazo Fijo
	Nombramiento Plazo Fijo
	Reasignaciones colectivas
	

	Cese de Gastos de Representación
	Descenso en propiedad
	Pago proporcional de vacaciones
	Reconocimiento de componentes salariales
	

	Total de Tipos de acción del SIGA GH
	84


	Periodo
	Planilla Normal
	Planilla Periodos Anteriores

	1Q/02/2019
	¢9,643,355,726.71
	¢238,017,019.43

	2Q/02/2019
	¢9,780,779,682.39
	¢217,331,500.09

	Subtotal
	¢19,424,135,409.10
	¢455,348,519.52

	Total
	¢19,879,483,928.62


Según estudio efectuado el promedio en la confección de una acción de personal ronda los siete minutos, tal y como se muestra en el siguiente cuadro:
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Cálculo de tiempo invertido según la cantidad de acciones del mes febrero 2019:
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Notas:

1. La columna “7 min x Acción”, representa la multiplicación de la cantidad de acciones por 7minutos.

2. La columna “Por Hora”, representa la división de la columna “7 min x Acción” dividido por 60 minutos, para obtener el promedio de la cantidad de horas.

3. La columna “80 hrs x quincena”, es la división de la columna “Por Hora” entre 80 hrs que representa una quincena, dando como resultado la cantidad mínima de colaboradores necesarios para la confección del total de acciones.
II. Procedimiento propuesto para el registro y aprobación de acciones de personal por periodo de pago con la aplicación de la Ley 9635.
Según lo analizado, con la implementación de los pasos a seguir en las revisiones de acciones de personal el tiempo de confección de la acción de personal aumentaría de siete minutos a 11 minutos por acción, según el siguiente escenario:
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Cálculo de tiempo invertido según la cantidad de acciones del mes febrero 2019, tomando como parámetro de 11 minutos por acción:
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Notas:

1. La columna “11 min x Acción”, representa la multiplicación de la cantidad de acciones por 11minutos.

2. La columna “Por Hora”, representa la división de la columna “11 min x Acción” dividido por 60 minutos, para obtener el promedio de la cantidad de horas.

3. La columna “80 hrs x quincena”, es la división de la columna “Por Hora” entre 80 hrs que representa una quincena, dando como resultado la cantidad mínima de colaboradores necesarios para la confección del total de acciones. 

Como resultado final de obtiene un incremento en el tiempo de confección de las acciones de personal pasando de 1361 horas a 2138 horas promedio, obteniendo un faltante de 778 horas, para el registro total de las 11,663 acciones.

Cabe destacar que el cálculo anterior es producto únicamente de las funciones de la Unidad de Pagos Salariales de la Sección Administración Salarial, sin embargo, dicha Sección está compuesta por la Unidad de Componentes Salariales y la Unidad de Deducciones, para los trámites relacionados con el correcto pago de los salarios a la población judicial, el cual alcanza los 13000 empleados, aproximadamente. 

III. Condiciones del sistema actual
La Dirección desde el año 2004 implementó un sistema informático, que posee una serie de validaciones y controles que minimizan el riesgo de generar pagos indebidos, por ejemplo, la generación del salario quincenal, requiere de diecisiete funciones o rutinas que son vitales para la determinación del monto líquido a cancelar a cada persona.
Cabe destacar, que el pago final incluye además del salario base, los diferentes componentes o pluses, así como la retención de los dineros correspondientes a deducciones obligatorias y deducciones voluntarias, entre otros. De este modo se tiene que, la implementación de la Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas, viene a variar de manera sustancial la metodología de análisis y trabajo existente, por cuanto las validaciones automáticas implementadas a través de los algoritmos definidos para la aprobación y aplicación de acciones de personal que tiene actualmente el sistema, se trasladan a un control manual que estaría a cargo del análisis y criterio personal del tramitador de los movimientos asignados. Es importante destacar que el control de cita requiere implementar tareas adicionales a las que se realizan, con la implicación de que se contará con menos tiempo para el trámite de acciones de personal y el error puede humano puede verse incrementado a falta de controles automatizados.

Aunado a lo anterior, se requiere obligatoriamente replantear las validaciones del sistema existentes para los procesos informáticos, que sirven de insumo para otros sistemas y generan información para entidades externas como: SUPEN, SICERE, INS, Tributación Directa y ASOSEJUD, entre otros
IV. Otras implicaciones 
Unidad de Deducciones
El sistema al no permitir asignar los componentes en valor nominal tal y como lo establece la Ley 9635 en espera de la implementación de las mejoras, tiene identificados alrededor de 330 personas que cuentan con nombramiento por primera vez en el Poder Judicial, así como 287 casos en que se les asigna un componente salarial nuevo y que no corresponde cancelar de forma porcentual sino nominal, por lo que le corresponderá a la Unidad de Deducciones de la Sección de Administración Salarial, confeccionar el estudio individual de las posibles sumas de más, con el fin de recuperar los montos cancelados en demasía así como los que se generen has la implementación total de las mejoras.
Es menester indicar que una vez determinado el monto a cobrar se debe aplicar el debido proceso para la recuperación correspondiente.
Por lo anterior la Unidad de Deducciones, requiere ser reforzada con recurso humano que venga a dar soporte a todas las actividades que se derivan de la aplicación de la Ley 9635.
Unidad de Componentes Salariales
En lo que respecta a la Unidad de Componentes Salariales, la implementación de la Ley 9635implica un incremento en la cantidad de consultas sobre la procedencia del pago dedicación exclusiva, prohibición, puntos de carrera profesional, anualidades de carrera profesional, pasos de capacitación y anualidades por servicio de las personas servidoras judiciales que ven afectado su salario con estos componentes.
V. Requerimiento.
Por lo anterior, esta Dirección solicita que para el próximo proceso de formulación presupuestaria, se contemplen 9permisos con goce de salario para el Subproceso de Administración Salarial bajo la categoría de puesto de Técnico Administrativo 2, por el plazo de un año, como refuerzo a las actividades diarias que devienen de la implementación de la aplicación de la Ley 9635. Cabe indicar que el permiso debe otorgar sea partir del mes agosto del 2019, y se distribuirían de la siguiente manera:
	Unidad
	Cantidad
	Clase de Puesto
	Actividad

	Unidad de Pagos Salariales 
	5
	Técnico Adm. 2
	Proceso de Tramite de Nombramiento

	Unidad de Componentes Salariales 
	1
	Técnico Adm. 2
	Proceso de Trámite de Estudios de Componentes Salariales

	Unidad de Deducciones 
	3
	Técnico Adm. 2
	Proceso de Estudios sumas de más


“
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Se acordó: 1) Aprobar el informe presentado por la Máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora a.í. de Gestión Humana, por la prioridad legal de atender este tema, se deberán realizar revisiones e informes trimestrales mostrando los avances, deberá la Dirección de Gestión Humana presentar una certificación de contenido presupuestario para el 2019, lo cual será analizado en una sesión ordinaria del Consejo Superior. Para el 2020 se deberán ingresar dentro del límite del porcentaje de sustitución aprobado.
ARTÍCULO XIX
Se conoce reconsideración planteada mediante oficio 596-DG-2019 del 17 mayo de 2019, suscrito por el Msc Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial, respecto al acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión extraordinaria 42-19 (Presupuesto 2020), celebrada el 9 de mayo del año en curso, artículo I, referente al Impacto organizacional y presupuestario a partir de la Ley 9458 que reforma la Ley 4573, Código Penal y Ley 7451, Ley de Bienestar de los Animales, para el año 2020. En esta oportunidad se dispuso lo siguiente:
“Se acordó: 1) Aprobar el informe Requerimiento de Recurso Humano 595-PLA-MI-2019 y sus recomendaciones, con el escenario número uno, adicionar la suma de 100 millones de colones  a la subpartida de consultorías, incluyendo en el servicio a contratar el transporte requerido para los traslados que requiera el Organismo de Investigación Judicial de estos animales, esto como una estimación inicial de los recursos 2) Esta modalidad de contratación será analizada y propuesta por el Organismo de Investigación Judicial, una vez iniciada la modalidad de contratación de servicios, se irá monitoreando el costo total de los mismos paulatinamente dependiendo de su demanda.2) Solicitar a la Dirección Jurídica que se refiera a la obligación legal que le pueda asistir a SENASA con respecto a la colaboración de la prestación de los servicios para aplicar esta ley en función de la protección de los animales.3) Presentar a la Corte Plena el informe con el anteproyecto de presupuesto por separado al anteproyecto de presupuesto ordinario, ya que corresponde a los gastos previstos para atender nuevas obligaciones legales impuestas al Poder Judicial aprobadas por la Asamblea Legislativa.”
Este acuerdo fue comunicado mediante oficio 60-CSP-19 del 15 de mayo del 2019 a la Licda. Patricia Solano Castro, Coordinadora Comisión de la Jurisdicción Penal, Máster Walter Espinoza Espinoza, Director General Organismo de Investigación Judicial, Máster Diana Montero Montero, Directora a.i. Defensa Pública, Máster Emilia Navas Aparicio, Fiscala General de la República, Licda. Maricruz Chacón Cubillo, Directora a.i. Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional.

En esta reconsideración el Máster Walter Espinoza Espinoza, Director General Organismo de Investigación Judicial, plantea lo siguiente:

“…la dinámica que se plantea en el Escenario Uno que se pretende aplicar a este Organismo es totalmente contraproducente para la correcta gestión policial y de mantenerse esa posición por parte de Planificación preferimos no se otorgue ni una sola plaza de investigación ya que no vamos a soportar el costo social que significa aceptar una dotación de plazas de investigación, que desconoce el impacto de una ley nacional y que no es conteste con la realidad y que parte del equivocado supuesto de que este tipo de delito solo se presenta en San José.

El Organismo de Investigación Judicial no puede apoyar una propuesta que en realidad no viene a solucionar básicamente nada, una problemática que en definitiva, afecta de manera directa el funcionamiento de este órgano y su eficaz cumplimiento a las obligaciones legales que nos han sido impuestas. Se quiere dejar en claro que no podemos asumir la responsabilidad de la toma de decisión de adoptar la propuesta primera planteada por el Departamento de Planificación, ya que la Ley de Bienestar Animal ya ha sido emitida y con lo propuesto por ese Departamento este Organismo no puede dar respuesta a la obligación legal de atender las denuncias, en la forma responsable, profesional y técnica; sobre todo, cuando se maneja un presupuesto que permite crecer en persona sin que esto signifique un gasto de más para el Erario Público, por lo que esta variable no debería constituirse en óbice para la toma de decisión.Con dos plazas de investigador no existe forma de abarcar los delitos que ocurren en todo el país relacionados con la Ley del bienestar animal y con la propuesta “reducida” del escenario uno, se está obligando a que no se lleven a cabo las diligencias de investigación con la técnica y pericia correspondiente, dejando a este órgano prácticamente sin la capacidad de responder a una obligación legal. 

Con el planteamiento reducido del escenario uno, es evidente que no se tiene conciencia de las vicisitudes de las zonas regionales, asumiendo de forma imprecisa que las dos plazas dedicadas a este delito podrían cubrir todo el territorio nacional, sin considerar las variables de coordinación, traslado y tiempo estimado de atención, lo cual resulta más bien un gasto oneroso ya que los dos investigadores otorgados, según la lógica de Planificación, deberán trasladarse a cualquier parte del territorio nacional para atender casos de esta naturaleza, aumentando los rubros de viáticos y horas extras entre otros, lo cual resulta un despropósito y demás, claramente imposible de ejecutar…”
Respuesta por parte de la Dirección de Planificación.
El planteamiento realizado en el Escenario 1 por esta Dirección, busca atender de manera efectiva la carga de trabajo presente hasta el momento por los delitos tipificados en la Ley contra el maltrato animal no solo de San José sino de todo el país,  esto con la estructura no sólo de los dos investigadores 1 propuestos para la Provincia de San José, sino con la estructura del recurso humano existente y distribuida a nivel nacional  para la atención para los delitos de menores desaparecidos, Ley que impacta en aproximadamente 3.65 casos por investigador a nivel nacional y que por carga de trabajo puede asumir las 13,5 causas mensuales en todo el país. Esto partiendo de las condiciones económicas actuales del país en cuanto a la limitación de recursos y revisando la carga de trabajo existente en los puestos actuales. 

Es importante aclarar, que este escenario pretende reforzar el Departamento de Investigaciones Criminales, quienes desde la entrada en vigencia de la Ley (mayo 2017), atienden los delitos establecidos en la Ley de Bienestar Animal. 

Se reitera que esta pareja de investigadores no atenderá la carga de trabajo de todo el territorio nacional, a menos que la Dirección del OIJ lo considere necesario, de la misma forma en que se brindan hoy las colaboraciones a otras delegaciones para otros delitos.

Se extrae del escenario 1 lo siguiente, en complemento con lo indicado anteriormente: 

“…
La cantidad de casos de menores desaparecidos representaban una baja carga de trabajo que no justificaba cuantitativamente el aumento de recurso humano, sin embargo, variables cualitativas relacionadas con el interés superior de los menores de edad y temas de seguridad social, se otorgó del recurso humano mínimo necesario para hacer frente a esta problemática nacional. 

Ahora bien, analizando que nos encontramos en una situación similar a la de hace dos años, al considerar la baja incidencia de este nuevo tipo de delito a nivel nacional, se podría proponer en la factibilidad de utilizar complementariamente la estructura de 48 plazas a nivel nacional otorgadas en su momento para el tema de menores desaparecidos, para hacer frente a la atención conjunta de los delitos referentes a Bienestar Animal, adicionalmente, se aclara que este recurso humano ya fue provisto de equipo necesario para el ejercicio de su función. Esto como medida alternativa considerando las limitaciones presupuestarias que existen en el país y maximizando los recursos humanos con los que cuenta el Organismo de Investigación Judicial.

Con base en el análisis de la carga de trabajo presentada y de acuerdo a la información suministrada por parte de la Oficina de Planes y Operaciones, así como los datos anteriormente analizados de la carga de trabajo en desaparecidos; es evidente que la Ley sobre el Bienestar Animal no impacta de manera sustancial en la carga de trabajo a nivel nacional, en cuanto a las investigaciones criminales, por lo que se recomienda una pareja de Investigadores 1, para el área de San José, la cual representa un número de casos mayor al obtenido en las demás cabeceras de provincia del territorio nacional y mismos que serían los encargados de estos casos en el área metropolitana y un apoyo a nivel nacional para el resto de Delegaciones y Sub delegaciones del Organismo de Investigación Judicial. ”
“…La Dirección de Planificación del Poder Judicial es conocedora del aumento en la carga de trabajo del personal de investigación, con un incremento anual del 6% solo de denuncias (no se considera en esta ecuación siquiera las capturas, diligencias menores o CICOs) y sin embargo ese aspecto es omitido en el análisis de este problema, a pesar de que se les ha informado de esta situación, no se propone una respuesta verdadera a esta situación de crisis en que se encuentra la Policía Judicial.

Gráfico 1. Delitos entrados al Organismo de Investigación Judicial durante el período 2003-2018 (Datos proyectados a 2019)
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                                                                                                                                                Fuente: OIJ-UAC, 2019

Esto último ha provocado que en las sedes regionales los investigadores se distribuyen todas las actividades administrativas e investigativas, que en San José se manejan por secciones y unidades especializadas, por lo que resulta ilógico dejar por fuera la consideración de las zonas externas.

Si la cantidad de investigaciones a nivel general viene creciendo anualmente en un 6%  (5000 denuncias aproximadamente), como ya se había demostrado en documentos anteriores, implica que los investigadores cada vez tendrán menos posibilidad de encargarse de un nuevo delito.
Respuesta por parte de la Dirección de Planificación.
Sobre este punto, se reitera que la carga de trabajo que se valora para fines del Impacto organizacional y presupuestario a partir de la Ley 9458 que reforma la Ley 4573, Código Penal y Ley 7451, Ley de Bienestar de los Animales es solo la relacionada con los casos que impactan la carga de trabajo de este tipo de delito, lo cual se constata en el informe que no presenta un incremento sustancial. Por lo tanto, el incremento del 6% indicado, corresponde a otro tipo de delitos, por lo cual no sería correcto presentar un informe con un impacto de Ley de Bienestar Animal, solicitando plazas nuevas, cuando la atención sería para otro tipo de delitos.

Adicionalmente, se reitera que el análisis de la carga de trabajo a nivel de las Delegaciones, Subdelegaciones y Oficinas del OIJ a nivel del territorio nacional, se está analizando como parte del alcance del Proyecto “Mejora Integral del Proceso Penal” que se ejecuta a partir del 2018 y se extiende hasta el 2020, aspecto que también se está trabajando en conjunto con el OIJ.

1. “….
De tal modo, siendo conscientes de que el escenario económico del país no es el mejor y que así mismo el Organismo de Investigación Judicial le fue asignado una función nueva que independientemente del tema presupuestario, debemos afrontar, se realiza una propuesta intermedia a fin de que las 11 delegaciones del país les sea asignado un investigador1 por regional (en total 11 investigadores1) más dos investigadores1 para la sede central y un jefe1 para que coordine todo lo relacionado con el tema. Este es el escenario mínimo con el cual el Organismo de Investigación Judicial podría responder, al menos de manera inicial, con el objetivo impuesto
Respuesta por parte de la Dirección de Planificación.
El escenario 1 contempla que, de acuerdo con la carga de trabajo presente a nivel nacional (13,5 asuntos por mes), esta debe ser atendida por 1,6 investigadores, por lo que, de acuerdo con la carga de trabajo mostrada, no es suficiente acoger la propuesta de un investigador por Delegación Regional. Así mismo se estima que el Jefe actual de la Sección de Delitos Varios en apoyo con el Jefe de la Unidad de Alerta Temprana, los Jefes Regionales y el Jefe y Subjefe del Departamento de Investigaciones Criminales, podría atender lo referente a la carga a nivel a nacional.
“….
Esta ley implica la contratación de servicios profesionales cada vez que se tenga un hecho punible ya que no se tiene a disposición un equipo médico veterinario para hacer las diferentes pericias de índole necropsiales, así como se requiere de una constante adquisición de artículos diferenciados para hacer exámenes debido a que no se pueden mezclar los insumos para análisis de personas con los de animales.

Es importante señalar que, por parte de la Administración de este Organismo, no se cuenta con la capacidad instalada para la ejecución presupuestaria, ya que solo existen cuatro ejecutores para más de 17 mil millones de colones, de ahí que la plaza de soporte para esta actividad estaba incluida en el escenario 3 como parte de un todo, vendría a solventar dificultades como la misma ejecución presupuestaria, capacitaciones, reclutamiento, inducción, compras directas, caja chica, entre otras.

Como se evidencia, la Administración de este Organismo se encuentra en total desventaja con respecto a las otras áreas de intervención del Poder Judicial e inclusive si se compara con una administración regional. Es decir, que si no se cumple el escenario 3 donde se incluye una plaza para utilizar como ejecutor, sería materialmente imposible controlar el presupuesto de cualquiera de los otros dos escenarios restantes. …”
Respuesta por parte de la Dirección de Planificación.
El recurso solicitado en la reconsideración, de un Profesional 2, no se contempló ni en el escenario 1 ni en el 2, ya que, en línea con la carga de trabajo, expuesta en líneas anteriores de 13,5 casos por mes a nivel nacional (considera que no todos requieren de dicho servicio), dicha Ley no impacta de manera significativa dentro de la estructura de la Policía Judicial a nivel nacional. 

En el caso de hacer uso de este tipo de servicios profesionales, se requiere por parte del Administración del OIJ, de un esfuerzo inicial para establecer el requerimiento necesario o convenio, para hacer uso de este tipo de servicios a nivel del país, según las necesidades que se soliciten por las distintas regionales del país.
“….
En resumen, se pide una representación nacional de los efectos de la ley que abarque a las sedes regionales, siendo que se solicita al menos 1 investigador1 para cada Delegación, lo cual suma 11 plazas. Dos plazas más de investigador 1 para la sede central y una plaza de un jefe 1 para que coordine las labores policiales. Asimismo, se está solicitando junto con esta ley para ejecutar el presupuesto y contratos de servicios profesionales con personal veterinario la incorporación de una plaza administrativa de profesional 2 para utilizar como ejecutor presupuestario.

De no aceptarse una solución que verse en términos razonables similares, se solicita prescindir de la entrega de las dos plazas de investigador 1 ya que el Organismo de Investigación Judicial no está dispuesto a asumir tal exigua cantidad de personal, que no viene a ayudar en lo más mínimo para la atención de los problemas nacionales que comprende esta ley y se verá obligado a trasladar el riesgo a las consecuencias a los órganos responsables de este tipo de decisiones administrativas.

En cuanto a las demás plazas mencionadas en el informe como lo son:

· Un Perito Judicial 1 para la sección de Pericias Físicas,

· Un Perito Judicial 2 para la sección de Química Analítica,

· Dos Peritos Judiciales 2B, (Sección de Bioquímica y Sección de Toxicología),

· Un Técnico Especializado 6 para la sección de Química Analítica,

Se aceptan las mismas sin mayores comentarios.”
Respuesta por parte de la Dirección de Planificación.
En atención a lo expuesto, se considera que:

Se reitera, que esta Dirección construyó el Escenario 1 de este informe, bajo el análisis de la carga de trabajo atendida durante los años 2017 y 2018 a nivel nacional, en donde se recomienda un mecanismo de atención de la carga de trabajo, tanto de San José como el resto de regionales de país, se extrae textualmente del informe en cuestión lo siguiente:
“…

Su carga de trabajo actual, referente a los delitos por maltrato animal, según el correo recibido por la Analista en Criminología de la oficina de Planes y Operaciones del Organismo de Investigación Judicial, la Licda. María del Carmen Vargas, el día 11 de febrero del año en curso, indica que de enero a diciembre del 2018 se atendieron 35 casos en San José para un total de 162 casos a nivel nacional en el mismo rango de tiempo.

Al tomar como referencia la media de denuncia que atiende un Investigador, la cual es de ocho casos mensuales, según lo establecido por la Oficina de Planes y Operaciones y el modelo de oficina que se pretende aplicar bajo el Proyecto institucional denominado “Mejora Integral del Proceso Penal” y tomando en consideración los 162 casos a nivel nacional atendidos, se necesitaría de una pareja de investigadores para su atención anual, partiendo de la premisa de que un investigador no debe atender en forma individual un caso. Se muestra a continuación el cuadro con el número de casos ingresados a nivel nacional.
Cuadro 1
Casos atendidos en el 2018 relacionados con la Ley de Bienestar Animal.
	 PROVINCIA
	CASOS/AÑO
	CASOS/MES
	INVESTIGADORES REQUERIDOS
(MEDIA DE 8 AL MES)

	SAN JOSE
	35
	2,92
	0,36

	LIMON 
	26
	2,17
	0,27

	HEREDIA 
	23
	1,92
	0,24

	CARTAGO 
	20
	1,67
	0,21

	ALAJUELA 
	19
	1,58
	0,20

	PUNTARENAS 
	16
	1,33
	0,17

	GUANACASTE 
	23
	1,92
	0,24

	TOTAL 
	162
	13,5
	1,69


Fuente: Datos suministrados por la unidad de Análisis criminal de la OPO
Por otro lado, con el fin de buscar una posible solución para afrontar la carga de trabajo que representan los casos tipificados como delitos, según la Ley de Bienestar animal y el Código Penal, se toma en consideración el planteamiento por el cual se otorgó de recurso humano en el año 2016 para la atención de los casos referentes a Menores desaparecidos.

La cantidad de casos de menores desaparecidos representaban una baja carga de trabajo que no justificaba cuantitativamente el aumento de recurso humano, sin embargo, variables cualitativas relacionadas con el interés superior de los menores de edad y temas de seguridad social, se otorgó del recurso humano mínimo necesario para hacer frente a esta problemática nacional. 

Ahora bien, analizando que nos encontramos en una situación similar a la de hace dos años, al considerar la baja incidencia de este nuevo tipo de delito a nivel nacional, se podría proponer en la factibilidad de utilizar complementariamente la estructura de 48 plazas a nivel nacional otorgadas en su momento para el tema de menores desaparecidos, para hacer frente a la atención conjunta de los delitos referentes a Bienestar Animal, adicionalmente, se aclara que este recurso humano ya fue provisto de equipo necesario para el ejercicio de su función. Esto como medida alternativa considerando las limitaciones presupuestarias que existen en el país y maximizando los recursos humanos con los que cuenta el Organismo de Investigación Judicial.

Se muestra la demanda que se ha tenido para la atención de los menores desaparecidos durante todo el año 2018 a nivel nacional, según información brindada por la Licenciada Vargas de la OPO. 
Cuadro 2
Casos atendidos en el 2018 relacionados con los menores y mayores desaparecidos.
	
	Anual
	Mensual
	Por cada investigador (48)*
	Media de 8 casos al mes.

	Mayores desaparecidos.
	929
	77,4
	1,61
	0.20

	Menores desaparecidos.
	1175
	97,9
	2,03
	0.25

	TOTAL
	2104
	175,3
	3,65
	0.45


Nota: *Número de plazas otorgadas al OIJ para la atención a nivel nacional de menores desaparecidos. 
Fuente: Datos suministrados por la unidad de Análisis criminal de la OPO.
Con base en el análisis de la carga de trabajo presentada y de acuerdo a la información suministrada por parte de la Oficina de Planes y Operaciones, así como los datos anteriormente analizados de la carga de trabajo en desaparecidos; es evidente que la Ley sobre el Bienestar Animal no impacta de manera sustancial en la carga de trabajo a nivel nacional, en cuanto a las investigaciones criminales, por lo que se recomienda una pareja de Investigadores 1, para el área de San José, la cual representa un número de casos mayor al obtenido en las demás cabeceras de provincia del territorio nacional y mismos que serían los encargados de estos casos en el área metropolitana y un apoyo a nivel nacional para el resto de Delegaciones y Sub delegaciones del Organismo de Investigación Judicial. 
“…

En línea con lo anterior, se planteó el Escenario 1 con base en los datos suministrados por la Oficina de Planes y Operaciones del organismo de Investigación Judicial para las cargas de trabajo a nivel nacional y en apego a lo aprobado por Corte Plena en la sesión 45-19 del ejercicio presupuestario del año anterior. 

Se mantiene el criterio de esta Dirección en relación al reforzamiento con la pareja de Investigadores 1 en San José, específicamente en la Unidad de Alerta Temprana de la Sección de Delitos Varios, en conjunto con el recurso humano ya establecido para la atención de este tipo de asuntos y para el resto de territorio nacional se debe utilizarla estructura de investigadores ya distribuidos a nivel nacional, para la atención de la Ley de Menores desaparecidos, la cual muestra una carga de trabajo moderada y puede colaborar con la atención de los casos  por los delitos de Bienestar Animal. 

El resumen, del escenario solicitado en esta reconsideración por parte del OIJ se establece a continuación:

Cuadro 1. Recurso Humano propuesto
	Tipo de Plaza
	Condición
	Cant.
	Total Anual        (₡)

	Jefe de Investigación 1
	Extraordinaria
	1
	₡30.241.000 

	Investigador 1
	Extraordinaria
	11
	₡232.408.000 

	Profesional 2
	Extraordinaria
	1
	₡37.833.000 

	Total Recurso Humano
	 
	13
	₡300.482.000 


Cuadro 2. Costo total del escenario
	Detalle
	Programa
	Total 

	
	928
	

	Remuneraciones
	₡300.482.000,00 
	₡300.482.000,00 

	Materiales y Suministros
	₡6.600.275,00 
	₡6.600.275,00 

	Bienes Duraderos
	₡7.590.000,00 
	₡7.590.000,00 

	Mobiliario y equipo
	₡6.046.019,97 
	₡6.046.019,97 

	Total General
	₡320.718.294,97 
	₡320.718.294,97 


El monto aprobado por el Consejo Superior en la sesión 42-19 de ₡475.899.616,2 más el este escenario de ₡320.718.294,97, suma un total de ₡796.617.911,13 por impacto de Ley de Bienestar Animal.
Con base en lo anterior, se recomienda rechazar la reconsideración planteada, y por lo tanto mantener lo dispuesto por el Consejo Superior en la sesión extraordinaria 42-19 celebrada el 09 de mayo de 2019, artículo I. Sin embargo, en este informe se deja plasmada la necesidad indicada por el Organismo de Investigación Judicial para lo que bien estime el Consejo Superior. 
	Anexo
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Se acordó: 1) Por las consideraciones expuestas aprobar el escenario propuesto por la Dirección del Organismo de Investigación Judicial, que consiste en crear un Jefe 1, este deberá tener competencia nacional para la coordinación en la  atención de los temas relacionados con la aplicación de esta ley, así como un Profesional 2 para que se ocupe de todas las contrataciones que se puedan requerir producto de la prestación del servicio de las diferentes veterinarias que se tengan que contratar y los 11 investigadores 1 para cada sede regional, esto para lograr presencia nacional en la prestación del servicio. 2) Deberá  la Dirección del Organismo de Investigación Judicial, medir constantemente la carga de trabajo de estas plazas y en caso de requerirse se les deberá brindar asuntos ordinarios de otras áreas, de tal forma que las plazas dispongan de su mayor aprovechamiento.
ARTÍCULO XX
Se conoce reconsideración planteada mediante correo electrónico del 21 mayo de 2019, Antonio Darcia Carranza, Juez Coordinador del Tribunal Agrario, respecto al acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión extraordinaria 44-19 (Presupuesto 2020), celebrada el 16 de mayo del año en curso, artículo I, referente al Impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial a partir de la promulgación del Nuevo Código Procesal Agrario para el 2020 Ley 9609. En esta oportunidad se dispuso lo siguiente:
Se acordó: 1) Aprobar el informe 630-PLA-RH-MI-2019 y sus recomendaciones, excepto la recomendación  5.1 que corresponde a una plaza de Técnico Administrativo 2, ya que se deberá atender la labor con recursos ordinarios de la Defensa Pública, específicamente con recurso que se brindó para administrar los recursos del Fondo de Materia Laboral para lo cual también deberá contar con la colaboración del Departamento de Financiero Contable. Lo anterior, ya que es necesario esperar a visibilizar el impacto real de la carga de trabajo; producto de la entrada en vigencia de la reforma procesal agraria. 2) Adicionar en el anteproyecto de presupuesto para los temas de capacitación: a) 100millones para sustituciones, b) los recursos que se requieran para el pago viáticos a las personas que se capacitan, c) el recurso humano necesario administrativo que se requiera para organizar la capacitación lo deberá  cubrir la Escuela Judicial con su personal ordinario. 3) Deberá la Dirección Tecnología de Información terminar de solventar la necesidad del equipo de cómputo para la Jurisdicción Agraria con el equipo institucional que se dispone con ello se lograría que en este año 2019 se distribuya a la judicatura, solamente deberá valorar algún soporte o protector para el equipo de cómputo para brindar mayor seguridad en el traslado de la equipo a la persona juzgadora.”.
Este acuerdo fue comunicado mediante oficio 73-CSP-19 del 17 de mayo del 2019 al Dr. Luis Guillermo Rivas, Coordinador de la Comisión Agraria, al Máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora Proyecto Implementación del Código Procesal Agrario, Dirección Ejecutiva, Departamento Financiero Contable, Dirección de Tecnología de Información, Escuela Judicial, Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, Tribunal Agrario, Juzgado Agrario II Circ. Jud. San José, Juzgado Agrario I Circ. Jud. Alajuela, Juzgado Agrario II Circ. Jud. Alajuela (San Carlos), Juzgado Civil y Trabajo II Circ. Jud. Alajuela, sede Upala, Juzgado Agrario III Circ. Jud. Alajuela (San Ramón), Juzgado Agrario Cartago, Juzgado Civil, Trabajo y Agrario Turrialba, Juzgado Agrario I Circ. Jud. Guanacaste (Liberia), Juzgado Agrario II Circ. Jud. Guanacaste (Santa Cruz), Juzgado Civil y Agrario Puntarenas, Juzgado Agrario I Circ. Jud. Zona Sur (Pérez Zeledón), Juzgado Civil, Trabajo y Familia Buenos Aires, Juzgado Agrario II Circ. Jud. Zona Sur (Corredores), Juzgado Agrario I Circ. Jud. Zona Atlántica (Limón), Juzgado Agrario II Circ. Jud. Zona Atlántica (Pococí), Licda. Silvia Navarro Romanini y Secretaria General de la Corte.

En esta reconsideración el licenciado Antonio Darcia Carranza, Juez Coordinador del Tribunal Agrario, plantea lo siguiente:
 “1.- En cuanto al análisis de las cargas de trabajo (III.12.4) del Tribunal Agrario es notorio y evidente que se fija un promedio de 17 asuntos, según lo analiza el mismo informe estadístico de Planificación, sin embargo deja la cuota en 18 asuntos. Debe considerase que el último trimestre ha existido un ingreso ascendente de expedientes, nuevamente, al Tribunal, y no se considera que ya no está funcionando la tercera sección.”

Respuesta por parte de la Dirección de Planificación.
Es importante indicar que la entrada de asuntos es una variable independiente aleatoria estadística que permite determinar las estructuras organizacionales mínimas en los despachos para la atención de los asuntos, mediante otra variable independiente capacidad instalada por Plaza de Jueza o Juez.

Según se muestra en los cuadros 9 y 10 del informe aprobado, la entrada promedio de asuntos al Tribunal Agrario ha disminuido y el promedio por Jueza o Juez es menor a su capacidad instalada, de ahí que se logra no solo la atención de los casos entrados, si no además la reducción del circulante. Por lo que se concluye en el informe que  “… la estructura ordinaria de dos secciones actualmente tiene la capacidad mayor a la cantidad de asuntos que ingresan.”
“2.- No se toma en consideración ningún criterio para fijar el aumento -impacto- que tendrá el CPA en las competencias del Tribunal. Por ejemplo en temas de recursos de apelación por jerarquía impropia (Inder), todas las sucesiones agrarias (que antes eran rechazadas a través de las inhibitorias de los jueces), ahora quedarán en la jurisdicción agraria, los procesos cobratorios que recaigan sobre bienes agrarios, quedarán en la jurisdicción agraria (lo cual antes no sucedía). Además, se conocerán otros procesos nuevos, como casos de competencia desleal, defensa del consumidor, propiedad intelectual, disolución de sociedades agrarias, intervención por administración judicial, procesos especiales ambientales.”
Respuesta por parte de la Dirección de Planificación.
Lleva razón el Sr.  Darcía al indicar que no se consideran estadísticas en relación a por ejemplo: recursos de apelación por jerarquía impropia (Inder), todas las sucesiones agrarias (que antes eran rechazadas a través de las inhibitorias de los jueces), ahora quedarán en la jurisdicción agraria, los procesos cobratorios que recaigan sobre bienes agrarios, quedarán en la jurisdicción agraria (lo cual antes no sucedía). Además, se conocerán otros procesos nuevos, como casos de competencia desleal, defensa del consumidor, propiedad intelectual, disolución de sociedades agrarias, intervención por administración judicial, procesos especiales ambientales, por lo que en el informe 630-PLA-RH-MI-2019, se tiene una limitante en relación a la información de estadísticas de las nuevas competencias, según se cita:
“3.12.5. Limitaciones para el estudio de cargas de trabajo 
Para la realización del presente informe, no se cuenta con los datos a nivel de sistemas informáticos, de los procesos sucesorios, cobratorios, contenciosos, entre otros, que formarán parte de los nuevos asuntos agrarios, en la actualidad no hay elementos sistemáticos para determinar una cantidad específica, con ocasión del Código Procesal Agraria. Posterior a la entrada en vigencia del Código, se monitoreará el comportamiento de dicha entrada con el objetivo de una evaluación del comportamiento de la carga de trabajo por despacho. “
En el caso específico del Tribunal Agrario, como parte del análisis de la carga de trabajo del apartado 3.12.4 del informe, se concluye lo siguiente:
“… se evidencia que la carga de trabajo del Tribunal Agrario, con la pérdida de los asuntos por “Conflicto de competencia”, mantiene una capacidad instalada del 45% para la atención de nuevos asuntos (375 anuales), según las nuevas competencias dadas por Código Procesal Agrario. Sin embargo, es importante tomar en consideración que esta cantidad de asuntos que se proyectan que tendrán capacidad de atención puede ser menor, tomando en consideración la variable cualitativa “complejidad” de los nuevos asuntos, para lo cual es necesario realizar seguimiento del comportamiento de la entrada de asuntos por tipo de asunto, una vez entrada en vigencia la Ley, con el fin de conocer el impacto real en el Tribunal Agrario.

Por lo anterior, para este ejercicio presupuestario, no se proyecta la necesidad de creación de nuevas plazas para el Tribunal Agrario”.
3.- Contrario a lo indicado por Planificación, de que al no venir más conflictos de incompetencia (inhibitorias y excepciones), se reduce en un alto porcentaje el circulante, ello evidentemente es lo contrario porque la mayoría de dichos casos quedarán dentro de las nuevas competencias materiales de los juzgados y, por ende, del Tribunal Agrario.
Respuesta por parte de la Dirección de Planificación.
En línea con lo anterior, lleva razón el Sr. Darcía en indicar que los asuntos de Conflictos de Competencia quedarán dentro de las nuevas competencias materiales de los Juzgados como primera instancia.
En este mismo punto se indica por parte del Sr. Darcía: “No resulta razonable que para la defensa pública agraria, sí se realice esa proyección (y se proponga el incremento de plazas), y para el Tribunal agrario no se realice la misma proyección, con la consecuente necesidad del incremento, necesario, de al menos una sección más.”
Respuesta por parte de la Dirección de Planificación.
Es importante aclarar que en la sesión 44-19 (Presupuesto 2020), celebrada el 17 de mayo del año en curso, artículo II, referente al estudio de Requerimiento de Recurso Humano 634-PLA-RH-MI-2019. Impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial, (Defensa Pública) a partir de la promulgación de la Ley 9593 de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas (incluye materia disciplinaria, agraria y pensión alimentaria), no se otorgaron plazas adicionales a la Unidad de la Defensa Pública Agraria, por cuanto las plazas actuales tienen capacidad de atención de la materia agraria (incluye intereses contrapuestos) más la atención de los asuntos en materia Contenciosa, en donde el interviniente sea una persona de población indígena.
4.- Dicha proyección bien se podría realizar, perfectamente, analizando los votos dictados por el Tribunal en materia de incompetencias (sucesiones, cobratorios), debiéndose considerar que en la mayoría de sucesiones existen bienes de naturaleza agraria, y muchos de los bienes dados en garantía también lo son. Lo anterior, según el punto 35. de las consideraciones finales de Planificación, donde se hace el análisis histórico de un promedio de 219 conflictos de competencia, las cuales prácticamente pasarían a formar parte de la competencia material agraria, incluida en el nuevo CPA. Es decir el mismo porcentaje de casos ingresaría como asuntos de fondo al Tribunal y no por mera competencia, con lo cual no habría ninguna disminución del circulante. De ahí la necesidad de la proyección de impacto en cuanto a la cantidad de casos adicionales que ingresarán al Tribunal Agrario como producto de las nuevas competencias materiales (Artículo 2 y 11, en relación al Transitorio III in fine).”
Respuesta por parte de la Dirección de Planificación.
Lleva razón el Sr. Darcía al indicar no se consideran estadísticas en relación a por ejemplo: las sucesiones agrarias (debiéndose considerar que en la mayoría de sucesiones existen bienes de naturaleza agraria, y muchos de los bienes dados en garantía también lo son) y los procesos cobratorios que recaigan sobre bienes agrarios, quedarán en la jurisdicción agraria (lo cual antes no sucedía), por lo que en el informe 630-PLA-RH-MI-2019, se tiene una limitante en relación a la información estadísticas de las nuevas competencias, según se cita:
“3.12.5. Limitaciones para el estudio de cargas de trabajo 
Para la realización del presente informe, no se cuenta con los datos a nivel de sistemas informáticos, de los procesos sucesorios, cobratorios, contenciosos, entre otros, que formarán parte de los nuevos asuntos agrarios, en la actualidad no hay elementos sistemáticos para determinar una cantidad específica, con ocasión del Código Procesal Agraria. Posterior a la entrada en vigencia del Código, se monitoreará el comportamiento de dicha entrada con el objetivo de una evaluación del comportamiento de la carga de trabajo por despacho. 
En el caso específico del Tribunal Agrario, como parte del análisis de la carga de trabajo del apartado 3.12.4 del informe, se concluye lo siguiente:
“… se evidencia que la carga de trabajo del Tribunal Agrario, con la pérdida de los asuntos por “Conflicto de competencia”, mantiene una capacidad instalada del 45% para la atención de nuevos asuntos (375 anuales), según las nuevas competencias dadas por Código Procesal Agrario. Sin embargo, es importante tomar en consideración que esta cantidad de asuntos que se proyectan que tendrán capacidad de atención puede ser menor, tomando en consideración la variable cualitativa “complejidad” de los nuevos asuntos, para lo cual es necesario realizar seguimiento del comportamiento de la entrada de asuntos por tipo de asunto, una vez entrada en vigencia la Ley, con el fin de conocer el impacto real en el Tribunal Agrario.

Por lo anterior, para este ejercicio presupuestario, no se proyecta la necesidad de creación de nuevas plazas para el Tribunal Agrario”.
Adicionalmente, es importante indicar que de mantenerse la carga de trabajo que se indica de 219 asuntos anuales, se reitera, que la estructura ordinaria de dos secciones, actualmente mantiene la capacidad mayor a la cantidad de asuntos que ingresan en promedio por mes, según el análisis histórico.

Como se indicó en el informe es importante realizar un seguimiento del comportamiento de la entrada de asuntos por tipo de asunto, una vez entrada en vigencia la Ley, con el fin de conocer el impacto real en el Tribunal Agrario.
 “Por otra parte no se toma en consideración que el Tribunal deberá realizar audiencias orales, en caso de que así se pida y se ordenen en segunda instancia, lo que implicará, necesariamente, la reducción del tiempo, en horas de trabajo, para poder dictar sentencias de fondo. Ello debería significar la corrección de las cuotas de trabajo, pues se debe disminuir la carga al tener que resolver únicamente temas de fondo y realizar audiencias orales.”

Se debe realizar una proyección del impacto de la reforma, en la realización de dichas audiencias, el tiempo que se invertirá en las mismas, en relación al número de sentencias -cuotas- que se van a exigir a cada persona juzgadora (artículos 206 y Transitorio III), tomando en consideración la disminución en el trámite de competencias y el incremento de cuestiones de fondo.

Respuesta por parte de la Dirección de Planificación.
Se comprende lo externado por el Sr. Darcía, al respecto es importante indicar lo plasmado en el informe:
“…es necesario realizar seguimiento del comportamiento de la entrada de asuntos por tipo de asunto, una vez entrada en vigencia la Ley, con el fin de conocer el impacto real en el Tribunal Agrario.
 “En consecuencia se solicita: a) Realizar una proyección de los nuevos asuntos que formarán parte de la competencia material del Tribunal Agrario (al igual que se hizo para justificar el aumento de plazas para la defensa pública agraria) y b.) Aprobar la creación de una Sección adicional en el Tribunal agrario, con el correspondiente personal técnico auxiliar de apoyo, para destinar una de las secciones actuales, a fin de poder atender todas las causas tramitadas con la legislación anterior (Transitorios I y III)”
Respuesta por parte de la Dirección de Planificación.
En relación al punto a), se reitera lo indicado en el punto 1 de este oficio:
Las estadísticas en relación a por ejemplo: recursos de apelación por jerarquía impropia (Inder), todas las sucesiones agrarias (que antes eran rechazadas a través de las inhibitorias de los jueces), ahora quedarán en la jurisdicción agraria, los procesos cobratorios que recaigan sobre bienes agrarios, quedarán en la jurisdicción agraria (lo cual antes no sucedía). Además, se conocerán otros procesos nuevos, como casos de competencia desleal, defensa del consumidor, propiedad intelectual, disolución de sociedades agrarias, intervención por administración judicial, procesos especiales ambientales, por lo que en el informe 630-PLA-RH-MI-2019, se tiene una limitante en relación a la información de estadísticas de las nuevas competencias, según se cita:
“3.12.5. Limitaciones para el estudio de cargas de trabajo 
Para la realización del presente informe, no se cuenta con los datos a nivel de sistemas informáticos, de los procesos sucesorios, cobratorios, contenciosos, entre otros, que formarán parte de los nuevos asuntos agrarios, en la actualidad no hay elementos sistemáticos para determinar una cantidad específica, con ocasión del Código Procesal Agraria. Posterior a la entrada en vigencia del Código, se monitoreará el comportamiento de dicha entrada con el objetivo de una evaluación del comportamiento de la carga de trabajo por despacho. “
Finalmente, en relación al punto b), se reitera lo indicado en el Análisis de cargas de trabajo del punto 3.12.4. del informe 630-PLA-RH-MI-2019 y la respuesta de la Dirección de Planificación en el punto 2 de este oficio que literalmente indica:
“… se evidencia que la carga de trabajo del Tribunal Agrario, con la pérdida de los asuntos por “Conflicto de competencia”, mantiene una capacidad instalada del 45% para la atención de nuevos asuntos (375 anuales), según las nuevas competencias dadas por Código Procesal Agrario. Sin embargo, es importante tomar en consideración que esta cantidad de asuntos que se proyectan que tendrán capacidad de atención puede ser menor, tomando en consideración la variable cualitativa “complejidad” de los nuevos asuntos, para lo cual es necesario realizar seguimiento del comportamiento de la entrada de asuntos por tipo de asunto, una vez entrada en vigencia la Ley, con el fin de conocer el impacto real en el Tribunal Agrario.

Por lo anterior, para este ejercicio presupuestario, no se proyecta la necesidad de creación de nuevas plazas para el Tribunal Agrario”.
-0-
Con base en lo anterior, se recomienda rechazar la reconsideración planteada, y por lo tanto mantener lo dispuesto por el Consejo Superior en la sesión extraordinaria 44-19 celebrada el 16 de mayo de 2019, artículo I.

	Anexo
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Se acordó: Aprobar las recomendaciones de la Dirección de Planificación y en consecuencia  mantener lo dispuesto por el Consejo Superior en la sesión extraordinaria 44-19 (Presupuesto 2020) celebrada el 16 de mayo de 2019, artículo I.
ARTÍCULO XXI
Se conoce reconsideración planteada mediante oficio 027-OPO-UAOIP-2019 del 21 de mayo de mayo de 2019, suscrito por el Máster Walter Espinoza Espinoza, Director del Organismo de Investigación Judicial, respecto al acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión extraordinaria 42-19 (Presupuesto 2020), celebrada el 09 de mayo del año en curso, artículo III, referente alestudio de Requerimiento de Recurso Humano 414-PLA-RH-OI-2019 denominado “Proyecto de mejoramiento de la eficiencia de la plataforma administrativa de las Sedes Regionales del Organismo de Investigación Judicial”, en que se dispuso lo siguiente:
“Aprobar el informe de requerimiento humano 414-PLA-RH-OI y sus recomendaciones, con el escenario 2, el que consiste en: a) Creación de forma extraordinaria de 4 plazas de Auxiliar Administrativo y b)1 Técnico Especializado 2.”
Este acuerdo fue comunicado mediante oficio N° 61-CSP-19 del 15 de mayo del 2019 al máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial.

En la reconsideración el máster MBA. Walter Espinoza Espinoza  y el licenciado Omar Brenes Campos, asesor operativo, plantean lo siguiente:
	Criterio del Máster Walter Espinoza Espinoza, junto con el criterio del Lic. Omar Brenes Campos
	Criterio de la Dirección de Planificación

	1. En primer lugar, se debe indicar que el informe no resulta explicativo; se adjunta un archivo de Excel denominado (Anexo 1) en el cual se toman los datos, pero no se explica por sí mismo; es necesario de parte del lector un estudio profundo para poder entender a qué se refiere el autor y cuáles variables toma en cuenta para hacer los cálculos de plazas.
	Ciertamente se anexa un archivo con estadísticas de las diferentes oficinas regionales del O.I.J., en el cuerpo del informe se indica únicamente las oficinas de interés, el anexo únicamente amplía la información que se menciona.

	2. Una vez que se logran descifrar los datos en el archivo de Excel adjunto, se puede advertir que metodológicamente se incurre en un error al querer promediar las actividades de cada oficina y considerar que este promedio permite generar un patrón de comparación para evaluar iguales siendo a su vez diferentes (por ejemplo, Delegaciones, Subdelegaciones, Oficinas y Unidades Regionales). 
	Respecto a este punto se debe aclarar que en el informe puesto en conocimiento se indicó que el análisis de las cargas de trabajo era un factor determinante para poder hacer establecer una evaluación, sin embargo, en el informe 30-PLA-OI-2018, se indicó que el OIJ no dispone de indicadores que permitan comparar las cargas de trabajo de acuerdo con el rendimiento de las personas de apoyo administrativo, por lo cual, ante la carencia de un parámetro valido, se dispuso aprovechar los recursos existentes y tomar como base un análisis estadístico de las cargas de trabajo de todas las oficinas regionales del O.I.J., con información comprendida entre el año 2016 y el primer semestre del 2018, análisis elaborado por el Subproceso de Modernización, encargado de realizar el estudio del ámbito auxiliar de justicia del  Proyecto para el Desarrollo e Implementación del Modelo Estándar Integral del Proceso Penal.

	3. Señala don Walter en sus argumentos que el primer error que se advierte consiste en que el resultado del promedio de las actividades administrativas diarias en el caso de las delegaciones es de 9.3. A manera de ejemplo ilustrativo, debido a la sobrecarga de trabajo manifiesta que soporta el personal de investigación, el promedio de casos que recibe dicho personal de OIJ resulta ser en la actualidad casi 12 casos mensuales, sin embargo, la carga de trabajo correcta o ideal es de 8 casos por investigador, misma que se tenía hace unos años cuando la cantidad de denuncias recibidas era inferior
	Sobre lo indicado, se hace referencia a la carga de trabajo del personal de investigación, no obstante, lo que se está evaluando son las cargas de trabajo del personal administrativo, que si bien es cierto y como lo han indicado guardan algún grado de relación, la naturaleza de sus funciones es diferente, por lo cual son razonamientos ajenos al objeto de estudio. 


	4. Señala también que los cálculos realizados parten de la premisa que se cuentan con las plazas con permiso con goce de salario; no obstante, esos resultados son contraproducentes ya que, al no aprobarse el recurso humano en las oficinas mencionadas las cargas de trabajo se incrementan en un 33%.
	En la tabla N° 3 del informe en cuestión se indicó la carga de promedio diario por oficina por el personal administrativo, asimismo, se señala también los cálculos de las cargas de trabajo de las oficinas que cuentan con Permisos con Goce de Salario y sin ese recurso, y de los resultados indicados, se toman en consideración para la elaboración del escenario número 2, que fue la recomendación de esta Dirección.

	5. Cuestiona don Walter la metodología utilizada por la Dirección en el análisis de las cargas de trabajo indicando que el cálculo de promedio de otros promedios deja en situación de desventaja a las oficinas, ya que se replica el error inicial en los demás despachos e indica que los valores cada vez se van pareciendo más entre sí y se

pierde la variabilidad, la cual es necesaria para un adecuado análisis de los datos
	Es importante reiterar que ante la carencia de indicadores que permitan medir las cargas de trabajo, se utilizaron estadísticas elaboradas por el Subproceso de Modernización Institucional aprovechando la coyuntura de su labor en el Proyecto Penal, del cual forma parte el OIJ, y ante la necesidad de recurso humano solicitada por esa entidad se trabajó con la información estadística que se brindó oportunamente. Es de hacer notar que la metodología utilizada generó resultados que permitieron recomendar las 5 plazas para esas sedes regionales, las cuales fueron aprobadas por parte del Consejo Superior (4 plazas de Auxiliar Administrativo y una de Técnico Especializado 2). 


	6. Los cálculos realizados por Planificación son incorrectos debido a que el promedio mensual de indicios es considerado únicamente en las delegaciones; sin embargo, para el cálculo de las subdelegaciones, oficinas y unidades regionales no se tomó en cuenta dicha variable.
	Concuerda esta Dirección al verificar lo indicado por don Walter, no obstante, continuando con la misma metodología de análisis, se incluyeron estos datos en el promedio de carga de trabajo del personal administrativo y la carga de trabajo diario aumenta en las oficinas donde no se tomó en consideración, sin embargo, su inclusión no afecta los valores indicados en el informe.

	7. En cuanto a los radio operadores, no existe un criterio técnico en el cual se asiente la forma en que se seleccionó un radio operador, el parámetro de evaluación que se tomó en este cálculo, de lo que se puede inferir por cuanto se desconocen explicaciones, es la cantidad de denuncias ingresadas y no el de casos ingresados como mal se indica.
	Se ha indicado claramente que no hay un parámetro para realizar las mediciones de cargas de trabajo, en relación con la clase de Técnico Especializado 2, no estaba contemplado en las estadísticas brindadas por el Subproceso de Modernización Institucional, por lo cual se indicó en el informe, que se hizo una comparación de las oficinas que poseían la clase de Técnico Especializado 2 según su estructura junto con los casos entrados y con base en ese análisis se determinó, de las oficinas de interés, cuales requerían el recurso.

	8. Se debe hacer conciencia que los cálculos que se realizan en el caso de los técnicos administrativos II deben estar basados en datos que reflejen la actividad operativa de estos y no en la carga de trabajo de la oficina que no recae directamente en el personal de investigación.
	El estudio realizado no contempló el análisis de la clase de Técnico Administrativo 2.

	9. Se debe destacar que el señor Diego Rodríguez Zumbado, profesional en estadística de la Oficina de Planes y Operaciones, remitió en su oportunidad al señor Anthony Sibaja Hernández de la Dirección de Planificación un listado de las actividades que realiza el personal de apoyo administrativo, sin embargo, solo se tomaron algunos de estos datos para realizar el informe 414-PLA-RH-OI-2019.
	Es correcto lo indicado por el Señor Director del OIJ, que la lista de actividades del personal administrativo fue enviada para la elaboración del informe, y las misma se incorporó en el informe; no obstante, la lista no presentaba información estadística que pudiera aprovecharse para estos efectos.

	10. Definitivamente lo que resulta necesario es identificar cuál es la carga de trabajo idónea del personal de apoyo administrativo para establecer cargas operativas correctas y no se cometan injusticias, como lo que creemos firmemente que está ocurriendo.
	Concuerda esta Dirección en su aseveración de establecer métricas para el personal administrativo y técnico de las oficinas regionales, situación que conllevaría a determinar de una manera más propicia las cargas de trabajo de esas clases de puestos, por esa situación y como bien se expresó en el informe el Subproceso de Modernización Institucional debe retomar lo aquí estipulado y en la realización del proyecto de Modelo Penal, determine las necesidades tanto de recurso humano como de las herramientas necesarias para una efectiva medición de indicadores.

	11. Previo a que se nos conteste por cuarta vez que “esto será abordado por el proyecto de rediseño del modelo penal”, se ofrece a la Oficina de Planes y Operaciones de OIJ, para que en conjunto con la Dirección de Planificación puedan encontrar la métrica idónea para el personal administrativo o al menos establecer una metodología de análisis de común acuerdo.
	Es entendible la preocupación que expresa don Walter, sin embargo, el proyecto de rediseño de la materia penal no es un estribillo utilizado por esta Dirección, sino más bien obedece a planteamientos y acuerdos de la alta gerencia de este poder de la república, con el sano interés de ajustar los análisis a la estructura independiente de cada caso. Bajo ese panorama debe entenderse que un proyecto de esa magnitud conlleva una serie de actividades que no se pueden realizar de manera apresurada, máxime que abarca en este caso a todas las instancias regionales del O.I.J, asimismo, la utilización de doble recurso sobre una misma actividad, sería subutilizar los escasos recursos de los cuales se dispone. En relación con trabajar en conjunto con la Oficina de Planes y Operaciones esta Dirección realiza constantemente reuniones con esa oficina  y está en la mayor disposición de colaborar y desarrollar las herramientas correspondientes, por lo que se agradece el ofrecimiento, tal como se ha realizado en algunas otras ocasiones. Recordando que este no es un proyecto aislado y que se este trabajando con el desconocimiento del Organismo de Investigación Judicial. 


Con base en lo anterior, se recomienda rechazar la reconsideración planteada, y por lo tanto mantener lo dispuesto por el Consejo Superior en la sesión extraordinaria 42-19 celebrada el 09 de mayo de 2019, artículo III.
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Se acordó: Aprobar la recomendación de la Dirección de Planificación y en consecuencia se mantiene lo dispuesto por el Consejo Superior en la sesión extraordinaria 42-19 celebrada el 09 de mayo de 2019, artículo III.
ARTÍCULO XXII
Se conoce reconsideración planteada mediante correo electrónico del 22 mayo de 2019, suscrito por MSc. Tatiana Rodríguez Herrera, Jueza Agraria de San Ramón, Licda. Zoila Flor Ramírez Arce, Jueza Agraria de San Ramón, Dra. Vanessa Fisher González, Jueza Agraria de Goicoechea, Lic. Andrea Ruiz Ramírez, Jueza Agraria de Goicoechea, Msc. Carolina Hurtado García, Jueza Agraria de Alajuela, Lic. Rodolfo Vásquez Vásquez, Juez Agrario de Alajuela, MSc. Ruth Alpízar Rodríguez, Jueza Agraria de Liberia, Dr. Enrique Ulate Chacón, Juez del Tribunal Agrario, Dr. Antonio Darcia Carranza, Juez del Tribunal Agrario y Dr. Carlos Picado Vargas, Juez del Tribunal Agrario; respecto al acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión extraordinaria 44-19 (Presupuesto 2019), celebrada el 16 de mayo del año en curso, Impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial a partir de la promulgación del Nuevo Código Procesal Agrario para el 2020, Ley 9609. En esta oportunidad se dispuso lo siguiente:

"Se acordó: 1) Aprobar el informe 630-PLA-RH-MI-2019 y sus recomendaciones, excepto la recomendación  5.1 que corresponde a una plaza de Técnico Administrativo 2, ya que se deberá atender la labor con recursos ordinarios de la Defensa Pública, específicamente con recurso que se brindó para administrar los recursos del Fondo de Materia Laboral para lo cual también deberá contar con la colaboración del Departamento de Financiero Contable. Lo anterior, ya que es necesario esperar a visibilizar el impacto real de la carga de trabajo; producto de la entrada en vigencia de la reforma procesal agraria. 2) Adicionar en el anteproyecto de presupuesto para los temas de capacitación: a) 100millones para sustituciones, b) los recursos que se requieran para el pago viáticos a las personas que se capacitan, c) el recurso humano necesario administrativo que se requiera para organizar la capacitación lo deberá  cubrir la Escuela Judicial con su personal ordinario. 3) Deberá la Dirección Tecnología de Información terminar de solventar la necesidad del equipo de cómputo para la Jurisdicción Agraria con el equipo institucional que se dispone con ello se lograría que en este año 2019 se distribuya a la judicatura, solamente deberá valorar algún soporte o protector para el equipo de cómputo para brindar mayor seguridad en el traslado de la equipo a la persona juzgadora.”.

Este acuerdo fue comunicado mediante oficio 73-CSP-19 del 17 de mayo del 2019 a la Máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora Proyecto Implementación del Código Procesal Agrario, Dirección Ejecutiva, Dirección de Tecnología de la Información, Escuela Judicial, Centro de Apoyo Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, Tribunal Agrario, Juzgado Agrario II Circ. Jud. San José, Juzgado Agrario I Circ. Jud. Alajuela, Juzgado Agrario II Circ. Jud. Alajuela (San Carlos), Juzgado Civil y Trabajo II Circ. Jud. Alajuela, sede Upala, Juzgado Agrario III Circ. Jud. Alajuela (San Ramón), Juzgado Agrario Cartago, Juzgado Civil, Trabajo y Agrario Turrialba, Juzgado Agrario I Circ. Jud. Guanacaste (Liberia), Juzgado Agrario II Circ. Jud. Guanacaste (Santa Cruz), Juzgado Civil y Agrario Puntarenas, Juzgado Agrario I Circ. Jud. Zona Sur (Pérez Zeledón), Juzgado Civil, Trabajo y Familia Buenos Aires, Juzgado Agrario II Circ. Jud. Zona Sur (Corredores) y Juzgado Agrario I Circ. Jud. Zona Atlántica (Limón). 

En las reconsideraciones se plantea lo siguiente: 

1. “…enviamos en su oportunidad, al Departamento de Planificación, pese al corto plazo que se nos otorgó, una serie de observaciones, remitidas el pasado 23 de abril. Se adjunta como anexo el documento. El referido informe de Planificación, trata de un documento complejo que incluye aspectos presupuestarios, indicadores de gestión y desempeño, propuestas de descongestionamiento de los despachos, conveniencia o inconveniencia de especializar juzgados, y otros elementos ausentes en el rediseño, a raíz del impacto del Código Procesal Agrario, que consideramos  muy delicados.

Sin embargo, de lo que se puede concluir de la lectura del acta de la sesión de marras, al parecer el Departamento de Planificación omitió incluir nuestras observaciones,…”

Respuesta de la Dirección de Planificación:

Es importante indicar que, por error involuntario de la Dirección de Planificación, las observaciones recibidas por escrito, a pesar de que fueron remitidas al correo de la Jefatura del Subproceso y al correo de la Directora de Planificación, las mismas no fueron remitidas a la cuenta oficial de la Dirección de Planificación, según se indica en el informe puesto en consulta (481-PLA-RH-MI-2019):

“Le solicito respetuosamente analizar este documento y enviar las observaciones que estime pertinente en un plazo de 8 días a partir de la fecha de recepción, con el fin de valorarlas previo a que sea elevado a conocimiento del Consejo Superior.  Debe tomar en consideración el criterio de las y los servidores judiciales del despacho a su cargo que están involucrados, para lo cual es conveniente que les compartan estos resultados.

La respuesta debe ser enviada al correo electrónico oficial de la Dirección de Planificación:

planificacion@poder-judicial.go.cr
Por lo tanto, no fueron incorporadas en los sistemas computacionales de la Dirección de Planificación (SICE).

Adicionalmente, se dio una confusión, debido a que minutos después del mismo día, de haber ingresado el primer correo, ingresa uno adicional con el mismo “asunto” de correo, pero con distinto documento adjunto que contiene las observaciones del Tribunal Agrario, el cual si fue considerado en las observaciones.

Ahora bien, con la aclaración anterior, es importante indicar que se recibieron observaciones individuales de las Juezas o Jueces Agrarios del país, en donde se solicitan aclarar los mismos puntos relacionados con competencia territorial, indicadores de gestión, cuotas de trabajo, planes de descongestionamiento y proyección de asuntos para las nuevas competencias con la entrada en vigencia del Código Procesal Agrario.

Se recibieron observaciones por parte de la Escuela Judicial, por el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional (Respuesta emitida por Lic. Mariano Rodríguez Flores, Jefe a.i del Área de Gestión y Apoyo, bajo oficio 209-CACMFJ_JEF_2019). La Comisión de la Jurisdicción Agraria socializó el informe con los Juzgados Agrarios de todo el territorio nacional, donde sólo se obtuvo observaciones por parte del Juzgado Agrario de San Carlos (Respuesta emitida por el Juzgado Agrario de San Carlos), Juzgado Agrario de Santa Cruz (Respuestas emitidas por el Juzgado Agrario de Santa Cruz), la Licda Silvia Sanchez, Jueza Coordinadora del Juzgado Civil y Trabajo de Upala (Respuestas emitidas por la Licda. Silvia Sánchez del Juzgado Civil y Trabajo de Upala), el Juzgado Civil y Trabajo de Upala (Respuestas emitidas por el Juzgado de Upala), Tribunal Agrario (Respuestas emitidas por el Tribunal Agrario) y observaciones realizada por la Mba Damaris Vargas, Coordinadora Proyecto Implementación del Código Procesal Agrario (Observación emitida por la Mba. Damaris Vargas Coordinadora Proyecto Implementación del Código Procesal Agrario), las cuales se consideraron en el informe que se presentan en el apartado de Observaciones.

Finalmente, cabe mencionar que el pasado 15 de mayo, se confirió audiencia a las Juezas o Jueces en la Dirección de Planificación, para la exposición de todas las observaciones, las cuales fueron aclaradas por la Directora de Planificación, la Jefa del Subproceso de Modernización y el Profesional 2 a cargo del estudio, mismas que fueron expuestas el 16 de mayo en la sesión del Consejo Superior 44-19, lo cual se puede constatar en el audio de la sesión, según se indicó en el acta 73-CSP-2019.

Conforme lo indicado mediante Circular Externa de la Dirección de Planificación N° 2-2019, publicada el 11 de febrero de 2019,  los servidores del área de informática de cada región, suministrarán al administrador regional respectivo, en CD o el medio que estimen pertinente, la grabación de las sesiones conforme las actas queden en firme.  Lo anterior  para que, en caso de que se requiera, puedan escuchar las manifestaciones de quienes intervienen en la discusión, así como facilitarlo a quien así lo solicite.

En cuanto a las oficinas que no pertenecen a un centro regional, los servidores judiciales autorizados
, podrán bajar la grabación siguiendo los siguientes pasos:

En el explorador, digitar: http://sjointpro03/regionales/audio-presupuesto2020/y se selecciona la opción “audio-presupuesto2020”

En atención a las observaciones al informe 630-PLA-RH-MI-2019 (481-PLA-RH-MI-2019) se tiene lo siguiente:

Observaciones emitidas por las personas juzgadores de primera instancia Agraria y del Tribunal Agrario
	Observación
	Respuesta

	Tema: Fuentes de información y Participación representativa en la elaboración del Informe

	
	“En primer lugar, debemos resaltar que para este proceso de rediseño, en forma efectiva y real, NO SE NOS HA TOMADO EN CUENTA A LAS PERSONAS JUZGADORAS DE PRIMERA Y SEGUNDA INSTANCIA ni como fuentes ni para proponer medidas. El equipo interdisciplinario que se cita en el Informe, fue integrado por Planificación, y esencialmente por la juzgadora Damaris Vargas Vásquez, según se desprende del texto del informe. No se incluyó en todo el proceso, a otras personas juzgadoras representantes de primera ni segunda instancia en funciones, de la materia agraria. Al menos desconocemos que ello haya sido así, dado que no se realizó una convocatoria con ese fin, y expresamente en el informe no se cita otra fuente jurisdiccional.”
	Es importante mencionar que esta Dirección respetuosa del criterio jurídico en materia Agraria, realizó las consultas respectivas a la Jueza Damaris Vargas Vázquez en su papel de Coordinadora del Proyecto de Implementación de la Reforma Procesal Agraria, la cual es miembro de la Comisión de la Jurisdicción Agraria y según acuerdo del Consejo Superior fue designada para dicha labor.

Adicionalmente, el informe en consulta fue expuesto no solo a la señora Damaris Vargas, si no a la integración de la Comisión Agraria constituida por Juezas o Jueces de la materia agraria de despachos como el Tribunal Agrario, y de primera instancia como Cartago, San José, entre otros.

En cada uno de los apartados del informe, en caso de ser necesario se realizaron las consultas respectivas al ente correspondiente, por ejemplo, Dirección Ejecutiva, Escuela Judicial, entre otras, procedimiento obligatorio de la Dirección de Planificación.

La observación recibida no modifica el contenido del informe.

	
	“En tiempos pasados, para temas de menor impacto, Planificación siempre tuvo como punto de partida la consulta a los jueces y juezas involucrados, como es el caso de un estudio integral de la materia, que se hizo por parte de ese Departamento, N° 2189B-1999, en el cual se presentó el “Plan para combatir la Morosidad Judicial en Materia Agraria”. En ese otro estudio, literalmente se indicó "el método de trabajo por el que se ha optado tanto para el estudio integral cuanto para el presente documento, ha consistido en sostener reuniones con los jueces involucrados y Magistrados de la Sala respectiva, con el fin de que sugieran parámetros de rendimiento de acuerdo con su experiencia y trayectoria en la Institución; información que es confrontada con datos estadísticos de los últimos once años, en razón de que previo a esa fecha esta materia no estaba especializada. (...) Es el caso señalar que en las dos fuentes de información se considera a su vez la complejidad de los asuntos".

Esas consultas y visitas de campo con quienes eran los sujetos o elementos subjetivos principales de dichos informes, tomando en cuenta el parecer y la experiencia de quienes sus conclusiones o propuestas iban a impactar, son necesarios, porque los números en frío usualmente no dan toda la información necesaria y veraz para tomar decisiones acertadas, razonables y ejecutables. Todo eso se echa de menos en este estudio. ”
	Se toma nota de lo indicado por las personas juzgadoras.

Esta Dirección mantiene su criterio sobre la metodología de trabajo y hace la distinción de entre los informes de los despachos específicos en donde se consulta directamente al despacho en donde se desarrolla el estudio y los informes de presupuesto, en donde se comunica a la instancia formal que representa la Jurisdicción Agraria en  este caso el Presidente de la Comisión Agraria y según su valoración, se traslada a los despachos involucrados. En este caso según correos se comunico a la Comisión el pasado 3 de abril y esta a su vez traslada a todos los despachos agrarios el 4 de abril del presente año. Incluso se les otorga 8 días naturales y se prorroga 2 más (adicional a los días de la Semana Santa). Es importante señalar, que el Consejo Superior, aprobó un proyecto de implementación, quién tiene designada formalmente a una jueza, como responsable de la coordinación del mismo. 

La observación recibida no modifica el contenido del informe.

	
	“Sumado a lo anterior, debe tomarse en cuenta la envergadura del presente estudio, dado es un nuevo reto de orden procesal del cual no hay precedentes en esta materia. Por esa razón, las fuentes de consulta, deben de ser lo más precisas posible, y particularmente encontrarse  actualizadas con las vicisitudes que actualmente se presentan en el quehacer cotidiano de la jurisdicción.  Por otra parte, este estudio, como se dirá, trasciende a aspectos presupuestarios, pues formula reformas estructurales, de manejo de despacho, de cargas de trabajo, de criterios de aplicación de la nueva ley procesal, lo cual ameritaba un dialogo simétrico con interlocutores válidos, tal y como lo plantea la Política Axiológica y el Manual de Valores Compartidos del Poder Judicial, el cual es de acatamiento obligatorio para todas las personas que laboramos en esta Institución.”
	La elaboración del informe “Impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial a partir de la promulgación del Nuevo Código Procesal Agrario para el 2020 Ley 9609” se realizó con una metodología similar a la utilizada para atender la Reforma al Código de Trabajo y el Nuevo Código Procesal Civil; por ende y con la experiencia adquirida esta Dirección mantiene su criterio sobre que la metodología utilizada es adecuada y según se detalló en los puntos anteriores.

Es importante señalar, que el Consejo Superior, aprobó un proyecto de implementación, quién tiene designada formalmente a una jueza agraria, como responsable de la coordinación del mismo. Por tanto, la Dirección de Planificación ha actuado conforme a los lineamientos formales. Como se aclaro en la sesión de trabajo con las personas juzgadoras cuando se aborda cada despacho judicial, se está analizando en detalle su realidad y se trabaja directamente en el despacho con el personal de la zona.

La observación recibida no modifica el contenido del informe.



	
	“Debemos también señalar que los problemas presupuestarios que la reforma procesal en agrario pueda tener para su implementación, no deben recaer en las personas juzgadoras que responsablemente hacemos nuestro trabajo. En primer lugar, el plazo de entrada en vigencia del CPA no fue nuestra responsabilidad, pero el Poder Judicial tiene mecanismos para solventar eso, tomando decisiones presupuestarias proporcionales, sin dejar de recaer todo el peso de la reforma sobre la judicatura, pues en este informe, se obliga a continuar con la prestación del servicio actual y futura prácticamente con los mismos recursos y saturando aún más las cargas. ”
	Los análisis presupuestarios se realizan con la responsabilidad del caso, por lo que están formulados respecto a la realidad de la entrada en vigencia el Código Procesal Agrario,  la realidad Institucional y del País. Con las limitantes mencionadas en el informe de realizar estimaciones de cargas de trabajo e impactos que se desconocen. 

La observación recibida no modifica el contenido del informe, ya que no se brindan elementos cuantitativos que puedan modificar las recomendaciones.



	
	“En segundo lugar, el que se haya indicado que para implementar la reforma no se requería nombrar más personas juzgadoras, no significa que antes de ello no se deban tomar medidas para capacitar y para poner al día los juzgados. Y eso no tiene que ver con la vigencia del Código, sino con los pasos anteriores a tal momento. Para ello existen mecanismos, que como se dirá, es posible usar, porque conocemos que se ha hecho para otras materias y situaciones.”
	Respecto al tema de capacitación en el punto 5.8 se indica:

“…Por lo anterior, se solicita al Consejo Superior, valorar el otorgar el nuevo requerimiento de capacitación de la Escuela Judicial, dentro del presupuesto 2020, para brindar las capacitaciones correspondientes a la entrada en vigencia del Código Procesal Agrario, donde se consideren aspectos técnicos-metodológicos propios de la formación, reconociendo la existencia de diferentes niveles de desarrollo de las competencias requeridas para ello. Lo anterior incrementaría el costo anterior del presupuesto 2020 de ₡506.277.374,24 a ₡731.739.340,24…”

Adicionalmente en Sesión extraordinaria 44-2019  Presupuesto 2019 celebrada el 16 de mayo del año en curso se dispuso: “2) Adicionar en el anteproyecto de presupuesto para los temas de capacitación: a) 100millones para sustituciones, b) los recursos que se requieran para el pago viáticos a las personas que se capacitan, c) el recurso humano necesario administrativo que se requiera para organizar la capacitación lo deberá  cubrir la Escuela Judicial con su personal ordinario…”

Lo cual fue incluido en el informe que será enviado a Corte Plena.

Respecto a los mecanismos para poner al día a los Despachos, el informe en sus apartados “3.17 Rediseño de Despachos previo a la entrada en vigencia y 3.18 Descongestionamiento de despachos” menciona las actividades que se realizan en el tema.  No se omite indicar, que las acciones son similares a las utilizadas para la Reforma al Código de Trabajo y el Nuevo Código Procesal Civil, considerando como primer elemento de descongestionamiento que las personas juzgadoras y personal técnico judicial comiencen a cumplir las cuotas de trabajo analizadas para comenzar a reducir el circulante que tienen los despachos judiciales.

	
	“En este punto, como en algunos parajes del informe, se debe observar la experiencia en materia laboral, donde se ha hecho incapié, en que el éxito de la reforma radicaba en el estado en que se encontraban las oficina judiciales al momento de la implementación. Es evidente, este informe es totalmente ayuno de la manera en que deben de estar los juzgados y el Tribunal Agrario para asumir el escenario que formulan en el informe.  No es dable limitarse a indicar el estado de circulante a la fecha de su elaboración, eso es superficial en cuanto a la planificación y con información incompleta. Deben mostrarse los escenarios en que debe estar la jurisdicción para poder alcanzar las metas que se muestran en el informe. Reseñar la situación de algunos despachos sin contar con la totalidad de la datos emanados directamente de quienes están involucrados le resta solidez a un estudio y sesga los posibles efectos de la entrada en vigencia de la nueva normativa procesal.  Esta situación no contribuye a un análisis y proyecciones del impacto en la aplicación de la reforma legal”.
	Respecto a las condiciones que deberán tener los despachos a febrero 2020 para la entrada en vigencia del Código Procesal, se trabaja de forma conjunta para que los despachos se encuentren en las mejoras condiciones, es por esto que se invierte  recurso institucional con profesionales de planificación que están abordando específicamente cada despacho, mediante los abordajes realizados se proponen el diseño e implementación de mejoras en los sistemas informáticos, revisión de asignación de vehículos, modificaciones en las estructuras de trabajo, modificaciones en la asignación de funciones, identificación de actividades críticas en los procesos con su oportunidad de mejora, implementación de indicadores de gestión, implementación del Modelo de Sostenibilidad, distribución de cargas de trabajo, revisión de los circulante, entre otros.

Las actividades mencionadas en las líneas anteriores corresponden a las realizadas a raíz de la Reforma al Código de Trabajo y el Nuevo Código Procesal Civil.

Estos abordajes quedan documentados y se presentará un informe de cada despacho agrario analizado en detalle, como complemento a las labores que desarrolla esta Dirección, esta metodología de trabajo se retroalimenta mes a mes en las reuniones de seguimiento de la Comisión Agraria y las reuniones de seguimiento convocadas para informar avances de las acciones realizadas para la implementación.



	Tema: SOBRE LA PROPUESTA DE CAMBIOS DE ESTRUCTURA ORGANIZATIVA:

	
	“Al respecto, estamos en desacuerdo en cuanto a la propuesta de organización que se muestra en este informe y sobre todo con el precario presupuesto indicado, tomando en cuenta que al igual que la materia civil y contencioso administrativo, son reformas procesales que han conllevado toda una reorganización de la competencia, nuevos tribunales, recalificación de puestos, etc; todo lo cual se extraña en esta materia. Sin embargo, estamos ante el mismo cambio: se pasa a audiencias orales, dictado de sentencia en caso de poderse oral, plazos más cortos, etc. Pero el informe no parece tomar en cuenta la experiencia en esas otras materias.

El acápite de Antecedentes claramente se señala: “… El Código Procesal Agrario impulsa una reforma basada en la oralidad por audiencias que elimina las limitaciones actuales de la Ley de Jurisdicción Agraria, la cual establece un modelo verbal y no desecha los beneficios de la escritura en etapas…”. Como vemos se reconoce un cambio.

El problema es lo que se plantea en cuanto a los cambios de estructura organizativa de los despachos y oficinas del Poder Judicial, así como los costos presupuestarios en 2020 para su debida implementación.”
	Se toma nota de la posición en desacuerdo de las personas juzgadoras.

El informe se desarrolla analizando cada una de las variables que podrían afectar el desarrollo de los Despachos involucrados, definiendo así los cambios que deberán ser visualizados y estudiados. Es relevante mencionar que cada nuevo Proyecto de Ley podrá provocar distintas implicaciones.

Se toma nota de la preocupación sobre el presupuesto establecido, sin embargo, es importante mencionar que mediante oficio de Presidencia, 292-P-2018, remitido a la Asamblea Legislativa, firmado por la Magistrada Presidente en ejercicio de la Corte Plena y Presidenta de la Comisión Agraria en ese momento doña Carmen Maria Escoto se menciona:

“Se estima que el escenario inicial, el cual no requiere ninguna inversión, sería el que se solicita se sirvan ustedes tomar en consideración para aprobar el proyecto de Código Procesal Agrario”



	
	“En cuanto a la Metodología, echamos de menos un grupo diverso y plural conformado para asesorar, informar y tomar decisiones que involucre personas juzgadoras de primera y segunda instancia (ver punto 21 de este oficio). En todas las reuniones únicamente ha participado solo una persona, la Licenciada Damaris Vargas Vásquez, quien hace muchísimos años no tramita en primera instancia ni tampoco ha estado en los últimos años en el Tribunal Agrario ejerciendo su cargo como jueza. Se aclara, la designación realizada por la Comisión de Agrario de quien es el enlace con el Departamente de Planificación y otras oficinas internas y externas a la Institución,  es un asunto ajeno a nuestra competencia como personas juzgadoras, pero como hemos reiterado, es importante involucrar una cantidad razonable y proporcional de personas juzgadoras que puedan suministrar información actualizada y sirva de contrapeso a las visiones meramente administrativas que se puedan tener.

Como se indicó anteriormente, era necesario integrar más personas, con diversas visiones y experiencias actualizadas sobre la forma en que se ha impactado por ejemplo, el trámite con expediente electrónico, la grabación de audiencias, las nuevas generaciones de personal que labora en las diversas oficinas judiciales, la manera en que las políticas de protección y tutela a las personas en condición de vulnerabilidad a impactado el trámite y gestión de las oficinas judicial; la forma en que se aplican las nuevas y múltiples reglas emitidas por los Órganos Superiores de este Poder; así como los impactos que a la fecha se han podido medir con la aplicación subsidiaria de los Códigos de Trabajo y Procesal Civil.”
	Se toma nota de lo indicado por las personas juzgadora.

Esta Dirección mantiene su criterio sobre la metodología de recolección de información para el desarrollo del informe, detallado en líneas anteriores.



	
	“No se tomaron en cuenta los insumos de Juzgados especializados agrarios, que empezaron en su momento a dictar sentencias orales como plan piloto en el Proyecto de Moderna Gestión, y el impacto que se tuvo en la gestión del despacho para efectos de ajustar los indicadores actuales”
	Se han tomado en consideración los datos de los diferentes despachos especializados según se muestra en el informe confeccionado.

	Tema: Variable de Género

	
	De conformidad con la Política de Género del Poder Judicial (aprobada por Corte Plena en sesión Nº 34-05, del 07 de noviembre del 2005, articulo XIV), así como la Declaración Universal de Derechos Humanos, Convención Americana de Derechos Humanos o Pacto de San José, Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos, Convención para la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer, la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible y la Constitución Política de Costa Rica, se debe adoptar en este informe de manera transversal, prioritaria y sustantiva la perspectiva de género, pues en la citada política impone que  en todo el quehacer del Poder Judicial se deber adoptar. En este informe se hecha de menos el cumplimiento de tal política, así como el respeto a los derechos consagrados en los instrumentos indicados.

El primero punto que debe de corregirse de manera sustancial es el cuadro 1, o bien elaborar uno donde se visualice la integración de las jurisdicción a partir de las personas que lo integran. De acuerdo al estudio y consulta realizada para responder este informe, de las plazas nombradas en propiedad, son treinta y dos personas las nombradas en propiedad. De las cuales, 17 plazas son ocupadas por varones y 15 por mujeres. Es una jurisdicción en consecuencia donde se debe necesariamente emplear en la toma de decisiones la perspectiva de género.
	Se toma nota de lo solicitado por el equipo de personas juzgadoras respecto a la Política de Género del Poder Judicial. Respecto al Cuadro 1 del informe se menciona que su elaboración es la correcta, ya que; lo que se quiere evidenciar es el tipo de Despacho (en caso de primera instancia si es especializado o mixto, luego cuantos existen de segunda instancia y de última instancia).

Se incluye en el informe lo indicado por el equipo de personas juzgadoras“17 plazas son ocupadas por varones y 15 por mujeres”.



	
	“Todas las decisiones ahí asumidas no visibilizan el rol de la mujer lo cual posee un efecto discriminatorio.  Se ha mencionado, que las mujeres poseen dobles y triples cargas de trabajo, y para compensar esta situación se deben de tomar medidas afirmativas.  En el caso de la jurisdicción agraria, se tienen en total 18 hijos e hijas.  En una cantidad de 12 son personas menores de edad y solo 6 personas son hijos mayores de edad.  Lo cual demuestra, que las cargas dobles son evidentes, es un simple estudio numérico. Lo cual repercute en las medidas afirmativas que han de ser diseñadas.  En al menos dos casos, hay mujeres juezas responsables del cuido de personas adultas mayores o con quebrantos de salud. Esta realidad debe ser visualizada junto con otros datos tales como: jefas de hogar, profesoras universitarias, cuido de personas adolescentes.”
	

	
	“La necesidad de una visión cualitativa, permite dotar de datos, y en consecuencia contar con elementos para la toma de decisiones que se muestran en el informe.  Al respecto Arias (2005) indicó: "La información es un insumo fundamental para la toma de decisiones y la posterior medición de los impactos y enlaza con la exigencia de una mayor transparencia institucional.... La información desde la perspectiva de género permite, entre otras cosas, estudiar tendencias y evaluar la política pública para una mejor toma de decisiones a la vez que hace visible lo invisible, mostrando las expectativas de las mujeres, su real cumplimiento y los alcances de estos para el resto de la sociedad". Por tal razón la información contenida en el cuadro 1, debe ser desagregada para visualizar para la implementación de las politicasinstitucionales así como el cumplimiento de la normativa nacional y de instrumentos internacionales.”
	Se toma nota de lo solicitado por el equipo de personas juzgadoras respecto a la Política de Género del Poder Judicial. Respecto al Cuadro 1 del informe se menciona que su elaboración es la correcta, ya que; lo que se quiere evidenciar es el tipo de Despacho (en caso de primera instancia si es especializado o mixto, luego cuantos existen de segunda instancia y de última instancia).

Se incluye en el informe lo indicado por el equipo de personas juzgadora “17 plazas son ocupadas por varones y 15 por mujeres”.



	
	De lo anterior, es necesario, tal y como lo impone el acápite 5.4. de la Agenda 2030: "Reconocer y valorar los cuidados y el trabajo doméstico no remunerados..."; así como el 5.c en cuanto aprobar y fortalece políticas acertadas y leyes aplicables para promover la igualdad de género y el empoderamiento de todas las mujeres en todos los niveles.  Al amparo de ese cuadro normativo, es necesario que al momento de fijar las cargas de trabajo se incluya la variable de género y se visualice así como en las oportunidades de capacitación. Se debe en consecuencia establecer una carga de trabajo que pondere esa variable, en aras de reconocer los efectos de las dobles cargas de trabajo sobre las mujeres, asumiendo una medida afirmativa.
	Esta propuestadeberá ser redireccionada a la Secretaría Técnica de Genero y a la Dirección de Gestión Humana, de forma que retroalimente a la Dirección de Planificación, sobre las variables que se deben tomar en consideración al momento de establecer cargas de trabajo y revisión de los perfiles de los puestos actuales. Lleva razón el despacho que hasta la fecha esta Dirección por el tema de igualdad de condiciones a nivel de carga laboral, rendición de cuenta y evaluación del desempeño, busca el equilibrio en las cargas de trabajo tanto para mujeres como para hombre como servidoras, servidores, funcionarias, funcionarios o empleadas y empleados judiciales. Se incorpora recomendación en el informe

	Tema: “Aspectos más puntales que contienen el informe”

	1. 
	“Uso del Centro de Conciliación:

Informe dice: "Se debe de indicar que estas funciones se mantienen en los puestos ya existentes de Jueces y Juezas Agrarias por lo que no es necesaria la creación de más plazas para estas funciones específicas, además, la Comisión de la Jurisdicción Agraria le solicitó al Centro de Conciliación del Poder Judicial colaboración para apoyar a los Juzgados Agrarios en la realización de conciliaciones que se señalan, según acuerdo tomado por dicha Comisión en sesión ordinaria celebrada el 29 de junio del 2018, artículo XVIII".

En varias zonas del país, la participación de este mecanismo de usar al Centro de Conciliación en materia agraria, mucho menos si son citaciones masivas, no ha dado resultados satisfactorios.

En primer lugar, han intentando hacer las conciliaciones en la sede de los tribunales y no ir al campo o al lugar de los hechos, rasgo sustancial en nuestra disciplina. Eso genera problemas de asistencia y además no concuerda con el principio de gratuidad y de itinerancia que tanto se reitera en la reforma procesal.

En segundo lugar la mayor parte de las personas usuarias no asiste a audiencias solo para conciliar, menos si se tiene que trasladar desde lugares lejanos (recuérdese que en agrario, a diferencia de civil, la audiencia de conciliación se hacía el mismo día del juicio).

En tercer lugar, hace algunos años ese mecanismo se puso en práctica y al no tener las personas conciliadoras conocimientos suficientes en materia agraria, los resultados fueron muy pocos y de esos convenios, varios resultaron inejecutables cuando las partes regresaron a plantear el proceso de ejecución.

Por un principio de responsabilidad anticipamos esta situación, pues difícilmente se puede entender, desde un observador responsable y razonable, que se va a capacitar en pocos meses a personas juzgadoras conciliadoras en materia de derechos reales, registral, catastral, ambiental, contratos, proceso agrario, normativa sustantiva especial, etc., y todo el impacto que eso puede tener en la solución del conflicto. Los números probablemente sean exitosos al lograrse conciliaciones, pero la medición del impacto que tiene en la solución definitiva del conflicto y la percepción ciudadana de ello podrían estar muy comprometidos.

Entonces, esta medida es paliativa, pero creemos que no es útil para lograr resultados efectivos para reducir mora y mucho menos para una solución efectiva del conflicto agrario.

Por otro lado, no es con una capacitación sobre conciliación en agrario, la vía a través de la cual se van a poder realizar más conciliaciones, ya que se observa los casos terminados en la Jurisdicción por conciliaciones con jueces y juezas de experienca acumulada, son bastantes, y difícilmente pueda superarse con conciliaciones en un estrado u oficina judicial bajo esta otra modalidad. Cualquier juez o jueza de experiencia en esta materia sabe que eso es así. Resulta preocupante que jueces o juezas que no están elegibles en materia agraria se les otorgue la facultad de conciliar asuntos del nivel de complejidad que reviste esta materia. (p. 23 del informe).


	Se toma nota de lo expresado por el equipo de personas juzgadoras respecto a que la utilización de los Centro de Conciliación en materia Agraria no ha dado resoluciones satisfactorias.

En aras de maximizar los recursos Institucionales, se propone utilizar al Centro de Conciliación para intentar colaborar a mejorar el estado del trámite de los distintos Despachos, según se menciona en el apartado “3.6 Juzgadores especialistas para conciliaciones y ejecución”.

Sobre los puntos 1 y 2 mencionados por el equipo juzgador, es fundamental que las observaciones sean remitidas a la Gestora en Materia Agraria para que sean valoradas e incluidas en el plan piloto que se está construyendo en conjunto con el Centro de Conciliación con los recursos existentes y por la Escuela Judicial.

Respecto al punto 3, se menciona en el informe en el apartado 3.6:

“…Se trabaja en el diseño de capacitaciones en Derecho Agrario y en el nuevo Código Procesal Agrario para personas jugadoras conciliadoras en conjunto con la Escuela Judicial:

· Ejemplo de ello en la próxima participación de las Jueza y Jueces conciliadores es el taller de Medidas Cautelares en los procesos Agrarios.(ver anexo 15 Participación de personas juzgadoras conciliadoras en el Taller Medidas Cautelares)…”

Esta Dirección es respetuosas de las funciones otorgada al Centro de Conciliación; y no contamos con criterio técnico para valorar lo indicado por el equipo de personas juzgadoras en su documento de observaciones:

“Resulta preocupante que jueces o juezas que no están elegibles en materia agraria se les otorgue la facultad de conciliar asuntos del nivel de complejidad que reviste esta materia”

	
	Resulta además contradictorio y lamentable que si se cuenta con poco presupuesto, se proponga invertir el recurso limitado en capacitar en Derecho Agrario y el nuevo CPA a personas juzgadoras conciliadoras del Centro de Conciliación, cuando lo que urge es capacitar a las PERSONAS JUZGADORAS AGRARIAS EN LAS BASES DE LA REFORMA PLANTEADA EN EL CPA.“
	Es importante indicar que las capacitaciones recíprocas que se pretenden con las Juezas o Jueces del Centro de Conciliación se plantearon en las reuniones de seguimiento de la Implementación de la Reforma Agraria, como parte de las acciones a realizar con el recurso humano y material actual, durante el 2019. No se está presupuestando costo adicional para el 2020.

Lo anterior, no modifica el contenido del informe.

	
	Además, en cuanto a Juzgadores especialistas para conciliaciones y ejecución (p. 21 del informe),  no es acertado que durante el 2019 y 2020 las funciones de conciliación y de ejecución, según artículos 9 y 13 del CPA sean asumidas por las dos plazas de personas juzgadoras supernumerarias agrarias que pertenecen al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional. Lo anterior por cuanto tomando en cuenta la falta de presupuesto para crear estas plazas, debe ser la misma persona juzgadora del Juzgado quien realice las conciliaciones y ejecuciones, y las supernumerarios se dediquen a ayudar a los Juzgados que estén saturados o tengan alguna situación particular.
	Respetuosamente se aclara que lo incluido en el informe 481-PLA-RH-MI-2019 reza:

“En caso de ser necesario, según el criterio de la Comisión del Proyecto de Modernización de la Jurisdicción Agraria, emitido en el 2018 como respuesta al oficio 767-PLA-2018 del 6 de julio de 2018, la atención especializada que se menciona en la Ley recaerá en las dos plazas de personas juzgadoras supernumerarias agrarias que pertenecen al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional.”

Lo anterior no hace referencia a la creación de nuevas plazas.

Es importante que lo mencionado anteriormente se mantienen en el informe 630-PLA-RH-MI-2019



	2. 
	“REALIDAD DE LA SENTENCIA ORAL
Informe dice: "Actualmente la legislación establece que las sentencias se deben de dictar de forma escrita y estableciendo un plazo para la elaboración, con la implementación del CPA establece que las sentencias se dicten de forma oral al momento del juicio o audiencia (artículo 79), esto va a permitir agilizar los procesos y beneficiar a la persona usuaria, incluso que la Apelación sea presentada de forma siguiente al dictado de la sentencia".

No es cierto que la mayor cantidad de sentencias agrarias se vayan a dictar de forma oral. Y aunque eso fuese el ideal de algunas personas de la Comisión Redactora del CPA, eso de lograrse será en varios años. De esta afirmación se tienen datos y experiencia en materias como la procesal penal; debe de analizarse el tiempo necesario para incorporar los cambios propuestos en los modelos de trabajo.

Pero para los años recientes a la entrada en vigencia del CPA, la realidad es que, aún las personas juzgadoras con experiencia y capacitadas, estaremos en la posibilidad de hacer solo:

- Autos orales de medida cautelar e incidentes (si no son complejos).

- Algunas sentencias orales en monitorios y sumarios (si no son complejas).

Pero en proceso ORDINARIOS, por responsabilidad, seguridad jurídica, CALIDAD, lógica y razonabilidad, la mayor parte sino todas las sentencias SERÁN ESCRITAS.

Esa es la realidad, independientemente de que algunas personas insistan en promover otra que no es lo que ofreció la experiencia en la aplicación de la oralidad con la Ley de Cobro Judicial (desde hace 10 años). Y la normativa lo permite, así que no se trata de una posición personal de quienes rendimos este informe:

"ARTÍCULO 79- Emisión de la sentencia

La sentencia se emitirá oralmente después de la exposición de conclusiones o, en su caso, de la deliberación. Cuando la deliberación no sea necesaria, terminadas las respectivas etapas procesales se pronunciará dentro del plazo legal.

Por razones de seguridad e integridad del tribunal y demás asistentes a la audiencia u otras razones referidas al tiempo y el lugar donde se realice la audiencia, la sentencia podrá emitirse en el plazo de cinco días. En supuestos de excepcional complejidad, su dictado íntegro se podrá realizar en el plazo de veintidós días hábiles. El tribunal deberá exponer el fundamento de la decisión.

Si las partes lo solicitan o el tribunal lo estima necesario, la sentencia deberá transcribirse".

La mayor parte de los juicios agrarios se hacen en el campo. Eso implica situaciones de riesgo y cansancio por topografía, condiciones climáticas (en ocasiones extremas por ejemplo por altas temperaturas), lejanía, etc. Debe además hacerse el reconocimiento judicial, el cual usualmente no es menor a 2 horas. En ocasiones hasta 6 horas o más.

Los procesos sumarios, sin aplicar audiencias orales, usualmente implican, dado que se hacen en el lugar, audiencias de juicio que abarcan dos audiencias (todo un día), sin dictar sentencia, lo que implicar regresar a nuestros Despachos,  entre 4 pm y 6 pm, saliendo desde tempranos horas de la mañana. Y los ordinarios, sin oralidad, usualmente abarcan solo para recibir prueba, 2 días completos. No se hizo un ensayo de campo en este estudio, en el que en un proceso ordinario se proceda a dictar la sentencia en el campo y valorar todas las vicisitudes que conlleva esa gestión del proceso.

Con la reforma, los procesos sumarios (interdictos y desahucios) pueden abarcar más de un día, dado que se deben hacer en ella todas las sub-etapas luego de la contestación. Y los ordinarios, aunque se haga el filtro en la audiencia preparatoria, abarcarán para la audiencia de juicio mínimo 1 día, posiblemente dos. Eso en el campo y terminando de recibir la prueba tarde, 4 o 5 pm.

Solo esos datos, sin tomar en cuenta la complejidad del caso y el receso que la persona juzgadora requiere para analizar el caso, hace lógico y comprensible que la sentencia se dicte en forma escrita. Es necesario que se haga un estudio de complejidad de casos que se tramitan en la sede agraria, pues los aspectos citados, desde los vinculados con el entorno hasta los de complejidad del caso, han de ser ponderados. No se pueden equiparar las condiciones de gestión de esta materia con ninguna otra.

Pero además, si la norma del CPA indica que si las partes lo prefieren se les debe transcribir, resulta ilógico, lo cual ha sido la experiencia de estos meses, desde octubre 2018, aplicando lo que dispone el CPC, que pidan se emita en forma oral. Por eso, las mismas partes la piden escrita, dado que es triple trabajo dictarla oral y transcribirla. Además de los problemas y atrasos que genera la transcripción de una sentencia oral.

Y todo ello afecta también la apelación. Esta situación debe ser objeto de estudio, nótese la experiencia en la jurisdicción Contenciosa Administrativa, por ejemplo la trascripción que tenía que asumir las partes de la sentencia, para lograr redactar el recurso de casación, la cantidad y cualidades de las nulidades que se emitieron en razón de las sentencias orales, el impacto económico para el Poder Judicial producto del tiempo invertido para la escucha y trascripción de las sentencias. Es una experiencia valiosa, que se puede aprovechar para armonizar el sentido de la ley con la eficiencia y eficacia en el servicio público que se brinda.  Además, a la fecha es medible, la inversión de tiempo en la escucha de audiencia orales, la calidad de la sentencias emitidas por las personas juzgadoras de instancia, y las ventajas y desventajas para las personas usuarias, a partir de la emisión de sentencias orales en interdictos y procesos cobratorios.

La lógica, la razonabilidad y el debido proceso, indican que no se debe emitir una sentencia con condiciones de cansancio ni con hambre o en situaciones de riesgo,  pues el propósito del proceso no es dictarse una sentencia, sino la resolución del conflicto. Nos parece que la filosofía que rige el CPA es la segunda, la cual tiene su asidero en el artículo 41 de la Constitución Política.  Lo anterior sin dejar de lado que prácticamente se compele a las partes a permanecer en el campo hasta que se dicte la sentencia, y la eventual  insatisfacción por la calidad de la misma y la seguridad de todos los asistentes.

Se puede consultar el alto índice de personas adultas mayores que son usuarias en materia agraria, y el impacto que un juicio oral, concentrado con  emisión de conclusiones y dictado de la sentencia oral en un solo día pueda tener en su salud. Para mayor referencia consúltese el último censo agropecuario realizado por el INEC, acerca de la importante conformación de personas adultas mayores en la actividad agraria.

La realidad de nuestros juicios en el campo no es la que refleja el informe analizado.  Por eso, la afirmación que se hace en el párrafo indicado sobre la sentencia oral es falaz y puede llevar a conclusiones erróneas sobre la dinámica real de los procesos agrarios a partir del 2020.

Además debe de considerarse, que la evacuación de la prueba pericial en el campo, también impactará en forma significativa el desarrollo y duración de la audiencia, máxime en juicios ordinarios tan complejos como los agrarios en que se discuten traslapes de fincas de grandes extensiones, en la que intervienen multiplicidad de planos catastrados.

”
	Se informa al equipo de personas juzgadoras que la consulta realizada deberá ser redireccionada a la Comisión de la Jurisdicción Agraria, con la finalidad de que sea valorada y se definan líneas al respecto. Lo anterior, debido a que la Dirección de Planificación se basó en las observaciones y criterio técnico de la Gestora en materia Agraria asignada al Proyecto, figura que creada para atender y aclarar las consultas técnicas en esta materia respaldada formalmente con Acuerdos del Consejo Superior.

En el apartado 3.11  del informe 481-PLA-RH-MI-2019 se menciona:

“Por razones de seguridad e integridad del Tribunal y demás asistentes a la audiencia u otras razones referidas al tiempo y el lugar donde se realice la audiencia, la sentencia podrá emitirse en el plazo de cinco días. En supuestos de excepcional complejidad, su dictado íntegro se podrá realizar en el plazo de veintidós días hábiles. El tribunal deberá exponer el fundamento de la decisión.”

Refiriéndose así, a situaciones o una de las excepciones que provoque que el dictado de sentencia no sea inmediato al concluir la audiencia.


Además, tenemos claridad que algunos asuntos se resolverán con una única audiencia sea fuera o dentro del despacho y que existen asuntos denominados de “Puro Derecho”, de igual forma aquellosasuntos terminados por otros motivos distintos a sentencia (acuerdo de partes, conciliación, entre otros)

Es importante que lo mencionado anteriormente se mantiene en el informe 630-PLA-RH-MI-2019



	3. 
	“ FLUJOGRAMA DE LA "FIGURA 2: Nuevo proceso del CPA" es erróneo.

El flujograma omite subetapas esenciales:

- Luego de recibir la demanda está la etapa de revisión y prevenciones.

- Luego de la notificación está la contestación. Dependiendo de su contenido existen diversas opciones.

- Dictado de sentencia escrita cuando no se emite oralmente. Ya se indicó serán muchos los procesos en que eso será así. Y se dice con todo el respeto, como jueces de experiencia, que ya han emitido sentencias orales desde el 2008 con la Ley de Cobro Judicial, luego con la Moderna Gestión, y más recientemente  aplicando el CPC desde octubre del 2018. Si quieren adoptar medidas efectivas, deben basarse en escenarios REALES y no en supuestos ideales que en la práctica no se llevarán  a cabo en largo tiempo.

- Apelación y admisión.

No son etapas prescindibles, por el contrario, en la dinámica del proceso oral por audiencias son relevantes y necesarias para su validez, salvo la apelación que es opcional.

En relación con el tema y la "Economía Procesal" se debe resaltar lo siguiente. El cuadro justificando que el proceso con el nuevo Código es más expedito es erróneo, pues igualmente con la nueva normativa existe:

1.- Recepción de demanda: se mantiene

2.- Distribución del expediente: se mantiene

3.- Resolución de prevención: se mantiene Art. 98 último párrafo y 100: “ Si se omite algún requisito al ofrecerse la prueba, se prevendrá su corrección en el plazo de tres días, con el apercibimiento de que se podrá declarar inadmisible, de una vez o en la audiencia preparatoria, según corresponda.”

4.- Contestación de prevención: se mantiene, como vemos tiene 3 días.

5.- Traslado de Demanda: se mantiene

6.- Notificación Demandado: se mantiene

7.- Contestación de la demanda: se mantiene

8.- Corrección de contestación: art. 104

9.- Excepciones se resuelven en la audiencia preparatoria salvo incompetencia art. 106

10.- Peritaje: se sabe por la experiencia en materia civil, que antes de ir a audiencia de juicio debe estar rendida esa prueba.

11.- Señalamiento: se hace en audiencia preparatoria en ordinarios.

12.- Audiencia de juicio: El artículo 190 hace referencia a la Audiencia de juicio. Es importante tener en cuenta que los juicios agrarios se desarrollan en el lugar del conflicto, y ahora  lo que se debe contabilizar es darles, luego de concluida toda la recepción de la prueba, un plazo prudencial a las partes para que hagan sus conclusiones. Si a la fecha muchos de los juicios terminan pasadas las 4:30 pm. o requieren mínimo dos días, debe preveerse que en el futuro deben señalar dos días tanto para sumarios como para audiencias de juicio en ordinarios.

Como podemos ver definitivamente los cuadros mostrados no señalan la realidad del nuevo procedimiento, por cuanto se están omitiendo pasos que podrían complicar las agendas de los Juzgados, y lo más relevante la satisfacción al usuario y la percepción de la persona ciudadana acerca de la efectividad de la reforma.”


	Lleva razón el equipo de personas juzgadoras en indicar que el flujograma del proceso omite subetapas, lo cual técnicamente se identificaría como subprocesos o dependiendo del nivel de detalle podrían ser tareas. La razón de lo anterior es que el flujograma de la figura 2 desea mostrar las grandes etapas que tendría que pasar un expediente, así como el movimiento que tendría entre las distintas instancias.

En línea con lo anterior, al ser un flujograma que representa las grandes etapas, no es correcto interpretar que las tareas que no se mencionen no se deban realizar.

Se toma nota sobre el criterio de cada una de las actividades que se debe realizar en el proceso de atención de un caso en materia Agraria.

La observación no modifica el contenido del informe.



	4. 
	TIEMPOS DE RESPUESTA EN DICTADO DE RESOLUCIÓN
Informe dice: "Importante mencionar, que se espera que, con este nuevo proceso agrario, los tiempos de respuesta en el dictado de la resolución disminuyan considerablemente; principalmente por incorporar la fase de conciliación que se desarrolla en las actividades de la audiencia preliminar."

La afirmación de la conciliación con dictado de resolución es confusa. La mora disminuye lógicamente entre el juicio y la sentencia oral o escrita por el principio de inmediación y el plazo breve para dictarla. Pero no es la conciliación lo que produce ese efecto.

En todo caso, para agrario, la reforma no cambia nada el tema de la conciliación, pues siempre se hacía con el juicio, a diferencia de la materia civil, que tenía una audiencia específica para eso. La convocatoria para conciliar en agrario era más efectiva por ello. El que se haga según el CPA en audiencia preparatoria en ordinarios, no cambie la perspectiva actual, pues las partes concilian cuando quieren, no porque se les convoque antes del juicio.

Por ende, objetamos lo señalado en la página 31 del informe, en cuanto a que los tiempos de respuesta en el dictado de la resolución disminuyan considerablemente, y eso principalmente por incorporar la fase de conciliación que se desarrolla en las actividades de la audiencia preliminar. En los Juzgados Agrarios no se espera a la audiencia de juicio verbal para realizar una conciliación; cuando es posible se intenta cuando se resuelven las medidas cautelares o en cualquier momento antes de esa audiencia de juicio verbal (p. 31).


	Se informa al equipo de personas juzgadoras que la consulta realizada deberá ser redireccionada a la Comisión de la Jurisdicción Agraria, con la finalidad de que sea valorada y se definan líneas al respecto. Lo anterior, debido a que la Dirección de Planificación se basó en las observaciones y criterio técnico de la Gestora en materia Agraria asignada al Proyecto, figura que creada para atender y aclarar las consultas técnicas en esta materia.

La observación no modifica el contenido del informe.



	5. 
	CANTIDAD PROMEDIO DE SENTENCIAS DICTADAS POR PERSONA JUZGADORA
Informe dice: "Con respecto a los casos terminados, actualmente cada persona juzgadora dicta un promedio de seis sentencias mensuales, dato que se encuentra dentro de la cuota promedio para el fallo de los Juzgados Agrarios a nivel nacional. En el caso de Santa Cruz el promedio por mes por Jueza o Juez es de seis asuntos, sin embargo, en el caso de Pérez Zeledón y Pococí, es de 8 y 9 sentencias promedio por mes por Jueza o Juez, respectivamente y San Carlos el promedio por mes por Jueza o Juez supera los 6 asuntos.

En el caso de Pérez Zeledón y Pococí, la cantidad de sentencias se ajusta al planteamiento dado por la Comisión Agraria en su Plan de acción y al impacto de Reforma, en donde se proyecta que por cada juicio, se realizará la sentencia de forma oral, con al menos dos juicios por semana por plaza de Jueza o Juez, para un aproximado de al menos ocho sentencias mensuales por Jueza o Juez.

La información anterior, nos permite utilizar los porcentajes de motivo de término y las entradas para proyectar las necesidades y modificaciones a las cuotas de trabajo, que se deberán generar en los Juzgados agrarios para cumplir con la atención de la entrada de asuntos, basados en las cuotas ideales".

Esta conclusión es errónea no solo por la fuente sino también por la omisión de datos.


	La Dirección de Planificación no comparte el criterio del equipo de personas juzgadoras respecto que a lo concluido es erróneo y que se omitieron datos. No se adjuntan elementos cuantitativos que modifiquen el informe.

La observación no modifica el contenido del informe.



	
	En primer lugar, casos terminados no es igual a sentencias dictadas. Se confunden dos ítems diferentes. Muchas casos se terminan no necesariamente con sentencia de primera instancia. Pueden terminarse por desistimiento, caducidad del proceso (antes deserción), renuncia del derecho, arreglo extrajudicial en cobratorios, falta de integración de litis, incompetencia, etc. Por ello la fuente no es correcta.
	Llevan razón en lo indicado sobre que muchos casos se terminan no necesariamente con sentencia; se comparte el criterio.

La observación no modifica el contenido del informe.



	
	En segundo lugar, se están haciendo proyecciones de dictado de sentencia, con un histórico de sentencias escritas y procesos escritos. No se toman en cuenta los ajustes que se deben hacer para aplicar un proceso oral por audiencias. Varias de nuestras personas juezas tienen experiencia en el dictado de sentencias orales por haber aplicado la Ley de Cobro Judicial, que se implementó desde el 2008, y con el Proyecto de la Moderna Gestión, y son por ello conocedoras que el paso del sistema oral no necesariamente implica mayor cantidad de juicios y sentencias por semana. Se extraña en el informe un análisis, pues es medible y cuantificable de lo aquí indicado.


	Sobre esta observación, en este momento no es posible cuantificar el impacto real del cambio de metodología, por lo cual se hace necesario proyectar el trabajo a realizar para no crecer en circulante, en informe 630-PLA-RH-MI-2019, en el apartado 3.12.3 se indica:

“Tomando como base los datos históricos del terminado de asuntos tanto por sentencia como por otras razones y relacionado con la entrada promedio de 15 asuntos nuevos por mes por persona juzgadora, se proyecta que se deberán dar por terminado al menos 8 sentencias y 7 asuntos por otros motivos de término por mes, por persona juzgadora. Lo anterior permitirá atender el 100% de la entrada de asuntos, sin crecimiento de los circulantes.”

Estos datos serán objeto de seguimiento una vez entrada en vigencia el Código Procesal Agrario.

	
	“En tercer lugar, no se especifica el tipo de sentencias y si fueron generadas luego de audiencia de juicio o no. Todos esos factores influyen en la cantidad de sentencias que se pueden dictar por mes. Para eso era necesario el trabajo de campo y la consulta a persona juzgadoras, lo cual, para este informe no se tiene conocimiento haya sido realizado. Pueden dictarse 8 sentencias por mes si se trata por ejemplo de sentencias de Información Posesoria sin oposición o localizaciones de derechos. Pero no 8 sentencias si se trata de ordinarios y sumarios. Los factores cambian sustancialmente por la complejidad que reviste.  Además para que el informe refleje la realidad, se debe tener presente que hay procesos de complejidad moderada y excepcional.

No se puede considerar que todos los procesos sometidos a emitir una sentencia tienen el mismo grado de complejidad: cantidad de partes, demandadas acumuladas, tema jurídico complejo, volumen del expediente (sea cantidad de páginas o imágenes; horas de audiencia grabada), personas involucradas, entendido como aquellas que forman parte de los grupos en condición de vulnerabilidad, fecha de inicio del proceso. Solo por citar algunos de las razones para calificar la complejidad de una asunto, lo cual repercute en el tiempo de inversión para el dictado de la sentencia y ponderar la oportunidad de emisión.

Por ende, omitir el tipo de sentencia emitida, siendo un dato crucial para valorar efectivamente este rubro, es un error sustancial que sesga los resultados del informe y no arroja datos reales para la proyección para la aplicación de la reforma.”
	Lleva razón el equipo de personas juzgadoras respecto a que en la cantidad de sentencias dictadas existirá una porción que corresponde a sentencias dictadas luego de juicio o si juicio, que existen diferentes tipos; y adicionalmente también el número podrá estar compuesto por sentencias dictadas en diferentes tipos de procesos y con distintas complejidades.

Es por todo lo citado anteriormente que para realizar el análisis se toman de los cuadros estadísticos “Por Motivo de Término”; ya que recolecta los datos anuales, los cuales estarán compuestos por casos terminado con todas las características mencionadas, lo cual brinda una imagen real de la situación de los Despachos.

Se toma nota de lo indicado por equipo Juzgador respecto a los aspectos que influyen en la complejidad de un asunto.

	
	“
La experiencia ha indicado que son 5 por mes, y en todo caso hay casos complejísimos que pueden ameritar que el juez o jueza disminuya el indicador, en aras de resolver en forma realmente responsable los asuntos complejos. No se hizo un estudio adecuado que refleje los parámetros para casos complejos que abundan en la materia agraria. Los números pueden llevar a la Institución a mejorar su autopercepción, pero la realidad que perciba el usuario en torno a la efectividad para que se resuelva lo complejo y con calidad aceptable es otra, y esto es importante en la legitimación del sistema de administración de justicia.

Con una cuota así, lo que se generaría es mora en señalamientos de asuntos complejos y de ordinarios, aparte de ser irreal e infundada. En este punto del informe, falta información como se indicó, además de análisis de los diversos escenarios.  Pues a la entrada en vigencia del CPA se continuaran tramitando asuntos de vieja data. Debe recordarse que existirá un circulante a febrero de 2020 y deberá, según las reglas actuales contenidas en diversas circulares del Poder Judicial, darle prioridad, y considerados esto tendrá un efecto a futuro. Al respecto nuevamente se hace mención a la experiencia en materia laboral. Hay informes donde se pone en evidencia las dificultades porque se trata de dos tipos de circulante para fallo: los que están dispuestos a resolverse después de una audiencia según la nueva ley procesal; y, los que están pendiente de fallo al momento de entrada en vigor de la nueva legislación. Son tratamientos diversos. No se contempla en el informe, que las oficina judiciales tenga que tener el fallo en cero, solo se apuntan oficinas con dificultades de congestión y los paliativos actuales, sin que conste el escenario que deben tener para febrero de 2020.

La cuota hasta ahora ha sido de 5 sentencias por mes, entiéndase combinando ordinarios, sumarios, monitorios y no contenciosos.

Por eso pretender cambiar de 5 a 8 sentencia por mes por persona juzgadora, sin tener parámetros reales con aplicación del sistema por audiencias orales y sin tomar en cuenta el tipo de casos o sentencias dictadas es una idea infundada e irrazonable. Lo adecuado es mantener al menos durante el 2020,  una cuota de 5 sentencias por mes, de las cuales al menos 1 o 2 deben ser de ordinarios. En el 2021, con número reales y datos fundamentados en la realidad vivida, pueden revisarse esos parámetros.”


	En el informe 630-PLA-RH-MI-2019 se indica en el apartado 3.12.3:

“Con respecto a los casos terminados, actualmente cada persona juzgadora dicta un promedio de seis sentencias mensuales, dato que se encuentra dentro de la cuota promedio para el fallo de los Juzgados Agrarios a nivel nacional. En el caso de Santa Cruz el promedio por mes por Jueza o Juez es de seis asuntos, sin embargo, en el caso de Pérez Zeledón y Pococí, es de 8 y 9 sentencias promedio por mes por Jueza o Juez, respectivamentey San Carlos el promedio por mes por Jueza o Juez supera los 6 asuntos”

La información analizada por esta Dirección no coincide con los datos externados por el equipo de personas juzgadoras.

Respecto a las condiciones que deberán tener los despachos a febrero 2020 para la entrada en vigencia del Código Procesal, se trabaja de forma conjunta para que los despachos se encuentren en las mejoras condiciones, es por esto que se invierte  recurso en el análisis de los despachos mediante los abordajes realizados en los cuales se proponen el diseño e implementación de mejoras en los sistemas informáticos, revisión de asignación de vehículos, modificaciones en las estructuras de trabajo, modificaciones en la asignación de funciones, identificación de actividades críticas en los procesos con su oportunidad de mejora, implementación de indicadores de gestión, implementación del Modelo de Sostenibilidad, distribución de cargas de trabajo, revisión de los circulante, entre otros.

Las actividades mencionadas en las líneas anteriores corresponden a las realizadas a raíz de la Reforma al Código de Trabajo y el Nuevo Código Procesal Civil.

Respecto a los parámetros en el apartado 3.12.3 del informe se indica:

“Tomando como base los datos históricos del terminado de asuntos tanto por sentencia como por otras razones y relacionado con la entrada promedio de 15 asuntos nuevos por mes por persona juzgadora, se proyecta que se deberán dar por terminado al menos 8 sentencias y 7 asuntos por otros motivos de término por mes, por persona juzgadora. Lo anterior permitirá atender el 100% de la entrada de asuntos, sin crecimiento de los circulantes.”

Por lo tanto; siendo 8 la cantidad esperada de sentencias por mes para evitar que aumente en el circulante (sin distinción del tipo de asunto) y que a la fecha existen Juzgado que presentan esos promedios de dictado de sentencias, se considera una cuota razonable.

	
	Pero las bases para hacer esta proyección y carga de sentencias son infundadas e irreales para ser aplicadas con un sistema procesal diferente. Además relacionan ese tema con el de cantidad de audiencias por semana, lo cual como se verá, no es una base precisa ni idónea. Emplear como justificación "el histórico" es un argumento ilegítimo porque: se reconoce un cambio en la legislación procesal, o sea en la forma y manera de tramitar y gestionar el proceso. Empero se emplea una base de un proceso totalmente diverso al de la reforma. Tampoco se considera el impacto de las nuevas tecnologías (audiencias grabadas que implican una nueva escucha para el dictado de la sentencia, máxime si hay una personas diferente a la que dirigió la audiencia que emite la sentencia según las reglas del proceso anterior a la reforma), el empleo de expediente electrónico o híbrido en la totalidad de oficinas judiciales y el tiempo que se requiere para el dominio de la herramienta. Sumado a que el informe invisibiliza los documentos internacionales, legislación nacional,  y directrices internas para la protección de los grupos en condición de vulnerabilidad.


	Esta Dirección mantiene su criterio sobre las proyecciones de carga de trabajo realizadas, las cuales están fundamentadas en criterio técnico.

Se reitera, en este momento no es posible cuantificar el impacto real del cambio de metodología, por lo cual se hace necesario proyectar el trabajo a realizar para no crecer en circulante, en el apartado 3.12.3 del informe 630-PLA-RH-MI-2019  se indica:

“Tomando como base los datos históricos del terminado de asuntos tanto por sentencia como por otras razones y relacionado con la entrada promedio de 15 asuntos nuevos por mes por persona juzgadora, se proyecta que se deberán dar por terminado al menos 8 sentencias y 7 asuntos por otros motivos de término por mes, por persona juzgadora. Lo anterior permitirá atender el 100% de la entrada de asuntos, sin crecimiento de los circulantes.”

Estos datos son objeto de seguimiento o una vez entrada en vigencia el Código Procesal Agrario.

Se aclara que los Despachos Agrario a la fecha de la entrada en vigencia del Código Procesal Agrario habrán superado la curva de aprendizaje del uso del expediente electrónico y de la tramitación por medio de escritorio virtual.

En el informe se establece esto el apartado de 3.12.5 Limitaciones para el estudio de cargas de trabajo:

“Para la realización del presente informe, no se cuenta con los datos a nivel de sistemas informáticos, de los procesos sucesorios, cobratorios, contenciosos, entre otros, que formarán parte de los nuevos asuntos agrarios, en la actualidad no hay elementos sistemáticos para determinar una cantidad específica, con ocasión del Código Procesal Agraria. Posterior a la entrada en vigencia del Código, se monitoreará el comportamiento de dicha entrada con el objetivo de una evaluación del comportamiento de la carga de trabajo por despacho. “

La observación no modifica el contenido del informe.



	
	“De lo indicado en líneas anteriores, se identificó que el promedio nacional de entrada ideal por persona juzgadora en materia agraria es de 15 asuntos y la cantidad de sentencias por plaza de Jueza o Juez ideal sería de 8 sentencias al mes, esto porque en el Plan de Acción de la Comisión Agraria a solicitud de la Auditoria Judicial, se estableció de que a menos se realicen dos audiencias de juicio fuera de la oficina por persona juzgadora por semana en las cuales se debería dictar sentencia de forma oral ( según se establece en el Código Procesal Agrario, a entrar en vigencia), para un total por mes de al menos 8 audiencias fuera de la oficina que equivalen al menos a 8 sentencias. “ (p.38)

Con respeto, consideramos que la propuesta de Planificación es irreal e imposible de cumplir y sin fundamento. No se tiene claro cuál es el impacto de una reforma como la que nos aplicará en poco tiempo. Por ejemplo en la materia civil, los tribunales civiles determinaron una cuota por juez de 2 sentencias al mes; es decir participa en cuatro y redacta dos. Eso en un tribunal colegiado, donde todos se ayudan y además tiene que hacer 6 audiencias de otra naturaleza que no sean sentencias. ”

Pero para agrario se propone algo imposible: que un solo juez realice 8 audiencias al mes que conlleven el dictado de sentencia, sin tomar en cuenta que la mayoría de los juicios se hacen en el lugar y lo que ella implica, así como que seremos tribunales unipersonales y conocemos todo tipo de proceso en primera instancia. Tampoco se hace un balance con asuntos de trámite expedito, como son las medidas cautelares, y los asuntos donde se encuentran involucradas personas en condición de vulnerabilidad, ASÍ COMO EL NUEVO PROCESO ESPECIAL AMBIENTAL, que tienen un trámite excepcional.

Si la Jueza o el Juez deben de hacer dos audiencias de juicio por semana en el entendido que se generarán dos sentencias, cuenta tan solo con 3 días de esa  semana para:  hacer toda la labor de trámite, las audiencias preparatorias, las diligencias fuera del despacho de reconocimiento judicial para medidas cautelares e informaciones posesorias que no generan sentencia inmediata, remates, y más delicado aún, el estudio previo del juicio y elementos preliminares que debe de estudiar para la futura sentencia que se va a generar después de la audiencia de juicio.   Esto es una evidencia de la absoluta falta de consulta a los jueces de instancia en la formulación de todo este rediseño.


	Esta Dirección mantiene su criterio sobre las proyecciones de carga de trabajo realizada, las cuales están fundamentadas en criterio técnico según el análisis del comportamiento histórico de las variables estadísticas.

Adicionalmente, se considera que una comparación con los Tribunales Colegiados Civiles de Primera Instancia no es procedente por la naturaleza de su trabajo, el tipo de procedimiento que atienden, entre otras.

Respecto a la cantidad de audiencias esperadas fuera del despacho, el dato propuesto va en línea a lo establecido en planteamiento dado por la Comisión Agraria en su Plan de acción a solicitud de la Auditoría Judicial. Se informa que las inconformidades con el plan deben ser traslada a la Comisión de la Jurisdicción Agraria para su análisis.

Con la finalidad de generar retroalimentación, es necesario mencionar que el informe realizado sobre el Impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial a partir de la promulgación del Nuevo Código Procesal Agrario para el 2020 Ley 9609 no conlleva la misma metodología de trabajo que un Rediseño de Procesos en un Despacho, se refiere a un informe a nivel de presupuesto.

La observación no modifica el contenido del informe.



	6. 
	CANTIDAD DE AUDIENCIAS POR SEMANA Y RELACIÓN CON DICTADO DE SENTENCIAS.
Informe dice: "De lo indicado en líneas anteriores, se identificó que el promedio nacional de entrada ideal por persona juzgadora en materia agraria es de 15 asuntos y la cantidad de sentencias por plaza de Jueza o Juez ideal sería de 8 sentencia al mes, esto porque en el Plan de Acción de la Comisión Agraria a solicitud de la Auditoria Judicial, se estableció de que a menos se realicen dos audiencias de juicio fuera de la oficina por persona juzgadora por semana en las cuales se debería dictar sentencia de forma oral ( según se establece en el Código Procesal Agrario, a entrar en vigencia), para un total por mes de al menos 8 audiencias fuera de la oficina que equivalen al menos a 8 sentencias".

En primer lugar, ya se precisó que la emisión de la sentencia no será oral en muchos casos.

En segundo lugar, no siempre es posible señalar dos audiencias fuera de Depacho por semana y aunque ello se haga, no necesariamente pueden terminar con sentencia, menos en el mismo mes.

Así que esta relación es falaz e infundada. Además no se toma en cuenta las peculiaridades de cada Despacho y de cada zona del país.

De hecho, el tema de la cantidad de audiencias por mes depende de muchos factores: climáticos, partes, disponibilidad de vehículo, tipo de audiencia, tipo de proceso, cantidad de prueba a recibir, cantidad de personas técnicas, etc.

En el párrafo no se indica el tipo de audiencia pero se supone que se refiere a audiencia única en sumarios y monitorios y preparatorias y de juicio en ordinarios. Es imposible acomodar en agenda 8 audiencias de esos tres tipos por mes aunque se combinen. Y mucho menos es fundado y lógico usar ese parámetro para indicar la cantidad de sentencias que sin embargo se dará un seguimiento deben dictar.

Es importante acotar algo acá. Si un Juzgado señala pocas audiencias teniendo mucho trabajo y una persona juzgadora hace pocas sentencias teniendo tiempo y mucho trabajo, existen mecanismos para supervisar esa situación.

No creemos que se deba dar un parámetro tan alto de audiencias por mes y mucho menos sin especificar el tipo. Debe indicarse al menos un mínimo de audiencias por tipo de audiencia y proceso, el cual debe revisarse al final del 2020, con números reales que se basen en el manejo de agendas y aplicación del sistema oral por audiencias.

Estamos de acuerdo que la eficiencia se basa en resolver al menos la cantidad de asuntos entrados. Pero la forma como están planteando esto, tomando en cuenta el cambio de sistema y lo incierto que será el 2020 en muchas situaciones, es lo que no es razonable ni fundado.

A mediados del 2020, si un Juzgado Agrario no alcanza el rendimiento de resolver la cuota de asuntos por persona juzgadora por mes, debe revisarse su caso concreto, para ver si es que las medidas que toma son inadecuadas. Pero lo incorrecto es generalizar cantidades sin bases ciertas y reales, que incluso pueden tener efectos negativos en la calidad de justicia que se imparta, que al final es lo más importante.


	Se toma nota de lo indicado.

Respecto a la cantidad de audiencias esperadas fuera del despacho, el dato propuesto va en línea a lo establecido en planteamiento dado por la Comisión Agraria en su Plan de acción a solicitud de la Auditoría Judicial. Se informa que las inconformidades con el plan deben ser traslada a la Comisión de la Jurisdicción Agraria para su análisis.

Es importante mencionar, que las personas juzgadoras también contarán con procesos pendientes de fallo no relacionados específicamente a audiencia oral fuera del despacho; por lo tanto; podrán completar la cuota de trabajo esperada. 

Se comparte el criterio sobre las acciones que afecta la efectividad de la realización de las audiencias.

Respecto a la cantidad de audiencias, sin hacer distinción por tipo de procesos, se espera 8 audiencias y el resto se realizarán durante los días que se programe que las personas jugadoras se encuentren en el Despacho.  Al igual que en materia Civil, se brindará seguimiento a la entrada de asuntos por tipos de procesos para establecer, oportunamente, una estructura de agenda que considere esta variable; al igual que se brindará seguimiento al comportamiento de las agendas de los Despachos para proponer los cambios que se consideren adecuados.

En respuesta a lo indicado por el equipo de personas juzgadoras “…existen mecanismos para supervisar esa situación”; el seguimiento del desempeño de los despachos se podrá realizar por medio de la implementación de los Indicadores de Gestión en coordinación con el Centro de Apoyo y Coordinación a la Función Jurisdiccional (CACMFJ)

La observación no modifica el contenido del informe.



	7. 
	PROYECCIÓN DE SENTENCIAS Y CAPACIDAD OPERATIVA PARA COLABORAR CON OTRAS OFICINAS (competencia nacional).
Igual observación que la hecha en el punto anterior es válida para el cuadro 6 "Proyección de terminados por sentencia y otros motivos para el escenario actual del Despacho y bajo el ideal de un dictado de sentencia de ocho asuntos por persona juzgadora al mes".

Agrega el informe: "Del análisis realizado, se deduce que se tienen Juzgados que requieren colaboración para atender su carga de trabajo tales como el Juzgado de Santa Cruz, Pococí y Pérez Zeledón; y otros; que pueden enfrentar la entrada de asuntos y tienen capacidad operativa adicional para colaborar a estos Despachos que no pueden hacer frente a la entrada de asuntos; con lo cual se maximizaría la utilización de los recursos juzgadores de la Jurisdicción Agraria en todo el país...}

Expuesto el análisis anterior, se concluye que existe la necesidad de ampliar la competencia territorial de las personas juzgadoras en materia Agraria a todo el territorio nacional, con la finalidad de utilizar el recurso existente para atender las necesidades de esta jurisdicción; velando por una pronta respuesta a la persona usuaria y maximizando los recursos públicos del Poder Judicial, sin necesidad de crecimiento en recurso humano.

Con lo anterior, no solo se logra ajustar al parámetro de asuntos por plaza de Jueza o Juez, sino, además, la relación de asuntos entrados versus la cantidad de asuntos terminados, el cual superará 100% para todo el país".

No se aclara en el cuadro 6 el tipo de sentencia ni el tipo de proceso en el que se dictó. Esos factores son relevantes para este tipo de mediciones y conclusiones.

Pero además, no en todos los procesos se emiten sentencias. Por ende, el tomar ese dato como único parámetro para determinar una posible colaboración, que se cuestionará luego, es infundado e incorrecto.

En los sucesorios no necesariamente se llega a sentencia, aunque puede que se haya tenido que invertir mucho trabajo para su tramitación. De igual manera en los monitorios, hipotecarios y prendarios.

En cuanto a la "colaboración que se plantea de juzgado a juzgado", la idea aunque facialmente atractiva, no es legal, constitucional, práctica ni necesaria, si se toma en cuenta que existen otros recursos con los que cuenta el Poder Judicial para colaborar con nuestra materia en el 2019 y poner al día los Juzgados. De igual forma en el 2020.

Esto por cuanto además de las personas supernumerarias que están en San José (2 plazas en el Centro de Apoyo) cada Circuito cuenta con otras (este tema sera analizado con mas detalle en los PUNTOS 17 y 18, de este oficio). En Liberia, por ejemplo, durante varios años, el Consejo Superior indicó que una de esas plazas apoyaría un Juzgado específico. Si eso se puede hacer Y SE HA HECHO aún sin reformas procesales de por medio, con las materias de familia, civil y penal ¿por qué no se aplica para agrario?, al estarse ante una situación sobreviniente y que amerita una atención especial. Existen plazas supernumerarias en cada Circuito Judicial, que pueden usarse para esa labor.

No se entiende además si esa ayuda es solo para el 2019 o para el 2020. Porque si fuera para el 2020, debe aplicarse el principio de inmediación y entonces no tendría sentido una medida como la propuesta. Ello obligaría a que si se tiene que colaborar con juicios ajenos a la competencia territorial de cada persona, el Poder Judicial tenga que asumir costos de viáticos mayores, traslados y otros aspectos, pero el proceso debe pasar desde la audiencia de juicio, lo cual afecta también a la persona usuaria. Y si se trata de monitorios y sumarios desde el principio, por tener audiencia única.

Pero además, esa propuesta atenta contra el "principio del Juez natural" y podría propiciar problemas de recusación a destiempo, dado que no sabrá realmente entonces cuál persona juzgadora es la que va a atender el proceso. Nada de eso se toma en cuenta en la propuesta ni se valoran los impactos de ese tema.

Debe de tomarse en cuenta que en materia agraria la competencia es improrrogable, de acuerdo al artículo 24 del CPA, y el 16 de la Ley de Jurisdicción Agraria actual. Asimismode acuerdo al artículo 35 de la Constitución Política y la reiterada jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, no pueden crearse tribunales especiales para casos específicos, ni siquiera por casos de excepción, ya que es un derecho humano el ser juzgado por la persona establecida previamente por ley, no por una disposición administrativa. Ciertamente la institución tiene la potestad de distribuir la competencia territorial en las diferentes regiones del país, pero ello es posible únicamente en forma uniforme a todas aquellas causas que correspondan a un juzgado en específico, y no casos concretos.

A ello se suma el problema de la atención de las personas usuarias. Si quieren ser atendidas u oídas por la persona juzgadora que le va a resolver, deben trasladarse a otra oficina judicial, que no es la que competencialmente les correspondería según criterios de acceso y cercanía.

Otra idea que hace infundada e impráctica esta propuesta es que se indica: "Lo anterior, siempre y cuando se logre extender la competencia territorial en los Juzgados agrarios y se trabaje con expedientes 100% electrónicos".

NO trabajamos con expedientes 100% electrónicos. Un alto porcentaje de procesos tienen expediente MIXTO o HIBRIDO, y pasarán varios años para que eso cambie.

Debe revisarse primero el tipo de procesos a que se refieren en los Juzgados que dicen necesitan ayuda y su situación real.

No queda claro tampoco entonces el tema de la competencia territorial y el tema del " Juez natural". No se entiende si es que entonces trasladarán todo el proceso a otro Juzgado, afectando con eso a la persona usuaria, o solo a partir de una etapa del mismo. Si es lo segundo, esto tiene problemas de logística y de control interno. Si es lo primero ¿cómo determinar entonces qué se pasa y qué no a otro Juzgado? Preocupante que un órgano administrativo decida cuáles expedientes se remueven del conocimiento del Juez natural y a cuál juez o jueza deban de trasladarse.

Otro aspecto sumamente delicado es la percepción que el Juez o Jueza que apoya desde otro juzgado, pueda tener en torno a si el expediente está listo para fallo o no, pues dependiendo de "su criterio" puede que considere deba de subsanarse algún trámite, u ordenar una prueba para mejor resolver, y eso genere una devolución del expediente, generándose controversia entre jueces en torno a si el trámite está cumplido o no. Eso genera inestabilidad, y deteriora la percepción del usuario en torno al sistema de administración de justicia. Lo correcto es que si los juzgados de acuerdo a su realidad estadística requieren más jueces/as se les dote de dichas plazas

Además, con una reforma tan reciente con el CPA, aunque sabemos que su contenido tiene una data de más de 10 años, ¿cómo justificar que administrativamente se indique "competencia nacional" si la reforma no fue programada en función de ello?... Es una contradicción insalvable y grosera. Si esa hubiese sido la solución, así se hubiese pensado la reforma, pero no fue así. Y aún así difícilmente pasaría el examen constitucional y de convencionalidad.

Por otro lado, en el informe se indica: "Como se observa, tres despachos requieren de colaboración al mantener la entrada de asuntos mayor a su capacidad instalada (Santa Cruz, Pérez Zeledón y Pococí) y pueden recibir colaboración de cuatro despachos (Liberia, Alajuela, Corredores y Limón), que por el contrario tienen capacidad instalada superior a la cantidad de asuntos entrados por mes por plaza de Jueza o Juez". Llama poderosamente la atención el caso del Juzgado Agrario de Pérez Zeledón, que en su momento tuvo dos plazas de Juez que le daban estabilidad, y posteriormente por una desafortunada decisión institucional, se decidió trasladar una de esas plazas especializadas de Juez 3 al Centro de Apoyo en San José, en el 2015. La inconveniencia para el servicio público de ese traslado, y sus efectos perniciosos se hizo ver en sendos recursos de reconsideración planteados por el Juez Agrario Coordinador de ese momento,  Bernardo Calvo Solano, apoyado por el resto de mayoría de los jueces y juezas agrarios, con resultado infructuoso (ver acuerdo del Consejo Superior No. 43-15 del 7 de mayo del 2015). Ahora que se ha evidenciado la debilidad de recurso humano jurisdiccional de cara a la reforma, resulta inaceptable se pretenda paliar recargando a los otros despachos.


	Respetuosamente se reitera lo indicado en el informe,  en donde la propuesta no se alinea con aumentar la competencia territorial a nivel nacional de todos los Juzgados Agrarios, cada uno continuaría con su área de atracción correspondiente.

El aumento de competencia se refiere a las personas juzgadoras en el conocimiento de procesos de otros Despachos pertenecientes a otros Circuitos Judiciales como se menciona en el informe, para la atención de los asuntos entrados, el dictado de sentencia y emisión de resoluciones que den por terminado por otros motivos. La colaboración solo la realizarán los Despachos que por su carga de trabajo cuenten con capacidad operativa para realizarla, lo anterior con una coordinación previa, donde se definirán los mecanismos de cómo se brindará la colaboración.

Según se indica en la recomendación 5.12 del informe, sería mediante planes de trabajo.

“… de previo se deberá establecer el plan de trabajo y momento oportuno para iniciar el proyecto, es necesario realizar esto durante el año 2019 para prepararse a la entrada en vigencia del nuevo código procesal agrario.”

Adicionalmente en respuesta a la reconsideración se extrae del informe, en respuesta a las observaciones anteriores dadas por las Juezas y Jueces Agrarios al informe preliminar 481-PLA-RH-MI-2019:

“Como se indicó en líneas anteriores, la colaboración a otros despachos, se refiere a la atención de los expedientes que no pueden ser atendidos por el mismo despacho durante el mes. Esto provocaría la atención de las causas en todos sus extremos. Se debe tomar en consideración las herramientas electrónicas con las que cuenta el Poder Judicial, como lo es el expediente electrónico, para facilitar la atención de estos asuntos, por ejemplo los expedientes de puro derecho o expedientes para terminar por otras razones, sin embargo, no exime expedientes en donde se requiera ir al campo.”

“Los mecánicos de cómo se brindará la colaboración serán definidos de previo, mediante un plan de trabajo, en donde se definan las variables que mayor beneficio tienen para ambos despachos y sobre todo en beneficio de la persona usuaria.”

“… la colaboración sería para la entrada de asuntos, lo que involucra las tareas necesarias para la atención de estos asuntos y no para colaborar en los planes de descongestionamiento referente a la disminución del circulante en las distintas fases.”

Sobre lo indicado en el párrafo anterior, es importante aclarar que la colaboración entre despachos es para asuntos entrados nuevos, los cuales si serían100% electrónicos, carga de trabajo asignada desde el inicio de la causa, según un plan de trabajo, previamente establecido, para lo cual se propuso la ampliación de competencia, concepto distinto es cuando se hace referencia a planes de descongestionamiento, en los cuales se brinda colaboración para los asuntos pendientes de resolver, es decir para circulante actual.

Además, se extrae del informe la siguiente aclaración:

“Se debe maximizar el uso de los recursos tecnológicos como el Escritorio virtual, así como de los recursos humano y físicos.

Lo que se propone es que los Despachos brinden colaboración en  la entrada de asuntos, al mantener la entrada de asuntos mayor a su capacidad instalada.”

Finalmente, sobre este primer punto, la propuesta emitida por las Juezas y Jueces Agrarios en este oficio en relación a que “Se imprueba la implementación de una competencia territorial nacional y se atienda el descongestionamiento de los despachos que lo requieren con los recursos existentes y los supernumerarios”, implica no realizar ningún cambio  en la metodología de trabajo actual, para la atención de los asuntos entrados y para la atención del circulante con la colaboración del CACMFJ y los supernumerarios de las Administraciones, sin embargo, se somete nuevamente a consideración del Consejo Superior, la propuesta realizada por las Juezas y Jueces Agrarios.

Se toma nota de los comentarios emitidos.



	8. 
	SOBRE LA CAPACITACIÓN PARA ENFRENTAR LA REFORMA

La poca capacitación recibida, especialmente la de diciembre 2018, sobre el CPA es insuficiente y fue meramente informativa. En honor a la verdad, dicha capacitación, fue diseñada como un módulo introductorio al estudio del nuevo ´CPA, y ello consta tanto en los diseños del curso como en las guías de las personas facilitadoras de la Escuela Judicial. Dicho curso fue planificado con la MSc. Marisol Barboza R., y el gestor Gustavo Céspedes Chinchilla, como un primer módulo introductorio de carácter informativo, por lo que no se realizó ningún sistema de evaluación como si fuese una capacitación de aprovechamiento.

Es necesario, para el éxito de la reforma, que el Poder Judicial se responsabilice por capacitarnos debidamente, a todas las personas de la Jurisdicción, incluso con enfoques diferentes cuando eso sea necesario, por ejemplo para segunda instancia (propietarios y suplentes).

Eso no es solo un derecho de las personas juzgadoras sino un deber de la Institución, que hasta ahora se hace por medio de la Escuela Judicial (art. 17 Ley Orgánica Poder Judicial). Deben hacerse los esfuerzos necesarios para ello, máxime que desde hace tres años no se imparte siquiera el programa de Especialización en materia agraria, por lo que es una Jurisdicción que ha estado sin recibir capacitación adecuada y suficiente en el plano procesal, de cara a la reforma procesal propia.

Nótese que la capacitación recibida en el 2018 fue sobre la aplicación supletoria de la reforma laboral y civil, replicando la que ya estaba diseñada para esas materias, sin concluirse el abordaje hacia la especificidad de lo agrario, y es inaceptable se pretenda afirmar que ya se ha cumplido con ello.

Por ello resulta inaceptable lo propuesto sobre Planificación en cuanto a que:

"Sin embargo, tomando en consideración que el Poder Judicial aprobó la capacitación por un monto de ¢63 579 298,76, según acuerdo tomado en la sesión 86-18 celebrada el 2 de octubre de 2018, artículo XV, detallado en líneas anteriores; esta Dirección considera que se debe fortalecer esta capacitación durante el 2020 a la población restante, que no pudo ser capacitada al finalizar el 2019, según se detalla a continuación en el siguiente punto."

Se corrige que la capacitación que se menciona en ese párrafo es del 2018. Pero como se indicó, ello fue una pincelada, una base informativa, que en modo alguno se puede considerar capacitación formal y fundamental para encarar una reforma procesal de este tipo.

Ya existe una base para un curso como el que se implementó por la materia civil, de 9 o 10 días mínimo. Y somos pocas personas en comparación a la materia civil y laboral. Por eso lo mínimo que deberíamos tener, siguiendo esa base que ya está estructurada, pero ajustándola a la materia agraria, es un curso de ese tipo. Y existen personas juzgadoras capacitadas por la Escuela Judicial capaces de hace eso en el primer semestre para impartir el curso en el segundo.

Por ello solicitamos hacer los ajustes necesarios para que se nos brinde una capacitación efectiva en el tema y se dedique el presupuesto a ello.

Y en ese sentido, también objetamos que se determine que sea solo una persona juzgadora la encargada del diseño, dado que se hace referencia a una persona juzgadora "4", cuando existen otras de primera instancia que pueden manejar este tema adecuadamente y lo correcto, como se ha hecho en otras materias, es tener al menos un equipo mínimo de capacitación, con diversas visiones de primera y segunda instancia. No se sabe cuál fue el criterio para que Planificación de una vez determinase quien debe hacer esa función de facilitadora, incluso determinando el grado de la persona juzgadora facilitadora, indicando que debían ser dos de categoría 4, como se lee en el cuadro 10. No se está cuestionando la capacidad de quienes se hayan seleccionado hasta el momento para esos fines, sino la necesidad del fortalecimiento del equipo y la pluralidad.

Incluso, si el problema es de presupuesto, en lugar de sacar todo un mes a una o dos personas categoría "4", se pueden utilizar sistemas como en otras ocasiones se han usado por la Escuela Judicial, de manera que los permisos para rediseñar no sean de un mes continuo, sino de 1 o 2 días por semana, sin suplencia, durante 1 o 2 meses. Eso evitaría tener que darles suplencia a los encargados y permitiría fortalecer el equipo de capacitación.  ESO ELIMINARÍA UN RUBRO DE ¢5,218.416,67 QUE PODRÍA UTILIZARSE PARA OTRA CAPACITACIÓN MÁS CORTA Y ESPECÍFICA.

Tampoco se consulta con la Escuela Judicial otras formas de capacitación en línea, cuando está cuenta con una plataforma competitiva, lo cual la haría más incluyente, sobre todo con las mujeres que por sus dobles y triples cargas de trabajo no se pueden desplazar por mucho tiempo fuera de sus hogares.”
	Respecto al tema de capacitación en el punto 3.14.4 del 630-PLA-RH-MI-2019 se indica:

“3.14.4 Escenario alternativo para capacitación presentado por la Escuela Judicial
La Escuela Judicial, emite observaciones al presente informe, se considera un Escenario 2 en el tema capacitación, donde literalmente indica lo siguiente:

“…en una sesión de la Comisión de la Jurisdicción Agraria, se solicitó que la capacitación a impartir durante diciembre de 2018 fuera de carácter “informativa y no evaluada”, lo cuál desde un punto de vista de Capacitación resulta válido en un primer estudio del proceso de desarrollo de competencias profesionales…”

Por otro lado, se menciona lo siguiente:

“…Desde un punto de vista técnico-metodológico, esta Escuela Judicial considera que replicar los cursos impartidos en el mes de diciembre, desde ningún punto de vista podría permitir el desarrollo o fortalecimiento de las competencias que se requieren en la administración de justicia agraria…”

La propuesta que se hace mención, doña Damaris Vargas indica que en sesión de trabajo por parte de la señora Kattia Escalante Barboza, Subdirectoraa.i. de la Escuela Judicial y el señor Gustavo Céspedes Chinchilla, Gestor de Capacitación Agraria, informaron su disposición de mantener la propuesta que socializó don Gustavo para el Informe de Presupuesto 2020. (ver anexo 22 Correo consulta sobre formulación presupuestaria 2020 asociada a capacitación del CPA)

Por lo anterior, quedará a valoración del Consejo Superior,  otorgar del nuevo requerimiento de capacitación de la Escuela Judicial, dentro del presupuesto 2020, para brindar las capacitaciones correspondientes a la entrada en vigencia del Código Procesal Agrario, donde se consideren aspectos técnicos-metodológicos propios de la formación, reconociendo la existencia de diferentes niveles de desarrollo de las competencias requeridas para ello. ”

Adicionalmente en el punto 5.8 del informe 630-PLA-RH-MI-2019 se indica:

“…Por lo anterior, se solicita al Consejo Superior, valorar el otorgar el nuevo requerimiento de capacitación de la Escuela Judicial, dentro del presupuesto 2020, para brindar las capacitaciones correspondientes a la entrada en vigencia del Código Procesal Agrario, donde se consideren aspectos técnicos-metodológicos propios de la formación, reconociendo la existencia de diferentes niveles de desarrollo de las competencias requeridas para ello. Lo anterior incrementaría el costo anterior del presupuesto 2020 de ₡506.277.374,24 a ₡731.739.340,24…”

Adicionalmente en Sesión extraordinaria 44-2019  Presupuesto 2019 celebrada el 16 de mayo del año en curso se dispuso:

“2) Adicionar en el anteproyecto de presupuesto para los temas de capacitación: a) 100millones para sustituciones, b) los recursos que se requieran para el pago viáticos a las personas que se capacitan, c) el recurso humano necesario administrativo que se requiera para organizar la capacitación lo deberá  cubrir la Escuela Judicial con su personal ordinario…”

Lo cual fue incluido en el informe que será enviado a Corte Plena.

Es importante indicar que la formulación del cuadro 10 en el informe 481-PLA-RH-MI-2019 indica en su fuente “Fuente: Subproceso de Modernización Institucional de acuerdo con Propuestas de Capacitación Reforma Procesal Agraria, Escuela Judicial del 23 y 29 de marzo de 2017.”

La observación no modifica el contenido del informe.



	9. 
	SOBRE LA CANTIDAD DE DÍAS QUE SE INDICA TRAMITAN LAS PERSONAS TÉCNICAS.

Se afirma en la página 72 y 73 del informe que laboran 4 días y 1 asisten a la persona juzgadora en juicio. Pero esa información depende de muchos factores. En realidad, y planteando que cada persona juzgadora haga dos audiencias por semana, implica que las personas técnicas pueden salir más de 1 vez por semana. Eso significaría que el promedio no serían 4 asistencias por mes por persona técnica, sino de mínimo 6 o incluso más, pues en ocasiones han tenido que asistir dos días por semana. Ese dato debe ser corregido, dado que no se ajusta a la realidad de los Juzgados agrarios. Además en juzgados que hay solamente dos personas técnicas, como San José, Pérez Zeledón y San Ramón  el porcentaje de salidas al campo por técnico es mucho mayor.

El estudio se debe de hacerse puntual, considerando además las variables de género.  No se hace un análisis de las cualidades de las personas que integran los equipos de personal técnico: años de servicios, años de experiencia en materia agraria, sexo, edad, histórico de rendimiento. Además del impacto del trabajo del personal meritorio, que debe sanamente ponderarse para conocer la realidad de la oficina judicial, pues son labores que coadyuvan pero que no se miden.

Es importante conocer la cantidad de asuntos que les son devueltos por las personas juzgadoras, porque no necesariamente, lo tramitado en un día, es firmado por la persona jueza. Esta situación tiene un impacto importante en los datos que suministra el informe y que son invisibilizados.  Además, no se toma en consideración las labores administrativas que tiene, pues en muchos casos, el trabajo de quien tiene el cargo en la Coordinación Judicial, requerirá de apoyo, y no puede tramitar debido al trabajo administrativo o bien asistir a giras.


	Lleva razón el equipo de personas juzgadoras en indicar que una persona técnica judicial podría salir más de un día a la semana a realizar giras. En línea con lo anterior, ese escenario se daría principalmente en los despachos que existan dospersonas juzgadora y dos o tres personas técnicas judiciales; adicionalmente existen Despachos con dos personas juzgadoras y con cuatro o cinco personas técnicas judiciales; donde el promedio sería de un día o menos en gira por persona a la semana.

Es fundamental que se realice lectura de los textos mencionados, en la página 72 del informe 481-PLA-RH-MI-2018 donde se menciona:

“El Juzgado Agrario de Puntarenas presenta la particularidad de que su fase de demanda es representada por una cantidad pequeña de expedientes y la mayor cantidad de circulante se encuentra en la fase demostrativa, 449 expedientes. Lo anterior podría ser resultado del trámite expediento de expedientes al entrar a Juzgado, donde para el mes de enero 2019 según los indicadores de gestión el plazo para resolver demandas nuevas es de 7 días y que para los meses de noviembre y diciembre 2018 y enero del 2019 las personas técnicas judiciales tramitan aproximadamente 7 expedientes por día (dato obtenido de los indicadores de gestión y calculado con 4 días por semana, proyectando que los técnicos hayan acompañado a los jueces a las audiencias), el cual es mayor al dato obtenido para los Despachos analizados en el primer bloque de Juzgados del abordaje realizado por la Dirección de Planificación en materia Agraria, dato que se mostrará en los párrafos siguientes.”

En dicho texto se menciona que el cálculo se hace con cuatro días por semana.

en la página 73 del informe 481-PLA-RH-MI-2018 se menciona:

“La antigüedad de los escritos pendientes de resolución en los juzgados, a las consultas realizadas durante febrero 2019, en su mayoría son de los meses de diciembre 2018, enero y febrero 2019; las cantidades de escritos pendientes oscilan entre los 185 y 85 escritos pendientes. Tomando como base el extremo superior de ejemplo, los 185 escritos pendientes, es importante indicar que contando con dos personas técnicas judiciales que atiendan 3 escritos por días para un total de 4 días por semana, en menos de dos meses se habría tramitado lo pendiente, contando aún con capacidad operativa para atender la entrada de nuevos, que en ningún caso supera un expediente por día por persona técnica judicial, y la entrada de escritos, que en ninguno de los casos supera los 5 escritos por persona por día.”

De forma similar a lo citado en el texto anterior, se indica la forma en la que se está calculando la posible reducción de escritos. Adicionalmente, es fundamental indicar que una persona técnica judicial podrá atender más de 3 escritos por días.

Los textos mencionados anteriormente se mantienen en el informe 630-PLA-RH-MI-2019.

Se aclara que las funciones que realizan las personas meritorias no son incluidas en los cálculos para definir la capacidad operativa; sólo se calcula la capacidad real con el recurso ordinario del Despacho.

Por otro lado; los textos mencionados se refieren a la realidad actual de los despachos donde no en todas las ocasiones se agenda la cantidad requerida de audiencias y la efectividad de audiencias (realizadas/programadas) no es de un 100%; datos que se deben valorar para identificar que la proyección de un día en audiencias por personas técnicas judiciales.

Respecto a lo indicado por el cuerpo de personas juzgadores “Es importante conocer la cantidad de asuntos que les son devueltos por las personas juzgadoras”; se comparte el criterio sobre la necesidad del dato, por lo cual se les informa; que la necesidad se planteó para otras materias con la finalidad de que se implemente los mecanismos cuando los indicadores puedan ser obtenidos por medio del sistema de SIGMA. Sin embargo; estos datos no modificarían el contenido del apartado; ya que es una proyección del trabajo.

Esta Dirección mantiene su criterio sobre el cálculo realizado y considera que no es necesario realizar ajustes a los cálculos, eventualmente se tomará en consideración los cambios durante los seguimientos.

	10. 
	SOBRE EL REDISEÑO APLICADO EN EL 2019.

Informe dice: "Asociación de tareas por fase del proceso como guía para la elaboración de los inventarios en los despachos Agrarios donde se actualizan las variables en los sistemas de información para la tramitación y el análisis de estos despachos".

Es importante resaltar que en realidad no ha existido un rediseño pensado o en función de la reforma del CPA. Ni los flujogramas, ni los informes mensuales, ni las tareas, realmente responden a ello. Ha sido un proceso con problemas porque se basan en la legislación actual, pero tratando de incluir aspectos del CPC, sin que se hubiesen hecho las proyecciones reales para dejar de una vez los ajustes para el 2020 ni mucho menos se ha utilizado el CPA para esto.

Así que no es cierto que realmente se haya hecho una asociación efectiva de tareas por fase de proceso que sirva para la reforma a partir del 2020.


	Es importante mencionar que el título del apartado es “Rediseño de Despachos previo a la entrada en vigencia”; dichos rediseños buscan realizar un análisis de la oficina en sus condiciones actuales en búsqueda de optimizar su funcionamiento y su organización para mejorar los rendimientos en miras de contar con mejores condiciones una vez que entre en vigencia del Código Procesal Agrario.

En los casos que es posible, se implementan mejoras que podrán ser utilizadas en los despachos de forma inmediato y que continúen su uso con la entrada en vigencia del Código.  No sería responsable realizar los cambios que sugiere el texto del Código Procesal Agrario en los procesos o dinámica de trabajo actual, ya que aún no está en vigencia.

Además;  es relevante acotar que existen diferencia entre el informe de  “Impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial a partir de la promulgación del Nuevo Código Procesal Agrario para el 2020 Ley 9609” y la metodología de rediseño de procesos.

Con respecto al texto “Asociación de tareas por fase del proceso como guía para la elaboración de los inventarios en los despachos Agrarios donde se actualizan las variables en los sistemas de información para la tramitación y el análisis de estos desechos”, es importante mencionar que el texto se refiere a la actualización de la información en el momento del abordaje;  por lo tanto; la acción cumple su objetivo.

El detalle de los abordajes que se realizan en materia agrario se detalló en líneas anteriores y la metodología aplicada se utilizó además en materia Civil y Laboral.

La observación no modifica el contenido del informe.



	11. 
	RECALIFICACIÓN DEL PERFIL COMPETENCIAL

Informe dice: "Al respecto la Jueza Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora del Proyecto de Modernización de la Jurisdicción Agraria, indica que a diferencia con otros proyectos de reforma procesal que se han implementado, se conservan las categorías de Jueza o Juez 3 para primera instancia y categoría 4 para segunda instancia.

Todo sin perjuicio, que, con el criterio técnico de la Dirección de Gestión Humana y de los órganos superiores dispongan alguna recalificación".

El que una persona apoye la idea de que no se requería, temporalmente, más personas juzgadoras para iniciar la implementación de la reforma, no significa que no se deban recalificar los puestos. No tiene un asidero objetivo, pues el informe solo hace remisión a una fuente subjetiva. Sumado a que no se han considerado los diversos escenarios que hacen mención en esta respuesta. Por ejemplo, en las oficinas judiciales congestionadas, no se hace una proyección de cuánto tiempo y personas juzgadoras adicionales se requiere para dejarlo en cero en aras de la entrada en vigor del CPA. Lo anterior, es solo un ejemplo, de los aspectos que deberían analizarse.

El legislador lo previó precisamente para corregir las distorsiones que se han generado en la carrera judicial en los escalafones de jueces y juezas.

Esto por el principio de igualdad real y por cargas laborales. Las personas juezas 3 agrarias actuales, en el 2020, haremos lo que hacen las personas 3 y 4 civiles. De igual forma pasa con los actuales jueces 4 agrarios, que harán de tribunal de apelación tanto en asuntos de mayor como de menor cuantía.

Por eso es necesaria la recalificación. Puntualmente sobre lo concerniente a quienes ejercen el cargo en tribunal de apelaciones se adjunta un documento con observaciones.

12) Consideramos no adecuado que se haya centrado la reformulación de los ítems para exámenes solamente en dos personas, que no fueron las que elaboraron los exámenes de juez 3 ni todos los ítems del examen de juez 4. Debió ampliarse el equipo y tomar en cuenta que participaron más personas en esa labor. Nuevamente apelamos a la pluralidad de visiones y experiencia.  Llama la atención no exista una justificación o sustento técnico para tal conclusión. Y es más preocupante cuando luego se adoptan acuerdos como el CJ-39-2018 del Consejo de la Judicatura en el que se decide que "es necesario que las personas de los tribunales evaluadores que validan los ítems y construyen los casos, sean las que evalúen las pruebas orales". Lo anterior porque si se aprueba lo recomendado en este informe, sería un instrumento para remover de la lista de Tribunales Examinadores a quienes  por su trayectoria han participado siempre
	Según lo indica el Transitorio VI del Código Procesal Agrario donde “se faculta a la Corte Plena para que ajuste la categoría salarial de las personas juzgadoras agrarias, conforme a la función que desempeñen, de acuerdo con las reformas Procesales Laboral y Civil, con el fin de garantizar la estabilidad y especialización”.  Al respecto la Jueza Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora del Proyecto de Modernización de la Jurisdicción Agraria, indica que a diferencia con otros proyectos de reforma procesal que se han implementado, se conservan las categorías de Jueza o Juez 3 para primera instancia y categoría 4 para segunda instancia.

En el oficio de adición CJ-07-2019 PJ-DGH-SACJ-0484-2019 (ver anexo 1 Comunicación del Consejo de la Judicatura CJ-07-2019 PJ-DGH-SACJ-0484-2019), remitido el 22 de marzo del 2019, la Mba. Lucrecia Chávez Torres, comunica que en segunda sesión de seguimiento del Proyecto de Implementación del Código Procesal Agrario la Licenciada Damaris Vargas Vásquez, expone la urgencia que tiene la Jurisdicción Agraria de abrir tales concursos con ocasión de los requerimientos de la implementación del Código Procesal Agrario, y que ya se cuenta con personas capacitadas en esa metodología, de manera tal que se puede ir avanzando con esa labor siguiendo los lineamientos que en su momento dio el equipo de personas metodólogas de la Escuela Judicial con el liderazgo de la señora Marisol Barboza Rodríguez, mediante la construcción de los productos (actualización del perfil competencial de juez/jueza 3 y 4 Agrario, los ítems y los casos integradores) y su validación; éstos serán entregados a las personas metodólogas que se designen como parte de los recursos ordinarios de la Institución para que hagan la revisión respectiva. También señala que en esa labor participaron en el proceso anterior el Juez Carlos Picado Vargas y ella, quienes fueron debidamente capacitados y están dispuestos a actualizar la información generada con ocasión del impacto del Código Procesal Agrario a partir de su vigencia luego de que se contabilice el año de vacatiolegis que establece esa normativa.

Por lo anterior, el Consejo Superior en sesión 17-19 celebrada el 26 de febrero del 2019, Artículo VII, autorizar a la Jueza Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora del Proyecto de Implementación del Código Procesal Agrario, y al Juez Carlos Picado Vargas, ambos Jueza y Juez del Tribunal Agrario, a efecto de que actualicen el temario y el mapa funcional de los puestos de juez/jueza 3 y 4 Agrario en relación con el impacto del Código Procesal Agrario que entrará en vigencia en febrero de 2020; así como la construcción y la validación de los ítems, labor que se alternarán, y la construcción de los casos integradores.

Por tal motivo, la Dirección de Planificación estima que a nivel presupuestario las plazas actuales que cubren la carga de trabajo actual, se mantienen con las mismas categorías, hasta tanto no se definan los perfiles.
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	SOBRE LA REVISIÓN DE LAS ETAPAS DE CADA PROCESO

Informe dice: "Existe una porción importante del circulante que se encuentra en tareas relacionadas con la “espera de gestión de la parte”, para el Juzgado de Alajuela representa un 56% del circulante y para Juzgado de Liberia un 48%; lo que implica que a estos expedientes no se le efectúa trámite debido a que a criterio del Juzgado se necesita impulso de la parte, sin embargo; es de vital importancia que a raíz de la entrada en vigencia de la Reforma al Código de Trabajo y el Nuevo Código Procesal Civil el Despacho se dé a la tarea de revisar los expedientes para definir si procede el dictado de un archivo provisional, una caducidad, una deserción o realizar alguna gestión oficiosa".

La omisión de Planificación de consultar con las personas juzgadoras los motivos por los cuáles los "números en frío" no calzan en sus supuestos, permite llevar a conclusiones erradas como la que se indica en ese párrafo. En el caso del Juzgado Agrario de Liberia se actúa oficiosamente en lo que la Ley permite. Si el asunto requiere gestión de parte es porque así es, no porque haga falta revisión del expediente o se esté omiendo resolver lo que corresponda.

Por su parte, en cuanto a Alajuela, debe de tomarse en cuenta que se aplica el rediseño aprobado por Corte Plena, producto de la implementación de la Moderna Gestión en el cual se estableció que se haría una única prevención a las partes. Pero ello no implica que se esté desaplicando el principio de oficiosidad cuando corresponde.

Por cierto, de acuerdo con nuestra experiencia, basada en normas vigentes, legalmente no existe ni se puede dictar un "archivo provisional". Con respeto, eso no conlleva a a una sanción procesal que se pueda dictar o cumplir, independientemente de que algunas personas juzgadoras incorrectamente sigan esa posición administrativa. De hecho ningún proceso se archiva. Un proceso termina por diversas causas legales, se puede suspender o dejar en espera de gestión. Lo que se puede archivar es el expediente, pero ello una vez firme la resolución que da por terminado el proceso o bien cuando debe dejarse en un receso porque se requiere gestión de parte. No se deben confundir términos administrativos con términos legales y procesales.


	En aras de retroalimentar, se informó que en cada uno de los abordajes que se realiza se comparte con el equipo de trabajo de los despachos los resultados de los análisis efectuados, espacio en el cual se retroalimenta con el criterio técnico del personal del Juzgado.

Del análisis realizado se evidencia que la condición de los circulantes en los despachos es en general que una porción importante se encuentre de la tarea de espera de gestión de parte y en fase de demanda principalmente; datos que sugieren que es relevante mantener la revisión de los expedientes con la finalidad de intentar que el caso camine hacia las próximas fases, con la expectativa que se lleve a sentencia y se logre resolver la situación planteada por las partes.

Es importante mencionar que según reuniones sostenidas para la construcción del Instructivo para el uso del formulario estadístico mensual Movimiento de trabajo en asuntos relacionados con la materia Agraria se propone lo siguiente respecto al Archivo Provisional:

· “En archivo provisional: En cumplimiento del art 39 de la LJA, los supuestos donde no se cumple con las prevenciones en el plazo conferido, en los procesos que se aplique supletoriamente el CPC derogado, aplicaría la deserción (3 meses); y en los que corresponda utilizar el nuevo CPC a partir del 8 de octubre del 2018, se trataría de caducidad (6 meses), salvo los supuestos en que el despacho  mantenga el expediente en espera de cumplimiento de las prevenciones. Este estado “Archivo Provisional” desaparecería cuando entre en vigencia el Código Procesal Agrario porque establece como sanción procesal la inadmisibilidad de la demanda en caso de incumplimiento de la única prevención que se haga a la parte.”

El texto anterior fue construido con criterio técnico de distintas personas juzgadoras en materia Agraria. Debido a lo indicado por las personas juzgadoras se volverá a revisar el tema como parte de la Implementación de una nueva fórmula estadística..

Las condiciones de archivo de un expediente son conocidas por esta Dirección.

Compartimos con el equipo de personas juzgadoras lo indicado sobre “No se deben confundir términos administrativos con términos legales y procesales.”; es por ello por lo que se trabaja fuertemente en conjunto con el equipo del Subproceso de Estadística para contar con claridad en el tema.

La observación no modifica el contenido del informe.
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	No encontramos fundamento de control interno, lógico y racional, para que se invierta presupuesto en lo siguiente: "Se recomienda una plaza de manera extraordinaria por doce meses para hacer frente a la administración del fondo en la Defensa Pública, lo cual deberá ser objeto de seguimiento para medir su carga de trabajo".

Las personas defensoras, al menos del estudio, tienen cargas de trabajo que les permiten asumir sus labores, por lo que no se entiende por qué los defensores que tienen la coordinación de la materia en San José no pueden encargarse de esa labor, si la asistencia que dan a otros defensores no se evidencia sea tan fuerte. Esto es importante mencionarlo, porque llama la atención la desproporción en cuanto al concepto de ahorro de recursos cuando de necesidades jurisdiccionales se trata, versus otros sectores del Poder Judicial. No estamos en desacuerdo que se fortalezca la Defensa Pública, pero sin duda la judicatura lleva sobre sus hombros el peso de toda esta reforma, y la soluciones para apoyarla no son en nada equitativas, si por ejemplo se compara con creación de varias plazas para el sector administrativo y la conversión de plazas ordinarias en la misma Defensa Pública.  Todo lo contrario, lo que se propone es recargar los despachos unos a otros.
	Con respecto al Técnico Administrativo 2 propuesto para reforzar la administración de los fondos de la Defensa Pública que se generen por el Código Procesal Agrario, se suprimió en el informe, según acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión extraordinaria 44-19 (Presupuesto 2019), celebrada el 16 de mayo del año en curso. Se propuso que se deberá atender la labor con recursos ordinarios de la Defensa Pública, específicamente con recurso que se brindó para administrar los recursos del Fondo de Materia Laboral para lo cual también deberá contar con la colaboración del Departamento de Financiero Contable.

Se modifica el contenido del informe.

	15


	Informe dice: "Se recomienda una plaza de manera extraordinaria por doce meses como figura asesora del proceso de implementación del Código Procesal Agrario". Esa figura ya tiene como 3 años de existir con un permiso completo de goce de salario. Si se va a cargar el presupuesto con un año más, debería precisarse para qué, cuáles serán sus tareas concretas, pues si existen otros órganos que pueden asumirlas no debería ampliarse ese extenso nombramiento. Una vez más se evidencia la tendencia a destinar recursos para funciones administrativas en detrimento de lo que una plaza extraordinaria de Juez 4 podría colaborar en todo un año para auxiliar al Tribunal Agrario, por ejemplo.
	Esta Dirección, realiza propuesta darle continuidad a la plaza que actualmente funge como Asesora por un plazo de 12 meses más. Es importante aclarar que la plaza está adscrita al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, código presupuestario 927, el cual no afecta el contenido del presupuesto.

	16


	Tampoco queda claro si los 8 choferes que se indican en el cuadro 16 por un plazo de 1 año, realmente van a contar con vehículo y si prioritariamente se van a destinar para la materia agraria, eso debería quedar plasmado de una manera más contundente, considerando se van a financiar con presupuesto de esta materia.
	Tal como se menciona en el punto 5.3 del Informe, en el apartado de Recomendaciones, se reforzarán con vehículos y choferes a las siguientes Administraciones Regionales: San Ramón, Cartago, Goicoechea, Pérez Zeledón, Puntarenas y San Carlos (sólo seis vehículos). En el caso de Turrialba y Limón no se requiere el vehículo, si los costos asociados a mantenimiento de un vehículo y su chofer (si los ocho choferes). Para poder dar cumplimiento a las recomendaciones indicadas por la Auditoria Judicial en el oficio 1284-213-AUO-2014 denominado “Estudio Operativo del proceso Agrario (Primera Instancia)”.
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	Relacionado con el punto 7): PROYECCIÓN DE SENTENCIAS Y CAPACIDAD OPERATIVA PARA COLABORAR CON OTRAS OFICINAS (competencia nacional), debe resaltarse lo siguiente.

El informe de Planificación no analiza los datos estadísticos de las personas juzgadoras del  Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, tampoco refleja el grado de producción y asuntos finalizados a raíz del trabajo que realizan las personas juzgadoras de ese Centro, tipo de proceso, complejidad, etc., si únicamente realizan sentencias, resoluciones interlocutorias, señalamientos, con el fin de poder hacer una proyección sobre si la labor brindada por este cuerpo de jueces supernumerarios podría dar a basto con la colaboración necesaria y requerida en cada oficina para los planes de descongestionamiento.

El informe tampoco hace un análisis de tres años sobre el desempeño de las personas juzgadoras del Centro, ni hace una proyección de sus funciones para atacar la mora o el exceso de capacidad operativa de cada Juzgado, siendo un recurso existente.

El informe no incluye datos de colaboración del personal jurisdiccional del Centro respecto a sentencias y autos dictados, ni explica las razones para brindar colaboración a determinadas oficinas, ni los criterios para considerar una oficina como crítica.

Es importante identificar con claridad las funciones que podría realizar quienes dependen de la oficinas de Supernumerarios del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, así como las personas Juzgadoras Supernumerarias de los diferentes circuitos, con el fin de aprovechar este recurso existente.

Debe además indicar expresamente si estas personas juzgadoras pueden realizar señalamientos en el campo (si no es así el motivo) o si su labor es únicamente destinada al fallo. Si este fuera el supuesto, se aclare las cuotas de la resolución de asuntos tomando en consideración que no hacen juicios, no firman proveído, no atienden personas usuarias, no manejan personal, etc. Por ello no se podría equiparar la cuota de ese Cuerpo de Jueces supernumerarios a la impuesta para quienes están en plazas ordinarias, es decir, en los diferentes Juzgados, quienes al final contamos únicamente con dos o tres días para resolver sentencias y revisar interlocutorios, pues el resto estamos haciendo juicios o audiencias fuera de la oficina. En esos dos o tres días debemos firmar proveído, atender consultas hacer juicios, recepciones de prueba en el Despacho. Las personas juzgadoras supernumerario del CACMFJ cuenta con el doble o más de días hábiles para el dictado de fallo por lo que sus cuotas deben ser proporcionales a los días laborados.

Existen Circulares del Consejo Superior que indican la cuota mínima de autos y de sentencias que deben dictar el cuerpo de supernumerarios para todas las materias, menos para la materia agraria.

Pero si existen acuerdos que indican que pueden resolver todo tipo de procesos, no solo los más sencillos.  Por ello es infundado e inaceptable que todavía se afirme, equivocadamente, que solo pueden resolver asuntos sencillos. En caso de que se esté apoyando esta idea tan desigual (pues son jueces agrarios con iguales capacidades a las destacados en los Juzgados y con la misma remuneración), debe determinarse claramente que son "asuntos sencillos" y que "asuntos complejos" y las razones por las cuales una persona juzgadora que tiene la misma categoría de Juez Agrario, pero difiere en que no se desempeña en un Juzgado, sino en el Centro, no pueda conocer asuntos complejos, aún cuando cuente con los requisitos para hacerlo y hayan tenido experiencia previa resolviendo juicios agrarios de todo tipo.

Por otro lado, en los planes de descongestionamiento iniciados como consecuencia de los indicadores, la Comisión ante consulta hecha indicó son las mismas que la cuota de los Jueces Agrarios, sin considerar que no realizan las mismas funciones, pues no destinan dos o tres días a la semana para hacer juicios, por ejemplo, ni para tramitar.
	Este informe va a enfocado en un estudio operativo de cada despacho para determinar el movimiento de trabajo tanto del personal juzgador como el personal técnico judicial, de los cuales se pueden determinar capacidades operativas como tal. El estudio como bien indican, no se refleja un análisis de la carga de trabajo del personal Juzgador del Centro de Apoyo Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional y por ende una determinación de cuotas de trabajo. Sin embargo, existe un acta 03-19 de la Comisión de la Jurisdicción Agraria, artículo XXIII, donde se indica que el personal juzgador del CACMFJ, que en reunión sostenida con el señor Cristian Alberto Martínez, don Mariano y doña Lilliana, se recomendó que la cuota de esas personas se incrementara en un 50% en relación con la cuota establecida por Corte Plena en el año 2000 para los jueces y juezas de primera instancia que es de 8 a 14 asuntos por mes, considerando que no realizan audiencias de prueba en el lugar de los hechos, ni atienden personas usuarias o consultas de personal de apoyo.
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Sin embargo, se acogerá la petitoria realizada, por las Juezas y Jueces Agrarios y se enviará a valoración ante el Consejo Superior.

	18
	Relacionado con lo anterior, deben aclararse los alcances de la labor encomendada al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento a la Función Jurisdiccional respecto a velar por el cumplimiento de las cuotas del personal juzgador establecidos en el cuadro 6 y el cumplimiento de cuotas de trabajo de Juezas, Jueces, técnicos y técnicas, dentro del plan de descongestionamiento. El fundamento para que el Centro realice esas funciones, las consecuencias del no cumplimiento de cuotas, la diferenciación de cuotas con el dictado de resoluciones por parte del Centro.
	El Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, según el Modelo de Sostenibilidad del Proyecto, se indican las siguientes responsabilidades:

· Fungir como ente fiscalizador para el aseguramiento del cumplimiento del modelo de sostenibilidad y seguimiento de indicadores.

· Brindar apoyo y seguimiento a los despachos judiciales.

· Recomendar la actualización de los rangos definidos en los indicadores de gestión al órgano técnico.

Tal como se indica, el CACMFJ se encarga de dar seguimiento y asegurar que se cumplan los indicadores de gestión, lo cual abarca cuotas de trabajo.
[image: image59.emf]Modelo de  sostenibilidad.pdf
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	Se debe aclarar si el grado de personas juzgadoras especialistas en Derecho agrario y ambiental incluye únicamente a las personas graduadas en la Especialidad en Derecho Agrario o se extiende a aquellas que realizaron la especialización impartida por la Escuela Judicial.

Debe aclararse si ese término se aplica sólo para quienes trabajan como Jueces Agrarios destacados en los Juzgados o bien si también alcanza al cuerpo de Jueces Supernumerarios (del Centro o de las administraciones) que cuenten con cualquiera de estas dos especialidades. En caso negativo, las razones de la negativa.
	Tal como se indica en la observación número 14 en el informe, del Lic. Federico Villalobos, del Juzgado de San Carlos, la Dirección de Planificación no es el ente competente para la aclaración del grado de especialización de las personas juzgadoras, se deberá remitir la consulta a Gestión Humana.

La observación no modifica el contenido del informe.

	20
	En cuanto a los casos entrados según cuadro p. 35 del Informe, se deben hacer algunas observaciones. El Juzgado Agrario de San Carlos, Santa Cruz, Guápiles y Pérez Zeledón cuenta con defensa pública desde hace más de diez años, y eso definitivamente conlleva que su entrada sea mucho más elevada que los otros juzgados a quienes hasta este año se les ha dotado de defensor público según este mismo informe (San Ramón, Alajuela)
	Se toma nota de la observación.

No modifica el contenido del informe.

	21
	SOBRE LA FORMA DE IMPLEMENTAR LA REFORMA: Consideramos necesario y urgente, por la forma como se ha tratado de implementar la reforma agraria, que para un mejor uso de los recursos institucionales y para lograr una forma más eficiente de implementar las medidas, se integre UN EQUIPO para la implementación del CPA, conformado por  PERSONAS JUZGADORAS: UNA DE PRIMERA INSTANCIA Y OTRA DEL TRIBUNAL AGRARIO, cuyas sesiones sean grabadas, por transparencia, a fin de lograr decisiones colegiadas y fundamentadas. Cuando la labor se realiza sin consultar al cuerpo de personas juzgadoras, las decisiones pueden ser autoritarias o provenir de una sola opinión, que no abarque todas las variables posibles de las diversas instancias.- La muestra de ello es este informe y todo el desgaste institucional de hacer valer observaciones, muchas veces contra el tiempo.

A mayor abundamiento, en el Plan Estratégico Institucional, se establece como principios marco, entre otros, la innovación como la búsqueda constante de soluciones y mejoras, la participación a través del involucramiento de la ciudadanía y del personal judicial y la integración a través de la articulación y trabajo unido al accionar judicial. Principios cuya aplicacións  echa de menor en la conformación del equipo implementador.

Ese equipo puede trabajar con permiso por días para esa labor específica, disminuyendo la carga laboral usual proporcionalmente, sin que se tenga que hacer una suplencia de dichas personas en forma continua o por varios meses. Las personas juzgadoras de primera instancia deben ser elegidas por sus iguales y la de segunda instancia por tales.


	Se agradece la anuencia de formar un Equipo para la implementación, con el objetivo de hacer un mejor uso de los recursos institucionales y lograr de forma eficiente la implementación. Sin embargo, nuestro canal de comunicación directo ante la judicatura Agraria es la misma Comisión de la Jurisdicción Agraria, por lo que dicha propuesta deben socializarla con la misma comisión la cual tendrá voz y voto ante lo expuesto.

Por parte de la Dirección de Planificación no tiene competencia ante la solicitud, por lo que dicha consideración no modifica el contenido del informe.

	NOTAS ESPECIALES EN RELACION CON ALGUNOS JUZGADOS Y EL TRIBUNAL AGRARIO

	JUZGADO AGRARIO DE LIBERIA

	
	Dice informe: "Un caso que realmente impacta es el del Juzgado Agrario del I Circ Judicial de Guanacaste (Liberia), que a pesar de no contar con un número elevado de circulante como los Juzgados mencionados en líneas anteriores, cuentan con 103 casos pendientes del dictado de sentencia, lo cual se traduce en 52 expedientes en promedio".

Debe resaltarse que en el 2018 ese Juzgado vivió una situación atípica, dado que los controles internos y externos del Poder Judicial no funcionaron, lo que provocó que en una plaza no se dictaran sentencias de ordinario en todo el año y en la otra exista mora fuerte en el dictado de sentencias.

Todo ello consta en los oficios Oficio 06-JAL-2019  Informe sobre estado de plaza a cargo de jueza 1 Agrario Liberia enero 2019 y Oficio 41-JAL-2019 Plan para combatir mora en plaza jueza Alpízar feb 2019 JAL remitidos a la Inspección Judicial y a la Comisión de Asuntos Agrarios, así como al Consejo Superior.

En relación con el Cuadro 7: Resumen de los despachos que deberán recibir colaboración y los despachos que puedan brindar dicha colaboración para terminar asuntos por sentencia por mes, en lo que respecta al Juzgado de Liberia, debe indicarse lo siguiente.

Uno de sus personas juzgadoras está recibiendo colaboración porque durante el 2018 su suplente no dictó una sola sentencia de proceso ordinario. Y a su regreso tenía más de 65 asuntos para fallo, solo ordinarios, con atraso todos de más de 6 meses y varios de 1 año o más.

Si la ayuda es para el 2019, en el caso del Juzgado Agrario de Liberia no podría esa persona colaborar, porque tiene un atraso fuerte que asumir dado que los controles del Poder Judicial no funcionaron en el 2018, pese a que se informó a la Inspección Judicial esa situación.

La otra persona juzgadora tiene menos atraso, pero tiene asuntos con más de 6 meses de mora. Situación también informada a la Inspección Judicial trimestralmente.

Entonces ¿si existe atraso en ese Juzgado y le pretenden enviar asuntos de otro, ¿cuál sería la mejora para la persona usuaria y el Poder Judicial? La medida es inviable.
	Se toma nota de la observación.

Se aclara que en la recomendación 5.12 del informe, sería mediante planes de trabajo.

“… de previo se deberá establecer el plan de trabajo y momento oportuno para iniciar el proyecto, es necesario realizar esto durante el año 2019 para prepararse a la entrada en vigencia del nuevo código procesal agrario.”



	JUZGADO AGRARIO DE PUNTARENAS

	
	En el informe se indica que Puntarenas tiene a partir de la reforma civil, dos plazas de personas juzgadora, lo cual es cierto. Pero la segunda plaza es extraordinaria y no se encuentra contemplada en los rubros proyectados en el informe para ser ordinariada, como sucede con el caso de Upala.

El Juzgado Agrario de Puntarenas requiere el apoyo permanente de una persona juzgadora en plaza ordinaria, porque las extraordinarias no tienen sustitución y eso afecta a la persona usuaria y la dinámica del Juzgado, ante ausencias por capacitaciones u otras situaciones, aunado a que pueda generarse alguna situación presupuestaria no contemplada que repercuta en la continuidad de dicha plaza extraordinaria. El Juzgado de Puntarenas requiere fortalecimiento y estabilidad en ese sentido, dadas las múltiples situaciones por las que ha atravesado y por diversos factores.

Es importante que se aclare la situación de esa plaza extraordinaria de Puntarenas, para que se convierta en ordinaria, conforme a lo expuesto.


	En el informe 555-PLA-RH-MI-2019, de la Dirección de Planificación relacionado con el Impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial a partir de la promulgación del Nuevo Código Procesal Civil para el 2020, se propone que la plaza de Jueza o Juez 3 del Juzgado Agrario de Puntarenas, que actualmente cuenta con una condición de plaza extraordinaria, para el 2020 cambie su condición a ordinaria.

Actualmente el informe se encuentra pendiente de aprobación por Corte Plena.

	JUZGADO AGRARIO DE ALAJUELA

	
	Cuenta con dos personas juzgadoras comprometidas y de experiencia, pero una de ellas tiene una situación especial de salud visual, situación que no parece haber sido tomada en cuenta en la elaboración de indicadores de gestión que se han intentado implementar, sin dar razones fundadas al respecto.


	La Dirección de Planificación es respetuosa ante la situación y las disposiciones del Consejo Superior, por lo que se sugiere se realice el debido proceso de elevar la solicitud directamente al Consejo Superior, los cuales definirán la idoneidad en cuanto a funciones y cuotas de trabajo que deberá implementar o la metodología a seguir en estos casos.

Es importante mencionar que en los casos que la Dirección de Planificación cuente con los peritajes y dictámenes de medicatura forense se han realizado los ajustes respectivos, según lo indicado por los profesionales en la materia.



	JUZGADO AGRARIO DE LIMÓN

	
	En relación con la cantidad de señalamientos por semana y cantidad de sentencias por dictar, debe resaltarse que la agenda de este Juzgado se encuentra sumamente saturada por diversos factores, por lo que se hace necesario recargar la misma con señalamientos y en virtud de ello, se disminuye en forma considerable el tiempo para resolver; máxime tomando en cuenta las distancias que son necesarias recorrer para llegar al lugar del conflicto; por lo que lograr obtener una relación entre señalamientos y sentencias dictadas sería prácticamente imposible.

El Juzgado Agrario de Limón no está en capacidad de colaborar con otro despacho por diversas razones: La saturación de la agenda, lo que ocasiona que se tenga que salir mayor cantidad de días a la semana, siendo entonces el tiempo para resolver sumamente reducido y uno de los escritorios cuenta con gran cantidad de expedientes pendientes de fallo, ello generado por los constantes cambios de personas juzgadoras en plazos cortos de tiempo.

Además, en varias ocasiones se da un incremento considerable de los casos entrados cuando se genera invasiones de fincas y los ocupantes llegan a presentar los procesos correspondientes en reclamo de sus derechos como en los años anteriores en procesos independientes; lo que genera un impacto considerable en el circulante del despacho.

Es importante resaltar que la colaboración de las personas juzgadoras supernumerarias destacadas en ese Circuito no es efectiva. A pesar de contar con una persona capacitada en materia agraria cada vez que se solicita colaboración se niega. Por ello se deberían girar instrucciones a las Administraciones Regionales para que dicha colaboración se concrete y así poder aprovechar el recurso eficazmente, sin recargar otros despachos, lo cual, al final afecta directamente a la persona usuaria.


	El planteamiento dado por la Comisión Agraria en su Plan de acción y al impacto de Reforma, en donde se proyecta que, por cada juicio se realizará la sentencia de forma oral, con al menos dos juicios por semana por plaza de Jueza o Juez, para un aproximado de al menos ocho sentencias mensuales por Jueza o Juez. Sin embargo, se establece lo siguiente:

“…establecer como cuotas mínimas de señalamientos a realizarse por semana, por cada persona juzgadora agraria, al menos 3 audiencias en el despacho y 2 fuera de la sede de éste, sin perjuicio de programar una adicional por semana por cada juez o jueza, para la realización de audiencias de medidas cautelares fuera del Juzgado…”

Con respecto a la colaboración que deben brindar los despachos, se aclara que la colaboración solo la realizarán los Despachos que por su carga de trabajo cuenten con capacidad operativa para realizarla, con una coordinación previa, donde se definirán los mecanismos de cómo se brindará la colaboración.



	JUZGADO AGRARIO DE SAN JOSÉ

	
	En la página 70 se indica: "Otro despacho que a pesar de contar con un circulante inferior al promedio, pero mantienen un pendiente de fallo elevado, es el Juzgado Agrario del II Circuito Judicial de San José, que cuenta con 64 expedientes". Es importante acotar que dicho juzgado ha hecho un esfuerzo considerable por disminuir circulante, reducir tiempos de respuesta en el trámite, resolver asuntos antiguos, pese a que tiene reportada una importante entrada de asuntos con respecto a homólogos que cuentan con mucho más recurso humano. La relación de entrados y terminados en un reflejo de ese esfuerzo y lidera la estadística en ese sentido.  Por ejemplo, solamente cuenta con dos técnicos y un coordinador, y tiene una amplia competencia territorial que abarca la totalidad de los cantones de Puriscal, Mora, Turrubares, Acosta, Aserrí, Desamparados, entre otros. Además se realizan bastantes audiencias por mes y la agenda está a un máximo de tres meses. Asimismo existían expedientes, particularmente en una oficina de las dos personas juzgadoras, que tenía un circulante antiguo y sumamente complejo que requirió de constante subsanación para lograr que llegaran a fallo, y por eso ha aumentado el pase a fallo. Además pese a que se ha contado con el apoyo de las plazas del Centro de Apoyo, lo ha sido sustancialmente para asuntos sencillos, y no lo complejo, y tampoco se ha permitido que esas personas juzgadoras del Centro de Apoyo realicen audiencias fuera del despacho
	Se toma nota de lo indicado.

No modifica el contenido del informe.



	JUZGADO AGRARIO DE UPALA

	
	Su respuesta se dio en correo aparte, por lo que por favor tómese nota de su contenido, remitido a la Comisión de Asuntos Agrarios. Pero se destaca que la jueza coordinadora considera que debe darse la separación y especialización definitiva del Juzgado.
	La observación emitida por el Juzgado Agrario de Upala se le dio respuesta en el informe.

	SITUACIÓN DEL TRIBUNAL AGRARIO

	
	El colegio de jueces y juezas del Tribunal Agrario, conformado para este acápite por Antonio Darcia Carranza, Magda Díaz Bolaños, Alexandra Alvarado Paniagua, Carlos Picado Vargas, María Rosa Castro García, Enrique Ulate Chacón y Luis Alonso Madrigal Pacheco, en relación al  "Oficio N° 481-PLA-RH-MI-2019", recibido el 4 de abril 2019, en el cual se pretenden variar cuotas de trabajo, reglas básicas de competencia territorial y otros aspectos relacionados con el Impacto Organizacional y Presupuestario en el Poder Judicial, a partir de la promulgación del Nuevo Código Procesal Agrario para el 2020 Ley 9609.

Sin perjuicio del documento general supra expuesto, este Tribunal adiciona lo siguiente:

En razón de no haberse considerado el impacto que va a tener el Código Procesal Agrario, en segunda instancia, a partir de su entrada en vigor. Consideramos que es fundamental se profundice o corrija el estudio de planificación así como el presupuesto, en lo relativo a:

a) La creación de una Sección adicional en el Tribunal agrario, con el correspondiente personal técnico auxiliar de apoyo, para destinar una de las secciones actuales, a fin de poder atender todas las causas tramitadas con la legislación anterior (Transitorios I y III).

b) Establecer una proyección de impacto de la reforma, en cuanto a la cantidad de casos adicionales que ingresarán al Tribunal Agrario como producto de las nuevas competencias materiales (Artículo 2 y 11, en relación al Transitorio III in fine).

c) De igual modo, dado que la reforma prevé la existencia de audiencias orales en segunda instancia, se debe realizar una proyección del impacto de la reforma, en la realización de dichas audiencias, el tiempo que se invertirá en las mismas, en relación al número de sentencias -cuotas- que se van a exigir a cada persona juzgadora (artículos 206 y Transitorio III), tomando en consideración la disminución en el trámite de competencias y el incremento de cuestiones de fondo.

d) Se evidencia, lamentablemente, la carencia de un estudio de planificación y demás órganos, para garantizar el acercamiento de la Justicia agraria de segunda instancia a las zonas rurales. Es decir, no se destinan recursos, ni mucho menos estudios para valorar la necesidad de creación de otras sedes del Tribunal de apelación, para ofrecer un servicio público eficiente y de calidad (artículo 9,  párrafo II, 15, párrafo tercero y Transitorio V).

e) La recalificación de las categorías salariales de las personas juzgadoras de segunda instancia, así como la previsión de contenido económico para el pago de las mismas, con el fin de garantizar la estabilidad y especialización, atendiendo a la función y cargas adicionales. (Transitorio VI).


	Con respecto a esta observación, en el informe se incluye un apartado 3.12.4, donde se considera el impacto de que sufrirá el Tribunal una vez entrada en vigencia el Código Procesal Agrario, además se detalla en la reconsideración presentada por el Tribunal Agrario al acuerdo del Consejo Superior en sesión 44-19,consideraciones que no modifican el informe definitivo

	PETITORIA GENERAL:

	Además de lo indicado supra, y con sustentado en las razones y argumentos arriba expuestos se solicita adicionalmente:
	Respuestas

	a.
	Revisar y reformular el presente informe, actualizando los datos y consultando a las fuentes señaladas para que sean incluidas.


	Los datos utilizados para los análisis son considerados datos oficiales y completamente depurados por parte del Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación, la cual es la fuente oficial, por lo que no se considera su reformulación y se estima que la metodología utilizada es la correcta. 



	b.
	Incluir la variable de género y de personas con discapacidad en las decisiones asumidas, fundamentalmente en lo concerniente a las cargas de trabajo.
	Con respecto a lo mencionado en cuanto a inclusión de la variable de personas con discapacidad, se reitera que en los casos que la Dirección de Planificación cuente con los peritajes y dictámenes de medicatura forense se han realizado los ajustes respectivos, según lo indicado por los profesionales en la materia.Además en cuanto a género, según se detalló en líneas anterior, se deberá redireccionar a la Secretaría de Género para que retroalimente a esta Dirección.



	c.
	Incluir en el presupuesto: el traslado de la plaza extraordinaria a ordinaria de Puntarenas; adicionar dos jueces más para el Tribunal Agrario para completar una sección ordinaria (pues ya se ha previsto una), y tres jueces más de primera instancia (además del de Puntarenas y Upala) para atender las necesidades de descongestionamiento de los juzgados agrarios que así lo necesiten, sin perjuicio del uso de los recursos jurisdiccionales supernumerarios.
	Esta petitoria se aclara en la observación de las Notas Especiales, relacionada con el Juzgado Agrario de Puntarenas.

Plazas para descongestionamiento se utilizaran las del CACMFJ

	d.
	Establecer compromiso de las Administraciones Regionales que doten del servicio de transporte a los Juzgados Agrarios con mayor frecuencia a la ya instalada. Aumentar el rubro de capacitación especializada para la implementación del CPA para el 2020 considerando a todas las personas que integran la jurisdicción agraria, con diversos métodos en aras que sea más inclusiva.


	Las Administraciones Regionales tienen el compromiso de facilitarles el vehículo al personal juzgador Agrario cuando así lo requieran con previa solicitud y según sus realidades. De hecho, se refuerzan seis circuitos judiciales con vehículos para hacerle frente a la demanda.

En cuanto al rubro de capacitación, se consideró un segundo escenario el cual fue conocido por Consejo Superior, el cual considera realizar un ajuste, que se consideró en el informe

	e.
	Aumentar la integración de la figura asesora del proceso de implementación del Código Procesal Agrario, donde se incluyan:  UNA PERSONA JUZGADORA DE PRIMERA INSTANCIA Y OTRA DEL TRIBUNAL AGRARIO, cuyas sesiones y acuerdos sean grabados para mayor transparencia institucional.
	Este punto se responde con la observación número 21.

Además, está pendiente de resolverse por el Consejo Superior.



	f.
	Considerar la separación del Juzgado Agrario de Upala según la exposición de motivos que se da.
	Este punto se expone en el apartado 3.12.1 del informe, donde se Especialización de la materia agraria en el Cantón de Upala con una estructura mínima reforzada en el Juzgado Mixto conformada por dos plazas de Jueza o Juez (una de esta ya se tiene con materia agraria y penal juvenil y la otra sería plaza nueva extraordinaria para materia agraria), y una plaza de técnico o técnica judicial (ya se tiene con materia agraria y penal juvenil).

	g.
	Hacer un estudio de los diversos escenarios en que debe de encontrarse la jurisdicción agraria, desglosada por juzgados y tribunal agrario, para cumplir la expectativa de lo propuesto en el informe así como las medidas de contingencia que se deben de tomar en lo que resta del 2019 y el 2020.
	Como se menciona en líneas anteriores, las condiciones que deberán tener los despachos a febrero 2020 para la entrada en vigencia del Código Procesal, se trabaja de forma conjunta para que los despachos se encuentren en las mejoras condiciones, es por esto que se invierte recurso en el análisis de los despachos mediante los abordajes realizados en los cuales se proponen el diseño e implementación de mejoras en los sistemas informáticos, revisión de asignación de vehículos, modificaciones en las estructuras de trabajo, modificaciones en la asignación de funciones, identificación de actividades críticas en los procesos con su oportunidad de mejora, implementación de indicadores de gestión, implementación del Modelo de Sostenibilidad, distribución de cargas de trabajo, revisión de los circulante, entre otros.

	h.
	Aclarar los alcances de la labor encomendada al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento a la Función Jurisdiccional
	Este punto se responde en la observación número 18 de este documento.



	i.
	Se cargue al presupuesto de la Defensa Pública la creación de una plaza extraordinaria por doce meses para hacer frente a la administración del fondo en la Defensa Pública.
	Este punto se responde en la observación número 14 de este documento

	j.
	En cuanto a las recomendaciones para la Dirección Ejecutiva y la Comisión de la Jurisdicción Agraria, para la redacción de reglamentos, ajustes de fórmula estadística incluir en esos equipos de trabajo a un representante de las personas juzgadoras de primera instancia y de segunda instancia.
	Se toma nota de la observación. La debida solicitud se debe hacerse ante la instancia competente, que entes casos es la Comisión de la Jurisdicción Agraria, para su valoración.

	k.
	Reformular la metodología de trabajo establecida en el cuadro 7 y 8 del informe para dotar de la colaboración requerida, pero sin alterar el método de competencia vigente a la fecha, excluyendo la competencia nacional propuesta.
	No se considera una reformulación de lo indicado, ya que el resultado del estudio realizado obedece a una situación real que presenta en los Juzgados Agrarios, por lo que la Dirección de Planificación mantiene la propuesta planteada.

	l.
	La cuota de trabajo a establecer, sea respaldada con un estudio incluyendo la variable de género y situaciones especiales de salud, sea real, actual, razonable y proporcional en ara de evidenciar las particularidades de la implementación del CPA, utilizando como un elemento más a ponderar el histórico. En igual sentido la cargas de trabajo de las personas auxiliares. Se debe evidenciar el trabajo del personal meritorio.
	La definición de la cuotas de trabajo se realizó bajo un estudio integral, contemplando los datos históricosde entrada y la capacidad de terminado, entre el personal juzgador y el personal técnico judicial. En cuanto al tema de género se responde según puntos anteriores.

En cuanto a la persona meritoria, se aclara que las funciones que realizan no son incluidas en los cálculos para definir la capacidad operativa; sólo se calcula la capacidad real con el recurso real del Despacho

	m.
	Reconsiderar la posibilidad de invertir o redireccionar los fondos de capacitación con prioridad a las personas juzgadoras en materia agraria, titulares y suplentes, dadas las limitaciones presupuestarias, en lugar de personas conciliadoras y facilitadoras judiciales que son de carácter genérico, destinados a otras materias diferentes a la agraria.
	Esta observación se contesta en el punto 4 de las Petitorias Generales.



	n.
	Hacer la correspondiente recalificación de puestos con la entrada en vigencia del CPA, conforme lo expuesto supra.
	Esta petitoria se responde en el punto 4 de las reconsideraciones de este documento. (Recalificación de las plazas de Juez 3 y Juez 4)


En relación a las observaciones presentadas en este punto, se incorporan dentro del informe, las siguientes para conocimiento del Consejo Superior:
· Se incluye en el informe lo indicado por el equipo de personas juzgadora en relación a la existencia de “17 plazas son ocupadas por varones y 15 por mujeres”.

· Se propone por parte de las Juezas o Jueces agrarios, lo siguiente: De lo anterior, es necesario, tal y como lo impone el acápite 5.4. de la Agenda 2030: "Reconocer y valorar los cuidados y el trabajo doméstico no remunerados..."; así como el 5.c en cuanto aprobar y fortalece políticas acertadas y leyes aplicables para promover la igualdad de género y el empoderamiento de todas las mujeres en todos los niveles.  Al amparo de ese cuadro normativo, es necesario que al momento de fijar las cargas de trabajo se incluya la variable de género y se visualice así como en las oportunidades de capacitación. Se debe en consecuencia establecer una carga de trabajo que pondere esa variable, en aras de reconocer los efectos de las dobles cargas de trabajo sobre las mujeres, asumiendo una medida afirmativa Esta propuesta deberá ser redireccionada a la Secretaría Técnica de Genero y a la Dirección de Gestión Humana, de forma que retroalimente a la Dirección de Planificación y se revisen los perfiles de puestos actuales, sobre las variables que se deben tomar en consideración al momento de establecer cargas de trabajo. Lleva razón el despacho que hasta la fecha esta Dirección por el tema de igualdad de condiciones a nivel de carga laboral, rendición de cuenta y evaluación del desempeño, busca el equilibrio en las cargas de trabajo tanto para mujeres como para hombre como servidoras, servidores, funcionarias, funcionarios o empleadas y empleados judiciales. 

· Funciones de las plazas del Centro de Apoyo y Coordinación a la Función Jurisdiccional.

2. Se aprueba la implementación de "una Competencia Nacional" como plan de descongestionamiento de algunos juzgados agrarios. (elemento resolutivo no. 5.12 y 30, entre otros acápites del informe

“… esta medida se propone para "descongestionar" despachos y "maximizar" el recurso tecnológico institucional.  
En cuanto a la "colaboración que se plantea de juzgado a juzgado", la idea aunque facialmente atractiva, nos parece no es legal, constitucional, práctica ni necesaria, si se toma en cuenta que existen otros recursos con los que cuenta el Poder Judicial para colaborar con nuestra materia en el 2019 y poner al día los Juzgados. De igual forma en el 2020…

Esto por cuanto además de las personas supernumerarias que están en San José (2 plazas en el Centro de Apoyo) cada Circuito cuenta con otras. Si eso se puede hacer, y se ha hecho, aún sin reformas procesales de por medio, con las materias de familia, civil y penal ¿por qué no se aplica para agrario?, al estarse ante una situación sobreviniente y que amerita una atención especial. Existen plazas supernumerarias en cada Circuito Judicial, que pueden usarse para esa labor.

No se logra comprender si esa ayuda es solo para el 2019 o para el 2020. Porque si fuera para el 2020, debe aplicarse el principio de inmediación y entonces no tendría sentido una medida como la propuesta. Ello obligaría a que si se tiene que colaborar con juicios ajenos a la competencia territorial de cada persona, el Poder Judicial tenga que asumir costos de viáticos mayores, traslados y otros aspectos, pero el proceso debe pasar desde la audiencia de juicio, lo cual afecta también a la persona usuaria. Y si se trata de monitorios y sumarios desde el principio, por tener audiencia única.


Pero además, esa propuesta atenta contra el "principio del Juez natural" y podría propiciar problemas de recusación a destiempo, dado que no sabrá realmente entonces cuál persona juzgadora es la que va a atender el proceso. Eso no se toma en cuenta en la propuesta ni se valoran los impactos de ese tema.

Debe de tomarse en cuenta que en materia agraria la competencia es improrrogable, de acuerdo al artículo 24 del Código Procesal Agrario, y el 16 de la Ley de Jurisdicción Agraria actual. Asimismo de acuerdo al artículo 35 de la Constitución Política y la reiterada jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, no pueden crearse tribunales especiales para casos específicos, ni siquiera por casos de excepción, ya que es un derecho humano el ser juzgado por la persona establecida previamente por ley, no por una disposición administrativa que cambia con base en determinadas circunstancias. Ciertamente la institución tiene la potestad de distribuir la competencia territorial en las diferentes regiones del país, pero ello es posible únicamente en forma uniforme a todas aquellas causas que correspondan a un juzgado en específico, y no casos concretos.          


A ello se suma el problema de la atención de las personas usuarias. Si quieren ser atendidas u oídas por la persona juzgadora que le va a resolver, deben trasladarse a otra oficina judicial, que no es la que competencialmente les correspondería según criterios de acceso y cercanía.


Otra idea que hace impráctica esta propuesta es que se indica: "Lo anterior, siempre y cuando se logre extender la competencia territorial en los Juzgados agrarios y se trabaje con expedientes 100% electrónicos".


Se informa no se trabaja con expedientes 100% electrónicos. Un alto porcentaje de procesos tienen expediente mixto o híbrido, y pasarán varios años para que eso cambie. 


No queda claro si es que entonces trasladarán todo el proceso a otro Juzgado, afectando con eso a la persona usuaria, o solo a partir de una etapa del mismo. Si es lo segundo, esto tiene problemas de logística y de control interno. Si es lo primero ¿cómo determinar entonces qué se pasa y qué no a otro Juzgado? Preocupante que un órgano administrativo decida cuáles expedientes se remueven del conocimiento del Juez natural y a cuál juez o jueza deban de trasladarse. 


Otro aspecto sumamente delicado es la percepción que el Juez o Jueza que apoya desde otro juzgado, pueda tener en torno a si el expediente está listo para fallo o no, pues dependiendo de "su criterio" puede que considere deba de subsanarse algún trámite, u ordenar una prueba para mejor resolver, y eso genere una devolución del expediente, generándose controversia entre jueces en torno a si el trámite está cumplido o no. Eso genera inestabilidad, y deteriora la percepción del usuario en torno al sistema de administración de justicia. Lo correcto es que si los juzgados de acuerdo a su realidad estadística requieren más jueces/as se les dote de dichas plazas.          

     Además, con una reforma tan reciente como el Código Procesal Agrario, aunque sabemos que su contenido tiene una data de más de 10 años, ¿cómo justificar que administrativamente se indique "competencia nacional" si la reforma no fue programada en función de ello?. Es una contradicción insalvable. Si esa hubiese sido la solución, así se hubiese pensado la reforma, pero no fue así. Y aún así difícilmente pasaría el examen constitucional y de convencionalidad. 


Debemos también señalar que los problemas presupuestarios que la reforma procesal en agrario pueda tener para su implementación, no deben recaer en las personas juzgadoras que responsablemente hacen su trabajo. En primer lugar, el plazo de entrada en vigencia del CPA no fue nuestra responsabilidad, pero el Poder Judicial tiene mecanismos para solventar eso, tomando decisiones presupuestarias proporcionales, sin dejar de recaer todo el peso de la reforma sobre la judicatura, pues en este informe, se obliga a continuar con la prestación del servicio actual y futura prácticamente con los mismos recursos y saturando aún más las cargas, con la denominada competencia nacional y endurecimiento de indicadores...”

PROPUESTA: Se imprueba la implementación de una competencia territorial nacional y se atienda el descongestionamiento de los despachos que lo requieren con los recursos existentes y los supernumerarios.
Respuesta de la Dirección de Planificación:

Respetuosamente se reitera lo indicado en el informe,  en donde la propuesta no se alinea con aumentar la competencia territorial a nivel nacional de todos los Juzgados Agrarios, cada uno continuaría con su área de atracción correspondiente. 

El aumento de competencia se refiere a las personas juzgadoras en el conocimiento de procesos de otros Despachos pertenecientes a otros Circuitos Judiciales como se menciona en el informe, para la atención de los asuntos entrados, el dictado de sentencia y emisión de resoluciones que den por terminado por otros motivos. La colaboración solo la realizarán los Despachos que por su carga de trabajo cuenten con capacidad operativa para realizarla, lo anterior con una coordinación previa, donde se definirán los mecanismos de cómo se brindará la colaboración.

Según se indica en la recomendación 5.12 del informe, sería mediante planes de trabajo.

“… de previo se deberá establecer el plan de trabajo y momento oportuno para iniciar el proyecto, es necesario realizar esto durante el año 2019 para prepararse a la entrada en vigencia del nuevo código procesal agrario.”

Adicionalmente en respuesta a la reconsideración se extrae del informe, en respuesta a las observaciones anteriores dadas por las Juezas y Jueces Agrarios al informe preliminar 481-PLA-RH-MI-2019:
“Como se indicó en líneas anteriores, la colaboración a otros despachos, se refiere a la atención de los expedientes que no pueden ser atendidos por el mismo despacho durante el mes. Esto provocaría la atención de las causas en todos sus extremos. Se debe tomar en consideración las herramientas electrónicas con las que cuenta el Poder Judicial, como lo es el expediente electrónico, para facilitar la atención de estos asuntos, por ejemplo los expedientes de puro derecho o expedientes para terminar por otras razones, sin embargo, no exime expedientes en donde se requiera ir al campo.”

“Los mecánicos de cómo se brindará la colaboración serán definidos de previo, mediante un plan de trabajo, en donde se definan las variables que mayor beneficio tienen para ambos despachos y sobre todo en beneficio de la persona usuaria.”

“… la colaboración sería para la entrada de asuntos, lo que involucra las tareas necesarias para la atención de estos asuntos y no para colaborar en los planes de descongestionamiento referente a la disminución del circulante en las distintas fases.”

Sobre lo indicado en el párrafo anterior, es importante aclarar que la colaboración entre despachos es para asuntos entrados nuevos, los cuales si serían100% electrónicos, carga de trabajo asignada desde el inicio de la causa, según un plan de trabajo, previamente establecido, para lo cual se propuso la ampliación de competencia, concepto distinto es cuando se hace referencia a planes de descongestionamiento, en los cuales se brinda colaboración para los asuntos pendientes de resolver, es decir para circulante actual. 

Además, se extrae del informe la siguiente aclaración:

“Se debe maximizar el uso de los recursos tecnológicos como el Escritorio virtual, así como de los recursos humano y físicos.

Lo que se propone es que los Despachos brinden colaboración en  la entrada de asuntos, al mantener la entrada de asuntos mayor a su capacidad instalada.”

Finalmente, sobre este primer punto, la propuesta emitida por las Juezas y Jueces Agrarios en este oficio en relación a que “Se imprueba la implementación de una competencia territorial nacional y se atienda el descongestionamiento de los despachos que lo requieren con los recursos existentes y los supernumerarios”, implica no realizar ningún cambio  en la metodología de trabajo actual, para la atención de los asuntos entrados y para la atención del circulante con la colaboración del CACMFJ y los supernumerarios de las Administraciones, sin embargo, se somete nuevamente a consideración del Consejo Superior, la propuesta realizada por las Juezas y Jueces Agrarios.
3. Indicadores de cantidad de sentencias y audiencias

“…En el informe se aprueba como indicadores de rendimiento o producción de la judicatura, que en primera instancia por persona juzgadora se resuelvan 8 asuntos con sentencia, más 6 resoluciones autos que tengan el efecto de dar por terminado, más 8 audiencias.


Sin embargo, no se toman en cuenta los ajustes que se deben hacer para aplicar un proceso oral por audiencias. No se especifica el tipo de sentencias y si fueron generadas luego de audiencia de juicio o no. Todos esos factores influyen en la cantidad de sentencias que se pueden dictar por mes. Para eso era necesario el trabajo de campo y la consulta a persona juzgadoras, lo cual, para este informe no se tiene conocimiento haya sido realizado. Podría en ocasiones dictarse 8 sentencias por mes si se trata por ejemplo de sentencias de Información Posesoria sin oposición o localizaciones de derechos, o procesos incidentales. Pero no 8 sentencias si se trata de ordinarios y sumarios. Los factores cambian sustancialmente por la complejidad que reviste.  Además para que el informe refleje la realidad, se debe tener presente que hay procesos de complejidad moderada y excepcional. 


Se carece  en el informe de un estudio adecuado que refleje los parámetros para casos complejos que abundan en la materia agraria. Los números pueden llevar a la Institución a mejorar su autopercepción, pero la realidad que perciba el usuario en torno a la efectividad para que se resuelva lo complejo y con calidad aceptable es otra, y esto es importante en la legitimación del sistema de administración de justicia.        


No puede dejarse de lado que la persona juzgadora agraria de primera instancia debe de hacer toda la labor de trámite de los asuntos que se le asignan, lo que implica firmado diario de proveído y de consultas de los técnicos, hacer todas las audiencias de juicios dentro y fuera del despacho, preparatorias, de audiencia única dentro y fuera del despacho, remates, reconocimientos judiciales en informaciones posesorias y medidas cautelares fuera del despacho, audiencias en el despacho de procesos sucesorios, de ahí que fijar cuotas de sentencias y audiencias sin tomar en cuenta toda esa labor es a todas luces desproporcionado.     Pero para agrario se propone algo imposible: que un solo juez realice 8 audiencias al mes que conlleven el dictado de sentencia, sin tomar en cuenta que la mayoría de los juicios se hacen en el lugar y lo que ella implica, así como que seremos tribunales unipersonales y conocemos todo tipo de proceso en primera instancia. Tampoco se hace un balance con asuntos de trámite expedito, como son las medidas cautelares, y los asuntos donde se encuentran involucradas personas en condición de vulnerabilidad, así como el nuevo proceso especial ambiental, que tienen un trámite excepcional.


 Lo adecuado es mantener al menos durante el 2020,  una cuota de 5 sentencias por mes, de las cuales al menos 1 o 2 deben ser de ordinarios. En el 2021, con número reales y datos fundamentados en la realidad vivida, pueden revisarse esos parámetros.


Estos indicadores que se proponen de nuestra parte, incluyen la variable de género. De acuerdo al estudio y consulta realizada para responder este informe, de las plazas nombradas en propiedad, son treinta y dos personas las nombradas en propiedad. De las cuales, 17 plazas son ocupadas por varones y 15 por mujeres. Es una jurisdicción en consecuencia donde se debe necesariamente emplear en la toma de decisiones la perspectiva de género. Todas las decisiones ahí asumidas no visibilizan el rol de la mujer lo cual posee un efecto discriminatorio.  Se ha mencionado, que las mujeres poseen dobles y triples cargas de trabajo, y para compensar esta situación se deben de tomar medidas afirmativas.  En el caso de la jurisdicción agraria, se tienen en total 18 hijos e hijas.  En una cantidad de 12 son personas menores de edad y solo 6 personas son hijos mayores de edad…”


PROPUESTA: La experiencia ha indicado que pueden ser 5 sentencias por mes, que incluya al menos dos procesos ordinarios, y los otros 3 pueden ser monitorios, sumarios y no contenciosos. Asimismo 8 audiencias por mes que incluya al menos 5 de juicio, en aras de resolver en forma realmente responsable los asuntos complejos y poder atender otras audiencias como reconocimientos judiciales en informaciones posesorias y medidas cautelares, remates, audiencias preparatorias, y audiencias en sucesorios.

Respuesta de la Dirección de Planificación:

De acuerdo con el análisis realizado, el ingreso de expedientes a nivel nacional por persona juzgadora ronda en promedio entre 13 y 15 casos nuevos por mes. 

Actualmente cada persona juzgadora dicta un promedio de seis y ocho sentencias mensuales, cantidad de sentencias que se ajusta al planteamiento dado por la Comisión Agraria en su Plan de acción y al impacto de Reforma, en donde se proyecta que, por cada juicio se realizará la sentencia de forma oral, con al menos dos juicios por semana por plaza de Jueza o Juez, para un aproximado de al menos ocho sentencias mensuales por Jueza o Juez. Sin embargo, se establece lo siguiente:

“…establecer como cuotas mínimas de señalamientos a realizarse por semana, por cada persona juzgadora agraria, al menos 3 audiencias en el despacho y 2 fuera de la sede de éste, sin perjuicio de programar una adicional por semana por cada juez o jueza, para la realización de audiencias de medidas cautelares fuera del Juzgado…”

Tomando como base los datos históricos del terminado de asuntos tanto por sentencia como por otras razones y relacionado con la entrada promedio de 15 asuntos nuevos por mes por persona juzgadora, según Cuadros 5 y 6 del informe 630-PLA-RH-MI-2019, se proyecta que se deberán dar por terminado al menos 8 sentencias y 7 asuntos por otros motivos de término por mes, por persona juzgadora. Lo anterior permitirá atender el 100% de la entrada de asuntos, sin crecimiento de los circulantes. 

Lleva razón lo indicado por la Juezas o Jueces en relación a que no se detalla la cantidad de sentencias por tipo de asunto, ni si son producto de juicio oral o no (se estima que la mayoría podría ser producto de juicio oral según se establece en el código), por ahora solamente se define la cantidad de sentencias según el comportamiento histórico de los despachos agrarios, que dan soporte a la entrada de asuntos.

Adicionalmente, coincidimos en que se requiere trabajo de campo y la consulta a las personas juzgadoras, metodología de trabajo que ha sido replicada por los profesionales de la Dirección de Planificación en sus estudios y sobre todo tratándose de Reformas, por ejemplo la Civil y Laboral, en donde se visita a los despachos, se analizan sus particularidades, se establecen propuestas de mejora a nivel de cargas de trabajo (incluye los asuntos entrados y el circulante activo), redistribución de funciones, mejoras e implementación de sistemas, replica de buenas prácticas, entre otras mejoras, mismas que contienen el criterio de las personas juzgadoras involucradas y de los asesores designados por cada Comisión y aprobados por el Consejo Superior, que permiten conjuntar la ciencia y la técnica con la técnica jurídica.

Adicionalmente, es importante indicar que conocemos de las funciones de las personas juzgadoras agrarias(firmado diario de proveído y de consultas de los técnicos, hacer todas las audiencias de juicios dentro y fuera del despacho, preparatorias, de audiencia única dentro y fuera del despacho, remates, reconocimientos judiciales en informaciones posesorias y medidas cautelares fuera del despacho, audiencias en el despacho de procesos sucesorios), por lo que se establece que el 40% del tiempo disponible deberá ser maximizado para labores fuera del despacho y el restante 60% para las labores que se lleven en el mismo despacho.

Finalmente, sobre este segundo punto, la propuesta emitida por las Juezas y Jueces Agrarios en este oficio en relación a “… que pueden ser 5 sentencias por mes, que incluya al menos dos procesos ordinarios, y los otros 3 pueden ser monitorios, sumarios y no contenciosos. Asimismo 8 audiencias por mes que incluya al menos 5 de juicio, en aras de resolver en forma realmente responsable los asuntos complejos y poder atender otras audiencias como reconocimientos judiciales en informaciones posesorias y medidas cautelares, remates, audiencias preparatorias, y audiencias en sucesorios”. Esta Dirección mantiene su criterio de 8 asuntos terminados por sentencia (sin distinción del tipo) según la estadística histórica, lo aprobado por la Comisión Agraria y lo aprobado por Corte Plena y acoge que sean 8 audiencias siempre y cuando sean fuera del despacho, tomando en consideración que 5 sean de juicio y den por resultado una posible sentencia y el resto para reconocimientos, medidas cautelares, entre otros que requieran visitar el campo, sin perjuicio de las audiencias, que se deben realizar dentro de la oficina y de las ocho sentencias que se deberán realizar mensualmente, sin distinción del tipo de asunto (ordinarios, información posesoria, sumarios), tomando en consideración la antigüedad del expediente y las variables de población vulnerables.

Por otro lado, se somete a consideración del Consejo Superior, la propuesta realizada por las Juezas y Jueces Agrarios.

4. Recalificación de las plazas de Juez 3 y Juez 4

“…En el informe de marras, en cuanto a este tema se indica lo siguiente: "Adicionalmente, según lo indica el Transitorio VI del Código Procesal Agrario donde “se faculta a la Corte Plena para que ajuste la categoría salarial de las personas juzgadoras agrarias, conforme a la función que desempeñen, de acuerdo con las reformas Procesales Laboral y Civil, con el fin de garantizar la estabilidad y especialización”. 
 Al respecto la Jueza Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora del Proyecto de Modernización de la Jurisdicción Agraria, indica que a diferencia con otros proyectos de reforma procesal que se han implementado, se conservan las categorías de Jueza o Juez 3 para primera instancia y categoría 4 para segunda instancia.

Todo sin perjuicio, que, con el criterio técnico de la Dirección de Gestión Humana y de los órganos superiores dispongan alguna recalificación".  

Con todo el debido respeto, el que una persona apoye la idea de que no se requería, temporalmente, más personas juzgadoras para iniciar la implementación de la reforma, no significa que no se deban recalificar los puestos. No tiene un asidero objetivo, pues el informe solo hace remisión a una fuente subjetiva. 

El legislador lo previó precisamente para corregir las distorsiones que se han generado en la carrera judicial en los escalafones de jueces y juezas.

Esto por el principio de igualdad real y por cargas laborales. Las personas juezas 3 agrarias actuales, en el 2020, haremos lo que hacen las personas 3 y 4 civiles, y como órgano unipersonal, sin el apoyo de estar en una estructura colegiada. De igual forma pasa con los actuales jueces 4 agrarios del Tribunal Agrario, que harán de tribunal de apelación tanto en asuntos de mayor como de menor cuantía, igual que un Juez 5 civil y con competencia de los asuntos provenientes de todo el país .

Llama la atención que por un lado se propone recargar significativamente  a la judicatura por medio de una competencia nacional, y se endurecen indicadores de sentencias y audiencias, y por otro lado se considera que no es necesario en este momento presupuestario la recalificación, pudiendo haberse previsto perfectamente el tema, lo cual en definitiva afecta la permanencia del recurso humano calificado en materia agraria…”

Respuesta de la Dirección de Planificación:

Según lo indica el Transitorio VI del Código Procesal Agrario donde “se faculta a la Corte Plena para que ajuste la categoría salarial de las personas juzgadoras agrarias, conforme a la función que desempeñen, de acuerdo con las reformas Procesales Laboral y Civil, con el fin de garantizar la estabilidad y especialización”.  Al respecto la Jueza Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora del Proyecto de Modernización de la Jurisdicción Agraria, indica que a diferencia con otros proyectos de reforma procesal que se han implementado, se conservan las categorías de Jueza o Juez 3 para primera instancia y categoría 4 para segunda instancia. 

En el oficio de adición CJ-07-2019 PJ-DGH-SACJ-0484-2019(ver anexo 1 Comunicación del Consejo de la Judicatura CJ-07-2019 PJ-DGH-SACJ-0484-2019), remitido el 22 de marzo del 2019, la Mba. Lucrecia Chávez Torres, comunica que en segunda sesión de seguimiento del Proyecto de Implementación del Código Procesal Agrario la Licenciada Damaris Vargas Vásquez, expone la urgencia que tiene la Jurisdicción Agraria de abrir tales concursos con ocasión de los requerimientos de la implementación del Código Procesal Agrario, y que ya se cuenta con personas capacitadas en esa metodología, de manera tal que se puede ir avanzando con esa labor siguiendo los lineamientos que en su momento dio el equipo de personas metodólogas de la Escuela Judicial con el liderazgo de la señora Marisol Barboza Rodríguez, mediante la construcción de los productos (actualización del perfil competencial de juez/jueza 3 y 4 Agrario, los ítems y los casos integradores) y su validación; éstos serán entregados a las personas metodólogas que se designen como parte de los recursos ordinarios de la Institución para que hagan la revisión respectiva. También señala que en esa labor participaron en el proceso anterior el Juez Carlos Picado Vargas y ella, quienes fueron debidamente capacitados y están dispuestos a actualizar la información generada con ocasión del impacto del Código Procesal Agrario a partir de su vigencia luego de que se contabilice el año de vacatiolegis que establece esa normativa.  

Por lo anterior, el Consejo Superior en sesión 17-19 celebrada el 26 de febrero del 2019, Artículo VII, autorizar a la Jueza Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora del Proyecto de Implementación del Código Procesal Agrario, y al Juez Carlos Picado Vargas, ambos Jueza y Juez del Tribunal Agrario, a efecto de que actualicen el temario y el mapa funcional de los puestos de juez/jueza 3 y 4 Agrario en relación con el impacto del Código Procesal Agrario que entrará en vigencia en febrero de 2020; así como la construcción y la validación de los ítems, labor que se alternarán, y la construcción de los casos integradores.

Por tal motivo, la Dirección de Planificación estima que a nivel presupuestario las plazas actuales que cubren la carga de trabajo actual, se mantienen con las mismas categorías, hasta tanto no se definan los perfiles. 

Con base en lo anterior, se recomienda acoger parcialmente la reconsideración planteada en el punto 1 en relación con que incorpora dentro del informe final para conocimiento del Consejo Superior, lo siguiente:

1. Se incluye en el informe lo indicado por el equipo de personas juzgadora en relación a la existencia de “17 plazas son ocupadas por varones y 15 por mujeres”.

2. Se propone por parte de las Juezas o Jueces agrarios, lo siguiente: De lo anterior, es necesario, tal y como lo impone el acápite 5.4. de la Agenda 2030: "Reconocer y valorar los cuidados y el trabajo doméstico no remunerados..."; así como el 5.c en cuanto aprobar y fortalece políticas acertadas y leyes aplicables para promover la igualdad de género y el empoderamiento de todas las mujeres en todos los niveles.  Al amparo de ese cuadro normativo, es necesario que al momento de fijar las cargas de trabajo se incluya la variable de género y se visualice así como en las oportunidades de capacitación. Se debe en consecuencia establecer una carga de trabajo que pondere esa variable, en aras de reconocer los efectos de las dobles cargas de trabajo sobre las mujeres, asumiendo una medida afirmativa. Esta propuesta deberá ser analizada por parte del Consejo Superior en sesiones ordinarias.

3. Sobre las plazas del Centro de Apoyo y Coordinación a la Función Jurisdiccional:

a.  Identificar con claridad las funciones que podría realizar quienes dependen de las oficinas de Supernumerarios del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, así como las personas Juzgadoras Supernumerarias de los diferentes circuitos, con el fin de aprovechar este recurso existente. Debe además indicar expresamente si estas personas juzgadoras pueden realizar señalamientos en el campo (si no es así el motivo) o si su labor es únicamente destinada al fallo. Si este fuera el supuesto, se aclare las cuotas de la resolución de asuntos tomando en consideración que no hacen juicios, no firman proveído, no atienden personas usuarias, no manejan personal, etc. Por ello no se podría equiparar la cuota de ese Cuerpo de Jueces supernumerarios a la impuesta para quienes están en plazas ordinarias, es decir, en los diferentes Juzgados, quienes al final contamos únicamente con dos o tres días para resolver sentencias y revisar interlocutorios, pues el resto estamos haciendo juicios o audiencias fuera de la oficina. En esos dos o tres días debemos firmar proveído, atender consultas hacer juicios, recepciones de prueba en el Despacho. La persona juzgadora supernumeraria del CACMFJ cuenta con el doble o más de días hábiles para el dictado de fallo por lo que sus cuotas deben ser proporcionales a los días laborados.

b. Existen Circulares del Consejo Superior que indican la cuota mínima de autos y de sentencias que deben dictar el cuerpo de supernumerarios para todas las materias, menos para la materia agraria. Pero si existen acuerdos que indican que pueden resolver todo tipo de procesos, no solo los más sencillos. Por ello es infundado e inaceptable que todavía se afirme, equivocadamente, que solo pueden resolver asuntos sencillos. En caso de que se esté apoyando esta idea tan desigual (pues son jueces agrarios con iguales capacidades a las destacados en los Juzgados y con la misma remuneración), debe determinarse claramente que son "asuntos sencillos" y que "asuntos complejos" y las razones por las cuales una persona juzgadora que tiene la misma categoría de Juez Agrario, pero difiere en que no se desempeña en un Juzgado, sino en el Centro, no pueda conocer asuntos complejos, aun cuando cuente con los requisitos para hacerlo y hayan tenido experiencia previa resolviendo juicios agrarios de todo tipo.c. Se tuvo conocimiento que las plazas del Centro de Apoyo y Mejoramiento a la Función Jurisdiccional que atienden materia agraria no fueron creadas para este fin, sino que se asignaron en el Centro por razones particulares de las personas. Por tanto, si se requiere apoyo adicional para cumplir los planes de trabajo propuesto debe valorarse la creación de un recurso especial para eso.
Se recomienda rechazar la reconsideración planteada en el punto 2.

Se recomienda acoger parcialmente la reconsideración planteada en el punto 3en relación a que sean 8 audiencias siempre y cuando sean fuera del despacho, tomando en consideración que 5 sean de juicio y el resto para reconocimientos, medidas cautelares, entre otros que requieran visitar el campo, sin perjuicio de las audiencias que se deben realizar dentro de la oficina.
Se recomienda rechazar la reconsideración planteada en el punto 4.
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Por su parte el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional (CACMFJ) presenta reconsideración planteada mediante oficio 229-CACMFJ-JEF-2019 del 22 de mayo del 2019, suscrito por la señora Maricruz Chacón Cubilo, Directora a.í de ese Centro, respecto al acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión extraordinaria 44-19 (Presupuesto 2020), celebrada el 16 de mayo del año en curso, artículo I, referente al estudio de Requerimiento de Recurso Humano 630-PLA-RH-MI-2019 Impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial a partir de la promulgación del Nuevo Código Procesal Agrario para el 2020, Ley 9609. En esta oportunidad se dispuso lo siguiente:
“…Se acordó: 1) Aprobar el informe 630-PLA-RH-MI-2019 y sus recomendaciones, excepto la recomendación  5.1 que corresponde a una plaza de Técnico Administrativo 2, ya que se deberá atender la labor con recursos ordinarios de la Defensa Pública, específicamente con recurso que se brindó para administrar los recursos del Fondo de Materia Laboral para lo cual también deberá contar con la colaboración del Departamento de Financiero Contable. Lo anterior, ya que es necesario esperar a visibilizar el impacto real de la carga de trabajo; producto de la entrada en vigencia de la reforma procesal agraria. 2) Adicionar en el anteproyecto de presupuesto para los temas de capacitación: a) 100millones para sustituciones, b) los recursos que se requieran para el pago viáticos a las personas que se capacitan, c) el recurso humano necesario administrativo que se requiera para organizar la capacitación lo deberá  cubrir la Escuela Judicial con su personal ordinario. 3) Deberá la Dirección Tecnología de Información terminar de solventar la necesidad del equipo de cómputo para la Jurisdicción Agraria con el equipo institucional que se dispone con ello se lograría que en este año 2019 se distribuya a la judicatura, solamente deberá valorar algún soporte o protector para el equipo de cómputo para brindar mayor seguridad en el traslado del equipo a la persona juzgadora.
Este acuerdo fue comunicado mediante oficio 73-CSP-19 del 17 de mayo del 2019 al Dr. Luis Guillermo Rivas, Coordinador de la Comisión Agraria, al Máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora Proyecto Implementación del Código Procesal Agrario, Dirección Ejecutiva, Departamento Financiero Contable, Dirección de Tecnología de Información, Escuela Judicial, Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, Tribunal Agrario, Juzgado Agrario II Circ. Jud. San José, Juzgado Agrario I Circ. Jud. Alajuela, Juzgado Agrario II Circ. Jud. Alajuela (San Carlos), Juzgado Civil y Trabajo II Circ. Jud. Alajuela, sede Upala, Juzgado Agrario III Circ. Jud. Alajuela (San Ramón), Juzgado Agrario Cartago, Juzgado Civil, Trabajo y Agrario Turrialba, Juzgado Agrario I Circ. Jud. Guanacaste (Liberia), Juzgado Agrario II Circ. Jud. Guanacaste (Santa Cruz), Juzgado Civil y Agrario Puntarenas, Juzgado Agrario I Circ. Jud. Zona Sur (Pérez Zeledón), Juzgado Civil, Trabajo y Familia Buenos Aires, Juzgado Agrario II Circ. Jud. Zona Sur (Corredores), Juzgado Agrario I Circ. Jud. Zona Atlántica (Limón), Juzgado Agrario II Circ. Jud. Zona Atlántica (Pococí), Licda. Silvia Navarro Romanini y a la Secretaria General de la Corte. 

En esta reconsideración la señora Maricruz Chacón Cubillo, plantea lo siguiente:

1.

“…Al respecto, se informa que el CACMFJ ha brindado apoyo y seguirá colaborando con los asuntos pendientes de fallo en los diferentes juzgados agrarios del país, de acuerdo con indicadores elevados de los juzgados y recomendaciones de la jueza Damaris Vargas Vásquez. Actualmente se brinda colaboración con el Juzgado Agrario del II Circuito Judicial de San José y próximamente al Juzgado Agrario de Puntarenas.

En cuanto a la ampliación de los planes de trabajo en la parte de trámite, el Consejo Superior en sesión N°17-2015 celebrada el 26 de febrero del 2015, artículo XX, establece que la ayuda que brinda el Centro a través de la modalidad a distancia es exclusivamente para expedientes judiciales que se encuentran listos para fallo…”

Respuesta por parte de la Dirección de Planificación.

Según el análisis del Cuadro 20 del informe 630-PLA-RH-MI-2019, se indica: 

“La información suministrada sobre el comportamiento del circulante por fase de proceso evidencia que la fase de demanda es en la que se acumulan la mayoría de los expedientes de la Jurisdicción Agraria, la cual equivale a un 56% del total del circulante en trámite, donde es de importancia promover, en lo posible, el movimiento de dichos expedientes a otras fases del proceso. La siguiente fase más representativa es la demostrativa, equivalente a un 26% del total del circulante analizado; seguido por la conclusiva que representa el 13% y por último la ejecución con un 5%.”

“…Los números mostrados evidencian la necesidad de aumentar la tramitación con la finalidad de mover los expedientes a otras fases del proceso para lograr brindar respuesta a las personas usuarias. …”

Es por esta razón que se indica lo siguiente:

“…Los datos mostrados anteriormente, recalcan la necesidad de que los planes de descongestionamiento que se realicen en materia Agraria deben enfocarse en, atacar el circulante de forma que este inicie a moverse de forma más rápida a través de las distintas fases del proceso para llegar a fase de juicio y ejecución.  Lo anterior es un punto relevante para el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, para que amplíe los planes que realiza en reducción del pendiente de fallo con apoyo en el trámite…”

Lo anterior, se establece, tomando en consideración que Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, es el ente encargado del seguimiento y control de los despachos jurisdiccionales, tanto a nivel de las personas técnicas judiciales como el personal juzgador.

Ahora bien, se coincide con el CACMFJ en que la ayuda que brindan a través de la modalidad a distancia es exclusivamente para expedientes judiciales que se encuentran listos para fallo, esto en el caso del personal juzgador asignado.
Sin embargo, es importante indicar que las Juezas o Jueces de la Jurisdicción Agraria, en reunión sostenida el pasado 15 de mayo, han solicitado que esta colaboración, también se amplíe a reconocimientos judiciales, informaciones posesorias y otras tareas, de forma que el personal juzgador de cada despacho, maximice el tiempo en el estudio de los casos complejos que tienen mantienen del circulante activo del despacho, lo cual es sometido a consideración del Consejo Superior.

Adicionalmente, las Juezas y Jueces de la Jurisdicción Agraria, han indicado lo siguiente en el oficio Oficio 01-2019, como parte de las observaciones al informe preliminar, puesto en consulta (481-PLA-RH-MI-2019):

“…Es importante identificar con claridad las funciones que podría realizar quienes dependen de la oficinas de Supernumerarios del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, así como las personas Juzgadoras Supernumerarias de los diferentes circuitos, con el fin de aprovechar este recurso existente. 
Debe además indicar expresamente si estas personas juzgadoras pueden realizar señalamientos en el campo (si no es así el  motivo) o si su labor es únicamente destinada al fallo. Si este fuera el supuesto, se aclare las cuotas del resolución de asuntos tomando en consideración que no hacen juicios, no firman proveído, no atienden personas usuarias, no manejan personal, etc. Por ello no se podría equiparar la cuota de ese Cuerpo de Jueces supernumerarios a la impuesta para quienes están en plazas ordinarias, es decir, en los diferentes Juzgados, quienes al final contamos únicamente con dos o tres días para resolver sentencias y revisar interlocutorios, pues el resto estamos haciendo juicios o audiencias fuera de la oficina. En esos dos o tres días debemos firmar proveído, atender consultas hacer juicios, recepciones de prueba en el Despacho. La persona juzgadora supernumeraria del CACMFJ cuenta con el doble o más de días hábiles para el dictado de fallo por lo que sus cuotas deben ser proporcionales a los días laborados.
Existen Circulares del Consejo Superior que indican la cuota mínima de autos y de sentencias que deben dictar el cuerpo de supernumerarios para todas las materias, menos para la materia agraria.

Pero si existen acuerdos que indican que pueden resolver todo tipo de procesos, no solo los más sencillos.  Por ello es infundado e inaceptable que todavía se afirme, equivocadamente, que solo pueden resolver asuntos sencillos. En caso de que se esté apoyando esta idea tan desigual (pues son jueces agrarios con iguales capacidades a las destacados en los Juzgados y con la misma remuneración), debe determinarse claramente que son "asuntos sencillos" y que "asuntos complejos" y las razones por las cuales una persona juzgadora que tiene la misma categoría de Juez Agrario, pero difiere en que no se desempeña en un Juzgado, sino en el Centro, no pueda conocer asuntos complejos, aún cuando cuente con los requisitos para hacerlo y hayan tenido experiencia previa resolviendo juicios agrarios de todo tipo.
Lo anterior, deberá ser sometido a consideración del Consejo Superior, en atención a la reconsideración de las Juezas o Jueces agrarios.

2. 

 “…
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Fuente: Elaboracion propia con base en datos del sistema SIGMA y Anuarios
Judiciales, Subproceso de Modernizacién,

Como se muestra el cuadro anterior, el Tribunal tiene la capacidad de terminar tanto la
carga de trabajo entrante como parte del circulante, reduciendo hasta un 10% su circulante
en el 2017 en comparacion con el 2018,




Se mencionan los datos del SIGMA del año 2018, no obstante, en el cuadro N°9 no se visualiza la estadística de ese año…”

Respuesta por parte de la Dirección de Planificación.

Los datos referentes al año 2018 se pueden observar en el subsiguiente, cuadro 10, del informe 630-PLA-RH-MI-2019. 
3.

“…
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18.

Ante ello, se propone reforzar con vehiculos y choferes a las siguientes
Administraciones Regionales: San Ramén, Cartago. Goicoechea, Pérez Zeledon,
Puntarenas y San Carlos. En el caso de Turrialba y Limén no se requicre el vehiculo,
si los costos asociados 2 mantenimiento de un vehiculo y su chofer.

reforzar con vehiculos y choferes a las siguientes Administraciones Regionales: San
Ramon, Cartago, Goicoechea, Limon, Turrialba, Pérez Zeledon, Puntarenas y San
Carlos. Sin la dotacion de estos vehiculos no se tendria la capacidad operativa para
brindar el servicio requerido por los Juzgados Agrarios, segin la compilacion de
informacion respecto al servicio de transporte brindado a las funcionarias y los
funcionarios que tramitan la materia Agraria en los circuitos judiciales.




La idea en la redacción no es clara…”

Respuesta por parte de la Dirección de Planificación.
En relación a los puntos 17 y 18 del apartado “IV. Elementos Resolutivos” del informe, se aclara en el apartado “3.13. Valoración de las necesidades de vehículos” de este mismo informe 630-PLA-RH-MI-2019, según se cita a continuación:

“…Se propone reforzar con vehículos y choferes a las siguientes Administraciones Regionales: San Ramón, Cartago, Goicoechea, Limón, Turrialba, Pérez Zeledón, Puntarenas y San Carlos. 

Sin embargo, en correo remitido a esta Dirección el pasado 29 de marzo, 2019, por la Dirección Ejecutiva, se indica lo siguiente (ver anexo 21):

En atención a lo conversado en cuanto al presupuesto de vehículos para la reforma Agraria para el año 2020, específicamente en el caso de Turrialba, Puntarenas y Limón; una vez consultadas las respectivas Administraciones y valorados los casos con doña Ana Eugenia Romero y doña Dinorah Álvarez, me permito indicarle lo siguiente: 

Turrialba: dado que en el presupuesto ordinario 2020 se incluyó un vehículo para la Administración de esa localidad, se puede excluir del presupuesto 2020 el vehículo que se contempló en el plan para Agrario. No obstante, se deben mantener todos los demás rubros (combustible, mantenimiento, etc.), incluido el chofer.

Puntarenas: en el presupuesto 2020 ordinario se tiene contemplado un vehículo para esa Administración; sin embargo, dadas las necesidades de ese circuito judicial, se debe mantener también el vehículo contemplado para Agrario, así como todos los demás rubros incluidos en la estimación (chofer, combustible, mantenimiento, etc.).

Limón: dado que en el presupuesto ordinario 2020 se incluyó un vehículo tipo microbús para la Administración de esa localidad, se puede excluir del presupuesto el vehículo tipo pick up que se contempló en el plan para Agrario, ya que al adquirirse la microbús la Administración podrá separar uno de sus vehículos actuales para atender a la materia Agraria. No obstante, se aclara que en este caso se deben mantener en el presupuesto para Agrario todos los demás rubros (combustible, mantenimiento, etc.), incluido el chofer

Por lo anterior, se debe de reforzar con vehículos y choferes a las siguientes Administraciones Regionales: San Ramón, Cartago, Goicoechea, Pérez Zeledón, Puntarenas y San Carlos. En el caso de Turrialba y Limón no se requiere el vehículo, si los costos asociados a mantenimiento de un vehículo y su chofer.

Sin la dotación de estos vehículos no se tendría la capacidad operativa para brindar el servicio requerido por los Juzgados Agrarios, según la compilación de información respecto al servicio de transporte brindado a las funcionarias y los funcionarios que tramitan la materia Agraria en los circuitos judiciales.”

Con base en lo anterior, se recomienda rechazar la reconsideración planteada, y por lo tanto mantener lo dispuesto por el Consejo Superior en la sesión extraordinaria 44-19 celebrada el 16 de mayo del año en curso, artículo I.

Anexo
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Manifiesta la integrante Sara Castillo Vargas que se deberá analizar en las sesiones de presupuesto en Corte Plena, la propuesta de ampliación de competencias, señalando textualmente: “…por considerar válida la argumentación que hace el conglomerado de personas juzgadoras, especialmente en lo que respecta a que las competencias son dadas por ley, así como el principio de juez natural. Estimo que el tema requiere mayor análisis jurídico.”

Manifiesta el Sr. Presidente, Magistrado Cruz Castro: “Considero que se debe analizar con mayor detenimiento la propuesta de competencia territorial que establece la entrada en vigor de la reforma procesal agraria. Por tanto, este tema requiere un mayor análisis jurídico.   Debe existir mayor participación de todos los miembros de la judicatura agraria.”

-0-
Se acordó:1) Tener por rendidos los argumentos expuestos  por la Dirección de Planificación en relación a las reconsideraciones presentadas por las personas Juzgadoras en materia Agraria  y el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdicción (CACMFJ). Se aprueba: a-Se debe incorporar en el informe, en la parte de estructura organizacional, la siguiente aclaración: “17 varones y 15 mujeres”, b-La propuesta de cargas de trabajo realizada por las Juezas o Jueces agrarios, en donde se considere la variable género, se deberá remitir directamente al Consejo Superior, por parte del grupo de personas juzgadoras para su análisis respectivo, dentro de las sesiones ordinarias de este Consejo Superior, esto debido al impacto a nivel institucional que pudiese representar la propuesta. c-Las funciones y metodología de trabajo de las Juezas o Jueces agrarios actuales del CACMFJ, deberán mantenerse según su condición laboral, esto por cuanto el traslado de estas plazas al CACMFJ, contemplaba condiciones laborales específicas, por lo que, para reforzar la materia Agraria en planes de descongestionamiento de los diferentes despachos, se debe incorporar al anteproyecto de presupuesto dos plazas de Juez 3 itinerantes con competencia a nivel nacional, de forma extraordinaria, adscritos al CACMFJ, con el perfil competencial dado para este tipo de plaza (Juez 3 Agrario), por un monto adicional de ₵118.078.0968,76. d- La propuesta de equilibrio de cargas de trabajo a nivel nacional, en donde se plantea una posible ampliación de competencia territorial, para los despachos que mantienen mayor capacidad instalada en materia agraria, se remite a Corte Plena, como parte del anteproyecto de presupuesto, quién en última instancia es quién tiene la potestad de aprobarlo, se aclara que dicha propuesta para su debida ejecución en caso de aprobarse por Corte Plena deberá proponerse ejecutar mediante un plan de trabajo que deberá contener todas las variables necesarias para su implementación. e- En otros ejercicios presupuestarios de análisis de contenido de impacto de reformas legales no se contempló el rubro de recalificación de puestos a nivel de judicatura, sin embargo, deberá la Dirección de Gestión Humana, como ente técnico responsable realizar el estudio para posteriormente incorporar los recursos en caso de requerirse.
ARTÍCULO XXIII
Se conoce reconsideración planteada mediante oficio 028-OPO/UAOIP-2019 del 22 de mayo el 2019, suscrito por Walter Espinoza Espinoza, Director General, Organismo de Investigación Judicial, respecto al acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión extraordinaria 42-19 (Presupuesto 2020), celebrada el 9 de mayo del año en curso, artículo II, referente el estudio de Requerimiento de Recurso Humano 609-PLA-RH-MI-2019, sobre la Creación y Reforzamiento de las Oficinas de Anticorrupción.  En esta oportunidad se dispuso lo siguiente:
“Se acordó:1)Aprobar el informe de requerimiento humano 609-PLA-RH-MI-2019 y sus recomendaciones con la aclaración de que en la recomendación No.5.5.39 del informe propuesto por la Dirección de Planificación no se debe leer como la imposición de cambiar la política de persecución, sino que se sugiere a la Fiscalía General ajustar la Política de Persecución Penal de la Fiscalía de Probidad, Transparencia y Anticorrupción por una metodología de trabajo más proactiva, innovadora en búsqueda de nuevos focos de criminalidad con gran impacto en el país. 2) Por las limitaciones en el crecimiento del presupuesto ordinario del Poder Judicial se aprueba el escenario número tres, el que consiste en: a) la conformación inmediata de la Sección de Anticorrupción y Delitos Económicos y Financieros en el Organismo de Investigación Judicial con el reforzamiento de ocho plazas nuevas, b) la Fiscalía General se distribuye con recursos existentes, c)la Oficina de Cumplimiento y Apoyo de la Comisión de Transparencia se propone crear con tres plazas nuevas. 3) Deberá la Dirección Ejecutiva revisar los recursos de alquileres propuestos por el Organismo de Investigación Judicial para analizar la posible remodelación y redistribución de los espacios físicos existentes. 4) Solicitar a las Magistradas Nancy Hernández y Patricia Solano, coordinadora en su momento de la Comisión de Transparencia y coordinadora actual de la Comisión de Transparencia, respectivamente se refieran a la ubicación jerárquica de la nueva oficina de Cumplimiento y Apoyo de la Comisión de Transparenciacomo parte de la Estructura orgánica del Poder Judicial. 5) Este informe debe ser remitido para conocimiento de la Corte Plena.”

Este acuerdo fue comunicado mediante oficio 63-CSP-19 del 15 de mayo del 2019 a la Máster Nancy Hernández López, Coordinadora de la Comisión de Transparencia Institucional en su momento y Licenciada Patricia Solano Castro, Coordinadora de  la Comisión de la Jurisdicción Penal y Coordinadora de la Comisión de Transparencia Institucional actualmente,  asimismo se remitió copia a las siguientes oficinas: Presidencia de la Corte, Despacho de la Presidencia, Dirección del Organismo de Investigación Judicial, Secretaria General del Organismo de Investigación Judicial, Fiscalía General de la República, Dirección Ejecutiva, Dirección de Gestión Humana, Departamento de Investigaciones Criminales, Licda. Silvia Navarro Romanini y Secretaria General de la Corte. 

En esta reconsideración el señor Walter Espinoza Espinoza, Director General, Organismo de Investigación Judicial, plantea lo siguiente:

1.“..En primera instancia debo esclarecer que la fusión de la Sección de Investigación de Turno Extraordinario (SITE) y la Sección de Inspecciones Oculares (SIORI) es una iniciativa propia del Organismo de Investigación Judicial para afrontar el aumento de denuncias que se ha tenido.

Por otro lado, es conveniente esclarecer que este Organismo no es responsable que los estudios de Planificación sobre esta temática, haya sobrepasado los 36 meses (3 años) para ser contestados. El presente estudio se solicitó para paliar cargas de trabajo excesivas del personal de Robos y Hurtos, Asaltos, Robo de Vehículos, Delitos Varios y Fraudes entre otros. Es del caso hacer mención, que en ningún momento en la solicitud de fusión se habló de la Sección de Anticorrupción.  Lo anterior, debido a que para el año 2016 no se tenía previsto abrir una nueva sección.

Dentro de una responsable gestión policial, lo primero que se debe abordar es el faltante de personal en esas secciones y en toda la Policía Judicial. Disponer de las plazas de investigación de SITE y SIORI constituye un debilitamiento a las labores del Organismo, pues en el pasado las plazas con las que se formó el SITE fueron obtenidas de secciones del Departamento de Investigaciones Criminales y devolver este recurso a este Departamento es una deuda histórica, ya que fueron sacrificadas varias oficinas con disminución de personal para conformar el SITE.

Según se desprende de la vista realizada recientemente ante el Consejo Superior, acerca de la fusión SITE-SIORI, existe un error de interpretación por parte de esa Dirección, al indicarse que, con ocasión de esa unión las jefaturas que resultaban sobrantes pudiesen pasar a otras secciones que se querían hacer como la separación de Robos y Hurtos, la de bienestar ambiental y la sección de anticorrupción, de esto último estamos claros y conformes, pero hasta ahí ese alcance.

El siguiente gráfico muestra el aumento sostenido de las denuncias que ingresan al OIJ.  No obstante, conviene al caso hacer mención, que la cantidad de personal con que se ha dotado al Organismo en los últimos años no ha sido consecuente con el incremento experimentado, motivo por el cual se requiere de soluciones que vengan a atacar eficazmente la problemática que ha venido enfrentando esta policía, debido a la carencia de recurso humano.…”

“…Por otro lado, llama la atención que al día de hoy el Consejo Superior no ha determinado cual será el futuro de la fusión SITE-SIORI, especialmente si tomamos en consideración que se quiere disponer de recursos que les hacen falta a las demás secciones de investigación, como respuesta a otra necesidad visualizada por parte de la Corte Plena, cual es la creación de una Sección de Anticorrupción, y peor aún valorando un escenario futuro e incierto.

Se considera que no resulta la mejor técnica de análisis, contar con un recurso que se sabe incierto, ya que dependerá en buena medida de lo que resuelva el Consejo Superior respecto a los horarios de OIJ, sea que en la actualidad existe una divergencia entre esta Dirección General y un sindicato para determinar los roles de trabajo de la Policía Judicial.

Se desconoce si se va aceptar el escenario de 4 días trabajados y 2 de descanso, otra opción puede ser que se mantengan los 2 días trabajados y 2 de descanso, o si por el contrario se pasa a un rol de 8 horas, siendo que dependiendo del resultado que se obtenga puede sobrar algún personal que desde como hace ya tres años se tiene comprometido y que vendrá a reforzar varias secciones del Departamento de Investigaciones Criminales o por el contrario, si se toma otra decisión como la de trabajar solo 8 horas, más bien se tendría que dotar al OIJ con casi 150 plazas de investigación de más, para que cubran los turnos de oficialía de guardia en todo el país.

De ser así y se desvíen los recursos que se tienen previstos desde hace tres años para que coadyuven a paliar en parte la pesada carga de trabajo del Departamento de Investigaciones Criminales, la pregunta que surge es ¿Tendría que esperar OIJ otros tres años para que nos hagan un estudio de cargas de trabajo siendo que en la actualidad se tiene un faltante de 200 investigadores debido al incremento de denuncias, según el gráfico 1?.

Evidentemente, tomar los recursos que se tenían previsto para reforzar otras secciones de OIJ resulta un agravio para todo el personal, que durante muchos años han soportado una carga laboral pesada y que no han sido visibilizados por parte de la Dirección de Planificación durante muchos años. Para muestra, pueden ver que los estudios de vacaciones realizados y por los cuales el Consejo Superior aprobó la creación de Plazas Supernumerarias para el OIJ, es impresionante en comparación con otros entes del Poder Judicial, lo que deviene en problemas de salud mental y física, esto por mantener una constante labor que lo único que representa es acumulación de vacaciones para el personal de este Organismo, sin un crecimiento óptimo en su planilla. 

Se debe aclarar, que el emprendimiento de solicitar la creación de una sección de Anti-Corrupción, nace en el seno de la Corte Plena de forma unánime y unilateral. El Organismo de Investigación Judicial no fue parte directa de esa decisión, pero sí debe sufrir las consecuencias de las recomendaciones fuera de lugar de una Dirección de Planificación que tiene claro la motivación de la fusión de SITE-SIORI y conociendo esto desvía esos recursos…”

En atención a lo expuesto, la Dirección de Planificación considera que:

Primeramente, se debe indicar que mediante oficio 0667-DICR-2016 la Dirección General del OIJ, presentó al Consejo Superior un informe denominado “Rediseño del Departamento de Investigaciones Criminales”, en el cual se plantea primeramente la fusión de las secciones de Investigación de Turno Extraordinario (SITE) y la de Inspecciones Oculares y Recolección de Indicios (SIORI), la segregación de la Sección de Robo y Hurtos y asumir la Unidad de Vínculos Criminales que en su momento se encontraba adscrita la Oficina de Planes y Operaciones, en ese se indicó que de realizarse la fusión de SITE-SIORI las jefaturas de Jefe de Investigación 3 provenientes de la Sección de Investigación de Turno Extraordinario serían distribuidas de acuerdo a las necesidades que se presentan. Por lo que, esta Dirección no realizó una mala interpretación de que ese recurso que se iba a distribuir de acuerdo con las necesidades que actualmente presenta el Organismo.

Por otra parte, se debe indicar que a raíz de que la Dirección de Planificación tenía una serie de solicitudes del Organismo de Investigación Judicial, pendientes de atender, se realiza una compilación de necesidades y se formula el Proyecto denominado “Rediseño de Estructuras Organizacionales del OIJ”, donde se estableció la priorización de atención de esta necesidades por parte de la Dirección del OIJ, siendo esta: en la Primera Etapa del Proyecto: El estudio en SITE-SIORI, El estudio de la separación de la Sección de Robo y Hurtos, el estudio de la Unidad de Anticorrupción de la Sección de Fraudes, en una Segunda Etapa se atendería el Departamento de Medicina Legal y el Departamento Laboratorio de Ciencias Forenses, (estos últimos de la Segunda Etapa se encuentra en proceso)

Por lo anterior, esta Dirección mediante oficio 1509-PLA-2018/361-MI-18 del pasado 14 de diciembre, fue puesto en conocimiento del Máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial, de la Máster Roxana Arrieta Meléndez, Director a.i. de Gestión Humana y de la Máster Kattia Morales Navarro, Directora de Tecnología de Información.   Como respuesta se recibió oficio 33-DG-2019, por parte de la Dirección General del OIJ. 

Finalmente, con oficio 324-PLA-MI-2019 se presenta al Consejo Superior el informe definitivo correspondiente al estudio de Rediseño relacionado con la Fusión de SITE-SIORI, conocido en sesión 24-19 del 15 de marzo 2019, art LXXI donde se acordó: 
“…1.) De previo a resolver, convocar a una reunión en hora y fecha que oportunamente se les comunicará a los Directores de Planificación, Jurídica y del Organismo de Investigación Judicial, así como al Sindicato Asociación Nacional de Investigadores en Criminalística, para que expongan las opciones y escenarios posibles por cada una de las Direcciones. 2.) Comunicar al Director General del Organismo de Investigación General del Organismo que virtud de lo acordado en el inciso anterior, deberá suspender la implementación de los nuevos horarios correspondientes a las oficinas del Organismo de Investigación Judicial, hasta tanto este Consejo resuelva lo correspondiente…”

Posteriormente, en la reunión sostenida con el Consejo Superior el pasado 24 de abril del 2019, se acordó estar conforme con la fusión de SITE y SIORI y que la Dirección del OIJ remitiría a ese Consejo, de donde se tomaría el recurso de Jefe de Investigación 1 que falta para conformar la estructura propuesta por la Dirección del OIJ, en caso de mantenerse el horario con el que actualmente laboran las secciones en cuestión (2X2). 

Por otro lado, es importante aclarar que de aprobarse el horario de 4x2 no se requiere de más recurso para conformar la estructura organizacional propuesta, en ese caso el personal que se dispondría para ser redistribuido es mayor.

Por otra parte, si bien es cierto que el Consejo Superior no ha definido el horario en que laborarán la nueva sección, esta Dirección realizó las propuestas tomando en consideración ambas posibilidades de horario, sea el 2x2 (actual) y el 4x2, ya que es importante recordar, que de manera independiente el escenario de horario que se apruebe, solo el hecho de la fusión de SITE y SIORI, se tienen plazas que podrán distribuidas, según las necesidades institucionales y entre estas, el reforzamiento de la Sección Especializada de Anticorrupción, ya que según lo dispuso la Corte Plena el tema de anticorrupción es prioridad institucional,  por lo que, para realizar el análisis de la redistribución del personal se consideraron las plazas que eventualmente quedarían disponibles con el horario actual, esto con la finalidad de plantear escenarios ajustados a la realidad.

Es importante aclarar que parte de las recomendaciones del Rediseño de SITE y SIORI, contenidas en el informe 324-PLA-MI-2019, se tiene lo siguiente:

…

“7.    El personal que no conformará la nueva Sección, estará a disposición de la Dirección del Organismo de Investigación Judicial, posteriormente será valorado en las necesidades que ha planteado el OIJ al Consejo Superior.  
12.   Valorar a partir de un informe técnico el traslado de personal de experiencia a otras secciones del Departamento”.

En reunión con el Consejo Superior del 24 de abril del presente año, fue analizado el informe de SITE-SIORI en el que inicialmente  en la sesión de trabajo  se visualizó la propuesta del OIJ como más viable, encomendó al Director del OIJ presentar propuesta directamente al honorable Consejo Superior sobre la asignación de las plazas de Jefe de Investigación 1 faltantes  para completar la estructura, por lo que en el siguiente cuadro se logra observar el excedente de personal de la fusión de SITE-SIORI; 
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Fuente: Subproceso de Modernización Institucional.

Tal como se observa en el cuadro anterior de mantenerse el horario 2X2 el excedente de personal sería de ocho plazas, mientras que de aprobarse el 4X2 quedaría un excedente 26 plazas.  Sin embargo, el tema del horario está todavía en definición por el Consejo Superior.

 

En cuanto a la creación de la Sección de Anticorrupción, Delitos Económicos y Financieros, esta Dirección previo a la solicitud de Corte Plena, ya ejecutaba la solicitud planteada por el Organismo de Investigación Judicial sobre la importancia de equiparar la estructura organizacional que actualmente tiene el Organismo para la atención de casos de corrupción en relación con los recursos otorgados al Ministerio Público, según acuerdo de sesión de Consejo Superior 65-12 del 17 de julio del 2012, artículo XLII y sesión de Consejo Superior 89-12 del 9 de octubre 12, artículo XLVI.

Aunado a lo anterior, y como indicó la Dirección del OIJ, en sesión de Corte Plena 9-19 del 4 de marzo artículo XX, se acordó:

“…2.3.2)Declarar de interés institucional la creación de la Sección Especializada en materia de Corrupción del Organismo de Investigación Judicial, para lo cual la Dirección de Planificación en un plazo no mayor a un 1 mes contado a partir  del día siguiente al comunicado de este acuerdo, analizará la propuesta que se adjunta (oficio UAOIP-OPO-2019) enviada por el Organismo de Investigación Judicial, que contiene un estudio sobre los requerimientos de ese Organismo para la creación de una Sección de Anticorrupción o el fortalecimiento de otras secciones especializadas que ya cuenta ese Organismo y que coadyuvan en la atención de casos de investigación en temas de corrupción con el Ministerio Público. En ese sentido se adjunta el informe N° 006-UAOIP/OPO-2019 de la Dirección General del referido Organismo como apoyo para este estudio…”
Por todo lo anterior, la Dirección de Planificación presentó el oficio 609-PLA-RH-MI-2019 donde se establecen tres escenarios, el primero propuesto por la Dirección del OIJ con todo el requerimiento para la creación de la nueva estructura, el segundo y tercer escenarios planteados por la Dirección de Planificación, siendo el tercero el más austero y una posible solución, debido a la situación económica que atraviesa el país y las medidas de contención del gasto público, igualmente partiendo de la necesidad urgente y prioritario de dar paso a la creación de la Sección. 

2.“…El Organismo de Investigación Judicial está más que comprometido en que se forme una Sección de Anticorrupción, con los recursos necesarios para que funcione, pero no es de recibo precarizar la investigación de delitos comunes, en favor de una iniciativa loable como es la lucha contra la corrupción, pero que prácticamente no contiene recurso nuevo en lo absoluto.

El problema ha sido que no se le ha prestado la atención debida a los delitos comunes, los cuales escalan rápidamente a delitos violentos y crimen organizado sino se les investiga. Del informe brindado por la Dirección de Planificación, parece que se les ve como algo de poca monta, pero en realidad se puede tratar de la sustracción del dinero de una quincena de una pensionada, el robo del vehículo con que trabaja un campesino para sacar su cosecha, la muerte del animal que acompaña a un anciano. Solo por el hecho de que no dejen una estela de sangre y dolor, no significa que no se le debe prestar atención, todo lo contrario, este tipo de delito abarca más del 90% de los delitos del país.

En mi cargo de Director General y con las cifras aportadas en el gráfico#1, debo ser muy responsable con mi gestión, en el sentido de que, si se desea combatir la corrupción y con ello mejorar la credibilidad institucional del Poder Judicial, no podría ser a costa de los investigadores que en la actualidad soportan una sobrecarga del 50% de trabajo.

Asimismo, debo ser responsable con la opinión pública, para que en caso de que se reafirme la decisión tomada, comunicar a la ciudadanía que a pesar de lo que se pregonó con gran algarabía, el Poder Judicial no está gestando ninguna acción verdadera para combatir la corrupción, ya que en el informe 63-CSP-2019 se nos están “ordinariando” plazas de perito auditor, que ya de por sí el mismo Consejo Superior determinó que se ordinarizarán para el otro año y no se está dando en lo absoluto más plazas para investigar este flagelo que dos profesionales en informática, este es el recurso nuevo que se brinda para combatir algo que nos afecta a todo de manera directa. 

Del informe realizado por la Dirección de Planificación, pareciera ser que las lecciones que se debieron aprender de los diferentes grandes casos de corrupción que azotó a nuestra nación, no se han interiorizado, en donde la institucionalidad del país y con mucha mayor razón la pérdida de credibilidad y desgaste que erosionó al Poder Judicial hace poco, no caló en la forma en que se determinan las políticas de persecución penal de esta noble Institución.…”

En atención a lo expuesto, se considera que:

En primera instancia es importante aclarar que todo el recurso humano nuevo que se planteó en los escenarios del informe 609-PLA-RH-MI-2019 son plazas que se proponen asignar en condición extraordinaria, no ordinaria como se indicó por parte de la Dirección del OIJ. Sobre el particular, se debe de indicar que las plazas de Perito Judicial con permiso con goce de salario fueron asignadas para la atención de una carga de trabajo específica, sea los casos de INFOCOOP y “Cemento Chino”, por lo que por parte de la Dirección de Planificación se identificó la necesidad de que las plazas antes mencionadas se asignarán de forma extraordinaria para fortalecer la carga de trabajo general de la nueva Sección de Anticorrupción. 

Por otra parte, esta Dirección es consciente de la situación que actualmente está viviendo el país y el incremento de causas en algunos de los delitos, es por esa razón que en el informe en cuestión se plantearon tres escenarios para que las instancias superiores tomen las medidas correspondientes, con el fin de atender de una forma pronta y cumplida los delitos de corrupción. Igualmente, las propuestas radican en la urgencia de atender la solicitud planteada, ya que con los escenarios propuestos se podría dar inicio de  inmediato a la función indicada, sin detrimento de que posteriormente la Asamblea Legislativa asigne más recursos presupuestarios a la Institución, por lo tanto, no se acepta los comentarios plasmados por la Dirección del OIJ en relación al no entendimiento de las necesidades urgentes.   

3.“…Es importante que la Dirección de Planificación, entienda la importancia de hacer informes responsables que no induzcan a error a las personas que toman decisiones en el Poder Judicial al esbozar escenarios inexactos o poco realistas, exponiendo innecesariamente en este caso al Honorable Consejo Superior y a la cúpula del Poder Judicial al escrutinio público con una solución de que se está creando una Sección de Anticorrupción, con recurso humano que desde hace tres años está dispuesto para otra finalidad y no se aborde el problema de fondo. Esa apreciación de la Dirección de Planificación hace pensar que los recursos en el OIJ sobran y que se encuentran ociosos, lo cual es una afirmación indirectamente reprochable.

Esto es absolutamente inaceptable, es dilapidar el remanente de confianza que tiene el Poder Judicial en la lucha contra la corrupción, y es algo que estoy seguro de que la ciudadanía no aceptará por cuanto se está desoyendo el clamor popular de perseguir este tipo de delitos, dándole con esta respuesta la espalda a la ciudadanía.  En este escenario es preferible que la Unidad de Anticorrupción de Fraudes siga laborando como lo ha hecho hasta la fecha y la Sección de Delitos Económicos siga con su trabajo normal. (lo marcado no es parte del original)
La sola idea de conformar una sección tan importante sin los recursos suficientes y necesarios, inquieta y falla a las altas expectativas que sobre este tema han demostrado gran aplomo y solvencia moral las señoras y señores magistrados para crear un punto inflexible que signifique un antes y un después en materia de la lucha contra la corrupción.

El narcotráfico como la corrupción carcomen las bases sociales de nuestro estado de derecho que por décadas ha costado construir, se meten y permean la sociedad desde todos sus ángulos, y hemos sido testigos de la increíble penetración de las redes criminales en el corazón de la casa de la justicia con una integración vertical que resulta pasmosa. El último bastión contra la corrupción debe ser el Poder Judicial sin mayores miramientos.

La crisis fiscal que atraviesa el país, conlleva un problema de fondo que no se puede dejar pasar. Generalmente en tiempos de constricción económica, se opta por limitar o cortar los proyectos y programas sociales, así como de prevención e investigación criminal. El Informe sobre la estrategia internacional de control de drogas 2017, publicado el 2 de marzo por el Departamento de Estado de los Estados Unidos establece que: “El deterioro fiscal, el cual provoca que disminuya el presupuesto destinado para la seguridad del país, amenaza el trabajo realizado en la lucha contra el narcotráfico…”

En atención a lo expuesto, se considera que:

Se debe resaltar que Dirección de Planificación, realiza los estudios basado en la ciencia y la técnica, de manera objetiva y se utiliza metodologías de trabajo aprobadas por Corte Plena en sesión 16-15 celebrada el 27 de abril del año 2015, artículo II, denominado “Manual Metodológico Institucional para el Rediseño de Procesos”, elaborado por el Departamento de Planificación, el Centro de Gestión de Calidad (CEGECA) y la Comisión de Gestión Integral de la Calidad de la Justicia (GICA – Justicia), en la cual se utilizan herramientas ingenieriles como inventarios, muestreos, análisis de datos estadísticos, minería de datos, simulación de cargas de trabajo, análisis de funciones, que permiten los análisis cualitativos y cuantitativos de las cargas de trabajo, funciones e Indicadores de Gestión, además de la información recolectada sobre la base de las entrevistas en donde se emiten criterios técnicos jurídicos de cada una de las servidoras o servidores que conforman las distintas oficinas, logrando con ello la construcción en conjunto de propuestas de mejora en cuanto a distribución de cargas de trabajo equitativas entre el personal y las secciones del Departamento de Investigaciones Criminales, ejemplo de esto fue el estudio que se realizó en las Secciones de Investigación de Turno Extraordinario y Inspecciones Oculares y Recolección de Indicios. Por lo que es inaceptable indicar que esta Dirección induce a error al Consejo Superior y a la cúpula del Poder Judicial.  En el informe en mención se citan los diferentes escenarios para atender la labor propuesta.

Sobre este punto se toma nota de la nueva propuesta del OIJ, la cual se cita a continuación para que sea considerada por el Consejo Superior:

“…En este escenario es preferible que la Unidad de Anticorrupción de Fraudes siga laborando como lo ha hecho hasta la fecha y la Sección de Delitos Económicos siga con su trabajo normal.”
4.“…Es necesario subrayar que actualmente el Ministerio Público cuenta con la Fiscalía Adjunta de Probidad, Transparencia y Anticorrupción (FAPTA), la cual tramita de forma exclusiva de este tipo de figuras penales, contando solo en San José con más de 17 fiscales auxiliares y la figura de dos Fiscales Adjuntos en el tema, lo cual indica que el Ministerio Público duplica la cantidad de personal de investigación de OIJ, abocado en este tema, quienes a su vez delegan o presentan solicitudes de forma constante al área policial. Esto a todas luces no resulta razonable ni lógico ya que la mayoría de la carga de la investigación la lleva el OIJ.

El reconocimiento e importancia que puede tener esta futura Sección no es advertido solo por la Dirección General del OIJ sino por la misma FAPTA, la investigación debe verse como un solo equipo de trabajo y por años no ha sido así, en la entrevista al Fiscal Adjunto Anticorrupción, hace mención que para poder ejercer una mejor función en la persecución penal de estos casos requiere “Una Sección u Oficina espejo del OIJ” que pueda dar respuesta en un tiempo oportuno a las necesidades del Ministerio Público.

Estamos ante un revés a la iniciativa promovida por la Señora Magistrada Nancy Hernández, la cual fue anunciada con gran regocijo en el Foro Internacional “Independencia Judicial: Retos y oportunidades para el fortalecimiento del Estado de Derecho”, realizado el jueves 21 de marzo, en el que se contó con participación de expositores nacionales e internacionales.  En el mismo sentido, por parte de la Magistrada Patricia Solano Castro, se confirmó lo siguiente: “la creación de una Sección Especializada en materia de Corrupción del Organismo de Investigación Judicial” además se señaló, “El fortalecimiento de la labor de investigación y de la persecución penal obedece a la justificada necesidad de proveer recursos destacados y especializados para enfrentar la lucha contra la corrupción y la infiltración de injerencias indebidas y penalmente reprochables, en el aparato público que intentan desviar el interés general hacia el reconocimiento de intereses corporativos y criminales”.

Indudablemente la corrupción es un tema que ha venido visibilizándose en la palestra nacional, no solo como un sentimiento ciudadano de indignación, sino como un problema que le deja pérdidas al Estado costarricense no con menos sino con grandes sumas de dinero que terminan en favor de individuos o limitados selectos grupos en forma de coimas y sobornos. Existen diversos estudios que establecen que el costo de la corrupción equivale a una cifra de 5% del PIB (ONU, 2018).

En la entrevista que se le hace al señor Jefe de la Sección de Económicos y financieros sobre el particular, y que consta en el informe 063; el Lic. Reynaldo Velásquez Carrillo, indicó que en los últimos años se han incrementado las investigaciones ligadas a la Corrupción, en el 2017 se rindieron 56 informes y 87 informes en el 2018; y en lo que va del 2019 se han tramitado 40 casos. Además, se debe tomar en consideración que un solo caso complejo implica meses de investigación a tiempo completo. El circulante general al 20 de febrero de 2019 era de 247 casos, dentro de los cuales están pendientes de resolver cuatro asuntos de los 2017 y 23 casos del 2018, relacionados con delitos de corrupción.

Además señaló en dicha entrevista que las investigaciones han demostrado que esos actos suceden tanto en el sector público como en el privado y por su trascendencia resultan complejas (abarca el ámbito político y administrativo); además, su complejidad también refiere al volumen y búsqueda de la documentación que la compone (tributaria, aduanera, bancaria, bursátil, entre otros), así como por la variedad de órganos que intervienen; también por la diversidad de conductas a perseguir y reprimir, así como por el perfil de los involucrados, entre otro tipo de análisis económico y financiero que se debe de realiza.

Agrega que, los casos de la Trocha Fronteriza, el Cemento Chino e INFOCOOP, han requerido de plazas con permiso con goce de salario (Art 44 Ley Orgánica) para coadyuvar con estos estudios; mientras tanto el fenómeno de la corrupción no se detiene y la probabilidad de ingreso de mayor cantidad de este tipo de casos es elevada, máxime por la acción proactiva de este Organismo como del Ministerio Público. 

Lo más importante a efectos de esta réplica, es que el Lic. Velásquez Carrillo, indicó que: “la oficina no cuenta con el recurso humano y material suficiente para la atención exclusiva e inmediata en este tipo de investigaciones especiales, pues las cargas de trabajo (ocho o nueve casos por perito) y la diversidad de delitos que atienden limitan esa exclusividad (Administraciones Fraudulentas, Quiebras Fraudulentas, Tributarias, Fraudes, Estafas, Adulto Mayor, Asuntos Indígenas, entre otros, que también son voluminosos y complejos). El aumento de los casos continúa, por lo que dicha situación podría generar un posible colapso en su tramitación y por ende una afectación en la atención pronta y cumplida de los estudios”…”

En atención a lo expuesto, se considera que:

Dentro del planteamiento que se realizó en el escenario 3, para la Fiscalía Adjunta de Probidad, Transparencia y Anticorrupción no se consideró la asignación de recurso humano sino la redistribución del personal actual, quedando conformada por 45 personas, de las cuales 19 corresponden al puesto de Fiscala o Fiscal Auxiliar, para el caso de la nueva Sección de Anticorrupción, Delitos Económicos y Financieros, se recomendó que la estructura este conformada con un total de 61 plazas, de las cuales 56 estarían avocadas al peritaje e investigación. Por lo que la afirmación de que la Fiscalía duplica la cantidad de personal de investigación de OIJ, no es correcta. 

Por lo anterior es importante indicar, que con la estructura que se propone en el escenario 3 se puede contar con “Una Sección u Oficina espejo del OIJ”, toda vez que lo que se requiere es un cambio en la metodología de trabajo. 

En el siguiente cuadro se observa un comparativo de la cantidad de personal para la Fiscalía Adjunta de Probidad, Transparencia y Anticorrupción y para el OIJ por cada escenario planteado; 

	Oficina
	Escenario 1 
	Escenario 2
	Escenario 3

	Fiscalía de Probidad Transparencia y Anticorrupción 
	71
	60
	45

	Sección de Anticorrupción, Delitos Económicos y Financieros 
	92
	74
	61

	Sección de Delitos Informáticos 
	42
	9
	9

	Oficina de Planes y Operaciones 
	3
	0
	0


Fuente: Subproceso de Modernización Institucional. 

Tal como se logra observar en el cuadro anterior la nueva Sección de Anticorrupción, Delitos Económicos y Financieros para los tres escenarios planteados mantiene mayor cantidad de recurso humano en relación con la Fiscalía Adjunta de Probidad, Transparencia y Anticorrupción. 
5. “…se concluye que el escenario escogido deja al Organismo de Investigación Judicial, en una situación similar en lo que a recurso humano se refiere, situación que coadyuva a mantenernos sumidos en un panorama oscuro, con propuestas endebles que avasallan los intentos de toda la Corte Suprema de Justicia por llevar adelante un gallardo y visionario plan contra la corrupción.

Preocupa también sobremanera el hecho de que la Dirección de Planificación refiere que ya se nos otorgaron recursos en el área de Tecnología, Supervisores, Analistas Criminales, entre otros, cuando lo cierto es que estos forman parte de la creación de la Ley de Jurisdicción Contra el Crimen Organizado, siendo que como bien se sabe esto es una situación futura de la que dependen otros emprendimientos para que sea verdadero.  Lo más preocupante, es que se trata de dos materias diferentes, una de crimen organizado y otra de corrupción, por cuanto estos últimos se dispusieron para el año 2022, siendo dos situaciones completamente diferentes y es donde vemos la imprecisión de esa Dirección, en asuntos relacionados con la criminalidad nacional y las variables de esta, esto a pesar de que nos reunimos en dos ocasiones para hacerles ver la problemática y para que pudieran tener una mejor noción y visión de lo que se solicita, lo cual aparte de no ser una solicitud de esta institución, deviene en una necesidad país, que responde a las necesidades visualizadas por la Corte Suprema de Justicia para disminuir la corrupción.

Esta Dirección General agradece las muchas horas invertidas en este proyecto, sin embargo, hago de su conocimiento nuestro descontento, tomando en consideración, que el resultado de este estudio lejos de dar soluciones al país, lo que genera es un debilitamiento de la investigación tradicional de delitos y un estancamiento en la investigación de la corrupción.

En resumen, se reitera la amenaza que supone reafirmar el escenario aprobado ya que debilita la investigación de delitos comunes, prácticamente es dejar en el mismo estado actual la investigación de delitos de corrupción, la cual no es la óptima.  Se debe entender que con las plazas actuales de perito auditor no se puede obtener una justicia pronta y cumplida.  De igual forma, con los pocos recursos humanos que tiene la Unidad de Anticorrupción, para lo único que da la carga operativa es para que siga funcionando como una unidad, nunca como una sección que es lo que se pretende con mayor músculo y fortaleza.

Queda en manos del Honorable Consejo Superior, decidir si se acepta lo indicado por parte de la Dirección de Planificación, y de ser así, eventualmente realizar el ejercicio de rendir cuentas ante la ciudadanía con toda la franqueza y sinceridad de los motivos detrás del cual no se puede investigar los delitos de corrupción con la fuerza y determinación que se requiere, ya que el tema económico y contención del gasto no debería ser obstáculo, esto por cuanto este Organismo dispone de recursos suficientes para las plazas sin que esto signifique una erogación mayor de presupuesto al país en contra de los más altos propósitos de la Corte Plena por unanimidad.

Finalmente, para esta Policía Judicial resulta desgastante tener que refutar estos informes que se basan en un sesgo para crear una solución que en lugar de apoyar la investigación criminal viene a debilitarla, por lo que se deja patente nuestra más profunda disconformidad…”

En atención a lo expuesto, se considera que:

Respecto a los recursos en el área de Tecnología, Supervisores, Analistas Criminales, en el informe 609-PLA-RH-MI-2019, en el análisis del escenario 2 se indicó: 

“…Un Profesional en Informática 3: este recurso no se recomienda en vista que, dentro del informe de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada, 42-PLA-MI-2019, se contempla recurso que reforzará la Unidad Tecnológica. Por lo que, se debe esperar que entre en vigencia dicha Ley, para conocer el comportamiento de los casos que se atenderán por ese delito.

Un Auditor Supervisor y un Supervisor de Servicio OIJ: estas plazas no se recomienda su creación ya que, esta Dirección mediante informe 37-PLA-OI-2018
, analizó  los permisos con goce de salario de dos Supervisor de Servicios del OIJ y un Asesor Operativo, donde se recomendó crear dos supervisores y un asesor operativo  como plazas extraordinarias para el 2019, y así fortalecer las labores de supervisión y asesoría operativa a las unidades adscritas a la Oficina de Planes y Operación, dentro de la que se contemplan las Sección del Departamento de Investigaciones Judicial. Por tanto, ya se realizó el fortalecimiento…”
Por parte de la Dirección de Planificación se plantearon tres escenarios, el primer escenario se contempló todos los requerimientos realizados por las oficinas involucradas, sin embargo, es responsabilidad de esta Dirección realizar planteamientos alternos considerando las limitaciones presupuestarias por las que atraviesa el país, esto sin dejar de lado la importancia de la creación de la Sección de Anticorrupción, Delitos Económicos y Financieros para la atención de los delitos de corrupción. Asimismo, es importante recalcar que por parte de la Dirección de Planificación la imperante necesidad para el país de implementar  la nueva metodología de trabajo que se aplicará en conjunto con el Ministerio Público. A sido tan responsable la tarea encomendada por esta Dirección, que para dentro del escenario máximo analizado se tomó en consideración la información recibida mediante oficio 010-UAOIP-OPO-2019, ya que el informe 006-UAOIP-OPO-2019que remitió originalmente el Organismo de Investigación Judicial y que quedó plasmado en el Acuerdo de Corte Plena, contemplaba otro escenario distinto, tal y como se muestra en el siguiente cuadro, por lo que la creación del escenario máximo parte de la segunda solicitud planteada. 
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Se anexa en resumen y para mayor detalle, los tres escenarios propuestos en el informe integral, por cada ámbito y de acuerdo a su Estructura Organizacional, para atender en global el fortalecimiento en el área de Anticorrupción, esto permite visualizar el impacto global:

Cuadro

Detalle de Escenarios  para atender la Anticorrupción

Anteproyecto de Presupuesto 2020

	Oficina
	Escenario 1 Solicitud OIJ; MP, Corte Plena 4-119
	Escenario 2 (Solicitud OIJ, MP reducida-ideal)
	Escenario 3 (recurso actual)
	JUSTIFICACIÓN

	Fiscalía de Probidad Transparencia y Anticorrupción 
	71
	60
	47
	Escenario 1: Actual Fiscalía (45)+Nuevas solicitadas por MP (26)
Escenario 2: Actual Fiscalía (45) +Nuevas solicitadas por MP reducida (13)-Plazas de crimen organizado (11)+ Unidad Adm MP (2)
Escenario 3: Actual Fiscalía (45)+Unidad Adm MP (2)

	Fiscalía de Probidad ,Anticorrupción y Transparencia  ( Plazas Nuevas 2020)
	26
	13
	0
	

	Oficina de cumplimiento y Apoyo de la Comisión de Transparencia  (Nuevas 2020)
	3
	3
	3
	Escenario 1, 2 y 3: misma cantidad de plazas nuevas (3)

	Oficina de cumplimiento y Apoyo de la Comisión de Transparencia  (Nuevas 2020)
	3
	3
	3
	

	OIJ
	97
	79
	63
	Escenario 1: Actual Delitos económicos (36)+Nuevas solicitud OIJ (55)+PGSS  (6).
Escenario 2: Actual Delitos económicos (36) +Plazas Unidad de Anticorrupción (1)+Excedente fusión SITE y SIORI actual horario (6) +Nuevas solicitud OIJ reducida (29)+PGSS (6)+Auxiliar de Dpto Inv. Criminales (1)
Escenario 3: Actual Actual Delitos económicos (36)+ Actual Unidad de Anticorrupción (11)+Excedente fusión SITE y SIORI actual horario (7)+Nuevas solicitud OIJ reducida (2)+PGSS (6)+Auxiliar de Dpto Inv. Criminales (1).

	OIJ (Nuevas 2020)
	61
	38
	8
	

	TOTAL ESTRUCTURA/ESCENARIO
	171
	142
	113
	

	TOTAL PLAZAS NUEVAS/ESCENARIO
	90
	54
	11
	


Con base en lo anterior, se dejan plasmadas las observaciones recibidas y se expone lo indicado  por el Director del OIJ quien indica su descontento con el escenario aprobado e indica que “…es preferible que la Unidad de Anticorrupción de Fraudes siga laborando como lo ha hecho hasta la fecha y la Sección de Delitos Económicos siga con su trabajo normal.” 

Anexo

	N°
	Descripción 
	Documento 

	1
	Oficio 028-OPO/UAOIP-2019, remitido por Walter Espinoza Espinoza, Director General, Organismo de Investigación Judicial
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Se acordó: 1) Tomar nota de los argumentos expuestos la Dirección del  Organismo de Investigación Judicial, de las cuáles se coincide en todos sus extremos con la importancia que reviste para el Poder Judicial el reforzamiento en recursos para atender los temas de anticorrupción. 2) Tomar nota de los argumentos expuestos por la Dirección de Planificación en donde se destaca la creación de tres escenarios para dar respuesta a la solicitud de Corte Plena. 3) Mantener lo dispuesto por este Consejo Superior en sesión extraordinaria 42-19 (Presupuesto 2020), celebrada el 9 de mayo del año en curso, artículo II, referente el estudio de Requerimiento de Recurso Humano 609-PLA-RH-MI-2019, sobre la Creación y Reforzamiento de las Oficinas de Anticorrupción. Esto por las limitaciones económicas impuestas a este Poder Judicial por el Ministerio de Hacienda, de no crecimiento de plazas nuevas. 4) En caso de existir disposición política para la incorporación de recursos adicionales, se recomienda el escenario intermedio en donde se dispone tanto de las actuales estructuras más la creación de 54 plazas nuevas (38 OIJ, 3 Oficina de Cumplimiento y 13 Ministerio Público), según conformación del cuadro “Detalle de Escenarios para atenderla Anticorrupción”. 5) Este informe, así como sus propuestas se debe remitir a Corte Plena para que sean analizadas en las sesiones extraordinarias de presupuesto.

ARTÍCULO XXIV

El Consejo Directivo de la Escuela Judicial, presenta informe 038-CD/EJ-2019, de 22 de mayo de 2019, en que transcriben el acuerdo tomado en sesión ordinaria 10-2019 de 21 de mayo, artículo III, que literalmente indica:

“Oficio n°. 92-CSP-19, del 17 de mayo de 2019, del Sr. Ricardo Calderón Fernández, Prosecretario General Interino (sic), suscrito a la  Mag. Sandra Eugenia Zúñiga Morales Coordinadora, Sub-comisión Crimen Organizado,  que dice: 
Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial en la sesión extraordinaria 44-19 (Presupuesto 2019), celebrada el 16 de mayo del año en curso, que literalmente dice:

“ARTÍCULO III
La licenciada Nacira Valverde Bermúdez presenta el estudio de Requerimiento de Recurso Humano 675-PLA-RH-MI-2019. Impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial a partir de la promulgación de Ley 9481: “Creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada en Costa Rica”. Proyección de escenarios para la implementación de la Ley 9481, según acuerdo de Corte Plena, en sesión 9-19, artículo XXVIII, del 4 de marzo de 2019.

(…)
1. Escenario 3: Costos por fases según estructura reducida modificada propuesta por la Subcomisión de Delincuencia Organizada de estructura reducida y aprobada por la Corte Plena en sesión 9-19, artículo XXVIII, del 4 de marzo del 2019, con vacancia de 30 meses y con el ingreso del recurso humano de la judicatura y auxiliar de justicia durante el segundo semestre 2022 (según propuesta de la Dirección Ejecutiva para la judicatura), que implica lo siguiente:

Fase 1:
· Recurso Humano para el 2020: Cantidad de 15 plazas. Cuadro 14 (Administrativas para preparar contratación, reclutamiento y capacitación)

· Costos totales para el 2020: ₡845.615.377,00. Cuadro 15
Lo anterior, se resume de la siguiente manera:
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Fase 2:
· Recurso Humano nuevo para el 2021: Cantidad de 34 plazas. Cuadro 17

· Costos nuevos que ejecutar en fase 2 son de: ₡1.634.910.175,93. Cuadro 18

Para la ejecución de la fase 2, se requiere además los costos fijos de operación que se tienen a partir de la fase 1 (continuidad del recurso humano y gasto variable), según se muestra en el siguiente resumen:
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El Costo total para el 2021: ₡2.275.028.186,60
Fase 3: 
· Recurso Humano para el 2022: Cantidad de 386 plazas. Cuadro 20

· Costos nuevos que ejecutar en fase 3: ₡11.911.608.013,00. Cuadro 21
Para la ejecución de la fase 3, se requiere además los costos fijos de operación que se tienen a partir de las fases 1 y 2 (continuidad del recurso humano y gasto variable), según se muestra en el siguiente resumen:
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· Costos totales para el 2022: ₡13.074.929.310,16

En resumen,

Costo fase 1: ₡845.615.377,00

Costo fase 2: ₡1.634.910.175,93

Costo fase 3: ₡11.911.608.013,00
Para un total del escenario de la Subcomisión por fases, según propuesta de la Dirección Ejecutiva, con vacancia de 30 meses de ₵14.392.133.565,93

Otras recomendaciones asociadas sin distinción de los escenarios propuestos:
2. Con fundamento en el proceso de selección y reclutamiento del personal para la implementación de la JEDO, se somete a consideración incorporar tres plazas de profesional 2 (Psicólogos) al Organismo de Investigación Judicial, específicamente asignados a la Unidad de Potencial Interno UPI, dentro de la estructura reducida modificada.

3. Según criterios técnicos de la Dirección Ejecutiva, ya indicados en el cuerpo del informe, se solicita adicionar una plaza de Profesional 1 en Salud Ocupacional para la Dirección de Gestión Humana, la cual se presupuestó únicamente para el periodo de implantación de la Ley 9481.

4. Atendiendo los criterios técnicos de la Dirección Ejecutiva, ya indicados en el cuerpo del informe, se solicita incorporar una plaza de Profesional en Telemática (Profesional 1) dentro de la estructura de la Dirección de Tecnología, la cual fue presupuestada únicamente para el periodo de implementación de la Ley 9481.

5. Valorar la incorporación de una plaza de Técnico Especializado 5 (Telemática) para la Dirección de Tecnología de Información. Tal recurso únicamente para el periodo de implementación de la Ley 9481.
6. Debido a la falta de presupuesto no ha sido posible concretar las labores atinentes a las necesidades de capacitación que se deben incluir dentro del proyecto de capacitación por parte de la Escuela Judicial para atender la formación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada. Ante la aprobación de cualquier escenario se recomienda realizar la capacitación del personal en el 2020.
7. De ser aprobada la totalidad del presupuesto (costos totales) de los Escenario 0 y 2, para iniciar la implementación de la Ley 9481 en enero de 2020, se debe analizar el riesgo de no poder ejecutar la mayor parte del monto solicitado en cada una de las partidas y en tal carácter ser sancionados por la no ejecución del presupuesto. Tal es el caso (principalmente) de la partida por alquiler de edificio, proceso que como se ha mencionado es muy complejo e impediría su ejecución.
A Gestión Humana:
8. En relación con la plaza de Gestor de Capacitación 1 asignada al Organismo de Investigación Judicial, de acuerdo a lo planteado, se somete a consideración la valoración del perfil del puesto por parte de Gestión Humana a fin de determinar si corresponde a Gestor de Capacitación 1 o Gestor de Capacitación 3.

9. Ante la ausencia de aprobación de los perfiles competenciales por parte del Consejo de Personal de la Dirección de Gestión Humana no ha sido posible iniciar con el proceso de elaboración y publicación de los carteles de convocatoria de personal, revisión de requisitos, conformación de banco de elegibles y demás aspectos de seguimiento en el proceso de selección y reclutamiento de personal. Por lo anterior, se recomienda la definición de tales perfiles en el periodo 2019-2020 a fin de iniciar con la capacitación del personal en el 2020.

10. Si bien es cierto, se había fijado un monto de dos mil millones de colones (₵2.000.000.000,00) por concepto de sobre sueldo, como incentivo salarial que se debe otorgar al recurso humano que atenderá los casos de Delincuencia Organizada, no existe a la fecha un criterio técnico de la Dirección de Gestión Humana, por lo que se recomienda valorar en el periodo 2019-2020 el monto real y oportuno a pagar, para iniciar los procesos de reclutamiento y selección durante el 2020, una vez definido el tema de pagos y perfiles competenciales.
-0-
Se acordó: 1) Aprobar el informe 675-PLA-RH-MI-2019. 2) Por las limitaciones en el crecimiento del presupuesto ordinario del Poder Judicial se aprueba el escenario número tres.”.

En virtud de que se debe cumplir con plazos previamente establecidos, a partir de la fecha de entrega de este documento tiene dos días hábiles para plantear las reconsideraciones que estime pertinentes, las cuales tienen que ser presentadas ante la Dirección de Planificación, en la siguiente dirección electrónica: 
-0-
…
SE ACUERDA: El Consejo Directivo de la Escuela Judicial toma nota, de lo anteriormente acordado. ACUERDO FIRME.”
-0-

Se adjunta informe: 

[image: image72.emf]”

-0-

Se acordó: Tomar nota del comunicado realizado por el Consejo Directivo de la Escuela Judicial.
ARTÍCULO XXV
Se conoce reconsideración planteada mediante oficio 029-OPO/UAOIP-2019 del 22 de mayo de 2019, suscrito por el Máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial, respecto al acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión extraordinaria 44-19 (Presupuesto 2019), celebrada el 16 de mayo del año en curso, artículo III, referente al Impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial a partir de la promulgación de Ley 9481: “Creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada en Costa Rica”.  En esta oportunidad se dispuso lo siguiente:
“…Se acordó: 1) Aprobar el informe 675-PLA-RH-MI-2019. 2) Por las limitaciones en el crecimiento del presupuesto ordinario del Poder Judicial se aprueba el escenario número tres...”
Este acuerdo fue comunicado mediante oficio 92-CSP-19 del 17 de mayo del 2019 a la Magistrada Sandra Eugenia Zúñiga Morales, Coordinadora de la Sub-comisión de Crimen Organizado, con copia a los siguientes despachos:

· Presidencia de la Corte

· Despacho de la Presidencia

· Centro de Intervención de las Comunicaciones

· Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional 

· Escuela Judicial

· Dirección del Organismo de Investigación Judicial

· Fiscalía General de la República

· Defensa Pública

· Dirección Ejecutiva

· Dirección de Gestión Humana

· Dirección de Tecnología de Información

En esta reconsideración el Máster Walter Espinoza Espinoza, plantea lo siguiente:

1. “…en fecha 19 de Marzo del año en curso, se remitió al Honorable Consejo Superior, el oficio N° 011-OPO-UAOIP-2019, donde se solicitó específicamente que de las 42 plazas de Agentes de Protección 2 aprobadas para la UPRO, doce de ellas sean de ese mismo escalafón y treinta de Agentes de Protección 1…”. “…siendo que, existe una confusión o al menos así se interpreta por parte de la Dirección de Planificación, ya que obviamente 42 plazas de Agentes 2 son más costosas…”. “…mientras con la nueva iniciativa la inversión disminuye a 339,087.96 por año, solamente en las plazas de protección…”

2. “…se propuso en su momento que las mismas fueran reducidas y que en lugar de esas 42, se dividiera en 30 plazas de Agentes de Protección 1 y 12 de Agentes 2; siendo en este ítem donde se logra observar la diferencia y ahorro para el Estado y la Institución. Por lo que, el informe de la Dirección de Planificación evidentemente presenta datos inconsistentes seguramente generados por el desconocimiento de las funciones de cada tipo de Agentes y que pueden provocar confusión al Consejo Superior del Poder Judicial…”
Respuesta por parte de la Dirección de Planificación.
Se reitera que a la Dirección de Planificación se le puso en conocimiento del informe 011-UAOIP-OPO-2019, hasta al momento en que se recibieron observaciones al informe preliminar 573-PLA-RH-MI-2019 por parte del OIJ (oficio 547-DG-2019), el pasado 06 de mayo y hasta ese momento solo se contaba, con el criterio dado el pasado 12 de marzo por la Administración del Organismo de Investigación Judicial, específicamente el Máster Mauricio Fonseca Umaña (ver anexo 2), en donde refirió que por parte de la Dirección del OIJ, se estaba solicitando un cambio en la nomenclatura para las 42 plazas de Agentes de Protección 2 de la UPRO por Agentes de Protección 1, no así, la distribución referida en dicho informe. Es por tal motivo que, considera la Dirección de Planificación tener clara la situación. 

Lo anterior, fue atendido por esta Dirección en el informe definitivo 675-PLA-RH-MI-2019, en atención de las observaciones del oficio 547-DG-2019, de la Dirección del Organismo de Investigación Judicial. En dicho informe se cita lo siguiente:
“…Por tal motivo, los cálculos realizados en cuanto a los costos por dicho recurso humano corresponden a los costos de Agente de Protección 1.
Cálculos realizados:
Costos anuales para 42 Agentes de Protección 1: ₡887.376.000,00
Nuevos cálculos:
Costos anuales para 30 Agentes de Protección 1: ₡633.840.000,00
Costos anuales para 12 Agentes de Protección 2: ₡295.356.000,00
Total: ₡929.196.000,00
Diferencia:

₡41.820.000,00
Lo anterior, se somete a consideración de Corte Plena y en el supuesto de aprobar lo indicado por parte del OIJ, corresponde realizar el cambio de nomenclatura referido, situación que representaría adicionar un monto total de ₡41.820.000,00 para la UPRO.
Es importante indicar que, los nuevos cálculos representan una adición al presupuesto proyectado para la UPRO y no una disminución como se indica en el punto número uno del oficio 029-OPO/UAOIP-2019, por cuanto, como bien se indica en el informe 675-PLA-RH-MI-2019, de la Dirección de Planificación, los cálculos fueron realizados desde el principio con los costos de 42 Agentes de Protección 1 y no con los nuevos costos referidos (12 Agentes de Protección 2 y 30 Agentes de Protección 1) y atención a la estructura reducida modificada aprobada por Corte Plena en sesión 9-19 artículo XXVIII del 04 de marzo.

Sin embargo, la propuesta se someterá a consideración del Consejo Superior, de adicionar al Escenario 3, aprobado en sesión 44-19 artículo III, el costo de recurso humano para la UPRO, por un monto de ₡41.820.000,00 para un total del escenario 3 por fases de:
Costo fase 1: ₡845.615.377,00

Costo fase 2: ₡1.634.910.175,93

Costo fase 3: ₡11.911.608.013,00+ ₡41.820.000,00=₡11.953.428.013,00

 


Para un total del escenario 3 de ₵14.433.953,565,93
3. “…se debe sumar las 2 plazas de Jefe Investigación 1, mismas que ambas generarían un gasto de 1,728.269 millones de colones mensuales, para un total de 20,739.28 millones al año, así mismo las 4 plazas de Oficial de Investigación que van a devengar 3,118.842 de colones al mes, para un total de 37,426.10 millones anualmente; 1 Técnico Administrativo 2, con un salario de 684.171 por mes, y 1 Auxiliar de Servicios Generales 2, cuyo sueldo es de 526.684.21 mensual…”

Respuesta por parte de la Dirección de Planificación.
Las plazas referidas en el punto tres del oficio 029-OPO/UAOIP-2019, ya fueron contempladas en el presupuesto de la UPRO, inclusive, la plaza de Secretaria 1 a la cual no hicieron referencia, según se tiene en el informe:
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4. “…En la tabla adjunta, se realiza un cálculo con el posible salario final de cada una de las plazas indicadas en líneas supra…”

Respuesta por parte de la Dirección de Planificación.

Se reitera lo indica en el punto 1 y 2 de este oficio. Los cálculos aumentan por cuanto la propuesta de la Dirección Planificación contempla los 42 agentes de protección con categoría 1. Sin embargo, se coincide con el OIJ, si los cálculos se hubiesen realizado, en la propuesta de Planificación, con los 42 agentes de protección con categoría 2, lo cual no fue considerado en la propuesta del escenario 3.
5.  “…mantenemos nuestra propuesta de disminución para la Unidad de Protección a Funcionarios Judiciales, tal y como se explicó en líneas supra, o sea manteniendo la cantidad de 42 plazas de Agentes de Protección, pero divididas en 30 de Agentes 1 y 12 de Agentes 2…”
Respuesta por parte de la Dirección de Planificación.
Se reitera lo indica en el punto 1 y 2 de este oficio. Los cálculos aumentan por cuanto la propuesta de la Dirección Planificación contempla los 42 agentes de protección con categoría 1. Sin embargo, se coincide con el OIJ, si los cálculos se hubiesen realizado en la propuesta de Planificación, con los 42 agentes de protección con categoría 2, lo cual no fue considerado en la propuesta del escenario 3.
Con base en lo anterior, se deja plasmada la necesidad indicada por el Organismo de Investigación Judicial para lo que bien estime el Consejo Superior

	Anexo

	1
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	2
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Se acordó: 1) Tomar nota de las aclaraciones recibidas por la Dirección de Planificación.  2) Aprobar la propuesta de la Dirección del Organismo de Investigación Judicial en relación con la categoría de los investigadores para la atención de la aplicación de la Ley de Crimen Organizado.

Se declaran firmes los acuerdos de esta sesión, así como también la aprobación de la respectiva acta.
Se levanta la sesión, al ser las 11:25  horas.
Dr. Fernando Cruz Castro


Dr. Gary Amador Badilla 

Licda. Sandra Pizarro Gutierrez 
        Máster Sara Castillo Vargas.
Máster Carlos Montero Zúñiga

�
�
Cuadro 37


ESTIMACION COSTO REQUERIMIENTO HUMANO, EQUIPO Y MOBILIARIO�
�
PROPUESTA DE JUSTICIA JUVENIL RESTAURATIVA y CONTRAVENCIONES. 2020�
�
Circuito�
Requ. Humano�
Esquipo y Mob�
Total�
�
II Circuito Judicial Alajuela�
 ₡               129 927 000,00 �
 ₡                   2 767 213,14 �
 ₡               132 694 213,14 �
�
II Circuito Judicial Guanacaste�
 ₡               129 927 000,00 �
 ₡                   2 767 213,14 �
 ₡               132 694 213,14 �
�
II Circuito Judicial Zona Sur�
 ₡               129 927 000,00 �
 ₡                   2 767 213,14 �
 ₡               132 694 213,14 �
�
Total�
₡389 781 000,00�
₡8 301 639,42�
₡398 082 639,42�
�
Fuente: Elaboración propia a partir de la información suministrada por el Subproceso de Formulación de Presupuestaria. �
�
�
�
 














Cuadro 36


REQUERIMIENTO HUMANO, PROPUESTA JUSTICIA PENAL RESTAURATIVA CONTRAVENCIONES 2020 �
�
Oficina�
PROPUESTA�
Tipo de plaza�
�
II Circuito Judicial de Alajuela (Juzgado Contravencionales de San Carlos, La Fortuna y Guatuso)�
1�
Defensora o Defensor Público�
�
II Circuito Judicial Guanacaste (Juzgados Contravencionales de Nicoya, Santa Cruz, Hojancha)�
1�
Defensora o Defensor Público�
�
II Circuito Judicial Zona Sur (Juzgados Contravencionales de Corredores, Golfito y Osa)�
1�
Defensora o Defensor Público�
�
Total�
3�
�
�
Fuente: Elaboración propia a partir de la información suministrada por el Subproceso de Formulación de Presupuestaria.�
�
 





Cuadro 31�
�
ESTIMACION COSTO REQUERIMIENTO HUMANO, EQUIPO Y MOBILIARIO�
�
PROPUESTA DE JUSTICIA JUVENIL RESTAURATIVA y CONTRAVENCIONES. 2020�
�
Circuito�
Requ. Humano�
Esquipo y Mob�
Total�
�
San José�
 ₡               259 854 000,00 �
 ₡                   5 534 426,28 �
 ₡               265 388 426,28 �
�
I Circuito Judicial Alajuela�
 ₡               129 927 000,00 �
 ₡                   2 767 213,14 �
 ₡               132 694 213,14 �
�
II Circuito Judicial Alajuela�
 ₡               129 927 000,00 �
 ₡                   2 767 213,14 �
 ₡               132 694 213,14 �
�
Cartago �
 ₡               129 927 000,00 �
 ₡                   2 767 213,14 �
 ₡               132 694 213,14 �
�
II Circuito Judicial Zona Atlántica�
 ₡               129 927 000,00 �
 ₡                   2 767 213,14 �
 ₡               132 694 213,14 �
�
II Circuito Judicial Guanacaste�
 ₡               129 927 000,00 �
 ₡                   2 767 213,14 �
 ₡               132 694 213,14 �
�
I Circuito Judicial Zona Sur�
 ₡               129 927 000,00 �
 ₡                   2 767 213,14 �
 ₡               132 694 213,14 �
�
II Circuito Judicial Zona Sur�
 ₡               129 927 000,00 �
 ₡                   2 767 213,14 �
 ₡               132 694 213,14 �
�
Heredia �
 ₡               129 927 000,00 �
 ₡                   2 767 213,14 �
 ₡               132 694 213,14 �
�
Puntarenas�
 ₡               129 927 000,00 �
 ₡                   2 767 213,14 �
 ₡               132 694 213,14 �
�
Total�
 ₡            1 429 197 000,00 �
 ₡   30 439 344,53 �
 ₡            1 459 636 344,53 �
�
Fuente: Elaboración propia a partir de la información suministrada por el Subproceso de Formulación de Presupuestaria. Nota: En anexo 6 se presenta el detalle de cada rubro�
�
�
�
 








�


	�Aprobado porel Consejo Superior en sesión extraordinaria de Presupuesto 39-17 (Presupuesto 2018), del 26 de abril de 2017, artículo III y Corte Plena en sesión 15-17 celebrada el 31 de mayo del 2017, artículo  IV.


�


	�Aprobado porel Consejo Superior en sesión extraordinaria 34-18 (Presupuesto 2019), celebrada el  25 de abril del 2018, artículo II.


�Los servidores judiciales autorizados son aquellas personas a quienes se les remite el oficio donde se comunica el acuerdo.


� Aprobado por el Consejo Superior en sesión 38-18, artículo II.
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PODER JUDICIAL                       DIRECCION EJECUTIVA

Tel. 2295-4322
San José

Fax 2233-8438                       direc_ejecutiva@poder-judicial.go.cr
  Costa Rica

1983-DE-2019


07 de mayo de 2019

Licenciada


Nacira Valverde Bermúdez 

Directora de Planificación

S.
O.

Estimada señora:



En respuesta al oficio 5596-PLA-RH-MI-2019, mediante el cual se presentan las propuestas de escenarios sobre el impacto de Ley de Justicia Restaurativa Ley 9582, me permito indicarle lo siguiente:


En cuanto al escenario 1 del estudio realizado por la Dirección a su cargo, esta Dirección Ejecutiva, no tiene observaciones por realizar a dicha propuesta.


Con respecto al escenario 2 propuesto por la Dirección de Justicia Restaurativa, el cual incluye la creación de nuevos equipos interdisciplinarios para atender las materias de Penal Juvenil, Ejecución de la Pena y Contravenciones en diversas partes del país, esta Dirección Ejecutiva no tenía conocimiento del escenario indicado y no fue consultada en su oportunidad para determinar costos e implicaciones de dicha propuesta. En vista de lo anterior, no se hace referencia a los costos estimados por su oficina.


No obstante, con el fin de conocer la disponibilidad de espacio para albergar a los equipos interdisciplinarios de dicho escenario, se realizaron consultas a cada una de las oficinas implicadas para conocer la capacidad de ubicar a los puestos creados; de lo cual la mayoría de las oficinas indicaron no contar con espacio para incorporar al personal adicional para conformar la estructura interdisciplinaria completa, sino solamente para ubicar de manera aislada a cada profesional. 


Dado que el modelo ideal de trabajo para estos equipos implica que se ubiquen en un espacio físico donde se integre toda la estructura del equipo interdisciplinario y no en espacios aislados, considera esta Dirección Ejecutiva que lo correspondiente es incluir recursos para la contratación de locales de alquiler, con los respectivos recursos para pago de servicios públicos, conexión de fibra óptica y cualquier otro costo asociado. Sin embargo, tal como se verifica en el contenido del informe 5596-PLA-RH-MI-2019, esos aspectos no fueron tomados en cuenta a la hora de proponer el escenario 2.


En vista de lo anterior, esta Dirección Ejecutiva advierte que la propuesta contemplada en el escenario 2, no resulta conveniente dado que actualmente no se cuenta con la capacidad de espacio físico para instalar los equipos interdisciplinarios que contempla dicho escenario. En caso de mantener esta propuesta deberán tomarse en cuenta las implicaciones a nivel de espacio físico, costos asociados y plazos requeridos para el tramite de los procedimientos de contratación administrativa, necesarios para disponer de los locales necesarios para dichos equipos.

Muy atentamente,



Ana Eugenia Romero Jenkins



Directora Ejecutiva

Cc:
Magistrado Rafael Segura Bonilla, Coordinador Programa de Justicia Restaurativa.


Diligencias.


AERJ/wjp/mov. Referencia 3809-2019. [image: image2.png]
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15 de marzo de 2019







          No.  056 –DJR-19

Máster

Ana Romero Jenkins


Directora Ejecutiva


Poder Judicial


Estimada doña Ana:


Reciba por este medio un cordial saludo.


A la luz del proceso de reforzamiento de la estructura del Edificio de la Corte Suprema de Justicia, con la posterior tarea de reubicación de las diferentes oficinas en el mismo, le solicito respetuosamente, se asigne una oficina para la Dirección Nacional de Justicia Restaurativa.

Como es de su conocimiento, la Ley de Justicia Restaurativa No. 9582  que entró en vigencia el 20 de enero del 2019, en su Artículo 6, crea la Dirección Nacional de Justicia Restaurativa, como ente rector para la implementación de la ley.  Se destaca que la rectoría de esta Dirección está bajo la responsabilidad de una persona magistrada de la Sala Tercera, pero funcional y orgánicamente, no pertenece a esta instancia judicial.

Como complemento a lo anterior, hacemos de su conocimiento que a partir del año 2017,  el Programa de Justicia Restaurativa formula su respectivo Plan Anual Operativo con un cumplimiento del 98%  y un 100%  en el año 2018 y para el año 2017 obtuvo un 98% de satisfacción por parte de la persona usuaria.

Como antecedente, el Programa de Justicia Restaurativa, se desarrolló alienado al Plan Estratégico Institucional 2013-2018, cumpliendo con todas las acciones que le fueron encomendadas en ese momento y es para el   Plan Estratégico Institucional del Poder Judicial 2019-2024, que la justicia restaurativa es incluida como  acción estratégica:  “Justicia Restaurativa: Fortalecer a nivel nacional la Justicia Restaurativa para contribuir a agilizar la resolución de los procesos judiciales y fermentar la paz social”; de forma general las funciones de la Dirección están enfocadas en: seguimiento de equipos, capacitación, creación de instrumentos, funciones administrativas, divulgación, proyección a la comunidad, cooperación internacional, coordinaciones institucionales, coordinaciones interinstitucionales y proyección internacional.


Según lo indicado, las funciones y actividades que realiza esta Dirección para la efectiva coordinación y seguimiento a nivel nacional, en la actualidad, de 7 equipos en justicia juvenil restaurativa y 9 equipos en justicia penal restaurativa, así como la representatividad en comisiones y grupos especializados internos e interinstitucionales, se ha visto incrementada con la vigencia de la ley, la cual en su Transitorio I indica  que “…la  Corte Suprema de Justicia creará las nuevas oficinas de justicia restaurativa de forma gradual hasta tener una cobertura nacional, en el plazo de tres años…”

En esa misma línea, a nivel de internacional, en el presente, se ejecutan  dos proyectos de cooperación internacional y la representatividad en grupos de trabajo Iberoamericanos y del Caribe.  El número de  actividades en esos dos niveles, para el 2018, se resume en el siguiente cuadro:

		ACTIVIDAD

		NÚMERO



		Atención de representantes de la Unión Europea, de la Embajada de los Estados Unidos de América, de Poderes Judiciales a nivel iberoamericano

		5



		Reuniones virtuales y videoconferencias (Cumbre Judicial Iberoamericana, Consejo Judicial Centroamericano, Poderes Judiciales de México y Colombia

		20



		Reuniones con jefaturas y coordinaciones del Ministerio Público, Defensa Pública, Departamento de Trabajo Social y Psicología

		16



		Reuniones de coordinación con Ministros, Ministras, Directores y Jefaturas de Instituciones Públicas, que tienen participación en Justicia Restaurativa.

		6



		Sesiones de trabajo con instituciones públicas y privadas sin fines de lucro.

		5



		Atención de personas que se les brinda información de Justicia Restaurativa, principalmente para trabajos de investigación, como parte de los compromisos de la Política Pública de Justicia Juvenil Restaurativa y compromisos de Justicia Abierta.

		19



		Visitas internacionales  (académicas y de Poderes Judiciales de Latinoamérica y el Caribe)

		7



		Coordinación y realización de actividades masivas

		2



		Coordinación y realización  de talleres de trabajo sobre la implementación de la Ley

		15





Dado el contexto actual y a futuro de la Dirección Nacional de Justicia Restaurativa, es por lo que le solicito se nos dote  del espacio físico  que esta Dirección requiere.  El mismo debe estar ubicado en el Edificio de la Corte Suprema de Justicia, dada la necesidad logística que la persona  Magistrada de la Sala de Casación Penal que ocupe su rectoría,  tenga un acceso inmediato a las actividades que se desarrollan y al personal que labora en dicha Dirección, así como el recibimiento de  representantes nacionales de alto nivel e  internacionales en las condiciones más adecuadas. 

Bajo el anterior panorama, las condiciones mínimas que se requieren para desarrollar las funciones de la forma adecuada son:

· Un espacio secretarial para ubicar a la secretaria y técnico judicial.

· Cinco oficinas para ubicar a los profesionales en Derecho y Administración.

· Una sala de reuniones para las múltiples coordinaciones que se realizan con personal interno y externo al Poder Judicial, tanto a nivel nacional e internacional, mínimo para 12 personas

· Un área de baño.

· Un área de cocina.

Agradezco su consideración y respuesta a la presente,

Msc. Rafael Segura Bonilla

Magistrado Suplente


Sala Tercera


Director Justicia Restaurativa

 







CORTE SUPREMA DE JUSTICIA







 







  Magistrado  Sala de Casación Penal















San José, Costa Rica







 







 











[image: image1]
_2147483645.pdf

















_2147483646.doc
[image: image1.png]Direccion
Planificacion




[image: image2.png]









		DIRECCIÓN DE PLANIFICACIÓN


SECCIÓN MODERNIZACION INSTITUCIONAL



		Minuta de Sesión de Trabajo


Requerimiento presupuestario Justicia Restaurativa 2020





		Tema de la reunión:

		Requerimientos presupuestario Justicia Restaurativa.

		N°:

		69-PLA-MI-MNTA-2019





		Objetivo:




		Definir los aspectos a considerar en el estudio 





		Fecha




		Lugar

		Hora inicio

		Hora final



		28/02/2019

		Oficina de Protección y Atención a las Victimas

		13:30 p.m. 

		15:00 p.m.





		Personas presentes

		Oficina

		Puesto



		Licda. María Alejandra Morales Vargas. 

		Dirección de Planificación 

		Coordinadora Sub Proceso de Modernización Institucional



		Lic. Javier Briceño Cortés

		

		Profesional II



		Sara Arce Moya

		Oficina de Protección y Atención a las Victimas

		Fiscala Adjunta Justicia Restaurativa 





		Temas tratados



		La Ley establece plazos cortos dentro los cuales se deben tramitar las causas por la vía de Justicia Restaurativa, razón por la cual preocupa el volumen de trabajo frente a la celeridad que exige la Ley, que podría generar la devolución de las causas al trámite ordinario.


Las personas profesionales de la Fiscalía que atienden las causas ordinarias en material Penal de Adultos mantienen un determinado perfil, diferente al que manejan los profesionales a cargo de los temas de conciliación, solución alterna de conflictos y Justicia Restaurativa. En el caso de estos últimos, se ha trabajado por parte de la Fiscalía, para capacitarlos en el tema de las destrezas que se requieren.  


Los equipos Psicosociales de Justicia Restaurativa, limitan el trámite de las causas por el volumen de trabajo que manejan en esa oficina, como sucede en el caso de Puntarenas. Los profesionales de la Fiscalía en materia de Justicia Restaurativa, ya cuentan con una cuota importante de trabajo que va en incremento.  


Para el presente año y con ocasión de la entrada en vigencia de la Ley de Justicia Restaurativa, la Fiscalía está trabajando en un módulo de capitación, para el abordaje de la Ley.  


En virtud de ese perfil idóneo de las personas profesionales que tramitan las causas por Justicia Restaurativa, lo más recomendable es que se asigne una persona es especificó para su atención. En marzo se va intentar destacar un profesional para Justicia Restaurativa a manera de prueba. 


Por último, se nos recomendó entrevistar al licenciado Teodoro de la Oficina de Justicia Restaurativa de Cartago, a efecto de conocer la mecánica de trabajo de la oficina a su cargo y conocer las labores de coordinación a cargo de las funcionarias y funcionarios de la Fiscalía. 







		Acuerdos según tema tratado




		Responsable



		Entrevistar al licenciado Teodoro de la Oficina de Justicia Restaurativa de Cartago a efecto de conocer la mecánica de trabajo. 

		Dirección de Planificación. 
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		¿’´0DIRECCIÓN DE PLANIFICACIÓN


SECCIÓN MODERNIZACION INSTITUCIONAL



		Minuta de Sesión de Trabajo


Requerimiento presupuestario Justicia Restaurativa 2020





		Tema de la reunión:

		Requerimientos presupuestario Justicia Restaurativa.

		N°:

		68-PLA-MI-MNTA-2019





		Objetivo:




		Definir los aspectos a considerar en el estudio 





		Fecha




		Lugar

		Hora inicio

		Hora final



		15/02/2019

		Oficina Justicia Restaurativa

		9:00 a.m. 

		12:10 a.m.





		Personas presentes

		Oficina

		Puesto



		Licda. María Alejandra Morales Vargas. 

		Dirección de Planificación 

		Coordinadora Sub Proceso de Modernización Institucional



		Lic. Javier Briceño Cortés

		

		Profesional II



		Jovanna Calderón Altamirano

		Oficina de Justicia Restaurativa

		Coordinadora Dirección de Justicia Restaurativa





		Temas tratados



		El Magistrado Rafael Segura Bonilla, se presentó al inició de la reunión, para referirse a las limitaciones presupuestarías inherentes a la aprobación de la Ley de Justicia Restaurativa y que obligan en la actualidad, asumir la implementación de la entrada en vigencia de la Ley, con los recursos destacados en la actualidad, bajo un crecimiento dependiente de la disponibilidad de recursos en Ministerio Público y Defensa Público.


Asimismo, sostuvo que dentro de la mecánica de trabajo, se debe prever el traslado de equipos de la sede donde se encuentren destacados, hasta otras zonas en donde se requiera el servicio. 

Seguidamente la licenciada Jovanna Calderón Altamarino explicó los tipos de equipos que participan dentro del proceso de Justicia Restaurativa, sea el equipo Legal, conformado por las y los profesionales de la Judicatura, Defensa Pública y Ministerio Público y el equipo Sicosocial que puede estar integrado por profesionales en las ramas de Sicología y Trabajo Social, que en conjunto conforman el Equipo Interdisciplinario. Posteriormente, se efectuó un recuento de los equipos interdisciplinarios con que se cuenta actualmente, en Pavas, II Circuito Judicial de San José, II Circuito Judicial de la Zona Atlántica, Heredia, Cartago, Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica y Puntarenas y las zonas que abarcan. 

Cuadro N°1


ABORDAJE DE JUSTICIA RESTAURATIVA, EN MATERIA PENAL SEGÚN


CIRCUITO Y ZONA. 2019


Circuito


Zonas


Modalidad


II Circuito Judicial de San José


I y II Circuito Judicial SJ y 
Desamparados


Ordinario y Flagrancia 


III Circuito Judicial de San José


Hatillo, Santa Ana y Escazú


Ordinario


Cartago


Cartago, Turrialba, La Unión y San Marcos de Tarrazú


Ordinario y Flagrancia 


Heredia


Heredia


Ordinario y Flagrancia 


I Circuito Judicial de la zona Sur


Pérez Zeledón y Buenos Aires


Ordinario y Flagrancia 


II Circuito Judicial de Limón


Pococi, Sarapiqui y Siquirres


Ordinario y Flagrancia 


Puntarenas


Puntarenas y Quepos 


Ordinario y Flagrancia 


Fuente: Elaboración propia a partir de la información recopilada en la entrevista sostenida con la licenciada Jovanna Calderón Altamirano.


Argumento, que la tramitación de las causas por la vía de Justicia Restaurativa, requieren de un perfil idóneo, de las personas profesionales de la judicatura, Ministerio Público y Defensa Pública, que deben contar con procesos de sensibilización en la materia. Asimismo, sostuvo que la mecánica de trabajo requiere de un trabajo en equipo por parte de todas y todos los profesionales, que intervienen en el procedimiento restaurativo.   


Por último, explicó el procedimiento seguido de las causas. 







		Acuerdos según tema tratado




		Responsable



		Se acordó incorporar el procedimiento descrito por la licenciada Calderón Altamirano dentro del informe a nuestro cargo. Asimismo, una vez se encuentre el informe definitivo trasladarlo en conocimiento de la Dirección de Justicia Restaurativa.   

		Dirección de Planificación. 
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       PODER JUDICIAL                DIRECCION EJECUTIVA


Tel. 2295-4322
San José


Fax 2233-8438                                                   direc_ejecutiva@poder-judicial.go.cr
  Costa Rica


N° 1272-DE-2019

26 de marzo del 2019

Magistrado


Rafael Segura Bonilla, Magistrado Suplente


Sala Tercera


Corte Suprema de Justicia


Su Despacho


Estimado señor Magistrado:



En atención al contenido de su oficio N° 056-DJR-19 de fecha 15 de marzo en curso, mediante el cual, con motivo del reforzamiento estructural del Edificio de la Corte Suprema de Justicia, solicita espacio para la Dirección Nacional de Justicia Restaurativa, debo informarle que el Consejo Consultivo de la Presidencia de la Corte, es sesión 3-19 celebrada en fecha 27 de febrero último, aprobó la propuesta de distribución de espacios de dicho Edificio.



Cabe aclarar que el Programa de Justicia Restaurativa siempre ha estado adscrito a la Sala Tercera por lo que el espacio requerido deberá valorarse con la Presidencia de esa Sala, como ha sido hasta la fecha, la cual contará con todo el piso 7, así como un espacio de 120 m2 en el cuarto (4°) piso. 



Como solución definitiva, en el proceso de formulación presupuestaria 2020, se deberán formular los recursos necesarios para dotar al Programa de Justicia Restaurativa de infraestructura propia.



Atentamente,



  Ana Eugenia Romero Jenkins
                      

 Directora Ejecutiva

Cc.: Magistrado Jesús Ramírez Quirós, Presidente Sala Tercera.

       Nacira Valverde Bermúdez, Dirección de Planificación.


       Alexandra Mora Steller, Departamento de Servicios Generales.


AERJ/csch

Ref.: 2508
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San José, 13 de mayo del 2019

Oficio No.087-DNJR-19

596-PLA-RH-MI-2019 Ref. SICE 105-19

Señora

Nacira Valverde Bermúdez 

Directora de Planificación 

Poder Judicial 

S_ D


Estimada señora:


Reciba un cordial y atento saludo.


Me permito dar respuesta a su oficio 596-PLA-RH-MI-2019 Ref. SICE 105-18, del 02 de mayo del 2019, mediante el cual se solicita el análisis y envío de observaciones del informe sobre Presupuesto por impacto de la Ley de Justicia Restaurativa.

Una vez analizado el informe, detallamos nuestras observaciones:


Sobre los Apartado “III. Información Relevante y IV. Elementos Conclusivos”

Por encontrarse estrechamente relacionados, y al considerar las observaciones que se van a indicar, incidir directamente sobre las recomendaciones, realizamos nuestras apreciaciones de manera conjunta para ambos apartados, según se indica:


1. Para mayor claridad, nos parece sumamente importante recalcar que las oficinas de Justicia Restaurativa están conformadas por:


Equipo Psicosocial (en su mayoría es el mismo para Penal y Penal Juvenil)*

1 Persona Profesional en Psicología.


1 Persona Profesional en Trabajo Social.


Equipo Interdisciplinario de Justicia Penal Restaurativa

1 Persona Fiscal Auxiliar de Justicia Restaurativa


1 Persona Defensora Pública de Justicia Restaurativa 


*1 Equipo Psicosocial (en su mayoría el mismo para Penal Juvenil)

1 Persona Técnica Judicial 


1 Personas Juzgadora según Jurisdicción


Equipo Interdisciplinario de Justicia Juvenil Restaurativa


1 Persona Fiscal Penal Juvenil 


1 Persona Defensora Pública Penal Juvenil 


*1 Equipo Psicosocial (en su mayoría el mismo que para Penal)


 1 Persona Técnica Judicial de la Fiscalía Penal Juvenil 


 1  Persona Juzgadora Penal Juvenil 


2. Es importante dejar en conocimiento, que el impacto de la Justicia Restaurativa trasciende la mera labor legal, teniendo un impacto social en la satisfacción de las personas usuarias que alcanza el 96%, así como la efectividad en el cumplimiento de los planes reparadores que es de 96%; ello transforma la vida de las personas y contribuye a comunidades más seguras y productivas. Desde la Dirección de Justicia Restaurativa, no solo se coordina con los diferentes despachos que intervienen en los procedimientos penales, penales juveniles, contravencionales y de ejecución; sino además se emiten criterios técnico-jurídicos sobre el tema, construye materiales de divulgación y comunicación, se realizan visitas de seguimiento y acompañamiento, para la mejora constante en el servicio público. 


Así mismo con el apoyo de los equipos interdisciplinarios que les corresponda, se tiene una proyección a la comunidad, que va incluso más allá del horario laboral; sin dejar de lado los proyectos de cooperación internacional que se ejecutan desde la Dirección y que requieren del apoyo de los equipos interdisciplinarios dependiente de la zona donde trabajen. 


Un ejemplo de estos proyectos es la Fase II del Proyecto financiado por la Embajada de los Estados Unidos de América en Costa Rica, que nos va a requerir trabajar entre otras en la zona de Corredores, lo que torna primordial contar con un nuevo equipo psicosocial en este Circuito Judicial.


3. Favor tomar en cuenta que las estadísticas que se están utilizando son algunas al I Semestre del año 2018 y en otros casos no tenemos indicación del período; lo cual lleva a tener una mínima diferencia, con los números remitidos por Estadística de la Dirección de Planificación el pasado mes de abril del 2019. Lo anterior se plantea a modo de aclaración, sin que notemos mayores cambios en los resultados estadísticos.

4. Consideramos que utilizar de parámetro las oficinas que funcionan en San José; no es la mejor opción para variar los indicadores de Justicia Penal Restaurativa, que se encuentran definidos desde el año 2012;   ya que éstas oficinas en San José, no reflejan la realidad del las otras 5 oficinas ubicadas en los circuitos judiciales regionales; donde se comparten los equipos psicosociales con materia Penal Juvenil, además los equipos interdisciplinarios deben trasladarse grandes distancias para atender las personas usuarias de lugares más alejados, como por ejemplo Pococí a Siquirres; Pérez Zeledón a Buenos Aires; Puntarenas a Jacó; Heredia a Sarapiquí; Cartago a Turrialba y la Zona de los Santos. Unido a valorar las distancias y tiempos de traslados, hay que agregar el trabajo con la comunidad en sensibilización, divulgación y capacitación; la red de apoyo intersectorial; las reuniones de equipo de trabajo.

Siempre hemos considerado indispensable las mediciones, es por ello que mantenemos indicadores desde que se inició con estos procedimiento, y conforme explicaremos en las observaciones al apartado de recomendaciones, solicitamos que se mantengan los mismos; por no encontrar circunstancias de tramitación que conlleven a su variación. 


5. Nos encontramos de acuerdo en que no debemos asignar nuevo recurso humano a las oficinas de Justicia Penal Restaurativa que ya existe, y por el contrario vamos a buscar la colaboración del Ministerio Público, Defensa Pública y Departamento de Trabajo Social y Psicología, para implementar estrategias que permitan a mayor cantidad de usuarios tramitar sus casos por Justicia Restaurativa. 

Conforme lo hemos realizado en otras oportunidades, se va a maximizar este recursos a fin de atender los ámbitos de competencia que introduce la nueva Ley de Justicia Restaurativa, en espera del próximo informe de cargas de trabajo, que nos permita determinar si se presentan nuevas necesidades. 


6. En los lugares donde se cuenta con equipos psicosociales (1 personas profesional en Psicología y 1 personas profesional en Trabajo Social) que atienden solamente Justicia Juvenil Restaurativa (Limón, Alajuela y Liberia) además de ampliar los ámbitos de aplicación que establece la Ley para materia Penal Juvenil; nos parece lo más adecuado para un mejor aprovechamiento del recurso, utilizar estos mismos equipos psicosociales y contar con recuso humano nuevo que sería la persona Fiscal Auxiliar de Justicia Restaurativa, Defensora Pública de Justicia Restaurativa y Técnica Judicial de Justicia Restaurativa; con ello poder ir dando cumplimiento al Transitorio I de la Ley de Justicia Restaurativa. 

Para realizar esta ampliación de cobertura es indispensable este nuevo recurso, así lo manifestaron en reunión del mes de agosto del 2018 las respectivas jefaturas, en razón de las cargas de trabajo actuales no tienen viabilidad para destinar personas que laboran en los procedimientos ordinarios a hacer en Justicia Restaurativa, ni siquiera como un recargo, que incluso no es razonable por la dinámica de los procedimientos restaurativos, como se desprende del propio informe en estudio. 


7. Nos encontramos totalmente de acuerdo, en rendir los informes de seguimiento y además que desde planificación se realice un informe de cargas de trabajo para determinar las necesidades para el año 2021; sin embargo se torna imposible en los circuitos judiciales donde no se cuenta con personal del Ministerio Público, Defensa Pública y técnicos judiciales; iniciar con Justicia Penal Restaurativa, por lo que estaríamos ante un imposible de medición a futuro si aún no hemos podido dar inicio a las labores restaurativas. 


8. Nos encontramos de acuerdo en que para el presupuesto del año 2021, se valoren las cargas de trabajo y la necesidad de nuevo recurso humano o bien la reasignación del ya existente, conforme el Transitorio II de la Ley de Justicia Restaurativa. 


9. Conforme el numeral 6 de la Ley de Justicia Restaurativa, el Poder Judicial debe mantener la Rectoría de la materia Restaurativa y una Dirección de Justicia Restaurativa para lograr ese objetivo. Es por ello que según la misma estructura de trabajo que se viene desarrollando en la práctica, la Rectoría recae en la persona Magistrada de la Sala de Casación Penal que así se designó en este caso mi persona; unido a ello se tiene la oficina que enlaza con la Magistratura, dirige, coordina y da seguimiento a los lineamientos emitidos en la materia que por denominación de la misma Ley es la Dirección de Justicia Restaurativa. 

Según los análisis realizados en conjunto con la Presidencia de esta Sala; de los antecedentes de esta oficina, se tiene que las funciones que desarrolla no son las asignadas a la Sala de Tercera, las plazas de la Dirección no están asignadas a la Sala de Tercera, el manejo de persona y parte administrativa es independiente de la Presidencia de la Sala Tercera. 


No existe un ligamen administrativo entre la oficina que con la entrada en vigencia de la Ley de Justicia Restaurativa adquirió el carácter de Dirección y la Presidencia de la Sala Tercera; lo que determina el informe de planificación aprobado por el Consejo Superior en la Sesión 35-17 del 18 de abril del 2018 artículo LIV; es la dirección funcional, lo que se traduce en la rectoría, le corresponde a la persona Magistrada de la Sala Tercera asignada; ello porque los procedimientos de Justicia Restaurativa se enmarcan en materia Penal; estos criterios giran en torno al fondo y procedimiento de los asuntos; criterio jurídicos y técnicos propios de la materia que se convierten en los lineamientos a seguir dentro del Poder Judicial; con el debido respeto de las diferentes instancias que intervienen en los mismos. 


Es por lo anterior que actualmente se cuenta con procedimientos restaurativos que están bajo la Rectoría de la persona Magistrada de la Sala III, contando el Poder Judicial con la Dirección de Justicia Restaurativa que administrativamente tiene independencia de la Presidencia de la Sala III; y que por lo tanto requiere contar con el espacio físicos y control, seguimiento y ejecución de su propio presupuesto.    

Sobre el apartado “V. Recomendaciones”

Según los resultados estadísticos que nos presente el informe y de las observaciones realizadas anteriormente, consideramos que las recomendaciones deben ser revaloradas tomando en cuenta las realidades que se exponen. Es así que en el mismo orden en que se describen, nos permitimos indicar: 


Recomendación 5.1. Sobre indicadores a nivel nacional de Justicia Restaurativa. 


Se solicita que los indicadores establecidos para Justicia Penal Restaurativa desde el año 2012, no sean variados, y sigan funcionando tal y como ha sucedido hasta el día de hoy, que son los siguientes:


Equipo Legal de Justicia Penal Restaurativa


· 32 causas mensuales ingresadas (incluye el análisis de admisibilidad, entrevistas realizadas, y firma de consentimientos informados).


· Participación en las reuniones restaurativas que se señalen, ante el impulso del equipo psicosocial, según las materias que se atienden en el circuito judicial en que se desempeñan.


· Las audiencias de verificación y seguimiento deberán realizarse de acuerdo al comportamiento de cada caso, toda vez que las primeras solamente pueden ser señaladas ante un posible incumplimiento por parte de la persona ofensora de los compromisos asumidos en el acuerdo restaurativo; y las segundas se establecerán según las necesidades de periodicidad de cada caso concreto; por lo que no sería exigible establecer un indicador, pues constituye una circunstancia relativa y no estandarizable.


Equipo Legal de Justicia Juvenil Restaurativa


· 16 reuniones restaurativas mensuales (un día a la semana, deberán señalarse 4 reuniones diarias).


· 64 audiencias tempranas mensuales (dos días a la semana, deberán señalarse 8 audiencias diarias. Los días restantes se dedicarán al señalamiento de debates y sus continuaciones).


· 1 día al mes para labores de construcción y fortalecimiento de labores con la comunidad (Red de Apoyo Intersectorial y otros).


· 1 día al mes de reunión de equipo.


Equipo Psicosocial

· 32 entrevistas mensuales por cada profesional (se cuenta con dos días a la semana para señalar entrevistas).


· 16 reuniones restaurativas mensuales por cada profesional (se cuentan con dos días a la semana para señalar reuniones restaurativas, cuatro reuniones por día).

· 64 seguimientos de acuerdos restaurativos mensuales por cada profesional.


Estos indicadores que se solicita sean ratificados y no sufran variación, habían sido definidos por la Dirección de Planificación, basándose en la distribución de las agendas con las Coordinaciones del Ministerio Público, la Defensa Pública y el Departamento de Trabajo Social y Psicología, así como las personas integrantes de los equipos interdisciplinarios. Y además, considerando las muchas otras labores que deben efectuar las personas profesionales para el fortalecimiento de la plataforma de Justicia Restaurativa en el circuito judicial en el que se desempeñen.


Cabe indicar que uno de los factores que no fue contemplado en el informe, consistió en que los equipos psicosociales deben distribuir su tiempo para atender los casos de Justicia Penal Restaurativa y Justicia Juvenil Restaurativa, de los circuitos judiciales que les corresponde atender; es decir, existe una agenda compartida entre ambas competencias, y además de ello, entre los procesos que conozcan, pues éstos pueden diferir según las posibilidades ampliadas  por la Ley de Justicia Restaurativa (proceso para aplicar medida alterna, proceso para aplicar abreviados, procesos de flagrancia, Programa de Tratamiento de Drogas bajo Supervisión Judicial, proceso contravencional, proceso de ejecución de la pena o sanción penal juvenil).


El segundo elemento que no fue contemplado radica en que los equipos interdisciplinarios deben invertir lapsos de tiempo considerables para trasladarse a las periferias (en varias ocasiones al mes), en procura de brindar un servicio público más accesible. Aunado a que esta particularidad conlleva a compartir agenda con otras oficinas judiciales o de instituciones externas al Poder Judicial, para el uso del espacio físico en el que se atiende al público o se realizan las reuniones restaurativas, y además, quedan supeditados a las agendas de las Administraciones Regionales, en cuanto al manejo de los traslados por parte de los vehículos administrativos.


En este sentido por ejemplo, se puede observar que los equipos interdisciplinarios de Justicia Penal y Juvenil Restaurativa de Pérez Zeledón, atienden los casos del Circuito Judicial de Buenos Aires; el equipo interdisciplinario de Cartago, atiende casos del Circuito Judicial de Turrialba (y el equipo psicosocial de Cartago, atiende los casos de Justicia Juvenil Restaurativa, asume los casos de esa zona); el equipo interdisciplinario de Heredia, conoce los casos de Justicia Penal Restaurativa del Circuito Judicial de Sarapiquí, así como lo hace el de Pococí, con el Circuito Judicial de Siquirres. También, esto se replica con el equipo interdisciplinario de Puntarenas, que conoce los casos del Circuito Judicial de Aguirre y Parrita.


Lo anterior, no solamente se limita en atender el trámite de los procesos restaurativos, sino también a las labores relativas a la construcción y fortalecimiento de las redes de apoyo intersectoriales, el acercamiento con la comunidad, y las actividades de capacitación, sensibilización y charlas con las instituciones de cada sector de las zonas que atienden; y también, las acciones de coordinación con las oficinas internas para procurar un servicio de calidad (Ministerio Público, Defensa Pública, juzgados penales y penales juveniles, OCJ, Administraciones Regionales, entre otras).


Por otro lado, una tercera circunstancia que no fue contemplada por el informe, consiste en que los equipos legales de Justicia Juvenil Restaurativa no son exclusivos para conocer esta materia, siendo que se trata de las mismas personas funcionarias que atienden los proceso penales juveniles ordinarios del circuito judicial en el que se desempeñan, por lo que esto impide que se asuma atención de entrevistas y reuniones restaurativas de manera indiscriminada, en aras de evitar que se desatiendan otras funciones que les compete.


Aunado a ello, tampoco se tomó en cuenta que los equipos interdisciplinarios de Justicia Penal y Juvenil Restaurativa además de responsabilizarse por el trámite de los procesos que ingresan para ser resueltos por estas vías, deben atender otra serie de funciones indispensables para desarrollar y mantener la plataforma de Justicia Restaurativa, siendo la única manera que garantiza la adecuada prestación de este servicio, toda vez que incorpora el elemento de participación de la comunidad.


Frente a lo anterior, las personas profesionales desarrollan labores dirigidas a la creación, fortalecimiento y seguimiento de la Red de Apoyo Intersectorial, actividades con la comunidad destinadas a la capacitación, sensibilización y divulgación de la Justicia Restaurativa, reuniones de equipo para coordinar las acciones que se desarrollan de manera periódica, y discusión de casos; reuniones de coordinación con oficinas internas del Poder Judicial para garantizar eficiencia en el trámite de los procesos; participación en capacitaciones sobre Justicia Restaurativa, reuniones de seguimiento y observación con la Dirección de Justicia Restaurativa y las personas Coordinadoras según la competencia; entre otras.


Finalmente, es de suma relevancia apuntar que la solicitud de variar los indicadores referidos en el presente informe se realizaron basándose en las labores y dinámica que desarrolla el equipo interdisciplinario de Justicia Penal Restaurativa del Segundo Circuito Judicial de San José, realidad que no podría fungir como parámetro para el resto de equipos de Justicia Restaurativa, por cuanto no sería apropiado partir de la base de un equipo de Justicia Penal Restaurativa, para fijar las pautas que debería seguir un equipo de Justicia Juvenil Restaurativa (por las consideraciones ya esbozadas); y además, este equipo se enfoca mayormente en procedimientos de flagrancia, que revisten una complejidad menor, y requieren una mayor rapidez en su atención, al contar con menos tiempo para su resolución. Esto sin dejar de lado que, se tiene conocimiento que quienes integran este equipo, en aras de procurar un cumplimiento de los plazos reducidos de trámite, tienen a trabajar también fuera del horario laboral, lo cual no podría ser exigido por contrariar los lineamientos de salud ocupacional.


Recomendación 5.2. Solicitud para aprobar uno de los escenarios expuestos:


Sobre las recomendaciones 5.2.1. y 5.3. 


De un análisis integral del informe y de las observaciones anteriormente realizadas; conscientes de la realidad presupuestaria del país, nos parece que encontramos puntos de convergencia entre ambas propuestas.


Nos encontramos totalmente de acuerdo con la propuesta de Planificación para: 


“Ampliar el abordaje en materia Penal de Adultos del Primer Circuito Judicial de Alajuela, Primer Circuito Judicial de de Guanacaste y Zona Atlántica, con los equipos Psicosociales destacados en Penal Juvenil Heredia, Guanacaste y Zona Atlántica”


Conforme se presenta en el cuadro 27, estaríamos maximizando los recursos de los equipo psicosociales ampliando su área de trabajo a materia penal con los nuevos ámbitos que establece la ley. 


Para poder implementar esta propuesta, es indispensable poder contar con el nuevo recurso humano, de Justicia Penal Restaurativa para el Ministerio Público, Defensa Pública y personas Técnica Judicial que se integren en materia penal a dichos equipos psicosociales.  


Sobre la recomendación 5.2.2


Solicitamos que por las dinámicas de trabajo, se tome en cuenta que el inicio de Justicia Restaurativa en Contravenciones de personas adultas, se va a dar en Puntarenas desde este mes de mayo 2019; y para ampliar la cobertura a San José, se podría realizar con el equipo interdisciplinario del Segundo Circuito Judicial en este mismo lugar y para Ejecución iniciar el piloto con el equipo del III Circuito Judicial (Pavas); todo ello en coordinación con los jueces coordinadores de cada despacho. 


Sobre la recomendación 5.2.3


Estamos de acuerdo que las oficinas de Justicia Restaurativa cuyas cargas de trabajo aún no alcancen los indicadores; pero aquellos que fueron asignados desde el año 2012, ampliarán su cobertura a los ámbitos de Abreviados, Cesura, Flagrancias, Ejecución de la Penal y Procedimiento de Tratamiento de Drogas bajo Supervisión Judicial Restaurativo, según la competencia del Circuito Judicial donde desempeñan sus funciones.



Sobre la recomendación 5.2.4

No consideramos conveniente para la ampliación de la cobertura, siendo que la ley da plazo hasta el 2021 para finalizar a nivel nacional, el esperar el comportamiento de las actuales oficinas, sin disponer los nuevos circuitos judiciales, a la espera de los nuevos movimientos estadísticos por ampliación de ámbitos varíen. Nos parece adecuado, que no se creen nuevas plazas donde ya existen los equipos de Justicia Penal Restaurativa; y que ellos, cuyos indicadores nos permiten determinar que tienen la capacidad para hacerlo, asuman los nuevos ámbitos en dichos circuitos judiciales; pero que sí podamos contar con las nuevas plazas para nuevos circuitos judiciales, cuyas zonas donde se debe de ampliar están a distancias que no permitirían ser atendidas por estas mismas personas que actualmente laboran en los procedimientos restaurativos. 

Sobre la recomendación 5.3

Como se desprende de esta contestación, teniendo en cuenta que se apruebe que los equipos ya existentes puedan ampliar su ámbito de cobertura por materia y el compromiso de trabajar en conjunto con el Ministerio Público, Defensa Pública y Departamento de Trabajo Social y Psicología, así como con los cooperantes internacionales y comunidad en general, para una mayor divulgación, sensibilización y capacitación sobre Justicia Restaurativa que permita a más personas usuarias acceder a estos servicios. 

Replanteamos las necesidades para el año 2020 y solicitamos que se aprueben los nuevos recursos, para los que se estima un costo total de ₡1,080,989,585.26, distribuido en 615,946,202,80 para la ampliación de Justicia Penal Restaurativa por medio de la creación de 3 nuevos equipos interdisciplinarios, la suma de        398,082,639,42 para ampliar el abordaje en materia Penal Juvenil y Contravenciones, que contempla la creación de 3 Equipos Psicosociales y 3 personas Defensoras Públicas y el monto de ₡66,960,743.04 para el arriendo de un local para la Dirección de Justicia Restaurativa, según lo indicado por la Dirección Ejecutiva, que se encuentra en el anexo 7 del informe en cuestión. A continuación se detallan los costos:    


Para Justicia Penal Restaurativa en Nuevos Circuitos Judiciales.

		REQUERIMIENTO HUMANO, PROPUESTA JUSTICIA PENAL RESTAURATIVA Y 



		Y EJECUCIÓN DE LA PENA 2020 EN NUEVOS CIRCUITOS JUDICIALES 



		Oficina

		Cantidad de Recurso Humana

		Tipo de plaza



		1 Equipo Interdisciplinario para Justicia Penal Restaurativa en el 


I Circuito Judicial de Guanacaste

		1

		Profesional 2  en Trabajo Social



		

		1

		Profesional 2 en Psicología



		

		1

		Fiscala o Fiscal Auxiliar



		

		1

		Defensora o Defensor Público



		

		1

		Técnica o Técnico Judicial 2 adscrito a la Dirección de Justicia Restaurativa por medio del Centro de Apoyo y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional. 



		1 Equipo Interdisciplinario para Justicia Penal Restaurativa en el 


I Circuito Judicial Zona Atlántica

		1

		Profesional 2 (Trabajo Social)



		

		1

		Profesional 2 (Psicología)



		

		1

		Fiscala o Fiscal Auxiliar



		

		1

		Defensora o Defensor Público



		

		1

		Técnica o Técnico Judicial 2 adscrito a la Dirección de Justicia Restaurativa por medio del Centro de Apoyo y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional.



		1 Equipo Interdisciplinario para Justicia Penal Restaurativa en el 


I Circuito Judicial Alajuela

		1

		Profesional 2 (Trabajo Social)



		

		1

		Profesional 2 (Psicología)



		

		1

		Fiscala o Fiscal Auxiliar



		

		1

		Defensora o Defensor Público



		

		1

		Técnica o Técnico Judicial 2 adscrito a la Dirección de Justicia Restaurativa por medio del Centro de Apoyo y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional.



		



		





Según el cuadro 29 del informe de la Dirección de Planificación, sumando solamente lo correspondiente a los circuitos judiciales que se solicitan, el monto es: 

		ESTIMACION COSTO REQUERIMIENTO HUMANO, EQUIPO Y MOBILIARIO



		PROPUESTA DE JUSTICIA PENAL RESTAURATIVA y EJEC. DE LA PENA. 2020



		Circuito

		Requ. Humano

		Esquipo y Mob

		Total



		I Circuito Judicial Guanacaste

		 ₡                   201 160 000,00 

		 ₡              4 155 400,79 

		 ₡             205 315 400,79 



		I Circuito Judicial Zona Atlántica

		 ₡                   201 160 000,00 

		 ₡              4 155 400,79 

		 ₡             205 315 400,79 



		I Circuito Judicial Alajuela

		 ₡                   201 160 000,00 

		 ₡              4 155 400,79 

		 ₡             205 315 400,79 



		Total

		 ₡                   603 480 000,00 

		 ₡            12 466 202,4 

		 ₡             615 946 202,80 





		REQUERIMIENTO HUMANO, PROPUESTA JUSTICIA PENAL JUVENIL RESTAURATIVA 2020



		



		Oficina

		PROPUESTA

		Tipo de plaza



		II Circuito Judicial de Alajuela

		1

		Profesional 2 (Trabajo Social)



		

		1

		Profesional 2 (Psicología)



		II Circuito Judicial Guanacaste

		1

		Profesional 2 (Trabajo Social)



		

		1

		Profesional 2 (Psicología)



		II Circuito Judicial Zona Sur

		1

		Profesional 2 (Trabajo Social)



		

		1

		Profesional 2 (Psicología)



		



		





Para Justicia Penal Restaurativa Contravencional en Nuevos Circuitos Judiciales.

		REQUERIMIENTO HUMANO, PROPUESTA JUSTICIA PENAL RESTAURATIVA CONTRAVENCIONES 2020 



		



		Oficina

		PROPUESTA

		Tipo de plaza



		II Circuito Judicial de Alajuela (Juzgado Contravencionales de San Carlos, La Fortuna y Guatuso)

		1

		Defensora o Defensor Público



		II Circuito Judicial Guanacaste (Juzgados Contravencionales de Nicoya, Santa Cruz, Hojancha)

		1

		Defensora o Defensor Público



		II Circuito Judicial Zona Sur (Juzgados Contravencionales de Corredores, Golfito y Osa)

		1

		Defensora o Defensor Público
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Circuito Requ. Humano Esquipo y Mob Total

II Circuito Judicial Alajuela C 129 927 000,00 C 2767 213,14 C 132 694 213,14
1I Circuito Judicial Guanacaste C 129 927 000,00 C 2767 213,14 C 132 694 213,14
II Circuito Judicial Zona Sur C 129 927 000,00 C 2767 213,14 C 132 694 213,14
Total C 389 781 000,00 C 8301639,42 | ¢ 398 082 639, 42







Es de relevancia recordar que la Ley de Justica Restaurativa, a partir del 20 de enero del 2019 asigna una rectoría en la materia al Poder Judicial, la cual por ser procedimiento de índole penal y penal juvenil, recae en mi persona como Magistrado de la Sala III; a ello se le suma la constitución de la Dirección de Justicia Restaurativa, que la misma ley le asigna la función de la implementación de la Ley, la de dirimir controversias entre las instituciones de la red de apoyo, entre otras; es derivando de ello que efectivamente se trata de una oficina independiente de la Sala III en cuanto a su funcionamiento administrativo y presupuestario, dependiendo de una persona Magistrada para los lineamientos técnico jurídicos de la materia; no así para sus aspectos administrativos. 

La conclusión que acabo de exponer, se analizó con la presidencia de esta Sala, e incluso en pleno todos los Magistrados y Magistradas lo ratificamos, teniendo en cuenta que la Dirección de Justicia Restaurativa requiere de su espacio físico y su propia ejecución presupuestaria; por lo anterior es que solicito se corrija lo expresado por la Señora Ana Eugenia Romero, que consta en página 63 del citado informe, donde por error se expresa que la Dirección de Justicia Restaurativa pertenece a la Sala III y que es en este mismo espacio donde debe ser ubicada.  


Por todo lo anterior, se reitera la necesidad de aprobar el espacio físico para la Dirección de Justicia Restaurativa, que según fue expuesto anteriormente no tiene relación administrativa con la Sala Tercera y por lo tanto según fue descrito en el cuadro 32 del citado informe, requiere: 


		ESTIMACION COSTO, ARRIENDO DE UN LOCAL



		PARA LA DIRECCIÓN DE JUSTICIA RESTAURATIVA 2020



		Concepto del gasto

		Costo estimado



		Alquileres

		57 291 480,14



		Servicio de agua

		269 988,39



		Servicio de energía eléctrica

		1 869 330,82



		Servicio de telecomunicaciones

		2 000 887,63



		Servicio de vigilancia

		0,00



		Servicio de limpieza

		3 114 388,86



		Mobiliario de plazas

		0,00



		Mobiliario de oficina

		1 000 560,00



		Mobiliario sala de espera

		594 000,00



		Mobiliario sala de reuniones

		820 107,20



		Mobiliario de comedor

		489 390,00



		Total

		66 960 743,04





Sobre las recomendaciones 5.4 y 5.5

Esta Dirección asume el compromiso de maximizar el recurso del equipo psicosocial para ampliar los ámbitos de abordaje, pero para ello requiere del recurso humano solicitado para Justicia Penal Restaurativa, pues la coordinación para poder reasignar recurso del Ministerio Público y la Defensa Pública para atender Justicia Restaurativa, tuvo respuesta negativa desde agosto del 2018 y no se ha podido realizar esta ampliación de cobertura durante este año 2019; donde en varias ocasiones se ha manifestado la misma posición en razón de las cargas de trabajo existentes en cada una de las dependencias, por lo que se tendría la misma situación durante el año 2020. 


Sobre la recomendación 5.6


Aún cuando se implemente el escenario 2, replanteado por esta Dirección, se adquiere el compromiso de maximizar el recurso ya existente y ampliar los ámbitos de competencia según el circuito judicial donde laboren en cada uno de ellos, hasta poder alcanzar los indicadores que están señalados para estos procesos desde el año 2012, y los cuales se solicita ratificar. 


Sobre la recomendación 5.7


Totalmente de acuerdo en realizar los informes semestrales ante el Consejo Superior. 

Unido a ello se solicita incluir que la Dirección de Planificación conforme lo indicado el Transitorio II de la Ley de Justicia Restaurativa, realice una evaluación anualmente durante los próximos 4 años de vigencia de la ley, con el fin de proyectar las necesidades de recurso humano y financiero.  


Este informe permite tener una realidad más clara de la Justicia Restaurativa en el Poder Judicial de Costa Rica; solicito se tomen en cuenta las observaciones realizadas, así como el replanteamiento de requerimientos para el 2020; solicito audiencia oral para aclarar y ampliar en lo que corresponda. 


Sin otro particular, cordialmente se despide,

Msc. Rafael Segura Bonilla

Magistrado de la Sala Tercera 

Rector de Justica Restaurativa 


Poder Judicial de Costa Rica 
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San José, 06 de mayo de 2019.

Sra. Nacira Valverde Bermúdez 

Directora a.i. Dirección de Planificación 

Poder Judicial

Estimada señora.


Reciba un cordial saludo. Con base en el informe 596- PLA-RH-MI -2019, de fecha 2 de mayo de 2019, de la Dirección de Planificación, mediante el cual se somete a consulta el Informe presupuesto Impacto Ley de Justicia Restaurativa Ley 9582, puesto en conocimiento a la Defensa Pública, se realizan las siguientes observaciones:


La Defensa Pública estima necesario que se apruebe la propuesta de la Dirección de Justicia Restaurativa, conforme a los requerimientos solicitados en los anexos 3 al 5 de este informe, para la ampliación de Justicia Penal Restaurativa por medio de la creación de nuevos equipos interdisciplinarios, que permitan ampliar el abordaje en materia penal de adultos, penal juvenil y contravenciones, atendiendo particularmente a lo dispuesto en el Título IV, Capítulo I, Disposiciones Transitorias, Transitorio I, mediante el cual se establece que “La Corte Suprema de Justicia creará las nuevas oficinas de justicia restaurativa de forma gradual hasta tener una cobertura nacional, en el plazo de tres años a partir de la vigencia de la ley...”.

Se estima que la finalidad de la ley es consolidar la aplicación de la Justicia Restaurativa a través de la tramitación de asuntos penales,  penales juveniles, contravencionales y de ejecución de la pena, con un costo menor y con mayor celeridad procesal, propósito atendible de cumplir, mediante la creación de nuevos equipos interdisciplinarios, tomando en consideración que los ya existentes, paulatinamente asumirán en las jurisdicciones para los cuales fueron creados, diversas competencias según las nuevas materias y procesos que se establecieron legalmente.

Es de resaltar, por ejemplo que, a nivel nacional la etapa de Ejecución de las Sanciones Penales Juveniles, se tramitan en un solo Juzgado con sede en el Primer Circuito Judicial de San José y tomando en cuenta la diversa gama de alternativas que presentan las sanciones en esta materia, se considera oportuno y necesario , que tal como lo establece la propuesta se asigne el recurso de una persona defensora en etapa de Ejecución de las Sanciones Penales Juveniles para la implementación de Justicia Juvenil Restaurativa (tabla #2).


En otro orden de ideas, y particularmente sobre la expansión de cobertura de Justicia Juvenil Restaurativa en diferentes jurisdicciones, la Defensa estima que existe un grave riesgo que no fue contemplado por el estudio y es que nuestras oficinas en Aguirre y Parrita, Upala, Sarapiquí, Osa, Puriscal y Puerto Jiménez, se atiende la materia Penal Juvenil por recargo y la persona defensora mantiene un circulante mayor de causas atendiendo otras materias, lo que dificulta en sobremanera la coordinación de audiencias y diligencias con múltiples despachos judiciales y afectará la operatividad adecuada que exige el abordaje de Justicia Juvenil Restaurativa. (ya que claramente el informe establece que la dotación del recurso profesional que indica la propuesta se enfoca en atender la materia Contravencional, Penal Adultos y no lo asigna en apoyo a Penal Juvenil en los sitios donde no se cuenta con personal exclusivo, destacado para la atención de la materia). 

Sin embargo, de considerarse por la Dirección de Planificación y el Consejo Superior, el escenario N°1 (5.2.1) que se propone en el informe para materia penal de adultos, la Defensa hace manifiesta su preocupación en el sentido que actualmente no se cuenta con la información estadística para establecer si las plazas de defensor o defensora destacadas en el Primer Circuito Judicial de Alajuela, Primer Circuito Judicial de Guanacaste y Zona Atlántica, podrían asumir el procedimiento restaurativo por recargo, tomando en consideración que las cargas laborales actuales; y sobre todo, considerando que la modalidad del procedimiento es distinto. En este sentido se considera la necesidad de que la Dirección de Planificación, realice el estudio respectivo.


En este mismo escenario se plantea la aprobación de un plan piloto para la atención de las causas en Justicia Restaurativa para la etapa de ejecución de la pena e intermedia del proceso penal, además del procedimiento especial abreviado y contravenciones, a ejecutarse en el Primer Circuito Judicial de San José, por parte del equipo psicosocial destacado en este circuito, con jurisdicción ampliada en los tres circuitos judiciales de San José,  en el que la defensa estima se debe considerar la atención de personas en situación de vulnerabilidad, y paulatinamente extender el abordaje a otras poblaciones, ya que paralelamente se debe medir el impacto en las cargas de trabajo, en razón de lo que implica asumir por parte de los equipos interdisciplinarios ya creados, diversas competencias, máxime que la aplicación de la modalidad restaurativa, acarrea previo a la realización de la reunión restaurativa múltiples labores.

Adicionalmente debe indicarse que, en lo que respecta a la etapa de ejecución de la pena, conforme al artículo 14 de la Ley 9582, es posible someter a proceso restaurativo en la etapa de Ejecución de la Pena el seguimiento de las penas alternativas impuestas dentro de un proceso restaurativo, los abordajes técnicos dirigidos a la ubicación en un programa no institucional así como, los indicados en el Protocolo de Justicia Restaurativa ( esto implica prácticamente la posibilidad de aplicar Justicia Restaurativa ante cualquier incumplimiento en el marco de una pena alternativa, penas sustitutivas, cambio de programa, antecedentes de drogodependencia o consumo problemático de drogas) de modo que debe tomarse en cuenta por parte de la Dirección de Planificación el circulante por Juzgado de Ejecución de la Pena de este tipo de incidentes/ variables presentes en Incidentes, a efecto de poder establecer una estimación del impacto que podría generar la implementación de los procesos restaurativos en la etapa de Ejecución de la Pena. 

Igualmente se estima que debe definirse de manera clara, si las reuniones restaurativas en la Fase de Ejecución de la Pena, así como el seguimiento de los acuerdos, estará encomendado a la Defensa Pública de Ejecución de la Pena o a la Defensa Pública Restaurativa; ello por cuanto en caso de que se asigne (conforme lo señala el Protocolo, al Defensor Especializado en la Etapa de Ejecución de la Pena) deberá capacitarse a la totalidad de los defensores y defensoras de esta materia, que no hayan sido capacitados (as) en Justicia Restaurativa. Asimismo, deberá realizarse un estudio de cargas laborales por parte de la Dirección de Planificación, a efecto de determinar la necesidad de asignarse mayor recurso humano al existente en la Defensa Pública de Ejecución de la Pena. 


En caso de determinarse que las reuniones restaurativas así como el seguimiento de los acuerdos estará a cargo de la Defensa Pública Restaurativa, es deseable que los (as) profesionales que integren esta Unidad, reciban un proceso de inducción en materia de Ejecución de la Pena, Instrumentos Internacionales (Sistema Interamericano y Universal de DDHH) que regulan la materia así como Principios que informan el Derecho Penitenciario. 


Al crearse los Equipos Interdisciplinarios (Trabajo Social y Psicología) deberán tomarse en cuenta los Circuitos Judiciales en los que hay Juzgados de Ejecución de la Pena. 


En cuanto al Plan Piloto propuesto en la Etapa de Ejecución de la Pena, para dar inicio en el I Circuito Judicial de San José, deberá definirse de previo la capacidad del Despacho Judicial de atender la cuota mínima de reuniones restaurativas y audiencias de seguimiento propuestas, conforme al modelo, tomando en cuenta la carga actual de señalamientos (la agenda del Despacho tiene un plazo mínimo de señalamiento de dos meses), disponibilidad de agenda, cantidad de defensores de Ejecución de la Pena y Fiscales de Ejecución de la Pena, espacio físico existente, custodios del OIJ (en caso de diligencias con persona privada de libertad) 


En cuanto a las Oficinas de la Defensa Pública que cuentan únicamente con un defensor (a) en la Etapa de Ejecución de la Pena, o que las plazas de apoyo tienen recargo de otras materias (impugnaciones, penal ordinario), deberá determinarse la viabilidad o no (por razones de carga laboral) que asuman la etapa restaurativa. 

En lo que respecta a la materia penal juvenil, debe indicarse que, a nivel nacional en las jurisdicciones donde se aplica el proyecto, la Defensa Pública Penal Juvenil, está asumiendo la prestación del servicio en Justicia Juvenil Restaurativa tanto en delitos como en contravenciones, con los mismos recursos profesionales instalados, tomando en cuenta que hasta el momento se ha desarrollado en oficinas que tienen una persona defensora que trabaja de manera exclusiva y especializada Penal Juvenil. Esto ha permitido incorporar la selección de causas y la aplicación del procedimiento dentro del mismo esquema de trabajo del equipo legal (Juzgado, Defensa y Fiscalía); y cada uno de ellos aborda Justicia Juvenil Restaurativa con el equipo psicosocial que para tal efecto fue destacado en la zona . Razón por la cual, siempre que se mantenga esa fórmula, en materia Penal Juvenil podrá incorporarse adecuadamente Justicia Juvenil Restaurativa. 

Sin embargo bajo la propuesta de la Dirección de Planificación, existe un grave riesgo que no fue contemplado por el estudio y es que las oficinas de Defensa Pública en Aguirre y Parrita, Upala, Sarapiquí, Osa, Puriscal y Puerto Jiménez, se atiende la materia Penal Juvenil por recargo y la persona defensora mantiene un circulante mayor de causas atendiendo otras materias, lo que dificulta la coordinación de audiencias y diligencias con múltiples despachos judiciales y afectará la operatividad adecuada que exige el abordaje de Justicia Juvenil Restaurativa, conforme también se expuso en el anterior escenario.


Preocupa además, que el indicador que sugiere la Dirección de Planificación en su Punto V titulado "Recomendaciones" no se puede aplicar de manera generalizada a todos los equipos, tanto en materia penal juvenil como en penal de adultos, ya las estadísticas difieren de conformidad a la zona, al ingreso de causas, a la naturaleza y tipo de delito, entre otros parámetros.

Finalmente, hacemos ver la omisión total de referencia a la aplicación de los temas de Justicia Restaurativa a materia indígena ya que conforme al artículos 1 y 7 de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas (número 9593), esta es una materia de obligatoria atención tanto para la Defensa Pública, como para los Tribunales de Justicia.

De esta manera se dejan rendidas las observaciones que se consideraron pertinentes.


Atentamente


Dr. Erick Núñez Rodríguez


Director a.i. Defensa Pública






Oficio: JEFDP-420- 2019
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Fiscalía General de la República


Oficina de Atención y Protección  a la Víctima del Delito


 Ministerio Público – Poder Judicial


Costa Rica




San José, 06 de Mayo del 2019

FGR 243-2019


Licda. Nacira Valverde Bermúdez


Directora a.i. 


Dirección de Planificación


Poder Judicial


S_________D


Estimada señora

En atención a lo solicitado mediante correo electrónico de 2 mayo en curso, en donde se solicita criterio del informe 596-PLA-RH-MI-2019, elaborado por el Subproceso de Modernización Institucional de la Dirección de Planificación, correspondiente a Informe de presupuesto Impacto de Ley de Justicia Restaurativa Ley 9582 se emite las siguientes consideraciones:

Analizado el informe correspondiente este órgano auxiliar de Justicia tiene claro la entrada en vigencia en enero del año en curso de la Ley de Justicia Restaurativa y la relevancia de su implementación institucional, normativa lamentablemente se aprobó sin la asignación de recursos presupuestarios, proponiéndose en el documento la aplicación de alguno de los escenarios que se plantean.

“… Escenario 1. Propuesta de la Dirección de Planificación


En atención a lo dispuesto en sesiones de Corte Plena 27-2017 de 21 de agosto de 2017, artículo XVI, 28-2017 de 28 de agosto de 2017, artículo XV y 29-2017 de 4 setiembre de 2017, artículo XVI, que aprueban las medidas de contención del gasto en el Poder Judicial (circular 136-2017) y directrices giradas a la Dirección de Planificación, de potenciar la reorganización, tendientes a la implementación de modelos eficientes, que permitan la sujeción de gasto y ahorro en el uso de los recursos públicos, se recomienda: 


5.2.1. Ampliar el abordaje en materia Penal de Adultos del Primer Circuito Judicial de Alajuela y Primer Circuito Judicial de Guanacaste y Zona Atlántica, con lo equipos Psicosociales destacados en Penal Juvenil de Heredia, y Primer Circuito Judicial de Guanacaste y Zona Atlántica.


La propuesta de abordaje nivel nacional se presenta a continuación. 

		Cuadro 27



		SITUACION ACTUAL Y PROPUESTA, SOBRE EL ABORDAJE DE JUSTICIA



		RESTAURATIVA A NIVEL NACIONAL 2019



		 

		Distribución actual Equipos

		Propuesta



		

		Penal 

		Penal Juvenil 

		Penal 

		Penal Juvenil 



		I Circuito Judicial de San José

		 

		1

		 

		1



		II Circuito Judicial de San José

		1

		 

		1

		 



		III Circuito Judicial de San José

		1

		 

		1

		 



		I Circuito Judicial de Alajuela

		 

		0.5

		1



		II Circuito Judicial de Alajuela

		0

		 

		0

		0



		III Circuito Judicial de Alajuela

		0

		 

		0

		0



		Heredia

		1

		0.5

		1



		I Circuito Judicial de la zona Sur

		1

		1



		II Circuito Judicial de la zona Sur

		0

		0

		0

		0



		I Circuito Judicial de la zona Atlántica

		0

		1

		1



		II Circuito Judicial de la zona Atlántica

		1

		1



		I Circuito Judicial Guanacaste

		0

		1

		1



		II Circuito Judicial Guanacaste

		0

		0

		0

		0



		Cartago

		1

		1



		Puntarenas

		1

		1





5.2.2. Se apruebe un plan piloto para la atención de las causas en Justicia Restaurativa para la etapa de Ejecución e Intermedia del proceso Penal, además de procedimiento especial Abreviado y Contravenciones, a ejecutarse en el Primer Circuito Judicial de San José, por parte del equipo Psicosocial destacado en este circuito y con la cobertura de los tres circuitos judiciales de San José. Este deberá contar con la coordinación previa de los Juezas y Jueces Coordinadores de los despachos judiciales.

5.2.3. Las oficinas de Justicia Restaurativa que las cargas de trabajo sean inferiores a las indicadas en la recomendación 5.1., deben ampliar su abordaje en Ejecución de la Pena y Etapa Intermedia, en el procedimiento especial Abreviado, para efecto de un mejor aprovechamiento de su capacidad instalada.


5.2.4. Reservar para el siguiente período de formulación presupuestaria, los requerimientos solicitados por la Dirección de Justicia Restaurativa, hasta tanto no se cuente con un estudio sobre el impacto de la entrada en vigencia de la Ley de Justicia Restaurativa, a nivel del ingreso de las causas ingresadas en función de la capacidad instalada de las oficinas de Justicia Restaurativa. Lo anterior, en vista de que la Ley de Justicia Restaurativa que entró en vigencia el pasado 20 de enero, amplía su aplicación a todas las etapas del proceso penal, incluida la Ejecución de la Pena y Etapa Intermedia, en el procedimiento especial Abreviado, además de las Contravenciones. En ese sentido, la entrada de causas en las oficinas de Justicia Restaurativa, se vería afectada por el incremento en su abordaje, aspecto que en la actualidad resulta incierto estimar, toda vez que la aplicación de Justicia Restaurativa en etapa de Ejecución e Intermedia, además de procedimiento especial Abreviado y Contravenciones, hasta la fecha no se ha ejecutado y por ende, no se cuenta con suficiente información estadística para establecer proyecciones de cargas de trabajo. 


Este escenario no contempla costos para el presupuesto 2020.

Escenario 2. Propuesta de la Dirección de Justicia Restaurativa


5.3. En el caso de no aprobarse el Escenario 1, aprobar la propuesta de la Dirección de Justicia Restaurativa, conforme a los requerimientos solicitados en anexos 3 al 5, para los que se estima un costo total de ₡2 402 485 878,37, distribuido en ₡875 888 790,80, para la ampliación de Justicia Penal Restaurativa por medio de la creación de 5 nuevos equipos interdisciplinarios, la suma de ₡1 459 636 344,53 para ampliar el abordaje en materia Penal Juvenil y Contravenciones, que contempla la creación de 11 Equipos Interdisciplinarios y el monto de ₡66 960 743,04 para el arriendo de un local para la Dirección de Justicia Restaurativa, conforme a los cánones establecidos por la Dirección Ejecutiva en anexo 7. A continuación se presenta el detalle de los costos:    


Propuesta para la ampliación de Justicia Penal Restaurativa, por medio de la creación de 5 nuevos equipos interdisciplinarios: 

		Cuadro 28



		REQUERIMIENTO HUMANO, PROPUESTA JUSTICIA PENAL RESTAURATIVA Y 



		Y EJECUCIÓN DE LA PENA 2020



		Oficina

		PROPUESTA

		Tipo de plaza



		I Circuito Judicial de Guanacaste

		1

		Profesional 2 (Trabajo Socia)



		

		1

		Profesional 2 (Psicología)



		

		1

		Fiscala o Fiscal Auxiliar



		

		1

		Defensora o Defensor Público



		

		1

		Técnica o Técnico Judicial 2



		I Circuito Judicial Zona Atlántica

		1

		Profesional 2 (Trabajo Social)



		

		1

		Profesional 2 (Psicología)



		

		1

		Fiscala o Fiscal Auxiliar



		

		1

		Defensora o Defensor Público



		

		1

		Técnica o Técnico Judicial 2



		II Circuito Judicial Zona Sur

		1

		Profesional 2 (Trabajo Social)



		

		1

		Profesional 2 (Psicología)



		

		1

		Fiscala o Fiscal Auxiliar



		

		1

		Defensora o Defensor Público



		

		1

		Técnica o Técnico Judicial 2



		I Circuito Judicial Alajuela

		1

		Profesional 2 (Trabajo Social)



		

		1

		Profesional 2 (Psicología)



		

		1

		Fiscala o Fiscal Auxiliar



		

		1

		Defensora o Defensor Público



		

		1

		Técnica o Técnico Judicial 2



		Segundo Circuito Judicial San José

		1

		Profesional 2 (Psicología)



		

		1

		Técnica o Técnico Judicial 2



		Fuente: Elaboración propia a partir de la información suministrada por la Dirección de Justicia Restaurativa. 



		





A continuación, la correspondiente asignación de costos del recurso humano, mobiliario y equipo:


		Cuadro  29



		ESTIMACION COSTO REQUERIMIENTO HUMANO, EQUIPO Y MOBILIARIO



		PROPUESTA DE JUSTICIA PENAL RESTAURATIVA y EJEC. DE LA PENA. 2020



		Circuito

		Requ. Humano

		Esquipo y Mob

		Total



		I Circuito Judicial Guanacaste

		 ₡                   201 160 000,00 

		 ₡              4 155 400,79 

		 ₡             205 315 400,79 



		I Circuito Judicial Zona Atlántica

		 ₡                   201 160 000,00 

		 ₡              4 155 400,79 

		 ₡             205 315 400,79 



		II Circuito Judicial Zona Sur

		 ₡                   201 160 000,00 

		 ₡              4 155 400,79 

		 ₡             205 315 400,79 



		I Circuito Judicial Alajuela

		 ₡                   201 160 000,00 

		 ₡              4 155 400,79 

		 ₡             205 315 400,79 



		II Circuito Judicial de San José

		 ₡                     53 239 000,00 

		 ₡              1 388 187,65 

		 ₡               54 627 187,65 



		Total

		 ₡                   857 879 000,00 

		 ₡            18 009 790,80 

		 ₡             875 888 790,80 



		Fuente: Elaboración propia a partir de la información suministrada por el Subproceso de Formulación de Presupuestaria. Nota: En anexo 6 se presenta el detalle de cada rubro



		





Propuesta para la ampliación de Justicia Juvenil Restaurativa y Contravenciones, por medio de la creación de 11 nuevos equipos interdisciplinarios

		Cuadro 30



		REQUERIMIENTO HUMANO, PROPUESTA JUSTICIA PENAL JUVENIL RESTAURATIVA Y 



		Y CONTRAVENCIONES 2020



		Oficina

		PROPUESTA

		Tipo de plaza



		I, II y III Circuito Judicial de San José

		1

		Profesional 2 (Trabajo Social)



		

		1

		Profesional 2 (Psicología)



		

		1

		Defensora o Defensor Público



		

		1

		Profesional 2 (Trabajo Social)



		

		1

		Profesional 2 (Psicología)



		

		1

		Defensora o Defensor Público



		I y III Circuito Judicial de Alajuela

		1

		Profesional 2 (Trabajo Social)



		

		1

		Profesional 2 (Psicología)



		

		1

		Defensora o Defensor Público



		II Circuito Judicial de Alajuela

		1

		Profesional 2 (Trabajo Social)



		

		1

		Profesional 2 (Psicología)



		

		1

		Defensora o Defensor Público



		Cartago

		1

		Profesional 2 (Trabajo Social)



		

		1

		Profesional 2 (Psicología)



		

		1

		Defensora o Defensor Público



		II Circuito Judicial Zona Atlántica

		1

		Profesional 2 (Trabajo Social)



		

		1

		Profesional 2 (Psicología)



		

		1

		Defensora o Defensor Público



		II Circuito Judicial Guanacaste

		1

		Profesional 2 (Trabajo Social)



		

		1

		Profesional 2 (Psicología)



		

		1

		Defensora o Defensor Público



		I Circuito Judicial Zona Sur

		1

		Profesional 2 (Trabajo Social)



		

		1

		Profesional 2 (Psicología)



		

		1

		Defensora o Defensor Público



		II Circuito Judicial Zona Sur

		1

		Profesional 2 (Trabajo Social)



		

		1

		Profesional 2 (Psicología)



		

		1

		Defensora o Defensor Público



		Heredia

		1

		Profesional 2 (Trabajo Social)



		

		1

		Profesional 2 (Psicología)



		

		1

		Defensora o Defensor Público



		Puntarenas

		1

		Profesional 2 (Trabajo Social)



		

		1

		Profesional 2 (Psicología)



		

		1

		Defensora o Defensor Público



		Fuente: Elaboración propia a partir de la información suministrada por la Dirección de Justicia Restaurativa. 



		





A continuación, la correspondiente asignación de costos del recurso humano, mobiliario y equipo:


		Cuadro 31



		ESTIMACION COSTO REQUERIMIENTO HUMANO, EQUIPO Y MOBILIARIO



		PROPUESTA DE JUSTICIA JUVENIL RESTAURATIVA y CONTRAVENCIONES. 2020



		Circuito

		Requ. Humano

		Esquipo y Mob

		Total



		San José

		 ₡               259 854 000,00 

		 ₡                   5 534 426,28 

		 ₡               265 388 426,28 



		I Circuito Judicial Alajuela

		 ₡               129 927 000,00 

		 ₡                   2 767 213,14 

		 ₡               132 694 213,14 



		II Circuito Judicial Alajuela

		 ₡               129 927 000,00 

		 ₡                   2 767 213,14 

		 ₡               132 694 213,14 



		Cartago 

		 ₡               129 927 000,00 

		 ₡                   2 767 213,14 

		 ₡               132 694 213,14 



		II Circuito Judicial Zona Atlántica

		 ₡               129 927 000,00 

		 ₡                   2 767 213,14 

		 ₡               132 694 213,14 



		II Circuito Judicial Guanacaste

		 ₡               129 927 000,00 

		 ₡                   2 767 213,14 

		 ₡               132 694 213,14 



		I Circuito Judicial Zona Sur

		 ₡               129 927 000,00 

		 ₡                   2 767 213,14 

		 ₡               132 694 213,14 



		II Circuito Judicial Zona Sur

		 ₡               129 927 000,00 

		 ₡                   2 767 213,14 

		 ₡               132 694 213,14 



		Heredia 

		 ₡               129 927 000,00 

		 ₡                   2 767 213,14 

		 ₡               132 694 213,14 



		Puntarenas

		 ₡               129 927 000,00 

		 ₡                   2 767 213,14 

		 ₡               132 694 213,14 



		Total

		 ₡            1 429 197 000,00 

		 ₡                 30 439 344,53 

		 ₡            1 459 636 344,53 



		Fuente: Elaboración propia a partir de la información suministrada por el Subproceso de Formulación de Presupuestaria. Nota: En anexo 6 se presenta el detalle de cada rubro



		





Es importante destacar en este escenario, que la carga de trabajo en materia Penal Juvenil, en Fiscalía y Defensa Pública a nivel nacional, resulta inferior a la materia Penal, en concreto en la Defensa Pública durante el 2017 ingresaron un total de 4693 y 36148 causas, respectivamente, sea una diferencia de 31455 más en material Penal. Por esta razón, en las oficinas de la Defensa Pública, de Aguirre y Parrita, Grecia, Upala, Turrialba, Sarapiqui, Puerto Jiménez, Cañas, Osa y Ciudad Cortez, los recursos destacados en Penal Juvenil, deben contribuir con la atención de otras materias, sea Penal de Adultos, Contravenciones, Pensiones Alimentarias y Penalización…”   


Analizados ambos escenarios, en atención a lo dispuesto en sesiones de Corte Plena 27-2017 de 21 de agosto de 2017, artículo XVI, 28-2017 de 28 de agosto de 2017, artículo XV y 29-2017 de 4 setiembre de 2017, artículo XVI, que aprueban las medidas de contención del gasto en el Poder Judicial (circular 136-2017) y directrices giradas a la Dirección de Planificación, de potenciar la reorganización, tendientes a la implementación de modelos eficientes, que permitan la sujeción de gasto y ahorro en el uso de los recursos públicos y tomando en cuenta que dentro de las competencias legales del Ministerio público debe desarrollar  la Justicia Restaurativa como parte de sus competencias legales, conforme al  artículo 6 de la Ley de Justicia Restaurativa, en materia Penal de adultos mediante  apertura de oficinas integradas por equipos interdisciplinarios -dentro de los cuales está incluida la representación del Ministerio Público- según las necesidades del servicio a nivel nacional , mientras que en  Penal Juvenil, se conformarán  jurisdicciones del Programa de Justicia Juvenil Restaurativa, dotándose de equipos psicosociales, que en conjunto la Defensa Pública y el Ministerio Público de cada despacho, aplicarán el procedimiento juvenil restaurativo,  esta representación estaría de acuerdo  con la recomendaciones del punto V del informe de la Dirección de Planificación,  donde propone establecer parámetros para las oficinas de Justicia Restaurativa a nivel nacional, para un mejor aprovechamiento de los recursos institucionales, con una mayor cantidad de causas atendidas, sumado a mayor cantidad de programaciones de reuniones restaurativas, entrevistas, seguimientos  y audiencias de verificación, lo cual es acorde con los procesos de mejora continua.

De la misma manera, la Dirección de Planificación en el escenario 1; propone ampliar el abordaje en diferentes etapas del proceso penal y una reorganización del recurso, y de esta manera aprovechar la capacidad instalada actual de las oficinas de Justicia Restaurativa.  Esto mientras, se elabora un estudio integral del impacto de la entrada en vigencia de la Ley de Justicia Restaurativa, por lo que no se contemplan nuevos recursos para el presupuesto del 2020.

Reservando además para el siguiente período de formulación presupuestaria, los requerimientos solicitados por la Dirección de Justicia Restaurativa.


En virtud de lo anterior, se concuerda con las recomendaciones de la Dirección de Planificación, considerando que son en función de una reorganización para dar un mayor aprovechamiento de los recursos actuales, esto mientras se disponen de variables estadísticas que permitan determinar la carga de trabajo real que va a generar la reciente Ley.

Atentamente;


Emilia Navas Aparicio

Fiscala General de la República

Teléfono  22 53 29 35   Fax: 22 53 29 41 /  


San José, Barrio Francisco Peralta, 50 mts Sureste de Fundación Omar Dengo. Avenidas 10 y 12, calle 25. 
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10 de mayo de 2019


DTSP-057-2019


Licenciada


Nacira Valverde Bermúdez


Directora a.i. de Planificación


Estimada señora:


Reciba un cordial saludo. En conocimiento del oficio 596-PLA-RH-MI-2019 Ref. SICE: 105-18, del cual se remitió copia a este Departamento, me permito hacer las siguientes observaciones. 

1.) En el punto 1.6., en relación con lo manifestado por las licenciadas Jovanna Calderón Altamirano y Sara Arce Moya, “(...) que los equipos psicosociales, condicionan el abordaje de las causas, concretamente en el plazo de señalamiento de las reuniones restaurativas o las zonas en que se pueda brindar el servicio.”, se aclare el sentido de lo indicado, ya que el señalamiento de las reuniones responde a la capacidad instalada de cada oficina y de acuerdo con los protocolos existentes. Aunado a lo anterior, debe considerarse las diversas funciones que realizan los equipos psicosociales, así como la organización de las agendas, dado que deben atender tanto Justicia Penal Restaurativa como Justicia Juvenil Restaurativa, lo que implica que deban reservar en agenda espacios para cada programa, aun cuando no existan asuntos referidos, lo cual impacta en el tiempo para programar las reuniones. También el desplazamiento a otras zonas de las ya establecidas, lo que genera afectaciones significativas por el tiempo de traslado, cuando las distancias son considerables, por ejemplo, de Pérez Zeledón a Buenos Aires.


2.) En la Tabla 1 se detallan los requerimientos de recurso humano para Justicia Penal Restaurativa y / o Ejecución de la Pena y posteriormente se describe lo referente a Justicia Juvenil Restaurativa y/o Justicia Restaurativa en materia Contravencional. Al respecto si bien se recomendación en las conclusiones la reserva de la creación de estas plazas, es necesario dejar consignado que de considerarse a futuro la dotación del recurso humano, se tenga en cuenta el contenido presupuestario del que debería disponer este Departamento para atender el pago de viáticos del personal (alimentación y hospedaje), considerando que el presupuesto se formula con dos años de anticipación y ha existido una tendencia paulatina a la restricción. 


Asimismo, es imprescindible la disponibilidad del vehículo, en el momento que se amplíe la cobertura a nivel nacional, considerando que un mismo equipo deberá desplazarse a brindar el servicio a diferentes lugares, por ejemplo, el equipo de Corredores tiene contemplado Corredores, Golfito, Osa, Coto Brus, y Puerto Jiménez. Esta situación además implica realizar en cada uno de estos lugares las distintas funciones establecidas, las cuales se ejecutan en distintos momentos: filtro psicosocial, realización de entrevistas a las partes y personas de apoyo, co-facilitación de reuniones restaurativas, seguimiento al plan reparador, visitas y coordinaciones para conformación y seguimiento de la red. 


Otro aspecto a considerar respecto al vehículo es el antecedente documentado en el oficio N° 1011-DE-2018 (se adjunta), en el cual se indica que para la ejecución del Programa de Justicia Restaurativa, las personas profesionales que conforman los equipos psicosociales deberán hacer uso de los vehículos ya asignados a las distintas oficinas de este Departamento que realizan labores periciales, lo cual incide de manera negativa en el cumplimiento de la labor sustantiva de estas oficinas y en consecuencia del servicio a las personas usuarias. Por lo tanto, de crearse a futuro más plazas se debe buscar una solución para el acceso a vehículo institucional. 


En relación con la implementación del Programa de Justicia Restaurativa en “Fase de Ejecución de la Pena”, se adjunta el oficio N°DTSP-041-019, en el que se expone la posición de este Departamento en cuanto a la intervención en esa fase y de lo cual se está a la espera de resolución en conjunto con la Dirección del Programa.


3.) Es importante indicar que actualmente el equipo profesional de Justicia Juvenil Restaurativa y Justicia Penal Restaurativa, está conformado por 21 personas, lo cual ha derivado en un recargo para las Jefaturas de Sección, quienes se encargan de coordinar este Programa, lo que conlleva diversas tareas tales como: reuniones, talleres y giras con las entidades que lo conforman; selección de personal, inducción y supervisión. Aunado a esto al ser un Programa relativamente nuevo ha requerido la generación de instrumentos y lineamientos que orienten la actuación profesional, así como aporte en la construcción de protocolos y criterios técnicos.

Por lo tanto, ante la posibilidad a futuro de la creación de nuevos recursos en el área psicosocial, es imprescindible la dotación de personal para la coordinación y supervisión de este Programa a lo interno del Departamento, tanto de los equipos ya existentes como para los nuevos que se conformen. 


4.) En el apartado IV) Elementos conclusivos 4.3 se indica que el Equipo Psicosocial está integrado por profesionales en Sicología y Trabajo Social y que ese recurso “forma parte de las correspondientes dependencias y jurisdicciones a nivel nacional (Oficina de Trabajo Social y Psicología, …)”. Se estima procedente sustituir la palabra Oficina por Departamento de Trabajo Social y Psicología, considerando que estos recursos no deben ser exclusivos de una oficina, sino que puedan ser ubicados donde sea requerido.  


En 4.6 dice que “En el caso del abordaje de Alajuela, este lo ejecuta el Equipo Psicosocial de Heredia, en otras palabras, un solo equipo de dos profesionales en Psicología o Trabajo Social atiende las dos zonas.” Se aclara que desde el pasado martes 7 del mes en curso, el equipo psicosocial en materia Penal Juvenil, se encuentra ubicado en Alajuela de forma permanente y atendiendo solamente ese Programa; mientras que el equipo de Justicia Penal Restaurativa de Heredia atenderá también Penal Juvenil. 


Asimismo, en cuanto a que, en el Primer Circuito Judicial de Guanacaste, se cuenta con solo una persona profesional, a cargo de las funciones en la parte psicosocial, se informa que, desde setiembre de 2018, la plaza de Trabajo Social que conformaba equipo fue trasladada al Segundo Circuito Judicial de San José, para un máximo aprovechamiento del recurso, dado la baja estadística en Liberia y el alto circulante en Goicoechea. 


En 4.7. debe corregirse que en el Segundo Circuito Judicial de Zona Sur no se atiende ninguna de las dos materias: Penal de Adultos y Juvenil, ya que no existe equipo interdisciplinario en ese circuito. 


En 4.8. corregir, como ya se aclaró, que en Heredia actualmente solo se cuenta con un equipo psicosocial para ambas materias y un equipo destacado en Alajuela, para Penal Juvenil. 


En 4.21 se indica que las entrevistas se realizan de manera conjunta entre la persona profesional del Equipo Legal y Psicosocial, lo cual no corresponde a la práctica, dado que las entrevistas se llevan a cabo de forma individual.     


En 4.27 se alude a la cantidad de reuniones restaurativas programadas y ejecutadas, respecto de lo cual es importante aclarar que si bien la persona profesional del equipo psicosocial es quien programa la reunión, es el equipo interdisciplinario quien la realiza y en ocasiones no se llevan a cabo debido al ausentismo de una o ambas partes.   

En 4.43. se indica que el abordaje en el Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur, se podría atender con el equipo destacado en el Primer Circuito, respecto de lo cual, si bien existe anuencia en que se haga un máximo aprovechamiento del recurso humano, es oportuno considerar las distancias significativas a las que debe trasladarse el equipo, el tiempo que esto implica, y la afectación para la organización de agenda y desarrollo de las distintas etapas del proceso, todo lo cual podría generar un efecto contrario al deseado.   

Cabe señalar, que se comparte el criterio externado en las conclusiones del informe, en cuanto a que se haga un máximo aprovechamiento de los recursos disponibles, tanto en Justicia Penal Restaurativa como en Penal Juvenil. 


5.) En el apartado V) Recomendaciones 5.2.2 en el que se sugiere se apruebe un plan piloto para la atención de las causas en Justicia Restaurativa para la etapa de Ejecución, se reitera lo señalado en el punto 2) del presente oficio. Asimismo, se resalta lo que establece la Ley de Justicia Restaurativa N°9582 en su capítulo III. Procedimiento Juvenil Restaurativo, artículo 31: “El seguimiento y control estará a cargo del Ministerio de Justicia y Paz”. Aunado a lo anterior, en el TÍTULO IV de esa Ley el TRANSITORIO V- dice: “El Ministerio de Justicia y Paz y el Instituto sobre Alcoholismo y Farmacodependencia (IAFA) de forma gradual en el plazo de tres años, a partir de la vigencia de la ley, crearán y direccionarán los recursos institucionales de acuerdo con las necesidades detectadas para ejecutar las obligaciones de la presente ley.”.

6.) En cuanto a la implementación de cualquiera de los dos escenarios planteados, se tomen en cuenta todas las observaciones previamente señaladas. 


Finalmente, como recomendación general se estima importante que cuando se realicen este tipo de estudios, se entreviste a la jefatura o jefaturas de Sección de este Departamento, considerando que gran parte del recurso que se pretendía crear son profesionales de Trabajo Social y Psicología. 


Agradeciendo la atención, suscribe,


MSc.  Alba Gutiérrez Villalobos


Jefa, Departamento de Trabajo Social y Psicología


Cc. Archivo  
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San José, 07 de mayo del 2019


Oficio No. 221-CACMFJ-JEF-2019


52-CSP-2019

Licenciada


Silvia Navarro Romanini


Secretaria General


Corte Suprema de Justicia

Estimada señora:


El Consejo Superior en la sesión 38-19 del 2 de mayo del 2019, artículo I, aprobó el oficio N°555-PLA-RH-MI-2019 de la Dirección de Planificación, relacionado con el “Impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial a partir de la promulgación del Nuevo Código Procesal Civil para el 2020”, en lo que interesa se acordó: 

“Se acordó: …5) Analizada la propuesta de mantener  dos plazas de Gestor (Jueza o Juez 5) en el Centro de Apoyo, se dispone mantener solamente una en condición ordinaria, ya que aunque los despachos cobratorios representan mayor carga de trabajo en la entrada de asuntos de los despachos judiciales, estos representan, labores menos complejas en su seguimiento y pueden ser apoyadas por los profesionales del CACMFJ, en su lugar  se aprueba que la plaza de Gestor (Jueza o Juez 5) que se propuso extraordinaria, se destine para conformar la Sección Ordinaria de  Tribunal Colegiado de Primera Instancia, tanto para la atención de los asuntos unipersonales como colegiados con categoría de Jueza o Juez 4, conformando  así un Tribunal Colegiado Itinerante completo y estable a cargo del CACMFJ  para dar soporte a  planes de descongestionamiento con competencia nacional. …” 

Este Centro plantea reconsideración del acuerdo citado en el punto 5), en razón de que el cuadro anexo “Observaciones del CACMFJ” al informe de la Dirección de Planificación, no se mencionaron todas las observaciones realizadas en su momento mediante el oficio N°179-CACMFJ-JEF-2019; por lo anterior es de suma importancia su valoración y análisis:


· Se considera importante dar continuidad a las 2 plazas de Juez 5, Gestor-Asesor, para el año 2020 (desde su génesis se asignaron dos plazas); dado que, la cantidad de Tribunales y Juzgados que conforman la Jurisdicción Civil, sea; la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia, 28 Juzgados Civiles, 1 Juzgado Concursal, 12 Tribunales Colegiados de Primera Instancia, 9 Tribunales de Segunda Instancia y 17 Juzgados de Cobro, uno de ellos conformado por 3 secciones, para un total de 70 despachos, conformados por 915 plazas aproximadamente.


· Se debe de tomar en cuenta que recientemente el nuevo Código Procesal Civil entró en vigencia, el cual implicó cambios en las estructuras del personal, en la metodología de trabajo, infraestructura, sistemas informáticos, entre otros, generando actualmente numerosas dudas por parte de las personas que conforman estos despachos.  


· Considerar, además, que despachos como lo son los Juzgados Cobratorios del Primer y Segundo Circuito Judicial de San José, están conformados por una elevada cantidad de plazas y la existencia de Tribunales completamente nuevos, lo que eventualmente produciría un aumento en las consultas que surgen en relación con la aplicación del nuevo Código, que requiere de la asesoría del equipo gestor. 


· Asimismo, para los planes de trabajo, se requiere del análisis y asesoría legal para la escogencia de los procesos que recibirán los planes de trabajo, lo que implicaría una inversión de tiempo mayor, más si se trata de asuntos complejos, que sumado a lo antes citado ocasionaría un recargo para una sola plaza de Gestor- Asesor.      


· Es por ello, que la asignación de únicamente una plaza de gestor, pone en riesgo los objetivos de la reforma, debido a la cantidad de despachos que debe de brindarse la asesoría, como parte de la sostenibilidad de los resultados obtenidos en todo el proceso de implementación. 


· En línea con lo anterior, debe de considerase, además, que mediante informe N°26-PLA-MI-2017
, la Dirección de Planificación recomendó ordinaria la primera plaza de Gestor (Jueza o Juez 4 en aquel momento) asignada para la Jurisdicción Laboral y mediante informe N°31-PLA-MI-2018
, recomendó ordinaria la otra plaza de gestor (como Jueza o Juez 5), contando esta Jurisdicción con dos plazas de Gestor-Asesor de forma ordinaria para atender un total de 62 despachos, 8 despachos menos que la Jurisdicción Civil. 


Por lo antes expuesto, solicita este Centro reconsiderar el acuerdo supracitado y valorar la continuidad de las 2 plazas de Juez 5 (Gestor), una de forma ordinaria (recomendada) y la otra extraordinaria, pudiendo analizar la Dirección de Planificación para el 2021, la condición de esta última plaza, una vez consolidada la reforma.

De usted atentamente;

Cristian Alberto Martínez Hernández 


Director a.i.

C.C.:  archivo


Ana y Fabricio

��

	�Aprobado porel Consejo Superior en sesión extraordinaria de Presupuesto 39-17 (Presupuesto 2018), del 26 de abril de 2017, artículo III y Corte Plena en sesión 15-17 celebrada el 31 de mayo del 2017, artículo  IV.



��

	�Aprobado porel Consejo Superior en sesión extraordinaria 34-18 (Presupuesto 2019), celebrada el  25 de abril del 2018, artículo II.
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Oficio 036-CJC-2019



San José,  09 de mayo de 2019



Señores

Consejo Superior del Poder Judicial



Estimadas y estimados miembros del Consejo Superior del Poder Judicial

Se procede a solicitar reconsideración sobre lo resuelto por el Consejo Superior del Poder Judicial en la sesión extraordinaria 38-19 (Presupuesto 2020), celebrada el  2 de mayo del año en curso, en cuanto acordó lo siguiente: 5) Analizada la propuesta de mantener dos plazas de Gestor (Jueza o Juez 5) en el Centro de Apoyo, se dispone mantener solamente una en condición ordinaria, ya que aunque los despachos cobratorios representan mayor carga de trabajo en la entrada de asuntos de los despachos judiciales, estos representan, labores menos complejas en su seguimiento y pueden ser apoyadas por los profesionales del CACMFJ, en su lugar se aprueba que la plaza de Gestor (Jueza o Juez 5) que se propuso extraordinaria, se destine para conformar la Sección Ordinaria de Tribunal Colegiado de Primera Instancia, tanto para la atención de los asuntos unipersonales como colegiados con categoría de Jueza o Juez 4, conformando así un Tribunal Colegiado Itinerante completo y estable a cargo del CACMFJ para dar soporte a planes de descongestionamiento con competencia nacional.  

En concordancia con las observaciones presentadas por parte de la Comisión Civil, al informe de Planificación, procedemos a fundamentar una reconsideración de la decisión tomada por el citado acuerdo. El fundamento esencial, que se plantea para el rechazo del mantenimiento de la plaza de gestor es el siguiente: 

El Consejo considera que si bien es cierto los juzgados cobratorios representan mayor carga de trabajo en la entrada de asuntos de los despachos judiciales, estos representan, labores menos complejas en su seguimiento y pueden ser apoyadas por los profesionales del CACMFJ, si bien respeta esta comisión lo señalado, no comparte los argumentos expuestos, por lo que se plantean las observaciones correspondientes para hacer ver al Consejo Superior el riesgo de considerar de esa forma lo que corresponde al trabajo emanado de la jurisdicción cobratoria con sus 667 mil expedientes activos y sus efectos a nivel de la economía nacional, el trabajo de la instituciones públicas, las políticas nacionales, intereses de la entidades bancarias nacionales, sistema financiero nacional, grandes usuarios, personas en estado de vulnerabilidad social y usuarios en general que suman cientos de miles a nivel nacional. 

Para mayor claridad los aspectos de la reconsideración son los siguientes:  

1) Impacto de la jurisdicción civil, tanto a nivel de los asuntos cobratorios, juzgados civiles y tribunales colegiados civiles en la estructura del poder judicial

2) Aclaración sobre las actividades o labores a las que se debe dar seguimiento en los despachos cobratorios

3)  Impacto de la función del gestor en las nuevas estructuras producto de la reforma al nuevo Código Procesal Civil

4) Diferencias entre las competencias, capacidades y funciones de los gestores civiles y los profesionales 2 del CACMFJ

5) El pendiente de los proyectos a la actualidad y el seguimiento a la ejecución de la reforma procesal civil

6. Criterio del órgano técnico (dirección de planificación), del órgano de seguimiento y control (camcfj), así como del órgano jurídico de asesoría e implementación de la reforma (comisión civil) .



1) IMPACTO DE LA JURISDICCIÓN CIVIL, TANTO A NIVEL DE LOS ASUNTOS COBRATORIOS, JUZGADOS CIVILES Y TRIBUNALES COLEGIADOS CIVILES EN LA ESTRUCTURA DEL PODER JUDICIAL:

Según los recientes datos emanados del informe de presidencia para la apertura del año judicial, el circulante activo de los despachos civiles a nivel nacional, representa más del sesenta y dos por ciento del circulante total, que maneja el poder judicial en la actualidad. En estas estructuras civiles emanadas de la Reforma Procesal Civil, se establecen nuevas instancias para el conocimiento de la materia, contabilizadas de la siguiente manera: Sala Primera de la Corte, 9 Tribunales de Apelación, 12 Tribunales Colegiados de Primera Instancia, 28 Juzgados Civiles, un Juzgado Concursal y 19 Juzgados Cobratorios, para un total de 70 despachos,  representando la estructura civil, alrededor de 915 plazas totales en el Poder Judicial. Ahora bien, según consta de los mismos datos indicados por  el despacho de la presidencia, el circulante de expedientes con mayor volumen o actividad lo representan los despachos cobratorios con una cantidad de asuntos que superan los 667 mil asuntos activos, resultando a la fecha  que los juzgados y tribunales civiles manejan un circulante de procesos, que ronda los 70 mil asuntos. Los anteriores números igualmente se complementan con el impacto a nivel nacional, en tanto salvo lo determinado para el Juzgado Concursal, el cual tiene competencia nacional y está radicado en San José, los demás despachos se encuentran  distribuidos por todo el territorio, siendo cada despacho de esas estructuras competente a nivel nacional para conocer de todo lo que corresponda a sus asuntos.  

2) ACLARACIÓN SOBRE LAS ACTIVIDADES O LABORES A LAS QUE SE DEBE DAR SEGUIMIENTO EN LOS DESPACHOS COBRATORIOS

	2.1  ANTECEDENTES EN MATERIA COBRATORIA:



El 20 de mayo del año 2008 entró en vigencia la actualmente derogada Ley de Cobro Judicial, la cual pretendía desde su génesis servir como herramienta ágil y oportuna, que además de simplificar la tramitología de los procesos cobratorios,  se vislumbraba como una reforma que impactaría de forma inmediata los plazos de respuesta de las gestiones presentadas a instancias judiciales, dando una solución en plazos razonables y en consecuencia ocasionaría un impacto positivo en la economía del país, ello por la respuesta y recuperación en un plazo más corto de los dineros tanto a nivel estatal como privado.



Analizando las principales causas que podríamos mencionar, al valorar las razones por las cuáles la implementación de esa ley no ha dado los resultados esperados a lo largo de estos 10 años de vigencia, podemos citar motivos externos al poder judicial como lo son la realidad económica y social propia del momento histórico que se ha vivido, tanto por la globalización, así como por la afectación de políticas económicas internacionales que inciden directamente en la economía del país y con ello en el poder adquisitivo de las personas, lo cual se agrava debido al aumento de la pobreza y el desempleo, el crecimiento de la inflación, el endeudamiento público,  las tasas de interés, la apreciación del dólar entre otras razones.



De la experiencia histórica de la implementación de la ley de cobro judicial del 2008, se concluye que existieron factores externos al Poder Judicial que la perjudicaron, pero también elementos internos que la afectaron, dado que por un lado no contó con los recursos necesarios desde su implementación, ( personal juzgador y técnico), ni tuvo un seguimiento cercano y oportuno que permitiera realizar ajustes y llevar controles necesarios para valorar y generar los cambios y requerimientos que le permitieran cumplir con el objetivo mismo por el cual fue aprobada. 



	2.2  IMPACTO DE LOS JUZGADOS DE COBRO JUDICIAL: 





Tal y como lo recomienda el Departamento de Planificación y a raíz del crecimiento constante y creciente de demandas cobratorias, así como por las políticas de especialización, a la fecha, la jurisdicción civil cuenta con 17 despachos cobratorios a nivel nacional, contanto todas las cabeceras de provincia y circuitos judiciales con un juzgado especializado de esta materia, despachos todos ante los cuales se dirimen conflictos que requieren una respuesta oportuna que atienda una necesidad país y que en efecto movilizan gran parte de la economía de nuestro país, pues solo basta analizar quienes son los grandes usuarios de estos despachos, tanto a nivel estatal como privado.



Por ejemplo, a nivel de cobro estatal se tiene como el más grande usuario a la Caja Costarricense del Seguro Social, también se cuenta con usuarios como las Municipalidades, Instituto Costarricese de Electricidad , Acueductos y Alcantarillados, la banca estatal conformada por el Banco Popular y de Desarrollo Comunal, Banco Nacional y Banco de Costa Rica, Ministerio de Hacienda, entre otros. Por su parte el sector privado, que cuenta con los bancos privados, entidades dedicadas al préstamo de dinero, o prestación de servicios privados, etc, que como se sabe colocan sumas de varios miles de millones en el país. 



De ahí que existan tantos actores involucrados en la procura de que la recuperación de las sumas pretendidas en los distintos procesos cobratorios se pueda dar a cortos plazos de respuesta. Piénsese por ejemplo en lo que significa para el estado, poder llevar a cabo un cobro efectivo de sumas de dinero dejadas de cancelar por los distintos deudores por concepto de cuotas obrero-patronales, o trabajador independiente, sumas que de acuerdo a la cantidad de demandas existentes en corelación  a la estimación de las demandas, constituyen muchos millones, que se  devuelven al estado y se traduce finalmente en recurso que beneficia la prestación del servicio social que brinda esa institución. Misma situación ocurre con las empresas financieras privadas, pues la recuperación de sus adeudos incide en la reactivación económica del país.



Por esa razón, la materia cobratoria amerita un especial y contínuo seguimiento, pues afectará directamente no solamente a un nivel económico las arcas del estado e influirá en el movimiento y circulación de grandes sumas de dinero en el país, sino que tiene también una función social, pues a pesar de ser una materia netamente patrimonial, afecta la vivienda, bienes muebles e inmuebles, salario y cuentas bancarias de muchas personas, pues al final éstos sirven en los distintos procesos monitorios, prendarios, hipotecarios, garantías moviliarias o medidas cautelares, como producto de resarcimiento económico de la deuda puesta al cobro.  



Por esa razón y dado el circulante actual que tienen a nivel nacional estos despachos cobratorios, el cual supera más de 500.000 procesos activos, la materia cobratoria sea una materia que se basta a sí misma para dar sustento de sobra al trabajo de un gestor, en tanto, su impacto en números, refleja que año a año su circulante lejos de verse disminuido aumenta, derivado de ingresos mucho mayores de cobros, lo que se ve influenciado por consideraciones económicas, que demuestran una serie de factores sociales ajenos a la labor del poder judicial. 



La cantidad actual de despachos cobratorios, así como la cantidad de jueces ( 88)  y de personal técnico y administrativo ( 299) que los integran, generan una alta demanda en atención por parte de los gestores. Día con día las necesidades derivadas de la actividad cobratoria, consumen muchísima atención, la relación y respuesta a los grandes usuarios, los usuarios específicos de consulta en cada uno de los circuitos judiciales a su cargo, así como la atención de las actividades de coordinación que debe mantener con las distintas áreas administrativas entre ellas; las Direcciones de Planificación, Gestión Humana, Centro de Apoyo y Coordinación al Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, Dirección Ejecutiva, Dirección Jurídica como las Administraciones Regionales, Escuela Judicial, Departamento de Control Interno, y otras áreas del quehacer administrativo, como son el área de Tecnología de la Información, la Contraloría de Servicios y las distintas comisiones que integra, como la Comisión Civil y la Subcomisión de Cobro. 



De forma tal, que se vislumbra totalmente necesaria la permanencia de las dos personas gestoras, en esta segunda etapa, ahora de seguimiento de la reforma, pues la carga que significa esa labor, requiere un acompañamiento contínuo, una labor de revisión, de valoración, y generación de recomendaciones de los ajustes necesarios, seguimiento que como se ha sostenido careció la ya derogada ley de Cobro Judicial, ello con las consecuencias que todos conocemos, historia que no queremos se repita con la actual reforma, y que dado el acuerdo tomado por el respetado Consejo, genera un riesgo para el cumplimiento de los objetivos institucionales, y económicos de la reforma procesal civil.



De esta manera y bajo tal escenario es inaceptable para esta jurisdicción, por un lado que existiendo criterio técnico del Departamento de Planificación al respecto en recomedar la permanencia de las dos plazas de gestor para el año 2020, incluso considerando las labores que de manera distinta y dentro de su ámbito administrativo brindan en ese sentido los 2 profesionales del Centro de Apoyo, se acuerde por parte del Consejo Superior, limitar y mantener a un sólo gestor, argumentando que: "... aunque los despachos cobratorios representan mayor carga de trabajo en la entrada de asuntos de los despachos judiciales, estos representan, labores menos complejas en su seguimiento y pueden ser apoyadas por los profesionales del CACMFJ...". 





	2.3 LABORES DEL GESTOR EN EL SEGUIMIENTO DE LOS  JUZGADOS COBRATORIOS:



El fundamento que utilizó el Consejo Superior para tomar la decisión que se solicita reconsiderar deja de lado varios aspectos de importancia. Primero, la labor del gestor en el seguimiento de estos despachos no se encuentra limitada o determinada únicamente por la cantidad de circulante con la que cuentan estos juzgados.  Se tiene una realidad que no se puede obviar y es que más del 50 por ciento de la totalidad del circulante activo del Poder Judicial está concentrado en estos  17 despachos, sin embargo se ha determinado con base en estudios de Planificación tales como el Informe Nº 904-PLA-2018 del 10 de agosto del 2018, en el que entre otros aspectos relevantes, se analizó el comportamiento relacionado con los movimientos de trabajo en los juzgados competentes en materia de Cobro Judicial, durante el 2017 y el último quinquenio, que en estos despachos la demanda del servicio supera -en mucho- las posibilidades de las oficinas, pues con las estructuras actuales, la demanda sobrepasa en demasía esa capacidad operativa, muy apesar de cumplirse con la producción de cuotas estandarizadas y que han sido debidamente aprobadas como promedios aceptables.



Por otro lado, concluir que éstos despachos ameritan labores menos complejas en su seguimiento y pueden se apoyados por los profesionales del Centro, es un argumento que tampoco encuentra sustento, dado que la labor de asesoría que tienen los gestores va más allá de una criterio administrativo, pues su ámbito incluye las valoraciones para que se tome la mejor decisión tanto jurisdiccional como administrativa, ello en procura de hacer ver las observaciones, riesgos, impacto,  errores, omisiones o sugerencias que contemplen de forma integral el abordaje de lo que se le consulta . 



Aunado a ello, es menester recordar que la tramitación de las garantías mobiliarias, es competencia de los despachos Especializados de Cobro, siendo la aplicación de la ley que lo regula muy novedosa y que amerita la atención de constantes consultas propias de estos despachos, máxime en este proceso en el que el juez interviene incluso en el sistema informático de Garantías Mobiliarias, el cual se encuentra actualmente en proceso de implementación en conjunto con otros sistemas, situación que genera la necesidad de un real y continuo acompañamiento, que para esos efectos no puede ser asumido ni solventado por los profesionales del Centro, por ser aspectos que no se incluyen en sus competencias.  Igual situación han generado las medidas cautelares que en aplicación de la propia reforma, deben ser resueltas por los despachos cobratorios, lo cual es totalmente novedoso y requerirá de un seguimiento por parte del equipo gestor.





3)  IMPACTO DE LA FUNCIÓN DEL GESTOR EN LAS NUEVAS ESTRUCTURAS PRODUCTO DE LA REFORMA AL NUEVO CPC: 

Para la labor del gestor, con ocasión de la reforma procesal civil, le implica el conocimiento de todos los asuntos relacionados a Juzgados Civiles, Juzgado Concursal, Tribunales Colegiados de Primera Instancia, Tribunales de Apelación Civil y la colaboración con la Sala Primera de la Corte. A todas estas estructuras se les debe aplicar la misma consideración de los juzgados de cobro, atendiendo un Juzgado Concursal con competencia Nacional, 28 juzgados civiles, 12 Tribunales Colegiados de Primera Instancia y 9 Tribunales de Apelación, y la Sala Primera para un total de 51 despachos. Esta persona gestora igualmente en este ámbito, requiere atender asuntos relacionados con la implementación de la reforma, revisión, ajuste y adecuación de las estructuras, así como la coordinación institucional, es decir:  Relación y respuesta a los grandes usuarios y los usuarios específicos de consulta, en cada uno de los circuitos judiciales a su cargo, así como la atención de las relaciones de dirección que debe mantener con las distintas áreas administrativas entre ellas: las Direcciones de Planificación, Gestión Humana, Despacho de la Presidencia, OCRI, CONAMAJ, Centro Integrado de la Información Jurídica, Centro de Apoyo y Coordinación al Mejoramiento de la Función Jurisdiccional,  Dirección Ejecutiva, Administraciones Regionales, Escuela Judicial, Departamento de Control Interno, Dirección Jurídica y otras áreas del quehacer administrativo, como son el área de Tecnología de la Información, la Contraloría de Servicios y las distintas comisiones que integra, como la Comisión Civil, Sub comisión de Capacitación y lo relacionado con la Sub comisión de Infraestrutura entre otras. Además de ello, le correspondería  el seguimiento a la implementación jurídica,  asegurarse de que el modelo del nuevo sistema procesal cumpla sus cometidos, en tanto la importancia de la aplicación del sistema no se queda en la entrada en vigencia del nuevo código en el mes de octubre de 2018, como suele ocurrir con las reformas judiciales, sino que igualmente, requiere de darle continuidad a la reforma, a la fecha quedan muchos asuntos pendientes que dependen de la ejecución del proyecto. No puede pretenderse como lo ha mencionado el Ente Técnico en anteriores oportunidades (Dirección de Planificación), que los profesionales del Centro de Apoyo al Mejoramiento de la Calidad y la Función Juridiccional,  asuman las labores que corresponden a un gestor de reforma, en tanto como se hace ver en este recurso, no cuentan ni con las competencias (no es su función), ni con los conocimientos necesarios requeridos para ello. 



4) DIFERENCIAS ENTRE LAS COMPETENCIAS, CAPACIDADES Y FUNCIONES DE LOS GESTORES CIVILES Y LOS PROFESIONALES 2 DEL CACMFJ

Además de los aspectos señalados anteriormente, que no realizan los profesionales del centro, es de suma importancia aclarar las diferencias entre la labor que ejerce un gestor y las labores que realizan los profesionales del Centro. Si bien, la colaboración de los profesionales es esencial, para dar seguimiento a las estructuras tanto a nivel de despachos cobratorios como civiles, dichos profesionales tienen una labor técnico administrativa, que se encuentra limitada, para ello procedemos a realizar una reseña de sus funciones: Diseñar y realizar investigaciones, planes de trabajo, propuestas de proyectos mediante la metodología de proyectos, y análisis de datos suministrados por el ámbito Jurisdiccional, preparar y formular objetivos, metas e indicadores en los planes de trabajo, o dar seguimiento permanente de la totalidad de los despachos que conforman la Jurisdicción Civil, análisis de los datos estadísticos de cada uno de estos despachos que conforman la Jurisdicción Civil. Valorar el  cumplimiento de las cuotas de trabajo establecidas por la Dirección de Planificación de las plazas que conforman las estructuras Civiles, así como el seguimiento, para determinar el cumplimiento de cuotas de trabajo fijadas y objetivos del plan, o bien redactar informes mensuales de seguimiento producto del análisis efectuado de los resultados obtenidos en todos los despachos civiles y de los resultados de los planes de descongestionamiento para la Materia Civil, dirigidos al Consejo Superior, la Dirección de Planificación y la Comisión de la Jurisdicción Civil, la Subcomisión de Cobro de la Jurisdicción Civil. Igualmente recopilar, clasificar, tabular y analizar información variada. Incluso efectuar labores de revisión, análisis y control de los planes de descongestionamiento y planes de trabajo, así como evaluar la implantación y desarrollo de propuestas formuladas por los despachos judiciales. Sin embargo, no cuentan con la experiencia ni el conocimiento necesario de los aspectos jurídicos que se requiere considerar en el ámbito de la gestoría. Entre ellos se destaca el análisis de los mismos aspectos competenciales que  corresponden al profesional 2 señalado, pero desde la óptica jurídica, son los gestores asesores en lo que corresponde a los aspectos técnico jurídicos ya mencionados, entre ellos el seguimiento a la implementación jurídica de la reforma, la valoración de los resultados, análisis de los datos estadísticos de cada uno de estos despachos que conforman la Jurisdicción Civil comparando los datos con los aspectos estructurales que se contemplan en la reforma civil, valorar el  cumplimiento de las cuotas de trabajo establecidas por la Dirección de Planificación de las plazas que conforman las estructuras Civiles, pero proponiendo los ajustes requeridos sin afectar los aspectos normativos previstos por el legislador en relación con los fines y principios jurídicos que cobijan las reformas, el seguimiento al cumplimiento de cuotas de trabajo y objetivos del plan,  analizando las competencias de los sujetos que integran los planes y las estructuras, evitando la existencia de situaciones que puedan implicar rompimiento de las relaciones jurídicas que abarcan los despachos civiles y la sociedad civil a través de la interpretación de normas que cobijan la materia en cuestión.  Analizar y valorar la recopilación, clasificación y análisis que hacen los profesionales del centro de la información variada que obtienen, con el fin de proponer acercamientos con los despachos para lograr objetivos y planteamientos necesarios sobre la forma de trabajo. Incluso coordinar y valorar jurídicamente las labores de revisión, análisis y control de los planes de descongestionamiento y planes de trabajo, evaluando las propuestas de implantación que hacen los profesionales en complemento con las propuestas formuladas por los despachos judiciales. 

5) EL PENDIENTE DE LOS PROYECTOS A LA ACTUALIDAD Y EL SEGUIMIENTO A LA EJECUCIÓN DE LA REFORMA PROCESAL CIVIL: 

 Desde la entrada en vigencia de la reforma, la carga de trabajo se ha centrado en las dos personas gestoras que la estructura mantiene en la actualidad, al día de hoy, se mantienen una serie de proyectos en ejecución, que requieren su atención a fin de dar soluciones a gestiones prioritarias derivadas de la entrada en vigencia de la nueva norma y las nuevas estructuras, lo anterior, va de la mano con la reducción de una plaza de Gestor y una plaza de Técnico Judicial 3, que se dio a finales del año 2018 para la Reforma Procesal Civil. 

En este momento, existen pendientes de suma importancia, entre ellos destacan la implementación de un paquete de mejoras informáticas que pueden contribuir con la tramitación de asuntos tanto a nivel de juzgados cobratorios, como de juzgados y tribunales colegiados. El seguimiento al desarrollo de la infraestructura es un asunto de suma importancia que mantiene pendiente la actividad de la gestoría, actualmente existen varios proyectos en ejecución de obra y otros tantos en estudio para adjudicación, que son de suma importancia para la implementación y ejecución de las nuevas estructuras. Se trabaja día a día en sostener reuniones y consultas con la Dirección Ejecutiva y las Administraciones Regionales,  para dar solución a una gran cantidad de problemas que se han detectado, a razón de las contrataciones, prestación del servicio, construcciones en desarrollo, o bien equipo físico o tecnológico que los 70 despachos necesitan para ejecutar sus funciones.  Desde la entrada en vigencia del nuevo código se da seguimiento a la aplicación de las normas, directrices y circulares emanadas por parte del Consejo Superior y Corte Plena, para los despachos civiles, lo anterior en tanto,  resulta necesario que las nuevas estructuras den seguimiento a dichos requerimientos y procedan a cumplirlos, normas prácticas para la aplicación del Código, etiquetados de audiencias, asuntos relacionados con el manejo de catálogos de trabajo para el sustento de la actividad jurisdiccional, el control y llenado de la matrices, el seguimiento a las agendas de los despachos y la actividad de trámite y fallo de asuntos, la revisión y análisis de informes emitidos por parte del Centro de Apoyo a la Función Jurisdiccional,  sobre la actividad de todos los despachos civiles a la fecha, con el fin de obtener insumos necesarios para dar seguimiento al cumplimiento de cuotas, ajustes y  aspectos derivados de la implementación de los planes fijados por el consejo para la ejecución de la reforma. Actualmente este aspecto, es de suma importancia,  va de la mano con el análisis de todos los informes emitidos por planificación, sobre las estructuras de los despachos antes de la reforma y que se están poniendo en conocimiento para su valoración, en complemento con los resultados que se están generando de la implementación del nuevo CPC. 

El seguimiento que se dará a las estructuras en un futuro abordaje, por parte del Departamento de Planificación, requiere una ardua labor, por parte de la gestoría, en tanto, es necesario mantener de una manera muy objetiva, datos frescos y relevantes que permitan conocer de los riesgos y aspectos de mejora, a fin de comunicarlos a autoridades pertinentes y tomar las decisiones adecuadas en aras de que  la reforma procesal civil, no se vea afectada como otras, por falta de seguimiento a la implementación y su ejecución. 

El acompañamiento es necesario, existen programadas reuniones a nivel nacional y de forma  periódica, con jueces coordinadores de las distintas estructuras, éstas, con el objetivo de lograr informar de los resultados obtenidos, de recalcar puntos necesarios que requieren reforzamiento, de generar conciencia en la importancia de implementar el proyecto en los términos acordados por el Consejo, en obtener retroalimentación sobre los grandes cambios que se están ejecutando, y en lograr informar sobre los planes de ayuda que se están brindando por parte del centro de gestión y apoyo y los requerimientos necesarios para su colaboración. 

Además, igualmente se mantiene la intención de continuar con visitas periódicas a los despachos a nivel nacional, con el fin de obtener insumos necesarios y desde la fuente, para así conocer de primera mano la situación del personal, la consideración de los usuarios y propiamente valorar las condiciones de los lugares, en un acercamiento mas efectivo de la gestoría y la Comisión Civil de las realidades que mantienen las estructuras y el personal, situación imposible de lograr si solamente se mantiene un gestor para 70 despachos a nivel nacional. 

A nivel administrativo, existen igualmente coordinaciones y proyectos en ejecución que demandan a futuro mucha atención de parte de la gestoría tanto a nivel cobratorio como de los despachos civiles. 

Las distintas administraciones a nivel nacional, requieren  la atención de muchas actividades y consultas por parte de los gestores, desde contralorías de servicio a nivel nacional, hasta la verificación de la atención de las necesidades básicas de los distintos despachos por parte de las administraciones, son temas del quehacer de cada gestor, que no se acaban con la ejecución de la reforma, siendo más bien un aspecto que va en aumento, una vez que se implementó la ejecución del nuevo CPC.  Igualmente existen variedad de proyectos y coordinaciones con distintas  áreas del Poder Judicial, tales como:  TI, CONAMAJ,  CDIGESTO, Departamento de Planificación, Archivo Judicial, CACMFJ, Administraciones, Dirección Ejecutiva entre otros.  

6. CRITERIO DEL ÓRGANO TÉCNICO (DIRECCIÓN DE PLANIFICACIÓN), DEL ÓRGANO DE SEGUIMIENTO Y CONTROL (CAMCFJ), ASÍ COMO DEL ÓRGANO JURÍDICO DE ASESORÍA E IMPLEMENTACIÓN DE LA REFORMA (COMISIÓN CIVIL).

Según consta en el acuerdo del Consejo Superior que ahora se impugna, todos los órganos relacionados con la gestión de aprobación presupuestaria de la Reforma Procesal Civil, tanto el órgano técnico, como los órganos de implementación y asesoría recomiendan el mantenimiento  para convertir en ordinarias, las plazas de Gestor Civil.  Lo anterior se deduce de los señalado en el informe emitido por la licenciada Nacira Valverde Bermúdez la cual presenta el estudio de Requerimiento de Recurso Humano 555-PLA-RH-MI-2019.  Impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial a partir de la promulgación del Nuevo Código Procesal Civil para el 2020.  Por ejemplo el CACMFJ señala concretamente dentro de sus observaciones (…) 

		Se considera importante dar continuidad a las 2 plazas de Juez 5, Gestor-Asesor, para el año 2020 (desde su génesis se asignaron dos plazas); dado que, la cantidad de Tribunales y Juzgados que conforman la Jurisdicción Civil, sea; la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia, 28 Juzgados Civiles, 1 Juzgado Concursal, 12 Tribunales Colegiados de Primera Instancia, 9 Tribunales de Segunda Instancia y 17 Juzgados de Cobro, uno de ellos conformado por 3 secciones, para un total de 70 despachos, conformados por 915 plazas aproximadamente.





		Se debe de tomar en cuenta que recientemente el nuevo Código Procesal Civil entró en vigencia, el cual implicó cambios en las estructuras del personal, en la metodología de trabajo, infraestructura, sistemas informáticos, entre otros, generando actualmente numerosas dudas por parte de las personas que conforman estos despachos.  





		Considerar, además, que despachos como lo son los Juzgados Cobratorios del Primer y Segundo Circuito Judicial de San José, están conformados por una elevada cantidad de plazas y la existencia de Tribunales completamente nuevos, lo que eventualmente produciría un aumento en las consultas que surgen en relación con la aplicación del nuevo Código, que requiere de la asesoría del equipo gestor. 





		Asimismo, para los planes de trabajo, se requiere del análisis y asesoría legal para la escogencia de los procesos que recibirán los planes de trabajo, lo que implicaría una inversión de tiempo mayor, más si se trata de asuntos complejos, que sumado a lo antes citado ocasionaría un recargo para una sola plaza de Gestor- Asesor.      





		Es por ello, que la asignación de únicamente una plaza de gestor, pone en riesgo los objetivos de la reforma, debido a la cantidad de despachos que debe de brindarse la asesoría, como parte de la sostenibilidad de los resultados obtenidos en todo el proceso de implementación. 





		En línea con lo anterior, debe de considerase, además, que mediante informe N°26-PLA-MI-2017, la Dirección de Planificación recomendó ordinaria la primera plaza de Gestor (Jueza o Juez 4 en aquel momento) asignada para la Jurisdicción Laboral y mediante informe N°31-PLA-MI-2018, recomendó ordinaria la otra plaza de gestor (como Jueza o Juez 5), contando esta Jurisdicción con dos plazas de Gestor-Asesor de forma ordinaria para atender un total de 62 despachos, 8 despachos menos que la Jurisdicción Civil. 







Por su parte la Dirección de Planificación indicó:



 Sobre las observaciones del Centro



(…) Se toma nota. La plaza de Gestor se mantiene por 2020 y el plan de trabajo se modificará para resolver asuntos unipersonales. 



Por su parte sobre las observaciones planteadas por parte de la Comisión de la Jurisdicción  Civil la Dirección de Planificación indicó: 



(…) Se comparte el criterio expuesto por la Comisión de la magnitud de la materia Civil y Cobratoria, así como el impacto en estructuras a partir de la entrada en vigencia de la nueva normativa.



Se reitera, el papel de Gestor de estas plazas, en seguimiento y emisión de recomendaciones a los despachos conforme a su experiencia y como contraparte Jurisdiccional en los procesos administrativos y de revisión de las recomendaciones emitidas por las plazas de seguimiento (Profesionales 2) del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional en los diagnósticos que realicen en las oficinas civiles.



Se modifica la recomendación emitida, se mantiene la segunda plaza de Gestor (Juez 5) en condición extraordinaria (…) 



Por lo anterior, sobre las bases de lo expuesto anteriormente, considera esta Comisión que el fundamento técnico tanto administrativo, como ejecutivo y jurídico, amparan la continuidad de las dos plazas de gestor civil. 



En un primer momento, según el informe emitido por el departamento de planificación,  las 2 plazas de Jueza o juez 4, por estar destinadas a la colaboración de los Tribunales Colegiados de I Instancia, se esperaba conformar una sección de apoyo que resuelva de forma colegiada, y sea integrada a 3 jueces, con la transformación de una de las plazas de Jueza o Juez 5 (Gestor) a Jueza o Juez 4 y de esa manera colabore con el fallo de esos despachos, según las prioridades que determine el CACMFJ conforme al seguimiento continuo que realizan en las oficinas. Sin embargo, es importante hacer ver que la conversión recomendada, como se indicó líneas atrás, perjudicaría y limitaria de manera negativa la labor y tareas asignadas que tiene a su cargo el equipo gestor de la reforma civil, pues solamente mantendría una plaza para gestora o gestor, la cual debería asumir la totalidad de las labores de seguimiento y sostenibilidad de las estructuras, Indicadores de Gestión implantados en cada oficina judicial (que suman 70 despachos distintos) y la reforma en general que a la fecha cuenta con apenas 7 meses de instaurada, y que requerirá una valoración, seguimiento y ajustes constantes, que conforme avance deberán analizarse e implementarse, tarea que en la realidad para una única persona resulta de imposible alcance  y abordaje. 

CONCLUSIONES  Y RECOMENDACIONES GENERALES:

 SOBRE LA PLAZA GESTOR

Por la cantidad de despachos cobratorios, juzgados civiles, tribunales colegiados de primera instancia, así como tribunales colegiados de Apelación, Juzgado Concursal y Sala Primera (Un total de 70 despachos con mas de 900 plazas ordinarias), tomando igualmente como dato de relevancia la cantidad de asuntos civiles que tramita el poder judicial (Solo cobro es una materia con mas de 667.000 expedientes activos), resultando las funciones de los gestores civiles tan variadas y con tanto impacto en la jurisdicción, siendo de suma urgencia para atender la coordinación con los distintos despachos, así como las distintas instancias administrativas ya señaladas, ocurriendo que existen una gran cantidad de proyectos pendientes a los cuales los gestores les resulta materialmente imposible atender sino se da la colaboración entre ellos, aunado lo anterior,  la imperiosa necesidad de dar seguimiento a la implementación y ejecución de la reforma civil,  se solicita expresamente por parte de la Comisión Civil que la plaza de Juez Gestor categoría 5 que se propone convertir a juez 4 para colaborar con el Centro de Gestión y Apoyo, se mantenga como Gestor Civil y se ordinaríe para el presupuesto del año 2020.



Desde que se inició a finales del año 2016 la implementación del Código Procesal Civil, y su adecuada instauración a partir del 08 de octubre del año 2018, se ha requerido de un arduo trabajo por parte del equipo responsable de ponerlo en funcionamiento. Desde ese momento de planificación y determinación de las estrategias que se utilizarían para lograr que en menos de dos años, se lograra tener la plataforma necesaria para que al momento de vigencia de esa nueva normativa, se contara con todos los elementos necesarios que sirvieran de base sólida para el éxito de la puesta en marcha de la reforma, la labor de los gestores ha sido de vital importancia, pues han participado como órgano asesor y consultor no sólo de los distintos departamentos administrativos del Poder Judicial, sea Planificación, el Centro de Apoyo y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, Escuela Judicial, etc,  sino que también han participado activamente en la generación de nuevas mejoras informáticas que dan agilidad a la herramienta jurídica que constituye el código. Ello desde la visibilización de las necesidades existentes tanto jurídicas como procedimentales, hasta el proceso de seguimiento y utilización de esas mejoras, así como la optimizacion y adecuación de las mejoras informáticas ya existentes en los distintos sistemas, trabajo que partiendo del hecho de que actualmente la totalidad de los 70 despachos civiles del país son electrónicos, incide necesariamente en el beneficio directo de la implementación requerida.



Asi mismo, se han sumado labores de seguimiento en relación a la dotación y verificación de los equipos necesarios para los despachos, evidenciando con los distintos departamentos administrativos las necesidades mínimas requeridas en temas de infraestructura, mobiliario y equipos. Además de esas labores, se ha logrado conformar en conjunto con el departamento de Planificación un equipo interdisciplinario, que ha logrado abordar en una primera etapa de la reforma, la implementación de las nuevas estructuras de los despachos, emitiendo observaciones y posibles riesgos que se han logrado detectar de las decisiones administrativas de ese departamento, y participando activamente de todos los informes emanados de esa oficina, así como del propio Consejo Superior en los que se consideró necesario dar el criterio técnico jurídico que salvaguardara la buena puesta en marcha de reforma. 



Igualmente  a partir del 08 de octubre del año pasado, se requirió de una labor de los gestores  abocada entre otras tareas de implementación, al seguimiento de la migración física y electrónica, tanto del personal y como de los circulantes, a las nuevas estructuras, lo cual conllevó no solo coordinaciones con los departamentos administrativos e informáticos sino también de una revisión inmediata y reiterada de esos procesos. Labor que a la fecha debe continuar, pues a seis meses de esa implementación, todavía se está realizando a instancia de la Comisión Civil y por el seguimiento que los gestores han dado a todos los despachos que conformaron las nuevas estructuras, una revisión por parte del Departamento de Informática del proceso de migración de expedientes en los distintos sistemas (sistema de gestión y escritorio virtual), así como de los dineros existentes asociados a cada expediente ( sistema de depósitos judiciales), en razón de haberse determinado una gran cantidad de inconsistencias en la ejecución de dichas migraciones, lo cual ha requerido de un seguimiento cercano con cada despacho y la verificación de cumplimiento del protocolo que se activó en corrección de ese problema detectado.



Es materiamente imposible, pretender realizar un seguimiento a conciencia, oportuno y efectivo, si una sola persona debe llevar en sus hombros esa tarea para toda la jurisdicción. Considérense 70 despachos judiciales, máxime que la labor de los gestores continúa en el seguimiento también de la aprobación e implementación de las más de 20 mejoras informáticas propuestas por la jurisdicción civil, de las cuáles inicialmente se dará prioridad en orden de necesidad a 9 de ellas. Igualmente en razón de la reducción presupuestaria a la que está sometido el Poder Judicial, se debe valorar y recomendar en relación a los planes de descongestionamiento  cuáles despachos requieren en orden de prioridad ser atendidos, ello tomando en cuenta el impacto de dicha decisión, máxime en el caso de los despachos cobratorios, que sufrieron de una gran afectación al limitarse recién el año pasado, de 11 a únicamente 2 los jueces que colaboran en esa función. 



Por otra parte, considerando que parte del éxito del seguimiento consiste no sólo en la valoración de los informes, indicadores o matrices que de por si se analizan mes a mes de cada uno de éstos juzgados, sino tomando en cuenta también que esa información constituye solamente una parte de los insumos que se deben de tener a la mano al momento de analizar situaciones concretas o que ameriten intervención, las visitas que se requiera realizar a los distintos despachos, para obtener de forma cercana, oportuna y de primera mano la información pertinente que se amerite, también se consideran como labores del gestor, aún en el caso de que se acompañe de los profesionales del Centro de Apoyo, máxime si en el transcurso de las visitas se abordan consultas que superan los meros aspectos administrativos. En éstos casos, ya se ha tenido la experiencia positiva de esos abordajes oportunos, y el resultado de que en la mayoría de las ocasiones se han podido solucionar los inconvenientes que dieron motivo a la necesidad de la visita, convirtiéndose en una intervención cuya percepción por los despachos es muy positiva, pues los hace sentir un verdadero acompañamiento en esta etapa de seguimiento a una reforma de tan poco tiempo de implementación, y que amerita esa cercanía con quienes al final son los que utilizan y aplican esa herramienta.  



Por último, otro aspecto importante a destacar es el poco tiempo con que cuenta de implementada la reforma. En ese sentido limitar a un sólo gestor practicamente a un año de entrada en vigencia esa normativa, recargaría en una sola persona, toda la labor de seguimiento de los 70 despachos civiles, lo cual no es razonable ni por la labor misma que eso conlleva,  ni mucho menos si se piensa en las razones que justifican la existencia de los gestores de las reformas. Prácticamente limitaría como en el caso de los juzgados cobratorios, la demanda del servicio que se espera brinde en relación a la capacidad operativa que se tenga para cumplir esas labores de asesor- consultor, no sólo en relación a los 70 despachos civiles, sino de los distintos departamentos administrativos del Poder Judicial.  

En dicho sentido y como se ha sostenido a lo largo de ésta solicitud de reconsideración, la labor de los gestores en esta etapa de seguimiento es de vital importancia, y va a estar relacionada además de todos los aspectos ya analizados ampliamente, a la valoración y decisiones que desde su criterio técnico jurídico requiera el seguimiento en las labores de los distintos despachos relacionadas con inventarios o muestreos de expedientes según corresponda, verificación de la correcta utilización de los catálogos implementados,  seguimiento a la correcta utilización o modificación de los formatos jurídicos existentes, la valoración y ejecución adecuada y oportuna de los planes de descongestionamiento en procura de la estabilización de los despachos, el seguimiento a los actuales proyectos de ley existentes y que afecten directamente la jurisdicción civil, la aprobación y seguimiento a los distintos planes de mejora que mensualmente presentan los despachos judiciales y el seguimiento al abordaje que transcurridos los primeros seis meses de la implementación de la reforma corresponde realizar al Departamento de Planificación.  	



 Por todo lo anterior, en consideración no solamente a la actividad del Poder Judicial, sino también a la gran cantidad de usuarios que están pendientes del éxito y adecuada implementación de la reforma en la jurisdicción civil, incluyendo grandes usuarios como instituciones públicas, entidades financieras, gobierno central, así como los cientos de miles de usuarios en general que esperan y merecen la solución a sus conflictos a nivel patrimonial y que afectan todas sus relaciones a nivel social, se les requiere reconsiderar su decisión y permitir ordinariar y mantener las dos plazas de gestores a partir del año 2020, o eventualmente mantener la que se acordó eliminar de forma extraordinaria durante el año 2020, mientras se valora la necesidad de su continuidad. A efectos de brindar aclaraciones respecto del tema en cuestión si es de su consideración solicitamos una audiencia a fin de ser escuchados.   



Atentamente,



William Molinari Vílchez

Magistrado coordinador 

Comisión de la Jurisdicción Civil
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Fernando Cruz Castro, Presidente
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Máster 


Róger Mata Brenes, Director a. i.


Despacho de la Presidencia
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Walter Espinoza Espinoza, Director


Organismo de Investigación Judicial


Magistrada 


Patricia Solano Castro, Coordinadora


Comisión de Transparencia





Máster 


Emilia Navas Aparicio    


Fiscala General de la República  





Máster 


Ana Eugenia Romero Jenkins


Directora Ejecutiva  


Máster 


Roxana Arrieta Meléndez


Directora a.i. de Gestión Humana











Estimados señores:


Estimados señoras:





En atención al oficio 2481-19, donde se transcribe el acuerdo tomado por Corte Plana en sesión celebrada el 4 de marzo de 2019, artículo XX, les remito el informe suscrito por la Inga. Elena Gabriela Picado González,  Jefa del Subproceso de Modernización Institucional, relacionado con la conformación de la Sección de Anticorrupción en el Organismo de Investigación Judicial, el fortalecimiento en el Ministerio Público y  la creación de la  Oficina de Cumplimiento y Apoyo de la Comisión de Transparencia.





Les solicito respetuosamente analizar este documento y enviar las observaciones que estimen pertinente en un plazo improrrogable de 3 días naturales a partir de la fecha de recepción, con el fin de valorarlas previo a que sea elevado a conocimiento de la Corte Plena. El plazo se consigna improrrogable ya que la Corte Plena dio el plazo de un mes para generar el informe, mismo que se cumple el próximo lunes. Se debe tomar en consideración el criterio de las y los servidores judiciales del despacho a su cargo que están involucrados, para lo cual es conveniente que les compartan estos resultados..





La respuesta debe ser enviada al correo electrónico oficial dela Dirección de Planificación:


planificacion@poder-judicial.go.cr








De no recibirse respuesta en el plazo concedido, se entenderá que no se tienen observaciones y se seguirá el trámite indicado en el segundo párrafo de este oficio. 





Atentamente,











Nacira Valverde Bermúdez


Directora a.i. de Planificación
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[bookmark: _Toc5781437]OFICIOS QUE SE ATIENDEN


Se debe indicar que mediante este informe se contestan los oficios de la Secretaría General de la Corte 7095-12, 10516-12, 13167-17, 3837-18, 7303-18 y el 2481-19, correspondientes a las referencias internas de la Dirección de Planificación 1184-12; 1641-12;, 1814-17, 558-18, 1082-18 y 433-19.





[bookmark: _Toc5781438]ANTECEDENTES


Para el presente estudio es importante tomar en consideración los antecedentes de las distintas oficinas o unidades de la estructura organizacional del Poder Judicial, que tienen participación activa en los temas de anticorrupción; lo cual se detalla a continuación:





1.1. Sección de Fraudes 


La Sección de Fraudes, fue creada en 1995, actualmente la conforman tres unidades de trabajo, Unidad de Bancos, Unidad de Otros Delitos y la Unidad de Anticorrupción, creada mediante oficio 2068-PLA-2004 (informe 215-DO-2004) del 11 de noviembre 2004, conocido y aprobado por el Consejo Superior en sesión 90-04 del 23 de noviembre del 2004, artículo XXXIV.





La Sección de Fraudes, tiene como finalidad la investigación de delitos con repercusiones económicas, en el que se identificaa los responsables de la comisión de estos delitos en detrimento de los ofendidos y su patrimonio, lo anterior mediante la aplicación de técnicas y metodologías de investigación simples y complejas, tal es el caso de secuestro y análisis de información, recopilación de videos de seguridad, vigilancias y seguimientos, hasta técnicas sumamente avanzadas como la interceptación de comunicaciones, lo cual esuna de las herramientas más útiles para la identificación y desarticulación de grupos criminales organizados para la ejecución de delitos patrimoniales.





Los principales delitos que se atienden en la Sección de Fraudes son: Estafas, Fraude informático, Falsedad ideológica, Circulación de moneda falsa, Corrupción de Funcionarios Públicos, Fraude Registral, entre otros.





Durante los últimos años, los Directores del Organismo de Investigación Judicial han realizado diferentes gestiones para que se analice la pertinencia de crear una Sección Especializada que atienda únicamente los casos de Anticorrupción; por esta razón seguidamente se detallan los acuerdos tomados por el Consejo Superior sobre este tema:





· El Consejo Superior en sesión 56-12 del 7 de junio del 2012, artículo LIII, dispuso: “conceder permiso con goce de salario y sustitución a tres puestos de Fiscala o Fiscal Auxiliar de la Fiscalía Adjunta de Probidad, Transparencia y Anticorrupción y dos puestos de Defensora o Defensor Pública, a partir del 1 de julio del 2012 y hasta el último día laboral ese año, para que se dedicaran a las labores que se dieron cuenta.”


· El Consejo Superior en sesión 65-12 del 17 de julio del 2012, artículo XLII, conoció el oficio 481-DG-12 donde el Lic. Jorge Rojas Vargas, en ese entonces Director General del OIJ, expuso la necesidad que presentaba ese Organismo en cuanto a la equiparación en la estructura organizacional, a raíz de los permisos con goce de salario aprobados en la sesión 56-12 para la Fiscalía Adjunta de Probidad, Transparencia y Anticorrupción y para la Defensa Pública, donde se acordó: “Trasladar la gestión anterior al Departamento de Planificación para su estudio e informe”(elaborar un estudio de estructura de la Unidad de Anticorrupción) La negrita no corresponde al original.


· El Consejo Superior en sesión 104-17 del 16 de noviembre del 2017, artículo LXXII, conoció el oficio 1326-DG-17 del 07 de noviembre de 2017, en donde el máster Wálter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial remitió para su valoración el informe 021-UAOIP/OPO-2017, que contiene una petición sobre la creación de una oficina de Anticorrupción en el OIJ; al respecto acordó: “trasladar la gestión a la Dirección de Planificación para su estudio e informe”.


· El Consejo Superior en sesión 28-18 del 10 de abril del 2018, artículo L, reiteró lo acordado en la sesión 104-2017 y mantenerse a la espera del informe de la Dirección de Planificación.





[bookmark: _Hlk528846990]Por otra parte, es importante mencionar que el Área de Transparencia y Anticorrupción de la Oficina de Control Interno, Transparencia y Anticorrupción en coordinación con la Comisión de Transparencia ha ejecutado una serie de acciones y proyectos en procura de fortalecer a nivel institucional los temas de transparencia y probidad, de los cuales se han 


planteado diversas recomendaciones para el fortalecimiento de la capacidad humana institucional en la detección de fraude o corrupción y métodos de anticorrupción.





En línea con lo anterior, el pasado 15 de febrero fue presentado el “Diagnóstico sobre Riesgos Asociados a Casos de Corrupción”[footnoteRef:1], en el cual se emiten algunos aspectos importantes de resaltar para el presente informe:  [1: La entrega del informe estuvo a cargo de la Embajadora de los Estados Unidos, Sharon Day y el representante de National Center for State Courts (NCSC), Juan Carlos Astúa Jaime.] 






“… En este punto nos permitimos concordar con quienes opinan que se debe contar con una verdadera Sección Anticorrupción en el seno del Organismo de Investigación Judicial que realice funciones de manera totalmente coordinada con FAPTA, integrada por personal policial altamente capacitado y seleccionado cuidadosamente, no solamente tomando en cuenta sus condiciones profesionales, sino considerando atributos personales tales como compromiso y honestidad. Sobre este último aspecto debe acotarse que en el seno del Poder Judicial debe


desarrollarse algún instrumento que permita verificar niveles de endeudamiento del personal y sus interrelaciones…”





1.2. Fiscalía Adjunta de Probidad, Transparencia y Anticorrupción 


La Ley de Creación de la Jurisdicción Penal de Hacienda y de la Función Pública, número 8275, dispuso en el artículo primero la creación de dicha jurisdicción, y señaló que le correspondería conocer de los delitos contra los deberes de la función pública y los delitos tributarios, así como los contenidos en la Ley General de Aduanas, 7557, de 20 de octubre de 1995, y sus reformas; la Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica, 7558, de 3 de noviembre de 1995, y sus reformas, y la Ley sobre el enriquecimiento ilícito de los servidores públicos, 6872, de 16 de junio de 1983, lo cual no limita a que puedan existir otras leyes que pueden tener otros delitos relacionados a penal de Hacienda y Función Pública.





Mediante la circular número 36-2003 de la Secretaría General de la Corte Suprema de Justicia, comunicó el acuerdo de Corte Plena adoptado en la sesión número 18-03 del 12 mayo del 2003, artículo X, sobre “las reglas prácticas para la aplicación de la Ley de Jurisdicción Penal de Hacienda y de la Función Pública”, en donde se dispuso que estos asuntos se conocerían en los Tribunales del Segundo Circuito Judicial de San José.


El Magistrado Carlos Chinchilla, en ese entonces en su condición de Presidente de la Comisión de la Jurisdicción Penal, en oficio CAP025-15 del 17 de junio de 2016, concluye lo siguiente en el informe que preparó sobre ese tema:


“En este sentido, en criterio de la Comisión de Asuntos Penales, la Ley otorga la facultad a la Corte Suprema de Justicia de asignar la competencia que deriva de la jurisdicción creada en la Ley8275, a favor  de una sección especializada en cualquiera de los juzgados y de los tribunales ya existentes en el territorio nacional, y el designar el Circuito Judicial donde deben tener su asiento estas secciones, incluso disponiendo el recargo de otras en esas mismas secciones si los asuntos resultan insuficientes para justificar la existencia del tribunal o la sección especializada. La Defensa Pública estima que pueden ser una o varias secciones especializadas las que pueden crearse en los juzgados y tribunales penales.”





La Magistrada Arias, en ese momento como Presidenta interina de la Sala Tercera, en oficio 2904-15 de 24 de julio de 2015, indicó lo siguiente: “La Sala Tercera estima que además de la interpretación que hace la Comisión acerca de las disposiciones de la Ley 8275, también debe considerarse que el artículo 59 la Ley Orgánica del Poder Judicial faculta a Corte Plena para asignarle competencia especializada a uno o varios despachos, para que conozcan determinados asuntos, dentro de una misma materia, ocurridos en una o varias circunscripciones o en todo el territorio nacional[footnoteRef:2][1], con lo cual queda clara la posibilidad de que Corte Plena pueda modificar su acuerdo de sesión número 18-03, celebrada el 12 de mayo de 2003, artículo X, en que dispuso aprobar las reglas prácticas para la aplicación de la Ley de Jurisdicción Penal de Hacienda y de la Función Pública, en el sentido de extender la competencia para conocer de esos delitos a favor de los juzgados y tribunales penales del país que se considere necesario.”La negrita no corresponde al original.  [2: 
] 






Mediante acuerdo tomado por la Corte Plena, en la sesión 1-16 celebrada el 11 de enero del año 2016, artículo XXXIV, sobre gestión presentada por el Licenciado Mauricio Paniagua Alpízar, Defensor Público del Segundo Circuito Judicial de San José, se acordó: 





“1.) Aprobar los informes rendidos por la Sala Tercera y la Comisión de la Jurisdicción Penal, en consecuencia, con fundamento en el artículo 59 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, modificar el acuerdo adoptado en sesión N° 18-03, celebrada el 12 de mayo de 2003, artículo X, en que se dispuso aprobar las “Reglas prácticas para la aplicación de la Ley de Jurisdicción Penal de Hacienda y de la Función Pública”, en el sentido de extender la competencia para conocer de esos delitos a los tribunales penales del país que se considere necesario. 2.) La Dirección de Planificación elaborará un estudio e informe a esta Corte, acerca de la incidencia de los delitos a los que se refiere la Ley de Creación de la Jurisdicción Penal de Hacienda y de la Función Pública, número 8275 del 6 de mayo de 2002, específicamente la cantidad de asuntos que ingresan al Tribunal Penal del Segundo Circuito Judicial de San José, quien actualmente tiene a su favor la competencia nacional en este tipo de asuntos, el tipo de delitos y su procedencia territorial, así como el impacto administrativo y judicial de extender la referida competencia, como por ejemplo, la redistribución de las plazas existentes, creación de plazas nuevas o de recargo en otras. El citado estudio deberá comprender también un análisis prospectivo, que involucre los eventuales cambios que se producirán en las ciudades de Limón y Puntarenas, con la entrada en funcionamiento de los nuevos puertos, en lo que se refiere a los delitos aduaneros”.





El Consejo Superior en sesión 63-18 del 17 julio del 2018, artículo XX, conoció el oficio 842-35-SAO-2018 “Informe de Auditoría relacionado con el mejoramiento de los procesos bajo responsabilidad de los equipos de trabajo de la Fiscalía de Probidad, Transparencia y anticorrupción (específicamente para los denominados, columna de Anticorrupción)” del 5 de julio de 2018, remitido por el máster Roberth García González, Auditor Judicial a la máster Emilia Navas Aparicio, Fiscala General de la República, en el que se recomienda a la Fiscalía Coordinar con la Dirección de Planificación y cualquier instancia que se estime pertinente, la realización de un estudio que permita definir la estructura organizacional y funcional de la Fiscalía Adjunta de Probidad, Transparencia y Anticorrupción, que se ajuste a los requerimientos, competencias y normativa aplicable, donde se acordó: “…2.) Deberán las Direcciones de Planificación, Tecnología de Información y Gestión Humana, cumplir con la implementación de las recomendaciones 4.5, 4.6 y 4.7, del citado informe, en el plazo establecido...”





1.3. Sección de Delitos Económicos y Financieros


El Consejo Superior en sesión 36-10 del 15 de abril de 2010, artículo XLII, dispuso acoger el informe del Departamento de Personal que dispone el pago del sobresueldo a los servidores de la Sección de Delitos Económicos en el tanto cumplen con el requisito exigido a los demás investigadores incluido la aprobación del curso básico policial.





Por otra parte, el Consejo Superior en la sesión 102-17 del 9 de noviembre de 2017, artículo LVIII, conoció el oficio 1133-DICR-17 suscrito por el Director General del Organismo de Investigación Judicial y el Subjefe del Departamento de Investigaciones Criminales, donde se solicita el permiso con goce de salario para seis puestos de PeritaoPerito Judicial 2, con el fin de atender casos de gran trascendencia como el de “INFOCOOP” y el del “cemento chino”. Al respecto, dispuso conceder los permisos del 10 de noviembre al 24 de diciembre de 2017.





Posteriormente, en sesión del Consejo Superior 113-17 del 19 de diciembre de 2017, artículo XCVI, se prorrogaron los permisos del 8 de enero al 8 de febrero de 2018.





Asimismo, el Consejo Superior en sesión 11-18 del 8 de febrero del 2018, artículo XLIX, conoció el oficio 135-DG-2018 de la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, y ordenó prorrogar los permisos por tres meses más, a partir del 9 de febrero del 2018.





El Consejo Superior en sesión36-18 del 3 de mayo del 2018, artículo XXXII, prorrogó los permisos de las seis plazas de Peritos Judiciales de la Sección de Delitos Económicos y Financieros, a partir del 9 de mayo y hasta el 8 de agosto de 2018.





El Consejo Superior en sesión75-18 del 23 de agosto de 2018, artículo II, acordó entre otros aspectos”… prorrogar los permisos con goce de salario y sustitución de las siguientes plazas: Sección de Delitos Económicos y Financieros (plazas 60164, 95382, 48386, 103213, 351920 y 351921) de las cuales 60164, 95382, 48386, 103213 se deberán dedicar a el caso del “cemento chino” y las 351920 y 351921 el caso de INFOCOOP, lo anterior rige a partir del 24 de agosto y hasta el 31 de diciembre de 2018”.





Finalmente, el Consejo Superior en sesión 110-18 del 19 de diciembre de 2018, artículo I, prorrogó a partir del 1 de enero de 2019 hasta el 31 de marzo de 2019.


1.4. Creación de la Sección de Anticorrupción, Oficina de Cumplimiento y Apoyo a la Comisión de Transparencia, y reforzamiento de la Fiscalía de Probidad, Transparencia y Anticorrupción  





[bookmark: _Hlk3990218]La Corte Plena en sesión 9-19 del 4 de marzo del 2019, artículo XX, conoció el oficio 003-OCITRA-2019 del 9 de enero de 2019,presentado por la Magistrada Nancy Hernández López, en su calidad de Coordinadora de la Comisión de Transparencia y Anticorrupción, mediante el cual comunicó el detalle de las principales actividades desarrolladas y logros alcanzados por la Comisión de Transparencia a su cargo, durante el año 2018.





En ese documento, se incluye los proyectos que están concluidos, los que se encuentran en la fase de desarrollo, así como los pormenores del proyecto “Fortalecimiento de la Capacidad humana institucional en el tema detección de fraude o corrupción y métodos anticorrupción” que se ejecuta con financiamiento de la Embajada con los Estados Unidos.





En esa sesión se acordó por unanimidad: “… 2)Tener por rendido el informe de la magistrada Hernández remitido mediante oficio Nº003-OCITRA-2019, así como del correo electrónico de 1 de marzo en curso relacionado con el Proyecto: Requerimientos para la operativización de los estudios (diagnósticos) realizados por el proyecto de Cooperación con la Embajada de Estados Unidos para el fortalecimiento del Poder Judicial en materia de Transparencia y Anticorrupción y acoger sus recomendaciones, en consecuencia: 





2.1) Siguiendo las recomendaciones del Diagnóstico “Brechas de riesgo y buenas prácticas en torno a la prevención de la corrupción el fraude y las faltas a la ética y probidad dentro del Poder Judicial de Costa Rica” aprobar la formalización de una Oficina de Cumplimiento, adscrita directamente a la Comisión de Transparencia según lo indicado en el diagnóstico citado y que después le de seguimiento con la ejecución de las acciones, proyectos y seguimiento de los planes y diagnósticos señalados en el proyecto de cooperación con la Embajada de Estados Unidos de América, como parte del compromiso institucional para fortalecer al Poder Judicial en temas de Transparencia y acciones de prevención, control y respuesta para las amenazas y riesgos derivados de fraudes internos, corrupción y faltas a la ética y probidad. 


 


2.2) Aprobar la conformación de la Oficina de Cumplimiento, con dos plazas equivalentes a Profesionales en Control Interno y un Profesional en Derecho 3B, con experiencia en materia administrativa, disciplinaria, penal, con conocimientos en temas de corrupción, conflicto de intereses, que ejerza la función de coordinación o jefatura, a esos efectos se aprueba la propuesta de mantener a las personas que han ocupado esos puestos, conforme lo ha expresado la magistrada Hernández. A esos efectos la Dirección de Planificación incluirá en el presupuesto 2020, el equipo de trabajo o recurso humano para la Oficina de Cumplimiento y Apoyo de la Comisión de Transparencia.





2.3)Para la ejecución de las recomendaciones del diagnóstico Riesgos Asociados al Proceso Penal en Casos de Corrupción en el Poder Judicial en el marco del proyecto de cooperación internacional con la Embajada de Estados Unidos, se aprueba:





2.3.1)Declarar como prioridad institucional el fortalecimiento de la Fiscalía Adjunta de Probidad, Transparencia y Anticorrupción del Ministerio Público, en recursos (humanos y técnicos) que apoyen la planeación y ejecución debida de los casos en investigación y dar cumplimiento a las políticas de persecución penal contra la corrupción y mejoren la respuesta de la Administración de Justicia, ante el aumento de denuncias por casos de corrupción, para estos efectos la Dirección de Planificación deberá, en el plazo de 1 mes contado a partir del día siguiente al comunicado de este acuerdo, realizar el estudio de reforzamiento de recursos humanos y técnicos requeridos, previa coordinación con la Fiscalía General de la República.(negrita no corresponde al original)





2.3.2) Declarar de interés institucional la creación de la Sección Especializada en materia de Corrupción del Organismo de Investigación Judicial, para lo cual la Dirección de Planificación en un plazo no mayor a un 1 mes contado a partir  del día siguiente al comunicado de este acuerdo, analizará la propuesta que se adjunta (oficio UAOIP-OPO-2019) enviada por el Organismo de Investigación Judicial, que contiene un estudio sobre los requerimientos de ese Organismo para la creación de una Sección de Anticorrupción o el fortalecimiento de otras secciones especializadas que ya cuenta ese Organismo y que coadyuvan en la atención de casos de investigación en temas de corrupción con el Ministerio Público. En ese sentido se adjunta el informe N° 006-UAOIP/OPO-2019 de la Dirección General del referido Organismo como apoyo para este estudio. (negrita no corresponde al original)








2.3.3) Una vez realizado el estudio, el cual deberá ser coordinado con la Comisión de Transparencia y en particular las oficinas involucradas que lo integran (Ministerio Público, Organismo de Investigación Judicial), el Consejo Superior, deberá incluir los recursos en la propuesta de presupuesto institucional…”





En el Foro Internacional “Independencia Judicial: Retos y oportunidades para el fortalecimiento del Estado de Derecho”, realizado el jueves 21 de marzo, en el que se contó con participación de expositores nacionales e internacionales, por parte de la Magistrada Patricia Solano Castro, Vicepresidenta de la Corte Suprema de Justicia, destacó:


“…acciones afirmativas para una mayor transparencia, la lucha decidida contra la corrupción y el crimen organizado, que son focos de atención para la institución.


 “La labor de un juez imparcial, apegado a los hechos y al derecho se traduce en el mayor riesgo para la delincuencia organizada, no solo ante el peligro de ser alcanzados por la justicia del caso sino por la pérdida de sus ganancias.   Para la Administración de Justicia esta amenaza se convierte en un riesgo. La mitigación de este riesgo se consigue con un aparato judicial que pueda ejercer su labor en forma independiente, capaz de controlar las injerencias indebidas y tomar las acciones correctivas en forma oportuna y eficiente”, detalló Solano Castro.


 Frente a este tipo de amenazas, la Vicepresidenta de la Corte resaltó la reciente aprobación de Corte Plena, del proyecto construido por la Comisión de Transparencia del Poder Judicial, coordinada por la magistrada Nancy Hernández López, que establece el fortalecimiento de la Fiscalía Adjunta de Probidad, Transparencia y Anticorrupción del Ministerio Público, la creación de una Sección Especializada en materia de Corrupción del Organismo de Investigación Judicial.


 A esto se suma la integración de una Oficina de Cumplimiento con el objetivo de combatir la corrupción interna, que facilite la toma de decisiones y políticas administrativas para la prevención, control y sanciones de las amenazas y riesgos derivados de fraudes internos, corrupción y faltas a la ética y probidad, entre otras funciones.


 “El fortalecimiento de la labor de investigación y de la persecución penal obedece a la justificada necesidad de proveer recursos destacados y especializados para enfrentar la lucha contra la corrupción y la infiltración de injerencias indebidas y penalmente reprochables, en el aparato público que intentan desviar el interés general hacia el reconocimiento de intereses corporativos y criminales”, afirmó la magistrada Patricia Solano.


Para la Vicepresidenta de la Corte, al hablarse de un Estado de Derecho, se debe coincidir en que es fundamental garantizar que el Poder Judicial imparta justicia con independencia funcional e institucional.


“Asegurar la independencia de la labor del Poder Judicial, no es más ni menos que el reconocimiento que en un Estado de Derecho se le concede a la protección de los derechos humanos”, puntualizó Patricia Solano Castro”.





[bookmark: _Toc5610635][bookmark: _Toc5634576][bookmark: _Toc5781439]DIAGNÓSTICO DE LA SITUACIÓN ACTUAL


0. [bookmark: _Toc5781440]Descripción de la estructura organizativa y funcional de la Sección de Fraudes


0. [bookmark: _Toc5781441]Organigrama


La Sección de Fraudes presenta una estructura vertical, con tres niveles de organización interna, los cuales se detallan a continuación,





Nivel 1: Corresponde a la Jefatura, quien es la encargada de supervisar, definir las directrices y asuntos administrativos para el personal de la Sección de Fraudes. Este cuenta con un nivel de apoyo conformado por unaplaza de Secretaria o Secretario, cuatroplazas de Auxiliar Administrativo y una plaza de Auxiliar de Servicios Generales2.





Nivel 2: este se compone de cuatro Jefa o Jefe de Investigación 1;de las cuales, tres tienen a cargo una Unidad de trabajo; en cuanto a la supervisióndeasuntos, organización del trabajo, asignación de las cargas de trabajo; administración de las unidades vehiculares asignadas a la Unidad; velar porque el equipo individual esté en óptimas condiciones para ser utilizado en el campo; administrar y tramitar los indicios; coordinar y supervisar el trabajo que realiza el personal de la Unidad que tienen a su cargo y la cuarta jefatura de esta categoría le corresponde la supervisión de los legajos de investigación de todo el personal de la Sección de Fraudes.A continuación, se detallan las funciones que realizan las tres unidades que conforman la Sección en cuestión:





a. Unidad de Bancos:investigalos casos de Estafas con Tarjetas y Fraude Informático. Está constituida por 24 investigadoras o investigadores (categoría 2 y 1), distribuidos en tres subunidades de trabajo de acuerdo con la modalidad delictiva; propiamente Subunidad de Tarjetas, Subunidad de Fraude Informático y Subunidad Grupo Operativo. Actualmente, del total de personal de investigación, tres investigadoras o investigadores son de nuevo ingreso, las cuales por falta de alguno de los cursos no pueden salir a realizar labores de campo; por lo tanto, coadyuvan a las investigadoras e investigadores a realizar labores administrativas; tales como: elaboración de informe, ingreso y tramitación de evidencias, actualización en los sistemas y registros internos, alguna otra labor.


b. Unidad de Otros Delitos:investiga los delitos de Circulación y Falsificación de Moneda, Falsedad Ideológica (en todas sus modalidades créditos, líneas telefónicas, plan satelital, tarjetas de crédito, otros), Falsificación de Documentos, Uso de Documento Falso, Estelionato, Estafas (todas las modalidades), Fraude de Simulación, Matrimonio Falso, Apropiaciones y/o Retenciones Indebidas,Usode Documentos Falsos, Suplantación de Identidad, Fraude con instrumentos notariales y movimientos de bienes muebles.  El personal de investigación está distribuido por subunidades de trabajo: Estafas (una Investigadora o Investigador 2 y sieteInvestigadora o Investigador 1);Apropiaciones y/o Retenciones Indebidas(tresInvestigadora o Investigador 1); Timos (2 Investigadora o Investigador 1);Moneda Falsa (un Investigadora o Investigador 2 y dosInvestigadora o Investigador 1)yFalsedadIdeológica (dosOficial de Investigación y siete Investigadora o Investigador1). Del personal destacado en esta Unidad, tresinvestigadoras o investigadoresde nuevo ingreso (no salen al campo), coadyuvan a toda la unidad, realizan entrevistas, notas, consultas, bitácorasu otra labor operativa.





En entrevista realizada a la Licda. Pamela Fonseca Redondo, Jefa de Investigación 1 de esta Unidad, indicó que además de los casos que ingresan se atienden diligencias de colaboración, tales como secuestro de expedientes, ampliaciones de 


casos (no tienen libro de ampliaciones entonces para contabilizarlas las toman como Diligencias de Colaboración). Estas las asigna por tipo de delito y por rol, y si el caso estuvo asignado en investigación se la asigna a la investigadora o al investigador que realizó esa labor. 





Por otra parte, se dispone de una plaza de Investigadorao Investigador 2; encargado de la bodega de evidencia de la Sección de Fraudes.





c. Unidad Anticorrupción:realiza las investigaciones de Delitos Funcionales que tramitael Organismo de Investigación Judicial, su marco de acción es a nivel nacional y abarca cualquier funcionario (e inclusive auxiliares) del ámbito público del país. Asimismo, es la encargada de tramitar las solicitudes de Diligencias de Colaboración (DMs) que ingresan a la Sección y de Falsedad Ideológica encargada de los Fraudes Registrales.Actualmente, la Unidad cuenta con diez investigadoras e investigadores; de los cuales ocho se encuentran activas y dos plazas se toman como no efectivas (una porque no puede salir a realizar labores de campo y otra atiende la carga de trabajo de la Unidad de Bancos que tenía asignado cuando realizaron su traslado a la Unidad de Anticorrupción). 





Del mismo modo, cuenta con dos Investigadoraso Investigadores1, que atiende la carga de trabajo de Fraudes Registrales; y una Investigadora o Investigador 2 y tresInvestigadoras o Investigadores 1designados para la tramitación las Diligencias de Colaboración (DMs) que ingrese a la Sección (la principal carga de trabajo corresponde a solicitudes de levantamientos bancarios, los cuales una vez secuestrados se remiten a las investigadoras o los investigadores de la Unidad de Bancos para que realicen el análisis e investigación correspondiente).





Nivel 3: está integrado por el personal de investigación que se encuentra distribuido entre las tres Unidades; sea, cuatro Oficiales de Investigación; once plazas Investigadora o Investigador 2 y 51 plazas de Investigadora o Investigador 1. Cabe indicar, que el personal de investigación de acuerdo con la categoría cumple funciones según se establece en el Manual de Puesto de la Dirección de Gestión Humana.





Asimismo, este personal brinda colaboración a las demás delegaciones u oficinas del país, principalmente cuando se realizan allanamientos, seguimientos, vigilancias y megaoperativos.





El organigrama que contiene la estructura organizacional y funcional se presenta a continuación. 





[bookmark: _Toc530578680]Figura 1


Estructura Organizacional de la Sección de Fraudes


A febrero del 2019





[image: ]


Fuente:Subproceso de Modernización Institucional y entrevistas realizadas al personal dela Sección de Fraudes.








Se debe indicar que la Sección de Fraudes está adscrita al Departamento de Investigaciones Criminales, en donde existe una Jefatura y una Sub-Jefatura; este Departamento tiene a cargo un total 19 secciones especializadas dentro de las cuales está la Sección de Fraudes.





En cuanto a la estructura organizacional, se debe indicar que el Organismo de Investigación Judicial presenta una problemática cuando se realiza un ascenso de una Investigadora o Investigador 1, la cual no se logra sustituir, esto se debe a que no se cuenta con un banco de oferentes para ocupar ese tipo de puesto; ya que para desempeñarse en el mismo, se requieren cursos específicos que les permitan realizar labores de campo, situación que actualmente en la Sección de Fraudes no se presenta, ya que en las plazas de Investigadora o Investigador 1 que se encontraban “desocupadas” se nombró personal de primer ingreso, con el fin de que adquieran experiencia y coadyuven al personal de investigación en labores administrativas que les consumen tiempo de su jornada laboral, lo cual beneficia la atención a la persona usuaria y agiliza las investigaciones en el campo.





0. [bookmark: _Toc5781442]Descripción del Recurso Humano según tipo de puesto


La distribución del personal según el tipo de puesto para la oficina en estudio se muestra a continuación:





[bookmark: _Toc530578683][bookmark: _Toc530578684]Cuadro 1.Distribución del personal según el tipo de puesto en la Sección de Fraudes es la siguiente, febrero 2019





			Tipo de Puesto


			Cantidad





			Jefa o Jefe de Investigación 3


			1





			Jefa o Jefe de Investigación 1


			4





			Oficial de Investigación


			4





			Investigadora o Investigador 2


			11





			Investigadora o Investigador 1


			51





			Secretaria o Secretario


			1





			Auxiliar Administrativa o Administrativo 


			4





			Auxiliar de Servicios Generales 2


			1





			TOTAL 


			77








Fuente: Sección de Inspecciones Oculares y Recolección de Indicios





Sobre las funciones que realiza el personal adscrito a esta Sección, se debe indicar que en su mayoría son atinentes a lo establecido en el Manual de Puestos de la Dirección de Gestión Humana, las cuales se pueden consultar mediante la siguiente dirección electrónica http://intranet/gestionhumana/index.php/manual-perfiles.





Sin embargo, se deben destacar algunas particularidades , los cuales se detallan a continuación:





a. Investigador 2: actualmente existe un puesto de esta categoría que está adscrito administrativamente a la Unidad de Otros Delitos, el cual se encarga de administrar y controlar las evidencias que ingresan a la bodega de la Sección de Fraudes. En entrevista realizada al Sr. Johnny Quirós Moreno, Investigador 2 a cargo de realizar esta labor, indicó que tiene aproximadamente dos años de realizarla, actualmente tiene todos los permisos de portación de armas y demás al día, por lo que puede realizar labor de campo; por esa razón, en ocasiones se le solicita colaboración para realizar allanamientos, operativos o alguna otra diligencia policial; sin embargo, no tiene casos de investigación a cargo. 





Sobre el particular, se revisó el Manual de Puesto de esta categoría y se visualizó que esta labor no le corresponde desempeñarla.





En línea con lo anterior, se logró determinar en el Manual de Puestos de la Dirección de Gestión Humana, que sobre esa labor la Jefa de Investigación 3 o Jefe de Investigación 3, debe:





“Debe custodiar y manejar evidencias, valores u otros”. La negrita y subrayado no corresponde al original


Al respecto, la Licda. Karla Chinchilla Araya, en su momento Jefa de Investigación 3 de la Sección de Fraudes, mediante correo electrónico, acotó que alSr. Johnny Quirós Moreno, se le asignó en ese puesto a finales del año 2016, cuando estaba de jefe Christian Montenegro; sin embargo, desconoce los motivos exactos por los que se designó con esa función; considera que esa asignación se debió por el tema de responsabilidad en el manejo de las evidencias; por otra parte, agregó que el Sr. Quirós Moreno cumple con los roles de disponibilidad y colabora con operativos como cualquier otro investigador y se encuentra habilitado en todas las funciones policiales.


Por otra parte, se consultó a diferentes Secciones del Departamento de Investigaciones Criminales, sobre el puesto de encargado de la bodega de evidencias, y no hay un criterio uniforme establecido, ya que en algunas se encarga el Oficial de Investigación, en otras un Auxiliar Administrativo, o bien un Investigador.





[bookmark: _Hlk530477286]Lo anterior, resulta una oportunidad de mejora, debido a que se desvirtúan las labores sustantivas de investigación que le corresponden realizar a estas categorías de puesto.





0. [bookmark: _Toc5781443]Análisis de Cargas de trabajo


Primeramente, es importante recalcar que la carga de trabajo del personal de investigación de esta sección está distribuida entre el personal de las tres Unidades de trabajo;conformada principalmente por: Casos que ingresan a cada una de las unidades de trabajo y Diligencias de Colaboración.





Seguidamente, se procede a realizar el análisis de la carga de trabajo general, y posteriormente se realiza un análisis de la carga de trabajo por Unidad.


1. [bookmark: _Toc5781444]Ingreso de casos totales en la Sección de Fraudes


[bookmark: _Hlk2952678]Gráfico 1. Ingreso promedio mensual de casos en las Unidades 


de trabajo de la Sección de Fraudes, por año. 








Fuente: Subproceso de Modernización Institucional








[bookmark: _Hlk4412831]Primeramente, es importante indicar que el ingreso de los casos que se atienden en las Unidades de la Sección de Fraudes ingresa mediante denuncia directa en la Oficina de Recepción de Denuncias, Denuncias de Oficios (interpuestas propiamente en la oficina), Reportes al Centro de Información Confidencial, y Denuncias por parte de la Fiscalía. Para el 2018 se registra el mayor ingreso promedio mensual de casos, presentándose un incremento de un 17,13% con respecto al 2016.





Como se visualiza en el gráfico, la Unidad de Bancos es la que registra la mayor carga de trabajo para el 2018, con un promedio mensual de 243 casos.





Por su parte, la Unidad de Anticorrupción registró un ingreso promedio mensual de 15 asuntos.





Por lo anterior, se entrevistó al Lic. Iván Rojas Solano, Jefe de Investigación 1 de la Unidad de Anticorrupción, quien enfatizó que la carga de esa Unidad no se debe analizar en función de los números, sino por la complejidad de la materia que se investiga, por lo que una causa puede tardar meses o años en resolverse, lo que dependedela cantidad de imputados y delitos en cuestión.





Asimismo, agregó que a pesar de que la carga de trabajo mensual es baja, se requiere de más recurso para brindar un mejor servicio a la persona usuaria que espera una pronta resolución de la demanda, y al contar con poco recurso se dificulta. Aunado a lo anterior, agrega que el personal de investigación debe realizar colaboraciones a las otras unidades de la Sección, y/o al resto de dependencias del Organismo de Investigación Judicial, lo que disminuye el tiempo de atención de sus labores sustantivas.





Por otra parte, añade que la Unidad de Anticorrupción tiene competencia a nivel nacional, por lo que independientemente donde se presente el delito, debe ser atendido por esta Unidad.





Gráfico 2. Promedio mensual de casos ingresados y resueltos por las Unidades de la 


Sección de Fraudes, durante el 2018








Fuente: Subproceso de Modernización Institucional





Como se mencionó en párrafos anteriores, la Unidad de Bancos muestra el mayor ingreso promedio mensual con respecto a las otras dos unidades, de igual forma es la que resuelve más casos mensualmente, sea un 65,43% de los casos ingresados.





Por su parte, la Unidad de Otros Delitos presenta el segundo lugar de ingreso y resolución (217 y 148 casos respectivamente), por lo que se puede indicar que el personal de esa Unidad resuelve mensualmente un 68,20 % de los casos que ingresan. A pesar de que ocupa el segundo lugar en casos entrados y salidos, resuelve un mayor porcentaje de los casos ingresados.





Finalmente, se visualiza que la Unidad de Anticorrupción resuelve el 46,67% de los casos que ingresan mensualmente.





Seguidamente, se analizará las cargas de trabajo porUnidad a saber,: Unidad de Bancos, Unidad de Otros delitos y la Unidad de Anticorrupción.





1. [bookmark: _Toc5781445]Carga de trabajo (casos ingresados y terminados) en la Unidad de Bancos





Gráfico 3. Porcentaje de casos ingresados en la Unidad de Bancos, 


por tipo de delito, durante el 2018








Fuente: Subproceso de Modernización Institucional





En el gráfico se visualiza, que los delitos por Estafas(media algún documento bancario como forma de pago) y Fraude Informático son los de mayor ingreso durante el 2018, lo que representa un 49% (1424 asuntos) y un 48% (1418 asuntos), respectivamente.





Gráfico 4. Porcentaje de casos resueltos en la Unidad de Bancos,


 por tipo de informe, durante el 2018











Fuente: Subproceso de Modernización Institucional





Primeramente, se debe indicar la tipología usada en los tipos de informes, donde CI significa un informe resuelto con persona imputada;Canceladoson aquellos casos en que por alguna razón se concluyeron, pero no se realizó investigación (sea, el ofendido solicitó no seguir con la investigación, incompetencia, otra razón); SI son aquellos en donde el caso se investigó y concluyó, pero no se obtuvieron indicios para identificar a la persona imputada. Finalmente,#N/D son los que se encuentran en proceso de investigación y aún no tienen informe, se incluyeron en el presente gráfico para determinar el porcentaje de casos pendientes de informe, ya que así lo visualizan en la Sección en estudio.





Por lo anterior, los casos resueltos sin indicios (SI) son los que representan el mayor porcentaje por tipo de informe, sea un 37% (sea un promedio mensual de 91); a pesar de que se realiza la investigación respectiva no se logra obtener los indicios correspondientes para que sea positivo.





Asimismo, de los casos ingresados en el 2018, un 66% se atendió por parte de esta Unidad y se realizó algún tipo de informe que permitió el cierre del caso.





Además, durante el 2018, se debe indicar que en promedio mensual cada investigadora o investigador resolvió seis casos (entre CI y SI).





Se añade, que esta Unidad ha resuelto los casos de más vieja data, con un tiempo promedio de resolución en113 días. De la revisión de los libros de control.





Por otra parte, se debe indicar que el tiempo promedio de rezago que tienen los casos que están pendientes de resolución es de 165 días, se identificó que el caso que tiene fecha más antigua y que está pendiente de resolución, ingresó el 22 de diciembre del 2017.





Sobre el tema del tiempo de resolución, se consultó al Lic. Randall Zúñiga López, Jefede la Oficina de Planes y Operaciones, quien indicó que para los delitos de Fraudes el tiempo aceptable de rezago es de seis meses (180 días). Por lo tanto, el tiempo promedio que actualmente está tarda la Unidad de Bancos en la resolución de los casos está dentro de lo establecido y aceptado por Oficina de Planes y Operaciones (OPO).


Carga de trabajo (casos ingresados y terminados) en la Unidad de Otros Delitos





Gráfico 5. Porcentaje de casos ingresados en la Unidad de Otros Delitos, por tipo de delito, durante el 2018








Fuente: Subproceso de Modernización Institucional





Al igual que la Unidad de Bancos, se logra visualizar que el mayor ingreso de casos en la Unidad de Otros Delitos es por el delito de Estafa(casos donde no median documentos o medios de pago bancarios, tales como: préstamos de dinero, planes vacacionales, otros) correspondea un 42%, lo que equivale a 1094 asuntos, seguido por el delito de Apropiación y/o retención indebida, representa un 27%, sea, 692 asuntos.








Gráfico 6. Porcentaje de casos resueltos en la Unidad de Otros Delitos, 


por tipo de informe, durante el 2018








Fuente: Subproceso de Modernización Institucional





En el gráfico se logra visualizar que un 32% de los casos ingresados están pendientes de resolución y por ende de elaboración de informe. 





Al igual que en la Unidad analizada anteriormente, se determinó que los casos se resuelven en su mayoría mediante un informe SI, lo que representa un 30%. Solamente un 19% de los casos ingresados fueron resuelto con CI, mismo porcentaje que representan los casos que se cancelaron.





Asimismo, se debe indicar que las investigadoras y los investigadores de esta Unidad tardan en promedio 105 días en resolver un caso.





Para el 2018, el promedio mensual de resolución (CI y SI) por investigadora o investigador fue de aproximadamente cuatro asuntos.





En línea con lo anterior, mediante correo electrónico el Lic. Randall Zúñiga López, Jefe de la Oficina de Planes y Operaciones manifestó que el tiempo que se otorga como aceptable en la atención de otros delitos es de cuatro meses (120 días), después de eso entraría a tener rezago. 





De la revisión de los libros de control se identificó que esta Unidad, tiene un caso pendiente de resolver, con fecha de ingreso del 10 de mayo del 2017, el cual sobrepasa los 695 días, lo que representa que se encuentra sobre el parámetro establecido por OPO como aceptable de atención del caso;es decir, tiene 575 días de rezago.





Por lo tanto, queel tiempo promedio de resolución de casos en esta Unidad, está dentro del parámetro establecido. Sin embargo, los casos que están pendientes de resolución (32%) tienen un tiempo promedio de rezago es de 185 días, por lo tanto, se encuentra sobre el parámetro aceptable establecido por la OPO


En términos generales, se logra visualizar que a pesar de que las investigadoras y los investigadores realizan todo lo correspondiente para resolver los casos que ingresan,son relativamente bajos los asuntos que salen positivos; es decir, Con Imputado (CI).





1. [bookmark: _Toc5781446]Carga de trabajo (casos ingresados y terminados) en la Unidad de Anticorrupción





[bookmark: _Toc530578703]Gráfico 7. Ingreso promedio mensual de casos en la Unidad de Anticorrupción, 


durante 2016-2018








Fuente: Subproceso de Modernización Institucional





Como se aprecia en el gráfico, el ingreso promedio mensual de casos en la Unidad de Anticorrupción ha presentado un comportamiento estable. El 2017 se atendió un caso más, en relación con los otros dos años analizados.





Sobre el comportamiento del ingreso de casos, el Lic. Iván Rojas Solano, Jefe de Investigación 1 de esta Unidad, manifestó que la carga de trabajo ingresa por diferentes medios como son denuncias interpuestas en la Oficina de Recepción de Denuncias, denuncias directas interpuestas directamente en la Sección de Fraudes, por información confidencial (CICOS) y por solicitud de la Fiscalía de Probidad, Transparencia y Anticorrupción, lo cual ha presentado un comportamiento constante y estable.





[bookmark: _Toc530578704]Gráfico 8. Porcentaje de casos ingresados en la Unidad de Anticorrupción, por tipo de delito, 


durante el 2018








Fuente: Subproceso de Modernización Institucional y datos suministrados por la Sección de Fraudes. 


En el 2018, dejando a un lado el dato de Otros Delitos, se visualiza que el delito que presentó mayor incidencia porcentual fue la Corrupción de Funcionarios Públicosrepresenta un 21% (36 casos), seguido por la Falsedad Ideológica que representa del total de casos un 15% (27 casos).





En tanto, que los delitos de Estafa y Fraude Registral representan un 11% en cada caso.





Gráfico 9. Cantidad promedio mensual de casos atendidos por Investigadora o Investigación de la Unidad de Anticorrupción, durante el 2018





Fuente: Subproceso de Modernización Institucional y datos suministrados por la Sección de Fraudes. 


Este gráfico determina el desempeño individual de cada investigadora o investigador asignado a esta Unidad, visualizándose que dos de los investigadores han atendido mensualmente un caso.





Al respecto el Lic. Rojas Solano, indicó que esos dos investigadores, se han destacado en la investigación de casos muy complejos, por lo que no ha permitido asignar más causas.





Asimismo, añadeque, al ser casos por lo general complejos, la asignación trata de realizarla equitativa mediante un rol que se tiene establecido; sin embargo, se presentan  casos donde imposibilita llevar más de una causa a la vez.





En línea con lo anterior, manifestó que al ser casos de alta complejidad la investigación puede tardar meses o hasta años en resolverse y el poco recurso que posee la Unidad no permite que las causas se atiendan con la prontitud esperada.





Gráfico 10. Porcentaje de casos resueltos en la Unidad de Anticorrupción, 


por tipo de informe, durante el 2018








Fuente: Subproceso de Modernización Institucional y datos suministrados por la Sección de Fraudes. 


Como se nota en la gráfica, el 50% de los casos que han ingresado están pendiente de resolución y por ende de informe y solamente un 15% de los casos han sido resueltos con imputado.





[bookmark: _Hlk4595881]En cuanto “Nota” se debe indicar que ese 10% corresponde a casos en los cuales se ha solicitado que no se continúe con la investigación, es una incompetencia, porque no corresponde a esta Unidad atenderlo o alguna otra razón que permite eliminar la causa de su circulante.





[bookmark: _Hlk4595798]Sobre la labor que se realiza con las Notas, la secretaria comentó que estas se imprimen en dos tantos, uno para entregar en la oficina solicitante y la otra para que firmen de Recibido Conforme, una vez que el Auxiliar de Servicios Generales las trae recibidas, le corresponde escanearlas para luego ser archivadas físicamente en los ampos destinados para estas y además se resguardan en una carpeta digital.





Argumentó, que esa labor de escaneo le quita tiempo de sus labores sustantivas, ya que una vez escaneadas las debe almacenar en una carpeta digital.





Estos informes son remitidos principalmente a la Fiscalía de Probidad, Transparencia y Anticorrupción, y en algunos casos a otras fiscalías o dependencias del mismo Organismo de Investigación Judicial, con el fin de que continúen con la investigación. 








Gráfico 11. Promedio mensual de casos ingresados y resueltos en la Unidad de Anticorrupción, 


durante el 2016- 2018








Fuente: Subproceso de Modernización Institucional y datos suministrados por la Sección de Fraudes.





Como se observa en la gráfica, en el 2016 y 2017 se resolvió el 100% de los Casos Ingresados; en tanto que, en el 2018 únicamente se resolvieron el 46,67% de los casos ingresados.Según entrevista realizada al Lic. Iván Rojas Solano, Jefe de Investigación 1 de la Unidad de Anticorrupción, manifestó que los casos que se atienden tienen un grado de dificultad, además que el poco recurso con el que dispone esa Unidad no les permite la atención pronta; asimismo, se debe considerar que el recurso es tomado en cuenta cuando las otras Unidades de la Sección de Fraudes u otras secciones del Organismo requieren realizar allanamientos u operativas, lo que les resta tiempo de su labor de investigación.





Por lo anterior, el 2018 presenta un rezago de resolución de un 53,33%, en donde se determinó que el expediente de más vieja data es del 29 de mayo del 2017.





Sobre el particular, mediante correo electrónico el Lic. Randall Zúñiga López, Jefe de la Oficina de Planes y Operaciones manifestó que el tiempo de rezago que se considera como aceptable en la atención de los delitos que atiende esta Unidad es de seis meses (casos sencillos) y doce meses (casos complejos). Al revisar los libros electrónicos se determinó que el tiempo promedio de rezago de los casos que están pendientes de resolver es de 170 días, el cual está por encima de lo establecido por OPO.





1. [bookmark: _Toc5781447]Ingreso de Diligencias de Colaboración


Sobre el particular se debe indicar que, en la Sección de Fraudes, se conformó un grupo que se encarga de atender las diligencias de colaboración de la Unidad de Bancos (levantamiento de secreto bancario, cuentas cedulares y protocolos de notarios, aproximadamente un 90%) y unas diligencias competentes a la Unidad de Otros Delitos.





Además, una pareja se encarga delo relacionado con Fraude Registral (bien inmueble); tanto, los casos como las diligencias de colaboración, que ingresen sobre ese tema.





Es dable indicar, que ambos grupos están a cargo administrativamente a la jefatura de la Unidad de Anticorrupción, aún y cuando esos temas no tienen relación con esa unidad.





Asimismo, a pesar de que se dispone de ese grupo que atiende las diligencias de colaboración sobre esos temas, cada unidad recibe y atiende las diligencias que están relacionadas con informes que se realizaron en las respectivas unidades; o bien, con alguna investigación que está en proceso.





Seguidamente, se presenta el análisis realizado para las diligencias de colaboración que atiende la Sección en estudio.





Gráfico 12. Ingreso promedio mensual de las Diligencias de Colaboración de la Sección de Fraudes, por Unidad de trabajo, durante el 2016-2018





[bookmark: _Toc530578714]Fuente: Subproceso de Modernización Institucionaly datos suministrados por la Sección de Fraudes. 





Según lo que se comentó en párrafos anteriores, es de esperar que las investigadoras y los investigadores que se encargan de Fraude Registral y Diligencias de Colaboración atiendan el mayor volumen de diligencias de colaboración.  Lo cual se muestra en los tres años analizados donde el ingreso promedio mensual es mayor para esa área de trabajo. 





Asimismo, se nota que la que ocupa la segunda posición en el 2018 es la Unidad de Bancos.





Finalmente, la Unidad de Anticorrupción fue la que registró el menor promedio mensual en el ingreso de los tres años analizados, lo cual se debe a que su ingreso es relacionado únicamente a los casos que han investigado o están proceso de investigación.





Gráfico 13. Ingreso promedio mensual de las Diligencias de Colaboración de la Sección de Fraudes, por Unidad de trabajo, durante el 2016-2018








Fuente: Subproceso de Modernización Institucional y datos suministrados por la Sección de Fraudes. 





Ahora bien, si se suman las diligencias que le ingresan a la Unidad de Anticorrupción yal grupo de investigadoras e investigadores que atiende lo relacionado a Fraude Registral (bien inmueble) y Diligencias de colaboración, se destaca que para los años analizados la jefatura de la Unidad de Anticorrupción ha tenido que realizar la mayor cantidad de diligencias de este tipo, ya que a esa jefatura le corresponde, recibirlas, revisarlas, asignarlas, revisar los informes y finalmente remitir el informe a la dependencia solicitante.





En línea con lo anterior, se logra visualizar que el promedio mensual de diligencias de colaboración en el 2018 fue de 86 solicitudes para la Unidad de Anticorrupción.





Sobre el particular, el Lic. Rojas Solano, Jefe de Investigación 1 de la Unidad de Anticorrupción, indicó que un 90% de las diligencias que se atienden son de casos de la Unidad de Bancos, relacionadas con solicitudes sobre levantamiento de secreto bancario, cuentas cedulares y protocolos de notarios. Y que en cuanto a lo de Fraude Registral (bien inmueble) son solicitudes relacionadas con asuntos de la Unidad de Otros delitos.





Finalmente, manifestó que esa labor se la asignaron como recargo y colaboración a las otras unidades.





Sobre este tema, en entrevista realizada al Lic. Diego Chavarría García, Subjefe del Departamento de Investigaciones Criminales, quien indicó que, en caso de la creación de la Sección de Anticorrupción, estas labores deberían ser asumidas por las Unidades correspondientes. 





Gráfico 14. Porcentaje de Diligencias de Colaboración atendidas mensualmente por las investigadoras e investigadores de la Unidad de Anticorrupción, durante el 2018








Fuente: Subproceso de Modernización Institucional y datos suministrados por la Sección de Fraudes. 





La gráfica presenta, que del total de diligencias de colaboración que atiende la Unidad de Anticorrupción, solamente un 22% corresponde a los delitos que esta atiende y el restante 78% son de Fraude Registral y Diligencias de colaboración (otros).





Sobre este tema, el Lic. Rojas Solano indicó que las diligencias de colaboración que ellos atienden en su mayoría son por dirección funcional del Ministerio Público, ya que este lleva el caso y da los parámetros o lo que se requiere investigar. Dentro de los tipos de Diligencias de Colaboración que atiende el personal de investigación de esa Unidad sería: ubicaciones de testigos, labores de inteligencia (verificación de direcciones o residencias), vigilancia y seguimientos, rastreos telefónicos (solicitud de análisis), ejecución operativa (allanamientos), recuperación de documentación (secuestro de archivos).





[bookmark: _Toc530578715]Gráfico 15. Promedio mensual de informes sobre Diligencias de Colaboración elaborados en la Sección de Fraudes, durante el 2016-2018








Fuente: Subproceso de Modernización Institucional y datos suministrados por la Sección de Fraudes. 





Como se observa en el gráfico, las diligencias de colaboración presentaron un incremento en el 2018 de un 22,31% en relación con lo registrado el año anterior.





[bookmark: _Toc530578716]Gráfico 16. Porcentaje de informes mensuales sobre Diligencias de Colaboración elaborados por las Unidades de la Sección de Fraudes, en el periodo del 2018





Fuente: Subproceso de Modernización Institucional y datos suministrados por la Sección de Fraudes. 


La Unidad de Anticorrupción es la que recibe el mayor porcentaje de solicitudes de Diligencias de Colaboración; por ende, es la que emite el mayor porcentaje de informes, lo que representa un 60% (Anticorrupción y Fraude Registral y Diligencias de Colaboración) de los elaborados en la Sección de Fraudes.





1. [bookmark: _Toc5781448]Revisión de Informes Policiales


La revisión de los Informes Policiales está a cargo de la Jefatura de la Sección; sin embargo, por la carga de trabajo que esta maneja, según se detalló en líneas anteriores, en ocasiones solicita colaboración a las otras jefaturas.





Asimismo, se debe indicar que, en el trascurso de la investigación, los legajos de estas son supervisadas por parte de la Jefatura de Investigación 1 quien tiene a cargo esta labor, entre otras.





0. [bookmark: _Toc5781449]Otros aspectos relevantes de la Sección de Fraudes


2. Infraestructura y equipo de oficina


La Sección de Fraudes, está ubicada en el cuarto piso del edificio del Organismo de Investigación Judicial. Actualmente, el espacio físico está distribuido en tresáreas. Seguidamente, se muestran la distribución de planta física (tres áreas).





[bookmark: _Hlk5207377]Figura 2


Distribución de Planta Física de la Sección de Fraudes


(Área 1)


[image: ]


Fuente:Sección de Ingeniería y Arquitectura del Departamento de Servicios Generales.


En esa área se encuentran ubicados las investigadoras e investigadores de la Unidad de Otros Delitos, los cuales disponen de estaciones de trabajo, con sus respectivos equipos de cómputo y mobiliario.


Asimismo, en esta área están ubicadas las investigadoras e investigadores que tiene a cargo de lo relacionado con Fraude Registral y las Diligencias de Colaboración (levantamiento de secreto bancario, secuestro de expedientes, otros).


Las oficinas están distribuidas de la siguiente manera: una se utiliza para realizar entrevistas, otra está asignada a la Jefatura de la Unidad de Otros Delitos y la otra esta se ubica el Jefe de Investigación 1 que tiene a cargo la supervisión de los legajos de investigación de toda la Sección.


Figura 3


Distribución de Planta Física de la Sección de Fraudes(Área2)


[image: ]Fuente:Sección de Ingeniería y Arquitectura del Departamento de Servicios Generales


En esta área física, se ubica el personal de investigación tanto de la Unidad de Bancos como de Anticorrupción, en la cual existen modulares de trabajo, los cuales no son suficientes para la cantidad de personal que se alberga en este lugar; por lo que algunas investigadoras o investigadores tiene un pequeño escritorio para realizar su labor administrativa y no disponen de equipo de cómputo, por lo que deben esperar que algún compañero desocupe o le colaborecon el que tiene asignado. Una de las oficinas corresponde a la Jefatura de la Unidad de Banco y la otra a la Jefatura de Unidad de Anticorrupción.


El personal entrevistado, acotó que una de las falencias de este espacio físico es que las investigadoras y los investigadores de la Unidad de Anticorrupción no tienen privacidad para la elaboración de la investigación, esto por cuanto, se tienen acceso libre, el personal de investigación de la otra Unidad conoce de los casos que se tramitan, lo cual perjudica la investigación ya que se puede dar fuga de información. 





Figura4


Distribución de Planta Física de la Sección de Fraudes (Área 3) 


[image: ]


Fuente:Sección de Ingeniería y Arquitectura del Departamento de Servicios Generales.


Finalmente, se puede indicar que esta área corresponde al área administrativa, en donde está la oficina de la Jefatura de la Sección de Fraudes, un área común donde se encuentran ubicadas las cuatro auxiliares administrativas con sus respectivas estaciones de trabajo, mobiliario y equipo de cómputo, la bodega de indicios y la recepción de la Sección.


Como se visualiza, la Sección de Fraudes está distribuida en diferentes áreas físicas, en la cual el personal de investigación se encuentra en hacinamiento, principalmente los que están ubicados en el Área 2; asimismo, no se tiene privacidad entre las investigaciones que llevan a cabo las tres unidades, ya que las tres áreas físicas tienen acceso libre, lo cual es un riesgo, por cuanto se puede dar fuga de información.





0. [bookmark: _Toc5781450]Impacto de los Juzgados de Cobro


Dentro de la Sección de Fraudes, se encuentra la Unidad de Bancos, en las que se investigan los delitos de estafas mediante tarjetas, fraude informático y otros delitos,  de acuerdo a la entrevista realizada a Lic. Armando Gonzalez Sibaja, en su momento Jefe de la Sección de Fraudes, indicó que con el pasar de los años se ha aumentado la comisión de los delitos mediante estafas en tarjetas de débito y crédito; por lo que considera importante analizar la carga de trabajo que tiene la materia de cobratoria y el impacto que tiene el Poder Judicial con el aumento de la entrada. Por lo tanto; a continuación, se detalla el balance general de la materia cobratoria durante los años del 2014 a 2017.





Gráfico 17. Balance General materia de Cobro Judicial, durante el periodo del 2014 a 2017








Fuente: Subproceso de Modernización Institucional con información de Anuarios Judiciales. 





En el gráfico anterior, se logra evidenciar que para el caso del circulante inicial existe una curva creciente en el periodo analizado, para el año 2014 la menor cantidad de asuntos siendo 348.733, la mayor cantidad de asuntos en el circulante corresponde al para el año 2017 con 536.846. Si se realizauna comparación entre el circulante inicial del 2014 y el circulante final del 2017, se observa un aumento del 54%, equivalente a un aumento de 188.113 asuntos.





En los asuntos entrados, el año que ingresó menor cantidad de asuntos corresponde al año 2015 con una entrada de 133.766, el año en que se reporta mayor cantidad de asuntos entrados corresponde al año 2017, con un ingreso de 199.706. Realizando una comparación entre el año 2015 y 2017, se observa un aumento del 49%, equivalente a 65.940 asuntos. 





Para el caso de los asuntos terminados, se observa una curva decreciente en la cantidad de asuntos,para el 2017 la menor cantidad de asuntos terminados fue 71.290, el año que se finalizaron mayor cantidad de asuntos corresponde al 2014 con 77.672. Se realizó una comparación entre el 2014 y 2017yse logra evidenciar una disminución del 8%, correspondiente a 6.382 asuntos.  


En los asuntos en Circulante Final, se realizó una comparación entre el 2014 y 2017 se observa un aumento del 46%, que es equivalente a 168.686 asuntos. El año que se reporta el circulante más bajo corresponde al año 2014 con 368.160 asuntos, el año que se reporta la mayor cantidad de asuntos corresponde al 2017 con 536.846.  





Con la finalidad de conocer el impacto en el total de asuntos entrados por Circuito Judicial, durante el periodo del 2014 al 2017, a continuación, se muestra la información, 





Gráfico 18. Asuntos ingresados en Materia de Cobro Judicial por 


Circuito Judicial, durante el periodo del 2014 al 2017





Fuente: Subproceso de Modernización Institucional con información de Anuarios Judiciales. 





Tal como se desprende del gráfico anterior, el 31% del total de asuntos ingresados corresponde al Primer Circuito Judicial de San José, el cual está conformado con la estructura de tres Secciones Especializadas, con un ingreso total de 199037 asuntos durante los años 2014 al 2017, equivalente a un promedio de 49759 asuntos por año y un promedio de 4423 asuntos por mes.





En segundo lugar, con 23% de los asuntos se encuentra el Segundo Circuito Judicial de San José, el cual al igual que en el Primer Circuito Judicial está conformado por tres secciones, durante los años analizados ingresaron un total de 150248 asuntos, equivalente a 37562 asuntos por año, conun promedio de 3339 asuntos por mes. 





En tercer lugar, con un 10%, se encuentra el Primer Circuito Judicial de Alajuela, en el que está el Juzgado de Cobro y Civil de Menor Cuantía, durante el periodo del 2014 a 2017 ingresaron un total de 66475 asuntos, lo queequivale a un promedio de 16619 casos por año y un promedio de 1477 asuntos por mes. 


Por lo anterior, se presume que, al existir un mayor ingreso de asuntos en materia cobratoria, existe una mayor probabilidad de aumento en las causas que ingresan a la Sección de Fraudes, toda vez que analizado el periodo del 2016 al 2018, existió un aumento del 45% en los casos ingresados en la Unidad de Bancos, propiamente en los delitos de fraude informáticos y tarjetas de débito o crédito. 





0. [bookmark: _Toc5781451]Otras Secciones del Organismo de Investigación Judicial que atienden delitos de Corrupción





4. [bookmark: _Toc5781452]Sección de Delitos Informáticos





0. Antecedentes


En 1997 fue creada la Unidadde Investigación Informática, debido a la creciente necesidad de procesar los equipos informáticos decomisados durante los procesos penales.





A partir del año 2002 se comienzan a utilizar programas forenses para preservación de los indicios informáticos decomisados y respaldados.





Para el año 2004 y debido a la creciente cantidad de casos la Unidad de Investigación Informática se constituye en Sección de Delitos Informáticos (SDI), donde se atienden investigaciones de diferente índole tales como casos de corrupción, pornografía relacionada con menores de edad, estafas, amenazas, extorsiones, entre otras; aunado a lo anterior, se atienden gran cantidad de casos de análisis forense, en los cuales hay que analizarmayor cantidad de medios informáticos.





Para el año 2009, se asume la realización de las Aperturas de Celulares, labor que realizaba el ICE. Esta labor fue asumida sin que se reforzara en cuanto a personal, ni tampoco se le dotó con equipo especializado.





Durante los años 2012 y 2013 se aprobó por parte de la Asamblea Legislativa la Ley de Delitos Informáticos(Ley creó 10 delitos y se modificaron 4 artículos que incorporan aspectos de la informática); sin que se reforzara la Sección de Delitos Informáticos en cuanto a recurso humano y material para afrontar nuevas denuncias.





Actualmente, la tecnología está más inmersa en la vida cotidiana de las personas, a través de redes sociales, sistemas de mensajería instantánea, dispositivos móviles, computadoras e Internet; lo que ha creado una gran cantidad de alternativas para que se cometan acciones delictivas de orden tradicional relacionadas con la tecnología y en las que la Sección de Delitos Informáticos debe dar soporte a lainvestigación.





0. Estructura de personal


En el siguiente cuadro se muestra la estructura de personal que actualmente dispone esta sección.





Cuadro 2. Distribución del personal según el tipo de puesto 


en la Sección de Delitos Informáticos





			Tipo de puesto


			Cantidad





			Jefatura de Investigación 3


			1





			Secretaria o Secretario


			1





			Auxiliar Administrativo*


			3 





			Oficial de Investigación


			1





			Profesionales en Informática 2**


			29





			Profesional en Informática 3***


			3





			Investigadora o Investigador 1****


			1





			TOTAL


			39








Nota: * Dos de los cuales son plazas con Permiso con Goce de Salario, según Art. 44 Ley Orgánica


** Nuevede los cuales son plazas con Permiso con Goce de Salario, según Art. 44 Ley Orgánica


***Dos de los cuales son plazas con Permiso con Goce de Salario, según Art. 44 Ley Orgánica


**** Está en calidad de préstamo desde el 06 de setiembre del 2018 y por tiempo indefinido


Fuente: Sección de Delitos Informáticos.





El Lic. Erick Lewis Hernández, Jefe de Investigación 3 de esta Sección, en entrevista realizada, indicó que a partir de noviembre del 2017 se tuvo que reforzar el personal ordinario con recurso con permiso con goce de salario (Art 44 Ley Orgánica), debido a la problemática de las cargas de trabajo que tiene la Sección, ya que esta ha venido en aumento, a raíz de que en losdelitosexistenelementosinformáticosde por medio.


En línea con lo anterior, remitió proyecto presentado a la Dirección de Planificación denominado “Abordaje la problemática en la atención de aperturas de indicios digitales y tramitación de casos de la Sección de Delitos Informáticos”, en el cual se aclara que ese recurso se solicitó para el  abordaje de la problemática en la atención de aperturas de indicios digitales y tramitación de casos que ingresan a la Sección, y no solo a la tramitación de casos como el del “Cemento Chino, INFOCOOP y Yamber”; entre otros; es decir, estos permisos no nacen a raíz de una necesidad específica, sino más bien producto de la carga de trabajo que ingresa cotidianamente. 





Asimismo, mediante correo electrónico el Lic. Omar Brenes Campos, indicó que, en cuanto a las plazas con permiso con goce de salario, ya se presentó el informe correspondiente para la solicitud de la prórroga de los permisos correspondientes y que estas están relacionadas con el proyecto indicado en el párrafo anterior; por lo que, no se debe de considerar su creación.





0. Metodología de Trabajo





Al respecto el Lic. Lewis Hernández, acotó que los casos de corrupción por la dinámica que tienen,pueden involucrar que se requiera la colaboración de la Sección de Delitos Informáticos en diferentes fases de la investigación, sea con el Ministerio Público o con la Unidad Policial que investiga.





En línea con lo anterior, agregó que en la Sección se tienen establecidos tres macroprocesos de trabajo, sea:  





Fase de Investigación: En algunos casos de corrupción es necesario el análisis de un sistema informático, un sistema de correo electrónico; para lo cual, se hace un proceso de investigación especializado y se genera un informe técnico que complementa la investigación policial y de la fiscalía.





Fase Apertura de indicios: Corresponde a solicitudes de apertura de indicios informáticos (dispositivos móviles, computadoras, dispositivos de almacenamiento, entre otros), que deben ser respaldados por las investigadoras e investigadores, con el fin de asegurar desde el punto de vista forense los indicios, que posteriormente serán sujeto de análisis.





Sobre los grupos de trabajo que realizan esta labor, se indicó[footnoteRef:3]que las plazas con permiso con goce de salario (Artículo 44), aumentaronla capacidad de respuesta en esta área, pasando de tres parejas cotidianamente a cinco grupos de trabajo ordinarios y una pareja extraordinaria para casos de guardia. [3:  En los documentos remitidos para revisión y análisis.] 






Fase Análisis de indicios: Una vez realizada la apertura de indicios informáticos, los respaldos de los dispositivos de almacenamiento y computadoras son remitidos a la Sección de Delitos Informáticos para realizarles un Análisis Forense, de acuerdo con los parámetros propios del caso. 





0. Carga de Trabajo


Con el fin de visualizar la carga de trabajo del personal de la Sección; a continuación, se presentan algunos datos estadísticos comparativos en los últimos años:





4. [bookmark: _Hlk3800747]Casos ingresados 





Gráfico 19. Cantidad de casos ingresados en la Sección de Delitos Informáticos, en los últimos cinco años


[image: ]


	Fuente: Sección de Delitos Informáticos.





Como se logra visualizar la cantidad de casos ingresados ha presentado un comportamiento creciente; el mayor incremento para el 2016 es de un 49% con relación al año anterior; es por esa razón que para el 2017 se solicitan los permisos con goce de salarios mencionadas en párrafos anteriores; además, debido al comportamiento creciente de los casos ingresados, se han solicitado prórrogas de esos permisos, con el fin de dar continuidad al proyecto de la atención de los casos ingresados en la Sección.





Asimismo, en el periodo analizado se determina un aumento significativo para el 2018 de un 87% con respecto al 2014.





En línea con lo anterior, se deduce que, en los últimos tres años, el ingreso promedio diario se ha mantenido en dos casos.





Gráfico 20. Ingreso total de casos vrs casos ingresados de Corrupción, en la Sección de Delitos Informáticos, en los últimos cinco años








	Fuente: Sección de Delitos Informáticos.





Como se logra apreciar en el gráfico, el comportamiento de los casos ingresados por el delito de Corrupciónpresentael mayor ingreso en el año 2014 (25 casos, 6% del ingreso total de casos para ese año), seguido del 2018 con 19 casos (2% del total de casos ingresados).





Al respecto, se debe resaltar que el ingreso de casos de corrupciónes relativamente poco, debido a que esta Sección no tramita este tipo de casos de investigación; sus labores principales en la atención de estosson: la apertura y análisis de los indicios, la investigación de fondo la lleva la unidad especializada en conjunto con la Fiscalía.





Es importante indicar que como limitante, no se logró determinar el porcentaje de aperturas de indicios que corresponden a Anticorrupción, no se llevan registros por delito sino solo la solicitud por oficina.





Por otra parte, se determinó que el tiempo promedio de resolución de esos 79 casos (ingresados del 2014 al 2018) es de 203 días. Sobre el particular, el Lic. Lewis Hernández manifestó que el no disponer del recurso con permisos con goce de salario aumentaría los tiempos de respuesta en la resolución de estos.





4. Apertura de indicios





[bookmark: _Hlk4401305]Gráfico 21. Cantidad de apertura de indicios programadas, realizadas y canceladas por el personal de la Sección de Delitos Informáticos, durante los últimos cuatro años


[image: ]


Nota: Apertura realizada:Corresponden a las aperturas de evidencia efectivas, las cuales se realizan en los despachos judiciales a nivel nacional. 


Apertura cancelada: Son las aperturas que por determinada razón no se lograron realizar. 


Total programadas: Contempla la suma de las aperturas realizadas y las canceladas.


Porcentaje de Cancelación: Corresponde al porcentaje de aperturas programadas que no se lograron realizar. 


Fuente: Sección de Delitos Informáticos. 





Sobre las aperturas de indicios, es importante indicar que anualmente se realiza la programación de estas, enel 2018 y el 2017 los que presentan la mayor cantidad de solicitudes programadas; sea, 1268 y 968, respectivamente.





En línea con lo anterior, en los años indicados en el párrafo anterior, son los que registran la mayor cantidad de solicitudes de aperturas de indicios realizadas, para el 2018 se registraron 807. 





Por otra parte, en cuando al tema de cancelación de aperturas programadas, esta es de aproximadamente un 35% anual.





Sobre el particular, en entrevista realizada al Lic. Lewis Hernández,manifestó que el recurso humano destinado para la atención de aperturas de indiciosesdecinco parejas diarias (tres parejas con personal ordinario y dos parejas de personal PCGS).





Asimismo, manifestó que la asignación del recurso con goce de salario permitió ampliar la atención de la cantidad de solicitudes de aperturas que se atienden día a día.Actualmente se agenda un promedio de 3 a 4 aperturas por día, de continuar con el recurso se podría ampliar la capacidad de agendar entre 6 a 8 aperturas por día. Aunado a esto se podrían atender otras aperturas urgentes de forma simultánea, tales como aperturas de Flagrancia, Aperturas sin Juez, aperturas relacionadas con Homicidios, entre otras.





Otro de los beneficios que se obtiene al conformar los equipos de trabajo, con personal nuevo en conjunto con personal de experiencia, coadyuva con la curva de aprendizaje.





Asimismo, mediante documento remitido se detalla que sobre el caso del “Cementazo” y los casos que se han derivado de éste, se pueden destacar las aperturas de indicios realizadas en la historia de dichos casos; no se especifica el número de causa por estar en investigación:





Cuadro 3. Cantidad de apertura de indicios realizadas en cada uno de los casos atendidos





			Identificador de Caso


			Cantidad de aperturas u otras diligencias realizadas





			Caso 1


			9 Realizadas





			Caso 2


			4 Realizadas





			Caso 3


			3 Realizadas


1 Pendiente de realizar





			Caso 4


			1 Realizada





			Caso 5


			1 Pendiente de realizar





			Caso 6


			1 Realizada


1 Pendiente de realizar





			Caso 7


			3 Realizadas


1 Pendiente de realizar





			Caso 8


			2 Realizadas





			Caso 9


			4 Realizadas





			Caso 10


			2 Realizadas





			Caso 11


			3 Realizadas








		Fuente: Sección de Delitos Informáticos





Como se detalla en el cuadro, un solo caso genera el trabajo de apertura de varios indicios, lo cual eleva la carga de trabajo en esta labor. Es importante indicar que el personal con el que dispone la Secciónatiende todas las aperturas a nivel nacional.





Se consultó al Lic. Lewis Hernández, sobre qué porcentaje de las aperturas de indicios corresponde al delito de corrupción, indicóque para determinar el dato se debería revisar cada uno de los expedientes porque eso se ingresa como una Diligencia de Colaboración en el libro electrónico y este no indica el delito al que pertenece la solicitud.





En la entrevista realizada al Lic. Lewis Hernández, indicó que es necesario fortalecer la Sección de Delitos Informáticos, ya que su participación es vital en la tramitación de los casos de corrupción. Además, esa Sección brinda soporte o colaboración a la Sección de Asuntos Internos e Inspección Judicial en los casos que se están tramitan contra algún funcionario institucional.





Asimismo, manifestó que de crearse la nueva Sección de Anticorrupción, no considera necesario conformarla con peritos en económicos y especialistas en informática, ya que el Organismo dispone de ese recurso en Secciones especializadas, que actualmente atiende la carga de trabajo; por lo que de especializar la Sección se dispondría de profesionales fuera de la secciones competentes, además esta nueva estructura especializada tendría un alto impacto económico debido a los software y tecnologías que se utilizan para llevar a cabo las diferentes pericias.





Finalmente, indicó que el tema de los permisos con goce de salario fue presentado ante la Dirección de Planificación como un proyecto[footnoteRef:4]  denominado “Abordaje la problemática en la atención de aperturas de indicios digitales y tramitación de casos de la Sección de Delitos Informáticos”, con el fin de solicitar la prórroga de estos. Al respecto, el Consejo Superior en sesión 110-18 del 19 de diciembre del 2018, artículo I, concedió los permisos con goce de salario y sustitución a partir del 1 de enero de 2019 hasta el 31 de marzo de 2019, para los nueve Profesional en Informática 2, dos Profesional en Informática 3 y dos de Auxiliar Administrativo.  [4:  Con fecha del 31 de octubre del 2018.] 






4. [bookmark: _Toc5781453]Sección de Delitos Económicos y Financieros


1. Antecedentes


Esta Sección fue creada en 1975, con la intención de auxiliar por su especialización, a los tribunales penales de todo el país en el descubrimiento y verificación científica de los delitos denominados como, “financieros” o de “cuello blanco”. Su tarea tiene especiales característicos, debido a que desarrolla tareas tanto de investigación como de peritación, en las áreas financiero-contables; sus funciones están dirigidas a la Auditoria Forense, por lo que sus integrantes deben tener conocimientos académicos en las áreas de las ciencias económicas.





Esta Sección investiga todos aquellos delitos que tengan relación con aspectos económico-financieros y que, a criterio de la autoridad solicitante, requiere de un peritaje, entre estos están: administraciones fraudulentas, peculados, estafas, delitos tributarios, corrupción, enriquecimiento ilícito, quiebras fraudulentas, apropiaciones y retenciones indebidas, incumplimiento de deberes, usos de documento falso, robos y hurtos, entre otros.





1. Estructura de personal


Seguidamente, se presenta el personal destacado en esta Sección.





Cuadro 4. Personal adscrito a la Sección de Delitos Económicos y Financieros


			[bookmark: _Hlk3362103]Tipo de puesto


			Cantidad





			Jefe de Delitos Económicos


			1





			Secretaria o Secretario


			1





			Auxiliar Administrativo


			1





			Auxiliar de Servicios Generales


			1





			Perito Judicial 2*


			34





			Auditor Supervisor


			4





			TOTAL


			42








*Nota: Seis de estas plazas son permisos con goce de salario (Art. 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial), aprobadas por Consejo Superior en sesión 102-17 del 9 de noviembre 2017.	


Fuente: Sección de Delitos Económicos y Financieros





1. Permiso con goce de salario


Actualmente esta Sección tiene seis plazas con permiso con goce de salario, que se han dedicado a los casos del “Cemento Chino”, “INFOCOOP” principalmente. En el Anexo 4 se adjunta el informe de Requerimiento de Recurso Humano en el que se analiza la necesidad de crear ese recurso de forma permanente para que atienda los casos que ingresan a la Sección de Delitos Económicos y Financieros y así rendir en menor tiempo los informes periciales.





Dentro de los principales Elementos Resolutivos de este informe se pueden resaltar:


“…4.3.- La Sección de Delitos Económicos y Financieros funge como auxiliar de los Tribunales Penales de todo el país y tiene a su cargo todos los procesos investigativos de los casos conocidos como “financieros” o de “cuello blanco” y las pericias van enfocadas a la identificación de la persona o grupo de personas responsables, determinación de cómo se lleva a cabo el presunto delito y la cuantificación del daño patrimonial.





Para ejecutar las labores  han conformado cuatro grupos de trabajo con el personal ordinario que consta de una Auditora o Auditor Supervisor y siete peritas o peritos judiciales 2, así como una plaza adicional en calidad de préstamo en cada grupo, no obstante actualmente tienen cedidas dos plazas ordinarias para que coordinen los dos grupos  que se conformaron con las plazas con permiso con goce de salario que atienden  el caso del Cemento Chino )4 peritas o peritos)y  el caso de INFOCOOP (2 peritas o peritos). 





4.4.- Según la jefatura los casos se asignan considerando la complejidad del caso, urgencia en que debe ser atendido  y carga de trabajo asignada a la Perita o Perito, con el fin de que atiendan casos complejos y no complejos y tratando de mantener equidad en las cargas de trabajo de los profesionales, asimismo  se determinó que han ingresado una serie de casos de especial relevancia como lo son el de “INFOCOOP” y el del “cemento chino”, a esos casos se asignaron los seis recursos, pero  actualmente la Sección enfrenta una carga de trabajo que involucra casos mediáticos de gran trascendencia, complejidad y volumen, que requieren atención prioritario y oportuna.





4.5.- Los casos entrados han experimentado un comportamiento creciente a excepción del 2017, durante el 2018 se obtuvo la mayor cantidad (520). El promedio mensual de casos entrados por Perita o Perito Judicial para ese año fue de 1.65 asuntos...


4.7.- De conformidad con el Licenciado Reynaldo Velasquez Carrillo, Jefe de la Sección de Delitos Económicos y Financieros, los casos del “Cemento Chino” e “INFOCOOP” a las cuales están asignados los 6 permisos de Peritas o Peritos Judiciales se encuentran para finalizar en presente año, razón por la cual solicita la continuidad de esos recursos pero no temporal sino de  forma ordinaria para el periodo 2020,  argumentando el alza en la  cargas de trabajo de la oficina, donde  los peritos judiciales actualmente tienen asignado de 9  a 10 casos en promedio de un nivel de complejidad de intermedia a alta; a la limitación de una funcionaria en la totalidad de sus funciones, a la participación activa en labores operativas y al aumento de la criminalidad económica, en especial la corrupción en todos sus ámbitos, y con el fin de brindar una atención oportuna, de calidad y un eficiente servicio público. Estas plazas han sido consideradas como prioridad por la Dirección General del O.I.J…


…4.10.- La Dirección de Planificación es consciente de que la carga de trabajo de la Sección de Delitos Económicos ha venido incrementándose durante el último quinquenio, así como que los casos del  “INFOCOOP” y el “cemento chino” concluyen en el presente año, no obstante, existen en trámite otros casos mediáticos, complejos, voluminosos y de atención especial (asuntos indígenas y adulto mayor que tienen igual relevancia, que de no disponer de los recursos adicionales no se podrá brindar la atención prioritaria y oportuna que requieren, por cuanto con el recurso ordinario existente se dificulta, ocasionando retrasos en la atención de los demás casos que lleva la Sección, por lo que se estima conveniente reforzar esta oficina con recursos adicionales; sin embargo, se es respetuoso de lo dispuesto por Corte Plena  para el proceso de formulación presupuestaria del año 2020, de No crear plazas nuevas”.





Por lo anterior, en el informe citado esta Dirección recomendó: 


“5.1.-En línea con las medidas de contención del gasto establecidas por Corte Plena en la sesión N° 4-19, artículo XIX, no se recomienda la creación de plazas para la Sección de Delitos Económicos y Financieros, en forma ordinaria o extraordinaria, por el período 2020ya que los casos que están atendiendo los recursos adicionales finalizan el presente año.





No obstante, es importante mencionar lo establecido en el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial:





“En casos muy calificados y para asuntos que interesen al Poder Judicial, la Corte podrá conceder licencias con goce de sueldo o sin él a los Magistrados y el Consejo a los demás servidores hasta por un año prorrogable por períodos iguales, a fin de que los servidores judiciales se desempeñen temporalmente en otras dependencias del Estado, o bien cuando les encargue labores y estudios especiales.”





Se estima que esa potestad le confiere al Consejo Superior la asignación de recursos para atender situaciones o requerimientos de carácter transitorio.





5.2.-Ahora bien, debido a que en el análisis anterior se desprende la necesidad de reforzar esta oficina con recursos adicionales debido a la carga de trabajo y en acatamiento de lo dispuesto por el órgano superior, se recomienda asignar las siguientes plazas sujeto a la disponibilidad de contenido presupuestario:





			Despacho


			Cant.


			Tipo de plaza


			Condición actual


			Recomendación


			Período


			Costo Estimado





			Sección de Delitos Económicos y Financieros, OIJ


			6


			Perita o Perito Judicial 2


			Permiso con goce de salario y sustitución


			Extraordinaria


			2020


			¢ 233.982.000











5.3.- Condicionamiento por el cual se otorgan el recurso (Impacto esperado)





El recurso aquí analizado se otorga para atender de manera eficiente la carga de trabajo que enfrenta la Sección, que involucra casos mediáticos de gran trascendencia, complejidad y volumen, que requieren atención prioritaria y oportuna. Asimismo, que la cuota mínima de rendimiento para el personal pericial de la Sección de Delitos Económicos y Financieros sea entre 4 y 5 casos por trimestre[footnoteRef:5]. [5: En concordancia con lo aprobado por el Consejo Superior ensesión Nº 113-16 del 20 de diciembre del 2016, artículo LXX.

] 






Estas plazas serán parte de la propuesta para reforzar la futura Sección de Anticorrupción y quedarán supeditadas funcionalmente a esta estructura, conforme lo propuesta que deberá realizarla Dirección de Planificación en el informe técnicoy que deberá ser presentando ante el Consejo Superior y la Corte Plena…”





1. Metodología de trabajo


En términos generales, cuando ingresa un caso la jefatura de la Sección,lo revisa y asigna a cada Supervisor, se valora la zona ya que atienden todo el país, se trata de establecer la complejidad del caso en el momento para mantener un equilibrio en los grupos de la carga de trabajo asignada. Una vez que el Supervisor lo recibe, revisa las cargas individuales de su grupo (7 peritos) y redistribuye la carga de acuerdo allugar y complejidad del caso. Esta labore se realiza mediante un libro de control de entrega de casos y a través del sistema de Gestión en línea (se inició este año). 





1. Carga de trabajo


En el siguiente cuadro, se detalla la cantidad de casos ingresados y salidos en los últimos cinco años.





Cuadro 5. Casos ingresados y salidos en la Sección de Delitos Económicos y Financieros, en los últimos cinco años 





			Año


			Casos Ingresados


			Casos Salidos





			2014


			531


			469





			2015


			576


			599





			2016


			565


			593





			2017


			467


			495





			2018


			504


			465








			Fuente: Sección de Delitos Económicos y Financieros





En los últimos cinco años, el ingreso y salida de casos ha sido superior a los 450casos.Se debe indicar, que las investigaciones son de toda índole (más complejas hasta las más sencillas), esta Sección investigamás de veinte delitos (ver detalle en el Anexo 3), entre ellos:delitos de corrupción; donde los plazos de atención dependen de los volúmenes de documentación, disponibilidad y análisis de evidencias; asimismo, los casos mediáticos y especiales deben ser atendidos con celeridad, lo que se complica debido a la cantidad de personal disponible para realizar los peritajes. Se reciben solicitudes de las autoridades judiciales a lo largo de todo el territorio nacional.





Es dable indicar que esta Sección es la única en su especialidad a nivel nacional, por lo que recibe solicitudes de las diferentes oficinas del país.





El Lic. Reynaldo Velásquez Carrillo, Jefe de Investigación 3 de esta Sección, indicó que el promedio de cargas de trabajo de cada perito equivale entre 8 y 9 casos.





Seguidamente se presenta el comportamiento del ingreso de casos en la Sección de Delitos Económicos y Financieros.





[bookmark: _Hlk3453373]Gráfico 22. Ingreso total de casos vrscantidad de casos ingresados de Corrupción, durante el 2017 y 2018





Fuente: Subproceso de Modernización Institucional y datos suministrados por la Sección de Delitos Económicos y Financieros 





Como se observa, para el 2018 el total de casos ingresados en la Sección de Delitos Económicos y Financieros presentó un leve crecimiento de un 7,92% con respecto al año anterior.





Por su parte, la cantidad de casos ingresados por el delito de Corrupción presentó un incremento importante de un 78% casos en el 2018, con respecto al 2017.





Asimismo, se debe indicar que para el 2017, el ingreso de casos por el delito de Corrupción representa un 13,06% (61 casos) del total de casos ingresados. En tanto, para el 2018 representó un 21,63% (109); es decir, casi duplica lo ingresado en el año anterior.





Por lo anterior, se determina que los casos de Corrupción de un año a otrorepresentan un mayor porcentaje de los casos ingresados en la Sección de Delitos Económicos y Financieros.





Sobre el particular, el Lic. Reynaldo Velásquez Carrillo,Jefe de esta Sección, indicó que en los últimos años se han incrementado las investigaciones ligadas a la Corrupción, en el 2017 se rindieron 56 informes y 87 informes en el 2018; y en lo que va del 2019 se han tramitado 40 casos. Además, se debe tomar en consideración que un solo caso complejo implica meses de investigación a tiempo completo. El circulante general al 20 de febrero de 2019 era de 247 casos, dentro de los cuales están pendientes de resolver cuatro asuntos de los 2017 y 23 casos del 2018, relacionados con delitos de corrupción.





Por otra parte, argumentó que las investigaciones han demostrado que esos actos suceden tanto en el sector público como en el privado y por su trascendencia resultan complejas (abarca el ámbito político y administrativo); además, su complejidad también refiere al volumen y búsqueda de la documentación que la compone (tributaria, aduanera, bancaria, bursátil, entre otros), así como por la variedad de órganos que intervienen; asimismo, por la diversidad de conductas a perseguir y reprimir y, por el perfil de los involucrados, entre otro tipo de análisis de tipo económico y financiero que se debe de realizar.





Por lo anterior, los casos de la Trocha Fronteriza, el Cemento Chino e INFOCOOP, han requerido de plazas con permiso con goce de salario (Art 44 Ley Orgánica) para coadyuvar con estos estudios; sin embargo, esas plazas tienen tiempos definidos, mientras tanto el fenómeno de la corrupción no se detiene y la probabilidad de ingresos de este tipo de casos es evidente, máxime por la acción proactiva de este Organismo como del Ministerio Público. 





Finalmente, el Lic. Velásquez Carrillo, indicó que: “la oficina no cuenta con el recurso humano y material suficiente para la atención exclusiva e inmediata en este tipo de investigaciones especiales, pues las cargas de trabajo (ocho o nueve casos por perito) y la diversidad de delitos que atienden limitan esa exclusividad (Administraciones Fraudulentas, Quiebras Fraudulentas, Tributarias, Fraudes, Estafas, Adulto Mayor, Asuntos Indígenas, entre otros, que también son voluminosos y complejos).





El aumento de los casos continúa, por lo que dicha situación podría generar un posible colapso en su tramitación y por ende una afectación en la atención pronta y cumplida de los estudios”[footnoteRef:6]. [6: Documento remitido por correo electrónico.] 






Sobre la flotilla vehicular adscrita a la Sección, manifestó que actualmente, disponen de 5 vehículos, estilo sedán, lo que considera poco en caso de especializar esta Sección con los delitos que actualmente atiende la Unidad de Anticorrupción.





4. [bookmark: _Toc5781454]Sección de Crimen Organizado


2. Antecedentes


Se tiene el informe 32-PLA-PI-2016 del 27 de abril del 2016, el cual contempla todas las modificaciones y observaciones que realizó la Comisión Permanente Especial de Seguridad y Narcotráfico de la Asamblea Legislativa, al Proyecto de Ley en ese momento, donde se estimó un costo para la creación de la Jurisdicción Especializada según el Proyecto de Ley en ₡ 6.063.977.215,07. Sin embargo, al ser un proyecto de Ley aun y cuando el Poder Judicial contempla los recursos para el 2016, la Asamblea Legislativa no los aprueba incluir, ya que no se tenía aprobada como Ley.





Como excepción al tema de Reformas de Ley para la creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada, para el ejercicio presupuestario para 2018, se aprueba en las sesiones de Corte Plena 15-17 y 16-27 del 31 de mayo 2017 y 1 de junio de 2017, respectivamente, la incorporación de 41plazaspara la creación de la Sección de Delincuencia Organizada, según se cita:


“…se acordó: Aprobar en los términos señalados la solicitud de la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, concerniente al requerimiento a nivel presupuestario para la Sección Especializada Contra el Crimen Organizado de ese Organismo.”





Es el 13 de octubre del 2017, cuando se publica en la Gaceta 194, la ley 9841 “Ley de Creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada en Costa Rica”.





Finalmente, esta Dirección mediante el informe 42-PLA-MI-2018, estimó el impacto económico que representa la implementación de la “Ley de Creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada en Costa Rica”





Sobre el particular, se entrevistó al Lic. Christian Montenegro Guevara, Jefe de Investigación 3, manifestó que la sección a su cargo nació a raíz de una Ley especial, por lo tanto, se están definiendo los delitos o casos que se van a atender de acuerdo con lo planteado en el Plan Estratégico del Organismo. Inició labores a partir del 1° de enero del 2018, de manera formal y de hecho desde el 01 de marzo del 2017.





2. Estructura de Personal


En entrevista realizada el Lic. Montenegro Guevara, indicó que la Sección a su cargo tiene adscrito el siguiente recurso humano: 





Cuadro 6. Estructura de Personal de la Sección de Crimen Organizado 


			Tipo de puesto


			Cantidad





			Jefa o Jefe de Investigación 3


			1





			Jefa o Jefe de Investigación 1


			3





			Oficial de Investigación


			8





			Investigadora o Investigador 2


			28*





			Perito Judicial 2


			2





			Analista Criminal


			1





			Auditor Supervisor


			4





			Secretaria o Secretario


			1





			Auxiliar Administrativo


			1





			Auxiliar de Servicios Generales 1


			1





			TOTAL


			36








Nota: *10 de estas plazas están sin ocupar, ya que no disponen de oferentes que cumplan con el perfil o personal que acepte el puesto.


Fuente: Sección de Crimen Organizado





2. Metodología de Trabajo


El Lic. Montenegro Guevara, manifestó que los casos son atendidos por grupos de trabajo, conformados por tres o cuatro recursos de investigación. Añadió que se debe indicar que no se atiende el caso uno a uno, sino lo atienden como uno solo (por grupo criminal).





Asimismo, indicó que la labor que realiza la sección a su cargo es muy operativa, es decir, deben realizar mucha labor de campo, lo que implica una inversión mayor de tiempo, ya que las investigadoras y los investigadores utilizan los sistemas institucionales, digitan todo y es más lento y minuciosos el análisis que realizan.





En relación con los sistemas que se utilizan, acotó que no disponen de programas especializados para el análisis de datos financieros, porque como se indicó en el párrafo anterior, los datos se digitan en Excel, para proceder con el análisis.





2. Carga de Trabajo


Sobre la carga de trabajo que atiende la Sección, indicó que es asignada directamente por la Dirección General del OIJ o por las jefaturas del Departamento de Investigaciones Criminales; actualmente tienen ocho casos, que la investigación nació en esa sección.





Sobre los casos de Corrupción, acotó que hasta el momento no han atendido ninguno de ese tipo. 





2. Criterio sobre la necesidad de crear la Sección Especializada de Anticorrupción


El Lic. Montenegro Guevara, manifestó que de crearse la Sección de Anticorrupción se debe tomar en consideración los siguientes aspectos:


a. No se debe de combinar en espacio físico con otra sección que ve otros delitos (delincuencia común); se requiere de mayor seguridad, confidencialidad por los casos que se investigación, con ello se evitaría fuga de información, estructuras físicas más seguras.


b. Su creación no debe depender de la cantidad de casos que actualmente se atienden sino debe prevalecer la complejidad de estos; además, que es un delito que se ha incrementado.


c. Debe disponer de personal muy capacitado, que requiere retroalimentación constante, en temas como: contratación administrativa, abordaje de las investigaciones según el tipo de caso, legitimación de activos, capacitación operativa (trabajo de campo), otros.


d. El perfil de las investigadoras e investigadores debe ser muy riguroso, personal reservado, que no sean personas que les guste figurar en redes sociales y demás.


e. Esta debía estar conformada por Peritos Auditores y Analistas Criminales, con el fin de que todos los recursos estén concentrados en un mismo lugar y la información esté en un mismo lugar, lo que evitará que personal externo al caso tenga conocimiento de este.


f. Debe tener alcance y cobertura a nivel nacional.





4. [bookmark: _Toc5781455]Sección Especializada de Tránsito


3. Antecedentes


Esta Sección se creó en 1993 cuando se aprobó la Ley de Tránsito 7331, la cual establecía que el Organismo de Investigación Judicial debería tener en su estructura organizacional una Sección Especializada para la investigación de las denuncias contra los Inspectores de Tránsito, los funcionarios del Departamento de Acreditación de Conductores del Consejo de Seguridad Vial (Departamento de Licencias) y los funcionarios de la Dirección General de Educación Vial, encargados de la capacitación y evaluación de las pruebas teóricas y prácticas para conductores. Una vez que se reformó la Ley de Tránsito en el año 2012, se eliminó el artículo donde se mencionaba a la Sección Especializada de Tránsito, por lo que a partir de ese momento las plazas de investigación creadas con recurso externo pasaron a formar parte del presupuesto institucional.





En línea con lo anterior, desde mediados de setiembre del 2014, se incorporó a esa Sección la atención de los casos por Lesiones Culposas y Homicidios Culposos de Tránsito, esto a raíz que las cargas de trabajo eran muy bajas y la Sección que en ese momento atendía esos casos  estaba colapsada, las jefaturas del Departamento de Investigaciones Criminales, consideraron la pertinencia de trasladar la atención a esta Sección ya que estaba relacionado con el tema de tránsito.





3. Estructura de Personal


En entrevista realizada al Lic. Emilio Segura Corrales, indicó que la Sección tiene adscrito 14 personas en el área de investigación, según se detalla a continuación; sin embargo, tres están en curso básico, uno en el Programa de Capacitación de Campo, y tres incapacitados, por lo que el personal efectivo es de 50%.





Cuadro 7. Personal destacado en la Sección Especializada de Tránsito, por tipo de puesto


			Tipo de puesto


			Cantidad





			Jefa o Jefe de Investigación 3


			1





			Oficial de Investigación


			3





			Investigadora o Investigador 2


			2





			Investigadora o Investigador 1


			9





			Secretaria o Secretario


			1





			Auxiliar Administrativo


			1





			Auxiliar de Servicios Generales 2


			1





			TOTAL


			18








Fuente: Sección Especializada de Tránsito





3. Metodología de Trabajo


El Lic. Segura Corrales, indicó que la asignación de los casos y de las labores de la Sección (operativos, allanamientos, colaboraciones, vigilancias, seguimientos, otros), la realiza de acuerdo con las cargas de trabajo que maneja cada investigadora o investigador; las cuales son aproximadamente diez denuncias por mes, por recurso de investigación.





Asimismo, comentó que la labor de investigación de los delitos culposos tiene mucha tramitología (realizar entrevistas, buscar testigos, buscar videos, entre otros), por lo tanto, se están realizando convenios con otras instituciones para poder tener acceso a las plataformas y poder consultar directamente la información.





Por otra parte, sobre el manejo de la bodega de evidencias indicó que esta labor es realizada por el Auxiliar de Servicios Generales supervisado por la Jefatura (diariamente revisa el libro de evidencia y periódicamente revisa lo que hay en bodega). 





3. Carga de Trabajo





Gráfico 23. Ingreso promedio mensual de casos en la Sección Especializada de Tránsito





Fuente: Subproceso de Modernización Institucional y datos suministrados por la Sección Especializada de Tránsito








Como se visualiza en el gráfico, el ingreso promedio mensual de casos presentó un leve incremento para el 2018 de 5 asuntos con relación al año anterior.





Gráfico 24. Porcentaje de casos ingresados por tipo de delito en la Sección Especializada de Tránsito








Fuente: Subproceso de Modernización Institucional y datos suministrados por la Sección Especializada de Tránsito





[bookmark: _Hlk5381125]Se observa, que los delitos que más atiende esta Sección son Lesiones Culposas y Homicidio Culposo (ambos productos de un accidente de tránsito), lo que representaun 69% y 16% respectivamente; por lo tanto, los delitos por lo que esta Sección fue creada son los de menor ingreso, sea un 15%..


Aunado a lo anterior, se puede indicar que las solicitudes de investigación que ingresan son principalmente por lesiones y homicidios culposos, ya que estos delitos son más denunciados por las personas usuarias, lo que no sucede con los delitos como “las mordidas” cobradas por los Oficiales de tránsito, ya que en la mayoría de casos las personas usuarias no interponen la denuncia porque igualmente infringen la Ley, ya que realizan pagos indebidos a los Oficiales de Tránsito.





Es importante resaltar, que anteriormente los delitos de Lesiones Culposas y Homicidios culposos sucedidos por accidentes de tránsito, eran investigados por la Sección de Delitos contra la Integridad Física, Trata y Tráfico de Personas; sin embargo, como se indicó en párrafos anteriores, se asignó a esta otra Sección debido a la poca carga de trabajo que atendía y descongestionar la otra Sección, y así lograr una equiparación de cargas de trabajo.





Asimismo, esta Sección continúa realizando investigaciones por Abuso de Autoridad, Falsificación de Señas y Marcas, Alteración de Señas y Marcas, Simulación de Delito, Uso de Documento Falso, Conducción Temeraria, Incumplimiento de Deberes, Muerte Accidental, Muerte en Investigación, Estafa, etc., pero en su gran mayoría, la asignación de denuncias son hechos culposos de tránsito..





[bookmark: _Hlk5381345]La carga de trabajo por investigadora o investigador de la Sección de Delitos Informáticos durante el 2018 fue de cuatro casos por mes, por lo que al comparar con catorce de las Secciones del Departamento de Investigaciones Criminales que realizan investigación, existió durante el 2017 un promedio de ingreso mensual por Investigadora o Investigador de cinco casos mensuales.





Asimismo, indicó el Lic. Segura Corrales que, con la incorporación de los casos de hechos culposos de tránsito a la Sección, se ha disminuido la capacidad operativa de investigación por objetivos en los casos de corrupción, tomando en consideración la cantidad de personal activo que tiene actualmente.





0. [bookmark: _Toc5781456]Creación de la Sección Especializada de Anticorrupción





5. [bookmark: _Toc5781457]Estructura propuesta para la creación de la Sección Especializada de Anticorrupción presentada por la Dirección del Organismo de Investigación Judicial





En el Anexo 1, se adjunta la propuesta planteada por la Dirección General del OIJ, sobre la estructura organizacional que se requiere para conformar la nueva Sección de Anticorrupción; esta propuesta nace a partir de la solicitud de estudio de viabilidad para creación de la Sección de Anticorrupción en el Organismo, conocidaen sesión 28-18 del 10 de abril de 2018, Artículo L, donde solicita trasladar al Departamento de Planificación la presente propuesta. 





Es importante, resaltar que la creación de la SeccióndeAnticorrupción, tiene como fin brindar una respuesta pronta y oportuna en la tramitación y desarrollo de los procesos de investigación complejos que dicha materia requiere, aspectos que fueran analizados de manera amplia en el Informe006-UAOIP/OPO-2019(ver Anexo 2) y en el Informe 010-UAOIP/OPO-2019(ver Anexo 1).





Es dable indicar que la propuesta planteada por el Organismo es reforzar la actual Sección de Delitos Económicos y Financieros, y denominarla Sección de Anticorrupción, Delitos Económicos y Financieros.





A continuación, se presenta la propuesta y justificación del requerimiento recurso humano para el reforzamiento y la creación de la Sección en cuestión.





[bookmark: _Hlk4139901]Cuadro 8. Propuesta de requerimiento recurso humano para el reforzamiento y la creación de la Sección de Anticorrupción, Delitos Económicos y Financieros





			Puesto


			Cantidad por tipo de puesto


			Justificación





			Jefe de Investigación 3


			1


			Será la encargada de planear, organizar, dirigir, coordinar y supervisar las actividades de investigación, con énfasis en los delitos funcionales y actividades conexas.


Además, deberá velar que el personal de investigación evacúe de manera pronta y sin retardo los requerimientos de la fiscalía, procurando que los análisis y las pesquisas se lleven a cabo de forma óptima para la identificación de las personas involucradas en actividades relacionadas a la corrupción y probidad, delimitando las conductas criminales que se les pueden adjudicar. 








			


			


			





			


			


			





			Jefe de Investigación 1


			2


			En conjunto con la Jefatura, asesorarán y supervisarán a todo el personal de investigación de rangos inferiores, esto en el cumplimiento de sus funciones, asegurando la correcta aplicación de los métodos de investigación, en estricto apego al ordenamiento jurídico y el respeto al debido proceso que garantice y asegure una investigación objetiva en todos sus extremos.





			


			


			





			


			


			





			


			


			





			Profesional en Informática 3


			3*


			Por la dinámica de loscasos de corrupción, se requerirá la colaboración la Sección de Delitos Informáticos, en diferentes fases de la investigación, sea con el Ministerio Público o con la Unidad Policial que investiga, a saber: Fase de Investigación, Fase Apertura de indicios y Fase Análisis de indicios.





			


			


			





			


			


			





			


			


			





			


			


			





			Analista Criminal


			2


			Se encargarán de procesar la información originada, ya sea a través de las investigaciones desarrolladas y/o producto de los allanamientos realizados, donde el volumen de documentación, análisis y procesamiento de esta es vital para evitar que se dé afectación en los plazos de prescripción y prisiones preventivas dictadas. 





			Perito Judicial 2 (Auditor)


			17


			La gran mayoría de investigaciones desarrolladas requieren de la participación de peritos; por cuanto, ha sido necesario contar con servicios en el análisis de datos financieros, enfocados en muchas ocasiones en la trazabilidad de aspectos contables o en la búsqueda de vacíos financieros, que demuestren el posible fin o destino de fondos públicos, estos posiblemente malversados, hurtados o perdidos a lo largo de un periodo determinado.





Para la atención de los delitos de corrupción, se ha sido demostrada en reiteradas oportunidades que se debe tener conocimiento técnico y especializado en el área de la contabilidad. Asimismo, el hecho que la misma Fiscalía Adjunta de Probidad, Transparencia y Anticorrupción es constante en los requerimientos especializados de dicho personal, resultados que en muchos casos van a depender de la disponibilidad de agenda de los funcionarios que influye negativamente en la obtención de resultados.





Nota: Seis plazas de Peritos Judiciales actualmente están adscritas con permiso con Goce de Salario. 





			Perito Supervisor (Auditor)


			1


			





			Supervisor de Servicio OIJ


			1**


			Este recurso es necesario, debido que al incrementar de personal de investigación, aumentaría el trabajo de supervisión en una materia tan sensible, por lo que se requiere asegurar la calidad de los trabajos y la performance o ejecución eficiente de los trabajos, ya que esta Sección no solo llevará casos de corrupción, sino que en todo el país también se tramitarán; por lo que se requiere de una persona que le dé seguimiento a nivel nacional de la labor ejecutada, máxime que se deberán llevar controles rigurosos en materia de evidencias decomisadas, controles de ingreso y egreso de activos y objetos decomisados producto de las investigaciones y/o allanamientos, entre otros.





			Oficial de Investigación


			6


			Se requieren para liderar los grupos de investigación, dado que la línea jerárquica del OIJ, determina 3 categorías de personal en el área de investigación, la más alta es el Oficial, este se encarga no solo de liderar los trabajos de campo, sino de planificar y organizar las investigaciones del personal de menor jerarquía, o sea, al Investigador 2 e Investigador 1.





			Investigador 2


			18


			Este recurso permitirá un manejo y asignación adecuado de funcionarios en torno a los procesos a desarrollar, no solo a la cantidad y especialidad de delitos investigados, sino también a la dificultad, magnitud y complejidad de los delitos a investigar.


Asimismo, permitirá operativizar las investigaciones, se solicita más Investigador 2, porque se considera que, para el puesto a desarrollar, debe ser personal que cuente con experiencia en investigación previa, los servidores deberán ser probos y que puedan contar con algún tipo de recomendación laboral por parte de jefaturas previas, esto por lo sensible de la tipología de investigación a las que tendrán acceso.





			Investigador 1


			4


			





			Asistente Administrativo 3


			3


			Tendrá bajo su responsabilidad, no solo las labores de recepción de comunicaciones y llamadas telefónicas, sino que deberá asignarse un recurso como encargado de bodega; asimismo, deberán compartir el traslado y recepción de informe periciales, solicitudes y correspondencia, entre otros; sin dejar de lado el aseo de la edificación donde se encuentren. 





			Auxiliar de Servicios Generales 1


			2


			





			Técnico en Informática 5


			1**


			Este ayudaría al soporte técnico de los equipos y sistemas informáticos del OIJ, mantenimiento, programación, entre otros, normalmente un Técnico es quien asiste al Profesional en Informática, lo que esfundamentalen su labor de campo.





			Total plazas nuevas


			61


			








Nota: * Una de estas plazas se solicita para reforzar la Unidad Tecnológica de la Información de la Oficina de Planes y Operaciones, para el fortalecimiento y desarrollo del Sistema de Expediente Criminal Único, sistema que va a nutrir las labores de investigación de campo en materia de corrupción.


** Este recurso quedará adscrito a la Oficina de Planes y Operaciones.


Fuente: Subproceso de Modernización Institucional con información brindada por la Oficina de Planes y Operaciones y la Dirección General del OIJ





Aunado a ello, se incluye dentro de la propuesta de Organismo de Investigación Judicial seis plazas de Perito Judicial 2, que actualmente están destacadas con permiso con goce de salario en la Sección de Delitos Económicos y Financieros. 





Seguidamente se presentan tres escenarios, con el fin de valorar suviabilidadpara la conformación de la nueva Sección de Anticorrupción, Delitos Económicos y Financieros, según los lineamientos de presupuestos establecidos.





Escenario 1: Estructura de recurso humano propuesta por el Organismo de Investigación Judicial


Este escenario presenta la propuesta de conformación de la Sección de Anticorrupción, Delitos Económicos y Financieros, según los requerimientos humanos indicados por la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial.





Se propone una estructura organizativa para la nueva Sección compuesta por 92 puestos, cuatro a nivel de jefatura, 50 personas encargadas del área pericial, 30 personas que se encarguen de la investigación y ocho puestos para el área administrativa.





Asimismo, se detallan las plazas que se requieren para fortalecer la Sección de Delitos Informáticos y la Oficina de Planes y Operaciones para la atención de los casos de corrupción.





En el siguiente cuadro se presenta la estructura organizacional con el recurso humano existente y el solicitado, así como la estimación de costos para hacer frente a la nueva carga de trabajo, según la metodología de investigación que se aplicará en la atención de los casos: 





Cuadro 9. Estructura organizacional propuesta para la Sección de Anticorrupción, Delitos Económicos y Financieros, contempla recurso ordinario más recurso nuevo





			Oficina


			Propuesta


			Tipo de plaza


			Condición actual/propuesto


			Período


			Costo Estándar





			Sección de Anticorrupción, Delitos Económicos y Financieros 


			1


			Jefe de Delitos Económicos 


			Ordinaria


			0 meses


			₡0,00





			


			1


			Jefe de Investigación 3


			NE/Extraordinario (Nuevo)


			12 meses


			₡50.920.000,00





			


			2


			Jefe de Investigación 1


			NE/Extraordinario (Nuevo)


			12 meses


			₡60.480.000,00





			


			2


			Analista en Criminología  


			NE/Extraordinario (Nuevo)


			12 meses


			₡66.820.000,00





			


			28


			Perito Judicial 2 


			Ordinaria


			0 meses


			₡0,00





			


			6


			Perito Judicial 2 


			PGS Art 44/Extraordinario (Nuevo)


			12 meses


			₡233.982.000,00








			


			11


			Perito Judicial 2 


			NE/Extraordinario (Nuevo)


			12 meses


			₡428.967.000,00





			


			1


			Auditor Supervisor 


			NE/Extraordinario (Nuevo)


			12 meses


			₡51.463.000,00





			


			4


			Auditor Supervisor 


			Ordinaria 


			0 meses


			₡0,00





			


			6


			Oficial de Investigación


			NE/Extraordinario (Nuevo)


			12 meses


			₡167.340.000,00





			


			18


			Investigador 2


			NE/Extraordinario (Nuevo)


			12 meses


			₡421.416.000,00





			


			4


			Investigador 1


			NE/Extraordinario (Nuevo)


			12 meses


			₡84.512.000,00





			


			1


			Secretaria o Secretario


			Ordinaria


			0 meses


			₡0,00





			


			1


			Auxiliar Administrativo 


			Ordinaria


			0 meses


			₡0,00





			


			3


			Asistente Administrativo 3 


			NE/Extraordinario (Nuevo)


			12 meses


			₡46.218.000,00





			


			2


			Auxiliar de Servicios Generales  1


			NE/Extraordinario (Nuevo)


			12 meses


			₡25.758.000,00





			


			1


			Auxiliar de Servicios Generales 2


			Ordinaria


			0 meses


			₡0,00





			Sección de Delitos Informáticos


			2


			Profesional en Informática 3


			NE/Extraordinario (Nuevo)


			12 meses


			₡78.558.000,00





			


			1


			Jefe de Investigación 3


			Ordinaria


			0 meses


			₡0,00





			


			1


			Secretaria o Secretario


			Ordinaria


			0 meses


			₡0,00





			


			1


			Auxiliar Administrativo 


			Ordinaria


			0 meses


			₡0,00





			


			2


			Auxiliar Administrativo 


			PGS Art 44


			3 meses


			₡0,00





			


			1


			Oficial de Investigación


			Ordinaria


			0 meses


			₡0,00





			


			20


			Profesional en Informática 2


			Ordinaria


			0 meses


			₡0,00





			


			11


			Profesional en Informática 2


			PGS Art 44


			0 meses


			₡0,00





			


			1


			Profesional en Informática 3


			Ordinaria


			0 meses


			₡0,00





			


			1


			Investigador 1


			Ordinaria


			0 meses


			₡0,00





			Oficina de Planes y Operaciones 


			1


			Supervisor de Servicios O.I.J.


			NE/Extraordinario (Nuevo)


			12 meses


			₡39.481.000,00





			


			1


			Profesional en Informática 3


			NE/Extraordinario (Nuevo)


			12 meses


			₡39.279.000,00





			


			1


			Técnico Especializado 5


			NE/Extraordinario (Nuevo)


			12 meses


			₡16.097.000,00





			Total 


			


136


			 


			61 plazas nuevas





			 


			₡1.811.291.000,00








Nota: NE: Actualmente No Existe


Fuente: Subproceso de Modernización Institucional





Como se visualiza, los costos de crear las nuevas plazas requeridas para conformar la nueva Sección, el fortalecimiento de la Sección de Delitos Informáticos y de la Oficina de Planes y Operaciones, con el requerimiento humano propuesto por la Dirección General del OIJ es de ¢1.811.291,00, para lo cual se requiere crear un total de 61 plazas nuevas.





Seguidamente, se adjunta el cuadro resumen con la estimación de costos totalessegún la propuesta planteada por la Dirección General del OIJ. Se realiza la previsión presupuestaria de 12 meses, para el año 2020. 





Cuadro 10. Requerimiento de costo total propuesta de la Dirección General del OIJ


			Requerimiento


			Costo





			Recurso humano


			₡       1.811.291.000,00 





			Alquiler de edificio


			₡            78.000.000,00 





			Servicio de agua


			₡               3.000.000,00 





			Servicio de energía eléctrica


			₡               4.200.000,00 





			Servicios de Telecomunicaciones


			₡               6.000.000,00 





			Enlace de comunicación


			₡            14.400.000,00 





			Servicio de vigilancia


			₡               7.200.000,00 





			Vehículos


			₡          360.000.000,00 





			Motocicletas


			₡            15.600.000,00 





			Maquinaria y equipo para la producción


			₡               6.000.000,00 





			Maquinaria, equipo y mobiliario diverso


			₡            35.460.000,00





			Textiles y vestuario


			₡               1.056.800,00 





			Útiles y materiales de resguardo y seguridad


			₡            27.500.000,00 





			Equipo de comunicación (fax u otros)


			₡            88.640.000,00 





			Equipo y programas de cómputo (escáner impresora u otros)


			₡               2.900.000,00 





			Bienes intangibles


			₡            25.000.000,00 





			Equipo y mobiliario de plazas nuevas


			₡            25.990.000,00 





			Equipo y mobiliario de oficina nueva


			₡               1.922.122,00 





			TOTAL


			₡       2.514.159.922,00 








Fuente: Datos suministrados por el Subproceso Formulación de Presupuesto y Portafolio Institucional y Dirección General OIJ.





En resumen, el realizar el reforzamiento de la Sección de Delitos Informáticos, la Sección de Anticorrupción,Delitos Económicos y Financierosy la Oficina de Planes y Operaciones con la creación de nuevas plazas, tendría un costode¢2.514.159.922,00. 





Escenario 2: Estructura de recurso humano propuesta por la Dirección de Planificación partiendo de  las limitaciones económicas del país.


[bookmark: _Hlk4141983]


Una vez analizada la propuesta presentada por la Dirección General del OIJ, la Dirección de Planificación partiendo de las limitaciones económicas considera que la nueva estructura organizativa se podría conformar de la siguiente manera: 





Cuadro 11. Estructura organizacional propuesta para la Sección de Anticorrupción, Delitos Económicos y Financieros, contempla recurso ordinario más recurso nuevo


			Oficina


			Propuesta Dirección de Planificación


			Tipo de plaza


			Condición actual/propuesta


			Costo 





			Sección de Anticorrupción, Delitos Económicos y Financieros 


			1


			Jefe de Delitos Económicos 


			Ordinaria


			₡0,00





			


			1


			Jefe de Investigación 3


			Ordinaria)


			₡0,00





			


			1


			Jefe de Investigación 1


			NE/Extraordinario (Nuevo)


			₡30.240.000,00





			


			1


			Jefe de Investigación 1


			Ordinaria


			₡0,00





			


			2


			Analista en Criminología  


			NE/Extraordinario (Nuevo)


			₡66.820.000,00





			


			28


			Perito Judicial 2 


			Ordinaria


			 ₡0,00





			


			6


			Perito Judicial 2 


			PGS Art 44/ Extraordinario (Nuevo)


			₡ 233.982.000,00





			


			5


			Perito Judicial 2 


			NE/Extraordinario (Nuevo)


			₡194.985.000,00





			


			4


			Auditor Supervisor 


			Ordinaria 


			 ₡0,00





			


			3


			Oficial de Investigación


			NE/Extraordinario (Nuevo)


			₡83.670.000,00 








			


			15


			Investigador 2


			NE/Extraordinario (Nuevo)


			₡351.180.000,00





			


			3


			Investigador 2


			Ordinaria


			₡0,00





			


			2


			Investigador 1


			Ordinaria


			₡0,00





			


			2


			Investigador 1


			NE/Extraordinario (Nuevo)


			₡42.256.000,00





			


			1


			Secretaria o Secretario


			Ordinaria


			 ₡0,00





			


			1


			Auxiliar Administrativo 


			Ordinaria


			 ₡0,00





			


			1


			Asistente Administrativo 3 


			NE/Extraordinario (Nuevo)


			 ₡15.406.000,00





			


			1


			Auxiliar de Servicios Generales  1


			NE/Extraordinario (Nuevo)


			₡12.879.000,00





			


			1


			Auxiliar de Servicios Generales  2


			Ordinaria


			 ₡0,00





			Sección de Delitos Informáticos


			2


			Profesional en Informática 3


			NE/Extraordinario (Nuevo)


			₡78.558.000,00





			


			1


			Jefe de Investigación 3


			Ordinaria


			 ₡0,00





			


			1


			Secretaria o Secretario


			Ordinaria


			 ₡0,00





			


			1


			Auxiliar Administrativo 


			Ordinaria


			 ₡0,00





			


			2


			Auxiliar Administrativo 


			PGS Art 44


			₡0,00 





			


			1


			Oficial de Investigación


			Ordinaria


			₡0,00 





			


			1


			Profesional en Informática 2


			Ordinaria


			₡0,00 





			


			9


			Profesional en Informática 2


			PGS Art 44


			 ₡0,00





			


			2


			Profesional en Informática 3


			PGS Art 44


			 ₡0,00





			


			1


			Profesional en Informática 3


			Ordinaria


			 ₡0,00





			


			1


			Investigador 1


			Ordinaria


			 ₡0,00





			Plazas nueva y costo de crearlas


			


38


			 


			 


			₡1.109.976.000,00








Fuente: Subproceso de Modernización Institucional





Es importante indicar, que, para crear la Sección bajo este escenario, se requiere de la creación de 38 plazas nuevas de recurso humano. La Dirección de Planificación considera que con la estructura planteada se reduce en 23plazas, con un costo de creación de plazas nuevas de₡1.109.976,00, con una diferencia de ₡701.315.000,00 con relación a la estructura planteada en el Escenario 1.Seguidamente, se indicala razón por la cual esta Dirección, tomando en consideración el acuerdo de Corte Plena de la sesión 4-19 del 4 de febrero del 2019, artículo XIX, no se incorporan algunas de las plazasplanteadas por la Dirección General del OIJ. El cual cita: 





“…. En consecuencia: 1.) No crear plazas nuevas y para el proceso de formulación presupuestaria del año 2020, únicamente autorizar el análisis de las plazas extraordinarias aprobadas y ya vigentes para el 2019. 2.) Analizar los requerimientos mínimos y estrictamente necesarios para la implementación de leyes nuevas que estén aprobadas, las cuales se solicitarán como recursos adicionales para la implementación de éstas y no formarán parte del presupuesto ordinario de la institución. Dependiendo en todos los casos del Ministerio de Hacienda y la Asamblea Legislativa la dotación de los recursos adicionales.”





· 1 Jefe de Investigación 3: la Dirección de Planificación mediante oficio 324-PLA-MI-2019,analizó de la viabilidad de fusionar las Secciones de Inspecciones Oculares y Recolección de Indicios y la Sección de Investigación de Turno Extraordinario, para lo cual se establecieron dos escenarios de acuerdo con la propuesta planteada por la Dirección General del OIJ y la Dirección de Planificación, según los horarios de trabajo (actual 2x2 y propuesto 4x2). En donde se determinó que dependede la propuesta y escenario que se apruebe, quedará un excedente de personal que será redistribuido según criterio técnico. Por lo tanto, este recurso no se crearía en caso de aprobarse alguna de las propuestas establecidas en el informe citado.





· UnJefe de Investigación 1: una de esta plaza no se considera pertinente crear ya que, al dejar de atender la Sección de Fraudes, la carga de trabajo de la Unidad de Anticorrupción queda disponible la plaza de esta categoría que actualmente está desempeñando esa labor, por lo tanto, se deberá trasladar a la nueva Sección.  





· Un Profesional en Informática 3: este recurso no se recomienda en vista que, dentro delinforme de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada, 42-PLA-MI-2019, se contempla recurso que reforzará la Unidad Tecnológica. Por lo que, se debe esperar que entre en vigenciadicha Ley, para conocer el comportamiento de los casos que se atenderán por ese delito.





· Un Auditor Supervisory un Supervisor de Servicio OIJ: estas plazas no se recomienda su creación ya que, esta Dirección mediante informe 37-PLA-OI-2018[footnoteRef:7], analizó  los permisos con goce de salario de dosSupervisor de Servicios del OIJ y un Asesor Operativo, donde se recomendó crear dos supervisores y un asesor operativo  como plazas extraordinarias para el 2019, y así fortalecer las labores de supervisión y asesoría operativa a las unidades adscritas a la Oficina de Planes y Operación, dentro de la que se contemplan las Sección del Departamento de Investigaciones Judicial.Por tanto, ya se realizó el fortalecimiento. [7:  Aprobado por el Consejo Superior en sesión 38-18, artículo II.] 









· Tres Oficiales de Investigación: sobre la no creación de estos recursos; es importante, indicar que en el informe de Fusión de SITE-SIORI, se estableció que un Oficial de Investigación está en capacidad de tener a su cargo hasta 16 investigadoras o investigadores. Por lo tanto, y tomando en consideración el nivel de complejidad de los casos que atenderá la nueva Sección, se establece que un Oficial tendría la capacidad de control de mando de la mitad de investigadoras o investigadores establecidos para SITE-SIORI (sea, 8 personas), por lo que de aprobarse el recurso humano de investigación, se conformarán:dos grupos con un Oficial de Investigación con siete investigadoras o investigadores y un grupo con un Oficial de Investigación y ocho investigadoras o investigadores.





· Tres Investigador 2 y dos Investigador 1:estas plazas no se crearían si se aprobara la propuesta planteada por la Dirección de Planificación y mantenido el horario actual (2x2), planteada en el informe de la Fusión de SITE-SIORI. En caso de que se apruebe alguno de los otros escenarios, el personal de investigación que se requiere distribuir es mayor, por cuanto la cantidad de plazas a crear sería menor.





· Dos Asistentes Administrativo 3 y un Auxiliar de Servicios Generales 1: esta Dirección es consciente de que al incrementar el personal pericial y de investigación, las labores administrativas podrían incrementar; sin embargo, a raíz de que se va a implementar una nueva metodología de trabajo, no se tiene la certeza de cuántovarepresentar este incremento de la carga de trabajo para estos puestos. Por lo que se considera dar seguimiento posterior para determinar el comportamiento de las labores a realizaryanalizar la pertinencia de crear más recurso, para el futuro.





· 1 Técnico Especializado 5: esta plaza coadyuva en el soporte técnico de los equipos y sistemas informáticos del OIJ, mantenimiento, programación al Profesional en Informática 3, por lo que al no crearse esta última, no se requerirá.





Asimismo, de aprobarse este escenario se debe tomar en consideración la estimación de los costos variables de la creación de las plazas recomendadas, con un costo total que se debe presupuestar para el año 2020; es de₡ 1.802.216.608,00. 














Cuadro 12. Requerimiento de costo total Propuesta 1 de la Dirección de Planificación


			Requerimiento


			Costo





			Recurso humano


			₡   1.109.976.000,00





			Alquiler de edificio


			₡        78.000.000,00





			Servicio de agua


			₡          3.000.000,00





			Servicio de energía eléctrica


			₡          4.200.000,00





			Servicios de Telecomunicaciones


			₡          6.000.000,00





			Enlace de comunicación


			₡        14.400.000,00





			Servicio de vigilancia


			₡          7.200.000,00





			Vehículos


			₡360.000.000,00





			Motocicletas


			₡15.600.000,00





			Maquinaria y equipo para la producción


			₡          6.000.000,00





			Maquinaria, equipo y mobiliario diverso


			₡       35.460.000,00





			Textiles y vestuario


			₡         1.056.800,00





			Útiles y materiales de resguardo y seguridad


			₡27.500.000,00





			Equipo de comunicación (fax u otros)


			₡       88.640.000,00





			Equipo y programas de cómputo (escáner impresora u otros)


			₡         2.900.000,00





			Bienes intangibles


			₡       25.000.000,00





			Equipo y mobiliario de plazas nuevas


			₡       15.361.686,00





			Equipo y mobiliario de oficina nueva


			₡         1.922.122,00





			TOTAL


			₡       1.802.216.608,00








	Fuente: Datos suministrados por el Subproceso Formulación de Presupuesto y Portafolio Institucional y Dirección General OIJ.





[bookmark: _Hlk5382290]Al realizarla comparación de Escenario 1 con la propuesta de la Dirección de Planificación, existiría una disminución de ₡711.943.314.





Escenario 3:Conformación de estructura organizacional de la Sección con recurso humano existente en el Departamento de Investigaciones Criminales


Este escenario se plantea en vista de que no existe contenido presupuestario para la creación de nuevas plazas, según lo dispuesto por Corte Plena en cuanto a las medidas para contención del gasto en el Poder Judicial para la formulación presupuestaria 2020-Por lo tanto, esta Dirección plantea este escenario alternativo para crear la nueva Sección con el recurso ya existente en la Sección de Delitos Económicos y la Unidad de Anticorrupción y recursos de la fusión de las oficinas del SITE y SIORI;creando únicamente los seis Perito Judicial 2 que actualmente tienen permiso con goce de salario en la Sección de Delitos Económicos y Financieros y reforzando la Sección de Delitos Informáticos únicamente con las dos plazas solicitadas por la Dirección del OIJ,acontinuación,se detalla cómo se conformaría la nueva estructura:





Cuadro 13. Estructura organizacional propuesta para la Sección de Anticorrupción, Delitos Económicos y Financieros, contempla recurso ordinario más recurso nuevo


			Oficina


			Propuesta Dirección de Planificación 2


			Tipo de plaza


			Condición actual/propuesto


			


Costo





			Sección de Anticorrupción, Delitos Económicos y Financieros 


			1


			Jefe de Delitos Económicos 


			Ordinaria 


			 ₡0,00





			


			1


			Jefe de Investigación 3


			Ordinaria


			 ₡0,00





			


			1


			Jefe de Investigación 1


			Ordinaria


			 ₡0,00





			


			28


			Perito Judicial 2 


			Ordinaria


			 ₡0,00





			


			6


			Perito Judicial 2 


			PGS Art 44 /Extraordinario (Nuevo)


			₡       233.982.000





			


			4


			Auditor Supervisor 


			Ordinaria


			 ₡0,00





			


			3


			Oficial de Investigación


			Ordinaria


			 ₡0,00





			


			6


			Investigador 2


			Ordinaria


			 ₡0,00





			


			7


			Investigador 1


			Ordinaria


			 ₡0,00





			


			1


			Secretaria o Secretario


			Ordinaria


			 ₡0,00





			


			1


			Auxiliar Administrativo 


			Ordinaria


			 ₡0,00





			


			1


			Auxiliar Administrativo 


			Ordinaria


			 ₡0,00





			


			1


			Auxiliar de Servicios Generales  2


			Ordinaria


			 ₡0,00





			Sección de Delitos Informáticos


			2


			Profesional en Informática 3


			NE/Extraordinario (Nuevo)


			₡       78.558.000





			


			1


			Jefe de Investigación 3


			Ordinaria


			 ₡0,00





			


			1


			Secretaria o Secretario


			Ordinaria


			 ₡0,00





			


			1


			Auxiliar Administrativo 


			Ordinaria


			 ₡0,00





			


			1


			Oficial de Investigación


			Ordinaria


			 ₡0,00





			


			1


			Profesional en Informática 2


			Ordinaria


			 ₡0,00





			


			1


			Profesional en Informática 3


			Ordinaria


			 ₡0,00





			


			1


			Investigador 1


			Ordinaria


			 ₡0,00





			Total 


			70


			


			Total de plazas nuevas 8


			₡312.540.000,00








           Fuente: Subproceso de Modernización Institucional





Para la conformación de la nueva Sección de Anticorrupción, Delitos Económicos y Financieros se requerirá reforzar la actual Sección de Delitos Económicos y Financieros con el siguiente recurso:





· 1 Jefe de Investigación 3: como se indicó anteriormente, la Dirección de Planificación mediante oficio 324-PLA-MI-2019 analizó de la viabilidad de fusionar las Secciones de Inspecciones Oculares y Recolección de Indicios y la Sección de Investigación de Turno Extraordinario, en el cual se establecieron dos escenarios de acuerdo con las propuestas planteadas por la Dirección General del OIJ y la Dirección de Planificación, según los horarios de trabajo (actual 2x2 y propuesto 4x2). En donde se determinó que depende de la propuesta y escenario que se apruebe, quedará un excedente de personal que será redistribuido según criterio técnico de esta Dirección. Por lo tanto, de aprobarse alguno de los escenarios este recurso se tomaría del personal disponible para su redistribución.





· Un Jefe de Investigación 1: se traslada la plaza de jefatura que actualmente atiende los delitos de corrupción en la Unidad de Anticorrupción de la Sección de Fraudes. 





· Seis Perito Judicial 2: estas plazas actualmente se destacan en la Sección de Delitos Económicos y Financieros como permisos con goce de salario, puestos analizados mediante informe 345-PLA-RH-EV-2019, para la atención de casos de corrupción; este recurso se debe crear para fortalecer la nueva Sección. 





· Tres Oficiales de Investigación:  uno sería tomado del personal excedente pendiente de distribuir en caso de que se apruebe alguno de los escenarios planteados por esta Dirección en el oficio 324-PLA-MI-2019 y los otros dos corresponde a las dos plazas destacadas actualmente en la Unidad de Anticorrupción de la Sección de Fraudes.





· Seis Investigador 2: tres de estos recursos serían tomados en caso de aprobarse el oficio 324-PLA-MI-2019 y los otros tres se trasladarían las tres plazas que actualmente están destacadas en la Unidad de Anticorrupción de la Sección de Fraudes.





· Siete Investigador 1: dos plazas se tomarían del personal excedente y pendiente de distribuir en caso de aprobarse el oficio 324-PLA-MI-2019 y las cinco restantes se trasladaría las plazas que actualmente realizan esta labor en la Unidad de Anticorrupción de la Sección de Fraudes.





· Un Auxiliar Administrativo: actualmente el Departamento de Investigaciones Criminales dispone de una plaza de esta categoría que la rotan entre las secciones que lo conforman para que coadyuve en la que tiene mayor carga de trabajo, por lo cual, se podría destacar en la nueva Sección.





· Dos Profesional en Informática 3: este recurso se requiere crear para fortalecer la Sección de Delitos Informáticos, con el fin de que se dediquen a la atención de casos de corrupción, según propuesta de la Dirección General del OIJ.





· El restante recurso indicado en el cuadro no se debe de crear debido a que son plazas ordinarias destacadas en las secciones analizadas.





· Asimismo, los vehículos que actualmente se utilizan la Unidad de Anticorrupción de la Sección de Fraudes, serán destacados a la nueva Sección.





[bookmark: _Hlk5382617]De conformarse la Sección con el recurso humano destacado en el cuadro anterior, los costos de personal, mobiliario, equipo y otros, es de₡450.771.567,00, según se detalla a continuación: 





Cuadro 14. Requerimiento de costo total de la Propuesta 2 


			Requerimiento


			Costo





			Recurso humano


			₡          312.540.000,00





			Alquiler de edificio


			₡            78.000.000 





			Servicio de agua


			₡               3.000.000 





			Servicio de energía eléctrica


			₡               4.200.000 





			Servicios de Telecomunicaciones


			₡               6.000.000 





			Enlace de comunicación


			₡            14.400.000 





			Servicio de vigilancia


			₡               7.200.000 





			Motocicletas


			₡            15.600.000 





			Maquinaria y equipo para la producción


			₡               6.000.000 





			Equipo y programas de cómputo (escáner impresora u otros)


			₡               2.900.000 





			Equipo y mobiliario de plazas nuevas


			₡931.567





			TOTAL


			₡          450.771.567








		  Fuente: Subproceso de Modernización Institucional





[bookmark: _Hlk5382782]Al realizar una comparación entre el Escenario 1 y el Escenario 3 con el crecimiento mínimo en plazas, existiría una diferencia de ₡2.063.388.355,00.





De reforzar la actual Sección de Delitos Económicos y Financieros con los recursos que se detallaron anteriormente para crear la nueva estructura denominada: “Sección de Anticorrupción, Delitos Económicos y Financieros”, se cumpliría con los estándares de estructuras establecidos en el Departamento de Investigaciones Criminales: Jefe de Investigación 3, Jefe de Investigación 1, Oficial de Investigación, Investigadoras e investigadores 1 y 2 y en este caso particular se dispondrá de Peritos Judicial, ya que la sección se enfocará en realizar los diferentes peritajes que se requieren en la atención de los casos de corrupción y otros delitos que actualmente investiga. Este escenario permitirá dar una respuesta inicial para la creación de la nueva sección, en espera de que mejoren las condiciones económicas y se refuerce al Organismo de Investigación Judicial con el escenario No.1.





0. [bookmark: _Toc5781458]Fiscalía Adjunta de Probidad, Transparencia y Anticorrupción





1. Antecedentes


En razón de que la Ley 8275 Creación de la Jurisdicción Penal de Hacienda y Función Público, en el artículo 1 se establece  como asiento un Circuito Judicial que designe la Corte Suprema de Justicia, en Circular 36-2003 de la Secretaría General de la Corte, se comunica el acuerdo tomado por la Corte Plena, en sesión  18-03, celebrada el 12 de mayo de 2003, artículo X, en donde dispuso aprobar las siguientes reglas prácticas para la aplicación de la Ley de Jurisdicción Penal de Hacienda y de la Función Pública, en la que entre otras cosas, designa como sede el II Circuito Judicial de San José, Goicoechea, por lo que actualmente la atención de las solicitudes de etapa preparatoria, etapa intermedia y juicio se realizan en ese Circuito Judicial.





1. Estructura de personal y organizacional


La Fiscalía de Probidad, Transparencia y Anticorrupción está conformada por 45 personas, dentro de las cuales existe en un primer nivel un puesto de Fiscala o Fiscal Adjunto, en segundo nivel, seis puestos de Fiscala o Fiscal Coordinador, en tercer nivel un puesto de Coordinadora o Coordinador Judicial, y en un cuarto nivel se encuentran catorce personas Técnicas Judiciales, y cuatro personas Técnicas Jurídicas, de las cuales dos plazas son de medio tiempo. 


Actualmente existen oficinas de Probidad ubicadas en las Fiscalías Territoriales que tramitan en distintos Circuitos Judiciales a nivel del país, su ente rector es el  I Circuito Judicial de San José, por lo que a continuación se detalla el organigrama actual; 





Figura 5


Estructura Organizativa Actual


Fiscalía de Probidad, Transparencia y Anticorrupción





[image: C:\Users\mmoralesv\Desktop\Informes\13 MI\Sección de Anticorrupción\Organigrama FAPTA.jpg]


*La persona Fiscal que se encuentra ubicado en Puntarenas trabaja con un técnico judicial que da soporte, el cual tramita al mismo tiempo con Fiscal Auxiliar de ese Circuito.


Fuente: Subproceso de Modernización Institucional con brindada por la Fiscalía de Probidad, Transparencia y Anticorrupción. 





Las Fiscalas y Fiscales Coordinadores son los encargados de la revisión de las causas y dar el visto bueno al requerimiento previo al envío del expediente al Juzgado Penal del II Circuito Judicial, asimismo son las personas encargadas de la asistencia a los juicios. 





Las Fiscalas y Fiscales Auxiliares se encargan de la etapa de investigación y la formulación de los requerimientos, así como la asistencia audiencias orales, audiencias preliminares y otros tipos de solicitudes que se lleven a cabo en el SegundoCircuito Judicial de San José, ya sea de forma presencial o por medio de video conferencia. Las personas que se encuentran asignadas en las Fiscalías Territoriales brindan colaboración en la atención de disponibilidad. 





La persona Coordinadora Judicial se encarga de informes estadísticos de la sede en San José, ingreso de expedientes, nombramientos y otras labores propias del cargo. Relacionado a las personas Técnicas Judiciales ubicadas en las territoriales el puesto de Coordinadora o Coordinador Judicial únicamente registra en el Sistema de Proposición de Nombramientos según corresponda.





En sede San José tienen asignados un total de ocho personas Técnicas Judiciales, de las cuales seis se encargan del trámite de expedientes, una se encarga de las evidencias en bodega y una persona prepara los expedientes para audiencias y debates. Las personas técnicas judiciales que se encuentran ubicadas en los distintos Circuitos se encargan de la inclusión en el Sistema de Gestión y el trámite de los expedientes. 





Adicionalmente dentro del equipo de trabajo de la Fiscalía de Probidad, Transparencia y Anticorrupción, actualmente se encuentran nombradas dos plazas de Profesional 2 en calidad de “préstamo”, mismas que se encuentran adscritas a la Unidad Administrativa del Ministerio Público, las cuales se desempeñan en un puesto de Profesional en Comunicación nombrado desde el 01 de febrero del 2017 hasta la actualidad, la cual tiene  la labor de  diseñar e implementar un sistema de transparencia y acceso a la información pública que permita mejorar la información a los usuarios, entre otras funciones, y, un puesto de profesional en Sociología, nombrado desde el 03 de abril del 2017 hasta la actualidad, quien esla persona encarga de realizar el trabajo en conjunto con la ciudadanía para poner a disposición herramientas que permiten prevenir, detectar y denunciar actos de corrupción, entre otras labores. 





Es importante mencionar que por el plazo de seis meses se cedió en calidad de préstamo una plaza de Fiscala o Fiscal FAPTA a la Fiscalía General, a cambió la Fiscalía General  asignó una plaza de Fiscala o Fiscal Adjunto 1, el cual tendrá a cargo las sustituciones por vacaciones, permisos de media jornada, permisos para asistir a cursos, asimismo será la persona encargada de coordinar con los órganos administrativos y otros del Poder Judicial el proyecto de descentralización de la Jurisdicción Penal de Hacienda y de la Función Pública, lo anterior entre otras labores.





1. Metodología de trabajo


Tal como se indicó en la estructura organizativa actualmente existen Circuitos Judiciales en los que no existe representación alguna de Fiscalía de Probidad, Transparencia y Anticorrupción, por lo que los asuntos son atendidos por las Fiscalías Territoriales, debido a lo anterior, con la finalidad de conocer la metodología en ambos casos se detalla el Proceso General; 


Figura 6


Proceso General de los Circuitos en los que no existe Fiscalía de Probidad, Transparencia y Anticorrupción





[image: Macroproceso penal no hay probidad]


Fuente: Subproceso de Modernización Institucional con información brindada por la Fiscalía de Probidad, Transparencia y Anticorrupción.





En la siguiente imagen se detalla el proceso general del trámite de expedientes en donde si existe Fiscalía de Probidad, Transparencia y Anticorrupción;





Figura 7


Proceso General de Circuitos en los que si existe Fiscalía de Probidad, Transparencia y Anticorrupción





[image: Macroproceso donde si hay fiscalía de pro]


Fuente: Subproceso de Modernización Institucional con información brindada por la Fiscalía de Probidad, Transparencia y Anticorrupción.





Tal como se observa en la figura anterior, en los asuntos en los que existe una Fiscala o Fiscal de Probidad, se remiten directamente al Juzgado Penal del II Circuito Judicial, mientras que en los casos en lo que no existe la figura de Fiscal de Probidad las causas se deben de remitir al Primer Circuito Judicial de San José, para el visto bueno del requerimiento.





1. Movimiento Estadístico General 


La Fiscalía de Probidad, Transparencia y Anticorrupción, trabaja actualmente con oficinas que encuentran dentro de distintos Circuitos Judiciales, tal como se logra observar en la estructura organizativa; por lo que, con la finalidad de conocer la cantidad de asuntos entrados, terminados y circulantes, se consideraron los datos estadísticos de todas las oficinas, por lo que en el siguiente gráfico se observa el balance general durante el año 2017 y 2018;





Gráfico 25. Balance General de la Fiscalía de Probidad, Transparencia y Anticorrupción, 


para el periodo 2017-2018 








Fuente: Subproceso de Modernización Institucional con información brindada por la Fiscalía de Probidad, Transparencia y Anticorrupción.





[bookmark: _Hlk4576372]Analizada la información anterior, se realizó una comparación durante el año 2017 y 2018, en la que se obtuvo como resultado un movimiento creciente en el circulante inicial, con un aumento de 98 asuntos para el 2018, y un promedio anual de 321 asuntos por año. 





En el caso de los asuntos entrados se observa una disminución de 61 casos para el año 2018, se obtuvoun promedio de 989 asuntos por año, lo que representa un promedio de 88 asuntos por mes. Por lo que, si se consideranlas 18 plazas de Fiscalas y Fiscales Auxiliares que tiene la Fiscalía de Probidad en San José y sus sedes, representa un promedio de cinco asuntos por mes por persona. 





Los asuntos terminados al igual que los asuntos entrados, presentan un movimiento decreciente, con una disminución de 196 causaspara el año 2018, el promedio anual de asuntos terminados corresponde a 1055 casos, equivalente a 94 asuntos por mes. Para realizar el análisis de la carga de trabajo, se consideró las 18 plazas de Fiscalas y Fiscales Auxiliares, lo que representa  un promedio de cinco asuntos terminados por persona por mes. 





[bookmark: _Hlk4576399]Para el caso del circulante final, se observa movimiento creciente para el 2018, con un aumento de 130 asuntos, el promedio anual es de 435 casos.





1. Análisis de la carga de trabajo por entrados


Con la finalidad de conocer la carga de trabajo que representó los asuntos entrados por oficina por Fiscala o Fiscal Auxiliar, así como persona Técnica Judicial durante el 2018, en el siguiente cuadro se detalla la información:





Cuadro 15. Carga de trabajo por asuntos entrados, durante el 2018


			Oficina 


			Asuntos entrados 2018 


			Cantidad de Fiscales Auxiliares  


			Carga de trabajo por mes por Fiscal


			Cantidad de Técnicos Judiciales  


			Carga de trabajo por mes por TJ





			Fiscalía de San José 


			773


			12


			6


			6


			11





			Fiscalía Liberia 


			42


			1


			4


			1


			4





			Fiscalía Santa Cruz 


			48


			1


			4


			1


			4





			Fiscalía de Quepos 


			26


			1


			2


			1


			2





			Fiscalía de Corredores 


			28


			1


			2


			1


			2





			Fiscalía Pérez Zeledón 


			26


			1


			2


			1


			2





			Fiscalía de San Carlos 


			15


			1


			1


			1


			1








Fuente: Subproceso de Modernización Institucional con información brindada por la Fiscalía de Probidad, Transparencia y Anticorrupción.





La oficina que obtuvo mayor carga de trabajo corresponde a la Fiscalía de San José, con seis asuntos ingresados por plaza de Fiscala o Fiscal y once asuntos por persona Técnica Judicial, mientras que la Fiscalía de San Carlos corresponde a la que obtuvo menor carga de trabajo, con un promedio de un asunto por mes por Fiscala o Fiscal y un asunto por persona Técnica Judicial. 





Es importante mencionar que, en el Proyecto de Mejora Integral del Proceso Penal, se analizó la carga de trabajo promedio por Fiscala o Fiscal Auxiliar durante el periodo de 2017-2018, en el que se obtuvo como resultado una entrada promedio mensual de 50 asuntos, con un mínimo de 18 casos y un ingreso máximo de 96 casos mensuales. En los asuntos terminados se determinó que el promedio mensual es de 47 asuntos por plaza de Fiscala o Fiscal Auxiliar, con un mínimo mensual de 17 y un máximo 94 casos mensuales. 





[bookmark: _Hlk5384150]La Fiscalía de Probidad, Transparencia y Anticorrupción, durante el año 2018 obtuvo un promedio de tres asuntos nuevos por mes por Fiscala o Fiscal Auxiliar, por lo que si se realiza una comparación con el promedio de la media nacional, se encuentra 47 asuntos por debajo del promedio, sin embargo, se debe de considerar variables cualitativas tales como la complejidad de los asuntos que se tramitan, así como el cambio en la Política de Persecución Penal que se implementará por parte de la Fiscalía General.








1. Análisis de la carga de trabajo por circulante final  


Con la finalidad de conocer la carga de trabajo por circulante final durante el año 2018, se realizó el siguiente análisis;





Cuadro 16. Carga de trabajo por circulante final a diciembre 2018


			Oficina 


			Circulante final 2018 


			Cantidad de Fiscales Auxiliares  


			Carga de trabajo por Fiscal 


			Cantidad de Técnicos Judiciales  


			Carga de trabajo por TJ





			Fiscalía de San José 


			256


			12


			21


			6


			43





			Fiscalía Santa Cruz 


			60


			1


			60


			1


			60





			Fiscalía Liberia 


			54


			1


			54


			1


			54





			Fiscalía de Corredores 


			39


			1


			39


			1


			39





			Fiscalía de San Carlos 


			33


			1


			33


			1


			33





			Fiscalía Pérez Zeledón 


			30


			1


			30


			1


			30





			Fiscalía de Quepos 


			28


			1


			28


			1


			28











Fuente: Subproceso de Modernización Institucional con información brindada por la Fiscalía de Probidad, Transparencia y Anticorrupción.





Durante el 2018, la oficina que finalizó con mayor carga de trabajo corresponde a la Fiscalía de San José, con256 asuntos en el Circulante Final, sin embargo, es importante indicar que corresponde a la oficina con menor carga de trabajo por plaza de Fiscala o Fiscal Auxiliar, con 21 asuntos. 


La oficina que obtuvo menor carga de trabajo corresponde a Quepos, con 28 asuntos en Circulante final por plaza de Fiscala o Fiscal Auxiliar.





Las oficinas que registran mayor carga de trabajo por plaza de Fiscala o Fiscal Auxiliar corresponden a Santa Cruz con una carga de trabajo de 60 asuntos y Liberia con 53 asuntos, en ambos casos por plaza de Fiscala o Fiscal Auxiliar, es importante mencionar que existe asignada una plaza de Fiscala o Fiscal Coordinador, que, si bien no tiene como labor sustancial la resolución de asuntos, puede colaborar con la reducción de circulante. 





En relación con la carga de trabajo por plaza de persona Técnica Judicial, la oficina que reporta mayor carga de trabajo corresponde a la Fiscalía de Santa Cruz, con 60 asuntos, seguido por la Fiscalía de Liberia con 54 asuntos. Las oficinas que reportan menor carga de trabajo por persona Técnica Judicial corresponden a la Fiscalía de Quepos con 28 asuntos y la Fiscalía de Pérez Zeledón con 30 asuntos.





Durante el 2017 y 2018 el promedio de asuntos entrados por plaza de Fiscala o Fiscal Auxiliar corresponde a cinco asuntos, mientras que los asuntos terminados de igual manera corresponden a un promedio de cinco asuntos por plaza de Fiscala o Fiscal, por lo que se identifica que con el recurso asignado actualmente no existió una reducción del circulante. 





1. Entrevista realizada a personal del Ministerio Público


[bookmark: _Hlk5384636]En entrevista realizada a la Dra. Mayra Campos Zúñiga, Fiscala Adjunta 2 de la Fiscalía General de la República, manifestó que: “la Lic. Emilia Navas, Fiscala General de la República, en la rendición de cuentas presentó uno de los obstáculos para el ejercicio del trabajo que le corresponde al Ministerio Público en el tema de los delitos de persecución relacionados con la Corrupción; por lo que, señaló la necesidad de crear la oficina en el Organismo de Investigación Judicial, como elemento fundamental y que se encuentra vinculado con la Política de Persecución Penal, para luchar contra la Corrupción.





Asimismo, indicó que a nivel internacional se han mantenido reuniones con organismos que brindan cooperación para efecto de capacitación, quienes han planteado que para llevar este tipo de cooperación requieren un trío; sea: Judicatura, Ministerio Público y Organismo de Investigación Judicial; situación que nuestra institución tiene una debilidad al no disponer de un brazo especializado en el Organismo que le de soporte en la investigación al Ministerio Público. 





Por otra parte, acotó que es importante, destacar que hay compromisos y normas que se deben cumplir, para las cuales se requiere de esta oficina especializada, es una necesidad primordial para disponer de una oficina que trabaje de la mano con la Fiscalía, y que no esté dentro de la Sección de Fraudes.”





Por su parte el Lic. Carlos Meléndez Sequeira; Fiscal Adjunto de la Fiscalía Adjunta de Probidad, Transparencia y Anticorrupción, manifestó que:“Es una debilidad que se ha convertido en una ausencia para la Fiscalía a su cargo, al no tener una sección espejo en el manejo de los delitos de Corrupción en el Organismo de Investigación Judicial.





Asimismo, agregó que hay varias dificultades de conceptos que vienen desde la misma génesis, es una equivocación desde su punto de vista, que exista un grupo de trabajo adscrita a una Sección de Fraudes, es un problema de concepto de cómo debe abordarse el tema anticorrupción en cuanto a la corrupción pública, privada, como parte del delito trasnacional, el crimen organizado. 





Por lo tanto, se requiere disponer de personal capacitado en el tema de corrupción; lo cual, les permitirá instrumentalizar y operativizar con “músculo de investigación”, las políticas de persecución penal, que emita la Fiscala General. Al no existir ese “músculo” con el Organismo, no se pueden construir un anexo de un protocolo funcional general en temas de corrupción, temas de capacitación nacional e internacional, otros.





Finalmente, agregó que actualmente, la investigadora o el investigador, no trabaja coordinado con el perito de delitos económicos, ni con el analista criminal, por lo que se realizan dobles esfuerzos en una misma causa, mecanismo que essusceptible de mejora por el OIJ.”





Con la finalidad de dar respuesta al requerimiento del solicitado por Corte Plena mediante acuerdo tomado en la sesión 1-16 celebrada el 11 de enero del año 2016, artículo XXXIV, en el que se acordó “…2.) La Dirección de Planificación elaborará un estudio e informe a esta Corte, acerca de la incidencia de los delitos a los que se refiere la Ley de Creación de la Jurisdicción Penal de Hacienda y de la Función Pública, número 8275 del 6 de mayo de 2002, específicamente la cantidad de asuntos que ingresan al Tribunal Penal del Segundo Circuito Judicial de San José, quien actualmente tiene a su favor la competencia nacional en este tipo de asuntos, el tipo de delitos y su procedencia territorial, así como el impacto administrativo y judicial de extender la referida competencia, como por ejemplo, la redistribución de las plazas existentes, creación de plazas nuevas o de recargo en otras. El citado estudio deberá comprender también un análisis prospectivo, que involucre los eventuales cambios que se producirán en las ciudades de Limón y Puntarenas, con la entrada en funcionamiento de los nuevos puertos, en lo que se refiere a los delitos aduaneros.”





Es importante indicar que adicionalmente a este informe, la Dirección de Planificación,  realizó el estudio 50-PLA-OI-2019“Impacto de la descentralización de los delitos de Hacienda y Función Pública del II Circuito Judicial de San José”, en el que se analizó la estructura, metodología y carga de trabajo no solo de la Fiscalía de Probidad, Transparencia y Anticorrupción, lo cual es insumo para el presente informe, , sino además del Juzgado Penal del II Circuito Judicial de San José, Tribunal de Penal del II Circuito Judicial de San José, y Defensa Pública, asimismo se realizó el análisis de la representación cualitativa y cuantitativa de los delitos que ingresan por la materia de Penal de Hacienda y Función Pública.Lo cual está pendiente de ser aprobado por Corte Plena.





Asimismo, se realizó el análisis del impacto que tendría la posible descentralización para la Procuraduría General de la República, ya que los asuntos de Penal de Hacienda y Función Pública, en el 100% de las causas existe un apersonamiento de esta. 





Es importante mencionar que con la finalidad de conocer la tramitología de las causas y criterios jurídicos sobre la descentralización de los asuntos, se realizaron entrevistas con las personas Juzgadoras Coordinadoras del Juzgado Penal y Tribunal de Juicio del II Circuito Judicial de San José, Fiscalía General, Dirección de la Defensa Pública, Oficina de Planes y Operaciones, Jefatura de Sección de Fraudes del OIJ, así como con los máximos Jerarcas de la Procuraduría General de la República, las cuales se pueden observar dentro del informe. 





6. [bookmark: _Toc5634598][bookmark: _Toc5634599][bookmark: _Toc5634600][bookmark: _Toc5781459]Estructura propuesta para fortalecer la Fiscalía Adjunta de Probidad, Transparencia y Anticorrupción presentada por el Fiscal Adjunto con visto bueno de la Fiscala General





El Lic. Carlos Meléndez, Fiscal Adjunto de la Fiscalía de Probidad, Transparencia y Anticorrupción-en adelante FAPTA, remitió por medio de correo electrónico el 18 de marzo de 2019, el documento con la propuesta para el fortalecimiento de FAPTA, con la finalidad de dar cumplimiento a las políticas de persecución penal contra la corrupción dispuestas por la Fiscalía General de la República, y lograr convertirlas en objetivos estratégicos- operativos para dirigir las investigaciones con la nueva Sección Anticorrupción del Organismo de Investigación Judicial. En el siguiente cuadro se detalla el resumen del recurso humano solicitado.





Cuadro 17. Propuesta de reforzamiento de recurso humano en la Fiscalía de Probidad, Transparencia y Anticorrupción





			Puesto


			Cantidad por tipo de puesto


			Justificación





			Fiscal


			3


			Se solicita una plaza de Fiscala o Fiscal que sea encargado de la asistencia a juicios en los Circuitos de Alajuela, Cartago y Heredia, una plaza que asuma el Circuito de Limón, en el caso de San José se propone la necesidad de crear Fiscales Especializados en Crimen Organizado de Corrupción, el cual este a cargo de la Fiscalía Adjunta de Probidad, Transparencia y Anticorrupción, por lo que se asigne una plaza de Fiscala o Fiscal de Crimen Organizado-Corrupción encargado de asistir a debates y coordinar a los Fiscales Auxiliares de esa Área. 





			


			


			





			


			


			





			Fiscal Auxiliar


			11


			Como base la descentralización de la Jurisdicción Penal de Hacienda y de la Función Pública en los Circuitos Judiciales centrales de cada provincia, y con base en el planteamiento del Departamento de Planificación del Poder Judicial, se necesitarían las siguientes  nuevas plazas de Fiscalas y Fiscales  Auxiliares y personas Técnicas Judiciales para FAPTA, para que se encarguen de las regiones territoriales que hoy no tienen presencia de Fiscales Auxiliares Anticorrupción para que dirijan o asesoren de otras investigaciones de  corrupción de menor complejidad a las y los Fiscales Territoriales. Se solicita la Asignación de una plaza en los Circuitos Judiciales de Alajuela, Heredia, Cartago, Limón, Liberia, y para el Primer Circuito de San José se solicitan seis plazas de Fiscales Auxiliares en Crimen Organizado de Corrupción. 





			


			


			





			


			


			





			


			


			





			Técnico Judicial 2





			9


			Encargados de la tramitación de las causas, distribuidos de la siguiente manera: un puesto de persona Técnica Judicial en Alajuela, Heredia, Cartago, Limón, Liberia y Puntarenas, en el caso de San José se solicitan tres puestos para el reforzamiento de la Fiscalía en teas deCrimen Organizado en Corrupción.  





			


			


			





			


			


			





			


			


			





			


			


			





			Profesional 2


			2


			Un puesto de Profesional en Comunicación: Encargada de diseñar e implementar un sistema de transparencia y acceso a la información pública, que -dentro de las restricciones propias establecidas por la ley en relación con el mandato del Ministerio Público- permita mejorar la comprensión de los usuarios (ciudadanía, instituciones y medios de comunicación ) sobre su papel y el desempeño de la Fiscalía Anticorrupción, así mismo, el desarrollar procesos de formación con el personal del Ministerio Público sobre los conceptos, metodologías, instrumentos e importancia de la transparencia y rendición de cuentas como un medio eficaz para prevenir la corrupción y mejorar la comunicación con la población nacional y medios de comunicación, entre otras labores.





Un puesto de Profesional en Sociología: Proceso de trabajo conjunto con la ciudadanía para poner a su disposición herramientas que permitan prevenir, detectar y denunciar actos de corrupción. Esta labor responde a la necesidad de los grupos organizados que demandan mayores espacios de participación dentro de la institución fiscal-manifiesta en solicitudes formuladas durante los primeros meses del año 2019 ante la máxima autoridad jerárquica del Ministerio Público específicamente sobre fenómenos relacionados con corrupción política, en espacios como régimen municipal- además encuentra sustento y justificación en políticas institucionales en materia de Participación Ciudadana, Justicia Abierta y disposiciones para atender a los Objetivos de Desarrollo del Milenio dentro de los Planes Anuales Operativos de los despachos, entre otras labores. 





			Analista en Criminología


			1


			Entre sus objetivos más relevantes estarían: 
• Construir los indicadores de gestión y resultados cuantitativos y cualitativos.
• Ubicar la información necesaria para el cálculo periódico de los indicadores cuantitativos y las fuentes para verificar los indicadores cualitativos.
• Realizar el seguimiento y cálculo periódico de los indicadores que se definan por  la Fiscalía General y FAPTA y los de carácter internacional.
• Diseñar una línea de base con el fin de identificar el estado de la situación al momento de la implementación del rediseño de FAPTA y facilitar la comparación posterior sobre su impacto en la mejora de gestión y resultados.
• Elaborar informes analíticos a partir de los resultados de monitoreo de indicadores y también de trabajo de campo en comunidades para presentarlos a la jefatura y al Comité de Coordinación de FAPTA, con algún grado de periodicidad también a petición específica cuando se requiera.
• Interpretar y caracterizar los fenómenos criminales relacionados con corrupción y delitos funcionales desde las circunstancias sociales, criminológicas,   históricas e institucionales de su contexto regional y criminal.
• Coadyuvar en funciones de control interno por medio de la detección de riesgos y propuesta de medidas de mejora.
• Elaborar la memoria anual y el informe de resultados de FAPTA. 
• Diseñar un modelo de rendición de cuentas específico para FAPTA que se desprenda de las políticas de persecución penal definidas en la materia y que contemple las principales políticas institucionales.





			


			


			





			


			


			








Fuente: Subproceso de Modernización Institucional con información brindada por la Fiscalía de Probidad, Transparencia y Anticorrupción.





Adicionalmente, dentro de la estructura funcional de FAPTA existe una Fiscala o Fiscal Auxiliar encargado de actuar en las distintas etapas recursivas de impugnaciones, dado que su actuación versa sobre recursos de apelación de sentencia, recursos de casación, recursos interlocutorios de resoluciones judiciales apelables, donde pudo actuar fiscales de juicio y dispone de una plaza de Fiscal Auxiliar de menor escalafón dentro de la organización, por lo que se requiere la recalificación de dicha plaza de Fiscal Auxiliar a Fiscal. 





Escenario 1: Estructura de recurso humano propuesta por la Fiscalía de Probidad, Transparencia y Anticorrupción





[bookmark: _Hlk4137148]Se propone una estructura organizativa compuesta por total de 71 personas, en las que se encuentra en un primer nivel una Fiscala o Fiscal Adjunto, en segundo nivel nueve Fiscales de Juicio, en el tercer nivel 30 Fiscales Auxiliares, una Coordinadora o Coordinador Judicial, 23 personas Técnicas Judiciales, cuatro personas Técnicas Jurídicas, de las cuales dos plazas son de medio tiempo, adicionalmente se incluye recurso humano en otras Ciencias Sociales,  con un puesto de Analista en Criminología y dos puestos de Profesional 2, específicamente nombrados la especialidad en Sociología y Comunicación. 





En el siguiente cuadro se presenta la estructura organizacional con el recurso humano existente y el solicitado, así como la estimación de costos para poder hacer frente a la nueva política de persecución que se implementará en la Fiscalía de Probidad, Trasparencia y Anticorrupción a partir del 2020: 


Cuadro 18. Propuesta de reforzamiento de recurso humano en la Fiscalía de Probidad, Transparencia y Anticorrupción, planteada por la Fiscalía General 





			Oficina


			Cantidad   


			Tipo de plaza


			Condición actual /propuesta


			Período


			Costo 





			Fiscalía de Probidad, Anticorrupción y Transparencia  


			1


			Fiscala o Fiscal Adjunto 


			Ordinaria 


			0 meses 


			₡0,00





			


			3


			Fiscala o Fiscal (Juicio)


			NE/Extraordinario (Nuevo)


			12 meses


			₡174.102.000,00





			


			6


			Fiscala o Fiscal (Juicio)


			Ordinaria 


			0 meses 


			₡0,00





			


			19


			Fiscala o Fiscal Auxiliar 


			Ordinaria 


			0 meses 


			₡0,00





			


			11


			Fiscala o Fiscal Auxiliar 


			NE/Extraordinario (Nuevo)


			12 meses


			₡614.097.000,00





			


			1


			Coordinadora o Coordinador Judicial 


			Ordinaria 


			0 meses 


			₡0,00





			


			14


			Técnica o Técnico Judicial 2 


			Ordinaria 


			0 meses 


			₡0,00





			


			9


			Técnica o Técnico Judicial 2 


			NE/Extraordinario (Nuevo)


			12 meses


			₡138.654.000,00





			


			1


			Analista en Criminología 


			NE/Extraordinario (Nuevo)


			12 meses


			₡33.410.000,00





			


			2


			Técnico Jurídico (Medio Tiempo) 


			Ordinaria 


			0 meses


			₡0,00





			


			2


			Técnico Jurídico (Tiempo completo) 


			Ordinaria 


			0 meses 


			₡0,00





			


			2


			Profesional 2 (Sociólogo y Comunicador)


			NE/Extraordinario (Nuevo)


			12 meses


			₡75.666.000,00





			Total 


			71


			


			26 plazas nuevas 


			


			₡1.035.929.00








Nota: NE: Actualmente no existe


Fuente: Subproceso de Modernización Institucional





[bookmark: _Hlk4139507]Como se observa, los costos de creación de nuevas plazas representan ¢1.035.929.00. En Estructura de recurso humano propuesta por la Fiscalía de Probidad, Transparencia y Anticorrupción se consideró la creación de 26 plazas extraordinarias. 





Se adjunta el cuadro resumen con la estimación de costos con la recomendación de la Fiscalía de Probidad, Transparencia y Anticorrupción. Se realiza la previsión presupuestaria de 12 meses, para el año 2020. 





Cuadro 19. Requerimiento costos totales de la propuesta de la Fiscalía Adjunta de Probidad, Transparencia y Anticorrupción


			Requerimiento


			Propuesta





			Recurso humano


			₡ 1.035.929.000 





			Alquiler de edificio


			₡    122.245.200 





			Servicio de agua


			₡         1.257.955 





			Servicio de energía eléctrica


			₡         5.060.319 





			Servicios de Telecomunicaciones


			₡         4.520.331 





			Servicio de vigilancia


			₡         5.707.286 





			Servicio de limpieza


			₡         6.226.886 





			Viáticos


			₡         4.000.000 





			Transporte 


			₡            500.000 





			Maquinaria, equipo y mobiliario diverso


			₡            550.000 





			Equipo de comunicación (fax u otros)


			₡            592.784 





			Equipo y programas de cómputo (escáner impresora u otros)


			₡       10.577.406 





			Equipo y mobiliario de plazas nuevas (incluye computadoras)


			₡18.503.061





			TOTAL


			₡ 1.215.670.229








Fuente: Subproceso de Modernización Institucional





En el documento remitido por el licenciado Carlos Meléndez, Fiscal Adjunto de FAPTA, se solicita la dotación de automotores adecuados para que las Fiscalas y Fiscales Auxiliares que se encuentren ubicados en las regionales, con la finalidad de que se puedan desplazar dentro de la región asignada, asimismo solicita la dotación de al menos un vehículo adicional para los desplazamientos de las Fiscalas y Fiscales para la asistencia a audiencias y debates, además para ser utilizado en las giras de supervisión y otros temas. 





En razón de que no se detalló la cantidad requerida de vehículos, estilo, ni detalle de gastos variables que implica la compra del automotor, por parte de la Dirección de Planificación se remitió correo electrónico a el Licenciado Glenn Calvo Céspedes, Fiscal Adjunto de FAPTA,en fecha  19 de marzo, con copia a David Brown Sharpe, Administrador de la Unidad Administrativa del Ministerio Público, entre otros,  se solicitó aclaración en el tema, de lo anterior se obtuvo respuesta por parte del Licenciado Glenn Calvo Céspedesen la misma fecha, y al no tener la  claridad sobre el requerimiento, se omite la inclusión dentro del presupuesto. 





Se adjuntan los documentos de la solicitud de requerimiento. 





			Descripción


			Documento





			Correo remitido por parte del Licenciado Carlos Meléndez, Fiscal Adjunto de FAPTA, en el que adjunta oficio con los requerimientos para el fortalecimiento de FAPTA. 


			








			Correo remitido por parte de la Dirección de Planificación en fecha 19 de marzo, solicitud de aclaración del requerimiento de vehículos.  


			








			Correo remitido por parte del Licenciado Gleen Salazar, actual Fiscal Adjunto de FAPTA, en el que se contesta la consulta realizada por la Dirección de Planificación. 


			

















Escenario 2: Estructura de recurso humano propuesta por la Dirección de Planificación





Una vez analizada la propuesta presentada por la Fiscalía de Probidad, Transparencia y Anticorrupción, la Dirección de Planificación presenta el siguiente escenario: 





Cuadro 20.Propuesta de reforzamiento de recurso humano en la Fiscalía de Probidad, Transparencia y Anticorrupción, planteada por la Dirección de Planificación 


			Oficina


			Propuesta Planificación 


			Tipo de plaza


			Condición actual/propuesta


			Período


			Costo  





			Fiscalía de Probidad, Anticorrupción y Transparencia  


			1


			Fiscala o Fiscal Adjunto 


			Ordinaria 


			0 meses 


			₡0,00





			


			2


			Fiscala o Fiscal (Juicio)


			NE/Extraordinario (Nuevo)


			12 meses


			₡116.068.000,00





			


			6


			Fiscala o Fiscal (Juicio)


			Ordinaria 


			0 meses 


			₡0,00





			


			19


			Fiscala o Fiscal Auxiliar 


			Ordinaria 


			0 meses 


			₡0,00





			


			5


			Fiscala o Fiscal Auxiliar 


			NE/Extraordinario (Nuevo)


			12 meses


			₡279.135.000,00





			


			1


			Coordinadora o Coordinador Judicial 


			Ordinaria 


			0 meses 


			₡0,00





			


			14


			Técnica o Técnico Judicial 2 


			Ordinaria 


			0 meses 


			₡0,00





			


			6


			Técnica o Técnico Judicial 2 


			NE/Extraordinario (Nuevo)


			12 meses


			₡92.436.000,00





			


			0


			Analista en Criminología 


			NE/Extraordinario (Nuevo)


			12 meses


			₡0,00





			


			2


			Técnico Jurídico (Medio Tiempo) 


			Ordinaria 


			0 meses


			₡0,00





			


			2


			Técnico Jurídico (Tiempo completo) 


			Ordinaria 


			0 meses 


			₡0,00





			


			2


			Profesional 2 (Sociólogo y Comunicador) 


			Ordinaria 


			0 meses 


			₡0,00





			Total 


			60 


			


			13 plazas nuevas 


			


			₡ 487.639.000








Fuente: Subproceso de Modernización Institucional


[bookmark: _Hlk4143201]De acuerdo con el criterio técnico de la Dirección de Planificación se propone una reducción en la estructura organizativa de trece plazas, con un costo de creación de nuevas plazas que representan ₡ 487.639.000, en el que existe una diferencia de ₡ 548.290.000 de la estructura inicial propuesta por el Ministerio Público. A continuación, se justifican las plazas que no se consideraron dentro dela propuesta para presupuesto. 





En relación a la solicitud de una plaza de Fiscal, seis plazas de Fiscal Auxiliar y las tres personas Técnicas Judiciales, con un total de 10 plazas que se solicitan para la especialización de Delincuencia Organizada en los delitos deCorrupción, por parte de la Dirección de Planificación en el informe 42-PLA-MI-2019 sobre “Impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial a partir de la promulgación de Ley 9481: Creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada en Costa Rica para el 2019”,  se recomendó la creación de una nueva Fiscalía Adjunta Especializada en Delincuencia Organizada, con una estructura conformada por una Fiscala o Fiscal Adjunto, seis plazas de Fiscalas y Fiscales de juicio, 14 plazas de Fiscalas y Fiscales Auxiliares, además de una Coordinadora o Coordinador Judicial, una Técnica o Técnico Administrativo, 18 Técnicas o Técnicos Judiciales,  los cuales tramitaran los asuntos de delincuencia organizada en donde se incluyenaquellos delitos relacionados conCorrupción. 





Mediante acuerdo tomado por la Corte Plena, en la sesión9-19 celebrada el 4 de marzo del 2019, en el que se conoció el  informe de la Sub Comisión para la Implementación de la Ley 9481, presentado por la magistrada suplente Sandra Zúñiga Morales, en el que se acordó: …” a) Aprobar la Propuesta de la Estructura Organizacional de la Nueva Jurisdicción Especializada de Delincuencia Organizada, Reducida Modificada, así como las modificaciones a la Ley 9481 y propuesta de reforma al artículo 94 de la Ley Orgánica del Poder Judicial Nº 7333…”. 





Dentro de la estructura aprobada no existieron variaciones de la que se propone en el informe 42-PLA-MI-2019 realizado por la Dirección de Planificación, por lo que la estructura propuesta para la Fiscalía Adjunta de Delincuencia Organizada se considerará en la Formulación Presupuestaria para el año 2020. 





Con respecto a la solicitud para la asignación de una plaza de Analista en Criminología, por parte de la Dirección de Planificación no se considera viable la asignación del recurso humano, en razón deque las funciones descritas en la justificación y revisado el Perfil Competencial de la Dirección de Gestión Humana, no se ajusta para los requerimientos solicitados. Asimismo, es importante mencionar que por parte de la Fiscalía General se cuenta con la oficina Unidad de Monitoreo y Gestión de Fiscalías (UMGEF), además de las Unidades de Capacitación y Supervisión y la Unidad Administrativa, la cual tiene asignados profesionales que podrían asumir los objetivos y tareas planteadas.





En relación a la solicitud de dos personas Profesionales 2, una con la especialidad en Sociología y la segunda en Comunicación, desde el año 2017 y hasta la actualidad la Fiscalía de Probidad, Transparencia y Anticorrupción, cuenta con el apoyo de las plazas 375938 y 375941, ambas plazas ordinarias y adscritas a la Unidad Administrativa de Ministerio Público, por parte de la Dirección de Planificación se recomienda que el recurso humano sea trasladado de forma definitiva y sea incorporado dentro de la relación de puestos de Fiscalía de Probidad, Transparencia y Anticorrupción. 





A continuación, se adjunta el cuadro resumen con la estimación de costos con la recomendación por parte de la Dirección de Planificación. Se realiza la previsión presupuestaria de 12 meses, para el año 2020. 





Cuadro 21. Requerimiento costos totales de la propuesta de la Dirección de Planificación


			Requerimiento


			Propuesta





			


			





			Recurso humano


			₡487.639.000 





			Alquiler de edificio


			₡122.245.200 





			Servicio de agua


			₡1.257.955 





			Servicio de energía eléctrica


			₡5.060.319 





			Servicios de Telecomunicaciones


			₡4.520.331 





			Servicio de vigilancia


			₡5.707.286 





			Servicio de limpieza


			₡6.226.886 





			Viáticos


			₡4.000.000 





			Transporte 


			₡500.000 





			Maquinaria, equipo y mobiliario diverso


			₡550.000 





			Equipo de comunicación (fax u otros)


			₡592.784 





			Equipo y programas de cómputo (escáner impresora u otros)


			₡10.577.406 





			Equipo y mobiliario de plazas nuevas (incluye equipo de computo)


			₡9.251.530





			TOTAL


			₡658.128.699








Fuente: Subproceso de Modernización Institucional





Con la propuesta antes detallada se estima un costo de ₡658.128.699, lo que representauna disminución de ₡557.541.530 de la propuesta realizada por el Ministerio Público. 





Escenario 3: Conformación de estructura organizacional con recurso humano existente.





Por motivo delas limitaciones presupuestarias que aquejan al Poder Judicial y en general al país, la Corte Plena en la sesión 4-19 del 4 de febrero del 2019, artículo XIX conoció las medidas para contención del gasto en el Poder Judicial para la formulación presupuestaria 2020 y acordó“…. En consecuencia: 1.) No crear plazas nuevas y para el proceso de formulación presupuestaria del año 2020, únicamente autorizar el análisis de las plazas extraordinarias aprobadas y ya vigentes para el 2019. 2.) Analizar los requerimientos mínimos y estrictamente necesarios para la implementación de leyes nuevas que estén aprobadas, las cuales se solicitarán como recursos adicionales para la implementación de éstas y no formarán parte del presupuesto ordinario de la institución. Dependiendo en todos los casos del Ministerio de Hacienda y la Asamblea Legislativa la dotación de los recursos adicionales.”


[bookmark: _Hlk5385623]Mediante oficio 50-PLA-OI-2019 informe sobre el “Impacto de la descentralización de los delitos de Hacienda y Función Pública del II Circuito Judicial de San José”, se propone la distribución de recurso humano para la Fiscalía de Probidad, Transparencia y Anticorrupción, sin crecimiento presupuestario; a continuación, se detalla la estructura propuesta para el tercer escenario; 





Cuadro 22. Conformación de estructura organizacional con recurso humano existente


			Oficina


			Cantidad 


			Tipo de plaza


			Ubicación 





			Fiscalía de Probidad, Anticorrupción y Transparencia  


			1


			Fiscala o Fiscal Adjunto 


			San José 





			


			6


			Fiscala o Fiscal (Juicio)


			San José 





			


			19


			Fiscala o Fiscal Auxiliar


			6 San José 


2 Alajuela 


2 Liberia 


1 Corredores


1 Puntarenas 


1 Cartago 


1 Heredia 


1 San Carlos 


1 Santa Cruz 


1 Pérez Zeledón 


1 Limón 








			


			1


			Coordinadora o Coordinador Judicial


			San José 





			


			14


			Técnica o Técnico Judicial 2


			8 San José 


1 San Carlos 


1 Puntarenas 


1 Liberia 


1 Santa Cruz 


1 Quepos 


1 Pérez Zeledón 


1 Corredores





			


			4


			Técnico Jurídico


			San José (dos trabajan medio tiempo)





			


			45


			


			





			Total 


			


			


			








Fuente: Subproceso de Modernización Institucional





Dentro del Proyecto de Mejora Integral del Proceso Penal se definió el Modelo de Tramitación para la Fiscalía, en el que se estableció que por cada plaza de Fiscal Auxiliar se deberá asignar una persona Técnica Judicial, sin embargo, dentro del del oficio 50-PLA-OI-2019 informe de Impacto de la Descentralización de los delitos de Penal de Hacienda y Función Pública, se estableció con el visto bueno del Ministerio Público la redistribución de las plazas de Fiscalas y Fiscales Auxiliares, se realizará sin plaza de personal Técnico Judicial. 





[bookmark: _Hlk5385829]La propuesta del escenario 3 consiste en una redistribución de las plazas de Fiscala o Fiscal Auxiliar que tiene asignadas la Fiscalía Adjunta de Probidad, Transparencia y Anticorrupción, en el que se consideró el impacto que tendría de la descentralización de la materia de penal de hacienda y función pública para Jugados y Tribunales Penales, así como la nueva Política de Persecución Penal que se definirá por parte de la Fiscalía General. Por lo anterior, se proyecta asignar la cantidad de recurso humano que requerirá la Fiscalía de Probidad, Transparencia y Anticorrupción en cada Circuito Judicial. 





Para los tres escenarios planteados, las plazas de Fiscalas y Fiscales Coordinadores deberán de trasladarsea San José para la atención de juicios, si se utiliza la matriz de discriminación para el ingreso de asuntos propuesta en el informe 50-PLA-OI-2019, las causas más complejas se deben de tramitar en el Segundo Circuito Judicial de San José, por lo que serán asignadas para la atención de los mismos. 





0. [bookmark: _Toc5781460]Creación Oficina de Cumplimiento y Apoyo de la Comisión de Transparencia





Con la finalidad de dar cumplimiento al acuerdo tomado por Corte Plena, en la sesión 9-19 celebrada el 04 de marzo de 2019, artículo XX, seguidamente se detalla las principales funciones que deberán de tener los profesionales de la Oficina de Cumplimiento y Apoyo de la Comisión de Transparencia; 





Cuadro 23. Requerimiento humano para la creación de la Oficina de Cumplimiento y Apoyo de la Comisión de Transparencia 





			Puesto


			Cantidad por tipo de puesto


			Justificación





			Profesional en Derecho 3 


			1


			La Oficina de Apoyo Técnico para la Comisión de Transparencia tendría entre las principales funciones: 





· Ejecutar los acuerdos de la Comisión de Transparencia


· Coordinar y articular las iniciativas, acciones y proyectos en temas de transparencia y probidad para el Poder Judicial


· Coordinar con las diferentes oficinas institucionales para el seguimiento y cumplimiento de las líneas de acción definidas para la prevención, control y sanción de las amenazas y riesgos derivados de fraudes internos, corrupción y faltas a la ética y probidad.


· Generar proyectos y estrategias que potencien el fortalecimiento de la transparencia y el perfilamiento al riesgo a nivel institucional.








			Profesional en Control Interno 


			2


			








Fuente: Subproceso de Modernización Institucional





Es importante mencionar que la oficina se crea con el objetivo de combatir la corrupción interna, asimismo que facilite la toma de decisiones y políticas administrativas para la prevención, control y sanciones de las amenazas y riesgos derivados de fraudes internos, corrupción y faltas a la ética y probidad, entre otras funciones.





En relación con la metodología de trabajolaoficina deberá de plantear el cronograma de trabajo, así como la rendición de cuentas por medio de la Comisión de Transparencia. 





En el siguiente cuadro se presenta la estructura organizacional con el recurso humano solicitado, así como la estimación de costos para poder hacer frente a las tareas asignadas; 


Cuadro 24. Propuesta de creación de recurso humano para la Oficina de Cumplimiento y Apoyo de la Comisión de Transparencia, planteada por la Comisión de Transparencia 





			Oficina


			Cantidad  


			Tipo de plaza


			Condición actual 


			Período


			Costo 





			Oficina de cumplimiento y Apoyo de la Comisión de Transparencia 


			1


			Profesional en Derecho 3


			Extraordinario (Nuevo)


			12 meses


			₡52.352.000,00





			


			2


			Profesional en Control Interno 


			Extraordinario (Nuevo)


			12 meses


			₡91.684.000,00





			Total 


			3


			


			


			


			₡144.036.000,00








Fuente: Subproceso de Modernización Institucional





Como se observa, los costos de creación de nuevas plazas representan ₡144.036.000,00.





A continuación, se adjunta el cuadro resumen con la estimación de costos, con la previsión presupuestaria de 12 meses, para el año 2020. 





Cuadro 25. Requerimiento costos totales de la creación de la Oficina de Cumplimiento y Apoyo de la Comisión de Transparencia


			Requerimiento 


			Costo total 





			Recurso humano


			₡         144.036.000 





			Equipo y mobiliario de plazas nuevas


			₡              1.397.350 





			TOTAL


			₡         145.433.350 








Fuente: Subproceso de Modernización Institucional


Como se observa, los costos totales de creación de nuevas plazas representan ₡145.433.350.





[bookmark: _Toc5781461]ELEMENTOS CONCLUSIVOS





Sección de Fraudes


0. La Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, en varias ocasiones ha remitido al Consejo Superior la propuesta sobre la necesidad de crear una Sección Especializada de Anticorrupción, en su momento, se acordó remitir los informes a la Dirección de Planificación para que realice el informe correspondiente, ello como un planteamiento y respuesta a la necesidad país que existe para atender estos asuntos, buscando adicionalmente responder a nuevas formas de plantear los procesos investigativos partiendo de la especialización.


0. Corte Plena en sesión 9-19 del 4 de marzo del 2019, artículo XX, conoció el oficio 003-OCITRA-2019 y acordó entre otros puntos la creación de la Sección Especializada de Anticorrupción adscrita al Departamento de Investigaciones Criminales, de la Oficina de Cumplimiento y Apoyo de la Comisión de Transparencia y el reforzamiento de la Fiscalía Adjunta de Probidad, Transparencia y Anticorrupción. Comunicado a la Dirección de Planificación mediante oficio 2481-19 del 11 de marzo de 2019.


0. La Sección de Fraudes está conformada por tres unidades: Bancos, Otros Delitos y Anticorrupción, la cualtiene como finalidad la investigación de delitos con repercusiones económicas, los principales delitos que atiende son: Estafas, Fraude informático, Falsedad ideológica, Circulación de moneda falsa, Corrupción de Funcionarios Públicos, Fraude Registral, entre otros.


0. La Estructura Organizacional de la Sección de Fraudes es vertical, compuesta por tres niveles (Jefatura Sección, Jefaturas de Investigación 1 y personal de Investigación).


0. El personal de la Sección tiene claramente definido las labores que deben desempeñar según su puesto; a pesar de ello, se nota que personal de investigación realiza labores administrativas (un Investigador 2 es el encargado de bodega). 


0. La carga de trabajo que ingresa a la Sección de Fraudes está conformada por los casos que ingresan a cada una de las unidades de trabajo, Fraudes Registral y Diligencias de Colaboración. Cada Unidad está organizada por Subunidades de trabajo de acuerdo con la atención de delitos.


0. La Sección de Fraudes está compuesta por un total de 77 puestos (un Jefe de Investigación 3; cuatro Jefe de Investigación 1; 66 personal de investigación y seis personal administrativo.


0. En la mayoría de los puestos, el personal realiza las labores atinentes con lo establecido en el Manual de Puestos de la Dirección de Gestión Humana. Sin embargo, una plaza de Investigadora o Investigador 2, realiza labores de encargado de bodega de evidencias; por lo que no realiza las labores sustantivas de ese puesto.


0. El Departamento de Investigaciones Criminales no tienen claro ni definido el puesto que le corresponde la atención de la Bodega de Evidencias, ya que se consultó en varias secciones que lo integran, en alguna se encarga el oficial de Investigación, en otras un Auxiliar Administrativo, o una investigadora o investigador, posiblemente se ha asignado en el tiempo la responsabilidad de acuerdo con las diferentes jefaturas que han asignado la labor.


0. La carga de trabajo que atiende la Sección de Fraudes ingresa mediante denuncia directa en la Oficina de Recepción de Denuncias, Denuncias de Oficios (interpuestas propiamente en la oficina), Reportes al Centro de Información Confidencial, Denuncias por parte de la Fiscalía. 


0. Esta Sección, para el 2018 registra el mayor ingreso promedio mensual de casos, presentándose un incremento de un 17,13% con respecto al 2016.


0. La Unidad de Bancos, es la que registra la mayor carga de trabajo para el 2018, conun promedio mensual de 243 casos. Por su parte, la Unidad de Anticorrupción registró un ingreso promedio mensual de 15 asuntos.


0. La Jefatura de la Unidad de Anticorrupción indicó que esta registra el ingreso promedio más bajo; sin embargo, lo que se debe de considerar es la complejidad de las causas. Asimismo, el personal de investigación; además, de las causas asignadas, atienden diligencias de colaboración de casos que han atendido anteriormente, y brindan colaboración a las otras unidades de la Sección y dependencias del Departamento de Investigaciones Criminales, además se debe considerar que esta tiene competencia a nivel nacional


0. La Unidad de Bancos es la que soluciona más casos mensualmente, en el 2018, resolvió el 65,43% de los casos ingresados.


0. Para el 2018, la Unidad de Bancos, atendió los delitos de Estafas (media algún documento bancario como forma de pago) y Fraude Informático, los que presentanmayorincidenciacon un 49% y 48%, respectivamente.


0. Los tipos de informe que generan en la Sección de Fraudes son: CI: informe resuelto con persona imputada; Cancelado son aquellos casos en que por alguna razón se concluyeron, pero no se realizó investigación (sea, el ofendido solicitó no seguir con la investigación, incompetencia, otra razón); SI son aquellos en donde el caso se investigó y concluyó, pero no se obtuvo indicios para identificar a la persona imputada. Finalmente #N/D son los que se encuentran en proceso de investigación y aún no tiene informe.


0. En la Unidad de Bancos el 66% de los casos ingresados en el 2018, se le dio cierre mediante algún tipo de informe. Por lo que, el promedio mensual por investigadora o investigador es de seis casos (entre CI y SI). El tiempo promedio de resolución es de 113 días, el cual está dentro del parámetro de rezago establecido por la Oficina de Planes y Operaciones.


0. Asimismo, se debe indicar que en la Unidad de Bancos el tiempo promedio de rezago que tienen los casos que están pendientes de resolución es de 165 días, donde se identificó que el caso que tiene fecha más antigua y que está pendiente de resolución, ingresó el 22 de diciembre del 2017, el cual se encuentra dentro del parámetro establecido por OPO.


0. Por su parte, la Unidad de Otros Delitos presenta el mayor ingreso de casos en el delito de Estafas(casos donde no median documentos o medios de pago bancarios, tales como: préstamos de dinero, planes vacacionales, otros), con un 42%, seguido de Apropiación y/o retención indebida (27%).


0. Los casos concluidos en la Unidad de Otros Delitos, en su mayoría resuelven con informe SI, lo que representa un 30% del ingreso total, y un 19% fueron resueltos con informe CI. El promedio mensual de resolución (informe CI y SI) por investigadora o investigador es de cuatro asuntos.


0. La Unidad de Otros Delitos, en promedio tarda 105 días en la resolución de un caso, el cual se encuentra dentro de lo establecido por la OPO.


0. Se identificó que la Unidad de Otros Delitos, tiene un caso pendiente de resolver, con fecha de ingreso del 10 de mayo del 2017, el cual sobrepasa los 695 días, por lo que se encuentra sobre el parámetro establecido por OPO como aceptable de atención del caso, es decir, tiene 575 días de rezago.


0. De la revisión del libro electrónico, se desprende que los casos que están pendientes de resolución (32%) tienen un tiempo promedio de rezago es de 185 días, por lo tanto, se encuentra sobre el parámetro aceptable establecido por la OPO.


0. El promedio mensual de los casos de la Unidad de Anticorrupción ha presentado un comportamiento estable, sea de 15 asuntos.


0. En el 2018, el delito que presentó la mayor incidencia en la Unidad Anticorrupciónfue la Corrupción de Funcionarios Públicos (21%).


0. En la Unidad de Anticorrupción, las investigadoras e investigadores atienden en promedio mensual dos causas, a excepción de dos investigadores que, durante el 2018, atendieron solamente una causa mensual, debida a que se les asignó un caso de alta complejidad.


0. El personal destacado en la Unidad de Anticorrupción para el 2018, solamente ha resuelto el 46,67% de los casos ingresados, la Jefatura indicó que esto se debe a la complejidad de estos y al poco recurso humano que se dispone. 


0. El expediente de más vieja data es del 29 de mayo del 2017; por lo que al revisar los libros electrónicos se determinó que el tiempo promedio de rezago de los casos que están pendientes de resolver es de 170 días, el cual está por encima de lo establecido por OPO (seis meses para casos sencillos y doce meses para casos complejos


0. En la Sección de Fraudes, se creó un grupo de investigadoras e investigadores que están a cargo de los Fraudes Registrales (bien inmueble) y de las Diligencia de Colaboración, donde los levantamientos de secreto bancario, cuentas cedulares y protocolos de notarios representan el 90% del total de solicitudes ingresadas. 


0. Las Diligencias de Colaboración presentaron un incremento en el 2018 de un 22,31% en relación con lo registrado el año anterior.


0. Los temas de Fraude Registral y Diligencias de Colaboración están a cargo administrativamente a la jefatura de la Unidad de Anticorrupción, aún y cuando esos temas no tienen relación con esa unidad.


0. En el 2018, el personal de Fraude Registral y Diligencias de Colaboración fue el que recibió el promedio mensual de ingreso más alto, sea 68 solicitudes. 


0. Del total de Diligencias de Colaboración que atiende la Unidad de Anticorrupción, solamente un 22% corresponde a los delitos que esta atiende y el restante 78% son de Fraude Registral y Diligencias de colaboración (otros).


0. Las Diligencias de Colaboración que atiende la Unidad de Anticorrupción, en su mayoría son por dirección funcional del Ministerio Público, ya que este lleva el caso e indica los parámetros o lo que se requiere investigar.


0. En el 2018, el 60 % de los informes relacionados con Diligencias de Colaboración fueron elaborados por la Unidad de Anticorrupción.


0. Las Notas realizadas corresponden a la resolución de casos en los cuales se ha solicitado que no se continúe con la investigación, es una incompetencia, porque no corresponde a esta Unidad atenderlo o alguna otra razón.


0. La labor que implica realizar las “Notas”, es la siguiente: imprimen dos copias, una para entregar en la oficina solicitante y la otra para que firmen de Recibido Conforme, una vez que el Auxiliar de Servicios Generales las trae recibidas, le corresponde escanearlas para luego ser archivadas físicamente en los ampos destinados para estas y además se resguardan en una carpeta digital.


0. La labor de escaneo la realiza la Secretaria de la Sección, lo que le consumetiempo de sus labores sustantivas, además tiene que archivarlas física y digitalmente


0. La Sección de Fraudes, está ubicada en el cuartopiso del edificio del Organismo de Investigación Judicial, el espacio físico está distribuido en tresáreas (dos áreaspara las investigadoras y los investigadores; y un área administrativa-oficina jefatura de Sección, bodega de indicios y personal administrativo).


0. Una debilidadque se determinó que tiene la Unidad de Anticorrupción, es que comparte espacio físico con el personal de investigación de la Unidad de Bancos, por lo que no se tiene privacidad para comentar o analizar los casos que se investigan, con esto se puede dar una fuga de información, ya que diverso personal tiene acceso a la misma. 


Juzgados de Cobro


0. Debido a que la Sección de Fraudes cuenta con una Unidad de Bancos, que investiga asuntos por Fraude de Bancos, estafas y otros delitos, se analizó el comportamiento en la materia cobratoria, en la que realizóuna comparación entre elcirculante inicial del 2014 y el circulante final del 2017, existió un aumento del 54%, equivalente a un aumento de 188.113 asuntos.


0. En relación con los asuntos entrados, se realizóuna comparación entre el año 2015 y 2017, se observa un aumento del 49% para el 2017, sea equivalente a 65.940 asuntos. 


0. En asuntos terminados, para el 2017 existió la menor cantidad de asuntos terminados con71.290, el año que se finalizaron mayor cantidad de asuntos corresponde al 2014 sea 77.672. Al realizaruna comparación entre el año 2014 y 2017, para el 2017 existió una disminución del 9%, correspondiente a 6.382 asuntos. 


0. El despacho que obtuvo la mayor cantidad de asuntos entrados durante el periodo del 2014 al 2017, corresponde al Juzgado de Cobro del Primer Circuito Judicial con un 31% del total de asuntos entrados a nivel nacional, en segundo lugar, el Juzgado de Cobro del Segundo Circuito Judicial de San José con el 23%, y en tercer lugar se encuentra el Juzgado de Cobro de Alajuela con el 10%. 


0. Se presume que, al existir un mayor ingreso de asuntos en materia cobratoria, existe una mayor probabilidad de aumento en las causas que ingresan a la Sección de Fraudes, toda vez que analizado el periodo del 2016 al 2018, existió un aumento del 45% en los casos ingresados en la Unidad de Bancos, propiamente en los delitos de fraude informáticos y tarjetas de débito o crédito.


0. Se analizaron las Secciones del Departamento de Investigaciones Criminales que tienen impacto en la atención de casos de corrupción, donde se determinó que las que tienen mayor impacto con la creación de una nueva Sección son la Sección de Delitos Informáticos y la Sección de Delitos Económicos y Financiero. 





Sección de Delitos Informáticos


0. En 1997 fue creada la Unidad de Investigación Informáticaproducto de la creciente necesidad de procesar equipos informáticos; a partir del 2002 se utilizan programas forenses para preservar los indicios decomisados. Posteriormente, en el 2009 asume la realización de las Aperturas de Celulares, lo cual provocó un incremento en la carga de trabajo.


0. Actualmente esta Sección dispone de dos plazas de Auxiliar Administro, nueve plazas de Profesional en Informática 2 y dos plazas de Profesional en Informática 3, con permiso con goce de salario; las cuales se aprobaron para reforzar el personal ordinario, debido a la problemática de las cargas de trabajo que tiene la Sección, ya que esta ha venido en aumento, a raíz de que en losdelitosexisten elementos informáticos de por medio.


0. En la Sección de Delitos Informáticos, la cantidad de casos ingresados ha presentado un comportamiento creciente; lo que muestra el mayor incremento para el 2016 de un 49% con relación al año anterior.


0. El comportamiento de los casos ingresados a la Sección de Delitos Informático por el delito de Corrupción ha sido variable en el periodo analizado (2014-2018),  el mayor ingreso se presentó en el2014 (25 casos, 6% del ingreso total de casos para ese año), seguido del 2018 con 19 casos (2% del total de casos ingresados).


0. El ingreso de casos de corrupción es relativamente poco, debido a que esta Sección de Delitos Informáticos, no tramita este tipo de casos de investigación; sus labores principales en la atención de estos son: la apertura y análisis de los indicios, la investigación de fondo la lleva la unidad especializada en conjunto con la Fiscalía.


0. Sobre las aperturas de indicios, es importante indicar que anualmente se realiza la programación de estas; el 2018 y el 2017 presentaron la mayor cantidad de solicitudes programadas; sea, 1268 y 968, respectivamente. 


0. El Lic. Erick Lewis Hernández, Jefe de la Sección de Delitos Informáticos, indicó que se dificulta determinar el porcentaje de las aperturas de indicios que corresponde al delito de corrupción, ya que el dato se lleva en el libro electrónico de las Diligencia de Colaboración y no se indica el delito al que pertenece la solicitud.


0. Se determinó que el recurso humano destinado para la atención de aperturas de indicios es de cinco parejas diarias (tres parejas con personal ordinario y dos parejas de personal PCGS).


0. El personal con el que dispone la Sección,atiende todas las aperturas de indicios a nivel nacional. 





Sección de Delitos Económicos y Financieros


0. La Sección de Delitos Económicos y Financieros, dispone de seis plazas con permiso con goce de salario, que se han dedicado a los casos del Cemento Chino, NFOCOOP, principalmente.


0. En la Sección de Delitos Económicos y Financieros, el ingreso y salida de casos ha sido superior a los 450 casos, las investigaciones son de toda índole (más complejas hasta las más sencillas),esta Sección investiga más de veinte delitos, entre ellos: delitos de corrupción. Esta es la única en su especialidad a nivel nacional.





0. La cantidad de casos ingresados en la Sección de Delitos Económicos y Financieros por el delito de Corrupción presentó un incremento importante de un 78% casos en el 2018, con respecto al 2017.





0. La Dirección de Planificación es consciente de que la carga de trabajo de la Sección de Delitos Económicos ha venido incrementándose durante el último quinquenio, así como que los casos del  “INFOCOOP” y el “cemento chino” concluyen en el presente año, no obstante, existen en trámite otros casos mediáticos, complejos, voluminosos y de atención especial (asuntos indígenas y adulto mayor que tienen igual relevancia, que de no disponer de los recursos adicionales no se podrá brindar la atención prioritaria y oportuna que requieren, por cuanto con el recurso ordinario existente se dificulta, lo que provoca retrasos en la atención de los demás casos que lleva la Sección, por lo que se estima conveniente reforzar esta oficina con recursos adicionales; sin embargo, se es respetuoso de lo dispuesto por Corte Plena  para el proceso de formulación presupuestaria del año 2020, de no crear plazas nuevas”.





Sección de Crimen Organizado


0. La Dirección de Planificación elaboró el informe 1702-PLA-2015 del 20 de octubre del 2015, dirigido al Máster, Roger Mata Brenes, Director del Despacho de la Presidencia; donde se presentó una revisión de los recursos requeridos para dar cumplimiento a lo que estipula el proyecto de Ley denominado: "Ley de Creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada en Costa Rica”.


0. La Dirección de Planificación mediante el informe 42-PLA-MI-2018, estimó el impacto económico que representa la implementación de la “Ley de Creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada en Costa Rica”.


0. La Dirección de Planificación se encuentra nuevamente actualizando los requerimientos económicos para aplicar la nueva ley. 





Sección Especializada de Tránsito 


0. La Sección Especializada de Tránsito nació con el fin de que atendiera las denuncias contra los inspectores de tránsito, los funcionarios del Departamento de Acreditación de Conductores del Consejo de Seguridad Vial (Departamento de Licencias) y los funcionarios de la Dirección General de Educación Vial, encargados de la capacitación y evaluación de las pruebas teóricas y prácticas para conductores; sin embargo, por la poca carga de trabajo que tenía, las Jefaturas del Departamento de Investigaciones Criminales decidieron asignarle los delitos culposos, producto de accidentes de tránsito, los que generan actualmente más carga de trabajo.


0. La Sección tiene adscritas 14 personas en el área de investigación; sin embargo, tres están en curso básico, uno en el Programa de Capacitación de Campo, y tres incapacitados, por lo que el personal efectivo es de 50%.


0. Durante el 2017 ingresaron 47 casos, para el 2018 ingresaron 52 casos, por lo que el ingreso promedio mensual de casos presentó un leve incremento para el 2018 de 5 asuntos con relación al año anterior.


0. Los delitos que más atiende esta Sección son Lesiones Culposas y Homicidio Culposo (ambos productos de un accidente de tránsito), lo que representa un 69% y 16% respectivamente; por lo tanto, los delitos por lo que esta Sección fue creada son lo de menor ingreso, sea un 15%.


0. Los delitos de Lesiones Culposas y Homicidios culposos sucedidos por accidentes de tránsito eran investigados por la Sección de Delitos contra la Integridad Física, Trata y Tráfico de Personas; sin embargo, en el 2014 se asignó a la Sección de Especializada de Tránsito, debido a la poca carga de trabajo que atendía y descongestionar la Sección Delitos contra la Integridad Física, Trata y Tráfico de Personas, y así lograr una equiparación de cargas de trabajo.


0. La carga de trabajo por investigadora o investigador de la Sección de Delitos Informáticos durante el 2018 fue de cuatro casos por mes, por lo que al comparar con catorce de las Secciones del Departamento de Investigaciones Criminales que realizan investigación, existió durante el 2017 un promedio de ingreso mensual por Investigadora o Investigador de cinco casos mensuales.


[bookmark: _Hlk5382029]


Escenario 1: Propuesta del Organismo de Investigación Judicial  


0. Los costos totales (recurso humano y costos variables) para conformar la nueva Sección de Anticorrupción, Delitos Económicos y Financieros, el fortalecimiento de la Sección de Delitos Informáticos y de la Oficina de Planes y Operaciones, es de ¢2.514.159.922,00, para lo cual se requiere crear un total de 61 plazas nuevas.





0. [bookmark: _Hlk5382341][bookmark: _Hlk5382416]Escenario 2: Propuesta Reducida. Los costos totales (recurso humano y costos variables) para la creación de la Sección de Anticorrupción, Delitos Económicos y Financieros y reforzar la Sección de Delitos Informáticos, es de ¢1.802.216.608,00, se requiere la creación de 38 plazas nuevas.


0. Al realizar la comparación de Escenario 1 con la propuesta de la Dirección de Planificación, existe una disminución de ₡709.148.615.


0. Escenario 3: Conformación con recurso ordinario y crecimiento mínimo:Conformación de la estructura organizacional de la Sección de Anticorrupción, Delitos Económicos y Financieros y reforzar la Sección de Delitos Informáticos.Los costos totales (recurso humano y costos variables) para la creación de la Sección de Anticorrupción, Delitos Económicos y Financieros y reforzar la Sección de Delitos Informáticos,con el recurso humano es de ¢450.771.567,00, lo que equivale a ocho plazas.


0. Para la creación de la Sección de Anticorrupción, Delitos Económicos y Financieros, se trasladará plazas que deberá ser redistribuido según el informe324-PLA-MI-2019 (Fusión SITE-SIORI), el personal destacado actualmente en la Unidad de Anticorrupción y una plaza del Departamento de Investigaciones Criminales. Además del personal adscrito a la Sección de Delitos Económicos y Financieros. 


0. Al realizar una comparación entre el Escenario 1 y el Escenario 3 con el crecimiento mínimo en plazas, existiría una diferencia de ₡2.063.388.355,00.





Fiscalía Adjunta de Probidad, Transparencia y Anticorrupción


0. La Fiscalía de Probidad, Transparencia y Anticorrupción, cuenta con una Estructura Organizacional vertical, compuesta por cuatro niveles (Fiscala o Fiscal Adjunto, Fiscalas o Fiscales, Fiscalas o Fiscales Auxiliares, y personas Técnico Judicial y Jurídico).


0. Actualmente tiene oficinas en siete Circuitos Judiciales, las cuales están ubicadas enSan Carlos, Puntarenas, Liberia, Santa Cruz, Quepos, Pérez Zeledón y Corredores. 


0. Desde el año 2017 tiene asignadas dos plazas de Profesional 2, que están adscritas a la Unidad Administrativa del Ministerio Público, en la que se desempeña una persona Profesional en Sociología y una en Comunicación. 


0. La metodología de trabajo en los Circuitos en los que existe una Fiscala o Fiscal de Probidad, se remite la causa directamente al Juzgado Penal del II Circuito Judicial, mientras que en los Circuitos en los que no existe la figura de Fiscal de Probidad las causas se deben de remitir al Primer Circuito Judicial de San José, para el visto bueno del requerimiento.


0. Durante el periodo del 2017 y 2018, para el último año existió un movimiento creciente el circulante inicial, con un aumento de 98 asuntos, paraun promedio anual de 321 asuntos por año.


0. Al comparar el año 2017 y 2018, en los casos entrados existió una disminución de 61 asuntos durante el 2018, con un promedio de 989 asuntos por año, lo que representa un promedio de 88 asuntos por mes. 


0. Al considerarlas 18 plazas de Fiscalas y Fiscales Auxiliares que tiene la Fiscalía de Probidad en San José y sus sedes, el promedio de 989 asuntos entrados representa un promedio de cinco asuntos por mes por persona.


0. En los asuntos terminados entre el año 2017 y 2018, para el último año existió una disminución de 196 causas, el promedio anual de asuntos terminados corresponde a 1055 casos, equivalente a 94 asuntos por mes. 


0. Para realizar el análisis de la carga de trabajo por asuntos terminados, se considerólas 18 plazas de Fiscalas y Fiscales Auxiliares lo que representa un promedio de cincoasuntos terminados por persona por mes. 


0. Para el caso del circulante final, se observa movimiento creciente para el 2018, lo que representaun aumento de 130 asuntos, el promedio anual es de 435 casos.


0. El análisis de la carga de trabajo porlos asuntos entrados durante el 2018, la oficina que tuvo menor carga de trabajo corresponde a la Fiscalía de San Carlos con un promedio de un asunto por Fiscala o Fiscal Auxiliar por mes. La que representóla mayor carga de trabajo corresponde a la Fiscalía de San José, con seis asuntos ingresados por plaza de Fiscala o Fiscal y once asuntos por persona Técnica Judicial. 


0. La Fiscalía de Probidad, Transparencia y Anticorrupción, durante el año 2018 obtuvo un promedio de tres asuntos nuevos por mes por Fiscala o Fiscal Auxiliar, por lo que si se realiza una comparación con el promedio de la media nacional, se encuentra 47 asuntos por debajo del promedio, sin embargo, se debe de considerar variables cualitativas tales como la complejidad de los asuntos que se tramitan, así como el cambio en la Política de Persecución Penal que se implementará por parte de la Fiscalía General.


0. Durante el 2018, la oficina que finalizó con mayor carga de trabajo corresponde a la Fiscalía de San José, con256 asuntos en el Circulante Final, sin embargo, es importante indicar que corresponde a la oficina con menor carga de trabajo por plaza de Fiscala o Fiscal Auxiliar, con 21 asuntos.


0. La oficina que obtuvo mayor carga de trabajo corresponde a la Fiscalía de Santa Cruz con 60 asuntos por plaza de Fiscala o Fiscal Auxiliar, mientras que la que obtuvomenor carga de trabajo corresponde a Quepos, con 28 asuntos en Circulante final por plaza de Fiscala o Fiscal Auxiliar.


0. Del análisis realizado de la carga de trabajo por plaza de persona Técnica Judicial, la oficina que reporta mayor carga de trabajo corresponde a la Fiscalía de Santa Cruz, con 60 asuntos, mientras que, la que registra menor carga de trabajo por persona Técnica Judicial corresponde a la Fiscalía de Quepos con 28 asuntos.


0. De la entrevista realizada en fecha 20 de febrero del 2019, se realizó reunión con la Licenciada Mayra Campos, Fiscala Adjunta 2 y con el Licenciado Carlos Meléndez, Fiscal Adjunto de la Fiscalía de Probidad, Transparencia y Anticorrupción, con la finalidad de conocer el criterio e impacto para la Fiscalía la creación de la Sección de Anticorrupción, en la que se identificó la necesidad de crear la oficina en el Organismo de Investigación Judicial, como elemento fundamental y que se encuentra vinculado con la Política de Persecución Penal, para luchar contra la Corrupción.





0. [bookmark: _Hlk5385196][bookmark: _Hlk5386336][bookmark: _Hlk5385251]Escenario 1: Propuesta de la Fiscalía Adjunta de Probidad, Transparencia y Anticorrupción.Los costos totales (recurso humano y costos variables) para el reforzamiento de la Fiscalía Adjunta de Probidad, Transparencia y Anticorrupción, es de ₡ 1.215.670.229, con la creación de 26 plazas nuevas. 





0. Escenario 2: Propuesta Reducida.Los costos totales (recurso humano y costos variables) para el reforzamiento de la Fiscalía Adjunta de Probidad, Transparencia y Anticorrupción, es de ₡658.128.699, con la creación de 13 plazas nuevas. 


0. Al comparar el Escenario 1 con el Escenario 2 se presenta una disminución de ₡557.541.530 de la propuesta realizada por el Ministerio Público.


0. Escenario 3: Conformación de la estructura organizacional con recurso humano existente. Mediante oficio 50-PLA-OI-2019 se realizó el informe sobre el “Impacto de la descentralización de los delitos de Hacienda y Función Pública del II Circuito Judicial de San José”, en el que se propone la distribución de recurso humano para la Fiscalía de Probidad, Transparencia y Anticorrupción, sin crecimiento presupuestario. 


0. El escenario 3 consiste en una redistribución de las plazas de Fiscala o Fiscal Auxiliar que tiene asignadas la Fiscalía Adjunta de Probidad, Transparencia y Anticorrupción, en el que se consideró el impacto que tendría de la descentralización de la materia de penal de hacienda y función pública para Jugados y Tribunales Penales, así como la nueva Política de Persecución Penal que se definirá por parte de la Fiscalía General. Por lo anterior, se proyecta asignar la cantidad de recurso humano que requerirá la Fiscalía de Probidad, Transparencia y Anticorrupción en cada Circuito Judicial. 


0. Para los tres escenarios planteados,las plazas de Fiscalas y Fiscales Coordinadores se deberán de trasladar a San José para la atención de juicios, si se utiliza la matriz de discriminación para el ingreso de asuntos propuesta en el informe 50-PLA-OI-2019 las causas más complejas se deben de tramitar en el Segundo Circuito Judicial de San José, por lo que serán asignadas a las mismos. 





Oficina de Cumplimiento y Apoyo de la Comisión de Transparencia





0. La Corte Plena en la sesión 9-19 celebrada el 04 de marzo de 2019, artículo XX, aprobó la creación de la Oficina de Cumplimiento y Apoyo de la Comisión de Transparencia, conformada por un Profesional en Derecho 3 y dos Profesional en Control Interno.


0. Los costos totales (recurso humano y costos variables) para la creación de la Oficina de Cumplimiento y Apoyo de la Comisión de Transparenciade₡145.433.350.


[bookmark: _Toc5781462]RECOMENDACIONES





A Corte Plena


0.105.1. Valorar y analizar el presente informe, así como  los escenarios propuestos, sobre la creación de la Sección de Anticorrupción, Delitos Económicos y Financieros, el reforzamiento de la Fiscalía Adjunta de Probidad, Transparencia y Anticorrupción y de la Oficia de Cumplimiento y Apoyo de la Comisión de Transparencia.


0.105.2.  Aprobar la necesidad de reforzar la Sección de Delitos Económicos y Financieros con las siguientes plazas, debido a la carga de trabajo y en acatamiento de lo dispuesto por el órgano superior, se recomienda asignar sujeto a la disponibilidad de contenido presupuestario:





			Despacho


			Cant.


			Tipo de plaza


			Condición actual


			Recomendación


			Período


			Costo Estimado





			Sección de Delitos Económicos y Financieros, OIJ


			6


			Perita o Perito Judicial 2


			Permiso con goce de salario y sustitución


			Extraordinaria


			2020


			¢ 233.982.000











Condicionamiento por el cual se otorgan el recurso (Impacto esperado)


El recurso aquí analizado se otorga para atender de manera eficiente la cargade trabajo que enfrenta la Sección, que involucra casos mediáticos de gran trascendencia, complejidad y volumen, que requieren atención prioritaria y oportuna. Asimismo, que la cuota mínima de rendimiento para el personal pericial de la Sección de Delitos Económicos y Financieros sea entre 4 y 5 casos por trimestre.


Este reforzamiento se requiere para conformar la Sección independientemente del escenario que se apruebe.





0.105.3. Definir a cuál programa presupuestario se deberá adscribir la nueva Oficina de Cumplimiento y Apoyo de la Comisión de Transparencia, ya que no se indica en el Acuerdo de Corte Plena si es una oficina administrativa o Jurisdiccional.





0.105.4. Aprobar alguno de los siguientes escenarios propuestos para la creación de la Sección de Anticorrupción, Delitos Económicos y Financieros, el reforzamiento de la Fiscalía Adjunta de Probidad, Transparencia y Anticorrupción y de la Oficia de Cumplimiento y Apoyo de la Comisión de Transparencia. Los cuales se presentan a continuación:





Escenario 1: Propuestas planteadas por el Organismo de Investigación Judicial, Fiscalía Adjunta de Probidad, Transparencia y Anticorrupción y la Comisión de Transparencia. 









			Oficina


			Propuesta  


			Tipo de plaza


			Condición propuesta


			Costo





			Fiscalía de Probidad,Anticorrupción y Transparencia  


			1


			Fiscala o Fiscal Adjunto 


			Ordinaria 


			₡0,00





			


			3


			Fiscala o Fiscal (Juicio)


			Extraordinario (Nuevo)


			₡174.102.000,00





			


			6


			Fiscala o Fiscal (Juicio)


			Ordinaria 


			₡0,00





			


			19


			Fiscala o Fiscal Auxiliar 


			Ordinaria 


			₡0,00





			


			11


			Fiscala o Fiscal Auxiliar 


			Extraordinario (Nuevo)


			₡614.097.000,00





			


			1


			Coordinadora o Coordinador Judicial 


			Ordinaria 


			₡0,00





			


			14


			Técnica o Técnico Judicial 2 


			Ordinaria 


			₡0,00





			


			9


			Técnica o Técnico Judicial 2 


			Extraordinario (Nuevo)


			₡138.654.000,00





			


			1


			Analista en Criminología 


			Extraordinario (Nuevo)


			₡33.410.000,00





			


			2


			Técnico Jurídico (Medio Tiempo) 


			Ordinaria 


			₡0,00





			


			2


			Técnico Jurídico (Tiempo completo) 


			Ordinaria 


			₡0,00





			


			2


			Profesional 2 (Sociólogo y Comunicador)


			Extraordinario (Nuevo)


			₡75.666.000,00





			Oficina de cumplimiento y Apoyo de la Comisión de Transparencia 


			1


			Profesional en Derecho 3


			Extraordinario (Nuevo) 


			₡52.352.000,00





			


			2


			Profesional en Control Interno 


			Extraordinario (Nuevo)


			₡91.684.000,00





			Sección de Anticorrupción, Delitos Económicos y Financieros 


			1


			Jefe de Delitos Económicos 


			Ordinaria


			₡0,00





			


			1


			Jefe de Investigación 3


			Extraordinario (Nuevo)


			₡50.920.000,00





			


			2


			Jefe de Investigación 1


			Extraordinario (Nuevo)


			₡60.480.000,00





			


			2


			Analista en Criminología  


			Extraordinario (Nuevo)


			₡66.820.000,00





			


			28


			Perito Judicial 2 


			Ordinaria


			₡0,00





			


			6


			Perito Judicial 2 


			Extraordinario (Nuevo)


			₡233.982.000,00





			


			11


			Perito Judicial 2 


			Extraordinario (Nuevo)


			₡428.967.000,00





			


			1


			Auditor Supervisor 


			Extraordinario (Nuevo)


			₡51.463.000,00





			


			4


			Auditor Supervisor 


			Ordinaria 


			₡0,00





			


			6


			Oficial de Investigación


			Extraordinario (Nuevo)


			₡167.340.000,00





			


			18


			Investigador 2


			Extraordinario (Nuevo)


			₡421.416.000,00





			


			4


			Investigador 1


			Extraordinario (Nuevo)


			₡84.512.000,00





			


			1


			Secretaria o Secretario


			Ordinaria


			₡0,00





			


			1


			Auxiliar Administrativo 


			Ordinaria


			₡0,00





			


			3


			Asistente Administrativo 3 


			Extraordinario (Nuevo)


			₡46.218.000,00





			


			2


			Auxiliar de Servicios Generales  1


			Extraordinario (Nuevo)


			₡25.758.000,00





			


			1


			Auxiliar de Servicios Generales  2


			Ordinaria


			₡0,00





			Sección de Delitos Informáticos


			2


			Profesional en Informática 3


			Extraordinario (Nuevo)


			₡78.558.000,00





			


			1


			Jefe de Investigación 3


			Ordinaria


			₡0,00





			


			1


			Secretaria o Secretario


			Ordinaria


			₡0,00





			


			1


			Auxiliar Administrativo 


			Ordinaria


			₡0,00





			


			2


			Auxiliar Administrativo 


			PGS Art 44


			₡0,00





			


			1


			Oficial de Investigación


			Ordinaria


			₡0,00





			


			20


			Profesional en Informática 2


			Ordinaria


			₡0,00





			


			9


			Profesional en Informática 2


			PGS Art 44


			₡0,00





			


			2


			Profesional en Informática 3


			PGS Art 44


			₡0,00





			


			1


			Profesional en Informática 3


			Ordinaria


			₡0,00





			


			1


			Investigador 1


			Ordinaria


			₡0,00





			Oficina de Planes y Operaciones 


			1


			Supervisor de Servicios O.I.J.


			Extraordinario (Nuevo)


			₡39.481.000,00





			


			1


			Profesional en Informática 3


			Extraordinario (Nuevo)


			₡39.279.000,00





			


			1


			Técnico Especializado 5


			Extraordinario (Nuevo)


			₡16.097.000,00





			Total


			211


			


			90 plazas nuevas 


			[bookmark: _Hlk5389668]₡2.991.256.000,00








Fuente: Subproceso de Modernización Institucional con información brindada por el Subproceso de Formulación de Presupuesto y Portafolio de Proyectos Institucional y oficinas involucradas. 





	Con la finalidad de dar cumplimiento al acuerdo de Corte Plena de la sesión 9-19 artículo XX, se plantea el escenario con la creación de 90 plazas extraordinarias (26 plazas para el reforzamiento de la Fiscalía Adjunta de Probidad, Transparencia y Anticorrupción, 3 plazas para la creación de la Oficina de Cumplimiento y Apoyo a la Comisión de Transparencia y 61 plazas para la creación de la Sección de Anticorrupción, Delitos Económicos y Financieros), con un costo total de ₡2.991.256.000,00.





A continuación, se presentan los costos totales por programa;


			REQUERIMIENTO


			COSTO POR PROGRAMA





			


			Oficina de Cumplimiento y Apoyo de la Comisión de Transparencia   


			928


			929


			Costo total 





			Recurso humano


			₡               144.036.000 


			₡      1.811.291.000 


			₡ 1.035.929.000 


			₡      2.991.256.000 





			Alquiler de edificio


			 


			₡            78.000.000 


			₡    122.245.200 


			₡         200.245.200 





			Servicio de agua


			 


			₡              3.000.000 


			₡         1.257.955 


			₡             4.257.955 





			Servicio de energía eléctrica


			 


			₡              4.200.000 


			₡         5.060.319 


			₡             9.260.319 





			Servicios de Telecomunicaciones


			 


			₡              6.000.000 


			₡         4.520.331 


			₡           10.520.331 





			Enlace de comunicación


			 


			₡            14.400.000 


			 


			₡           14.400.000 





			Servicio de vigilancia


			 


			₡              7.200.000 


			₡         5.707.286 


			₡           12.907.286 





			Servicio de limpieza


			 


			 


			₡         6.226.886 


			₡             6.226.886 





			Viáticos


			 


			 


			₡         4.000.000 


			₡             4.000.000 





			Transporte 


			 


			 


			₡            500.000 


			₡                 500.000 





			Vehículos


			 


			₡         360.000.000 


			 


			₡         360.000.000 





			Motocicletas


			 


			₡            15.600.000 


			 


			₡           15.600.000 





			Maquinaria y equipo para la producción


			 


			₡              6.000.000 


			 


			₡             6.000.000 





			Maquinaria, equipo y mobiliario diverso


			 


			₡            35.460.000 


			₡            550.000 


			₡           36.010.000 





			Textiles y vestuario


			 


			₡              1.056.800 


			 


			₡             1.056.800 





			Útiles y materiales de resguardo y seguridad


			 


			₡            27.500.000 


			 


			₡           27.500.000 





			Equipo de comunicación (fax u otros)


			 


			₡            88.640.000 


			₡            592.784 


			₡           89.232.784 





			Equipo y programas de cómputo (escáner impresora u otros)


			 


			₡              2.900.000 


			₡       10.577.406 


			₡           13.477.406 





			Bienes intangibles


			 


			₡            25.000.000 


			 


			₡           25.000.000 





			Equipo y mobiliario de plazas nuevas


			₡                    1.397.350 


			₡            25.990.000 


			₡       18.503.061 


			₡           45.890.410 





			Equipo y mobiliario de oficina nueva


			 


			₡              1.922.122 


			 


			₡             1.922.122 





			TOTAL


			₡               145.433.350 


			₡      2.514.159.922 


			₡ 1.215.670.229 


			₡     3.875.263.501 











Fuente: Subproceso de Modernización Institucional con información brindada por el Subproceso de Formulación de Presupuesto y Portafolio de Proyectos Institucional. 





Según el Escenario 1, el costo total de crear el recurso humano y los costos variables para el 2020 es de ₡ 3.875.263.501,00.





Otras recomendaciones relacionadas a este escenario son:





Fiscalía General


0.105.5. Cambiar la Política de Persecución Penal de la Fiscalía de Probidad, Transparencia y Anticorrupción por una metodología de trabajo más proactiva, innovadora en búsqueda de nuevos focos de criminalidad con gran impacto en el país. Con la matriz de tamizaje propuesta en el informe del Impacto de la descentralización de los delitos de penal de hacienda y función pública, una disminución en la carga de trabajo actual para lograr tener una nueva visión acorde a las políticas internacionales, lo cual permitirá a la Fiscalía de Probidad enfocarse en su verdadera razón de ser.


0.105.6. Aprobar el traslado las plazas de Fiscalas o Fiscales Coordinadores al Primer Circuito Judicial de San José, para la atención de juicios. La recomendación anterior aplica para los tres escenarios planteados.


0.105.7. Aprobar la redistribución de las plazas de Fiscala o Fiscal Auxiliar, visible enCuadro22. La recomendación anterior aplica para los tres escenarios planteados. 





Al Departamento de Investigaciones Criminales


105. En caso de aprobarse alguno de los Escenarios planteados para la creación de la Sección de Anticorrupción, deberá realizar el cambio de nombre de la Sección de Delitos Económicos y Financieros por el de Sección de Anticorrupción, Delitos Económicos y Financieros.La recomendación anterior aplica para los tres escenarios planteados. 


0.105.9. Estandarizar en todas las secciones de este Departamento, el puesto que le corresponde atender las labores relacionadas con la Bodega de Evidencias. La recomendación anterior aplica para los tres escenarios planteados. 


0.105.10. De aprobarse la propuesta del Escenario 1, deberá realizar la redistribución del personal de investigación para reforzar la Unidad de Bancos de acuerdo con la carga de trabajo; por lo tanto, esta Unidad quedaría conformada por: un Jefe de Investigación 1, siete Investigadora o Investigador 2 y 25 Investigadora o Investigador 1, esto con el fin de disponer de más personal para la atención de carga de trabajo, la cual ha incrementado en los últimos años, específicamente en los delitos de Fraude Informático y Estafa con tarjetas. A continuación, se muestra el organigrama con la estructura organizacional propuesta: 





Organigrama Propuesto para la Sección de Fraudes


[image: ]


Fuente: Subproceso de Modernización Institucional


	


0.105.11. El personal que no conformará la nueva Sección (Anticorrupción), sea el Jefe de Investigación 1 que actualmente funge como Jefe de la Unidad de Anticorrupción, posteriormente será objeto de estudio técnico por parte de la Dirección de Planificación para valorar su reubicación, acorde con las necesidades que se identifiquen en las secciones del Departamento.





A la Comisión de Transparencia


0.105.12. Deberá coordinar con el nuevo personal de la Oficina de Cumplimiento y Apoyo de la Comisión de Transparencia, los proyectos que estén a cargo de esta comisión. Así como, establecer el cronograma de trabajo y la rendición de cuentas.La recomendación anterior aplica para los tres escenarios planteados. El cronograma de trabajo deberá ser remitido al menos anualmente a la Corte Plena con la finalidad de trasparentar los objetivos a desarrollar.





0.105.13. Supervisar que el recurso humano asignado a la nueva oficina realice las labores y ejecuten los objetivo por los cuales fueron creadas.La recomendación anterior aplica para los tres escenarios planteados. 





Dirección de Planificación  


0.105.14. De aprobarse alguno de los escenarios propuestos para la creación de la nueva Sección de Anticorrupción, Delitos Económicos y Financieros, deberá cancelar el código presupuestario asignado a la actual Unidad de Anticorrupción de la Sección de Fraudes y modificar los nombres existentes. 


0.105.15. Realizar seguimiento a la nueva metodología de trabajo un año después de su implementación, con la finalidad de analizar el impacto que se tendrá en la Fiscalía de Probidad, Transparencia y Anticorrupción, Sección de Anticorrupción, Delitos Económicos y Financieros, Sección de Delitos Informáticos y a la Oficina de Cumplimiento y Apoyo a la Comisión de Transparencia. La recomendación anterior aplica para los tres escenarios planteados. 





A la Dirección de Gestión Humana 


0.105.16. Actualizar en la Relación de Puestos el nombre de la Sección de Delitos Económicos y Financieros por el de Sección de Anticorrupción, Delitos Económicos y Financieros. La recomendación anterior aplica para los tres escenarios planteados. 





0.105.17. Crear el perfil competencial de las nuevas plazas de la Oficina de Cumplimiento y Apoyo de la Comisión de Transparencias. La recomendación anterior aplica para los tres escenarios planteados. 








A la Sección de Apoyo Psicológico Operacional (SAPSO)


0.105.18. Definir en conjunto con el Departamento de Investigaciones Criminales, el perfil profesiográfico que deberán cumplir la personal investigación que se destacará en la Sección de Anticorrupción, Delitos Económicos y Financieros. 





Escenario 2: Propuesta reducida, con creación de recurso humano.


			Oficina


			Propuesta Dirección de Planificación 


			Tipo de plaza


			Condición propuesta


			Costo 





			Fiscalía de Probidad,Anticorrupción y Transparencia  


			1


			Fiscala o Fiscal Adjunto 


			Ordinaria 


			₡0,00





			


			2


			Fiscala o Fiscal (Juicio)


			Extraordinario (Nuevo)


			₡116.068.000,00





			


			6


			Fiscala o Fiscal (Juicio)


			Ordinaria 


			₡0,00





			


			19


			Fiscala o Fiscal Auxiliar 


			Ordinaria 


			₡0,00





			


			5


			Fiscala o Fiscal Auxiliar 


			Extraordinario (Nuevo)


			₡279.135.000,00





			


			1


			Coordinadora o Coordinador Judicial 


			Ordinaria 


			₡0,00





			


			14


			Técnica o Técnico Judicial 2 


			Ordinaria 


			₡0,00





			


			6


			Técnica o Técnico Judicial 2 


			Extraordinario (Nuevo)


			₡92.436.000,00





			


			2


			Técnico Jurídico (Medio Tiempo) 


			Ordinaria 


			₡0,00





			


			2


			Técnico Jurídico (Tiempo completo) 


			Ordinaria 


			₡0,00





			


			2


			Profesional 2 (Sociólogo y Comunicador) Pertenecen a la Unidad Administrativa MP


			Ordinaria 


			₡0,00





			Oficina de cumplimiento y Apoyo de la Comisión de Transparencia 


			1


			Profesional en Derecho 3


			Extraordinario (Nuevo)


			₡52.352.000,00





			


			2


			Profesional en Control Interno 


			Extraordinario (Nuevo)


			₡91.684.000,00





			Sección de Anticorrupción, Delitos Económicos y Financieros 


			1


			Jefe de Delitos Económicos 


			Ordinaria


			₡0,00





			


			1


			Jefe de Investigación 3


			Ordinaria


			₡0,00





			


			1


			Jefe de Investigación 1


			Extraordinario (Nuevo)


			₡30.240.000,00





			


			1


			Jefe de Investigación


			Ordinaria


			₡0,00





			


			2


			Analista en Criminología  


			Extraordinario (Nuevo)


			₡66.820.000,00





			


			28


			Perito Judicial 2 


			Ordinaria


			₡0,00





			


			6


			Perito Judicial 2 


			Extraordinario (Nuevo)


			₡233.982.000,00





			


			5


			Perito Judicial 2 


			Extraordinario (Nuevo)


			₡194.985.000,00





			


			4


			Auditor Supervisor 


			Ordinaria 


			₡0,00





			


			3


			Oficial de Investigación


			Extraordinario (Nuevo)


			₡83.670.000,00





			


			15


			Investigador 2


			Extraordinario (Nuevo)


			₡351.180.000,00





			


			2


			Investigador 1


			Extraordinario (Nuevo)


			₡42.256.000,00





			


			1


			Secretaria o Secretario


			Ordinaria


			₡0,00





			


			1


			Auxiliar Administrativo 


			Ordinaria


			₡0,00





			


			1


			Asistente Administrativo 3 


			Extraordinario (Nuevo)


			₡15.406.000,00





			


			1


			Auxiliar de Servicios Generales  1


			Extraordinario (Nuevo)


			₡12.879.000,00





			


			1


			Auxiliar de Servicios Generales  2


			Ordinaria


			₡0,00





			Sección de Delitos Informáticos


			2


			Profesional en Informática 3


			Extraordinario (Nuevo)


			₡78.558.000,00





			


			1


			Jefe de Investigación 3


			Ordinaria


			₡0,00





			


			1


			Secretaria o Secretario


			Ordinaria


			₡0,00





			


			1


			Auxiliar Administrativo 


			Ordinaria


			₡0,00





			


			1


			Oficial de Investigación


			Ordinaria


			₡0,00





			


			1


			Profesional en Informática 2


			Ordinaria


			₡0,00





			


			1


			Profesional en Informática 3


			Ordinaria


			₡0,00





			


			1


			Investigador 1


			Ordinaria


			₡0,00





			Total


			146


			


			54 plazas nuevas 


			₡1.741.651.000,00








[bookmark: _Hlk5624952]Fuente: Subproceso de Modernización Institucional con información brindada por el Subproceso de Formulación de Presupuesto y Portafolio de Proyectos Institucional





En este escenario se plantea la propuesta de la Dirección de Planificación, tomando en consideración el criterio técnico emitido en los estudios realizados en las oficinas involucradas, se propone la creación de 54 plazas, con una reducción de 36 plazas extraordinarias en comparación del Escenario 1, según se establece en los cuadros 09, 18 y 24 para OIJ, MP y Oficina de Apoyo respectivamente, a continuación, se detalla los costos totales que implica la creación de ese recurso; 





			REQUERIMIENTO


			PROGRAMA





			


			Oficina de Cumplimiento y Apoyo de la Comisión de Transparencia   


			928


			929


			Costo total 





			Recurso humano


			₡               144.036.000 


			₡      1.109.976.000 


			₡     487.639.000 


			₡        1.741.651.000 





			Alquiler de edificio


			 


			₡            78.000.000 


			₡     122.245.200 


			₡            200.245.200 





			Servicio de agua


			 


			₡              3.000.000 


			₡          1.257.955 


			₡                4.257.955 





			Servicio de energía eléctrica


			 


			₡              4.200.000 


			₡          5.060.319 


			₡                9.260.319 





			Servicios de Telecomunicaciones


			 


			₡              6.000.000 


			₡          4.520.331 


			₡              10.520.331 





			Enlace de comunicación


			 


			₡            14.400.000 


			 


			₡              14.400.000 





			Servicio de vigilancia


			 


			₡              7.200.000 


			₡          5.707.286 


			₡              12.907.286 





			Servicio de limpieza


			 


			 


			₡          6.226.886 


			₡                6.226.886 





			Viáticos


			 


			 


			₡          4.000.000 


			₡                4.000.000 





			Transporte 


			 


			 


			₡             500.000 


			₡                    500.000 





			Vehículos


			 


			₡         360.000.000 


			 


			₡            360.000.000 





			Motocicletas


			 


			₡            15.600.000 


			 


			₡              15.600.000 





			Maquinaria y equipo para la producción


			 


			₡              6.000.000 


			 


			₡                6.000.000 





			Maquinaria, equipo y mobiliario diverso


			 


			₡            35.460.000 


			₡             550.000 


			₡              36.010.000 





			Textiles y vestuario


			 


			₡              1.056.800 


			 


			₡                1.056.800 





			Útiles y materiales de resguardo y seguridad


			 


			₡            27.500.000 


			 


			₡              27.500.000 





			Equipo de comunicación (fax u otros)


			 


			₡            88.640.000 


			₡             592.784 


			₡              89.232.784 





			Equipo y programas de cómputo (escaner impresora u otros)


			 


			₡              2.900.000 


			₡        10.577.406 


			₡              13.477.406 





			Bienes intangibles


			 


			₡            25.000.000 


			 


			₡              25.000.000 





			Equipo y mobiliario de plazas nuevas


			₡                    1.397.350 


			₡            18.156.385 


			₡          9.251.530 


			₡              26.010.566





			Equipo y mobiliario de oficina nueva


			 


			₡              1.922.122 


			 


			₡                1.922.122 





			TOTAL


			₡               145.433.350 


			₡      1.805.011.307 


			₡     658.128.699 


			₡         2.605.778.656








Fuente: Subproceso de Modernización Institucional. 





El costo total de la creación del recurso humano y gastos variables del Escenario 2 es de ₡ 2.605.778.656, con la propuesta reducida se logra una disminución de ₡1.269.484.845,00. 





Se tiene otras recomendaciones relacionadas a este escenario:





Al Departamento de Investigaciones Criminales


0.105.19. De aprobarse alguno de los escenarios del informe de la Fusión de SITE-SIORI y el Escenario 2, deberá trasladar el siguiente recurso humano a la nueva Sección de Anticorrupción, Delitos Económicos y Financieros: un Jefe de Investigación 3, un Oficial de Investigación, tres Investigadora o Investigador 2 y dos Investigadora o Investigador 1. 


0.105.20. [bookmark: _Hlk5625832]Trasladar y adscribir el personal que está destacado en la Unidad de Anticorrupción; sea, un Jefe de Investigación 1, dos Oficial de Investigación, tres Investigadora o Investigador 2 y un Investigadora o Investigador 1. La recomendación aplica en caso de que se apruebe el escenario 2 o 3. 


0.105.21. Trasladar y adscribir la plaza de Auxiliar Administrativa que actualmente se utiliza para rotarla entre las secciones con el fin de coadyuvar en las labores administrativas, a la nueva Sección. La recomendación aplica en caso de que se apruebe el escenario 2 o 3.


0.105.22. Asignar los vehículos que actualmente tiene asignada la Unidad de Anticorrupción a la nueva Sección. La recomendación aplica en caso de que se apruebe el escenario 2 o 3.


105. En caso de aprobarse alguno de los Escenarios planteados para la creación de la Sección de Anticorrupción, deberá realizar el cambio de nombre de la Sección de Delitos Económicos y Financieros por el de Sección de Anticorrupción, Delitos Económicos y Financieros.La recomendación anterior aplica para los tres escenarios planteados. 


105. Estandarizar en todas las secciones de este Departamento, el puesto que le corresponde atender las labores relacionadas con la Bodega de Evidencias. La recomendación anterior aplica para los tres escenarios planteados. 


105. El personal que no conformará la nueva Sección (Anticorrupción), sea el Jefe de Investigación 1 que actualmente funge como Jefe de la Unidad de Anticorrupción, posteriormente será objeto de estudio técnico por parte de la Dirección de Planificación para valorar su reubicación, acorde con las necesidades que se identifiquen en las secciones del Departamento.





A la Sección de Fraudes


0.105.26. Asignar las labores que está realizando actualmente la Jefatura de la Unidad de Anticorrupción (sea la atención de la carga de trabajo que atiende el personal en Fraude Registral y Diligencia de Colaboración, otros); al Jefe de Investigación 1 que actualmente está a cargo del seguimiento de legajos.La recomendación aplica en caso de que se apruebe el escenario 2 o 3.


0.105.27. La Jefatura deberá valorar la posibilidad de implementar un Libro de Conocimiento para la entrega de las Notas a los despachos solicitantes, con ello se disminuye el consumo de papel y la Secretaria no tendría que invertir tiempo en el escaneo y archivo físico y digital de las mismas.La recomendación aplica en caso de que se apruebe el escenario 2 o 3.





A la Fiscalía General


0.105.28. Cambiar la Política de Persecución Penal de la Fiscalía de Probidad, Transparencia y Anticorrupción por una metodología de trabajo más proactiva, innovadora en búsqueda de nuevos focos de criminalidad con gran impacto en el país. Con la matriz de tamizaje propuesta en el informe del Impacto de la descentralización de los delitos de penal de hacienda y función pública, una disminución en la carga de trabajo actual para lograr tener una nueva visión acorde a las políticas internacionales, lo cual permitirá a la Fiscalía de Probidad enfocarse en su verdadera razón de ser.


0.105.29. Aprobar el traslado las plazas de Fiscalas o Fiscales Coordinadores al Primer Circuito Judicial de San José, para la atención de juicios. La recomendación anterior aplica para los tres escenarios planteados.


0.105.30. Aprobar la redistribución de las plazas de Fiscala o Fiscal Auxiliar, visible en Cuadro 22. La recomendación anterior aplica para los tres escenarios planteados. 





A la Comisión de Transparencia


0.105.31. Deberá coordinar con el nuevo personal de la Oficina de Cumplimiento y Apoyo de la Comisión de Transparencia, los proyectos que estén a cargo de esta comisión. Así como, establecer el cronograma de trabajo y la rendición de cuentas.La recomendación anterior aplica para los tres escenarios planteados. 





0.105.32. Supervisar que el recurso humano asignado a la nueva oficina realice las labores y ejecuten los objetivo por los cuales fueron creadas.La recomendación anterior aplica para los tres escenarios planteados. 





A la Dirección de Planificación


0.105.33. De aprobarse alguno de los escenarios propuestos para la creación de la nueva Sección de Anticorrupción, Delitos Económicos y Financieros, deberá cancelar el código presupuestario asignado a la actual Unidad de Anticorrupción de la Sección de Fraudes. 


0.105.34. Realizar seguimiento a la nueva metodología de trabajo un año después de su implementación, con la finalidad de analizar el impacto que se tendrá en la Fiscalía de Probidad, Transparencia y Anticorrupción, Sección de Anticorrupción, Delitos Económicos y Financieros, Sección de Delitos Informáticos y a la Oficina de Cumplimiento y Apoyo a la Comisión de Transparencia. La recomendación anterior aplica para los tres escenarios planteados. 





[bookmark: _Hlk5615498]A la Dirección de Gestión Humana 


0.105.35. En caso de aprobarse el Escenario 2, se deberá de adscribir en la Relación de Puestos de la Fiscalía Adjunta de Probidad, Transparencia y Anticorrupción las plazas de Profesional 2, número 375938 y 375941 (Sociólogo y Comunicador, respectivamente).


0.105.36. Actualizar en la Relación de Puestos el nombre de la Sección de Delitos Económicos y Financieros por el de Sección de Anticorrupción, Delitos Económicos y Financieros. La recomendación anterior aplica para los tres escenarios planteados. 


0.105.37. Crear el perfil competencial de las nuevas plazas de la Oficina de Cumplimiento y Apoyo de la Comisión de Transparencias. La recomendación anterior aplica para los tres escenarios planteados. 





A la Sección de Apoyo Psicológico Operacional (SAPSO)


0.105.38. Definir en conjunto con el Departamento de Investigaciones Criminales, el perfil profesiográfico que deberán cumplir la personal investigación que se destacará en la Sección de Anticorrupción, Delitos Económicos y Financieros. 


Escenario 3: Propuesta planteada, con creación mínima de recurso humano y redistribución de plazas ordinarias


			Oficina


			Propuesta Dirección de Planificación 2


			Tipo de plaza


			Condición propuesta


			Costo





			Sección de Anticorrupción, Delitos Económicos y Financieros 


			1


			Jefe de Delitos Económicos 


			Ordinaria


			₡0,00





			


			1


			Jefe de Investigación 3


			Ordinaria


			₡0,00





			


			1


			Jefe de Investigación 1


			Ordinaria


			₡0,00





			


			28


			Perito Judicial 2 


			Ordinaria


			₡0,00





			


			6


			Perito Judicial 2 


			Extraordinario (Nuevo)


			₡233.982.000,00





			


			4


			Auditor Supervisor 


			Ordinaria 


			₡0,00





			


			3


			Oficial de Investigación


			Ordinaria 


			₡0,00





			


			6


			Investigador 2


			Ordinaria


			₡0,00





			


			7


			Investigador 1


			Ordinaria


			₡0,00





			


			1


			Secretaria o Secretario


			Ordinaria


			₡0,00





			


			1


			Auxiliar Administrativo 


			Ordinaria


			₡0,00





			


			1


			Auxiliar Administrativo 


			Ordinaria


			₡0,00





			


			1


			Auxiliar de Servicios Generales  2


			Ordinaria


			₡0,00





			Sección de Delitos Informáticos


			2


			Profesional en Informática 3


			Extraordinario (Nuevo)


			₡78.558.000,00





			


			1


			Jefe de Investigación 3


			Ordinaria


			₡0,00





			


			1


			Secretaria o Secretario


			Ordinaria


			₡0,00





			


			1


			Auxiliar Administrativo 


			Ordinaria


			₡0,00





			


			1


			Oficial de Investigación


			Ordinaria


			₡0,00





			


			1


			Profesional en Informática 2


			Ordinaria


			₡0,00





			


			1


			Profesional en Informática 3


			Ordinaria


			₡0,00





			


			1


			Investigador 1


			Ordinaria


			₡0,00





			Oficina de cumplimiento y Apoyo de la Comisión de Transparencia 


			1


			Profesional en Derecho 3


			Extraordinario (Nuevo)


			₡52.352.000,00





			


			2


			Profesional en Control Interno 


			Extraordinario (Nuevo)


			₡91.684.000,00





			Total 


			73


			 


			11 Plazas Nuevas 


			₡456.576.000,00








Fuente: Subproceso de Modernización Institucional con información brindada por el Subproceso de Formulación de Presupuesto y Portafolio de Proyectos Institucional





Debido a las medidas de contención del gasto establecidas por Corte Plena en la sesión N° 4-19, artículo XIX, no se recomienda la creación de plazas para la Fiscalía Adjunta de Probidad, Transparencia y Anticorrupción, en forma ordinaria o extraordinaria, por el período 2020ya que no se tiene certeza del impacto que genere en la carga de trabajo la nueva metodología de trabajo de la implementación de la Política de Persecución Penal.





En línea con lo anterior, se plantea este tercer escenario con el mínimo  crecimiento en plazas extraordinarias, con tres plazas para la creación de la Oficina de Cumplimiento y Apoyo a la Comisión de Transparencia, seis plazas de Perito Judicial 2, para el Sección de Delitos Económicos y Financieros y dos plazas de Profesional en Informática 3 para la Sección de Delitos Informáticos, para un total de once plazas extraordinarias (nuevas), seguidamente se presenta el costo total del escenario planteado; 


			Requerimiento


			PROGRAMA





			


			Oficina de Cumplimiento y Apoyo de la Comisión de Transparencia   


			928





			Costo total 








			Recurso humano


			₡               144.036.000 


			₡         312.540.000 


			₡               456.576.000 





			Alquiler de edificio


			 


			₡            78.000.000 


			₡                 78.000.000 





			Servicio de agua


			 


			₡              3.000.000 


			₡                   3.000.000 





			Servicio de energía eléctrica


			 


			₡              4.200.000 


			₡                   4.200.000 





			Servicios de Telecomunicaciones


			 


			₡              6.000.000 


			₡                   6.000.000 





			Enlace de comunicación


			 


			₡            14.400.000 


			₡                 14.400.000 





			Servicio de vigilancia


			 


			₡              7.200.000 


			₡                   7.200.000 





			Servicio de limpieza


			 


			 


			₡                                  -   





			Viáticos


			 


			 


			₡                                  -   





			Transporte 


			 


			 


			₡                                  -   





			Vehículos


			 


			 


			₡                                  -   





			Motocicletas


			 


			₡            15.600.000 


			₡                 15.600.000 





			Maquinaria y equipo para la producción


			 


			₡              6.000.000 


			₡                   6.000.000 





			Maquinaria, equipo y mobiliario diverso


			 


			 


			₡                                  -   





			Textiles y vestuario


			 


			 


			₡                                  -   





			Útiles y materiales de resguardo y seguridad


			 


			 


			₡                                  -   





			Equipo de comunicación (fax u otros)


			 


			 


			₡                                  -   





			Equipo y programas de cómputo (escáner impresorau otros)


			 


			₡              2.900.000 


			₡                   2.900.000 





			Bienes intangibles


			 


			 


			₡                                  -   





			Equipo y mobiliario de plazas nuevas


			₡                    1.397.350 


			₡931.567


			₡2.328.916





			Equipo y mobiliario de oficina nueva


			 


			 


			₡                                  -   





			TOTAL


			₡               145.433.350 


			₡450.771.567


			₡596.204.916








Fuente: Subproceso de Modernización Institucional. 





El costo totaldel Escenario 3, en donde solo se requiere las plazas para lacreación de la Oficina de Cumplimiento y Apoyo para la Comisión de Transparenciay reforzamiento del OIJ es de ₡596.204.916,00.





Otras recomendaciones asociadas a este escenario son:





Fiscalía General


0.105.39. Cambiar la Política de Persecución Penal de la Fiscalía de Probidad, Transparencia y Anticorrupción por una metodología de trabajo más proactiva, innovadora en búsqueda de nuevos focos de criminalidad con gran impacto en el país. Con la matriz de tamizaje propuesta en el informe del Impacto de la descentralización de los delitos de penal de hacienda y función pública, una disminución en la carga de trabajo actual para lograr tener una nueva visión acorde a las políticas internacionales, lo cual permitirá a la Fiscalía de Probidad enfocarse en su verdadera razón de ser.


0.105.40. Aprobar el traslado las plazas de Fiscalas o Fiscales Coordinadores al Primer Circuito Judicial de San José, para la atención de juicios. La recomendación anterior aplica para los tres escenarios planteados.


0.105.41. Aprobar la redistribución de las plazas de Fiscala o Fiscal Auxiliar, visible en Cuadro 22. La recomendación anterior aplica para los tres escenarios planteados. 





Al Departamento de Investigaciones Criminales


105. Si se aprueba alguno de los escenarios del informe de la Fusión de SITE-SIORI y el Escenario 3, deberá trasladar el siguiente recurso humano a la nueva Sección: un Jefe de Investigación 3, un Oficial de Investigación, tres Investigadora o Investigador 2 y dos Investigadora o Investigador 1.


105. En caso de aprobarse alguno de los Escenarios planteados para la creación de la Sección de Anticorrupción, deberá realizar el cambio de nombre de la Sección de Delitos Económicos y Financieros por el de Sección de Anticorrupción, Delitos Económicos y Financieros.La recomendación anterior aplica para los tres escenarios planteados. 


0.105.44. Estandarizar en todas las secciones de este Departamento, el puesto que le corresponde atender las labores relacionadas con la Bodega de Evidencias. La recomendación anterior aplica para los tres escenarios planteados. 	


0.105.45. El personal que no conformará la nueva Sección (Anticorrupción), sea el Jefe de Investigación 1 que actualmente funge como Jefe de la Unidad de Anticorrupción, posteriormente será objeto de estudio técnico por parte de la Dirección de Planificación para valorar su reubicación, acorde con las necesidades que se identifiquen en las secciones del Departamento.


0.105.46. Trasladar y adscribir el personal que está destacado en la Unidad de Anticorrupción; sea, un Jefe de Investigación 1, dos Oficial de Investigación, tres Investigadora o Investigador 2 y un Investigadora o Investigador 1. La recomendación aplica en caso de que se apruebe el escenario 2 o 3. 


0.105.47. Trasladar y adscribir la plaza de Auxiliar Administrativa que actualmente se utiliza para rotarla entre las secciones con el fin de coadyuvar en las labores administrativas, a la nueva Sección. La recomendación aplica en caso de que se apruebe el escenario 2 o 3.


0.105.48. Asignar los vehículos que actualmente tiene asignada la Unidad de Anticorrupción a la nueva Sección. La recomendación aplica en caso de que se apruebe el escenario 2 o 3.





Dirección de Planificación  


0.105.49. De aprobarse alguno de los escenarios propuestos para la creación de la nueva Sección de Anticorrupción, Delitos Económicos y Financieros, deberá cancelar el código presupuestario asignado a la actual Unidad de Anticorrupción de la Sección de Fraudes. 





0.105.50. Realizar seguimiento a la nueva metodología de trabajo un año después de su implementación, con la finalidad de analizar el impacto que se tendrá en la Fiscalía de Probidad, Transparencia y Anticorrupción, Sección de Anticorrupción, Delitos Económicos y Financieros, Sección de Delitos Informáticos y a la Oficina de Cumplimiento y Apoyo a la Comisión de Transparencia. La recomendación anterior aplica para los tres escenarios planteados. 





A la Dirección de Gestión Humana 


0.105.51. Crear el perfil competencial de las nuevas plazas de la Oficina de Cumplimiento y Apoyo de la Comisión de Transparencias. La recomendación anterior aplica para los tres escenarios planteados. 


0.105.52. Actualizar en la Relación de Puestos el nombre de la Sección de Delitos Económicos y Financieros por el de Sección de Anticorrupción, Delitos Económicos y Financieros. La recomendación anterior aplica para los tres escenarios planteados





A la Comisión de Transparencia


0.105.53. Deberá coordinar con el nuevo personal de la Oficina de Cumplimiento y Apoyo de la Comisión de Transparencia, los proyectos que estén a cargo de esta comisión. Así como, establecer el cronograma de trabajo y la rendición de cuentas.La recomendación anterior aplica para los tres escenarios planteados. 





0.105.54. Supervisar que el recurso humano asignado a la nueva oficina realice las labores y ejecuten los objetivo por los cuales fueron creadas.La recomendación anterior aplica para los tres escenarios planteados. 





A la Sección de Apoyo Psicológico Operacional (SAPSO)


0.105.55. Definir en conjunto con el Departamento de Investigaciones Criminales, el perfil profesiográfico que deberán cumplir la personal investigación que se destacará en la Sección de Anticorrupción, Delitos Económicos y Financieros. 
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			Anexo 1:010-UAOIP/OPO-2019 Estructuración y presupuesto sobre creación de la Sección Anticorrupción


			








			Anexo 2:006-UAOIP/OPO-2019 Creación Sección Anticorrupción


			








			Anexo 3: Tipificación de delitos que atiende la Sección de Delitos Económicos y Financieros. Remitido por Lic. Reynaldo Velásquez, Jefe de esta Sección


			








			Anexo 4: Informe 345-PLA-RH-EV-2019, Requerimiento Humano de la Sección de Delitos Económicos y Financieros
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			MINUTAS





			357-PLA-MI-MNTA-2018: Presentación de los alcances del Estudio de Cargas de Trabajo de la Sección de Fraudes


			








			358-PLA-MI-MNTA-2018:Presentación de los alcances del Estudio de Cargas de Trabajo de las Secciones de Robo y Hurtos y Fraudes


			








			10-PLA-MI-MNTA-2019:Explicar el alcance del estudio de la Sección de Fraudes, específicamente en la Unidad de Anticorrupción, al personal de la Auditoría Judicial


			








			36-PLA-MI-MNTA-2019:Criterio del Ministerio Público sobre la necesidad de crear una Sección Especializada de Anticorrupción en el Organismo de Investigación


Judicial


			








			40-PLA-MI-MNTA-2019:Criterio del Lic. Erick Lewis Hernández, Jefe de la Sección de Delitos Informáticos sobre la necesidad de crear una Sección Especializada de Anticorrupción y el impacto que tiene en la carga de trabajo de la sección a su cargo


			








			42-PLA-MI-MNTA-2019:Ampliar algunos criterios sobre la necesidad de crear la Sección de Anticorrupción


			








			43-PLA-MI-MNTA-2019:Criterio del Lic. Christian Montenegro Guevara, Jefe de la Sección de Crimen Organizado sobre la necesidad de crear una Sección Especializada de Anticorrupción y el impacto que tiene en la carga de trabajo de la sección a su cargo


			








			46-PLA-MI-MNTA-2019:Entrevista a la Licda. Ivette Agüero Pérez, Jefa Investigación 3 de la Sección de Delitos Varios, para conocer la carga de trabajo de la Sección a su cargo, atención de algunos delitos de corrupción y capacidad de atender nuevos delitos en caso de crear una Sección Especializada de Anticorrupción y el impacto que tiene en la carga de trabajo de la sección a su cargo


			








			47-PLA-MI-MNTA-2019:Entrevista al Lic. Emilio Segura Corrales, Jefe Investigación 3 de la Sección Especializada de Tránsito, para conocer la carga de trabajo de la Sección a su cargo, atención de delitos de corrupción y su criterio sobre la creación de la Sección Especializada de Anticorrupción y el impacto que tiene en la carga de trabajo de la sección a su cargo


			








			50-PLA-MI-MNTA-2019:Conocer el planteamiento realizado por el Organismos de Investigación Judicial sobre la necesidad de crear una Sección Especializada de Anticorrupción


			








			51-PLA-MI-MNTA-2019:Determinar la estructura organizacional de la Sección de Anticorrupción para atender la carga de trabajo que se generaría con la nueva metodología de trabajo implementada por la Fiscalía de Probidad, Transparencia y Anticorrupción


			





























2016	


Unidad de Bancos	Unidad de Otros Delitos	Unidad de Anticorrupción	166.75	223.83333333333351	14.666666666666679	2017	


Unidad de Bancos	Unidad de Otros Delitos	Unidad de Anticorrupción	220.83333333333351	221.66666666666652	16.083333333333272	2018	


Unidad de Bancos	Unidad de Otros Delitos	Unidad de Anticorrupción	243	217.16666666666652	14.5	











Anticorrupción 	


Cantidad de Casos ingresados	Cantidad de Casos salidos	14.5	7.25	Bancos	


Cantidad de Casos ingresados	Cantidad de Casos salidos	243	159.41666666666652	Otros Delitos	


Cantidad de Casos ingresados	Cantidad de Casos salidos	217	148.33333333333351	














Estafa  	Fraude informático	Estafa mediante cheque	Otros	1424	1418	53	21	








NO RESUELTO (SI)	#N/D	RESUELTO CON IMPUTADO (CI)	CANCELADO	0.37242798353909545	0.34396433470507548	0.2157064471879292	6.7558299039780528E-2	


























Estafa  	Apropiación y/o retención indebida	Falsedad ideológica	Otros	Circulación de moneda falsa	1094	692	681	87	52	





#N/D	


0.31696085955487407	NO RESUELTO (SI)	


0.3008442056792025	RESUELTO CON IMPUTADO (CI)	


0.19109746738296263	CANCELADO	


0.18879508825786681	














2016	2017	2018	Año	14.666666666666679	16.083333333333272	14.5	2016	2017	2018	Año	











Otros delitos	Corrupción de Funcionarios Públicos	Falsedad ideológica	Estafa	Fraude Registral	Peculado	Incumplimiento de Deberes	47	36	27	19	19	15	11	





I1	


2.5	I2	


2.25	I3	


2	I4	


1.9166666666666667	I5	


1.75	I6	


1.5833333333333333	I7	


1	I8	


0.75000000000000078	








Cantidad de Casos ingresados	


2016	2017	2018	14.666666666666679	16.083333333333272	14.5	Cantidad de Casos salidos	


2016	2017	2018	14.666666666666679	15.666666666666679	7.25	











2016	


Fraude Registral y Diligencias de colaboración	Unidad de Anticorrupción	Unidad de Bancos	Unidad de Otros Delitos	59.083333333333336	14.916666666666679	21	25.583333333333272	2017	


Fraude Registral y Diligencias de colaboración	Unidad de Anticorrupción	Unidad de Bancos	Unidad de Otros Delitos	61.25	11.833333333333334	25.416666666666668	22.916666666666668	2018	


Fraude Registral y Diligencias de colaboración	Unidad de Anticorrupción	Unidad de Bancos	Unidad de Otros Delitos	67.75	18.666666666666668	39.25	22.083333333333272	








2016	


Unidad de Bancos	Unidad de Otros Delitos	Unidad de Anticorrupción	21	25.583333333333272	74	2017	


Unidad de Bancos	Unidad de Otros Delitos	Unidad de Anticorrupción	25.416666666666668	22.916666666666668	73.083333333333258	2018	


Unidad de Bancos	Unidad de Otros Delitos	Unidad de Anticorrupción	39.25	22.083333333333272	86.416666666666757	




















Fraude Registral y Diligencias de Colaboración	Unidad de Anticorrupción	0.78399228543876553	0.21600771456123463	








2016	2017	2018	120.58333333333324	121.41666666666676	147.75	











Fraude Registral y Diligencias Colaboración	 Anticorrupción	Bancos	 Otros Delitos	0.48257429976480742	0.11652768868933078	0.21979901646354522	0.18109899508231808	





Circulante inicial 	


2014	2015	2016	2017	348733	368160	424203	453597	Entrados 	


2014	2015	2016	2017	143209	133766	164522	199706	Terminados 	


2014	2015	2016	2017	77672	74323	73979	71290	Circulante Final 	


2014	2015	2016	2017	368160	424203	453169	536846	











Entrados 2014-2017 	


I Circuito Judicial de San José	II Circuito Judicial de San José	I Circuito Judicial de Alajuela	Circuito Judicial de Cartago	III Circuito Judicial de Alajuela	Circuito Judicial de Heredia	I Circuito Judicial de Zona Sur	Circuito Judicial de Puntarenas	II Circuito Judicial de Alajuela	II Circuito Judicial de Guanacaste	I Circuito Judicial de Guanacaste	I Circuito Judicial de la Zona Atlántica	II Circuito Judicial de la Zona Atlántica	II Circuito Judicial de Zona Sur	199037	150248	66475	48053	36159	33805	28080	14209	13525	12163	11849	11828	11302	4470	





Casos Ingresados	


41640	42005	42370	42736	43101	446	505	750	743	835	Casos de corrupción	


41640	42005	42370	42736	43101	25	14	12	9	19	











Total Casos	


2017	2018	467	504	Casos de Corrupción	


2017	2018	61	109	











2017	


46.833333333333336	2018	


52	











Lesiones culposas	Homicidio culposo	Abuso de autoridad	Uso de documento falso	Averiguar muerte	Estafa	Falsificación de señas y marcas	Otros delitos	0.69391025641025661	0.15544871794871795	4.4871794871794893E-2	2.0833333333333367E-2	1.9230769230769267E-2	1.6025641025641024E-2	1.121794871794872E-2	3.8461538461538464E-2	





2017	


Circulante inicial	Casos entrados	Casos reentrados	Casos terminados 	Circulante Final 	272	1019	232	1153	370	2018	


Circulante inicial	Casos entrados	Casos reentrados	Casos terminados 	Circulante Final 	370	958	129	957	500	











Trabajamos por el desarrollo de la administración de justicia                               


con proyección e innovación
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RV: Documentos que fundamentan el reforzamiento de FAPTA



				From



				Carlos Meléndez Sequeira



				To



				Maria Alejandra Morales Vargas; Mónica Hernández Chacón



				Cc



				Glenn Calvo Cespedes; Unidad Administrativa del Ministerio Público; Fiscalía Adjunta de Probidad, Transparencia y Anticorrupción; David Brown Sharpe; Johan Vallecillo Canales - Autorizada UAMP; Secretaría - Fiscalía General



				Recipients



				mmoralesv@Poder-Judicial.go.cr; mhernandezch@Poder-Judicial.go.cr; gcalvo@Poder-Judicial.go.cr; mp-uadministrativa@Poder-Judicial.go.cr; mp-pta@Poder-Judicial.go.cr; dbrown@Poder-Judicial.go.cr; jvallecillo@Poder-Judicial.go.cr; secre-fgeneral@Poder-Judicial.go.cr
















Estimada Alejandra Morales







y Monica Hernández.







Depto. Planficación







Poder Judicial
















Adjunto el último archivo excel como adicional,  para que sirva de base para realizar las estimaciones de costes del fortalecimiento de FAPTA, que muy amablemente nos ha facilitado la Unidad Administrativa del MP.
















Favor verificarlo, de requerir algo más de FAPTA favor coordinarlo con el fiscal adjunto Gleen Calvo, ya que yo estaré fuera del 19 al 23 de marzo.
















El celular del fiscal adjunto de Glenn es  7204-7420
















 saludos y gracias 




















  _____  




De: Johan Vallecillo Canales - Autorizada UAMP
Enviado: lunes, 18 de marzo de 2019 16:14
Para: Carlos Meléndez Sequeira
Cc: David Brown Sharpe
Asunto: RV: Documentos que fundamentan el reforzamiento de FAPTA 



 







Buenas tardes don Carlos: 







 







En atención a su conversación con don David, remito archivo con el detalle de los requerimientos mínimos que se deben tomar en consideración para la Fiscalía Adjunta de Probidad, se tomó en consideración la estructura actual, así como el planteamiento del crecimiento para la sede de San José. 







 







Es importante señalar que la proyección realizada es básica,  por cuanto el tiempo para trabajar en esta información fue muy limitado. 







 







Seguidamente detallo la proyección de gastos que en su momento se realizó para la Fiscalía contra la Delincuencia Organizada: 







 







Otros Gastos Estimados







		



Detalle 







Monto Anual







Alquiler de Edificios







             87.602.400,00 







Servicio de Agua







                 597.404,00 







Servicio de Energía Eléctrica







              4.842.411,00 







Servicios de Telecomunicaciones







              4.325.676,00 







Servicio de Vigilancia







             29.017.581,60 







Servicio de Limpieza







              6.503.705,52 







Servicios de Gestión y Apoyo







              4.113.015,00 







Transporte dentro del País







                 230.000,00 







Viáticos dentro del País







             12.500.000,00 







Materiales y Suministros







              2.744.638,00 







Equipo de Transporte







             91.495.000,00 







Equipo de Comunicación







              3.256.219,60 







Equipo y Mobiliario de Oficina







             29.260.088,42 







Equipo y Programas de Cómputo







             35.928.490,20 







Total 







₡312.416.629,34 







 







 







 







 







 







 







 







 







 







 







 







 







 







 







 







 







 







 







 







 







 







 







 







Saludos, 







 







 







 







 







Johan Vallecillo Canales







Unidad Administrativa del Ministerio Público







Teléfonos: 2280-2147/2280-2148







 







De: David Brown Sharpe <dbrown@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: lunes, 18 de marzo de 2019 10:46 a.m.
Para: Johan Vallecillo Canales - Autorizada UAMP <jvallecillo@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RV: Documentos que fundamentan el reforzamiento de FAPTA







 







 







 







Lic. David Brown Sharpe







Administrador Ministerio Público







2280-2147(2148/2150)







 







De: Secretaría - Fiscalía General <secre-fgeneral@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: lunes, 18 de marzo de 2019 10:35 a.m.
Para: David Brown Sharpe <dbrown@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RV: Documentos que fundamentan el reforzamiento de FAPTA







 







Buenos días don David:

Por instrucciones superiores, se remite para su conocimiento.







 







 







 







Alberto Alfaro Campos.







Secretaría, Fiscalía General de la República.







Tel. 2222-5852







De: Carlos Meléndez Sequeira <cmeleseq@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: jueves, 14 de marzo de 2019 05:34 p.m.
Para: Mónica Hernández Chacón <mhernandezch@Poder-Judicial.go.cr>; Maria Alejandra Morales Vargas <mmoralesv@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Emilia Navas Aparicio <enavas@Poder-Judicial.go.cr>; Secretaría - Fiscalía General <secre-fgeneral@Poder-Judicial.go.cr>; Fiscalía Adjunta de Probidad, Transparencia y Anticorrupción <mp-pta@Poder-Judicial.go.cr>; Notificaciones - Fiscalía Adjunta de Probidad, Transparrencia y Anticorrupción <noti-mp-pta@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RV: Documentos que fundamentan el reforzamiento de FAPTA







 







 







Licda. Monica Hernández Chacón







Licda. Maria Alejandra Morales Vargas







Departamento de Planificación del P.J







 







Estimadas señoras.







 







Sirva la presente para saludarlas de manera cordial.







 







Vista la premura con que se nos ha solicitado la propuesta de fortalecimiento de la Fiscalia de Probidad, Transparencia y anticorrupción, fiscalia espelizada  y rectora anticorrupción del Ministerio Público,  contando con la debida aprobación de la señora Emilia Navas Aparicio, Fiscala General de la República y dado que esperamos el día de hoy hasta las 16:30 hrs para conocer la propuesta del Organismo de Investigación Judicial del diseño propuesto para la creación de la  Sección Anticorrupción, por acuerdo previo del martes pasado en comisión MP- OIJ, y al no ser puesta en conocimiento al suscrito y por vencimiento del plazo, nos permitimos adjuntar los documentos de relevancia para ustedes para su estudio como insumos para su valoración para el informe solicitado al Departamento de Planificación por la Honorable Corte Plena.







 







Se ha tomado la decisión de aportarles el documento en word por si requieren tomar algo de este, además en PDF con firma digital del suscrito, así como directrices internas de metodologías de trabajo internas de FAPTA y un voto del tribunal de apelaciones para fundamentar la recalificación de una plaza de fiscal auxiliar a Fiscal.







 







Con muestras de consideración
















 







  _____  




De: Secretaría - Fiscalía General
Enviado: miércoles, 13 de marzo de 2019 08:10
Para: Carlos Meléndez Sequeira
Asunto: RV: Documentos que fundamentan el reforzamiento de FAPTA 







 







Buenos días Don Carlos







 







Me permito saludarlo. Por instrucciones de Emilia Navas Aparicio, Fiscala General, se le informa que está autorizado para remitir esta información al Departamento de Planificación.







 







Cualquier consulta estoy para servirle, 
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Directriz 01-2019 CCIGR FAPTA - Metodología interna de tamizaje de denuncias.pdf










Fiscalía Adjunta de Probidad, Transparencia y Anticorrupción
Ministerio Público






Poder Judicial
República de Costa Rica






 






PARA: Fiscales(as) y Técnicos(as) Judiciales y Jurídicos(as)
FECHA: 24 de enero del 2019






ASUNTO: Metodología interna de tamizaje de denuncias






DIRECTRIZ ADMINISTRATIVA N.º 01-2019 






METODOLOGÍA INTERNA DE TAMIZAJE DE DENUNCIAS






1. Recepción de Denuncias (usuario en ventanilla)  






1.1. Se presenta la persona usuaria al despacho y toma ficha para ser atendida o bien
según la estructura de despacho pasa directamente al mostrador para ser atendida
por el técnico judicial. Responsable: Técnico(a) Judicial (manifestador (a))






1.2. Atiende a la persona usuaria, el técnico judicial quién consulta datos básicos
como lugar de hechos, persona que va a denunciar, datos de esa persona. Luego
remite a la persona con el o la fiscal auxiliar encargada del tamizaje, entrega la
boleta (actualmente es un trozo de papel) al coordinador judicial a fin de que se
le  asigne  un  número único  y  el  o  la  fiscal  auxiliar  asignado.  Responsable:
Técnico(a)  Judicial






1.3. La persona usuaria es atendida por el fiscal que realiza el tamizaje, valora los
hechos a fin de determinar si hay una acción típica que investigar, si procede a
recibir la denuncia, ordena la recepción de la misma al técnico o técnica judicial
que le corresponda con las instrucciones y/o diligencias  necesarias  según sea el
caso. Responsable: Fiscal(a) Tamizador(a).






1.4. Entrega  el  coordinador  judicial  la  boleta  con el  número asignado al  técnico
judicial al cual se le asignó la causa, éste último llama al usuario le explica la
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diligencia a realizar y le hace las prevenciones, derechos y deberes respectivos.
Responsable:  Coordinador(a)  Judicial,  Técnico(a)  Judicial  y  Fiscal(a)
Tamizador(a).






1.5. Recibe la denuncia el técnico judicial y la traslada al o la fiscal (tamizador) para
revisión. Responsable: Técnico(a) Judicial y Fiscal(a) Tamizador(a).






1.6. Realiza la revisión de la denuncia el  fiscal (tamizador),  hace indicación a la
persona  denunciante  sobre  sus  derechos  y  obligaciones  al  interponer  una
denuncia penal y traslada a técnico judicial con su visto bueno.  Responsable:
Fiscal(a) Tamizador(a).






1.7. Imprime la denuncia el técnico judicial y recaba las firmas de la persona usuaria
y  del o la fiscal que revisó la denuncia. Responsable: Técnico(a) Judicial.






1.8. Arma el expediente el técnico judicial y lo remite con la denuncia al o la fiscal
asignado para el respectivo trámite. Responsable: Técnico(a)  Judicial.






Nota: En caso de que el usuario insista que se le reciba la denuncia en FAPTA,
pese a que la misma no corresponda tramitarla en nuestro despacho, o en caso
de que  el  expediente  se  remita  a  otra  jurisdicción,  a  partir  del  punto  1.8 el
procedimiento se amplía:






1.8.1. El fiscal tamizador hace oficio de Incompetencia en aplicación del  
memorándum  interno  de  FAPTA-01-2011,  y  se  lo  entrega  a  su  
técnico  judicial  para  armar  y  sacar  del  sistema.  Responsable:  
Fiscal(a) Tamizador(a).






1.8.2. Se remite a la Jurisdicción indicada en el Oficio de Incompetencia.






2. Recepción de Denuncias presentada por escrito  






2.1. Se  presenta la persona usuaria al despacho y toma la ficha para ser atendida o
bien  según  la estructura  de despacho   pasa  directamente al  mostrador para
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ser   atendida por el técnico judicial, inmediatamente. Responsable: Técnico(a)
Judicial.






2.2. Recibe la denuncia escrita el (la) técnico (a) judicial y la traslada al o la fiscal
(a) encargado (a) del tamizaje para que valore la admisibilidad  y tipicidad del
hecho, inmediatamente. Responsable: Técnico(a)  Judicial.






2.3. Realiza la valoración de la denuncia el o la fiscal encargado del tamizaje. Dentro
de las siguientes 24 horas. Responsable:  Fiscal(a) Tamizador(a).






2.4. Si  procede,  el  (la) Fiscal(a)  Tamizador(a) la  pasa  al  (a  la) Coordinador(a)
Judicial  o  al   encargado  del  libro  electrónico.  Responsable:  Fiscal(a)
Tamizador(a).






2.5. Ingresa el o la coordinadora judicial al libro de expedientes entrados y asigna un
fiscal para su tramitación. Responsable: Coordinador(a) Judicial.






2.6. Entrega el coordinador o coordinadora judicial al o la fiscal (a) “tamizador” (a)
la denuncia nueva  para que confeccione el oficio de distribución interna que va
dirigido al o la Fiscal auxiliar que tramitará la causa.  Responsable: Fiscal(a)
Tamizador(a). 






2.7. Entrega el (la) Fiscal (a) Tamizador (a) al Técnico Judicial la causa nueva para
entregarla al Fiscal auxiliar a cargo del trámite del expediente. Responsable:
Técnico(a) Judicial.






 






2.8. Analiza el fiscal o fiscala asignado la denuncia nueva y la entrega al técnico
judicial a cargo para armar el expediente y diligenciar lo ordenado por el o la
fiscal auxiliar. Responsable: Fiscal(a) Auxiliar. 






Nota: En caso de que el usuario insista que se le reciba la denuncia en FAPTA,
pese a que la misma no corresponda tramitarla en nuestro despacho, o en caso
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de que  el  expediente  se  remita  a  otra  jurisdicción,  a  partir  del  punto  2.8  el
procedimiento se amplía:






2.8.1. El  (la)  Fiscal(a)  Tamizador(a)  hace  Oficio  de Incompetencia en  
aplicación  del  memorándum interno  de  FAPTA-01-2011,  y  se  lo  
entrega  a  su  técnico  judicial  para  armar  y  sacar  del  sistema.  
Responsable: Fiscal Tamizador.






2.8.2. Se remite a la Jurisdicción indicada en el Oficio de Incompetencia,  
con número único de FAPTA.






3. Recepción de Denuncias por medio de correo electrónico  






3.1. Se  tiene  conocimiento  de  la  noticia  criminis  por  cualquier  medio.  (la
información ingresa de varios medios, prensa, 911, OIJ (por informe, SICCO y
por radio), vía telefónica o denuncia anónima), y se remite al fiscal tamizador
inmediatamente.  Responsables:  Fiscal(a),  Fiscal(a)  Auxiliar,  Técnico(a)
Judicial, Coordinador(a) Judicial.*






3.2. Recibe y valora la información el o la fiscal tamizador, sobre la apertura o no de
la causa penal. En caso de no aperturarse causa penal debe hacerse una Razón
de Archivo, inmediatamente. Responsable: Fiscal(a) Tamizador(a).*






3.3. En caso de aperturar causa penal, el fiscal de tamizaje le remite al Coordinar
Judicial la noticia criminis, quien imprime la denuncia, coloca sello de recibido,
ingresa al  sistema electrónico de ingreso (libro)  de  expedientes,  y  se  asigna
fiscal  auxiliar.  Se  ejecuta  inmediatamente  o  a  más  tardar  en  la  siguiente
audiencia  a  la  hora  de  recibido.  Responsable:  Fiscal(a)  Tamizaje  y
Coordinador(a) Judicial. *






3.4. Entrega  el  coordinador  o  coordinadora  judicial  al  Fiscal  “Tamizador”  la
denuncia nueva  para que confeccione el oficio de distribución interna que va
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dirigido  al  Fiscal  auxiliar  que  tramitará  la  causa.   Responsable:  Fiscal(a)
Tamizador(a). *






3.5. Entrega el Fiscal Tamizador al Técnico Judicial la causa nueva para entregarla al
Fiscal  auxiliar  a  cargo del  trámite  del  expediente.  Responsable:  Técnico(a)
Judicial.*






 






3.6. Analiza el fiscal o fiscala asignado la denuncia nueva y la entrega al técnico
judicial a cargo para armar el expediente y diligenciar lo ordenado por el o la
fiscal auxiliar. Responsable: Fiscal(a) Auxiliar.*






*Antes  de  realizar  la  distribución  interna,  debe  pasarse  la  formula  para  definir  la
complejidad del caso, con el auxilio de los(las) Técnicos(as) Jurídicos(as).






4. Inicio de Investigaciones de Oficio  






4.1. Detectada la situación de interés para investigación por  parte  del funcionario
de FAPTA, pondrá en conocimiento de los hechos al Fiscal Tamizador , quien
valorara la apertura del respectivo expediente. En caso de duda sobre la apertura
podrá valorarlo con otro Fiscal Coordinador, Fiscal de Impugnaciones o Fiscal
Adjunto.  Dentro  de  las  24  horas.  Responsable:  quien  reciba  la  noticia
criminis.






4.2. En caso de proceder la apertura del expediente, se  definirá la complejidad del
caso* y se trasladará al Coordinador Judicial la información o  documentación
para que se le asigne número único a la causa y Fiscal Auxiliar.






4.3. Entrega el Coordinador o Coordinadora Judicial al Fiscal (a) “Tamizador” (a) la
denuncia nueva  para que confeccione el oficio de distribución interna que va
dirigido  al  (la)  Fiscal  (a)  Auxiliar  que  tramitará  la  causa.  Responsable:
Fiscal(a) Tamizador(a). 
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4.4. Entrega el Fiscal Tamizador al Técnico Judicial la causa nueva para entregarla al






Fiscal  auxiliar  a  cargo del  trámite  del  expediente.  Responsable:  Técnico(a)
Judicial.






 






*Antes  de  realizar  la  distribución  interna,  debe  pasarse  la  formula  para  definir  la
complejidad del caso, con el auxilio de los(las) Técnicos(as) Jurídicos(as).






5. Recepción de Expedientes, Denuncias y Oficios provenientes de Fiscalía General  






5.1. Recibe el  o la coordinadora judicial  el  expediente,  denuncia u oficio que
remite la Fiscalía General. 






5.2. Entrega  el  coordinador  o  coordinadora  judicial  al  fiscal  “tamizador”  el
expediente, denuncia u oficio  para que valore la admisibilidad  y tipicidad del
hecho. Responsable: Técnico(a)  Judicial.






5.3. Realiza  la  valoración  de  la  denuncia  el  o  la  fiscal  encargado del  tamizaje*.
Responsable:  Fiscal(a) Tamizador(a).






5.4. Si procede, el (la) Fiscal (a) “Tamizador” (a) la pasa al coordinador judicial o al
encargado del libro electrónico.  Responsable: Fiscal(a)Tamizador(a).






5.5. Ingresa el o la Coordinadora Judicial al libro de expedientes entrados y asigna
un fiscal  o  fiscala  para  su  tramitación,  inmediatamente  o  a  mas  tardar  a  la
siguiente  audiencia  de  la  hora  de  recibido.   Responsable:  Coordinador(a)
Judicial.






5.6. Entrega el Coordinador o Coordinadora Judicial al Fiscal (a) “Tamizador” (a) la
denuncia nueva  para que confeccione el oficio de distribución interna que va
dirigido  al  Fiscal  auxiliar  que  tramitará  la  causa.  Responsable:  Fiscal  (a)
Tamizador (a). 
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5.7. Entrega el (la) Fiscal (a) Tamizador (a) al (la) Técnico (a) Judicial (a) la causa






nueva  para  entregarla  al  Fiscal  Auxiliar  a  cargo  del  trámite  del  expediente.
Responsable: Técnico(a) Judicial






Nota: En caso de que el expediente se remita a otra jurisdicción, a partir de los
siguientes puntos:






5.7.1. El (la) Fiscal(a) Tamizador(a) elabora Oficio de Incompetencia en 
aplicación  del  memorándum interno  de  FAPTA-01-2011,  y  se  lo  
entrega  a  su  Técnico(a)  Judicial  para  armar  y  sacar  del  sistema.  
Responsable: Fiscal(a) Tamizador(a). 






5.7.2. Posteriormente se remite a la Jurisdicción indicada en el Oficio de  
Incompetencia.  






*Antes  de  realizar  la  distribución  interna,  debe  pasarse  la  formula  para  definir  la
complejidad del caso, con el auxilio de los(las) Técnicos(as) Jurídicos(as).






6. Recepción  de  Denuncias  y  Oficios  provenientes  de  OIJ  para  Dirección  
Funcional.






6.1. Recibe el o la Coordinadora Judicial la denuncia u oficio que remite el OIJ, o
se apersona el investigador con la denuncia.






6.2. Realiza  la  valoración  de  la  denuncia  el  o  la  fiscal  encargado  del  tamizaje.
Responsable:  Fiscal(a) Tamizador(a).






6.3. Si procede la Dirección Funcional, el(la) Fiscal(a) tamizador(a) o el o la fiscal a
quien que corresponde la causa por rol se reúne con el investigador a cargo y se
consignan las  diligencias  a  recabar  en  la  bitácora  del  investigador,  y  el  (la)
Fiscal(a) Tamizador(a), o en su defecto, el fiscal auxiliar se deja una copia de las
diligencias  por  recabar,  inmediatamente.  (Se  vela  por el  cumplimiento  del
PROTOCOLO  DE  ACTUACIÓN  PARA  LA  APLICACIÓN  DE  LA
DIRECCIÓN FUNCIONAL. Instrucción General 01-2012). 






6.4. Una vez que se presente el informe con indicios se aplica el procedimiento
que se detalla, bajo los tiempos de duración visto en los apartados anteriores:  
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6.4.1. El(la) Fiscal(a) Tamizador(a) traslada al Coordinador(a) Judicial o al 






encargado(a)  del  libro  electrónico.  Responsable:  Fiscal(a)  
Tamizador(a) 






6.4.2. Ingresa el o la Coordinadora Judicial al libro de expedientes entrados 
y  asigna  un  fiscal  para  su  tramitación.  Responsable:
Coordinador (a) Judicial.






6.4.3. Entrega  el  Coordinador  o  Coordinadora  Judicial  al  Fiscal(a)  
Tamizador(a)   la  denuncia  con  informe  de  indicios  para  que  
confeccione el oficio de distribución interna que va dirigido al Fiscal 
auxiliar  que  tramitará  la  causa.  Responsable:  Fiscal(a)  
Tamizador(a). 






6.4.4. Entrega el Fiscal(a) Tamizador(a) al Técnico(a) Judicial la causa  
nueva  para  trasladarla  al  Fiscal  auxiliar  a  cargo  del  trámite  del  
expediente. Responsable: Técnico(a) Judicial. 






Nota:  Si el Informe del OIJ es sin indicios, el fiscal tamizador procede a desestimar la
causa.






*El Fiscal(a) Tamizador(a) valorará si la dirección funcional afecta su normal desempeño
en el despacho por más de una hora.






Se acuerda el carácter obligatorio en el cumplimiento de las directrices giradas por 
el Comité de Control Interno y Gestión de Riesgos de FAPTA.






Atentamente,






Grethel Mejía Murillo






Fiscala Tamizadora






Carlos Meléndez Sequeira                                                              Patricia Badilla Abarca






Milena Brenes Brenes                                                                      Glenn Calvo Céspedes






Alexander Valverde Peña                                                            Gabriela Quirós Guzmán
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Mayckol Serrano Mayorga                                                             Or El Centeno Ureña






Comité de Control Interno y Gestión de Riesgos






Fiscalía Adjunta de Probidad, Transparencia y Anticorrupción






Ministerio Público






Poder Judicial
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PARA: Fiscales (as) y Técnicos(as) Judiciales y Jurídicos (as)






FECHA: 24 de enero del 2019






ASUNTO: Tramitación de impugnaciones.






DIRECTRIZ ADMINISTRATIVA N.º 02-2019






MODELO PARA LA TRAMITACIÓN DE APELACIONES INTERLOCUTORIAS,






RECURSOS DE APELACIÓN SENTENCIA Y CASACIÓN






Introducción






La  Fiscalía  Anticorrupción  ha  establecido  un  nuevo  método  de  organización






administrativa, dentro del cual se ha establecido la inclusión de un fiscal de impugnaciones,






que tenga como función asumir en todas las fases del proceso los recursos que presente la






Fiscalía así la respuesta a los que presenten las partes.  






Funciones del fiscal de impugnaciones  






Las funciones del fiscal de impugnaciones son las siguientes:






1- Elaborar recursos de casación.






2- Elaborar recursos de apelación de sentencia.






3- Contestar recursos de casación presentados por las partes.
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4- Contestar recursos de apelación de sentencia presentados por las partes.






5-  Participar en las vistas de casación y apelación.






6- Asumir los recursos interlocutorios presentados por los Fiscales de FAPTA en la etapa






preparatoria e intermedia.






7- Contestar los recursos interlocutorios presentados por las partes en la etapa preparatoria






e intermedia.






8- Acudir a las vistas señaladas para defender o contestar los recursos interlocutorios.






9- Coordinar lo referente a la obtención de los recursos, prueba y demás insumos con para






la elaboración y respuesta de las distintas impugnaciones.






10- Elaborar un banco de recursos presentados y sentencias obtenidas, así como una tabla






con los  indicadores  de  gestión  y  resultados  de  los  recursos,  que  permita  tener  una






memoria sobre el trabajo realizado por la FAPTA en materia de impugnaciones.  






Gestión Administrativa.






1. Llevar un control de los casos impugnados por la Fiscalía, el nombre del fiscal que






asistió a debate, resultado del debate y resultado de la impugnación, para lo cual deberá






realizar la plantilla necesaria con el fin de poder establecer anualmente los resultados del






despacho, con la siguiente información:






Expediente Fiscal  que






asistió  al






juicio






Recomendación






del  fiscal  que






asistió al juicio






Recurso






interpuesto






Resultado  del






recurso






2. Deberá comunicar a los fiscales auxiliares y fiscales de la Fiscalía Adjunta de Probi-






dad, Transparencia y Anticorrupción, las experiencias, aciertos y desaciertos obtenidos me-
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diante las impugnaciones de este despacho, así como la jurisprudencia más reciente sobre






los temas de delitos funcionales o procesales que puedan servir para el mejor desempeño de






este despacho.






3. Deberá  alimentar  la  plantilla  de  resultados  de  las  impugnaciones  y  traslada  la






información al centro de registro estadístico.






4. La plaza de fiscal auxiliar encargado de impugnaciones tendrá como puntos de control






de su gestión: las autorizaciones de dispensa del Fiscal Adjunto, la víctima y el centro de






registro estadístico.






Método de trabajo    






A) Tramitación de impugnaciones interlocutorias   






 A.1 Formulación de recursos 






Si las resoluciones son orales, dentro del plazo de 3 horas posteriores al dictado de la






resolución, el fiscal que asistió a la audiencia deberá comunicar por escrito que presentó






recurso de apelación, en la misiva debe indicar hora y fecha de la resolución, también debe






señalar cuál autoridad jurisdiccional emitió el fallo y además mencionará de manera sucinta






los motivos y agravios que invocó al interponer el recurso, así como la prueba que ofreció






en alzada. 






Recibida  la  documentación  por  parte  del  técnico  judicial  de  impugnaciones,  éste






verifica que la grabación se encuentre disponible en el escritorio virtual, en caso contrario
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gestiona la obtención inmediata de la misma y una vez que se cuente con el registro de la






audiencia, traslada la documentación al fiscal de impugnaciones para lo de su cargo.






Tan pronto se haya recibido en el  despacho la notificación del señalamiento a vista






sobre el recurso de apelación, la persona encargada de las notificaciones comunica al fiscal






de impugnaciones quien asume la defensa del recurso ante el tribunal de alzada.  






   






Si las resoluciones son escritas, una vez que se haya notificado al despacho, sin mayor






demora  la  persona  encargada  de  las  notificaciones  pondrá  en  conocimiento  del  fiscal






instructor  la  decisión  tomada  por  la  autoridad  jurisdiccional,  el  fiscal  a  cargo  de  la






investigación tendrá un máximo de 6 horas para revisar la resolución y en caso de resultar






contraria a lo peticionado, trasladará de inmediato al  técnico judicial  de impugnaciones






copia de la resolución con indicación de recurrirla. Dado que el fiscal de impugnaciones






carece  de  conocimiento  previo  de  la  causa,  en  los  asuntos  donde  no  exista  recurso






expresamente acordado al Ministerio Público, deberá el fiscal a cargo de la investigación






indicar por escrito y de manera motivada, cuál es la afectación irreparable que le causa la






decisión del juzgador. 






  






Recibida  la  documentación,  el  técnico  judicial  de  impugnaciones  agrega  a  los






antecedentes el acta de notificación donde conste la hora y fecha en que se comunicó la






resolución  al  Ministerio  Público  y  de  seguido  traslada  la  documentación  al  fiscal  de






impugnaciones, quien se avocará al estudio del fallo, coordinará si así lo amerita con el






fiscal instructor y redactará el recurso para ser presentado dentro del tercer día de haberse






recibo la notificación en el despacho.






A.2 Contestación de recursos
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Una vez que se reciba en el despacho la notificación que convoca a vista de apelación,






la persona encargada de las notificaciones debe poner de inmediato en conocimiento al






fiscal de impugnaciones, éste último coordina con el técnico judicial a su cargo para que






verifique si la grabación de la resolución se encuentra disponible en el escritorio virtual, en






caso contrario el técnico judicial de impugnaciones gestiona la obtención inmediata de la






grabación y una vez que se cuente con el registro de la audiencia donde conste el recurso,






traslada el material al fiscal de impugnaciones para que éste acuda a la vista.






  






Si la impugnación fue presentada por escrito, tan pronto se notifique el emplazamiento






sobre  el  recurso  presentado  por  alguna  de  las  partes,  la  persona  encargada  de  las






notificaciones traslada esa comunicación al fiscal de impugnaciones, en el plazo máximo de






una hora, coordinará con el técnico judicial a su cargo para que verifique si la resolución y






el libelo de impugnación se encuentran agregados al escritorio virtual, en caso contrario el






técnico judicial de impugnaciones gestiona la obtención inmediata de copias, una vez que






cuenta con el material, agrega a los documentos copia del acta de notificación donde conste






la hora y fecha en que se notificó el fallo al recurrente. Con esta información el fiscal de






impugnaciones procede a contestar el recurso. 






B) Tramitación de Recursos de Apelación de Sentencia  






Cuando  el  fiscal  que  asistió  al  juicio  considere  que  se  debe  presentar  recurso  de






apelación de sentencia, remitirá dentro de las 24 horas posteriores al dictado de la sentencia






oral o de la lectura integral del fallo, una minuta al técnico judicial de impugnaciones en la






que  exponga  la  razón  por  la  que  considera  se  debe  impugnar  la  sentencia;  además,






consignará la hora y fecha en que las partes quedaron notificadas de lo resuelto y anotará la






fecha en que vence el período de impugnaciones. A la mayor brevedad el técnico judicial de






impugnaciones verifica que la sentencia se encuentre agregada en el escritorio virtual y en
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caso contrario gestiona la obtención inmediata de la resolución, para ello tendrá una plazo






no mayor de una audiencia, una vez que se cuente con la sentencia, traslada los documentos






al fiscal de impugnaciones para lo de su cargo. Con esos insumos el fiscal de impugnación






tendrá un plazo de tres días para decidir si acoge o no la recomendación del fiscal que






asistió al juicio y definir si apela o no la sentencia. 






Si el fiscal que atendió el juicio considera que debe apelar y se presenta una diferencia






de criterio con el fiscal de apelación, existirá la posibilidad de que el fiscal de juicio asuma






el recurso sin necesidad de presentar la dispensa al Fiscal Adjunto e informando al fiscal de






impugnaciones de las resultas.






En caso de no apelar, independientemente de la recomendación de quien atendió el






debate, el fiscal de impugnación deberá remitir dispensa con sus antecedentes, al Técnico






Judicial con copia al Fiscal Adjunto quien tendrá 2 días para resolver sobre la misma de






forma motivada puntualizando los motivos y razones de su otorgamiento o rechazo. Si se






acoge la dispensa, esta debe ser remitida de inmediato al técnico judicial de impugnaciones






para que dentro de un plazo no mayor a una audiencia comunique a la víctima que no se va






a recurrir la sentencia y así esta cuente con al menos 9 días para presentar su impugnación.  






B.1 Contestación de recursos de apelación de sentencia.






Si durante el período de impugnaciones se presenta algún emplazamiento sobre recurso






de apelación de sentencia presentado por alguna de las partes, la persona encargada de las






notificaciones traslada la comunicación al fiscal de impugnaciones, quien contará con la






asistencia  del  técnico  judicial  a  su  cargo,  así  como  del  técnico  jurídico  que  por  rol






corresponda  para que en un plazo no mayor de 24 horas consigan copia de los libelos de






impugnación presentados por las partes, una vez que se cuente con el material, se entregará






en forma inmediata al fiscal de impugnaciones para que éste proceda a contestar el recurso,
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ya sea refutando los argumentos o bien, presente una adhesión como estrategia para guardar






los intereses del Ministerio Público. 






C) Tramitación de Recursos de Casación  






C.1 Presentación de recursos de casación






Cuando el Tribunal de Apelación de Sentencia comunica al  despacho lo resuelto en






segunda instancia, la persona encargada de las notificaciones traslada sin mayor demora la






notificación  al  fiscal  de  impugnaciones.  Si  con  motivo  del  recurso  de  apelación  de






sentencia  interpuesto  por  alguna  de  las  partes  el  tribunal  de  alzada  revoca  el  fallo  de






primera  instancia  o  lo  modifica  de  manera  que  perjudique  el  trabajo  realizado  por  el






Ministerio Público, el fiscal del impugnaciones deberá interponer recurso de casación.






      






En caso que el fiscal de impugnaciones considere que no resulta oportuno presentar






recurso de casación, se aplicarán las mismas reglas que rigen para el otorgamiento de la






dispensa en sentencias de primera instancia. 






C.2  Contestación de recursos de casación.






Después  de  recibido  el  emplazamiento  por  parte  del  Tribunal  de  Apelación  de






Sentencia, respecto a la presentación de un recurso de casación, la persona encargada de las






notificaciones  pondrá  en  conocimiento  de  la  situación  al  fiscal  de  impugnaciones,  de






inmediato éste último coordina la asistencia del técnico judicial a su cargo y del técnico






PROBIDAD-COMPROMISO-RESPONSABILIDAD-INTEGRIDAD






I Circuito Judicial de San José, Edificio de Tribunales de Justicia, segundo piso.
Teléfonos: 2295 3438 / 2295 3244. Fax: 2295 3893. Correo electrónico: mp_pta@poder-judicial.go.cr























Fiscalía Adjunta de Probidad, Transparencia y Anticorrupción






Ministerio Público






Poder Judicial






República de Costa Rica






 
jurídico que por rol corresponda para que en un plazo no mayor de 24 horas, consigan copia






del  libelo  de  impugnación  presentados  por  la  parte,  así  como  la  copia  del  acta  de






notificación donde conste la hora y fecha en que se comunicó la resolución al recurrente,






una  vez  que  se  cuente  con  el  material,  se  entregará  en  forma  inmediata  al  fiscal  de






impugnaciones para que éste proceda a contestar el recurso y haga valer la posición del






Ministerio Público ante la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia.  






Lineamientos relacionados con el choque de señalamientos






 






En caso de choque de agenda serán prioritarias las vistas de apelación de sentencia y






casación sobre las apelaciones interlocutorias, en tales supuestos deberá asistir a la vista el






fiscal  encargado  de  la  investigación  y  en  los  casos  no  previstos  se  acudirá  al  rol  de






colaboración. 






Se acuerda el carácter obligatorio en el cumplimiento de las directrices giradas por el 






Comité de Control Interno y Gestión de Riesgos de FAPTA.






Atentamente,






Carlos Rodríguez Ovares






Fiscal de Impugnaciones






Carlos Meléndez Sequeira                                                           Patricia Badilla Abarca
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Milena Brenes Brenes                                                                  Glenn Calvo Céspedes
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PARA: Fiscales (as) y Técnicos(as) Judiciales y Jurídicos (as)
FECHA: 24 de enero de 2019






ASUNTO: Sobre el manejo de evidencias en FAPTA






DIRECTRIZ ADMINISTRATIVA N.º 03-2019 






Acuerdo del Comité de Control Interno sobre manejo de evidencias en nuestro
despacho






En relación a la propuesta realizada por el Comité de Control Interno y Registros de






la  Fiscalía  Adjunta  de  Probidad,  Transparencia  y  Anticorrupción,  de  fecha  lunes  1  de






octubre del año 2018. Aceptada por la mayoría de los miembros del comité y con el visto






bueno del Fiscal Adjunto Carlos Meléndez Sequeira, como jefe de despacho. Se acordaron






las siguientes modificaciones al manejo de evidencias, función que recae en el Encargado






de Bodega Evidencias, el Técnico Judicial Mayckol Serrano Mayorga.






Procedimiento interno en la gestión, custodia, traslado e inventario de evidencia






1. A partir del lunes 8 de octubre del presente año, la evidencia física o material que se






reciba en la bodega de FAPTA, se le realizará apertura por delegación y dirección de






parte del  fiscal  auxiliar,  fiscal o fiscal  adjunto (F.A.) al  técnico encargado de la






evidencia  (E.B.E.);  quien  realizara  un  inventario  detallado  (acta  de  apertura  de






evidencia que entregará un juego al fiscal a cargo de la causa) contrastando con la






prueba documental de secuestro o entrega voluntaria de aquella. 
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2. Salvo que el E.B.E. de FAPTA se encuentre realizando un trabajo complejo o el F.A.






no delegue expresamente esta actuación, el E.B.E quedará a lo dispuesto por el F.A.






del  caso,  quien  podrá  solicitarle  a  otro  funcionario  técnico  judicial  o  técnico






jurídico, la colaboración de realizar la apertura e inventario de la evidencia. 






3. Posteriormente a ello, se seguirá el procedimiento con base a circulares de manejo






de evidencias. 






4. Cuando la evidencia sea solicitada por el Técnico (a) Judicial o el F.A. del caso, será






devuelta cerrada y lacrada a la bodega de evidencias. De retirarse algún o algunos






documentos de la evidencia, deberá dejarse constando mediante acta de extracción






de  documentos  por  el  F.A.,  agregándose  en  el  legajo  de  investigación,  además






deberá remitirse  una copia digital  de aquella  acta  de extracción de evidencia al






E.B.E. 






5. Posterior a la apertura e inventario y/o análisis de la evidencia por el F.A. del caso,






si ésta regresa a la bodega de evidencias, se hará de forma cerrada y lacrada. De






solicitarse algún documento específico, el F.A. podrá solicitarle al E.B.E. mediante






autorización  vía  correo  electrónico  abrir  la  caja,  paquete  o  bolsa  y  extraer  lo






solicitado  y  de  esta  forma  este  funcionario  pueda  hacerle  entrega  al  F.A.  lo






solicitado, dejando la constancia mediante acta de extracción, debiendo remitir el






acta, la evidencia y dejándose una copia del acta- 






6. Cuando el F.A. del caso finalice con la diligencia pendiente de la evidencia extraída,






le devolverá la misma al E.B.E. y éste la introducirá en la caja, paquete o bolsa de






donde se extrajo. 
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7. Como  último  punto,  antes  que  la  evidencia  se  envíe  al  Depósito  de  Objetos






Decomisados  el  F.A.  o  por  delegación al  E.B.E.  vía  correo  electrónico.  Deberá






lacrar la caja, bolsa o paquete que no lo esté (el lacrado se hace plasmando la firma






por medio de marcador permanente o stiker adhesivo de control de evidencias). Esto






en caso excepcional referente al punto número 6, ya que no afecta la celeridad del






proceso el revisar el contenido de una caja, paquete o bolsa antes de volver a lacrar






y enviar al Depósito de Objetos Decomisados. 






Nota aclaratoria:  A la evidencia digital (discos compactos, discos duros, computadores,






llaves  mayas,  entre  otros)  se  le  realizará  apertura  por  parte  del  Encargado  de  Bodega






Evidencias. Pero los demás procedimientos mencionados no surtirán efectos a la misma, ya






que ésta no se recibe en el Depósito de Objetos Decomisados de forma cerrada. Con las






armas  de  fuego,  punzo  cortantes  entre  otras,  se  recibirán  en  el  Despacho  de  forma






aperturada. Respecto a las boletas de cadena de custodia, las mismas deberán mantenerse






fuera de paquete,  bolsa o caja con el  fin de seguir  la cadena hasta  la fase de envío al






Depósito de Objetos o Arsenal Nacional. Los informes o notas de informes se recibirán






junto con la evidencia por parte del E.B.E., el cual posteriormente entregará al fiscal (a) o






técnico judicial los mismos, a excepción de la evidencia en ese momento. 






Objetivo del acuerdo






La presente modificación tiene como finalidad:






1. Distribuir las cargas de trabajo.






2. Agilizar el trámite de manejo de evidencias.






Se acuerda el carácter obligatorio en el cumplimiento de las directrices giradas por 
el Comité de Control Interno y Gestión de Riesgos de FAPTA.
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Atentamente,






Carlos Meléndez Sequeira                                                           Patricia Badilla Abarca






Milena Brenes Brenes                                                                  Glenn Calvo Céspedes






Alexander Valverde Peña                                                            Gabriela Quirós Guzmán






Mayckol Serrano Mayorga                                                         Or El Centeno Ureña






Comité de Control Interno y Gestión de Riesgos






Fiscalía Adjunta de Probidad, Transparencia y Anticorrupción






Ministerio Público






Poder Judicial
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PARA: Fiscales (as) y Técnicos(as) Judiciales y Jurídicos (as)
FECHA: 24 de enero del 2019}}






ASUNTO: Modelo de seguimiento y supervisión de casos bimensuales que se






realiza a los fiscales auxiliares de FAPTA.






DIRECTRIZ ADMINISTRATIVA N.º 04-2019 






Modelo de seguimiento y supervisión de casos bimensuales 






que se realiza a los fiscales auxiliares de FAPTA






1.  Una  vez  ingresada  la  causa  al  sistema  de  gestión,  es  valorada  por  el  Fiscal(a)
Tamizador(a), y remitida al fiscal(a) auxiliar designado por rol si corresponde tramitar en
FAPTA.






2. Recibida la causa por el(la) fiscal(a) auxiliar,  este o esta tendrá  un plazo máximo de
cinco días hábiles a partir del día siguiente a su asignación para realizar el flujograma1 de
causas penales, que deberá contener número de causa, fecha de ingreso de la fiscalía, tipo
de investigación (dirección funcional A, B, C), imputados, ofendidos, medidas cautelares,
vencimiento de medidas cautelares, teoría fáctica (sucinta), teoría probatoria, diligencias
pendientes  de  obtener  y  sus  plazos  de  obtención,  delitos,  fecha  prescripción,  actos
interruptores, estado de la causa, fecha posible de resolución, y remitir el mismo para su
aprobación o modificación. (Plantilla 






1 El “Flujograma” es una plantilla estándar empleada en FAPTA para el registro y seguimiento de casos. 
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3. El flujograma de causas penales realizado por las fiscalas y los fiscales auxiliares deberá
ser remitido vía correo electrónico a su fiscal coordinador, para su valoración y aprobación
o modificación.






4. Para efectos de control se imprime por una única vez el flujograma de causas penales el
cual se almacenará en una carpeta (folder del Poder Judicial) por fiscal auxiliar, donde el
Fiscal  (a)  Coordinador  (a)  tendrá  un  plazo  de  tres  días  hábiles  para  hacer  las
observaciones  de  revisión,  ampliación,  modificación  o  avances  de  la  investigación,  así
como la propuesta de los plazos acordados para las diligencias y resolución.






5. Se realizará una revisión por parte del fiscal coordinador de los casos y flujogramas de
causas penales cada dos meses y la revisión de dicho flujograma y causa deberá constar por
escrito2 en el flujograma de causas penales impreso del fiscal coordinador que se llevará en
la carpeta o folder a nombre del fiscal auxiliar, y/o en hojas de reciclaje dentro de dicha
carpeta, donde se consignen las observaciones y fechas de dicha revisión.






6. El flujograma de causas penales al menos se deberá revisar cada dos meses por parte
del  Fiscal(a) Coordinador(a), o cuando el caso así lo amerite (anticipadamente) y  cada
tres meses por parte del Fiscal(a) Adjunto(a) de FAPTA. 






7. El fiscal auxiliar deberá incluir las modificaciones y plazos acordados en la actualización
del flujograma de causas penales, el cual deberá nuevamente remitir al Fiscal Coordinador,
quien lo guardará en una carpeta digital a nombre de cada fiscal auxiliar y al Fiscal Adjunto
para su revisión trimestral.






8. Una vez resueltos los casos, los flujogramas de causas penales se pasarán al final del
folder o carpeta del fiscal con la fecha de resolución o visto bueno del mismo.






2 Lo anterior debido a que no se dispone de una herramienta informática que sirva para garantizar un debido control
interno con respecto al seguimiento de la supervisión de los casos penales investigación en FAPTA.
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Se acuerda el carácter obligatorio en el cumplimiento de las directrices giradas por el 
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Carlos Meléndez Sequeira                                                           Patricia Badilla Abarca
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Resolución:  2019-0377
Expediente:  07-202582-472-PE (7)





TRIBUNAL DE APELACIÓN DE SENTENCIA PENAL. Segundo Circuito





Judicial de San José. Goicoechea,  a las siete  horas  con treinta  y cinco minutos del





siete de marzo de dos mil diecinueve.





RECURSO DE APELACIÓN interpuesto en la presente  causa seguida contra





HANNIA ESMERALDA HIDALGO CHING, quien es mayor  de edad,  de 48 años, de





oficios domésticos, soltera,  madre de cuatro hijos, con cédula de identidad número





7-103-596, nacida el 24 de febrero de 1970, hija de German Hidalgo Santamaría y de





Ana Lucía Chin Santana y vecina de Urbanización Pacuare Nuevo, Limón, por el delito





de PECULADO en perjuicio de LOS DEBERES DE LA FUNCIÓN PÚBLICA.





Intervienen en la decisión del recurso, la jueza Rosaura Chinchilla Calderón y los jueces





Alberto García Chaves y Gustavo Adolfo Rojas Gutiérrez. Se apersonaron  en esta





sede, el licenciado Carlos Rodríguez Ovares, fiscal del Ministerio Público y el licenciado





Álvaro Pérez Roda, defensor público del encartado y,





RESULTANDO:





 I.- Que mediante  sentencia  Nº 8-2019 de las once horas del once de enero de





dos mil diecinueve, el Tribunal Penal del Segundo Circuito Judicial de San José,





Goicoechea, resolvió: "POR TANTO: De conformidad con lo expuesto, artículos 39 y 41 de la





Constitución Política; 8, inciso 2 de la Convención Americana de Derechos Humanos; 1, 18, 30,





31, 45, 59, 60, 71, 74, 361 y 365 del Código Penal; y 1, 6, 10, 142, 182 al 184, 360 al 363, 365,





367 y 373 del  Código Procesal  Penal;  se declara a HANNIA ESMERALDA HIDALGO CHING





co-autora responsable del delito de PECULADO; el cual se le venía atribuyendo por parte del





Ministerio Público en perjuicio  del  patrimonio  del  Estado,  y en tal carácter se le impone DOS





AÑOS DE PRISIÓN; misma que deberán descontar en el lugar y de la forma que indiquen los





respectivos reglamentos carcelarios. Por reunir la imputada los requisitos y condiciones de ley,





se le otorga el beneficio  de ejecución condicional  de la pena por el término de tres años,





durante el cual deberá abstenerse de cometer nuevo delito doloso que resulte sancionado con





pena mayor a seis meses de prisión, en caso contrario,  le será revocado este beneficio  y





deberá descontar la pena aquí imputado junto con la nueva. Además, en consecuencia con la





condena, se le impone  la inhabilitación absoluta  para el ejercicio  de cargos públicos por el
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término de dos años a partir  de la firmeza de este fallo, lo cual, una vez firme esta sentencia,





deberá comunicarse a las autoridades respectivas. Se ordena enviar copia al Registro Judicial





de la Delincuencia  y al Instituto  Nacional  de Criminología para lo que corresponda.  Son los





gastos del proceso a cargo del Estado. NOTIFÍQUESE. Sergio Quesada Carranza. María





Gabriela Vega Carvajal. Roy Jiménez Mata. JUECES y JUEZA DEL TRIBUNAL" (sic, folios 6 a





11 del legajo confeccionado en esta sede para conocer del recurso y expediente





virtual).





II.- Que, contra el anterior pronunciamiento, el licenciado Carlos Rodríguez





Ovares, fiscal del Ministerio Público, interpuso el recurso que aquí se conoce.





III.- Que verificada la deliberación respectiva de conformidad con lo dispuesto por





el artículo 465 del Código Procesal  Penal (reformado por leyes Nº 8837 y Nº 9021 y





siguiendo la numeración indicada en la Fe de Erratas adoptada mediante acuerdo del directorio





legislativo publicado en La Gaceta Nº 51 del 12 de marzo de 2012, que es la que se usará en





este texto), el Tribunal se planteó las cuestiones formuladas en la impugnación.





IV.- Que en los procedimientos  se han observado  las prescripciones  legales





pertinentes.





Redacta la jueza Chinchilla Calderón, y;





CONSIDERANDO:





I.- El licenciado Carlos  Rodríguez Ovares,  fiscal auxiliar del Ministerio  Público,





interpuso recurso de apelación contra la sentencia condenatoria dictada en autos.





Expone, como primer reproche, la indebida fundamentación de lo decidido, con





violación a las reglas de derivación y congruencia. Indica que toda decisión debe estar





correctamente motivada conforme lo ha dispuesto la jurisprudencia constitucional y que





si bien,  entratándose de un proceso abreviado,  el análisis intelectivo no es igual al de





un proceso ordinario, eso no libera al juzgador de determinar si, con los elementos de





prueba ofrecidos por el acusador, se llega a la certeza sobre la culpabilidad del





acusado, más allá de la aceptación de los hechos que dicha persona  deba realizar.





Transcribe lo indicado en la sentencia  y concluye indicando que, en este caso, lo que





se hizo fue un simple recuento  de la prueba  documental,  sin expresar  motivo alguno





respecto a su valoración; además, en el acápite relativo a la calificación legal y sanción





aplicable, lo que se hace es esbozar  frases  de carácter genérico, con afirmaciones
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totalmente desacertadas  respecto  al bien jurídico tutelado,  sin que el patrimonio  del





Estado tenga relación alguna con la conducta reprochada.  Apunta que los objetos





sustraídos no pertenecían a la Fuerza Pública y que el bien jurídico esencialmente





tutelado con esta figura es el deber de probidad,  algo que no se mencionó en el fallo,





confundiéndose el objeto  de tutela  con el objeto de ataque,  de ahí que, considera,  se





impuso una sanción partiendo de un juicio de reproche que no está directamente





relacionado con la conducta desplegada.  Pide la nulidad de la sentencia y que se





ordene el reenvío de la causa para que, con diferente integración, se proceda a nueva





fundamentación y fijación de la sanción. La segunda queja versa sobre la falta de





fundamentación de la pena accesoria  ya que, en criterio del recurrente,  si bien el





Tribunal de instancia cuenta con facultades  para  decretar  una consecuencia  punitiva





accesoria consistente  en una pena de inhabilitación en este caso restringida  a la





prohibición de ocupar cargos públicos  también es lo cierto que los juzgadores





omitieron señalar los fundamentos  que justificaron  imponer  la citada inhabilitación por





el período de dos años. Transcribe parte de las consideraciones de la decisión





impugnada y a ello agrega  que no es posible concretar  las razones por las que se





estableció la prohibición para ejercer cargos públicos durante el lapso impuesto; que la





alusión que hizo el Tribunal respecto  a la gravedad y los límites de la pena impuesta





son aspectos  relacionados  con la pena principal y no son fundamento para la pena





accesoria, pues ambas sanciones son independientes una de la otra dado que los fines





de la pena accesoria son distintos de la principal, lo que impide que la motivación sea la





misma para ambas. Apunta que, en un asunto como este, la inhabilitación para ejercer





cargos públicos tiene como objeto  impedir a la sancionada  el ejercicio  de la función





policial de la cual se prevalió para cometer  el ilícito; no obstante,  agrega  que esta





disposición no se limita a la función policial, debido al peligro que representa continuar





ejerciendo la función pública en cualquier tipo de prestación, pues con su actuar lesionó





deber la probidad y honradez, que son valores generales a los que se deben someter





todos los empleados  o funcionarios públicos. Pide que se anule este extremo  de lo





decidido y se ordene el reenvío. Al contestar  el recurso , el defensor  se opuso a la





pretensión recursiva y pide que se declaren inadmisibles ambos alegatos  ya que lo





resuelto no le genera agravio a los intereses del ente fiscal por cuanto, en la audiencia
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donde se resolvió admitir la aplicación del procedimiento  especial abreviado,  según





consta en el registro de grabación, al minuto 12:14, la defensora pública titular Andrea





Ortiz Hernández planteó esa posibilidad a partir de la negociación de una pena principal





de dos años de prisión por el delito de peculado, así como la inhabilitación para ejercer





cargos públicos por  el plazo de dos años. Luego del trámite de rigor,  que el defensor





describe, la fiscal actuante, licenciada Patricia Badilla Abarca, a partir del minuto 16:05,





estuvo de acuerdo  con esa vía en los siguientes  términos: dos años de prisión por  el





delito de peculado  que es el extremo mínimo de la pena prevista  para  el delito  en el





artículo 361 del Código Penal y el rebajo  del tercio  que autoriza el numeral 374 del





Código Procesal  Penal; la inhabilitación para  ejercer  cargos  públicos por el plazo de





dos años (conforme  al numeral 365 del Código Penal) y estuvo anuente al eventual





otorgamiento del beneficio de ejecución condicional de la pena, aunque esto  no era





parte de la negociación. Agrega que así se aceptó el proceso abreviado y eso hace que





en el primer alegato el agravio sea inexistente y sorpresivo,  porque la pretensión





punitiva negociada por la representación fiscal fue acogida en la sentencia y se le dio el





beneficio de ejecución condicional,  no negociado,  pero la fiscal oportunamente  estuvo





de acuerdo. Agregó la pena pactada por las partes fue la impuesta y si bien el recurso





de apelación es un derecho de las partes,  esta posibilidad  no puede ejercitarse  de





manera temeraria,  abusiva ni desleal,  como en el presente  caso.  Cita el artículo que





recoge el tema del agravio y lo que, al respecto, ha indicado algún sector de la doctrina





y sostiene que, en este asunto, el recurso  carece  de toda utilidad práctica y como,





además, la sentencia  impugnada no contraviene  las expectativas  legítimas que pudo





haber tenido el Ministerio Público en este proceso, la decisión debe mantenerse.





II.- El recurso es inadmisible. (A) La apelación se incoó mediante escrito





motivado presentado ante el órgano de mérito dentro del plazo legal (aportado el 28 de





enero de 2019 según folio 12 de este legajo y que consta en el expediente electrónico,





sea antes de la fecha límite para  hacerlo,  que vencía no antes del 01 de febrero  de





2019, por haberse emitido integralmente la sentencia el 11 de enero de 2019 mediante





un proceso abreviado, por lo que la notificación a las partes operó después: ver folio 6





de este legajo y expediente virtual), por lo que, en principio, sería admisible la





apelación. Empero,  en este  asunto, es necesario  analizar, también, la legitimación e
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interés para recurrir de la parte impugnante, lo que debe efectuarse a la luz del





contenido de su apelación, conforme se dirá en el siguiente apartado. (B) Consta que el





Ministerio Público, a través de la fiscal  Patricia  Badilla Abarca,  estuvo  de acuerdo  en





que se impusiera  la pena de dos  años de prisión por  el delito  de peculado,  así como





que se fijara en dos años la inhabilitación especial  de prohibición de desempeño de





cargos públicos (ver  acta  de folio 4 frente  y vuelto de este  legajo).  Esa fue la misma





sanción que se impuso en la sentencia impugnada. El aquí recurrente, según él mismo





estipula al pie de la firma  que ubica al final de su libelo de impugnación, es un fiscal





auxiliar. Por ello, es menester recordar el contenido del artículo 18 de la Ley Orgánica





del Ministerio Público que rige sus funciones: "Artículo 18. Enmienda. El superior jerárquico





podrá enmendar, mediante dictamen fundado y con indicación del error o errores cometidos, los





pronunciamientos o solicitudes del inferior, mientras no se haya dictado la resolución





correspondiente. Igualmente,  una vez dictadas estas resoluciones o cualesquiera otras, dicho





superior podrá ordenar a otro representante del Ministerio  Público la interposición de los





recursos que la ley autoriza, o que se haga cargo de la continuación del procedimiento." Esa





disposición fue consultada, en su constitucionalidad, por esta Cámara, con una





integración parcialmente diferente a la actual (R. Chinchilla; K. Jiménez y J. Campos) al





considerar que violentaba la igualdad ante la ley, al otorgarle al ente fiscal una potestad





que no tenían otros sujetos procesales, según consta en el voto número 2013-1586. Sin





embargo, la Sala Constitucional determinó que no era así (ver voto número





2013-11372). Por ello, sigue vigente y resulta aplicable a la especie. Dado que el





apelante no es superior de la fiscal que avaló la solicitud de proceso  abreviado,  ni





consta en autos que él haya sido designado,  en virtud de enmienda jerárquica, con





dicho propósito, no podría atenderse su gestión, pues carece de legitimación.





Adicionalmente, el artículo 439 del Código Procesal Penal establece:  "Agravio. Las





partes sólo podrán impugnar las decisiones judiciales que les causen agravio, siempre que no





hayan contribuido a provocarlo. El recurso deberá sustentarse en el reproche de los defectos





que causan la afectación. El imputado podrá impugnar una decisión judicial  aunque haya





contribuido a provocar el vicio, en los casos en que se lesionen disposiciones constitucionales o





legales sobre su intervención, asistencia y representación" (el destacado es externo). Como





en este asunto, de haber algún yerro en lo resuelto sobre la calificación y monto de las





penas, este fue provocado por la misma parte acusadora, no procedería la
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impugnación salvo que se siguiera aquel procedimiento  de excepción que, como se





dijo, no se ha cumplido. En todo caso, y dicho esto a mayor abundamiento para





concluir que ni aún siendo admisible podría aceptarse la tesis del apelante, la sentencia





sí fundamentó, dentro de las limitaciones que impone el proceso abreviado (que





impiden que se reciba prueba oral y que esta se contradiga) todos los aspectos





relevantes al referir:  se contó con las declaraciones  y aceptación de los hechos de la





propia acusada Hidalgo Ching, quien, previa advertencia de su derecho legal y constitucional de





abstenerse de declarar, admitió como ciertos los hechos acusados en la pieza acusatoria fiscal.





En resumen,  aceptó que entre el veintiséis de noviembre  y el tres de diciembre  del dos mil





siete, en Limón, siendo funcionaria  de la Fuerza Pública de Limón y pretendiendo  sustraer





partes de vehículos que se encontraban decomisados y bajo su custodia en Delegación Policial





de Cieneguita, llamó al señor Ricardo Sojo Solís y le indicó que tenía una chatarra (partes de





vehículos decomisados) que quería venderle, ubicada en la Delegación Policial de Cieneguita.





De igual forma admitió que el cuatro de diciembre del dos mil siete, en Cieneguita de Limón, al





ser aproximadamente  las nueve horas con treinta minutos, estando en ejercicio de sus





funciones como oficial de la Fuerza Pública procedió a sustraer partes de los vehículos





decomisados que se encontraban  bajo su custodia  y le vendió las partes de los mismos  al





señor Ricardo Sojo Solís por la suma de treinta mil colones por kilo de hierro; siendo que este





señor Sojo Solís procedió a enviar a Dennis Wilson Hurtado y Jorge Cortés Bains (a quien se le





siguió causa separada por ser menor), quienes procedieron a desmantelar los vehículos





vendidos. Y por último, indicó que es cierto que los encartados Dennis Wilson Hurtado y Jorge





Corrales Barns fueron sorprendidos por oficiales de la Fuerza Pública mientras se encontraban





desmantelando los vehículos estando ella allí presenciando los hechos. Fíjese que la acusada





Hidalgo Ching acepta  los  hechos ilícitos acusados en forma libre y espontánea, sin entrar en





reservas ni condiciones en cuanto a algún punto acusado; por lo que siendo que además, como





de seguido se expone y analiza, su versión resulta coherente con el resto de la prueba





documental, pericial y material incorporada, sin existir ninguna que la contradiga o desacredite,





este Tribunal le otorga plena y total credibilidad a la misma. En primer orden, se incorporó como





prueba documental,  el informe  de la Fuerza Pública No. 1267-12-2007-DNR,  de fecha 4 de





diciembre del 2007, visible en el expediente virtual de folio 1 al 4, en el cual la policía informa





de lo ocurrido, identificando los bienes que fueron vendidos en forma ilegal por la acusada, las





evidencias con fotografías producto de la inspección, y finalmente la identificación plena de la





aquí procesada Hidalgo  como única autora. De seguido una certificación del Ministerio  de
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Seguridad Pública, Delegación Policial de Limón, donde se certifica que la aquí acusada estaba





nombrada como oficial  para la fecha de los hechos,  laborando en el lugar  de los hechos y el





puesto que ocupaba  para ese día en específico. Así también se tuvo por incorporada a este





proceso el acta de revisión e inspección y sus secuencias fotográficas del O.I.J. con fecha 4 de





diciembre del 2004, visibles de folio 8 al 10, así como su ampliación con la misma fecha, donde





se detalla  las partes y/o bienes  faltantes  de los vehículos decomisados  que fueron vendidos





( ) se ha logrado  llegar  a la verdad de lo ocurrido,  como es el hecho de que la imputada,





encontrándose en el ejercicio  de sus funciones  como oficial  de la Fuerza Pública, y bajo la





custodia de varios vehículos decomisados, permitió que fueran desarmados y luego procedió a





vender partes de los mismos  para su propio beneficio;  pues inclusive,  contra los anteriores





elementos probatorios  de cargo que sustentan el hecho ilícito endilgado,  no existe ninguna





probanza de descargo que desacredite  que no fue así; ni siquiera  que ponga en duda al





Tribunal, más bien, como se esgrimió al inicio de este aparte, la misma acusada corrobora que





efectivamente, así fue como se desarrolló y se consumió el hecho ilícito. Así las cosas, a este





Tribunal no le cabe ninguna duda de que la acusada Hidalgo Ching es la co-autora responsable





(junto con otros dos sujetos procesados por apartes por su edad) del lamentable hecho ilícito





acusado como cometido en perjuicio del Estado; el cual se procederá a calificar en el próximo





aparte, y como tal, es merecedora de una sanción penal, como de seguido se impondrá





conforme al derecho y la justicia. V.- CALIFICACIÓN LEGAL, SANCIÓN APLICABLE,





BENEFICIO DE EJECUCIÓN CONDICIONAL  DE LA PENA, E INHABILITACIÓN ( ) tal y





como se acusó por el Ministerio  Público, la misma encuadra en el tipo penal contenido  y





sancionado en el numeral  361 del  Código Penal,  como es Peculado. Lo anterior  dado que la





acusada, de común acuerdo con dos sujetos más procesado por aparte desconocidos  y





conforme a un plan establecido, optaron por sustraer bienes en forma ilegítima





pertenecientes al Estado, los cuales estaba bajo su custodia  en razón de su cargo como





oficial de la Fuerza Pública, y procedió a venderlos  en provecho  propio.  Además, no existió





error de tipo alguno que exima la acción típica de la acusada; con la cual, la acusada Hidalgo





violentó la norma jurídica señalada, en la forma expuesta, analizada y acreditada; por ende el





bien jurídico tutelado  en la misma, a saber, el patrimonio  del Estado,  sea la Hacienda





Pública, en forma considerablemente grave. ( ) El motivo por el cual la acusada realizó el





hecho ilícito, sea lo que la determinó para contra la patrimonio del Estado, fue su simple deseo





de aumentar su patrimonio aunque sea de forma ilegítima. A la acusada se le debe reconocer





que ha optado por cooperar con la administración de justicia y someterse al abreviado,





aceptando su responsabilidad,  de una manera valiente,  sin necesidad  de ir a un juicio.  La
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acusada es una persona  adulta  joven, de cuarenta  y ocho años de edad y soltera  pero con





cuatro hijos que dependen de ella en todo sentido, como señaló en su identificación durante la





audiencia que precede a este proceso, y consta en la certificación de delincuencia que rola en





el expediente virtual citada supra. Y por último, debe tomarse sumamente en cuenta, el hecho





de que se ha llegado  a una sentencia  en virtud  de un proceso  abreviado,  por lo que debe





respetarse la pena negociada si resulta legítima, racional y proporcional al hecho cometido y





sus consecuencias, como bien ha establecido reiteradamente nuestra jurisprudencia patria en





materia penal, siendo posible rebajar la misma, pero en ningún caso aumentarla más allá de lo





pactado, y la misma es de: DOS AÑOS DE PRISIÓN, que corresponde a la pena mínima con





un rebajo de un tercio de la pena, tal y como autoriza el numeral 374 del Código Procesal Penal





( ) Además de lo anterior, tal y como fue también pactado en este proceso especial,  de





conformidad con el numeral  365 del mismo Código Penal, y en consecuencia  con el delito





condenado, su gravedad y los límites de la pena aquí impuesta, se le impone la





INHABILITACIÓN ABSOLUTA para el ejercicio de cargos públicos por el término de DOS





AÑOS a partir de la firmeza de este fallo, lo cual, una vez firme esta sentencia,  deberá





comunicarse a las autoridades respectivas.  (el destacado es suplido). Como se observa, sí





se analizó, con la poca prueba existente,  el correlato de la aceptación de hechos que





hizo la encartada y si bien las referencias a la titularidad de los objetos apropiados y al





bien jurídico no son exactas (lo primero porque los vehículos estaban en custodia





policial pero no eran del Estado y lo otro porque, para precisar aún más lo que estipula





el fiscal, el peculado es, en algunos casos,  un delito pluriofensivo, aunque siempre





afectará la probidad), lo cierto es que nada de eso tiene implicaciones ni en la





responsabilidad de la persona juzgada ni en la pena fijada, que se estipuló conforme a





lo pactado. Finalmente, si bien la naturaleza y fines de la inhabilitación son diferentes a





otras sanciones, lo cierto es que el monto se pactó, de modo que no podría





incrementarse en un eventual reenvío y hay consideraciones  (sobre la conducta  de la





encartada) que sí son válidas de tener en consideración para  ambas  sanciones.  Por





ende, debe declararse inadmisible la impugnación.





POR TANTO:





Se declara inadmisible el recurso interpuesto por el licenciado Carlos Rodríguez





Ovares, fiscal auxiliar del Ministerio Público. NOTIFÍQUESE.
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Rosaura Chinchilla Calderón





Alberto García Chaves                           Gustavo Adolfo Rojas Gutiérrez
Jueza y jueces





Expediente: 07-202582-472-PE
Imputada  : Hannia Esmeralda Hidalgo Ching
Ofendido  : Los deberes de la función pública
Delito     : Peculado
RCHINCHIC
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Fortalecimiento de FAPTA.doc



San José, 12 de marzo de 2019.





Sra. Emilia Navas Aparicio





Fiscala General de la República





Ministerio Público.





Poder – Judicial.





Estimada señora:





         Sirva la presente para saludarla de manera respetuosa.





         Con motivo del acuerdo tomado por Corte Plena el pasado lunes 5 de marzo por  unánime, gracias a las gestiones realizadas por la Magistrada Nancy Hernández, en calidad de presidencia de la Comisión de Transparencia del Poder Judicial y con base en su solicitud,  me permito elevar el planteamiento del suscrito para fortalecer la Fiscalía de Probidad, Transparencia y Anticorrupción en adelante FAPTA. 





         El presente planteamiento se basa en la necesidad urgente y apremiante de  dotación de mayores recursos técnicos, materiales y humanos, para dar cumplimiento a las políticas de persecución penal contra la corrupción dispuestas por su persona como fiscala general de la república, y poder convertirlas en objetivos estratégicos- operativos por parte de la Fiscalía de Probidad, Transparencia y Anticorrupción- en adelante FAPTA para dirigir las investigaciones con la nueva Sección anticorrupción del organismo de investigación judicial que tendrá que diseñarse para hacer efectivas sus políticas de persecución. 




         I. Recurso o talento humano necesario con base en las metodologías de trabajo de FAPTA y conformes a la descentralización de la jurisdicción penal de hacienda y de la función pública.





           Para poder ser más eficaces,  requerimos mayor dotación de personal técnico judicial y profesional calificado de fiscales auxiliares, y otros profesionales en otras ramas de las ciencias, por ejemplo un o una criminóloga. 





         En la actualidad FAPTA ha diseñado y rediseñando sus metodologías de trabajo de abordaje de los casos en investigación,  para ser más eficiente con la administración de los recursos materiales y humanos que cuenta, sin embargo FAPTA San José, cuenta con recursos humanos limitados, por ejemplo técnicos /as judiciales que trabajan con tres (3) y hasta cuatro (4) fiscales auxiliares, además adicionalmente  con fiscales, con una carga de trabajo importante.




       En la actualidad cuenta con doce (12) fiscales auxiliares en San José, con 6 técnicos judiciales que coadyuvan en la tramitología de casos penales con una coordinadora judicial;  un (1) fiscal auxiliar en Liberia, con un (1) técnico judicial, un (1) fiscal auxiliar en Puntarenas a partir del mes de febrero de este año, sin técnico judicial,  ya que se traslado una plaza de fiscal auxiliar de San José a aquella provincia, una (1) fiscal auxiliar en Quepos, con (1) un técnico judicial,  un (1) fiscal auxiliar en Santa Cruz, con un (1) técnico judicial,   una (1) fiscal auxiliar en Pérez Zeledón, con una (1) técnica judicial,  una (1) fiscal auxiliar de corredores, con una (1) técnica judicial y una (1) fiscal auxiliar en San Carlos con (1) técnico judicial, para un total de diecinueve (19) fiscales auxiliares a nivel nacional encargados del tema anticorrupción. Actualmente se planifica la apertura o descentralización de la jurisdicción penal de hacienda y de la función pública, que consideramos una necesidad ya que no dio los resultados esperados con incrementos en mora judicial de los casos de corrupción con el modelo centralizado en el Segundo Circuito Judicial de San José.




En resumen sería:





FAPTA San José





					1 fiscal adjunto




					Cuatro (4) fiscales




					Doce (12) fiscales auxiliares 




					Seis (6) técnicos judiciales que tramitan casos penales.





Una (1) Técnica coordinadora judicial.





Un (1) técnico Judicial encargado de bodega de evidencias.





Un (1) técnico judicial encargado de preparación de audiencias y debates.





Dos (2) técnicos jurídicos tiempo completo





Dos (2) técnicas jurídicas medio tiempo





 














FAPTA Sede Regional Guanacaste.





Santa Cruz





					1 Fiscal coordinado de todo Guanacaste




					1 Fiscal auxiliar




					1 Técnico judicial  














Liberia.




					1 Fiscala auxiliar 




					1 técnico judicial














FAPTA Sede Regional Zona Sur.





Pérez Zeledón





					1 Fiscala coordinadora de toda zona sur.




					1 Fiscala auxiliar 




					1 técnica judicial














Corredores.





					1 Fiscala auxiliar




					1 técnica judicial














Quepos.





					1 Fiscala auxiliar 




					1 Técnico Judicial 














FAPTA Puntarenas. 




					1 fiscal auxiliar 




					No tiene técnico judicial














En la composición actual ser requiere un o una técnica judicial como plaza nueva para el fiscal auxiliar de Puntarenas.




                        Sin duda es totalmente necesario dotar de recursos al OIJ y a la FAPTA, profesionalizar y capacitar conjuntamente a fiscales, peritos y policías en técnicas y estrategias de investigación  de los delitos de corrupción privada, económica, transnacional (sobornos transnacionales), política, estructural y dentro del crimen organizado, ya que la experiencia ha quedado corta únicamente con tratamiento de corrupción pública de niveles medios y bajos. 





          Además como se ha venido comportando las denuncias, con incremento en los casos penales, por ejemplo el circulante inicial a enero del 2018 en relación a enero del 2017 creció en 57% y el circulante inicial de enero 2018 a enero de este año 2019 creció un 53%, es decir que la constante es el crecimiento de más de un 50% cada inicio de año.




Cuadro comparativo de estadística de casos de FAPTA 2017-2018




					Código 1218 anticorrupción 




					2017




					2018









					Circulante inicial enero




					69




					122









					Casos entrados durante el año




					217




					359









					Casos reentrados




					16




					17









					Testimonio de piezas




					0




					0









					Terminados al 31 de dic.




					179




					265














					Código 1218 anticorrupción




					2017




					2018









					Acusaciones




					15




					38









					Sobreseimientos definitivos




					21




					26









					Desestimaciones




					50




					79









					Criterios de oportunidad




					1




					1









					Acumulaciones




					13




					17









					Incompetencia




					79




					104














Fuente: Datos del sistema informático para memorial realizado por la coordinadora judicial de FAPTA para rendición de cuentas 2019.




           De aquella forma hay más investigaciones en FAPTA, donde se está proyectando cierres de año con circulantes activos en investigación entre 28 a 32 casos por fiscal auxiliar que dirigen las investigaciones, donde al menos dos tercios de esos casos son de alta complejidad y la gran mayoría en cola para investigaciones prontas por parte del OIJ.




           Sin bien es cierto hubo una mayor productividad y eficiencia en casos terminados en el año 2018 con 86 casos más resueltos en comparación del año 2017, lo cierto es que cada vez ingresa más denuncias y de mayor complejidad para desarrollar investigaciones penales, lo cual sin una sección robusta y multidisciplinaria del OIJ de investigación anticorrupción, y más fiscales auxiliares que dirijan estas investigaciones,  es muy probable que se incremente los tiempos para la resolución de casos en la etapa preparatoria o investigación,  con rezagos importantes de tiempo no de meses sino de años.





A.- Reforzamiento con plazas nuevas.





             Así, las cosas en procura del fortalecimiento de FAPTA se requiere tomando como base la descentralización de la jurisdicción penal de hacienda y de la función pública en los circuitos judiciales centrales de cada provincia, y con base en el planteamiento del Departamento de Planificación del Poder Judicial, se necesitarían las siguientes  nuevas plazas de fiscales auxiliares y técnicos judiciales para FAPTA, para que se encarguen de las regiones territoriales que hoy no tienen presencia de fiscales auxiliares anticorrupción para que dirijan o asesoren de otras investigaciones de  corrupción de menor complejidad a las y los fiscales territoriales, a saber:





					Alajuela 




					Fiscal/a auxiliar




					Técnico/a judicial  









					Cartago 




					Fiscal/a auxiliar




					Técnico/a judicial









					Heredia 




					Fiscal/a auxiliar




					Técnico/a judicial 









					Limón 




					Fiscal/a Auxiliar 




					Técnico/a judicial 









					Liberia 




					Fiscal/a Auxiliar 




					Técnico/a Judicial 














Para un total de cinco (5) plazas de fiscales auxiliares y cuatro (4) plazas de técnicos (as) judiciales. 




Los juicios de Alajuela, Cartago y Heredia serán abordado con una (1) nueva  plaza de fiscal de juicio, de tener choques de señalamientos, se apoyará en la plaza de fiscales de juicio de San José, quienes tendrá a cargo los debates que se celebrarán en el II Circuito Judicial de San José, correspondiendo al I, II Y III circuito Judicial de San José, que serán los debates más  largos y complejos con base en el modelo de trabajo.





Los debates de la zona del atlántico, tendrá que crearse una (1) plaza de fiscal de juicio, ya que por la lejanía sería más complicado y con un impacto presupuestario importante estar trasladando fiscales de juicio desde San José a Limón.





					Fiscal de juicio 




					Alajuela, Cartago y Heredia









					Fiscal de juicio




					Limón














Para un total de dos (2) plazas de fiscales de juicio adicionales.





En todo caso, el tema de los debates de existir choques de agenda o varios señalamientos deberá que apoyarse entre las y los fiscales de juicio de las fiscales territoriales de ser necesario.




Debe tomarse en cuenta que de conformidad con el informe del Departamento de Planificación del Poder Judicial,  de trasladarse plazas de fiscales auxiliares de FAPTA- San José a otras regiones del país, quedarían únicamente siete (7) plazas de fiscales auxiliares en San José, para encargarse de los casos de mayor complejidad de corrupción en sus distintas modalidades, lo cual se convertiría en una necesidad reforzar este apartado para dotar de mayor cantidad de fiscales auxiliares para investigaciones que versan sobre corrupción dentro del crimen organizado, como se dirá en el siguiente apartado.  





b.- Recalificación de plaza de fiscal auxiliar.





Por otro lado, dentro de la estructura funcional de FAPTA existe un fiscal auxiliar encargado de actuar en las distintas etapas recursivas de impugnaciones, dado que su actuación versa sobre recursos de apelación de sentencia, recursos de casación, recursos interlocutorios de resoluciones judiciales apelables, donde pudo actuar fiscales de juicio y teniendo una plaza de fiscal auxiliar de menor escalafón dentro de la organización se requiere la recalificación de dicha plaza de fiscal auxiliar a fiscal. 





					Recalificación de plaza de fiscal auxiliar a fiscal para impugnaciones de FAPTA-San José.














Como fundamento de lo señalado se adjunta la directriz administrativa No. 02-2019 de FAPTA y la Resolución No. 2019-0377 del Tribunal de Apelación de Sentencia penal del II Circuito Judicial de San José de las 7:35 hrs del 7 de marzo del 2019, esta última resolución jurisdiccional fundamenta la necesidad de que funja en esa labor un o una fiscal.




II.- Aspectos de reorganización funcional de FAPTA con base en políticas de persecución penal de la Fiscalía General y la corrupción dentro de la delincuencia organizada.





En relación con la Fiscalía Adjunta de Probidad, Transparencia y Anticorrupción la política de persecución emitida por la Fiscalía General se enfoca en un abordaje integral de los casos de corrupción, más allá de si el delito se relaciona a los tipificados directamente en contra de la función pública y la Ley 8422.  





A partir de esto, y sin incumplir con la obligación legal de crear la Fiscalía especializada de crimen organizado, se plantea a su persona como Fiscala General conforme a lo dispuesto en los numerales 3, 7, 13, 21, 25 y 31 de la Ley orgánica del Ministerio Publico; el instructivo 01-2016 y previendo el funcionamiento de las fiscalías nacionales según el proyecto de Ley de Carrera Fiscal,  por un principio de especialidad la necesidad de crear fiscales auxiliares especializados en crimen organizado de corrupción. a cargo de la Fiscalía Adjunta de Corrupción, Transparencia y Anticorrupción para que lideren las investigaciones sobre los objetivos país,  causas de corrupción compleja y transnacional; aprovechando con ello la existencia de los insumos de la reorganización de FAPTA entre otros con el fiscal de valoración inicial y de dirección funcional, fiscal auxiliar de impugnaciones
 y el centro de registro, análisis estadístico; fortaleciendo con esto la persecución de la corrupción tanto interna como externa, proveyendo al país de un despacho que cumple con los requerimientos en lucha contra la corrupción que alcance un estándar internacional.





Actuación respaldada por la Convención de las Naciones Unidas Contra la Corrupción, la Convención Interamericana Contra la Corrupción.





De esta forma todas las causas penales con esa declaratoria procesal y que cuenten con un funcionario en su estructura o estén relacionadas a la gama de delitos contra la función pública, podrá efectuar la investigación utilizando la experiencia ya adquirida en estos delitos, cuyo abordaje está íntimamente relacionado también a las técnicas de investigación de la delincuencia económica y otras, serán absorbidas y lideradas por este grupo de fiscales auxiliares de crimen organizado de corrupción.




Lo antes señalado, nos obliga a diseñar el abordaje de la corrupción compleja y transnacional -que finalmente son las causas que serían las candidatas a gestionar la declaratoria de crimen organizado- implicando el conocimiento en materia económico, ambiental, administrativa, civil; con técnicas de investigación que incluyen peritajes económicos y el involucramiento de redes interinstitucionales, así como cooperación internacional, aún antes de contar con la identificación plena de toda la estructura criminal, por lo que trasladar estas causas a un despacho sin esa experticia aumentará los plazos de la instrucción del sumario lo que debilita la actuación del ente fiscal.




De ahí que lo proyectado sea aprovechar la estructura de la Fiscalía Adjunta de Probidad, Transparencia y Anticorrupción y calificar a un grupo de trabajo como fiscales de corrupción y crimen organizado de FAPTA, a fin de que las investigaciones de este carácter mantengan la especialización en la materia haciendo uso de la estructura de la nueva sección anticorrupción del OIJ para las investigaciones.




Para cumplir tal labor funcional,  con base en la reorganización señalada se requerirá al menos de las siguientes plazas: Seis (6) fiscales auxiliares y una plaza de  (1) fiscal con tres (3) técnicos judiciales, es decir se compartiría técnicos judiciales, uno por tres fiscales auxiliares y uno con recargo con el fiscal.  




					1- Fiscal/a auxiliar crimen organizado – corrupción 




					Técnico/a judicial 









					2.- Fiscal/a auxiliar crimen organizado – corrupción




					









					3.- Fiscal /a auxiliar crimen organizado – corrupción 




					Técnico/a judicial









					4.- Fiscal /a auxiliar crimen organizado – corrupción 




					









					5.- Fiscal /a auxiliar crimen organizado- corrupción 




					Técnico/a judicial 









					6.- Fiscal auxiliar crimen organizado-corrupción 




					














					(1) un o una fiscal de crimen organizado-corrupción encargado de coordinar a las y los fiscales auxiliares y realizar los debates.














Para un total de seis (6) fiscales auxiliares, un o una (1) fiscal y tres (3) técnicos /as judiciales.     




III.- Talento Humano en otras ciencias sociales con base en la nueva estructura funcional organizativa de FAPTA.





3.1 Criminología 




Dentro del nuevo diseño de análisis del fenómeno criminal de corrupción, FAPTA ha ideado un grupo de trabajo denominado “Centro de registro, estadístico, de monitoreo y de análisis de interpretación de resultados” que debe aanalizar  para el monitoreo de FAPTA y la toma de decisiones interna y que contribuya a la definición de las políticas de persecución en materia de delitos funcionales a nivel nacional que debe proveerle a la Fiscala General.




Entre sus objetivos más relevantes estarían: 





· Construir los indicadores de gestión y resultados cuantitativos y cualitativos.





· Ubicar la información necesaria para el cálculo periódico de los indicadores cuantitativos y las fuentes para verificar los indicadores cualitativos.





· Realizar el seguimiento y cálculo periódico de los indicadores que se definan por  la Fiscalía General y FAPTA y los de carácter internacional.





· Diseñar una línea de base con el fin de identificar el estado de la situación al momento de la implementación del rediseño de FAPTA y facilitar la comparación posterior sobre su impacto en la mejora de gestión y resultados.





· Elaborar informes analíticos a partir de los resultados de monitoreo de indicadores y también de trabajo de campo en comunidades para presentarlos a la jefatura y al Comité de Coordinación de FAPTA, con algún grado de periodicidad también a petición específica cuando se requiera.





· Interpretar y caracterizar los fenómenos criminales relacionados con corrupción y delitos funcionales desde las circunstancias sociales, criminológicas,   históricas e institucionales de su contexto regional y criminal.





· Coadyuvar en funciones de control interno por medio de la detección de riesgos y propuesta de medidas de mejora.





· Elaborar la memoria anual y el informe de resultados de FAPTA. 





· Diseñar un modelo de rendición de cuentas específico para FAPTA que se desprenda de las políticas de persecución penal definidas en la materia y que contemple las principales políticas institucionales.




Para llevar a cabo esta esencial y novedosa labor estratégica, se requiere una (1) plaza de criminólogo (a),  para que forme parte del equipo de trabajo que tendrá con recargo de funciones actuales en FAPTA, para los estudios y análisis de los distintos delitos, sus causas, consecuencias, victimas, imputados y las formas de prevención y sanción para que brinde sus recomendaciones para brindar los insumos a la fiscala general para ser tomados en cuenta para la emisión de políticas de persecución penal anticorrupción.





					Un (1) criminólogo/a














3.2. Área de transparencia. 





FAPTA desarrolla su plan de transparencia por medio de dos profesionales, una (1) comunicadora y una (1) socióloga encargadas entre otras funciones medulares y que no pueden ser sustituidas por las y los fiscales. En la actualidad están ubicadas en dos plazas de profesionales facilitadas o prestadas por la Unidad Administrativa del Ministerio Público, plazas que fueron diseñadas para ubicar un administrador regional para las distintas oficinas del Ministerio Público.




A consecuencia de lo supra señalado FAPTA requiere una (a) plaza de socióloga y un o una plaza para las comunicaciones y proyección.





Estas plazas realizan las siguientes funciones con una proyección a ampliarse:





Proceso de trabajo conjunto con la ciudadanía para poner a su disposición herramientas que permitan prevenir, detectar y denunciar actos de corrupción. Esta labor responde a la necesidad de los grupos organizados que demandan mayores espacios de participación dentro de la institución fiscal-manifiesta en solicitudes formuladas durante los primeros meses del año 2019 ante la máxima autoridad jerárquica del Ministerio Público específicamente sobre fenómenos relacionados con corrupción política, en espacios como régimen municipal- además encuentra sustento y justificación en políticas institucionales en materia de Participación Ciudadana, Justicia Abierta y disposiciones para atender a los Objetivos de Desarrollo del Milenio dentro de los Planes Anuales Operativos de los despachos.





Por la naturaleza de estas tareas en el rediseño de FAPTA es precisa la integración de una persona profesional en sociología, que desde su experticia desarrolle funciones de investigación, mapeo de actores sociales en las comunidades, lidere procesos de construcción colectiva en la forma de planes de trabajo con las fuerzas vivas, facilite procesos de formación y capacitación dirigidos a sociedad civil, entidades e instituciones públicas, propicie canales de comunicación entre la ciudadanía, cuerpos policiales y la Fiscalía de Probidad  y, en etapas posteriores, se encargue del seguimiento de los acuerdos y su sistematización.





La persona destacada en este puesto debe también encargarse de tareas de compilación procesamiento y análisis de información relevante registrada en los sistemas electrónicos y controles físicos de FAPTA, lo que permitirá sustentar la toma de decisiones y la definición de políticas de persecución de los delitos funcionales y de corrupción, considerando el contexto social en que surgen estos actos y sus posibles causas y condiciones. Para esta tarea es necesario que el o la profesional se integre dentro del flujo de información en los procesos de tamizaje o valoración inicial de las denuncias,  impugnaciones y análisis de flujogramas.





Por su parte, el profesional en comunicación desarrolla tareas dentro del proceso de trabajo de la Fiscalía Adjunta de Probidad, Transparencia y Anticorrupción como el o la encargada de diseñar e implementar un sistema de transparencia y acceso a la información pública, que -dentro de las restricciones propias establecidas por la ley en relación con el mandato del Ministerio Público- permita mejorar la comprensión de los usuarios (ciudadanía, instituciones y medios de comunicación ) sobre su papel y el desempeño de la Fiscalía Anticorrupción, así mismo, el desarrollar procesos de formación con el personal del Ministerio Público sobre los conceptos, metodologías, instrumentos e importancia de la transparencia y rendición de cuentas como un medio eficaz para prevenir la corrupción y mejorar la comunicación con la población nacional y medios de comunicación.





Otras de las tareas ha ejecutar es el impulsar los valores institucionales en la Fiscalía Anticorrupción como un método de prevenir actos de corrupción, falta de ética y probidad en el personal de la FAPTA. Proporcionar de manera responsable a los medios de comunicación datos referentes sobre las diligencias judiciales o el estado de las investigaciones que tramite FAPTA; asesorar al personal fiscal en el área de comunicación con la prensa, y coordinar con el despacho sobre los contenidos pertinentes en comunicación.





Finalmente, con el objetivo de fortalecer la transparencia dentro del Ministerio Público es necesario que un equipo interdisciplinario, en el que se integren las disciplinas de sociología y comunicación, desarrolle lineamientos y herramientas metodológicas para estandarizar e institucionalizar la práctica de rendición de cuentas de acuerdo a criterios objetivos y variables de interés para la sociedad civil, así como procurar una participación considerable de actores externos y medios de comunicación en la validación de las rendiciones de cuentas de cada una de las fiscalías.





Todas estas labores y funciones por ser otras ciencias, se sugiere que sean entrevistadas las profesionales Andrea Bermúdez, socióloga y Monica Álvarez comunicadora en el área de transparencia de FAPTA, quines podrán ser contactadas a sus correos electrónicos oficiales en su orden abermudezca@poder-judicial.go.cr y malvarez@poder-judicial.go.cr




					Una (1) comunicadora




					Una (1) socióloga














    IV. Espacio físico estructural.




El fortalecimiento de FAPTA en cantidad de personal y por la información confidencial  que se maneja,  requerirá espacio físico adecuado para realizar sus funciones y lugar de reuniones por las mesas de trabajo y distribución de funciones con la sección de anticorrupción del OIJ. Preferente se debería estar en un único edificio o al menos con gran proximidad y con los estándares de seguridad para las personas, evidencia, prueba e información.





V.- Equipo tecnológico y mobiliario.  




Todas las nuevas plazas requerirán su mobiliario y equipo tecnológico básico para realizar sus funciones.




VI.- Vehículos o automotores.




Cada fiscal auxiliar de FAPTA regional debe contar con su automotor adecuado para desplazarse a las fiscalías territoriales que tiene dentro de su región.





FAPTA San José deberá de dotársele al menos de un vehículo adicional para los desplazamientos de las y los fiscales para realizar los debates, además para las giras de supervisión o apoyo de casos entre las oficinas de FAPTA o bien con otras fiscalías territoriales. Y para el área de transparencia con sociedad civil con los trabajos de prevención y de sanción de la corrupción a nivel nacional.




Con muestras de consideración y estima.





Carlos Meléndez Sequeira




Fiscal Adjunto





FAPTA




� Se esta solicitando la recalificación de esa plaza de fiscal auxiliar a fiscal.
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San José, 12 de marzo de 2019. 
 
Sra. Emilia Navas Aparicio 
Fiscala General de la República 
Ministerio Público. 
Poder – Judicial. 
 
Estimada señora: 
 
 
         Sirva la presente para saludarla de manera respetuosa. 
 
         Con motivo del acuerdo tomado por Corte Plena el pasado lunes 5 de marzo por  





unánime, gracias a las gestiones realizadas por la Magistrada Nancy Hernández, en 





calidad de presidencia de la Comisión de Transparencia del Poder Judicial y con base en 





su solicitud,  me permito elevar el planteamiento del suscrito para fortalecer la Fiscalía 





de Probidad, Transparencia y Anticorrupción en adelante FAPTA.  





 





         El presente planteamiento se basa en la necesidad urgente y apremiante de  





dotación de mayores recursos técnicos, materiales y humanos, para dar cumplimiento a 





las políticas de persecución penal contra la corrupción dispuestas por su persona como 





fiscala general de la república, y poder convertirlas en objetivos estratégicos- operativos 





por parte de la Fiscalía de Probidad, Transparencia y Anticorrupción- en adelante 





FAPTA para dirigir las investigaciones con la nueva Sección anticorrupción del 





organismo de investigación judicial que tendrá que diseñarse para hacer efectivas sus 





políticas de persecución.  





 





         I. Recurso o talento humano necesario con base en las metodologías de 





trabajo de FAPTA y conformes a la descentralización de la jurisdicción penal de 





hacienda y de la función pública. 





          





           Para poder ser más eficaces,  requerimos mayor dotación de personal técnico 





judicial y profesional calificado de fiscales auxiliares, y otros profesionales en otras 





ramas de las ciencias, por ejemplo un o una criminóloga.  





 





         En la actualidad FAPTA ha diseñado y rediseñando sus metodologías de trabajo 





de abordaje de los casos en investigación,  para ser más eficiente con la administración 





de los recursos materiales y humanos que cuenta, sin embargo FAPTA San José, cuenta 
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con recursos humanos limitados, por ejemplo técnicos /as judiciales que trabajan con 





tres (3) y hasta cuatro (4) fiscales auxiliares, además adicionalmente  con fiscales, con 





una carga de trabajo importante. 





 





       En la actualidad cuenta con doce (12) fiscales auxiliares en San José, con 6 técnicos 





judiciales que coadyuvan en la tramitología de casos penales con una coordinadora 





judicial;  un (1) fiscal auxiliar en Liberia, con un (1) técnico judicial, un (1) fiscal 





auxiliar en Puntarenas a partir del mes de febrero de este año, sin técnico judicial,  ya 





que se traslado una plaza de fiscal auxiliar de San José a aquella provincia, una (1) 





fiscal auxiliar en Quepos, con (1) un técnico judicial,  un (1) fiscal auxiliar en Santa 





Cruz, con un (1) técnico judicial,   una (1) fiscal auxiliar en Pérez Zeledón, con una (1) 





técnica judicial,  una (1) fiscal auxiliar de corredores, con una (1) técnica judicial y una 





(1) fiscal auxiliar en San Carlos con (1) técnico judicial, para un total de diecinueve (19) 





fiscales auxiliares a nivel nacional encargados del tema anticorrupción. Actualmente se 





planifica la apertura o descentralización de la jurisdicción penal de hacienda y de la 





función pública, que consideramos una necesidad ya que no dio los resultados esperados 





con incrementos en mora judicial de los casos de corrupción con el modelo centralizado 





en el Segundo Circuito Judicial de San José. 





 





En resumen sería: 





 





FAPTA San José 





1 fiscal adjunto Cuatro (4) fiscales Doce (12) fiscales 





auxiliares  





Seis (6) técnicos 





judiciales que 





tramitan casos 





penales. 





Una (1) Técnica 





coordinadora 





judicial. 





Un (1) técnico 





Judicial encargado 





de bodega de 





evidencias. 
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Un (1) técnico 





judicial encargado 





de preparación de 





audiencias y 





debates. 





Dos (2) técnicos 





jurídicos tiempo 





completo 





Dos (2) técnicas 





jurídicas medio 





tiempo 





  





  





 





FAPTA Sede Regional Guanacaste. 





 





Santa Cruz 





1 Fiscal coordinado de 





todo Guanacaste 





1 Fiscal auxiliar 1 Técnico judicial   





 





 





 





Liberia. 





1 Fiscala auxiliar  1 técnico judicial 





 





FAPTA Sede Regional Zona Sur. 





Pérez Zeledón 





1 Fiscala coordinadora de 





toda zona sur. 





1 Fiscala auxiliar  1 técnica judicial 





 





Corredores. 





1 Fiscala auxiliar 1 técnica judicial 
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Quepos. 





1 Fiscala auxiliar  1 Técnico Judicial  





 





FAPTA Puntarenas.  





1 fiscal auxiliar  No tiene técnico judicial 





 





En la composición actual ser requiere un o una técnica judicial como plaza nueva 





para el fiscal auxiliar de Puntarenas. 





 





                        Sin duda es totalmente necesario dotar de recursos al OIJ y a la FAPTA, 





profesionalizar y capacitar conjuntamente a fiscales, peritos y policías en técnicas y 





estrategias de investigación  de los delitos de corrupción privada, económica, 





transnacional (sobornos transnacionales), política, estructural y dentro del crimen 





organizado, ya que la experiencia ha quedado corta únicamente con tratamiento de 





corrupción pública de niveles medios y bajos.  





 





          Además como se ha venido comportando las denuncias, con incremento en los 





casos penales, por ejemplo el circulante inicial a enero del 2018 en relación a enero del 





2017 creció en 57% y el circulante inicial de enero 2018 a enero de este año 2019 creció 





un 53%, es decir que la constante es el crecimiento de más de un 50% cada inicio de 





año. 





Cuadro comparativo de estadística de casos de FAPTA 2017-2018 
 
 
 
Código 1218 





anticorrupción 





2017 2018 





Acusaciones 15 38 
Sobreseimientos definitivos 21 26 
Desestimaciones 50 79 
Criterios de oportunidad 1 1 
Acumulaciones 13 17 
Incompetencia 79 104 





Código 1218 





anticorrupción  





2017 2018 





Circulante inicial enero 69 122 
Casos entrados durante el 
año 





217 359 





Código 1218 





anticorrupción  





2017 2018 
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Fuente: Datos del sistema informático para memorial realizado por la coordinadora judicial de FAPTA 
para rendición de cuentas 2019. 
 





           De aquella forma hay más investigaciones en FAPTA, donde se está proyectando 





cierres de año con circulantes activos en investigación entre 28 a 32 casos por fiscal 





auxiliar que dirigen las investigaciones, donde al menos dos tercios de esos casos son de 





alta complejidad y la gran mayoría en cola para investigaciones prontas por parte del 





OIJ. 





 





           Sin bien es cierto hubo una mayor productividad y eficiencia en casos terminados 





en el año 2018 con 86 casos más resueltos en comparación del año 2017, lo cierto es 





que cada vez ingresa más denuncias y de mayor complejidad para desarrollar 





investigaciones penales, lo cual sin una sección robusta y multidisciplinaria del OIJ 





de investigación anticorrupción, y más fiscales auxiliares que dirijan estas 





investigaciones,  es muy probable que se incremente los tiempos para la resolución de 





casos en la etapa preparatoria o investigación,  con rezagos importantes de tiempo no de 





meses sino de años. 





 





A.- Reforzamiento con plazas nuevas. 





             Así, las cosas en procura del fortalecimiento de FAPTA se requiere tomando 





como base la descentralización de la jurisdicción penal de hacienda y de la función 





pública en los circuitos judiciales centrales de cada provincia, y con base en el 





planteamiento del Departamento de Planificación del Poder Judicial, se necesitarían las 





siguientes  nuevas plazas de fiscales auxiliares y técnicos judiciales para FAPTA, 





para que se encarguen de las regiones territoriales que hoy no tienen presencia de 





fiscales auxiliares anticorrupción para que dirijan o asesoren de otras investigaciones de  





corrupción de menor complejidad a las y los fiscales territoriales, a saber: 





 





 
Circulante inicial enero 





69 122 





Casos entrados durante el 
año 





217 359 





Casos reentrados 16 17 
Testimonio de piezas 0 0 
Terminados al 31 de dic. 179 265 





Código 1218 





anticorrupción  





2017 2018 
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Alajuela  Fiscal/a auxiliar Técnico/a judicial   





Cartago  Fiscal/a auxiliar Técnico/a judicial 





Heredia  Fiscal/a auxiliar Técnico/a judicial  





Limón  Fiscal/a Auxiliar  Técnico/a judicial  





Liberia  Fiscal/a Auxiliar  Técnico/a Judicial  





 





Para un total de cinco (5) plazas de fiscales auxiliares y cuatro (4) plazas de 





técnicos (as) judiciales.  





 





Los juicios de Alajuela, Cartago y Heredia serán abordado con una (1) nueva  plaza de 





fiscal de juicio, de tener choques de señalamientos, se apoyará en la plaza de fiscales de 





juicio de San José, quienes tendrá a cargo los debates que se celebrarán en el II Circuito 





Judicial de San José, correspondiendo al I, II Y III circuito Judicial de San José, que 





serán los debates más  largos y complejos con base en el modelo de trabajo. 





 





Los debates de la zona del atlántico, tendrá que crearse una (1) plaza de fiscal de juicio, 





ya que por la lejanía sería más complicado y con un impacto presupuestario importante 





estar trasladando fiscales de juicio desde San José a Limón. 





 





Fiscal de juicio  Alajuela, Cartago y Heredia 





Fiscal de juicio Limón 





 





Para un total de dos (2) plazas de fiscales de juicio adicionales. 





En todo caso, el tema de los debates de existir choques de agenda o varios 





señalamientos deberá que apoyarse entre las y los fiscales de juicio de las fiscales 





territoriales de ser necesario. 





 





Debe tomarse en cuenta que de conformidad con el informe del Departamento de 





Planificación del Poder Judicial,  de trasladarse plazas de fiscales auxiliares de FAPTA- 





San José a otras regiones del país, quedarían únicamente siete (7) plazas de fiscales 





auxiliares en San José, para encargarse de los casos de mayor complejidad de 





corrupción en sus distintas modalidades, lo cual se convertiría en una necesidad reforzar 
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este apartado para dotar de mayor cantidad de fiscales auxiliares para investigaciones 





que versan sobre corrupción dentro del crimen organizado, como se dirá en el siguiente 





apartado.   





 





 





b.- Recalificación de plaza de fiscal auxiliar. 





 





Por otro lado, dentro de la estructura funcional de FAPTA existe un fiscal auxiliar 





encargado de actuar en las distintas etapas recursivas de impugnaciones, dado que su 





actuación versa sobre recursos de apelación de sentencia, recursos de casación, recursos 





interlocutorios de resoluciones judiciales apelables, donde pudo actuar fiscales de juicio 





y teniendo una plaza de fiscal auxiliar de menor escalafón dentro de la organización se 





requiere la recalificación de dicha plaza de fiscal auxiliar a fiscal.  





 





Recalificación de plaza de fiscal auxiliar a fiscal para impugnaciones de FAPTA-





San José. 





 





Como fundamento de lo señalado se adjunta la directriz administrativa No. 02-2019 de 





FAPTA y la Resolución No. 2019-0377 del Tribunal de Apelación de Sentencia penal 





del II Circuito Judicial de San José de las 7:35 hrs del 7 de marzo del 2019, esta última 





resolución jurisdiccional fundamenta la necesidad de que funja en esa labor un o una 





fiscal. 





 





II.- Aspectos de reorganización funcional de FAPTA con base en políticas de 





persecución penal de la Fiscalía General y la corrupción dentro de la delincuencia 





organizada. 





 





En relación con la Fiscalía Adjunta de Probidad, Transparencia y Anticorrupción 





la política de persecución emitida por la Fiscalía General se enfoca en un abordaje 





integral de los casos de corrupción, más allá de si el delito se relaciona a los tipificados 





directamente en contra de la función pública y la Ley 8422.   





 





A partir de esto, y sin incumplir con la obligación legal de crear la Fiscalía 





especializada de crimen organizado, se plantea a su persona como Fiscala General 
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conforme a lo dispuesto en los numerales 3, 7, 13, 21, 25 y 31 de la Ley orgánica del 





Ministerio Publico; el instructivo 01-2016 y previendo el funcionamiento de las fiscalías 





nacionales según el proyecto de Ley de Carrera Fiscal,  por un principio de especialidad 





la necesidad de crear fiscales auxiliares especializados en crimen organizado de 





corrupción. a cargo de la Fiscalía Adjunta de Corrupción, Transparencia y 





Anticorrupción para que lideren las investigaciones sobre los objetivos país,  causas de 





corrupción compleja y transnacional; aprovechando con ello la existencia de los 





insumos de la reorganización de FAPTA entre otros con el fiscal de valoración inicial y 





de dirección funcional, fiscal auxiliar de impugnaciones1 y el centro de registro, análisis 





estadístico; fortaleciendo con esto la persecución de la corrupción tanto interna como 





externa, proveyendo al país de un despacho que cumple con los requerimientos en lucha 





contra la corrupción que alcance un estándar internacional. 





Actuación respaldada por la Convención de las Naciones Unidas Contra la 





Corrupción, la Convención Interamericana Contra la Corrupción. 





 





De esta forma todas las causas penales con esa declaratoria procesal y que 





cuenten con un funcionario en su estructura o estén relacionadas a la gama de 





delitos contra la función pública, podrá efectuar la investigación utilizando la 





experiencia ya adquirida en estos delitos, cuyo abordaje está íntimamente relacionado 





también a las técnicas de investigación de la delincuencia económica y otras, serán 





absorbidas y lideradas por este grupo de fiscales auxiliares de crimen organizado de 





corrupción. 





 





Lo antes señalado, nos obliga a diseñar el abordaje de la corrupción compleja y 





transnacional -que finalmente son las causas que serían las candidatas a gestionar la 





declaratoria de crimen organizado- implicando el conocimiento en materia económico, 





ambiental, administrativa, civil; con técnicas de investigación que incluyen peritajes 





económicos y el involucramiento de redes interinstitucionales, así como cooperación 





internacional, aún antes de contar con la identificación plena de toda la estructura 





criminal, por lo que trasladar estas causas a un despacho sin esa experticia aumentará 





los plazos de la instrucción del sumario lo que debilita la actuación del ente fiscal. 





 





                                                
1 Se esta solicitando la recalificación de esa plaza de fiscal auxiliar a fiscal. 
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De ahí que lo proyectado sea aprovechar la estructura de la Fiscalía Adjunta de 





Probidad, Transparencia y Anticorrupción y calificar a un grupo de trabajo como 





fiscales de corrupción y crimen organizado de FAPTA, a fin de que las investigaciones 





de este carácter mantengan la especialización en la materia haciendo uso de la estructura 





de la nueva sección anticorrupción del OIJ para las investigaciones. 





 





Para cumplir tal labor funcional,  con base en la reorganización señalada se 





requerirá al menos de las siguientes plazas: Seis (6) fiscales auxiliares y una plaza de  





(1) fiscal con tres (3) técnicos judiciales, es decir se compartiría técnicos judiciales, uno 





por tres fiscales auxiliares y uno con recargo con el fiscal.   





 





1- Fiscal/a auxiliar crimen organizado – 





corrupción  





Técnico/a judicial  





2.- Fiscal/a auxiliar crimen organizado – 





corrupción 





 





3.- Fiscal /a auxiliar crimen organizado – 





corrupción  





Técnico/a judicial 





4.- Fiscal /a auxiliar crimen organizado – 





corrupción  





 





5.- Fiscal /a auxiliar crimen organizado- 





corrupción  





Técnico/a judicial  





6.- Fiscal auxiliar crimen organizado-





corrupción  





 





 





 





(1) un o una fiscal de crimen organizado-corrupción encargado de coordinar a las y los 





fiscales auxiliares y realizar los debates. 





 





Para un total de seis (6) fiscales auxiliares, un o una (1) fiscal y tres (3) técnicos /as 





judiciales.      





 





III.- Talento Humano en otras ciencias sociales con base en la nueva estructura 





funcional organizativa de FAPTA. 
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3.1 Criminología  





 





Dentro del nuevo diseño de análisis del fenómeno criminal de corrupción, FAPTA ha 





ideado un grupo de trabajo denominado “Centro de registro, estadístico, de monitoreo y 





de análisis de interpretación de resultados” que debe aanalizar  para el monitoreo de 





FAPTA y la toma de decisiones interna y que contribuya a la definición de las políticas 





de persecución en materia de delitos funcionales a nivel nacional que debe proveerle a 





la Fiscala General. 





 





Entre sus objetivos más relevantes estarían:  





 





• Construir los indicadores de gestión y resultados cuantitativos y cualitativos. 





• Ubicar la información necesaria para el cálculo periódico de los indicadores 





cuantitativos y las fuentes para verificar los indicadores cualitativos. 





• Realizar el seguimiento y cálculo periódico de los indicadores que se definan por  





la Fiscalía General y FAPTA y los de carácter internacional. 





• Diseñar una línea de base con el fin de identificar el estado de la situación al 





momento de la implementación del rediseño de FAPTA y facilitar la 





comparación posterior sobre su impacto en la mejora de gestión y resultados. 





• Elaborar informes analíticos a partir de los resultados de monitoreo de 





indicadores y también de trabajo de campo en comunidades para presentarlos a 





la jefatura y al Comité de Coordinación de FAPTA, con algún grado de 





periodicidad también a petición específica cuando se requiera. 





• Interpretar y caracterizar los fenómenos criminales relacionados con corrupción 





y delitos funcionales desde las circunstancias sociales, criminológicas,   





históricas e institucionales de su contexto regional y criminal. 





• Coadyuvar en funciones de control interno por medio de la detección de riesgos 





y propuesta de medidas de mejora. 





• Elaborar la memoria anual y el informe de resultados de FAPTA.  
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• Diseñar un modelo de rendición de cuentas específico para FAPTA que se 





desprenda de las políticas de persecución penal definidas en la materia y que 





contemple las principales políticas institucionales. 





Para llevar a cabo esta esencial y novedosa labor estratégica, se requiere una (1) plaza 





de criminólogo (a),  para que forme parte del equipo de trabajo que tendrá con recargo 





de funciones actuales en FAPTA, para los estudios y análisis de los distintos delitos, sus 





causas, consecuencias, victimas, imputados y las formas de prevención y sanción para 





que brinde sus recomendaciones para brindar los insumos a la fiscala general para ser 





tomados en cuenta para la emisión de políticas de persecución penal anticorrupción. 





Un (1) criminólogo/a 





3.2. Área de transparencia.  





FAPTA desarrolla su plan de transparencia por medio de dos profesionales, una (1) 





comunicadora y una (1) socióloga encargadas entre otras funciones medulares y que no 





pueden ser sustituidas por las y los fiscales. En la actualidad están ubicadas en dos 





plazas de profesionales facilitadas o prestadas por la Unidad Administrativa del 





Ministerio Público, plazas que fueron diseñadas para ubicar un administrador regional 





para las distintas oficinas del Ministerio Público. 





A consecuencia de lo supra señalado FAPTA requiere una (a) plaza de socióloga y un o 





una plaza para las comunicaciones y proyección. 





Estas plazas realizan las siguientes funciones con una proyección a ampliarse: 





Proceso de trabajo conjunto con la ciudadanía para poner a su disposición herramientas 





que permitan prevenir, detectar y denunciar actos de corrupción. Esta labor responde a 





la necesidad de los grupos organizados que demandan mayores espacios de 





participación dentro de la institución fiscal-manifiesta en solicitudes formuladas durante 





los primeros meses del año 2019 ante la máxima autoridad jerárquica del Ministerio 





Público específicamente sobre fenómenos relacionados con corrupción política, en 





espacios como régimen municipal- además encuentra sustento y justificación en 





políticas institucionales en materia de Participación Ciudadana, Justicia Abierta y 
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disposiciones para atender a los Objetivos de Desarrollo del Milenio dentro de los 





Planes Anuales Operativos de los despachos. 





 





Por la naturaleza de estas tareas en el rediseño de FAPTA es precisa la integración de 





una persona profesional en sociología, que desde su experticia desarrolle funciones de 





investigación, mapeo de actores sociales en las comunidades, lidere procesos de 





construcción colectiva en la forma de planes de trabajo con las fuerzas vivas, facilite 





procesos de formación y capacitación dirigidos a sociedad civil, entidades e 





instituciones públicas, propicie canales de comunicación entre la ciudadanía, cuerpos 





policiales y la Fiscalía de Probidad  y, en etapas posteriores, se encargue del 





seguimiento de los acuerdos y su sistematización. 





 





La persona destacada en este puesto debe también encargarse de tareas de compilación 





procesamiento y análisis de información relevante registrada en los sistemas 





electrónicos y controles físicos de FAPTA, lo que permitirá sustentar la toma de 





decisiones y la definición de políticas de persecución de los delitos funcionales y de 





corrupción, considerando el contexto social en que surgen estos actos y sus posibles 





causas y condiciones. Para esta tarea es necesario que el o la profesional se integre 





dentro del flujo de información en los procesos de tamizaje o valoración inicial de las 





denuncias,  impugnaciones y análisis de flujogramas. 





 





Por su parte, el profesional en comunicación desarrolla tareas dentro del proceso de 





trabajo de la Fiscalía Adjunta de Probidad, Transparencia y Anticorrupción como el o la 





encargada de diseñar e implementar un sistema de transparencia y acceso a la 





información pública, que -dentro de las restricciones propias establecidas por la ley en 





relación con el mandato del Ministerio Público- permita mejorar la comprensión de los 





usuarios (ciudadanía, instituciones y medios de comunicación ) sobre su papel y el 





desempeño de la Fiscalía Anticorrupción, así mismo, el desarrollar procesos de 





formación con el personal del Ministerio Público sobre los conceptos, metodologías, 





instrumentos e importancia de la transparencia y rendición de cuentas como un medio 





eficaz para prevenir la corrupción y mejorar la comunicación con la población nacional 





y medios de comunicación. 
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Otras de las tareas ha ejecutar es el impulsar los valores institucionales en la Fiscalía 





Anticorrupción como un método de prevenir actos de corrupción, falta de ética y 





probidad en el personal de la FAPTA. Proporcionar de manera responsable a los medios 





de comunicación datos referentes sobre las diligencias judiciales o el estado de las 





investigaciones que tramite FAPTA; asesorar al personal fiscal en el área de 





comunicación con la prensa, y coordinar con el despacho sobre los contenidos 





pertinentes en comunicación. 





 





Finalmente, con el objetivo de fortalecer la transparencia dentro del Ministerio Público 





es necesario que un equipo interdisciplinario, en el que se integren las disciplinas de 





sociología y comunicación, desarrolle lineamientos y herramientas metodológicas para 





estandarizar e institucionalizar la práctica de rendición de cuentas de acuerdo a criterios 





objetivos y variables de interés para la sociedad civil, así como procurar una 





participación considerable de actores externos y medios de comunicación en la 





validación de las rendiciones de cuentas de cada una de las fiscalías. 





 





Todas estas labores y funciones por ser otras ciencias, se sugiere que sean entrevistadas 





las profesionales Andrea Bermúdez, socióloga y Monica Álvarez comunicadora en el 





área de transparencia de FAPTA, quines podrán ser contactadas a sus correos 





electrónicos oficiales en su orden abermudezca@poder-judicial.go.cr y 





malvarez@poder-judicial.go.cr 





 





Una (1) comunicadora Una (1) socióloga 





 





   





    IV. Espacio físico estructural. 





 





El fortalecimiento de FAPTA en cantidad de personal y por la información confidencial  





que se maneja,  requerirá espacio físico adecuado para realizar sus funciones y lugar de 





reuniones por las mesas de trabajo y distribución de funciones con la sección de 





anticorrupción del OIJ. Preferente se debería estar en un único edificio o al menos con 





gran proximidad y con los estándares de seguridad para las personas, evidencia, prueba 





e información. 
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V.- Equipo tecnológico y mobiliario.   





 





Todas las nuevas plazas requerirán su mobiliario y equipo tecnológico básico para 





realizar sus funciones. 





 





VI.- Vehículos o automotores. 





 





Cada fiscal auxiliar de FAPTA regional debe contar con su automotor adecuado para 





desplazarse a las fiscalías territoriales que tiene dentro de su región. 





FAPTA San José deberá de dotársele al menos de un vehículo adicional para los 





desplazamientos de las y los fiscales para realizar los debates, además para las giras de 





supervisión o apoyo de casos entre las oficinas de FAPTA o bien con otras fiscalías 





territoriales. Y para el área de transparencia con sociedad civil con los trabajos de 





prevención y de sanción de la corrupción a nivel nacional. 





 





Con muestras de consideración y estima. 





 





 





Carlos Meléndez Sequeira 





Fiscal Adjunto 





FAPTA 
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Fiscalía Adjunta de Probidad proyección de gastos.xlsx



Estructura FAPTA




										Estructura FAPTA




										Distribución Actual 




										Plazas					Cantidad




										Fiscal Adjunto 2 					1




										Fiscal Adjunto 1					1




										Fiscales					4




										Fiscales Auxiliares					14




										Personal de apoyo					15




										Total 					35




										Crecimiento 




										Plazas					Cantidad




										Fiscal 					1




										Fiscal Auxiliar					6




										Técnico					3




										Crimonólogo 					1




										Comunicador					1




										Sociólogo					1




										Total 					13




										Total con crecimiento 					48




										Personal profesional					30




										Personal de apoyo					18














Plan de necesidades edificio




										Plan de necesidades para arrendamiento de local 




										Cantidad					Espacio 					Área en m2					Área  Total en m2




										1					Área de espera del público para al menos 15 personas. 					15					15




										1					Área para manifestación para 3 técnicos, acorde Ley 7600 y espacio para revisión de expedientes.					30					30




										1					Oficina Fiscal Adjunto 2 , con baño, espacio para recibir al menos 8 personas. 					20					20




										1					Oficina Fiscal Adjunto 1 con baño.					20					20




										5					Oficina Fiscales  					15					75




										20					Oficina Fiscales Auxiliares					12					240




										1					Oficina Criminológo 					12					12




										1					Oficina Comunicador 					12					12




										1					Oficina Sociólogo					12					12




										1					Salón de auxiliares para ubicar a 17 funcionarios. 					6					102




										1					Área para detenidos					9					9




										2					Baño para atención  al público, para hombres y mujeres, acorde Ley 7600					7					14




										4					Baño para uso de funcionarios (servicio sanitario y ducha) hombre/mujer					7					28




										1					Bodega de evidencias 					12					12




										1					Bodega de suministros 					12					12




										1					Bodega de archivo					12					12




										1					Sala de sesiones					30					30




										1					Cuarto de telemática					7					7




										1					Área de impresión					4					4




										1					Cuarto de limpieza					4					4




										1					Cuarto de lactancia 					9					9




										1					Área de comedor					20					20




										1					Cochera para vehículo (cerrado, piso, techo y portones eléctricos)					25					25




															Sub total 					312					724




															Área de circulación					20%					144.8




															Área de crecimiento					15%					108.6




															Total 										977.4




															Costo promedio por m2										₡11,000.00




															Costo mensual 										₡10,751,400.00




															Costo anual 										₡129,016,800.00



















Otros requerimientos 




					Otros requerimientos FAPTA




					Sub partida 					Detalle 					Artículo 					Costo					Cantidad					Costo Total




					10101					Alquier de Edificio 					19606					129,016,800.00					1					₡129,016,800.00




					10103					Alquiler de equipo de cómputo 					22661					33,634.72					48					₡1,614,466.56




					10201					Servicio de agua 					01365					1,257,955.00					1					₡1,257,955.00




					10202					Servicio de electricidad					02181					494,193.00					1					₡5,060,319.00




					10204					Servicio de telecomunicaciones					03163					2,087,140.00					1					₡4,520,331.00




					10406					Servicio de limpieza 					05262					518,907.20					12					₡6,226,886.40




					10406					Servicio de vigilancia 					04265					475,607.20					12					₡5,707,286.40




					10501					Transporte dentro del país					05719					500,000.00					1					₡500,000.00




					10502					Viáticos dentro del país					19622					4,000,000.00					1					₡4,000,000.00




					50103					Grabadora de audio					16608					139,685.00					1					₡139,685.00




					50103					Fax					16424					453,099.40					1					₡453,099.40




					50104					Archivador de metal 					16680					148,076.00					18					₡2,665,368.00




					50104					Biblioteca					17423					140,657.00					30					₡4,219,710.00




					50104					Escritorio ejecutivo 					16687					176,967.55					30					₡5,309,026.50




					50104					Estación de servicio 					21018					142,369.76					18					₡2,562,655.68




					50104					Fotocopiadora 					16722					2,612,500.00					1					₡2,612,500.00




					50104					Mesa conferencia para 8 personas 					20563					454,527.64					2					₡909,055.28




					50104					Silla de mesa de conferencia 					16881					47,025.00					16					₡752,400.00




					50104					Silla fixer mid 					22633					145,446.24					48					₡6,981,419.52




					50104					Silla visita 					16752					38,023.00					60					₡2,281,380.00




					50105					Escáner industrial 					16983					3,030,500.00					2					₡6,061,000.00




					50105					Impresora de alta capacidad					24425					951,953.20					2					₡1,903,906.40




					50199					Cámara fotográfica					21305					550,000.00					1					₡550,000.00




										Total 																				₡195,305,250.14
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RE Documentos que fundamentan el reforzamiento de FAPTA- Aclaraci�n.msg


RE: Documentos que fundamentan el reforzamiento de FAPTA



				From



				Maria Alejandra Morales Vargas



				To



				Glenn Calvo Cespedes



				Cc



				Unidad Administrativa del Ministerio Público; Fiscalía Adjunta de Probidad, Transparencia y Anticorrupción; David Brown Sharpe; Johan Vallecillo Canales - Autorizada UAMP; Secretaría - Fiscalía General; Mónica Hernández Chacón; Carlos Meléndez Sequeira



				Recipients



				gcalvo@Poder-Judicial.go.cr; mp-uadministrativa@Poder-Judicial.go.cr; mp-pta@Poder-Judicial.go.cr; dbrown@Poder-Judicial.go.cr; jvallecillo@Poder-Judicial.go.cr; secre-fgeneral@Poder-Judicial.go.cr; mhernandezch@Poder-Judicial.go.cr; cmeleseq@Poder-Judicial.go.cr







Muy buenas tardes don Glenn







 







De acuerdo a la reunión sostenida hace unos minutos, mucho le agradezco aclarar los siguientes puntos del informe: 







 







1.	En el tema del reforzamiento con plazas nuevas, favor indicar el tipo de puesto que se requiere para las personas Técnicas Judiciales, así como aclarar la cantidad, toda vez que en el cuadro se indica que son cinco y en el texto que son cuatro. 



2.	En relación al punto IV y V, sobre alquiler, mobiliario y equipo, mucho agradezco la actualización del excel, en razón de que los montos no coinciden con el total. 



3.	En el punto VI Vehículos y automotores, se indica: “cada regional de FAPTA debe contar con su automotor adecuado para desplazarse a las fiscalías territoriales que tiene dentro de la región”, sin embargo no se indica la cantidad, en el caso de San José se indicó que se debe de dotar de al menos un vehículo, no se indica el estilo, si debe de ser sedán, pick up u otro. 







 







Por lo que solicito atentamente su valiosa colaboración con la remisión de la información, en la brevedad posible, toda vez que la Dirección de Planificación cuenta con un plazo establecido por Corte Plena al que se debe de dar cumplimiento. 







 







Agradeciendo su colaboración,  







 















 







De: Carlos Meléndez Sequeira 
Enviado el: lunes, 18 de marzo de 2019 04:26 p.m.
Para: Maria Alejandra Morales Vargas <mmoralesv@Poder-Judicial.go.cr>; Mónica Hernández Chacón <mhernandezch@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Glenn Calvo Cespedes <gcalvo@Poder-Judicial.go.cr>; Unidad Administrativa del Ministerio Público <mp-uadministrativa@Poder-Judicial.go.cr>; Fiscalía Adjunta de Probidad, Transparencia y Anticorrupción <mp-pta@Poder-Judicial.go.cr>; David Brown Sharpe <dbrown@Poder-Judicial.go.cr>; Johan Vallecillo Canales - Autorizada UAMP <jvallecillo@Poder-Judicial.go.cr>; Secretaría - Fiscalía General <secre-fgeneral@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RV: Documentos que fundamentan el reforzamiento de FAPTA







 







 







Estimada Alejandra Morales







y Monica Hernández.







Depto. Planficación







Poder Judicial







 







Adjunto el último archivo excel como adicional,  para que sirva de base para realizar las estimaciones de costes del fortalecimiento de FAPTA, que muy amablemente nos ha facilitado la Unidad Administrativa del MP.







 







Favor verificarlo, de requerir algo más de FAPTA favor coordinarlo con el fiscal adjunto Gleen Calvo, ya que yo estaré fuera del 19 al 23 de marzo.







 







El celular del fiscal adjunto de Glenn es  7204-7420







 







 saludos y gracias 















 







  _____  




De: Johan Vallecillo Canales - Autorizada UAMP
Enviado: lunes, 18 de marzo de 2019 16:14
Para: Carlos Meléndez Sequeira
Cc: David Brown Sharpe
Asunto: RV: Documentos que fundamentan el reforzamiento de FAPTA 







 







Buenas tardes don Carlos: 







 







En atención a su conversación con don David, remito archivo con el detalle de los requerimientos mínimos que se deben tomar en consideración para la Fiscalía Adjunta de Probidad, se tomó en consideración la estructura actual, así como el planteamiento del crecimiento para la sede de San José. 







 







Es importante señalar que la proyección realizada es básica,  por cuanto el tiempo para trabajar en esta información fue muy limitado. 







 







Seguidamente detallo la proyección de gastos que en su momento se realizó para la Fiscalía contra la Delincuencia Organizada: 







 







Otros Gastos Estimados







		



Detalle 







Monto Anual







Alquiler de Edificios







             87.602.400,00 







Servicio de Agua







                 597.404,00 







Servicio de Energía Eléctrica







              4.842.411,00 







Servicios de Telecomunicaciones







              4.325.676,00 







Servicio de Vigilancia







             29.017.581,60 







Servicio de Limpieza







              6.503.705,52 







Servicios de Gestión y Apoyo







              4.113.015,00 







Transporte dentro del País







                 230.000,00 







Viáticos dentro del País







             12.500.000,00 







Materiales y Suministros







              2.744.638,00 







Equipo de Transporte







             91.495.000,00 







Equipo de Comunicación







              3.256.219,60 







Equipo y Mobiliario de Oficina







             29.260.088,42 







Equipo y Programas de Cómputo







             35.928.490,20 







Total 







₡312.416.629,34 







 







 







 







 







 







 







 







 







 







 







 







 







 







 







 







 







 







 







 







 







 







 







 







Saludos, 







 







 







 







 







Johan Vallecillo Canales







Unidad Administrativa del Ministerio Público







Teléfonos: 2280-2147/2280-2148







 







De: David Brown Sharpe <dbrown@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: lunes, 18 de marzo de 2019 10:46 a.m.
Para: Johan Vallecillo Canales - Autorizada UAMP <jvallecillo@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RV: Documentos que fundamentan el reforzamiento de FAPTA







 







 







 







Lic. David Brown Sharpe







Administrador Ministerio Público







2280-2147(2148/2150)







 







De: Secretaría - Fiscalía General <secre-fgeneral@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: lunes, 18 de marzo de 2019 10:35 a.m.
Para: David Brown Sharpe <dbrown@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RV: Documentos que fundamentan el reforzamiento de FAPTA







 







Buenos días don David:

Por instrucciones superiores, se remite para su conocimiento.







 







 







 







Alberto Alfaro Campos.







Secretaría, Fiscalía General de la República.







Tel. 2222-5852







De: Carlos Meléndez Sequeira <cmeleseq@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: jueves, 14 de marzo de 2019 05:34 p.m.
Para: Mónica Hernández Chacón <mhernandezch@Poder-Judicial.go.cr>; Maria Alejandra Morales Vargas <mmoralesv@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Emilia Navas Aparicio <enavas@Poder-Judicial.go.cr>; Secretaría - Fiscalía General <secre-fgeneral@Poder-Judicial.go.cr>; Fiscalía Adjunta de Probidad, Transparencia y Anticorrupción <mp-pta@Poder-Judicial.go.cr>; Notificaciones - Fiscalía Adjunta de Probidad, Transparrencia y Anticorrupción <noti-mp-pta@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RV: Documentos que fundamentan el reforzamiento de FAPTA







 







 







Licda. Monica Hernández Chacón







Licda. Maria Alejandra Morales Vargas







Departamento de Planificación del P.J







 







Estimadas señoras.







 







Sirva la presente para saludarlas de manera cordial.







 







Vista la premura con que se nos ha solicitado la propuesta de fortalecimiento de la Fiscalia de Probidad, Transparencia y anticorrupción, fiscalia espelizada  y rectora anticorrupción del Ministerio Público,  contando con la debida aprobación de la señora Emilia Navas Aparicio, Fiscala General de la República y dado que esperamos el día de hoy hasta las 16:30 hrs para conocer la propuesta del Organismo de Investigación Judicial del diseño propuesto para la creación de la  Sección Anticorrupción, por acuerdo previo del martes pasado en comisión MP- OIJ, y al no ser puesta en conocimiento al suscrito y por vencimiento del plazo, nos permitimos adjuntar los documentos de relevancia para ustedes para su estudio como insumos para su valoración para el informe solicitado al Departamento de Planificación por la Honorable Corte Plena.







 







Se ha tomado la decisión de aportarles el documento en word por si requieren tomar algo de este, además en PDF con firma digital del suscrito, así como directrices internas de metodologías de trabajo internas de FAPTA y un voto del tribunal de apelaciones para fundamentar la recalificación de una plaza de fiscal auxiliar a Fiscal.







 







Con muestras de consideración
















 







  _____  




De: Secretaría - Fiscalía General
Enviado: miércoles, 13 de marzo de 2019 08:10
Para: Carlos Meléndez Sequeira
Asunto: RV: Documentos que fundamentan el reforzamiento de FAPTA 







 







Buenos días Don Carlos







 







Me permito saludarlo. Por instrucciones de Emilia Navas Aparicio, Fiscala General, se le informa que está autorizado para remitir esta información al Departamento de Planificación.







 







Cualquier consulta estoy para servirle, 
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RV Documentos que fundamentan el reforzamiento de FAPTA- Lic. Gleen Salazar.msg


RV: Documentos que fundamentan el reforzamiento de FAPTA



				From



				Glenn Calvo Cespedes



				To



				Maria Alejandra Morales Vargas



				Recipients



				mmoralesv@Poder-Judicial.go.cr







Buenas tardes Licda Morales 

















En base a su consulta sobre el fortalecimiento der FAPTA,  le remito la respuestas a sus consultas, las cuales fueron evacuadas por la Unidad Administrativa del Ministerio Público. 

















Atentamente 






























  _____  




De: Johan Vallecillo Canales - Autorizada UAMP
Enviado: martes, 19 de marzo de 2019 16:34
Para: Glenn Calvo Cespedes
Cc: David Brown Sharpe
Asunto: RV: Documentos que fundamentan el reforzamiento de FAPTA 



 







Buenas tardes Licenciado: 







 







En atención a los conversado, se procedió a realizar los ajustes a la proyección de gastos. 







 







En caso de requerir otro cambio, por favor hágamelo saber. 







 







Saludos, 







 







 







 







Johan Vallecillo Canales







Unidad Administrativa del Ministerio Público







Teléfonos: 2280-2147/2280-2148







 







De: Carlos Meléndez Sequeira <cmeleseq@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: lunes, 18 de marzo de 2019 04:26 p.m.
Para: Maria Alejandra Morales Vargas <mmoralesv@Poder-Judicial.go.cr>; Mónica Hernández Chacón <mhernandezch@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Glenn Calvo Cespedes <gcalvo@Poder-Judicial.go.cr>; Unidad Administrativa del Ministerio Público <mp-uadministrativa@Poder-Judicial.go.cr>; Fiscalía Adjunta de Probidad, Transparencia y Anticorrupción <mp-pta@Poder-Judicial.go.cr>; David Brown Sharpe <dbrown@Poder-Judicial.go.cr>; Johan Vallecillo Canales - Autorizada UAMP <jvallecillo@Poder-Judicial.go.cr>; Secretaría - Fiscalía General <secre-fgeneral@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RV: Documentos que fundamentan el reforzamiento de FAPTA







 







 







Estimada Alejandra Morales







y Monica Hernández.







Depto. Planficación







Poder Judicial







 







Adjunto el último archivo excel como adicional,  para que sirva de base para realizar las estimaciones de costes del fortalecimiento de FAPTA, que muy amablemente nos ha facilitado la Unidad Administrativa del MP.







 







Favor verificarlo, de requerir algo más de FAPTA favor coordinarlo con el fiscal adjunto Gleen Calvo, ya que yo estaré fuera del 19 al 23 de marzo.







 







El celular del fiscal adjunto de Glenn es  7204-7420







 







 saludos y gracias 















 







  _____  




De: Johan Vallecillo Canales - Autorizada UAMP
Enviado: lunes, 18 de marzo de 2019 16:14
Para: Carlos Meléndez Sequeira
Cc: David Brown Sharpe
Asunto: RV: Documentos que fundamentan el reforzamiento de FAPTA 







 







Buenas tardes don Carlos: 







 







En atención a su conversación con don David, remito archivo con el detalle de los requerimientos mínimos que se deben tomar en consideración para la Fiscalía Adjunta de Probidad, se tomó en consideración la estructura actual, así como el planteamiento del crecimiento para la sede de San José. 







 







Es importante señalar que la proyección realizada es básica,  por cuanto el tiempo para trabajar en esta información fue muy limitado. 







 







Seguidamente detallo la proyección de gastos que en su momento se realizó para la Fiscalía contra la Delincuencia Organizada: 







 







Otros Gastos Estimados







		



Detalle 







Monto Anual







Alquiler de Edificios







             87.602.400,00 







Servicio de Agua







                 597.404,00 







Servicio de Energía Eléctrica







              4.842.411,00 







Servicios de Telecomunicaciones







              4.325.676,00 







Servicio de Vigilancia







             29.017.581,60 







Servicio de Limpieza







              6.503.705,52 







Servicios de Gestión y Apoyo







              4.113.015,00 







Transporte dentro del País







                 230.000,00 







Viáticos dentro del País







             12.500.000,00 







Materiales y Suministros







              2.744.638,00 







Equipo de Transporte







             91.495.000,00 







Equipo de Comunicación







              3.256.219,60 







Equipo y Mobiliario de Oficina







             29.260.088,42 







Equipo y Programas de Cómputo







             35.928.490,20 







Total 







₡312.416.629,34 







 







 







 







 







 







 







 







 







 







 







 







 







 







 







 







 







 







 







 







 







 







 







 







Saludos, 







 







 







 







 







Johan Vallecillo Canales







Unidad Administrativa del Ministerio Público







Teléfonos: 2280-2147/2280-2148







 







De: David Brown Sharpe <dbrown@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: lunes, 18 de marzo de 2019 10:46 a.m.
Para: Johan Vallecillo Canales - Autorizada UAMP <jvallecillo@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RV: Documentos que fundamentan el reforzamiento de FAPTA







 







 







 







Lic. David Brown Sharpe







Administrador Ministerio Público







2280-2147(2148/2150)







 







De: Secretaría - Fiscalía General <secre-fgeneral@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: lunes, 18 de marzo de 2019 10:35 a.m.
Para: David Brown Sharpe <dbrown@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RV: Documentos que fundamentan el reforzamiento de FAPTA







 







Buenos días don David:

Por instrucciones superiores, se remite para su conocimiento.







 







 







 







Alberto Alfaro Campos.







Secretaría, Fiscalía General de la República.







Tel. 2222-5852







De: Carlos Meléndez Sequeira <cmeleseq@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: jueves, 14 de marzo de 2019 05:34 p.m.
Para: Mónica Hernández Chacón <mhernandezch@Poder-Judicial.go.cr>; Maria Alejandra Morales Vargas <mmoralesv@Poder-Judicial.go.cr>
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Licda. Monica Hernández Chacón







Licda. Maria Alejandra Morales Vargas







Departamento de Planificación del P.J







 







Estimadas señoras.







 







Sirva la presente para saludarlas de manera cordial.







 







Vista la premura con que se nos ha solicitado la propuesta de fortalecimiento de la Fiscalia de Probidad, Transparencia y anticorrupción, fiscalia espelizada  y rectora anticorrupción del Ministerio Público,  contando con la debida aprobación de la señora Emilia Navas Aparicio, Fiscala General de la República y dado que esperamos el día de hoy hasta las 16:30 hrs para conocer la propuesta del Organismo de Investigación Judicial del diseño propuesto para la creación de la  Sección Anticorrupción, por acuerdo previo del martes pasado en comisión MP- OIJ, y al no ser puesta en conocimiento al suscrito y por vencimiento del plazo, nos permitimos adjuntar los documentos de relevancia para ustedes para su estudio como insumos para su valoración para el informe solicitado al Departamento de Planificación por la Honorable Corte Plena.







 







Se ha tomado la decisión de aportarles el documento en word por si requieren tomar algo de este, además en PDF con firma digital del suscrito, así como directrices internas de metodologías de trabajo internas de FAPTA y un voto del tribunal de apelaciones para fundamentar la recalificación de una plaza de fiscal auxiliar a Fiscal.







 







Con muestras de consideración
















 







  _____  




De: Secretaría - Fiscalía General
Enviado: miércoles, 13 de marzo de 2019 08:10
Para: Carlos Meléndez Sequeira
Asunto: RV: Documentos que fundamentan el reforzamiento de FAPTA 







 







Buenos días Don Carlos







 







Me permito saludarlo. Por instrucciones de Emilia Navas Aparicio, Fiscala General, se le informa que está autorizado para remitir esta información al Departamento de Planificación.







 







Cualquier consulta estoy para servirle, 
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Fiscalía Adjunta de Probidad, Transparencia y Anticorrupción
Ministerio Público
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República de Costa Rica






 






PARA: Fiscales(as) y Técnicos(as) Judiciales y Jurídicos(as)
FECHA: 24 de enero del 2019






ASUNTO: Metodología interna de tamizaje de denuncias






DIRECTRIZ ADMINISTRATIVA N.º 01-2019 






METODOLOGÍA INTERNA DE TAMIZAJE DE DENUNCIAS






1. Recepción de Denuncias (usuario en ventanilla)  






1.1. Se presenta la persona usuaria al despacho y toma ficha para ser atendida o bien
según la estructura de despacho pasa directamente al mostrador para ser atendida
por el técnico judicial. Responsable: Técnico(a) Judicial (manifestador (a))






1.2. Atiende a la persona usuaria, el técnico judicial quién consulta datos básicos
como lugar de hechos, persona que va a denunciar, datos de esa persona. Luego
remite a la persona con el o la fiscal auxiliar encargada del tamizaje, entrega la
boleta (actualmente es un trozo de papel) al coordinador judicial a fin de que se
le  asigne  un  número único  y  el  o  la  fiscal  auxiliar  asignado.  Responsable:
Técnico(a)  Judicial






1.3. La persona usuaria es atendida por el fiscal que realiza el tamizaje, valora los
hechos a fin de determinar si hay una acción típica que investigar, si procede a
recibir la denuncia, ordena la recepción de la misma al técnico o técnica judicial
que le corresponda con las instrucciones y/o diligencias  necesarias  según sea el
caso. Responsable: Fiscal(a) Tamizador(a).






1.4. Entrega  el  coordinador  judicial  la  boleta  con el  número asignado al  técnico
judicial al cual se le asignó la causa, éste último llama al usuario le explica la






PROBIDAD-COMPROMISO-RESPONSABILIDAD-INTEGRIDAD






I Circuito Judicial de San José, Edificio de Tribunales de Justicia, segundo piso.
Teléfonos: 2295 3438 / 2295 3244. Fax: 2295 3893. Correo electrónico: mp_pta@poder-judicial.go.cr























Fiscalía Adjunta de Probidad, Transparencia y Anticorrupción
Ministerio Público






Poder Judicial
República de Costa Rica






 
diligencia a realizar y le hace las prevenciones, derechos y deberes respectivos.
Responsable:  Coordinador(a)  Judicial,  Técnico(a)  Judicial  y  Fiscal(a)
Tamizador(a).






1.5. Recibe la denuncia el técnico judicial y la traslada al o la fiscal (tamizador) para
revisión. Responsable: Técnico(a) Judicial y Fiscal(a) Tamizador(a).






1.6. Realiza la revisión de la denuncia el  fiscal (tamizador),  hace indicación a la
persona  denunciante  sobre  sus  derechos  y  obligaciones  al  interponer  una
denuncia penal y traslada a técnico judicial con su visto bueno.  Responsable:
Fiscal(a) Tamizador(a).






1.7. Imprime la denuncia el técnico judicial y recaba las firmas de la persona usuaria
y  del o la fiscal que revisó la denuncia. Responsable: Técnico(a) Judicial.






1.8. Arma el expediente el técnico judicial y lo remite con la denuncia al o la fiscal
asignado para el respectivo trámite. Responsable: Técnico(a)  Judicial.






Nota: En caso de que el usuario insista que se le reciba la denuncia en FAPTA,
pese a que la misma no corresponda tramitarla en nuestro despacho, o en caso
de que  el  expediente  se  remita  a  otra  jurisdicción,  a  partir  del  punto  1.8 el
procedimiento se amplía:






1.8.1. El fiscal tamizador hace oficio de Incompetencia en aplicación del  
memorándum  interno  de  FAPTA-01-2011,  y  se  lo  entrega  a  su  
técnico  judicial  para  armar  y  sacar  del  sistema.  Responsable:  
Fiscal(a) Tamizador(a).






1.8.2. Se remite a la Jurisdicción indicada en el Oficio de Incompetencia.






2. Recepción de Denuncias presentada por escrito  






2.1. Se  presenta la persona usuaria al despacho y toma la ficha para ser atendida o
bien  según  la estructura  de despacho   pasa  directamente al  mostrador para






PROBIDAD-COMPROMISO-RESPONSABILIDAD-INTEGRIDAD






I Circuito Judicial de San José, Edificio de Tribunales de Justicia, segundo piso.
Teléfonos: 2295 3438 / 2295 3244. Fax: 2295 3893. Correo electrónico: mp_pta@poder-judicial.go.cr























Fiscalía Adjunta de Probidad, Transparencia y Anticorrupción
Ministerio Público






Poder Judicial
República de Costa Rica






 
ser   atendida por el técnico judicial, inmediatamente. Responsable: Técnico(a)
Judicial.






2.2. Recibe la denuncia escrita el (la) técnico (a) judicial y la traslada al o la fiscal
(a) encargado (a) del tamizaje para que valore la admisibilidad  y tipicidad del
hecho, inmediatamente. Responsable: Técnico(a)  Judicial.






2.3. Realiza la valoración de la denuncia el o la fiscal encargado del tamizaje. Dentro
de las siguientes 24 horas. Responsable:  Fiscal(a) Tamizador(a).






2.4. Si  procede,  el  (la) Fiscal(a)  Tamizador(a) la  pasa  al  (a  la) Coordinador(a)
Judicial  o  al   encargado  del  libro  electrónico.  Responsable:  Fiscal(a)
Tamizador(a).






2.5. Ingresa el o la coordinadora judicial al libro de expedientes entrados y asigna un
fiscal para su tramitación. Responsable: Coordinador(a) Judicial.






2.6. Entrega el coordinador o coordinadora judicial al o la fiscal (a) “tamizador” (a)
la denuncia nueva  para que confeccione el oficio de distribución interna que va
dirigido al o la Fiscal auxiliar que tramitará la causa.  Responsable: Fiscal(a)
Tamizador(a). 






2.7. Entrega el (la) Fiscal (a) Tamizador (a) al Técnico Judicial la causa nueva para
entregarla al Fiscal auxiliar a cargo del trámite del expediente. Responsable:
Técnico(a) Judicial.






 






2.8. Analiza el fiscal o fiscala asignado la denuncia nueva y la entrega al técnico
judicial a cargo para armar el expediente y diligenciar lo ordenado por el o la
fiscal auxiliar. Responsable: Fiscal(a) Auxiliar. 






Nota: En caso de que el usuario insista que se le reciba la denuncia en FAPTA,
pese a que la misma no corresponda tramitarla en nuestro despacho, o en caso
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de que  el  expediente  se  remita  a  otra  jurisdicción,  a  partir  del  punto  2.8  el
procedimiento se amplía:






2.8.1. El  (la)  Fiscal(a)  Tamizador(a)  hace  Oficio  de Incompetencia en  
aplicación  del  memorándum interno  de  FAPTA-01-2011,  y  se  lo  
entrega  a  su  técnico  judicial  para  armar  y  sacar  del  sistema.  
Responsable: Fiscal Tamizador.






2.8.2. Se remite a la Jurisdicción indicada en el Oficio de Incompetencia,  
con número único de FAPTA.






3. Recepción de Denuncias por medio de correo electrónico  






3.1. Se  tiene  conocimiento  de  la  noticia  criminis  por  cualquier  medio.  (la
información ingresa de varios medios, prensa, 911, OIJ (por informe, SICCO y
por radio), vía telefónica o denuncia anónima), y se remite al fiscal tamizador
inmediatamente.  Responsables:  Fiscal(a),  Fiscal(a)  Auxiliar,  Técnico(a)
Judicial, Coordinador(a) Judicial.*






3.2. Recibe y valora la información el o la fiscal tamizador, sobre la apertura o no de
la causa penal. En caso de no aperturarse causa penal debe hacerse una Razón
de Archivo, inmediatamente. Responsable: Fiscal(a) Tamizador(a).*






3.3. En caso de aperturar causa penal, el fiscal de tamizaje le remite al Coordinar
Judicial la noticia criminis, quien imprime la denuncia, coloca sello de recibido,
ingresa al  sistema electrónico de ingreso (libro)  de  expedientes,  y  se  asigna
fiscal  auxiliar.  Se  ejecuta  inmediatamente  o  a  más  tardar  en  la  siguiente
audiencia  a  la  hora  de  recibido.  Responsable:  Fiscal(a)  Tamizaje  y
Coordinador(a) Judicial. *






3.4. Entrega  el  coordinador  o  coordinadora  judicial  al  Fiscal  “Tamizador”  la
denuncia nueva  para que confeccione el oficio de distribución interna que va
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dirigido  al  Fiscal  auxiliar  que  tramitará  la  causa.   Responsable:  Fiscal(a)
Tamizador(a). *






3.5. Entrega el Fiscal Tamizador al Técnico Judicial la causa nueva para entregarla al
Fiscal  auxiliar  a  cargo del  trámite  del  expediente.  Responsable:  Técnico(a)
Judicial.*






 






3.6. Analiza el fiscal o fiscala asignado la denuncia nueva y la entrega al técnico
judicial a cargo para armar el expediente y diligenciar lo ordenado por el o la
fiscal auxiliar. Responsable: Fiscal(a) Auxiliar.*






*Antes  de  realizar  la  distribución  interna,  debe  pasarse  la  formula  para  definir  la
complejidad del caso, con el auxilio de los(las) Técnicos(as) Jurídicos(as).






4. Inicio de Investigaciones de Oficio  






4.1. Detectada la situación de interés para investigación por  parte  del funcionario
de FAPTA, pondrá en conocimiento de los hechos al Fiscal Tamizador , quien
valorara la apertura del respectivo expediente. En caso de duda sobre la apertura
podrá valorarlo con otro Fiscal Coordinador, Fiscal de Impugnaciones o Fiscal
Adjunto.  Dentro  de  las  24  horas.  Responsable:  quien  reciba  la  noticia
criminis.






4.2. En caso de proceder la apertura del expediente, se  definirá la complejidad del
caso* y se trasladará al Coordinador Judicial la información o  documentación
para que se le asigne número único a la causa y Fiscal Auxiliar.






4.3. Entrega el Coordinador o Coordinadora Judicial al Fiscal (a) “Tamizador” (a) la
denuncia nueva  para que confeccione el oficio de distribución interna que va
dirigido  al  (la)  Fiscal  (a)  Auxiliar  que  tramitará  la  causa.  Responsable:
Fiscal(a) Tamizador(a). 
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4.4. Entrega el Fiscal Tamizador al Técnico Judicial la causa nueva para entregarla al






Fiscal  auxiliar  a  cargo del  trámite  del  expediente.  Responsable:  Técnico(a)
Judicial.






 






*Antes  de  realizar  la  distribución  interna,  debe  pasarse  la  formula  para  definir  la
complejidad del caso, con el auxilio de los(las) Técnicos(as) Jurídicos(as).






5. Recepción de Expedientes, Denuncias y Oficios provenientes de Fiscalía General  






5.1. Recibe el  o la coordinadora judicial  el  expediente,  denuncia u oficio que
remite la Fiscalía General. 






5.2. Entrega  el  coordinador  o  coordinadora  judicial  al  fiscal  “tamizador”  el
expediente, denuncia u oficio  para que valore la admisibilidad  y tipicidad del
hecho. Responsable: Técnico(a)  Judicial.






5.3. Realiza  la  valoración  de  la  denuncia  el  o  la  fiscal  encargado del  tamizaje*.
Responsable:  Fiscal(a) Tamizador(a).






5.4. Si procede, el (la) Fiscal (a) “Tamizador” (a) la pasa al coordinador judicial o al
encargado del libro electrónico.  Responsable: Fiscal(a)Tamizador(a).






5.5. Ingresa el o la Coordinadora Judicial al libro de expedientes entrados y asigna
un fiscal  o  fiscala  para  su  tramitación,  inmediatamente  o  a  mas  tardar  a  la
siguiente  audiencia  de  la  hora  de  recibido.   Responsable:  Coordinador(a)
Judicial.






5.6. Entrega el Coordinador o Coordinadora Judicial al Fiscal (a) “Tamizador” (a) la
denuncia nueva  para que confeccione el oficio de distribución interna que va
dirigido  al  Fiscal  auxiliar  que  tramitará  la  causa.  Responsable:  Fiscal  (a)
Tamizador (a). 
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5.7. Entrega el (la) Fiscal (a) Tamizador (a) al (la) Técnico (a) Judicial (a) la causa






nueva  para  entregarla  al  Fiscal  Auxiliar  a  cargo  del  trámite  del  expediente.
Responsable: Técnico(a) Judicial






Nota: En caso de que el expediente se remita a otra jurisdicción, a partir de los
siguientes puntos:






5.7.1. El (la) Fiscal(a) Tamizador(a) elabora Oficio de Incompetencia en 
aplicación  del  memorándum interno  de  FAPTA-01-2011,  y  se  lo  
entrega  a  su  Técnico(a)  Judicial  para  armar  y  sacar  del  sistema.  
Responsable: Fiscal(a) Tamizador(a). 






5.7.2. Posteriormente se remite a la Jurisdicción indicada en el Oficio de  
Incompetencia.  






*Antes  de  realizar  la  distribución  interna,  debe  pasarse  la  formula  para  definir  la
complejidad del caso, con el auxilio de los(las) Técnicos(as) Jurídicos(as).






6. Recepción  de  Denuncias  y  Oficios  provenientes  de  OIJ  para  Dirección  
Funcional.






6.1. Recibe el o la Coordinadora Judicial la denuncia u oficio que remite el OIJ, o
se apersona el investigador con la denuncia.






6.2. Realiza  la  valoración  de  la  denuncia  el  o  la  fiscal  encargado  del  tamizaje.
Responsable:  Fiscal(a) Tamizador(a).






6.3. Si procede la Dirección Funcional, el(la) Fiscal(a) tamizador(a) o el o la fiscal a
quien que corresponde la causa por rol se reúne con el investigador a cargo y se
consignan las  diligencias  a  recabar  en  la  bitácora  del  investigador,  y  el  (la)
Fiscal(a) Tamizador(a), o en su defecto, el fiscal auxiliar se deja una copia de las
diligencias  por  recabar,  inmediatamente.  (Se  vela  por el  cumplimiento  del
PROTOCOLO  DE  ACTUACIÓN  PARA  LA  APLICACIÓN  DE  LA
DIRECCIÓN FUNCIONAL. Instrucción General 01-2012). 






6.4. Una vez que se presente el informe con indicios se aplica el procedimiento
que se detalla, bajo los tiempos de duración visto en los apartados anteriores:  
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6.4.1. El(la) Fiscal(a) Tamizador(a) traslada al Coordinador(a) Judicial o al 






encargado(a)  del  libro  electrónico.  Responsable:  Fiscal(a)  
Tamizador(a) 






6.4.2. Ingresa el o la Coordinadora Judicial al libro de expedientes entrados 
y  asigna  un  fiscal  para  su  tramitación.  Responsable:
Coordinador (a) Judicial.






6.4.3. Entrega  el  Coordinador  o  Coordinadora  Judicial  al  Fiscal(a)  
Tamizador(a)   la  denuncia  con  informe  de  indicios  para  que  
confeccione el oficio de distribución interna que va dirigido al Fiscal 
auxiliar  que  tramitará  la  causa.  Responsable:  Fiscal(a)  
Tamizador(a). 






6.4.4. Entrega el Fiscal(a) Tamizador(a) al Técnico(a) Judicial la causa  
nueva  para  trasladarla  al  Fiscal  auxiliar  a  cargo  del  trámite  del  
expediente. Responsable: Técnico(a) Judicial. 






Nota:  Si el Informe del OIJ es sin indicios, el fiscal tamizador procede a desestimar la
causa.






*El Fiscal(a) Tamizador(a) valorará si la dirección funcional afecta su normal desempeño
en el despacho por más de una hora.






Se acuerda el carácter obligatorio en el cumplimiento de las directrices giradas por 
el Comité de Control Interno y Gestión de Riesgos de FAPTA.






Atentamente,






Grethel Mejía Murillo






Fiscala Tamizadora






Carlos Meléndez Sequeira                                                              Patricia Badilla Abarca






Milena Brenes Brenes                                                                      Glenn Calvo Céspedes






Alexander Valverde Peña                                                            Gabriela Quirós Guzmán
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Mayckol Serrano Mayorga                                                             Or El Centeno Ureña






Comité de Control Interno y Gestión de Riesgos






Fiscalía Adjunta de Probidad, Transparencia y Anticorrupción






Ministerio Público






Poder Judicial
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PARA: Fiscales (as) y Técnicos(as) Judiciales y Jurídicos (as)






FECHA: 24 de enero del 2019






ASUNTO: Tramitación de impugnaciones.






DIRECTRIZ ADMINISTRATIVA N.º 02-2019






MODELO PARA LA TRAMITACIÓN DE APELACIONES INTERLOCUTORIAS,






RECURSOS DE APELACIÓN SENTENCIA Y CASACIÓN






Introducción






La  Fiscalía  Anticorrupción  ha  establecido  un  nuevo  método  de  organización






administrativa, dentro del cual se ha establecido la inclusión de un fiscal de impugnaciones,






que tenga como función asumir en todas las fases del proceso los recursos que presente la






Fiscalía así la respuesta a los que presenten las partes.  






Funciones del fiscal de impugnaciones  






Las funciones del fiscal de impugnaciones son las siguientes:






1- Elaborar recursos de casación.






2- Elaborar recursos de apelación de sentencia.






3- Contestar recursos de casación presentados por las partes.
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4- Contestar recursos de apelación de sentencia presentados por las partes.






5-  Participar en las vistas de casación y apelación.






6- Asumir los recursos interlocutorios presentados por los Fiscales de FAPTA en la etapa






preparatoria e intermedia.






7- Contestar los recursos interlocutorios presentados por las partes en la etapa preparatoria






e intermedia.






8- Acudir a las vistas señaladas para defender o contestar los recursos interlocutorios.






9- Coordinar lo referente a la obtención de los recursos, prueba y demás insumos con para






la elaboración y respuesta de las distintas impugnaciones.






10- Elaborar un banco de recursos presentados y sentencias obtenidas, así como una tabla






con los  indicadores  de  gestión  y  resultados  de  los  recursos,  que  permita  tener  una






memoria sobre el trabajo realizado por la FAPTA en materia de impugnaciones.  






Gestión Administrativa.






1. Llevar un control de los casos impugnados por la Fiscalía, el nombre del fiscal que






asistió a debate, resultado del debate y resultado de la impugnación, para lo cual deberá






realizar la plantilla necesaria con el fin de poder establecer anualmente los resultados del






despacho, con la siguiente información:






Expediente Fiscal  que






asistió  al






juicio






Recomendación






del  fiscal  que






asistió al juicio






Recurso






interpuesto






Resultado  del






recurso






2. Deberá comunicar a los fiscales auxiliares y fiscales de la Fiscalía Adjunta de Probi-






dad, Transparencia y Anticorrupción, las experiencias, aciertos y desaciertos obtenidos me-
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diante las impugnaciones de este despacho, así como la jurisprudencia más reciente sobre






los temas de delitos funcionales o procesales que puedan servir para el mejor desempeño de






este despacho.






3. Deberá  alimentar  la  plantilla  de  resultados  de  las  impugnaciones  y  traslada  la






información al centro de registro estadístico.






4. La plaza de fiscal auxiliar encargado de impugnaciones tendrá como puntos de control






de su gestión: las autorizaciones de dispensa del Fiscal Adjunto, la víctima y el centro de






registro estadístico.






Método de trabajo    






A) Tramitación de impugnaciones interlocutorias   






 A.1 Formulación de recursos 






Si las resoluciones son orales, dentro del plazo de 3 horas posteriores al dictado de la






resolución, el fiscal que asistió a la audiencia deberá comunicar por escrito que presentó






recurso de apelación, en la misiva debe indicar hora y fecha de la resolución, también debe






señalar cuál autoridad jurisdiccional emitió el fallo y además mencionará de manera sucinta






los motivos y agravios que invocó al interponer el recurso, así como la prueba que ofreció






en alzada. 






Recibida  la  documentación  por  parte  del  técnico  judicial  de  impugnaciones,  éste






verifica que la grabación se encuentre disponible en el escritorio virtual, en caso contrario
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gestiona la obtención inmediata de la misma y una vez que se cuente con el registro de la






audiencia, traslada la documentación al fiscal de impugnaciones para lo de su cargo.






Tan pronto se haya recibido en el  despacho la notificación del señalamiento a vista






sobre el recurso de apelación, la persona encargada de las notificaciones comunica al fiscal






de impugnaciones quien asume la defensa del recurso ante el tribunal de alzada.  






   






Si las resoluciones son escritas, una vez que se haya notificado al despacho, sin mayor






demora  la  persona  encargada  de  las  notificaciones  pondrá  en  conocimiento  del  fiscal






instructor  la  decisión  tomada  por  la  autoridad  jurisdiccional,  el  fiscal  a  cargo  de  la






investigación tendrá un máximo de 6 horas para revisar la resolución y en caso de resultar






contraria a lo peticionado, trasladará de inmediato al  técnico judicial  de impugnaciones






copia de la resolución con indicación de recurrirla. Dado que el fiscal de impugnaciones






carece  de  conocimiento  previo  de  la  causa,  en  los  asuntos  donde  no  exista  recurso






expresamente acordado al Ministerio Público, deberá el fiscal a cargo de la investigación






indicar por escrito y de manera motivada, cuál es la afectación irreparable que le causa la






decisión del juzgador. 






  






Recibida  la  documentación,  el  técnico  judicial  de  impugnaciones  agrega  a  los






antecedentes el acta de notificación donde conste la hora y fecha en que se comunicó la






resolución  al  Ministerio  Público  y  de  seguido  traslada  la  documentación  al  fiscal  de






impugnaciones, quien se avocará al estudio del fallo, coordinará si así lo amerita con el






fiscal instructor y redactará el recurso para ser presentado dentro del tercer día de haberse






recibo la notificación en el despacho.






A.2 Contestación de recursos
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Una vez que se reciba en el despacho la notificación que convoca a vista de apelación,






la persona encargada de las notificaciones debe poner de inmediato en conocimiento al






fiscal de impugnaciones, éste último coordina con el técnico judicial a su cargo para que






verifique si la grabación de la resolución se encuentra disponible en el escritorio virtual, en






caso contrario el técnico judicial de impugnaciones gestiona la obtención inmediata de la






grabación y una vez que se cuente con el registro de la audiencia donde conste el recurso,






traslada el material al fiscal de impugnaciones para que éste acuda a la vista.






  






Si la impugnación fue presentada por escrito, tan pronto se notifique el emplazamiento






sobre  el  recurso  presentado  por  alguna  de  las  partes,  la  persona  encargada  de  las






notificaciones traslada esa comunicación al fiscal de impugnaciones, en el plazo máximo de






una hora, coordinará con el técnico judicial a su cargo para que verifique si la resolución y






el libelo de impugnación se encuentran agregados al escritorio virtual, en caso contrario el






técnico judicial de impugnaciones gestiona la obtención inmediata de copias, una vez que






cuenta con el material, agrega a los documentos copia del acta de notificación donde conste






la hora y fecha en que se notificó el fallo al recurrente. Con esta información el fiscal de






impugnaciones procede a contestar el recurso. 






B) Tramitación de Recursos de Apelación de Sentencia  






Cuando  el  fiscal  que  asistió  al  juicio  considere  que  se  debe  presentar  recurso  de






apelación de sentencia, remitirá dentro de las 24 horas posteriores al dictado de la sentencia






oral o de la lectura integral del fallo, una minuta al técnico judicial de impugnaciones en la






que  exponga  la  razón  por  la  que  considera  se  debe  impugnar  la  sentencia;  además,






consignará la hora y fecha en que las partes quedaron notificadas de lo resuelto y anotará la






fecha en que vence el período de impugnaciones. A la mayor brevedad el técnico judicial de






impugnaciones verifica que la sentencia se encuentre agregada en el escritorio virtual y en
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caso contrario gestiona la obtención inmediata de la resolución, para ello tendrá una plazo






no mayor de una audiencia, una vez que se cuente con la sentencia, traslada los documentos






al fiscal de impugnaciones para lo de su cargo. Con esos insumos el fiscal de impugnación






tendrá un plazo de tres días para decidir si acoge o no la recomendación del fiscal que






asistió al juicio y definir si apela o no la sentencia. 






Si el fiscal que atendió el juicio considera que debe apelar y se presenta una diferencia






de criterio con el fiscal de apelación, existirá la posibilidad de que el fiscal de juicio asuma






el recurso sin necesidad de presentar la dispensa al Fiscal Adjunto e informando al fiscal de






impugnaciones de las resultas.






En caso de no apelar, independientemente de la recomendación de quien atendió el






debate, el fiscal de impugnación deberá remitir dispensa con sus antecedentes, al Técnico






Judicial con copia al Fiscal Adjunto quien tendrá 2 días para resolver sobre la misma de






forma motivada puntualizando los motivos y razones de su otorgamiento o rechazo. Si se






acoge la dispensa, esta debe ser remitida de inmediato al técnico judicial de impugnaciones






para que dentro de un plazo no mayor a una audiencia comunique a la víctima que no se va






a recurrir la sentencia y así esta cuente con al menos 9 días para presentar su impugnación.  






B.1 Contestación de recursos de apelación de sentencia.






Si durante el período de impugnaciones se presenta algún emplazamiento sobre recurso






de apelación de sentencia presentado por alguna de las partes, la persona encargada de las






notificaciones traslada la comunicación al fiscal de impugnaciones, quien contará con la






asistencia  del  técnico  judicial  a  su  cargo,  así  como  del  técnico  jurídico  que  por  rol






corresponda  para que en un plazo no mayor de 24 horas consigan copia de los libelos de






impugnación presentados por las partes, una vez que se cuente con el material, se entregará






en forma inmediata al fiscal de impugnaciones para que éste proceda a contestar el recurso,
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ya sea refutando los argumentos o bien, presente una adhesión como estrategia para guardar






los intereses del Ministerio Público. 






C) Tramitación de Recursos de Casación  






C.1 Presentación de recursos de casación






Cuando el Tribunal de Apelación de Sentencia comunica al  despacho lo resuelto en






segunda instancia, la persona encargada de las notificaciones traslada sin mayor demora la






notificación  al  fiscal  de  impugnaciones.  Si  con  motivo  del  recurso  de  apelación  de






sentencia  interpuesto  por  alguna  de  las  partes  el  tribunal  de  alzada  revoca  el  fallo  de






primera  instancia  o  lo  modifica  de  manera  que  perjudique  el  trabajo  realizado  por  el






Ministerio Público, el fiscal del impugnaciones deberá interponer recurso de casación.






      






En caso que el fiscal de impugnaciones considere que no resulta oportuno presentar






recurso de casación, se aplicarán las mismas reglas que rigen para el otorgamiento de la






dispensa en sentencias de primera instancia. 






C.2  Contestación de recursos de casación.






Después  de  recibido  el  emplazamiento  por  parte  del  Tribunal  de  Apelación  de






Sentencia, respecto a la presentación de un recurso de casación, la persona encargada de las






notificaciones  pondrá  en  conocimiento  de  la  situación  al  fiscal  de  impugnaciones,  de






inmediato éste último coordina la asistencia del técnico judicial a su cargo y del técnico
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jurídico que por rol corresponda para que en un plazo no mayor de 24 horas, consigan copia






del  libelo  de  impugnación  presentados  por  la  parte,  así  como  la  copia  del  acta  de






notificación donde conste la hora y fecha en que se comunicó la resolución al recurrente,






una  vez  que  se  cuente  con  el  material,  se  entregará  en  forma  inmediata  al  fiscal  de






impugnaciones para que éste proceda a contestar el recurso y haga valer la posición del






Ministerio Público ante la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia.  






Lineamientos relacionados con el choque de señalamientos






 






En caso de choque de agenda serán prioritarias las vistas de apelación de sentencia y






casación sobre las apelaciones interlocutorias, en tales supuestos deberá asistir a la vista el






fiscal  encargado  de  la  investigación  y  en  los  casos  no  previstos  se  acudirá  al  rol  de






colaboración. 






Se acuerda el carácter obligatorio en el cumplimiento de las directrices giradas por el 






Comité de Control Interno y Gestión de Riesgos de FAPTA.






Atentamente,






Carlos Rodríguez Ovares






Fiscal de Impugnaciones






Carlos Meléndez Sequeira                                                           Patricia Badilla Abarca
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Milena Brenes Brenes                                                                  Glenn Calvo Céspedes






Alexander Valverde Peña                                                            Gabriela Quirós Guzmán






Mayckol Serrano Mayorga                                                         Or El Centeno Ureña






Comité de Control Interno y Gestión de Riesgos
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PARA: Fiscales (as) y Técnicos(as) Judiciales y Jurídicos (as)
FECHA: 24 de enero de 2019






ASUNTO: Sobre el manejo de evidencias en FAPTA






DIRECTRIZ ADMINISTRATIVA N.º 03-2019 






Acuerdo del Comité de Control Interno sobre manejo de evidencias en nuestro
despacho






En relación a la propuesta realizada por el Comité de Control Interno y Registros de






la  Fiscalía  Adjunta  de  Probidad,  Transparencia  y  Anticorrupción,  de  fecha  lunes  1  de






octubre del año 2018. Aceptada por la mayoría de los miembros del comité y con el visto






bueno del Fiscal Adjunto Carlos Meléndez Sequeira, como jefe de despacho. Se acordaron






las siguientes modificaciones al manejo de evidencias, función que recae en el Encargado






de Bodega Evidencias, el Técnico Judicial Mayckol Serrano Mayorga.






Procedimiento interno en la gestión, custodia, traslado e inventario de evidencia






1. A partir del lunes 8 de octubre del presente año, la evidencia física o material que se






reciba en la bodega de FAPTA, se le realizará apertura por delegación y dirección de






parte del  fiscal  auxiliar,  fiscal o fiscal  adjunto (F.A.) al  técnico encargado de la






evidencia  (E.B.E.);  quien  realizara  un  inventario  detallado  (acta  de  apertura  de






evidencia que entregará un juego al fiscal a cargo de la causa) contrastando con la






prueba documental de secuestro o entrega voluntaria de aquella. 
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2. Salvo que el E.B.E. de FAPTA se encuentre realizando un trabajo complejo o el F.A.






no delegue expresamente esta actuación, el E.B.E quedará a lo dispuesto por el F.A.






del  caso,  quien  podrá  solicitarle  a  otro  funcionario  técnico  judicial  o  técnico






jurídico, la colaboración de realizar la apertura e inventario de la evidencia. 






3. Posteriormente a ello, se seguirá el procedimiento con base a circulares de manejo






de evidencias. 






4. Cuando la evidencia sea solicitada por el Técnico (a) Judicial o el F.A. del caso, será






devuelta cerrada y lacrada a la bodega de evidencias. De retirarse algún o algunos






documentos de la evidencia, deberá dejarse constando mediante acta de extracción






de  documentos  por  el  F.A.,  agregándose  en  el  legajo  de  investigación,  además






deberá remitirse  una copia digital  de aquella  acta  de extracción de evidencia al






E.B.E. 






5. Posterior a la apertura e inventario y/o análisis de la evidencia por el F.A. del caso,






si ésta regresa a la bodega de evidencias, se hará de forma cerrada y lacrada. De






solicitarse algún documento específico, el F.A. podrá solicitarle al E.B.E. mediante






autorización  vía  correo  electrónico  abrir  la  caja,  paquete  o  bolsa  y  extraer  lo






solicitado  y  de  esta  forma  este  funcionario  pueda  hacerle  entrega  al  F.A.  lo






solicitado, dejando la constancia mediante acta de extracción, debiendo remitir el






acta, la evidencia y dejándose una copia del acta- 






6. Cuando el F.A. del caso finalice con la diligencia pendiente de la evidencia extraída,






le devolverá la misma al E.B.E. y éste la introducirá en la caja, paquete o bolsa de






donde se extrajo. 
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7. Como  último  punto,  antes  que  la  evidencia  se  envíe  al  Depósito  de  Objetos






Decomisados  el  F.A.  o  por  delegación al  E.B.E.  vía  correo  electrónico.  Deberá






lacrar la caja, bolsa o paquete que no lo esté (el lacrado se hace plasmando la firma






por medio de marcador permanente o stiker adhesivo de control de evidencias). Esto






en caso excepcional referente al punto número 6, ya que no afecta la celeridad del






proceso el revisar el contenido de una caja, paquete o bolsa antes de volver a lacrar






y enviar al Depósito de Objetos Decomisados. 






Nota aclaratoria:  A la evidencia digital (discos compactos, discos duros, computadores,






llaves  mayas,  entre  otros)  se  le  realizará  apertura  por  parte  del  Encargado  de  Bodega






Evidencias. Pero los demás procedimientos mencionados no surtirán efectos a la misma, ya






que ésta no se recibe en el Depósito de Objetos Decomisados de forma cerrada. Con las






armas  de  fuego,  punzo  cortantes  entre  otras,  se  recibirán  en  el  Despacho  de  forma






aperturada. Respecto a las boletas de cadena de custodia, las mismas deberán mantenerse






fuera de paquete,  bolsa o caja con el  fin de seguir  la cadena hasta  la fase de envío al






Depósito de Objetos o Arsenal Nacional. Los informes o notas de informes se recibirán






junto con la evidencia por parte del E.B.E., el cual posteriormente entregará al fiscal (a) o






técnico judicial los mismos, a excepción de la evidencia en ese momento. 






Objetivo del acuerdo






La presente modificación tiene como finalidad:






1. Distribuir las cargas de trabajo.






2. Agilizar el trámite de manejo de evidencias.






Se acuerda el carácter obligatorio en el cumplimiento de las directrices giradas por 
el Comité de Control Interno y Gestión de Riesgos de FAPTA.
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Atentamente,






Carlos Meléndez Sequeira                                                           Patricia Badilla Abarca






Milena Brenes Brenes                                                                  Glenn Calvo Céspedes






Alexander Valverde Peña                                                            Gabriela Quirós Guzmán






Mayckol Serrano Mayorga                                                         Or El Centeno Ureña






Comité de Control Interno y Gestión de Riesgos






Fiscalía Adjunta de Probidad, Transparencia y Anticorrupción






Ministerio Público






Poder Judicial
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PARA: Fiscales (as) y Técnicos(as) Judiciales y Jurídicos (as)
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ASUNTO: Modelo de seguimiento y supervisión de casos bimensuales que se






realiza a los fiscales auxiliares de FAPTA.






DIRECTRIZ ADMINISTRATIVA N.º 04-2019 






Modelo de seguimiento y supervisión de casos bimensuales 






que se realiza a los fiscales auxiliares de FAPTA






1.  Una  vez  ingresada  la  causa  al  sistema  de  gestión,  es  valorada  por  el  Fiscal(a)
Tamizador(a), y remitida al fiscal(a) auxiliar designado por rol si corresponde tramitar en
FAPTA.






2. Recibida la causa por el(la) fiscal(a) auxiliar,  este o esta tendrá  un plazo máximo de
cinco días hábiles a partir del día siguiente a su asignación para realizar el flujograma1 de
causas penales, que deberá contener número de causa, fecha de ingreso de la fiscalía, tipo
de investigación (dirección funcional A, B, C), imputados, ofendidos, medidas cautelares,
vencimiento de medidas cautelares, teoría fáctica (sucinta), teoría probatoria, diligencias
pendientes  de  obtener  y  sus  plazos  de  obtención,  delitos,  fecha  prescripción,  actos
interruptores, estado de la causa, fecha posible de resolución, y remitir el mismo para su
aprobación o modificación. (Plantilla 






1 El “Flujograma” es una plantilla estándar empleada en FAPTA para el registro y seguimiento de casos. 
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3. El flujograma de causas penales realizado por las fiscalas y los fiscales auxiliares deberá
ser remitido vía correo electrónico a su fiscal coordinador, para su valoración y aprobación
o modificación.






4. Para efectos de control se imprime por una única vez el flujograma de causas penales el
cual se almacenará en una carpeta (folder del Poder Judicial) por fiscal auxiliar, donde el
Fiscal  (a)  Coordinador  (a)  tendrá  un  plazo  de  tres  días  hábiles  para  hacer  las
observaciones  de  revisión,  ampliación,  modificación  o  avances  de  la  investigación,  así
como la propuesta de los plazos acordados para las diligencias y resolución.






5. Se realizará una revisión por parte del fiscal coordinador de los casos y flujogramas de
causas penales cada dos meses y la revisión de dicho flujograma y causa deberá constar por
escrito2 en el flujograma de causas penales impreso del fiscal coordinador que se llevará en
la carpeta o folder a nombre del fiscal auxiliar, y/o en hojas de reciclaje dentro de dicha
carpeta, donde se consignen las observaciones y fechas de dicha revisión.






6. El flujograma de causas penales al menos se deberá revisar cada dos meses por parte
del  Fiscal(a) Coordinador(a), o cuando el caso así lo amerite (anticipadamente) y  cada
tres meses por parte del Fiscal(a) Adjunto(a) de FAPTA. 






7. El fiscal auxiliar deberá incluir las modificaciones y plazos acordados en la actualización
del flujograma de causas penales, el cual deberá nuevamente remitir al Fiscal Coordinador,
quien lo guardará en una carpeta digital a nombre de cada fiscal auxiliar y al Fiscal Adjunto
para su revisión trimestral.






8. Una vez resueltos los casos, los flujogramas de causas penales se pasarán al final del
folder o carpeta del fiscal con la fecha de resolución o visto bueno del mismo.






2 Lo anterior debido a que no se dispone de una herramienta informática que sirva para garantizar un debido control
interno con respecto al seguimiento de la supervisión de los casos penales investigación en FAPTA.
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Se acuerda el carácter obligatorio en el cumplimiento de las directrices giradas por el 






Comité de Control Interno y Gestión de Riesgos de FAPTA.






Atentamente,






Carlos Meléndez Sequeira                                                           Patricia Badilla Abarca






Milena Brenes Brenes                                                                  Glenn Calvo Céspedes






Alexander Valverde Peña                                                            Gabriela Quirós Guzmán






Mayckol Serrano Mayorga                                                         Or El Centeno Ureña






Comité de Control Interno y Gestión de Riesgos






Fiscalía Adjunta de Probidad, Transparencia y Anticorrupción






Ministerio Público






Poder Judicial
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Ofendidos:





						Medidas Cautelares





Prisión Preventiva (   )
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						Teoría Probatoria, prueba recabada hasta este momento:
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3.
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						Diligencias pendientes de obtener:
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						Delitos: 











Calificación accesoria:

















						Fecha de Prescripción: 











Actos interruptores: No hay

















						





Estado de la Causa: (     ) Inicial (     ) Intermedia  (      ) Avanzada
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Resolución:  2019-0377
Expediente:  07-202582-472-PE (7)





TRIBUNAL DE APELACIÓN DE SENTENCIA PENAL. Segundo Circuito





Judicial de San José. Goicoechea,  a las siete  horas  con treinta  y cinco minutos del





siete de marzo de dos mil diecinueve.





RECURSO DE APELACIÓN interpuesto en la presente  causa seguida contra





HANNIA ESMERALDA HIDALGO CHING, quien es mayor  de edad,  de 48 años, de





oficios domésticos, soltera,  madre de cuatro hijos, con cédula de identidad número





7-103-596, nacida el 24 de febrero de 1970, hija de German Hidalgo Santamaría y de





Ana Lucía Chin Santana y vecina de Urbanización Pacuare Nuevo, Limón, por el delito





de PECULADO en perjuicio de LOS DEBERES DE LA FUNCIÓN PÚBLICA.





Intervienen en la decisión del recurso, la jueza Rosaura Chinchilla Calderón y los jueces





Alberto García Chaves y Gustavo Adolfo Rojas Gutiérrez. Se apersonaron  en esta





sede, el licenciado Carlos Rodríguez Ovares, fiscal del Ministerio Público y el licenciado





Álvaro Pérez Roda, defensor público del encartado y,





RESULTANDO:





 I.- Que mediante  sentencia  Nº 8-2019 de las once horas del once de enero de





dos mil diecinueve, el Tribunal Penal del Segundo Circuito Judicial de San José,





Goicoechea, resolvió: "POR TANTO: De conformidad con lo expuesto, artículos 39 y 41 de la





Constitución Política; 8, inciso 2 de la Convención Americana de Derechos Humanos; 1, 18, 30,





31, 45, 59, 60, 71, 74, 361 y 365 del Código Penal; y 1, 6, 10, 142, 182 al 184, 360 al 363, 365,





367 y 373 del  Código Procesal  Penal;  se declara a HANNIA ESMERALDA HIDALGO CHING





co-autora responsable del delito de PECULADO; el cual se le venía atribuyendo por parte del





Ministerio Público en perjuicio  del  patrimonio  del  Estado,  y en tal carácter se le impone DOS





AÑOS DE PRISIÓN; misma que deberán descontar en el lugar y de la forma que indiquen los





respectivos reglamentos carcelarios. Por reunir la imputada los requisitos y condiciones de ley,





se le otorga el beneficio  de ejecución condicional  de la pena por el término de tres años,





durante el cual deberá abstenerse de cometer nuevo delito doloso que resulte sancionado con





pena mayor a seis meses de prisión, en caso contrario,  le será revocado este beneficio  y





deberá descontar la pena aquí imputado junto con la nueva. Además, en consecuencia con la





condena, se le impone  la inhabilitación absoluta  para el ejercicio  de cargos públicos por el
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término de dos años a partir  de la firmeza de este fallo, lo cual, una vez firme esta sentencia,





deberá comunicarse a las autoridades respectivas. Se ordena enviar copia al Registro Judicial





de la Delincuencia  y al Instituto  Nacional  de Criminología para lo que corresponda.  Son los





gastos del proceso a cargo del Estado. NOTIFÍQUESE. Sergio Quesada Carranza. María





Gabriela Vega Carvajal. Roy Jiménez Mata. JUECES y JUEZA DEL TRIBUNAL" (sic, folios 6 a





11 del legajo confeccionado en esta sede para conocer del recurso y expediente





virtual).





II.- Que, contra el anterior pronunciamiento, el licenciado Carlos Rodríguez





Ovares, fiscal del Ministerio Público, interpuso el recurso que aquí se conoce.





III.- Que verificada la deliberación respectiva de conformidad con lo dispuesto por





el artículo 465 del Código Procesal  Penal (reformado por leyes Nº 8837 y Nº 9021 y





siguiendo la numeración indicada en la Fe de Erratas adoptada mediante acuerdo del directorio





legislativo publicado en La Gaceta Nº 51 del 12 de marzo de 2012, que es la que se usará en





este texto), el Tribunal se planteó las cuestiones formuladas en la impugnación.





IV.- Que en los procedimientos  se han observado  las prescripciones  legales





pertinentes.





Redacta la jueza Chinchilla Calderón, y;





CONSIDERANDO:





I.- El licenciado Carlos  Rodríguez Ovares,  fiscal auxiliar del Ministerio  Público,





interpuso recurso de apelación contra la sentencia condenatoria dictada en autos.





Expone, como primer reproche, la indebida fundamentación de lo decidido, con





violación a las reglas de derivación y congruencia. Indica que toda decisión debe estar





correctamente motivada conforme lo ha dispuesto la jurisprudencia constitucional y que





si bien,  entratándose de un proceso abreviado,  el análisis intelectivo no es igual al de





un proceso ordinario, eso no libera al juzgador de determinar si, con los elementos de





prueba ofrecidos por el acusador, se llega a la certeza sobre la culpabilidad del





acusado, más allá de la aceptación de los hechos que dicha persona  deba realizar.





Transcribe lo indicado en la sentencia  y concluye indicando que, en este caso, lo que





se hizo fue un simple recuento  de la prueba  documental,  sin expresar  motivo alguno





respecto a su valoración; además, en el acápite relativo a la calificación legal y sanción





aplicable, lo que se hace es esbozar  frases  de carácter genérico, con afirmaciones
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totalmente desacertadas  respecto  al bien jurídico tutelado,  sin que el patrimonio  del





Estado tenga relación alguna con la conducta reprochada.  Apunta que los objetos





sustraídos no pertenecían a la Fuerza Pública y que el bien jurídico esencialmente





tutelado con esta figura es el deber de probidad,  algo que no se mencionó en el fallo,





confundiéndose el objeto  de tutela  con el objeto de ataque,  de ahí que, considera,  se





impuso una sanción partiendo de un juicio de reproche que no está directamente





relacionado con la conducta desplegada.  Pide la nulidad de la sentencia y que se





ordene el reenvío de la causa para que, con diferente integración, se proceda a nueva





fundamentación y fijación de la sanción. La segunda queja versa sobre la falta de





fundamentación de la pena accesoria  ya que, en criterio del recurrente,  si bien el





Tribunal de instancia cuenta con facultades  para  decretar  una consecuencia  punitiva





accesoria consistente  en una pena de inhabilitación en este caso restringida  a la





prohibición de ocupar cargos públicos  también es lo cierto que los juzgadores





omitieron señalar los fundamentos  que justificaron  imponer  la citada inhabilitación por





el período de dos años. Transcribe parte de las consideraciones de la decisión





impugnada y a ello agrega  que no es posible concretar  las razones por las que se





estableció la prohibición para ejercer cargos públicos durante el lapso impuesto; que la





alusión que hizo el Tribunal respecto  a la gravedad y los límites de la pena impuesta





son aspectos  relacionados  con la pena principal y no son fundamento para la pena





accesoria, pues ambas sanciones son independientes una de la otra dado que los fines





de la pena accesoria son distintos de la principal, lo que impide que la motivación sea la





misma para ambas. Apunta que, en un asunto como este, la inhabilitación para ejercer





cargos públicos tiene como objeto  impedir a la sancionada  el ejercicio  de la función





policial de la cual se prevalió para cometer  el ilícito; no obstante,  agrega  que esta





disposición no se limita a la función policial, debido al peligro que representa continuar





ejerciendo la función pública en cualquier tipo de prestación, pues con su actuar lesionó





deber la probidad y honradez, que son valores generales a los que se deben someter





todos los empleados  o funcionarios públicos. Pide que se anule este extremo  de lo





decidido y se ordene el reenvío. Al contestar  el recurso , el defensor  se opuso a la





pretensión recursiva y pide que se declaren inadmisibles ambos alegatos  ya que lo





resuelto no le genera agravio a los intereses del ente fiscal por cuanto, en la audiencia
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donde se resolvió admitir la aplicación del procedimiento  especial abreviado,  según





consta en el registro de grabación, al minuto 12:14, la defensora pública titular Andrea





Ortiz Hernández planteó esa posibilidad a partir de la negociación de una pena principal





de dos años de prisión por el delito de peculado, así como la inhabilitación para ejercer





cargos públicos por  el plazo de dos años. Luego del trámite de rigor,  que el defensor





describe, la fiscal actuante, licenciada Patricia Badilla Abarca, a partir del minuto 16:05,





estuvo de acuerdo  con esa vía en los siguientes  términos: dos años de prisión por  el





delito de peculado  que es el extremo mínimo de la pena prevista  para  el delito  en el





artículo 361 del Código Penal y el rebajo  del tercio  que autoriza el numeral 374 del





Código Procesal  Penal; la inhabilitación para  ejercer  cargos  públicos por el plazo de





dos años (conforme  al numeral 365 del Código Penal) y estuvo anuente al eventual





otorgamiento del beneficio de ejecución condicional de la pena, aunque esto  no era





parte de la negociación. Agrega que así se aceptó el proceso abreviado y eso hace que





en el primer alegato el agravio sea inexistente y sorpresivo,  porque la pretensión





punitiva negociada por la representación fiscal fue acogida en la sentencia y se le dio el





beneficio de ejecución condicional,  no negociado,  pero la fiscal oportunamente  estuvo





de acuerdo. Agregó la pena pactada por las partes fue la impuesta y si bien el recurso





de apelación es un derecho de las partes,  esta posibilidad  no puede ejercitarse  de





manera temeraria,  abusiva ni desleal,  como en el presente  caso.  Cita el artículo que





recoge el tema del agravio y lo que, al respecto, ha indicado algún sector de la doctrina





y sostiene que, en este asunto, el recurso  carece  de toda utilidad práctica y como,





además, la sentencia  impugnada no contraviene  las expectativas  legítimas que pudo





haber tenido el Ministerio Público en este proceso, la decisión debe mantenerse.





II.- El recurso es inadmisible. (A) La apelación se incoó mediante escrito





motivado presentado ante el órgano de mérito dentro del plazo legal (aportado el 28 de





enero de 2019 según folio 12 de este legajo y que consta en el expediente electrónico,





sea antes de la fecha límite para  hacerlo,  que vencía no antes del 01 de febrero  de





2019, por haberse emitido integralmente la sentencia el 11 de enero de 2019 mediante





un proceso abreviado, por lo que la notificación a las partes operó después: ver folio 6





de este legajo y expediente virtual), por lo que, en principio, sería admisible la





apelación. Empero,  en este  asunto, es necesario  analizar, también, la legitimación e
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interés para recurrir de la parte impugnante, lo que debe efectuarse a la luz del





contenido de su apelación, conforme se dirá en el siguiente apartado. (B) Consta que el





Ministerio Público, a través de la fiscal  Patricia  Badilla Abarca,  estuvo  de acuerdo  en





que se impusiera  la pena de dos  años de prisión por  el delito  de peculado,  así como





que se fijara en dos años la inhabilitación especial  de prohibición de desempeño de





cargos públicos (ver  acta  de folio 4 frente  y vuelto de este  legajo).  Esa fue la misma





sanción que se impuso en la sentencia impugnada. El aquí recurrente, según él mismo





estipula al pie de la firma  que ubica al final de su libelo de impugnación, es un fiscal





auxiliar. Por ello, es menester recordar el contenido del artículo 18 de la Ley Orgánica





del Ministerio Público que rige sus funciones: "Artículo 18. Enmienda. El superior jerárquico





podrá enmendar, mediante dictamen fundado y con indicación del error o errores cometidos, los





pronunciamientos o solicitudes del inferior, mientras no se haya dictado la resolución





correspondiente. Igualmente,  una vez dictadas estas resoluciones o cualesquiera otras, dicho





superior podrá ordenar a otro representante del Ministerio  Público la interposición de los





recursos que la ley autoriza, o que se haga cargo de la continuación del procedimiento." Esa





disposición fue consultada, en su constitucionalidad, por esta Cámara, con una





integración parcialmente diferente a la actual (R. Chinchilla; K. Jiménez y J. Campos) al





considerar que violentaba la igualdad ante la ley, al otorgarle al ente fiscal una potestad





que no tenían otros sujetos procesales, según consta en el voto número 2013-1586. Sin





embargo, la Sala Constitucional determinó que no era así (ver voto número





2013-11372). Por ello, sigue vigente y resulta aplicable a la especie. Dado que el





apelante no es superior de la fiscal que avaló la solicitud de proceso  abreviado,  ni





consta en autos que él haya sido designado,  en virtud de enmienda jerárquica, con





dicho propósito, no podría atenderse su gestión, pues carece de legitimación.





Adicionalmente, el artículo 439 del Código Procesal Penal establece:  "Agravio. Las





partes sólo podrán impugnar las decisiones judiciales que les causen agravio, siempre que no





hayan contribuido a provocarlo. El recurso deberá sustentarse en el reproche de los defectos





que causan la afectación. El imputado podrá impugnar una decisión judicial  aunque haya





contribuido a provocar el vicio, en los casos en que se lesionen disposiciones constitucionales o





legales sobre su intervención, asistencia y representación" (el destacado es externo). Como





en este asunto, de haber algún yerro en lo resuelto sobre la calificación y monto de las





penas, este fue provocado por la misma parte acusadora, no procedería la
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impugnación salvo que se siguiera aquel procedimiento  de excepción que, como se





dijo, no se ha cumplido. En todo caso, y dicho esto a mayor abundamiento para





concluir que ni aún siendo admisible podría aceptarse la tesis del apelante, la sentencia





sí fundamentó, dentro de las limitaciones que impone el proceso abreviado (que





impiden que se reciba prueba oral y que esta se contradiga) todos los aspectos





relevantes al referir:  se contó con las declaraciones  y aceptación de los hechos de la





propia acusada Hidalgo Ching, quien, previa advertencia de su derecho legal y constitucional de





abstenerse de declarar, admitió como ciertos los hechos acusados en la pieza acusatoria fiscal.





En resumen,  aceptó que entre el veintiséis de noviembre  y el tres de diciembre  del dos mil





siete, en Limón, siendo funcionaria  de la Fuerza Pública de Limón y pretendiendo  sustraer





partes de vehículos que se encontraban decomisados y bajo su custodia en Delegación Policial





de Cieneguita, llamó al señor Ricardo Sojo Solís y le indicó que tenía una chatarra (partes de





vehículos decomisados) que quería venderle, ubicada en la Delegación Policial de Cieneguita.





De igual forma admitió que el cuatro de diciembre del dos mil siete, en Cieneguita de Limón, al





ser aproximadamente  las nueve horas con treinta minutos, estando en ejercicio de sus





funciones como oficial de la Fuerza Pública procedió a sustraer partes de los vehículos





decomisados que se encontraban  bajo su custodia  y le vendió las partes de los mismos  al





señor Ricardo Sojo Solís por la suma de treinta mil colones por kilo de hierro; siendo que este





señor Sojo Solís procedió a enviar a Dennis Wilson Hurtado y Jorge Cortés Bains (a quien se le





siguió causa separada por ser menor), quienes procedieron a desmantelar los vehículos





vendidos. Y por último, indicó que es cierto que los encartados Dennis Wilson Hurtado y Jorge





Corrales Barns fueron sorprendidos por oficiales de la Fuerza Pública mientras se encontraban





desmantelando los vehículos estando ella allí presenciando los hechos. Fíjese que la acusada





Hidalgo Ching acepta  los  hechos ilícitos acusados en forma libre y espontánea, sin entrar en





reservas ni condiciones en cuanto a algún punto acusado; por lo que siendo que además, como





de seguido se expone y analiza, su versión resulta coherente con el resto de la prueba





documental, pericial y material incorporada, sin existir ninguna que la contradiga o desacredite,





este Tribunal le otorga plena y total credibilidad a la misma. En primer orden, se incorporó como





prueba documental,  el informe  de la Fuerza Pública No. 1267-12-2007-DNR,  de fecha 4 de





diciembre del 2007, visible en el expediente virtual de folio 1 al 4, en el cual la policía informa





de lo ocurrido, identificando los bienes que fueron vendidos en forma ilegal por la acusada, las





evidencias con fotografías producto de la inspección, y finalmente la identificación plena de la





aquí procesada Hidalgo  como única autora. De seguido una certificación del Ministerio  de
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Seguridad Pública, Delegación Policial de Limón, donde se certifica que la aquí acusada estaba





nombrada como oficial  para la fecha de los hechos,  laborando en el lugar  de los hechos y el





puesto que ocupaba  para ese día en específico. Así también se tuvo por incorporada a este





proceso el acta de revisión e inspección y sus secuencias fotográficas del O.I.J. con fecha 4 de





diciembre del 2004, visibles de folio 8 al 10, así como su ampliación con la misma fecha, donde





se detalla  las partes y/o bienes  faltantes  de los vehículos decomisados  que fueron vendidos





( ) se ha logrado  llegar  a la verdad de lo ocurrido,  como es el hecho de que la imputada,





encontrándose en el ejercicio  de sus funciones  como oficial  de la Fuerza Pública, y bajo la





custodia de varios vehículos decomisados, permitió que fueran desarmados y luego procedió a





vender partes de los mismos  para su propio beneficio;  pues inclusive,  contra los anteriores





elementos probatorios  de cargo que sustentan el hecho ilícito endilgado,  no existe ninguna





probanza de descargo que desacredite  que no fue así; ni siquiera  que ponga en duda al





Tribunal, más bien, como se esgrimió al inicio de este aparte, la misma acusada corrobora que





efectivamente, así fue como se desarrolló y se consumió el hecho ilícito. Así las cosas, a este





Tribunal no le cabe ninguna duda de que la acusada Hidalgo Ching es la co-autora responsable





(junto con otros dos sujetos procesados por apartes por su edad) del lamentable hecho ilícito





acusado como cometido en perjuicio del Estado; el cual se procederá a calificar en el próximo





aparte, y como tal, es merecedora de una sanción penal, como de seguido se impondrá





conforme al derecho y la justicia. V.- CALIFICACIÓN LEGAL, SANCIÓN APLICABLE,





BENEFICIO DE EJECUCIÓN CONDICIONAL  DE LA PENA, E INHABILITACIÓN ( ) tal y





como se acusó por el Ministerio  Público, la misma encuadra en el tipo penal contenido  y





sancionado en el numeral  361 del  Código Penal,  como es Peculado. Lo anterior  dado que la





acusada, de común acuerdo con dos sujetos más procesado por aparte desconocidos  y





conforme a un plan establecido, optaron por sustraer bienes en forma ilegítima





pertenecientes al Estado, los cuales estaba bajo su custodia  en razón de su cargo como





oficial de la Fuerza Pública, y procedió a venderlos  en provecho  propio.  Además, no existió





error de tipo alguno que exima la acción típica de la acusada; con la cual, la acusada Hidalgo





violentó la norma jurídica señalada, en la forma expuesta, analizada y acreditada; por ende el





bien jurídico tutelado  en la misma, a saber, el patrimonio  del Estado,  sea la Hacienda





Pública, en forma considerablemente grave. ( ) El motivo por el cual la acusada realizó el





hecho ilícito, sea lo que la determinó para contra la patrimonio del Estado, fue su simple deseo





de aumentar su patrimonio aunque sea de forma ilegítima. A la acusada se le debe reconocer





que ha optado por cooperar con la administración de justicia y someterse al abreviado,





aceptando su responsabilidad,  de una manera valiente,  sin necesidad  de ir a un juicio.  La
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acusada es una persona  adulta  joven, de cuarenta  y ocho años de edad y soltera  pero con





cuatro hijos que dependen de ella en todo sentido, como señaló en su identificación durante la





audiencia que precede a este proceso, y consta en la certificación de delincuencia que rola en





el expediente virtual citada supra. Y por último, debe tomarse sumamente en cuenta, el hecho





de que se ha llegado  a una sentencia  en virtud  de un proceso  abreviado,  por lo que debe





respetarse la pena negociada si resulta legítima, racional y proporcional al hecho cometido y





sus consecuencias, como bien ha establecido reiteradamente nuestra jurisprudencia patria en





materia penal, siendo posible rebajar la misma, pero en ningún caso aumentarla más allá de lo





pactado, y la misma es de: DOS AÑOS DE PRISIÓN, que corresponde a la pena mínima con





un rebajo de un tercio de la pena, tal y como autoriza el numeral 374 del Código Procesal Penal





( ) Además de lo anterior, tal y como fue también pactado en este proceso especial,  de





conformidad con el numeral  365 del mismo Código Penal, y en consecuencia  con el delito





condenado, su gravedad y los límites de la pena aquí impuesta, se le impone la





INHABILITACIÓN ABSOLUTA para el ejercicio de cargos públicos por el término de DOS





AÑOS a partir de la firmeza de este fallo, lo cual, una vez firme esta sentencia,  deberá





comunicarse a las autoridades respectivas.  (el destacado es suplido). Como se observa, sí





se analizó, con la poca prueba existente,  el correlato de la aceptación de hechos que





hizo la encartada y si bien las referencias a la titularidad de los objetos apropiados y al





bien jurídico no son exactas (lo primero porque los vehículos estaban en custodia





policial pero no eran del Estado y lo otro porque, para precisar aún más lo que estipula





el fiscal, el peculado es, en algunos casos,  un delito pluriofensivo, aunque siempre





afectará la probidad), lo cierto es que nada de eso tiene implicaciones ni en la





responsabilidad de la persona juzgada ni en la pena fijada, que se estipuló conforme a





lo pactado. Finalmente, si bien la naturaleza y fines de la inhabilitación son diferentes a





otras sanciones, lo cierto es que el monto se pactó, de modo que no podría





incrementarse en un eventual reenvío y hay consideraciones  (sobre la conducta  de la





encartada) que sí son válidas de tener en consideración para  ambas  sanciones.  Por





ende, debe declararse inadmisible la impugnación.





POR TANTO:





Se declara inadmisible el recurso interpuesto por el licenciado Carlos Rodríguez





Ovares, fiscal auxiliar del Ministerio Público. NOTIFÍQUESE.
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Rosaura Chinchilla Calderón





Alberto García Chaves                           Gustavo Adolfo Rojas Gutiérrez
Jueza y jueces





Expediente: 07-202582-472-PE
Imputada  : Hannia Esmeralda Hidalgo Ching
Ofendido  : Los deberes de la función pública
Delito     : Peculado
RCHINCHIC
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Fortalecimiento de FAPTA.doc



San José, 12 de marzo de 2019.





Sra. Emilia Navas Aparicio





Fiscala General de la República





Ministerio Público.





Poder – Judicial.





Estimada señora:





         Sirva la presente para saludarla de manera respetuosa.





         Con motivo del acuerdo tomado por Corte Plena el pasado lunes 5 de marzo por  unánime, gracias a las gestiones realizadas por la Magistrada Nancy Hernández, en calidad de presidencia de la Comisión de Transparencia del Poder Judicial y con base en su solicitud,  me permito elevar el planteamiento del suscrito para fortalecer la Fiscalía de Probidad, Transparencia y Anticorrupción en adelante FAPTA. 





         El presente planteamiento se basa en la necesidad urgente y apremiante de  dotación de mayores recursos técnicos, materiales y humanos, para dar cumplimiento a las políticas de persecución penal contra la corrupción dispuestas por su persona como fiscala general de la república, y poder convertirlas en objetivos estratégicos- operativos por parte de la Fiscalía de Probidad, Transparencia y Anticorrupción- en adelante FAPTA para dirigir las investigaciones con la nueva Sección anticorrupción del organismo de investigación judicial que tendrá que diseñarse para hacer efectivas sus políticas de persecución. 




         I. Recurso o talento humano necesario con base en las metodologías de trabajo de FAPTA y conformes a la descentralización de la jurisdicción penal de hacienda y de la función pública.





           Para poder ser más eficaces,  requerimos mayor dotación de personal técnico judicial y profesional calificado de fiscales auxiliares, y otros profesionales en otras ramas de las ciencias, por ejemplo un o una criminóloga. 





         En la actualidad FAPTA ha diseñado y rediseñando sus metodologías de trabajo de abordaje de los casos en investigación,  para ser más eficiente con la administración de los recursos materiales y humanos que cuenta, sin embargo FAPTA San José, cuenta con recursos humanos limitados, por ejemplo técnicos /as judiciales que trabajan con tres (3) y hasta cuatro (4) fiscales auxiliares, además adicionalmente  con fiscales, con una carga de trabajo importante.




       En la actualidad cuenta con doce (12) fiscales auxiliares en San José, con 6 técnicos judiciales que coadyuvan en la tramitología de casos penales con una coordinadora judicial;  un (1) fiscal auxiliar en Liberia, con un (1) técnico judicial, un (1) fiscal auxiliar en Puntarenas a partir del mes de febrero de este año, sin técnico judicial,  ya que se traslado una plaza de fiscal auxiliar de San José a aquella provincia, una (1) fiscal auxiliar en Quepos, con (1) un técnico judicial,  un (1) fiscal auxiliar en Santa Cruz, con un (1) técnico judicial,   una (1) fiscal auxiliar en Pérez Zeledón, con una (1) técnica judicial,  una (1) fiscal auxiliar de corredores, con una (1) técnica judicial y una (1) fiscal auxiliar en San Carlos con (1) técnico judicial, para un total de diecinueve (19) fiscales auxiliares a nivel nacional encargados del tema anticorrupción. Actualmente se planifica la apertura o descentralización de la jurisdicción penal de hacienda y de la función pública, que consideramos una necesidad ya que no dio los resultados esperados con incrementos en mora judicial de los casos de corrupción con el modelo centralizado en el Segundo Circuito Judicial de San José.




En resumen sería:





FAPTA San José





					1 fiscal adjunto




					Cuatro (4) fiscales




					Doce (12) fiscales auxiliares 




					Seis (6) técnicos judiciales que tramitan casos penales.





Una (1) Técnica coordinadora judicial.





Un (1) técnico Judicial encargado de bodega de evidencias.





Un (1) técnico judicial encargado de preparación de audiencias y debates.





Dos (2) técnicos jurídicos tiempo completo





Dos (2) técnicas jurídicas medio tiempo





 














FAPTA Sede Regional Guanacaste.





Santa Cruz





					1 Fiscal coordinado de todo Guanacaste




					1 Fiscal auxiliar




					1 Técnico judicial  














Liberia.




					1 Fiscala auxiliar 




					1 técnico judicial














FAPTA Sede Regional Zona Sur.





Pérez Zeledón





					1 Fiscala coordinadora de toda zona sur.




					1 Fiscala auxiliar 




					1 técnica judicial














Corredores.





					1 Fiscala auxiliar




					1 técnica judicial














Quepos.





					1 Fiscala auxiliar 




					1 Técnico Judicial 














FAPTA Puntarenas. 




					1 fiscal auxiliar 




					No tiene técnico judicial














En la composición actual ser requiere un o una técnica judicial como plaza nueva para el fiscal auxiliar de Puntarenas.




                        Sin duda es totalmente necesario dotar de recursos al OIJ y a la FAPTA, profesionalizar y capacitar conjuntamente a fiscales, peritos y policías en técnicas y estrategias de investigación  de los delitos de corrupción privada, económica, transnacional (sobornos transnacionales), política, estructural y dentro del crimen organizado, ya que la experiencia ha quedado corta únicamente con tratamiento de corrupción pública de niveles medios y bajos. 





          Además como se ha venido comportando las denuncias, con incremento en los casos penales, por ejemplo el circulante inicial a enero del 2018 en relación a enero del 2017 creció en 57% y el circulante inicial de enero 2018 a enero de este año 2019 creció un 53%, es decir que la constante es el crecimiento de más de un 50% cada inicio de año.




Cuadro comparativo de estadística de casos de FAPTA 2017-2018




					Código 1218 anticorrupción 




					2017




					2018









					Circulante inicial enero




					69




					122









					Casos entrados durante el año




					217




					359









					Casos reentrados




					16




					17









					Testimonio de piezas




					0




					0









					Terminados al 31 de dic.




					179




					265














					Código 1218 anticorrupción




					2017




					2018









					Acusaciones




					15




					38









					Sobreseimientos definitivos




					21




					26









					Desestimaciones




					50




					79









					Criterios de oportunidad




					1




					1









					Acumulaciones




					13




					17









					Incompetencia




					79




					104














Fuente: Datos del sistema informático para memorial realizado por la coordinadora judicial de FAPTA para rendición de cuentas 2019.




           De aquella forma hay más investigaciones en FAPTA, donde se está proyectando cierres de año con circulantes activos en investigación entre 28 a 32 casos por fiscal auxiliar que dirigen las investigaciones, donde al menos dos tercios de esos casos son de alta complejidad y la gran mayoría en cola para investigaciones prontas por parte del OIJ.




           Sin bien es cierto hubo una mayor productividad y eficiencia en casos terminados en el año 2018 con 86 casos más resueltos en comparación del año 2017, lo cierto es que cada vez ingresa más denuncias y de mayor complejidad para desarrollar investigaciones penales, lo cual sin una sección robusta y multidisciplinaria del OIJ de investigación anticorrupción, y más fiscales auxiliares que dirijan estas investigaciones,  es muy probable que se incremente los tiempos para la resolución de casos en la etapa preparatoria o investigación,  con rezagos importantes de tiempo no de meses sino de años.





A.- Reforzamiento con plazas nuevas.





             Así, las cosas en procura del fortalecimiento de FAPTA se requiere tomando como base la descentralización de la jurisdicción penal de hacienda y de la función pública en los circuitos judiciales centrales de cada provincia, y con base en el planteamiento del Departamento de Planificación del Poder Judicial, se necesitarían las siguientes  nuevas plazas de fiscales auxiliares y técnicos judiciales para FAPTA, para que se encarguen de las regiones territoriales que hoy no tienen presencia de fiscales auxiliares anticorrupción para que dirijan o asesoren de otras investigaciones de  corrupción de menor complejidad a las y los fiscales territoriales, a saber:





					Alajuela 




					Fiscal/a auxiliar




					Técnico/a judicial  









					Cartago 




					Fiscal/a auxiliar




					Técnico/a judicial









					Heredia 




					Fiscal/a auxiliar




					Técnico/a judicial 









					Limón 




					Fiscal/a Auxiliar 




					Técnico/a judicial 









					Liberia 




					Fiscal/a Auxiliar 




					Técnico/a Judicial 














Para un total de cinco (5) plazas de fiscales auxiliares y cuatro (4) plazas de técnicos (as) judiciales. 




Los juicios de Alajuela, Cartago y Heredia serán abordado con una (1) nueva  plaza de fiscal de juicio, de tener choques de señalamientos, se apoyará en la plaza de fiscales de juicio de San José, quienes tendrá a cargo los debates que se celebrarán en el II Circuito Judicial de San José, correspondiendo al I, II Y III circuito Judicial de San José, que serán los debates más  largos y complejos con base en el modelo de trabajo.





Los debates de la zona del atlántico, tendrá que crearse una (1) plaza de fiscal de juicio, ya que por la lejanía sería más complicado y con un impacto presupuestario importante estar trasladando fiscales de juicio desde San José a Limón.





					Fiscal de juicio 




					Alajuela, Cartago y Heredia









					Fiscal de juicio




					Limón














Para un total de dos (2) plazas de fiscales de juicio adicionales.





En todo caso, el tema de los debates de existir choques de agenda o varios señalamientos deberá que apoyarse entre las y los fiscales de juicio de las fiscales territoriales de ser necesario.




Debe tomarse en cuenta que de conformidad con el informe del Departamento de Planificación del Poder Judicial,  de trasladarse plazas de fiscales auxiliares de FAPTA- San José a otras regiones del país, quedarían únicamente siete (7) plazas de fiscales auxiliares en San José, para encargarse de los casos de mayor complejidad de corrupción en sus distintas modalidades, lo cual se convertiría en una necesidad reforzar este apartado para dotar de mayor cantidad de fiscales auxiliares para investigaciones que versan sobre corrupción dentro del crimen organizado, como se dirá en el siguiente apartado.  





b.- Recalificación de plaza de fiscal auxiliar.





Por otro lado, dentro de la estructura funcional de FAPTA existe un fiscal auxiliar encargado de actuar en las distintas etapas recursivas de impugnaciones, dado que su actuación versa sobre recursos de apelación de sentencia, recursos de casación, recursos interlocutorios de resoluciones judiciales apelables, donde pudo actuar fiscales de juicio y teniendo una plaza de fiscal auxiliar de menor escalafón dentro de la organización se requiere la recalificación de dicha plaza de fiscal auxiliar a fiscal. 





					Recalificación de plaza de fiscal auxiliar a fiscal para impugnaciones de FAPTA-San José.














Como fundamento de lo señalado se adjunta la directriz administrativa No. 02-2019 de FAPTA y la Resolución No. 2019-0377 del Tribunal de Apelación de Sentencia penal del II Circuito Judicial de San José de las 7:35 hrs del 7 de marzo del 2019, esta última resolución jurisdiccional fundamenta la necesidad de que funja en esa labor un o una fiscal.




II.- Aspectos de reorganización funcional de FAPTA con base en políticas de persecución penal de la Fiscalía General y la corrupción dentro de la delincuencia organizada.





En relación con la Fiscalía Adjunta de Probidad, Transparencia y Anticorrupción la política de persecución emitida por la Fiscalía General se enfoca en un abordaje integral de los casos de corrupción, más allá de si el delito se relaciona a los tipificados directamente en contra de la función pública y la Ley 8422.  





A partir de esto, y sin incumplir con la obligación legal de crear la Fiscalía especializada de crimen organizado, se plantea a su persona como Fiscala General conforme a lo dispuesto en los numerales 3, 7, 13, 21, 25 y 31 de la Ley orgánica del Ministerio Publico; el instructivo 01-2016 y previendo el funcionamiento de las fiscalías nacionales según el proyecto de Ley de Carrera Fiscal,  por un principio de especialidad la necesidad de crear fiscales auxiliares especializados en crimen organizado de corrupción. a cargo de la Fiscalía Adjunta de Corrupción, Transparencia y Anticorrupción para que lideren las investigaciones sobre los objetivos país,  causas de corrupción compleja y transnacional; aprovechando con ello la existencia de los insumos de la reorganización de FAPTA entre otros con el fiscal de valoración inicial y de dirección funcional, fiscal auxiliar de impugnaciones
 y el centro de registro, análisis estadístico; fortaleciendo con esto la persecución de la corrupción tanto interna como externa, proveyendo al país de un despacho que cumple con los requerimientos en lucha contra la corrupción que alcance un estándar internacional.





Actuación respaldada por la Convención de las Naciones Unidas Contra la Corrupción, la Convención Interamericana Contra la Corrupción.





De esta forma todas las causas penales con esa declaratoria procesal y que cuenten con un funcionario en su estructura o estén relacionadas a la gama de delitos contra la función pública, podrá efectuar la investigación utilizando la experiencia ya adquirida en estos delitos, cuyo abordaje está íntimamente relacionado también a las técnicas de investigación de la delincuencia económica y otras, serán absorbidas y lideradas por este grupo de fiscales auxiliares de crimen organizado de corrupción.




Lo antes señalado, nos obliga a diseñar el abordaje de la corrupción compleja y transnacional -que finalmente son las causas que serían las candidatas a gestionar la declaratoria de crimen organizado- implicando el conocimiento en materia económico, ambiental, administrativa, civil; con técnicas de investigación que incluyen peritajes económicos y el involucramiento de redes interinstitucionales, así como cooperación internacional, aún antes de contar con la identificación plena de toda la estructura criminal, por lo que trasladar estas causas a un despacho sin esa experticia aumentará los plazos de la instrucción del sumario lo que debilita la actuación del ente fiscal.




De ahí que lo proyectado sea aprovechar la estructura de la Fiscalía Adjunta de Probidad, Transparencia y Anticorrupción y calificar a un grupo de trabajo como fiscales de corrupción y crimen organizado de FAPTA, a fin de que las investigaciones de este carácter mantengan la especialización en la materia haciendo uso de la estructura de la nueva sección anticorrupción del OIJ para las investigaciones.




Para cumplir tal labor funcional,  con base en la reorganización señalada se requerirá al menos de las siguientes plazas: Seis (6) fiscales auxiliares y una plaza de  (1) fiscal con tres (3) técnicos judiciales, es decir se compartiría técnicos judiciales, uno por tres fiscales auxiliares y uno con recargo con el fiscal.  




					1- Fiscal/a auxiliar crimen organizado – corrupción 




					Técnico/a judicial 









					2.- Fiscal/a auxiliar crimen organizado – corrupción




					









					3.- Fiscal /a auxiliar crimen organizado – corrupción 




					Técnico/a judicial









					4.- Fiscal /a auxiliar crimen organizado – corrupción 




					









					5.- Fiscal /a auxiliar crimen organizado- corrupción 




					Técnico/a judicial 









					6.- Fiscal auxiliar crimen organizado-corrupción 




					














					(1) un o una fiscal de crimen organizado-corrupción encargado de coordinar a las y los fiscales auxiliares y realizar los debates.














Para un total de seis (6) fiscales auxiliares, un o una (1) fiscal y tres (3) técnicos /as judiciales.     




III.- Talento Humano en otras ciencias sociales con base en la nueva estructura funcional organizativa de FAPTA.





3.1 Criminología 




Dentro del nuevo diseño de análisis del fenómeno criminal de corrupción, FAPTA ha ideado un grupo de trabajo denominado “Centro de registro, estadístico, de monitoreo y de análisis de interpretación de resultados” que debe aanalizar  para el monitoreo de FAPTA y la toma de decisiones interna y que contribuya a la definición de las políticas de persecución en materia de delitos funcionales a nivel nacional que debe proveerle a la Fiscala General.




Entre sus objetivos más relevantes estarían: 





· Construir los indicadores de gestión y resultados cuantitativos y cualitativos.





· Ubicar la información necesaria para el cálculo periódico de los indicadores cuantitativos y las fuentes para verificar los indicadores cualitativos.





· Realizar el seguimiento y cálculo periódico de los indicadores que se definan por  la Fiscalía General y FAPTA y los de carácter internacional.





· Diseñar una línea de base con el fin de identificar el estado de la situación al momento de la implementación del rediseño de FAPTA y facilitar la comparación posterior sobre su impacto en la mejora de gestión y resultados.





· Elaborar informes analíticos a partir de los resultados de monitoreo de indicadores y también de trabajo de campo en comunidades para presentarlos a la jefatura y al Comité de Coordinación de FAPTA, con algún grado de periodicidad también a petición específica cuando se requiera.





· Interpretar y caracterizar los fenómenos criminales relacionados con corrupción y delitos funcionales desde las circunstancias sociales, criminológicas,   históricas e institucionales de su contexto regional y criminal.





· Coadyuvar en funciones de control interno por medio de la detección de riesgos y propuesta de medidas de mejora.





· Elaborar la memoria anual y el informe de resultados de FAPTA. 





· Diseñar un modelo de rendición de cuentas específico para FAPTA que se desprenda de las políticas de persecución penal definidas en la materia y que contemple las principales políticas institucionales.




Para llevar a cabo esta esencial y novedosa labor estratégica, se requiere una (1) plaza de criminólogo (a),  para que forme parte del equipo de trabajo que tendrá con recargo de funciones actuales en FAPTA, para los estudios y análisis de los distintos delitos, sus causas, consecuencias, victimas, imputados y las formas de prevención y sanción para que brinde sus recomendaciones para brindar los insumos a la fiscala general para ser tomados en cuenta para la emisión de políticas de persecución penal anticorrupción.





					Un (1) criminólogo/a














3.2. Área de transparencia. 





FAPTA desarrolla su plan de transparencia por medio de dos profesionales, una (1) comunicadora y una (1) socióloga encargadas entre otras funciones medulares y que no pueden ser sustituidas por las y los fiscales. En la actualidad están ubicadas en dos plazas de profesionales facilitadas o prestadas por la Unidad Administrativa del Ministerio Público, plazas que fueron diseñadas para ubicar un administrador regional para las distintas oficinas del Ministerio Público.




A consecuencia de lo supra señalado FAPTA requiere una (a) plaza de socióloga y un o una plaza para las comunicaciones y proyección.





Estas plazas realizan las siguientes funciones con una proyección a ampliarse:





Proceso de trabajo conjunto con la ciudadanía para poner a su disposición herramientas que permitan prevenir, detectar y denunciar actos de corrupción. Esta labor responde a la necesidad de los grupos organizados que demandan mayores espacios de participación dentro de la institución fiscal-manifiesta en solicitudes formuladas durante los primeros meses del año 2019 ante la máxima autoridad jerárquica del Ministerio Público específicamente sobre fenómenos relacionados con corrupción política, en espacios como régimen municipal- además encuentra sustento y justificación en políticas institucionales en materia de Participación Ciudadana, Justicia Abierta y disposiciones para atender a los Objetivos de Desarrollo del Milenio dentro de los Planes Anuales Operativos de los despachos.





Por la naturaleza de estas tareas en el rediseño de FAPTA es precisa la integración de una persona profesional en sociología, que desde su experticia desarrolle funciones de investigación, mapeo de actores sociales en las comunidades, lidere procesos de construcción colectiva en la forma de planes de trabajo con las fuerzas vivas, facilite procesos de formación y capacitación dirigidos a sociedad civil, entidades e instituciones públicas, propicie canales de comunicación entre la ciudadanía, cuerpos policiales y la Fiscalía de Probidad  y, en etapas posteriores, se encargue del seguimiento de los acuerdos y su sistematización.





La persona destacada en este puesto debe también encargarse de tareas de compilación procesamiento y análisis de información relevante registrada en los sistemas electrónicos y controles físicos de FAPTA, lo que permitirá sustentar la toma de decisiones y la definición de políticas de persecución de los delitos funcionales y de corrupción, considerando el contexto social en que surgen estos actos y sus posibles causas y condiciones. Para esta tarea es necesario que el o la profesional se integre dentro del flujo de información en los procesos de tamizaje o valoración inicial de las denuncias,  impugnaciones y análisis de flujogramas.





Por su parte, el profesional en comunicación desarrolla tareas dentro del proceso de trabajo de la Fiscalía Adjunta de Probidad, Transparencia y Anticorrupción como el o la encargada de diseñar e implementar un sistema de transparencia y acceso a la información pública, que -dentro de las restricciones propias establecidas por la ley en relación con el mandato del Ministerio Público- permita mejorar la comprensión de los usuarios (ciudadanía, instituciones y medios de comunicación ) sobre su papel y el desempeño de la Fiscalía Anticorrupción, así mismo, el desarrollar procesos de formación con el personal del Ministerio Público sobre los conceptos, metodologías, instrumentos e importancia de la transparencia y rendición de cuentas como un medio eficaz para prevenir la corrupción y mejorar la comunicación con la población nacional y medios de comunicación.





Otras de las tareas ha ejecutar es el impulsar los valores institucionales en la Fiscalía Anticorrupción como un método de prevenir actos de corrupción, falta de ética y probidad en el personal de la FAPTA. Proporcionar de manera responsable a los medios de comunicación datos referentes sobre las diligencias judiciales o el estado de las investigaciones que tramite FAPTA; asesorar al personal fiscal en el área de comunicación con la prensa, y coordinar con el despacho sobre los contenidos pertinentes en comunicación.





Finalmente, con el objetivo de fortalecer la transparencia dentro del Ministerio Público es necesario que un equipo interdisciplinario, en el que se integren las disciplinas de sociología y comunicación, desarrolle lineamientos y herramientas metodológicas para estandarizar e institucionalizar la práctica de rendición de cuentas de acuerdo a criterios objetivos y variables de interés para la sociedad civil, así como procurar una participación considerable de actores externos y medios de comunicación en la validación de las rendiciones de cuentas de cada una de las fiscalías.





Todas estas labores y funciones por ser otras ciencias, se sugiere que sean entrevistadas las profesionales Andrea Bermúdez, socióloga y Monica Álvarez comunicadora en el área de transparencia de FAPTA, quines podrán ser contactadas a sus correos electrónicos oficiales en su orden abermudezca@poder-judicial.go.cr y malvarez@poder-judicial.go.cr




					Una (1) comunicadora




					Una (1) socióloga














    IV. Espacio físico estructural.




El fortalecimiento de FAPTA en cantidad de personal y por la información confidencial  que se maneja,  requerirá espacio físico adecuado para realizar sus funciones y lugar de reuniones por las mesas de trabajo y distribución de funciones con la sección de anticorrupción del OIJ. Preferente se debería estar en un único edificio o al menos con gran proximidad y con los estándares de seguridad para las personas, evidencia, prueba e información.





V.- Equipo tecnológico y mobiliario.  




Todas las nuevas plazas requerirán su mobiliario y equipo tecnológico básico para realizar sus funciones.




VI.- Vehículos o automotores.




Cada fiscal auxiliar de FAPTA regional debe contar con su automotor adecuado para desplazarse a las fiscalías territoriales que tiene dentro de su región.





FAPTA San José deberá de dotársele al menos de un vehículo adicional para los desplazamientos de las y los fiscales para realizar los debates, además para las giras de supervisión o apoyo de casos entre las oficinas de FAPTA o bien con otras fiscalías territoriales. Y para el área de transparencia con sociedad civil con los trabajos de prevención y de sanción de la corrupción a nivel nacional.




Con muestras de consideración y estima.





Carlos Meléndez Sequeira




Fiscal Adjunto





FAPTA




� Se esta solicitando la recalificación de esa plaza de fiscal auxiliar a fiscal.
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San José, 12 de marzo de 2019. 
 
Sra. Emilia Navas Aparicio 
Fiscala General de la República 
Ministerio Público. 
Poder – Judicial. 
 
Estimada señora: 
 
 
         Sirva la presente para saludarla de manera respetuosa. 
 
         Con motivo del acuerdo tomado por Corte Plena el pasado lunes 5 de marzo por  





unánime, gracias a las gestiones realizadas por la Magistrada Nancy Hernández, en 





calidad de presidencia de la Comisión de Transparencia del Poder Judicial y con base en 





su solicitud,  me permito elevar el planteamiento del suscrito para fortalecer la Fiscalía 





de Probidad, Transparencia y Anticorrupción en adelante FAPTA.  





 





         El presente planteamiento se basa en la necesidad urgente y apremiante de  





dotación de mayores recursos técnicos, materiales y humanos, para dar cumplimiento a 





las políticas de persecución penal contra la corrupción dispuestas por su persona como 





fiscala general de la república, y poder convertirlas en objetivos estratégicos- operativos 





por parte de la Fiscalía de Probidad, Transparencia y Anticorrupción- en adelante 





FAPTA para dirigir las investigaciones con la nueva Sección anticorrupción del 





organismo de investigación judicial que tendrá que diseñarse para hacer efectivas sus 





políticas de persecución.  





 





         I. Recurso o talento humano necesario con base en las metodologías de 





trabajo de FAPTA y conformes a la descentralización de la jurisdicción penal de 





hacienda y de la función pública. 





          





           Para poder ser más eficaces,  requerimos mayor dotación de personal técnico 





judicial y profesional calificado de fiscales auxiliares, y otros profesionales en otras 





ramas de las ciencias, por ejemplo un o una criminóloga.  





 





         En la actualidad FAPTA ha diseñado y rediseñando sus metodologías de trabajo 





de abordaje de los casos en investigación,  para ser más eficiente con la administración 





de los recursos materiales y humanos que cuenta, sin embargo FAPTA San José, cuenta 
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con recursos humanos limitados, por ejemplo técnicos /as judiciales que trabajan con 





tres (3) y hasta cuatro (4) fiscales auxiliares, además adicionalmente  con fiscales, con 





una carga de trabajo importante. 





 





       En la actualidad cuenta con doce (12) fiscales auxiliares en San José, con 6 técnicos 





judiciales que coadyuvan en la tramitología de casos penales con una coordinadora 





judicial;  un (1) fiscal auxiliar en Liberia, con un (1) técnico judicial, un (1) fiscal 





auxiliar en Puntarenas a partir del mes de febrero de este año, sin técnico judicial,  ya 





que se traslado una plaza de fiscal auxiliar de San José a aquella provincia, una (1) 





fiscal auxiliar en Quepos, con (1) un técnico judicial,  un (1) fiscal auxiliar en Santa 





Cruz, con un (1) técnico judicial,   una (1) fiscal auxiliar en Pérez Zeledón, con una (1) 





técnica judicial,  una (1) fiscal auxiliar de corredores, con una (1) técnica judicial y una 





(1) fiscal auxiliar en San Carlos con (1) técnico judicial, para un total de diecinueve (19) 





fiscales auxiliares a nivel nacional encargados del tema anticorrupción. Actualmente se 





planifica la apertura o descentralización de la jurisdicción penal de hacienda y de la 





función pública, que consideramos una necesidad ya que no dio los resultados esperados 





con incrementos en mora judicial de los casos de corrupción con el modelo centralizado 





en el Segundo Circuito Judicial de San José. 





 





En resumen sería: 





 





FAPTA San José 





1 fiscal adjunto Cuatro (4) fiscales Doce (12) fiscales 





auxiliares  





Seis (6) técnicos 





judiciales que 





tramitan casos 





penales. 





Una (1) Técnica 





coordinadora 





judicial. 





Un (1) técnico 





Judicial encargado 





de bodega de 





evidencias. 
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Un (1) técnico 





judicial encargado 





de preparación de 





audiencias y 





debates. 





Dos (2) técnicos 





jurídicos tiempo 





completo 





Dos (2) técnicas 





jurídicas medio 





tiempo 





  





  





 





FAPTA Sede Regional Guanacaste. 





 





Santa Cruz 





1 Fiscal coordinado de 





todo Guanacaste 





1 Fiscal auxiliar 1 Técnico judicial   





 





 





 





Liberia. 





1 Fiscala auxiliar  1 técnico judicial 





 





FAPTA Sede Regional Zona Sur. 





Pérez Zeledón 





1 Fiscala coordinadora de 





toda zona sur. 





1 Fiscala auxiliar  1 técnica judicial 





 





Corredores. 





1 Fiscala auxiliar 1 técnica judicial 
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Quepos. 





1 Fiscala auxiliar  1 Técnico Judicial  





 





FAPTA Puntarenas.  





1 fiscal auxiliar  No tiene técnico judicial 





 





En la composición actual ser requiere un o una técnica judicial como plaza nueva 





para el fiscal auxiliar de Puntarenas. 





 





                        Sin duda es totalmente necesario dotar de recursos al OIJ y a la FAPTA, 





profesionalizar y capacitar conjuntamente a fiscales, peritos y policías en técnicas y 





estrategias de investigación  de los delitos de corrupción privada, económica, 





transnacional (sobornos transnacionales), política, estructural y dentro del crimen 





organizado, ya que la experiencia ha quedado corta únicamente con tratamiento de 





corrupción pública de niveles medios y bajos.  





 





          Además como se ha venido comportando las denuncias, con incremento en los 





casos penales, por ejemplo el circulante inicial a enero del 2018 en relación a enero del 





2017 creció en 57% y el circulante inicial de enero 2018 a enero de este año 2019 creció 





un 53%, es decir que la constante es el crecimiento de más de un 50% cada inicio de 





año. 





Cuadro comparativo de estadística de casos de FAPTA 2017-2018 
 
 
 
Código 1218 





anticorrupción 





2017 2018 





Acusaciones 15 38 
Sobreseimientos definitivos 21 26 
Desestimaciones 50 79 
Criterios de oportunidad 1 1 
Acumulaciones 13 17 
Incompetencia 79 104 





Código 1218 





anticorrupción  





2017 2018 





Circulante inicial enero 69 122 
Casos entrados durante el 
año 





217 359 





Código 1218 





anticorrupción  





2017 2018 
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Fuente: Datos del sistema informático para memorial realizado por la coordinadora judicial de FAPTA 
para rendición de cuentas 2019. 
 





           De aquella forma hay más investigaciones en FAPTA, donde se está proyectando 





cierres de año con circulantes activos en investigación entre 28 a 32 casos por fiscal 





auxiliar que dirigen las investigaciones, donde al menos dos tercios de esos casos son de 





alta complejidad y la gran mayoría en cola para investigaciones prontas por parte del 





OIJ. 





 





           Sin bien es cierto hubo una mayor productividad y eficiencia en casos terminados 





en el año 2018 con 86 casos más resueltos en comparación del año 2017, lo cierto es 





que cada vez ingresa más denuncias y de mayor complejidad para desarrollar 





investigaciones penales, lo cual sin una sección robusta y multidisciplinaria del OIJ 





de investigación anticorrupción, y más fiscales auxiliares que dirijan estas 





investigaciones,  es muy probable que se incremente los tiempos para la resolución de 





casos en la etapa preparatoria o investigación,  con rezagos importantes de tiempo no de 





meses sino de años. 





 





A.- Reforzamiento con plazas nuevas. 





             Así, las cosas en procura del fortalecimiento de FAPTA se requiere tomando 





como base la descentralización de la jurisdicción penal de hacienda y de la función 





pública en los circuitos judiciales centrales de cada provincia, y con base en el 





planteamiento del Departamento de Planificación del Poder Judicial, se necesitarían las 





siguientes  nuevas plazas de fiscales auxiliares y técnicos judiciales para FAPTA, 





para que se encarguen de las regiones territoriales que hoy no tienen presencia de 





fiscales auxiliares anticorrupción para que dirijan o asesoren de otras investigaciones de  





corrupción de menor complejidad a las y los fiscales territoriales, a saber: 





 





 
Circulante inicial enero 





69 122 





Casos entrados durante el 
año 





217 359 





Casos reentrados 16 17 
Testimonio de piezas 0 0 
Terminados al 31 de dic. 179 265 





Código 1218 





anticorrupción  





2017 2018 
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Alajuela  Fiscal/a auxiliar Técnico/a judicial   





Cartago  Fiscal/a auxiliar Técnico/a judicial 





Heredia  Fiscal/a auxiliar Técnico/a judicial  





Limón  Fiscal/a Auxiliar  Técnico/a judicial  





Liberia  Fiscal/a Auxiliar  Técnico/a Judicial  





 





Para un total de cinco (5) plazas de fiscales auxiliares y cuatro (4) plazas de 





técnicos (as) judiciales.  





 





Los juicios de Alajuela, Cartago y Heredia serán abordado con una (1) nueva  plaza de 





fiscal de juicio, de tener choques de señalamientos, se apoyará en la plaza de fiscales de 





juicio de San José, quienes tendrá a cargo los debates que se celebrarán en el II Circuito 





Judicial de San José, correspondiendo al I, II Y III circuito Judicial de San José, que 





serán los debates más  largos y complejos con base en el modelo de trabajo. 





 





Los debates de la zona del atlántico, tendrá que crearse una (1) plaza de fiscal de juicio, 





ya que por la lejanía sería más complicado y con un impacto presupuestario importante 





estar trasladando fiscales de juicio desde San José a Limón. 





 





Fiscal de juicio  Alajuela, Cartago y Heredia 





Fiscal de juicio Limón 





 





Para un total de dos (2) plazas de fiscales de juicio adicionales. 





En todo caso, el tema de los debates de existir choques de agenda o varios 





señalamientos deberá que apoyarse entre las y los fiscales de juicio de las fiscales 





territoriales de ser necesario. 





 





Debe tomarse en cuenta que de conformidad con el informe del Departamento de 





Planificación del Poder Judicial,  de trasladarse plazas de fiscales auxiliares de FAPTA- 





San José a otras regiones del país, quedarían únicamente siete (7) plazas de fiscales 





auxiliares en San José, para encargarse de los casos de mayor complejidad de 





corrupción en sus distintas modalidades, lo cual se convertiría en una necesidad reforzar 
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este apartado para dotar de mayor cantidad de fiscales auxiliares para investigaciones 





que versan sobre corrupción dentro del crimen organizado, como se dirá en el siguiente 





apartado.   





 





 





b.- Recalificación de plaza de fiscal auxiliar. 





 





Por otro lado, dentro de la estructura funcional de FAPTA existe un fiscal auxiliar 





encargado de actuar en las distintas etapas recursivas de impugnaciones, dado que su 





actuación versa sobre recursos de apelación de sentencia, recursos de casación, recursos 





interlocutorios de resoluciones judiciales apelables, donde pudo actuar fiscales de juicio 





y teniendo una plaza de fiscal auxiliar de menor escalafón dentro de la organización se 





requiere la recalificación de dicha plaza de fiscal auxiliar a fiscal.  





 





Recalificación de plaza de fiscal auxiliar a fiscal para impugnaciones de FAPTA-





San José. 





 





Como fundamento de lo señalado se adjunta la directriz administrativa No. 02-2019 de 





FAPTA y la Resolución No. 2019-0377 del Tribunal de Apelación de Sentencia penal 





del II Circuito Judicial de San José de las 7:35 hrs del 7 de marzo del 2019, esta última 





resolución jurisdiccional fundamenta la necesidad de que funja en esa labor un o una 





fiscal. 





 





II.- Aspectos de reorganización funcional de FAPTA con base en políticas de 





persecución penal de la Fiscalía General y la corrupción dentro de la delincuencia 





organizada. 





 





En relación con la Fiscalía Adjunta de Probidad, Transparencia y Anticorrupción 





la política de persecución emitida por la Fiscalía General se enfoca en un abordaje 





integral de los casos de corrupción, más allá de si el delito se relaciona a los tipificados 





directamente en contra de la función pública y la Ley 8422.   





 





A partir de esto, y sin incumplir con la obligación legal de crear la Fiscalía 





especializada de crimen organizado, se plantea a su persona como Fiscala General 
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conforme a lo dispuesto en los numerales 3, 7, 13, 21, 25 y 31 de la Ley orgánica del 





Ministerio Publico; el instructivo 01-2016 y previendo el funcionamiento de las fiscalías 





nacionales según el proyecto de Ley de Carrera Fiscal,  por un principio de especialidad 





la necesidad de crear fiscales auxiliares especializados en crimen organizado de 





corrupción. a cargo de la Fiscalía Adjunta de Corrupción, Transparencia y 





Anticorrupción para que lideren las investigaciones sobre los objetivos país,  causas de 





corrupción compleja y transnacional; aprovechando con ello la existencia de los 





insumos de la reorganización de FAPTA entre otros con el fiscal de valoración inicial y 





de dirección funcional, fiscal auxiliar de impugnaciones1 y el centro de registro, análisis 





estadístico; fortaleciendo con esto la persecución de la corrupción tanto interna como 





externa, proveyendo al país de un despacho que cumple con los requerimientos en lucha 





contra la corrupción que alcance un estándar internacional. 





Actuación respaldada por la Convención de las Naciones Unidas Contra la 





Corrupción, la Convención Interamericana Contra la Corrupción. 





 





De esta forma todas las causas penales con esa declaratoria procesal y que 





cuenten con un funcionario en su estructura o estén relacionadas a la gama de 





delitos contra la función pública, podrá efectuar la investigación utilizando la 





experiencia ya adquirida en estos delitos, cuyo abordaje está íntimamente relacionado 





también a las técnicas de investigación de la delincuencia económica y otras, serán 





absorbidas y lideradas por este grupo de fiscales auxiliares de crimen organizado de 





corrupción. 





 





Lo antes señalado, nos obliga a diseñar el abordaje de la corrupción compleja y 





transnacional -que finalmente son las causas que serían las candidatas a gestionar la 





declaratoria de crimen organizado- implicando el conocimiento en materia económico, 





ambiental, administrativa, civil; con técnicas de investigación que incluyen peritajes 





económicos y el involucramiento de redes interinstitucionales, así como cooperación 





internacional, aún antes de contar con la identificación plena de toda la estructura 





criminal, por lo que trasladar estas causas a un despacho sin esa experticia aumentará 





los plazos de la instrucción del sumario lo que debilita la actuación del ente fiscal. 





 





                                                
1 Se esta solicitando la recalificación de esa plaza de fiscal auxiliar a fiscal. 
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De ahí que lo proyectado sea aprovechar la estructura de la Fiscalía Adjunta de 





Probidad, Transparencia y Anticorrupción y calificar a un grupo de trabajo como 





fiscales de corrupción y crimen organizado de FAPTA, a fin de que las investigaciones 





de este carácter mantengan la especialización en la materia haciendo uso de la estructura 





de la nueva sección anticorrupción del OIJ para las investigaciones. 





 





Para cumplir tal labor funcional,  con base en la reorganización señalada se 





requerirá al menos de las siguientes plazas: Seis (6) fiscales auxiliares y una plaza de  





(1) fiscal con tres (3) técnicos judiciales, es decir se compartiría técnicos judiciales, uno 





por tres fiscales auxiliares y uno con recargo con el fiscal.   





 





1- Fiscal/a auxiliar crimen organizado – 





corrupción  





Técnico/a judicial  





2.- Fiscal/a auxiliar crimen organizado – 





corrupción 





 





3.- Fiscal /a auxiliar crimen organizado – 





corrupción  





Técnico/a judicial 





4.- Fiscal /a auxiliar crimen organizado – 





corrupción  





 





5.- Fiscal /a auxiliar crimen organizado- 





corrupción  





Técnico/a judicial  





6.- Fiscal auxiliar crimen organizado-





corrupción  





 





 





 





(1) un o una fiscal de crimen organizado-corrupción encargado de coordinar a las y los 





fiscales auxiliares y realizar los debates. 





 





Para un total de seis (6) fiscales auxiliares, un o una (1) fiscal y tres (3) técnicos /as 





judiciales.      





 





III.- Talento Humano en otras ciencias sociales con base en la nueva estructura 





funcional organizativa de FAPTA. 
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3.1 Criminología  





 





Dentro del nuevo diseño de análisis del fenómeno criminal de corrupción, FAPTA ha 





ideado un grupo de trabajo denominado “Centro de registro, estadístico, de monitoreo y 





de análisis de interpretación de resultados” que debe aanalizar  para el monitoreo de 





FAPTA y la toma de decisiones interna y que contribuya a la definición de las políticas 





de persecución en materia de delitos funcionales a nivel nacional que debe proveerle a 





la Fiscala General. 





 





Entre sus objetivos más relevantes estarían:  





 





• Construir los indicadores de gestión y resultados cuantitativos y cualitativos. 





• Ubicar la información necesaria para el cálculo periódico de los indicadores 





cuantitativos y las fuentes para verificar los indicadores cualitativos. 





• Realizar el seguimiento y cálculo periódico de los indicadores que se definan por  





la Fiscalía General y FAPTA y los de carácter internacional. 





• Diseñar una línea de base con el fin de identificar el estado de la situación al 





momento de la implementación del rediseño de FAPTA y facilitar la 





comparación posterior sobre su impacto en la mejora de gestión y resultados. 





• Elaborar informes analíticos a partir de los resultados de monitoreo de 





indicadores y también de trabajo de campo en comunidades para presentarlos a 





la jefatura y al Comité de Coordinación de FAPTA, con algún grado de 





periodicidad también a petición específica cuando se requiera. 





• Interpretar y caracterizar los fenómenos criminales relacionados con corrupción 





y delitos funcionales desde las circunstancias sociales, criminológicas,   





históricas e institucionales de su contexto regional y criminal. 





• Coadyuvar en funciones de control interno por medio de la detección de riesgos 





y propuesta de medidas de mejora. 





• Elaborar la memoria anual y el informe de resultados de FAPTA.  
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• Diseñar un modelo de rendición de cuentas específico para FAPTA que se 





desprenda de las políticas de persecución penal definidas en la materia y que 





contemple las principales políticas institucionales. 





Para llevar a cabo esta esencial y novedosa labor estratégica, se requiere una (1) plaza 





de criminólogo (a),  para que forme parte del equipo de trabajo que tendrá con recargo 





de funciones actuales en FAPTA, para los estudios y análisis de los distintos delitos, sus 





causas, consecuencias, victimas, imputados y las formas de prevención y sanción para 





que brinde sus recomendaciones para brindar los insumos a la fiscala general para ser 





tomados en cuenta para la emisión de políticas de persecución penal anticorrupción. 





Un (1) criminólogo/a 





3.2. Área de transparencia.  





FAPTA desarrolla su plan de transparencia por medio de dos profesionales, una (1) 





comunicadora y una (1) socióloga encargadas entre otras funciones medulares y que no 





pueden ser sustituidas por las y los fiscales. En la actualidad están ubicadas en dos 





plazas de profesionales facilitadas o prestadas por la Unidad Administrativa del 





Ministerio Público, plazas que fueron diseñadas para ubicar un administrador regional 





para las distintas oficinas del Ministerio Público. 





A consecuencia de lo supra señalado FAPTA requiere una (a) plaza de socióloga y un o 





una plaza para las comunicaciones y proyección. 





Estas plazas realizan las siguientes funciones con una proyección a ampliarse: 





Proceso de trabajo conjunto con la ciudadanía para poner a su disposición herramientas 





que permitan prevenir, detectar y denunciar actos de corrupción. Esta labor responde a 





la necesidad de los grupos organizados que demandan mayores espacios de 





participación dentro de la institución fiscal-manifiesta en solicitudes formuladas durante 





los primeros meses del año 2019 ante la máxima autoridad jerárquica del Ministerio 





Público específicamente sobre fenómenos relacionados con corrupción política, en 





espacios como régimen municipal- además encuentra sustento y justificación en 





políticas institucionales en materia de Participación Ciudadana, Justicia Abierta y 
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disposiciones para atender a los Objetivos de Desarrollo del Milenio dentro de los 





Planes Anuales Operativos de los despachos. 





 





Por la naturaleza de estas tareas en el rediseño de FAPTA es precisa la integración de 





una persona profesional en sociología, que desde su experticia desarrolle funciones de 





investigación, mapeo de actores sociales en las comunidades, lidere procesos de 





construcción colectiva en la forma de planes de trabajo con las fuerzas vivas, facilite 





procesos de formación y capacitación dirigidos a sociedad civil, entidades e 





instituciones públicas, propicie canales de comunicación entre la ciudadanía, cuerpos 





policiales y la Fiscalía de Probidad  y, en etapas posteriores, se encargue del 





seguimiento de los acuerdos y su sistematización. 





 





La persona destacada en este puesto debe también encargarse de tareas de compilación 





procesamiento y análisis de información relevante registrada en los sistemas 





electrónicos y controles físicos de FAPTA, lo que permitirá sustentar la toma de 





decisiones y la definición de políticas de persecución de los delitos funcionales y de 





corrupción, considerando el contexto social en que surgen estos actos y sus posibles 





causas y condiciones. Para esta tarea es necesario que el o la profesional se integre 





dentro del flujo de información en los procesos de tamizaje o valoración inicial de las 





denuncias,  impugnaciones y análisis de flujogramas. 





 





Por su parte, el profesional en comunicación desarrolla tareas dentro del proceso de 





trabajo de la Fiscalía Adjunta de Probidad, Transparencia y Anticorrupción como el o la 





encargada de diseñar e implementar un sistema de transparencia y acceso a la 





información pública, que -dentro de las restricciones propias establecidas por la ley en 





relación con el mandato del Ministerio Público- permita mejorar la comprensión de los 





usuarios (ciudadanía, instituciones y medios de comunicación ) sobre su papel y el 





desempeño de la Fiscalía Anticorrupción, así mismo, el desarrollar procesos de 





formación con el personal del Ministerio Público sobre los conceptos, metodologías, 





instrumentos e importancia de la transparencia y rendición de cuentas como un medio 





eficaz para prevenir la corrupción y mejorar la comunicación con la población nacional 





y medios de comunicación. 
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Otras de las tareas ha ejecutar es el impulsar los valores institucionales en la Fiscalía 





Anticorrupción como un método de prevenir actos de corrupción, falta de ética y 





probidad en el personal de la FAPTA. Proporcionar de manera responsable a los medios 





de comunicación datos referentes sobre las diligencias judiciales o el estado de las 





investigaciones que tramite FAPTA; asesorar al personal fiscal en el área de 





comunicación con la prensa, y coordinar con el despacho sobre los contenidos 





pertinentes en comunicación. 





 





Finalmente, con el objetivo de fortalecer la transparencia dentro del Ministerio Público 





es necesario que un equipo interdisciplinario, en el que se integren las disciplinas de 





sociología y comunicación, desarrolle lineamientos y herramientas metodológicas para 





estandarizar e institucionalizar la práctica de rendición de cuentas de acuerdo a criterios 





objetivos y variables de interés para la sociedad civil, así como procurar una 





participación considerable de actores externos y medios de comunicación en la 





validación de las rendiciones de cuentas de cada una de las fiscalías. 





 





Todas estas labores y funciones por ser otras ciencias, se sugiere que sean entrevistadas 





las profesionales Andrea Bermúdez, socióloga y Monica Álvarez comunicadora en el 





área de transparencia de FAPTA, quines podrán ser contactadas a sus correos 





electrónicos oficiales en su orden abermudezca@poder-judicial.go.cr y 





malvarez@poder-judicial.go.cr 





 





Una (1) comunicadora Una (1) socióloga 





 





   





    IV. Espacio físico estructural. 





 





El fortalecimiento de FAPTA en cantidad de personal y por la información confidencial  





que se maneja,  requerirá espacio físico adecuado para realizar sus funciones y lugar de 





reuniones por las mesas de trabajo y distribución de funciones con la sección de 





anticorrupción del OIJ. Preferente se debería estar en un único edificio o al menos con 





gran proximidad y con los estándares de seguridad para las personas, evidencia, prueba 





e información. 
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V.- Equipo tecnológico y mobiliario.   





 





Todas las nuevas plazas requerirán su mobiliario y equipo tecnológico básico para 





realizar sus funciones. 





 





VI.- Vehículos o automotores. 





 





Cada fiscal auxiliar de FAPTA regional debe contar con su automotor adecuado para 





desplazarse a las fiscalías territoriales que tiene dentro de su región. 





FAPTA San José deberá de dotársele al menos de un vehículo adicional para los 





desplazamientos de las y los fiscales para realizar los debates, además para las giras de 





supervisión o apoyo de casos entre las oficinas de FAPTA o bien con otras fiscalías 





territoriales. Y para el área de transparencia con sociedad civil con los trabajos de 





prevención y de sanción de la corrupción a nivel nacional. 





 





Con muestras de consideración y estima. 





 





 





Carlos Meléndez Sequeira 





Fiscal Adjunto 





FAPTA 
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Estructura FAPTA




										Estructura FAPTA




										Distribución Actual 




										Plazas					Cantidad




										Fiscal Adjunto 2 					1




										Fiscales					4




										Fiscales Auxiliares					12




										Personal de apoyo					13




										Total 					30




										Crecimiento   FAPTA San José




										Plazas					Cantidad




										Fiscal 					1




										Fiscal Auxiliar					6




										Técnico Judicial 2					3




										Crimonólogo 					1




										Comunicador					1




										Sociólogo					1




										Total  San José					13




										Crecimiento   FAPTA Regionales 




										Plazas					Cantidad




										Fiscal 					2




										Fiscal Auxiliar					5




										Técnico Judicial 2					5




										Total  Regionales					12














										Personal profesional					34




										Personal de apoyo					21




										Total 					55




															0




															25




															24




															16














Plan de necesidades edificio




										Plan de necesidades para arrendamiento de local 




										Cantidad					Espacio 					Área en m2					Área  Total en m2




										1					Área de espera del público para al menos 15 personas. 					15					15




										1					Área para manifestación para 3 técnicos, acorde Ley 7600 y espacio para revisión de expedientes.					30					30




										1					Oficina Fiscal Adjunto 2 , con baño, espacio para recibir al menos 8 personas. 					20					20




										5					Oficina Fiscales  					15					75




										19					Oficina Fiscales Auxiliares					12					228




										1					Oficina Criminológo 					12					12




										1					Oficina Comunicador 					12					12




										1					Oficina Sociólogo					12					12




										1					Salón de auxiliares para ubicar a 16 funcionarios. 					6					96




										1					Área para detenidos					9					9




										2					Baño para atención  al público, para hombres y mujeres, acorde Ley 7600					7					14




										4					Baño para uso de funcionarios (servicio sanitario y ducha) hombre/mujer					7					28




										1					Bodega de evidencias 					12					12




										1					Bodega de suministros 					12					12




										1					Bodega de archivo					12					12




										1					Sala de sesiones					30					30




										1					Cuarto de telemática					7					7




										1					Área de impresión					4					4




										1					Cuarto de limpieza					4					4




										1					Cuarto de lactancia 					9					9




										1					Área de comedor					20					20




										1					Cochera para vehículo (cerrado, piso, techo y portones eléctricos)					25					25




															Sub total 					292					686




															Área de circulación					20%					137.2




															Área de crecimiento					15%					102.9




															Total 										926.1




															Costo promedio por m2										₡11,000.00




															Costo mensual 										₡10,187,100.00




															Costo anual 										₡122,245,200.00



















Otros requerimientos 




					Otros requerimientos FAPTA




					Sub partida 					Detalle 					Artículo 					Costo					Cantidad					Costo Total					Observaciones




					10101					Alquier de Edificio 					19606					122,245,200.00					1					₡122,245,200.00




					10103					Alquiler de equipo de cómputo 					22661					33,634.72					25					₡840,868.00					Para asignación de las plazas nuevas en San José y las regionales




					10201					Servicio de agua 					01365					1,257,955.00					1					₡1,257,955.00




					10202					Servicio de electricidad					02181					5,060,319.00					1					₡5,060,319.00




					10204					Servicio de telecomunicaciones					03163					4,520,331.00					1					₡4,520,331.00




					10406					Servicio de limpieza 					05262					518,907.20					12					₡6,226,886.40




					10406					Servicio de vigilancia 					04265					475,607.20					12					₡5,707,286.40




					10501					Transporte dentro del país					05719					500,000.00					1					₡500,000.00




					10502					Viáticos dentro del país					19622					4,000,000.00					1					₡4,000,000.00




					50103					Grabadora de audio					16608					139,685.00					1					₡139,685.00					El recurso se requiere para uso del Comunicador.




					50103					Fax					16424					453,099.40					1					₡453,099.40




					50104					Archivador de metal 					16680					148,076.00					21					₡3,109,596.00					Los archivadores se solicitan para asignación del personal de apoyo. 




					50104					Biblioteca					17423					140,657.00					34					₡4,782,338.00					Las bibliotecas se solicitan para asignación del personal profesional. 




					50104					Escritorio ejecutivo 					16687					176,967.55					34					₡6,016,896.70					Para asignar al  personal profesional. 




					50104					Estación de servicio 					21018					142,369.76					21					₡2,989,764.96					Para asignar al personal de apoyo. 




					50104					Fotocopiadora 					16722					2,612,500.00					1					₡2,612,500.00




					50104					Mesa conferencia para 8 personas 					20563					454,527.64					2					₡909,055.28					Para la sala de sesiones y la oficina del Fiscal Adjunto. 




					50104					Silla de mesa de conferencia 					16881					47,025.00					16					₡752,400.00					Para la sala de sesiones y la oficina del Fiscal Adjunto. 




					50104					Silla fixer mid 					22633					145,446.24					60					₡8,726,774.40




					50104					Silla visita 					16752					38,023.00					68					₡2,585,564.00




					50104					Ventilador					16710					30,200.00					40					₡1,208,000.00					Para asignar 1 ventilador a cada profesional y 6 para el área de técnicos en el edificio nuevo. 




					50105					Escáner industrial 					16983					3,030,500.00					2					₡6,061,000.00




					50105					Impresora de alta capacidad					24425					951,953.20					2					₡1,903,906.40




					50199					Cámara fotográfica					21305					550,000.00					1					₡550,000.00					El recurso se requiere para uso del Comunicador.




										Total 																				₡193,159,425.94
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				Propuesta de creación



Sección de Anticorrupción, delitos financieros y económicos



Dirección General
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Organismo de Investigación JudicialVisión







Ser reconocidos como un Organismo Judicial de Investigación criminal, técnico, científico, objetivo e independiente, respetuoso del ordenamiento jurídico, con capacidad de respuesta tecnológica y operacional ante las modalidades delictivas, que contribuye con el desarrollo y mantenimiento de la seguridad, igualdad y paz de Costa Rica.











Misión







Ser un organismo auxiliar, asesor y de consulta de los Tribunales de Justicia y del Ministerio Público de Costa Rica en la investigación, descubrimiento y verificación científica de los delitos y de sus presuntos responsables contando para ello con recurso humano calificado, con vocación de servicio, efectivo e imparcial.











Valores







Mística, Disciplina, Objetividad, Lealtad, Efectividad, Honradez, Excelencia.







Oficina de Planes y Operaciones



Unidad de Asesoría Operativa e Investigación Psicosocial
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Informe: N° 010-UAOIP/OPO-2019



Propuesta:



Estructuración y presupuesto sobre creación de la Sección Anticorrupción







Dirección General OIJ







Marzo, 2019








[bookmark: _Toc1740289]Introducción 







El presente documento, fue confeccionado a partir de la solicitud de estudio de viabilidad para la valoración de aprobación en la creación de la Sección Anticorrupción en el Organismo de Investigación Judicial, solicitada por el Consejo Superior del Poder Judicial, según Acuerdo 28-18 de fecha 10 de abril de 2018, Artículo L, donde solicita trasladar al Departamento de Planificación la presente propuesta. 







La creación de la Sección Anticorrupción, tiene como fin brindar una respuesta pronta y oportuna en la tramitación y desarrollo de los procesos de investigación complejos que dicha materia requiere, aspectos que fueran analizados de manera amplia en el Informe N° 006-UAOIP/OPO-2019. 







En este sentido, la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, una vez analizado el proyecto decidió que lo más oportuno y acertado, para el caso concreto, es la conformación de una Sección Anticorrupción que este adscrita  a la Sección de Delitos Económicos y Financieros, conformándose así la Sección de Delitos Económicos y Anticorrupción, el objetivo de esto es lograr un equipo de trabajo que dé una respuesta más apropiada y eficaz a las investigaciones nuevas y a las que actualmente se encuentran en desarrollo,  ya que en este tipo de investigaciones el trabajo de peritos e investigadores debe ser desarrollado hombro a hombro para mejorar los resultados del proceso.







En la actualidad, la Unidad Anticorrupción se encuentra ubicada dentro de la Sección de Fraudes, como una de las tres Unidades de trabajo que componen dicha oficina; la propuesta es trasladar esas funciones laborales a la nueva Sección de Delitos Económicos y Anticorrupción, y a su vez dotarla de una cantidad adecuada de personal, que permita hacer frente a las investigaciones que esta deba desarrollar. Es importante señalar que el marco de acción de esta Sección Anticorrupción, será a nivel nacional.







Es por esto, que la conformación de esta nueva Sección, requiere ser integrada, no solo, por personal de investigación criminal, sino que resulta necesario la presencia de analistas en criminología, que se encarguen de procesar la información recabada, profesionales en informática, peritos judiciales, para de manera conjunta dar cobertura al estudio socio económico de los casos, puesto que dichos procesos durante su desarrollo generan gran material de investigación que debe ser analizado y procesado por peritos financieros, para otorgar de manera fehaciente informes periciales a los operadores del derecho que permitan procesar a los imputados, dicho trabajo requiere gran cantidad de horas hombre, según la magnitud de cada investigación; esto sin dejar de lado al personal administrativo para desarrollar las tareas propias del cargo. 







Toda esta implementación, no solo hace crecer el Departamento de Investigaciones Criminales, sino que también repercute de manera directa en el trabajo de la Oficina de Planes y Operaciones, ya que este Departamento ofrece soporte y apoyo en las actividades directas desarrolladas en investigación criminal, por lo que la presente propuesta requiere de la implementación de algunas plazas como se verá más adelante.  







	En el presente informe se pretenden definir las necesidades no solo de recurso humano, espacio físico, sino también de equipo policial y demás, que son requeridos para poner en marcha la Unidad; todo esto resulta esencial tomando en cuenta la realidad nacional en materia de corrupción y la imagen ante la opinión pública, que debe tener nuestra Institución como garante de justicia social. 







Oficina de Delitos Económicos y Financieros 











La Oficina de Delitos Económicos pertenece al Departamento de Investigaciones Criminales, esta oficina es la encargada actualmente de realizar informes periciales en todos aquellos procesos judiciales que así lo requieran y su marco de acción es a nivel nacional. 







En los últimos cinco años, dicha oficina ha mantenido un promedio de casos ingresados y salidos superior a los 500 casos; el desarrollo de sus investigaciones resulta ser de toda índole, lo cual implica desarrollar acciones desde las más complejas hasta las más sencillas, al ser su marco de acción a nivel nacional, sólo durante el 2018 se recibieron diferentes solicitudes, provenientes de más de 48 fiscalías de todo el país y, se investigaron más de veinte delitos, entre ellos, delitos de corrupción. 



                                                                                          Tabla No. 1



                                                       Casos Ingresados y salidos últimos cinco años







				Año



				Ingresados



				Salidos







				2014



				531



				469







				2015



				576



				599







				2016



				565



				593







				2017



				467



				495







				2018



				504



				465















Como se puede observar en la tabla No. 1, se muestra la cantidad de casos ingresados y salidos para investigación en la Sección de Delitos Económicos durante los últimos cinco años, siendo que sólo en el año 2018 se dio un ingreso de 504 solicitudes y se dio respuesta en 465 procesos judiciales. Resulta innegable, que en los últimos años se han incrementado las investigaciones ligadas a la corrupción, y es que en el 2017 se rindieron 57 informes periciales, para el año 2018 se rindieron 86 informes periciales; al 28 de febrero de 2019 se está dando tramite a 252 casos y para esto debemos tomar en cuenta que solo un caso complejo implica meses de investigación a tiempo completo, por parte del personal pericial.







Por eso, el plazo de atención para cada solicitud depende de los volúmenes de documentación, disponibilidad y análisis de evidencias, así como los casos mediáticos y especiales que deben ser atendidos con celeridad. 











Organigrama actual Sección Delitos Económicos y Financieros 







Actualmente la conformación de dicha sección está integrada en propiedad por el siguiente personal: un Jefe de Sección de Delitos Económicos, una secretaría 1, un auxiliar administrativo 3 y un auxiliar de servicios generales, por parte de los peritos se cuenta con cuatro auditores supervisores y veintiocho peritos judiciales, tal cual se observa en el siguiente organigrama: 







Figura 1. 







	Se observa en la figura 1, la distribución actual del personal y la organización laboral que mantienen al día de hoy, por parte de la Jefatura de Sección. 







[bookmark: _Hlk3821472]Es importante indicar que el Consejo Superior del Poder Judicial en Acuerdo 102-17 de fecha 09 de noviembre de 2017, autorizó el permiso con goce de salario y sustitución de seis plazas de peritos judiciales 2, propiamente de las plazas 43246, 95382, 351921, 48386, 351920 y 103213, esto hace que el personal pericial judicial pase de 28 a 34 en su número de plazas; en éste sentido se recibió comunicación indicando que para el próximo año se estarán transformando dichas plazas en ordinarias.







La propuesta desarrollada para el fortalecimiento de la Institución y lucha contra la corrupción, incluye la conformación de este último personal señalado (sustitución con goce de salario), ya que lo que se pretende es reforzar, en la medida de lo posible, la presente oficina de manera tal que se dote de personal de investigación criminal y más personal de investigación financiera para poder hacer frente de una manera más oportuna los delitos que deban ser investigados.












Propuesta de conformación para la nueva oficina de Delitos Económicos y Anticorrupción 











[bookmark: _Toc1740290]Recurso humano







Tal cual fuera analizado en el Informe N° 006-UAOIP/OPO-2019, se procura dotar de un número adecuado de investigadores judiciales y peritos financieros, que vengan a hacer frente a la gran cantidad de casos que deberán ser tramitados por la Unidad, esto tomando en cuenta que la tramitología de prácticamente todos los casos de investigación ingresados, requieren de la inmersión del personal por largos periodos de tiempo, así como realizar complejos análisis de informaciones, lo cual va de la mano con actualizaciones en materia de delitos funcionales. 







Las investigaciones penales, han demostrado que los actos delictivos suceden tanto en el sector público como el privado y por su trascendencia resultan complejas, abarcando procesos que se desarrollan en el ámbito político y administrativo; su complejidad también refiere al volumen y búsqueda de la documentación que la compone (tributaria, aduanera, bancaria, bursátil, entre otros), así como por la variedad de órganos que intervienen; además, por la diversidad de conductas a perseguir y reprimir y, por el perfil de los involucrados, entre otro tipo de análisis de tipo económico y financiero que se debe de realizar.







Historias recientes, han demostrado que los casos conocidos como “la Trocha Fronteriza”, “el Cemento Chino” e “Infocoop”, han requerido de alrededor de entre tres y cinco plazas extraordinarias solo para la atención de cada uno de ellos, es decir, actualmente en solo dos casos se tienen ocho funcionarios (peritos auditores) dedicados a su atención. 



 



Igualmente resulta importante, mencionar que actualmente el Ministerio Público cuenta con la Fiscalía Adjunta de Probidad, Transparencia y Anticorrupción (FAPTA), donde de manera exclusiva para la investigación de este tipo de figuras penales, únicamente en San José existen 17 plazas de fiscales auxiliares destacados y la figura de dos Fiscales Adjuntos en el tema, aunado al hecho de que una vez creada la oficina como tal, la propuesta del Ministerio Público es trasladar hacia San José las investigaciones más complejas, lo que sin duda aumentará de manera significativa las investigaciones tramitadas, sin dejar de lado las investigaciones activas que actualmente se encuentran en desarrollo. 



Por otro lado, como se señaló al inicio del presente informe la Unidad de Anticorrupción, que ha venido desempeñando hasta el día de hoy en la Sección de Fraudes, entre los años 2015 y 2018 atendió un total de 491 casos, los cuales se concentran mayoritariamente en delitos de corrupción de personas funcionarias públicas, de hecho, para el año 2018, los delitos tramitados fueron los siguientes: 



Tabla No. 2



Delitos investigados en el 2018 por la Unidad Anticorrupción











































Como se observa durante el año 2018 el delito de corrupción fue el que más casos presentó con un total de 41 procesos seguido por el de peculado con 16 investigaciones , en total en dicha Unidad se investigaron 136 casos.







Estructura propuesta para la Sección de Delitos económicos y Anticorrupción.







La propuesta consiste en tomar las plazas de la Sección de Delitos Económicos y Financieros y dotarles personal de “calle” que permita operativizar las investigaciones.



La estructura en términos de plazas nuevas para la Sección de Anticorrupción, delitos económicos y financieros. estará conformada por un total de 55 personas funcionarias, distribuidas de la siguiente manera:



· 01 Jefe de investigación 3



· 02 Jefes de Investigación 1



· 03 profesionales en informática 3 *



· 02 analista en criminología 



· 11 peritos judiciales 2 (Auditores)



· 01 perito supervisor (Auditor)



· 01 supervisor de servicio* 



Además del personal de investigación distribuido de la siguiente manera:



· 06 oficiales de investigación



· 18 investigadores 2



· 4 investigadores 1



Personal administrativo



· 3 personal administrativos 



· 2 auxiliar de Servicios Generales



· 1 Técnico informático 5*







*Estarán adscritos a la Oficina de Planes y Operaciones para desarrollar y dar soporte a las diferentes actividades como el fortalecimiento y desarrollo del Sistema de Expediente Criminal Único, sistema que va a nutrir las labores de investigación de campo en materia de corrupción. Asimismo, el Supervisor de Servicio coadyuvará en dar seguimiento a la labor de esta oficina a fin de garantizar el máximo aprovechamiento del recurso. Dado, que al darse un incremento en las oficinas del Departamento de Investigaciones Criminales, específicamente en áreas tan sensibles como la de Anticorrupción, esto genera un aumento indirecto en la cantidad de asuntos que obedecen a las funciones de Oficina de Planes y Operaciones, especialmente en Supervisores e Informática. 



De tal modo, dentro de las plazas que se está solicitando adicionar a la estructura mostrada en la figura 1, la Sección de Anticorrupción, delitos financieros y económicos contará aparte de la jefatura en el área de peritaje, con una Jefatura de Investigación 3 cuyo rol policial será la encargada de planear, organizar, dirigir, coordinar y supervisar las actividades de investigación, con énfasis en los delitos funcionales y actividades conexas.



Además, esa Jefatura deberá velar para que el personal de investigación evacúe de manera pronta y sin retardo los requerimientos de la fiscalía, procurando que los análisis y las pesquisas se lleven a cabo de forma óptima para la identificación de las personas involucradas en actividades relacionadas a la corrupción y probidad, delimitando las conductas criminales que se les pueden adjudicar. 



Esta Jefatura será apoyada por dos Jefaturas de Unidad (Jefe de investigación1), quienes en conjunto asesorarán y supervisarán a todo el personal de investigación de rangos inferiores, esto en el cumplimiento de sus funciones, asegurando la correcta aplicación de los métodos de investigación, en estricto apego al ordenamiento jurídico y el respeto al debido proceso que garantice y asegure una investigación objetiva en todos sus extremos. 







Si bien es cierto, la génesis de este tipo de intervenciones especiales puede surgir de una "noticia criminis" anónima o bien una denuncia directa ante OIJ, la modalidad delictiva requiere para los casos graves que se desarrolle un tipo de investigación denominada “Tipo C”, lo cual circunscribe el actuar policial a los requerimientos legales e instrucciones del Ministerio Público; salvo disposición en contrario.







En cuanto a la necesidad operativa y funcional de los once peritos judiciales 2 y un perito supervisor, su justificación radica en que durante el periodo comprendido entre el 2015 a 2018, la gran mayoría de investigaciones desarrolladas contaron con la participación de peritos (ver tabla 1), puesto que ha sido necesario contar con sus servicios en el análisis de datos financieros, enfocados en muchas ocasiones en la trazabilidad de aspectos contables o  en la búsqueda de vacíos financieros que demuestren el posible fin o destino de fondos públicos, siendo estos posiblemente malversados, hurtados o perdidos a lo largo de un periodo determinado.



 



La necesidad de conocimiento técnico y especializado en el área de la contabilidad ha sido demostrada en reiteradas oportunidades, siendo un claro ejemplo de esto el caso de la importación de Cemento Chino, cuyo análisis de datos ha requerido que la Sección de Delitos Económicos disponga de cinco personas de manera exclusiva para este fin, siendo este, tan solo uno de los casos de investigación de la Unidad, resaltando el hecho que la misma Fiscalía Adjunta de Probidad, Transparencia y Anticorrupción es constante en los requerimientos especializados de dicho personal, resultados que en muchos casos van a depender de la disponibilidad de agenda de los funcionarios e influyendo negativamente en la obtención de resultados.







Igualmente ocurre en el caso de los analistas criminales, se encargarán de procesar la información originada ya sea a través de las investigaciones desarrolladas y/o producto de los allanamientos realizados, donde el volumen de documentación, análisis y procesamiento de la misma deviene en vital para evitar que se dé afectación en los plazos de prescripción u prisiones preventivas dictadas. 







Como me menciona líneas atrás, respecto a la plaza de un Supervisor de Servicio, resulta necesaria pues debido al incremento de personal de investigación aumenta el trabajo de supervisión en una materia tan sensible, se requiere asegurar la calidad de los trabajos y la performance o ejecución eficiente de los trabajos, amén de que no solo en esta sección se llevarán casos de corrupción, sino que en todo el país también se tramitarán, por lo que se requiere de una persona que le de seguimiento a nivel nacional de la labor ejecutada, máxime que se deberán llevar controles rigurosos en materia de evidencias decomisadas, controles de ingreso y egreso de activos y objetos decomisados producto de las investigaciones y/o allanamientos, entre otros. 







Respecto de los tres Profesionales en Informática 3, resulta innegable que en los casos de corrupción por su dinámica pueden involucrar que se requiera la colaboración la Sección de Delitos Informáticos en diferentes fases de la investigación, sea con el Ministerio Público o con la Unidad Policial que investiga, a saber:







Fase de Investigación: En algunos casos de corrupción es necesario el análisis de un sistema informático, un sistema de correo electrónico; siendo que se hace un proceso de investigación especializado y se genera un informe técnico que complementa la investigación policial y de la fiscalía.







Fase Apertura de indicios: Corresponde a solicitudes de apertura de indicios informáticos (dispositivos móviles, computadoras, dispositivos de almacenamiento, entre otros), que deben ser respaldados por nuestros colaboradores, con el fin de asegurar desde el punto de vista forense los indicios, que posteriormente van a ser sujeto de análisis.







Fase Análisis de indicios: Una vez realizada la apertura de indicios informáticos, los respaldos de los dispositivos de almacenamiento y computadoras, son remitidos a la Sección de Delitos Informáticos para realizarles un Análisis Forense, de acuerdo con los parámetros propios del caso. 







Como se puede apreciar resulta necesaria la presencia de estos funcionarios, ya que su participación es vital en la tramitación de los casos de corrupción.











DATOS ESTADÍSTICOS







· Incremento en el ingreso de denuncias y casos de análisis de indicios que debe procesar la Sección Delitos Informáticos en los últimos años.







Figura No.2 







	



Se puede apreciar el aumento en el ingreso de denuncias y solicitudes de análisis de indicios, que ha experimentado la sección en los últimos años. 







Lo mismo ocurre con el personal administrativo, donde se aumenta en tres el personal administrativo y 2 de servicios generales, recordemos que este personal tendrá bajo su responsabilidad, no solo las labores de recepción de comunicaciones y llamadas telefónicas, sino que deberá uno destinarse como encargado de bodega, así como compartir traslado y recepción de informe periciales, también solicitudes y correspondencia entre otros, sin dejar de lado el aseo de la edificación donde se encuentren. 







Con respecto a la cantidad de investigadores, se ha procurado la búsqueda de un número proporcional, que permita un manejo y asignación adecuado de funcionarios en torno a los procesos a desarrollar, no solo a la cantidad y especialidad de delitos investigados, sino también a la dificultad, magnitud y complejidad de los delitos a investigar, para lo cual presentamos las siguientes gráficas: 



				



				Delitos que deberá investigar la Sección Anticorrupción







				1.



				 Cohecho impropio 







				2.



				 Cohecho propio







				3.



				 Corrupción agravada







				4.



				 Aceptación de dádivas por un acto cumplido 







				5.



				 Corrupción de Jueces, Penalidad del corruptor 







				6.



				 Enriquecimiento ilícito 







				7.



				 Negociaciones incompatibles 







				8.



				 Concusión 







				9.



				 Exacción ilegal 







				10.



				 Peculado







				11.



				 Malversación Enriquecimiento ilícito 







				12.



				 Falsedad en la declaración jurada 







				13.



				 Receptación, legalización o encubrimiento de bienes







				14.



				 Legislación o administración en provecho propio 







				15.



				 Sobreprecio irregular







				16.



				 Pago irregular de contratos administrativos







				17.



				 Tráfico de influencias 







				18.



				 Soborno transnacional 







				19



				Influencia en contra de la Hacienda Pública, entre otros



































































































En este sentido, se considera que el personal de investigación solicitado permitirá operativizar las investigaciones, sino que se solicita un mayor número de investigadores 2, porque se considera que para el puesto a desarrollar, debe ser personal que cuente con experiencia en investigación previa, los servidores deberán ser probos y que puedan contar con algún tipo de recomendación laboral por parte de jefaturas previas, esto por lo sensible de la tipología de investigación a las que tendrán acceso.







Organigrama propuesto Sección Anticorrupción 







De tal manera que el modelo propuesto únicamente para la conformación de la Sección Anticorrupción es el siguiente: 







Figura No. 31 Técnico 5 OPO 



Supervisor de servicio OPO



1 Informático 3 OPO











** Se reitera en este punto, que la petición actual que se realiza de los once peritos auditores, se produce ya que actualmente existen las seis plazas de perito judicial 2 con permiso con goce de salario y sustitución, mismas que serán transformadas a plazas ordinarias en los próximos meses, la idea es precisamente conformar un quinto grupo de trabajo que atienda estos procesos. En caso de que no se decreten como ordinarias las plazas anteriormente señaladas, la petición de peritos auditores deberá aumentar de 11 a 17 plazas. **







La distribución de las 55 plazas de personal solicitado será distribuida de la manera mostrada en la figura número 3, esto para un mejor provecho del personal solicitado. 







Espacio físico 







Ante el inminente crecimiento de la Sección, se visualiza la necesidad de los siguientes elementos:



· Espacio Físico: este espacio deberá estar acondicionado y cumplir con las normas establecidas por salud ocupacional, donde se indica que cada miembro del equipo deberá tener un espacio de seis metros cuadrados para operación diaria, así como todo lo que esto implica. En este espacio, se está contemplando una sala equipada para entrevistas especiales (donde inclusive la necesidad de realizar grabaciones consentidas de audio/video con fines policiales sea una posibilidad), así como una sala de reuniones, buscando brindar a sus miembros un confortable y adecuado ambiente laboral.







· Flotilla Vehicular: Se requiere un total de 12 Unidades policiales, dos de las cuales se propone sea para la realización de labores discrecionales, es necesario también la asignación de 04 motocicletas para labores de vigilancia, seguimiento y afines.







· Equipo tecnológico: Se requiere contar con equipo de audio y video para realizar grabaciones especiales tanto en labores de investigación de campo, como de oficina, equipo de monitoreo digital, cámaras especiales de fotografía y video, contadora de billetes, detectores de billetes, teléfonos celulares, equipos de computación para todo el personal Core i7, 12 MB de RAM y 1TB de disco duro, permisos de instalación de sistema operativo Kali Linux, un programa de virtualización (VMWare o Virtual Box), paquetes de herramientas de colaboración (G Suit o Zoho), así como sus respectivas Licencias informáticas (Office), licencias para Presi, requiriéndose un total de 46 equipos de computación, equipo de radio-comunicación, manos libres inalámbricos por bluetooth, baterías para radio adicional, conversor de corriente, por mencionar algunos.



 



· [bookmark: _Hlk1059244]Activos institucionales: Se requieren escritorios, sillas, equipo de oficina, impresoras, fotocopiadoras, escaners, fax, documentación oficial, muebles de oficina y juegos de sala. De la mano con lo anterior y en la medida de lo posible, es requerido dotar de equipo operativo al nuevo grupo de trabajo, como lo es equipo de brecheo y remoción, evidenciadores y testigos métricos, por citar algunos.







Toda la información señalada líneas atrás, fue analizada por personal de la Administración del Organismo de Investigación Judicial, quién emitió un presupuesto ajustado al año 2020, con los parámetros del Departamento de Planificación en cuanto a costos e incluyen todos los rubros y gastos variables ajustados a las cantidades aquí solicitadas, así como la debida clasificación por subpartida y costos actualizados según catálogo. Esta información, se encuentra adjunta al presente informe como un anexo en formato Excel, donde se puede apreciar lo indicado en líneas supra, además de las otras necesidades básicas, tales como: Armas, Radios, chalecos balísticos, mobiliario, etc.
















Organigrama final de la conformación de la Sección de Anticorrupción, Delitos Financieros y Económicos
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Personal Administrativo



3 Auxiliares Administrativos



2 Aux servicios generales











Jefe de Investigación 1











Jefe de Investigación 1











03 Oficiales de investigación 
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Jefe de Investigación 3 











1 Auditor Supervisor
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Jefe Sección Delitos Económicos
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Cantidad	



CORRUPCION 	PECULADO	ESTAFA	FALSEDAD IDEOLOGICA	TRAFICO DE INFLUENCIAS	INCUMPLIMIENTO DE DEBERES	DIVULGACION DE SECRETOS	NOMBRAMIENTOS ILEGALES	COHECHO IMPROPIO	PREVARICATO	ENRIQUECIMIENTO ILICITO 	FRAUDE DE SIMULACION	MALVERSACION DE FONDOS	ABUSO DE AUTORIDAD	USO DE DOCUMENTO FALSO	INFLUENCIA CONTRA LA HACIENDA PUBLICA	CONCUSION	PERJURIO	FAVORECIMIENTO	RECONOCIMIENTO ILEGAL DE BENEFICIOS LABORALES	FALSIFICACION DE DOCUMENTOS	SIMULACION DE DELITO	ADMINISTRACION FRAUDULENTA	SUPRESION OCULTACION Y DESTRUCCION DE DOCUMENTOS	41	16	15	10	9	7	7	5	4	4	3	2	2	1	1	1	1	1	1	1	1	1	1	1	







Casos Ingresados  por año







Casos Ingresados 	



2014	2015	2016	2017	2018	446	505	750	743	835	
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Organismo de Investigación JudicialVisión







Ser reconocidos como un Organismo Judicial de Investigación criminal, técnico, científico, objetivo e independiente, respetuoso del ordenamiento jurídico, con capacidad de respuesta tecnológica y operacional ante las modalidades delictivas, que contribuye con el desarrollo y mantenimiento de la seguridad, igualdad y paz de Costa Rica.











Misión







Ser un organismo auxiliar, asesor y de consulta de los Tribunales de Justicia y del Ministerio Público de Costa Rica en la investigación, descubrimiento y verificación científica de los delitos y de sus presuntos responsables contando para ello con recurso humano calificado, con vocación de servicio, efectivo e imparcial.











Valores







Mística, Disciplina, Objetividad, Lealtad, Efectividad, Honradez, Excelencia.







Oficina de Planes y Operaciones



Unidad de Asesoría Operativa e Investigación Psicosocial
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[bookmark: _Toc1740287]
INTRODUCCION



El presente Documento fue confeccionado a partir de solicitud de la Dirección General de este Organismo, en aras de brindar a su vez, respuesta al requerimiento planteado por la señora Magistrada Nancy Hernández. La pretensión principal es crear una Sección de Anticorrupción, ya que la experiencia nos ha indicado que estas investigaciones poseen un complejo tratamiento de datos que involucra el trabajo de análisis criminal y pericial de datos y documentos, por lo cual, además del personal operativo, es necesario contar con analistas criminales que se enfoquen en la temática de corrupción como especialidad y una unidad de investigación financiera, con peritos supervisores y auditores,  para dar cobertura al estudio socio económico de los casos, el cual en materia de corrupción en sumamente grande y complejo, requiriendo una gran cantidad de horas hombre del personal profesional especializado en estas áreas. Además del personal administrativo para tareas propias del cargo.







Secundariamente, si la realidad nacional señala que es poso realista habrá que enfocar los esfuerzos en el fortalecimiento de otras secciones de investigación con las que ya cuenta el Organismo de Investigación Judicial, tal es el caso de la Sección de Económicos y Financieros, la Sección de Crimen Organizado, la Sección de Delitos Informáticos y la Unidad de Anticorrupción que forma parte de la Sección de Fraudes, aunque de alguna manera fortalecer estas otras Secciones no es lo óptimo ni ideal, ya que una Sección de Anticorrupción conformada al efecto podrá desplegar todo sus recursos y experiencia en la atención de los casos que le son propios. El tema de los recursos necesarios para el fortalecimiento de estas Secciones se puede ver en el Anexo A.







El perfil de los delito funcionales está directamente  ligado con aspectos como el intelecto, inteligencia y la capacidad cognitiva que poseen los criminales, pues en su gran mayoría, no son delitos violentos, imperando más la astucia del perpetrador que la fuerza física, la innovación, siendo que en muchas ocasiones domina el anonimato o el nulo o escaso contacto entre el criminal y la víctima, pues a diferencia de otros delitos el contacto entre víctima y victimario, dependiendo de las modalidades delictivas, no existe.  







Teniendo en cuenta lo anterior, los investigadores de una Sección de Anticorrupción deberán contar con conocimiento en temas específicos, ligados al Derecho Especial, basado esto en la gama de leyes y reglamentos que existen para regular algunas conductas de funcionarios públicos, ante lo cual la necesidad de capacitación en ciertos temas resulta un pilar importante dentro del proceso de desarrollo del personal humano que debe componer la Seccion. 







[bookmark: _Toc1740288]JUSTIFICACIÓN



La corrupción es el segundo problema más grave de Costa Rica, solo por debajo de la seguridad, según el más reciente informe de la Contraloría General de la República (CGR). Para realizar este informe, la Contraloría también encuestó a 605 funcionarios públicos, de los cuales el 30% dijo conocer algún caso de corrupción dentro de su institución.







Según la definición brindada por el estudio se entiende por corrupción pública “el abuso de poder para el beneficio propio, tanto directo como indirecto del corrupto o del grupo al que pertenece. Corrupción implica el incumplimiento de normas jurídicas o éticas y comportamientos que anteponen el interés privado sobre el interés general”.







De los datos recabados según dicha publicación, se entrevistaron a 432 oferentes del estado, de los cuales el 55% cree que hay corrupción en las compras públicas y un 85% creen que los trámites públicos son engorrosos. 







En la dirección web: https://datosmacro.expansion.com/estado/indice-percepcion-corrupcion/costa-rica, se muestra el índice de  percepción de la corrupción de Costa Rica, artículo que se compartirá a continuación: 
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Otros factores que se han tomado en cuenta son, la evolución y fortalecimiento de las estructuras criminales en nuestro país que de la mano con esta intromisión en las funciones de la administración pública y delitos conexos, se empoderan como una escuela de crimen en evolución constante, sirviendo de puente para que lleguemos a los que se denomina “La Captura y Reconfiguración Cooptada del Estado”, con antecedentes documentados como reflejo en México, Colombia y en Costa Rica recientemente visibilizado con el caso del “Cemento Chino”, que dicho sea de paso, solo este asunto ha consumido una gran cantidad de recurso con la intención de llevar a buen puerto la investigación judicial, que conllevó el uso exclusivo a tiempo completo y con jornadas de trabajo extenuantes de investigadores judiciales, analistas criminales, técnicos forenses, peritos contables, auditores e informáticos entre otros







Durante el año 2018 se reportaron 167 incidentes al Centro de Información Confidencial del Organismo de Investigación Judicial (OIJ), o sea uno cada dos días en promedio, las cuales se refieren a todo tipo de funcionarios públicos de diferentes parte del país, coyuntura que podrá aumentar en número en el tanto y cuanto las personas adopten el número de teléfono del CICO (Centro de Información Confidencial del Organismo de Investigación Judicial) para alertar sobre estos hechos, Anexo B. 











[bookmark: _Toc1740289]PANORAMA ACTUAL







[bookmark: _Toc1740290]Estructura actual







La Unidad de Anticorrupción es una de las tres Unidades de trabajo que componen la Sección de Fraudes, siendo actualmente la encargada de realizar las investigaciones de Delitos Funcionales que se tramitan en el Organismo de Investigación Judicial y como dato de suma relevancia, es menester el señalar que su marco de acción es a nivel nacional y abarca cualquier funcionario (e inclusive auxiliares) del ámbito público de este país.







[bookmark: _Toc1740291]Espacio físico y personal administrativo



Al encontrarse adscrita a la Sección de Fraudes, comparte físicamente su ubicación en un salón común con la Unidad de Bancos, ubicados en el 4° piso del edificio del Organismo de Investigación Judicial, justo al lado sur del salón principal en donde se localiza la Unidad de Otros Delitos.



De igual forma, al compartir estructuración con las otras Unidades de trabajo, comparte además el personal administrativo que eficientemente colabora en el correcto funcionamiento de la Sección, tratándose de cinco personas distribuidas de la siguiente manera: una secretaria, un recepcionista, dos auxiliares administrativos y un conserje.







Pese a lo anterior, uno de los planes Institucionales a mediano plazo es el de sacar a la Unidad de Anticorrupción de la Sección de Fraudes, en aras de dotarla de autonomía jerárquica y funcional, convirtiéndola así en una nueva Sección adscrita al Departamento de Investigaciones Criminales, basado esto en la naturaleza misma de las investigaciones que posee a su cargo, razón por la cual será de obligatoriedad para el funcionamiento de una futura Sección, dotar en algún momento de personal administrativo aparte y con dedicación hacia el tema de anticorrupción, buscando además con ello, limitar el acceso que terceras personas puedan tener sobre la información que acá se administra.







[bookmark: _Toc1740292]Recurso humano







Actualmente la Unidad cuenta con 09 investigadores e investigadoras activas y en pleno funcionamiento operativo, que se encargan de las investigaciones relacionadas con temas de Anticorrupción en todo el territorio nacional. Debido a la naturaleza de las investigaciones o informaciones confidenciales, resulta poco probable que se puedan delegar diligencias o solicitar colaboraciones con personal ajeno a este despacho, motivo por el cual el personal constantemente debe de trasladarse fuera del área de San José e inclusive por giras que les toman varios días, ya que en aras de corroborar o descartar informaciones, es común que no se pueda realizar toda diligencia útil y pertinente un solo día. 







Lo señalado anteriormente revela la dificultad de que tan solo 09 investigadores puedan abarcar la totalidad de las causas que ingresan a la Unidad, siendo que la tramitología de prácticamente todo caso de investigación ingresados, requiere de la inmersión del personal por largos periodos de tiempo, así como realizar complejos análisis de informaciones, lo cual va de la mano con actualizaciones en materia de delitos funcionales, donde es menester el subrayar que actualmente el Ministerio Público cuenta con la Fiscalía Adjunta de Probidad, Transparencia y Anticorrupción (FAPTA), dependencia exclusiva para el trámite de este tipo de figuras penales, contando solo en San José con más de 17 fiscales auxiliares y la figura de dos Fiscales Adjuntos en el tema, lo cual indica que prácticamente el Ministerio Público duplica la cantidad de personal de investigación abocado en este tema, quienes a su vez delegan o presentan solicitudes de forma constante al área policial.



Por otro lado, la Unidad de Anticorrupción, entre el 2015 y el 2018 atendió un total de 491 casos, los cuales se concentran mayoritariamente en delitos de corrupción de personas funcionarias públicas, según se muestra en la siguiente tabla












Tabla 1



Delitos investigados entre 2015 y 2018 por la Unidad Anticorrupción







				Delito



				Total general



				Porcentaje







				CORRUPCION



				97



				19,8%







				PECULADO



				81



				16,5%







				ESTAFA



				63



				12,8%







				CORRUPCION 



				41



				8,4%







				INCUMPLIMIENTO DE DEBERES



				39



				7,9%







				TRAFICO DE INFLUENCIAS



				31



				6,3%







				CONCUSION



				17



				3,5%







				ENRIQUECIMIENTO ILICITO



				16



				3,3%







				FALSEDAD IDEOLOGICA



				14



				2,9%







				COHECHO



				9



				1,8%







				DIVULGACION DE SECRETOS



				9



				1,8%







				ADMINISTRACION FRAUDULENTA



				7



				1,4%







				MALVERSACION DE FONDOS



				6



				1,2%







				PREVARICATO



				6



				1,2%







				ABUSO DE AUTORIDAD



				5



				1,0%







				NOMBRAMIENTOS ILEGALES



				5



				1,0%







				COHECHO 



				4



				0,8%







				COHECHO IMPROPIO



				4



				0,8%







				FALSIFICACION DE DOCUMENTOS



				4



				0,8%







				NOMBRAMIENTO ILEGAL



				4



				0,8%







				USO DE DOCUMENTO FALSO



				4



				0,8%







				ENRIQUECIMIENTO ILICITO 



				3



				0,6%







				PENALIDAD DEL CORRUPTOR



				3



				0,6%







				FAVORECIMIENTO



				2



				0,4%







				FRAUDE DE SIMULACION



				2



				0,4%







				INFLUENCIA CONTRA LA HACIENDA PUBLICA



				2



				0,4%







				RECONOCIMIENTO ILEGAL DE BENEFICIOS LABORALES



				2



				0,4%







				SIMULACION DE DELITO



				2



				0,4%







				ACEPTACION DE DADIVAS



				1



				0,2%







				AMENAZAS A LA AUTORIDAD



				1



				0,2%







				APROPIACION Y RETENCION INDEBIDA



				1



				0,2%







				COACCION



				1



				0,2%







				INFRACCION A LA LEY GENERAL DE ADUANAS



				1



				0,2%







				INFRACCION CODIGO DE NORMAS Y PROCEDIMIENTOS TRIBUTARIOS



				1



				0,2%







				OFRECIMIENTO DE DADIVAS



				1



				0,2%







				PERJURIO



				1



				0,2%







				SUPRESION OCULTACION Y DESTRUCCION DE DOCUMENTOS



				1



				0,2%



















Durante 2018 el delito de corrupción fue es que más casos presentó (41 en total) seguido por el de peculado (con 16 casos). En total se investigaron 136 casos.











Gráfico 1



Delitos investigados por la Unidad Anticorrupción en el 2018
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PROPÓSITO 







Realizar el planteamiento para la creación de una Sección dedicada a investigar las conductas de las personas con cargo de funcionario público y demás sujetos relacionadas con actos de Corrupción (delitos funcionales) a nivel nacional. 



Delimitar las actividades investigativas que tendría la Sección de Anticorrupción, altamente fortalecida en el campo de la ética, los principios y valores compartidos institucionales, enfocada en la investigación de conductas irregulares relacionadas con actividades sospechosas de funcionarios y funcionarias y/o de estructuras criminales que hayan infectado el sistema público o privado, en tal sentido se plantea:



[bookmark: _Toc497396517][bookmark: _Toc1740294]Propuesta General



Definir la estructura, cantidad de personal y funciones que tendría la Sección de Anticorrupción del OIJ, así como el personal de apoyo, orientada a la investigación de delitos funcionales y conexos que se circunscriban a hechos de corrupción, ya sea de sus manifestaciones individuales o con la participación de otros componentes del Estado, dentro del marco jurídico nacional e internacional. 



[bookmark: _Toc497396518][bookmark: _Toc1740295]Funciones específicas



· Analizar los elementos indiciarios que permitan identificar, si se puede anticipadamente; la existencia de actividades de personas funcionarias del Estado relacionadas a conductas que contravengan la probidad y estén dentro del marco de la corrupción.



· Rendir informes oportunos a las autoridades judiciales competentes para investigar de forma científica, objetiva y estructurada las manifestaciones diversas de la corrupción a nivel nacional.



· Cuando el nivel de injerencia de las actividades irregulares así lo requieran, investigar y desarticular las estructuras criminales vinculas a la corrupción del sistema judicial y demás entidades afectadas.



· Rendir los informes oportunos a las autoridades judiciales competentes.







[bookmark: _Toc497396519][bookmark: _Toc1740296]GENERALIDADES



La Sección de Anticorrupción del OIJ estará adscrita al Departamento de Investigaciones Criminales, tendrá a su cargo al personal suficiente y necesario para cumplir eficientemente las funciones que se le asignen.  Será competente en todo el país para la atención de los casos que el Ministerio Publico le demande, en concordancia con los lineamientos que la Dirección Funcional determine. Además, contará con la coadyuvancia de un personal de apoyo adscrito a la Oficina de Planes y Operaciones.



Serán considerados delitos a intervenir, sin perjuicio de otros que se puedan considerar, los siguientes: 



1.- Cohecho impropio, 



2.- Cohecho propio,



3.- Corrupción agravada,



4.- Aceptación de dádivas por un acto cumplido, 



5.- Corrupción de Jueces, Penalidad del corruptor, 



6.- Enriquecimiento ilícito, 



7.- Negociaciones incompatibles, 



8.- Concusión, 



9.- Exacción ilegal, 



10.- Peculado,



11.- Malversación Enriquecimiento ilícito, 



12.- Falsedad en la declaración jurada, 



13.- Receptación, legalización o encubrimiento de bienes,



14.- Legislación o administración en provecho propio, 



15.- Sobreprecio irregular,



16.- Pago irregular de contratos administrativos,



17.- Tráfico de influencias, 



18.- Soborno transnacional, 



19-. Influencia en contra de la Hacienda Pública, entre otros.







[bookmark: _Toc497396520][bookmark: _Toc1740297]ORGANIZACIÓN Y FUNCIONAMIENTO



Si bien es cierto, la génesis de este tipo de intervenciones especiales puede surgir de una "notitia críminis" anónima o bien una denuncia directa ante OIJ, la modalidad delictiva requiere para los casos graves en el que involucre un miembro de los supremos poderes de Dirección Funcional tipo “C”, lo cual circunscribe el actuar policial a los requerimientos legales e instrucciones del Ministerio Público; salvo disposición en contrario.



La Sección de Anticorrupción contará con una Jefatura de características policiales que será la encargada de planear, organizar, dirigir, coordinar y supervisar las actividades de investigación, con énfasis en los delitos funcionales y actividades conexas.



Además, esa Jefatura deberá velar para que el personal de investigación evacúe de manera pronta y sin retardo los requerimientos de la fiscalía, procurando que los análisis y las pesquisas se lleven a cabo de forma óptima para la identificación de las personas involucradas en actividades relacionadas a la corrupción y probidad, delimitando las conductas criminales que se les pueden adjudicar. 







Asesorará y supervisará a todo el personal en el cumplimiento de sus funciones, asegurando la correcta aplicación de los métodos de investigación, en estricto apego al ordenamiento jurídico y el respeto al debido proceso que garantice y asegure una investigación objetiva en todos sus extremos. 







[bookmark: _Toc497396521][bookmark: _Toc1740298]ESTRUCTURA DE OFICINA







La estructura recomendada estará conformada por un total de 41 personas funcionarias, distribuidas de la siguiente manera:



· 01 Jefatura 3



· 02 Jefaturas de Unidad (Con rango de jefatura 1)



· 02 peritos informáticos*



· 01 analistas criminales y 



· 02 peritos auditores



· 01 perito supervisor







Además 30 más que son de investigación distribuidos de la siguiente manera:



· 06 oficiales de investigación



· 18 investigadores 2



· 4 investigadores 1



Personal administrativo



1 secretaria



· 2 personal administrativos. (Uno internos y un recepcionista)



· 1 auxiliar de Servicios Generales



*Un perito informático estará adscrito a la Oficina de Planes y Operaciones en el fortalecimiento y desarrollo del Sistema de Expediente Criminal Único. 







· Debido a que la Unidad Anticorrupción ya cuenta con 9 investigadores y un encargado (Jefe 1) la nómina nueva representa únicamente 32 personas para conformar la nueva estructura.



[bookmark: _Toc497396522][bookmark: _Toc1740299]Organigrama







Con el propósito de ilustrar gráficamente la estructura organizacional de la Oficina, se presenta el siguiente organigrama:















Figura 1. Organigrama de la Sección Anticorrupción
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Perito Auditor y Perito Supervisor: Justificación



Como se logra aprecia por medio de la Tabla 1, en la cual se especifica la cantidad y descripción de cada delito que fue abordado por la Unidad de Anticorrupción, para el periodo 2015 a 2018, la gran mayoría son investigaciones en las que la participación de peritos auditores ha sido requerido, puesto que ha sido necesario sus servicios en el análisis de datos financieros, enfocados en muchas ocasiones en la trazabilidad de aspectos contables o  en la búsqueda de vacíos financieros que demuestren el posible fin o destino de fondos públicos, siendo estos posiblemente malversados, hurtados o perdidos a lo largo de un periodo determinado. 



La necesidad de conocimiento técnico y especializado en el área de la contabilidad ha sido demostrada en reiteradas oportunidades, siendo un claro ejemplo de esto el caso de la importación de Cemento Chino, cuyo análisis de datos ha requerido que la Sección de Delios Económicos disponga de una pareja exclusiva para este fin, siendo este, tan solo uno de los casos de investigación de la Unidad, resaltando el hecho que la misma Fiscalía Adjunta de Probidad, Transparencia y Anticorrupción es constante en los requerimientos especializados de dicho personal, resultados que en muchos casos van a depender de la disponibilidad de agenda de los funcionarios e influyendo negativamente en la obtención de resultados.



Asimismo, Los Jefes 1, distribuirán al personal de investigación en los grupos que sean necesarios y darán soporte, apoyo y dirección a los casos que investigue la oficina.



















[bookmark: _Toc497396523][bookmark: _Toc1740300]PERFIL DEL COMPONENTE DE RECURSO HUMANO







Además de la estructura organizativa es importante delimitar o definir las características mínimas requeridas (conocimiento, destrezas y habilidades sociales y físicas, así como rasgos de personalidad) de las personas que ocuparán los puestos policiales de la Oficina de Anticorrupción, se contempla que este tipo de personal cuente con experiencia en investigación Delitos Funcionales o delitos complejos.







[bookmark: _Toc497396524][bookmark: _Toc1740301]Requisitos y competencias deseables







Además de los requerimientos mínimos estipulados en el Manual de Puestos del Departamento de Gestión Humana del Poder Judicial, se someten a valoración los siguientes:



 



7.1.1. Jefe /a de Investigación (3): 







Aspectos deseables



· Edad preferible: 32 años en adelante.



· Formación general y específica: Licenciado en Derecho o Criminología, conocimiento básico de Administración Pública. 



· Experiencia: Mínimo 12 años en puestos como investigador/a, además preferiblemente haber trabajado delitos funcionales o casos complejos.



· Contar con un mínimo de 5 años de experiencia en manejo de personal policial a su cargo.







Conocimientos, aptitudes y destrezas particulares



· Conocimiento: En legislación costarricense relacionada con delitos funcionales y actividades conexas.



· Conocimiento técnico deseado: Manejo de paquetes informáticos, análisis criminal, inteligencia policial, armas, vigilancia y seguimiento.



· Exigencias físicas: Resistencia a la fatiga, a la monotonía, coordinación visomotora y buena salud general.



· Exigencias aptitudinales: Razonamiento abstracto, numérico, aptitud verbal y espacial.



· Aspectos o rasgos de personalidad: Compromiso, actitud positiva ante el trabajo y la Institución, iniciativa, control emocional, profesional, persuasivo/a, firme en sus ideas, respuesta rápida y asertiva, responsable, conciliador/a, trabajo bajo presión, liderazgo, reflexión, adaptación social, capacidad de relación, flexibilidad, capacidad de escucha activa, comunicación fluida y clara, acepta el riesgo, honesto/a, disponibilidad para desplazarse dentro y fuera del país, así como para trabajar en horarios alternos.



· Aspectos disciplinarios: No haber sido sancionado por temas de corrupción.







7.1.2. Jefe/a 1  







Aspectos deseables



· Edad preferible: 28 años en adelante.



· Formación general y específica: Licenciado en Derecho o Criminología, conocimiento básico de Administración.



· Experiencia: Mínimo 8 años en ocupar puesto como Investigador/a, además preferiblemente haber trabajado delitos funcionales o casos complejos. 



· Contar con un mínimo de 3 años de experiencia en manejo de personal policial a su cargo.



Conocimientos, aptitudes y destrezas particulares



· Conocimiento: En legislación costarricense relacionada con delitos funcionales y actividades conexas.



· Conocimiento técnico deseado: Manejo de paquetes informáticos, análisis criminal, inteligencia policial, armas, vigilancia y seguimiento.



· Exigencias físicas: Resistencia a la fatiga, a la monotonía, coordinación visomotora y buena salud general.



· Exigencias aptitudinales: Razonamiento abstracto, numérico, aptitud verbal y espacial.



· Aspectos o rasgos de personalidad: Compromiso, actitud positiva ante el trabajo y la Institución, iniciativa, control emocional, profesional, persuasivo/a, firme en sus ideas, respuesta rápida y asertiva, responsable, conciliador/a, trabajo bajo presión, liderazgo, reflexión, adaptación social, capacidad de relación, flexibilidad, capacidad de escucha activa, comunicación fluida y clara, acepta el riesgo, honesto/a, disponibilidad para desplazarse dentro y fuera del país, así como para trabajar en horarios alternos.



· Aspectos disciplinarios: No haber sido sancionado por temas de corrupción.







7.1.3. Oficial /a de Investigación







Aspectos deseables



· Edad preferible: De 25 años en adelante.



· Formación general y específica: Bachiller universitario en Derecho o Criminología.



· Experiencia: Mínimo de 2 años en ocupar puestos como Investigador/a y preferiblemente trabajado delitos funcionales o casos complejos. 







Conocimientos, aptitudes y destrezas particulares



· Conocimiento: En legislación costarricense relacionada con delitos funcionales y actividades conexas.



· Conocimiento técnico deseado: Manejo de paquetes informáticos, análisis criminal, inteligencia policial, armas, vigilancia y seguimiento.



· Exigencias físicas: Resistencia a la fatiga, a la monotonía, coordinación visomotora, buena salud general.



· Aspectos disciplinarios: No haber sido sancionado por temas de corrupción.



· Exigencias aptitudinales: Razonamiento abstracto, numérico, aptitud verbal, espacial.



· Aspectos o rasgos de personalidad: Compromiso, actitud positiva ante el trabajo y la Institución, disciplina, control emocional, iniciativa, liderazgo, reflexión, adaptación social, capacidad de relación con otros, responsable, observador/a, ágil, acepta el riesgo, respuesta rápida y asertiva, flexibilidad, profesional, responsable, honesto/a, trabajo bajo presión, capacidad de trabajar en equipo, además de disponibilidad para desplazarse dentro y fuera del país, así como de trabajar en horarios alternos.







7.1.4. Investigador/a 2







Aspectos deseables



· Edad preferible: De 22 años en adelante.



· Formación general y específica: Programa básico de formación policial.



· Experiencia: Mínimo de 3 a 5 años en ocupar puestos como Investigador/a, además de haber trabajado delitos funcionales o casos complejos.







Conocimientos, aptitudes y destrezas particulares



· Conocimiento: En legislación costarricense relacionada con delitos funcionales y actividades conexas.



· Conocimiento técnico deseado: Manejo de paquetes informáticos, análisis criminal, inteligencia policial, armas, vigilancia y seguimiento.



· Exigencias físicas: Resistencia a la fatiga, a la monotonía, coordinación vasomotora y buena salud en general.



· Exigencias aptitudinales: Razonamiento abstracto, numérico, aptitud verbal y espacial.



· Aspectos o rasgos de personalidad: Compromiso, actitud positiva ante el trabajo y la Institución, control emocional, iniciativa, liderazgo, reflexión, adaptación social, capacidad de relación, flexibilidad, ágil, paciente, honesto, creativo, disciplinado, respetuoso, responsable, disponibilidad de horarios y desplazarse dentro del territorio nacional o internacional.







1.1.5. Perito Informático



Aspectos deseables



· Edad preferible: De 24 años en adelante.



· Formación general y específica: Licenciatura universitaria en el área de la Informática; Programa básico de formación policial.



· Experiencia: Mínimo de 3 años en ocupar puestos como Investigador/a, además de contar con conocimiento operativo en el área de la informática.







Conocimientos, aptitudes y destrezas particulares



· Conocimiento: En legislación costarricense relacionada con delitos funcionales y actividades conexas.



· Conocimiento técnico deseado: Manejo de paquetes informáticos, inteligencia policial, armas.



· Exigencias físicas: Resistencia a la fatiga, a la monotonía, coordinación vasomotora y buena salud en general.



· Exigencias aptitudinales: Razonamiento abstracto, numérico, aptitud verbal y espacial.



· Aspectos o rasgos de personalidad: Compromiso, actitud positiva ante el trabajo y la Institución, control emocional, iniciativa, liderazgo, reflexión, adaptación social, capacidad de relación, flexibilidad, ágil, paciente, honesto, creativo, disciplinado, respetuoso, responsable, disponibilidad de horarios y desplazarse dentro del territorio nacional o internacional.







1.1.5. Perito Auditor



Aspectos deseables



· Edad preferible: De 24 años en adelante.



· Formación general y específica: Licenciatura universitaria en el área de Contabilidad y Banca y Finanzas; Programa básico de formación policial.



· Experiencia: Mínimo de 3 años en ocupar puestos como Investigador/a, además de contar preferiblemente con conocimiento operativo en el área de la administración, finanzas y/o análisis de documentación y estados financieros.







Conocimientos, aptitudes y destrezas particulares



· Conocimiento: En legislación costarricense relacionada con delitos funcionales y actividades conexas.



· Conocimiento técnico deseado: Manejo de paquetes informáticos, inteligencia policial, armas.



· Exigencias físicas: Resistencia a la fatiga, a la monotonía, coordinación vasomotora y buena salud en general.



· Exigencias aptitudinales: Razonamiento abstracto, numérico, aptitud verbal y espacial.



· Aspectos o rasgos de personalidad: Compromiso, actitud positiva ante el trabajo y la Institución, control emocional, iniciativa, liderazgo, reflexión, adaptación social, capacidad de relación, flexibilidad, ágil, paciente, honesto, creativo, disciplinado, respetuoso, responsable, disponibilidad de horarios y desplazarse dentro del territorio nacional o internacional.















[bookmark: _Toc1740302]RECURSO MATERIAL







Ante la posibilidad de crecimiento de la creación de la Sección, se podría visualizar la necesidad primordial de los siguientes elementos:



· Espacio Físico: es indispensable que los temas tratados sean de conocimiento únicamente por el personal perteneciente a Anticorrupción. En este espacio, se debe de contemplar una sala equipada para entrevistas especiales (donde inclusive la necesidad de realizar grabaciones consentidas de audio/video con fines policiales sea una posibilidad), proponiendo además que al menos cada espacio o cubículo de investigación cuente con al menos tres metros cuadrados para operación diaria, buscando con ello un confortable y adecuado ambiente laboral.







· Sala de reuniones Espacio óptimo para realizar planificaciones operativas, con equipo audiovisual, en aras, primordialmente, de continuar expandiendo los alcances de la política Institucional de Cero Papel, al sustituir en la medida de lo posible el uso del papel impreso, proponiéndose la existencia de pantallas interactivas, Smart o de video proyección.







· Flotilla Vehicular: Se requiere un total de 12 Unidades policiales, dos de las cuales se propone sea para la realización de labores discrecionales, es necesario también la asignación de 02 motocicletas para labores de vigilancia, seguimiento y afines, así como un cuadraciclo y un vehículo tipo Side By Side, con el fin de poder ser utilizado en labores de visitas a terrenos inhóspitos, toda vez que por la naturaleza de las funciones, se trabaja mucho el tema de corrupción en obra pública, por lo que con automóviles o vehículos pick up, pero no equipados para todo terreno o “Off Road”, llegar a dichos lugares a hacer inspecciones es sumamente difícil. 







· Equipo tecnológico: Se requiere contar con equipo de audio y video para realizar grabaciones especiales tanto en labores de investigación de campo, como de oficina, equipo de monitoreo digital, cámaras especiales de fotografía y video, contadora de billetes, detectores de billetes, teléfonos celulares, equipos de computación para todo el personal Core i7, 12 MB de RAM y 1TB de disco duro, permisos de instalación de sistema operativo Kali Linux, un programa de virtualización (VMWare o Virtual Box), paquetes de herramientas de colaboración (G Suit o Zoho), así como sus respectivas Licencias informáticas (Office), licencias para Presi, requiriéndose un total de 39 equipos de computación, equipo de radio-comunicación, manos libres inalámbricos por bluetooth, baterías para radio adicional, conversor de corriente, por mencionar algunos.



 



· [bookmark: _Hlk1059244]Activos institucionales: Se requieren escritorios, sillas, equipo de oficina, impresoras, fotocopiadoras, escanears, fax, documentación oficial, muebles de oficina y juegos de sala. De la mano con lo anterior y en la medida de lo posible, es requerido dotar de equipo operativo al nuevo grupo de trabajo, como lo es equipo de brecheo y remoción, evidenciadores y testigos métricos, por citar algunos.







[bookmark: _Toc1740303]Requerimientos adicionales







· Bodega de Indicios adecuada, la cual debe medir 25 metros cuadrados, estantería adecuada modular, caja fuerte para los documentos clasificados, u objetos de valor. Que posea un control de acceso biométrico, con cámaras de vigilancia, un sistema de registro y movimiento de indicios.



· Acceso a Internet: Redes sociales las cuales son muy utilizadas por los delincuentes y fuente de información actualizada (mapas, Facebook, twiter, Instagram).



· Impresora a color, marca Canon, tipo Isensys LBP712CX, Láser.
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ANEXO A Opción secundaria para el fortalecimiento de Secciones Especializadas de DIC







PROPUESTA PARA FORTALCER LAS SECCIONES SINO CREAN LA SECCION DE ANTICORRUPCION 







La corrupción es el segundo problema más grave de Costa Rica, solo por debajo de la seguridad, según informe de la Contraloría General de la República (CGR) del 2017. Para realizar este informe, la Contraloría también encuestó a 605 funcionarios públicos, de los cuales el 30% dijo conocer algún caso de corrupción dentro de su institución.







Según la definición brindada por el estudio se entiende por corrupción pública “el abuso de poder para el beneficio propio, tanto directo como indirecto del corrupto o del grupo al que pertenece. Corrupción implica el incumplimiento de normas jurídicas o éticas y comportamientos que anteponen el interés privado sobre el interés general”.







De los datos recabados según  dicha publicación, se entrevistaron a 432 oferentes del estado, de los cuales el 55% cree que hay corrupción en las compras públicas y un 85% creen que los trámites públicos son engorrosos. 







Como se puede observar por la importancia y complejidad que reviste los casos de Corrupción que se presentan en  el aparato estatal, se está proponiendo en esta oportunidad la posibilidad de adquirir mano de obra especializada en temas afines a la tramitología que se presenta en cada proceso que gestiona el Estado y que conlleva una gran cantidad de trámites y requisitos que a la postre es lo que permite abrir portillos para que se cometan actos de corrupción en ambas direcciones desde lo Público a lo Privado y viceversa.







Por lo anterior se considera importante el fortalecimiento de las oficinas que realizan investigaciones anticorrupción, tales como Sección de Especializada de Crimen Organizado, oficina de Delitos Económicos y Financieros y la Sección de Delitos Informáticos, detalladas a continuación.
















A) CASOS DE CORRUPCION EN LA SECCIÓN DE DELITOS INFORMATICOS







En 1997 fue creada la Unidad de Investigación Informática, debido a la creciente necesidad de procesar los equipos informáticos decomisados durante los procesos penales, principalmente los casos de corrupción relacionados con el Banco Anglo.  Para el año 2004  esta unidad se constituye en Sección de Delitos Informáticos (SDI), donde se atienden investigaciones de diferente índole tales como casos de corrupción, pornografía relacionada con menores de edad, estafas, amenazas, extorsiones, entre otras; aunado a lo anterior, se atienden gran cantidad de casos de análisis forense, en los cuales hay que analizar cada vez mayor cantidad de medios informáticos. 







En el 2009 se asume la apertura de celulares (labor que realizaba el ICE) sin que fuera reforzada en cuanto a personal, ni tampoco se le dotó con equipo especializado. Por otra parte, durante los años 2012 y 2013 se aprobó por parte de la Asamblea. A esto hay que agregarle que la creación de la Ley de Delitos Informáticos, ley que creó una serie de nuevos delitos (10 en total y se modificaron 4 artículos que incorporan aspectos de la informática), sin que se pensara en reforzar la Sección de Delitos Informáticos en cuanto a recurso humano y material para afrontar nuevas denuncias.







Actualmente la tecnología está más inmersa en la vida cotidiana de las personas, sea a través de redes sociales, sistemas de mensajería instantánea, dispositivos móviles, computadoras e Internet; lo que ha creado una gran cantidad de alternativas para que se comentan acciones delictivas de orden tradicional relacionada con la tecnología y en las que la Sección de Delitos Informáticos debe dar soporte a dichas investigaciones.







Además, por la dinámica de los casos de corrupción se ha tenido que brindar la colaboración de la Sección de Delitos Informáticos en diferentes fases de la investigación, sea con el Ministerio Público o con la Unidad Policial que investiga, a saber:







Fase de Investigación: En algunos casos de corrupción es necesario el análisis de un sistema informático, un sistema de correo electrónico; siendo que se hace un proceso de investigación especializado y se genera un informe técnico que complementa la investigación policial y de la fiscalía.







Fase Apertura de indicios: Corresponde a solicitudes de apertura de indicios informáticos (dispositivos móviles, computadoras, dispositivos de almacenamiento, entre otros), que deben ser respaldados por nuestros colaboradores, con el fin de asegurar desde el punto de vista forense los indicios, que posteriormente van a ser sujeto de análisis.







Fase Análisis de indicios: Una vez realizada la apertura de indicios informáticos, los respaldos de los dispositivos de almacenamiento y computadoras, son remitidos a la Sección de Delitos Informáticos para realizarles un Análisis Forense, de acuerdo con los parámetros propios del caso. 







Como se puede apreciar es necesario fortalecer a la Sección de Delitos Informáticos, ya que su participación es vital en la tramitación de los casos de corrupción. Este tipo de investigaciones generan el decomiso de gran cantidad indicios informáticos, lo cual implica que se tenga que programar aperturas de indicios, usualmente de varios días o hasta semanas. Además, dado que se respaldan grandes volúmenes de información, los procesos de análisis forense pueden durar desde varias semanas hasta meses. 







Es importante mencionar que del trabajo realizado por la Sección de Delitos Informáticos usualmente depende que la Fiscalía y Unidad de Anticorrupción de OIJ puedan continuar con la investigación, así como, la Sección de Delitos Económicos pueda realizar o complementar su peritaje con la información extraída de los medios de almacenamiento.







Dado lo anterior, es necesario dotar a esta oficina de recurso humano, herramientas forenses, computadoras, software especializado y otros; con el fin de tener una capacidad de respuesta efectiva y poder atender los casos de corrupción que genere la Sección de Anticorrupción que se pretende crear.







En el siguiente gráfico se muestran los datos estadísticos del incremento de la cantidad de casos ingresados desde el 2014 al 2018:















En cuanto a las solicitudes aperturas de indicios digitales que debe procesar la Sección, entre el 2015 y el 2018 se logra observar un incremento constante en la cantidad de solicitudes programas. Es común que por diversas razones las oficinas solicitantes de nuestro servicio cancelan el proceso aún cuando ya el personal se encuentra en el sitio para proceder, lo que afecta también nuestra capacidad de respuesta pronto a otras investigaciones. El gráfico siguiente detalla la cantidad de solicitudes programadas y canceladas











[image: ]



Por otra parte, en los casos de corrupción, la complejidad para atender estas investigaciones es mucho mayor que otras investigaciones. Como ejemplo, en el caso del Cemento Chino se ha requerido 36 aperturas de indicios digitales, la tramitación de 11 casos de análisis de indicios y aún hay otras aperturas de indicios y casos de investigación por procesar.







Para efectos de reforzar a la Sección de Delitos Informáticos a fin de poder dar una mejor atención a los nuevos casos que ingresarían de corrupción, así como de otros delitos, se requiere que sean suministrados los siguientes recursos: 
















				[bookmark: _Hlk1661040]RECURSO HUMANO



				CANTIDAD PLAZAS







				Profesional informatica 2



				4







				Auxiliar administrativo



				1







				EQUIPO TECNOLOGICO



				CANTIDAD 







				Computadoras Análisis Forense



				4







				Computadoras portátiles de alto desempeño



				4







				Computadora de escritorio (Administrativo)



				1







				Dispositivo Forense de Extracción de Celulares



				2







				Licencias Forensic Tool Kit (FTK)



				4







				Actualización Plataforma Análisis Forense (AD-LAB)



				**Según recomendación Proveedor autorizado.







				Conectividad (Punto de red, entre otros)



				5







				Impresora Laser



				1







				Scanner



				1







				UPS



				5







				AREA TRABAJO



				CANTIDAD 







				Espacio físico



(Actualmente la Sección no cuenta con espacio físico para albergar a este personal)



				50 m2







				Escritorio o cubículo 



				2







				Silla ergonómica 



				2







				OTROS



				CANTIDAD







				Vehículo 



				1







				Chalecos antibalas



				4







				Radio de comunicaciones 



				2







				Aire acondicionado de 60.000 BTU



				1 















B) EN LA SECCIÓN ESPECIALIZADA CONTRA EL CRIMEN ORGANIZADO  







Con la puesta en marcha del proyecto de creación de la Sección Especializada Contra el Crimen Organizado, en adelante SECCRO,  al tenor del Acuerdo del Consejo Superior,  sesión N° 9-17 celebrada el 7 de febrero del 2017 y el Memorando del Departamento de Investigaciones Criminales 0001-MEMO-DICR-17 del 01 de marzo del 2017, se establece como política institucional contar con una oficina de investigaciones, con capacidad de respuesta oportuna y eficiente a nivel nacional, enfocada a investigar y desarticular estructuras criminales.







Según el Índice de Percepción de la Corrupción 2018 Costa Rica, nos ubicamos en el lugar 48 de 180, lo cual no es halagador ya que actualmente se están presentando con más normalidad las incursiones del crimen organizado en las instituciones públicas, empero el Organismo de Investigación Judicial y en especial la Sección Especializada Contra el Crimen Organizado, carece de un músculo adecuado para dar una correcta atención a este fenómeno mundial. 







Es importante reiterar que la fortaleza de las organizaciones vinculadas con el crimen organizado tiene su génesis y su injerencia en instituciones públicas, lo que podríamos indicar o concluir que la corrupción pública fortalece el crimen organizado y a la vez afecta el erario público, eventos que lo podemos ver a nivel general.  







Considerando lo anterior, para dar un tratamiento efectivo a la corrupción se debe hacer un enfoque en diferentes aristas, ya que se han vinculado funcionarios público con delitos violentos y contra la salud (como por ejemplo el tráfico nacional e internacional de drogas, tráfico de armas, trata de personas, delitos cibernéticos, legitimación de capitales, entre otros),  así como delitos de cuello blanco, en donde la afectación del Estado posee una injerencia directa en el erario ya que va relacionada a licitaciones y peculados, entre otros. Por tal motivo, se solicita para la atención de casos de corrupción contar con los siguientes recursos:







				RECURSO HUMANO



				CANTIDAD PLAZAS







				Jefe de investigación 1



				1







				Oficiales de investigación



				3







				Analista criminal



				4







				Vehículos



				6







				Investigadores 2



				15







				Peritos Auditores



				3







				Perito Supervisores



				1







				EQUIPO TECNOLOGICO



				CANTIDAD 







				Equipo de cómputo



				







				Licencias Office



				







				Cámaras fotográficos



				







				Licencias a las diferentes herramientas de análisis criminal, tales como IBASE, IBRIDGE, ARCGIS, entre otros).



				



























C) EN LA OFICINA DE DELITOS ECONÓMICOS Y FINANCIEROS







A lo largo de cinco años se ha mantenido un promedio de casos ingresados y salidos superior a los 500 casos. Las investigaciones son de toda índole, desde las más complejas hasta las más sencillas, se investigan más de veinte delitos, entre ellos, delitos de corrupción; los plazos de atención dependen de los volúmenes de documentación, disponibilidad y análisis de evidencias, así como los casos mediáticos y especiales que deben ser atendidos con celeridad. Se reciben solicitudes de las autoridades judiciales a lo largo de todo el territorio nacional. 







En los últimos años se han incrementado las investigaciones ligadas a la corrupción, tan solo en el 2017 se rindieron 56 informes y 87 informes en el 2018; para el 2019 se tramitan 40 casos, un solo caso complejo implica meses de investigación a tiempo completo. El circulante en general al 20 de febrero de 2019 es de 247 casos.







Las investigaciones han demostrado que dichos actos suceden en el sector público como en el privado y por su trascendencia resultan complejas, por cuanto abarca el ámbito político y administrativo; su complejidad también refiere al volumen y búsqueda de la documentación que la compone (tributaria, aduanera, bancaria, bursátil, entre otros), así como por la variedad de órganos que intervienen; además, por la diversidad de conductas a perseguir y reprimir y, por el perfil de los involucrados, entre otro tipo de análisis de tipo económico y financiero que se debe de realizar.







Historias recientes como los casos de la Trocha Fronteriza, el Cemento Chino e Infocoop, han requerido de plazas extraordinarias para coadyuvar con estos estudios; sin embargo, esas plazas tienen tiempos definidos, mientras tanto el fenómeno de la corrupción no se detiene y la probabilidad de ingresos de este tipo de casos es evidente, máxime por la acción proactiva de este Organismo como del Ministerio Público. 







La oficina no cuenta con el recurso humano y material suficiente para la atención exclusiva e inmediata en este tipo de investigaciones especiales, pues las cargas de trabajo (ocho o nueve casos por perito) y la diversidad de delitos que atienden limitan esa exclusividad (Administraciones Fraudulentas, Quiebras Fraudulentas, Tributarias, Fraudes, Estafas, Adulto Mayor, Asuntos Indígenas, entre otros, que también son voluminosos y complejos). 







El aumento de los casos continúa, por lo que dicha situación podría generar un posible colapso en su tramitación y por ende una afectación en la atención pronta y cumplida de los estudios. 







Con el fin de enfrentar a la criminalidad actual y en especial, para la atención de casos complejos como los delitos ligados a la corrupción, y mejorar la proactividad de la oficina, se requiere contar con el siguiente recurso humano, tecnológico, material y de infraestructura











				RECURSO HUMANO



				CANTIDAD PLAZAS







				Jefatura



				1







				Auxiliar administrativo



				4







				Auditores supervisores



				5







				Peritos judiciales 2



				12







				Investigadores 2



				4







				EQUIPO TECNOLOGICO



				CANTIDAD 







				Equipo de cómputo y software con el paquete office más actualizado



				50







				Escaner



				5







				Computadores portátiles



				10







				OTROS



				







				Capacitaciones



				







				Muebles modulares



				45







				Escritorios



				5







				Sillas ergonómicas



				50







				Vehículos Sedán



				7







				Vehículos Pickup 4x4



				1







				AREA TRABAJO



				CANTIDAD 







				Espacio físico



				294 m2
















C) EN LA SECCIÓN DE FRAUDES







La Unidad de Anticorrupción es una de las tres Unidades de trabajo que componen la Sección de Fraudes, siendo actualmente la encargada de realizar las investigaciones de Delitos Funcionales que se tramitan en el Organismo de Investigación Judicial y como dato de suma relevancia, es menester el señalar que su marco de acción es a nivel nacional y abarca cualquier funcionario (e inclusive auxiliares) del ámbito público de este país.



[bookmark: _GoBack]Por ello es importante fortalecer la Unidad con el siguiente requerimiento de cara al incremento de cargas de trabajo en materia de Anticorrupción.



				RECURSO HUMANO



				CANTIDAD PLAZAS







				Jefatura



				1







				Investigadores 2



				10







				Analista criminal



				1







				Perito auditor



				1







				EQUIPO TECNOLOGICO



				CANTIDAD 







				Equipos de computación



				12







				Equipo de audio y video para investigaciones



				







				Equipo de monitoreo digital



				







				Cámaras especiales de fotografía y video



				







				Contadora de billetes



				







				Detectores de billetes



				







				Teléfonos celulares



				







				Equipos de computación para todo el personal Core i7, 12 MB de RAM y 1TB de disco duro



				







				Permisos de instalación de sistema operativo Kali Linux



				







				Programa de virtualización (VMWare o Virtual Box)



				







				OTROS



				







				Vehículos



				







				AREA TRABAJO



				CANTIDAD 







				Salas de reuniones
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				Anexo B







				[bookmark: _Hlk1736386]CASOS POR CORRUPCION DE FUNCIONARIO INGRESADOS AL CICO EN LOS 2016 AL  2018







				AÑO 2016



				CASOS



				MUMERO REPORTE



				ENTIDAD QUE LABORA



				OFICINA DE OIJ QUE INVESTIGA







				2016



				0



				 



				 



				 







				 



				 



				 



				 



				 







				2017



				1



				06-2017



				NO INDICA



				FRAUDES







				 



				1



				142-2017



				FUERZA PUBLICA



				BUENOS AIRES DE PUNTARENAS







				TOTAL CASO 2017



				2



				 



				 



				 







				 



				 



				 



				 



				 







				2018



				1



				273-18



				 



				 







				 



				1



				321



				ESCOLTA PRESIDENCIAL



				CORREDORES







				 



				1



				404



				COSEVI



				FRAUDES







				 



				1



				506



				INCOFER



				ALAJUELA







				 



				1



				542



				TRANSITO



				ESPECIALIZADA DE TRANSITO







				 



				1



				559



				INTERPOL



				FRAUDES







				 



				1



				575



				OFICIAL FUERZA PUBLICA



				ESTUPEFACIENTES SAN JOSE







				 



				1



				691



				OFICIAL FUERZA PUBLICA



				SIQUIRRES







				 



				1



				746



				SENASA



				FRAUDES







				 



				1



				748



				POLICIA PENITENCIARIA



				PEREZ ZELEDON







				 



				1



				750



				FISCAL GENERAL



				FRAUDES







				 



				1



				753



				JUNTA DE ESCUELA



				CORREDORES







				 



				1



				1050



				MUNICIPALIDAD CORONADO



				FRAUDES







				 



				1



				1095



				FUNCIONARIO COSEVI



				FRAUDES







				 



				1



				1103



				OFICIAL FUERZA PUBLICA



				POCOCI







				 



				1



				1179



				POLICIA PENITENCIARIA



				PUNTARENAS







				 



				1



				1267



				FUNCIONARIOS CENTRO EDUCATIVO



				BATAN







				 



				1



				1460



				OFICIAL FUERZA PUBLICA



				ESTUPEFACIENTES SAN JOSE







				 



				1



				1668



				FUNCIONARIO DEL MOP



				LIBERIA







				 



				1



				1844



				INVESTIGADORA JUDICIAL



				FRAUDES







				 



				1



				1849



				FUNCIONARIA JUDICIAL



				FRAUDES







				 



				1



				1878



				POLICIA DE MIGRACION



				FRAUDES







				 



				1



				1922



				DIRIGENTE JUDICIAL



				FRAUDES







				 



				1



				1937



				FUNCIONAIO MOP



				ESPECIALIZADA DE TRANSITO







				 



				1



				1944



				FUNCIONAIO DE LA CCSS



				FRAUDES







				 



				1



				1982



				UNIDAD CANINA (AEROPUERTO)



				FRAUDES







				 



				1



				1995



				FISCALIA DE PURISCAL



				FRAUDES







				 



				1



				2275



				OFICIAL FUERZA PUBLICA



				FRAUDES







				 



				1



				2547



				OFICIAL FUERZA PUBLICA



				FRAUDES







				 



				1



				2639



				OFICIAL DE TRANSITO



				PEREZ ZELEDON







				 



				1



				2656



				OFICIAL DE OIJ (CRIMEN ORGANIZADO)



				JEFATURA OPO







				 



				1



				2685



				OFICIAL DE OIJ



				CARTAGO







				 



				1



				2699



				FUNCIONARIO JUDICIAL



				DESPACHO DE LA PRESIDENCIA







				 



				1



				2754



				OFICIALES DE FUERZA PUBLICA



				CORREDORES







				 



				1



				2759



				FUNCIONARIO BANCARIO



				FRAUDES







				 



				1



				2868



				MUNICIPALIDAD DE MORAVIA



				FRAUDES







				 



				1



				2878



				DEPOSITO VEHICULOS SAN JOAQUIN



				FRAUDES







				 



				1



				2977



				IDA O NDER



				FRAUDES







				 



				1



				2982



				FUNCIONARIO DE LAS DIS



				FRAUDES







				 



				1



				2983



				CENCINAI GUARARI



				HEREDIA







				 



				1



				3113



				POLICIA DE MIGRACION



				FRAUDES







				 



				1



				3139



				AGENTE ADUANAL



				LIBERIA







				 



				1



				3184



				ARCHIVO CRIMINAL



				FRAUDES







				 



				1



				3324



				OFICIAL DE TRANSITO



				CARTAGO







				 



				1



				3375



				OFICIAL DE TRANSITO



				ALAJUELA







				 



				1



				3411



				FUNCIONARIO JUDICIAL(BATAN)



				BATAN







				 



				1



				3425



				ALCALDE MUNICIPAL SAN JOSE



				FRAUDES







				 



				1



				3553



				OFICIAL DE TRANSITO



				ESPECIALIZADA DE TRANSITO







				 



				1



				3591



				REGIDOR PAQUERA



				COBANO







				 



				1



				3635



				FUNCIONARIO FUTBOL



				HEREDIA







				 



				1



				3636



				DEPOSITO ADUANERO



				LIMON







				 



				1



				3643



				FUNCIONARIO MUNICIPAL



				HEREDIA







				 



				1



				3710



				FUNCIONAIO MINISTERIO EDUCACION



				LIBERIA







				 



				1



				3738



				POLICIA MUNICIPAL



				LIBERIA







				 



				1



				4016



				INVESTIGADOR JUDICIAL(SEXUALES)



				FRAUDES







				 



				1



				4040



				FISCALIA DE PEREZ ZELEDON



				FRAUDES







				 



				1



				4074



				FUNCIONARIO DE COSEVI



				FRAUDES







				 



				1



				4175



				INVESTIGADOR JUDICIAL (COBANO)



				FRAUDES







				 



				1



				4203



				FUNCIONAIO DE LA CCSS



				CORREDORES







				 



				1



				4266



				FUNCIONARIO JUDICIAL (DEPTO DE PERSONAL



				FRAUDES







				 



				1



				4333



				JUNTA DIRECTIVA MEP



				FRAUDES







				 



				1



				4342



				OFICIAL DE TRANSITO



				CORREDORES







				 



				1



				4380



				INVESTIGADOR JUDICIAL (CORREDORES)



				PEREZ ZELEDON







				 



				1



				4418



				INVESTIGADOR JUDICIAL (FRAUDES)



				FRAUDES







				 



				1



				4420



				FUNCIONARIO JUDICIAL



				FRAUDES







				 



				1



				4423



				FUNCIONARIO DEL CONSEJO SUPERIOR



				DESPACHO DE LA PRESIDENCIA







				 



				1



				4466



				TRIBUNALES DE GOLFITO



				CORREDORES







				 



				1



				4470



				INVESTIGADOR JUDICIAL (ESTUPEFACIENTES)



				FRAUDES







				 



				1



				4478



				FUNCIONARIOS DE GUARDACOSTAS



				PUNTARENAS







				 



				1



				4513



				FUNCIONARIA DE ASOCIAN AGROPECUARIA



				BRIBRI







				 



				1



				4649



				OFICIAL DE TRANSITO



				CARTAGO







				 



				1



				4698



				FUNCIONARIO MUNICIPAL



				GARABITO







				 



				1



				4749



				FUNCIONARIO DEL MEP



				LIBERIA







				 



				1



				4753



				OFICIAL DE TRANSITO



				CORREDORES







				 



				1



				4854



				FUNCIONARIO MUNICIPAL



				FRAUDES







				 



				1



				4883



				FUNCIONARIO DEL MEP



				FRAUDES







				 



				1



				4899



				OFICIAL DE TRANSITO



				SAN CARLOS







				 



				1



				4911



				FUNCIONAIA DE CENTRO PENAL



				LIBERIA







				 



				1



				4987



				FUNCIONARIO DEL MEP



				FRAUDES







				 



				1



				4988



				FUNCIONARIO DEL MEP



				FRAUDES







				 



				1



				5107



				FISCAL DE TRES RIOS



				FRAUDES







				 



				1



				5153



				FUNCIONAIA JUDICIAL



				FRAUDES







				 



				1



				5168



				FUNCIONARIO INFOCOP



				FRAUDES







				 



				1



				5230



				DOCTOR DE LA CCSS



				LIMON







				 



				1



				5256



				FUNCIONAIO DEL CTP



				PARRITA







				 



				1



				5506



				INVESTIGADOR JUDICIAL (COBANO)



				FRAUDES







				 



				1



				5618



				OFICIALES DE FUERZA PUBLICA



				LIBERIA







				 



				1



				5619



				OFICIAL DE FUERZA PUBLICA



				ALAJUELA







				 



				1



				5631



				INVESTIGADOR JUDICIAL (SAN RAMON)



				SAN RAMON







				 



				1



				5701



				FUNCIONARIO DEL IMAS



				FRAUDES







				 



				1



				5831



				JUEZA DEL MINISTERIO PUBLICO



				ESPECIALIZADA DE CRIMEN ORGANIZADO







				 



				1



				5930



				FUNCIONARIO ARCHIVO JUDICIAL SAN JOAQUIN



				FRAUDES







				 



				1



				6200



				FUNCIONARIOS JUDICIALES



				OFICINA DE PLANES Y OPERACIONES







				 



				1



				6261



				OFICIAL DE TRANSITO



				ESPECIALIZADA DE TRANSITO







				 



				1



				6286



				SUBDIRECTOR DEL OIJ GERALD CAMPOS



				FRAUDES







				 



				1



				6345



				FUNCIONARIA JUDICIAL(MAGISTRADA



				FRAUDES







				 



				1



				6347



				FUNCIONARIA JUDICIAL



				FRAUDES







				 



				1



				6348



				FUNCIONARIO DE COSEVI



				ESPECIALIZADA DE TRANSITO







				 



				1



				6423



				FUNCIONARIO DEL MOP



				ESPECIALIZADA DE TRANSITO







				 



				1



				6496



				POLICIA MUNICIPAL



				SANTA CRUZ







				 



				1



				6499



				FUNCIONARIO MUNICIPAL



				FRAUDES







				 



				1



				6581



				FUNCIONARIO MUNICIPAL



				FRAUDES







				 



				1



				6643



				FUNCIONARIO MUNICIPAL



				FRAUDES







				 



				1



				6780



				OFICIAL DE FUERZA PUBLICA



				TURRIALBA







				 



				1



				6799



				FUNCIONARIO JUDICIAL POCOCI



				INSPECION JUDICIAL







				 



				1



				7014



				FUNCIONARIO MUNICIPAL



				FRAUDES







				 



				1



				7033



				OFICIAL DE FUERZA PUBLICA



				TARRAZU







				 



				1



				7106



				FUNCIONARIA JUDICIAL



				HEREDIA







				 



				1



				7113



				FUNCIONARIA DE LA CCSS



				CARTAGO







				 



				1



				7122



				FUNCIONARIO JUDICIAL



				FRAUDES







				 



				1



				7197



				OFICIAL DE FUERZA PUBLICA



				SAN RAMON







				 



				1



				7245



				FUNCIONARIOS JUDICIALES



				FRAUDES







				 



				1



				7333



				FUNCIONARIO MUNICIPAL



				FRAUDES







				 



				1



				7350



				FUNCIONARIO MUNICIPAL



				OROTINA







				 



				1



				7364



				INVESTIGADOR OIJ



				NICOYA







				 



				1



				7513



				FUNCIONARIO DEL MOP



				OROTINA







				 



				1



				7596



				FUNCIONARIO DE COSEVI



				PUNTARENAS







				 



				1



				7632



				FUNCIONARIO DE MIGRACION



				DELITOS CONTRA LA INTEGRIDAD FISICA







				 



				1



				7686



				FUNCIONARIO DEL IMAS



				PUNTARENAS







				 



				1



				7850



				OFICIALES DE FUERZA PUBLICA



				HEREDIA







				 



				1



				7856



				FUNCIONARIO DE COSEVI



				ESPECIALIZADA DE TRANSITO







				 



				1



				7876



				FUNCCIONARIO MUNICIPAL



				LIBERIA







				 



				1



				7932



				OFICIAL DE TRANSITO



				ESPECIALIZADA DE TRANSITO







				 



				1



				7953



				OFICIAL DE TRANSITO



				SARAPIQUI







				 



				1



				7996



				OFICIAL DE FUERZA PUBLICA



				ESTUPEFACIENTES SAN JOSE







				 



				1



				8173



				MINISTERIO DE SALUD



				FRAUDES







				 



				1



				7273



				DIRECCION EJECUTIVA PJ



				FRAUDES







				 



				1



				8309



				OFICIAL DE OIJ GUAPILES



				FRAUDES







				 



				1



				8354



				OFICIAL DE FUERZA PUBLICA



				HEREDIA







				 



				1



				8634



				OFICIAL DE TRANSITO



				ESPECIALIZADA DE TRANSITO







				 



				1



				8743



				OFICIAL DE FUERZA PUBLICA



				CORREDORES







				 



				1



				8821



				FUNCIONARIOS DE LA UCR



				FRAUDES







				 



				1



				8842



				FUNCIONARIOS JUDICIALES



				FRAUDES







				 



				1



				8857



				FUNCIONARIOS MUNICIPALES



				AGUIRRE Y APRRITA







				 



				1



				8969



				OFICIAL DE FUERZA PUBLICA



				FRAUDES







				 



				1



				8978



				INVESTIGADOR JUDICIAL CARTAGO



				FRAUDES







				 



				1



				9133



				OFICIALES DE FUERZA PUBLICA



				ATENAS







				 



				1



				9196



				FUNCIONARIOS DE CENTRO PENAL



				FRAUDES







				 



				1



				9241



				OFICIAL DE FUERZA PUBLICA



				CAÑAS







				 



				1



				9409



				FUNCIONARI MUNICIPAL



				FRAUDES







				 



				1



				9585



				OFICIALES DE FUERZA PUBLICA



				CORREDORES







				 



				1



				9595



				OFICIALES DE FUERZA PUBLICA



				POCOCI







				 



				1



				9697



				INVESTIGADOR JUDICIAL ALAJUELA



				OFICINA DE PLANES Y OPERACIONES







				 



				1



				9744



				OFICIAL DE FUERZA PUBLICA



				BATAN







				 



				1



				9777



				FUNCIONARIO DEL ICE



				FRAUDES







				 



				1



				9785



				FUNCIONAIO MUNICIPAL



				HEREDIA







				 



				1



				9815



				OFICIAL DE FUERZA PUBLICA



				LIMON







				 



				1



				9828



				FUNCIONAIO MUNICIPAL



				NICOYA







				 



				1



				9891



				FUNCIONARIO MUNICIPAL



				HEREDIA







				 



				1



				9903



				FUNCIONARIO MUNICIPAL



				OSA







				 



				1



				9942



				FUNCIONARIO MUNICIPAL



				HEREDIA







				 



				1



				9943



				FUNCIONARIO SETENA



				FRAUDES







				 



				1



				10007



				FUNCIONARIO DEL IMAS



				FRAUDES







				 



				1



				10056



				FUNCIONARIO DE CONAVI



				FRAUDES







				 



				1



				10064



				OFICIAL DE TRANSITO



				SAN RAMON







				 



				1



				10073



				FUNCIONARIO DE CONAVI



				CARTAGO







				 



				1



				10167



				OFICIAL DE FUERZA PUBLICA



				LIMON







				 



				1



				10208



				OFICIAL DE FUERZA PUBLICA



				CORREDORES







				 



				1



				10246



				OFICIAL DE TRANSITO



				PUNTARENAS







				 



				1



				10282



				FUNCIONARIOS DE CONAVI



				FRAUDES







				 



				1



				10300



				FUNCIONARIA DE LA CCSS



				FRAUDES







				 



				1



				10322



				FUNCIONAIA DEL MEP



				FRAUDES







				 



				1



				10334



				OFICIALES DE FUERZA PUBLICA



				HEREDIA







				 



				1



				10427



				FUNCIONARIO DE LA CCSS



				PUNTARENAS







				 



				1



				10497



				OFICIAL DE FUERZA PUBLICA



				GARABITO







				 



				1



				10516



				FUNCIONARIA JUDICIAL ESCUELA DE CAPACITACION



				FRAUDES







				 



				1



				10580



				FUNCIONARIO DE RECOPE



				ALAJUELA







				TOTAL CASOS 2018



				167



				 



				 



				 



















Cantidad	



CORRUPCION 	PECULADO	ESTAFA	FALSEDAD IDEOLOGICA	TRAFICO DE INFLUENCIAS	INCUMPLIMIENTO DE DEBERES	DIVULGACION DE SECRETOS	NOMBRAMIENTOS ILEGALES	COHECHO IMPROPIO	PREVARICATO	ENRIQUECIMIENTO ILICITO 	FRAUDE DE SIMULACION	MALVERSACION DE FONDOS	ABUSO DE AUTORIDAD	USO DE DOCUMENTO FALSO	INFLUENCIA CONTRA LA HACIENDA PUBLICA	CONCUSION	PERJURIO	FAVORECIMIENTO	RECONOCIMIENTO ILEGAL DE BENEFICIOS LABORALES	FALSIFICACION DE DOCUMENTOS	SIMULACION DE DELITO	ADMINISTRACION FRAUDULENTA	SUPRESION OCULTACION Y DESTRUCCION DE DOCUMENTOS	41	16	15	10	9	7	7	5	4	4	3	2	2	1	1	1	1	1	1	1	1	1	1	1	







Casos Ingresados  por año







Casos Ingresados 	



2014	2015	2016	2017	2018	446	505	750	743	835	











image2.png



P 5ta Rica - Indice de Percepcion de 13
= Costa Rica - Indice de Percepcion de la Comupeion = =
st -sece P L ——— — = -t
P—————— - =
(Crece la percepeidn d corrupei entre o costarricenses = £
CusaRaa hno s n el e e Compen gt Ogezacin o o
v g et up 2 A e 08 SRS -
costarcenes peicen un ciemestn 02 oo e el seck piblen g8l e = —
= - B
Lt 53 st ot ot e S e A s e s — o~ -
sl e et s e s - - =
{apeegn e canpinen s s s s s s et e o S -
st anegn s g e e g = o =
e s s D et e s s e 10 S = -
e33R 1) #0008 G 4 e S = = =
qe s . = -
Enlabtiay o o Ot Putancs vk e a o CosaRea ke 2000 o =
ol e Ompein Pt vz n st s s e | | 1 = =
ePatsin e oy ek e i s Rea e s s et =
R











image3.png



.
01

PERITO

SUPERVISOR
02

PERITOS

AUDITORES

l l

PERSONAL

02 PERITOS

B ADMINISTRATIVO
INFORMATICOS.

02 PERSONAL 01 AUXILIAR
o1
ADMINISTRA- SERVICIOS
SECRETARIA
o GENERALES











image4.png



8

8

APERTURAS PROGRAMADAS VRS CANCELADAS POR ANO

Sy

2016 2017 2018

= Aperturas Realizades  m Aperturas Canceladas = Total Programadas % Cancelacién










image1.png













image5.jpeg













image6.png
















image22.emf


DELITOS  TIPIFICADOS






DELITOS TIPIFICADOS


DELITOS



				DELITOS



				ADMINISTRACION FRAUDULENTA



				APROPIACION Y RETENCION INDEBIDA



				AUTORIZACION ACTOS INDEBIDOS



				AUTORIZACION Y PUBLICACION DE BALANCES FALSOS



				BALANCES Y MEMORIAS FALSOS



				COHECHO IMPROPIO



				COHECHO PROPIO



				CONCUSION



				CORRUPCION AGRAVADA



				COMERCIO ILICITO DE ARMAS



				DEFRAUDACION FISCAL



				DELITOS INFORMATICOS



				DELITO TRIBUTARIO



				ENRIQUECIMIENTO ILICITO



				ESTAFA



				ESTAFA MEDIANTE CHEQUE



				ESTAFA PROCESAL



				ESTELIONATO



				EXPLOTACION ADULTO MAYOR



				EXPLOTACION INCAPACES



				EXTORSION



				FALSEDAD DECLARACION JURADA



				FALSEDAD IDEOLOGICA



				FALSIFICACION DOCUMENTOS



				FRAUDE DE SIMULACION



				FRAUDE INFORMATICO



				HOMICIDIO



				HURTO AGRAVADO



				INCUMPLIMIENTO DE DEBERES



				INFLUENCIA CONTRA LA HACIENDA PUBLICA



				INFRACCION A LA LEY DE PSICOTROPICOS



				INSOLVENCIA



				LIBRAMIENTO DE CHEQUE SIN FONDOS



				MALVERSACION DE FONDOS



				NOMBRAMIENTO ILEGALES



				PAGO IRREGULAR DE CONTRATOS ADMINISTRATIVOS



				PECULADO



				PREVARICATO



				QUIEBRA FRAUDULENTA



				ROBO AGRAVADO



				ROBO SIMPLE



				ROBO Y HURTO



				SABOTAJE INFORMATICO



				SANCION POR RECIBO DE BENEFICIARIO



				SECUESTRO EXTORSIVO



				SIMULACION DE DELITO



				TENTATIVA DE ESTAFA



				TRAFICO DE INFLUENCIAS



				TRATA DE PERSONAS



				USO DE DOCUMENTO FALSO



				USURA



				USURPACION



				VIOLACION DERECHOS DE PROPIEDAD














image23.emf


345-PLA-RH-EV-2019  (versión ampliada).doc






345-PLA-RH-EV-2019 (versión ampliada).doc


[image: image3.jpg]





[image: image4.jpg]





[image: image5.png]













[image: image6.png]Direccién
Planificacion

Hobojomos por ofdesarcko do a admeshocicn
"0 JUBoRa, COn PIoyEOcKon 6 NNoVacKon










[image: image7.png]Direccion
Planificacion














Estudio de Requerimiento Humano




Anteproyecto de Presupuesto 2020



Sección de Delitos Económicos y Financieros del Organismo de Investigación Judicial



11 de marzo del 2019



				Dirección de Planificación



				Fecha:



				11/03/2019







				Estudio de Requerimiento Humano



				# Informe:



				345-PLA-RH-EV-2019







				Proyecto u oficinas analizadas:



				Sección de Delitos Económicos y Financieros del Organismo de Investigación Judicial (O.I.J.)











				I. Plazas por Analizar



				Programa 928 Organismo de Investigación Judicial.



· 6 Peritas o Peritos Judiciales 2 de la Sección de Delitos Económicos y Financieros del O.I.J., creados bajo la modalidad de permiso con goce de salario y sustitución.











				II. Justificación de la Situación o Necesidad Planteada



				En sesión N°111-18 celebrada el 20 de diciembre de 2018, artículo XCIII, se conoció en oficio N° 784-DEF-18 del 06 de diciembre de 2018, suscrito por los licenciados Reynaldo Velásquez Carrillo, Jefe de la Sección Delitos Económicos y Financieros y Diego Chavarría García, Subjefe del Departamento Investigaciones Criminales solicitaron, con el visto bueno del máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial, donde solicitaron lo siguiente:



“Debido a las cargas de trabajo que ostentan los peritos judiciales (9 casos en promedio); a la limitación de una funcionaria en la totalidad de sus funciones, a la participación activa en labores operativas y al aumento de la criminalidad económica, en especial la corrupción en todos sus ámbitos,  se solicita, con el fin de brindar un eficiente servicio público y de calidad, que se hagan las gestiones correspondientes para que el Departamento de Planificación realice un estudio en la Sección de Delitos Económicos con el fin de posibilitar la continuidad de forma ordinaria para el periodo 2020 de las seis plazas que ostentan los permisos con goce de salario y que actualmente se dedican a la atención exclusiva de los casos denominados Cemento Chino e Infocoop”.



Al respecto, “Se acordó: Comunicarles a los licenciados Reynaldo Velásquez Carrillo, Jefe de la Sección Delitos Económicos y Financieros y Diego Chavarría García, Subjefe del Departamento Investigaciones Criminales, que en sesión N°110-18 del 19 de diciembre de 2018, artículo I, se conocieron los permisos con goce de salario y sustitución que actualmente se dedican a la atención exclusiva de los casos denominados Cemento Chino e Infocoop.




En la sesión 11-19 del 12 de febrero de 2019, artículo LXXXIII, el Consejo Superior conoció el oficio N° 056-DEF-19 del 28 de enero de 2019, suscrito por el licenciado Reynaldo Velásquez Carrillo, Jefe Sección Delitos Económicos y Financieros, con el visto bueno del máster Walter Espinoza Espinoza, Director del Organismo de Investigación Judicial y del licenciado Geovanni Rodríguez Gómez, Jefe del Departamento de Investigaciones Criminales, quien solicitó:



“De forma respetuosa se hace la siguiente solicitud con el fin de que se aclare el acuerdo tomado por el Consejo Superior en la sesión No. 111-18 del 20 de diciembre de 2018, artículo XCIII, por cuanto el requerimiento específico consistió en valorar el mantener de forma ordinaria para el periodo 2020, las seis plazas que laboran con permiso con goce de salario en la Sección de Delitos Económicos del Organismo de Investigación Judicial al amparo del numeral 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial; por lo tanto, en el oficio No. 784-DEF-18, se justificó lo solicitado y en el apartado VI. Petición, se indicó: (…) que se hagan las gestiones correspondientes para que el Departamento de Planificación realice un estudio en la Sección de Delitos Económicos con el fin de posibilitar la continuidad de forma ordinaria para el periodo 2020 de las seis plazas que ostentan los permisos con goce de salario y que actualmente se dedican a la atención exclusiva de los casos denominados Cemento Chino e Infocoop. (…)




Lo anterior, por cuanto en el acuerdo de comentario no se hizo mención respecto de la viabilidad de contar con un estudio del Departamento de Planificación para que valore la permanencia de las plazas en condición ordinaria para el 2020.”




El  Consejo Superior, acordó: “Acoger la gestión anterior, en consecuencia, adicionar el acuerdo tomado en sesión N° 111-18 del 20 de diciembre de 2018, artículo XCIII, en cuanto a que se traslada la gestión a la Dirección de Planificación para que valore la inclusión de las seis plazas que laboran actualmente con permiso con goce de salario y sustitución, de conformidad con el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en el proyecto de presupuesto del período 2020, con el fin de que se mantengan de manera ordinaria”. La negrita no pertenece al original.



En razón de la permanencia y continuidad de los permisos con goce de salario avalados por el Consejo Superior, y la disposición de que se valore la inclusión de las 6 plazas de Perita o Perito Judicial 2 para el presupuesto 2020, la Dirección de Planificación procede a analizar la necesidad de las plazas aludidas.











				III. Información Relevante



				3.1.-Antecedentes



El Consejo Superior en sesión 36-10 del 15 de abril de 2010, artículo XLII, dispuso acoger el informe del Departamento de Personal que dispone el pago del sobresueldo a los servidores de la Sección de Delitos Económicos en el tanto cumplen con el requisito exigido a los demás investigadores incluido la aprobación del curso básico policial.



El Consejo Superior en la sesión 102-17 del 9 de noviembre de 2017, artículo LVIII, conoció el oficio 1133-DICR-17 suscrito por el Director General del Organismo de Investigación Judicial y el Subjefe del Departamento de Investigaciones Criminales, donde se solicita el permiso con goce de salario para 6 puestos de Perita o Perito Judicial 2, con el fin de atender casos de gran trascendencia como el de “INFOCOOP” y el del “cemento chino”. Al respecto, dispuso conceder los permisos del 10 de noviembre al 24 de diciembre de 2017.



Posteriormente, en sesión del Consejo Superior 113-17 del 19 de diciembre de 2017, artículo XCVI, se prorrogaron los permisos del 8 de enero al 8 de febrero de 2018.



Asimismo, el Consejo Superior en sesión 11-18 celebrada el 8 de febrero del 2018, artículo XLIX, conoció el oficio 135-DG-2018 de la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, y ordenó prorrogar los permisos por tres meses más, a partir del 9 de febrero del 2018.



En sesión N° 36-18 celebrada el 3 de mayo del 2018, artículo XXXII, se prorrogaron los permisos de los 6 Peritos Judiciales de la Sección de Delitos Económicos y Financieros, a partir del 9 de mayo y hasta el 8 de agosto de 2018



En sesión N° 75-18 celebrada el 23 de agosto de 2018, artículo II, se acordó entre otros aspectos”… prorrogar los permisos con goce de salario y sustitución de las siguientes plazas: Sección de Delitos Económicos y Financieros (plazas 60164, 95382, 48386, 103213, 351920 y 351921) de las cuales 60164, 95382, 48386, 103213 se deberán dedicar a el caso del “cemento chino” y las 351920 y 351921 el caso de INFOCOOP, lo anterior rige a partir del 24 de agosto y hasta el 31 de diciembre de 2018.



Finalmente, en sesión N° 110-18 del 19 de diciembre de 2018, artículo I, se prorrogaron a partir del 1 de enero de 2019 hasta el 31 de marzo de 2019.




3.2.- Estructura de Personal



De seguido se muestra la cantidad y tipo de puestos adscritos a la Sección analizada:




Tabla 1



Cantidad de personal asignado a la Sección de Delitos Económicos y Financieros del Departamento de Investigaciones



Criminales del O.I.J.



Cantidad



Puesto



28



1



Perita o Perito Judicial 2



Secretaria o Secretario1



1



Auxiliar Administrativa o Administrativo



1



Auxiliar Servicios Generales 2



Fuente: Relación de Puestos del Poder Judicial, 2019.




Adicional del personal antes descrito, esta Sección dispone de un puesto de Jefa o Jefe de Sección y cuatro Auditores Supervisores o Auditoras Supervisoras que realizan labores de supervisión, todas/os adscritas/os a la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial. Así como 4 Perita o Perito Judicial 2 de la Sección de Legitimación de Capitales en calidad de préstamo, desde octubre 2018 con la finalidad de coadyuvar con la carga de trabajo.



Así mismo, actualmente esta Sección cuenta con los 6 recursos concedidos por medio de permisos con goce de salario, los cuales son objeto de estudio en este informe.



3.3.- Naturaleza y Funcionamiento



La Sección de Delitos Económicos y Financieros funge como auxiliar de los Tribunales Penales de todo el país en el descubrimiento y verificación científica de los delitos denominados como “financieros” o de “cuello blanco”, que involucra llevar a cabo tareas de investigación y de peritaje en las áreas financiero-contables.




Las pericias que realizan van dirigidas a la identificación de la persona o grupo de personas responsables del acto delictivo, la determinación de cómo se lleva a cabo el presunto delito y la cuantificación del daño patrimonial a la persona o grupo de personas ofendidas.



Es importante indicar que dentro de las funciones que realizan las plazas de peritas o peritos, se encuentran actividades como labores de campo, seguimientos, recolección de indicios, operativos, allanamientos, entrevistas, confirmaciones, detenciones, en todo el país, como parte de su labor sustantiva.




Asimismo, como colaboración a otras oficinas se participa en allanamientos y operativos realizando esas mismas funciones, sólo aquellos profesionales que tengan aprobado el curso de armas y de defensa y los que no tienen esa condición no realizan esas funciones, que son aquellos profesionales interinos que sustituyen y que no son investigadores, que realizan actividades de escritorio relacionadas con las investigaciones en materia contable, administrativa y financiera pero no van al campo, ni se les reconoce el porcentaje. No obstante, actualmente, todos los servidores de planta están preparados para salir al campo.



Cabe aclarar, que por resolución de la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, les fue reconocido el porcentaje correspondiente a riesgo y variación de jornada.  Asimismo, en dicho acuerdo se resolvió que el personal de la Sección de Delitos Económicos y Financieros de este Organismo, deberá recibir el Curso Básico Policial y ajustarse a los roles de disponibilidad al igual que los otros investigadores policiales.  Es decir, que deben cumplir no solo con los requisitos del puesto que cada uno de ellos desempeña, sino además con los requisitos establecidos para los puestos de investigación, incluyendo la aprobación de las correspondientes pruebas psicológicas para el uso de armas de fuego
.



Asimismo, dentro del perfil del puesto se solicita, haber aprobado el curso básico de investigación criminal y carné de portación de armas de fuego debidamente registradas por el Organismo de Investigación Judicial, vigente. 




Al respecto indicó el jefe de la oficina, que estos requisitos han sido un problema para hacer nombramientos interinos de sustitución por cuanto limita la participación a sólo investigadores, razón por la cual, en nombramientos cortos nombra sin esos requisitos y presentaron una gestión para que el personal profesional de la Sección de Delitos Económicos y Financieros, pueda participar para optar por una plaza en propiedad, sin tener el requisito del Curso Básico Policial, el cual se haría efectivo, posterior al nombramiento en propiedad de los puestos vacantes, y se tenga la certeza de su continuidad y estabilidad en el cargo, lo cual fue aprobado por el Consejo Superior
.



El personal tiene claramente definidas las funciones y labores y el trabajo está distribuido en grupos, según describe:



TABLA Nº2



Distribución interna del personal ordinario en la Sección de Delitos Económicos y Financieros del Departamento de Investigaciones Criminales, durante el 2019



Grupo



Puesto



N°1



1 Auditora o Auditor Supervisor y  7 Peritas o Peritos(1)



N°2



1 Auditora o Auditor Supervisor y 7 Peritas o Peritos(1)



N°3



1 Auditora o Auditor Supervisor y 7 Peritas o Peritos



N°4



1 Auditora o Auditor Supervisor y 7  Peritas o Peritos



     (1)Un puesto de Perita o Perito se asignó temporalmente como coordinador en el grupo



     que atiende el caso del Cemento Chino y otro en de INFOCOOP.



      Fuente: Entrevista a la Jefatura de la Sección.



Adicionalmente, cada grupo de trabajo tiene asignado una Perita o Perito en calidad de préstamo de la Sección de Legitimación de Capitales, debido a la alta carga de trabajo que deben asumir.



Y con los seis recursos asignados con permiso con goce de salario, se conformó dos grupos, uno con 4 Peritos y 1 Coordinador
 para atender exclusivamente el caso del “Cemento Chino” y el segundo con 2 Peritos y 1 Coordinador
 para atender el caso de INFOCOOP.




3.4.- Atención y distribución de casos



El Lic. Reynaldo Velásquez Carrillo, Jefe de la Sección en estudio, acotó que la asignación de casos no se realiza mediante rol, sino que se consideran variables, tales como complejidad del caso, urgencia en que debe ser atendido y carga de trabajo asignada a la Perita o Perito, con el fin de que atiendan casos complejos y no complejos y tratando de mantener equidad en las cargas de trabajo de los profesionales.




Agrega, que en los últimos años se ha incrementado el ingreso de casos, y  han surgido casos más complejos, con mucha  tramitología, que además de tener un alto impacto mediático, cuentan con un alto volumen de información, y que requieren de una pronta atención, lo que ha obligado a destinar recursos de manera exclusiva para su debida atención, como los conocidos del “Cemento Chino”, y el “INFOCOOP”, los cuales tienen posibles interrelaciones con otras causas, que de igual manera deben ser investigadas para verificar las presuntas vinculaciones, con otros casos
. Y debido a la cantidad de información que debe someterse a análisis financiero, se ha tenido que reforzar con personal ordinario para avanzar con las actividades de investigación de estas causas.



En el caso del “cemento chino”, involucra la atención de tres causas interrelacionadas, las peritas y peritos asignadas o asignados han tenido que analizar información bancaria, tributaria y aduanera de los sujetos que son parte del proceso y cualquier otro relacionado que surja como parte de la investigación. Agrega, que las actividades que deben llevar a cabo las plazas de Perito o Perito Judicial 2 asignadas a este caso son complejas, indica que solo una de las causas cuenta con transacciones que ascienden a los $43 millones de dólares americanos, no obstante, esta causa según el cronograma y si no surge ningún imprevisto está para concluirla en setiembre 2019.



El caso del “INFOCOOP”, se realizaron análisis de trazabilidad bancaria y tributaria de aproximadamente 47 operaciones de crédito, en la que el tiempo de atención de una sola de estas operaciones por parte de una Perita o Perito Judicial 2 ordinaria, con la carga de trabajo con que cuenta cada una de las plazas de esa Sección (10 casos por plaza) podría ameritar alrededor de cuatro meses en labores de revisión y elaboración del informe de dicha operación financiera. Se tiene previsto finalizar este caso en diciembre de 2019.



Enfatiza, que para esos casos se asignaron los seis recursos, pero  actualmente la Sección enfrenta una carga de trabajo que involucra casos mediáticos de gran trascendencia, complejidad y volumen,  que requieren atención prioritario y oportuna, tales como: Caso Yanber (mediático y complejo), Caso María Martha Siles Meneses, Caso Procalidad, Caso Sobresco, Casos de Asuntos  Indígenas, de Adulto Mayor, Caso Transfesa S.A., Caso ICT, Caso PAC, Caso Quiebra Coopeaserri RL, Caso Gasolineras del Norte S. A., Caso Asobanacio, Caso Coopelecheros R.L., Caso Palacio Oriental S.A, Caso BNCR Santa Cruz, Caso ICE, entre otros. (Ver Anexo No. 1)



Agrega, que todos los casos generan una serie de actividades que absorben mucho tiempo a los profesionales, tales como operativos, allanamientos, asistencia a juicios, visitas al Sistema Financiero para recoger información bancaria, traslados a todo el país, entre otras que si bien estas tareas forman parte de la investigación los sustraen del análisis propio del caso
. 



3.5.- Análisis de la información estadística



3.5.1. A continuación, se analizará la carga de trabajo de la Sección de Delitos Económicos y Financieros en el último quinquenio.  El siguiente cuadro muestra el ingreso de casos de la oficina:



Cuadro 1



Casos ingresados a la Sección de Delitos Económicos y



Financieros, durante el período 2014-2018



Tipo de Entrados




2014



2015



2016



2017



2018



Delitos Económicos y Financieros




425




446




565




467




504



Diligencias menores (1)



12




9




13




20




16



TOTAL



437




455




578




487




520



Ampliaciones de informes(2)



106




130




131




97




157



Nota: (1) Diligencia Menor (DM): “Tarea específica solicitada por una autoridad judicial que está conociendo una causa”, según lo estableció la Oficina de Planes y Operaciones del O.I.J.




(2) Se refiere a un documento que complementa la información sobre una causa de la cual ya se ha rendido un informe.  



Fuente: Elaboración propia con datos obtenidos por la Sección de Delitos Económicos y Financieros y lo consignado en el estudio 29-PLA-OI-2018.



El comportamiento de ingreso de casos ha mantenido una tendencia al alza, a excepción del 2017 que registró una baja considerable de 91 casos respecto del año anterior, llama la atención que durante el 2018 se registró la cifra más alta (520) del período analizado, En términos generales se nota un crecimiento de 19%, en el período completo. Por su parte, las solicitudes de ampliaciones de estudios mostraron un comportamiento variable, y de igual forma alcanzaron en el 2018   la mayor cantidad, sea 157 ampliaciones.



Referente al promedio de asuntos entrados por Perita o Perito, durante el 2018, se tiene que a cada profesional le correspondió aproximadamente 1,65 casos por mes
 que incluye los casos entrados y diligencias menores, cantidad que pareciera  manejable; sin embargo obstante, se debe tomar en cuenta  factores como el nivel de complejidad, volumen, el tiempo de investigación de cada caso, conlleva una serie de actividades tanto de campo como de oficina, lo que se traduce en un tiempo considerable de meses en el análisis y construcción del respectivo informe para un solo caso, especialmente los asuntos mediáticos, complejos y especiales, como los que se citaron anteriormente.



Adicionalmente, se debe tomar en consideración en la carga laboral de estos profesionales las “ampliaciones de informes” que en el 2018 ascendieron a 157, siendo la mayor cantidad reportada en el último quinquenio, que si bien es cierto no se contemplan en el ingreso de nuevas solicitudes, sí requieren la utilización de personal y tiempo para su debida atención.



Sobre este tema, el Lic. Velásquez Carrillo, indicó que si bien los aspectos cuantitativos son una referencia, se debe tomar en consideración las variables cualitativas que inciden en la carga de trabajo y reitera que los casos van en aumento, tal como se nota en el ingreso de casos durante el 2018 e indica que para el presente año se augura un incremento, por cuanto a inicio de marzo, ya se contabilizan 91 asuntos y de mantenerse este comportamiento se concluiría el año con más casos respecto del anterior. Asimismo, indica que actualmente  



mantiene un circulante de 250 casos de los cuales, alrededor de 40 asuntos son de especial relevancia y atención por lo mediáticos, complejos y voluminosos, carga que, distribuida entre el personal ordinario, alcanza a 9 asuntos en promedio por profesional, lo cual es imposible atender con la oportunidad que se requiere.



3.5.2. Análisis de los casos salidos.




De seguido se presenta un cuadro de casos salidos para el último quinquenio.



Cuadro Nº 2



Casos salidos en la Sección de Delitos Económicos y 



Financieros, para el período 2014-2018



 




 




 




 




 




 




Tipo de Salido




2014




2015 




2016




2017




2018




 




 




Resueltos (1)



244




267




261




252




167




 




 




No Resueltos (2)



132




205




199




141




135




 




 




Porcentaje No Resueltos




34%




43%




42%



34%



42%



 




 




- Diligencias menores 




13




8




12




17




17




 




 




Total




389




480




472



410



319



 




 




Ampliaciones




93




127




131




97




157




 




(1) Con factores de resolución



(2) Faltan factores de resolución, ausencia de evidencia u otro.



           Fuente: Elaboración propia con datos obtenidos por la Sección de Delitos Económicos 



               y Financieros y lo consignado en el estudio 93-DO-2016.



Se visualiza que los casos terminados, han experimentado un comportamiento decreciente a excepción del 2015; que registró un aumento en 91 asuntos, respecto del año anterior, incremento que en términos relativos corresponde a un 23% aproximadamente. Por su parte los documentos salidos por ampliaciones mostraron un aumento en el 2018 de un 62% aproximadamente respecto del 2017, las cuales en algunos casos son tan complejas como un mismo caso.



Sobre la baja de casos resueltos en el 2018, se consultó al Lic. Velásquez Carrillo, quien acotó que, para ese año, se diezmó con un profesional a dos grupos de trabajo, los cuales se destacaron para coordinar el trabajo del personal que se creó específicamente para atender los casos del Cemento Chino e INFOCOOP, lo cual incidió en la producción de casos ordinarios, asimismo se intensificó el estudio de algunos casos y se tuvo que hacer grupos de trabajo que se concentraron en colaboraciones en casos como Café Rey, Yanber y el mismo Cemento, ese tiempo se limitó en la atención de otros casos ordinarios.



Agrega, que se observa una disminución en los casos resueltos, pero, hubo un incremento en las ampliaciones, que en algunos casos corresponden prácticamente a un caso Resuelto, pues demandan mucho tiempo de trabajo. En este caso hay que darles énfasis a las ampliaciones (los casos del Cemento, Infocoop y Yanber, salen como ampliaciones, entre otros de igual importancia).



Adiciona, que ingresaron casos complejos y con volumen de información, se colaboró en aperturas de evidencia que eso implicó mucho tiempo (eso refiere a ir a determinado sitio a revisar evidencia que ya había sido decomisada, pero por tiempo no se pudo seleccionar, en esto participan más de diez funcionarios y por varios días), aparte de colaborar en allanamientos, operativos y otras tareas ajenas a la labor sustantiva, lo cual incide en el rendimiento de la Sección.



Es importante tomar en cuenta que la cantidad de casos resueltos va a depender de la complejidad de estos, ya que algunos pueden durar meses en tanto otros más complejos pueden tardar años en ser resueltos.



Respecto del porcentaje de casos no resueltos ha mantenido un comportamiento variable, se tiene que ha oscilado entre un 34% y un 42% de lo que ingresa. 



3.6.- Entrevista a la jefatura de la Sección



El Jefe de la Sección, Lic. Reynaldo Velasquez Carrillo, argumentó que la carga de trabajo de la Sección se ha incrementado, en tanto el personal no,  actualmente cada profesional tiene  entre los 9 a 10 casos en trámite, con un nivel de complejidad de intermedio a alto, por lo que para la atención  de los casos del “INFOCOOP” y el “cemento chino” se tuvo que solicitar las 6 plazas adicionales de Perita o Perito Judicial 2, de no haber contado con esas plazas, se  habría tenido que asignar personal ordinario para su atención, en detrimento en el trámite de los casos en proceso de investigación.



Alega, que la complejidad de estas causas y lo mediático de ambos casos ha ocasionado la pronta atención de los procesos investigativos que lleva a cabo la Sección, que a pesar de los recursos adicionales otorgados ha sido necesario destinar personal ordinario para atender varias de las actividades que se tienen que ejecutar, lo cual amerita desatender de manera temporal los casos que ya tienen asignados cada uno de los peritos y peritas de la Sección y que de igual manera requieren pronta atención.



Referente al tiempo de finalización de estos casos, el Lic. Velasquez Carrillo indicó que, el caso del Cemento Chino está previsto para finalizar en setiembre y el de INFOCOOP para diciembre 2019, según el cronograma, no obstante, indica que  brindar una fecha de culminación de los procesos investigativos es difícil, ya que la complejidad de ambas causas vuelve incierto cualquier período de cierre de la etapa investigativa, aunado a que en este tipo de casos las mismas actividades de análisis y revisión que realiza la Sección dejan al descubierto nuevas conexiones, que generan más trabajo investigativo o la apertura de nuevos casos interrelacionados.



Aclara que también se debe tomar en consideración que si bien es cierto el trabajo de la Sección concluye con la elaboración del informe, en caso de requerirse, queda abierta la posibilidad de brindar apoyo a las diferentes instancias judiciales hasta la finalización del proceso en sede penal.



Adiciona, El  Lic. Velasquez Carrillo, que en razón de que los casos a las cuales están asignados los 6 permisos de Peritas o Peritos Judiciales se encuentran para finalizar en presente año, solicita la continuidad de esos recursos pero no temporal sino de  forma ordinaria para el periodo 2020,  fundamentado en las cargas de trabajo que ostentan los peritos judiciales (9 casos en promedio); a la limitación de una funcionaria en la totalidad de sus funciones
, a la participación activa en labores operativas y al aumento de la criminalidad económica, en especial la corrupción en todos sus ámbitos, y con el fin de brindar una atención oportuna, de calidad y un eficiente servicio público.



Finalmente, cabe indicar que estas plazas, son parte de las prioridades establecidas por la Dirección General del OIJ para asumir los proyectos o necesidades existentes que se vienen atendiendo bajo la modalidad de permisos con goce de salario.



3.7.- Otras Consideraciones




3.7.1.- Medidas para la Contención del Gasto en el Poder Judicial




La Corte Plena en la sesión 27-17 del 21 de agosto del 2017, artículo XVI, aprobó el punto primero de las “Medidas de Adopción Inmediata” contenido en el informe de las Medidas para la Contención del Gasto en el Poder Judicial, en los siguientes términos:




“No se crearán plazas nuevas, salvo las correspondientes a la implementación de nuevas leyes, debidamente aprobadas por la Asamblea Legislativa, o bien cuenten con un estudio técnico de la Dirección de Planificación, sujeto a la disponibilidad de contenido presupuestario.”



Este tema fue incorporado dentro de las “Directrices Técnicas para la Elaboración del Anteproyecto de Presupuesto 20020”, aprobadas por el Consejo Superior en la sesión N°100-18, del 15 de noviembre del 2018 y comunicado mediante Circular Externa 8-2018 (Ver Anexo No. 2)



Asimismo, la Corte Plena, en la sesión N° 4-19  del 4 de febrero del 2019, artículo XIX, acordó: 



“… 1.) No crear plazas nuevas y para el proceso de formulación presupuestaria del año 2020, únicamente autorizar el análisis de las plazas extraordinarias aprobadas y ya vigentes para el 2019. 2.) Analizar los requerimientos mínimos y estrictamente necesarios para la implementación de leyes nuevas que estén aprobadas, las cuales se solicitarán como recursos adicionales para la implementación de éstas y no formarán parte del presupuesto ordinario de la institución. Dependiendo en todos los casos del Ministerio de Hacienda y la Asamblea Legislativa la dotación de los recursos adicionales.”



Por otra parte, se considera importante citar lo que indica la Ley Orgánica del Poder Judicial en el artículo 44:



“En casos muy calificados y para asuntos que interesen al Poder Judicial, la Corte podrá conceder licencias con goce de sueldo o sin él a los Magistrados y el Consejo a los demás servidores hasta por un año prorrogable por períodos iguales, a fin de que los servidores judiciales se desempeñen temporalmente en otras dependencias del Estado, o bien cuando les encargue labores y estudios especiales.”




Se considera que esa potestad le confiere al Consejo Superior la asignación de recursos para atender situaciones o requerimientos de carácter transitorio.



3.7.2.- Utilización de la metodología de administración de proyectos para la solicitud de estudios a la Dirección de Planificación




El Consejo Superior en sesión 7-18 celebrada el 25 de enero de 2018, artículo LX
, debido a las constantes solicitudes de estudios para dotación de recurso humano que realizan las oficinas y despachos judiciales, con el propósito de reforzar labores de tramitación y hacerles frente a las cargas de trabajo existentes, acordó lo siguiente:



“Comunicar a la Dirección de Gestión Humana que no extenderá ninguna certificación de contenido presupuestario, hasta tanto la dependencia judicial que la solicite se ajuste al procedimiento de informes técnicos o bien complete en su totalidad las consideraciones contenidas en el protocolo de “Formulario de solicitud de estudio a la Dirección de Planificación para aprobar por el Consejo Superior” (de conformidad con lo dispuesto por este órgano mediante circular N° 9-18 del 30 de enero de 2018)...”



Lo anterior, con la finalidad de darle un mayor sustento a las solicitudes de plazas adicionales, mediante la metodología de administración de proyectos, y procurar el mayor aprovechamiento del recurso humano a otorgar para esos fines.



Las plazas objeto de estudio fueron sometidos a evaluación en la metodología de proyectos
 y se determinó que no cumplen con los parámetros para ser catalogados como proyectos, por cuanto responden labores operativas necesarias para colaborar en el cumplimiento de los objetivos institucionales, según lo indicado por la Ing. Yesenia Salazar Guzmán, MBA, Coordinadora Unidad Portafolio de Proyectos, Subproceso de Presupuesto y Portafolio de Proyectos.



3.8.- Criterio de la Dirección de Planificación 



Del análisis precedente, esta Dirección es consciente de que la carga de trabajo de la Sección de Delitos Económicos ha venido incrementándose durante el último quinquenio, registrando la mayor cantidad de asuntos durante el 2018 y se prevé que para el presente año aumente, y que el circulante está compuesto por casos mediáticos, complejos, voluminosos y de atención especial (asuntos indígenas y adulto mayor), que deben atenderse con oportunidad.




Si bien es cierto, los casos del  “INFOCOOP” y el “cemento chino” se tiene previsto que concluyan en el presente año, existen en trámite otros casos que tienen igual relevancia, que de no disponer de los recursos adicionales no se podrá brindar la atención prioritaria y oportuna que requieren esos casos, por cuanto con el recurso ordinario existente se dificulta, ocasionando retrasos en la atención de los demás casos que lleva la Sección, por lo que se estima conveniente reforzar esta oficina con recursos adicionales.



No obstante, lo anterior, no se recomienda crear los recursos, en concordancia con lo dispuesto por Corte Plena
 para el proceso de formulación presupuestaria del año 2020, de No crear plazas nuevas únicamente autorizar el análisis de las plazas extraordinarias aprobadas y ya vigentes para el 2019.



Sin embargo, este tema tiene estrecha relación con el tema con el análisis que está realizando la Dirección de Planificación de la estructura organizacional del OIJ, específicamente en lo que respecta a la creación de una Sección de Anticorrupción y que consideraría a la Sección de Delitos Económicos y Financieros como parte de su estructura, siendo que se vislumbra la necesidad de fortalecer la organización policial con el fin de brindar una atención más oportuna a este tipo de delitos que generan una grave afectación social.  Lo anterior conforme lo dispuesto por el Consejo Superior en sesión 104-17 del 16 de noviembre del 2017, artículo LXXII.











				IV. Elementos Resolutivos



				4.1.- El Consejo Superior desde noviembre de 2017, aprobó 6 plazas de Perita o Perito Judicial 2 con permiso con goce de salario a la Sección de Delitos Económicos y Financieros del O.I.J. para la atención de los casos conocidos como “INFOCOOP” y el “Cemento Chino”, permisos que se han ido prorrogando hasta el 31 de marzo del presente año.



4.2.- La Sección de Delitos Económicos y Financieros del O.I.J. dispone de una estructura de personal compuesta por 1 Jefa o Jefe de Sección, 4 Auditoras o Auditores Supervisores, 28 Peritas o Peritos Judiciales 2, 1 Auxiliar Administrativa o Administrativo, 1 Secretaria o Secretario 1 y 1 Auxiliar de Servicios Generales 2.




Adicionalmente, cuenta con 4 Peritas o Peritos Judiciales 2 en condición de préstamo de la Sección de Legitimación de Capitales, así como los 6 permisos con goce de salario de Perita o Perito Judicial 2, objeto del presente estudio.




4.3.- La Sección de Delitos Económicos y Financieros funge como auxiliar de los Tribunales Penales de todo el país y tiene a su cargo todos los procesos investigativos de los casos conocidos como “financieros” o de “cuello blanco” y las pericias van enfocadas a la identificación de la persona o grupo de personas responsables, determinación de cómo se lleva a cabo el presunto delito y la cuantificación del daño patrimonial.




Para ejecutar las labores  han conformado cuatro grupos de trabajo con el personal ordinario que consta de una Auditora o Auditor Supervisor y siete peritas o peritos judiciales 2, así como una plaza adicional en calidad de préstamo en cada grupo, no obstante actualmente tienen cedidas dos plazas ordinarias para que coordinen los dos grupos  que se conformaron con las plazas con permiso con goce de salario que atienden  el caso del Cemento Chino )4 peritas o peritos)y  el caso de IFOCOOP (2 peritas o peritos). 



4.4.- Según la jefatura los casos se asignan considerando la complejidad del caso, urgencia en que debe ser atendido  y carga de trabajo asignada a la Perita o Perito, con el fin de que atiendan casos complejos y no complejos y tratando de mantener equidad en las cargas de trabajo de los profesionales, asimismo  se determinó que han ingresado una serie de casos de especial relevancia como lo son el de “INFOCOOP” y el del “cemento chino”, a esos casos se asignaron los seis recursos, pero  actualmente la Sección enfrenta una carga de trabajo que involucra casos mediáticos de gran trascendencia, complejidad y volumen, que requieren atención prioritario y oportuna.



4.5.- Los casos entrados han experimentado un comportamiento creciente a excepción del 2017, durante el 2018 se obtuvo la mayor cantidad (520). El promedio mensual de casos entrados por Perita o Perito Judicial para ese año fue de 1.65 asuntos. 



 Al respecto, el Lic. Velásquez Carrillo, indicó que además se debe tomar en cuenta variables cualitativas que inciden en la carga de trabajo y reitera que los casos van en aumento, que para este año se pronostica un incremento, por cuanto, a inicio de marzo, ya se contabilizan 91 asuntos y de mantenerse este comportamiento se concluiría el año con más casos que el año anterior. Agrega, que tiene 250 casos en trámite de los cuales, aproximadamente 40 asuntos son de especial relevancia y atención por lo mediáticos, complejos y voluminosos, carga que, distribuida entre el personal ordinario, alcanza a 9 asuntos en promedio por profesional, lo cual es imposible atender con la oportunidad que se requiere.



4.6.- Los casos terminados, muestran un comportamiento decreciente a excepción del 2015 que registró un aumento en 91 asuntos con relación al año anterior; los documentos salidos por ampliaciones mostraron un aumento en el 2018 de un 62% aproximadamente respecto del 2017, las cuales en algunos casos son tan complejas como un mismo caso. 



Sobre la baja de casos resueltos, el Lic. Velásquez Carrillo, argumentó que en el 2018, se sustrajo un profesional a dos grupos de trabajo, para coordinar el trabajo del personal que se creó para atender los casos del Cemento Chino e INFOCOOP, lo cual incidió en la producción de casos ordinarios, otros aspectos que se deben tomar en cuenta es la complejidad de los casos y el volumen, algunos pueden durar meses en tanto otros más complejos pueden tardar años en ser resueltos y la realización de otras tareas ajenas a la labor sustantiva, que intervienen en el rendimiento de la Sección, no obstante, se mostró un incremento en las ampliaciones, que en algunos casos son prácticamente un caso Resuelto, pues demandan mucho tiempo de trabajo. Los casos del Cemento, Infocoop y Yanber, salen como ampliaciones, entre otros de igual importancia.




4.7.- De conformidad con el Licenciado Reynaldo Velasquez Carrillo, Jefe de la Sección de Delitos Económicos y Financieros, los casos del “Cemento Chino” e “INFOCOOP” a las cuales están asignados los 6 permisos de Peritas o Peritos Judiciales se encuentran para finalizar en presente año, razón por la cual solicita la continuidad de esos recursos pero no temporal sino de  forma ordinaria para el periodo 2020,  argumentando el alza en la  cargas de trabajo de la oficina, donde  los peritos judiciales actualmente tienen asignado de 9  a 10 casos en promedio de un nivel de complejidad de intermedia a alta; a la limitación de una funcionaria en la totalidad de sus funciones, a la participación activa en labores operativas y al aumento de la criminalidad económica, en especial la corrupción en todos sus ámbitos, y con el fin de brindar una atención oportuna, de calidad y un eficiente servicio público. Estas plazas han sido consideradas como prioridad por la Dirección General del O.I.J. 



4.8.- La Corte Plena, en la sesión N° 4-19 del 4 de febrero del 2019, artículo XIX, acordó: “… 1.) No crear plazas nuevas y para el proceso de formulación presupuestaria del año 2020, únicamente autorizar el análisis de las plazas extraordinarias aprobadas y ya vigentes para el 2019. 2.) Analizar los requerimientos mínimos y estrictamente necesarios para la implementación de leyes nuevas que estén aprobadas, las cuales se solicitarán como recursos adicionales para la implementación de éstas y no formarán parte del presupuesto ordinario de la institución. Dependiendo en todos los casos del Ministerio de Hacienda y la Asamblea Legislativa la dotación de los recursos adicionales.”



4.9.- Las plazas objeto de estudio fueron sometidos a evaluación bajo la metodología de administración de proyectos y se determinó que no cumplen con los parámetros para ser catalogados como proyectos, por cuanto responden labores operativas necesarias para colaborar en el cumplimiento de los objetivos institucionales.



4.10.- La Dirección de Planificación es consciente de que la carga de trabajo de la Sección de Delitos Económicos ha venido incrementándose durante el último quinquenio, así como que los casos del  “INFOCOOP” y el “cemento chino” concluyen en el presente año, no obstante, existen en trámite otros casos mediáticos, complejos, voluminosos y de atención especial (asuntos indígenas y adulto mayor que tienen igual relevancia, que de no disponer de los recursos adicionales no se podrá brindar la atención prioritaria y oportuna que requieren, por cuanto con el recurso ordinario existente se dificulta, ocasionando retrasos en la atención de los demás casos que lleva la Sección, por lo que se estima conveniente reforzar esta oficina con recursos adicionales; sin embargo, se es respetuoso de lo dispuesto por Corte Plena  para el proceso de formulación presupuestaria del año 2020, de No crear plazas nuevas.











				V. 



Recomendaciones



				5.1.-En línea con las medidas de contención del gasto establecidas por Corte Plena en la sesión N° 4-19, artículo XIX, no se recomienda la creación de plazas para la Sección de Delitos Económicos y Financieros, en forma ordinaria o extraordinaria, por el período 2020 ya que los casos que están atendiendo los recursos adicionales finalizan el presente año.



No obstante, es importante mencionar lo establecido en el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial:




“En casos muy calificados y para asuntos que interesen al Poder Judicial, la Corte podrá conceder licencias con goce de sueldo o sin él a los Magistrados y el Consejo a los demás servidores hasta por un año prorrogable por períodos iguales, a fin de que los servidores judiciales se desempeñen temporalmente en otras dependencias del Estado, o bien cuando les encargue labores y estudios especiales.”




Se estima que esa potestad le confiere al Consejo Superior la asignación de recursos para atender situaciones o requerimientos de carácter transitorio.




5.2.- Ahora bien, debido a que en el análisis anterior se desprende la necesidad de reforzar esta oficina con recursos adicionales debido a la carga de trabajo y en acatamiento de lo dispuesto por el órgano superior, se recomienda asignar las siguientes plazas sujeto a la disponibilidad de contenido presupuestario:



Despacho




Cant.




Tipo de plaza




Condición actual




Recomendación




Período




Costo Estimado




Sección de Delitos Económicos y Financieros, OIJ



6



Perita o Perito Judicial 2




Permiso con goce de salario y sustitución




Extraordinaria



2020



¢ 233.982.000




5.3.- Condicionamiento por el cual se otorgan el recurso (Impacto esperado)



El recurso aquí analizado se otorga para atender de manera eficiente la carga de trabajo que enfrenta la Sección, que involucra casos mediáticos de gran trascendencia, complejidad y volumen, que requieren atención prioritaria y oportuna. Asimismo, que la cuota mínima de rendimiento para el personal pericial de la Sección de Delitos Económicos y Financieros sea entre 4 y 5 casos por trimestre
.



Estas plazas serán parte de la propuesta para reforzar la futura Sección de Anticorrupción y quedarán supeditadas funcionalmente a esta estructura, conforme lo propuesta que deberá realizar  la Dirección de Planificación en el informe técnico  y que deberá ser presentando ante el Consejo Superior y la Corte Plena.



5.4.-Otros requerimientos (equipo, alquiler, espacio, vehículos, etc.)



Dado que estas plazas vienen funcionando no se necesitan otros requerimientos.



5.5.- Vinculación con el Plan Estratégico del Poder Judicial



El recurso recomendado está en concordancia con el Plan Estratégico 2019-2024, en el: Tema Estratégico 5: Planificación institucional, cuyo objetivo es “Dirigir la gestión judicial en función de las prioridades institucionales con el fin de maximizar el uso de los recursos”











				Realizado por:



				Licda. Marlene Alpízar López, Profesional 2







				Aprobado por:



				Lic. Erick Monge Sandí, Jefe Subproceso de Evaluación







				Visto bueno:



				Licda. Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación











				ANEXOS







				No. 1 “Casos Mediáticos, Complejos y Especiales”
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				No.2 “Circular Externa 8-2018, Formulación Presupuestaria 2020”



				



[image: image2.emf]CircularFormulacionP resupuestaria2020.doc
















� Según se indicó en sesión del Consejo Superior 36-10 del 15 de abril de 2010, artículo XLII,





� En la sesión N° 79-18 celebrada el 5 de setiembre de 2018, artículo XLIII.

















� Puesto de Perito ordinario del grupo 1.





� Puesto de Perito ordinario del grupo 2.





�El primero seguido por presunto delito de Peculado y el segundo por Tráfico de Influencias.





� A manera de ilustración indicó que durante el 2017 se realizaron 44 operativos colaboración a la policía judicial y 31 allanamientos propios de la oficina y en el 2018 se ejecutaron 56 operativos y 21 allanamientos. Y de abril a finales del 2018 se contabilizaron 236 visitas a todo el país para recoger información al sistema financiero. 





� El promedio de casos por Perita o Perito se obtienen de dividir la cantidad de casos entrados (520) entre 11.25 meses descontando los cierres colectivos y luego entre la cantidad de puestos de ese tipo (28).





� Se refiere a una profesional que, por su incapacidad médica, la producción es mínima en relación con el resto de los compañeros, lo que afecta en la distribución de cargas de trabajo. Actualmente va a presentar una gestión ante el Consejo Superior para que solucionen esta problemática.





�De este acuerdo en firme se emitió la Circular 13-2018 dirigida a las Jefaturas de Oficina y Despachos Judiciales del país.





�En el oficio 1524-PLA-2018 se incluyó en el Apéndice 1 “Lista detallada de todos los recursos solicitados”, donde se clasificó la presente solicitud como operación.





� En sesión N° 4-19  del 4 de febrero del 2019, artículo XIX.





� En concordancia con lo aprobado por el Consejo Superior en sesión Nº 113-16 del 20 de diciembre del 2016, artículo LXX.
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					CASOS MEDIATICOS-COMPLEJOS-ESPECIALES




					 					 					 




					CASOS					FECHA DE INGRESO					OBSERVACIONES




					 					 					 




					MEDIATICOS					 					 




					CASO CEMENTO CHINO					La primera solicitud ingresó el 13/10/2017					Han salido 34 informes 




					Se realizaron allanamientos en noviembre 2017




					La fiscalía lo declaró caso complejo




					El imputado está preso desde el allanamiento




					 					 					 




					COMPLEJOS					 					 




					CASO MARIA MARTHA SILES MENESES					La primera solicitud ingresó el 06/04/2016					Han salido 3 informes 




					La fiscalía lo declaró caso complejo




					16 grupos de inversionistas denuncian un perjuicio económico




					de  $31.142.694,83, ¢315.625.630,00 y 66.111,50 euros




					Las imputada está presa desde noviembre 2016




					CASO PROCALIDAD					La primera solicitud ingresó el 28/07/2016					Han salido 3 informes. Perjuicio ¢ 120 062 329,74




					Se denuncian 343 eventos en los que la imputada alteró registros




					Se realizó la detención de la imputada el 16/11/17




					CASO SORESCO					9/1/2019					 Se presentó 1 informe en junio 2015




					 					 					Se realizaron allanamientos en julio 2013




					CASO WORLD CYCLES INC.					22/6/2018					8 entidades bancarias denuncian que le concedieron líneas de 




					crédito al imputado y no pagó.   Él presenta estados financieros




					en el Juzgado Consursal, diferentes a los que dio para que le 




					aprobaran el crédito.




					CASO ALDESA					12/12/2018					Proyecto turístico en Guanacaste que no fue concluido. 




					 					 					 




					 ADULTO MAYOR					 					 




					110-18 Bonnie Lee					15/3/2018					Se realizó allanamiento en diciembre de 2018




					351-18  Quality Store S.A.					12/9/2018					Faltante de inventario




					 					 					 




					 ASUNTOS INDIGENAS					 					 




					CI 471-18 ADI TAYRI Y OTROS					30/11/2018					Se están analizando 138 expedientes de Bono de Vivienda con la 





					 					 					Fundación C.R.- Canadá y 31 expedientes con el B.C.R.





					 					 








































































































































































































































































					CASOS MEDIATICOS-COMPLEJOS-ESPECIALES




					 					 					 




					CASOS					FECHA DE INGRESO					OBSERVACIONES




					 MEDIATICOS					 					 




					CASO YANBER (Caso mediático y complejo)					22/8/2016					Son 15 expedientes distribuidos entre 6 auditores (as) del mismo grupo.




					COMPLEJOS					 					 




					CASO TRANSFESA S.A. (095-17)					6/3/2017					Es un delitos tributario por ocultamiento de ingresos por 16.000 millones para los periodos 2011 y 2012. Actualmente se trabaja en el caso y se espera terminar en marzo próximo.




					CASO DITTEL (300-17)					21/8/2017					Son 4 casos denunciados por el delito de peculado por el desvío de fondos de comisiones y remesas al exterior. Actualmente se analizan 41 cuentas corrientes.




					CASO KANI DE DOS MIL NOVECIENTOS UNO S.A.(047-18)					13/2/2018					Corresponde a 10 ofendidos para los cuales se debe hacer una investigación e informe por cada uno.  El perjuicio es por casi 4 mil millones de colones (3.775).




					CASO BANCO NACIONAL DE COSTA RICA (083-18)					5/3/2018					Es un caso que inició por Estafa al BNCR y actualmente la Fiscalía hizo una separación de causas y tramita una adicional por Peculado, corresponde a 600 créditos tramitados por el BNCR con irregularidades y favorecimientos a terceros. El perjuicio es de aproximadamente 17 mil millones. A la fecha se han emitido alrededor de 5 informes para el caso.




					CASO CONSTRUACTUAL S.A. (050-19)					11/2/2019					Es un delito tributario por ocultamiento de ingresos por más de 3.800 millones y una revisión de ingresos por 9.000 millones. Se requiere tramitar el levantamiento del secreto bancario y posibles allanamientos en la empresa Construactual S.A.




					 ADULTO MAYOR					 					 




					299-18					7/8/2018					A este tipo de caso se le debe dar prioridad.




					397-18					11/10/2018					A este tipo de caso se le debe dar prioridad.




					009-18					14/1/2019					A este tipo de caso se le debe dar prioridad.




					 					 					 




					 ASUNTOS INDIGENAS					 					 




					114-18 (Reserva Indígena de Ujarrás)					21/3/2018					A este tipo de caso se le debe dar prioridad.











































































































































					CASOS MEDIATICOS-COMPLEJOS-ESPECIALES




					 					 					 




					CASOS					FECHA DE INGRESO					OBSERVACIONES




					MEDIATICOS					 					 




					CASO ICT					6/2/2019					Peculado por ¢374.590.200,00 se cuestiona un proceso de contratación administrativa (desarrollo de feria turística para atracción de inversión).




					CASO PAC					3/7/2018					Adm. Fraudulenta por ¢102.810.000,00. Cobros de honorarios profesionales al PAC, presuntamente improcedentes. Extensa documentación.




					CASO QUIEBRA COOPEASERRI R.L.					Primera ocasión 08/09/2016
Segunda ocasión 14/05/2019					Adm. Fraudulenta. Registros contables irregulares y alteración de informes a SUGEF encubrieron la situación económica de la Cooperativa. Pendiente estudio de registros contables (115 hechos) y compra de bienes muebles e inmuebles. 




					COMPLEJOS					 					 




					CASO – GASOLINERAS DEL NORTE S.A.					20/12/2018					Defraudación fiscal tributaria por ¢270,768,549,00 y ¢60.619.373,38, periodos fiscales 2012 y 2013, respectivamente. Ocultación de ingresos por ¢902.561.829,31 y ¢868.731.244,60, periodos 2012 y 2013.




					CASO ASOBANACIO					19/12/2018					Tráfico de influencias en la aprobación de 48 operaciones de crédito, incluidas sociedades de JCB. 




					CASO COOPELECHEROS R.L.					4/7/2018					Adm. Fraudulenta por ¢103,000,000,00 y movimientos irregulares denunciados por SUGEF por ¢2,961,551,531,83. 




					CASO PALACIO ORIENTAL S.A.					11/10/2016					Defraudación fiscal tributaria por ¢248.955.026,64, periodo fiscal 2013. Capitalización improcedente de gastos por ¢6,655,922,150,35.




					CASOS VOLUMINOSOS					 					 




					CASO BNCR Santa Cruz					4/7/2018					Adm Fraudulenta por US$390,000,00. Se requiere estudiar trazabilidad en las cuentas de 128 personas (entre físicas y jurídicas). Prescribe en 2019.




					CASO ICE					**					Fiscalía de Probidad investiga compra de Cable Visión.






























































































					CASOS MEDIATICOS-COMPLEJOS-ESPECIALES




					 					 					 




					CASOS					FECHA DE INGRESO					OBSERVACIONES




					 					 					 




					MEDIATICOS					 					 




					INFOCOOP					26/7/2018					MANIPULACIÓN DE LA REGLAMENTACIÓN PARA EL USO Y DESVIACION DE FONDOS PÚBLICOS




					COMPLEJOS					 					 




					COOPELESCA					3/4/2017					USO DE BIENES ADQUIRIDOS CON FONDOS PÚBLICOS PARA UN PROYECTO PRIVADO




					CASA BLANCA					14/2/2018					UTILIZACIÓN DE CUENTAS DE TERCEROS DE BUENA FE PARA TRANSFERIR FONDOS PROVENIENTES RECLAMOS FRAUDULENTOS DE PÓLIZAS DE SEGUROS DE SALDOS DEUDORES




					CAFÉ REY					1/6/2018					LITIGIO ENTRE SOCIOS POR ADMINISTRACIÓN FRAUDULENTA DE LA EMPRESA




					HOGARES DE COSTA RICA					23/1/2019					DEFRAUDACIÓN A LA HACIENDA PÚBLICA MEDIANTE EL REPORTE DE VENTAS DE UN PROYECTO INMOBILIARIO




					ADULTO MAYOR					 					 




					HOTEL BUENA VISTA					19/10/2018					ADMINISTRACIÓN FRAUDULENTA DE UN HOTEL PROPIEDAD DE UN CIUDADANO DE 91 AÑOS




					MARÍA ORTIZ SEQUEIRA					17/1/2019					ADMINISTRACIÓN FRAUDULENTA PARA DESPOJAR  A UNA CIUDADANA DE 81 AÑOS DE VARIAS PROPIEDADES Y EMPRESA ADMINISTRADORA DEL AEROPUERTO DE QUEPOS.
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CIRCULAR EXTERNA 8-2018




DE:     
Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación





PARA: 
Programas, Comisiones, Administraciones, Oficinas y demás Centros de Responsabilidad involucrados en la elaboración del Anteproyecto de Presupuesto 2020




ASUNTO:
Formulación del Anteproyecto de Presupuesto 2020 





FECHA:
      20 de noviembre de 2018




******************************************************************************************




SE LES HACE SABER:





Para dar inicio al proceso de formulación del Anteproyecto de Presupuesto 2020, el Consejo Superior en la sesión N°100-18, celebrada este 15 de noviembre del 2018, aprobó los siguientes documentos:




· Directrices Técnicas para la Formulación del Anteproyecto de Presupuesto 2020. 




· Cronograma de Actividades 2018-2019 Formulación del Anteproyecto de Presupuesto 2020 (Plan Anual Operativo, Presupuesto y Proyectos).




Es necesario hacer énfasis en los siguientes puntos:





1. El Consejo Superior considerando el contexto fiscal que atraviesa el país y las medidas de contención del gasto establecidas tanto por Corte Plena como por el Ministerio de Hacienda durante el proceso de formulación presupuestaria del 2019, acordó que los centros de responsabilidad formulen para el 2020 a lo sumo el mismo monto aprobado para el 2019, es decir, sin crecimiento. 




1. Es importante señalar que en el Sistema SIGA-PJ, cada centro de responsabilidad puede consultar el presupuesto del 2019 conforme la aprobación del Ministerio de Hacienda; queda aún pendiente la aplicación de los rebajos efectuados por la Comisión de Asuntos Hacendarios en la subpartida 50102 Equipo de Transporte, una vez se apruebe el proyecto de presupuesto por parte de la Asamblea Legislativa. 




2. Las necesidades presupuestarias deben ser enviadas a la Dirección de Planificación mediante el Sistema SIGA-PJ, a más tardar en las fechas indicadas en las directrices 6, 7 y 8. Asimismo, por medio del correo electrónico Presupuesto 2020, los diferentes centros de responsabilidad deben remitir en esas mismas fechas, el reporte “Resumen del Gasto” y el reporte del “Plan Anual Operativo” generado del Sistema de Formulación y Seguimiento de PAO en un mismo correo. 





3. Es importante señalar que, para efectos del análisis de los presupuestos, la Dirección de Planificación y el Consejo Superior, tomarán en consideración la ejecución presupuestaria, así como el desempeño en la atención de la carga de trabajo de cada Centro de Responsabilidad durante el 2018.




4. Los anteproyectos de presupuesto remitidos deben ser aprobados por cada Consejo de Administración o Jefatura de centro de responsabilidad, según corresponda.




5. Los Consejos de Administración de cada Circuito deben realizar sesiones de trabajo para coordinar lo concerniente con los temas estratégicos, proyectos y gastos que deben ser incluidos en el presupuesto. Lo anterior, tomando en consideración el documento preliminar del Plan Estratégico Institucional 2019-2024, favoreciendo la atención de aspectos de carácter estratégico, predominando la unidad del presupuesto a nivel de Circuito, la adecuada asignación de los recursos y el logro de los objetivos de la zona.




6. Como material complementario que ayude en la formulación, en la Intranet, Sistemas Judiciales, SIGA-PJ Formulación y Ejecución, Dirección de Planificación, se pueden consultar los siguientes documentos: 





· Instructivo de Formulación Presupuestaria 2020




· Guía para Formular el Presupuesto 





· Clasificador por Objeto del Gasto del Sector Público





7. Las Directrices Técnicas para la Formulación del Anteproyecto del Presupuesto 2020 son de acatamiento obligatorio por parte de todos los involucrados, por lo que se recomienda estudiar cada uno de los puntos señalados y ante dudas consultar al Subproceso de Formulación de Presupuesto y Portafolio de Proyectos Institucionales de la Dirección de Planificación.




Se adjuntan los siguientes documentos: 




· Directrices Técnicas para la Formulación del Anteproyecto de Presupuesto 2020. 




· Cronograma de Actividades 2018-2019 Formulación del Anteproyecto de Presupuesto 2020 (Plan Anual Operativo, Presupuesto y Proyectos).
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Sus consultas favor hacerlas a las extensiones 01-4377,  01-4378 y 01-4379.
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Trabajamos por el desarrollo de la administración de justicia                               con proyección e innovación
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ANTECEDENTES





En sesión Nº109-17 del 05 de diciembre de 2017, artículo LXVI, el Consejo Superior aprobó las Directrices Técnicas para la Formulación de la Programación Anual de Objetivos y Metas (PAOM) y el Anteproyecto de Presupuesto 2019. Estas directrices son de cumplimiento obligatorio para las personas involucradas en el proceso de formulación presupuestaria, su ejecución permitirá que el proceso se realice de manera ágil, oportuna y en concordancia con la normativa establecida.  






Adicionalmente, Corte Plena en sesiones N°27-2017 de 21 de agosto de 2017, artículo XVI, N°8-2017 de 28 de agosto de 2017, artículo XV, y N°9-2017 de 4 setiembre de 2017, artículo XVI, aprobó una serie de medidas de contención del gasto en el Poder Judicial, producto de la situación fiscal que enfrenta Costa Rica.





Los dos aspectos anteriores, constituyen el insumo principal para la propuesta de directrices y lineamientos a ser implementados en el proceso de formulación del Anteproyecto de Presupuesto para el 2020, de nuevo con carácter obligatorio para los Centros de Responsabilidad, según se puntualiza en este documento.






I. ASPECTOS GENERALES





1. La Dirección de Planificación es responsable de analizar, verificar, consolidar y elaborar el Anteproyecto de Presupuesto del Poder Judicial, tomando como base los recursos solicitados por cada Centro de Responsabilidad.






2. Cada Centro de Responsabilidad debe elaborar el Anteproyecto de Presupuesto para el ejercicio económico del 2020, en coherencia con las directrices que se muestran en este documento.






Es importante señalar que, para efectos del análisis de los presupuestos, la Dirección de Planificación y el Consejo Superior, tomarán en consideración la ejecución presupuestaria, así como el desempeño en la atención de la carga de trabajo de cada Centro de Responsabilidad durante el 2018.





3. Todas las oficinas creadas formalmente dentro de la estructura programática del Poder Judicial, y otras que se indican en este documento, deben formular su presupuesto considerando sus necesidades, excepto lo correspondiente al costo del recurso humano.





4. El presupuesto se elabora en el Sistema SIGA-PJ, el cual está disponible en Intranet, Sistemas Judiciales, SIGA-PJ Formulación y Ejecución, Sistema de Formulación Presupuestaria, Certificaciones, Separaciones y Retenciones de Hacienda.
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5. Además de este documento de directrices, en la Intranet se encuentra el “Instructivo de Formulación Presupuestaria 2020” y la “Guía para Formular el Presupuesto”, los cuales corresponden a insumos para la realización de la formulación presupuestaria. En el instructivo se detallan las pautas a seguir durante el proceso de formulación a nivel del Sistema SIGA-PJ, así como disposiciones importantes respecto a la distribución de contratos, proyecciones y bienes de inventario.






En la guía se explica la forma en que deben formularse las distintas líneas en cada una de las subpartidas presupuestarias, correspondientes a gastos fijos y variables. Ambos documentos se ubican también en el icono de SIGA-PJ Formulación y Ejecución, Dirección de Planificación.
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6. Las Comisiones Institucionales deben enviar el reporte del Plan Anual Operativo 2020 y el Anteproyecto de Presupuesto 2020 a la Dirección de Planificación, a más tardar el viernes 07 de diciembre del 2018, a la cuenta de correo electrónico Presupuesto 2020. Las Comisiones Institucionales y sus oficinas responsables son las siguientes:





						Programa





						Instancia





						Código





						Encargado











						927





						Comisión de Atención y Prevención de la Violencia Intrafamiliar





						1370





						Dirección Ejecutiva 











						926





						Comisión de Gestión Ambiental Institucional 





						1371





						Dirección Ejecutiva 











						927





						Comisión de la Jurisdicción Civil





						1372





						Dirección Ejecutiva 











						927





						Comisión de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa





						1373





						Dirección Ejecutiva 











						927





						Comisión de la Jurisdicción de Familia, Niñez y Adolescencia





						1374





						Dirección Ejecutiva 











						927





						Comisión de la Jurisdicción Laboral





						1375





						Dirección Ejecutiva 











						926





						Comisión de Relaciones Laborales





						1376





						Dirección de Gestión Humana











						927





						Comisión Interinstitucional de Tránsito





						1378





						Consejo Superior











						926





						Programa Hacia Cero Papel





						1379





						Consejo Superior











						926





						Consejo de Personal





						1380





						Dirección de Gestión Humana











						926





						Comisión de Género





						1381





						Secretaría Técnica de Género











						926





						Comisión de Gestión Integral de la Calidad de la Justicia (GICA)





						1382





						Centro de Gestión de la Calidad











						926





						Comisión de Transparencia Institucional





						1383





						Despacho de la Presidencia











						927





						Comisión de Asuntos Penales





						1436





						Dirección Ejecutiva











						926





						Comisión Contra el Hostigamiento Sexual





						1784





						Secretaría Técnica de Género y Acceso a la Justicia











						927





						Comisión de la Jurisdicción Agrario y Agroambiental





						4000





						Dirección Ejecutiva 











						926





						Comisión de Salud Ocupacional





						9992





						Dirección de Gestión Humana











						927





						Comisión de Acceso a la Justicia





						9993





						Secretaría Técnica de Género

















Sin excepción, todos los presupuestos de las Comisiones Institucionales deben ser incluidos y enviados a través del Sistema SIGA-PJ.





7. El Anteproyecto de Presupuesto de Vehículos, Construcciones, Seguridad e Informática, consolidados por la Dirección Ejecutiva y la Dirección de Tecnología de la Información, deben ser enviados a la Dirección de Planificación a más tardar el  viernes 07 de diciembre del 2018, a la cuenta de correo electrónico Presupuesto 2020.






Sin excepción, estos presupuestos también deben ser incluidos y enviados en el Sistema SIGA-PJ en las siguientes oficinas:





						Nombre





						Código





						Oficina Encargada











						Construcciones





						9996





						Comisión de Construcciones-Dirección Ejecutiva











						Vehículos





						9997





						Dirección Ejecutiva











						Área de Seguridad





						9998





						Departamento de Seguridad-Dirección Ejecutiva 











						Área de Informática





						9999





						Dirección de Tecnología de la Información 

















8. Las dependencias judiciales que a continuación se detallan, deben elaborar el Anteproyecto de Presupuesto,
 y remitirlo a través del Sistema SIGA-PJ, además deben generar y remitir en forma electrónica (formato Calc. o Excel) el reporte “Resumen del Gasto” y el reporte del “Plan Anual Operativo” generado del Sistema de Formulación y Seguimiento de PAO y enviarlo a la Dirección de Planificación a más tardar el viernes 21 de  diciembre del 2018, a la cuenta de correo electrónico Presupuesto 2020.





· Sala Primera






· Sala Segunda






· Sala Tercera






· Sala Constitucional






· Presidencia de la Corte






· Despacho de la Presidencia 





· Consejo Superior






· Oficina de Control Interno, Transparencia y Anticorrupción






· Secretaría de la Corte






· Auditoria






· Inspección Judicial






· Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional






· Dirección de Gestión Humana





· Dirección de Planificación





· Escuela Judicial






· Unidad de Adiestramiento






· Digesto de Jurisprudencia






· Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia






· Secretaría Técnica de Género y Acceso a la Justicia





· Secretaría Técnica de Ética y Valores






· Contraloría de Servicios (incluye las sedes regionales)






· Centro de Conciliación del Poder Judicial (incluye las sedes regionales)






· Organismo de Investigación Judicial






· Ministerio Público 






· Defensa Pública 






· Servicio de Atención y Protección de Víctimas y Testigos






· Centro Judicial de Intervención de las Comunicaciones (CJIC)






· Centro de Gestión de la Calidad





· Dirección de Tecnología de Información






· Dirección Jurídica





· Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional






· Centro Infantil






· Dirección Ejecutiva (incluyendo los departamentos y las Administraciones Regionales)





· Departamento de Trabajo Social y Psicología (incluye las Oficinas de Trabajo Social y Psicología de todo el país)





· Programa Justicia Restaurativa





9. Según lo acordado por el Consejo Superior en la Sesión N°058-2018, artículo XLIII, el responsable de representar presupuestariamente el Programa 950 Servicio de Atención y Protección de Víctimas y Testigos será la Jefatura de la Oficina de Atención a la Victima de Delitos, en el entendido que es un aspecto administrativo que no implica cambio o ajustes a nivel de sistema de formulación, conservando su composición a saber: 718 Oficina de Atención a la Víctima de Delitos y la 1106 Unidad de Protección de Víctimas y Testigos. 






Con respecto al proyecto Plataforma Integral de Servicios de Atención a la Víctima (PISAV), cuyos requerimientos presupuestarios se formulaban como parte del presupuesto del Programa 950 Servicio de Atención y Protección de Víctimas y Testigos, se informa que estas necesidades deben ser formuladas por las oficinas y despachos que forman parte del proyecto en las distintas localidades, a saber: Juzgado de Pensiones Alimentarias y Violencia Doméstica (programa 927), Departamento de Trabajo Social y Psicología (programa 926), Unidad de Medicina Legal (programa 928), Fiscalía (programa 929) Defensa Pública (programa 930) y Oficina de Atención a la Víctima de Delitos. Para lo cual deben coordinar sus necesidades con el Administrador Regional o del programa presupuestario respectivamente.





10. Los Consejos de Administración de Circuito aprueban el Anteproyecto de Presupuesto de su zona, el cual incluye las oficinas de los programas 926 Dirección y Administración y 927 Servicio Jurisdiccional. En esta labor deben ser asistidos por las Administraciones Regionales.  





Además del envío del Anteproyecto de Presupuesto a través del Sistema SIGA-PJ, todos los Centros de Responsabilidad deben generar y remitir en forma electrónica (formato de Calc. o Excel) los reportes de “Resumen del Gasto”, que se genera del Sistema SIGA-PJ y reporte del “Plan Anual Operativo” generado del Sistema de Formulación y Seguimiento de PAO en un único correo. 





11. Los Consejos de Administración de cada Circuito deben realizar sesiones de trabajo para coordinar lo concerniente con los temas estratégicos, proyectos y gastos que deben ser incluidos en el presupuesto. Lo anterior, en concordancia con el Plan Estratégico Institucional 2019-2024, favoreciendo la atención de aspectos de carácter estratégico, predominando la unidad del presupuesto a nivel de Circuito, la adecuada asignación de los recursos y el logro de los objetivos de la zona.  Los resultados de las reuniones de los Consejos de Administración de Circuito deben documentarse y constar en actas, conforme lo ha requerido la Auditoria mediante informe 1323-119-AEE-2011.





12. Los Centros de Responsabilidad deben presupuestar sus requerimientos con datos reales de consumo, utilizando registros históricos, cotizaciones y toda fuente confiable de datos, aplicando criterios de racionalidad del gasto y valoración de riesgos, conforme a la Ley de Control Interno.
  Si no se cuenta con datos reales, se debe realizar una proyección general con base en el consumo de la zona y en el espacio de “Justificaciones” en el Sistema SIGA-PJ, se debe indicar como se realizó la proyección para su posterior revisión.






Cuando se requiera presupuestar un artículo que no se encuentre en el Catálogo de Bienes y Servicios, se debe solicitar la inclusión al Departamento de Proveeduría. Para tales efectos, se debe llenar la boleta “Solicitud de creación de códigos en el Catálogo de Bienes y Servicios de SIGA” y enviarla a la cuenta de correo electrónico de Roberto Salazar Vargas (rsalazarv@poder-judicial.go.cr).





Se adjunta la boleta de solicitud y los documentos “Manual de uso, de la plantilla electrónica para la solicitud de nuevos códigos en el Catálogo de Bienes y Servicios de SIGA” y “Directrices para la creación de nuevos códigos en el Catálogo de Bienes y Servicios de SIGA”, donde encontrarán instrucciones para llenar la plantilla e indicaciones relacionadas con el procedimiento del Departamento de Proveeduría.











[image: image3.emf]Directrices creación  de nuevos códigos en SIGA.pdf






    





[image: image4.emf]Manual de uso  plantilla electrónica.pdf












Las consultas del Catálogo de Bienes y Servicios son atendidas por Roberto Salazar Vargas, a su correo electrónico o a la extensión telefónica 01-3608.      






13. Al momento de formular se debe corroborar a través del Catálogo de Bienes y Servicios, que el artículo a presupuestar sea un bien tipo inventario (stock) o específico. Si es un artículo tipo inventario, en el pase a ejecución los recursos se trasladan al Rubro Inventario que es administrado por el Departamento de Proveeduría. Mientras que, si un artículo es tipo específico, los recursos se mantienen en el presupuesto de la oficina y es ésta la encargada de gestionar la compra.






II. ASPECTOS ESPECÍFICOS 






A. Crecimiento del Presupuesto






14. No se dará trámite a presupuestos que sobrepasen el porcentaje de crecimiento aprobado por el Consejo Superior, aspecto que será comunicado por la Dirección de Planificación a cada Centro de Responsabilidad.  En aquellos casos que se incumpla esta directriz, se devolverá el anteproyecto de presupuesto para su ajuste. 





15. Aún cuando el presupuesto del Centro de Responsabilidad no sobrepase el monto máximo establecido, se podrán realizar recortes en las subpartidas en las que los montos ejecutados durante el 2018 sean menores, salvo los requerimientos que estén debidamente justificados.






De existir una necesidad indispensable que implique sobrepasar el crecimiento permitido y/o un monto mayor al ejecutado, debe justificarse ampliamente indicando la finalidad de los recursos, la prioridad que representa respecto a otras solicitudes y el objetivo que no se cumpliría en caso de no aprobarse los recursos,
 ello para realizar el análisis respectivo.





16. El monto máximo que se puede formular en el presupuesto no es un derecho, por lo que aún y cuando el presupuesto no lo exceda, las solicitudes son analizadas con el fin de dar el mejor uso a los recursos y poder atender las necesidades apremiantes.





B. Carga de Trabajo






17. Las jefaturas de oficina que pertenecen al Programa 926 “Dirección, Administración y Otros Órganos de Apoyo (que corresponden a Administraciones Regionales), el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, Centro Judicial de Intervención de las Comunicaciones, Centro de Conciliación del Poder Judicial, Digesto de Jurisprudencia y el Programa de Justicia Restaurativa, deberán remitir con su Anteproyecto de Presupuesto la Información sobre la Atención de la Carga de Trabajo en la siguiente tabla:






						Centro de Responsabilidad











						Periodo 2017-2018











						CONCEPTO





						2017





						2018





						VARIACIÓN ABSOLUTA











						





						





						





						











						





						





						





						











						





						





						





						











						Total





						





						





						

















C. Administración de Proyectos





18. Como parte del nuevo proceso de formulación presupuestaria y en atención al acuerdo del Consejo Superior tomado en sesión Extraordinaria de Presupuesto N°27-18 del 06 de abril de 2018, artículo II, relativo a generalizar para formulación presupuestaria 2020 la utilización de la metodología de Administración de Proyectos, se detallan las acciones a realizar por los Centros de Responsabilidad, para este proceso de formulación:





· Las necesidades que sean formuladas dentro del presupuesto de las Áreas (Construcciones, Informática y Seguridad) deben responder a un proyecto y aplicar los formularios de la metodología institucional de administración de proyectos.





· Es necesario que los proyectos formulados dentro de las Áreas de Construcciones, Informática y Seguridad, que representen una inversión y no un costo de operación, sean debidamente clasificados aplicando para esto la matriz de categorización.











[image: image5.emf]A01-UEPPI-01-18.  Matriz de categorizacin de proyectos.xlsx












Dependiendo del resultado obtenido con la aplicación de la matriz, se deben completar las siguientes plantillas:






						Tipo de Proyecto





						Plantillas por Completar





						Archivos











						Tipo 1





						· F00. Estudio de Factibilidad





						





[image: image6.emf]F00-UEPPI-01-18.  Estudio Factibilidad de la iniciativa de Proyecto.docx


















						Tipo 2





						· 





						· 











						Tipo 3





						· F01. Viabilidad económica





						





[image: image7.emf]F01-UEPPI-01-18.  Estudio de viabilidad económica (Caso de Negocio).docx


















						Tipo 4





						· 





						· 











						Tipo 5





						· 





						· 

















· Estas plantillas están a disposición en la página web de la Dirección de Planificación, en el link http://intranet/planificacion/index.php/2015-02-05-20-51-59/87-administracion-de-proyectos





· Dichas plantillas deberán ser adjuntadas dentro del Sistema de Preformulación, como parte de la justificación de los recursos solicitados, incluyendo oportunamente el análisis costo–beneficio de los recursos formulados.





· Los centros de responsabilidad que incluyan dentro de su presupuesto recursos que responda a un proyecto, deben aplicar la misma metodología que se utilizan para las Áreas (Construcciones, Informática y Seguridad), señalada en los puntos anteriores de este inciso. En este caso, los formularios deberán ser remitidos a la cuenta oficial presupuesto2020@poder-judicial.go.cr debidamente completados. 





D. Formulación de recursos con financiamiento específico





19. Los recursos presupuestarios para 2020 correspondientes a la Oficina de la Defensa Civil de las Víctimas estipulados en el artículo N°35 de la Ley Orgánica del Ministerio Público, los derivados  de la Subvención de la Unión Europea para el Fortalecimiento del Programa Justicia Restaurativa-Poder Judicial, los que corresponden al Organismo de Investigación Judicial producto del impuesto a las personas jurídicas, así como los que corresponden al Fondo de Apoyo a la Solución Alterna de Conflictos (FASAC) y cualquier otro recurso similar naturaleza,  que se deba incorporar a la corriente presupuestaria para 2020, deben ser remitidos  a la Dirección de Planificación junto con la certificación emitida por el Ministerio de Hacienda, a más tardar al 11 de marzo del 2019, para ser contemplados en el análisis y aprobación de las sesiones extraordinarias de Presupuesto en el Consejo Superior. 





E. Gastos que se cargan automáticamente






20. Los Departamentos Financiero Contable y Proveeduría incluyen en el Sistema SIGA-PJ la información para la generación automática de gastos fijos de servicios públicos, contratación de bienes y servicios y artículos de inventario (según parámetros por persona, parámetros por oficina y cuadros de consumo). Las líneas generadas automáticamente deben ser revisadas por cada Centro de Responsabilidad antes del inicio de la formulación presupuestaria. 





La Dirección de Planificación enviará un correo electrónico llamado: “Generación de Gastos Fijos”, con el fin de que revisen estos montos y que estén acordes al consumo histórico y las necesidades.






La formulación presupuestaria es un proceso participativo
 por medio del cual todas las oficinas pueden y deben evacuar sus consultas, dentro de los periodos de revisión establecidos. Posterior a la generación de gastos fijos, solamente se harán modificaciones en casos excepcionales, los cuales deben coordinarse primero con los Departamentos de Proveeduría y Financiero Contable y el cambio en el Sistema SIGA-PJ con la Dirección de Planificación.





						Responsables de Atender las Consultas de Servicios Públicos,





Contratos, Artículos con Parámetros, Cuadros de






Consumo y Catálogo de Bienes y Servicios











						Tipo de Consulta





						Departamento





						Responsable











						Servicios Públicos: agua, electricidad y teléfono





						Departamento Financiero Contable





						Ricardo García Molina, ext. 01-3349





Yahaira Rodríguez Zamora, ext. 01-3349


















						Contratos: servicios continuados y alquileres





						Departamento de Proveeduría











						Paulo Calvo Ballestero, ext. 01-3622





Gustavo Alpizar Fonseca, ext. 01-3122











						Artículos de stock por parámetros y cuadros de consumo





						Departamento de Proveeduría





						Giselle Castrillo Vargas, ext. 01-3204











						Catálogo de bienes y servicios: artículos, actualización de precios y códigos





						Departamento de Proveeduría       











						Roberto Salazar Vargas, ext. 01-3608

















21. Cada Centro de Responsabilidad debe velar porque los recursos incluidos en su presupuesto sean los imprescindibles para atender las necesidades de las oficinas, independientemente de si han sido o no generados de manera automática por el sistema. En el caso de los servicios continuados y alquileres, se deben presupuestar solamente los recursos que se estiman se ejecutarán durante el periodo, por lo que no se deben incluir recursos de años completos si los mismos no se van a requerir.





22. Debido a restricciones presupuestarias a raíz de la situación fiscal del país y comprometidos con las medidas de contención del gasto no es permitido incluir nuevas contrataciones o ampliaciones de contratos en limpieza, jardinería y vigilancia. Estos montos se eliminarán de oficio, al menos que cuenten con la aprobación de Corte Plena, Consejo Superior, se encuentren en trámite, o sean requeridos para atender leyes nuevas o servicios indispensables a juicio de la Dirección Ejecutiva o estudios de la Dirección de Planificación (Corte Plena, sesión N°28-2017, artículo XV). En estos casos se debe indicar el número de acuerdo o trámite, en el campo Justificaciones de la pantalla de Formulación. Para las oficinas judiciales que cuentan con plazas de Auxiliar de Servicios Generales, no se autoriza la contratación del servicio de limpieza.






23. No está autorizado alquilar nuevos locales, salvo en aquellos casos en los que por las condiciones del inmueble se haga impostergable el traslado a un nuevo local conforme estudio técnico o por la creación de oficinas nuevas producto de la implementación de nuevas leyes.  Estos montos se eliminan de oficio, al menos que cuenten con la aprobación de Corte Plena, Consejo Superior, o se encuentren en trámite. En estos casos se debe indicar el número de acuerdo o trámite, en el campo Justificaciones de la pantalla de Formulación.





24.  En los contratos para el mantenimiento de equipos además del monto del servicio, se debe realizar una estimación para el pago de repuestos. Este último monto debe ser incluido en un artículo diferente, pero de la misma subpartida del contrato (servicio). Para tal fin se detallan los artículos creados en el Catálogo de Bienes y Servicios.





						Código





						Nombre Artículo





						Subpartida











						21765





						Mantenimiento de edificios y locales (repuestos contrato)





						10801











						22681





						Mantenimiento de edificios y locales (repuestos contrato)





						10801











						21766





						Mantenimiento de instalaciones y otras obras (repuestos contrato)





						10803











						22685





						Mantenimiento de instalaciones y otras obras (repuestos contrato)





						10803











						21759





						Mantenimiento y reparación maq y equipo de producc (repuestos contrato)





						10804











						22687





						Mantenimiento y reparación maq y equipo de producc (repuestos contrato)





						10804











						21760





						Mantenimiento y rep. equipo de comunicación (repuestos contrato)





						10806











						21757





						Mantenimiento y rep. equipo y mobiliario de ofic (repuestos contrato)





						10807











						22689





						Mantenimiento y rep. equipo y mobiliario de ofic (repuestos contrato)





						10807











						21758





						Mantenimiento de equipo de cómputo y sistemas (repuestos contrato)





						10808











						21756





						Mantenimiento y reparación de otros equipos (repuestos contrato)





						10899











						22692





						Mantenimiento y reparación de otros equipos (repuestos contrato)





						10899

















El monto formulado en los artículos repuestos para contrato será utilizado únicamente para la compra de repuestos necesarios para la reparación de equipos con contrato de mantenimiento preventivo, no se podrán tomar estos recursos para la compra de otros repuestos. Los Centros de Responsabilidad deben revisar los términos de sus contratos, para determinar si los repuestos están cubiertos por el mantenimiento preventivo y la empresa los debe aportar. Además, deben presupuestar lo necesario para la reparación de los activos bajo su responsabilidad, el monto dependerá del equipo que se tiene y del grado de obsolescencia. La Dirección de Tecnología de la Información podrá asesorar en los casos en que se considere necesario.





25. Los recursos solicitados en la Subpartida 20203 Alimentos y Bebidas deben ser iguales o inferiores al monto aprobado para el 2019, excepto las líneas relacionadas con la alimentación de privados de libertad, así como la alimentación de personas víctimas y testigos solicitada por el Programa 950 “Servicio de Atención y Protección de Víctimas y Testigos”. Se debe valorar que lo solicitado sea estrictamente necesario, justificado y se demuestre el valor agregado que se va a obtener en el servicio.






Cuando haya personas detenidas a la orden de los Tribunales de Justicia o del Ministerio Público en las celdas de la policía administrativa, el Poder Judicial debe cubrir el costo de su alimentación, considerando los recursos previstos por los contratos de alimentación de detenidos tramitados por el Organismo de Investigación Judicial.






26. En sesión Nº16-11 del 30 de mayo del 2011, artículo XXXIII, la Corte Plena aprobó las Políticas del Programa Hacia Cero Papel del Poder Judicial. En virtud de lo anterior, se deben extender los esfuerzos institucionales para reducir el uso de papel y toner, promover el uso de medios tecnológicos, sensibilizar a las servidoras y los servidores judiciales sobre el consumo del papel y la necesidad de disminuir el tiempo de respuesta sin deterioro de los derechos fundamentales de las personas usuarias. 





Por su parte, en sesión N°28-2017, artículo XV, dentro de las medidas de contención del gasto, se señala que el Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional, deberá diseñar y ejecutar un plan agresivo de campañas para promover el ahorro en el consumo de papel, tóner, fotocopias, entre otros, para que la población judicial haga uso racional de estos recursos.






Como restricción se tiene que el monto a formular en las Subpartidas 10303 Impresión, Encuadernación y Otros, 20104 Tintas, Pinturas y Diluyentes (específicamente el toner para impresoras) y 29903 Productos de Papel, Cartón e Impresos, debe ser igual o inferior al aprobado para el 2019. 






En el caso del Papel (Subpartida 29903 Productos de Papel, Cartón e Impresos) se recomienda revisar el Banco de Buenas Prácticas e intentar replicar las experiencias exitosas que han desarrollado otras oficinas. Sin embargo, se debe considerar lo estipulado en la Circular Nº70-2014 de la Dirección Ejecutiva, y si el monto formulado resulta insuficiente para cubrir el consumo real de la oficina, se permitirá presupuestar lo estrictamente necesario para que no se presenten faltantes, pero, con el compromiso de adoptar un plan para disminuir el consumo de esos artículos. Igual caso aplica para la subpartida 20104 correspondiente a Tintas, Pinturas y Diluyentes, para la cual las oficinas deben considerar su consumo real a la hora de formular los recursos.





Asimismo, conforme las medidas de contención del gasto aprobadas por Corte Plena en sesión N°28-17, artículo XV, señala que las comisiones que a la fecha producen agendas o calendarios para distribuir, deberán acordar la forma en que se reduzca el número de ediciones, tratando de que las publicaciones satisfagan las necesidades de todos.






Servicios





27. Cuando se formule la contratación de un servicio en el que la unidad de medida es mensual, se debe indicar en la cantidad los meses, pero, cuando la unidad de medida es en Unidades, como por ejemplo el arrendamiento de equipo de cómputo, se debe indicar la cantidad de unidades.






28. Se presupuestan reparaciones únicamente para mobiliario y equipo propiedad del Poder Judicial, excepto en los casos en los que el Consejo Superior autorice expresamente mediante acuerdo, la reparación de un bien que no sea institucional. Además, solo puede considerarse aquella reparación cuya erogación sea igual o inferior al 50% del valor de compra, de ser superior este porcentaje, procederá su inclusión siempre y cuando se garantice la devolución de la vida útil consumida. 





29. Se aplican medidas de austeridad en la instalación de cortinas, persianas, alfombras y polarizado de vidrios.
 En caso de considerar la inclusión de estos requerimientos, se debe contar con un informe técnico sobre la necesidad, debiendo indicar el número del informe en el campo Justificaciones de la pantalla de Formulación.





30. En el caso de las suscripciones de periódicos y revistas se debe de presupuestar únicamente las que se consideren estrictamente necesarias,
justificando cada una de las solicitudes que se formulen.





31. Los Centros de Responsabilidad deben velar por que, cuando se requiera la inclusión de recursos para adquirir Enciclopedias independientemente del costo, así como de Libros Especializados y Revistas Especializadas cuyo valor de adquisición individual sea igual o superior al 25% del salario base de un Auxiliar Administrativo del Poder Judicial,
 se clasifiquen en la subpartida 50107 Equipo y Mobiliario Educacional, Deportivo y Recreativo. Lo anterior conforme a las Normas Internacionales de Contabilidad del Sector Público (NICSP), el Clasificador por el Objeto del Gasto del Sector Público y el Diccionario de Imputaciones Presupuestarias del Sector Público. Señalado, además, por la Dirección Ejecutiva mediante Circular Nº70-2015.





Los Libros Especializados y Revistas Especializadas donde el costo estimado individual es inferior al señalado anteriormente, se clasificarán en la subpartida 29903 Productos de Papel, Cartón e Impresos. Utilizando para tales fines los artículos indicados en la siguiente tabla.





						Artículo





						Código





						Subpartida











						Enciclopedias





						23874





						50107











						Libros patrimoniales





						23875





						50107











						Libros





						19621





						29903











						Revista especializada patrimoniable 





						23876





						50107











						Revista





						23877





						29903

















32. La compra de combustible institucional se realiza por medio del Sistema Flota 2.0 mediante el uso de las tarjetas que se tienen para estos fines. En la subpartida 20101 Combustibles y Lubricantes se debe formular lo correspondiente a gasolina súper, gasolina regular y diesel para las necesidades de combustible de todo tipo y para los diferentes usos (vehículos, chapeadoras, bombas de agua, plantas eléctricas, remolque de vehículos, entre otros). Utilizando para tales fines los artículos indicados en la siguiente tabla.





						Combustible





						Código Artículo











						Gasolina Superior Flota 2.0





						23743











						Diesel Flota 2.0





						23744

















En caso de que se requiera solicitar recursos para la compra de gasolina regular y súper, ambos montos se deben presupuestar como uno solo en el artículo código 23743. 






Los programas presupuestarios y los Centros de Responsabilidad deben presupuestar en una sola oficina lo correspondiente a las necesidades de combustible de todas sus oficinas. En el caso de las Administraciones Regionales, lo correspondiente a las oficinas del programa 926 Dirección y Administración, se debe incluir en el presupuesto de la Administración Regional y lo de las oficinas del Programa 927 Servicio Jurisdiccional, en la Administración Regional (Supernumerarios). Se recuerda que las Oficinas de Comunicaciones Judiciales pertenecen al programa 927.






33. Para la estimación del gasto de combustibles (gasolina y diesel), se deben tomar en consideración las directrices establecidas en la Circular N°48-2018 del 12 de setiembre elaborada por el Departamento de Proveeduría. 





34. El pago de servicios municipales de los inmuebles propiedad del Poder Judicial como: la recolección de basura, limpieza de alcantarillado, impuestos, entre otros, debe ser presupuestado por las Administraciones Regionales (programa presupuestario 926). Para los edificios del Primer Circuito Judicial de San José: Corte Suprema de Justicia, Organismo de Investigación Judicial, Defensa Pública, Anexos A, B, C y D, Defensa Pública del Tercer Circuito Judicial de San José (Desamparados) y Oficina de Defensa Civil de la Víctima, el monto será considerado en su totalidad por el Departamento de Servicios Generales. La Administración del Primer Circuito Judicial de San José presupuesta lo correspondiente al edificio de los Tribunales de Justicia de San José.






En caso de desconocer el monto a presupuestar en servicios municipales, se puede consultar en el sistema el gasto incurrido en ejercicios económicos anteriores. Si no existe información por ser un local nuevo, el Centro de Responsabilidad debe realizar las estimaciones correspondientes según información de la Municipalidad del lugar. Cabe indicar que no se deben estimar recursos para estos fines en oficinas que se encuentren ocupando inmuebles alquilados.






35. Con respecto a la ayuda económica para las personas usuarias indígenas, el Consejo Superior en la sesión Nº104-09 del 17 de noviembre de 2009,  artículo LXVII, acordó que en el presupuesto de los distintos programas se debe contemplar un rubro para brindar ayuda económica a las personas usuarias indígenas que lo requieran, para cubrir ciertos gastos que origine su traslado a los despachos judiciales, y un rubro de viáticos para las y los funcionarios que participen en las diligencias “in situ”.





36. Como medida de contención del gasto, la Corte Plena en sesión N°28-2017, articulo XV, aprobó restringir las autorizaciones para viajes al exterior, realizando únicamente aquellos viajes oficiales de interés institucional que sean estricta y absolutamente necesarios, en los cuales todos los gastos sean cubiertos por la entidad organizadora, se exceptúa de lo anterior, los viajes para atender compromisos previamente adquiridos relacionados con las Cumbres Judiciales y la Interpol. Al igual que restringir el pago de diferencias o viáticos complementarios cuando sea procedente.
 Posteriormente, el Consejo Superior en la sesión N°12-13, artículo VII y Corte Plena en la sesión N°13-13, artículo XLIV, aprueban los lineamientos para formulación presupuestaria 2014, en donde   se acuerda que, en Gastos de Viaje y Transporte en el Exterior del País, se debe mantener el mismo monto del presupuesto aprobado para el año anterior.  






Adicionalmente debe considerarse que, los gastos que se autoricen por estas subpartidas deben corresponder a aquellos compromisos a nivel internacional previamente adquiridos por el Poder Judicial y se debe justificar explicando claramente la necesidad y el beneficio que recibirá la Institución.





37. Con relación a los Gastos de Viaje y Transporte en el Interior del País, de acuerdo con los lineamientos para formulación presupuestaria 2014, aprobados por Consejo Superior en la sesión N°12-13, artículo VII y acogidos por Corte Plena en sesiones Nº13-13, artículo XLIV y Nº28-2017, articulo XV, se acordó que se deben limitar las giras y en su lugar, hacer uso de medios tecnológicos para realizar reuniones, conversatorios, actividades de capacitación y diligencias judiciales. De manera que, en todos los casos, los montos formulados se comparan con los ejecutados y se aprueba la formulación únicamente de lo ejecutado en el 2018 más el porcentaje de crecimiento definido para los años 2019 y 2020.





Además, con el fin de disminuir los traslados de personas privadas de libertad a los Tribunales de Justicia, reduciendo los riesgos inherentes en cuanto al traslado de esta población y bajar los costos asociados, respetando sus derechos y dentro del marco del Convenio de Cooperación Interinstitucional Poder Judicial-Ministerio de Justicia Nº3-CG-2018, el Consejo Superior en sesión N°71-18 celebrada el 9 de agosto de 2018, artículo XXIII, aprobó que, dentro del proceso penal y otros  en sus distintas etapas, se utilice el sistema de videoconferencia en ciertos actos y diligencias. (Circular N°105-2018, de la Secretaria General de la Corte, acerca del deber de utilizar el sistema de videoconferencia en distintas etapas del proceso penal, pensiones alimentarias y familia). 





Por otra parte, debido a la implementación del uso de dispositivos como Quick Pass, pago de peajes y reposición de los dispositivos con cargo a las cuentas de caja chica de cada oficina, los centros de responsabilidad deben de tomar las previsiones necesarias y formular dentro de su presupuesto los recursos necesarios para sufragar estas erogaciones. 






38.      En relación con el pago del servicio de kilometraje, se les reitera lo dispuesto por la Dirección Ejecutiva en las Circulares 34-2011, 38-2011, 139-2011 y 81-2014 en el sentido de que cuando proceda este pago, se debe formular en la subpartida 1.05.01 “Transportes dentro del país” en la oficina a la cual se deberá cargar el pago por este servicio. 





39. Según acuerdo de Consejo Superior en sesión Nº12-13, artículo VII y Corte Plena en sesión Nº13-13, artículo XLIV, las publicaciones en medios nacionales proceden únicamente cuando sean estrictamente necesarias. En la medida que sea posible, la información se divulgará a través del sitio web del Poder Judicial y redes sociales. De modo que, los montos formulados en la subpartida 10301 Información, deben ser menores o iguales a lo ejecutado en el 2018 más el porcentaje de crecimiento permitido para los años 2019 y 2020.





40.  Los recursos para atender nuevas necesidades de escaneo de documentos, relacionado estrictamente con proyectos institucionales (subpartida 10303 Impresión, Encuadernación y Otros), serán formulados por la Dirección Ejecutiva en un solo monto en su anteproyecto de presupuesto.





41. Según acuerdo de Consejo Superior tomado en la sesión Nº12-13, artículo VII y Corte Plena en la sesión Nº13-13, artículo XLIV, en la subpartida 10702 Actividades Protocolarias y Sociales se debe mantener un monto igual o menor al aprobado para el año anterior. Además, conforme los dispuesto por Corte Plena, sesión N°28-2017, artículo XV, estas se limitarán a las autorizadas por el Consejo Superior, el cual aplicará criterios restrictivos y de racionalidad del gasto en su aprobación.





42. Los requerimientos correspondientes a Peritajes y Traducciones deben ser formulados por los Tribunales y Juzgados que lo requieran, conforme los gastos reales de consumo, utilizando registros históricos.  Cuando los recursos sean formulados por la Administración Regional, se deben incluir en el Programa 927 Servicio Jurisdiccional, en la oficina “Administración Regional (Supernumerarios)”.





F. Artículos, Materiales y Suministros





43. Cada oficina es responsable de considerar en su anteproyecto de presupuesto, todos los materiales y suministros que vaya a requerir, incluso aquellos que el Departamento de Proveeduría despacha cada cuatro meses.
 






Las oficinas del Organismo de Investigación Judicial deben incluir las bolsas para cadáver, las pilas, las bolsas plásticas para recolección de indicios, entre otros. Las oficinas del Ministerio Público deben incluir las bolsas, cajas y tarjetas o colillas para evidencias, así como cualquier otro material que requieran.  Los despachos u oficinas que cuenten con impresoras láser deben presupuestar solamente carátulas hechas en papel especial, identificadas con la letra “A” después del código del artículo.





44. Se deben considerar los suministros de los equipos nuevos que se entregaron en el 2018 y los que fueron aprobados para el 2019. Se reitera que los suministros presupuestados serán únicamente para equipos propiedad del Poder Judicial.






45. Los despachos judiciales deben considerar dentro de su presupuesto los formularios que no están informatizados. Por su parte, deben corroborar la lista de los formularios informatizados que se puede consultar en Intranet, en la opción Servicios y luego en Formularios para que no sean presupuestados.






46. Cada Administración Regional debe presupuestar los discos para el resguardo de la información que se procesa. A su vez, cada oficina judicial según corresponda, debe considerar dentro de su presupuesto los discos en cualquier formato que serán utilizados en la grabación de las audiencias, juicios y demás actividades, especialmente en aquellas tendientes a fomentar la oralidad.





47. La Administración Regional debe considerar dentro de su presupuesto aquellos artículos y suministros que generalmente se utilizan en las salas de juicio, de audiencias, de testigos, de deliberación, comedores, o en cualquier otra área común de los edificios.






48.     En cuanto a la confección de uniformes (vestuario y calzado) los Departamentos de Seguridad, Servicios Generales, Dirección de Tecnología de la Información, Departamento de Proveeduría, Artes Gráficas, Escuela Judicial, oficinas adscritas al Organismo de Investigación Judicial, Servicio Médico y Archivo Judicial deben incluir dentro de sus respectivos presupuestos los uniformes del personal a su cargo  que por disposición tienen autorizado su uso, según lo establecido en los parámetros definidos por la Dirección Ejecutiva, en cuanto al tipo y cantidad de prendas que se deben suministrar según la clase de puesto. Las oficinas que no estén autorizadas para contar con uniformes no deben formular la compra de estos artículos, de hacerlo, serán eliminados de su propuesta de presupuesto, salvo casos específicos autorizados previamente por la Dirección Ejecutiva.” 





49. De acuerdo con lo establecido por el Departamento de Proveeduría, las oficinas judiciales que tienen bajo su cargo unidades de transporte (autos, motocicletas, entre otros), deben considerar en su presupuesto la compra de llantas y baterías de acuerdo con la cantidad y tipo de unidades, incluyendo las nuevas que no han sido entregadas. La sustitución de llantas varía según el kilometraje (40.000 km aproximadamente). En el caso de las baterías, el cambio se debe programar conforme lo establezca la garantía.






50. Los artículos y equipos de limpieza se deben presupuestar solamente en las oficinas en donde no exista el servicio de limpieza contratado.
 Los centros de responsabilidad deben considerar que, el sistema no carga automáticamente los artículos de limpieza, solamente lo hará en aquellas oficinas que dentro de sus cuadros de consumo tengan registrados estos artículos. Por lo tanto, las oficinas deben verificar la necesidad de este tipo de artículos y su correcta formulación.






51.  Las Administraciones Regionales y centros de responsabilidad deben formular los materiales y suministros requeridos en los servicios sanitarios (toallas para manos, papel higiénico para dispensador y jabón). Esto debido a que, en los contratos del servicio de limpieza, se detalla que la labor de vigilancia y aviso de falta de los artículos es responsabilidad de la empresa contratada, pero los mismos son suministrados por el Poder Judicial.





Se adjunta el documento denominado “Políticas de Despacho de Bienes de Stock” elaborado por el Departamento de Proveeduría, en el cual se detallan los parámetros institucionales para el despacho de materiales y suministros de inventario (stock), los cuales se deben considerar en la etapa de formulación, con el propósito de evitar faltante de recursos y poder cumplir con las necesidades y requerimientos de cada oficina. El Departamento de Proveeduría no despacha cantidades superiores a las indicadas, aunque se incluyan en el presupuesto.











[image: image8.emf]Políticas despacho  de bienes de stock.xlsx












52. Con el fin de cumplir con el acuerdo del Consejo Superior Nº54-17 celebrada el 2 de junio del 2017, artículo LXXVII, se solicita  a las Administraciones Regionales y demás centros de responsabilidad, que para la adquisición de equipos con especificaciones técnicas que permitan el ahorro de agua y electricidad, consideren el “Catálogo de Especificaciones Técnicas Básicas, para la Estandarización del Suministro de Equipos de Ahorro del Consumo de Agua y Energía Eléctrica, en las Edificaciones Sostenibles del Poder Judicial”, de la Comisión de Gestión Ambiental Institucional.
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53. Según el acuerdo tomado por el Consejo Superior en la sesión Nº39-18  celebrada el 10 de mayo de 2018, artículo XLVI, se invita a las Direcciones de Tecnología de la Información, Ejecutiva, Planificación, Gestión Humana, del Organismo de Investigación Judicial, así como de la Fiscalía General, la Defensa Pública y el Servicio de Atención y Protección de Víctimas y Testigos, para que, en lo sucesivo, implementen las medidas necesarias para disminuir de forma paulatina el consumo de plásticos de un solo uso por alternativas renovables y biodegradables, que sean amigables con el ambiente. 





54. Como medida de contención del gasto, el Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional debe diseñar y ejecutar una campaña para el ahorro en el consumo de los servicios públicos (agua, electricidad y teléfonos) para que los servidores judiciales se sensibilicen sobre el tema y hagan uso racional de estos recursos. 　





Asimismo, la Dirección de Tecnología de Información debe implementar medidas tendientes a lograr una disminución en el consumo telefónico, limitando por oficina la cantidad de aparatos con salida a la red nacional de telefonía. Igualmente debe valorar la ampliación de los sistemas de comunicación internos, a fin de que el mayor número de llamadas se pueda hacer a través de la red interna de seis dígitos.






55. Los recursos para la adquisición de la emisión y renovaciones de certificados de firmas digitales deben solicitarse de la siguiente forma:





· Cuando se requiera realizar una renovación de firma digital porque está por vencer, o porque se desconoce la clave para firmar, la subpartida a la que se le debe cargar el gasto es la 10307 “Servicios de transferencia electrónica de información”, el artículo que se debe utilizar es el código 22901 “Emisión o renovación de certificado de firma digital”.






· Cuando se requiera realizar el trámite para solicitar una firma digital nueva, la subpartida a la que se le debe cargar el gasto es la 29901 “Útiles y materiales de oficina y cómputo”, el artículo que se debe utilizar es el código 24211 “Kit completo de firma digital (tarjeta, lector, certificado)”.






· Cuando se requiera únicamente el suministro del lector de tarjetas chip para la firma digital, la subpartida a la que se le debe cargar el gasto es la 20304 “Materiales y productos eléctricos, telefónicos y de cómputo”, el artículo que se debe utilizar es el código 22991 “Lector de tarjetas inteligentes (firma digital)”.






G. Bienes Duraderos (Equipo y Mobiliario) 






56. Antes de solicitar recursos para la adquisición de mobiliario y equipo, se debe verificar que no exista duplicidad con respecto a lo asignado durante el proceso de ejecución presupuestaria del 2018 o lo aprobado en el presupuesto del 2019.






57. Como parte de las medidas de contención del gasto, se restringe la inclusión en el presupuesto de equipos tales como: televisores, pantallas, máquinas para gimnasio, dispensadores de agua, hornos de microondas y coffee maker, para uso específico en las áreas de las oficinas judiciales. Salvo casos debidamente justificados, los cuales deben contar previamente con la autorización de la Dirección Ejecutiva. Por lo anterior, cuando se formulen estos artículos se deben adjuntar en el espacio de observaciones el documento que lo respalde. Aprobado por la Corte Plena en la Sesión N°28-2017 del 28 de agosto del 2017, artículo XV.





58. Se puede formular la adquisición de juegos de comedor, refrigeradoras, percoladores y equipos similares,
 para ser utilizados en áreas comunes de los edificios destinadas al consumo de alimentos (comedores). Adicionalmente, los Centros de Responsabilidad deben de incluir dentro de su presupuesto las refrigeradoras para las salas de lactancia.





59. Las solicitudes para la compra de equipo educacional como video beam y proyectores, procede únicamente cuando vayan a ser instalados en áreas comunes de los edificios con el fin de que puedan ser utilizadas por varias oficinas. 





60. El mobiliario de oficina se presupuesta exclusivamente por motivo de sustitución, cuando la reparación no sea lo más conveniente y debido a haber sido trasladado a la Unidad de Patrimonio o en su defecto donado o destruido previa autorización razonada por parte del Departamento de Proveeduría.






61. El mobiliario y equipo para plazas nuevas lo incluye la Dirección de Planificación en una oficina por programa presupuestario y conforme a los parámetros establecidos por el Departamento de Proveeduría.






62. La inclusión de fotocopiadoras procede cuando no se disponga de un contrato de servicio de fotocopiado. Esta norma aplica para las oficinas que se encuentran en un mismo edificio. Las oficinas que se localizan en lugares periféricos y que por la distancia se les dificulta acceder al servicio contratado, podrán gestionar la adquisición de este equipo.






63. Al presupuestar fotocopiadoras, cámaras fotográficas, cámaras de video y equipos similares, se deben solicitar los de menor costo.
 Si la necesidad así lo requiere, se podrán presupuestar equipos de mayor costo debidamente justificados.






64. En la formulación de aires acondicionados se mantiene la política institucional de que solamente se aprueba para las oficinas ubicadas en zonas cuyo clima lo justifica, o bien si están situadas en espacios que por su naturaleza no cuentan con ventilación o cuartos de servidores de cómputo del área informática. 





Previamente se debe contar con el aval técnico del Departamento de Servicios Generales, acerca de la capacidad y tipo de equipo a adquirir y de la capacidad del sistema eléctrico del edificio para su respectiva instalación y del Subproceso de Salud Ocupacional de la Dirección de Gestión Humana en cuanto a la necesidad de sistemas de ventilación. En las Administraciones Regionales los aspectos técnicos los debe proporcionar el Auxiliar de Servicios Calificados (Obrero Especializado) de cada zona o bien indicar si se requiere del criterio de los profesionales del Departamento de Servicios Generales al respecto. En el espacio de Justificaciones de la pantalla de Formulación del sistema, se debe anotar el área por cubrir en metros cuadrados, tipo de equipos existentes en el área y número de personas. Si el espacio para detallar esta información no es suficiente en el sistema, se puede remitir una nota aparte.






Es responsabilidad de la Comisión de Construcciones que en los proyectos a construir y las modificaciones futuras, fijar en cuales lugares se requiere la instalación de equipos de aire acondicionado.






65. Se presupuestan juegos de muebles sólo por sustitución y cuando su reparación no es factible. La solicitud debe especificar la justificación y se debe considerar el cambio de muebles por sillas de visita, particularmente si el espacio es reducido.






66. Los muebles modulares o cubículos, dadas las restricciones presupuestarias, se consideran como bienes restringidos. Para incluirlos en el presupuesto se requiere de un proceso de estudio previo por parte de la Unidad de Salud Ocupacional de la Dirección de Gestión Humana, que determine si se cuenta con hacinamiento o bien indicar si se incorpora para el cumplimiento de la Ley N°7600 (mostradores), así como la intervención del Departamento de Servicios Generales.





Las solicitudes deben ser las estrictamente necesarias y con la finalidad de maximizar el uso del espacio físico. En el proceso de formulación la oficina gestora deberá incorporar al SIGA-PJ en el espacio de justificaciones el criterio técnico del Departamento de Servicios Generales y de la Unidad de Salud Ocupacional de Gestión Humana, para su aval.  Al momento de formularlos en el Sistema SIGA-PJ, se debe verificar que el artículo seleccionado sea de tipo “Específico”, esto para que los recursos se mantengan en la oficina solicitante.






Es importante indicar que no se deben canalizar a través del presupuesto de la Comisión de Construcciones estos artículos, ya que, por su naturaleza no se consideran como un proyecto de construcción o modificación de planta física existente. En caso de que se incluyan en el presupuesto de la Comisión, serán eliminados de oficio.





67. Procede la inclusión de equipos de fax solamente en las oficinas ubicadas en locales donde no se cuenta con el servicio común de envío y recepción de documentos,
 con excepción de las oficinas que tramitan la materia penal y que no sean de la Defensa Pública, las cuales pueden valorar su inclusión. En las dependencias judiciales autorizadas para tener este equipo, solo se les permitirá la existencia de un aparato.






Debe considerarse que los faxes de alta capacidad (código 16424) y faxes multifuncionales (código 21426) se asignan a las Oficinas de Comunicaciones Judiciales y otros despachos con altos volúmenes de transacciones. En aquellas oficinas en las cuales la carga de trabajo que soporta el fax es normal, se debe presupuestar el fax de baja capacidad (código 16425). 





68. El Consejo Superior en la sesión Nº110-09 del 08 de diciembre de 2009, artículo LXI, dispuso que no se deben presupuestar pizarras informativas correspondientes al plan de comunicación organizacional, ya que el Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional es el responsable de presupuestarlas. Las pizarras informativas que sean para otros usos, por ejemplo, uso administrativo de la oficina, información al público, sí deben ser presupuestadas por las oficinas.






69. El Consejo Superior en sesión Nº53-09 del 19 de mayo de 2009, artículo I, acordó no aprobar la formulación de ficheros electrónicos, indicando que el problema de la atención al público no se solventa con ficheros, sino más bien con un cambio de actitud para atender con mayor prontitud a la persona usuaria.






70. Conforme a las recomendaciones aprobadas por el Departamento Financiero Contable y la Comisión para la Implementación de las Normas Internacionales de Contabilidad para el Sector Público, incluidas en el Informe NICSP 38, respecto de la utilización de la subpartida 59903 Bienes Intangibles, se indica que en cuanto a los depósitos de garantía por concepto de servicio de alcantarillado, servicio eléctrico, servicio telefónico, alquileres, Setena y demás servicios que requieran de dicho depósito, deben ser registrados dentro de esta subpartida cada vez que este tipo de servicios sean adquiridos. Estos depósitos deben diferenciarse del gasto por el consumo o utilización de los servicios, los cuales se deben canalizar por las subpartidas correspondientes.






H. Indemnizaciones





71. El Departamento Financiero Contable debe formular los recursos necesarios para hacer frente a las erogaciones por concepto de indemnizaciones producto de resoluciones administrativas o judiciales incluyendo lo relativo a la aplicación de la Ley Nº8508 Código Procesal Contencioso-Administrativo. Estos montos serán estimados considerando la restricción de gasto presupuestario asignado a cada dependencia, cuya presupuestación y atención oportuna se debe realizar a efecto de evitar trastornos en la gestión normal de la Institución.





I. Horas Extras 





72. La Dirección de Gestión Humana realizará el cálculo de horas extras por programa presupuestario. El monto global solicitado para el 2020 no podrá ser superior al monto aprobado para el 2019. Conforme las medidas de contención del gasto aprobadas por Corte Plena en sesión N°29-17, artículo XVI, dicha Dirección realizará una revisión del régimen y de las autorizaciones de horas extra y su comportamiento por programas y grupos ocupacionales para proponer medidas para su rebajo, en coordinación con los jefes de los Programas.






Además, la Dirección de Gestión Humana en coordinación con la Dirección Jurídica, revisará la normativa en cuanto a reajustes salariales por horas extras y accesos, zonaje, entre otros pluses para garantizar que su otorgamiento se haga con criterios restrictivos.






J. Capacitación






73. Las necesidades y solicitudes de capacitación de las oficinas del Programa 926 Dirección y Administración, serán determinadas y analizadas respectivamente por el Subproceso Gestión de la Capacitación de la Dirección de Gestión Humana, mediante el Diagnóstico General de Necesidades de Capacitación (DGNC).






El Subproceso de Gestión de la Capacitación tiene como su principal prioridad de atención y orientación de recursos, el Plan de Capacitación aprobado para el año de ejecución por el Consejo Directivo de la Escuela Judicial y el Consejo Superior. 





Por lo anterior, para el Programa 926 no se recibirán solicitudes durante el periodo de formulación presupuestaria.






Las Comisiones Institucionales deben incluir los requerimientos de capacitación directamente en el presupuesto de cada una y remitirlo a la Dirección de Planificación. 






Lo correspondiente a requerimientos de capacitación de las oficinas del Programa 927 Servicio Jurisdiccional, será presupuestado por la Escuela Judicial. 





El Programa 928 Organismo de Investigación Judicial remite sus necesidades de capacitación a través del Departamento de Medicina Legal, Departamento Laboratorio de Ciencias Forenses, Dirección General y Administración del OIJ. Lo correspondiente a la capacitación para especialización de los instructores, será formulado por la Unidad de Adiestramiento.






Los Programas 929 Ministerio Público y 930 Defensa Pública, deben considerar en sus anteproyectos de presupuesto los recursos para capacitación, los cuales deben ser incorporados en las Unidades de Capacitación de cada programa. El Programa 950 Servicio de Atención y Protección de Víctimas y Testigos, incorporará los recursos para este fin en la Oficina de Atención a la Víctima de Delitos y la Unidad de Protección de Víctimas y Testigos, según corresponda.






74. Según acuerdo de Consejo Superior tomado en la sesión Nº12-13, artículo VII y de Corte Plena tomado en la sesión Nº13-13, artículo XLIV, en la subpartida 10701 Actividades de Capacitación se debe mantener un monto igual o menor al aprobado para el 2019 (para las oficinas citadas en la directriz anterior). Además, se debe valorar que lo solicitado sea estrictamente necesario y esté debidamente justificado, que las actividades de capacitación se realicen en las instalaciones del Poder Judicial, con recursos propios y sin acudir a la contratación de servicios de alimentación. Se debe potenciar el uso de los medios tecnológicos para estas actividades, tales como cursos virtuales y videoconferencias.






Para la formulación presupuestaria del 2020 se mantendrá el lineamiento anterior y no se sustituirá al personal cuando asista a actividades de capacitación tanto en condición de docente como de estudiante; la participación será posible siempre y cuando no se afecte la prestación del servicio público a su cargo y no se suspendan audiencias, ni las diligencias judiciales. Dadas las limitaciones presupuestarias, cada despacho u oficina buscará formas de organización a lo interno, que permitan cubrir las labores de la persona ausente.





Se procederá con la firma de contratos de formación o compromisos de capacitación para todas aquellas actividades en las que el Poder Judicial invierta recursos y considere necesario respaldar una posible retribución en caso de abandono de la capacitación o faltas al compromiso de estudio establecido. Estos contratos estarán amparados en el Reglamento de Becas y Permisos de Estudio del Poder Judicial, la Ley Orgánica del Poder Judicial y la Ley de Administración Pública.





K. Becas, Ayudas Económicas a Funcionarios y Sustituciones de Personal 





75. Los requerimientos de la subpartida 60201 Becas de cada programa son formulados por el Subproceso Gestión de la Capacitación de la Dirección de Gestión Humana en conjunto con la Escuela Judicial, la Unidad de Supervisión y Capacitación de la Defensa Pública, la Unidad de Supervisión y Capacitación del Ministerio Público, la Unidad de Capacitación del Organismo de Investigación Judicial, la Dirección del OIJ y la Oficina de Protección y Atención a la Víctima del Delito, según las disposiciones establecidas en el Reglamento de Becas y Permisos de Estudio del Poder Judicial, las medidas de contención del gasto y las restricciones establecidas por el Consejo Superior en materia de becas y permisos.  Se adjunta el reglamento de referencia.





Por lo anterior, no se permitirá la inclusión de requerimientos para becas en los anteproyectos de presupuestos, en caso de ser incorporados se eliminarán de oficio por parte de la Dirección de Planificación.





Las personas beneficiarias de becas deberán firmar contratos de adiestramiento o formación de acuerdo con lo que establece el Reglamento de Becas y Permisos de Estudios del Poder Judicial y deberán, la Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación de todos los ámbitos dar seguimiento a los compromisos establecidos en los contratos por el personal al que dan cobertura.  La Escuela Judicial y Unidades de Capacitación emitirán informe anual de este seguimiento cuando la Dirección de Gestión Humana así lo requiera.





Como medida de contención del gasto, los Programas de Becas impartidos mediante convenios con universidades de nuestro país, se desarrollarán en horario no hábil para evitar gastos por sustituciones. Además, en cada ejercicio presupuestario se mantendrán los recursos necesarios para dar continuidad a las "becas a funcionarios" otorgadas, pero no se incorporarán recursos para nuevas becas. 






Una vez que los requerimientos de Becas son aprobados por el Consejo Superior, lo correspondiente al Programa 926 Dirección y Administración se incluye en la Dirección de Gestión Humana, los requerimientos del Programa 927 Servicio Jurisdiccional se incluyen en la oficina Presidencia de la Corte (Programa 927),  los requerimientos de los Programas 928 O.I.J. se incluyen en la Dirección General, los requerimientos de los programas 929 Ministerio Público y 930 Defensa Pública se incluyen en las Unidades de Capacitación correspondientes. El Programa 950 Servicio de Atención y Protección de Víctimas y Testigos, incorporará los recursos para este fin en la Oficina de Atención a la Víctima de Delitos y la Unidad de Protección de Víctimas y Testigos, según corresponda.





76. La Dirección de Gestión Humana debe remitir a la Dirección de Planificación el Presupuesto de Becas, Ayudas Económicas y requerimientos para sustitución del personal que participa de los programas de capacitación de cada uno de los programas institucionales debidamente aprobado, a más tardar el 01 de febrero de 2019.  El presupuesto de cada programa debe ser menor o igual al aprobado para 2019.






L. Vehículos 






77. Para la formulación del 2020, la Dirección de Tecnología de la Información, en coordinación con la Dirección Ejecutiva ha desarrollado una herramienta tecnológica, denominada Sistema de Preformulación, misma que estará habilitada para la formulación presupuestaria respectiva del Área de Vehículos por lo cual toda gestión al respecto se debe realizar mediante dicho sistema.





78. Con excepción del Organismo de Investigación Judicial, los restantes programas presupuestarios sólo deberán formular para el ejercicio presupuestario 2020 los mismos requerimientos que fueron excluidos por la Asamblea Legislativa durante el período de formulación presupuestaria 2019. El presupuesto de vehículos del OIJ debe ser menor o igual al aprobado para 2019.





79. La Dirección Ejecutiva consolida y analiza las solicitudes que recibe, prepara el anteproyecto del presupuesto de Vehículos y posteriormente lo remite a la Dirección de Planificación, mediante el Sistema SIGA-PJ, en la oficina 9997 Vehículos.






80. Otras herramientas de transporte que no entran dentro de esta clasificación, como las carretillas, se deben incluir en el presupuesto de la oficina que necesita el equipo.






81. Con respecto a la reparación de los vehículos, en la subpartida 10805 Mantenimiento y Reparación de Equipo de Transporte, se debe presupuestar el costo de la mano de obra, y en la subpartida 20402 Repuestos y Accesorios, la compra de repuestos. Se puede utilizar la línea o artículo genérico para incluir los recursos para imprevistos.






M. Mantenimiento, Remodelación y Construcción de Edificios (Construcciones)





82. Para la formulación del 2020, la Dirección de Tecnología de la Información, en coordinación con la Dirección Ejecutiva ha desarrollado una herramienta tecnológica, denominada Sistema de Preformulación, misma que estará habilitada para la formulación presupuestaria respectiva del Área Construcciones por lo cual toda gestión al respecto se debe realizar mediante dicho sistema.






83. Los recursos para dar mantenimiento y reparación de edificios, subpartidas del grupo 1.08 Mantenimiento y Reparación, se deben incluir como parte del presupuesto de la oficina e indicar la justificación respectiva en el campo Justificaciones de la pantalla de Formulación del sistema.





84. Los recursos destinados a realizar mejoras y adiciones menores en espacios o planta física, subpartidas del grupo 5.02 Construcciones, Adiciones o Mejoras, se mantendrán como parte del presupuesto de la oficina. Se debe indicar la justificación respectiva, en el campo Justificaciones de la pantalla de Formulación del sistema.






85. Los proyectos que representen impacto económico dentro del presupuesto, como, por ejemplo: proyectos de ampliación, remodelación y construcción de mayor envergadura, deben gestionarse a través de la Comisión de Construcciones considerando la implementación de dispositivos automáticos que permitan el ahorro de la energía eléctrica, del consumo de agua y servicios telefónicos (Corte Plena, sesión N°28-2017, artículo XV).






Asimismo, dada la alta inversión de ciertos proyectos, aunado a las limitaciones presupuestarias, esto se deben desarrollar en el mediano o largo plazo, por lo cual en coordinación con el Departamento de Servicios Generales los diferentes centros gestores, deberán estimar el monto total de la obra y el detalle de los costos por etapas, con el fin de que en los diferentes proyectos de presupuesto se tomen la previsiones de los recursos correspondientes a cada año, con la indicación en la justificación que corresponde a la continuación de un proyecto (indicar el número de procedimiento), y evitar de esta forma que se recorten los recursos de proyectos ya adjudicados. 





86. Como se indicó en el apartado C de este documento “Administración de Proyectos”, conforme lo dispuesto por el Consejo Superior acerca de Metodología de Administración de Proyectos, se deberá adjuntar en el Sistema de Preformulación el formulario respectivo (Estudio de Factibilidad, Acta de Proyecto, Informe de Avance según sea el caso), como sustento técnico de la gestión.





87. La Dirección Ejecutiva es la encargada de analizar todas las solicitudes de proyectos de ampliación, remodelación y construcción de mayor envergadura y remitirlas a la Comisión de Construcciones para su respectivo análisis y aprobación. La Comisión dará prioridad a los proyectos según los objetivos institucionales que se pretenda lograr, determinando las necesidades más apremiantes de la Institución y que la distribución de los recursos se realice de manera equitativa y razonable entre los diferentes Programas y Centros de Responsabilidad.






88. Se debe tener en consideración que conforme la Metodología de Administración de Proyectos aprobada por el Consejo Superior en la sesión 84-14, artículo XIV (circular 217-2014):  






“Un proyecto es un esfuerzo temporal que se lleva a cabo para crear un producto, servicio o resultado único y cuenta con objetivos claramente definidos.” (Guía del PMBOK, 6ta edición)”. (El resaltado no corresponde al original) 






Es una iniciativa innovadora que en muchos casos está vinculado a una alta inversión (construcción o ampliación de alto impacto, obras electromecánicas integrales o completas que modifiquen la estructura o la edificación, actualización de los sistemas de voz y datos de manera integral del edificio, reforzamiento estructural, sistema de detección y supresión de incendios, sistemas fotovoltaicos u otros) y que se debe desarrollar en el mediano o largo plazo, por etapas.  






89. Todas aquellas actividades de carácter operativo como contratos de servicios, arriendos ordinarios, entre otros, no se clasifican como proyectos.






90. Asimismo, todos los proyectos que se consideren para el presupuesto 2020 deben venir debidamente clasificados como prioridad A (1), B (2, 3), C (4,5) según el resultado obtenido de aplicar la matriz de categorización de los proyectos.






91. La estimación de costo de los proyectos nuevos de construcción, ampliación, o remodelación, deben respaldarse mediante una estimación de las obras o mejoras, cotización o consulta de mercado, que deberán ser incluidas dentro de las plantillas que define la metodología de administración de proyectos, según lo estipula el oficio 1062-PLA-2018 emitido por la Dirección de Planificación. El formulario por completar será definido de acuerdo con el resultado obtenido de la matriz de categorización anterior, según el siguiente detalle: 






						Tipo de Proyecto 





						Plantillas para completar 





						Archivos 





						Responsable de elaboración de Estudio 





						Estimación de costo 











						A (Tipo 1) 





						F00. Estudio de Factibilidad 
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F00-UEPPI-01-18. 





Estudio Factibilidad.





 





						Administración 





Regional 
o 





Encargado 
del 





Centro 
de 





Responsabilidad 





						El Departamento de Servicios 





Generales, orientará en los casos necesarios como obras de gran impacto. 











						B (Tipo 2 y 3) 





						F01. Viabilidad económica 
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F01-UEPPI-01-18. 





Estudio de viabilidad





 





						Administración 





Regional 
o 





Encargado 
del 





Centro 
de 





Responsabilidad 





						Las estimaciones se llevarán a cabo mediante el Obrero 





Especializado o bien 
por cotizaciones o consulta de mercado. 











						C (Tipo 4 y 





5) 





						Sin plantillas  





						 





						Administración 





Regional 
o 





Encargado 
del 





Centro 
de 





Responsabilidad 





						Las estimaciones se llevarán a cabo mediante el Obrero 





Especializado o bien 
por cotizaciones o consulta de mercado. 

















Para aquellos proyectos que sean de bajo costo y debido a su riesgo sean considerados en la categoría “A” que respondan  al cumplimiento de Recursos de Amparo, Órdenes Sanitarias, Órdenes del Ministerio de Trabajo, Ley N°7600,  no se debe completar dicha plantilla, lo que procede es que en  el “Sistema de Pre-Formulación Presupuestaria” en la Cejilla de justificaciones u observaciones se indique el número de resolución de la Sala Constitucional, número de Orden Sanitaria del Ministerio de Salud u Orden del Ministerio de Trabajo, según sea el caso. 






Para el caso de los proyectos de prioridad “B”, como se indicó, la plantilla a utilizar es la “F01. Viabilidad económica”.  Dentro de esta plantilla, dependiendo de la naturaleza del proyecto, las limitaciones de tiempo, entre otros, se pueden incluir en prosa las estimaciones de los beneficios del proyecto y en el caso de costos se deberá respaldar como se señala en la matriz, al menos una cotización, adicionando un porcentaje de inflación, con el fin contar con una estimación aproximada al momento de la ejecución del proyecto. 






Asimismo, para aquellos proyectos que conforme la categorización sean prioridad “C” no se deberá utilizar ninguna plantilla, lo que procede es una justificación en el apartado correspondiente del “Sistema de Preformulación Presupuestaria”. 






92. En lo que corresponde a la continuación de un proyecto que inició en ejercicios presupuestarios anteriores, se debe indicar el número de procedimiento de contratación y evitar de esta forma que se recorten los recursos de proyectos ya adjudicados.  Además, conforme lo dispuesto por el Consejo Superior acerca la Metodología de Administración de Proyectos, se deberá adjuntar en el “Sistema de Preformulación Presupuestaria” el Informe de Avance, como sustento técnico de la gestión, según lo estipulado en el oficio N°1062-PLA-2018 de la Dirección de Planificación. 
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93. De acuerdo al “Estudio especial sobre el cumplimiento de la normativa legal y técnica en el proceso de formulación presupuestaria del Poder Judicial”, aprobado por el Consejo Superior en la sesión Nº25-10 del 16 de marzo, 2010, artículo XLI, la Comisión de Construcciones debe elaborar y presentar un plan sobre aquellos proyectos estratégicos que considera oportuno desarrollar, el cual debe considerar como mínimo el nombre y tipo de proyecto, los costos, subpartida, artículo, prioridad, su cobertura de tiempo y las o los responsables de su ejecución. 






Este plan debe guardar concordancia con lo consignado en el Plan Estratégico Institucional y ser actualizado anualmente antes de cada proceso de formulación presupuestaria. El objetivo es dar mantenimiento continúo a la lista y jerarquía de los proyectos, constituir una base adecuada, no solo para la o el responsable de formular y presupuestar, sino también para que se disponga de fundamentos al momento de validar los presupuestos. 






94. El Consejo Superior en la sesión celebrada el 10 de diciembre del 2012, artículo XVI, conoció el informe Nº1182-63-AEE-2012 de 30 de noviembre último, de la Auditoria referente al “Estudio especial del cumplimiento de la normativa legal y técnica en el proceso de ejecución y liquidación del presupuesto institucional”, mediante el cual emitió la recomendación que literalmente dice: 






“4.11 Girar instrucciones al Departamento de Servicios Generales y a las Administraciones Regionales, para que al formular la estimación de recursos relacionados con requerimientos institucionales de construcciones y mantenimiento del periodo presupuestario correspondiente, contenidos en el Plan de Inversión de proyectos en general, según recomendación 4.4, detallen por escrito los rubros que los componen (tales como diseño, construcción, inspección, estudios de suelo, entre otras) así como los criterios utilizados para esas estimaciones, lo cual servirá de base para la determinación de las proporciones del presupuesto que se asignarán a cada proyecto y a cada zona regional, previo a la remisión del proyecto de presupuesto ante la Comisión de Construcciones.” 






Los proyectos deberán considerar la implementación de dispositivos automáticos que permitan el ahorro de la energía eléctrica, del consumo de agua y servicios telefónicos (Corte Plena, sesión N°28-2017, artículo XV).





95. Las oficinas ubicadas en los edificios de la Corte Suprema de Justicia, Organismo de Investigación Judicial y Anexos A, B, C y D del Primer Circuito Judicial de San José, deben canalizar sus necesidades en materia de mantenimiento o remodelaciones menores, a través del Departamento de Servicios Generales.
 Posteriormente el Departamento de Servicios Generales las consolida y envía a la Dirección Ejecutiva para su valoración.






Las solicitudes que deben ser canalizadas para análisis y dictamen por parte de la Comisión de Construcciones, deben ser remitidas a la Dirección Ejecutiva. Para tales fines, la Dirección Ejecutiva publicó la Circular N°125-18 el 02 de octubre, en donde se detalla el procedimiento establecido y la fecha para enviar la información. 





96. La Dirección Ejecutiva es la encargada de analizar todas las solicitudes de proyectos de ampliación, remodelación y construcción de mayor envergadura y remitirlas a la Comisión de Construcciones para su respectivo análisis y aprobación. La Comisión debe dar prioridad a los proyectos según objetivos institucionales que se pretenda lograr, determinando las necesidades más apremiantes de la Institución y que la distribución de los recursos se realice de manera equitativa y razonable.





97. Una vez aprobado el Anteproyecto de Presupuesto por la Comisión de Construcciones, se debe remitir a la Dirección de Planificación con el detalle de los requerimientos aprobados, mediante el Sistema SIGA-PJ en la oficina 9996 Construcciones.





98. El Consejo Superior en la sesión celebrada el 10 de diciembre del 2012, artículo XVI, conoció el informe Nº1182-63-AEE-2012, de la Auditoria referente al “Estudio especial del cumplimiento de la normativa legal y técnica en el proceso de ejecución y liquidación del presupuesto institucional”, mediante el cual emitió la recomendación que literalmente dice:






…“4.11 Girar instrucciones al Departamento de Servicios Generales y a las Administraciones Regionales, para que al formular la estimación de recursos relacionados con requerimientos institucionales de construcciones y mantenimiento del periodo presupuestario correspondiente, contenidos en el Plan de Inversión de proyectos en general, según recomendación 4.4, detallen por escrito los rubros que los componen (tales como diseño, construcción, inspección, estudios de suelo, entre otras) así como los criterios utilizados para esas estimaciones, lo cual servirá de base para la determinación de las proporciones del presupuesto que se asignarán a cada proyecto y a cada zona regional, previo a la remisión del proyecto de presupuesto ante la Comisión de Construcciones.”…





N. Informática






99. Para la formulación del 2020, la Dirección de Tecnología de la Información, en coordinación con la Dirección Ejecutiva ha desarrollado una herramienta tecnológica, denominada Sistema de Preformulación Presupuestaria, misma que estará habilitada para la formulación presupuestaria respectiva del área de Informática por lo cual toda gestión al respecto se debe realizar mediante dicho sistema.






100. La Dirección de Tecnología de la Información mediante Circular N°29-CDTI-2018 del 17 de setiembre, comunicó las directrices, para la solicitud de recursos tecnológicos para el presupuesto 2020. En la misma se señala que, la Dirección Ejecutiva, las Administraciones del OIJ, del Ministerio Público, la Defensa Pública, Programa 950, las Salas de la Corte y cualquier otra oficina que no esté cobijada por las unidades administrativas anteriores, deben incluir en el Sistema de Preformulación ubicado en la página de Sistemas Judiciales en la intranet (link https://intranet.poder-judicial.go.cr/index.php/sistemas-judiciales/) los requerimientos de aquellos artículos que se encuentran clasificados en el catálogo de viene como Recurso Tecnológico (Estratégico o Menor); los artículos que tengan otras categoría deben ser presupuestados directamente por las oficinas o sus administraciones conforme se disponga. Para determinar el tipo de artículo se debe consultar el Catálogo de Bienes y Servicios que se encuentra en el Sistema SIGA-PJ.





Debe incluirse una justificación amplia y suficiente que permita valorar la conveniencia de presupuestar el bien, caso contrario se eliminará el artículo del presupuesto.






Una misma oficina no debe reportar sus necesidades a más de una administración. Las administraciones del Organismo de Investigación Judicial, del Ministerio Público, de la Defensa Pública deberán instruir a sus oficinas si reportan el presupuesto a las unidades administrativas o a la administración respectiva. 






101.  Los centros de responsabilidad deben velar por que no se dupliquen los recursos tecnológicos que ya han sido asignados o que están presupuestados para el año 2019.






102. Los proyectos que involucren desarrollo de sistemas o dotación de recursos informáticos como software, hardware o desarrollo de sistemas, deben coordinarse previamente con la Dirección de Tecnología y seguir el proceso establecido por la Comisión Gerencial de Tecnología en el acta 02-08, artículo IV, en el cual dispuso que cada proyecto en materia de tecnología de información debe acompañarse con el respectivo Estudio de Factibilidad, elaborado previamente por cada Centro de Responsabilidad solicitante, con la asesoría de la persona informática de la zona. En el caso del Primer Circuito Judicial de San José (edificios centrales y anexos) y el Tercer Circuito Judicial de San José, remitirán la solicitud del estudio de factibilidad directamente a la Dirección de Tecnología de Información. Se adjunta un archivo con el formato para los estudios de factibilidad (MAPDTI-002 Estudio de Factibilidad – Documento). También debe respetarse lo dispuesto en la circular 1062-PLA-2018 en lo que respecta a recursos para proyectos específicos en el entendido de que, para proyectos informáticos debe usarse el formato indicado en estas directrices mientras que los demás recursos deben utilizar el formato F01. Viabilidad Económica propuesto por la Dirección de Planificación. 






Este estudio de factibilidad debe ser enviado a la Dirección de Tecnología para su valoración y posterior remisión por parte de la DTI a la Comisión Gerencial de Tecnología para su aprobación. Los proyectos que no han sido aprobados no podrán incluirse en presupuesto, razón por la cual este proceso debe realizarse con la suficiente antelación. 






103. La Dirección de Tecnología de Información debe aprobar las solicitudes de los artículos clasificados en el Catálogo de Bienes y Servicios del Sistema SIGA-PJ como Recurso Tecnológico (Estratégico o Menor). La Dirección de Planificación y la Dirección Ejecutiva, eliminarán de oficio los artículos de estas categorías que sean incluidos directamente en el Sistema de Formulación SIGA-PJ.






En el caso de las Administraciones Regionales se recomienda analizar las necesidades con la asesoría del personal de tecnología de la zona.  






Para llevar a cabo este proceso se sugiere tomar en consideración lo acordado por la Comisión Gerencial de Tecnologías de la Información, en la sesión Nº4-15 celebrada el 14 de agosto del 2015, artículo XIII, en cuanto a los “Criterios a Considerar en la Adquisición, Distribución y Manual de Procedimientos para el Equipo Electrónico e Informático en el Poder Judicial”, particularmente lo que se refiere a determinación de la necesidad y formulación presupuestaria.






104. Para la sustitución de equipo de cómputo, los Centros de Responsabilidad deben informar a la Dirección de Tecnología de Información el tipo de artículo (computadora, impresora, etc.), las calidades (marca, modelo, estado, antigüedad) y la distribución (a qué oficinas pertenecen los equipos y en qué cantidad). Ellos con base en la información presentada y la planificación de compras del año siguiente, valoran la necesidad de incluir los recursos para la sustitución de los equipos solicitados.






Corte Plena dispuso como medida para la contención del gasto, que el Departamento de Proveeduría y la Dirección de Tecnología de Información, deben analizar la conveniencia de implementar y mejorar los programas de mantenimiento preventivo, valorando el costo/beneficio de estas actividades, de frente al costo de reposición y vida útil de los equipos.






105. La Dirección de Tecnología de Información debe remitir a la Dirección de Planificación la hoja de Excel con todos los requerimientos, tanto propios como de las diferentes oficinas y despachos. Para tales efectos utilizará el código de oficina 9999 Área de Informática para presupuestar los Proyectos Institucionales.






Las necesidades propias y específicas de la Dirección de Tecnología de Información se deben formular en la Dirección y Secciones que la conforman. Las necesidades aquí incluidas, tal como se mencionó en el apartado C, deberán ser formuladas como proyecto, por lo cual la Dirección de Tecnología deberá remitir a la Dirección de Planificación las debidas plantillas tanto de los proyectos propios como de los proyectos formulados por las oficinas. En el caso de los proyectos continuados (proyectos que se repiten en la formulación de años anteriores), se deberá adjuntar los respectivos informes de avance, con el fin de conocer el estado en que se encuentran con fecha de corte al mes de noviembre de 2018.





106. La Dirección de Tecnología incluirá los recursos necesarios para la implementación de los proyectos a su cargo; la inclusión de los consumibles para estos recursos, en los casos en que se requiera, corresponderá a la unidad administrativa respectiva, para lo cual la Dirección de Tecnología informará lo pertinente a la unidad administrativa.






107. Las Administraciones Regionales deben considerar en su presupuesto, los recursos destinados al funcionamiento y mantenimiento de la plataforma tecnológica de sus circuitos, como, por ejemplo: micrófonos, reparación de equipos, mantenimiento de aires acondicionados, UPS del edificio, plantas eléctricas, etc. También se deben presupuestar los recursos requeridos por el personal informático regional para atender sus funciones en el circuito, incluyendo los viáticos.






108. Con respecto a las licencias de software, Corte Plena dispuso como medida para la contención del gasto, que la Dirección de Tecnología de Información debe valorar la posibilidad de intensificar el uso de software libre en todas aquellas áreas que sea posible.






Las solicitudes informáticas que se reciban serán valoradas por la Dirección de Tecnología de la Información, quien debe indicar a los Centros de Responsabilidad si los recursos fueron o no aprobados.





O. Seguridad






109. Las solicitudes en materia de seguridad deben ser remitidas al Departamento de Seguridad, mediante el Sistema de Preformulación. Para tales fines, la Dirección Ejecutiva publicó la Circular N°113-18 el 28 de setiembre, en donde se detalla el procedimiento establecido y la fecha para enviar la información.





El Departamento de Seguridad previo a remitir su presupuesto, debe verificar que las necesidades no hayan sido aprobadas para el período 2019. Las oficinas pueden consultar sobre los requerimientos aprobados para el 2019 con ese Departamento.






110. Las solicitudes que deben remitirse al Departamento de Seguridad son las siguientes:






· El mantenimiento y reparación de equipos de comunicación, marcos detectores, detectores manuales, máquinas de rayos X, circuitos cerrados de televisión, alarmas y armas de fuego.






· Compra de repuestos de equipos de comunicación, marcos detectores, detectores manuales, máquinas de rayos X, circuitos cerrados de televisión, alarmas y armas de fuego.






· Chalecos antibalas para los operativos especiales de seguridad. No incluye las necesidades del Organismo de Investigación Judicial, ni de la Defensa Pública.





· Pistolas eléctricas utilizadas por los Oficiales de Seguridad (Auxiliares de Servicios Generales). No incluye las necesidades del Organismo de Investigación Judicial.






· Munición calibre 9mm, 12mm y 38mm. No incluye las necesidades del Organismo de Investigación Judicial, Defensa Pública y de la Unidad de Adiestramiento de la Escuela Judicial.






· Armas de fuego, escopetas 12mm, y revolver 38mm. No incluye las necesidades del Organismo de Investigación Judicial, Defensa Pública y de la Unidad de Adiestramiento de la Escuela Judicial.





· Máquinas de rayos X, Marcos detectores de metal, Detectores de metales y equipo de comunicación utilizados en los puestos de seguridad.






· Circuito cerrado de televisión, sistema perimetral, sistema de control de acceso y de asistencia, sistemas de alarmas y cámaras tipo Domo.





111. La Dirección de Planificación eliminará de oficio las líneas de seguridad que se incluyan directamente en el presupuesto de las oficinas, y que no fueron gestionadas a través del Departamento de Seguridad.






112. El Departamento de Seguridad analizará los requerimientos solicitados por todos los Centros de Responsabilidad, clasificándolos por proyecto y asignando la prioridad de acuerdo con la relevancia. Posteriormente remite el presupuesto a la Dirección Ejecutiva, el cual una vez aprobado se envía a la Dirección de Planificación. Las necesidades a nivel institucional y las solicitudes que realicen las oficinas deben ser incluidas por la Dirección Ejecutiva en el Sistema SIGA-PJ, en la oficina 9998 Área de Seguridad, con la justificación respectiva y la prioridad, deberán adjuntar también los respectivos formularios de la metodología de administración de proyectos, para cada uno de los proyectos formulados dentro del presupuesto, entre otra información solicitada.






113. Se asignarán recursos para la atención de la seguridad integral de los edificios, conforme las recomendaciones que formule el Departamento de Seguridad a la Dirección Ejecutiva. Los recursos formulados deben ajustarse no sólo al monto máximo por presupuestar, sino que también a las últimas disposiciones que dicte la administración superior en materia de seguridad.






P. Salud Ocupacional 






114. El Subproceso de Salud Ocupacional de la Dirección de Gestión Humana formulará la compra de equipo ergonómico para las personas con diagnóstico médico, condiciones físicas particulares y con discapacidad. 





115. La Dirección de Tecnología de la Información se encargará de la formulación del software especializado, monitores, micrófonos y diademas telefónicas, entre otros, para las personas con diagnóstico médico, condiciones físicas particulares y con discapacidad. Estos equipos se adquirirán según solicitud y criterio técnico del Subproceso de Salud Ocupacional, por lo que esta oficina deberá estimar la cantidad y tipo de equipo que se requerirá para que, la Dirección de Tecnología de la Información lo incluya en su presupuesto, por lo tanto, no deben ser formulados por ningún otro Centro de Responsabilidad. Además, la Dirección de Tecnología de la Información deberá realizar la coordinación para la capacitación respectiva en el uso del programa y equipos informáticos.





116. En materia de salud ocupacional el Subproceso de Salud Ocupacional de la Dirección de Gestión Humana, asume la formulación de las siguientes líneas: equipos de medición de sonido, de iluminación, de gases y monitor de estrés térmico. Por lo tanto, no deben ser formulados por ningún otro Centro de Responsabilidad, excepto que sea un requerimiento específico y justificado de una oficina, para el desempeño de su labor especializada.





117. Con la asesoría y criterio técnico del personal profesional en Salud Ocupacional, los Centros de Responsabilidad deben formular dentro de su anteproyecto de presupuesto las siguientes necesidades:  






· Compra, recarga, reparación y repuestos de extintores, gabinetes contra incendio, mangueras y otros, equipos de iluminación de emergencia y similares (lámparas y balastros), megáfonos, chalecos y sistemas contra incendio, en este último caso se requiere también la asesoría del Departamento de Servicios Generales.  





· Rótulos de emergencia y cinta antideslizante.






· Equipo de seguridad ocupacional: guantes, lentes de seguridad, botas, mangas de seda fría para protección del sol, filtro solar, zapatos de seguridad, delantales, máscaras o mascarillas, gabachas, entre otros.






Para el caso del Primer Circuito Judicial de San José, los requerimientos presupuestarios antes indicados que corresponda a oficinas ubicadas en los edificios de la Corte Suprema de Justicia, Organismo de Investigación Judicial, edificios anexos A, B, C y D, deberán ser formulados por el Departamento de Servicios Generales.  





Por su parte, lo correspondiente al edificio Ofomeco a la Administración de la Defensa Pública, Torre Z a la Administración del O.I.J., oficinas del Ministerio Público del Primer Circuito Judicial de San José a su Administración y lo del edificio de los Tribunales de Justicia, Juzgado de Tránsito y juzgados que se encuentran en la periferia, deberá ser formulado por las Administraciones del Primer y Tercer Circuito Judicial de San José, según corresponda. En todos los casos, se deben considerar las necesidades de las oficinas ubicadas en inmuebles alquilados.






No se presupuestarán recursos para adquirir equipo de bomberos y de rapel, salvo que el Centro de Responsabilidad justifique la necesidad y se garantice su debida utilización. En caso de requerirse formular bienes de este tipo se debe validar su necesidad con el Subproceso de Salud Ocupacional de la Dirección de Gestión Humana.





Las dudas y consultas en relación con estas directrices serán atendidas por los profesionales en Salud Ocupacional destacados en las diferentes zonas del país.






Para la Compra de Equipo Ergonómico para Personas con un Diagnóstico Médico o Condiciones Físicas Particulares la gestión debe dirigirse al Subproceso de Salud Ocupacional de la Dirección de Gestión Humana o entregarla a los profesionales de Salud Ocupacional que laboran en los diferentes circuitos judiciales. Debe ir acompañada de un dictamen médico (epicrisis, dictamen, certificado o peritaje médico) emitido por médicos especialistas de la patología de la Caja Costarricense de Seguro Social, Instituto Nacional de Seguros, Hospital o Clínica Privada o los médicos especialistas de las Unidades de Servicio de Salud para Empleados. Se debe indicar el padecimiento o la lesión, la ubicación, las limitaciones físicas y motoras, la indicación de asignar equipo especial, así como cualquier otra recomendación pertinente. La fecha del documento médico citado no podrá exceder a tres meses con relación a la fecha de la gestión. Se deberá consultar a los profesionales de Salud Ocupacional de cada zona, el procedimiento a seguir para el trámite del equipo.






Las solicitudes que cumplan con los requisitos serán remitidas al Subproceso de Salud Ocupacional, para que emita la recomendación correspondiente en cuanto al equipo ergonómico que se debe asignar a la persona servidora judicial. 






El Subproceso de Salud Ocupacional tramita la compra del equipo según presupuesto institucional. Cuando el equipo ingresa al Departamento de Proveeduría, se envía la lista de personas a las que se les debe asignar.






Con el propósito de presupuestar los recursos necesarios para la compra de equipo ergonómico, el Departamento de Proveeduría en coordinación con la Dirección de Gestión Humana, tomará las medidas del caso para incluir estos recursos en el presupuesto.






Los Centros de Responsabilidad podrán presupuestar los recursos que se requieran para facilitar el acceso a las personas que presenten algún tipo de condición especial, con excepción de los proyectos en materia de infraestructura, los cuales deben remitirse a la Dirección Ejecutiva.






118. Los Centros de Responsabilidad podrán incluir en sus presupuestos los recursos para la compra de equipo ergonómico de manera preventiva para mejorar las condiciones de los puestos de trabajo, para lo cual deberán contar con el estudio técnico de los profesionales en Salud Ocupacional.





119. La Dirección de Gestión Humana formulará para las Unidades de Servicio de Salud para Empleados los siguientes requerimientos:






· Todo tipo de mobiliario y equipo médico para uso de las brigadas de emergencias, tales como: botiquines, cuellos ortopédicos, tapones, mascarillas, cinturones lumbares, resucitador manual, equipo para toma de presión, chalecos, estetoscopio, kit de férulas para inmovilizar, férulas de espalda, entre otros.





· Para el equipamiento de los botiquines se van a considerar únicamente los siguientes insumos: vendas, gasas, alcohol en gel, esparadrapo, guantes desechables, tijeras, baja lengua, pañuelos triangulares, bolsa plástica, curitas y termómetro, entre otros.





· Otros insumos propios para el trabajo de las brigadas, no considerados en este apartado, pero necesarios para el buen desempeño y ampliamente justificados.





120. Con la asesoría y criterio técnico del personal profesional en medicina de trabajo de las Unidades de Servicio de Salud para Empleados, los Centros de Responsabilidad deben formular dentro de su anteproyecto de presupuesto las siguientes necesidades:





· Mobiliario y equipo para atender a las personas usuarias (externas e internas), en cuanto a servicios de apoyo y ayudas técnicas, como sillas de ruedas, muletas, camillas, andaderas, entre otros, en atención a la Ley N°7600 y a los programas de atención de emergencias.






· Adquisición de vacunas que serán empleadas en las diferentes oficinas que cuenten con clases de puesto de riesgo (personas custodias, algunas clases de puesto de servicios generales), ya sea para actualización de esquemas de vacunación o campañas internas.





Q. Creación de Plazas 2020





121. En lo que respecta a la creación de plazas, la Corte Plena aprobó que no se crearán plazas nuevas, salvo las correspondientes a la implementación de nuevas leyes, debidamente aprobadas por la Asamblea Legislativa, o bien cuenten con un estudio técnico de la Dirección de Planificación, sujeto a la disponibilidad de contenido presupuestario.  Lo anterior con fundamente en lo dispuesto por Corte Plena en sesiones N°27-2017 de 21 de agosto de 2017, artículo XVI, N°28-2017 de 28 de agosto de 2017, artículo XV y N°29-2017 de 4 setiembre de 2017, artículo XVI, donde aprobó una serie de medidas de contención del gasto en el Poder Judicial, producto de la grave situación fiscal que enfrenta Costa Rica.






122. La Dirección de Planificación estudiará las estructuras administrativas de los diferentes programas para determinar si desarrollan labores duplicadas o paralelas y redistribuir el recurso.





123. La Dirección de Planificación se abocará a realizar estudios donde potenciará la reorganización y el rediseño de los procesos para estandarizarlos.   En los estudios de reorganización, implementará modelos eficientes, que faciliten la toma de decisiones; lejos de contemplar la creación de nuevas plazas, se harán propuestas con las existentes y se identificarán los recursos ociosos para trasladarlos a áreas de trabajo donde se requieran. De igual manera, el personal de los despachos propiciará nuevas formas de organización y buenas prácticas de gestión.






R. Plan Anual Operativo (PAO) 2020





124.  Para el anteproyecto de presupuesto 2020, se deberá elaborar los Planes Anuales Operativos (PAOs) 2020, en lugar de la Programación Anual de Objetivos y Metas (PAOM). Los PAOs deberán ser formulados por medio del Sistema de Formulación y Seguimiento de PAO por cada oficina. 





125. Para la elaboración y entrega de los Planes Anuales Operativos para el periodo 2020 en el Sistema PAO, se deberán acatar las directrices que emitirá la Dirección de Planificación, mediante circular. De esta manera, el Sistema PAO se habilitará hasta el momento en que se haga la divulgación de la circular supra. 





126. Los programas 928 Organismo de Investigación Judicial, 929 Ministerio Público, 930 Defensa Pública y 950 Servicio de Atención y Protección de Víctimas y Testigos, deben presentar la información en la fórmula que para los efectos solicita el Ministerio de Hacienda, denominada “Información General del Programa” la cual se adjunta. 











[image: image13.emf]Fórmula 7  -Información General del Programa-.xlsx












127. A cada Centro de Responsabilidad le corresponde el control de los Planes Anuales Operativos de las oficinas a su cargo.  Cualquier otro órgano de control del Poder Judicial puede también tener acceso a esa información.






128. Para realizar consultas con respecto a las directrices técnicas relacionadas con el anteproyecto de presupuesto 2020, pueden dirigirse al Subproceso Formulación de Presupuesto y Portafolio de Proyectos Institucionales, a las extensiones 01-4377, 01-4378 y 01-4380.






129. En lo que respecta a las consultas sobre Plan Anual Operativo (PAO), diríjase al Subproceso de Planificación Estratégica de la Dirección de Planificación, a las extensiones 01-4457 y 01-3462. 
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Directrices Técnicas para la Formulación del 







Anteproyecto de Presupuesto 2020























� Acuerdo de Corte Plena tomado en la sesión del 06 de mayo de 1989, art. VII. 







� Con las justificaciones de los diferentes rubros y proyectos que se están solicitando, lo cual debe estar bien detallado a efecto de que se agilice la labor de análisis presupuestario.







� Acuerdo de Corte Plena, tomado en sesión Nº 30-05 del 03 de octubre de 2005, artículo IV.







� Según recomendación de la Auditoria Judicial, informe 1323-119-AEE-2011.







� Por recomendación de la Auditoria Judicial en su informe 1323-119-AEE-2011 se resalta que se trata de un proceso participativo.







� Acuerdo de Corte Plena de sesión Nº16-09 del 11 de mayo de 2009, art. XXI, punto Nº46.







� Acuerdo de Corte Plena de sesión Nº16-09 del 11 de mayo de 2009, art. XXI, punto Nº22.







� Conforme a la Circular Nº16-2015 del Departamento de Proveeduría, en el mes de enero de cada año este departamento comunicará el monto correspondiente al 25% del salario base de un Auxiliar Administrativo del Poder Judicial, que se utilizará para el registro de Enciclopedias, Libros y Revistas Especializadas.







� Acuerdo de Corte Plena, tomado en sesión Nº16-09 del 11 de mayo de 2009, art. XXI, punto N°35.







� Acuerdo de Corte Plena, sesión Nº 16-09 del 11 de mayo de 2009, art. XXI, punto Nº 22. 







� Acuerdo del Consejo Superior, sesión Nº 03-08 Reunión de Trabajo de Presupuesto 2008, artículo VII.







� Conforme los lineamientos establecidos por el Consejo Superior.







� Acuerdo del Consejo Superior, sesión Nº03, Reunión de Trabajo de Presupuesto 2008, art. VII.







� Acuerdo del Consejo Superior, sesión Nº16, Reunión de Trabajo de Presupuesto 2008, art. VII.







� Acuerdo de Corte Plena, sesión Nº16-09 del 11 de mayo de 2009, art. XXI, punto Nº30. Además, de acuerdo con lo que vieron en su momento en la Comisión de Construcciones San Joaquín de Flores, está catalogada como zona de excepción para la dotación de aires por su condición climática







� Acuerdo del Consejo Superior, tomado en sesión Nº16 Reunión de Trabajo de Presupuesto 2008, art. VII.







�  Acuerdo del Consejo Superior, tomado en sesión Nº79-08 del 21 de octubre de 2008, art. LX.







� Los proyectos de mantenimiento, remodelación o construcción relacionados con los edificios de Tribunales de Justicia y Defensa Pública deben ser solicitados por cada Administración según corresponda.







�	 Acuerdo de Corte Plena, tomado en sesión N°16-09, del 11 de mayo de 2009, artículo XXI, punto N°41.







�	 Acuerdo de Corte Plena, sesión N°16-09, del 11 de mayo de 2009, artículo XXI, punto N°39. 
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A continuación se brindan las especificaciones técnicas básicas de los 
equipos de ahorro en consumo de agua y energía eléctrica, para el uso 
común en las edificaciones del Poder Judicial. Los proyectos se deben 
de analizar con las características propias de cada uno de los trabajos 
requeridos, por lo que cabe indicar que este documento no es un manual 
de compras, si no la sugerencia a tomar en consideración para los 
trabajos donde se puedan integrar dispositivos de ahorro. 







Aspectos a considerar:







●	 Se recomienda que el proveedor realice una visita previa en la que 
considere todos los aspectos requeridos.







●	 En caso de que el oferente brinde dispositivos de ahorro, los cuales 
indique de que son superiores, se deben comparar con la ficha 
técnica que se plasma en este catálogo.







●	 El responsable del proyecto debe adicionar las condiciones 
especiales de cada instalación.







●	 El responsable del buen funcionamiento de los dispositivos será el 
Proveedor Adjudicado.







●	 Se debe considerar el sistema de agua potable de cada edificio, para 
corroborar que la presión existente es la adecuada y asegurarse del 
buen funcionamiento de los equipos







●	 En el caso de los dispositivos de iluminación, se debe de cumplir 
con la normativa nacional vigente en cuanto a la iluminancia sobre 
los puestos de trabajo según el tipo de tarea o actividad, salvo casos 
con condiciones particulares (personas con recomendaciones 
médicas), donde se puede solicitar asesoría al Subproceso de Salud 
Ocupacional de la Dirección de Gestión Humana.







●	 En el caso de los sistemas de aire acondicionado, se recomienda en 
primera instancia solicitar al Subproceso de Salud Ocupacional un 
estudio Termohigrométrico para diagnosticar la problemática y luego 
solicitar a la Sección de Arquitectura e Ingeniería del Departamento de 
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Servicios Generales su intervención para establecer la alternativa de 
control, que en caso de que sea un aire acondicionado se deberá valorar 
el sistema eléctrico para determinar si existe la capacidad para soportar 
la instalación de dicho equipo. Aunado a la adquisición de los sistemas 
de aire acondicionado, se debe respetar las normas de formulación 
y ejecución presupuestaria y seguir las pautas técnicas que según la 
zona donde se encuentre ubicada la edificación, se deben considerar 
en acompañamiento del Departamento de Servicios Generales.







●	 Los dispositivos y equipos que deban ser desechados ya sea por 
reemplazo o por haber alcanzado su vida útil, así como cualquier 
otro residuo generado por el mantenimiento periódico de los mismos 
(por ejemplo baterías de las cacheras con sensor, balastros de las 
luminarias), deben ser entregados a una empresa debidamente 
registrada ante el Ministerio de Salud como gestor de autorizado 
de residuos. La lista de empresas autorizadas se puede consultar 
en la siguiente dirección web: https://www.ministeriodesalud.go.cr/
index.php/informacion/gestores-de-residuos-ms. El responsable 
del proyecto debe solicitar a la empresa a la cual se le entrega 
los residuos generados, un certificado de manejo y disposición 
de los residuos. Este certificado se debe solicitar cada vez que se 
hace una entrega de residuos y el mismo debe ser debidamente 
resguardado y archivado para cualquier consulta posterior por parte 
de la Comisión de Gestión Ambiental Institucional. 







●	 Los equipos deben contar con un respaldo de fábrica a nivel 
nacional.







●	 Asegurar un stock de repuestos de 10 años.







●	 El equipo debe contar como mínimo con 2 años de Garantía.







●	 Toda instalación eléctrica debe cumplir a cabalidad con el Código 
Eléctrico Nacional.
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ESPECIFICACIONES TÉCNICAS







1- Cachera con sensor:







Imagen de referencia







1.1	 Cachera con sensor, a batería con operación de agua templada, 
caliente, fría.







1.2	 Utilizable con 4 baterías alcalinas AA (debe de incluir las 
baterías).







1.3	 Con un rango de sensor nominal de: 102-178 mm.







1.4	 Índice de flujo, salida 0.5 gpm de flujo máximo, medidas 160 
mm x 25,4 mm de perforación.







1.5	 La cachera debe de contar con un kit aireador que pueda ser 
reemplazable.







1.6	 El mando de control debe de estar dentro de una caja plástica 
sellada, contra la intemperie.







1.7	 La cachera debe de contar todos los accesorios reemplazables 
para su correcto funcionamiento.
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1.8	 Debe ser igual o superior al modelo SF-2350, de la marca 
Sloan.







Nota: De acuerdo a la Norma INTE 03-01-11-15  Accesibilidad de las 
personas al medio físico, en una batería de servicios sanitarios, al 
menos deberá existir un lavatorio con una cachera de palanca.







Monto de referencia de la cachera: ¢ 150.000ºº
Monto de referencia de la aireador: ¢ 4.500ºº
Monto de referencia de limitadores para piletas de aseo: ¢ 6.500ºº



























7







2- Cachera PushBotton:







Imagen de referencia







2.1.	 Grifo con entrada vertical de agua y con accionamiento manual, 
cierre automático y temporizado.







2.2.	 Flujo de 0,5gpm.







2.3.	 Tiempo de ciclo no mayor a 7 segundos.







2.4.	 Presión de funcionamiento del grifo de 100 a 400 kPa.







2.5.	 Temperatura máxima de 40°C.







2.6.	 Acabado cromado y de alta resistencia.







2.7.	 Rosca de toma de agua del grifo tiene que ser de 12mm.







2.8.	 Con Kit Aireador intercambiable de 1.8 gpm.







2.9.	 El sistema hidromecánico debe funcionar con una leve presión 
manual.







2.10.	El sistema de pistón debe ser libre de mantenimiento.
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2.11.	El aireador del grifo debe contar con un sistema antirrobo 
incorporado.







2.12.	El pistón debe contar con un filtro que evite la obstrucción.







2.13.	Vida útil igual o superior a 300 000 usos.







2.14.	Debe ser igual o superior a la marca Sloan.







Nota: De acuerdo a la Norma INTE 03-01-11-15  Accesibilidad de las 
personas al medio físico, en una batería de servicios sanitarios, al 
menos deberá existir un lavatorio con una cachera de palanca.







Monto de referencia: ¢ 75 000
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3- Mingitorio Water free:







Imagen de referencia







3.1.	 Dimensiones: 391 mm. x 575 mm. x 356 mm.







3.2.	 Distancia del centro de desagüe a piso para su instalación: 
432mm.







3.3.	 Tubería de desagüe: 50.8mm.







3.4.	 Peso: 15.8 kg







3.5.	 El mingitorio de cerámica vitrificada, color blanco.







3.6.	 100% libre de agua.







3.7.	 Con filtro de fácil instalación que incluya los elementos 
necesarios para su instalación y desinstalación. El filtro 
debe de actuar como sifón y retener los sedimentos de 
la orina, con el fin de evitar obstrucciones en la tubería 
de desagüe.
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3.8.	 El filtro debe contar con un aceite biodegradable el cual funcione 
como un sello mecánico para malos olores.







3.9.	 El filtro debe tener una vida útil de 7000 usos.







3.10.	La loza debe tener una garantía de 10 años.







3.11.	Cumplir con las siguientes normas: ASME/ANSI A112.19.19, 
ASIZ124.9 , ANSI A117.1.







3.12.	Aprobado y certificado por UPC (Uniform Pluming Code), 
IPC (International Pluming Code), NSPC (National Standard 
Plumbing Code).







3.13.	No debe utilizar sistemas de membranas o sistemas de bola 
flotador.







3.14.	El filtro no debe de tener partes móviles.







3.15.	Debe ser igual o superior al modelo F-4000, de la marca 
Salvagua.







Nota: De acuerdo a la Norma INTE 03-01-11-15 Accesibilidad de las 
personas al medio físico, los mingitorios deberán estar ubicados entre 
38 y 50 cm del nivel de piso terminado a la base inferior del mingitorio. 
Preferiblemente deberán colocar mingitorios a nivel de piso.







Monto de referencia del mingitorio: ¢200.000ºº
Monto de referencia del cartucho: ¢20.000ºº
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4- Inodoro de ahorro en consumo de agua:







Imagen de referencia







4.1.	 Para la instalación del inodoro se debe contar con la distancia 
del centro de desagüe a piso terminado: 305mm.







4.2.	 Inodoro de alta eficiencia y con un consumo de 0.8 galones por 
minuto, con descarga al piso.







4.3.	 Diseño con taza enlongada y tanque.







4.4.	 Inodoro de cerámica vitrificada, color blanco.







4.5.	 Con sistema de botón cromado sobre la tapa para la descarga.







4.6.	 La descarga debe ser silenciosa.







4.7.	 No debe requerir alta presión de agua a la entrada del inodoro.







4.8.	 Sifón interno esmaltado de 51mm.
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4.9.	 Amplio espejo de agua de 203mm x 152 mm.







4.10.	Altura indicada segun la ley 7600.







4.11.	La descarga debe ser asistida por un vacío creado por el 
llenado.







4.12.	El inodoro debe de cumplir con las normas: ASME A112.19.2 
CSA B45.1







4.13.	Certificado por: Water Sense de EPA (Enviromental Protectión 
Agency, USA) Catalogado UHET ) Ultra High Efficiency Toilet).







4.14.	Debe ser igual o superior a la marca Salvagua.







Nota: De acuerdo a la Norma INTE 03-01-11-15 Accesibilidad de 
las personas al medio físico, los servicios sanitarios deberán estar 
ubicados a no menos de 42 cm desde el nivel de piso terminado. 
Además los servicios sanitarios preferiblemente deberán ser de 
palanca o con descarga automática. 







Monto de referencia: ¢150.000ºº
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5- Luminarias LED tipo panel y de empotrar:







Imagen de referencia







5.1.	 Las luminarias de 6000° K.







5.2.	 Color blanco.







5.3.	 Corte de empotramiento.







5.4.	 Las luminarias para oficina tipo panel para empotrar en cielos 
en “T” invertida.







5.5.	 Dimensiones y flujo luminoso:
	 • De 609.6mm x 609.6mm x 10mm de 4192 lm, 40W.
	 • De 1219.2mm x 609.6mm x 10mm de 6204 lm, 65W.







5.6.	 Contar con Drivers dimerizable de 0-10V, multivoltaje120V- 
277Vac.







5.7.	 Opcional Driver de emergencia para 20W 90min.







5.8.	 Con un Índice de Reproducción Cromática (CRI), como mínimo 
de 80.
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5.8.	 Vida útil como mínimo de 50 000 horas.







5.9.	 Contar con 150° de ángulo de apertura lumínica.







5.10.	Certificación UL Listed.







5.11.	Garantía mínima de 3 años.







5.12.	Igual o superior a la marca GLS modelo panel led-T-2x4-
36L860-MV-UL ó panel led-T-2x2-41L860-MV-UL.







Monto de referencia:
De 609.6mm x 609.6mm x 10mm de 4192 lm, 40W: ¢50.000ºº







De 1219.2mm x 609.6mm x 10mm de 6204 lm, 65W: ¢85.000ºº
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6- Luminaria LED para Sótanos y lugares húmedos:







Imagen de referencia







6.1.	 Color 4000° K ó 5000°K.







6.2.	 Difusor acrílico lechoso HSF.







6.3.	 De parche.







6.4.	 Las luminarias para oficina tipo panel para empotrar en cielos 
en “T” invertida.







6.5.	 Dimensiones y flujo luminoso:
	 • De 609mm desde 2500 lm hasta 4500 lm dependiendo 







 su uso.
	 • De 1219mm desde 2500 lm hasta 33000 lm dependiendo  







 su uso.
	 • De 2438mm desde 9000 lm hasta 17000 lm dependiendo  







 su uso.







6.6.	 Contar con Drivers dimerizable de 0-10V, multivoltaje 120V- 
277Vac







6.7.	 Opcional Driver de emergencia 700 lm.
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6.8.	 Opcional Sensor de movimiento incorporado.







6.9.	 Con un Índice de Reproducción Cromática (CRI) como mínimo 
de 80.







6.10.	Vida útil como mínimo de 30 000 horas.







6.11.	Contar con 150° de ángulo de apertura lumínica.







6.12.	Los equipos deben contar con un respaldo de fábrica a nivel 
nacional.







6.13.	Igual o superior a la marca GLS modelo WP LED-48-85L850-
4LD-MV 







6.14.	Certificación UL.







Monto de referencia de la lámpara de 609mm: ¢70.000ºº
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7- Tubo LED:







Imagen de referencia







7.1.	 Ajustarse a las dimensiones de las lámparas de 1219 mm. x 
609 mm.







7.2.	 Consumo de potencia de 18W, multivoltaje 100-277Vac y un 
flujo luminoso de 2400 lumen.







7.3.	 Color 6400° K, con una vida útil como mínimo de 35000 horas.







7.4.	 Con un Índice de Reproducción Cromática (CRI) como mínimo 
de 80.







7.5.	 Contar con driver interno.







7.6.	 Certificación UL Listed.







7.7.	 Asegurar un stock de repuestos 10 años.







7.8.	 Igual o superior al modelo LEDSMD de la marca ILUKON.







Monto de referencia: ¢ 8.500ºº
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8- Aires Acondicionado:







Imagen de referencia







8.1.	 Componentes: condensador, evaporador (debe contar con 
pantalla indicadora de temperatura), filtros lavables, control 
remoto, y bomba de drenaje.







8.2.	 Las tuberías de cobre deben contar con un aislamiento de 
cañuela completa (sin pegas a los costados), y dos capas de 
pintura impermeabilizante y en lugares a la intemperie deben 
contar con cañuela completa, una capa de manta y dos capas 
de pintura impermeabilizante.







8.3.	 El condensador del equipo debe de instalarse sobre una base 
metálica sujeta al equipo por medio de tornillos, arandelas de 
seguridad y tuercas, así mismo esta base debe estar firmemente 
sujeta a la superficie que indique el profesional responsable 
(estructura metálica, concreto, etc).







8.4.	 La instalación eléctrica debe cumplir a cabalidad con el Código 
Eléctrico Nacional.







8.5.	 Alimentación 220 Vac, una eficiencia SEER 18, capacidad, 9 
000BTU/Hr y hasta 60 000BTU/Hr, refrigerante tipo R410.
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8.6.	 Diseño estéticamente aceptable. Incluir en la oferta fotografía 
de la unidad para su valoración.







8.7.	 Certificación: ECA, A.R.I, U.L, I.S.O. 9001.







8.8.	 Los equipos mecánicos sin producción de ruidos o vibraciones.







8.9.	 Asegurar un stock de repuestos 10 años.







8.10.	Garantía mínima de 2 años con visitas trimestrales de 
mantenimiento.







8.11.	La empresa oferente debe de estar incluido dentro del listado 
de autorizados del Ministerio de Ambiente y Energía y el Ente 
Costarricense de Acreeditación.







Monto de referencia: Suministro e Instalación según capacidad y 
ubicación, ejemplo a/c de 24 000 BTU ¢1,600.000ºº
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9- Sensor de movimiento:







Imagen de referencia







9.1.	 Sensor de movimiento para techo 







9.2.	 Multivoltaje 100 / 277 voltios, frecuencia de 60Hz







9.3.	 Angulo de detección 360°







9.4.	 Altura de instalación: 2.5 m – 3.5 m







9.5.	 Distancia de detección: 6 a 8 m (diámetro máximo ajustable a 3 
metros de altura) 







9.6.	 Rango de detección: 360º 







9.7.	 Luz ambiental operación: 10LUX-2000LUX 







9.8.	 Tiempo de activación: 10+/-3seg







9.9.	 Velocidad de detección: 0.6 - 1.5m/s 







9.10.	Temperatura de trabajo: -10ºC a +40ºC 







9.11.	Color: Blanco 







9.12.	Certificación “NON” y “ANCE”







Monto de referencia: ¢ 40.000ºº
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							PERFIL DE LA INICIATIVA DE PROYECTO
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							Nombre del solicitante:
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							I. IDENTIFICACIÓN DEL PROBLEMA O/Y OPORTUNIDADES DE MEJORA



























							1. Descripción de la necesidad, oportunidad de mejora o problema 













							






Se debe definir claramente cuál es el problema o la oportunidad de mejora.




















							2. Identificación de las causas













							






Indique las causas que dan origen al problema u oportunidad.













Elementos a considerar en la descripción del problema u oportunidad:  






· Elementos que dieron origen al problema u oportunidad, tales como, recurso humano, procesos, tecnológicos, otros.






· Impacto del problema u oportunidad (financiero, cultural, estructural, operacional).






· Plazo en que se espera resolver el problema o desarrollar la oportunidad.






 


































							II. IDENTIFICACIÓN DE LAS ALTERNATIVAS DE SOLUCIÓN 



























							1. Alternativas propuestas para solucionar el problema y/o oportunidad. 













							






							






							Nombre






							Descripción






							Costo estimado













							Opción 1:






							






							No hacer nada






							.













							Opción 2:






							






							Hacer el mínimo trabajo posible para abordar el problema o la oportunidad






							













							Opción 3:






							






							Hacer más que el mínimo trabajo posible para abordar el problema o la oportunidad






							


































Menciones las opciones que se tienen para solventar el problema o aprovechar la oportunidad.













Dentro del costo estimado, en el caso de las adquisiciones se deberá adjuntar al menos una cotización.






En el caso de los proyectos constructivos, se debe incluir el estudio de mercado, según el formulario definido por la Dirección Ejecutiva para tal fin, considerando las circulares de la Secretaría General de la Corte:






· 096-17. Lineamientos para el proceso previo a la solicitud de trámites de compra.






· 112-18. Estandarización de procedimientos a seguir en trámites para el incremento anual de alquileres, revisión de precios, incremento de área y contracciones de nuevos arrendamientos


































							III. PLANTEAMIENTO DE LA ALTERNATIVA COMO PROYECTO 



























							1. Planteamiento inicial del proyecto:













							Describa brevemente en qué consiste la alternativa seleccionada y el porqué de la selección.













							2. Beneficios esperados: 













							2.1 Descripción de los beneficios






							




















							2.2 Cuantificación de los beneficios:






							Indicar cuantitativamente cuál o cuáles serán los beneficios que se obtendrán una vez concluido el Proyecto y en qué plazo se espera tener estos resultados. 













							3. Inversión estimada:













							3.1 Costos de inversión






							Indique cuál es el monto estimado de inversión para el desarrollo del proyecto. Detalle brevemente los recursos que se requieren para la ejecución del mismo.













Tiene que ser fundamentado con el estudio de mercado (Circular )













							3.2 Costos de Operación






							Detalle los costos que deberá asumir la institución dentro del presupuesto ordinario para que pueda operar el proyecto una vez concluido (recurso humano, mantenimiento, otros, servicios públicos, alquileres).













							4. Tiempo estimado 













							Indique cuál es el tiempo estimado para el desarrollo del proyecto:













							5. Fuentes de Financiamiento:













							Indicar la forma en que se espera financiar el proyecto; recursos ordinarios, donaciones o cooperaciones financieras no reembolsables, o cualquier otra modalidad y el resultado de las gestiones realizadas para obtener los recursos que se requiere la ejecución del proyecto.













Indicar las subpartidas y artículos formulados dentro del Presupuesto.













							Análisis Costo -Beneficio del Proyecto:













							






1. Balance costo versus el beneficio













Incluya el análisis costo – beneficio de la propuesta de proyecto planteada




















							Implicaciones si no se ejecuta el proyecto:













							Mencione las implicaciones que se tendrían en caso de no ejecutarse el proyecto.
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							Nombre






							Rol






							Firma






							Fecha
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Inform. General del Programa






																																																								Sistema de Formulación de Presupuesto






																																																																																																																																												Formula 7




















							Información General del Programa






							PODER JUDICIAL













							Año: 																																										Instancia: 																																																																													Escenario: 









































														PROGRAMA:













														MISIÓN:



























							PRODUCTOS:






							#																					Producto																																																																						Usuarios (as)













																												Unidad de																																																								Cantidad






																												 Medida																																																								2020														2020														2022




















																					INDICADORES DE GESTIÓN:






							#																												Tipo																																										Dimensión														Indicador













																																			Metas






																																			Línea Base 																																										2020														2021														2022																																										2023













							Fuente de Datos:






							Supuestos:






																					#														Tipo																																										Dimensión														Indicador













																																			Metas






																																			Línea Base 																																										2020														2021														2022																																										2023













																					Fuente de Datos:






																					Supuestos:
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POLÍTICAS DE DESPACHO DE BIENES













							Poder Judicial																					Consumo histórico






							Departamento de Proveeduría																					Por oficina






							Proceso de Administración de Bienes																					Por reposición






							Políticas de despacho de bienes de stock																					Por persona






							Al 11 de setiembre del 2018













							SUBPARTIDA 20101 COMBUSTIBLES Y LUBRICANTES






							D E S C R I P C I O N							CODIGO							U de medida							Consumo y políticas de los bienes de inventario






							Aceite  p/Motor							20101-18049							cuartos							Se despacha cada 5000 Kilometros por vehículo.













							SUBPARTIDA 20102 PRODUCTOS FARMACEÚTICOS Y MEDICINALES






							D E S C R I P C I O N							CODIGO							U de medida							Consumo y políticas de los bienes de inventario






							Alcohol  70°							20102-10179							Litro							Se despachan 4 litros en el pedido general, únicamente a Medicina Legal, Delegaciones y Subdelegaciones del OIJ,  80 litros al Archivo Criminal y 8 litros a Cárceles.













							SUBPARTIDA 20104 TINTAS PINTURAS Y DILUYENTES






							D E S C R I P C I O N							CODIGO							U de medida							Consumo y políticas de los bienes de inventario






							Tinta para numerador							20104-10352							Envase							Se despachará uno por oficina. 






							Tinta  para sello 30 ml.							20104-10353							Envase							Se depachrán a lo sumo 3 por oficina. 






							Toner HP Laser jet 4100							20104-10374							Unidad							Se despachará según consumo histórico, en el pedido general






							Toner P/Imp. Laser HP, 1010 / 1022 (Q2612A)							20104-19523							Unidad							Se despachará según consumo histórico, en el pedido general






							Toner P/Fax Canon L-170 (S-35)							20104-19620							Unidad							Se despachará según consumo histórico, en el pedido general






							Toner P/Fax Canon IR1023IF GPR-22							20104-20535							Unidad							Se despachará según consumo histórico, en el pedido general






							Toner p/ impresora láser T-644, parte 64418XL							20104-21015							Unidad							Se despachará según consumo histórico, en el pedido general






							Toner p/ impresora láser T-654, parte T654X11L							20104-22573							Unidad							Se despachará según consumo histórico, en el pedido general






							Toner p/ multifuncional láser X-654/X656, parte X654X11L							20104-21607							Unidad							Se despachará según consumo histórico, en el pedido general






							Toner p/ fax Canon L100							20104-23199							Unidad							Se despachará según consumo histórico, en el pedido general






							Toner HP 604dn, parte CF281A							20104-24126							Unidad							Se despachará según consumo histórico, en el pedido general






							Toner p/ impresoraMS810DN, parte 52D4H00							20104-01-23579							Unidad							Se despachará según consumo histórico, en el pedido general






							Toner p/ impresoraMS812DN, parte 52D4X00							20104-01-23580							Unidad							Se despachará según consumo histórico, en el pedido general













							SUBPARTIDA 20304 MATERIALES Y PRODUCTOS ELÉCTRICOS, TELEFÓNICOS Y DE COMPUTO






							D E S C R I P C I O N							CODIGO							U de medida							Consumo y políticas de los bienes de inventario






							Regleta plástica 							20304-12166							Unidad							Se despachará sólo para equipo nuevo o por reposición, con justificación.






							Tubo Fluorescente 40WT8							20304-12184							Unidad							Se despachará a Mantenimiento y Construcción para las oficinas de San José y a las Unidades Administrativas, según consumo histórico.






							Tubo Fluorescente 32WT8							20304-12225							Unidad							Se despachará a Mantenimiento y Construcción para las oficinas de San José y a las Unidades Administrativas, según consumo histórico.






							Balastros 2x32T8 electrónico							20304-12270							Unidad							Se despachará a Mantenimiento y Construcción para las oficinas de San José  y a las Unidades Administrativas, según consumo histórico.






							Balastros 2x40T8 electrónico							20304-12357							Unidad							Se despachará a Mantenimiento y Construcción para las oficinas de San José  y a las Unidades Administrativas, según consumo histórico.






							Balastros 4x32T8 electrónico							20304-18103							Unidad							Se despachará a Mantenimiento y Construcción para las oficinas de San José  y a las Unidades Administrativas, según consumo histórico.






							Bombillo ahorro energético							20304-18123							Unidad							Se despachará a Mantenimiento y Construcción para las oficinas de San José  y a las Unidades Administrativas, según consumo histórico.













							SUBPARTIDA 29901 ÚTILES Y MATERIALES DE OFICINA Y CÓMPUTO






							D E S C R I P C I O N							CODIGO							U de medida							Consumo y políticas de los bienes de inventario






							Engrapadora industrial							29901-14293							Unidad							Se despachará sólo para oficinas nuevas o por reposición






							Engrapadora metálica estándar							29901-14294							Unidad							Se despachará sólo para plazas nuevas o por reposición






							Fechador automático							29901-14295							Unidad							Se despachará sólo para oficinas nuevas o por reposición, con justificación






							Numerador automático							29901-14296							Unidad							Se despachará sólo para oficinas nuevas o por reposición, con justificación






							Perforadora de un hueco							29901-14297							Unidad							Se despachará sólo para plazas nuevas o por reposición






							Perforadora de dos huecos							29901-14298							Unidad							Se despachará sólo para plazas nuevas o por reposición y a lo sumo una para 2 personas






							Perforadora de tres huecos							29901-14299							Unidad							Se despachará sólo para oficinas nuevas o por reposición a lo sumo una por oficina






							Recibidor automático metálico							29901-14300							Unidad							Se despachará sólo para oficinas nuevas o por reposición, con justificación, a lo sumo uno por oficina






							Sacagrapas metálico							29901-14302							Unidad							Se despachará sólo para plazas nuevas o por reposición






							Tijera 							29901-14303							Unidad							Se despachará sólo para plazas nuevas, una cada 2 personas o por reposición






							Bolsa de ligas, N-18							29901-14304							Bolsa ½ Kg							Se despachará en el pedido general únicamente a correo interno y las Administraciones Regionales, según consumo histórico.






							Bolsa de ligas, N-33							29901-14305							Bolsa ½ Kg							Se despachará en el pedido general únicamente a correo interno y las Administraciones Regionales, según consumo histórico.






							Borrador  de pizarra grueso (Poligráfico)							29901-14308							Unidad							Se despacha sólo por reposición






							Cinta plástica Magic Verde							29901-14309							Unidad							Se despachará a lo sumo dos por oficina, cuando se requiera en pedido general.






							Cinta plástica engomada para empaque 							29901-14310							Unidad							Se despacharán a lo sumo 5 rollos por oficina. A las oficinas del OIJ se despacharán 24 rollos para el embalaje de las evidencias.






							Clips pequeños 							29901-14311							Caja 100us							Se despachará a lo sumo una caja cada dos personas






							Gomera							29901-14312							Envase							Se despacharán a lo sumo dos envases por oficina  y en los Juzgados una cada dos personas y Pensiones, Tránsito y Fiscalías uno por persona 






							Grapa estándar 							29901-14313							Caja 5000us							Se despacharán cuatro cajas por oficina en el pedido general.






							Grapas industriales 							29901-14314							Caja 							Dos cajas por oficina únicamente a las oficinas a las cuales les corresponda.






							Mascking Tape de 2.54cm							29901-14316							Rollo							Se despacha sólo al Complejo Forense (8 máximo), oficinas del  OIJ (6 máximo)






							Mascking Tape de 5,08 cm.							29901-14317							Rollo							Se despacha sólo al Complejo Forense (8 máximo), oficinas del OIJ (6 máximo)






							Prensa Metal para files							29901-14318							Caja 50us							Se despachará una caja por oficina. 3 Cajas a las oficinas de Trabajo Social y Psicología 






							Rotulador Tinta Negra, grueso.							29901-14319							Unidad							Se despacharán a lo sumo 6 rotuladores por oficina y en los Juzgados de Tránsito una caja.






							Rotulador Tinta Poligraf, para pizarra.							29901-14320							Unidad							Se despachará uno por cada pizarra contra solicitud. 






							Rotulador fosforescente							29901-14321							Unidad							Se despacharán 2 unidades por oficina, y en casos especiales con justificacion 






							Almohadilla  para sellos							29901-14344							Unidad							Se despacharán dos a las oficinas nuevas o por reposición.






							Disco CD-RW 700MB Grabable, (Disco Compacto p/ quemar)							29901-14446							Caja							Se despachará según consumo histórico, en el pedido general






							Bolígrafo  tinta negra							29901-18057							Caja 12 us							Se despacharán en el pedido general, 3 unidades por persona por cuatrimestre.






							Bolígrafo  tinta roja							29901-18058							Caja 12 us							Se despachará 1 caja a las oficinas que manejen cuentas bancarias y 3 cajas a Financiero Contable. 






							Lápiz  negro							29901-18059							Caja 12us							Se despachará 1 caja por oficina, 2 cajas a Tránsito, Trabajo Social y para Oficinas Administrativas que manejan cuentas bancarias y Auditoría. 






							Disco DVD-R 8X Carátula impresa Poder Judicial 							29901-20538							Caja 25us							Se despachará según consumo histórico













							SUBPARTIDA 29902 ÚTILES Y MATERIALES MÉDICO HOSPITALARIO Y DE INVESTIGACIÓN






							D E S C R I P C I O N							CODIGO							U de medida							Consumo y políticas de los bienes de inventario






							Guantes Descartables 6.5							29902-14561							Cajas 50 pares							Se despacharán únicamente al Complejo Forense,  Médico de Empleados, según consumo histórico






							Guantes Descartables 8							29902-14684							Cajas 50 pares							Se despacharán únicamente al Complejo Forense,  Médico de Empleados, según consumo histórico






							Guantes Descartables 7							29902-14708							Cajas 50 pares							Se despacharán únicamente al Complejo Forense,  Médico de Empleados, según consumo histórico






							Guantes descartables no esterilizados L							29902-14706							Cajas 50 pares							Se despacharán únicamente al Complejo Forense, OIJ y Ministerio Público, según consumo histórico






							Guantes descartables no esterilizados M							29902-22557							Cajas 50 pares							Se despacharán únicamente al Complejo Forense, OIJ y Ministerio Público, según consumo histórico






							Guantes descartables no esterilizados S							29902-22558							Cajas 50 pares							Se despacharán únicamente al Complejo Forense, OIJ y Ministerio Público, según consumo histórico













							SUBPARTIDA 29903 PRODUCTOS DE PAPEL CARTÓN E IMPRESOS






							D E S C R I P C I O N							CODIGO							U de medida							Consumo y políticas de los bienes de inventario






							Autorización de gastos							29903-00019							UNI							Se despachará según estudio de consumos a las Administraciones Regionales en pedido general






							Tener a la orden							29903-00024							UNI							Se despachará según estudio de consumos a los Juzgado Penales y Pensiones, Tribunales y Fiscalias, en el pedido general






							Remisión de reos (100u)							29903-00028							UNI							Se despachará según estudio de consumos a los Juzgado Penales y Pensiones, Tribunales y Fiscalias,  en el pedido general






							Sobre del OIJ							29903-00039							R/100							Para uso de las oficinas del OIJ, se despachará contra consumos históricos, en los pedidos generales






							Poner en libertad (100 U)							29903-00046							UNI							Se despachará según estudio de consumos a los Juzgado Penales y Pensiones, Tribunales y Fiscalias, en el pedido general 






							Papel de oficio							29903-00074							R/1000 uni							Se despachará contra consumos históricos






							Boleta de presentación de documentos							29903-00199							B/100							Para uso de los despachos de materia de Tránsito, se despachará contra consumos históricos, en el pedido general






							Todo tipo de formularios							29903-00xxx														Se despachará según consumos históricos, dependiendo de la materia  que tramitan.






							Papel Bond Blanco 75 GR/M2 55,89 X 86,6 CM							29903-14902							R/500 u							Para uso del Departamento de Artes Gráficas, se despachará por requisición






							Cartulina Manila Amarilla 61 X 92 CM							29903-14901							R/125 u							Para uso del Departamento de Artes Gráficas, se despachará por requisición






							Cartulina Bristol amarilla							29903-14906							R/100 pli							Para uso del Departamento de Artes Gráficas, se despachará por requisición






							Cartuilina Bristol blanca							29903-14907							R/100 pli							Para uso del Departamento de Artes Gráficas, se despachará por requisición






							Archivador Cartón T. Carta 							29903-14908							Unidad							Se despacha en el pedido general y debe ser justificado






							Archivador Cartón T. Oficio							29903-14909							Unidad							Se despacha en el pedido general y debe ser justificado






							Etiqueta Adhesiva Formulario Contínuo 							29903-14913							Cajas 100us							Se despachará en el pedido general, a las UAR para que lo distribuyan a los Juzgados que así lo requieran






							Carpeta Colgante Tamaño Oficio							29903-14914							Caja 25 us							Se despacha en el pedido general y debe ser justificado






							Etiqueta Adhesiva							29903-14915							Cajas 100us							Se despachará en el pedido general, a las oficinas que así lo requieran con justificación






							Libro de Actas de 300 folios 							29903-14916							Unidad							Se entregan únicamente para sustituir los agotados o con justificación






							Libro de Actas de 100 folios 							29903-19623							Unidad							Se entregan únicamente para sustituir los agotados o con justificación






							Cinta Papel Sumadora 							29903-14918							Unidad							Se despachan a las UAR y a Financiero Contable según consumo histórico






							Libro de Caja de 500 folios							29903-14919							Unidad							Se entregan únicamente para sustituir los agotados o con justificación






							Block de Quita y Pon  3 x 3 							29903-14921							Block							Se depacharán sólo a los Magistrados






							Papel Higiénico							29903-14932							Rollo							Se despacharán en el pedido general, 4 rollos por persona por cuatrimentre






							Tiquetes para dispensador							29903-14933							Paquete 5 rollos							Se despacha en el pedido general, según consumo histórico.






							Papel Higiénico p/ Dispensador							29903-14934							Caja 6 rollos							Se despacha en el pedido general para uso del público, y donde se tengan dispensadores según consumo histórico






							Sobre de Manila  de 18 x 22.5 cms.							29903-14935							Unidad							Se despachan a lo sumo 25 unidades sólo a las oficinas administrativas, Trabajo Social, Atención a la Víctima y al Complejo Forense en el pedido general






							Sobre de Manila  de 33 x 25.5 cms							29903-14936							Unidad							Se despachan a lo sumo 25 unidades sólo a las oficinas administrativas, Trabajo Social, atención a la Víctima y al Complejo Forense en el pedido general






							Toallas Desechables							29903-14940							Paquete 2 rollos							Se despacha únicamente a los Magistrados, Dirección Ejecutiva, Laboratorios y Servicio Médico de Empleados, en el pedido general






							Papel  etiqueta 90gr. (para envolver)							29903-24039							Resma							Se despacha únicamente a juzgados en el pedido general, según consumo histórico.






							Papel etiqueta 90 gr (en rollo) 							29903-24051							Rollo							Se suministra contra pedido, únicamente a juzgados, MP  y otras oficinas que manejan evidencias.






							Contratapas							29903-15140							R/500 us							Se suministra en el pedido general a las oficinas que la requieran






							Cuaderno de 96 hojas							29903-15297							Unidad							Se despachará sólo a las oficinas de OIJ, en el pedido general y a las oficinas que lo requieran previa justificación






							Sobre  membretado mediano							29903-18054							Paquete							Se despachan 2 paquetes máximo por oficina en el pedido general y para la OCN, según consumo histórico






							Sobre  membretado grande 							29903-18055							Paquete							Se despachan 2 paquetes máximo por oficina en el pedido general y para la OCN, según consumo histórico






							File manila tamaño carta							29903-18061							Paquete 25us							Se despachará a lo sumo 1 paquete por oficina en el pedido general. A las oficinas de Trabajo Social según consumo histórico.






							Toallas para dispensador							29903-21035							Caja 6u							Se despacha en el pedido general, según consumo histórico.






							Sobre  membretado grande papel reciclado							29903-22988							Paquete							Se despachan 2 paquetes máximo por oficina en el pedido general y para la OCN, según consumo histórico sustituye al sobre membretado grande 18055













							SUBPARTIDA 29904 TEXTILES Y VESTUARIO






							D E S C R I P C I O N							CODIGO							U de medida							Consumo y políticas de los bienes de inventario






							Cordón de Nylon C/ 250 mtrs.							29904-15393							Rollo							Se depachan a lo sumo 2 rollos en el pedido general para todas las oficinas y para uso de las Salas, Juzgados (5 rollos para remesado).






							Mecate de Cabuya de  53  mts 							29904-15395							Rollo							Se depachan a lo sumo 2 rollos en el pedido general.  Para uso de las Salas,Tribunales, OIJ.  Juzgados según consumo histórico.






							Bandera Nacional CR 							29904-15397							Unidad							Se despacha contra pedido específico con justificación






							Bandera para Exteriores							29904-22399							Unidad							Se despacha contra pedido específico con justificación






							Toalla sanitaria							29904-15401							Paquete							Se despachará en el pedido general al Servicio Médico de Empleados, Cárceles y Medicina Legal según consumo histórico













							SUBPARTIDA 29905 ÚTILES Y MATERIALES DE LIMPIEZA






							D E S C R I P C I O N							CODIGO							U de medida							Consumo y políticas de los bienes de inventario






							Basurero Plástico							29905-15616							Unidad							Se despachará sólo para plazas nuevas o por reposición






							Disco para Pulir Pisos 43.18 cm. 17"							29905-15617							Unidad							Se despachará uno por oficina y con justificación






							Disco para lavar pisos							29905-15618							Unidad							Se despachará uno por oficina y con justificación






							Escoba de Fibra Sintética							29905-15619							Unidad							Se despacharán 2 us por oficina cada año (Pedido general de por medio)






							Escurridor p/estropajos							29905-15620							Unidad							Se despachará  por reposición, con justificación.






							Hisopo de Fibra Sintética							29905-15622							Unidad							Se despachará uno por oficina por cuatrimestre.






							Pala para Recoger Basura							29905-15623							Unidad							Se despachará según consumo histórico, a las oficinas que no cuentan con contrato de limpieza






							Bolsa Plástica p/Basura  61 x 76 cms.							29905-15624							Paquete 							Se despachrán 6 paquetes por oficina en el pedido general, a las oficinas que lo requieren






							Cera Líquida  p/ mosaico							29905-15628							Galon							Se despacharán 2 galones por oficina y 8 galones para el OIJ , a las oficinas que lo requieren






							Cera pasta para automóvil 							29905-15629							Lata							Se despacharán 1 lata para cada oficina que tenga vehículos






							Limpia Vidrios 							29905-15630							Envase							Se despacharán dos envases por oficina.






							Desinfectante							29905-15631							Galón							Se despacha en el pedido general, dos galones por oficina, de 6 a10 galones para delegaciones y subdelegaciones del OIJ, según área a cubrir, a las oficinas que lo requieren.






							Jabón Detergente en Polvo 							29905-15635							Bolsa							Se despachan en el pedido general, 2 bolsas a las UAR para uso de las Unidades de limpieza y a las Delegaciones y subdelegaciones del OIJ, a las oficinas que lo requieren






							Jabón Líquido  c/ perfume							29905-15636							Litro							Se despacha en el pedido general, un litro por oficina que tenga baños unipersonales y Complejo Forense,, a las oficinas que lo requieren.






							Guantes no descartables							29905-15639							Par							Se despachará un par por oficina en el pedido general, a las oficinas que lo requieren






							Champú p/ Vehículos 							29905-15664							Galón							Se despacharán 1 galón para cada oficina que tenga vehículos






							Jabón de manos liq en spray							29905-20465							Unidad							Se despacha según  consumo histórico






							Recipiente para plástico							29905-21997							Unidad							Se despacha 1 para oficinas nuevas y por reposición.






							Recipiente para papel 							29905-21893							Unidad							Se despacha 1 para oficinas nuevas y por reposición.






							Trapeador microfibra							29905-23499							Unidad Paquete							Se despacharán 4 por oficina, 1 paquete en el pedido general, a las oficinas que lo requieren






							Mecha para  limpiar pisos							29904-23500							Unidad							Se despacha en el pedido general, 2 por oficina, para las Unidades de Limpieza según consumo histórico, a las oficinas que lo requieren.













							SUBPARTIDA 29999 OTROS ÚTILES, MATERIALES Y SUMINISTROS






							D E S C R I P C I O N							CODIGO							U de medida							Consumo y políticas de los bienes de inventario






							Bolsa Plástica transparente 20 x 30.5 cms.							29999-15891							Kilogramo							Se despachará únicamente al OIJ y al Complejo forense por consumo histórico






							Bolsa Plástica transparente 35 x 51 cms.							29999-15892							Kilogramo							Se despachará únicamente al OIJ y al Complejo forense por consumo histórico






							Bolsa Plástica transparente 50 x 75 cms.							29999-15893							Kilogramo							Se despachará únicamente al OIJ y al Complejo forense por consumo histórico






							Bolsa Plástica p/Empaque 62 x 100 cms.							29999-15894							Paquete 5us							Se despacharán dos paquetes por oficina






							Bolsa Plástica p/Cadáver  1 x 2.56 mts blanca lisa.							29999-18060							Paquete 10us							Se despacha contra pedido únicamente al OIJ y al Complejo Forense, según consumo histórico






							Pila grande 1.5 voltios							29999-15897							Unidad							Se despacharán en el pedido general al OIJ y a Vigilancia y Seguridad por consumo histórico






							Pila alcalina  1.5 doble A							29999-16098							Par							Se despachan cuatro pares por oficina. Además a Grecia y OIJ por consumo histórico.






							Pila triple A							29999-18065							Par							Se despacha según  consumo histórico






							Bolsa para desecho							29999-21422							Paquete							Se despacha por consumo histórico para reciclaje.




















							SUBPARTIDA 20304 MATERIALES Y PRODUCTOS ELÉCTRICOS, TELEFÓNICOS Y DE CÓMPUTO






							Descripción							CODIGO






							Kit de mantenimiento para impresora Lexmark T644/642/640. Parte n° 40X0100							20304-03-23518							Unidad							Se despachará según consumo histórico, en el pedido general






							Kit de mantenimiento para impresora Lexmark UM Parte n° 52D0Z00							20304-03-23282							Unidad							Se despachará según consumo histórico, en el pedido general






							Kit de mantenimiento para impresora Lexmark 711-810-812 parte n° 40X8420							20304-03-23676							Unidad							Se despachará según consumo histórico, en el pedido general






							Kit de mantenimiento para impresora Lexmark X656 - T654 n° parte 40X4724							20304-03-23521							Unidad							Se despachará según consumo histórico, en el pedido general






							Kit de mantenimiento HP Laser Jet 4100							20402-01-20064							Unidad							Se despacha según  consumo histórico












































































Políticas Generales

-Todos los bienes que se excluyen del stock y se cierra el código no prodrán ser adquiridos por las UAR.

-Todos los pedidos deberán solicitarse con su respectivo código, descripción y unidad de medida; de lo contrario no se atenderán.

-Todos los bienes anteriores deben ser solicitados en el pedido general (cada 4 meses) con los parámetros de consumo indicados anteriormente; excepto el toner, el papel y los formularios de seguridad.

-Los artículos que no aparecen en el cuadro de consumo de cada oficina (hoja de excel donde se carga el pedido) deben anotarse en el espacio "OBSERVACIONES" del pedido correspondiente.  Se despacharán siempre y cuando estén presupuestados, y de acuerdo a las especificaciones del cuadro anterior.

-Las llantas y las baterías se despacharán contra pedido específico, tomando en cuenta el kilometraje del vehículo y el tiempo transcurrido desde el último despacho. Para solicitarlos deberán utilizar la fómula F-131 Solicitud de llantas y baterías

-Los pedidos deben hacerlos conforme al programa que les da la Proveeduría en excel y no podrán variar los códigos, la descripción de los bienes, la unidad de medida ni los parámetros de consumo indicados en este documento.
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							PERFIL DE LA INICIATIVA DE PROYECTO
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							Nombre del solicitante:






							













							Oficina Solicitante:






							













							Fecha de elaboración: 






							


































							I. ANÁLISIS DE LA DEMANDA DEL PROYECTO



























							1. Descripción del bien o servicio













							Insertar una descripción de los bienes o servicios que se van a obtener con el desarrollo del proyecto.













							2. Caracterización de las personas beneficiarias del proyecto













							Identificar los beneficiarios 






Indicar variables demográficas de la población que se verá beneficiada con el proyecto.




















							3. Estimación de la demanda













							Indicar la demanda esperada del proyecto.




















							4. Beneficios que se obtienen con la implementación del proyecto













							






Definir los beneficios que reciben los usuarios con el desarrollo del proyecto.


































							II. ANÁLISIS TÉCNICO DEL PROYECTO



























							1. Delimitación del tamaño del  proyecto













							






Definición del Alcances y limitaciones.













							2. Definición de la ubicación













							Indicar la zona geográfica donde se desarrollará y la cobertura que tendrá el Proyecto.













							3. Costos del proyectos













							






a. Costo de inversión del proyecto.






En el caso de los proyectos constructivos, Se debe incluir el estudio de mercado, según el formulario definido por la Dirección Ejecutiva para tal fin, considerando las circulares de la Secretaría General de la Corte:






· 096-17. Lineamientos para el proceso previo a la solicitud de trámites de compra.






· 112-18. Estandarización de procedimientos a seguir en trámites para el incremento anual de alquileres, revisión de precios, incremento de área y contracciones de nuevos arrendamientos






b. Costo de operación anual del proyecto, una vez que entra en funcionamiento



























							III. ANÁLISIS ADMINISTRATIVO DEL PROYECTO



























							1. Requerimientos administrativos para el control y ejecución del proyecto













							






a. Personal 






b. Equipo, mobiliario y materiales






c. Tecnología de información (Software, hardware).






d. Capacitación.



























							IV. ANÁLISIS DEL IMPACTO AMBIENTAL



























							1. Definición de impactos ambientales













							Identificar la normativa vigente que aplica al proyecto en materia ambiental (Agua, aire, suelo, bosque, otros). 






Enumerar los impedimentos o restricciones ambientales que impacten el proyecto.






Listar los permisos en materia ambiental que impacten el proyecto.




















							2. Medidas correctivas o compensatorias que impactan el ambiente













							Definir las medidas que pueden ser aplicables para reducir el impacto ambiental.




















							3. | Costo de medidas correctivas o compensatorias que impactan el ambiente













							Indicar el detalle de costos.



























En caso de aplicar considerar los siguientes aspectos:













							V. ANÁLISIS LEGAL 



























							1. Aspectos legales vinculados al proyecto













							






a. Identificación y listado de la normativa relacionada con el proyecto.






b. Listado de impedimentos o restricciones legales que impacten el proyecto.






c. Detalle de artículos o normas que impactan en forma directa el proyecto y que se considere fundamental conocer en detalle.






d. Detalle de permisos y costos legales requeridos para ejecutar el proyecto.













e. Otros


































							VI. ANÁLISIS FINANCIERO



























							1. Análisis del costo proyecto en relación con los beneficios













							Relación costo / beneficio.


































							VII. CONCLUSIONES GENERALES DEL ESTUDIO



























							1. Conclusiones 













							













							2. Recomendaciones
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Departamento de Proveeduría
Proceso de Administración de Bienes







Directrices para la creación de nuevos códigos en el Catálogo de 
Bienes y Servicios de SIGA







1. Para la  creación de nuevos códigos en el  Catálogo de bienes y 
servicios  (C.B.S.),  se  debe  utilizar  el  formulario  adjunto 
(Solicitud  de  creación  de  códigos  en  SIGA.xls),  indicando 
toda la información requerida.







2. El formulario deberá ser enviado al correo electrónico de Roberto 
Salazar Vargas (rsalazarv@Poder-Judicial.go.cr), administrador del 
Catálogo de bienes y servicios.







3. Como respuesta a su gestión, recibirá un número de solicitud, este 
número  lo  debe  utilizar  para  las  consultas  realizadas  al 
Departamento del Proveeduría, respecto a la creación del código.







4. El tiempo definido para la creación de códigos, será de cinco (5) 
días  hábiles  máximo  a  partir  de  la  recepción  del  formato 
establecido (Solicitud de creación de códigos en SIGA.xls).







5. Antes de solicitar un nuevo código, se debe verificar que este no 
exista en el C.B.S. del sistema SIGA. Para una mejor búsqueda en 
el catálogo se pueden utilizar sinónimos, como por ejemplo el caso 
del artículo lámpara que podría buscarse también como linterna, 
de  este  modo  nos  evitamos  solicitar  la  creación  artículos 
existentes.







6. El nombre del bien o servicio, no debe indicar marca o modelo que 
lo límite, con excepción de los casos descritos en el punto número 
cinco (5).







7. Cuando se  deban crear  códigos  para  repuestos,  consumibles  o 
accesorios,  se debe indicar  dentro  de la misma descripción del 
bien a crear,  la marca y modelo del  equipo en el  que se va a 
utilizar.  Ejemplo:  “Toner  para  impresora  Lexmark  modelo 
T644”.







8. En el  nombre del  bien o  servicio  a  crear,  no se deben indicar 
palabras tales como: Preferiblemente, similar, igual, tipo, número 
de catálogo, etc.







9. Se  prohíbe el  uso de abreviaturas  para el  nombre del  bien,  lo 
anterior debido a que el C.B.S. es consultado por todas las oficinas 
de Poder Judicial y por los Proveedores, por lo que el nombre debe 
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Proceso de Administración de Bienes







quedar muy claro para su uso, tanto para efectos de formulación, 
como para la ejecución del presupuesto.







10. Evitar el uso de términos genéricos o muy abiertos, que dificulten 
la identificación, ubicación o uso del bien o servicio en el catálogo. 
Por ejemplo  calculadora, para la cual se debe indicar si es de 
baterías o  eléctrica y  de  este  modo  crear  diferenciación  de 
ambos bienes en el  C.B.S. (eso entre otras especificaciones del 
artículo).







11. Para determinar el precio del bien, la oficina usuaria debe hacer 
una consulta al mercado de por lo menos tres (3) cotizaciones e 
indicar en el formulario  (Solicitud de creación de códigos en 
SIGA.xls) el precio promedio del artículo. No es necesario enviar 
las cotizaciones o información solicitada.







12. El manejo de esta formula  (Solicitud de creación de códigos 
en SIGA.xls) será únicamente de forma electrónica, tanto para 
su recepción, aprobación y respuesta a la solicitud.







13. En  los  casos  que  la  solicitud  sea  desaprobada  y  devuelta  por 
alguno de los motivos antes descritos, la oficina usuaria realizará 
las  modificaciones  necesarias,  posteriormente  la  enviará 
nuevamente  a  la  Proveeduría  y  esta  tendrá  un  tiempo igual  o 
menor a dos (2) días hábiles para dar respuesta a la solicitud.







14. En todos los casos, bajo ninguna circunstancia se debe utilizar en 
formulación o en modificaciones internas o externas, códigos que 
se  encuentre  “inactivos”,  ya  que  existen  estudios  que  lo  han 
llevado a ese estado.







El  Departamento  de  Proveeduría  no  cuenta  con  criterio  técnico  para 
poder  definir  qué  es  lo  que  las  oficinas  requieren,  bajo  cuáles 
características  y  el  precio  correcto,  por  lo  cual  se  hace  un  atento 
llamado para cumplir con los lineamientos anteriormente dados. De este 
modo el Catálogo de Bienes y Servicios se convertirá en un medio útil y 
con información veraz para uso de todas las oficinas del Poder Judicial.







Se aclara que el plazo establecido de cinco días hábiles para la creación 
de códigos, no podrá ser mayor.
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Manual de uso, de la plantilla electrónica para la solicitud de nuevos códigos en SIGA 1 







Manual de uso, de la plantilla electrónica para la solicitud de 







nuevos códigos en el Catálogo de Bienes y Servicios de SIGA 
 







El siguiente manual, explica el uso de la nueva plantilla electrónica para 







la solicitud de nuevos códigos en SIGA (Solicitud de creación de 







códigos en SIGA.xls), mismo que se implementa tras la necesidad de 
mejorar la gestión y administración del Catálogo de bienes y servicios 







del Poder Judicial. 
 







El archivo que contiene la plantilla electrónica lo puede descargar de la 
siguiente dirección: 







 
http://intranet/proveeduria/Servicios/documentos.html 







 
Al abrir el archivo encontrará la siguiente pantalla: 







 







 
 







 







A continuación se expone el uso de cada casilla de la información 
requerida: 







 













http://intranet/proveeduria/Servicios/documentos.html




















Departamento de Proveeduría 







Proceso de Administración de Bienes 







Manual de uso, de la plantilla electrónica para la solicitud de nuevos códigos en SIGA 2 







1. Fecha de solicitud: se debe indicar la fecha en que se realiza la 







solicitud del nuevo código al Departamento de Proveeduría. 
 







2. Subpartida presupuestaria: en esta casilla se debe indicar la 







subpartida presupuestaria a la que pertenece el bien a crear, al colocar 
el número de subpartida (no utilice puntos, comas o guiones para 







separar los números), automáticamente aparece el nombre de la 
subpartida en la casilla inmediata de la derecha (como se muestra en la 







imagen siguiente. Nota: Para mejorar la búsqueda de la subpartida 
presupuestaria y sus familias, en la hoja 2 del archivo se encuentran 







todas las subpartidas presupuestarias dadas por el Ministerio de 
Hacienda, además puede consulta el Diccionario de imputaciones 







presupuestarias y el Clasificador por el objeto del gasto del sector 
público (ambos archivos los puede descargar en la dirección arriba 







mencionada). 
 







 
 







3. Familia presupuestaria: esta información refiere a un subgrupo 
que pertenece directamente a la subpartida presupuestaria,  identifica al 







bien o servicio dentro de una familia, esta casilla se activa al momento 
de indicar la subpartida, desplegando un combo con todas las familias 







que pertenecen a esa subpartida, tal y como lo ilustra la siguiente 
imagen. 







 







 
 







4. Nombre del bien: en este espacio se define el nombre que 
identificará al bien en el Catálogo de bienes y servicios. Ejemplo: 







“Toallas de papel para dispensador”. 
 







5. Características o especificaciones técnicas del bien: en esta 
casilla, se deben indicar aquellas características o especificaciones que 







faciliten ubicar de una forma más clara, el uso del bien o servicio y el 
ámbito donde se utilizará. Siguiendo con el ejemplo de las toallas, las 
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Manual de uso, de la plantilla electrónica para la solicitud de nuevos códigos en SIGA 3 







características serían: “para secado de manos, libre de partículas, 







manchas, agujeros, astillas de madera o cualquier otro material que 
afecte su calidad, contextura suave, no áspera al tacto, alta 







absorbencia, ancho de rollo: 20.32 cm., metraje de rollo: 243 metros, 







diámetro de rollo: 20.32 cm., embalaje: cajas de 6 unidades”. 
 







6. Precio de mercado: para este aspecto, la oficina solicitante debe 
hacer una consulta al mercado de por lo menos tres (3) cotizaciones, el 







precio promedio del artículo será el indicado en esta casilla. Las 
consultas pueden ser vía telefónica, por Internet, etc, de lo cual no 







deben enviar documentación adjunta a la solicitud, es para uso de la 
oficina solicitante. 







 
7. Unidad de medida: en esta casilla se despliega una lista de 







unidades de medida a utilizar según sea el caso. La imagen a 
continuación muestra el menú desplegado. Al respecto es importante 







que al momento de realizar la consulta al mercado, se solicite 
información como la presentación de los bienes (unidades, metros, 







litros, etc., según sea el caso), siguiendo el ejemplo de las toallas, se 







trata de la unidad de medida de: Cajas. 
 







 
 







8. Requiere garantía: se debe indicar si el artículo que se requiere 
cuenta con garantía y el plazo de la misma. Por ejemplo 12 meses. 







 
9. Patrimoniable: en esta casilla es importante que se indique si el 







artículo debe ser identificado con placa como activo del Poder Judicial, 
de acuerdo con la subpartida de compra y características del mismo.  







 
10. Vida útil: La vida útil se define según lo que establece la Ley 7092, 







del Impuesto sobre la Renta y su Reglamento. La oficina que solicita la 







compra lo debe indicar en la plantilla mediante la cual solicita la creación 
del código. 







 
11. Oficina que solicita: es la oficina usuaria que requiere la creación 







del nuevo código. 
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12. Persona que solicita: es la persona autorizada por la oficina para 







solicitar la creación del código en el sistema, con la cual en caso de 
dudas, será contactada por el personal de la Proveeduría. 







 







13. Justificación: en esta casilla se debe justificar la creación del 
nuevo código. 







 
14. Para uso exclusivo de la Proveeduría: la función de estas 







casillas es de informar a la oficina usuaria, el resulta de su gestión, ya 
sea indicando el número de código asignado o la desaprobación de la 







creación, esta última acción debidamente justificada en la casilla de 
“Motivo de desaprobación”. Este mismo espacio se usará en caso de 







que el código ya exista en el sistema. 
 







 


























Categorización






																					PODER JUDICIAL
REPÚBLICA DE COSTA RICA																																																																																				Código






																																																																																																									A01-UEPPI-01-18






																					MATRIZ DE CATEGORIZACIÓN DE PROYECTOS






																																																																																																									Versión
1













														Solicitud de cambio:														Elaborado por:														Unidad del Portafolio de Proyectos del PJ																												Aprobado por:																																			Rige a partir de:														1/1/18																																																															Tipo							%							Frecuencia							%														Valor							Evaluación							AMENAZA							OPORTUNIDAD






																					INFORMACIÓN GENERAL																																																																																																																																					Oportunidad							Políticos																					Moderado							0.40							Frecuente							0.50														0.38							MODERADO							Mejorar							Reducir






																					Oficina que propone los proyectos:																																																															Elaborado por																																																																													Clientes																					Serio							0.60							Muy Frecuente							0.80														0.57							ALTO							Compartir 							Evitar






																					Contacto:																																																															Fecha de elaboración																																																																													Proveedores																					Critico							0.95							Altamente Frecuente							0.95														0.10							EXTREMO							Aceptar							Reducir






																					TIEMPO																					COSTO																					RIESGO																					RELEVANCIA INSTITUCIONAL																					ALINEAMIENTO ESTRATÉGICO																					Puntaje total							Tipo de Proyecto														Rango							Categorización del Proyecto






														Nombre del Proyecto							Duración							Calificación							Ponderación 
(10)							Costo del proyecto							Calificación							Ponderación 
(15)							Nivel de
 Riesgo							Calificación							Ponderación 
(45)							Nivel de Impacto							Calificación							Ponderación 
(20)							Nivel de Alineamiento con el PEI							Calificación							Ponderación 
(10)






																					1 - 2 años							4							40							> 300 Mill							5							75							Muy Alto							5							225							A nivel de la Institución							4							80							Incluido en el PEI							5							50							470							TIPO 1






																					Seleccione														ERROR:#VALUE!							Seleccione														ERROR:#VALUE!							Seleccione														ERROR:#VALUE!							Seleccione														ERROR:#VALUE!							Seleccione														ERROR:#VALUE!							ERROR:#VALUE!							ERROR:#VALUE!														401 - 500							TIPO 1






																					Seleccione														ERROR:#VALUE!							Seleccione														ERROR:#VALUE!							Seleccione														ERROR:#VALUE!							Seleccione														ERROR:#VALUE!							Seleccione														ERROR:#VALUE!							ERROR:#VALUE!							ERROR:#VALUE!														301- 400							TIPO 2






																					Seleccione														ERROR:#VALUE!							Seleccione														ERROR:#VALUE!							Seleccione														ERROR:#VALUE!							Seleccione														ERROR:#VALUE!							Seleccione														ERROR:#VALUE!							ERROR:#VALUE!							ERROR:#VALUE!														201 - 300							TIPO 3






																					Seleccione														ERROR:#VALUE!							Seleccione														ERROR:#VALUE!							Seleccione														ERROR:#VALUE!							Seleccione														ERROR:#VALUE!							Seleccione														ERROR:#VALUE!							ERROR:#VALUE!							ERROR:#VALUE!														101 - 200							TIPO 4






																					Seleccione														ERROR:#VALUE!							Seleccione														ERROR:#VALUE!							Seleccione														ERROR:#VALUE!							Seleccione														ERROR:#VALUE!							Seleccione														ERROR:#VALUE!							ERROR:#VALUE!							ERROR:#VALUE!														0 - 100							TIPO 5






																					Seleccione														ERROR:#VALUE!							Seleccione														ERROR:#VALUE!							Seleccione														ERROR:#VALUE!							Seleccione														ERROR:#VALUE!							Seleccione														ERROR:#VALUE!							ERROR:#VALUE!							ERROR:#VALUE!






																					Seleccione														ERROR:#VALUE!							Seleccione														ERROR:#VALUE!							Seleccione														ERROR:#VALUE!							Seleccione														ERROR:#VALUE!							Seleccione														ERROR:#VALUE!							ERROR:#VALUE!							ERROR:#VALUE!






																					Seleccione														ERROR:#VALUE!							Seleccione														ERROR:#VALUE!							Seleccione														ERROR:#VALUE!							Seleccione														ERROR:#VALUE!							Seleccione														ERROR:#VALUE!							ERROR:#VALUE!							ERROR:#VALUE!






																					Seleccione														ERROR:#VALUE!							Seleccione														ERROR:#VALUE!							Seleccione														ERROR:#VALUE!							Seleccione														ERROR:#VALUE!							Seleccione														ERROR:#VALUE!							ERROR:#VALUE!							ERROR:#VALUE!






																					Seleccione														ERROR:#VALUE!							Seleccione														ERROR:#VALUE!							Seleccione														ERROR:#VALUE!							Seleccione														ERROR:#VALUE!							Seleccione														ERROR:#VALUE!							ERROR:#VALUE!							ERROR:#VALUE!






																					Seleccione														ERROR:#VALUE!							Seleccione														ERROR:#VALUE!							Seleccione														ERROR:#VALUE!							Seleccione														ERROR:#VALUE!							Seleccione														ERROR:#VALUE!							ERROR:#VALUE!							ERROR:#VALUE!






																					Seleccione														ERROR:#VALUE!							Seleccione														ERROR:#VALUE!							Seleccione														ERROR:#VALUE!							Seleccione														ERROR:#VALUE!							Seleccione														ERROR:#VALUE!							ERROR:#VALUE!							ERROR:#VALUE!






																					Seleccione														ERROR:#VALUE!							Seleccione														ERROR:#VALUE!							Seleccione														ERROR:#VALUE!							Seleccione														ERROR:#VALUE!							Seleccione														ERROR:#VALUE!							ERROR:#VALUE!							ERROR:#VALUE!






																					Seleccione														ERROR:#VALUE!							Seleccione														ERROR:#VALUE!							Seleccione														ERROR:#VALUE!							Seleccione														ERROR:#VALUE!							Seleccione														ERROR:#VALUE!							ERROR:#VALUE!							ERROR:#VALUE!






																					10																					15																					45																					20																					10






																					TIEMPO																					COSTO																					RIESGO																					Relevancia 																					Alineamiento Estratégico






																					Rangos							Valor														Rangos							Valor														Rangos							Valor														Rangos							Valor														Rangos							Valor






																					Seleccione							Seleccione														Seleccione							Seleccione														Seleccione							Seleccione														Seleccione							Seleccione														Seleccione							Seleccione






																					< 3 meses							1														< 20 Millones							1														Muy Bajo							1														A nivel de la Oficina							1														No contemplado Ni alineado 							1






																					3 - 6 meses							2														20 - 80 Milll							2														Bajo							2														A nivel de una Dirección o Departamento							2														No contemplado							2






																					6 m - 1 año							3														80 - 150 Mill							3														Medio							3														A nivel de un Ámbito							3														Alineado parcialmente							3






																					1 - 2 años							4														150 - 300 Mill 							4														Alto							4														A nivel de la Institución							4														Alineado con el PEI							4






																					> 2 años							5														> 300 Mill							5														Muy Alto							5														A nivel externo de la Institución							5														Incluido en el PEI							5


































image1.png






PODER
JUDICIAL

EEEmm—————
Republica de Costa Rica
















image2.png






Direccién
Planificacion

Hobojomos por ofdesarcko do a admeshocicn
"0 JUBoRa, COn PIoyEOcKon 6 NNoVacKon





























							[image: PODERJUDICIAL300x300]






							PODER JUDICIAL






REPÚBLICA DE COSTA RICA






							Código:






F00-UEPPI-01-17






							[image: ]













							






							ESTUDIO DE FACTIBILIDAD DE PROYECTO






							






							













							






							






							Versión:






1






							













							






							






							






							Página






1 de 4


































							[image: Resultado de imagen de poder judicial costa rica]






							ESTUDIOS DE FACTIBILIDAD DEL PROYECTO






							Página






4 de 4



























[bookmark: _GoBack]













ESTUDIO DE FACTIBILIDAD













< NOMBRE DEL PROYECTO>













< NOMBRE DEL DEPARTAMENTO, OFICINA O DESPACHO>













<PATROCINADOR O PROMOTOR DEL PROYECTO>













 <MES Y AÑO>













 <NÚMERO DE VERSIÓN>


































							Historial de revisiones













							Versión






							Fecha






							Principales cambios






							Aprobación













							






							






							






							













							






							






							






							


































							PERFIL DE LA INICIATIVA DE PROYECTO



























							Elaborado por:






							













							Nombre del solicitante:






							













							Oficina Solicitante:






							













							Fecha de elaboración: 






							


































							I. ANÁLISIS DE LA DEMANDA DEL PROYECTO



























							1. Descripción del bien o servicio













							Insertar una descripción de los bienes o servicios que se van a obtener con el desarrollo del proyecto.













							2. Caracterización de las personas beneficiarias del proyecto













							Identificar los beneficiarios 






Indicar variables demográficas de la población que se verá beneficiada con el proyecto.




















							3. Estimación de la demanda













							Indicar la demanda esperada del proyecto.




















							4. Beneficios que se obtienen con la implementación del proyecto













							






Definir los beneficios que reciben los usuarios con el desarrollo del proyecto.


































							II. ANÁLISIS TÉCNICO DEL PROYECTO



























							1. Delimitación del tamaño del  proyecto













							






Definición del Alcances y limitaciones.













							2. Definición de la ubicación













							Indicar la zona geográfica donde se desarrollará y la cobertura que tendrá el Proyecto.













							3. Costos del proyectos













							






a. Costo de inversión del proyecto.






b. Costo de operación anual del proyecto, una vez que entra en funcionamiento



























							III. ANÁLISIS ADMINISTRATIVO DEL PROYECTO



























							1. Requerimientos administrativos para el control y ejecución del proyecto













							






a. Personal 






b. Equipo, mobiliario y materiales






c. Tecnología de información (Software, hardware).






d. Capacitación.



























							IV. ANÁLISIS DEL IMPACTO AMBIENTAL



























							1. Definición de impactos ambientales













							Identificar la normativa vigente que aplica al proyecto en materia ambiental (Agua, aire, suelo, bosque, otros). 






Enumerar los impedimentos o restricciones ambientales que impacten el proyecto.






Listar los permisos en materia ambiental que impacten el proyecto.




















							2. Medidas correctivas o compensatorias que impactan el ambiente













							Definir las medidas que pueden ser aplicables para reducir el impacto ambiental.




















							3. | Costo de medidas correctivas o compensatorias que impactan el ambiente













							Indicar el detalle de costos.



























En caso de aplicar considerar los siguientes aspectos:













							V. ANÁLISIS LEGAL 



























							1. Aspectos legales vinculados al proyecto













							






a. Identificación y listado de la normativa relacionada con el proyecto.






b. Listado de impedimentos o restricciones legales que impacten el proyecto.






c. Detalle de artículos o normas que impactan en forma directa el proyecto y que se considere fundamental conocer en detalle.






d. Detalle de permisos y costos legales requeridos para ejecutar el proyecto.













e. Otros


































							VI. ANÁLISIS FINANCIERO



























							1. Análisis del costo proyecto en relación con los beneficios













							Relación costo / beneficio.


































							VII. CONCLUSIONES GENERALES DEL ESTUDIO



























							1. Conclusiones 













							













							2. Recomendaciones
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							ESTUDIO DE VIABILIDAD ECÓNOMICA DEL PROYECTO 






(CASO DE NEGOCIO) 






							













							Código: 






F01-UEPPI-01






							






							Página






1 de 3













							Elaborado por: 






Unidad de Portafolio de Proyectos del PJ






							Aprobado:













							Rige a partir de:






1-1-2018






							Versión:






1
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							PERFIL DE INICIATIVA DE PROYECTO






							













							Código: 






F01-UEPPI-01






							






							Página






3 de 3


































							Historial de revisiones













							Versión






							Fecha






							Principales cambios






							Aprobación













							






							






							






							













							






							






							






							



























							PERFIL DE LA INICIATIVA DE PROYECTO



























							Oficina Solicitante:






							













							Elaborado por:






							













							Nombre del solicitante:






							













							Fecha de elaboración:






							


































							I. IDENTIFICACIÓN DEL PROBLEMA O/Y OPORTUNIDADES DE MEJORA



























							1. Descripción de la necesidad, oportunidad de mejora o problema 













							






Se debe definir claramente cuál es el problema o la oportunidad de mejora.




















							2. Identificación de las causas primarias













							






Indique las causas primarias que dan origen al problema u oportunidad.













Elementos a considerar en la descripción del problema u oportunidad:  






· Elementos que dieron origen al problema u oportunidad, tales como, recurso humano, procesos, tecnológicos, otros.






· Impacto del problema u oportunidad (financiero, cultural, estructural, operacional).






· Plazo en que se espera resolver el problema o desarrollar la oportunidad.






 


































							II. IDENTIFICACIÓN DE LAS ALTERNATIVAS DE SOLUCIÓN 



























							1. Alternativas propuestas para solucionar el problema y/o oportunidad. 













							






							






							Nombre






							Descripción






							Costo estimado













							Opción 1:






							






							No hacer nada






							













							Opción 2:






							






							Hacer el mínimo trabajo posible para abordar el problema o la oportunidad






							













							Opción 3:






							






							Hacer más que el mínimo trabajo posible para abordar el problema o la oportunidad






							



























Menciones las opciones que se tienen para solventar el problema o aprovechar la oportunidad.


































							III. PLANTEAMIENTO DE LA ALTERNATIVA COMO PROYECTO 



























							1. Planteamiento inicial del proyecto:













							Describa brevemente en qué consiste la alternativa seleccionada y el porqué de la selección.













							2. Beneficios esperados: 













							2.1 Descripción de los beneficios






							




















							2.2 Cuantificación de los beneficios:






							Indicar cuantitavimente cuál o cuales serán los beneficios que se obtendrán una vez concluido el Proyecto y en que plazo se espera tener estos resultados. 













							3. Inversión estimada:













							3.1 Costos de inversión






							Indique cuál es el monto estimado de inversión para el desarrollo del proyecto. Detalle brevemente los recursos que se requieren para la ejecución del mismo.













							3.2 Costos de Operación






							Detalle los costos que deberá asumir la institución dentro del presupuesto ordinario para que pueda operar el proyecto una vez concluido (recurso humano, mantenimiento, otros, servicios públicos, alquileres).













							4. Tiempo estimado 













							Indique cuál es el tiempo estimado para el desarrollo del proyecto:













							5. Fuentes de Financiamiento:













							Indicar la forma en que se espera financiar el proyecto; recursos ordinarios, donaciones o cooperaciones financieras no reembolsables, o cualquier otra modalidad y el resultado de las gestiones realizadas para obtener los recursos que se requiere la ejecución del proyecto.













							Análisis Costo -Beneficio del Proyecto:













							






1. Balance costo versus el beneficio













Incluya el análisis costo – beneficio de la propuesta de proyecto planteada




















							Implicaciones si no se ejecuta el proyecto:













							Mencione las implicaciones que se tendrían en caso de no ejecutarse el proyecto.


































Aprobación:






							Nombre






							Rol






							Firma






							Fecha
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												CRONOGRAMA DE ACTIVIDADES 2018-2019                                                                                                                                    FORMULACIÓN DEL ANTEPROYECTO DE PRESUPUESTO 2020





												 (PLAN ANUAL OPERATIVO, PRESUPUESTO Y PROYECTOS)





												(Aprobado por el Consejo Superior, en la sesión Nº100-18 del 15 de noviembre)





												ACTIVIDAD						2018																		2019																																				RESPONSABLE





																		OCTUBRE						NOVIEMBRE						DICIEMBRE						ENERO						FEBRERO						MARZO						ABRIL						MAYO						JUNIO





												1. Remitir al Consejo Superior para su aprobación las "Directrices Técnicas para el Plan Anual Operativo, Presupuesto y Proyectos 2020", así como el respectivo Cronograma de Actividades 2018-2019. 												M07																																																Dirección de Planificación





												2. Aprobar las "Directrices Técnicas para el Plan Anual Operativo, Presupuesto y Proyectos 2020" y su respectivo Cronograma de Actividades 2018-2019.												K13																																																Consejo Superior





												3. Emitir circular informativa sobre el inicio del proceso de elaboración del Plan Anual Operativo, Presupuesto y Proyectos 2020 (Incluye publicación en la Intranet).												M14																																																Dirección de Planificación





												4. Iniciar la Formulación Presupuestaria 2020 en el Sistema SIGA-PJ.												M14																																																Encargados de Programa, Consejos de Administración   y demás Centros de Responsabilidad.





												5. Realizar una campaña de divulgación de las Directrices de Formulación Presupuestaria 2020.												M14																																																Dirección de Planificación y Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional





												6. Remitir a la Dirección de Planificación el Plan Anual Operativo, Anteproyecto de Presupuesto y en los casos que corresponda los Estudios de Factibilidad y Perfiles de Proyectos para 2020.																		V07																																										Comisiones Institucionales y Áreas (Construcciones, Vehículos, Informática y Seguridad)





																														M19																																										Programas (OIJ, Ministerio Público, Defensa Pública y Atención y Protección  Víctimas y Testigos), Dirección Ejecutiva (Departamentos, Administraciones Regionales, y oficinas adscritas), y demás Centros de Responsabilidad que remiten su presupuesto directamente a la Dirección de Planificación





												7. Analizar las necesidades de plazas según política aprobada por Corte Plena,  Planes Anuales Operativos, Estudios de Factibilidad, Perfiles de Proyectos  y Presupuestos formulados para el 2020.												J01-V30						L03-V21						L07-J31						V01-J28						V01-V29						L01-V12																		Dirección de Planificación





												8. Conocer y aprobar los Informes de Plazas, Planes Anuales Operativos, Proyectos y Presupuestos para el 2020.																														M20*-M27						M06-M13-M20-M27						M03-M10-M24





pmena: El 17 de abril es Mércoles Santo por esa razón no se habilita esa fecha para Sesión.
																		Consejo Superior





												9. Plantear reconsideraciones a los acuerdos relacionados con Informes de Plazas, Planes Anuales Operativos, Proyectos y Presupuestos para el 2020.																														K26-J28						V01-V29						L01-K30																		Centros de Responsabilidad





												10. Resolver y dar respuesta a las reconsideraciones presentadas a los acuerdos relacionados con Informes de plazas, Planes Anuales Operativos, Proyectos y Presupuestos 2020.																																				M27						M3-M10-M24						V03												Consejo Superior





												11. Actualizar la Relación de Puestos (aplicar reasignaciones y traslados, incluir plazas nuevas y oficinas nuevas). 																		L03-V21						L07-J31						V01-J28						V01-V29						L01-K30						J02-V31												Dirección de Gestión Humana





												12. Integrar el Anteproyecto de Presupuesto 2020 para revisión del Consejo Superior. 																																										J25-K30						J02												Dirección de Planificación





												13. Revisar el Anteproyecto de Presupuesto 2020 integrado por la Dirección de Planificación.																																																V03												Consejo Superior





												14. Aprobar el Anteproyecto de Presupuesto 2020 para remitir a Corte Plena. 																																																M08												Consejo Superior





												15. Preparar documento de Anteproyecto de Presupuesto 2020 para entregar a Corte Plena.																																																J09-L13												Dirección de Planificación





												16. Entregar el  Anteproyecto de Presupuesto 2020 a la Corte Plena para su análisis.																																																M15												Consejo Superior y Dirección de Planificación





												17. Analizar y aprobar el Anteproyecto de Presupuesto 2020.																																																J16-V31						L03-M05						Corte Plena





												18.  Aplicar los ajustes definitivos indicados por Corte Plena al Anteproyecto de Presupuesto 2020.																																																						J06-J13						Dirección de Planificación y Dirección de Gestión Humana





												19. Entregar el Anteproyecto de Presupuesto del Poder Judicial 2020 al Ministerio de Hacienda.																																																						V14						Presidencia de la Corte





												L: Lunes   K: Martes   M: Miércoles   J:Jueves   V: Viernes    





												*Primera sesión de Consejo Superior.





												Semana Santa 2019: L15-V19 Abril
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357. Minuta  Sección de Fraudes






357. Minuta Sección de Fraudes






Tel 2295-3600 / Fax 2257-5633 
Apartado Postal 95-1003 San José 
planificacion@poder-judicial.go.cr 




 




 




 




 




 




DIRECCIÓN DE PLANIFICACIÓN 
SUBPROCESO DE MODERNIZACIÓN INSTITUCIONAL 




Minuta de Sesión de Trabajo 
Proyecto Estructuras Organizacionales del  




Organismo de Investigación Judicial  
 




Tema de la 
reunión: 




Estudio específico sobre cargas de trabajo de la 
Sección de Fraudes (Proyecto de Estructuras 
Organizacionales del Organismos de Investigación 
Judicial). 




N°: 
357-PLA-MI-
MNTA-2018 




 




Objetivo: 
 




Presentación de los alcances del Estudio de Cargas de Trabajo de la 
Sección de Fraudes. 




 




Fecha Lugar Hora inicio Hora final 




10 de diciembre de 
2018 




Sección de Fraudes 10:00 horas 10:50 horas 




 




Personas presentes Oficina Puesto 
Asistencia 




Sí No 




Lic. Geovanni Rodríguez 
Gómez 




Departamento de 
Investigaciones 




Criminales 




Jefe 
Departamento 




X  




Lic. Armando González 
Sibaja 




Sección de 
Fraudes 




Jefe de 
Investigación 3 




X  




Licda. Pamela Fonseca 
Redondo 




Sección de 
Fraudes 




Jefe de 
Investigación 1 




(Unidad de otros 
delitos) 




X  




Lic. Iván Rojas Solano 
Sección de 




Fraudes 




Jefe de 
Investigación 1 




(Unidad de 
Anticorrupción) 




X  




Lic. Fabián Villalta González 
Sección de 




Fraudes 




Jefe de 
Investigación 1 




(Unidad de Delitos 
Bancarios) 




X  




Licda. Mónica Hernández 
Chacón 




Dirección de 
Planificación 




Profesional 2 X  




Reunión Sección 




Fraudes 10 diciembre 2018
 




 
 















Tel 2295-3600 / Fax 2257-5633 
Apartado Postal 95-1003 San José 
planificacion@poder-judicial.go.cr 




 




 




 




 




 
 




Agenda 




1. Explicar en qué consiste el estudio específico (análisis de cargas de trabajo) de la 
Sección de Fraudes; la metodología que se va a utilizar.  




2. Explicación de la información que se requiere para realizar el análisis indicado. 




 
 




Temas tratados 




1. El Lic. Geovanni Rodríguez, explicó en qué consiste el estudio de cargas de 
trabajo y cuál es su finalidad. Asimismo, insta a las jefaturas a colaborar el proceso 
de análisis, e indica la importancia de remitir la información solicitada, la cual debe 
ser veraz y clara, ya que de este insumo dependerá el resultado del estudio. 




2. La Licda. Mónica Hernández Chacón, explica la metodología que se va a 
implementar para el análisis de las funciones que desempeña el personal tanto de 
investigación como administrativo; posteriormente, se entrevistará a una muestra 
del personal, para que este detalla más las labores de la oficina. 




3. Seguidamente, la Licda. Hernández explicó el análisis de carga de trabajo lo cual 
es parte del Diagnóstico de la Situación Actual, información que será insumo para 
el Diseño de propuestas de mejora. 




4. El Lic. Armando González indicó que en conjunto con el Lic. Ernesto Durán Castro 
en su momento se había elaborado un documento donde se detalla cuales son los 
proveedores, entradas y procesos de la Sección. 




5. La Licda. Hernández Chacón, consultó sobre el ingreso de las Diligencias de 
Colaboración y el tipo que ingresa y la oficina que realiza la mayor solicitud de este 
tipo de colaboración. 




6. La Licda. Hernández Chacón, solicitó a don Armando el Libro Electrónico de 
Casos (LEC), el cual será utilizado únicamente para realizar los análisis de cargas 
de trabajo, con la confidencialidad respectiva. 




7. El Lic. Iván Rojas Solano explicó en general el tipo de diligencias de colaboración y 
oficinas solicitantes, tema que será profundizado al momento de la entrevista. 




 
 




Acuerdos tomados 




 
1. La Licda. Mónica Hernández Chacón, remitirá vía correo electrónico el formato de 




“Desglose de Funciones” que debe ser completado por el personal (Jefatura, personal 
Administrativo y personal de Investigación), el cual debe ser remitido a más tardar el 
miércoles 12 de diciembre. 




2. El martes 11 de diciembre a las 9:00 am, se realizará la primera entrevista al Lic. Iván 
Rojas. 




3. El Lic. Armando González Sibaja, remitirá a la Licda. Hernández Chacón el informe que 
se había elaborado en conjunto con el Lic. Ernesto Durán, sobre las entradas y salidas 
de la Sección. 




4. El Lic. González Sibaja, manifestó que el martes 11 de diciembre, facilitará el Libro 
Electrónico de Casos. 















Tel 2295-3600 / Fax 2257-5633 
Apartado Postal 95-1003 San José 
planificacion@poder-judicial.go.cr 




 




 




 




 




 
5. -U.L- 
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358. Robo y Hurtos  y Fraudes






358. Robo y Hurtos y Fraudes






Tel 2295-3600 / Fax 2257-5633 
Apartado Postal 95-1003 San José 
planificacion@poder-judicial.go.cr 




 




 




 




 




 




DIRECCIÓN DE PLANIFICACIÓN 
SUBPROCESO DE MODERNIZACIÓN INSTITUCIONAL 




Minuta de Sesión de Trabajo 
Proyecto Estructuras Organizacionales del  




Organismo de Investigación Judicial  
 




Tema de la 
reunión: 




Presentación Proyecto de Estructuras 
Organizacionales del Organismos de Investigación 
Judicial (OIJ). 




N°: 
358-PLA-MI-
MNTA-2018 




 




Objetivo: 
 




Presentación de los alcances del Estudio de Cargas de Trabajo de las 
Secciones de Robo y Hurtos y Fraudes. 




 




Fecha Lugar Hora inicio Hora final 




6 de diciembre de 
2018 




Departamento de 
Investigaciones Criminales 




9:00 horas  10:30 horas 




 




Personas presentes Oficina Puesto 
Asistencia 




Sí No 




Geovanni Rodríguez Gómez 
Departamento de 
Investigaciones 




Criminales 




Jefe 
Departamento 




X  




Diego Chavarría García  
Departamento de 
Investigaciones 




Criminales 




Subjefe 
Departamento 




X  




Eddy Roda Abarca 
Sección de 




Robos y Hurtos 
Jefe de 




Investigación 3 
X  




Marco Carrión Hernández 
Sección de 
Homicidios 




Jefe de 
Investigación 3 




X  




Yorkssan Carvajal Aguilar 
Sección de 




Fraudes 
Jefe de 




Investigación 3 
X  




Dixon Li Morales 
Dirección de 
Planificación 




Subdirector X  




Elena Gabriela Picado 
González 




Dirección de 
Planificación 




Jefa, Subproceso 
de Modernización 




X  




Melissa Durán Gamboa 
Dirección de 
Planificación 




Coordinadora, 
Subproceso de 
Modernización 




X  




Oscar Solano Azofeifa 
Dirección de 
Planificación 




Profesional 2 X  




Mónica Hernández Chacón 
Dirección de 
Planificación 




Profesional 2 X  
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Personas presentes Oficina Puesto 
Asistencia 




Sí No 




Presentación Sec 




Robo y Hurtos y Fraudes.pdf
 




 
 




 




Agenda 




1. Explicar en qué consiste el estudio específico del análisis de las cargas de trabajo 
de las Secciones de Robo y Hurtos y Fraudes, los cuales forman parte del 
Proyecto de Estructuras Organizacionales del Organismos de Investigación 
Judicial (OIJ),  




2. Explicación de la información que se requiere para realizar el análisis indicado. 




 
 




Temas tratados 




1. El Lic. Geovanni Rodríguez manifestó la importancia de la creación de la Sección 
de Anticorrupción debido al crecimiento de casos que se han presentado sobre 
corrupción. 




2. Asimismo, acoto sobre la necesidad de separar la Sección de Robo y Hurtos, ya 
que la delincuencia y por ende la carga de trabajo ha venido en crecimiento, y el 
tramo de control es muy amplio para una sola jefatura. 




3. Solicitud vehemente que se realice un análisis de ambas secciones con el fin de 
buscar soluciones que permitan brindar un servicio pronto y cumplido a las 
personas usuarias. 




4. El Ing. Oscar Solano realizó la presentación de los alcances de estudio a realizar 
en la Sección de Robo y Hurtos y en la Sección de Fraudes. 




5. Don Geovanni, manifestó que se deben revisar estudios que se han realizado por 
parte de la Dirección de Planificación, sobre creación, separación de secciones, 
cargas de trabajo, requerimiento humano y cualquier otro. 




 
 




Acuerdos tomados 




 
1. El Ing. Oscar Solano Azofeifa y la Licda Mónica Hernández Chacón, iniciaran con 




el estudio de cada una de las Secciones; sea: Robo y Hurtos y Fraudes, 
respectivamente. 




2. Se tomarán en consideración los estudios que se han realizado en ambas 
secciones por parte de la Dirección de Planificación. 
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10. Sección de  Fraudes- Auditoría Judicial






10. Sección de Fraudes- Auditoría Judicial
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DIRECCIÓN DE PLANIFICACIÓN 
SUBPROCESO DE MODERNIZACIÓN INSTITUCIONAL 




Minuta de Sesión de Trabajo 
Proyecto Estructuras Organizacionales del  




Organismo de Investigación Judicial  




 




Tema de la 
reunión: 




Proyecto de Estructuras Organizacionales del 
Organismos de Investigación Judicial (OIJ) 
Sección de Fraudes 




N°: 
10-PLA-MI-
MNTA-2019 




 




Objetivo: 
 




Explicar el alcance del estudio de la Sección de Fraudes, específicamente 
en la Unidad de Anticorrupción, al personal de la Auditoría Judicial 




 




Fecha Lugar Hora inicio Hora final 




06 febrero 2019 Dirección de Planificación 13:10 horas 13:50 horas 




 




Personas presentes Oficina 
Asistencia 




Sí No 




José Luis Sojo Chacón 
Auditor, Auditoría 




Judicial 
x  




Dixon Li Morales 
Subdirector, Dirección 




de Planificación 
x  




Elena Gabriela Picado González 
Jefa, Subproceso de 




Modernización 
Institucional  




x  




María Alejandra Morales Vargas 




Coordinadora, 
Unidad, 




Modernización del 
Ámbito Auxiliar de 




Justicia y 
Administrativo 




x  




Mónica Hernández Chacón 
Profesional 2, 
Dirección de 
Planificación 




x  




 




Agenda 




1. Alcance del estudio que actualmente se está realizando en la Sección de Fraudes, 
específicamente en la Unidad de Anticorrupción.  




 
 




Temas tratados 
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1. José Luis Sojo Chacó; agradece primeramente el haber aceptado la reunión por parte 




de los presentes e indica la razón por la cual la Auditoría requiere conocer el alcance 
del estudio que actualmente se está realizando en la Sección de Fraudes.   




2. Lo anterior, en virtud de que esa Sección debe ser atendida por parte de la Auditoría 
de Estudios Especiales, durante el presente año. 




3. Por lo tanto, solicita criterio que es lo más conveniente: si esperar para que madura la 
situación de crear la Sección de Anticorrupción o si pueden intervenir 
simultáneamente, la Sección de Fraudes. 




4. Al respecto, la Inga. Elena Gabriela Picado González, le indica que eso depende de 
dos escenarios que posteriormente al diagnóstico se podrían plantear: a) Crear la 
Sección especializada de Anticorrupción o b) Mantener la Unidad de Anticorrupción en 
la Sección de Fraudes. 




5. Se hace hincapié que se está realizando es un estudio específico de creación de la 
Sección de Anticorrupción y no un Rediseño de procesos de la Sección de Fraudes. 




6. La Licda. Mónica Hernández Chacón, comenta que la Sección de Fraudes tiene 
claramente distribuido el recurso humano de investigación en tres unidades de trabajo, 
sea: Bancos, Otros Delitos y Anticorrupción, por lo que, de proponerse la creación de 
la sección de anticorrupción, la forma de trabajo y recurso destacado en las otras 
unidades no se vería afectado. 




7. Por lo indicado en los puntos anteriores, el Ing. Dixon Li Morales, manifiesta que la 
Auditoría puede intervenir simultáneamente la Sección de Fraudes ya que el alcance 
del informe de la Dirección de Planificación no tendría ninguna afectación al no ser un 
Rediseño de procesos para toda la Sección de Fraudes.  




8. Por otra parte, el Lic. Sojo Chacón comenta sobre el estudio de factibilidad para 
trasladar la competencia a otra instancia, en relación con el tema de notificaciones de 
información, el cual agilizaría ese trámite cuando se realizan levantamientos de 
secreto bancarios y otros, tema que considera debe ser tomado en cuenta en el 
estudio de esta Dirección. 




9. Finalmente, se indica que la Licda. Hernández Chacón tiene plazo de entrega del 
informe a finales de febrero y posteriormente, será revisado por las jefaturas para 
remitirse a conocimiento de la sección involucrada quien tendrá un plazo para emitir 
sus observaciones, las cuales serán incluidas en el informe que se remite a la 
Secretaría de la Corte. 




  




 
 




Acuerdos tomados 




 
1. Si al momento que la Auditoría realice el estudio en la Sección de Fraudes, tiene 




observaciones de la Unidad de Anticorrupción, las mismas serán migradas a la 
Unidad de anticorrupción, sea que forme parte de la estructura organizacional de 
Fraudes (como se tiene actualmente) o fuera de ella como Sección especializada. 




2. Se proyecta que, a la primera quincena de marzo, se remitirá el informe preliminar 
sobre la creación de la Unidad de Anticorrupción a la Dirección General del OIJ 
para recibir las observaciones que consideren pertinentes. 




3. El Lic. Sojo Chacón remitirá correo con los resultados de la presente reunión. 
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Correo remitido por la Auditoría 




 
1. El Lic. José Luis Sojo Chacón remitió mediante correo electrónico del 12 de 




febrero, los resultados de la reunión del 6 de febrero. 
2. Se plantea aclaración al punto 2 de los Aspectos Comentados, que literalmente 




indica: “…El estudio que la Dirección de Planificación realiza no está asociado con 
rediseño de procesos, sino que está diagnosticando sobre la conveniencia de 
extraer de esa Oficina a la Unidad de Fraudes y convertirla en una Sección 
Especializada”; ya que se está analizando la pertinencia de crear una Sección 
especializada de Anticorrupción; es decir, separar la actual Unidad de 




Anticorrupción de la Sección de Fraudes. 
3. Se adjunta el correo citado anteriormente. 




 
 














image27.emf


36. Dra Mayra  Campos MP






36. Dra Mayra Campos MP
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DIRECCIÓN DE PLANIFICACIÓN 




SUBPROCESO DE MODERNIZACIÓN INSTITUCIONAL 




Minuta de Sesión de Trabajo 
Proyecto Estructuras Organizacionales del  




Organismo de Investigación Judicial  
 




Tema de la 
reunión: 




Proyecto de Estructuras Organizacionales del 
Organismos de Investigación Judicial (OIJ) 
Sección de Fraudes, Unidad de Anticorrupción 




N°: 
36-PLA-MI-
MNTA-2019 




 




Objetivo: 
 




Conocer el criterio del Ministerio Público sobre la necesidad de crear una 
Sección Especializada de Anticorrupción en el Organismo de Investigación 
Judicial 




 




Fecha Lugar Hora inicio Hora final 




20 febrero 2019 Unidad de Capacitación 
del Ministerio Público 




14:00 horas 3:30 horas 




 




Personas presentes Oficina 
Asistencia 




Sí No 




Mayra Campos Zúñiga 
Fiscala Adjunta 2, 




Fiscalía General de la 
República 




x  




Carlos Meléndez Sequeira 




Fiscal Adjunto de la 
Fiscalía Adjunta de 




Probidad, 
Transparencia y 
Anticorrupción 




x  




Dixon Li Morales 
Subdirector, Dirección 




de Planificación 
x  




Mónica Hernández Chacón 
Profesional 2, 
Dirección de 
Planificación 




x  




Asistencia Reunión 




MP 20 febrero.pdf
 




 




Agenda 




1. Solicitar el criterio a la Dra. Mayra Campos Zúñiga, Fiscala Adjunta 2 de la Fiscalía 
General de la República y al Lic. Carlos Meléndez Sequeira Fiscal Adjunto de la 
Fiscalía Adjunta de Probidad, Transparencia y Anticorrupción, sobre la necesidad 
de crear en el Organismo de Investigación Judicial una Sección Especializada de 
Anticorrupción. 
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2. Asimismo, se consulta si la labor del Ministerio Público en la atención de los casos 




de corrupción se ve afectada por la estructura que actualmente dispone el 
Organismo para la investigación de los casos.  




 
 




Temas tratados 




 




1. Primeramente, el Ing. Dixon Li, da el agradecimiento por la atención; además, explica 




la razón por la cual se solicitó la reunión. 




2. La Dra. Mayra Campos Zúñiga, manifestó que la Lic. Emilia Navas, Fiscala General de 




la República, en la rendición de cuentas presentó uno de los obstáculos para el 




ejercicio del trabajo que le corresponde al Ministerio Público en el tema de los delitos 




de persecución relacionados con la Corrupción]; por lo que, señaló la necesidad de 




crear la oficina en el Organismo de Investigación Judicial, como elemento 




fundamental. 




3. Añade, que a nivel internacional se han mantenido reuniones con organismos que 




brindan cooperación para efecto de capacitación, quienes han planteado que para 




llevar este tipo de cooperación requieren un trío; sea: Judicatura, Ministerio Público y 




Organismo de Investigación Judicial. 




4. Por otra parte, agrega que no solo se plantea la necesidad a nivel institucional hace 14 




años (cuando se crea la Unidad) sino también nivel internacional. 




5. Este es un tema que está vinculado con la Política de Persecución. 




6. Es importante, destacar que hay compromisos y normas que se deben cumplir, para 




las cuales se requiere de esta oficina especializada, es una necesidad primordial para 




disponer de una oficina que trabaje de la mano con la Fiscalía, y que no esté dentro 




de la Sección de Fraudes. 




7. Por su parte el Lic. Carlos Meléndez, manifestó que es una debilidad que se ha 




convertido en una ausencia para la Fiscalía Anticorrupción en que no tenga una 




sección espejo en el manejo de los delitos de Corrupción en el Organismo de 




Investigación Judicial.  




8. Asimismo, agregó que hay varias dificultades de conceptos que vienen desde la 




misma génesis, es una equivocación desde su punto de vista, que exista un grupo de 




trabajo adscrita a una Sección de Fraudes, es un problema de concepto de cómo 




debe abordarse el tema anticorrupción en cuanto a la corrupción pública, privada, 
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como parte del delito trasnacional, el crimen organizado.  




9. La Fiscalía General está planteando Políticas de Persecución Penal, para luchar 




contra la Corrupción. 




10. El disponer de una sección especializada, espejo a la fiscalía, coadyuvaría a tener 




recursos más capacitados en los temas que se investigan. 




11. El disponer de personal capacitado en el tema de corrupción, les permitiría 




instrumentalizar y operativizar con músculo de investigación, las políticas de 




persecución penal, que emita la Fiscala General. Al no existir ese músculo con el 




Organismo, no se pueden construir un anexo de un protocolo funcional general en 




temas de corrupción, temas de capacitación nacional e internacional, otros. 




12. Se requiere que esté conformada por al menos 12 investigadoras o investigadores; 




cuatro peritos informáticos; ocho auditores contables y un analista criminal, lo que 




permitiría capacitaciones más especializadas 




13. El disponer de un grupo especializado, concentrado en una misma oficina, permitiría 




clasificar mejor los casos por tipo de complejidad (tipo A, AA, AAA); es decir, se podría 




focalizar los recursos de acuerdo con las necesidades de investigación. 




14. Se pueda tomar en considerar lo de la Ley de Crimen Organizado, por cuanto hay 




delitos de corrupción que van relacionados con crimen organizado. 




15. Actualmente, la investigadora o el investigador, no trabaja coordinado con el perito de 




delitos económicos, ni con el analista criminal, por lo que se realizan doble esfuerzos 




en una misma causa. 




16. Sobre el perfil profesiográfico del personal que debería conformar esa sección, indicó 




que lo ideal sería de 10 a 15 años de experiencia en investigación, formación 




permanente y constante (casos de lecciones aprendidas, errores, aciertos, y casos de 




otras latitudes, regionalizar casos, se deberían analizar de casos reales), personal con 




trayectoria y reconocimiento en la institución. 




17. Conformación del personal de la Fiscalía de Probidad, Transparencia y Anticorrupción: 




17 Fiscalas o Fiscales Auxiliares, 4 Fiscalas o Fiscales (3 coordinadores), 6 Técnicas 




o Técnicos Administrativos (1 coordinador), un Auxiliar Administrativo (encargado de 




bodega). 




18. Finalmente, el Lic. Meléndez manifestó que de los casos que ingresan un alto 




porcentaje requiere dirección funcional al OIJ; algunos son Diligencias Menores y 




otros no requieren del todo la intervención del Organismo. 
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Acuerdos tomados 




 




1. El Lic. Carlos Meléndez, remitirá los cuadros comparativos de los casos 
anticorrupción y de la jurisdicción penal de hacienda a nivel nacional, de los años 
2017 y 2018. 




2. Asimismo, remitirá el Diagnóstico institucional sobre riesgos asociados al proceso 
penal en casos de corrupción en el Poder Judicial, realizado por la consultora de 
National Center for State Courts (NCSC).  
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40. Lic. Erick Lewis






40. Lic. Erick Lewis
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DIRECCIÓN DE PLANIFICACIÓN 
SUBPROCESO DE MODERNIZACIÓN INSTITUCIONAL 




Minuta de Sesión de Trabajo 
Proyecto Estructuras Organizacionales del  




Organismo de Investigación Judicial  




 




Tema de la 
reunión: 




Proyecto de Estructuras Organizacionales del 
Organismos de Investigación Judicial (OIJ) 
Sección de Fraudes, Unidad de Anticorrupción 




N°: 
40-PLA-MI-
MNTA-2019 




 




Objetivo: 
 




Conocer el criterio del Lic. Erick Lewis Hernández, Jefe de la Sección de 
Delitos Informáticos sobre la necesidad de crear una Sección Especializada 
de Anticorrupción y el impacto que tiene en la carga de trabajo de la sección 
a su cargo. 




 




Fecha Lugar Hora inicio Hora final 




26 febrero 2019 Sección de Delitos 
Informáticos 




10:00 horas 11:30 horas 




 




Personas presentes Oficina 
Asistencia 




Sí No 




Erick Lewis Hernández 
Jefe de Investigación 
3, Sección de Delitos 




Informáticos 
x  




María Alejandra Morales Vargas 
Coordinadora de la 




Unidad, Dirección de 
Planificación 




x  




Mónica Hernández Chacón 
Profesional 2, 
Dirección de 
Planificación 




x  




 




Agenda 




1. Solicitar al Lic. Erick Lewis, Jefe de Investigación 3 de la Sección de Delitos 
Informático información la carga de trabajo que atiende la sección a su cargo 
sobre los delitos relacionados con la Corrupción, conocer cuáles son 
dependencias institucionales que solicitan análisis, metodología de trabajo con la 
Fiscalía Adjunta de Probidad, Transparencia y Anticorrupción y la Unidad de 
Anticorrupción de la Sección de Fraudes y su criterio sobre la necesidad de crear 
en el Organismo de Investigación Judicial una Sección Especializada de 
Anticorrupción. 




2. Conocer la carga de trabajo de la sección en la atención de casos relacionados 
con la corrupción. 




3. Finalmente, se solicita el criterio sobre la creación de la nueva Sección 
Especializada de Anticorrupción y el impacto que tendría en la Sección de Delitos 
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Informáticos. 




 
 




Temas tratados 




 
1. La Licda. María Alejandra Morales, explica que actualmente se está realizando un 




estudio sobre la viabilidad de crear una Sección Especializada de Anticorrupción, e 
indica lo que se requere para determinar la carga de trabajo que actualmente está 
atendiendo la Sección de Delitos Informáticos en cuanto a Corrupción. 




2. El Lic. Erick Lewis, comenta la estructura de personal actual, siendo un total de 24 
plazas ordinarias, distribuidas de la siguiente forma: un puesto de Secretaria o 
Secretario, una persona Auxiliar Administrativo, un puesto de Jefatura de Investigación 
3, un Profesional en Informática 3, 20 Profesionales en Informática 2, un Oficial de 
Investigación y una persona Investigadora 1. Además de la estructura ordinaria, a 
partir de noviembre del 2017 tiene personal con permiso con goce de salario, Art 44 
Ley Orgánica, el cual es dos personas Auxiliares Administrativos, dos Profesional en 
Informática 3 y nueve plazas de Profesionales en Informática 2, el recurso anterior se 
asignó por la problemática de las cargas de trabajo que tiene la Sección. En cualquier 
delito hay algo informático y eso ha causado que la carga de trabajo aumente. 




3. El recurso que se les han asignado los últimos años ha permitido minimizar retraso. 
4. El Lic. Lewis añadió que tienen tres macroprocesos de trabajo:  Apertura de indicio: 




procesan información de celulares, tables, discos duros, otros; donde se tiene 
asignado a 10 personas realizan los respaldo y procesan la evidencia a nivel nacional. 
La cual es entregada propiamente en la Fiscalía correspondiente, quien 
posteriormente realiza la solicitud de análisis de indicios. Este personal no se le 
asignan casos. Casos de investigación: son denuncias directas, OIJ solicita 
colaboración en casos para que realicen investigación en área informática, fiscalía 
(algunos son corrupción), policía internacional. Son desde casos sencillos, intermedios 
o complejos; la complejidad del caso es de acuerdo con el criterio de la persona que 
es responsable de la asignación de este. Análisis de indicios: las fiscalías solicitan 
que se analicen los respaldos que se realizaron en la apertura de indicios, se 
categorizan en sencillos cuando se analizan menos de 10 computadoras y 
complejos cuando son más de 10 computadoras. Sobre esta categorización indicó 
que se ha estado analizando si la forma de categorizarlo es lo correcto ya que hay 
casos muy voluminosos y requieren de mayor tiempo de análisis. 




5. En cuanto a corrupción no tramitan los casos, solamente se realiza la Apertura y 
análisis de los indicios, la investigación de fondo la lleva la unidad especializada. 




6. Comentó que la Licda. Nancy Hernández, Magistrada de la Sala de Constitucional y 
integrante de la Comisión de Transparencia y Anticorrupción, solicitó una información 
sobre los requerimientos para la atención de casos de Corrupción, en la cual se 
planteó una estructura que busca realizar estudios en el menor tiempo posible.  




7. Por otra parte, acotó que le brindan soporte o colaboración a la Sección de Asuntos 
Internos e Inspección Judicial en los casos que se están tramitando contra algún 
funcionario institucional. 




8. Finalmente, sobre la creación de una Sección Especializada en Anticorrupción, 
manifestó que no considera que sea necesario conformarla por peritos en económicos 
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y especialistas en informática, ya que el organismo dispone de ese recurso en 
Secciones especializadas que actualmente atiende la carga de trabajo; de especializar 
la sección se dispondría de profesionales fuera de la secciones competentes, 
realizando los análisis diferente a como se realizan en las secciones especializadas; 
además tendría un alto impacto económico debido a los software y tecnologías que se 
utilizan para llevar a cabo las diferentes pericias. 




 
 




Acuerdos tomados 




 
1. El Lic. Erick Lewis, remitirá el informe enviado de acuerdo con la solicitud 




planteada por la Licda. Nancy Hernández, sobre los casos de Corrupción 
atendidos en la Sección a su cargo, las necesidades de recurso humano, equipo y 
demás requerimiento para su pronta atención. 




2. Remitirá información sobre los casos ingresados a la Sección durante los años 
2017 y 2018, específicamente asuntos relacionados a la corrupción y su 
categorización. 




3. Cantidad de aperturas de indicios realizadas durante el 2017 y 2018. 
4. Información sobre las plazas destacadas en la sección que atiende estos casos. 




 
 




Nota: Se cuenta con el plazo de tres días hábiles para la presentación de observaciones, 
en caso de no obtener respuesta se dará por aprobada. 
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42. Lic. Diego  Chavarría
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DIRECCIÓN DE PLANIFICACIÓN 
SUBPROCESO DE MODERNIZACIÓN INSTITUCIONAL 




Minuta de Sesión de Trabajo 
Proyecto Estructuras Organizacionales del  




Organismo de Investigación Judicial  




 




Tema de la 
reunión: 




Proyecto de Estructuras Organizacionales del 
Organismos de Investigación Judicial (OIJ) 
Sección de Fraudes, Unidad de Anticorrupción 




N°: 
42-PLA-MI-
MNTA-2019 




 




Objetivo: 
 




Ampliar algunos criterios sobre la necesidad de crear la Sección de 
Anticorrupción. 




 




Fecha Lugar Hora inicio Hora final 




26 febrero 2019 Departamento de 
investigaciones 
Criminales 




14:00 horas 15:40 horas 




 




Personas presentes Oficina 
Asistencia 




Sí No 




Diego Chavarría García 




Subjefe, 
Departamento de 
Investigaciones 




Criminales 




x  




María Alejandra Morales Vargas 
Coordinadora de la 




Unidad, Dirección de 
Planificación 




x  




Mónica Hernández Chacón 
Profesional 2, 
Dirección de 
Planificación 




x  




 




Agenda 




1. Solicitar al Lic. Diego Chavarría García, información sobre algunos aspectos a 
considerar en caso de crearse la Sección de Anticorrupción, dentro de ellos, 
espacio físico, equipo cómputo, equipo policial, recurso humano administrativo y 
estructura mínima que consideran con la que debería inicial la sección, tomando 
en consideración que no se puede crear nuevo recurso humano. Finalmente, se 
solicita el criterio sobre la creación de la nueva Sección y el impacto que tendría 
en la sección a su cargo. 




 
 




Temas tratados 















Tel 2295-3600 / Fax 2257-5633 
Apartado Postal 95-1003 San José 
planificacion@poder-judicial.go.cr 




 




 




 




 




 
 
1. La Licda. María Alejandra Morales, le comenta cual es el fin de la reunión, 




principalmente conocer aspectos de infraestructura física, recurso humano 
administrativo, que se requieren en caso de crearse la Sección de Anticorrupción. 
explica que actualmente se está realizando un estudio sobre la viabilidad de crear una 
Sección Especializada de Anticorrupción. 




2. Ante la consulta si se disponía espacio físico para albergar la nueva estructura 
organizacional, el Lic. Diego Chavarría García acotó que en el Edificio del OIJ no se 
dispone de un espacio físico optimo para la ubicación de esa oficina; sin embargo, 
agregó que la Administración del OIJ está tramitando alquilar un edificio para la 
Sección de Crimen Organizado, donde eventualmente se podría ubicar esa sección. 




3. Sobre la estructura organizativa, el Lic. Chavarría García manifestó que se debería 
tomar en consideración reestructurar la Sección Especializada de Tránsito, ya que 
esta se creó con el fin de que atendiera delitos de corrupción de los empleados del 
Ministerio de Obras Públicas y Transportes y del Consejo de Seguridad Vial; 
posteriormente, debido a que su carga de trabajo era baja, las jefaturas del 
Departamento tomaron la decisión de asignarles la investigación de otros delitos como 
los culposos. Sin embargo, se puede retomar su génesis y reasignar los demás delitos 
a otras secciones competentes como por ejemplo, Sección de Delitos Varios (delitos 
culposos), en el entendido que se debería reforzar esta última con personal de 
investigación. 




4. De tomar en consideración el punto 3, se dispondría del personal administrativo; lo 
que facilitaría la creación de la sección porque no se requiere recurso humano nuevo. 




5. Asimismo, manifestó que el personal de investigación se puede utilizar para reforzar la 
estructura propuesta y la Sección de Delitos Varios. 




6. En caso de no considerar, lo propuesto en el punto 3, el recurso administrativo habría 
que crearlo.  




7. La Licda. Mónica Hernández Chacón, le consulta si se podría tomar la plaza de 
Auxiliar Administrativa que actualmente se utiliza para rotarla en las diferentes 
secciones con el fin de que colabore con las labores rezagadas, manifestando el Lic. 
Diego que sí, aun así se requeriría de otros tipos de recursos para conformar esa 
área. 




8. Asimismo, añadió que de ser positivo el punto 3, la plaza citada anteriormente se 
podría utilizar para reforzar el área administrativa de la Sección de Delitos Varios, ya 
que su carga aumentaría al asumir los nuevos delitos. 




9. En línea con lo anterior, de considerarse el punto 3, quedaría disponible un Jefe de 
Investigación de la fusión de SITE-SIORI, que podría ser utilizado para la separación 
de la Sección de Robo y Hurtos. 




10. El Lic. Chavarría plantea una estructura organizacional en caso de tomarse en 
consideración sus recomendaciones, la cual sería: un Jefe de Investigación 3 (Sección 
Especializada de Tránsito), un Jefe de Investigación 1 (Unidad de Anticorrupción), 
nueve Investigadores (Unidad de Anticorrupción, 6 Investigadores (Sección 
Especializada de Tránsito), una Secretaria, un Auxiliar Administrativo y un Auxiliar de 
Servicios Generales 2 (estos tres últimos de la Sección Especializada de Tránsito). El 
personal de Especializada de Tránsito que no conforme la nueva estructura, será 
redistribuido a la Sección de Delitos Varios (para reforzar por nueva carga de trabajo) 
y otras secciones que lo requieran. 




11. Por todo lo anterior, considera que los cambios recomendados de la Fusión de SITE-
SIORI, la separación de la Sección de Robo y Hurto y la creación  de la Sección de 















Tel 2295-3600 / Fax 2257-5633 
Apartado Postal 95-1003 San José 
planificacion@poder-judicial.go.cr 




 




 




 




 




 
Anticorrupción se debe realizar de forma simultánea, con el fin de sacar el máximo 
provecho del estudio y no tener que plantear un nuevo estudio para lograr otros 
objetivos. 




12. Comentó que la Licda. Nancy Hernández, Magistrada de la Sala de Constitucional y 
integrante de la Comisión de Transparencia y Anticorrupción, solicitó una información 
sobre los requerimientos para la atención de casos de Corrupción, en la cual se 
planteó una estructura que busca realizar estudios en el menor tiempo posible.  




13. La Licda. Hernández le consulta si en el Departamento tienen algo establecido sobre 
el tipo puesto que se debe encargarse de las bodegas de indicios en las secciones; al 
respecto, indicó que queda a criterio de la de jefatura de sección; sin embargo, se 
debe considerar la responsabilidad que tiene el desempeño de esa labor, ya que de lo 
que se custodia depende el éxito de una investigación.  




14. Enfatizó que las jefaturas del Departamento siempre buscan optimizar los recursos, es 
decir, aprovecharlos al máximo sin necesidad de crear nuevos puestos. 




 
 




Acuerdos tomados 




 
1. El Lic. Diego Chavarría García, remitirá el informe que se envió a la Licda. Nancy 




Hernández, Magistrada de la Sala de Constitucional y integrante de la Comisión de 
Transparencia y Anticorrupción, para que se revise y determinen las necesidades 
de recurso humano, policial, informático y demás para el funcionamiento de la 
sección en caso de crearse. 




 
Nota: Se cuenta con el plazo de tres días hábiles para la presentación de observaciones, 
en caso de no obtener respuesta se dará por aprobada. 
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43. Lic. Christian  Montenegro
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DIRECCIÓN DE PLANIFICACIÓN 
SUBPROCESO DE MODERNIZACIÓN INSTITUCIONAL 




Minuta de Sesión de Trabajo 
Proyecto Estructuras Organizacionales del  




Organismo de Investigación Judicial  




 




Tema de la 
reunión: 




Proyecto de Estructuras Organizacionales del 
Organismos de Investigación Judicial (OIJ) 
Sección de Fraudes, Unidad de Anticorrupción 




N°: 
43-PLA-MI-
MNTA-2019 




 




Objetivo: 
 




Conocer el criterio del Lic. Christian Montenegro Guevara, Jefe de la 
Sección de Crimen Organizado sobre la necesidad de crear una Sección 
Especializada de Anticorrupción y el impacto que tiene en la carga de 
trabajo de la sección a su cargo. 




 




Fecha Lugar Hora inicio Hora final 




28 febrero 2019 Sección de Crimen 
Organizado 




8:30 horas 9:30 horas 




 




Personas presentes Oficina 
Asistencia 




Sí No 




Christian Montenegro Guevara 
Jefe de Investigación 
3, Sección de Crimen 




Organizado 
x  




José Alberto Durán Barrantes 
Jefe de Investigación 
1, Sección de Crimen 




Organizado 
x  




María Alejandra Morales Vargas 
Coordinadora de la 




Unidad, Dirección de 
Planificación 




x  




Mónica Hernández Chacón 
Profesional 2, 
Dirección de 
Planificación 




x  




 




Agenda 




1. Solicitar al Christian Montenegro Guevara, Jefe de Investigación 3 de la Sección 
de Crimen Organizado la metodología de trabajo de los asuntos que atiende la 
sección a su cargo sobre los delitos relacionados con la Corrupción, conocer 
cuáles son dependencias institucionales que solicitan análisis, y criterio sobre la 
necesidad de crear en el Organismo de Investigación Judicial una Sección 
Especializada de Anticorrupción. 




2. Conocer la carga de trabajo de la sección en la atención de casos relacionados 
con la corrupción. 
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Temas tratados 




 
1. La Licda. María Alejandra Morales, explica que actualmente se está realizando un 




estudio sobre la viabilidad de crear una Sección Especializada de Anticorrupción, e 
indica lo que se requere para determinar la carga de trabajo que actualmente está 
atendiendo la Sección de Crimen Organizado (SECCRO) en cuanto a Corrupción. 




2. El Lic. Christian Montenegro Guevara, comenta que la sección a su cargo nació a raíz 
de una ley especial, por lo tanto, se está definiendo los delitos o casos que se van a 
atender de acuerdo con lo planteado en el Plan Estratégico del Organismo. Inició a 
partir del 1° de enero del 2018, de manera formal y de hecho desde el 01 de marzo del 
2017. 




3. En cuanto a la carga de trabajo que atiende SECCRO, indicó que actualmente tienen 
ocho casos que fueron asignados por el Departamento de Investigaciones Criminales; 
por lo tanto, la investigación nació en esa sección. 




4. Asimismo, indicó que de los casos que han atendido hasta el momento, ninguno ha 
sido de corrupción. 




5. Añadió que los casos son atendidos por grupos de trabajo, conformados por tres o 
cuatro recursos de investigación. 




6. La Sección no atiende el caso uno a uno, sino lo atienden como un solo caso (grupo 
criminal). 




7. Sobre la estructura de personal, indicó que actualmente tiene adscrito: un Jefe de 
Investigación 3; tres Jefe de Investigación 1; ocho Oficiales de Investigación; 28 
Investigadora o Investigador 2 (de estos están sin ocupar 10 plazas, ya que no 
disponen de oferentes que cumplan con el perfil); dos Perito Judicial 2; un Analista 
Criminal; una Secretaria; dos Auxiliar Administrativo y un Auxiliar de Servicios 
Generales 1.  




8. Sobre la labor que realiza la sección a su cargo, manifestaron que es muy operativa, 
es decir, deben realizar mucha labor de campo, lo que implica una inversión mayor de 
tiempo, ya que las investigadoras y los investigadores utilizan los sistemas 
institucionales, digitan todo y es más lento y minuciosos el análisis que realizan. 




9. En cuanto a los sistemas que se utilizan, añadió que no dispones de programas 
especializados para el análisis de datos financieros 




10. Sobre la creación de la Sección de Anticorrupción, indica que no se debe de combinar 
en espacio físico con otra sección que ve otros delitos (delincuencia común); se 
requiere de mayor seguridad, confidencialidad por los casos que se investigación, con 
ello se evitaría fuga de información, una movilización del personal más fácil, 
estructuras físicas más seguras. 




11. Su creación no debe depender de la cantidad de casos que actualmente se atienden 
sino debe prevalecer la complejidad de estos; además, es un delito que se ha 
incrementado. 




12. Sobre el tema de capacitación; considera que debe disponer de personal muy 
capacitado que requiere retroalimentación constante, en temas como contratación 
administrativa, como se deben abordar las investigaciones según el tipo de caso, 
legitimación de activos, capacitación operativa (trabajo de campo). 




13. En cuanto al perfil de las investigadoras e investigadores, debe ser muy riguroso, 
personal reservado, que no sean personas que les guste figurar en redes sociales y 
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demás. 




14. Del mismo modo, manifestó que la Sección de Anticorrupción debía tener Peritos 
Auditores y analistas Criminales, con el fin de que todos los recursos estén 
concentrados en un mismo lugar y la información esté en un mismo lugar, lo que 
evitará que personal externo al caso tenga conocimiento de este. 




15. Se recomendó sobre el tema estructural de la Unidad Anticorrupción, que al estar 
inmersa en una oficina (no a fin) como la Sección de Fraudes, genera dificultades 
como lo es la compartimentación de los asuntos, la disposición de personal dedicado 
exclusivamente para la atención de casos de probidad e incluso que los parámetros 
de rendición de cuentas difieren por las modalidades delictivas que atiende la Sección 
de Fraudes.  




16. A nivel administrativo al pertenecer a una Sección como Fraudes, pone en evidencia 
ciertos asuntos que muchas veces pueden ser sensibles al ser objetivos internos o de 
la misma institución.  




17. Se debe visionar un alcance y cobertura a nivel nacional, por lo tanto, se consideró 
valorar las exigencias del personal como lo es en la SECCRO, donde son constantes 
las giras a lo largo y ancho del territorio nacional.  




18. En términos generales, se expuso sobre las metodologías de trabajo que se están 
aplicando en la SECCRO, se anticipó que se vislumbra abordaje de casos de probidad 
que desencadenarían en hechos de violencia como homicidios por encargo “sicariato”, 
amenazas a funcionarios públicos, atentados o cualquier tipo de intimidación.  




19. Se dejó claro que por muchos años el abordaje de casos de Probidad ha sido por 
petición del Ministerio Público, donde se han solicitado acciones puntuales como 
allanamientos de casos sonados, sin que a la fecha se le brinde el “músculo” 
necesario a la Unidad para que desarrolle las investigaciones de forma más integral y 
aplicando todas las técnicas posibles de investigación.  
 




 
 




Acuerdos tomados 




 
1. El Lic. Montenegro Guevara indicó que estaba a disposición para la información 




adicional que se requiera. Cualquier consulta se llamará o enviará correo 
electrónico. 




 
 




Nota: Se cuenta con el plazo de tres días hábiles para la presentación de observaciones, 
en caso de no obtener respuesta se dará por aprobada. 
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46. Licda. Ivette  Agüero
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DIRECCIÓN DE PLANIFICACIÓN 
SUBPROCESO DE MODERNIZACIÓN INSTITUCIONAL 




Minuta de Sesión de Trabajo 
Proyecto Estructuras Organizacionales del  




Organismo de Investigación Judicial  




 




Tema de la 
reunión: 




Proyecto de Estructuras Organizacionales del 
Organismos de Investigación Judicial (OIJ) 
Sección de Fraudes, Unidad de Anticorrupción 




N°: 
46-PLA-MI-
MNTA-2019 




 




Objetivo: 
 




Entrevistar a la Licda. Ivette Agüero Pérez, Jefa Investigación 3 de la 
Sección de Delitos Varios, para conocer la carga de trabajo de la Sección a 
su cargo, atención de algunos delitos de corrupción y capacidad de atender 
nuevos delitos en caso de crear una Sección Especializada de 
Anticorrupción y el impacto que tiene en la carga de trabajo de la sección a 
su cargo. 




 




Fecha Lugar Hora inicio Hora final 




4 marzo de 2019 Sección de Delitos Varios 9:00 horas 9:30 horas 




 




Personas presentes Oficina 
Asistencia 




Sí No 




Ivette Agüero Pérez 
Jefa de Investigación 
3, Sección de Crimen 




Organizado 
x  




Mónica Hernández Chacón 
Profesional 2, 
Dirección de 
Planificación 




x  




 




Agenda 




1. Solicitar a la Licda. Ivette Agüero Pérez, Jefa de Investigación 3 de la Sección de 
Delitos Varios información la carga de trabajo que atiende la Sección a su cargo, 
estructura organizacional y funcional, con el fin de ser valorada en el estudio de 
creación de una Sección Especializada de Anticorrupción en el Organismo de 
Investigación Judicial. 




2. Conocer si dentro de la carga de trabajo de la sección se atienden casos 
relacionados con la corrupción. 




3. Finalmente, se solicita el criterio sobre la creación de la nueva Sección 
Especializada de Anticorrupción y el impacto que tendría en la Sección de Delitos 
Varios en caso de realizar alguna reasignación de delitos. 
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Temas tratados 




 
1. La Licda. Mónica Hernández Chacón, explica que actualmente se está realizando un 




estudio sobre la viabilidad de crear una Sección Especializada de Anticorrupción, para 
lo cual se requiere conocer la carga de trabajo que está atendiendo la Sección de 
Delitos Varios y la capacidad que eventualmente tendría para asumir nuevos delitos 
denominados culposos y algunos otros. 




2. La Licda. Ivette Agüero, confirma el recibido de la información remitida a la Licda. 
Mónica Hernández. 




3. La Licda. Mónica corrobora la estructura organizacional. 
4. La Licda. Ivette indica que actualmente la Sección a su cargo atiende 55 delitos y 12 




Leyes Especiales. Los cuales son investigados por tres unidades de trabajo: Alerta 
Temprana, Otros Delitos y Secuestros/Seguridad Común.  




5. Al igual que las secciones analizadas, la asignación de casos se realiza individual; y 
para realizar labor operativa salen en parejas. 




6. La Licda. Agüero, indicó que reciben aproximadamente 20 casos al mes por 
investigadora o investigador. 




7. Sobre los delitos de Abuso de Autoridad, cohecho e incumplimiento de deberes, son 
delitos que van ligados a la función pública, pero no necesariamente son por 
corrupción. 




8. Por su parte, los en algunos otros delitos (que atienden), tienen rectoría a nivel 
nacional otros delitos, en casos relacionados con Ley Forestal, Flora y Fauna, 
Conservación Vida Silvestre, otros. Si bien es cierto en las delegaciones tienen 
personal capacitado para atender las desapariciones y los secuestros, en ocasiones 
deben brindar colaboración en casos complejos, trasladando personal donde lo 
requieran. 




9. En cuanto a la flotilla vehicular, indicó que disponen de 13 vehículos y una 
motocicleta; asignados de la siguiente manera: Unidad Atención Temprana tres 
vehículos, Otros Delitos cinco vehículos y la Unidad de Secuestro/ Seguridad Común 
cinco vehículos y una motocicleta. 




10. Asimismo, agregó que la carga de trabajo es alta en cuanto a desapariciones, 
amenazas y extorsiones (accionar inmediatamente, tienen operativos todos los días, 
se requiere aproximadamente de 15 personas para realizarlos), por lo que asumir 
nuevos delitos con el personal de investigación actual, se dificulta. 




11. Considera que al valorarse la distribución de la carga de trabajo que atiende la 
Sección Especializada de Tránsito, los delitos culposos se deberían eventualmente 
pasar a la Sección Delitos contra la Integridad Física, sección que anteriormente los 
atendía. 




12. Sin embargo, de tomarse la decisión de asignar nuevos delitos a la Sección a su 
cargo, se requeriría de personal administrativo, personal de investigación y espacio 
físico. 




 
 




Acuerdos tomados 




 
1. La Licda. Ivette Agüero Pérez, enviará el detalle de los 55 delitos y 12 Leyes 
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Especiales que atiende la Sección. 




2. Asimismo, remitirá el ingreso de casos ingresados y terminados durante los años 
2017 y 2018. 




3. Además, remitirá la cantidad de casos resueltos por investigadora o investigador 
durante el 2018 y 2019. 




4. La Licda. Mónica Hernández Chacón, indicó que en caso de requerirse alguna otra 
información se comunicaría mediante el correo electrónico. 




 
 




Nota: Se cuenta con el plazo de tres días hábiles para la presentación de observaciones, 
en caso de no obtener respuesta se dará por aprobada. 
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47. Lic. Emilio  Segura






47. Lic. Emilio Segura
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DIRECCIÓN DE PLANIFICACIÓN 
SUBPROCESO DE MODERNIZACIÓN INSTITUCIONAL 




Minuta de Sesión de Trabajo 
Proyecto Estructuras Organizacionales del  




Organismo de Investigación Judicial  




 




Tema de la 
reunión: 




Proyecto de Estructuras Organizacionales del 
Organismos de Investigación Judicial (OIJ) 
Sección de Fraudes, Unidad de Anticorrupción 




N°: 
47-PLA-MI-
MNTA-2019 




 




Objetivo: 
 




Entrevistar al Lic. Emilio Segura Corrales, Jefe Investigación 3 de la 
Sección Especializada de Tránsito, para conocer la carga de trabajo de la 
Sección a su cargo, atención de delitos de corrupción y su criterio sobre la 
creación de la Sección Especializada de Anticorrupción y el impacto que 
tiene en la carga de trabajo de la sección a su cargo. 




 




Fecha Lugar Hora inicio Hora final 




4 marzo de 2019 Sección Especializada de 
Tránsito 




13:30 horas 3:15 horas 




 




Personas presentes Oficina 
Asistencia 




Sí No 




Emilio Segura Corrales 




Jefe de Investigación 
3, Sección 




Especializada de 
Tránsito 




x  




María Alejandra Morales Vargas 
Coordinadora de 




Unidad, Dirección de 
Planificación 




x  




Mónica Hernández Chacón 
Profesional 2, 
Dirección de 
Planificación 




x  




 




Agenda 




1. Solicitar al Lic. Emilio Segura Corrales, Jefe de Investigación 3 de la Sección 
Especializada de Tránsito, información sobre la carga de trabajo que atiende la 
sección a su cargo sobre los delitos relacionados con la Corrupción, conocer 
cuáles son las dependencias institucionales que solicitan análisis, metodología de 
trabajo; asimismo, conocer los otros delitos que están atendiendo a partir del 2014. 




2. Además, se solicita criterio sobre la creación de una Sección Especializada de 
Anticorrupción y en cuáles aspectos afecta la carga que actualmente atiende la 
Sección Especializada de Tránsito. 
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Temas tratados 




 
1. La Licda. María Alejandra Morales Vargas, explica que actualmente se está realizando 




un estudio sobre la viabilidad de crear una Sección Especializada de Anticorrupción, 
para lo cual se requiere conocer la carga de trabajo que está atendiendo la Sección 
Especializada de Tránsito, específicamente en casos de corrupción y la capacidad que 
eventualmente tendría para asumir nuevos delitos.  




2. El Lic. Emilio Segura comenta que la Sección nació en 1993 a raíz de la Ley de 
Tránsito 7331, con la finalidad de que atendiera las denuncias interpuestas contra los 
inspectores de tránsito, los funcionarios del Departamento de Formación y 
Capacitación del Ministerio de Obras Públicas y Transportes, los funcionarios del 
Departamento de Evaluación de Conductores, los funcionarios del Consejo de 
Seguridad Vial y funcionarios o documentación del Consejo de Transporte Público. 




3. Posteriormente, en el 2014; además, de la carga que estaba atendiendo, asume los 
delitos culposos (lesiones y homicidios) producto de un accidente de tránsito. 




4. Actualmente, la Sección tiene adscrito 14 personas en el área de investigación (tres 
oficiales de investigación, dos Investigadoras o investigadores 2, nueve Investigadoras 
o Investigadores 1), de los cuales, tres están en curso básico, uno en el Programa de 
Capacitación de Campo, y una incapacitada; además dispone de una secretaria, un 
Auxiliar Administrativo y un Auxiliar de Servicios Generales 2. 




5. Asimismo, argumentó que debido al poco personal “activo” con el que dispone la 
Sección les ha dificultado atender la jurisprudencia a nivel nacional, lo cual le 
preocupa ya que es política de las jefaturas del Departamento de Investigaciones 
Criminales que las secciones son rectoras en su especialidad a nivel nacional. 




6. Sobre el ingreso de los casos mencionó que se reciben por medio de la Oficina de 
Recepción de Denuncias, información confidencial (CICOS), solicitudes directas de 
investigación del Ministerio Público, otra información confidencial la cual se investiga 
de oficio. 




7. Sobre la carga de trabajo, manifestó que, si se ven las estadísticas, lo que más 
ingresan son lesiones culposas y homicidios culposos, y no los delitos por lo que fue 
creada la Sección. 




8. En línea con lo anterior, agregó que las solicitudes de investigación son principalmente 
por lesiones y homicidios culposos. 




9. Se debe indicar que los delitos culposos que atiende esta sección son los que son 
producto de un accidente de tránsito. 




10. Sobre la investigación de ese tipo de delito, comentó que tienen mucha tramitología, 
de deben de realizar entrevistas, buscar testigos, buscar videos, entre otros. 




11. Debido a que la labor de investigación de los delitos culposos lleva tanta tramitología, 
se están realizando convenios con otras instituciones para poder tener acceso a las 
plataformas y poder consultar directamente la información.  




12. Sobre los casos que actualmente están atendiendo de corrupción, indicó que tienen 
tres casos del COSEVI y dos casos contra inspectores de tránsito. 




13. Por otra parte, manifestó que tienen que atender los casos de Accidentes de 
avionetas, para lo cual requiere capacitación en la atención de este tipo de casos. 




14. Por el poco recurso que tienen para conocer la carga de trabajo de la sección y 
realizar labores operativas, en ocasiones la jefatura las realiza en compañía del 
personal de investigación.  




15. Sobre la asignación de casos, acotó que aproximadamente se asignan diez denuncias 
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por mes a cada investigadora o investigador. 




16. Sobre la flotilla vehicular indicó que tienen cuatro vehículos, y uno está en el taller. 
17. Sobre otros aspectos de la organización de las labores de la oficina, argumentó que 




una de las Oficiales de Investigación, asume el puesto de la Jefatura cuando este por 
alguna razón no está en la Sección (inclusive por asuntos de vacaciones queda 
nombrada), en ocasiones, colabora con la revisión de informes (la revisión de informes 
policiales es soporte de la jefatura), además de las labores propias del cargo; otro de 
los Oficiales de Investigación realiza la supervisión de flotilla, presupuesto si se 
requiere algo (en conjunto a la jefatura) y el otro Oficial de Investigación colabora con 
algunas supervisiones al personal de investigación. 




18. Sobre el manejo de la Bodega de evidencias indicó que esta labor es realizada por el 
Auxiliar de Servicios Generales supervisado por la Jefatura (diariamente revisa el libro 
de evidencia y periódicamente revisa lo que hay en bodega).  




19. La Jefatura realiza la asignación de los casos y de las labores de la Sección 
(operativos, allanamientos, colaboraciones, vigilancias, seguimientos, otros), lo 
anterior, debido a que no cuenta con Jefe de Investigación 1, que coadyuve con esta 
labor. 




20. Considera que el personal de investigación requiere de capacitación en diversas áreas 
como: contratación administrativa, contratación pública y privada, como se realiza un 
cartel de licitación, funcionamiento de las instituciones públicas, ingeniería forense, 
entre otros temas. 




21. Manifestó que solicitó la Sección de Apoyo Psicológico Operacional una charla sobre 
manejo de finanzas y está planteando otras charlas de crecimiento personal 




22. Finalmente, se solicita el criterio sobre la creación de la nueva Sección Especializada 
de Anticorrupción y el impacto que tendría en la Sección Especializada de Tránsito; al 
respecto el Lic. Emilio Segura manifestó que se había realizado una propuesta, en la 
cual se plantea la posibilidad de que la sección a su cargo asuma la Unidad de 
Anticorrupción, en el entendido que para ello se requiere reforzar el personal de 
investigación; la estructura física actual no es la idónea, ya que el personal que 
atienda los casos de corrupción deben estar en un lugar a parte, donde tengan mayor 
privacidad y la información se mantenga en un solo sitio; es decir, que no se corra el 
riesgo de fuga de información; además se requiere de más vehículos y algunos de 
esos deben ser discrecionales, equipo y mobiliario de oficina, equipo tecnológico 
(cámaras fotográficas, scanner, computadoras portátiles, programas informáticos que 
permitan hacer peritajes económicos, otros).  




23. Sobre el traslado de las causas de delitos culposos a otra sección, manifestó que la 
nueva sección eventualmente podría continuar con su investigación, siempre y cuando 
se le fortalezca en los aspectos indicados en el Punto 22. O bien, en caso de 
considerar prudente trasladarlo a la Sección que anteriormente lo atendía; de igual 
forma se debería reforzar esa sección con personal de investigación y por lo menos un 
recurso más de Auxiliar Administrativo. 




24. En línea con lo anterior, indicó que el perfil del personal de investigación que se 
destacaría en la nueva Sección de Anticorrupción deber ser diferente, discreto, 
honorable, honesto, proactivo, con disposición de horarios, y que le guste la labor que 
realiza, esto debido al tipo de delito que se investiga y el nivel político, económico y 
profesional de las personas que se investigan.  




25. Se le consultó sobre un nombre para la Sección que eventualmente se conformaría 
con la actual Especializada de Tránsito y la Unidad de Anticorrupción, indicando que 
podría ser: Sección de Anticorrupción y delitos conexos (o delitos funcionales). 















Tel 2295-3600 / Fax 2257-5633 
Apartado Postal 95-1003 San José 
planificacion@poder-judicial.go.cr 




 




 




 




 




 
26. Finalmente, indicó que los casos de corrupción son trabajados con dirección funcional 




de la Fiscalía de Probidad, Transparencia y Anticorrupción. 




 
 




Acuerdos tomados 




 
1. Lic. Emilio Segura remitirá informes estadísticos del 2017, 2018. 
2. Asimismo, enviará el detalle de personal, para visualizar el personal activo. 
3. Además, remitirá el detalle de delitos que le corresponde atender a la Sección de 




acuerdo con la especialidad. 




 
 




Nota: Se cuenta con el plazo de tres días hábiles para la presentación de observaciones, 
en caso de no obtener respuesta se dará por aprobada. 
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DIRECCIÓN DE PLANIFICACIÓN 
SUBPROCESO DE MODERNIZACIÓN INSTITUCIONAL 




Minuta de Sesión de Trabajo 
Proyecto Estructuras Organizacionales del  




Organismo de Investigación Judicial  




 




Tema de la 
reunión: 




Proyecto de Estructuras Organizacionales del 
Organismos de Investigación Judicial (OIJ) 
Sección de Fraudes, Unidad de Anticorrupción 




N°: 
50-PLA-MI-
MNTA-2019 




 




Objetivo: 
 




Conocer el planteamiento realizado por el Organismos de Investigación 
Judicial sobre la necesidad de crear una Sección Especializada de 
Anticorrupción. 




 




Fecha Lugar Hora inicio Hora final 




8 marzo de 2019 Dirección General del OIJ 8:15 horas 9:30 horas 




 




Personas presentes Oficina 
Asistencia 




Sí No 




Wálter Espinoza Espinoza 
Director, Dirección 




General OIJ 
x  




Nacira Valverde Bermúdez 
Directora, Dirección 




de Planificación 
x  




Giovanni Rodríguez Gómez 
Jefe, Departamento 
de Investigaciones 




Criminales 
x  




Diego Chavarría García 




Subjefe, 
Departamento de 
Investigaciones 




Criminales 




x  




Omar Brenes Campos 
Jefe, Asesores 




Oficina de Planes y 
Operaciones 




x  




Reynaldo Velásquez Carrillo 
Jefe, Sección de 




Delitos Económicos y 
Financieros 




x  




Armando González Sibaja 
Jefe de Investigación 




3, Sección de 
Fraudes 




x  




María Alejandra Morales Vargas 
Coordinadora de 




Unidad, Dirección de 
Planificación 




x  
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Personas presentes Oficina 
Asistencia 




Sí No 




Mónica Hernández Chacón 
Profesional 2, 
Dirección de 
Planificación 




x  




Reunión Dirección 




OIJ 8 marzo
 




 




Agenda 




1. Licda. Nacira Valverde Bermúdez, explicará sobre el estudio que actualmente se 
está realizando para la creación de la Sección Especializada de Anticorrupción. 




2. Solicitar criterio sobre la necesidad de la creación de la Sección en cuestión y 
planteamiento de posible estructura organizacional y de más requerimiento que 
necesita el Organismo para su conformación. 




3. Asimismo, conocer el procedimiento de atención de los casos de Corrupción en el 
Organismo, y Secciones que requieren ser reforzadas para su atención. 




 
 




Temas tratados 




 
1. Lic. Wálter Espinoza Espinoza, realiza la presentación del personal presente en la 




reunión y comenta sobre la importancia de la creación de la Sección Especializada de 
Anticorrupción. 




2. La Licda. Nacira Valverde Bermúdez, comenta que la Licda. Mónica Hernández 
Chacón ha venido trabajando en el tema de la viabilidad de crear la Sección 
Especializada de Anticorrupción; además que se ha trabajado con la Fiscalía sobre las 
nuevas metodologías de trabajo que se están implementando, añade que no es dejar 
sin efecto, sino más bien, analizar el modelo que actualmente tienen. 




3. Asimismo, indicó que se venía analizando una primera propuesta sobre la 
conformación de la nueva sección con recurso propio, el cual mediante correo 
electrónico solicitan que se deje sin efecto, debido a que tienen otro planteamiento. 




4. Actualmente, las investigaciones se llenan de papel, el cual es revisado y analizado 
por un grupo de investigadores de la Sección de Delitos Económicos, para determinar 
si dentro la investigación existe la comisión de un delito de corrupción. 




5. El Lic. Espinoza Espinoza, indica que le preocupa la situación que se ha venido 
presentando y la forma como se han abordado los casos de corrupción; por lo que, se 
ha solicitado a la Fiscalía que les permitan realizar las investigaciones; es decir, 
trabajar los casos directamente en el OIJ, siendo que este Organismo inicie la 
investigación; sin embargo, esto no ha sido abalado, más aún ahora que se están 
desarrollando nuevas metodologías de trabajo. 




6. Actualmente la Unidad de Anticorrupción, realiza únicamente las diligencias solicitadas 
por la Fiscalía de Probidad, Transparencia y Anticorrupción (FAPTA) y las Fiscalías 
Territoriales; es decir, no llevan la investigación de fondo del caso. 




7. El Lic. Espinoza Espinoza, indicó que la propuesta de esa Dirección iría en fortalecer 
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la Sección de Delitos Económicos y Financieros, para que atienda los casos de 
Corrupción; lo anterior, en vista que esa sección es la que realiza todos los peritajes 
relacionados con este tipo de delito a nivel nacional. Por lo que, sería necesario 
cambiar su nombre y estaría conformada por dos áreas: investigación y peritos. 




8. Además, resalta que la jefatura de esa Sección es superior a un Jefe de Investigación 
3; es decir, tiene un plus, a raíz de que es una sección con un cierto grado de 
especialidad y tiene dirección funcional a nivel nacional. 




9. Asimismo, añade que para la atención de los casos de Corrupción se debe fortalecer 
la Sección de Delitos Informáticos, ya que esta atiende todo lo relacionado con 
tecnología presentada en los diferentes casos a nivel nacional, desde realizar la 
apertura de un celular, hasta respaldar los datos de las computadoras, u otros, en 
cuanto a este personal, considera que se debe mantener en esta sección ya que para 
sus labores requieren de tecnología, servidores y programas informáticos onerosos, 
que se dificultará instalar para personal específico.  




10. Indicó que otro aspecto a considerar es que la sección de Delitos Económicos y 
Financieros una vez revisado y analizado las evidencias recolectadas define el tipo de 
delito que existe y las personas imputadas.  




11. El Lic. Omar Brenes Campos, indicó que el tiempo es muy importante para el 
levantamiento de las evidencias, ya que dependiendo de este si se pueden recabar o 
no, ya que en algunos casos se puede perder (videos, otros). 




12. El Lic. Giovanni Rodríguez Gómez, indica que en el tema de corrupción se debe 
cambiar el paradigma de investigación de los casos. 




13. Asimismo, el Lic. Rodríguez Gómez hace énfasis que la estructura propuesta debe ser 
fortalecida y robusta, ya que, de ser una estructura reducida, débil e insípida, resulta 
solo un paliativo que a corto plazo fracasará o colapsará.     




 
 




Acuerdos tomados 




 
1. La Licda. Mónica Hernández Chacón realizará una sesión de trabajo con personal 




de la Fiscalía de Probidad, Transparencia y Anticorrupción y el Organismo de 
Investigación Judicial, para definir el procedimiento de trabajo tomando como base 
la nueva política de persecución que será implementada por la FAPTA. 




2. Posteriormente, la Fiscalía y el Organismo realizarán el planteamiento de recursos 
que requieren para el fortalecimiento y creación de la nueva Sección, 
respectivamente. 




 
 




Nota: Se cuenta con el plazo de tres días hábiles para la presentación de observaciones, 
en caso de no obtener respuesta se dará por aprobada. 
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DIRECCIÓN DE PLANIFICACIÓN 
SUBPROCESO DE MODERNIZACIÓN INSTITUCIONAL 




Minuta de Sesión de Trabajo 
Proyecto Estructuras Organizacionales del  




Organismo de Investigación Judicial  




 




Tema de la 
reunión: 




Proyecto de Estructuras Organizacionales del 
Organismos de Investigación Judicial (OIJ) 
Sección de Fraudes, Unidad de Anticorrupción 




N°: 
51-PLA-MI-
MNTA-2019 




 




Objetivo: 
 




Determinar la estructura organizacional de la Sección de Anticorrupción 
para atender la carga de trabajo que se generaría con la nueva metodología 
de trabajo implementada por la Fiscalía de Probidad, Transparencia y 
Anticorrupción. 




 




Fecha Lugar Hora inicio Hora final 




11 marzo de 2019 Dirección General del OIJ 13:15 horas 15: horas 




 




Personas presentes Oficina 
Asistencia 




Sí No 




Carlos Meléndez Sequeira 
 Fiscal Adjunto de la Fiscalía 
Adjunta de Probidad, 
Transparencia y Anticorrupción  




 




x  




Giovanni Rodríguez Gómez 
Jefe del Departamento de 
Investigaciones Criminales 




x  




Diego Chavarría García 
Subjefe del Departamento de 
Investigaciones Criminales 




x  




Reynaldo Velásquez Carrillo 
Jefe de la Sección de Delitos 




Económicos y Financieros 
x  




Omar Brenes Campos 
Jefe de la Oficina de Asesores, 




Oficina de Planes y Operaciones 
x  




María Alejandra Morales Vargas 
Coordinadora de Unidad, 
Dirección de Planificación 




x  




Mónica Hernández Chacón 
Profesional 2, Dirección de 




Planificación 
x  




Reunión Dirección 




OIJ 11 marzo
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Agenda 




1. Solicitar al Lic. Carlos Meléndez Sequeira, Fiscal Adjunto de la Fiscalía Adjunta de 
Probidad, Transparencia y Anticorrupción, que explique la propuesta de trabajo 
que actualmente está implementando el Ministerio Público para la atención de los 
casos de Corrupción. 




2. Determinar si la propuesta de trabajo de la Fiscalía va en línea con lo planteado 
por el Organismo de Investigación Judicial. 




3. Conocer el requerimiento humano para fortalecer la Fiscalía de Probidad, 
Transparencia y Anticorrupción y el requerimiento del Organismo de Investigación 
Judicial para crear la Sección Especializada de Anticorrupción. 




 
 




Temas tratados 




 
1. El Lic. Carlos Meléndez Sequeira, indicó que para la Fiscalía de Probidad, 




Transparencia y Anticorrupción es de vital importancia, la creación de una Sección 
Especializada de Anticorrupción en el Organismo de Investigación Judicial, por cuanto 
se requiere de un músculo para la investigación y pericias de los casos que se están a 
tendiendo y debido a la forma de trabajo que se está fiscalía ha implementado. 




2. Considera que, de crearse la Sección, esta debe tener autonomía, con una estructura 
de personal especializada, sea: auditores forenses, investigadores, analistas 
criminales, informáticos. 




3. La Fiscalía de Transparencia, Probidad y Anticorrupción (FTPA), dispone de un grupo 
de trabajo, que se encarga de los indicadores, este está conformado por un Fiscal un 
Técnico y una socióloga (que determina el impacto, socioeconómico del delito que se 
está presentando), este grupo genera información que será utilizada en la rendición de 
cuentas, toma de decisiones, informes para la Comisión de Naciones Unidas. Esos 
análisis se realizan tanto cualitativamente como cuantitativamente. Además, con esos 
insumos permiten indicarle a la Fiscala General cual es el delito de mayor incidencia y 
para que se tomen las decisiones y se defina la Política de Persecución, con sus 
objetivos y planes de acción. 




4. El Lic. Meléndez Sequeira, manifestó, que lo que se busca con la nueva estructura 
“Sección de Anticorrupción”, es que sea un brazo funcional de la FTPA, y no que esta 
última solamente brinde la dirección funcional sobre que se debe o no investigar. 




5. Añadió que el proceso de atención sería: primeramente, la Fiscalía define la Política 
de persecución, los objetivos de esta; posteriormente, ésta en conjunto con la sección 
especializada del OIJ, realizan el planeamiento de cómo se va a abarcar e investigar 
el caso y finalmente cada una de las partes realizan lo correspondiente para la 
resolución de este. 




6. Los casos se definirán AAA, AA, A, y se determinará la prioridad de atención de 
acuerdo con la política establecida. 




7. El Lic. Meléndez Sequeira, manifestó que la estructura del OIJ, debe ser robusta, y 
debe estar conformada por: peritos auditores, investigadores, profesionales en 
informática, analistas criminales, perito supervisor y todo el personal administrativo 
para su funcionamiento. 




8. El tamizaje de los casos lo realizaría el Ministerio Público, tomando como base la 
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Matriz recomendada en el informe “Impacto de la descentralización de los delitos 
de Hacienda y Función Pública del II Circuito Judicial de San José” (está 
pendiente de revisión y aprobación).  




9. Por otra parte, el Lic. Meléndez Sequeira, considera que al personal que conforme la 
nueva Sección requiere de capacitación y se debe buscar que se certifiquen de 
acuerdo con los estándares internacionales en el manejo de casos de Corrupción. 




10. En línea con lo anterior, El Lic. Giovanni Rodríguez Gómez, indicó que la Dirección de 
Gestión Humana, está definiendo el perfil profesiográfico de los peritos auditores que 
deben destacarse en la Sección de Delitos Económicos y Financieros, lo cual permite 
el personal que se destaque en esa Sección, otras capacidades diferentes para el 
análisis de los diferentes casos que ingresan a la Sección.  




11. Por otra parte, el Lic. Meléndez Sequeira y el Lic. Rodríguez Gómez, coincidieron que 
en los planes anuales se deben establecer planes de capacitación para el 
fortalecimiento y conocimiento del personal que atiende los delitos de corrupción; tanto 
Ministerio Público como en el Organismo de Investigación Judicial. Por lo menos una 
vez al año, estratégicamente en función de la política establecida. 




12. Asimismo, se indicó que el MP ha trabajado corrupción pública, pero nunca corrupción 
privada o internacional, disponiendo de mayores recursos les permitirán realizar otro 
tipo de abordaje e investigación de casos. 




13. El Lic. Omar Brenes Campos, consulta, si el MP va a definir los casos, tomando como 
base la información de la policía, o por los casos que ellos definen. 




14. Se retoma que el MP investigará de acuerdo con la política establecida, para lo cual 
se tomará en consideración la cantidad de casos denunciados y la lesibilidad de los 
mismos a la sociedad, tanto económica como social. Asimismo, se indicó que el grupo 
que atienda estos casos tendrá que trabajar otro tipo de informantes, hacer convenios 
con las diferentes instituciones y demás intervinientes que permitan el acceso a cierta 
información. 




15. Por otra parte, se indicó que se deben definir las funciones a realizar por parte del OIJ 
y el MP en cada caso, lo cual se establecerá en el momento que se integren para 
analizar la situación y política establecida. 




16. Las políticas que se establezca son públicas, por lo que se deberán atender como 
están establecidas. 




17. Para determinar que se atiende en las Delegaciones, la Fiscalía con la 
implementación de la matriz, servirá de filtro que permita establecer que se debe o no 
atender por parte de esas. 




18. Al no tener los recursos en cada una de las Delegaciones para atender los casos de 
corrupción, se determinó que lo más conveniente es que dependiendo de lo que 
determine la fiscalía los casos sean investigados desde San José (Sección 
Especializada). 




 
 




Acuerdos tomados 




1. El Lic. Carlos Meléndez Sequeira, remitirá el planteamiento sobre la necesidad de 
fortalecer la Fiscalía de Probidad, Transparencia y Anticorrupción para la atención 
de los casos de Corrupción, presentado a la Licda. Nancy Hernández, Magistrada 
de la Sala de Constitucional e integrante en su momento de la Comisión de 
Transparencia y Anticorrupción. 




2. El Lic. Meléndez Sequeira, informará quien será la persona con la cual se puede 
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contactar en la Fiscalía, en caso de que él esté ausente, persona que facilitará la 
información correspondiente para el desarrollo del informe. 




3. La Fiscalía General establecerá las políticas de persecución que se van a atender 
con prioridad de acuerdo con lo establecido. 




4. El Lic. Giovanni Rodríguez Gómez, remitirá la propuesta de recurso que se 
requiere para fortalecer las estructuras de las Secciones de Delitos Económicos y 
Delitos Informáticos. 




5. El Lic. Reynaldo Velásquez remitirá las estadísticas de los últimos dos años de los 
casos ingresados y resueltos en la Sección de Delitos Económicos y Financieros. 




 
 




Nota: Se cuenta con el plazo de tres días hábiles para la presentación de observaciones, 
en caso de no obtener respuesta se dará por aprobada. 
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           San José, 20 de mayo de 2019 
 
Licenciada 
Nacira Valverde Bermúdez 
Directora a.í. de Planificación 
Corte Suprema de Justicia, Poder Judicial 
S.            D. 
 


Asunto: Reconsideración del Informe N° 674-
PLA-RH-OI-2019 remitido con oficio N° 85-CSP-
19. 


 
Estimada señora: 
 


En atención al contenido del oficio N° 85-CSP-19 de fecha 17 de mayo de 2019, mediante el cual 
transcribe el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial en la sesión extraordinaria 
44-19 (Presupuesto 2020), celebrada el 16 de mayo de 2019, ARTÍCULO XI, y con instrucciones 
superiores de la MBA. Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, en forma atenta nos 
permitimos remitir reconsideración del “Estudio de Requerimiento Humano, N° 674-PLA-RH-OI-
2019” para atender la sostenibilidad de la “Implementación de Gobierno Abierto, Proyecto de 
Contabilidad y la integración del Sistema de Gestión Administrativa”: 


 
1. Reconsideraciones puntuales al informe N° 674-PLA-RH-OI-2019. 


 
Aspectos Analizados por 
Dirección de Planificación 


Reconsideraciones del 
Departamento de Proveeduría 


I. Plazas por Analizar No hay observaciones. 


II. Justificación de la Situación 
o Necesidad Planteada 


No hay observaciones. 


III. Información Relevante 3.1 Antecedentes 
 
3.1.1.- Iniciativa “Gobierno Abierto” 
 


Como bien lo indica la Dirección de Planificación las 
plazas en estudio “…tienen 3 años y medio de apoyar a 


lo interno del Departamento de Proveeduría, lo que 


denota la relevancia de las labores encomendadas en la 


gestión cotidiana de esa dependencia…” lo cual se 
comparte. 







 
 


 
Oficio N° 1991-DP-44-2019 


 


   


TELÉFONO:  2295-3121           proveeduria@Poder-Judicial.go.cr FAX: 2221-8983 


 


“Justicia: Un pilar del desarrollo” 


 Página 2 de 15 


 


 
 
 
 
 


 
 


 
 
 
 
 


 
 


Aspectos Analizados por 
Dirección de Planificación 


Reconsideraciones del 
Departamento de Proveeduría 


3.1.2.- Utilización de la metodología de administración 
de proyectos para las solicitudes de estudio a la 
Dirección de Planificación 
 


Se comparte el análisis en cuanto a la “…metodología de 


administración de proyectos para las solicitudes de estudio a la 


Dirección de Planificación, se determinó que no cumplen con 


los parámetros para ser catalogadas como proyectos, por 


cuanto responden a la atención de labores operativas 


necesarias para colaborar en el cumplimiento de los objetivos 


institucionales, según lo indicado por la Ing. Yesenia Salazar 


Guzmán, MBA, Coordinadora de la Unidad Portafolio de 


Proyectos, Subproceso de Presupuesto y Portafolio de 


Proyectos…” (el subrayado no pertenece al documento 
original) 


3.2.- Estructura Organizacional del Departamento de 
Proveeduría 
 
El análisis efectuado por parte de la Dirección de 
Planificación respecto de la Estructura Organizativa del 
Departamento de Proveeduría versó sobre el “Organigrama 
General” dispuesto en el sitio Web, sin mediar consulta a 
este Departamento, ya que como se puede evidenciar en 
ese mismo sitio se tienen las descripciones de cada 
Proceso, Subproceso y Unidad conforme a su relación de 
puestos existente, como sigue: 
 
“[…] 


Proceso de Administración de Bienes 
 


El Proceso de Administración de Bienes se encarga 
de adquirir, recibir, custodiar, administrar y asignar, 
los activos y materiales que requieren las oficinas 
judiciales para realizar sus funciones día a día, y se 
encarga además de administrar los recursos para el 
suministro del combustible que utiliza la flotilla 
institucional. 
  
El Proceso macro está conformado por: 
- Subproceso de Almacenamiento y Distribución 
- Unidad de Programación y Seguimiento de 
Materiales y Suministros 
- Unidad de Patrimonio 
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Aspectos Analizados por 
Dirección de Planificación 


Reconsideraciones del 
Departamento de Proveeduría 


 
 
Proceso de Adquisiciones 
Somos los encargados de procesar todas las 
adquisiciones de bienes y servicios que requiere la 
institución. 
Nuestro equipo de trabajo está compuesto por los 
siguiente Subprocesos: 
- Sub Proceso de Compras Menores 
- Unidad de Reparación de Vehículos 
- Sub Proceso de Contrataciones Directas  
- Sub Proceso de Licitaciones 
 
Subproceso de Verificación y Ejecución 
Contractual 
 
Verificación y Ejecución Contractual es un ente 
adscrito al Departamento de Proveeduría, que fue 
constituida en 1999, con el fin de dar fiel 
cumplimiento al artículo 13 de la Ley de 
Contratación Administrativa (Ley N° 7494), que 
reza: “La Administración fiscalizará todo el proceso de 
ejecución, para eso el contratista deberá ofrecer las 
facilidades necesarias. A fin de establecer la verdad real, 
podrá prescindir de las formas jurídicas que adopten los 
agentes económicos, cuando no correspondan a la 
realidad de los hechos. En virtud de este derecho de 
fiscalización, la Administración tiene la potestad de 
aplicar los términos contractuales para que el contratista 
corrija cualquier desajuste respecto del cumplimiento 
exacto de las obligaciones pactadas. Si la Administración 
no fiscaliza los procesos, eso no exime al contratista de 
cumplir con sus deberes ni de la responsabilidad que le 


pueda corresponder”. De ahí que el artículo 108.1 
Reglamento de la Ley de Contratación 
Administrativa, (Decreto Ejecutivo N° 25037-H del 6 
de marzo de 1996, hoy derogado) estableció: 
“Control interno del cumplimiento contractual. En 
toda Administración deberá designarse una unidad 
encargada del control de cumplimiento de las 
obligaciones asumidas por los contratistas.  Esta unidad 
será responsable de desplegar los actos de verificación 
necesarios para establecer que la Administración recibe 
los bienes, obras o servicios dentro de las condiciones de 


calidad, plazo y demás condiciones acordadas”.  Es así 
como Ejecución Contractual, de conformidad con el 
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Aspectos Analizados por 
Dirección de Planificación 


Reconsideraciones del 
Departamento de Proveeduría 


Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa 
vigente, (Decreto Ejecutivo N° 33411), se constituye 
en un fiscalizador de la ejecución contractual, uno 
de los pilares fundamentales de la Contratación 
Administrativa. 
 
Subproceso de Gestión Administrativa y 
Desarrollo 
 
Se compone de la Unidad de Gestión Administrativa 
y Unidad de Apoyo a los Sistemas Informáticos. 
(Sujeto a estudio por parte de la Dirección de 
Planificación) 
 


3.2.1- Estructura Organizacional y Funciones del 
Proceso de Gestión Administrativa y Desarrollo y la 
UASI 
 
No se comparte que la estructura del Subproceso de 
Gestión Administrativa y Desarrollo (SGAD) se conformara 
con base en recursos brindados por medio de Permisos 
con Goce de Salario, ya que este Departamento es 
conocedor y respetuoso de que para cualquier estructura 
organizacional del Poder Judicial la instancia rectora que la 
define, previo estudio, es la Dirección de Planificación. 
 
El Consejo Superior, mediante acuerdo 87-2018 de fecha 4 
de octubre de 2018, artículo XXIII solicitó a la Dirección de 
Planificación el estudio respectivo en virtud de las labores 
continuas y permanentes que surgen de las actividades 
propias de la sostenibilidad del SIGA-PJ, por lo que al 
existir esta solicitud previa a la conformación del SGAD se 
consideró mantener dichos permisos como una Unidad a la 
espera del estudio. 
 
Es importante mencionar que, al momento de crearse el 
Subproceso de Gestión Administrativa y Desarrollo en el 
presente año, se ubica por temas de coordinación esas 
plazas bajo la línea de mando de la Jefatura Administrativa 
IV a fin de coordinar y dar seguimiento a los temas 
ordinarios que dichos permisos vienen realizando. 
 
Como bien se indicó en oficio 1150-DE-2019, los tres 
permisos otorgados, que se encargan de la atención, 
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Aspectos Analizados por 
Dirección de Planificación 


Reconsideraciones del 
Departamento de Proveeduría 


gestión y sostenibilidad de los módulos del Sistema 
Integrado de Gestión Administrativa (SIGA-PJ) del 
Departamento de Proveeduría y formulan mejoras para 
garantizar la continuidad y sostenibilidad de sistemas entre 
ellos SIGA-PJ, SIM, SIGEPRO, SIREVE, VEC, soporte a 
las diversas personas usuarias internas y externas, así 
como el desarrollo de nuevos requerimientos de mejora. 
 
Lo anterior es conteste con los alcances del oficio N° 3702-
DP/66-2018 del 16 de julio de 2018 en cuanto a: 
“[…] 


• Mantener el recurso humano asignado hasta el presente; 


• Realizar un estudio para su creación de manera 
ordinaria, ya que el SIGA-PJ se convirtió en la 
herramienta vital para el trámite de las compras 
institucionales, y su funcionamiento implica atención 
permanente para darle sostenibilidad; y 


• Evaluar la carga de trabajo y las nuevas funciones por 
asumir, una vez se defina el tema de la incorporación al 
SICOP, esto con la finalidad de reforzar el recurso 
humano que conforma la UASI para asumir la 
capacitación y asesoría a las personas y oficinas 
usuarias de la nueva plataforma de compras de manera 
integral…” 


 
3.3.- Alcances del oficio 3702-DP/66-2018 del 16 de julio 
de 2018 
 
3.3.1.- Labores encomendadas a la UASI 
 
Del análisis realizado en los tres tipos de labores de la UASI 
sean conjuntas, específicas y participación en proyectos, 
llama la atención y comparte este Departamento lo que 
evidencia la Dirección de Planificación en cuanto a que las 
labores encomendadas a los permisos con goce de salario, 
apoyan desde hace más de tres años las funciones 
sustantivas de los Subprocesos del Departamento de 
Proveeduría, así como a las personas usuarias internas y 
externas al Poder Judicial que interactúan en materia de 
contratación administrativa, en procura de mantener la 
operatividad y continuidad de los sistemas informáticos 
asociados con su gestión cotidiana, tales como SIGA-PJ, 
SIREVE, SIGEPRO, SIM, VEC. 
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Aspectos Analizados por 
Dirección de Planificación 


Reconsideraciones del 
Departamento de Proveeduría 


Como bien se indica, se tienen proyectos informáticos con 
gran avance lo cual liberaría la carga de trabajo en lo que 
a proyectos respecta para las plazas en análisis, no 
obstante, como se observó existen labores conjuntas y 
específicas que de forma ordinaria con afectaciones 
internas (centros gestores) y externas (personas 
proveedoras) las cuales deben ser ejecutadas por parte de 
este Departamento.  
 
3.4.- Análisis de la carga de trabajo de la UASI 
 
No se comparte el análisis efectuado por parte de la 
Dirección de Planificación, ya que se basó en dos variables 
que tienen un comportamiento estacional como lo son las 
llamadas telefónicas y correos electrónicos y no se realizó 
el análisis en conjunto con este Departamento. 
 
De lo anterior, es importante indicar que la mayor cantidad 
de registros se materializa en el segundo y tercer trimestre 
de cada año por cuanto es en ese periodo donde se 
presentan la mayor cantidad de procesos de compras 
institucionales, como bien se puede observar en el “Gráfico 
1 Cantidad de Llamadas y Correos atendidos por la UASI, 
según Trimestre” y no en el primer trimestre por lo que el 
análisis cuantitativo de tendencia no es a criterio de este 
Departamento un parámetro para medir las cargas de 
trabajo de la UASI.  
 
Conforme se ha observado la sostenibilidad en cuanto a las 
actividades ordinarias que ejecuta la UASI en conjunto con 
la Dirección de Tecnología de la Información, permite que 
los sistemas que acceden las personas usuarias internas y 
externas tengan un desempeño aceptable y con esto se 
disminuyan consultas vía telefónica y por correo 
electrónico. Esto último genera que las consultas que 
ingresen sean de mayor complejidad.   
 
Llama la atención que no se valoraron las actividades 
conjuntas y específicas que la UASI realiza ni tampoco la 
complejidad de cada labor. 
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Aspectos Analizados por 
Dirección de Planificación 


Reconsideraciones del 
Departamento de Proveeduría 


3.5.- Criterio del Departamento de Proveeduría 
 
Se rescata la necesidad de permanencia de las plazas para 
la sostenibilidad y continuidad de las labores ordinarias que 
durante más de tres años han desarrollado en la UASI. 
 
3.6.- Otras consideraciones 
 
3.6.1.- Creación del nuevo Subproceso de Gestión 
Administrativa y Desarrollo 
 
No se comparte el análisis efectuado por parte de la 
Dirección de Planificación, en cuanto a que se genera una 
inversión adicional con la formalización de la UASI, esto por 
cuanto hace más de tres años, como bien se evidenció, la 
Institución ha venido atendiendo por medio de la figura de 
Permiso con Goce de Salario, actividades ordinarias y de 
impacto en la transparencia e imagen del Poder Judicial. 
 
Es por lo anterior, que el Consejo Superior, mediante 
acuerdo 87-2018 de fecha 4 de octubre de 2018, artículo 
XXIII solicitó a la Dirección de Planificación el estudio 
respectivo en virtud de las labores continuas y permanentes 
que surgen de las actividades propias de la sostenibilidad 
de los sistemas. 
 
3.6.2.- No hay observaciones. 
 
3.6.3.- Actualización de las Normas de Ejecución 
Presupuestaria 
 
Se comparte que la variación en los límites económicos de 
Contratación Administrativa, ajustados por parte de la 
Contraloría General de la República y el estrato al que 
pertenece el Poder Judicial, se da una variación importante 
en los rangos o límites para la aplicación de las diferentes 
normas en la institución. 
 
En virtud de lo anterior, se ubicó al Poder Judicial en el 
estrato “A”, por lo que se espera un aumento en utilización 
de los sistemas informáticos, de ahí la relevancia que 
tendrán las labores asociadas con la sostenibilidad y 
mejoras de esas herramientas tecnológicas con el objetivo 
de garantizar la eficiencia de los procesos. 
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Aspectos Analizados por 
Dirección de Planificación 


Reconsideraciones del 
Departamento de Proveeduría 


 
3.7.- Criterio de la Dirección de Tecnología de la 
Información 
El porcentaje del proyecto de SOE del 93% para el mes 
de marzo del 2019, no considera un último sprint que se 
solicitó a principios de abril; por esa razón, el porcentaje 
varió. 
 
3.8.- Sistema Gestor de Actividades Judiciales 
No hay observaciones. 
 
3.9.- Situación Presupuestaria y Financiera 
No hay observaciones. 
 
3.10.- Criterio de la Dirección de Planificación 
 
Como se indicó en los puntos anteriores de esta 
reconsideración, la creación de la UASI no está constituida 
fuera de las condiciones formales establecidas por la 
institución y que deben ser analizadas de previo por parte 
de la instancia técnica respectiva como lo es la Dirección 
de Planificación, por lo que el Consejo Superior mediante 
acuerdo 87-2018 de fecha 4 de octubre de 2018, artículo 
XXIII solicitó a esa Dirección el estudio respectivo en virtud 
de las labores continuas y permanentes que surgen de las 
actividades propias de la sostenibilidad de los sistemas. 
 
Con la creación del Subproceso de Gestión Administrativa 
y Desarrollo en el presente año, se ubica por temas de 
coordinación esas plazas bajo la línea de mando de la 
Jefatura Administrativa IV a fin de coordinar y dar 
seguimiento a los temas ordinarios que dichos permisos 
vienen realizando. 
 
Al aplicar la metodología de administración de proyectos la 
Dirección de Planificación, determinó que las actividades 
destacadas en la UASI no cumplen con los parámetros 
para ser catalogadas como proyectos, por cuanto 
responden a la atención de labores operativas necesarias 
para colaborar en el cumplimiento de los objetivos 
institucionales (el subrayado no es del original). 
 
Contrario al criterio de la Dirección de Planificación, la 
cantidad y variedad de sistemas no disminuye de forma 
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Aspectos Analizados por 
Dirección de Planificación 


Reconsideraciones del 
Departamento de Proveeduría 


automática las cargas de trabajo, ya que se incrementa la 
complejidad e interacción de las herramientas tecnológicas, 
así como la evolución de las diferentes plataformas 
demandan atención continua en virtud de los 
requerimientos normativos y de las personas usuarias 
internas y externas. 
 
Se evidencia la necesidad de contar con los recursos 
analizados para atender las labores ordinarias asumidas y 
considerar que el desarrollo a futuro de los diferentes 
sistemas informáticos en el Departamento de Proveeduría 
y su impacto sobre el aprovechamiento de los recursos 
ordinarios existentes solo es una parte de la carga de 
trabajo. 
 
3.9 (SIC) 3.11 Vinculación con el Plan Estratégico 
Institucional (PEI 2019 – 2024) 
No hay observaciones. 


IV. Elementos Resolutivos 4.1. No hay observaciones. 
4.2. No hay observaciones. 
4.3. No hay observaciones.    
4.4. El análisis efectuado por parte de la Dirección de 
Planificación respecto de la Estructura Organizativa del 
Departamento de Proveeduría versó sobre el “Organigrama 
General” dispuesto en el sitio Web, sin mediar consulta a 
este Departamento, ya que como se puede evidenciar en 
ese mismo sitio se tienen las descripciones de cada 
Proceso, Subproceso y Unidad conforme a su relación de 
puestos existente, por lo que debe ajustarse. 
4.5. No hay observaciones.    
4.6. No hay observaciones.    
4.7. Se está de acuerdo con el avance de los proyectos 
informáticos; no obstante, no se evidencia la sostenibilidad 
requerida por cada herramienta tecnológica, para la 
continuidad del servicio a las personas usuarias internas y 
externas. 
4.8. No se comparte el análisis efectuado por parte de la 
Dirección de Planificación, ya que se basó en dos variables 
que tienen un comportamiento estacional como lo son las 
llamadas telefónicas y correos electrónicos, omitiendo 
labores sustantivas que realizan los puestos en estudio y 
no se realizó el análisis en conjunto con este Departamento. 
De lo anterior, es importante indicar que la mayor cantidad 
de registros se materializa en el segundo y tercer trimestre 
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de cada año por cuanto es en ese periodo donde se 
presentan la mayor cantidad de procesos de compras 
institucionales, como bien se puede observar en el “Gráfico 
1 Cantidad de Llamadas y Correos atendidos por la UASI, 
según Trimestre” y no en el primer trimestre por lo que el 
análisis cuantitativo de tendencia no es a criterio de este 
Departamento un parámetro para medir las cargas de 
trabajo de la UASI.  
Conforme se ha observado la sostenibilidad en cuanto a las 
actividades ordinarias que ejecuta la UASI en conjunto con 
la Dirección de Tecnología de la Información, permite que 
los sistemas que acceden las personas usuarias internas y 
externas tengan un desempeño aceptable y con esto se 
disminuyan consultas vía telefónica y por correo 
electrónico. Esto último genera que las consultas que 
ingresen sean de mayor complejidad.   
Llama la atención que no se valoraron las actividades 
conjuntas y específicas que la UASI realiza ni tampoco la 
complejidad de cada labor. 
4.9. Se debe adicionar que la labor de la continuidad y 
sostenibilidad de sistemas incluyen SIGA-PJ, SIM, 
SIGEPRO, SIREVE, VEC. 
4.10. No se comparte el análisis efectuado por parte de la 
Dirección de Planificación, en cuanto a que se genera una 
inversión adicional con la formalización de la UASI, esto por 
cuanto hace más de tres años, como bien se evidenció, la 
Institución ha venido atendiendo por medio de la figura de 
Permiso con Goce de Salario, actividades ordinarias y de 
impacto en la transparencia e imagen del Poder Judicial. 
Es por lo anterior, que el Consejo Superior, mediante 
acuerdo 87-2018 de fecha 4 de octubre de 2018, artículo 
XXIII solicitó a la Dirección de Planificación el estudio 
respectivo en virtud de las labores continuas y permanentes 
que surgen de las actividades propias de la sostenibilidad 
de los sistemas. 
4.11. No hay observaciones.    
4.12. No hay observaciones.    
4.13. No hay observaciones. 
4.14. Se evidencia la necesidad de contar con los recursos 
analizados para atender las labores ordinarias asumidas y 
considerar que el desarrollo a futuro de los diferentes 
sistemas informáticos en el Departamento de Proveeduría 
y su impacto sobre el aprovechamiento de los recursos 
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ordinarios existentes solo es una parte de la carga de 
trabajo. 
4.15. No hay observaciones.    
4.16. No hay observaciones.    


V. Recomendaciones 


 


5.1. Para una adecuada gestión y como se reconoce en 
todo el informe de la Dirección de Planificación, estima este 
Departamento que se deben mantener los recursos 
destacados hoy en la UASI y cumplir con lo solicitado en su 
oportunidad con oficio N° 3702-DP/66-2018 del 16 de julio 
de 2018 en cuanto a: 
“[…] 


• Mantener el recurso humano asignado hasta el presente; 


• Realizar un estudio para su creación de manera 
ordinaria, ya que el SIGA-PJ se convirtió en la 
herramienta vital para el trámite de las compras 
institucionales, y su funcionamiento implica atención 
permanente para darle sostenibilidad; y 


• Evaluar la carga de trabajo y las nuevas funciones por 
asumir, una vez se defina el tema de la incorporación al 
SICOP, esto con la finalidad de reforzar el recurso 
humano que conforma la UASI para asumir la 
capacitación y asesoría a las personas y oficinas 
usuarias de la nueva plataforma de compras de manera 
integral…” 


5.2. No hay observaciones. 
5.3. El Consejo Superior, mediante acuerdo 87-2018 de 
fecha 4 de octubre de 2018, artículo XXIII solicitó a la 
Dirección de Planificación el estudio respectivo en virtud de 
las labores continuas y permanentes que surgen de las 
actividades propias de la sostenibilidad de los sistemas 
institucionales. 
5.4. No hay observaciones. 
5.5. No hay observaciones. 
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2. Repercusiones para el Departamento de Proveeduría en caso de no contar con el recurso 
humano que conforma la Unidad de Apoyo Sistemas Informáticos. 


 
La Dirección de Planificación en su informe N° 674-PLA-RH-OI-2019, menciona de manera macro 
algunos alcances del oficio N° 3702-DP/66-2018 del 16 de julio de 2018, por lo que nos permitimos 
retomar en lo que interesa de dicho oficio lo siguiente:  
 
“[…] 


Tal y como se ha mencionado en reiterados oficios enviados a la Dirección Ejecutiva, la permanencia 
del recurso humano es indispensable, para la atención de las personas usuarias internas y externas 
al Poder Judicial, y la satisfacción de los requerimientos de las diferentes oficinas y programas 
presupuestarios. Además del desarrollo de los proyectos en trámite, así como los que están por 
iniciarse, según lo ha referido la Dirección de Tecnología de la Información, conlleva un plazo de al 
menos un año para cumplir con las etapas de requerimiento, desarrollo y pruebas, que permitan 
contar con un sistema de calidad y útil para todos. Momento a partir del cual será necesario contar 
con el recurso humano experto para que se encargue de atender los incidentes y valorar las mejoras 
necesarias en todo sistema, teniendo presente que el objetivo es garantizar la sostenibilidad y evitar 
la obsolescencia en el tiempo.   
  
Se desprende de lo mencionado en el párrafo anterior, que la ausencia total o parcial del recurso 
humano concedido hasta la fecha, aumenta el riesgo de:  
 


• Desatención de las personas usuarias, por cuanto el recurso humano ordinario no tiene 


capacidad ni tiempo para realizar los trámites de contratación y atender las consultas, bien 


sea por correo o teléfono. 


• Obsolescencia del SIGAPJ, al personal actual de cada subproceso, no se le puede recargar 


su labor diaria con el trámite de incidentes y mejoras necesarios para la sostenibilidad del 


sistema, por cuanto la prioridad es atender los procesos de contratación. 


•  Dejar de generar oportunidades de mejora y crecimiento, en las soluciones informáticas que 


se brindan a la persona usuaria, al no disponer del recurso experto que participe en el 


desarrollo de los proyectos que formule la Dirección de Tecnología de la Comunicación. 


• Incumplimiento de las recomendaciones de la Auditoría en cuanto a la aplicación de los 


protocolos para garantizar la correcta y oportuna ejecución presupuestaria por parte de las 


oficinas usuarias. 


• Imposibilidad de generar los reportes de minería de datos que se utilizan para la toma de 
decisiones gerenciales en materia de presupuestaria. 


• Perder competitividad de frente a la plataforma oficial de compras del Ministerio de Hacienda.  


• Pérdida de seguimiento en materia de ejecución presupuestaria que se lleva actualmente con 
la revisión de las SPAs, Actas, Pedidos, Requisiciones. 


• Atención dispersa de proveedores al tener la atención en diferentes subprocesos. 


• Perder la oportunidad de integrar esta labor a la atención directa a los proveedores en una 
sola plataforma. 


• Pérdida de seguimiento a los registros en el SIAC. 
 
A continuación, se realiza un análisis de los posibles escenarios para la atención de las labores 
ordinarias y extraordinarias que se han mencionado en los párrafos que anteceden, los cuales se 
formulan dependiendo de la cantidad de plazas con que cuente el Departamento de Proveeduría para 
conformar la Unidad de Apoyo Sistemas Informáticos (UASI). 
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Escenario 1. Se otorga una plaza de Profesional 2 a la UASI. 
 
En caso de que la Administración decida aprobar solo una plaza para la Unidad de Apoyo, resulta 
claro que de la gama de labores que se atienden de manera ordinaria, será necesario priorizar, por 
cuanto no habrá capacidad para atender todo lo que hoy se asume como parte de la carga de trabajo. 
 
Debido a lo mencionado líneas arriba y teniendo presente que uno de los objetivos del Poder Judicial 
es garantizar la transparencia y accesibilidad de la información, el recurso se dedicaría a la atención 
de las consultas que formulan las personas usuarias internas o externas, bien sea por teléfono o 
mediante el correo electrónico, esto por cuanto al mes se reciben cerca 500 llamadas y 450 correos, 
consultas que demandan en promedio de 20 a 30 minutos para brindarle solución, además de las 
visitas de los proveedores para ser atendidos de manera personal. 
 
Este escenario tiene los siguientes inconvenientes: 
 


1. Desatención de los incidentes y mejoras que se generan, los cuales es necesario resolver 
para asegurar la continuidad y sostenibilidad del sistema. 


2. La Dirección de Tecnología de la Información carecería del usuario experto que es la 
contraparte para los nuevos desarrollos y los proyectos futuros, recurso necesario al momento 
de realizar las pruebas que permitan certificar la calidad de la funcionabilidad del sistema. 


3. Incumplir con las recomendaciones de la Auditoria en cuanto al control que debe existir en la 
ejecución presupuestaria de las oficinas usuarias del sistema SIGAPJ, mediante la aplicación 
de los protocolos previamente definidos. 


4. Imposibilidad de poder suministrar a las jefaturas de la Proveeduria, los reportes que se 
generan mediante la minería de datos, como insumo para la toma de decisiones gerenciales.  


 
Escenario 2. Se otorgan dos plazas de Profesional 2 a la UASI. 
 
Si la determinación es aprobar solo dos plazas para la Unidad de Apoyo, los dos recursos atenderían 
de manera conjunta las consultas de las personas usuarias, lo cual es una labor de capacitación 
permanente para asegurar que los proveedores puedan participar en los procesos de contratación. 
 
En adición a la atención de las consultas que se generan producto de las llamadas y los correos, el 
recurso humano aprobado podrá en forma conjunta con DTI resolver los incidentes y mejoras que se 
generen durante el proceso de contratación, los cuales se deben atender con prioridad para asegurar 
el funcionamiento del Sistema Integrado de Gestión Administrativa y que el trámite de la compra se 
ejecute con normalidad.  
 
Este escenario presenta los siguientes inconvenientes: 
 


1. Resulta poco probable disponer del recurso y tiempo para formar parte del equipo contraparte 
para los nuevos desarrollos y los proyectos futuros, recurso necesario al momento de realizar 
las pruebas que permitan certificar la calidad y funcionabilidad del sistema. 


2. Desatender las recomendaciones de la Auditoria en cuanto al control que debe existir en la 
ejecución presupuestaria de las oficinas usuarias del sistema SIGAPJ, mediante la aplicación 
de los protocolos previamente definidos.  


3. Imposibilidad de poder suministrar a las jefaturas de la Proveeduría, los reportes que se 


generan mediante la minería de datos, como insumo para la toma de decisiones gerenciales. 
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Escenario 3. Se otorgan tres plazas de Profesional 2 a la UASI. 
 
Esta determinación de la Administración es lo ideal y necesario para atender las labores que durante 
el desarrollo del presente informe se han señalado como ordinarias y extraordinarias. 
 
Otro aspecto que refuerza la permanencia de las plazas y la conformación en definitiva de la Unidad 
de Apoyo Sistemas Informáticos, lo es el hecho de que con la finalidad de maximizar el uso del recurso 
humano y de poder cumplir con el objetivo de dar un mejor servicio a las personas usuarias internas 
o externas al Poder Judicial, en el proceso de contratación, se está implementando la atención integral 
de las consultas que se reciben a diario en temas relacionados con el registro de proveedores, 
catálogo de bienes, oferta electrónica y el proceso de compras, de manera que en un solo lugar sean 
evacuadas las preguntas o inquietudes, se busca entonces la especialización de las funciones y evitar 
lo que sucede hoy en día, donde el proveedor debe ser atendido por tres personas que laboran en 
subprocesos distintos…” 


 
 


4. Síntesis 
 


− El Informe N° 674-PLA-RH-OI-2019 remitido con oficio N° 85-CSP-19 de fecha 17 de mayo 
de 2019, evidencia la necesidad del recurso humano en el Departamento de Proveeduría a 
fin de que brinde la sostenibilidad de las herramientas tecnológicas integradas del Poder 
Judicial. 


− Dicho informe basó su recomendación en dos variables que tienen un comportamiento 
estacional como lo son las llamadas telefónicas y correos electrónicos omitiendo labores 
sustantivas que realizan los puestos en estudio y no se realizó el análisis en conjunto con 
este Departamento. 


− No se comparte que la estructura del Subproceso de Gestión Administrativa y Desarrollo 
(SGAD) se conformara con base en recursos brindados por medio de Permisos con Goce 
de Salario, ya que este Departamento es conocedor y respetuoso de que para cualquier 
estructura organizacional del Poder Judicial la instancia rectora que la define, previo estudio, 
es la Dirección de Planificación. 


− El Consejo Superior, mediante acuerdo 87-2018 de fecha 4 de octubre de 2018, artículo 
XXIII solicitó a la Dirección de Planificación el estudio respectivo en virtud de las labores 
continuas y permanentes que surgen de las actividades propias de la sostenibilidad de 
sistemas, por lo que al existir esta solicitud previa a la conformación del SGAD se consideró 
mantener dichos permisos como una Unidad a la espera del estudio, bajo la línea de mando 
de la Jefatura Administrativa IV creada en el presente año. 


− No se comparte el análisis efectuado por parte de la Dirección de Planificación, en cuanto a 
que se genera una inversión adicional con la formalización de la UASI, esto por cuanto hace 
más de tres años, la Institución ha venido atendiendo por medio de la figura del Permiso con 
Goce de Salario, actividades ordinarias y de impacto en la transparencia e imagen del Poder 
Judicial. 
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− Como se desprende del punto 3 de esta reconsideración, la ausencia total o parcial del 
recurso humano concedido hasta la fecha, aumenta el riesgo incumplimiento de labores 
ordinarias y de interés institucional. 
 


5. Petitoria de la reconsideración. 


Por tratarse de recursos que cumplen funciones de naturaleza operativa y apoyan la gestión 
sustantiva del Departamento de Proveeduría, se solicita: 


 
− Mantener el recurso humano asignado a la fecha (1 persona Coordinadora de Unidad III y 2 


Profesionales II) y de ser posible establecer las plazas de forma extraordinaria a partir del 
año 2020. 


− Ampliar el estudio respectivo para crear de manera ordinaria por parte de la Dirección de 
Planificación la UASI, considerado la totalidad de las actividades ordinarias que realiza. 


− En caso de mantenerse la recomendación de la Dirección de Planificación en su informe N° 
674-PLA-RH-OI-2019, se solicita al Honorable Consejo Superior permitir la continuidad de 
las otras dos plazas bajo la figura de permisos con goce de salario al estar desempeñando 
labores de interés institucional. 


 
 
Atentamente;  
 
 
 
 


Licda. Ingrid Moya Aguilar 
Jefa Subproceso Gestión Administrativa 


 y Desarrollo 


MBA. Miguel Ovares Chavarría 
Jefe Departamento de Proveeduría 


 
 
 
 


 
Equipo de Trabajo: Licda. Mariela Marín Astorga, Coordinadora UASI 
 
 
CC.:  
MBA. Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva 
Archivo 
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1244 -DTI-2019-


21 de mayo del 2019


Licenciada


Nacira Valverde Bermúdez


Directora, Dirección de Planificación


Estimada señora: 


En respuesta a lo indicado en el oficio número 71-CSP-19, en el que se transcribe la sesión extraordinaria de Consejo Superior, N°42-19 (Presupuesto 2020), artículo V, en el cual se conocen los requerimientos de Auditoría Judicial para actualización del sistema Team Mate (Sistema de Control de recomendaciones de la Auditoria Judicial), en le cual literalmente se indica:


Se acordó: Previamente a resolver la incorporación de recursos en el anteproyecto de presupuesto 2020 para atender los requerimientos de la actualización del sistema Team Mate (Sistema de Control de recomendaciones de la Auditoria Judicial), solicitar el criterio técnico de la Dirección de Tecnología de Información.”

Al respecto me permito señalar que, la Auditoría Judicial solicita incluir en este presupuesto el costo de actualización de la versión Team Mate AM, a la versión Team Mate Plus, para un total de 75 licencias requeridas, así como los requerimientos de capacitación.


Es criterio de esta Dirección, considerar que este cambio es beneficioso para la Auditoría, por las siguientes razones:  


· Tecnología actualizada que garantiza razonablemente la seguridad de la información y compatibilidad con otras herramientas actuales.


· Permite disponer de las actualizaciones del proveedor que constantemente realiza mejoras para adaptarse a los cambios del entorno, ya sea en el ejercicio de la Auditoría o en la tecnología.  


· Versión Web que permite su acceso desde cualquier ubicación geográfica, lo cual está en línea con la tendencia institucional.


· La tecnología utilizada (sistema operativo, motor de base de datos, aplicaciones web) se adapta a la existente en el Poder Judicial, lo que permite facilidad de integración con la infraestructura institucional.


· La nueva versión permite simplicidad y usabilidad, con una interfaz amigable.


De acuerdo con los datos indicados por la Dirección de Planificación, los recursos requeridos para incluir al presupuesto 2020, ascienden a un total de ₡8.361.893 distribuidos en: ₡640.253 en la Subpartida 10701 “Actividades de Capacitación” y ₡7.721.640 en la Subpartida 59903 “Bienes Intangibles”, lo que se considera razonable considerando los beneficios esperados. 


Atentamente,


Kattia Morales Navarro


Directora de Tecnología de Información
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San José, 20 de mayo de 2019.

Asunto: Observaciones al oficio número 74-CSP-19


Máster 

Nacira Valverde Bermúdez 


Directora a.i.


Dirección de Planificación


Poder Judicial 

Estimada señora:


Reciba un respetuoso saludo. En tiempo y forma procedo a plantear las siguientes reconsideraciones respecto del oficio N°74-CSP-19, con base en los argumentos que a continuación procedo a detalla:

Primero: En el apartado “antecedentes”, párrafo número XIII se afirma lo siguiente: (…) “Por otra parte, es relevante hacer mención que mediante informe 34-PLA-EV-2017 de la Dirección de Planificación sobre el Impacto organizacional y presupuestario para el Poder Judicial en caso de aprobarse el proyecto de Ley denominado “Código Procesal de Familia”, se analizó lo referente a la Defensa Pública en la atención de asuntos en materia de Familia, Violencia Doméstica y Pensión Alimentaria; donde, se consideró entre otros asuntos crear un total de 33 plazas de Defensor Público para la defensa de la parte acto en asuntos de Pensión Alimentaria.” (…).


No obstante, se parte de una premisa errónea al afirmarse que las 33 plazas de defensor público que se proyectan como necesarias ante una eventual entrada en vigor del Código Procesal de Familia, lo son para atender la materia de familia, violencia doméstica y pensiones alimentarias, estas 33 plazas son únicamente para lograr la cobertura nacional del servicio de pensiones alimentarias a la parte actora, lo cual no se ha logrado. Existiendo una carencia de recurso humano profesional para hacerle frente a la competencia que se le otorgó a la Defensa Pública con la entrada en vigencia de la Ley de Pensiones Alimentarias, de vieja data. Lamentablemente, a la fecha no tenemos cobertura nacional del servicio en materia de pensiones alimentaria para la parte acreedora alimentaria (actora), teniendo un faltante de 33 plazas de persona defensora pública. 


Esta situación fue visibilizada en el informe número 34-PLA-EV-2017, sobre el impacto organizacional y presupuestario para el Poder Judicial en caso de aprobarse el proyecto de ley denominado “Código Procesal de Familia”. Y cito textualmente lo establecido en dicho informe, tal y como sigue: 

“(…) Actualmente la Defensa Pública tiene en su estructura 76 plazas para la atención de la parte actora en los procesos de alimentos, a los que se suman 33 plazas adicionales para completar la cobertura, con un total de 109 plazas (…).”

		CIRCUITO JUDICIAL Y OFICINA

		MATERIA DE
PENSIONES ALIMENTARIAS



		

		Número Defensores


(Parte Actora)



		

		



		

		



		TOTAL 

		33



		Primero de San José

		3



		Segundo de San José

		1



		Tercero de San José

		2



		Primero de la Zona Sur

		1



		Segundo de la Zona Sur

		3



		Primero de Alajuela

		2



		Segundo de Alajuela

		2



		Tercero de Alajuela

		3



		Cartago

		4



		Heredia

		4



		Primero de Guanacaste

		1



		Segundo de Guanacaste

		2



		Puntarenas

		3



		Primero de la Zona Atlántica

		1



		Segundo de la Zona Atlántica

		1





Se hace la aclaración que para el momento en que se emite el informe citado, no se había promulgado la Ley N° 9593, Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, publicada el 28 de setiembre de 2018.


Segundo: En varias ocasiones se afirma en el informe, que la materia de violencia doméstica pasa a ser parte del circulante de la unidad de la Defensa Pública que atiende penal, lo cual es parcialmente cierto, ya que opera únicamente en cuanto al presunto agresor y no a la víctima, que, por competencia material e intereses contrapuestos, está imposibilitada a atenderla-. Esta última, en caso que requiera ayuda de alimentos, será asumida por la Unidad de Pensiones Alimentarias y es a esta a la que le corresponderá, por la evidente vulnerabilidad de esta población, el abordaje, trato y especial atención que se le debe dar a cada uno de los casos en esta temática tan delicada, en donde muchas veces está en juego la vida de la víctima, asumir su caso. Ella se traduce en una posible carga laboral no visualizada.

Tercero: Preocupa, además, que en el informe se omita un estudio de los datos estadísticos por parte de los diferentes juzgados que conocen procesos en donde por su cercanía con asentamientos indígenas, tengamos incidencia de este tipo de usuarios, los cuales ya demandan servicio en las materias de pensiones alimentarias, familia y violencia doméstica y a la fecha, aún no tenemos plaza de Defensor Público destacada, sino que se atienden como un recargo. Tal es el caso del Juzgado Contravencional de Coto Brus (la defensa más cercana está en Corredores, donde solo se cuenta con una persona defensora pública en pensiones alimentarias con un alto circulante y resultaría imposible brindar atención a las personas usuarias indígenas de Coto Brus y el mismo problema se presenta con la plaza de pensiones alimentarias de Golfito, donde hay más de 100 kilómetros de distancia, lo que representa en tiempo aproximadamente  dos horas y media para llegar y el mismo tiempo para regresar.  En el Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Tarrazú, Dota y León Cortés,  tampoco se cuenta con  una persona defensora para atender el servicio en materia de pensiones alimentarias, por lo que resulta imposible mostrar datos respecto de la necesidad de este servicio y la única forma de identificarlos es analizar los que llevan al efecto los Juzgados en mención, lo que no obsta para afirmar que la necesidad es latente, crece cada día, por lo cual debe hacerse una proyección de la demanda del servicio. 


Prueba de lo anterior, son los datos incluidos en el punto E. del informe, en el gráfico número 4, en donde solo se contemplan datos de las oficinas de Bribri, Buenos Aires, Turrialba, Limón y otros, sin incluirse datos de las zonas de Coto Brus, Tarrazú, Dota, tampoco se incluyen los datos en la materia de familia y violencia doméstica. 


Asimismo, se afirma que el circulante de Buenos Aires es de 75 asuntos, lo cual no es correcto, al día 20 de mayo se tiene un total de 120 asuntos activos en materia de pensiones alimentarias y familia, esto sin olvidar que no se cuantifica el tiempo que invierte la persona defensora pública de Pérez Zeledón en los traslados a las zonas indígenas para brindar el servicio. Misma situación que actualmente enfrentamos en Turrialba, en donde la Defensora Pública de Cartago debe viajar a dar servicio.  


Finalmente, se echa de menos una proyección del posible circulante y su crecimiento estimado para la Defensa Pública, por corresponder a una nueva competencia, datos que perfectamente se pueden extraer de los circulantes de los Juzgados que trabajan las materias. Ello, sin contar que en materia de familia y violencia doméstica no se cuenta del todo con recurso humano para brindar ese servicio.


Quedo atenta para lo que se estime necesario. 

Atentamente,

M. Sc. Diana Montero Montero


Jefe a.i. Defensa Pública


Poder Judicial





Oficio: JEFDP-476-2019
















_2147483615/02-CT-2019.msg
RV: Adjunto Oficio N°02-CT-2019 para su conocimiento

		From
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firma



 



De: Kattia Cordero Vargas 
Enviado el: viernes, 17 de mayo de 2019 17:33
Para: Dirección de Planificación <planificacion@Poder-Judicial.go.cr>; Nacira Valverde Bermúdez <nvalverde@Poder-Judicial.go.cr>; Patricia Solano Castro <psolano@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Elizabeth Chacón Ramírez <echaconr@Poder-Judicial.go.cr>; Kenia Alvarado Villalobos <kalvaradov@Poder-Judicial.go.cr>; Catalina Blanco Sanchez <cblancosa@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Adjunto Oficio N°02-CT-2019 para su conocimiento



 



Licenciada 



Nacira Valverde Bermúdez



Dirección de Planificación



 



Estimada Licencia Valverde Bermúdez:



 



Reciba un cordial saludo. Con instrucciones de la señora Magistrada Patricia Solano Castro, Coordinadora de la Comisión de Transparencia, me permito adjuntar Oficio N°02-CT-2019 para su conocimiento.



 



Atentamente; 
  
---- 
Kattia Cordero Vargas 
Secretaria Ejecutiva, 



Magistrada Patricia Solano Castro,



Vicepresidenta de la Corte Suprema de Justicia 
Teléfono 2295-4985
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Ministerio Público de 
Costa Rica en la 
investigación, 
descubrimiento  y 
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Ser reconocidos 
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criminal, 
científico, objetivo e 
independiente, 


 


593-DG-2019 / Ref 1582-18 


San José, 17 de mayo de 2019 


Ref. 60-CSP-2019 


 
Señor: 
Dixon Li Morales 
Director a.i. de Planificación 
Poder Judicial 
Estimado señor: 


                         


Sirva la presente para saludarlo muy cordialmente y a la vez, en mi condición 


de Director General del Organismo de Investigación Judicial, me permito dar 


contestación al Informe 60-CSP-2019, relacionado con el impacto organizacional 


y presupuestario a partir de la Ley 9458 que reforma la Ley 4573, Código Penal y 


Ley 7451, Ley de Bienestar de los Animales, para el año 2020. 


Es importante dejar en claro que la dinámica que se plantea en el Escenario 


Uno que se pretende aplicar a este Organismo es totalmente contraproducente 


para la correcta gestión policial y de mantenerse esa posición por parte de 


Planificación preferimos no se otorgue ni una sola plaza de investigación ya que 


no vamos a soportar el costo social que significa aceptar una dotación de plazas 


de investigación, que desconoce el impacto de una ley nacional y que no es 


conteste con la realidad y que parte del equivocado supuesto de que este tipo de 


delito solo se presenta en San José. 


   El Organismo de Investigación Judicial no puede apoyar una propuesta que en 


realidad no viene a solucionar básicamente nada, una problemática que en 


definitiva, afecta de manera directa el funcionamiento de este órgano y su eficaz 


cumplimiento a las obligaciones legales que nos han sido impuestas. Se quiere 


dejar en claro que no podemos asumir la responsabilidad de la toma de decisión 


de adoptar la propuesta primera planteada por el Departamento de Planificación, 
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ya que la Ley de Bienestar Animal ya ha sido emitida y con lo propuesto por ese 


Departamento este Organismo no puede dar respuesta a la obligación legal de 


atender las denuncias, en la forma responsable, profesional y técnica; sobre todo, 


cuando se maneja un presupuesto que permite crecer en persona sin que esto 


signifique un gasto de más para el Erario Público, por lo que esta variable no 


debería constituirse en óbice para la toma de decisión. 


Con dos plazas de investigador no existe forma de abarcar los delitos que ocurren en 


todo el país relacionados con la Ley del bienestar animal y con la propuesta “reducida” del 


escenario uno, se está obligando a que no se lleven a cabo las diligencias de investigación 


con la técnica y pericia correspondiente, dejando a este órgano prácticamente sin la 


capacidad de responder a una obligación legal.  


Con el planteamiento reducido del escenario uno, es evidente que no se tiene 


conciencia de las vicisitudes de las zonas regionales, asumiendo de forma imprecisa que las 


dos plazas dedicadas a este delito podrían cubrir todo el territorio nacional, sin considerar 


las variables de coordinación, traslado y tiempo estimado de atención, lo cual resulta más 


bien un gasto oneroso ya que los dos investigadores otorgados, según la lógica de 


Planificación, deberán trasladarse a cualquier parte del territorio nacional para atender 


casos de esta naturaleza, aumentando los rubros de viáticos y horas extras entre otros, lo 


cual resulta un despropósito y demás, claramente imposible de ejecutar.  


La Dirección de Planificación del Poder Judicial es conocedora del aumento en la carga 


de trabajo del personal de investigación, con un incremento anual del 6% solo de denuncias 


(no se considera en esta ecuación siquiera las capturas, diligencias menores o CICOs) y sin 


embargo ese aspecto es omitido en el análisis de este problema, a pesar de que se les ha 


informado de esta situación, no se propone una respuesta verdadera a esta situación de 


crisis en que se encuentra la Policía Judicial. 
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Gráfico 1. Delitos entrados al Organismo de Investigación Judicial 


durante el período 2003-2018 (Datos proyectados a 2019) 


 
                                                                                                                                                        Fuente: OIJ-UAC, 2019 


Esto último ha provocado que en las sedes regionales los investigadores se distribuyen 


todas las actividades administrativas e investigativas, que en San José se manejan por 


secciones y unidades especializadas, por lo que resulta ilógico dejar por fuera la 


consideración de las zonas externas. 


Si la cantidad de investigaciones a nivel general viene creciendo anualmente en un 6%  


(5000 denuncias aproximadamente), como ya se había demostrado en documentos 


anteriores, implica que los investigadores cada vez tendrán menos posibilidad de 


encargarse de un nuevo delito. 


De tal modo, siendo conscientes de que el escenario económico del país no es el mejor 


y que así mismo el Organismo de Investigación Judicial le fue asignado una función nueva 


que independientemente del tema presupuestario, debemos afrontar, se realiza una 


propuesta intermedia a fin de que las 11 delegaciones del país les sea asignado un 


investigador1 por regional (en total 11 investigadores1) más dos investigadores1 para la 


sede central y un jefe1 para que coordine todo lo relacionado con el tema. Este es el 


escenario mínimo con el cual el Organismo de Investigación Judicial podría responder, al 


menos de manera inicial, con el objetivo impuesto. De no ser acogida esta propuesta o algo 
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similar razonable que tome en consideración las sedes regionales, el Organismo de 


Investigación Judicial no puede asumir el riesgo que implica la realización incorrecta de las 


labores policiales y prefiere declinar la exigua solución brindada de solo otorgar dos 


investigadores 1 que en realidad no viene a ser una solución lógica a los delitos contra los 


animales, ya que este problema es nacional y no es competencia única de San José y se 


procederá a señalar en cualquier estrado que sea necesario a la Dirección de Planificación 


por la impericia en la respuesta brindada. 


Aparte de lo indicado, se debe llamar la atención sobre un tema que se está pasando 


de largo en cualesquiera de los informes sobre plazas que se han realizado en el pasado 


pero que afecta directamente la marcha de esta Institución y es la ejecución presupuestaria 


interna. Esta ley implica la contratación de servicios profesionales cada vez que se tenga un 


hecho punible ya que no se tiene a disposición un equipo médico veterinario para hacer las 


diferentes pericias de índole necropsiales, así como se requiere de una constante 


adquisición de artículos diferenciados para hacer exámenes debido a que no se pueden 


mezclar los insumos para análisis de personas con los de animales. 


Es importante señalar que, por parte de la Administración de este Organismo, no se 


cuenta con la capacidad instalada para la ejecución presupuestaria, ya que solo existen 


cuatro ejecutores para mas de 17 mil millones de colones, de ahí que la plaza de soporte 


para esta actividad estaba incluida en el escenario 3 como parte de un todo, vendría a 


solventar dificultades como la misma ejecución presupuestaria, capacitaciones, 


reclutamiento, inducción, compras directas, caja chica, entre otras. Seguidamente se 


presenta el cuadro N°1. 
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Fuente: Administración OIJ, 2018. 


 


Como se evidencia, la Administración de este Organismo se encuentra en total 


desventaja con respecto a las otras áreas de intervención del Poder Judicial e inclusive si se 


compara con una administración regional. Es decir, que si no se cumple el escenario 3 donde 


se incluye una plaza para utilizar como ejecutor, sería materialmente imposible controlar el 


presupuesto de cualquiera de los otros dos escenarios restantes.  


La importancia de la Ley en cuestión ha sido ampliamente discutida y si el legislador 


optó por dar protección al bienestar animal incorporando las conductas contra los animales 


dentro del ámbito penal, esa medida debe adoptarse con la capacidad institucional de dar 


respuesta, este órgano debe atender las denuncias y los casos y en caso de que no sea 


posible por falta de recursos, esa deberá ser la respuesta que eventualmente brinde el OIJ 


ante incumplimientos.  


En resumen, se pide una representación nacional de los efectos de la ley que abarque 


a las sedes regionales, siendo que se solicita al menos 1 investigador1 para cada Delegación, 


lo cual suma 11 plazas. Dos plazas más de investigador 1 para la sede central y una plaza de 


un jefe 1 para que coordine las labores policiales. Asimismo, se está solicitando junto con 


esta ley para ejecutar el presupuesto y contratos de servicios profesionales con personal 


veterinario la incorporación de una plaza administrativa de profesional 2 para utilizar como 


ejecutor presupuestario. 


De no aceptarse una solución que verse en términos razonables similares, se solicita 


prescindir de la entrega de las dos plazas de investigador 1 ya que el Organismo de 


Investigación Judicial no está dispuesto a asumir tal exigua cantidad de personal, que no 


viene a ayudar en lo más mínimo para la atención de los problemas nacionales que 


comprende esta ley y se verá obligado a trasladar el riesgo a las consecuencias a los órganos 


responsables de este tipo de decisiones administrativas. 


En cuanto a las demás plazas mencionadas en el informe como lo son: 


 Un Perito Judicial 1 para la sección de Pericias Físicas, 
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 Un Perito Judicial 2 para la sección de Química Analítica, 


 Dos Peritos Judiciales 2B, (Sección de Bioquímica y Sección de Toxicología), 


 Un Técnico Especializado 6 para la sección de Química Analítica, 


Se aceptan las mismas sin mayores comentarios. 


 


Atentamente, 


 


Walter Espinoza Espinoza 


Director General 


Organismo de Investigación Judicial 
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Kattia Cordero Vargas



Asunto: 557-PLA-MI-2019
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Enviado el: lunes, 20 de mayo de 2019 2:29 p.m.
Para: Elena Gabriela Picado González <epicadog@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RV: Administrador de la cuenta de Correo de Transparencia la señora Elizabeth Chacón Ramírez, funcionario de la Oficina de Cumplimiento, gracias

 

 

 



 

De: Kattia Cordero Vargas 
Enviado el: viernes, 17 de mayo de 2019 15:34
Para: Despacho de la Presidencia de la Corte <despacho_pre@Poder-Judicial.go.cr>; Dirección de Planificación <planificacion@Poder-Judicial.go.cr>; Nacira Valverde Bermúdez <nvalverde@Poder-Judicial.go.cr>; Indira Jiménez González (Autorizado/Secretaría General de la Corte) <ijimenez@Poder-Judicial.go.cr>; Secretaría Defensa Publica I Circuito Judicial <defensapublica@Poder-Judicial.go.cr>; Secretaría - Fiscalía General <secre-fgeneral@Poder-Judicial.go.cr>; Yorleny Vargas Morales <yvargasmo@Poder-Judicial.go.cr>; Dirección de Tecnología de Información <tecnologia-info@Poder-Judicial.go.cr>; Silvia Navarro Romanini (Secretaria General de la Corte) <snavarro@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Administrador de la cuenta de Correo de Transparencia la señora Elizabeth Chacón Ramírez, funcionario de la Oficina de Cumplimiento, gracias

 

Buenas tardes:

 

Reciban un cordial saludo. Con instrucciones de la señora Magistrada Patricia Solano Castro, y como pueden observar en la seguidilla de correos del 05 y 08 de abril 2019, se les solicita de la manera más atenta dirigir todos los correos electrónicos de la Comisión de Transparencia y Oficina de Cumplimiento a la señora Elizabeth Chacón Ramírez.

 

Pueden enviar copia de los correos al compañero Randall Zúñiga Palacios y a la compañera Kenia Alvarado Villalobos.

 

Cualquier consulta estoy para servirles. 

 

Atentamente; 
  
---- 
Kattia Cordero Vargas 
Secretaria Ejecutiva, 

Magistrada Patricia Solano Castro,

Vicepresidenta de la Corte Suprema de Justicia 
Teléfono 2295-4985
  

De: Kenia Alvarado Villalobos 
Enviado el: lunes, 08 de abril de 2019 8:50
Para: Control Interno <controlinterno@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Patricia Solano Castro <psolano@Poder-Judicial.go.cr>; Elizabeth Chacón Ramírez <echaconr@Poder-Judicial.go.cr>; Randall Zuñiga Palacios <rzunigap@Poder-Judicial.go.cr>; Luis Guzmán Gutiérrez <lguzman@Poder-Judicial.go.cr>; Kattia Cordero Vargas <kcordero@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Re: Administrador de la cuenta de Correo de Transparencia

 

Muy buenos días, estimada Valery.  Con instrucciones de la Magistrada Patricia Solano, encargada de la Comisión de Transparencia,  le informo que la persona encargada de administrar la cuenta de correo de Transparencia será la señora Elizabeth Chacón Ramírez, funcionaria de la Oficina de Cumplimiento. 

Muchas gracias por su atención, saludos cordiales, 

 



  _____  


De: Control Interno
Enviado: viernes, 5 de abril de 2019 14:09
Para: Kenia Alvarado Villalobos
Asunto: Administrador de la cuenta de Correo de Transparencia 

 

Buenas tardes

Estimada Licda. Kenia Alvarado ,

 

La presente es para consultarle según instrucciones del Lic. Luis Guzmán  Jefe de Control Interno y Anticorrupción , ¿cuál será el despacho  o la persona encargada de administrar  la cuenta de correo de Transparencia de ahora en adelante?

 

Atentamente,
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Oficio 01-2019


San José, 23 abril 2019


ASUNTO: Respuesta a Informe 481-PLA-RH-MI-2019  de Planificación


Señora Nacira Valverde Bermúdez

Jefa Departamento de Planificación


Mag. Luis Guillermo Rivas


Presidente Comisión de Agrario

Mag. Jorge Olasso Alvarez


Mag. Jaime Robleto Gutiérrez


Distinguidos señores: 

 
Reciban un atento saludo. Por este medio, las personas juzgadoras de primera instancia y del Tribunal Agrario que se indican, respondemos el  "Oficio N° 481-PLA-RH-MI-2019", recibido el 4 de abril 2019, en el cual se pretenden variar cuotas de trabajo, reglas básicas de competencia territorial y otros aspectos relacionados con el Impacto Organizacional y Presupuestario en el Poder Judicial a partir de la promulgación del Nuevo Código Procesal Agrario para el 2020 Ley 9609. Se aclara que otras personas juzgadoras, respondieron en forma adicional o separada 


FUENTES DE INFORMACIÓN Y PARTICIPACIÓN REPRESENTATIVA EN LA ELABORACIÓN DEL INFORME:


En primer lugar, debemos resaltar que para este proceso de rediseño, en forma efectiva y real, NO SE NOS HA TOMADO EN CUENTA A LAS PERSONAS JUZGADORAS DE PRIMERA Y SEGUNDA INSTANCIA ni como fuentes ni para proponer medidas. El equipo interdisciplinario que se cita en el Informe, fue integrado por Planificación, y esencialmente por la juzgadora Damaris Vargas Vásquez, según se desprende del texto del informe. No se incluyó en todo el proceso, a otras personas juzgadoras representantes de primera ni segunda instancia en funciones, de la materia agraria. Al menos desconocemos que ello haya sido así, dado que no se realizó una convocatoria con ese fin, y expresamente en el informe no se cita otra fuente jurisdiccional. 


En tiempos pasados, para temas de menor impacto, Planificación siempre tuvo como punto de partida la consulta a los jueces y juezas involucrados, como es el caso de un estudio integral de la materia, que se hizo por parte de ese Departamento, N° 2189B-1999, en el cual se presentó el “Plan para combatir la Morosidad Judicial en Materia Agraria”. En ese otro estudio, literalmente se indicó "el método de trabajo por el que se ha optado tanto para el estudio integral cuanto para el presente documento, ha consistido en sostener reuniones con los jueces involucrados y Magistrados de la Sala respectiva, con el fin de que sugieran parámetros de rendimiento de acuerdo con su experiencia y trayectoria en la Institución; información que es confrontada con datos estadísticos de los últimos once años, en razón de que previo a esa fecha esta materia no estaba especializada. (...) Es el caso señalar que en las dos fuentes de información se considera a su vez la complejidad de los asuntos".  



Esas consultas y visitas de campo con quienes eran los sujetos o elementos subjetivos principales de dichos informes, tomando en cuenta el parecer y la experiencia de quienes sus conclusiones o propuestas iban a impactar, son necesarios, porque los números en frío usualmente no dan toda la información necesaria y veraz para tomar decisiones acertadas, razonables y ejecutables. Todo eso se echa de menos en este estudio.  


Sumado a lo anterior, debe tomarse en cuenta la envergadura del presente estudio, dado es un nuevo reto de orden procesal del cual no hay precedentes en esta materia. Por esa razón, las fuentes de consulta, deben de ser lo más precisas posible, y particularmente encontrarse  actualizadas con las vicisitudes que actualmente se presentan en el quehacer cotidiano de la jurisdicción.  Por otra parte, este estudio, como se dirá, trasciende a aspectos presupuestarios, pues formula reformas estructurales, de manejo de despacho, de cargas de trabajo, de criterios de aplicación de la nueva ley procesal, lo cual ameritaba un dialogo simétrico con interlocutores válidos, tal y como lo plantea la Política Axiológica y el Manual de Valores Compartidos del Poder Judicial, el cual es de acatamiento obligatorio para todas las personas que laboramos en esta Institución.


Debemos también señalar que los problemas presupuestarios que la reforma procesal en agrario pueda tener para su implementación, no deben recaer en las personas juzgadoras que responsablemente hacemos nuestro trabajo. En primer lugar, el plazo de entrada en vigencia del CPA no fue nuestra responsabilidad, pero el Poder Judicial tiene mecanismos para solventar eso, tomando decisiones presupuestarias proporcionales, sin dejar de recaer todo el peso de la reforma sobre la judicatura, pues en este informe, se obliga a continuar con la prestación del servicio actual y futura prácticamente con los mismos recursos y saturando aún más las cargas. 



En segundo lugar, el que se haya indicado que para implementar la reforma no se requería nombrar más personas juzgadoras, no significa que antes de ello no se deban tomar medidas para capacitar y para poner al día los juzgados. Y eso no tiene que ver con la vigencia del Código, sino con los pasos anteriores a tal momento. Para ello existen mecanismos, que como se dirá, es posible usar, porque conocemos que se ha hecho para otras materias y situaciones.



En este punto, como en algunos parajes del informe, se debe observar la experiencia en materia laboral, donde se ha hecho incapié, en que el éxito de la reforma radicaba en el estado en que se encontraban las oficina judiciales al momento de la implementación. Es evidente, este informe es totalmente ayuno de la manera en que deben de estar los juzgados y el Tribunal Agrario para asumir el escenario que formulan en el informe.  No es dable limitarse a indicar el estado de circulante a la fecha de su elaboración, eso es superficial en cuanto a la planificación y con información incompleta. Deben mostrarse los escenarios en que debe estar la jurisdicción para poder alcanzar las metas que se muestran en el informe. Reseñar la situación de algunos despachos sin contar con la totalidad de la datos emanados directamente de quienes están involucrados le resta solidez a un estudio y sesga los posibles efectos de la entrada en vigencia de la nueva normativa procesal.  Esta situación no contribuye a un análisis y proyecciones del impacto en la aplicación de la reforma legal.


SOBRE LA PROPUESTA DE CAMBIOS DE ESTRUCTURA ORGANIZATIVA:


Al respecto, estamos en desacuerdo en cuanto a la propuesta de organización que se muestra en este informe y sobre todo con el precario presupuesto indicado, tomando en cuenta que al igual que la materia civil y contencioso administrativo, son reformas procesales que han conllevado toda una reorganización de la competencia, nuevos tribunales, recalificación de puestos, etc; todo lo cual se extraña en esta materia. Sin embargo, estamos ante el mismo cambio: se pasa a audiencias orales, dictado de sentencia en caso de poderse oral, plazos más cortos, etc. Pero el informe no parece tomar en cuenta la experiencia en esas otras materias.



El acápite de Antecedentes claramente se señala: “… El Código Procesal Agrario impulsa una reforma basada en la oralidad por audiencias que elimina las limitaciones actuales de la Ley de Jurisdicción Agraria, la cual establece un modelo verbal y no desecha los beneficios de la escritura en etapas…”. Como vemos se reconoce un cambio. 


El problema es lo que se plantea en cuanto a los cambios de estructura organizativa de los despachos y oficinas del Poder Judicial, así como los costos presupuestarios en 2020 para su debida implementación.



En cuanto a la Metodología, echamos de menos un grupo diverso y plural conformado para asesorar, informar y tomar decisiones que involucre personas juzgadoras de primera y segunda instancia (ver punto 21 de este oficio). En todas las reuniones únicamente ha participado solo una persona, la Licenciada Damaris Vargas Vásquez, quien hace muchísimos años no tramita en primera instancia ni tampoco ha estado en los últimos años en el Tribunal Agrario ejerciendo su cargo como jueza. Se aclara, la designación realizada por la Comisión de Agrario de quien es el enlace con el Departamente de Planificación y otras oficinas internas y externas a la Institución,  es un asunto ajeno a nuestra competencia como personas juzgadoras, pero como hemos reiterado, es importante involucrar una cantidad razonable y proporcional de personas juzgadoras que puedan suministrar información actualizada y sirva de contrapeso a las visiones meramente administrativas que se puedan tener. 



Como se indicó anteriormente, era necesario integrar más personas, con diversas visiones y experiencias actualizadas sobre la forma en que se ha impactado por ejemplo, el trámite con expediente electrónico, la grabación de audiencias, las nuevas generaciones de personal que labora en las diversas oficinas judiciales, la manera en que las políticas de protección y tutela a las personas en condición de vulnerabilidad a impactado el trámite y gestión de las oficinas judicial; la forma en que se aplican las nuevas y múltiples reglas emitidas por los Órganos Superiores de este Poder; así como los impactos que a la fecha se han podido medir con la aplicación subsidiaria de los Códigos de Trabajo y Procesal Civil.


No se tomaron en cuenta los insumos de Juzgados especializados agrarios, que empezaron en su momento a dictar sentencias orales como plan piloto en el Proyecto de Moderna Gestión, y el impacto que se tuvo en la gestión del despacho para efectos de ajustar los indicadores actuales.         


DE LA VARIABLE DE GÉNERO: De conformidad con la Política de Género del Poder Judicial (aprobada por Corte Plena en sesión Nº 34-05, del 07 de noviembre del 2005, articulo XIV), así como la Declaración Universal de Derechos Humanos, Convención Americana de Derechos Humanos o Pacto de San José, Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos, Convención para la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer, la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible y la Constitución Política de Costa Rica, se debe adoptar en este informe de manera transversal, prioritaria y sustantiva la perspectiva de género, pues en la citada política impone que  en todo el quehacer del Poder Judicial se deber adoptar. En este informe se hecha de menos el cumplimiento de tal política, así como el respeto a los derechos consagrados en los instrumentos indicados.



El primero punto que debe de corregirse de manera sustancial es el cuadro 1, o bien elaborar uno donde se visualice la integración de las jurisdicción a partir de las personas que lo integran. De acuerdo al estudio y consulta realizada para responder este informe, de las plazas nombradas en propiedad, son treinta y dos personas las nombradas en propiedad. De las cuales, 17 plazas son ocupadas por varones y 15 por mujeres. Es una jurisdicción en consecuencia donde se debe necesariamente emplear en la toma de decisiones la perspectiva de género. 

Todas las decisiones ahí asumidas no visibilizan el rol de la mujer lo cual posee un efecto discriminatorio.  Se ha mencionado, que las mujeres poseen dobles y triples cargas de trabajo, y para compensar esta situación se deben de tomar medidas afirmativas.  En el caso de la jurisdicción agraria, se tienen en total 18 hijos e hijas.  En una cantidad de 12 son personas menores de edad y solo 6 personas son hijos mayores de edad.  Lo cual demuestra, que las cargas dobles son evidentes, es un simple estudio numérico. Lo cual repercute en las medidas afirmativas que han de ser diseñadas.  En al menos dos casos, hay mujeres juezas responsables del cuido de personas adultas mayores o con quebrantos de salud. Esta realidad debe ser visualizada junto con otros datos tales como: jefas de hogar, profesoras universitarias, cuido de personas adolescentes. 



La necesidad de una visión cualitativa, permite dotar de datos, y en consecuencia contar con elementos para la toma de decisiones que se muestran en el informe.  Al respecto Arias (2005) indicó: "La información es un insumo fundamental para la toma de decisiones y la posterior medición de los impactos y enlaza con la exigencia de una mayor transparencia institucional.... La información desde la perspectiva de género permite, entre otras cosas, estudiar tendencias y evaluar la política pública para una mejor toma de decisiones a la vez que hace visible lo invisible, mostrando las expectativas de las mujeres, su real cumplimiento y los alcances de estos para el resto de la sociedad". Por tal razón la información contenida en el cuadro 1, debe ser desagregada para visualizar para la implementación de las politicas institucionales así como el cumplimiento de la normativa nacional y de instrumentos internacionales. 



De lo anterior, es necesario, tal y como lo impone el acápite 5.4. de la Agenda 2030: "Reconocer y valorar los cuidados y el trabajo doméstico no remunerados..."; así como el 5.c en cuanto aprobar y fortalece políticas acertadas y leyes aplicables para promover la igualdad de género y el empoderamiento de todas las mujeres en todos los niveles.  Al amparo de ese cuadro normativo, es necesario que al momento de fijar las cargas de trabajo se incluya la variable de género y se visualice así como en las oportunidades de capacitación. Se debe en consecuencia establecer una carga de trabajo que pondere esa variable, en aras de reconocer los efectos de las dobles cargas de trabajo sobre las mujeres, asumiendo una medida afirmativa. 


Nos pronunciaremos ahora sobre aspectos más puntuales que contiene el informe, dando relevancia a la experiencia de personas juzgadoras con más de 20 años de laborar en la materia, pues con respeto, aunque algunas ideas o propuestas en el papel parecen muy aceptables, en la práctica no lo son o los antecedentes demuestran que no son realmente efectivas:


1) Uso del Centro de Conciliación: 


Informe dice: "Se debe de indicar que estas funciones se mantienen en los puestos ya existentes de Jueces y Juezas Agrarias por lo que no es necesaria la creación de más plazas para estas funciones específicas, además, la Comisión de la Jurisdicción Agraria le solicitó al Centro de Conciliación del Poder Judicial colaboración para apoyar a los Juzgados Agrarios en la realización de conciliaciones que se señalan, según acuerdo tomado por dicha Comisión en sesión ordinaria celebrada el 29 de junio del 2018, artículo XVIII".


En varias zonas del país, la participación de este mecanismo de usar al Centro de Conciliación en materia agraria, mucho menos si son citaciones masivas, no ha dado resultados satisfactorios. 



En primer lugar, han intentando hacer las conciliaciones en la sede de los tribunales y no ir al campo o al lugar de los hechos, rasgo sustancial en nuestra disciplina. Eso genera problemas de asistencia y además no concuerda con el principio de gratuidad y de itinerancia que tanto se reitera en la reforma procesal.



En segundo lugar la mayor parte de las personas usuarias no asiste a audiencias solo para conciliar, menos si se tiene que trasladar desde lugares lejanos (recuérdese que en agrario, a diferencia de civil, la audiencia de conciliación se hacía el mismo día del juicio). 



En tercer lugar, hace algunos años ese mecanismo se puso en práctica y al no tener las personas conciliadoras conocimientos suficientes en materia agraria, los resultados fueron muy pocos y de esos convenios, varios resultaron inejecutables cuando las partes regresaron a plantear el proceso de ejecución. 

Por un principio de responsabilidad anticipamos esta situación, pues difícilmente se puede entender, desde un observador responsable y razonable, que se va a capacitar en pocos meses a personas juzgadoras conciliadoras en materia de derechos reales, registral, catastral, ambiental, contratos, proceso agrario, normativa sustantiva especial, etc., y todo el impacto que eso puede tener en la solución del conflicto. Los números probablemente sean exitosos al lograrse conciliaciones, pero la medición del impacto que tiene en la solución definitiva del conflicto y la percepción ciudadana de ello podrían estar muy comprometidos.      


Entonces, esta medida es paliativa, pero creemos que no es útil para lograr resultados efectivos para reducir mora y mucho menos para una solución efectiva del conflicto agrario.


Por otro lado, no es con una capacitación sobre conciliación en agrario, la vía a través de la cual se van a poder realizar más conciliaciones, ya que se observa los casos terminados en la Jurisdicción por conciliaciones con jueces y juezas de experienca acumulada, son bastantes, y difícilmente pueda superarse con conciliaciones en un estrado u oficina judicial bajo esta otra modalidad. Cualquier juez o jueza de experiencia en esta materia sabe que eso es así. Resulta preocupante que jueces o juezas que no están elegibles en materia agraria se les otorgue la facultad de conciliar asuntos del nivel de complejidad que reviste esta materia. (p. 23 del informe).  



Resulta además contradictorio y lamentable que si se cuenta con poco presupuesto, se proponga invertir el recurso limitado en capacitar en Derecho Agrario y el nuevo CPA a personas juzgadoras conciliadoras del Centro de Conciliación, cuando lo que urge es capacitar a las PERSONAS JUZGADORAS AGRARIAS EN LAS BASES DE LA REFORMA PLANTEADA EN EL CPA.



Además, en cuanto a Juzgadores especialistas para conciliaciones y ejecución (p. 21 del informe),  no es acertado que durante el 2019 y 2020 las funciones de conciliación y de ejecución, según artículos 9 y 13 del CPA sean asumidas por las dos plazas de personas juzgadoras supernumerarias agrarias que pertenecen al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional. Lo anterior por cuanto tomando en cuenta la falta de presupuesto para crear estas plazas, debe ser la misma persona juzgadora del Juzgado quien realice las conciliaciones y ejecuciones, y las supernumerarios se dediquen a ayudar a los Juzgados que estén saturados o tengan alguna situación particular.


2) REALIDAD DE LA SENTENCIA ORAL

Informe dice: "Actualmente la legislación establece que las sentencias se deben de dictar de forma escrita y estableciendo un plazo para la elaboración, con la implementación del CPA establece que las sentencias se dicten de forma oral al momento del juicio o audiencia (artículo 79), esto va a permitir agilizar los procesos y beneficiar a la persona usuaria, incluso que la Apelación sea presentada de forma siguiente al dictado de la sentencia". 


No es cierto que la mayor cantidad de sentencias agrarias se vayan a dictar de forma oral. Y aunque eso fuese el ideal de algunas personas de la Comisión Redactora del CPA, eso de lograrse será en varios años. De esta afirmación se tienen datos y experiencia en materias como la procesal penal; debe de analizarse el tiempo necesario para incorporar los cambios propuestos en los modelos de trabajo. 


Pero para los años recientes a la entrada en vigencia del CPA, la realidad es que, aún las personas juzgadoras con experiencia y capacitadas, estaremos en la posibilidad de hacer solo:


- Autos orales de medida cautelar e incidentes (si no son complejos).


- Algunas sentencias orales en monitorios y sumarios (si no son complejas).


Pero en proceso ORDINARIOS, por responsabilidad, seguridad jurídica, CALIDAD, lógica y razonabilidad, la mayor parte sino todas las sentencias SERÁN ESCRITAS.



Esa es la realidad, independientemente de que algunas personas insistan en promover otra que no es lo que ofreció la experiencia en la aplicación de la oralidad con la Ley de Cobro Judicial (desde hace 10 años). Y la normativa lo permite, así que no se trata de una posición personal de quienes rendimos este informe:


"ARTÍCULO 79- Emisión de la sentencia


La sentencia se emitirá oralmente después de la exposición de conclusiones o, en su caso, de la deliberación. Cuando la deliberación no sea necesaria, terminadas las respectivas etapas procesales se pronunciará dentro del plazo legal.


Por razones de seguridad e integridad del tribunal y demás asistentes a la audiencia u otras razones referidas al tiempo y el lugar donde se realice la audiencia, la sentencia podrá emitirse en el plazo de cinco días. En supuestos de excepcional complejidad, su dictado íntegro se podrá realizar en el plazo de veintidós días hábiles. El tribunal deberá exponer el fundamento de la decisión.


Si las partes lo solicitan o el tribunal lo estima necesario, la sentencia deberá transcribirse".


La mayor parte de los juicios agrarios se hacen en el campo. Eso implica situaciones de riesgo y cansancio por topografía, condiciones climáticas (en ocasiones extremas por ejemplo por altas temperaturas), lejanía, etc. Debe además hacerse el reconocimiento judicial, el cual usualmente no es menor a 2 horas. En ocasiones hasta 6 horas o más.



Los procesos sumarios, sin aplicar audiencias orales, usualmente implican, dado que se hacen en el lugar, audiencias de juicio que abarcan dos audiencias (todo un día), sin dictar sentencia, lo que implicar regresar a nuestros Despachos,  entre 4 pm y 6 pm, saliendo desde tempranos horas de la mañana. Y los ordinarios, sin oralidad, usualmente abarcan solo para recibir prueba, 2 días completos. No se hizo un ensayo de campo en este estudio, en el que en un proceso ordinario se proceda a dictar la sentencia en el campo y valorar todas las vicisitudes que conlleva esa gestión del proceso.     


Con la reforma, los procesos sumarios (interdictos y desahucios) pueden abarcar más de un día, dado que se deben hacer en ella todas las sub-etapas luego de la contestación. Y los ordinarios, aunque se haga el filtro en la audiencia preparatoria, abarcarán para la audiencia de juicio mínimo 1 día, posiblemente dos. Eso en el campo y terminando de recibir la prueba tarde, 4 o 5 pm.



Solo esos datos, sin tomar en cuenta la complejidad del caso y el receso que la persona juzgadora requiere para analizar el caso, hace lógico y comprensible que la sentencia se dicte en forma escrita. Es necesario que se haga un estudio de complejidad de casos que se tramitan en la sede agraria, pues los aspectos citados, desde los vinculados con el entorno hasta los de complejidad del caso, han de ser ponderados. No se pueden equiparar las condiciones de gestión de esta materia con ninguna otra. 


Pero además, si la norma del CPA indica que si las partes lo prefieren se les debe transcribir, resulta ilógico, lo cual ha sido la experiencia de estos meses, desde octubre 2018, aplicando lo que dispone el CPC, que pidan se emita en forma oral. Por eso, las mismas partes la piden escrita, dado que es triple trabajo dictarla oral y transcribirla. Además de los problemas y atrasos que genera la transcripción de una sentencia oral. 



Y todo ello afecta también la apelación. Esta situación debe ser objeto de estudio, nótese la experiencia en la jurisdicción Contensiosa Administrativa, por ejemplo la trascripción que tenía que asumir las partes de la sentencia, para lograr redactar el recurso de casación, la cantidad y cualidades de las nulidades que se emitieron en razón de las sentencias orales, el impacto económico para el Poder Judicial producto del tiempo invertido para la escucha y trascripción de las sentencias. Es una experiencia valiosa, que se puede aprovechar para armonizar el sentido de la ley con la eficiencia y eficacia en el servicio público que se brinda.  Además, a la fecha es medible, la inversión de tiempo en la escucha de audiencia orales, la calidad de la sentencias emitidas por las personas juzgadoras de instancia, y las ventajes y desventajas para las personas usuarias, a partir de la emisión de sentencias orales en interdictos y procesos cobratorios. 


La lógica, la razonabilidad y el debido proceso, indican que no se debe emitir una sentencia con condiciones de cansancio ni con hambre o en situaciones de riesgo,  pues el propósito del proceso no es dictarse una sentencia, sino la resolución del conflicto. Nos parece que la filosofía que rige el CPA es la segunda, la cual tiene su asidero en el artículo 41 de la Constitución Política.  Lo anterior sin dejar de lado que prácticamente se compele a las partes a permanecer en el campo hasta que se dicte la sentencia, y la eventual  insatisfacción por la calidad de la misma y la seguridad de todos los asistentes.



Se puede consultar el alto índice de personas adultas mayores que son usuarias en materia agraria, y el impacto que un juicio oral, concentrado con  emisión de conclusiones y dictado de la sentencia oral en un solo día pueda tener en su salud. Para mayor referencia consúltese el último censo agropecuario realizado por el INEC, acerca de la importante conformación de personas adultas mayores en la actividad agraria.        


La realidad de nuestros juicios en el campo no es la que refleja el informe analizado.  Por eso, la afirmación que se hace en el párrafo indicado sobre la sentencia oral es falaz y puede llevar a conclusiones erróneas sobre la dinámica real de los procesos agrarios a partir del 2020.


Además debe de considerarse, que la evacuación de la prueba pericial en el campo, también impactará en forma significativa el desarrollo y duración de la audiencia, máxime en juicios ordinarios tan complejos como los agrarios en que se discuten traslapes de fincas de grandes extensiones, en la que intervienen multiplicidad de planos catastrados.    

3) FLUJOGRAMA DE LA "FIGURA 2: Nuevo proceso del CPA" es erróneo.



El flujograma omite subetapas esenciales:


- Luego de recibir la demanda está la etapa de revisión y prevenciones.


- Luego de la notificación está la contestación. Dependiendo de su contenido existen diversas opciones. 


- Dictado de sentencia escrita cuando no se emite oralmente. Ya se indicó serán muchos los procesos en que eso será así. Y se dice con todo el respeto, como jueces de experiencia, que ya han emitido sentencias orales desde el 2008 con la Ley de Cobro Judicial, luego con la Moderna Gestión, y más recientemente  aplicando el CPC desde octubre del 2018. Si quieren adoptar medidas efectivas, deben basarse en escenarios REALES y no en supuestos ideales que en la práctica no se llevarán  a cabo en largo tiempo. 


- Apelación y admisión.



No son etapas prescindibles, por el contrario, en la dinámica del proceso oral por audiencias son relevantes y necesarias para su válidez, salvo la apelación que es opcional.


En relación con el tema y la "Economía Procesal" se debe resaltar lo siguiente. El cuadro justificando que el proceso con el nuevo Código es más expedito es erróneo, pues igualmente con la nueva normativa existe:


1.- Recepción de demanda: se mantiene


2.- Distribución del expediente: se mantiene


3.- Resolución de prevención: se mantiene Art. 98 último párrafo y 100: “ Si se omite algún requisito al ofrecerse la prueba, se prevendrá su corrección en el plazo de tres días, con el apercibimiento de que se podrá declarar inadmisible, de una vez o en la audiencia preparatoria, según corresponda.”

4.- Contestación de prevención: se mantiene, como vemos tiene 3 días.


5.- Traslado de Demanda: se mantiene


6.- Notificación Demandado: se mantiene


7.- Contestación de la demanda: se mantiene


8.- Corrección de contestación: art. 104


9.- Excepciones se resuelven en la audiencia preparatoria salvo incompetencia art. 106


10.- Peritaje: se sabe por la experiencia en materia civil, que antes de ir a audiencia de juicio debe estar rendida esa prueba.


11.- Señalamiento: se hace en audiencia preparatoria en ordinarios.


12.- Audiencia de juicio: El artículo 190 hace referencia a la Audiencia de juicio. Es importante tener en cuenta que los juicios agrarios se desarrollan en el lugar del conflicto, y ahora  lo que se debe contabilizar es darles, luego de concluida toda la recepción de la prueba, un plazo prudencial a las partes para que hagan sus conclusiones. Si a la fecha muchos de los juicios terminan pasadas las 4:30 pm. o requieren mínimo dos días, debe preveerse que en el futuro deben señalar dos días tanto para sumarios como para audiencias de juicio en ordinarios.



Como podemos ver definitivamente los cuadros mostrados no señalan la realidad del nuevo procedimiento, por cuanto se están omitiendo pasos que podrían complicar las agendas de los Juzgados, y lo más relevante la satisfacción al usuario y la percepción de la persona ciudadana acerca de la efectividad de la reforma. 

4) TIEMPOS DE RESPUESTA EN DICTADO DE RESOLUCIÓN 

Informe dice: "Importante mencionar, que se espera que, con este nuevo proceso agrario, los tiempos de respuesta en el dictado de la resolución disminuyan considerablemente; principalmente por incorporar la fase de conciliación que se desarrolla en las actividades de la audiencia preliminar."




La afirmación de la conciliación con  dictado de resolución es confusa. La mora disminuye lógicamente entre el juicio y la sentencia oral o escrita por el principio de inmediación y el plazo breve para dictarla. Pero no es la conciliación lo que produce ese efecto.



En todo caso, para agrario, la reforma no cambia nada el tema de la conciliación, pues siempre se hacía con el juicio, a diferencia de la materia civil, que tenía una audiencia específica para eso. La convocatoria para conciliar en agrario era más efectiva por ello. El que se haga según el CPA en audiencia preparatoria en ordinarios, no cambie la perspectiva actual, pues las partes concilian cuando quieren, no porque se les convoque antes del juicio.


Por ende, objetamos lo señalado en la página 31 del informe, en cuanto a que los tiempos de respuesta en el dictado de la resolución disminuyan considerablemente, y eso principalmente por incorporar la fase de conciliación que se desarrolla en las actividades de la audiencia preliminar. En los Juzgados Agrarios no se espera a la audiencia de juicio verbal para realizar una conciliación; cuando es posible se intenta cuando se resuelven las medidas cautelares o en cualquier momento antes de esa audiencia de juicio verbal (p. 31).

5) CANTIDAD PROMEDIO DE SENTENCIAS DICTADAS POR PERSONA JUZGADORA

Informe dice: "Con respecto a los casos terminados, actualmente cada persona juzgadora dicta un promedio de seis sentencias mensuales, dato que se encuentra dentro de la cuota promedio para el fallo de los Juzgados Agrarios a nivel nacional. En el caso de Santa Cruz el promedio por mes por Jueza o Juez es de seis asuntos, sin embargo, en el caso de Pérez Zeledón y Pococí, es de 8 y 9 sentencias promedio por mes por Jueza o Juez, respectivamente y San Carlos el promedio por mes por Jueza o Juez supera los 6 asuntos.


En el caso de Pérez Zeledón y Pococí, la cantidad de sentencias se ajusta al planteamiento dado por la Comisión Agraria en su Plan de acción y al impacto de Reforma, en donde se proyecta que por cada juicio, se realizará la sentencia de forma oral, con al menos dos juicios por semana por plaza de Jueza o Juez, para un aproximado de al menos ocho sentencias mensuales por Jueza o Juez.


La información anterior, nos permite utilizar los porcentajes de motivo de término y las entradas para proyectar las necesidades y modificaciones a las cuotas de trabajo, que se deberán generar en los Juzgados agrarios para cumplir con la atención de la entrada de asuntos, basados en las cuotas ideales". 

Esta conclusión es errónea no solo por la fuente sino también por la omisión de datos.



En primer lugar, casos terminados no es igual a sentencias dictadas. Se confunden dos ítems diferentes. Muchas casos se terminan no necesariamente con sentencia de primera instancia. Pueden terminarse por desistimiento, caducidad del proceso (antes deserción), renuncia del derecho, arreglo extrajudicial en cobratorios, falta de integración de litis, incompetencia, etc. Por ello la fuente no es correcta.



En segundo lugar, se están haciendo proyecciones de dictado de sentencia, con un histórico de sentencias escritas y procesos escritos. No se toman en cuenta los ajustes que se deben hacer para aplicar un proceso oral por audiencias. Varias de nuestras personas juezas tienen experiencia en el dictado de sentencias orales por haber aplicado la Ley de Cobro Judicial, que se implementó desde el 2008, y con el Proyecto de la Moderna Gestión, y son por ello conocedoras que el paso del sistema oral no necesariamente implica mayor cantidad de juicios y sentencias por semana. Se extraña en el informe un análisis, pues es medible y cuantificable de lo aquí indicado.  


En tercer lugar, no se especifica el tipo de sentencias y si fueron generadas luego de audiencia de juicio o no. Todos esos factores influyen en la cantidad de sentencias que se pueden dictar por mes. Para eso era necesario el trabajo de campo y la consulta a persona juzgadoras, lo cual, para este informe no se tiene conocimiento haya sido realizado. Pueden dictarse 8 sentencias por mes si se trata por ejemplo de sentencias de Información Posesoria sin oposición o localizaciones de derechos. Pero no 8 sentencias si se trata de ordinarios y sumarios. Los factores cambian sustancialmente por la complejidad que reviste.  Además para que el informe refleje la realidad, se debe tener presente que hay procesos de complejidad moderada y excepcional. 



No se puede considerar que todos los procesos sometidos a emitir una sentencia tienen el mismo grado de complejidad: cantidad de partes, demadandas acumuladas, tema jurídico complejo, volúmen del expediente (sea cantidad de páginas o imagenes; horas de audiencia grabada), personas involucradas, entendido como aquellas que forman parte de los grupos en condición de vulnerabilidad, fecha de inicio del proceso. Solo por citar algunos de las razones para calificar la complejidad de una asunto, lo cual repercute en el tiempo de inversión para el dictado de la sentencia y ponderar la oportunidad de emisión. 



Por ende, omitir el tipo de sentencia emitida, siendo un dato crucial para valorar efectivamente este rubro, es un error sustancial que sesga los resultados del informe y no arroja datos reales para la proyección para la aplicación de la reforma.



La experiencia ha indicado que son 5 por mes, y en todo caso hay casos complejísimos que pueden ameritar que el juez o jueza disminuya el indicador, en aras de resolver en forma realmente responsable los asuntos complejos. No se hizo un estudio adecuado que refleje los parámetros para casos complejos que abundan en la materia agraria. Los números pueden llevar a la Institución a mejorar su autopercepción, pero la realidad que perciba el usuario en torno a la efectividad para que se resuelva lo complejo y con calidad aceptable es otra, y esto es importante en la legitimación del sistema de administración de justicia.        


Con una cuota así, lo que se generaría es mora en señalamientos de asuntos complejos y de ordinarios, aparte de ser irreal e infundada. En este punto del informe, falta información como se indicó, además de análisis de los diversos escenarios.  Pues a la entrada en vigencia del CPA se continuaran tramitando asuntos de vieja data. Debe recordarse que existirá un circulante a febrero de 2020 y deberá, según las reglas actuales contenidas en diversas circulares del Poder Judicial, darle prioridad, y considerados esto tendrá un efecto a futuro. Al respecto nuevamente se hace mención a la experiencia en materia laboral. Hay informes donde se pone en evidencia las dificultades porque se trata de dos tipos de circulante para fallo: los que están dispuestos a resolverse después de una audiencia según la nueva ley procesal; y, los que están pendiente de fallo al momento de entrada en vigor de la nueva legislación. Son tratamientos diversos. No se contempla en el informe, que las oficina judiciales tenga que tener el fallo en cero, solo se apuntan oficinas con dificultades de congestión y los paliativos actuales, sin que conste el escenario que deben tener para febrero de 2020.


La cuota hasta ahora ha sido de 5 sentencias por mes, entiéndase combinando ordinarios, sumarios, monitorios y no contenciosos. 



Por eso pretender cambiar de 5 a 8 sentencia por mes por persona juzgadora, sin tener parámetros reales con aplicación del sistema por audiencias orales y sin tomar en cuenta el tipo de casos o sentencias dictadas es una idea infundada e irrazonable. Lo adecuado es mantener al menos durante el 2020,  una cuota de 5 sentencias por mes, de las cuales al menos 1 o 2 deben ser de ordinarios. En el 2021, con número reales y datos fundamentados en la realidad vivida, pueden revisarse esos parámetros.


 
Pero las bases para hacer esta proyección y carga de sentencias son infundadas e irreales para ser aplicadas con un sistema procesal diferente. Además relacionan ese tema con el de cantidad de audiencias por semana, lo cual como se verá, no es una base precisa ni idónea. Emplear como justificación "el histórico" es un argumento ilegítimo porque: se reconoce un cambio en la legislación procesal, o sea en la forma y manera de tramitar y gestionar el proceso. Empero se emplea una base de un proceso totalmente diverso al de la reforma. Tampoco se considera el impacto de las nuevas tecnologías (audiencias grabadas que implican una nueva escucha para el dictado de la sentencia, máxime si hay una personas diferente a la que dirigió la audiencia que emite la sentencia según las reglas del proceso anterior a la reforma), el empleo de expediente electrónico o híbrido en la totalidad de oficinas judiciales y el tiempo que se requiere para el dominio de la herramienta. Sumado a que el informe invisibiliza los documentos internacionales, legislación nacional,  y directrices internas para la protección de los grupos en condición de vulnerabilidad. 


 “De lo indicado en líneas anteriores, se identificó que el promedio nacional de entrada ideal por persona juzgadora en materia agraria es de 15 asuntos y la cantidad de sentencias por plaza de Jueza o Juez ideal sería de 8 sentencias al mes, esto porque en el Plan de Acción de la Comisión Agraria a solicitud de la Auditoria Judicial, se estableció de que a menos se realicen dos audiencias de juicio fuera de la oficina por persona juzgadora por semana en las cuales se debería dictar sentencia de forma oral ( según se establece en el Código Procesal Agrario, a entrar en vigencia), para un total por mes de al menos 8 audiencias fuera de la oficina que equivalen al menos a 8 sentencias. “ (p.38)



Con respeto, consideramos que la propuesta de Planificación es irreal e imposible de cumplir y sin fundamento. No se tiene claro cuál es el impacto de una reforma como la que nos aplicará en poco tiempo. Por ejemplo en la materia civil, los tribunales civiles determinaron una cuota por juez de 2 sentencias al mes; es decir participa en cuatro y redacta dos. Eso en un tribunal colegiado, donde todos se ayudan y además tiene que hacer 6 audiencias de otra naturaleza que no sean sentencias. 


Pero para agrario se propone algo imposible: que un solo juez realice 8 audiencias al mes que conlleven el dictado de sentencia, sin tomar en cuenta que la mayoría de los juicios se hacen en el lugar y lo que ella implica, así como que seremos tribunales unipersonales y conocemos todo tipo de proceso en primera instancia. Tampoco se hace un balance con asuntos de trámite expedito, como son las medidas cautelares, y los asuntos donde se encuentran involucradas personas en condición de vulnerabilidad, ASÍ COMO EL NUEVO PROCESO ESPECIAL AMBIENTAL, que tienen un trámite excepcional.


Si la Jueza o el Juez deben de hacer dos audiencias de juicio por semana en el entendido que se generarán dos sentencias, cuenta tan solo con 3 días de esa  semana para:  hacer toda la labor de trámite, las audiencias preparatorias, las diligencias fuera del despacho de reconocimiento judicial para medidas cautelares e informaciones posesorias que no generan sentencia inmediata, remates, y más delicado aún, el estudio previo del juicio y elementos preliminares que debe de estudiar para la futura sentencia que se va a generar después de la audiencia de juicio.   Esto es una evidencia de la absoluta falta de consulta a los jueces de instancia en la formulación de todo este rediseño. 

6) CANTIDAD DE AUDIENCIAS POR SEMANA Y RELACIÓN CON DICTADO DE SENTENCIAS. 


Informe dice: "De lo indicado en líneas anteriores, se identificó que el promedio nacional de entrada ideal por persona juzgadora en materia agraria es de 15 asuntos y la cantidad de sentencias por plaza de Jueza o Juez ideal sería de 8 sentencia al mes, esto porque en el Plan de Acción de la Comisión Agraria a solicitud de la Auditoria Judicial, se estableció de que a menos se realicen dos audiencias de juicio fuera de la oficina por persona juzgadora por semana en las cuales se debería dictar sentencia de forma oral ( según se establece en el Código Procesal Agrario, a entrar en vigencia), para un total por mes de al menos 8 audiencias fuera de la oficina que equivalen al menos a 8 sentencias". 


En primer lugar, ya se precisó que la emisión de la sentencia no será oral en muchos casos.



En segundo lugar, no siempre es posible señalar dos audiencias fuera de Depacho por semana y aunque ello se haga, no necesariamente pueden terminar con sentencia, menos en el mismo mes.



Así que esta relación es falaz e infundada. Además no se toma en cuenta las peculiaridades de cada Despacho y de cada zona del país.



De hecho, el tema de la cantidad de audiencias por mes depende de muchos factores: climáticos, partes, disponibilidad de vehículo, tipo de audiencia, tipo de proceso, cantidad de prueba a recibir, cantidad de personas técnicas, etc.



En el párrafo no se indica el tipo de audiencia pero se supone que se refiere a audiencia única en sumarios y monitorios y preparatorias y de juicio en ordinarios. Es imposible acomodar en agenda 8 audiencias de esos tres tipos por mes aunque se combinen. Y mucho menos es fundado y lógico usar ese parámetro para indicar la cantidad de sentencias que se deben dictar.



Es importante acotar algo acá. Si un Juzgado señala pocas audiencias teniendo mucho trabajo y una persona juzgadora hace pocas sentencias teniendo tiempo y mucho trabajo, existen mecanismos para supervisar esa situación. 


No creemos que se deba dar un parámetro tan alto de audiencias por mes y mucho menos sin especificar el tipo. Debe indicarse al menos un mínimo de audiencias por tipo de audiencia y proceso, el cual debe revisarse al final del 2020, con números reales que se basen en el manejo de agendas y aplicación del sistema oral por audiencias.



Estamos de acuerdo que la eficiencia se basa en resolver al menos la cantidad de asuntos entrados. Pero la forma como están planteando esto, tomando en cuenta el cambio de sistema y lo incierto que será el 2020 en muchas situaciones, es lo que no es razonable ni fundado.



A mediados del 2020, si un Juzgado Agrario no alcanza el rendimiento de resolver la cuota de asuntos por persona juzgadora por mes, debe revisarse su caso concreto, para ver si es que las medidas que toma son inadecuadas. Pero lo incorrecto es generalizar cantidades sin bases ciertas y reales, que incluso pueden tener efectos negativos en la calidad de justicia que se imparta, que al final es lo más importante.


7) PROYECCIÓN DE SENTENCIAS Y CAPACIDAD OPERATIVA PARA COLABORAR CON OTRAS OFICINAS (competencia nacional).


Igual observación que la hecha en el punto anterior es válida para el cuadro 6 "Proyección de terminados por sentencia y otros motivos para el escenario actual del Despacho y bajo el ideal de un dictado de sentencia de ocho asuntos por persona juzgadora al mes".



Agrega el informe: "Del análisis realizado, se deduce que se tienen Juzgados que requieren colaboración para atender su carga de trabajo tales como el Juzgado de Santa Cruz, Pococí y Pérez Zeledón; y otros; que pueden enfrentar la entrada de asuntos y tienen capacidad operativa adicional para colaborar a estos Despachos que no pueden hacer frente a la entrada de asuntos; con lo cual se maximizaría la utilización de los recursos juzgadores de la Jurisdicción Agraria en todo el país...}



Expuesto el análisis anterior, se concluye que existe la necesidad de ampliar la competencia territorial de las personas juzgadoras en materia Agraria a todo el territorio nacional, con la finalidad de utilizar el recurso existente para atender las necesidades de esta jurisdicción; velando por una pronta respuesta a la persona usuaria y maximizando los recursos públicos del Poder Judicial, sin necesidad de crecimiento en recurso humano.



Con lo anterior, no solo se logra ajustar al parámetro de asuntos por plaza de Jueza o Juez, sino, además, la relación de asuntos entrados versus la cantidad de asuntos terminados, el cual superará 100% para todo el país".



No se aclara en el cuadro 6 el tipo de sentencia ni el tipo de proceso en el que se dictó. Esos factores son relevantes para este tipo de mediciones y conclusiones.



Pero además, no en todos los procesos se emiten sentencias. Por ende, el tomar ese dato como único parámetro para determinar una posible colaboración, que se cuestionará luego, es infundado e incorrecto.



En los sucesorios no necesariamente se llega a sentencia, aunque puede que se haya tenido que invertir mucho trabajo para su tramitación. De igual manera en los monitorios, hipotecarios y prendarios.



En cuanto a la "colaboración que se plantea de juzgado a juzgado", la idea aunque facialmente atractiva, no es legal, constitucional, práctica ni necesaria, si se toma en cuenta que existen otros recursos con los que cuenta el Poder Judicial para colaborar con nuestra materia en el 2019 y poner al día los Juzgados. De igual forma en el 2020.



Esto por cuanto además de las personas supernumerarias que están en San José (2 plazas en el Centro de Apoyo) cada Circuito cuenta con otras (este tema sera analizado con mas detalle en los PUNTOS 17 y 18, de este oficio). En Liberia, por ejemplo, durante varios años, el Consejo Superior indicó que una de esas plazas apoyaría un Juzgado específico. Si eso se puede hacer Y SE HA HECHO aún sin reformas procesales de por medio, con las materias de familia, civil y penal ¿por qué no se aplica para agrario?, al estarse ante una situación sobreviniente y que amerita una atención especial. Existen plazas supernumerarias en cada Circuito Judicial, que pueden usarse para esa labor.



No se entiende además si esa ayuda es solo para el 2019 o para el 2020. Porque si fuera para el 2020, debe aplicarse el principio de inmediación y entonces no tendría sentido una medida como la propuesta. Ello obligaría a que si se tiene que colaborar con juicios ajenos a la competencia territorial de cada persona, el Poder Judicial tenga que asumir costos de viáticos mayores, traslados y otros aspectos, pero el proceso debe pasar desde la audiencia de juicio, lo cual afecta también a la persona usuaria. Y si se trata de monitorios y sumarios desde el principio, por tener audiencia única.



Pero además, esa propuesta atenta contra el "principio del Juez natural" y podría propiciar problemas de recusación a destiempo, dado que no sabrá realmente entonces cuál persona juzgadora es la que va a atender el proceso. Nada de eso se toma en cuenta en la propuesta ni se valoran los impactos de ese tema.


Debe de tomarse en cuenta que en materia agraria la competencia es improrrogable, de acuerdo al artículo 24 del CPA, y el 16 de la Ley de Jurisdicción Agraria actual. Asimismo de acuerdo al artículo 35 de la Constitución Política y la reiterada jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, no pueden crearse tribunales especiales para casos específicos, ni siquiera por casos de excepción, ya que es un derecho humano el ser juzgado por la persona establecida previamente por ley, no por una disposición administrativa. Ciertamente la institución tiene la potestad de distribuir la competencia territorial en las diferentes regiones del país, pero ello es posible únicamente en forma uniforme a todas aquellas causas que correspondan a un juzgado en específico, y no casos concretos.          


A ello se suma el problema de la atención de las personas usuarias. Si quieren ser atendidas u oídas por la persona juzgadora que le va a resolver, deben trasladarse a otra oficina judicial, que no es la que competencialmente les correspondería según criterios de acceso y cercanía.



Otra idea que hace infundada e impráctica esta propuesta es que se indica: "Lo anterior, siempre y cuando se logre extender la competencia territorial en los Juzgados agrarios y se trabaje con expedientes 100% electrónicos".


NO trabajamos con expedientes 100% electrónicos. Un alto porcentaje de procesos tienen expediente MIXTO o HIBRIDO, y pasarán varios años para que eso cambie.



Debe revisarse primero el tipo de procesos a que se refieren en los Juzgados que dicen necesitan ayuda y su situación real. 



No queda claro tampoco entonces el tema de la competencia territorial y el tema del " Juez natural". No se entiende si es que entonces trasladarán todo el proceso a otro Juzgado, afectando con eso a la persona usuaria, o solo a partir de una etapa del mismo. Si es lo segundo, esto tiene problemas de logística y de control interno. Si es lo primero ¿cómo determinar entonces qué se pasa y qué no a otro Juzgado? Preocupante que un órgano administrativo decida cuáles expedientes se remueven del conocimiento del Juez natural y a cuál juez o jueza deban de trasladarse.



Otro aspecto sumamente delicado es la percepción que el Juez o Jueza que apoya desde otro juzgado, pueda tener en torno a si el expediente está listo para fallo o no, pues dependiendo de "su criterio" puede que considere deba de subsanarse algún trámite, u ordenar una prueba para mejor resolver, y eso genere una devolución del expediente, generándose controversia entre jueces en torno a si el trámite está cumplido o no. Eso genera inestabilidad, y deteriora la percepción del usuario en torno al sistema de administración de justicia. Lo correcto es que si los juzgados de acuerdo a su realidad estadística requieren más jueces/as se les dote de dichas plazas          


Además, con una reforma tan reciente con el CPA, aunque sabemos que su contenido tiene una data de más de 10 años, ¿cómo justificar que administrativamente se indique "competencia nacional" si la reforma no fue programada en función de ello?... Es una contradicción insalvable y grosera. Si esa hubiese sido la solución, así se hubiese pensado la reforma, pero no fue así. Y aún así difícilmente pasaría el examen constitucional y de convencionalidad. 


Por otro lado, en el informe se indica: "Como se observa, tres despachos requieren de colaboración al mantener la entrada de asuntos mayor a su capacidad instalada (Santa Cruz, Pérez Zeledón y Pococí) y pueden recibir colaboración de cuatro despachos (Liberia, Alajuela, Corredores y Limón), que por el contrario tienen capacidad instalada superior a la cantidad de asuntos entrados por mes por plaza de Jueza o Juez". Llama poderosamente la atención el caso del Juzgado Agrario de Pérez Zeledón, que en su momento tuvo dos plazas de Juez que le daban estabilidad, y posteriormente por una desafortunada decisión institucional, se decidió trasladar una de esas plazas especializadas de Juez 3 al Centro de Apoyo en San José, en el 2015. La inconveniencia para el servicio público de ese traslado, y sus efectos perniciosos se hizo ver en sendos recursos de reconsideración planteados por el Juez Agrario Coordinador de ese momento,  Bernardo Calvo Solano, apoyado por el resto de mayoría de los jueces y juezas agrarios, con resultado infructuoso (ver acuerdo del Consejo Superior No. 43-15 del 7 de mayo del 2015). Ahora que se ha evidenciado la debilidad de recurso humano jurisdiccional de cara a la reforma, resulta inaceptable se pretenda paliar recargando a los otros despachos.         

8) SOBRE LA CAPACITACIÓN PARA ENFRENTAR LA REFORMA



La poca capacitación recibida, especialmente la de diciembre 2018, sobre el CPA es insuficiente y fue meramente informativa. En honor a la verdad, dicha capacitación, fue diseñada como un módulo introductorio al estudio del nuevo ´CPA, y ello consta tanto en los diseños del curso como en las guías de las personas facilitadoras de la Escuela Judicial. Dicho curso fue planificado con la MSc. Marisol Barboza R., y el gestor Gustavo Céspedes Chinchilla, como un primer módulo introductorio de carácter informativo, por lo que no se realizó ningún sistema de evaluación como si fuese una capacitación de aprovechamiento.     


Es necesario, para el éxito de la reforma, que el Poder Judicial se responsabilice por capacitarnos debidamente, a todas las personas de la Jurisdicción, incluso con enfoques diferentes cuando eso sea necesario, por ejemplo para segunda instancia (propietarios y suplentes).



Eso no es solo un derecho de las personas juzgadoras sino un deber de la Institución, que hasta ahora se hace por medio de la Escuela Judicial (art. 17 Ley Orgánica Poder Judicial). Deben hacerse los esfuerzos necesarios para ello, máxime que desde hace tres años no se imparte siquiera el programa de Especialización en materia agraria, por lo que es una Jurisdicción que ha estado sin recibir capacitación adecuada y suficiente en el plano procesal, de cara a la reforma procesal propia.



Nótese que la capacitación recibida en el 2018 fue sobre la aplicación supletoria de la reforma laboral y civil, replicando la que ya estaba diseñada para esas materias, sin concluirse el abordaje hacia la especificidad de lo agrario, y es inaceptable se pretenda afirmar que ya se ha cumplido con ello.  



Por ello resulta inaceptable lo propuesto sobre Planificación en cuanto a que:



"Sin embargo, tomando en consideración que el Poder Judicial aprobó la capacitación por un monto de ¢63 579 298,76, según acuerdo tomado en la sesión 86-18 celebrada el 2 de octubre de 2018, artículo XV, detallado en líneas anteriores; esta Dirección considera que se debe fortalecer esta capacitación durante el 2020 a la población restante, que no pudo ser capacitada al finalizar el 2019, según se detalla a continuación en el siguiente punto."



Se corrige que la capacitación que se menciona en ese párrafo es del 2018. Pero como se indicó, ello fue una pincelada, una base informativa, que en modo alguno se puede considerar capacitación formal y fundamental para encarar una reforma procesal de este tipo.



Ya existe una base para un curso como el que se implementó por la materia civil, de 9 o 10 días mínimo. Y somos pocas personas en comparación a la materia civil y laboral. Por eso lo mínimo que deberíamos tener, siguiendo esa base que ya está estructurada, pero ajustándola a la materia agraria, es un curso de ese tipo. Y existen personas juzgadoras capacitadas por la Escuela Judicial capaces de hace eso en el primer semestre para impartir el curso en el segundo.



Por ello solicitamos hacer los ajustes necesarios para que se nos brinde una capacitación efectiva en el tema y se dedique el presupuesto a ello. 



Y en ese sentido, también objetamos que se determine que sea solo una persona juzgadora la encargada del diseño, dado que se hace referencia a una persona juzgadora "4", cuando existen otras de primera instancia que pueden manejar este tema adecuadamente y lo correcto, como se ha hecho en otras materias, es tener al menos un equipo mínimo de capacitación, con diversas visiones de primera y segunda instancia. No se sabe cuál fue el criterio para que Planificación de una vez determinase quien debe hacer esa función de facilitadora, incluso determinando el grado de la persona juzgadora facilitadora, indicando que debían ser dos de categoría 4, como se lee en el cuadro 10. No se está cuestionando la capacidad de quienes se hayan seleccionado hasta el momento para esos fines, sino la necesidad del fortalecimiento del equipo y la pluralidad.  


Incluso, si el problema es de presupuesto, en lugar de sacar todo un mes a una o dos personas categoría "4", se pueden utilizar sistemas como en otras ocasiones se han usado por la Escuela Judicial, de manera que los permisos para rediseñar no sean de un mes continuo, sino de 1 o 2 días por semana, sin suplencia, durante 1 o 2 meses. Eso evitaría tener que darles suplencia a los encargados y permitiría fortalecer el equipo de capacitación.  ESO ELIMINARÍA UN RUBRO DE ¢5,218.416,67 QUE PODRÍA UTILIZARSE PARA OTRA CAPACITACIÓN MÁS CORTA Y ESPECÍFICA.



Tampoco se consulta con la Escuela Judicial otras formas de capacitación en línea, cuando está cuenta con una plataforma competitiva, lo cual la haría más incluyente, sobre todo con las mujeres que por sus dobles y triples cargas de trabajo no se pueden desplazar por mucho tiempo fuera de sus hogares.

9) SOBRE LA CANTIDAD DE DÍAS QUE SE INDICA TRAMITAN LAS PERSONAS TÉCNICAS.



Se afirma en la página 72 y 73 del informe que laboran 4 días y 1 asisten a la persona juzgadora en juicio. Pero esa información depende de muchos factores. En realidad, y planteando que cada persona juzgadora haga dos audiencias por semana, implica que las personas técnicas pueden salir más de 1 vez por semana. Eso significaría que el promedio no serían 4 asistencias por mes por persona técnica, sino de mínimo 6 o incluso más, pues en ocasiones han tenido que asistir dos días por semana. Ese dato debe ser corregido, dado que no se ajusta a la realidad de los Juzgados agrarios. Además en juzgados que hay solamente dos personas técnicas, como San José, Pérez Zeledón y San Ramón  el porcentaje de salidas al campo por técnico es mucho mayor.



El estudio se debe de hacerse puntual, considerando además las variables de género.  No se hace un análisis de las cualidades de las personas que integran los equipos de personal técnico: años de servicios, años de experiencia en materia agraria, sexo, edad, histórico de rendimiento. Además del impacto del trabajo del personal meritorio, que debe sanamente ponderarse para conocer la realidad de la oficina judicial, pues son labores que coadyuvan pero que no se miden.  



Es importante conocer la cantidad de asuntos que les son devueltos por las personas juzgadoras, porque no necesariamente, lo tramitado en un día, es firmado por la persona jueza. Esta situación tiene un impacto importante en los datos que suministra el informe y que son invisibilizados.  Además, no se toma en consideración las labores administrativas que tiene, pues en muchos casos, el trabajo de quien tiene el cargo en la Coordinación Judicial, requerirá de apoyo, y no puede tramitar debido al trabajo administrativo o bien asistir a giras.

10) SOBRE EL REDISEÑO APLICADO EN EL 2019.



Informe dice: "Asociación de tareas por fase del proceso como guía para la elaboración de los inventarios en los despachos Agrarios donde se actualizan las variables en los sistemas de información para la tramitación y el análisis de estos despachos". 


Es importante resaltar que en realidad no ha existido un rediseño pensado o en función de la reforma del CPA. Ni los flujogramas, ni los informes mensuales, ni las tareas, realmente responden a ello. Ha sido un proceso con problemas porque se basan en la legislación actual, pero tratando de incluir aspectos del CPC, sin que se hubiesen hecho las proyecciones reales para dejar de una vez los ajustes para el 2020 ni mucho menos se ha utilizado el CPA para esto.



Así que no es cierto que realmente se haya hecho una asociación efectiva de tareas por fase de proceso que sirva para la reforma a partir del 2020.


11) RECALIFICACIÓN DEL PERFIL COMPETENCIAL


Informe dice: "Al respecto la Jueza Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora del Proyecto de Modernización de la Jurisdicción Agraria, indica que a diferencia con otros proyectos de reforma procesal que se han implementado, se conservan las categorías de Jueza o Juez 3 para primera instancia y categoría 4 para segunda instancia. 


Todo sin perjuicio, que, con el criterio técnico de la Dirección de Gestión Humana y de los órganos superiores dispongan alguna recalificación". 



El que una persona apoye la idea de que no se requería, temporalmente, más personas juzgadoras para iniciar la implementación de la reforma, no significa que no se deban recalificar los puestos. No tiene un asidero objetivo, pues el informe solo hace remisión a una fuente subjetiva. Sumado a que no se han considerado los diversos escenarios que hacen mención en esta respuesta. Por ejemplo, en las oficinas judiciales congestionadas, no se hace una proyección de cuánto tiempo y personas juzgadoras adicionales se requiere para dejarlo en cero en aras de la entrada en vigor del CPA. Lo anterior, es solo un ejemplo, de los aspectos que deberían analizarse. 



El legislador lo previó precisamente para corregir las distorsiones que se han generado en la carrera judicial en los escalafones de jueces y juezas.



Esto por el principio de igualdad real y por cargas laborales. Las personas juezas 3 agrarias actuales, en el 2020, haremos lo que hacen las personas 3 y 4 civiles. De igual forma pasa con los actuales jueces 4 agrarios, que harán de tribunal de apelación tanto en asuntos de mayor como de menor cuantía.



Por eso es necesaria la recalificación. Puntualmente sobre lo concerniente a quienes ejercen el cargo en tribunal de apelaciones se adjunta un documento con observaciones.


12) Consideramos no adecuado que se haya centrado la reformulación de los ítems para exámenes solamente en dos personas, que no fueron las que elaboraron los exámenes de juez 3 ni todos los ítems del examen de juez 4. Debió ampliarse el equipo y tomar en cuenta que participaron más personas en esa labor. Nuevamente apelamos a la pluralidad de visiones y experiencia.  Llama la atención no exista una justificación o sustento técnico para tal conclusión. Y es más preocupante cuando luego se adoptan acuerdos como el CJ-39-2018 del Consejo de la Judicatura en el que se decide que "es necesario que las personas de los tribunales evaluadores que validan los ítems y construyen los casos, sean las que evalúen las pruebas orales". Lo anterior porque si se aprueba lo recomendado en este informe, sería un instrumento para remover de la lista de Tribunales Examinadores a quienes  por su trayectoria han participado siempre.                 

13) SOBRE LA REVISIÓN DE LAS ETAPAS DE CADA PROCESO

Informe dice: "Existe una porción importante del circulante que se encuentra en tareas relacionadas con la “espera de gestión de la parte”, para el Juzgado de Alajuela representa un 56% del circulante y para Juzgado de Liberia un 48%; lo que implica que a estos expedientes no se le efectúa trámite debido a que a criterio del Juzgado se necesita impulso de la parte, sin embargo; es de vital importancia que a raíz de la entrada en vigencia de la Reforma al Código de Trabajo y el Nuevo Código Procesal Civil el Despacho se dé a la tarea de revisar los expedientes para definir si procede el dictado de un archivo provisional, una caducidad, una deserción o realizar alguna gestión oficiosa".  


La omisión de Planificación de consultar con las personas juzgadoras los motivos por los cuáles los "números en frío" no calzan en sus supuestos, permite llevar a conclusiones erradas como la que se indica en ese párrafo. En el caso del Juzgado Agrario de Liberia se actúa oficiosamente en lo que la Ley permite. Si el asunto requiere gestión de parte es porque así es, no porque haga falta revisión del expediente o se esté omiendo resolver lo que corresponda. 


Por su parte, en cuanto a Alajuela, debe de tomarse en cuenta que se aplica el rediseño aprobado por Corte Plena, producto de la implementación de la Moderna Gestión en el cual se estableció que se haría una única prevención a las partes. Pero ello no implica que se esté desaplicando el principio de oficiosidad cuando corresponde.      


Por cierto, de acuerdo con nuestra experiencia, basada en normas vigentes, legalmente no existe ni se puede dictar un "archivo provisional". Con respeto, eso no conlleva a a una sanción procesal que se pueda dictar o  cumplir, independientemente de que algunas personas juzgadoras incorrectamente sigan esa posición administrativa. De hecho ningún proceso se archiva. Un proceso termina por diversas causas legales, se puede suspender o dejar en espera de gestión. Lo que se puede archivar es el expediente, pero ello una vez firme la resolución que da por terminado el proceso o bien cuando debe dejarse en un receso porque se requiere gestión de parte. No se deben confundir términos administrativos con términos legales y procesales.



14) No encontramos fundamento de control interno, lógico y racional, para que se invierta presupuesto en lo siguiente: "Se recomienda una plaza de manera extraordinaria por doce meses para hacer frente a la administración del fondo en la Defensa Pública, lo cual deberá ser objeto de seguimiento para medir su carga de trabajo".   



Las personas defensoras, al menos del estudio, tienen cargas de trabajo que les permiten asumir sus labores, por lo que no se entiende por qué los defensores que tienen la coordinación de la materia en San José no pueden encargarse de esa labor, si la asistencia que dan a otros defensores no se evidencia sea tan fuerte. Esto es importante mencionarlo, porque llama la atención la desproporción en cuanto al concepto de ahorro de recursos cuando de necesidades jurisdiccionales se trata, versus otros sectores del Poder Judicial. No estamos en desacuerdo que se fortalezca la Defensa Pública, pero sin duda la judicatura lleva sobre sus hombros el peso de toda esta reforma, y la soluciones para apoyarla no son en nada equitativas, si por ejemplo se compara con creación de varias plazas para el sector administrativo y la conversión de plazas ordinarias en la misma Defensa Pública.  Todo lo contrario, lo que se propone es recargar los despachos unos a otros. 



15) Informe dice: "Se recomienda una plaza de manera extraordinaria por doce meses como figura asesora del proceso de implementación del Código Procesal Agrario". Esa figura ya tiene como 3 años de existi con un permiso completo de goce de salario. Si se va a cargar el presupuesto con un año más, debería precisarse para qué, cuáles serán sus tareas concretas, pues si existen otros órganos que pueden asumirlas no debería ampliarse ese extenso nombramiento. Una vez más se evidencia la tendencia a destinar recursos para funciones administrativas en detrimento de lo que una plaza extraordinaria de Juez 4 podría colaborar en todo un año para auxiliar al Tribunal Agrario, por ejemplo.   



16) Tampoco queda claro si los 8 choferes que se indican en el cuadro 16 por un plazo de 1 año, realmente van a contar con vehículo y si prioritariamente se van a destinar para la materia agraria, eso  debería quedar plasmado de una manera más contundente, considerando se van a financiar con presupuesto de esta materia. 


17) Relacionado con el punto 7): PROYECCIÓN DE SENTENCIAS Y CAPACIDAD OPERATIVA PARA COLABORAR CON OTRAS OFICINAS (competencia nacional), debe resaltarse lo siguiente.


El informe de Planificación no analiza los datos estadísticos de las personas juzgadoras del  Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, tampoco refleja el grado de producción y asuntos finalizados a raíz del trabajo que realizan las personas juzgadoras de ese Centro, tipo de proceso, complejidad, etc., si únicamente realizan sentencias, resoluciones interlocutorias, señalamientos, con el fin de poder hacer una proyección sobre si la labor brindada por este cuerpo de jueces supernumerarios podría dar a basto con la colaboración necesaria y requerida en cada oficina para los planes de descongestionamiento.



El informe tampoco hace un análisis de tres años sobre el desempeño de las personas juzgadoras del Centro, ni hace una proyección de sus funciones para atacar la mora o el exceso de capacidad operativa de cada Juzgado, siendo un recurso existente.



El informe no incluye datos de colaboración del personal jurisdiccional del Centro respecto a sentencias y autos dictados, ni explica las razones para brindar colaboración a determinadas oficinas, ni los criterios para considerar una oficina como crítica.



Es importante identificar con claridad las funciones que podría realizar quienes dependen de la oficinas de Supernumerarios del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, así como las personas Juzgadoras Supernumerarias de los diferentes circuitos, con el fin de aprovechar este recurso existente. 



Debe además indicar expresamente si estas personas juzgdoras pueden realizar señalamientos en el campo (si no es así el  motivo) o si su labor es únicamente destinada al fallo. Si este fuera el supuesto, se aclare las cuotas del resolución de asuntos tomando en consideración que no hacen juicios, no firman proveído, no atienden personas usuarias, no manejan personal, etc. Por ello no se podría equiparar la cuota de ese Cuerpo de Jueces supernumerarios a la impuesta para quienes están en plazas ordinarias, es decir, en los diferentes Juzgados, quienes al final contamos únicamente con dos o tres días para resolver sentencias y revisar interlocutorios, pues el resto estamos haciendo juicios o audiencias fuera de la oficina. En esos dos o tres días debemos firmar proveído, atender consultas hacer juicios, recepciones de prueba en el Despacho. Las personas juzgadoras supernumerario del CACMFJ cuenta con el doble o más de días hábiles para el dictado de fallo por lo que sus cuotas deben ser proporcionales a los días laborados.



Existen Circulares del Consejo Superior que indican la cuota mínima de autos y de sentencias que deben dictar el cuerpo de supernumerarios para todas las materias, menos para la materia agraria. 



Pero si existen acuerdos que indican que pueden resolver todo tipo de procesos, no solo los más sencillos.  Por ello es infundado e inaceptable que todavía se afirme, equivocadamente, que solo pueden resolver asuntos sencillos. En caso de que se esté apoyando esta idea tan desgiual (pues son jueces agrarios con iguales capacidades a las destacados en los Juzgados y con la misma remuneración), debe determinarse claramente que son "asuntos sencillos" y que "asuntos complejos" y las razones por las cuales una persona juzgadora que tiene la misma categoría de Juez Agrario, pero difiere en que no se desempeña en un Juzgado, sino en el Centro, no pueda conocer asuntos complejos, aún cuando cuente con los requisitos para hacerlo y hayan tenido experiencia previa resolviendo juicios agrarios de todo tipo.



Por otro lado, en los planes de descongestionamiento iniciados como consecuencia de los indicadores, la Comisión ante consulta hecha indicó son las mismas que la cuota de los Jueces Agrarios, sin considerar que no realizan las mismas funciones, pues no destinan dos o tres días a la semana para hacer juicios, por ejemplo, ni para tramitar.



18) Relacionado con lo anterior, deben aclararse los alcances de la labor encomendada al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento a la Función Jurisdiccional respecto a velar por el cumplimiento de las cuotas del personal juzgador establecidos en el cuadro 6 y el cumplimiento de cuotas de trabajo de Juezas, Jueces, técnicos y técnicas, dentro del plan de descongestionamiento. El fundamento para que el Centro realice esas funciones, las consecuencias del no cumplimiento de cuotas, la diferenciación de cuotas con el dictado de resoluciones por parte del Centro.



19) Se debe aclarar si el grado de personas juzgadoras especialistas en Derecho agrario y ambiental incluye únicamente a las personas graduadas en la Especialidad en Derecho Agrario o se extiende a aquellas que realizaron la especialización impartida por la Escuela Judicial.



Debe aclararse si ese término se aplica sólo para quienes trabajan como Jueces Agrarios destacados en los Juzgados o bien si también alcanza al cuerpo de Jueces Supernumerarios (del Centro o de las administraciones) que cuenten con cualquiera de estas dos especialidades. En caso negativo, las razones de la negativa.



20) En cuanto a los casos entrados según cuadro p. 35 del Informe, se deben hacer algunas observaciones. El Juzgado Agrario de San Carlos, Santa Cruz, Guápiles y Pérez Zeledón cuenta con defensa pública desde hace más de diez años, y eso definitivamente conlleva que su entrada sea mucho más elevada que los otros juzgados a quienes hasta este año se les ha dotado de defensor público según este mismo informe (San Ramón, Alajuela). 



21) SOBRE LA FORMA DE IMPLEMENTAR LA REFORMA: Consideramos necesario y urgente, por la forma como se ha tratado de implementar la reforma agraria, que para un mejor uso de los recursos institucionales y para lograr una forma más eficiente de implementar las medidas, se integre UN EQUIPO para la implementación del CPA, conformado por  PERSONAS JUZGADORAS: UNA DE PRIMERA INSTANCIA Y OTRA DEL TRIBUNAL AGRARIO, cuyas sesiones sean grabadas, por transparencia, a fin de lograr decisiones colegiadas y fundamentadas. Cuando la labor se realiza sin consultar al cuerpo de personas juzgadoras, las decisiones pueden ser autoritarias o provenir de una sola opinión, que no abarque todas las variables posibles de las diversas instancias.- La muestra de ello es este informe y todo el desgaste institucional de hacer valer observaciones, muchas veces contra el tiempo. 


A mayor abundamiento, en el Plan Estratégico Institucional, se establece como principios marco, entre otros, la innovación como la búsqueda constante de soluciones y mejoras, la participación a través del involucramiento de la ciudadanía y del personal judicial y la integración a través de la articulación y trabajo unido al accionar judicial. Principios cuya aplicacións  echa de menor en la conformación del equipo implementador.      


Ese equipo puede trabajar con permiso por días para esa labor específica, disminuyendo la carga laboral usual proporcionalmente, sin que se tenga que hacer una suplencia de dichas personas en forma continua o por varios meses. Las personas juzgadoras de primera instancia debe ser elegidas por sus iguales y la de segunda instancia por tales. 


NOTAS ESPECIALES EN RELACION CON ALGUNOS JUZGADOS Y EL TRIBUNAL AGRARIO 

JUZGADO AGRARIO DE LIBERIA

Dice informe: "Un caso que realmente impacta es el del Juzgado Agrario del I Circ Judicial de Guanacaste (Liberia), que a pesar de no contar con un número elevado de circulante como los Juzgados mencionados en líneas anteriores, cuentan con 103 casos pendientes del dictado de sentencia, lo cual se traduce en 52 expedientes en promedio".


Debe resaltarse que en el 2018 ese Juzgado vivió una situación atípica, dado que los controles internos y externos del Poder Judicial no funcionaron, lo que provocó que en una plaza no se dictaran sentencias de ordinario en todo el año y en la otra exista mora fuerte en el dictado de sentencias.



Todo ello consta en los oficios Oficio 06-JAL-2019  Informe sobre estado de plaza a cargo de jueza 1 Agrario Liberia enero 2019 y Oficio 41-JAL-2019 Plan para combatir mora en plaza jueza Alpízar feb 2019 JAL remitidos a la Inspección Judicial y a la Comisión de Asuntos Agrarios, así como al Consejo Superior.

En relación con el Cuadro 7: Resumen de los despachos que deberán recibir colaboración y los despachos que puedan brindar dicha colaboración para terminar asuntos por sentencia por mes, en lo que respecta al Juzgado de Liberia, debe indicarse lo siguiente.



Uno de sus personas juzgadoras está recibiendo colaboración porque durante el 2018 su suplente no dictó una sola sentencia de proceso ordinario. Y a su regreso tenía más de 65 asuntos para fallo, solo ordinarios, con atraso todos de más de 6 meses y varios de 1 año o más.



Si la ayuda es para el 2019, en el caso del Juzgado Agrario de Liberia no podría esa persona colaborar, porque tiene un atraso fuerte que asumir dado que los controles del Poder Judicial no funcionaron en el 2018, pese a que se informó a la Inspección Judicial esa situación.



La otra persona juzgadora tiene menos atraso, pero tiene asuntos con más de 6 meses de mora. Situación también informada a la Inspección Judicial trimestralmente.



Entonces ¿si  existe atraso en ese Juzgado y le pretenden enviar asuntos de otro, cuál sería la mejora para la persona usuaria y el Poder Judicial? La medida es inviable.

JUZGADO AGRARIO DE PUNTARENAS

En el informe se indica que Puntarenas tiene a partir de la reforma civil, dos plazas de personas juzgadora, lo cual es cierto. Pero la segunda plaza es extraordinaria y no se encuentra contemplada en los rubros proyectados en el informe para ser ordinariada, como sucede con el caso de Upala. 


El Juzgado Agrario de Puntarenas requiere el apoyo permanente de una persona juzgadora en plaza ordinaria, porque las extraordinarias no tienen sustitución y eso afecta a la persona usuaria y la dinámica del Juzgado,  ante ausencias por capacitaciones u otras situaciones, aunado a que pueda generarse alguna situación presupuestaria no contemplada que repercuta en la continuidad de dicha plaza extraordinaria. El Juzgado de Puntarenas requiere fortalecimiento y estabilidad en ese sentido, dadas las múltiples situaciones por las que ha atravesado y por diversos factores.


Es importante que se aclare la situación de esa plaza extraordinaria de Puntarenas, para que se convierta en ordinaria, conforme a lo expuesto.


JUZGADO AGRARIO DE ALAJUELA



Cuenta con dos personas juzgadoras comprometidas y de experiencia, pero una de ellas tiene una situación especial de salud visual, situación que no parece haber sido tomada en cuenta en la elaboración de indicadores de gestión que se han intentado implementar, sin dar razones fundadas al respecto.


JUZGADO AGRARIO DE LIMÓN



En relación con la cantidad de señalamientos por semana y cantidad de sentencias por dictar, debe resaltarse que la agenda de este Juzgado se encuentra sumamente saturada por diversos factores, por lo que se hace necesario recargar la misma con señalamientos y en virtud de ello, se disminuye en forma considerable el tiempo para resolver; máxime tomando en cuenta las distancias que son necesarias recorrer para llegar al lugar del conflicto; por lo que lograr obtener una relación entre señalamientos y sentencias dictadas sería prácticamente imposible.


El Juzgado Agrario de Limón no está en capacidad de colaborar con otro despacho por diversas razones: La saturación de la agenda, lo que ocasiona que se tenga que salir mayor cantidad de días a la semana, siendo entonces el tiempo para resolver sumamente reducido y uno de los escritorios cuenta con gran cantidad de expedientes pendientes de fallo, ello generado por los constantes cambios de personas juzgadoras en plazos cortos de tiempo.


Además, en varias ocasiones se da un incremento considerable de los casos entrados cuando se genera invasiones de fincas y los ocupantes llegan a presentar los procesos correspondientes en reclamo de sus derechos como en los años anteriores en procesos independientes; lo que genera un impacto considerable en el circulante del despacho.


Es importante resaltar que la colaboración de las personas juzgadoras supernumerarias destacadas en ese Circuito no es efectiva. A pesar de contar con una persona capacitada en materia agraria cada vez que se solicita colaboración se niega. Por ello se deberían girar instrucciones a las Administraciones Regionales para que dicha colaboración se concrete y así poder aprovechar el recurso eficazmente, sin recargar otros despachos, lo cual, al final afecta directamente a la persona usuaria.


JUZGADO AGRARIO DE SAN JOSÉ



En la página 70 se indica: "Otro despacho que a pesar de contar con un circulante inferior al promedio, pero mantienen un pendiente de fallo elevado, es el Juzgado Agrario del II Circuito Judicial de San José, que cuenta con 64 expedientes". Es importante acotar que dicho juzgado ha hecho un esfuerzo considerable por disminuir circulante, reducir tiempos de respuesta en el trámite, resolver asuntos antiguos, pese a que tiene reportada una importante entrada de asuntos con respecto a homólogos que cuentan con mucho más recurso humano. La relación de entrados y terminados en un reflejo de ese esfuerzo y lidera la estadística en ese sentido.  Por ejemplo, solamente cuenta con dos técnicos y un coordinador, y tiene una amplia competencia territorial que abarca la totalidad de los cantones de Puriscal, Mora, Turrubares, Acosta, Aserrí, Desamparados, entre otros. Además se realizan bastantes audiencias por mes y la agenda está a un máximo de tres meses. Asimismo existían expedientes, particularmente en una oficina de las dos personas juzgadoras, que tenía un circulante antiguo y sumamente complejo que requirió de constante subsanación para lograr que llegaran a fallo, y por eso ha aumentado el pase a fallo. Además pese a que se ha contado con el apoyo de las plazas del Centro de Apoyo, lo ha sido sustancialmente para asuntos sencillos, y no lo complejo, y tampoco se ha permitido que esas personas juzgadoras del Centro de Apoyo realicen audiencias fuera del despacho.             

JUZGADO AGRARIO DE UPALA


Su respuesta se dio en correo aparte, por lo que por favor tómese nota de su contenido, remitido a la Comisión de Asuntos Agrarios. Pero se destaca que la jueza coordinadora considera que debe darse la separación y especialización definitiva del Juzgado. 

SITUACIÓN DEL TRIBUNAL AGRARIO 



El colegio de jueces y juezas del Tribunal Agrario, conformado para este acápite por Antonio Darcia Carranza, Magda Díaz Bolaños, Alexandra Alvarado Paniagua, Carlos Picado Vargas, María Rosa Castro García, Enrique Ulate Chacón y Luis Alonso Madrigal Pacheco, en relación al  "Oficio N° 481-PLA-RH-MI-2019", recibido el 4 de abril 2019, en el cual se pretenden variar cuotas de trabajo, reglas básicas de competencia territorial y otros aspectos relacionados con el Impacto Organizacional y Presupuestario en el Poder Judicial, a partir de la promulgación del Nuevo Código Procesal Agrario para el 2020 Ley 9609. 



Sin perjuicio del documento general supra expuesto, este Tribunal adiciona lo siguiente:  



En razón de no haberse considerado el impacto que va a tener el Código Procesal Agrario, en segunda instancia, a partir de su entrada en vigor. Consideramos que es fundamental se profundice o corrija el estudio de planificación así como el presupuesto, en lo relativo a:



a) La creación de una Sección adicional en el Tribunal agrario, con el correspondiente personal técnico auxiliar de apoyo, para destinar una de las secciones actuales, a fin de poder atender todas las causas tramitadas con la legislación anterior (Transitorios I y III).



b) Establecer una proyección de impacto de la reforma, en cuanto a la cantidad de casos adicionales que ingresarán al Tribunal Agrario como producto de las nuevas competencias materiales (Artículo 2 y 11, en relación al Transitorio III in fine).



c) De igual modo, dado que la reforma prevé la existencia de audiencias orales en segunda instancia, se debe realizar una proyección del impacto de la reforma, en la realización de dichas audiencias, el tiempo que se invertirá en las mismas, en relación al número de sentencias -cuotas- que se van a exigir a cada persona juzgadora (artículos 206 y Transitorio III), tomando en consideración la disminución en el trámite de competencias y el incremento de cuestiones de fondo.



d) Se evidencia, lamentablemente, la carencia de un estudio de planificación y demás órganos, para garantizar el acercamiento de la Justicia agraria de segunda instancia a las zonas rurales. Es decir, no se destinan recursos, ni mucho menos estudios para valorar la necesidad de creación de otras sedes del Tribunal de apelación, para ofrecer un servicio público eficiente y de calidad (artículo 9,  párrafo II, 15, párrafo tercero y Transitorio V).




e) La recalificación de las categorías salariales de las personas juzgadoras de segunda instancia, así como la previsión de contenido económico para el pago de las mismas, con el fin de garantizar la estabilidad y especialización, atendiendo a la función y cargas adicionales. (Transitorio VI).



PETITORIA GENERAL:


Además de lo indicado supra, y con sustentato en las razones y argumentos arriba expuestos se solicita adicionalmente:


1. Revisar y reformular el presente informe, actualizando los datos y consultando a las fuentes señaladas para que sean incluidas.


2. Incluir la variable de género y de personas con discapacidad en las decisiones asumidas, fundamentalmente en lo concerniente a las cargas de trabajo.


3. Incluir en el presupuesto: el traslado de la plaza extraordinaria a ordinaria de Puntarenas; adicionar dos jueces más para el Tribunal Agrario para completar una sección ordinaria (pues ya se ha previsto una), y tres jueces más de primera instancia (además del de Puntarenas y Upala) para atender las necesidades de descongestionamiento de los juzgados agrarios que así lo necesiten, sin perjuicio del uso de los recursos jurisdiccionales supernumerarios. 


4. Establecer compromiso de las Administraciones Regionales que doten del servicio de transporte a los Juzgados Agrarios con mayor frecuencia a la ya instalada. Aumentar el rubro de capacitación especializada para la implementación del CPA para el 2020 considerando a toda las personas que integran la jurisdicción agraria, con diversos métodos en aras que sea más inclusiva. 


5.Aumentar la integración de la figura asesora del proceso de implementación del Código Procesal Agrario, donde se incluyan:  UNA PERSONA JUZGADORA DE PRIMERA INSTANCIA Y OTRA DEL TRIBUNAL AGRARIO, cuyas sesiones y acuerdos sean grabados para mayor transparencia institucional.


6.Considerar la separación del Juzgado Agrario de Upala según la exposición de motivos que se da.


7. Hacer un estudio de los diversos escenarios en que debe de encontrarse la jurisdicción agraria, desglosada por juzgados y tribunal agrario, para cumplir la expectativa de lo propuesto en el informe así como las medidas de contingencia que se deben de tomar en lo que resta del 2019 y el 2020.


8. Aclarar los alcances de la labor encomendada al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento a la Función Jurisdiccional.


9. Se cargue al presupuesto de la Defensa Pública la creación de una plaza extraordinaria por doce meses para hacer frente a la administración del fondo en la Defensa Pública.


10. En cuanto a las recomendaciones para la Dirección Ejecutiva y la Comisión de la Jurisdicción Agraria, para la redacción de reglamentos, ajustes de fórmula estadística incluir en esos equipos de trabajo a un representante de las personas juzgadoras de primera instancia y de segunda instancia. 


11. Reformular la metodología de trabajo establecida en el cuadro 7 y 8 del informe para dotar de la colaboración requerida pero sin alterar el método de competencia vigente a la fecha, excluyendo la competencia nacional propuesta. 


12. La cuota de trabajo a establecer, sea respaldada con un estudio incluyendo la variable de género y situaciones especiales de salud, sea real, actual, razonable y proporcional en ara de evidenciar las particularidades de la implementación del CPA, utilizando como un elemento más a ponderar el histórico. En igual sentido la cargas de trabajo de las personas auxiliares. Se debe evidenciar el trabajo del personal meritorio.


13. Reconsiderar la posibilidad de invertir o redireccionar los fondos de capacitación con prioridad a las personas juzgadoras en materia agraria, titulares y suplentes, dadas las limitaciones presupuestarias, en lugar de personas  conciliadoras y facilitadoras judiciales que son de carácter genérico, destinados a otra materias diferentes a la agraria. 


14. Hacer la correspondiente recalificación de puestos con la entrada en vigencia del CPA, conforme lo expuesto supra.  


Atentamente se suscriben las siguientes personas juzgadoras, 


Ruth Alpízar Rodríguez                                    
Juzgado Agrario de Liberia


Marisel Zamora Arias                                          Juzgado Agrario de Corredores


Ronald Rodríguez Cubillo                         
Juzgado Agrario de Guápiles

Geison López Barrantes                                     Juzgado Agrario de Guápiles

Rosaura Segnini Vargas       
                      Juzgado Agrario de Puntarenas

Ericka Amador Brenes                                       Juzgado Agrario de Puntarenas

Vanessa Fisher González                
              Juzgado Agrario de San José


Andrea Ruíz Ramírez                                             Juzgado Agrario de San José


Tatiana Rodríguez   Herrera                     
Juzgado Agrario de San Ramón

Flor Ramírez Arce                                       
Juzgado Agrario de San Ramón


Rodolfo Vásquez  Vásquez            
          Juzgado Agrario de Alajuela

Carolina Hurtado García                                        Juzgado Agrario de Alajuela

Silvia Sánchez Blanco         


Juzgado Agrario de Upala


Heilin Rojas Madrigal



Juzgado Agrario de Limón

Edgar Calvo Solano                                          Juzgado Agrario de Cartago


Yeison Rodríguez Fernández                             Juzgado Agrario de Turrialba 


Federico Villalobos Chacón                                Juzgado Agrario de San Carlos


Milena Castro Elizondo                                      Juzgado Agrario de San Carlos 

Enrique Ulate Chacón.




Tribunal Agrario


Antonio Darcia Carranza.




Tribunal Agrario


Magda Díaz
Bolaños.




Tribunal Agrario


Carlos Picado Vargas                                                 Tribunal Agrario  


Luis Madrigal Pacheco             



Tribunal Agrario

Alexandra Alvarado Paniagua                             Tribunal  Agrario    

NOTA: Juzgados Agrarios de San Carlos y Upala, emitieron su respuesta antes de este informe, de manera que las observaciones vertidas en el presente son complemento de las ya enviadas previamente
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Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional

________________________________________________________________________



San José, 22 de mayo del 2019

Oficio No. 229-CACMFJ-JEF-2019

73-CSP-2019



Licenciada

Nacira Valverde Bermúdez

Directora a.i.

Dirección de Planificación



Estimada señora:



En atención al oficio 73-CSP-2019, que remite el estudio de Requerimiento de Recurso Humano 630-PLA-RH-MI-2019.   Impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial a partir de la promulgación del Nuevo Código Procesal Agrario para el 2020, Ley 9609, Seguidamente se hacen las siguientes observaciones. 

		N°

		Página

		Cita textual

		Observaciones



		1

		13, 107 

		Páginas 13 y 107



“…Lo anterior es un punto relevante para el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, para que amplié los planes que realiza en reducción del pendiente de fallo con apoyo en el trámite.”







		En la página 36 del informe N°73-CSP-2019, el Centro de Apoyo había aclarado que la colaboración de esta Oficina es con respecto al fallo de expedientes, al indicarse lo siguiente:



“Al respecto, se informa que el CACMFJ ha brindado apoyo y seguirá colaborando con los asuntos pendientes de fallo en los diferentes juzgados agrarios del país, de acuerdo con indicadores elevados de los juzgados y recomendaciones de la jueza Damaris Vargas Vásquez. Actualmente se brinda colaboración con el Juzgado Agrario del II Circuito Judicial de San José y próximamente al Juzgado Agrario de Puntarenas.

En cuanto a la ampliación de los planes de trabajo en la parte de trámite, el Consejo Superior en sesión N°17-2015 celebrada el 26 de febrero del 2015, artículo XX, establece que la ayuda que brinda el Centro a través de la modalidad a distancia es exclusivamente para expedientes judiciales que se encuentran listos para fallo.



		2

		74

		[image: cid:image003.jpg@01D50FE7.A50FDD40]

		Se mencionan los datos del SIGMA del año 2018, no obstante, en el cuadro N°9 no se visualiza la estadística de ese año.



		3

		110

		[image: cid:image007.jpg@01D50FE7.A50FDD40]

		La idea en la redacción no es clara.



















De usted atentamente,





Maricruz Chacón Cubillo



Directora a.i.

MCC/asl

c.c.:  archivo.



Tel. 2295-3112 / centro_gestion_juris@Poder-Judicial.go.cr
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17,

18.

Ante ello, se propone reforzar con vehiculos y choferes a las siguientes
Administraciones Regionales: San Ramén, Cartago. Goicoechea, Pérez Zeledon,
Puntarenas y San Carlos. En el caso de Turrialba y Limén no se requicre el vehiculo,
si los costos asociados 2 mantenimiento de un vehiculo y su chofer.

reforzar con vehiculos y choferes a las siguientes Administraciones Regionales: San
Ramon, Cartago, Goicoechea, Limon, Turrialba, Pérez Zeledon, Puntarenas y San
Carlos. Sin la dotacion de estos vehiculos no se tendria la capacidad operativa para
brindar el servicio requerido por los Juzgados Agrarios, segin la compilacion de
informacion respecto al servicio de transporte brindado a las funcionarias y los
funcionarios que tramitan la materia Agraria en los circuitos judiciales.
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Cuadro 9
Movimiento de trabajo del Tribunal Agrario durante

el periodo 2015-2017
Promedio
Promedio| Promedio | LS | Nensual por
Variables | 2015 | 2016 | 2017 | POmecto TMEN0 | personas el
nual ensual | o ores | P
Jueza o Juez
Casos entrados | 1211 | 1111] 1033|1118 9 7
Casos reentrados| 20 | 20 | 24 | 24 2 6 04
Casos
S 1252| 1160 1065| 1159 103 17
Circulante al
e 369 | 340 | 332

Fuente: Elaboracion propia con base en datos del sistema SIGMA y Anuarios
Judiciales, Subproceso de Modernizacién,

Como se muestra el cuadro anterior, el Tribunal tiene la capacidad de terminar tanto la
carga de trabajo entrante como parte del circulante, reduciendo hasta un 10% su circulante
en el 2017 en comparacion con el 2018,
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N° 038-CD/EJ-19

22 de mayo de 2019


M. Sc.  Nacira Valverde Bermúdez

Directora, Dirección de Planificación


del Poder Judicial

Presente


Estimada señora:

irmae1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

 PAGE \* ARABIC 1

Le transcribo el acuerdo tomado por el CONSEJO DIRECTIVO DE LA ESCUELA JUDICIAL, en la sesión ordinaria nº. 010-2019, del  21 de mayo del 2019, que literalmente dice:

ARTÍCULO III

Oficio n°. 92-CSP-19, del 17 de mayo de 2019, del Sr. Ricardo Calderón Fernández, Prosecretario General Interino, suscrito a la  Mag. Sandra Eugenia Zúñiga Morales Coordinadora, Sub-comisión Crimen Organizado,  que dice: 

Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial en la sesión extraordinaria 44-19 (Presupuesto 2019),celebrada el 16 de mayo del año en curso, que literalmente dice:

“ARTÍCULO III

La licenciada Nacira Valverde Bermúdez presenta el estudio de Requerimiento de Recurso Humano 675-PLA-RH-MI-2019. Impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial a partir de la promulgación de Ley 9481: “Creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada en Costa Rica”.Proyección de escenarios para la implementación de la Ley 9481, según acuerdo de Corte Plena, en sesión 9-19, artículo XXVIII, del 4 de marzo de 2019.

(…)

1. Escenario 3: Costos por fases según estructura reducida modificada propuesta por la Subcomisión de Delincuencia Organizada de estructura reducida y aprobada por la Corte Plena en sesión 9-19, artículo XXVIII, del 4 de marzo del 2019, con vacancia de 30 meses y con el ingreso del recurso humano de la judicatura y auxiliar de justicia durante el segundo semestre 2022 (según propuesta de la Dirección Ejecutiva para la judicatura), que implica lo siguiente:

Fase 1:

· Recurso Humano para el 2020: Cantidad de 15 plazas. Cuadro 14 (Administrativas para preparar contratación, reclutamiento y capacitación)


· Costos totales para el 2020: ₡845.615.377,00. Cuadro 15


Lo anterior, se resume de la siguiente manera:


[image: image3.png]RECURSO HUMANO 2020 15|
COSTOS ORDINARIO 2020 671.400.510,67
COSTOS VARIABLES 2020 174.214.866,33|
COSTOS TOTALES 2020 845.615.377,00







Fase 2:

· Recurso Humano nuevo para el 2021: Cantidad de 34 plazas. Cuadro 17


· Costos nuevos que ejecutar en fase 2 son de: ₡1.634.910.175,93. Cuadro 18


Para la ejecución de la fase 2, se requiere además los costos fijos de operación que se tienen a partir de la fase 1 (continuidad del recurso humano y gasto variable), según se muestra en el siguiente resumen:


[image: image4.png]RECURSO HUMANO 2020 12|

RECURSO HUMANO NUEVO 2021 34
RECURSO HUMANO TOTAL EN 2021 45,
COSTOS FIIOS DE FASE 1(2020) - R.H. ESCUELA JUD. 640.118.010,67
COSTOS NUEVOS QUE EJECUTAR EN FASE 2 DEL 2021 1.634.910.175,93

COSTOS TOTALES PARA EL 2021 2.275.028.186,60)







El Costo total para el 2021: ₡2.275.028.186,60


Fase 3: 

· Recurso Humano para el 2022: Cantidad de 386 plazas. Cuadro 20


· Costos nuevos que ejecutar en fase 3: ₡11.911.608.013,00. Cuadro 21


Para la ejecución de la fase 3, se requiere además los costos fijos de operación que se tienen a partir de las fases 1 y 2 (continuidad del recurso humano y gasto variable), según se muestra en el siguiente resumen:


· [image: image5.png]RECURSO HUMANO 2020
RECURSO HUMANO NUEVO 2021

MENOS RH ESC.JUD. Y DIR. EJEC.

RECURSO HUMANO NUEVO 2022

MENOS RH DIR.EJEC.

TOTAL RECURSO HUMANO EN 2022

COSTOS ORDINARIOS DE FASE 1 (2020)

ICOSTOS ORDINARIOS DE FASE 2 (2021) MENOS INSTALACION ENLACE
MENOS RH. DIREC.EIECT.

|COSTOS NUEVOS QUE EJECUTAR EN FASE 3 DEL 2022

COSTOS TOTALES PARA EL 2022







· Costos totales para el 2022: ₡13.074.929.310,16


En resumen,


Costo fase 1: ₡845.615.377,00


Costo fase 2: ₡1.634.910.175,93


Costo fase 3: ₡11.911.608.013,00


Para un total del escenario de la Subcomisión por fases, según propuesta de la Dirección Ejecutiva, con vacancia de 30 meses de ₵14.392.133.565,93

Otras recomendaciones asociadas sin distinción de los escenarios propuestos:

2. Con fundamento en el proceso de selección y reclutamiento del personal para la implementación de la JEDO, se somete a consideración incorporar tres plazas de profesional 2 (Psicólogos) al Organismo de Investigación Judicial, específicamente asignados a la Unidad de Potencial Interno UPI, dentro de la estructura reducida modificada.


3. Según criterios técnicos de la Dirección Ejecutiva, ya indicados en el cuerpo del informe, se solicita adicionar una plaza de Profesional 1 en Salud Ocupacional para la Dirección de Gestión Humana, la cual se presupuestó únicamente para el periodo de implantación de la Ley 9481.


4. Atendiendo los criterios técnicos de la Dirección Ejecutiva, ya indicados en el cuerpo del informe, se solicita incorporar una plaza de Profesional en Telemática (Profesional 1) dentro de la estructura de la Dirección de Tecnología, la cual fue presupuestada únicamente para el periodo de implementación de la Ley 9481.


5. Valorar la incorporación de una plaza de Técnico Especializado 5 (Telemática) para la Dirección de Tecnología de Información. Tal recurso únicamente para el periodo de implementación de la Ley 9481.


6. Debido a la falta de presupuesto no ha sido posible concretar las labores atinentes a las necesidades de capacitación que se deben incluir dentro del proyecto de capacitación por parte de la Escuela Judicial para atender la formación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada. Ante la aprobación de cualquier escenario se recomienda realizar la capacitación del personal en el 2020.


7. De ser aprobada la totalidad del presupuesto (costos totales) de los Escenario 0 y 2, para iniciar la implementación de la Ley 9481 en enero de 2020, se debe analizar el riesgo de no poder ejecutar la mayor parte del monto solicitado en cada una de las partidas y en tal carácter ser sancionados por la no ejecución del presupuesto. Tal es el caso (principalmente) de la partida por alquiler de edificio, proceso que como se ha mencionado es muy complejo e impediría su ejecución.


A Gestión Humana:

8. En relación con la plaza de Gestor de Capacitación 1 asignada al Organismo de Investigación Judicial, de acuerdo a lo planteado, se somete a consideración la valoración del perfil del puesto por parte de Gestión Humana a fin de determinar si corresponde a Gestor de Capacitación 1 o Gestor de Capacitación 3.


9. Ante la ausencia de aprobación de los perfiles competenciales por parte del Consejo de Personal de la Dirección de Gestión Humana no ha sido posible iniciar con el proceso de elaboración y publicación de los carteles de convocatoria de personal, revisión de requisitos, conformación de banco de elegibles y demás aspectos de seguimiento en el proceso de selección y reclutamiento de personal. Por lo anterior, se recomienda la definición de tales perfiles en el periodo 2019-2020 a fin de iniciar con la capacitación del personal en el 2020.


10. Si bien es cierto, se había fijado un monto de dos mil millones de colones (₵2.000.000.000,00) por concepto de sobre sueldo, como incentivo salarial que se debe otorgar al recurso humano que atenderá los casos de Delincuencia Organizada, no existe a la fecha un criterio técnico de la Dirección de Gestión Humana, por lo que se recomienda valorar en el periodo 2019-2020 el monto real y oportuno a pagar, para iniciar los procesos de reclutamiento y selección durante el 2020, una vez definido el tema de pagos y perfiles competenciales.

ANEXOS

		Número

		Descripción

		Archivo



		1

		Acuerdo relacionado con la sesión de Corte Plena 9-19, del 4 de marzo de 2019, artículo XXVIII, donde se aprueba la Propuesta de la Estructura Organizacional de la Nueva Jurisdicción Especializada de Delincuencia Organizada, Reducida Modificada, así como las modificaciones a la Ley 9481 y propuesta de reforma al artículo 94 de la Ley Orgánica del Poder Judicial Nº 7333.

		



		2

		Acuerdo del Consejo Superior de la sesión 85-18, celebrada el 27 de septiembre de 2018, artículo LXII, relacionado con la reprogramación de la capacitación calendarizada sobre Crimen Organizado para el año dos mil diecinueve.

		



		3

		Oficio 719-DE-2019 de la Dirección Ejecutiva relacionado con la propuesta de implementación de la JEDO mediante fases.

		



		4

		Información relacionada con los costos variables según estructura estándar y estructura reducida modificada.

		



		5

		Oficio 716-OAPVD-2019 de la Oficina de Atención y Protección a la Víctima en el que se detallan los requerimientos según las tres fases.

		



		6

		Oficio. FGR 159-2019 de la Fiscalía General que contiene la información de requerimientos para la atención de la JEDO.

		



		7

		Información que describe las etapas en las cuales se requiere el ingreso del personal para el OIJ, UPRO y UPROV.

		



		8

		Correo donde se solicitan los requerimientos a cada ente involucrado en la JEDO, según lo conversado en la reunión del 11 de marzo de 2019.

		Reunión 11-03-2019sobre la JEDO



		9

		Oficio 42-PLA-MI-2018 de la Dirección de Planificación relacionado con los costos e implementación de la JEDO.

		



		10

		Oficio 158-PLA-MI-OI-2019 referente al análisis del proceso de Reclutamiento y Selección del Personal del Organismo de Investigación Judicial (OIJ) a solicitud de la Comisión Enlace OIJ-Corte.

		



		11

		Acuerdo de Corte Plena, de la sesión 25-18, celebrada el 4 de junio de 2018, artículo XIV, donde se aprueba incluir 16 plazas extraordinarias de personal de escucha, para el Centro Judicial de Intervención de las Comunicaciones Judiciales, en el presupuesto del año 2019.

		



		12

		Oficio 366-PLA-MI-ES-2019 concerniente a la incorporación de los recursos asignados a la Plataforma de Información Policial PIP.

		



		13

		Bases de datos actuales: “lugar de los hechos”. Casos entrados en el Tribunal Penal en el 2018.

		



		14

		Bases de datos actuales: “lugar de los hechos”. Casos entrados en el Juzgado Penal en el 2018.

		



		15

		Circular 136-2017 de la Dirección Ejecutiva.

		



		16

		Oficio 937-DTI-2019 relacionado con los costos de enlace de comunicación, equipo de comunicación y equipo y programas de cómputo.

		





-0-

Se acordó: 1) Aprobar el informe 675-PLA-RH-MI-2019. 2) Por las limitaciones en el crecimiento del presupuesto ordinario del Poder Judicial se aprueba el escenario número tres.”.


En virtud de que se debe cumplir con plazos previamente establecidos, a partir de la fecha de entrega de este documento tiene dos días hábiles para plantear las reconsideraciones que estime pertinentes, las cuales tienen que ser presentadas ante la Dirección de Planificación, en la siguiente dirección electrónica: 


-0-

SE ACUERDA: El Consejo Directivo de la Escuela Judicial toma nota, de lo anteriormente acordado. ACUERDO FIRME.


-0-

Atentamente,

Aida Cristina Sinclair Myers

Secretaria de la Escuela Judicial

C. -Lic. Mateo Ivankovich Fonseca, LL.M. director a.i. de la Escuela Judicial.

     -Mag. Dra. Sandra Eugenia Zúñiga Morales, coordinadora, Sub-comisión Crimen Organizado.


    -Lic. Gustavo Céspedes Chinchilla, gestor de capacitación de la Escuela Judicial.

    -Archivo/Diligencias.
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_2147483609/RV Reconsideraci�n Acuerdo 44-19 (Presupuesto).msg
RV: Reconsideración Acuerdo 44-19 (Presupuesto)

		From

		Nacira Valverde Bermúdez

		To

		Elena Gabriela Picado González

		Recipients

		epicadog@Poder-Judicial.go.cr



Su atención inmediata. Gracias



 



De: Dirección de Planificación <planificacion@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: miércoles, 22 de mayo de 2019 8:11 a. m.
Para: Nacira Valverde Bermúdez <nvalverde@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RV: Reconsideración Acuerdo 44-19 (Presupuesto)
Importancia: Alta



 



Doña Nacira:



 



Me informa Alejandra, que NO está en agenda.



 



Att.,



 



 



 







 



De: María José Alfaro Rojas (Autorizada/Secretaría General de la Corte) 
Enviado el: martes, 21 de mayo de 2019 16:35
Para: Dirección de Planificación <planificacion@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Apoyo B - Planificación (Alejandra Mena Cardenas) <secrec-planificacion@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Reconsideración Acuerdo 44-19 (Presupuesto)
Importancia: Alta



 



Buenas tardes, serían tan amables de indicarme si esta gestión se debe agendar para sesiones de presupuesto, quedo a la espera, gracias



 



María José Alfaro Rojas



Prosecretaria General interina



Secretaría General de la Corte



Ext: 3006



 



De: Antonio Darcia Carranza 
Enviado el: martes, 21 de mayo de 2019 03:31 p.m.
Para: Secretaría General de la Corte - Recepción de Documentos
Asunto: Reconsideración Acuerdo 44-19



 



El suscrito, Antonio Darcia Carranza, juez coordinador del Tribunal Agrario, por medio de la presente solicito recurso de reconsideración con relación al Acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión extraordinaria 44-19 (Presupuesto 2019), celebrada el 16 de mayo del año en curso (remitido por oficio 73-CSP-2019, el viernes 17 de mayo en curso). 



1.- En cuanto al análisis de las cargas de trabajo (III.12.4) del Tribunal Agrario es notorio y evidente que se fija un promedio de 17 asuntos, según lo analiza el mismo informe estadístico de Planificación, sin embargo deja la cuota en 18 asuntos. Debe considerase que el último trimestre ha existido un ingreso ascendente de expedientes, nuevamente, al Tribunal, y no se considera que ya no está funcionando la tercera sección. 



2.- No se toma en consideración ningún criterio para fijar el aumento -impacto- que tendrá el CPA en las competencias del Tribunal. Por ejemplo en temas de recursos de apelación por jerarquía impropia (Inder), todas las sucesiones agrarias (que antes eran rechazadas a través de las inhibitorias de los jueces), ahora quedarán en la jurisdicción agraria, los procesos cobratorios que recaigan sobre bienes agrarios, quedarán en la jurisdicción agraria (lo cual antes no sucedía). Además, se conocerán otros procesos nuevos, como casos de competencia desleal, defensa del consumidor, propiedad intelectual, disolución de sociedades agrarias, intervención por administración judicial, procesos especiales ambientales.



3.- Contrario a lo indicado por Planificación, de que al no venir más conflictos de incompetencia (inhibitorias y excepciones), se reduce en un alto porcentaje el circulante, ello evidentemente es lo contrario porque la mayoría de dichos casos quedarán dentro de las nuevas competencias materiales de los juzgados y, por ende, del Tribunal Agrario.



No resulta razonable que para la defensa pública agraria, sí se realice esa proyección (y se proponga el incremento de plazas), y para el Tribunal agrario no se realice la misma proyección, con la consecuente necesidad del incremento, necesario, de al menos una sección más.



4.- Dicha proyección bien se podría realizar, perfectamente, analizando los votos dictados por el Tribunal en materia de incompetencias (sucesiones, cobratorios), debiéndose considerar que en la mayoría de sucesiones existen bienes de naturaleza agraria, y muchos de los bienes dados en garantía también lo son. Lo anterior, según el punto 35. de las consideraciones finales de Planificación, donde se hace el análisis histórico de un promedio de 219 conflictos de competencia, las cuales prácticamente pasarían a formar parte de la competencia material agraria, incluida en el nuevo CPA. Es decir el mismo porcentaje de casos ingresaría como asuntos de fondo al Tribunal y no por mera competencia, con lo cual no habría ninguna disminución del circulante.



De ahí la necesidad de la proyección de impacto en cuanto a la cantidad de casos adicionales que ingresarán al Tribunal Agrario como producto de las nuevas competencias materiales (Artículo 2 y 11, en relación al Transitorio III in fine).



Por otra parte no se toma en consideración que el Tribunal deberá realizar audiencias orales, en caso de que así se pida y se ordenen en segunda instancia, lo que implicará, necesariamente, la reducción del tiempo, en horas de trabajo, para poder dictar sentencias de fondo. Ello debería significar la corrección de las cuotas de trabajo, pues se debe disminuir la carga al tener que resolver únicamente temas de fondo y realizar audiencias orales.



Se debe realizar una proyección del impacto de la reforma, en la realización de dichas audiencias, el tiempo que se invertirá en las mismas, en relación al número de sentencias -cuotas- que se van a exigir a cada persona juzgadora (artículos 206 y Transitorio III), tomando en consideración la disminución en el trámite de competencias y el incremento de cuestiones de fondo.



En consecuencia se solicita: a) Realizar una proyección de los nuevos asuntos que formarán parte de la competencia material del Tribunal Agrario (al igual que se hizo para justificar el aumento de plazas para la defensa pública agraria) y b.) Aprobar la creación de una Sección adicional en el Tribunal agrario, con el correspondiente personal técnico auxiliar de apoyo, para destinar una de las secciones actuales, a fin de poder atender todas las causas tramitadas con la legislación anterior (Transitorios I y III). 



　



Msc. Antonio Darcia Carranza



Coordinador, Tribunal Agrario.
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RV: Reunión sobre la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada 11-03-2019

		From

		Gerardo Quirós Alvarado

		To

		Elena Gabriela Picado González

		Recipients

		epicadog@Poder-Judicial.go.cr



 



 



De: Mauricio Fonseca Umaña 
Enviado el: martes, 12 de marzo de 2019 08:55 a.m.
Para: Gerardo Quirós Alvarado
CC: Elena Gabriela Picado González; Maria Alejandra Morales Vargas; José Luis Soto Richmond; Melania Soto Delgado; Juan Gonzalo Forero Castro; Mayra Campos Zúñiga; David Brown Sharpe; Fabiola Arancibia Hernández; Kattia Morales Navarro; Roy Vargas Naranjo; Sara Arce Moya; Helen Ballestero Muñoz; Dinorah Álvarez Acosta; Melvin Obando Villalobos; Walter Espinoza Espinoza
Asunto: RE: Reunión sobre la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada 11-03-2019



 



Buen día Don Gerardo : Adjunto te remito el cronograma de ingreso de las plazas referente a la ley de Crimen Organizado del OIJ, dicho cronograma está realizado con el escenario 1 que es igual a lo referido en el estudio 42-PlA, en el caso que pasara el escenario 2 para el OIJ se respetarían igual los años de ingreso  de las plazas y solo hay que ajustar las cantidades que es lo que cambia.



 



Asimismo el señor Director indica un cambio de nomenclaturas en cuanto al personal de la UPRO ya que se piden Agentes de protección 2 y deben cambiarse por agentes de protección 1, aspecto que ahorra recursos, dicha observación se encuentra indicada en el archivo adjunto. Muchas gracias.



 



 



 



 







 



De: Gerardo Quirós Alvarado <gquirosa@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: lunes, 11 de marzo de 2019 11:51
Para: Mauricio Fonseca Umaña <mfonseca@Poder-Judicial.go.cr>; José Luis Soto Richmond <jsotor@Poder-Judicial.go.cr>; Melania Soto Delgado <msotod@Poder-Judicial.go.cr>; Juan Gonzalo Forero Castro <jforero@Poder-Judicial.go.cr>; Mayra Campos Zúñiga <mcamposz@Poder-Judicial.go.cr>; David Brown Sharpe <dbrown@Poder-Judicial.go.cr>; Fabiola Arancibia Hernández <farancibia@Poder-Judicial.go.cr>; Kattia Morales Navarro <kmorales@Poder-Judicial.go.cr>; Roy Vargas Naranjo <rvargasna@Poder-Judicial.go.cr>; Sara Arce Moya <sarcemo@Poder-Judicial.go.cr>; Helen Ballestero Muñoz <hballestero@Poder-Judicial.go.cr>; Dinorah Álvarez Acosta <dalvarez@Poder-Judicial.go.cr>; Melvin Obando Villalobos <mobando@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Elena Gabriela Picado González <epicadog@Poder-Judicial.go.cr>; Maria Alejandra Morales Vargas <mmoralesv@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Reunión sobre la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada 11-03-2019



 



Buenos días, estimadas señoras y señores, espero se encuentren bien.



 



Según lo conversado el día de hoy, se remite:



 



1.     El extracto del acuerdo de Corte Plena en Sesión Nº 024-2018, artículo II, con su respectiva estructura (estructura estándar):



 



2.     El extracto del borrador de la propuesta de la SubComisión de Delincuencia Organizada (no se tiene el acta de Corte Plena del pasado lunes)



 



3.     Propuesta de Dirección Ejecutiva por fases.



 



 



1.	Estructura estándar aprobada por Corte Plena



Señala la Secretaria General: “Votar, la primera opción es la propuesta estándar agregándole los 8 jueces penales y eliminando las plazas del Organismo e Investigación Judicial de OPROV y la UPROV, votar la segunda opción es por la propuesta reducida y votar la tercera opción es no aprobar ninguna de las propuestas”. Se acordó: 1) Tener por recibidos los oficios Nº s EJ-DIR-159-2018, EJ-DIR-161-2018, 508-PLA-2018, 515-PLA-2018 y 516-PLA-2018. Sometido el asunto a votación, por mayoría de 14 votos, se dispuso, aprobar la propuesta estándar del presupuesto para la entrada en vigencia de la “Ley de la Jurisdicción de Crimen Organizado”, con las modificaciones señaladas. 2) Así votaron los magistrados y magistradas Chinchilla, Rivas, Rojas, Molinari, Varela, Sánchez, Allón Zúñiga, Blanco González, Arias, López Madrigal, Zúñiga Morales, Castillo, Esquivel Rodríguez y Hernández Gutiérrez. El magistrado Aguirre y el suplente Chacón Jiménez, votaron por la propuesta reducida. El magistrado Rueda votó por no aprobar ninguna de las propuestas. Asimismo, el magistrado Rueda se abstiene de votar en lo que respecta al recurso otorgado a la Defensa Pública. Se declara acuerdo firme.



 



Estructura Aprobada por Corte Plena:



Oficina



Cantidad



Tipo de plaza



Juzgado Penal Especializado en Delincuencia Organizada



8



Juezas o Jueces 3



1



Coord. Judicial 2



4



Técnicas o Técnicos Judiciales 2



1



Técnicas o Técnicos Judicial 2 (manifestador)



Tribunal Penal Especializado en Delincuencia Organizada



15



Juezas o Jueces 4



1



Jueza o Juez Tramitador 1



1



Coord. Judicial 3



7



Técnicas o Técnicos Judiciales 3



1



Técnicas o Técnicos Judicial 3 (manifestador)



Tribunal Penal de Apelaciones Especializado en Delincuencia Organizada



6



Juezas o Jueces 5



1



Jueza o Juez Tramitador 1



1



Coord. Judicial 3



2



Técnicas o Técnicos Judicial 3



Defensa Pública 



1



Defensoras o Defensores Coordinador 2



24



Defensoras o Defensores



5



Investigador de la Defensa Pública



6



Técnico Jurídico



5



Auxiliar Administrativo



1



Auxiliar de Servicios Generales 2



MP



1



Fiscal Adjunto 1



6



Fiscalas o Fiscales



14



Fiscales Auxiliares



1



Coordinador Judicial 2



1



Gestor en Capacitación 2



1



Técnico Administrativo 2



18



Técnicos Judiciales 2



1



Auxiliar de Servicios Generales 2



OAPVD



2



Psicólogo



1



Trabador Social



1



Profesionales 2 (Criminólogos)



1



Abogado de Atención y Protección a la Victima



1



Técnico Judicial 2



1



Asistente Administrativo 2



UPRO



2



Jefe de Investigación 1



4



Oficiales de Investigación



42



Agentes de Protección 2



1



Secretaria 1



1



Técnico Administrativo 2



1



Auxiliar de Servicios Generales 2



UPROV



2



Jefe Investigación 1



4



Oficiales de Investigación



64



Agentes de Protección 1



1



Auxiliar de Servicios Generales 2



2



Técnico Administrativo 2



OIJ



36



Custodios (Secc. Cárceles I Cir. Jud. San José)



31



Oficiales de Investigación 



44



Investigación 2



10



Oficial Intervención Táctica (SERT)



1



Jefe Investigación 1 (SERT)



1



Profesional en Informática 2 (UTI)



1



Armero



2



Profesionales en informática 3 (Dpto. Inv. Criminales)



1



Profesional 2 en Administración o Ingeniería (UPRO-UPROV)



8



Investigadores de Localización y Presentación



1



Gestor de Capacitación 3



Escuela Judicial



2



Juezas o Jueces 5



1



Gestor de Capacitación 2 (Profesional en Métodos de Enseñanza)



1



Técnico Administrativo 3



Gestión Humana



4



Profesional 2



Dirección Ejecutiva



1



Arquitecto



1



Ingeniero Electromecánico



1



Dibujante



1



Profesional 2 (Proveeduría)



1



Asesor Jurídico 1



48



Auxiliar de Seguridad



2



Auxiliar de Servicios Generales 2



Dirección de Planificación



1



Profesional 2



Dirección de Tecnología de la Información



3



Técnicos de Implantación



1



Técnico en formatos jurídicos



3



Profesionales en informática 2



2



Técnico Especializado 5



Total



474



 



 



 



 



2.     Extracto de la propuesta de la Subcomisión de Crimen Organizado (extraído del borrador de informe), aún se desconoce el acuerdo de Corte Plena:



 



… La propuesta consiste básicamente en cambios para que:



 



1.      La ley reconozca una jurisdicción ordinara y una especializada para la persecución del crimen organizado.  



 



La JEDO tendrá carácter de excepción en la persecución del crimen organizado.  Es decir, no será necesario que el proceso se traslade a la JEDO para ser tramitado como de delincuencia organizada, sino que el Ministerio Público podrá justificar cuando las circunstancias lo ameriten y luego el juez de garantía estime le asiste razón, aplicar el trámite en esa jurisdicción.



Crear una jurisdicción especializada resulta vital, precisamente, por ello una de las exigencias legales del personal destacado en la misma resulta ser la capacitación; pues esta jurisdicción está destinada a atender y resolver los asuntos de mayor peligro y/o de mayor complejidad que ameritan de las destrezas de una investigación particular, muy técnica, con recursos tecnológicos, personal especializado, que sea capaz de comprender esos peculiares fenómenos criminales; así como de un personal de la judicatura con la preparación idónea para comprender y analizar los modos especiales de ejecución, muchas veces escudados en relaciones complejas, o muy técnicas, que buscan pasar por legítima su ilicitud, para lo cual se necesita entrenamiento y capacitación; o incluso, una protección particular para poder llevar con éxito sus atribuciones, resguardando su integridad y vida.



 



Sin embargo, al visualizar esta jurisdicción como algo excepcional, los costos son manifiestamente menores y por tanto, potable en sentido económico, no solo para un presupuesto que permita su implementación, sino también para garantizar su continuidad.   



 



2.      Modificar el tipo de protección prevista, de manera que ya no sea permanente, sino solo ante amenazas a la vida o integridad física, justificadas.



 



El artículo 18 de la Ley N° 9481 expresamente dispone en lo que interesa: “… Quienes se desempeñen en esta jurisdicción y sus familiares tendrán protección especial de manera permanente, a consecuencia de los riesgos y las amenazas para su vida o integridad física, o de sus familiares por el ejercicio de la función”. En ese sentido, la propuesta de modificación de ley, va en el sentido de asignar la protección solo en la medida en la que los especialistas, determinen sea procedente la protección.  Estos disminuye de manera considerable los costos; pues aún cuando en el presupuesto presentado por el Poder Judicial, esta partida se había reducido a cifras mínimas, queda latente, dado el texto actual de la ley, la posibilidad de su exigencia y el enfrentar a la institución judicial a un gasto que no está en capacidad de cubrir. 



 



3.      Adiciones y puntuales variaciones en temas del personal asignado, para blindar de riesgos a la jurisdicción especializada.



 



Después de las sesiones de trabajo con los equipos especializados en recursos humanos, fue evidente que la ley había dejado en descubierto aspectos sensibles que se decidió incluir, al estimarlos esenciales y que no era posible solventarlos posteriormente vía reglamentaria.  En ese sentido, se incluye especificaciones respecto a los nombramientos, para que sean por tiempo definido, pues en esta jurisdicción es conveniente tener la posibilidad de rotación; pero asegurando la estabilidad laboral de las personas funcionarias, se hacía indispensable establecer como requisito que para integrar la jurisdicción especializada, debían tener propiedad dentro de la institución. También debía incluirse el tema de la transparencia, sobre todo para evitar riesgos y de ahí, la necesaria previsión a la anuencia a revisiones socio laborales periódicas o cuando las circunstancias lo ameritaran. Y entre otras, incluir dentro de este especial perfil no solo al personal profesional, sino al sector que puede ser más vulnerable, como es el de apoyo administrativo.  En suma, se proponen varios cambios al artículo 18 de la Ley N° 9481 , así como del artículo 94 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, N° 7333.



 



El contenido de la propuesta de reforma se concreta a los siguientes extremos, siendo lo destacado en rojo, donde se hacen las modificaciones:



 



 



 



PROPUESTA DE REFORMA A LOS ARTÍCULOS 2, 8 y 18 (y dentro de este, lo relativo solo al artículo 101 bis) DE LA LEY DE LA JURISDICCIÓN ESPECIALIZADA EN DELINCUENCIA ORGANOZADA EN COSTA RICA. LEY N0. 9481



 



“ARTÍCULO 2-Competencia.  



El conocimiento de los hechos que califiquen como delincuencia organizada será competencia del Juzgado Especializado en Delincuencia Organizada, del Tribunal Penal Especializado en Delincuencia Organizada y del Tribunal de Apelación de Sentencia Especializado en Delincuencia Organizada.  



Los despachos que se establezcan tendrán competencia en todo el territorio nacional, conocerán únicamente los hechos delictivos que cumplan con los parámetros previstos en la presente ley y delitos conexos, y su asiento será en San José, así como en aquellos lugares y forma que determine la Corte Suprema de Justicia.



Los tribunales o juzgados ordinarios conocerán los procesos de delincuencia organizada, en aquellos casos donde el Ministerio Público no ha solicitado sean tramitados en la jurisdicción especializada,  de conformidad con los artículos 8 y 9 de esta Ley.



El recurso de apelación de sentencia será de conocimiento del Tribunal de Apelación de Sentencia Especializado en Delincuencia Organizada.



El recurso de casación y el procedimiento especial de revisión serán de competencia de la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia.”



 



“Artículo 8. Delito grave. 



La Fiscalía General, podrá solicitar a la autoridad competente de la jurisdicción especializada en delincuencia organizada, que se arrogue el conocimiento y la investigación de estos delitos, así como de los delitos conexos, independientemente de la penalidad de estos últimos, según las reglas de conexidad establecidas en la Ley N.° 7594, Código Procesal Penal, de 10 de abril de 1996, cuando cumplidos los requisitos establecidos en el artículo 9 de esta ley para la declaratoria de delincuencia organizada, y se trate además, de un asunto complejo, o por razones de seguridad, o cualquier otra razón procesal que justifique su necesidad, acorde con los fines del proceso.



Para todo el ordenamiento jurídico penal, por delito grave se entenderá aquel cuyo extremo mayor de la pena de prisión sea de cuatro años o más.”



 



ARTÍCULO 18-Adiciones. (Únicamente se reforma el numeral 101 bis)



Se adicionan a la Ley N.° 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial, de 5 de mayo de 1993, los artículos 93 ter, 96 ter, 101 bis y 107 bis. Los textos son los siguientes: 



Artículo 93 ter (…)



Artículo 96 ter (…)



Artículo 101 bis- Para ser jueza o juez del juzgado especializado en delincuencia organizada y juez o jueza tramitadora del tribunal penal y del tribunal de apelación de sentencia especializado en delincuencia organizada, titular o suplente, se requiere: 1) Ser costarricense en ejercicio de sus derechos ciudadanos. 2) Tener al menos treinta y cinco años de edad. 3) Poseer el título de abogado o abogada legalmente reconocido en el país. 4) Haber ejercido como profesional en derecho en los ámbitos auxiliar de justicia o jurisdiccional, en materia penal, por un mínimo de cinco años y estar elegible en el escalafón correspondiente. 5) Poseer una condición de nombramiento profesional en propiedad, previo cumplimiento del período de prueba, en el Poder Judicial. 6) Poseer capacitación especializada en delincuencia organizada impartida por la Escuela Judicial. Estos jueces devengarán un incentivo salarial respecto de los demás jueces del juzgado penal.



Para ser jueza o juez del tribunal penal y del tribunal de apelación de sentencia especializado en delincuencia organizada, titular o suplente, se requiere: 1) Ser costarricense en ejercicio de sus derechos ciudadanos. 2) Tener al menos treinta y cinco años de edad. 3) Poseer el título de abogado o abogada legalmente reconocido en el país. 4) Haber ejercido como profesional en derecho en los ámbitos auxiliar de justicia o jurisdiccional, en materia penal, por un mínimo de seis años y estar elegible en el escalafón correspondiente. 5) Poseer una condición de nombramiento profesional en propiedad, previo cumplimiento del período de prueba, en el Poder Judicial. 6) Poseer capacitación especializada en delincuencia organizada impartida por la Escuela Judicial. Estos jueces devengarán un incentivo salarial respecto de los demás jueces del Tribunal de Apelación de Sentencia.



Corresponde al Consejo Superior del Poder Judicial designar a los jueces y juezas del juzgado penal y a los jueces y juezas tramitadoras; y a la Corte Suprema de Justicia, nombrar a los jueces y juezas del tribunal penal y del tribunal de apelación de sentencia, de esa jurisdicción, por un período de ocho años, vencido el cual, retornarán a su puesto en propiedad. Su nombramiento podrá ser ampliado por el término necesario para finalizar actos procesales en curso, a su cargo, debidamente justificados, o hasta que se nombre a la persona que deberá asumir el nuevo periodo.



Los nombramientos que se hagan por haber quedado una vacante se harán por un período completo. 



Previo a desempeñarse en la jurisdicción especializada en delincuencia organizada, será necesario aprobar un riguroso programa de reclutamiento y selección, conforme el principio de idoneidad comprobada, que será aprobado por la Corte. 



Todas las personas que se desempeñen en la jurisdicción especializada en delincuencia organizada deberán ser valorados cada dos años por la Dirección de Gestión Humana, con el fin de constatar que mantienen la idoneidad para desempeñarse en el cargo según lo establece el Estatuto de Servicio Judicial, y cuando excepcionalmente sea solicitado por instancias superiores. Los resultados no favorables serán remitidos a conocimiento de Corte Plena y Consejo Superior respectivamente, quienes podrán entre otras opciones, revocar o suspender su nombramiento en esta jurisdicción y devolverlo a su puesto en propiedad.



Quienes se desempeñen exclusivamente en la jurisdicción especializada en delincuencia organizada, devengarán un incentivo salarial y conservarán su  plaza en propiedad, durante el plazo de su nombramiento.



Quienes se desempeñen en esta Jurisdicción tendrán protección especial, cuando surjan factores de riesgos que así lo hagan necesario, según los estudios técnicos respectivos, a consecuencia de los riesgos y las amenazas para su vida o integridad física por el ejercicio de la función”.



 



 



PROPUESTA DE REFORMA AL ARTÍCULOS 94 DE LA LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL. No. 7333 



 



Artículo 94.- 



        Para ser miembro de los tribunales colegiados se requiere:



1.- Ser costarricense en ejercicio de los derechos ciudadanos.



2.- Tener al menos treinta años de edad.



3.- Poseer el título de abogado, legalmente reconocido en Costa Rica, y haber ejercido esta profesión durante seis años, salvo en los casos en que se trate de funcionarios judiciales, con práctica judicial de tres años como mínimo.



 



ENTONCES, para operar de acuerdo a esta reforma a la Ley N° 9481 y del artículo 94 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, presentamos con el propósito de reducir costos y asegurar la operatividad continua de esta jurisdicción, la siguiente alternativa de estructura organizacional, que se asimila en casi todo a la formulada por la Dirección de Planificación, denominada “reducida” (Cfr. 42-PLA-MI-2018), que en adelante, la identificaremos como “propuesta reducida modificada”, en virtud de algunos cambios introducidos:



 



 



Propuesta de la Estructura Organizacional de la Nueva Jurisdicción Especializada de Delincuencia Organizada



REDUCIDA MODIFICADA



 



Si la Ley entra en vigencia en octubre 2019



 



Oficina



Cantidad



Tipo de plaza



Período



Costo



Juzgado Penal Especializado en Delincuencia Organizada



4



Juezas o Jueces 3



		

1



Coord. Judicial 2



		

4



Técnicas o Técnicos Judiciales 2



		

1



Técnicas o Técnicos Judicial 2 (manifestador)



		

Tribunal Penal Especializado en Delincuencia Organizada



10



Juezas o Jueces 4



		

1



Jueza o Juez Tramitador 1



		

1



Coord. Judicial 3



		

4



Técnicas o Técnicos Judiciales 3



		

1



Técnicas o Técnicos Judicial 3 (manifestador)



		

Tribunal Penal de Apelaciones Especializado en Delincuencia Organizada



6



Juezas o Jueces 5



		

1



Jueza o Juez Tramitador 1



		

1



Coord. Judicial 3



		

2



Técnicas o Técnicos Judicial 3



		

Defensa Pública 



1



Defensoras o Defensores Coordinador 2



		

13



Defensoras o Defensores



		

5



Investigador de la Defensa Pública



		

3



Técnico Jurídico



		

3



Auxiliar Administrativo



		

1



Auxiliar de Servicios Generales 2



		

MP



1



Fiscal Adjunto 1



		

6



Fiscalas o Fiscales



		

14



Fiscales Auxiliares



		

1



Coordinador Judicial 2



		

1



Gestor en Capacitación 2



		

1



Técnico Administrativo 2



		

18



Técnicos Judiciales 2



		

1



Auxiliar de Servicios Generales 2



		

OAPVD



2



Psicólogo



		

1



Trabador Social



		

1



Profesionales 2 (Criminólogos)



		

1



Abogado de Atención y Protección a la Victima



		

1



Técnico Judicial 2



		

1



Asistente Administrativo 2



		

UPRO



2



Jefe de Investigación 1



		

4



Oficiales de Investigación



		

42



Agentes de Protección 2



		

1



Secretaria 1



		

1



Técnico Administrativo 2



		

1



Auxiliar de Servicios Generales 2



		

UPROV



2



Jefe Investigación 1



		

4



Oficiales de Investigación



		

64



Agentes de Protección 1



		

1



Auxiliar de Servicios Generales 2



		

2



Técnico Administrativo 2



		

CJIC



32



Personal de escucha 



		

OIJ



24



Custodios (Secc. Cárceles I Cir. Jud. San José)



		

31



Oficiales de Investigación 



		

44



Investigación 2



		

10



Oficial Intervención Táctica (SERT)



		

1



Jefe Investigación 1 (SERT)



		

1



Profesional en Informática 2 (UTI)



		

1



Armero



		

2



Profesionales en informática 3 (Dpto. Inv. Criminales)



		

1



Profesional 2 en Administración o Ingenieria (UPRO-UPROV)



		

4



Investigadores de Localización y Presentación



		

1



Gestor de Capacitación 1



		

Escuela Judicial



1 (**)



Juezas o Jueces 4 o 5



		

1 



Profesional en Métodos de Enseñanza (*)



		

1 



Técnico Administrativo 3 (*)



		

Gestión Humana



4



Profesional 2 (**)



		

	1



Técnico (**)



		

Dirección Ejecutiva



1



Arquitecto (*)



		

1



Ingeniero Electromecánico (*)



		

1



Dibujante (*)



		

1



Profesional 2 (Proveeduría)*



		

1



Asesor Jurídico 1*



		

48



Auxiliar de Seguridad



		

2



Auxiliar de Servicios Generales 2



		

Dirección de Planificación



1



Profesional 2



		

Dirección de Tecnología de la Información



3



Técnicos de Implantación



		

1



Técnico en formatos jurídicos



		

3



Profesionales en informática 2



		

2



Técnico Especializado 5



		

Total plazas



	 



		



 



Se solicita a la Dirección de Planificación, realice los ajustes pertinentes a esta propuesta reducida modificada, pero al menos considerando:



*	(*) Corresponden a plazas que únicamente se necesitaran en la fase inicial de implementación, es decir, en remodelación de las instalaciones para el caso de un arquitecto, un dibujante y un ingeniero electromecánico. Igual otras de la Escuela Judicial, que solo serán por el tiempo necesario para cumplir con los objetivos de la capacitación.  O bien, regularlas mediante permisos de acuerdo al artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y sacarlas de los costos de este presupuesto.

*	(**) (Destacado en azul) Corresponden a plazas que se necesitarán durante todo el proceso (en esta fase para los procesos de selección), e incluso, luego de forma permanente, que abarca tanto personal de Gestión Humana, como de Escuela Judicial.  En este punto es fundamental considerar o ponderar la petición formulada mediante Oficio GH-101, visible en el Anexo 4, sobre sus requerimientos en etapas posteriores, propiamente para continuar operando con el recargo que implica esta jurisdicción. 

*	(Los destacados en rojo)  Respecto de este personal, se solicita a la Dirección de Planificación pondere la cantidad, pues debe darse una reducción, en vista de que con menor personal por proteger, tanto del área jurisdicción como de la Defensa Pública, pero además, existiendo ya un recurso de protección a las víctimas y testigos del proceso ordinario, que seguirá operando; es necesario realizar los ajustes correspondientes. 

*	Deberá considerarse el presupuesto necesario para los permisos con goce de salario, de los funcionarios y funcionarias que deberán recibir capacitación.

*	Deberá considerarse el presupuesto que implica la operatividad de la plataforma de información policial, que no se está incluyendo dentro de los aspectos de la vacatio legis, pues es urgente que cuente con los recursos para empezar a operar de inmediato. 



Todas las variables indicadas se deberán considerar tanto en el primer escenario, como en el segundo, que de seguido se formulan.



La Sub Comisión hace ver que aprobada la propuesta Reducida Modificada de costos, así como la reforma de ley, existen dos posibles escenarios de implementación que también necesitamos sean proyectados en cuanto a los costos por la Dirección de Planificación: …



 



PRIMER ESCENARIO



Supone:



*	Aprobación de propuesta reducida, ligada necesariamente a reforma de ley.

*	Necesidad de una nueva vacatio legis (parcial) de al menos 30 meses.  Parcial porque no incluye lo relacionado con la plataforma de información policial, para la cual se solicitan los recursos para su implementación inmediata.

*	Ejecución por fases, en consecuencia, erogación del presupuesto en dos etapas.



SEGUNDO ESCENARIO



Supone:



*	Aprobación de propuesta reducida ligada necesariamente a reforma de ley.

*	Asignación de la totalidad del presupuesto, para poder operar.

*	Cambio de competencia territorial de los Tribunales y Juzgados Penales del Primer Circuito Judicial de San José.

*	Necesidad de una vacatio legis de tres meses, después de que ingresen al Poder Judicial las partidas del presupuesto.



 



El PRIMER ESCENARIO, tiene por origen lo consignado por la Dirección Ejecutiva del Poder Judicial en el Anexo N° 3, donde consta en detalle el Oficio 719-DE-2019, con una explicación acompañada por un esquema con cronograma incluido, de los tiempos de duración para la implementación.  



Explican que en el año 2020 (partiendo que en ese momento ya se cuenta con el presupuesto asignado) el primer paso sería buscar la contratación de alquileres y las remodelaciones de los despachos jurisdiccionales que deben ser trasladados, para que en el Primer Circuito Judicial de San José (tal y como han sido las recomendaciones de seguridad) se ubique la JEDO.  Lo anterior implica un plazo que incluye, desde luego, la publicación de los carteles, el proceso de adjudicación, las posibles apelaciones, etc., así como toda la logística para materializar los traslados con las remodelaciones que generalmente se ameritan, en oficinas públicas de atención al público, donde se deben tener previsiones para recibir a personas discapacitadas, etc.  Y es cuando, ya se tiene la firma definitiva de los contratos de los alquiles donde esos otros despachos que se trasladas, donde por imperativo de ley, se puede empezar con el otro proceso de contratación para la remodelación para las exigencias o necesidades propias de la JEDO. 



Durante ese año 2020 pueden seguir en proceso lo relativo a selección de personal (concursos, capacitaciones, etc.); para que ya en el transcurso del 2021, se disponga de la otra parte de presupuesto se proceda con otros gastos, y así, finalmente en el  2022 entre a operar a plenitud de la jurisdicción.  Proyectan al menos 30 meses de vacatio legis para cubrir todas las etapas, bajo el siguiente esquema:



 



Etapa



Periodo presupuestario



Recursos requeridos



I: inicio de trámite de arriendo



2020



·         Recurso humano: personal técnico y profesional del Departamento de Servicios Generales, Departamento de Proveeduría y Dirección Jurídica para los trámites de procedimientos de contratación de alquileres y remodelaciones. 



·         Subpartida de alquileres: monto para cubrir 2 meses de arriendo del año 2020 (noviembre y diciembre).



II: Continuación de trámite de arriendo e inicio de trámite de remodelaciones



2021



·         Recurso humano: personal técnico y profesional del Departamento de Servicios Generales, Departamento de Proveeduría y Dirección Jurídica para trámite dar continuidad a los trámites de procedimientos de contratación de alquileres y remodelaciones.



·         Subpartida de remodelaciones: recursos requeridos para tramitar la primera etapa de las remodelaciones por realizar en el edificio de Tribunales de Justicia de San José, con motivo de la creación de la nueva jurisdicción.



·         Subpartida de alquileres: monto para cubrir 4 meses de arriendo del año 2021 (se inicia el pago a partir del momento en que se reciba el local).



·         Subpartida de servicios públicos (agua, electricidad y telecomunicaciones): monto para cubrir 4 meses del año 2021 (se inicia el pago a partir del momento en que se reciba el local).



·         Subpartida de servicios generales (vigilancia y limpieza): monto para cubrir 4 meses del año 2021 (se inicia el pago a partir del momento en que se reciba el local).



·         Subpartida de mobiliario para plazas: ¢16.103.140,00 para mobiliario de plazas que se trasladarán a locales de alquiler. 



·         Subpartida para equipo de seguridad: ¢115,500,000.00 para compra de marco detector de locales de alquiler y máquina de rayos X.



·         Recurso humano: Adicional a lo anterior, se requerirán los puestos de Auxiliares de Seguridad y Auxiliares de Servicios de Servicios Generales que atenderán locales de alquiler del Ministerio Público, OIJ y Defensa Pública.



 



Bajo este supuesto, se solicita a la Dirección de Planificación que realice los cálculos del presupuesto por cada fase.



El SEGUNDO ESCENARIO implica la aprobación de la totalidad del presupuesto necesario para la implementación de la JEDO; pero además, a partir de su aprobación que comience a operar un cambio de jurisdicción territorial en el Primer Circuito Judicial de San José, para la materia penal; de manera que se desplacen varias de las plazas hoy existentes, a otros circuitos judiciales de San José (donde se les deberá acondicionar el espacio físico respectivo, sumado al personal técnico que también deberá desplazarse, tomar medidas en cuanto a salas de juicio, etc.); de manera que esos espacios que dejan algunas plazas ordinarias, sean ocupadas por el personal de la JEDO, de Tribunal de Juicio y Juzgado Penal; pues en el caso del Tribunal de Apelación de Sentencia, podría mantenerse el recurso adicional en donde está ubicado en la actualidad, sea en el Segundo Circuito Judicial de San José. 



El proceso para las remodelaciones, así como las acciones de las mismas, deberían planificarse para que ocurran estando ya en funcionamiento la jurisdicción especializada; lo que sin duda ocasionaría una serie de trastornos, que para evitar tengan consecuencias imprevistas o no deseadas, ameritarán un considerable planificación.



El presupuesto se deberá girar en su totalidad, conforme a la propuesta reducida modificada. Es posible que implique necesariamente una vacatio legis, pero no tan prolongada como la primera opción…



 



 



3.     Oficio número oficio 719-DE-2019, suscrito por la Subdirectora Ejecutiva, donde se expone la propuesta de implementación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada (JEDO) por fases.



 



Solicitamos respetuosamente, se sirvan analizar la información y remitir a más tardar el próximo 13 de marzo, los requerimientos según propuesta estándar y según propuesta reducida modificada para cada programa a su cargo, para la implementación de la JEDO, atendiendo lo expuesto por la Dirección Ejecutiva.



 



Quedo atento y a la orden.



 



Cordialmente,



 



 







 



De: Gerardo Quirós Alvarado 
Enviado el: viernes, 08 de marzo de 2019 10:07 a.m.
Para: Mauricio Fonseca Umaña <mfonseca@Poder-Judicial.go.cr>; José Luis Soto Richmond <jsotor@Poder-Judicial.go.cr>; Mayra Campos Zúñiga <mcamposz@Poder-Judicial.go.cr>; Melvin Obando Villalobos <mobando@Poder-Judicial.go.cr>; Sara Arce Moya <sarcemo@Poder-Judicial.go.cr>; Marcela Salazar Mora (Autorizada - Dirección de Tecnología de Información) <msalazarmo@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Elena Gabriela Picado González <epicadog@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Reunión sobre la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada



 



Buenos días



 



Estimados señores:



Estimadas señoras: 



 



Reciban un cordial saludo. Con instrucción de la Jefatura del Subproceso de Modernización, de la Dirección de Planificación, Inga. Elena Gabriela Picado González, me permito convocar a reunión el próximo lunes 11 de marzo a las 8:00 a.m. en la sala de reuniones de la Dirección de Planificación (Edificio Anexo A, cuarto piso). Tema a tratar, requerimientos y presupuesto para la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada. 



 



Se agradece su atención y asistencia,
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Ley de Crimen Organizado OIJ.xlsx

Planificador de proyectos


						Planificador entrada en vigencia Ley de Crimen Organizado OIJ


																					PERIODOS																					2020									2021									2022


																																	Total plazas						92			2020						0			2021						168			2022


												1			2			3			4			5			6			7			8			9			10			11			12			13			14			15			16			17			18			19			20			21			22			23			24			25			26			27			28			29			30			31			32			33			34			35			36


			Dependencia			Cantidad			Tipo de plaza			ENE			FEB			MAR			ABR			MAY			JUN			JUL			AGO			SET			OCT			NOV			DIC			ENE			FEB			MAR			ABR			MAY			JUN			JUL			AGO			SET			OCT			NOV			DIC			ENE			FEB			MAR			ABR			MAY			JUN			JUL			AGO			SET			OCT			NOV			DIC


			UPRO			2			Jefe de Investigación 1																																																																											ingreso			2


			UPRO			4			Oficiales de Investigación																																																																											ingreso			4


			UPRO			42			*Agentes de Protección 2																																																																											ingreso			42


			UPRO			1			Secretaria 1																																																																											ingreso			1


			UPRO			1			Técnico Administrativo 2																																																																											ingreso			1


			UPRO			1			Auxiliar de Servicios Generales 2																																																																											ingreso			1


			UPROV			2			Jefe Investigación 1																																																																											ingreso			2


			UPROV			4			Oficiales de Investigación																																																																											ingreso			4


			UPROV			64			Agentes de Protección 1																																																																											ingreso			64


			UPROV			1			Auxiliar de Servicios Generales 2																																																																											ingreso			1


			UPROV			2			Técnico Administrativo 2																																																																											ingreso			2


			Carceles			36			Custodios (Secc. Cárceles I Cir. Jud. San José)																																																																											ingreso			36


			Policia			31			Oficiales de Investigación 			ingreso			31


			Policia			44			Investigación 2			ingreso			44


			OPO			10			Oficial Intervención Táctica (SERT)			ingreso			10


			OPO			1			Jefe Investigación 1 (SERT)			ingreso			1


			OPO			1			Profesional en Informática 2 (UTI)			ingreso			1


			Administración			1			Armero (técnico especializado 6)			ingreso			1


			DIC			2			Profesionales en informática 3 (Dpto. Inv. Criminales)			ingreso			2


			Administración			1			Profesional 2 en Administración 			ingreso			1


			DIC			8			Investigadores de Localización y Presentación																																																																											ingreso			8


			Dirección			1			Gestor de Capacitación 3			ingreso			1


			*= Se solicita cambiar la nomenclatura de Agente 2 a Agente 1
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Organismo de Investigación Judicial 


Oficina de Planes y Operaciones 


Unidad de Asesores Operativos 


Tel: 2528-9608   email: asesores-opo@Poder-Judicial.go.cr 


 
 


 


San José, 22 de mayo el 2019                                   


029-OPO/UAOIP-2019 


 
 
 
Licenciada 
Nacira Valverde Bermúdez  
Directora a.i. 
Departamento de Planificación Poder Judicial 
 
 
Estimados señores: 


 


 En respuesta al informe #92-CSP-2019, sobre la implementación de los recursos para la 


“Creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada en Costa Rica”; al 


respecto le informamos: 


 


1. En primera instancia, hago de su conocimiento que por parte de esta Dirección General, 


en fecha 19 de Marzo del año en curso, se remitió al Honorable Consejo Superior, el 


oficio N° 011-OPO-UAOIP-2019, donde se solicitó específicamente que de las 42 


plazas de Agentes de Protección 2 aprobadas para la UPRO, doce de ellas sean de ese 


mismo escalafón y treinta de Agentes de Protección 1.  Lo anterior, tomando en 


consideración lo siguiente: 1- La falta de recursos estatales, 2- Evitar una migración 


de otras oficinas hacia la UPRO, por ser una clase de plaza con mayor ingreso 


económico en comparación con las Plazas de Agente de Protección 1, aunado a que las 


primeras son de una categoría que requiere un título universitario y son difíciles de 


completar.  Para esta representación la Unidad de Protección a Funcionarios Judiciales, 


podría perfectamente realizar sus labores sustantivas y cumpliendo a cabalidad con una 


cantidad de 30 Agentes de Protección 1 y 12 Agentes de Protección 2, para un total de 


42 plazas que se habían solicitado en la génesis del proyecto, siendo que, existe una 


confusión o al menos así se interpreta por parte de la Dirección de Planificación, ya que 


obviamente 42 plazas de Agentes 2 son más costosas, por lo que esta cantidad genera 


un gasto de 31,879.813 millones de colones mensuales, sin contemplar el rubro de 


Carrera Profesional y 382,557.75 anualmente, mientras con la nueva iniciativa la 


inversión disminuye a 339,087.96 por año, solamente en las plazas de protección.  El 


  
  


VViissiióónn  
Ser reconocidos 
como un Organismo 
Judicial de 
Investigación 
criminal, técnico, 
científico, objetivo e 
independiente, 
respetuoso del 
ordenamiento 
jurídico, con 
capacidad de 
respuesta 
tecnológica y 
operacional ante las 
modalidades 
delictivas, que 
contribuye con el 
desarrollo y 
mantenimiento de la 
seguridad, igualdad 
y paz de Costa Rica. 
 
 


MMiissiióónn  
Ser un organismo 
auxiliar, asesor y de 
consulta de los 
Tribunales de 
Justicia y del 
Ministerio Público 
de Costa Rica en la 
investigación, 
descubrimiento y 
verificación 
científica de los 
delitos y de sus 
presuntos 
responsables 
constando para ello 
con recurso humano 
calificado, con 
vocación de servicio, 
efectivo e imparcial. 
 
 


VVaalloorreess  
Mística,  
Disciplina, 
Objetividad, Lealtad, 
Efectividad, 
Honradez, 
Excelencia. 
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costo de una plaza de Agente de Protección 1 es de 638.027 colones mensuales, mientras que las de 


Agente de Protección 2 tienen un costo individual de 759. 043.19.  


 


2. En Resumen 12 Agentes de Protección 2, generarían una inversión menor a tener 42 plazas de esa 


misma nomenclatura, es por lo anterior que se propuso en su momento que las mismas fueran 


reducidas y que en lugar de esas 42, se dividiera en 30 plazas de Agentes de Protección 1 y 12 de 


Agentes 2; siendo en este ítem donde se logra observar la diferencia y ahorro para el Estado y la 


Institución. Por lo que, el informe de la Dirección de Planificación evidentemente presenta datos 


inconsistentes seguramente generados por el desconocimiento de las funciones de cada tipo de Agentes 


y que pueden provocar confusión al Consejo Superior del Poder Judicial. 


 


3. A todo lo anterior, se debe sumar las 2 plazas de Jefe Investigación 1, mismas que ambas generarían 


un gasto de 1,728.269 millones de colones mensuales, para un total de 20,739.28 millones al año, así 


mismo las 4 plazas de Oficial de Investigación que van a devengar 3,118.842 de colones al mes, para 


un total de 37,426.10 millones anualmente; 1 Técnico Administrativo 2, con un salario de 684.171 por 


mes, y 1 Auxiliar de Servicios Generales 2, cuyo sueldo es de 526.684.21 mensual. 


 
4. En la tabla adjunta, se realiza un cálculo con el posible salario final de cada una de las plazas indicadas 


en líneas supra, asumiendo una anualidad y sin considerar puntos de carrera profesional ni dedicación 


exclusiva cuando corresponda, siendo menester reiterar que en estos últimos rubros mencionados se 


verá la diferencia y ahorro en el cambio solicitado. 


 
 
 
 


Título del puesto Base actual Salario final (sin 
deducciones) 


Agente de protección 1 506.600,00 638.027,07 
Agente de protección 2 578.600,00 759.043,19 


Auxiliar de servicios generales 2 424.600,00 526.684,21 
Jefe de investigación 1 637.800,00 864.134,53 
Oficial de investigación 595.000,00 779.710,58 
Técnico administrativo 2 550.200,00 684.171,11 
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5. Por lo expuesto, esta Dirección General como parte del sustento que debe darse a la Ley Especializada 


de Jurisdicción Contra el Crimen Organizada, partiendo de la responsabilidad que esto genera para el 


país en materia de impacto económico, a sabiendas que la Administración de recursos es parte 


importante de nuestro quehacer, mantenemos nuestra propuesta de disminución para la Unidad de 


Protección a Funcionarios Judiciales, tal y como se explicó en líneas supra, o sea manteniendo la 


cantidad de 42 plazas de Agentes de Protección, pero divididas en 30 de Agentes 1 y 12 de Agentes 2, 


con lo cual consideramos cumplir con el objetivo sustantivo de esa oficina. 


 
 


Sin más por el momento. 
 


 
 


 
Walter Espinoza Espinoza 


Director General  
Organismo de Investigación Judicial 


 
 
cc. Consejo Superior 
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San José, 22 de mayo el 2019                                   


028-OPO/UAOIP-2019 


 
 
Licenciada 
Nacira Valverde Bermúdez  
Directora a.i. 
Departamento de Planificación Poder Judicial 
 
 


Ref.: 63-CSP-19 


 


Estimados señores: 


 


Sirva la presente para saludarla y a la vez, en mi condición de Director General del Organismo 


de Investigación Judicial, me permito dar respuesta al Informe 63-CSP-2019 sobre la creación 


de una Sección Especializada de Anti-Corrupción. Lo anterior según mandato que estableció la 


Corte Plena el 04 de marzo del presente año. 


 


En primera instancia debo esclarecer que la fusión de la Sección de Investigación de Turno 


Extraordinario (SITE) y la Sección de Inspecciones Oculares (SIORI) es una iniciativa propia del 


Organismo de Investigación Judicial para afrontar el aumento de denuncias que se ha tenido. 


 


Por otro lado, es conveniente esclarecer que este Organismo no es responsable que los 


estudios de Planificación sobre esta temática, haya sobrepasado los 36 meses (3 años) para 


ser contestados. El presente estudio se solicitó para paliar cargas de trabajo excesivas del 


personal de Robos y Hurtos, Asaltos, Robo de Vehículos, Delitos Varios y Fraudes entre otros. 


Es del caso hacer mención, que en ningún momento en la solicitud de fusión se habló de la 


Sección de Anticorrupción.  Lo anterior, debido a que para el año 2016 no se tenía previsto 


abrir una nueva sección. 


 


Dentro de una responsable gestión policial, lo primero que se debe abordar es el faltante de 


personal en esas secciones y en toda la Policía Judicial. Disponer de las plazas de investigación 


de SITE y SIORI constituye un debilitamiento a las labores del Organismo, pues en el pasado 


las plazas con las que se formó el SITE fueron obtenidas de secciones del Departamento de 
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presuntos 
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Investigaciones Criminales y devolver este recurso a este Departamento es una deuda histórica, ya que 


fueron sacrificadas varias oficinas con disminución de personal para conformar el SITE. 


 


Según se desprende de la vista realizada recientemente ante el Consejo Superior, acerca de la fusión SITE-


SIORI, existe un error de interpretación por parte de esa Dirección, al indicarse que, con ocasión de esa unión  


las jefaturas que resultaban sobrantes pudiesen pasar a otras secciones que se querían hacer como la 


separación de Robos y Hurtos, la de bienestar ambiental y la sección de anticorrupción, de esto último 


estamos claros y conformes, pero hasta ahí ese alcance. 


 


El siguiente gráfico muestra el aumento sostenido de las denuncias que ingresan al OIJ.  No obstante, 


conviene al caso hacer mención, que la cantidad de personal con que se ha dotado al Organismo en los 


últimos años no ha sido consecuente con el incremento experimentado, motivo por el cual se requiere de 


soluciones que vengan a atacar eficazmente la problemática que ha venido enfrentando esta policía, debido 


a la carencia de recurso humano. 


 


Gráfico 1. Cantidad de denuncias ingresadas al OIJ por año. 


 


 


Por otro lado, llama la atención que al día de hoy el Consejo Superior no ha determinado cual será el futuro 


de la fusión SITE-SIORI, especialmente si tomamos en consideración que se quiere disponer de recursos que 
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les hacen falta a las demás secciones de investigación, como respuesta a otra necesidad visualizada por parte 


de la Corte Plena, cual es la creación de una Sección de Anticorrupción, y peor aún valorando un escenario 


futuro e incierto. 


 


Se considera que no resulta la mejor técnica de análisis, contar con un recurso que se sabe incierto, ya que 


dependerá en buena medida de lo que resuelva el Consejo Superior respecto a los horarios de OIJ, sea que 


en la actualidad existe una divergencia entre esta Dirección General y un sindicato para determinar los roles 


de trabajo de la Policía Judicial. 


 


Se desconoce si se va aceptar el escenario de 4 días trabajados y 2 de descanso, otra opción puede ser que se 


mantengan los 2 días trabajados y 2 de descanso, o si por el contrario se pasa a un rol de 8 horas, siendo que 


dependiendo del resultado que se obtenga puede sobrar algún personal que desde como hace ya tres años 


se tiene comprometido y que vendrá a reforzar varias secciones del Departamento de Investigaciones 


Criminales o por el contrario, si se toma otra decisión como la de trabajar solo 8 horas, más bien se tendría 


que dotar al OIJ con casi 150 plazas de investigación de más, para que cubran los turnos de oficialía de 


guardia en todo el país. 


 


De ser así y se desvíen los recursos que se tienen previstos desde hace tres años para que coadyuven a paliar 


en parte la pesada carga de trabajo del Departamento de Investigaciones Criminales, la pregunta que surge 


es ¿Tendría que esperar OIJ otros tres años para que nos hagan un estudio de cargas de trabajo siendo que 


en la actualidad se tiene un faltante de 200 investigadores debido al incremento de denuncias, según el 


gráfico 1?.  


 


Evidentemente, tomar los recursos que se tenían previsto para reforzar otras secciones de OIJ resulta un 


agravio para todo el personal, que durante muchos años han soportado una carga laboral pesada y que no 


han sido visibilizados por parte de la Dirección de Planificación durante muchos años. Para muestra, pueden 


ver que los estudios de vacaciones realizados y por los cuales el Consejo Superior aprobó la creación de 


Plazas Supernumerarias para el OIJ, es impresionante en comparación con otros entes del Poder Judicial, lo 


que deviene en problemas de salud mental y física, esto por mantener una constante labor que lo único que 


representa es acumulación de vacaciones para el personal de este Organismo, sin un crecimiento óptimo en 


su planilla.  
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Se debe aclarar, que el emprendimiento de solicitar la creación de una sección de Anti-Corrupción, nace en 


el seno de la Corte Plena de forma unánime y unilateral. El Organismo de Investigación Judicial no fue parte 


directa de esa decisión, pero sí debe sufrir las consecuencias de las recomendaciones fuera de lugar de una 


Dirección de Planificación que tiene claro la motivación de la fusión de SITE-SIORI y conociendo esto desvía 


esos recursos. 


 


 


 


El Organismo de Investigación Judicial está más que comprometido en que se forme una Sección de 


Anticorrupción, con los recursos necesarios para que funcione, pero no es de recibo precarizar la 


investigación de delitos comunes, en favor de una iniciativa loable como es la lucha contra la corrupción, 


pero que prácticamente no contiene recurso nuevo en lo absoluto. 


 


El problema ha sido que no se le ha prestado la atención debida a los delitos comunes, los cuales escalan 


rápidamente a delitos violentos y crimen organizado sino se les investiga. Del informe brindado por la 


Dirección de Planificación, parece que se les ve como algo de poca monta, pero en realidad se puede tratar 


de la sustracción del dinero de una quincena de una pensionada, el robo del vehículo con que trabaja un 


campesino para sacar su cosecha, la muerte del animal que acompaña a un anciano. Solo por el hecho de 


que no dejen una estela de sangre y dolor, no significa que no se le debe prestar atención, todo lo contrario, 


este tipo de delito abarca más del 90% de los delitos del país. 


 


En mi cargo de Director General y con las cifras aportadas en el gráfico#1, debo ser muy responsable con mi 


gestión, en el sentido de que, si se desea combatir la corrupción y con ello mejorar la credibilidad 


institucional del Poder Judicial, no podría ser a costa de los investigadores que en la actualidad soportan una 


sobrecarga del 50% de trabajo. 


 


Asimismo, debo ser responsable con la opinión pública, para que en caso de que se reafirme la decisión 


tomada, comunicar a la ciudadanía que a pesar de lo que se pregonó con gran algarabía, el Poder Judicial no 


está gestando ninguna acción verdadera para combatir la corrupción, ya que en el informe 63-CSP-2019 se 


nos están “ordinariando” plazas de perito auditor, que ya de por sí el mismo Consejo Superior determinó que 


se ordinarizarán para el otro año y no se está dando en lo absoluto más plazas para investigar este flagelo 


que dos profesionales en informática, este es el recurso nuevo que se brinda para combatir algo que nos 


afecta a todo de manera directa.  
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Del informe realizado por la Dirección de Planificación, pareciera ser que las lecciones que se debieron 


aprender de los diferentes grandes casos de corrupción que azotó a nuestra nación, no se han interiorizado, 


en donde la institucionalidad del país y con mucha mayor razón la pérdida de credibilidad y desgaste que 


erosionó al Poder Judicial hace poco, no caló en la forma en que se determinan las políticas de persecución 


penal de esta noble Institución. 


 


 


 


Es importante que la Dirección de Planificación, entienda la importancia de hacer informes responsables que 


no induzcan a error a las personas que toman decisiones en el Poder Judicial al esbozar escenarios inexactos 


o poco realistas, exponiendo innecesariamente en este caso al Honorable Consejo Superior y a la cúpula del 


Poder Judicial al escrutinio público con una solución de que se está creando una Sección de Anticorrupción, 


con recurso humano que desde hace tres años está dispuesto para otra finalidad y no se aborde el problema 


de fondo. Esa apreciación de la Dirección de Planificación hace pensar que los recursos en el OIJ sobran y que 


se encuentran ociosos, lo cual es una afirmación indirectamente reprochable. 


 


Esto es absolutamente inaceptable, es dilapidar el remanente de confianza que tiene el Poder Judicial en la 


lucha contra la corrupción, y es algo que estoy seguro de que la ciudadanía no aceptará por cuanto se está 


desoyendo el clamor popular de perseguir este tipo de delitos, dándole con esta respuesta la espalda a la 


ciudadanía.  En este escenario es preferible que la Unidad de Anticorrupción de Fraudes siga laborando como 


lo ha hecho hasta la fecha y la Sección de Delitos Económicos siga con su trabajo normal. 


 


La sola idea de conformar una sección tan importante sin los recursos suficientes y necesarios, inquieta y 


falla a las altas expectativas que sobre este tema han demostrado gran aplomo y solvencia moral las señoras 


y señores magistrados para crear un punto inflexible que signifique un antes y un después en materia de la 


lucha contra la corrupción. 


 


El narcotráfico como la corrupción carcomen las bases sociales de nuestro estado de derecho que por 


décadas ha costado construir, se meten y permean la sociedad desde todos sus ángulos, y hemos sido 


testigos de la increíble penetración de las redes criminales en el corazón de la casa de la justicia con una 


integración vertical que resulta pasmosa. El último bastión contra la corrupción debe ser el Poder Judicial sin 


mayores miramientos. 
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La crisis fiscal que atraviesa el país, conlleva un problema de fondo que no se puede dejar pasar. 


Generalmente en tiempos de constricción económica, se opta por limitar o cortar los proyectos y programas 


sociales, así como de prevención e investigación criminal. El Informe sobre la estrategia internacional de 


control de drogas 2017, publicado el 2 de marzo por el Departamento de Estado de los Estados Unidos 


establece que: “El deterioro fiscal, el cual provoca que disminuya el presupuesto destinado para la seguridad 


del país, amenaza el trabajo realizado en la lucha contra el narcotráfico”. 


 


Asimismo, según la publicación del periódico La Nación del 07 de marzo del 2017, dicho informe establece 


que “Pese a los esfuerzos en curso de Costa Rica para fortalecer su capacidad de lucha contra el narcotráfico, 


desafíos fiscales del país amenazan con socavar los avance logrados en materia de seguridad”, señaló el 


estudio en sus conclusiones. Por su parte el anterior embajador de Estados Unidos el señor Stafford Haney, 


manifestó que “Costa Rica debe invertir más en seguridad” (Diario Extra, 22 de agosto del 2016) 


 


Por su parte, el Informe del Estado de la Justicia del Estado de la Nación, en el que considera que 


“El Organismo de Investigación Judicial (OIJ) es una institución estratégica en el combate a la criminalidad y 


la inseguridad ciudadana.”. 


 


La carga económica de la corrupción en el país la tenemos que pagar todos los costarricenses, pero la carga 


criminal de los delitos asociados al problema fiscal la tiene el OIJ, siendo que se está precarizando los otros 


delitos que se investigan.  En otras latitudes se ha demostrado que, a mayor carga fiscal menor recaudación 


de dinero por impuestos y mayor evasión fiscal.  


 


Es necesario subrayar que actualmente el Ministerio Público cuenta con la Fiscalía Adjunta de Probidad, 


Transparencia y Anticorrupción (FAPTA), la cual tramita de forma exclusiva de este tipo de figuras penales, 


contando solo en San José con más de 17 fiscales auxiliares y la figura de dos Fiscales Adjuntos en el tema, lo 


cual indica que el Ministerio Público duplica la cantidad de personal de investigación de OIJ, abocado en 


este tema, quienes a su vez delegan o presentan solicitudes de forma constante al área policial. Esto a todas 


luces no resulta razonable ni lógico ya que la mayoría de la carga de la investigación la lleva el OIJ. 


 


El reconocimiento e importancia que puede tener esta futura Sección no es advertido solo por la Dirección 


General del OIJ sino por la misma FAPTA, la investigación debe verse como un solo equipo de trabajo y por 


años no ha sido así, en la entrevista al Fiscal Adjunto Anticorrupción, hace mención que para poder ejercer 
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una mejor función en la persecución penal de estos casos requiere “Una Sección u Oficina espejo del OIJ” 


que pueda dar respuesta en un tiempo oportuno a las necesidades del Ministerio Público. 


 


Estamos ante un revés a la iniciativa promovida por la Señora Magistrada Nancy Hernández, la cual fue 


anunciada con gran regocijo en el Foro Internacional “Independencia Judicial: Retos y oportunidades para el 


fortalecimiento del Estado de Derecho”, realizado el jueves 21 de marzo, en el que se contó con 


participación de expositores nacionales e internacionales.  En el mismo sentido, por parte de la Magistrada 


Patricia Solano Castro, se confirmó lo siguiente: “la creación de una Sección Especializada en materia de 


Corrupción del Organismo de Investigación Judicial” además se señaló, “El fortalecimiento de la labor de 


investigación y de la persecución penal obedece a la justificada necesidad de proveer recursos destacados 


y especializados para enfrentar la lucha contra la corrupción y la infiltración de injerencias indebidas y 


penalmente reprochables, en el aparato público que intentan desviar el interés general hacia el 


reconocimiento de intereses corporativos y criminales”. 


 


Indudablemente la corrupción es un tema que ha venido visibilizándose en la palestra nacional, no solo como 


un sentimiento ciudadano de indignación, sino como un problema que le deja pérdidas al Estado 


costarricense no con menos sino con grandes sumas de dinero que terminan en favor de individuos o 


limitados selectos grupos en forma de coimas y sobornos. Existen diversos estudios que establecen que el 


costo de la corrupción equivale a una cifra de 5% del PIB (ONU, 2018). 


 


En la entrevista que se le hace al señor Jefe de la Sección de Económicos y financieros sobre el particular, y 


que consta en el informe 063; el Lic. Reynaldo Velásquez Carrillo, indicó que en los últimos años se han 


incrementado las investigaciones ligadas a la Corrupción, en el 2017 se rindieron 56 informes y 87 informes 


en el 2018; y en lo que va del 2019 se han tramitado 40 casos. Además, se debe tomar en consideración que 


un solo caso complejo implica meses de investigación a tiempo completo. El circulante general al 20 de 


febrero de 2019 era de 247 casos, dentro de los cuales están pendientes de resolver cuatro asuntos de los 


2017 y 23 casos del 2018, relacionados con delitos de corrupción. 


 


Además señaló en dicha entrevista que las investigaciones han demostrado que esos actos suceden tanto en 


el sector público como en el privado y por su trascendencia resultan complejas (abarca el ámbito político y 


administrativo); además, su complejidad también refiere al volumen y búsqueda de la documentación que la 


compone (tributaria, aduanera, bancaria, bursátil, entre otros), así como por la variedad de órganos que 
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intervienen; también por la diversidad de conductas a perseguir y reprimir, así como por el perfil de los 


involucrados, entre otro tipo de análisis económico y financiero que se debe de realizar. 


 


Agrega que, los casos de la Trocha Fronteriza, el Cemento Chino e INFOCOOP, han requerido de plazas con 


permiso con goce de salario (Art 44 Ley Orgánica) para coadyuvar con estos estudios; mientras tanto el 


fenómeno de la corrupción no se detiene y la probabilidad de ingreso de mayor cantidad de este tipo de 


casos es elevada, máxime por la acción proactiva de este Organismo como del Ministerio Público.  


 


Lo más importante a efectos de esta réplica, es que el Lic. Velásquez Carrillo, indicó que: “la oficina no 


cuenta con el recurso humano y material suficiente para la atención exclusiva e inmediata en este tipo de 


investigaciones especiales, pues las cargas de trabajo (ocho o nueve casos por perito) y la diversidad de 


delitos que atienden limitan esa exclusividad (Administraciones Fraudulentas, Quiebras Fraudulentas, 


Tributarias, Fraudes, Estafas, Adulto Mayor, Asuntos Indígenas, entre otros, que también son voluminosos 


y complejos). El aumento de los casos continúa, por lo que dicha situación podría generar un posible 


colapso en su tramitación y por ende una afectación en la atención pronta y cumplida de los estudios”1. 


 


Aumenta la preocupación, para cumplir con lo que está exigiendo la actividad criminal del país que se está 


involucrando en todos los ámbitos de la sociedad y más aún en los entes estatales, tal y como lo comenta la 


Fiscala General en la siguiente noticia que fue publicada el pasado 18 de mayo del 2019 en el periódico digital 


Crhoy.com, donde indica lo siguiente: 


 


 


                                                
1Documento remitido por correo electrónico. 
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De lo transcrito anteriormente, se concluye que el escenario escogido deja al Organismo de Investigación 


Judicial, en una situación similar en lo que a recurso humano se refiere, situación que coadyuva a 


mantenernos sumidos en un panorama oscuro, con propuestas endebles que avasallan los intentos de toda 


la Corte Suprema de Justicia por llevar adelante un gallardo y visionario plan contra la corrupción. 


 


Preocupa también sobremanera el hecho de que la Dirección de Planificación refiere que ya se nos otorgaron 


recursos en el área de Tecnología, Supervisores, Analistas Criminales, entre otros, cuando lo cierto es que 


estos forman parte de la creación de la Ley de Jurisdicción Contra el Crimen Organizado, siendo que como 


bien se sabe esto es una situación futura de la que dependen otros emprendimientos para que sea 


verdadero.  Lo más preocupante, es que se trata de dos materias diferentes, una de crimen organizado y otra 


de corrupción, por cuanto estos últimos se dispusieron para el año 2022, siendo dos situaciones 


completamente diferentes y es donde vemos la imprecisión de esa Dirección, en asuntos relacionados con la 


criminalidad nacional y las variables de esta, esto a pesar de que nos reunimos en dos ocasiones para 


hacerles ver la problemática y para que pudieran tener una mejor noción y visión de lo que se solicita, lo cual 
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aparte de no ser una solicitud de esta institución, deviene en una necesidad país, que responde a las 


necesidades visualizadas por la Corte Suprema de Justicia para disminuir la corrupción. 


 


Esta Dirección General agradece las muchas horas invertidas en este proyecto, sin embargo, hago de su 


conocimiento nuestro descontento, tomando en consideración, que el resultado de este estudio lejos de dar 


soluciones al país, lo que genera es un debilitamiento de la investigación tradicional de delitos y un 


estancamiento en la investigación de la corrupción. 


 


En resumen, se reitera la amenaza que supone reafirmar el escenario aprobado ya que debilita la 


investigación de delitos comunes, prácticamente es dejar en el mismo estado actual la investigación de 


delitos de corrupción, la cual no es la óptima.  Se debe entender que con las plazas actuales de perito auditor 


no se puede obtener una justicia pronta y cumplida.  De igual forma, con los pocos recursos humanos que 


tiene la Unidad de Anticorrupción, para lo único que da la carga operativa es para que siga funcionando 


como una unidad, nunca como una sección que es lo que se pretende con mayor músculo y fortaleza. 


 


Queda en manos del Honorable Consejo Superior, decidir si se acepta lo indicado por parte de la Dirección 


de Planificación, y de ser así, eventualmente realizar el ejercicio de rendir cuentas ante la ciudadanía con 


toda la franqueza y sinceridad de los motivos detrás del cual no se puede investigar los delitos de corrupción 


con la fuerza y determinación que se requiere, ya que el tema económico y contención del gasto no debería 


ser obstáculo, esto por cuanto este Organismo dispone de recursos suficientes para las plazas sin que esto 


signifique una erogación mayor de presupuesto al país en contra de los más altos propósitos de la Corte 


Plena por unanimidad. 


 


Finalmente, para esta Policía Judicial resulta desgastante tener que refutar estos informes que se basan en 


un sesgo para crear una solución que en lugar de apoyar la investigación criminal viene a debilitarla, por lo 


que se deja patente nuestra más profunda disconformidad.  


 


Sin más por el momento 


 
 


Walter Espinoza Espinoza 
Director General  


Organismo de Investigación Judicial 
 


cc.  Consejo Superior 
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20 de mayo del 2019

Señoras y señores


Consejo Superior


Estimadas señoras y señores:



Reciban un atento saludo de nuestra parte, y por este medio, los suscritos y suscritas juzgadores de primera y segunda instancia en materia agraria, procedemos a presentar recurso de reconsideración con relación al Acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión extraordinaria  44-19 (Presupuesto 2019), celebrada el 16 de mayo del año en curso. 


En dicho acuerdo se aprobó el informe 630-PLA-RH-MI-2019 que a su vez comprende el informe 481-PLA-2019.


Como preámbulo es importante indicar que en relación al Informe de Planificación 481-PLA-RH-MI-2019, que se aprobó en su mayoría en esta sesión, enviamos en su oportunidad, al Departamento de Planificación, pese al corto plazo que se nos otorgó, una serie de observaciones, remitidas el pasado 23 de abril. Se adjunta como anexo el documento. El referido informe de Planificación, trata de un documento complejo que incluye aspectos presupuestarios, indicadores de gestión y desempeño, propuestas de descongestionamiento de los despachos, conveniencia o inconveniencia de especializar juzgados, y otros elementos ausentes en el rediseño, a raíz del impacto del Código Procesal Agrario, que consideramos  muy delicados.



Sin embargo, de lo que se puede concluir de la lectura del acta de la sesión de marras, al parecer el Departamento de Planificación omitió incluir nuestras observaciones, como sí lo hizo por ejemplo con las que enviaron específicamente la Escuela Judicial  (p.3), las del Juzgado de San Carlos (p.8), las del Juzgado de Upala (p.21), las del Tribunal (p.34), las del Juzgado de Santa Cruz (p.18). Lo anterior sin omitir que los Juzgados de San Carlos y Upala, así como el Tribunal Agrario  también formaban parte del documento colectivo cuya referencia se echa de menos en este informe (pues primero enviaron un documento individual y luego complementaron en forma colectiva este otro). 



Por transparencia, aún cuando Planificación decidiera no aceptar nuestras observaciones, debieron incluirse, o hacer alusión a la recepción de ese correo, como se hizo con los otros remitentes que las enviaron dentro del plazo concedido, que vencía el 23 de abril. 



En todo caso, y con la finalidad de ser puntuales en nuestras preocupaciones, y sin perjuicio de todas las que externamos en su oportunidad (ver documento anexo), manifestamos lo siguiente:  


1. SE APRUEBA LA IMPLEMENTACIÓN DE "UNA COMPETENCIA NACIONAL" COMO PLAN DE DESCONGESTIONAMIENTO DE ALGUNOS JUZGADOS AGRARIOS. (elemento resolutivo No. 5.12 y 30, entre otros acápites del informe )



Según el informe que se aprueba, en esta sesión de presupuesto, esta medida se propone para "descongestionar" despachos y "maximizar" el recurso tecnológico institucional.  
En cuanto a la "colaboración que se plantea de juzgado a juzgado", la idea aunque facialmente atractiva, nos parece no es legal, constitucional, práctica ni necesaria, si se toma en cuenta que existen otros recursos con los que cuenta el Poder Judicial para colaborar con nuestra materia en el 2019 y poner al día los Juzgados. De igual forma en el 2020.



Esto por cuanto además de las personas supernumerarias que están en San José (2 plazas en el Centro de Apoyo) cada Circuito cuenta con otras. Si eso se puede hacer, y se ha hecho, aún sin reformas procesales de por medio, con las materias de familia, civil y penal ¿por qué no se aplica para agrario?, al estarse ante una situación sobreviniente y que amerita una atención especial. Existen plazas supernumerarias en cada Circuito Judicial, que pueden usarse para esa labor.



No se logra comprender si esa ayuda es solo para el 2019 o para el 2020. Porque si fuera para el 2020, debe aplicarse el principio de inmediación y entonces no tendría sentido una medida como la propuesta. Ello obligaría a que si se tiene que colaborar con juicios ajenos a la competencia territorial de cada persona, el Poder Judicial tenga que asumir costos de viáticos mayores, traslados y otros aspectos, pero el proceso debe pasar desde la audiencia de juicio, lo cual afecta también a la persona usuaria. Y si se trata de monitorios y sumarios desde el principio, por tener audiencia única.



Pero además, esa propuesta atenta contra el "principio del Juez natural" y podría propiciar problemas de recusación a destiempo, dado que no sabrá realmente entonces cuál persona juzgadora es la que va a atender el proceso. Eso no se toma en cuenta en la propuesta ni se valoran los impactos de ese tema.


Debe de tomarse en cuenta que en materia agraria la competencia es improrrogable, de acuerdo al artículo 24 del Código Procesal Agrario, y el 16 de la Ley de Jurisdicción Agraria actual. Asimismo de acuerdo al artículo 35 de la Constitución Política y la reiterada jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, no pueden crearse tribunales especiales para casos específicos, ni siquiera por casos de excepción, ya que es un derecho humano el ser juzgado por la persona establecida previamente por ley, no por una disposición administrativa que cambia con base en determinadas circunstancias. Ciertamente la institución tiene la potestad de distribuir la competencia territorial en las diferentes regiones del país, pero ello es posible únicamente en forma uniforme a todas aquellas causas que correspondan a un juzgado en específico, y no casos concretos.          


A ello se suma el problema de la atención de las personas usuarias. Si quieren ser atendidas u oídas por la persona juzgadora que le va a resolver, deben trasladarse a otra oficina judicial, que no es la que competencialmente les correspondería según criterios de acceso y cercanía.



Otra idea que hace impráctica esta propuesta es que se indica: "Lo anterior, siempre y cuando se logre extender la competencia territorial en los Juzgados agrarios y se trabaje con expedientes 100% electrónicos".


Se informa no se trabaja con expedientes 100% electrónicos. Un alto porcentaje de procesos tienen expediente mixto o híbrido, y pasarán varios años para que eso cambie. 



No queda claro si es que entonces trasladarán todo el proceso a otro Juzgado, afectando con eso a la persona usuaria, o solo a partir de una etapa del mismo. Si es lo segundo, esto tiene problemas de logística y de control interno. Si es lo primero ¿cómo determinar entonces qué se pasa y qué no a otro Juzgado? Preocupante que un órgano administrativo decida cuáles expedientes se remueven del conocimiento del Juez natural y a cuál juez o jueza deban de trasladarse. 


Otro aspecto sumamente delicado es la percepción que el Juez o Jueza que apoya desde otro juzgado, pueda tener en torno a si el expediente está listo para fallo o no, pues dependiendo de "su criterio" puede que considere deba de subsanarse algún trámite, u ordenar una prueba para mejor resolver, y eso genere una devolución del expediente, generándose controversia entre jueces en torno a si el trámite está cumplido o no. Eso genera inestabilidad, y deteriora la percepción del usuario en torno al sistema de administración de justicia. Lo correcto es que si los juzgados de acuerdo a su realidad estadística requieren más jueces/as se les dote de dichas plazas.          

     Además, con una reforma tan reciente como el Código Procesal Agrario, aunque sabemos que su contenido tiene una data de más de 10 años, ¿cómo justificar que administrativamente se indique "competencia nacional" si la reforma no fue programada en función de ello?. Es una contradicción insalvable. Si esa hubiese sido la solución, así se hubiese pensado la reforma, pero no fue así. Y aún así difícilmente pasaría el examen constitucional y de convencionalidad. 


Debemos también señalar que los problemas presupuestarios que la reforma procesal en agrario pueda tener para su implementación, no deben recaer en las personas juzgadoras que responsablemente hacen su trabajo. En primer lugar, el plazo de entrada en vigencia del CPA no fue nuestra responsabilidad, pero el Poder Judicial tiene mecanismos para solventar eso, tomando decisiones presupuestarias proporcionales, sin dejar de recaer todo el peso de la reforma sobre la judicatura, pues en este informe, se obliga a continuar con la prestación del servicio actual y futura prácticamente con los mismos recursos y saturando aún más las cargas, con la denominada competencia nacional y endurecimiento de indicadores. 


PROPUESTA: Se imprueba la implementación de una competencia territorial nacional y se atienda el descongestionamiento de los despachos que lo requieren con los recursos existentes y los supernumerarios.   


2. INDICADORES DE CANTIDAD DE SENTENCIAS Y AUDIENCIAS (elemento resolutivo No. 27). 



En el informe se aprueba como indicadores de rendimiento o producción de la judicatura, que en primera instancia por persona juzgadora se resuelvan 8 asuntos con sentencia, más 6 resoluciones autos que tengan el efecto de dar por terminado, más 8 audiencias.



Sin embargo, no se toman en cuenta los ajustes que se deben hacer para aplicar un proceso oral por audiencias. No se especifica el tipo de sentencias y si fueron generadas luego de audiencia de juicio o no. Todos esos factores influyen en la cantidad de sentencias que se pueden dictar por mes. Para eso era necesario el trabajo de campo y la consulta a persona juzgadoras, lo cual, para este informe no se tiene conocimiento haya sido realizado. Podría en ocasiones dictarse 8 sentencias por mes si se trata por ejemplo de sentencias de Información Posesoria sin oposición o localizaciones de derechos, o procesos incidentales. Pero no 8 sentencias si se trata de ordinarios y sumarios. Los factores cambian sustancialmente por la complejidad que reviste.  Además para que el informe refleje la realidad, se debe tener presente que hay procesos de complejidad moderada y excepcional. 


Se carece  en el informe de un estudio adecuado que refleje los parámetros para casos complejos que abundan en la materia agraria. Los números pueden llevar a la Institución a mejorar su autopercepción, pero la realidad que perciba el usuario en torno a la efectividad para que se resuelva lo complejo y con calidad aceptable es otra, y esto es importante en la legitimación del sistema de administración de justicia.        


No puede dejarse de lado que la persona juzgadora agraria de primera instancia debe de hacer toda la labor de trámite de los asuntos que se le asignan, lo que implica firmado diario de proveído y de consultas de los técnicos, hacer todas las audiencias de juicios dentro y fuera del despacho, preparatorias, de audiencia única dentro y fuera del despacho, remates, reconocimientos judiciales en informaciones posesorias y medidas cautelares fuera del despacho, audiencias en el despacho de procesos sucesorios, de ahí que fijar cuotas de sentencias y audiencias sin tomar en cuenta toda esa labor es a todas luces desproporcionado.     Pero para agrario se propone algo imposible: que un solo juez realice 8 audiencias al mes que conlleven el dictado de sentencia, sin tomar en cuenta que la mayoría de los juicios se hacen en el lugar y lo que ella implica, así como que seremos tribunales unipersonales y conocemos todo tipo de proceso en primera instancia. Tampoco se hace un balance con asuntos de trámite expedito, como son las medidas cautelares, y los asuntos donde se encuentran involucradas personas en condición de vulnerabilidad, así como el nuevo proceso especial ambiental, que tienen un trámite excepcional.


 Lo adecuado es mantener al menos durante el 2020,  una cuota de 5 sentencias por mes, de las cuales al menos 1 o 2 deben ser de ordinarios. En el 2021, con número reales y datos fundamentados en la realidad vivida, pueden revisarse esos parámetros.


 
Estos indicadores que se proponen de nuestra parte, incluyen la variable de género. De acuerdo al estudio y consulta realizada para responder este informe, de las plazas nombradas en propiedad, son treinta y dos personas las nombradas en propiedad. De las cuales, 17 plazas son ocupadas por varones y 15 por mujeres. Es una jurisdicción en consecuencia donde se debe necesariamente emplear en la toma de decisiones la perspectiva de género. Todas las decisiones ahí asumidas no visibilizan el rol de la mujer lo cual posee un efecto discriminatorio.  Se ha mencionado, que las mujeres poseen dobles y triples cargas de trabajo, y para compensar esta situación se deben de tomar medidas afirmativas.  En el caso de la jurisdicción agraria, se tienen en total 18 hijos e hijas.  En una cantidad de 12 son personas menores de edad y solo 6 personas son hijos mayores de edad. 


PROPUESTA: La experiencia ha indicado que pueden ser 5 sentencias por mes, que incluya al menos dos procesos ordinarios, y los otros 3 pueden ser monitorios, sumarios y no contenciosos. Asimismo 8 audiencias por mes  que incluya al menos 5 de juicio, en aras de resolver en forma realmente responsable los asuntos complejos y poder atender otras audiencias como reconocimientos judiciales en informaciones posesorias y medidas cautelares, remates, audiencias preparatorias, y audiencias en sucesorios.


3. RECALIFICACIÓN DE LAS PLAZAS DE  JUEZ 3 Y JUEZ 4 (elemento resolutivo No. 40). 



En el informe de marras, en cuanto a este tema se indica lo siguiente: "Adicionalmente, según lo indica el Transitorio VI del Código Procesal Agrario donde “se faculta a la Corte Plena para que ajuste la categoría salarial de las personas juzgadoras agrarias, conforme a la función que desempeñen, de acuerdo con las reformas Procesales Laboral y Civil, con el fin de garantizar la estabilidad y especialización”.  Al respecto la Jueza Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora del Proyecto de Modernización de la Jurisdicción Agraria, indica que a diferencia con otros proyectos de reforma procesal que se han implementado, se conservan las categorías de Jueza o Juez 3 para primera instancia y categoría 4 para segunda instancia.



Todo sin perjuicio, que, con el criterio técnico de la Dirección de Gestión Humana y de los órganos superiores dispongan alguna recalificación".  


Con todo el debido respeto, el que una persona apoye la idea de que no se requería, temporalmente, más personas juzgadoras para iniciar la implementación de la reforma, no significa que no se deban recalificar los puestos. No tiene un asidero objetivo, pues el informe solo hace remisión a una fuente subjetiva. 


El legislador lo previó precisamente para corregir las distorsiones que se han generado en la carrera judicial en los escalafones de jueces y juezas.



Esto por el principio de igualdad real y por cargas laborales. Las personas juezas 3 agrarias actuales, en el 2020, haremos lo que hacen las personas 3 y 4 civiles, y como órgano unipersonal, sin el apoyo de estar en una estructura colegiada . De igual forma pasa con los actuales jueces 4 agrarios del Tribunal Agrario, que harán de tribunal de apelación tanto en asuntos de mayor como de menor cuantía, igual que un Juez 5 civil y con competencia de los asuntos provenientes de todo el país .


Llama la atención que por un lado se propone recargar significativamente  a la judicatura por medio de una competencia nacional, y se endurecen indicadores de sentencias y audiencias, y por otro lado se considera que no es necesario en este momento presupuestario la recalificación, pudiendo haberse previsto perfectamente el tema, lo cual en definitiva afecta la permanencia del recurso humano calificado en materia agraria.         


Msc. Tatiana Rodríguez Herrera                Lic. Zoila Flor Ramírez  Arce


Jueza Agraria de San Ramón                    Jueza Agraria de San Ramón


Dra. Vanessa Fisher González                 Lic. Andrea Ruiz Ramírez


Jueza Agraria de Goicoechea                    Jueza Agraria de Goicoechea


Msc. Carolina Hurtado García                   Lic. Rodolfo Vásquez Vásquez


Jueza Agraria de Alajuela                           Juez Agrario de Alajuela


Msc. Ruth Alpízar Rodríguez 


Jueza Agraria de Liberia                      


 Dr. Enrique  Ulate Chacón                          Dr. Antonio Darcia Carranza      


Juez de Tribunal Agrario                             Juez del Tribunal Agrario 


Dr, Carlos Picado Vargas 


Juez del Tribunal Agrario                                     
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Objetivo de la capacitación


Definir los roles y responsabilidades parar la


efectiva gestión administrativa del proceso de


mejora continua en los Despachos Judiciales u


Oficinas que han sido analizadas por la


Dirección de Planificación.







Definición de Roles


Órgano técnico
responsable del 


análisis • Dirección de Planificación. 


Despachos judiciales 


Analizados


• Juzgados, Tribunales y Salas 


rediseñadas o analizadas 


pertenecientes al ámbito 


jurisdiccional.. 


Oficinas 


Analizadas


• Oficinas ámbito auxiliar de 


justicia.
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Involucrados en el proceso
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Involucrados en el proceso


Centro de apoyo, coordinación y 
mejoramiento a la función jurisdiccional 
(CACMFJ)


Dirección de Tecnología – Sede 
Regional


Sub Contraloría de Servicios


5
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1. Dirección de Planificación


✓ Órgano rector y fiscalizador de


la gestión del análisis de las


oficinas.


✓ Responsable de gestionar los


análisis y generación de


oportunidades de mejora en


las oficinas y despachos


judiciales.







1. Dirección de Planificación


 Brindar acompañamiento a los despachos y 


oficinas por 3 meses, en el caso de la Reforma 


será por 6 meses.


 Implementar las pizarras de 


indicadores. 


 Fomentar la  definición, capacitación e 


implementación de los indicadores desde 


el inicio del proyecto o estudio.







1. Oficinas judiciales


 Preparar los informes


mensuales de los


indicadores durante los


primeros quince días de


cada mes.


La Jueza o Juez de Coordinación, Jefa o Jefe de


Oficina o Coordinadora o Coordinador Judicial del


despacho, será responsable de:







Concepto que pretende mejorar los productos, 


servicios y procesos. 


Postula que es una actitud general que debe 


ser la base para asegurar la estabilización del 


proceso y la posibilidad de mejora. 


 Asegurar la aplicación del proceso de mejora continua


1. Oficinas judiciales







• evaluación de la 
implementación 
de lo planeado.


• definir las 
acciones que se 
deben 
considerar en el 
siguiente ciclo. 


• implementar los 
nuevos 
procesos, llevar 
a cabo el plan. 


• establecer las 
actividades del 
proceso, 
necesarias para 
obtener el 
resultado 
esperado. 


Planear Hacer


VerificarActuar


Proceso de Mejora Continua







Identificación de Causas 5 Por qué







1. Oficinas judiciales


 Definir planes remediales, según los resultados 


del análisis de los indicadores. 


in
fo


rm
a
c
ió


n
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le


v
a
n


te


No iniciado:


• No se ha iniciado la implementación de la propuesta de solución. 


En progreso:


• Se inicio la propuesta de solución pero tiene actividades pendientes.


Terminada:


• Implementación de propuesta de solución completa (con éxito o sin éxito). 


Cancelada:


• No se realizo la propuesta de solución por falta de aprobación, cambio de 
directrices u otras razones ajenas al despacho.
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1. Oficinas judiciales


 Implementar, coordinar y brindar


seguimiento a los planes remediales.


 Valorar la incorporación dentro del proceso de


mejora las recomendaciones emitidas por la


Contraloría de Servicios.


 Remitir los indicadores y demás información


la Administración (cc: Consejo


Administración), durante la tercera semana


de cada mes.
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Ejemplo de programación







 Actualizar las pizarras implementadas con los indicadores de gestión 


de manera mensual y asegurar que se encuentren en un lugar visible.







2. Administración Regional (Órgano 


Verificador)


 Asegurar y controlar que las oficinas


remitan los indicadores y planes


remediales mensualmente.


 Recopilar y almacenar los indicadores y planes


remediales recibidos.


 Dar seguimiento a la mejora de indicadores y


ejecución de planes de las oficinas más


críticas, hasta cumplimiento de las metas.


 Identificar los despachos u oficinas


judiciales más críticos y colaborar en la


formulación de los planes remediales.







2. Administración Regional


 Brindar acompañamiento y guía a las oficinas


judiciales, para la aplicación del proceso de


mejora continua.


 Remitir los indicadores de gestión y planes remediales enviados por


las oficinas judiciales al CACMFJ mensualmente.


 Asistir a las reuniones de seguimiento de las 


oficinas, para esto debe:


• Seleccionar de manera aleatoria, de acuerdo a su 


capacidad operativa, entre 2 y 5 despachos u oficinas 


diferentes cada mes


• Se debe asegurar que al menos se brinde un 


acompañamiento anual por despacho judicial. 







2. Administración Regional


 Realizar un informe semestral de: 


• Las principales oportunidades de mejora identificadas


• Mejoras realizadas


• Acciones pendientes de finalizar


• Colaboración que consideran requerida departe de otras


instancias judiciales.


 Detalle del informe:


• Es de carácter ejecutivo


• Debe contener los aspectos más relevantes y


• Deberá ser remitido al CACMFJ y al Consejo


de Administración del Circuito.
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2. Administración Regional


 Dar a conocer al CACMFJ y al Consejo de Administración: 


• Inconsistencias 


• Falta de cumplimientos o 


• Cualquier acción administrativa que los despachos y oficinas 


judiciales realicen, que afecte la operatividad del modelo de 


sostenibilidad de los proyectos de rediseño y estudios que se 


realicen. 


 Fungir como punto de enlace entre:


• Despachos y oficinas judiciales


• CACMFJ  


En lo que respecta a: 


• indicadores de gestión, 


• planes remediales y 


• proceso de mejora 


continua.







3. Consejo de Administración


Según lo establece art.12 del Reglamento del Consejo de 


Administración del Circuito se tienen las siguientes funciones:


 Conocer informe anual labores de las Oficinas art. 180


Ley Orgánica; preparar informe general y enviarlo al


Consejo Superior .


 Velar por la buena marcha del Circuito; analizar su


funcionamiento y proponer las mejoras pertinentes.


 Proponer a la Corte las medidas o planes


necesarios para garantizar la eficiencia y el


buen servicio público en el circuito.







3. Consejo de Administración


 Proponer planes de capacitación para el 


personal del Circuito.


 Analizar y proponer al Consejo Superior lo 


pertinente en cuanto al circulante de las Oficinas  


 Proponer ante el Consejo Superior los cambios en 


el espacio físico que requiera el Circuito.


 Conocer los reclamos remitidos por Contraloría de 


Servicios; y cooperar cuando se requiera.


 Proponer al Consejo Superior los movimientos 


internos de personal conforme las necesidades







4. Centro de apoyo, coordinación y mejoramiento 


a la función jurisdiccional (CACMFJ)


 Fungir como ente fiscalizador para el 


aseguramiento del cumplimiento del modelo 


de sostenibilidad y seguimiento de 


indicadores.


 Recomendar la actualización de los rangos 


definidos en los indicadores de gestión al 


órgano técnico. 


 Brindar apoyo y seguimiento a los 


despachos judiciales. 







5. Dirección de Tecnología de la Información 


(Sedes Regionales)


 Brindar capacitación al menos una vez al año,


abarcando personal de nuevo ingreso, y


actualización para el personal ordinario.


 Asegurar la sostenibilidad de los sistemas y la


disponibilidad de equipo requerido en las oficinas,


asegurando efectividad del uso de las tecnologías.


 Comunicar las mejoras y cambios en los sistemas a 


las oficinas, a través de talleres, acompañamientos 


y/o capacitaciones. 







5. Dirección de Tecnología de la Información 


(Sedes Regionales)


Realizar 2 veces al año 2 encuestas de 
medición de servicios


en los diferentes despachos judiciales


para medir el grado de satisfacción en la 
conectividad de los servicio


remitir los resultados a la Administración Regional







6. Contraloría de Servicios


 Desarrollar e implementar programas de comunicación continua 


que permita:


• Asegurar que las personas usuarias se 


encuentren informadas, 


• Capacitadas e 


• Involucradas en el uso de las soluciones tecnológicas


 Dar a conocer a la  


Administración las quejas y 


sugerencias de las personas 


usuarias


Analizadas y valoradas 


dentro del proceso de mejora 


continua de las oficinas, 


procurando satisfacer las 


necesidades de las personas 


usuarias.


En coordinación 


con: 


Administración 


TI







6. Contraloría de Servicios


 Participar en la reunión de 


administradores semestralmente.


 Para realimentar a todas las jefaturas


sobre el avance o desmejora en la


atención de los servicios en cada


zona, reportadas por medio de este


servicio.







Resumen del proceso de Sostenibilidad y 


Seguimiento











Muchas 


Gracias!!!
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PJ-DGH-SACJ-0484-2019

22 de marzo de 2019





Señoras

Roxana Arrieta Meléndez 

Directora Gestión Humana



Nacira Valverde Bermúdez

Directora de Planificación 

Presente





Estimadas señoras:



Para su conocimiento y fines consiguientes, se le transcribe el acuerdo tomado por el Consejo de la Judicatura en sesión CJ-07-2019, celebrada el 06 de marzo del año en curso, que literalmente indica:





“ARTÍCULO XII



La señora Damaris Vargas Vásquez,  comunica que en la segunda sesión de seguimiento del Proyecto de Implementación del Código Procesal Agrario, la Sección Administrativa de Carrera Judicial expuso las limitaciones que se han presentado para abrir nuevos concursos en las plazas de Judicatura Agraria debido a que no se ha podido avanzar porque el Consejo Superior no autorizó los permisos con goce salarial gestionados para la designación de personas metodólogas que se ocuparan de dar seguimiento al proceso de construcción de ítems y de casos integradores con ocasión de la nueva metodología. Agrega la jueza Vargas, en dicha sesión se expuso la urgencia que tiene la Jurisdicción Agraria de abrir tales concursos con ocasión de los requerimientos de la implementación del Código Procesal Agrario, y que ya se cuenta con personas capacitadas en esa metodología, de manera tal que se puede ir avanzando con esa labor siguiendo los lineamientos que en su momento dio el equipo de personas metodólogas de la Escuela Judicial con el liderazgo de la señora Marisol Barboza Rodríguez, mediante la construcción de los productos (actualización del perfil competencial de juez/jueza 3 y 4 Agrario, los ítems y los casos integradores) y su validación, éstos serán entregados a las personas metodólogas que se designen como parte de los recursos ordinarios de la Institución para que hagan la revisión respectiva. Señala que en esa labor participaron en el proceso anterior el juez Carlos Picado Vargas y ella, quienes fueron debidamente capacitados y están dispuestos a actualizar la información generada con ocasión del impacto del Código Procesal Agrario a partir de su vigencia luego de que se contabilice el año de vacatio legis que establece esa normativa. La vigencia está programada para el 27 de febrero de 2020. Por lo anterior, solicita al Consejo de la Judicatura se gestione ante el Consejo Superior para que, con recursos ordinarios, se conceda permiso al Dr. Carlos Picado Vargas y a ella para la actualización del perfil competencial de las categorías de juez/jueza 3 y 4 Agrario, la construcción de ítems y su validación y la construcción de los casos integradores, lo cual es parte del alcance del Acta Constitutiva del Proyecto de Implementación del Código Procesal Agrario. Señala, tanto ella como el Dr. Picado integran el Tribunal Examinador respectivo.



La señora Lucrecia Chaves, Jefa de la Sección Administrativa de la Carrera Judicial informa que la Secretaría General de la Corte en Oficio N° 2179-19 de 28 de febrero de 2019 comunicó el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 17-19 celebrada el 26 de febrero del 2019, Artículo VII, que literalmente dice:





“Se acordó: 1) Acoger parcialmente la solicitud planteada por la licenciada Kattia Escalante Barboza, Directora interina de la Escuela Judicial, respecto lo resuelto por este Consejo en la sesión N° 8-19 del 31 de enero del 2019, artículo LVII.  2) Indicar a la Dirección de Gestión Humana que debe atender este tipo de labores con los recursos disponibles, máxime que la Sección Administrativa de la Carrera Judicial es parte de esa Dirección. Se declara este acuerdo firme.”





SE ACORDÓ:  1° Aprobar la propuesta de la señora Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora del Proyecto de Implementación de la Reforma Procesal Agraria y tomar nota del Oficio N° 2179-19 de 28 de febrero de 2019 mediante el cual la Secretaría General de la Corte comunicó el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 17-19 celebrada el 26 de febrero del 2019, Artículo VII, en el que acogió parcialmente la solicitud planteada por la licenciada Kattia Escalante Barboza, Directora interina de la Escuela Judicial, respecto lo resuelto por este Consejo en la sesión N° 8-19 del 31 de enero del 2019, artículo LVII e indicó a la Dirección de Gestión Humana que debe atender este tipo de labores con los recursos disponibles, máxime que la Sección Administrativa de la Carrera Judicial es parte de esa Dirección. 2° Autorizar a la jueza Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora del Proyecto de Implementación del Código Procesal Agrario, y al juez Carlos Picado Vargas, ambos jueza y juez del Tribunal Agrario, a efecto de que actualicen el temario y el mapa funcional de los puestos de juez/jueza 3 y 4 Agrario en relación con el impacto del Código Procesal Agrario que entrará en vigencia en febrero de 2020; así como la construcción y la validación de los ítems, labor que se alternarán, y la construcción de los casos integradores. Para tal efecto, se solicita se conceda permiso al juez Carlos Picado Vargas, con sustitución, del 6 al 17 de mayo; en el caso de la jueza Damaris Vargas Vásquez no es necesario que se le otorgue permiso al ser parte de los entregables del Acta Constitutiva del Proyecto de Implementación de la Reforma Procesal Agraria. 3° Se declara firme este acuerdo y se dispone comunicarlo al Consejo Superior, la Comisión de la Jurisdicción Agraria y Agroambiental y la Dirección de Gestión Humana.-“





Atentamente,



Mba. Lucrecia Chaves Torres

Jefatura

Sección Administrativa de la Carrera Judicial

Dirección de Gestión Humana





CC. 	

	



Hava

		Dirección de Gestión Humana

San José, Barrio González Lahmann 

Av 6-8, Calles 17-19, Teléfono: 2295-4961/2295-3945

				Sección Administrativa de la Carrera Judicial

carrera-jud@Poder-Judicial.go.cr

Teléfono: 2295-3781 ext. 01-3781
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		Maricruz Chacón Cubillo; Cristian Alberto Martínez Hernández; Centro Gestión Función Jurisdiccional-CACMFJ; Mariano Rodriguez Flores; Lilliana Saborío Saborío
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Estimada doña Lucía:



 



Reciba un atento saludo. En relación con su consulta acerca de lo acordado de la cuota de las personas juzgadoras agrarias supernumerarias del CACMFJ, le adjunto documento de interés, a la vez le informo que en reunión sostenida con el señor Cristian Alberto Martínez, don Mariano y doña Lilliana, se recomendó que la cuota de esas personas se incrementara en un 50% en relación con la cuota establecida por Corte Plena en el año 2000 para los jueces y juezas de primera instancia que es de 8 a 14 asuntos por mes, considerando que no realizan audiencias de prueba en el lugar de los hechos, ni atienden personas usuarias o consultas de personal de apoyo. Me parece esa propuesta fue acogida por el CACMFJ.



 



Copio a don Cristian, suplente de doña Maricruz, y a su equipo de trabajo para que por favor nos aclaren la posición que finalmente asumió el CACMFJ sobre las cuotas de las personas juzgadoras supernumerarias agrarias.



 



Cordialmente,



 



Damaris Vargas Vásquez, Mba.



Coordinadora Proyecto Implementación del Código Procesal Agrario



Jueza decisora del Tribunal Agrario



Poder Judicial



Teléfonos (506) 22953081 y (506) 88118561



  _____  


De: Maricruz Chacón Cubillo <mchaconc@poder-judicial.go.cr>
Enviado: lunes, abril 22, 2019 11:14 a. m.
Para: Cristian Alberto Martínez Hernández
CC: Lilliana Saborío Saborío; Centro Gestión Función Jurisdiccional-CACMFJ; Damaris Vargas Vásquez
Asunto: RV: COMUNICACION ARTICULO XXXII ACTA 03-19 COMISION DE LA JURISDICCION AGRARIA Y AMBIENTAL A CACMFJ 



 







Estimado Cristian:



 



Le comparto el siguiente acuerdo, en su calidad de Director interino del Centro.



 



Saludos cordiales,



 



Maricruz Chacón Cubillo.



 



De: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
Enviado el: miércoles, 17 de abril de 2019 09:45
Para: Maricruz Chacón Cubillo <mchaconc@Poder-Judicial.go.cr>; Centro Gestión Función Jurisdiccional-CACMFJ <centro_gestion_juris@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Luis Guillermo Rivas Loáiciga <lgrivas@Poder-Judicial.go.cr>; Lísber Johan Ferrán Avendaño <lferran@Poder-Judicial.go.cr>; Comisión Jurisdicción Agraria <jurisdiccion_agraria@Poder-Judicial.go.cr>; Mariano Rodriguez Flores <mrodriguezf@Poder-Judicial.go.cr>; Lilliana Saborío Saborío <lsaborios@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: COMUNICACION ARTICULO XXXII ACTA 03-19 COMISION DE LA JURISDICCION AGRARIA Y AMBIENTAL A CACMFJ



 



San José, 17 de abril de 2019.



 



 



Señora



Licda. Maricruz Chacón Cubillo



Directora



Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional



 



 



Asunto:Plan de Descongestionamiento 2019 de la Jurisdicción Agraria con ocasión de la Implementación del Código Procesal Agrario con la colaboración del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional.



 



 



Estimada Señora:



 



Reciba un atento saludo. A la vez, con instrucciones del magistrado Luis Guillermo Rivas Loáiciga, Coordinador de la Comisión de la Jurisdicción Agraria, y en mi condición de Coordinadora del Proyecto Implementación del Código Procesal Agrario, hago de su conocimiento que la Comisión en sesión ordinaria N° 03-19 celebrada el 29 de marzo de 2019, Artículo XXXII, tomó el acuerdo que literalmente indica:



 



 



“ARTÍCULO XXXII



 



La master Lilliana Saborío Saborío del Area de Coordinación y Mejoramiento remitió comunicado electrónico del 21 de marzo pasado en el que informó el estado de asuntos pendientes de fallo, programación de agenda y promedio de señalamientos a enero de 2019, en los despachos Agrarios del país, según información recopilada por dicha oficina a enero de 2019:



 



Tabla N°1



Circulante, asuntos pendientes de fallo, programación de agenda y promedio de señalamientos a enero de 2019



Nombre del despacho



 



Asuntos pendientes para fallo según tipo de resolución



Programación de la Agenda



Cantidad de Señalamientos por Semana



Circulante al Finalizar Enero 2019



Sentencia



Auto Sentencia



Otros(1)



Total asuntos



 



 Para fallo



Juzgado Agrario I Circuito Judicial de Guanacaste, Liberia



561



84



 



19



103



jul-19



De 5 a 7



Juzgado Agrario II Circuito Judicial de San José



322



18



 



46



64



abr-19



4



Juzgado Agrario de Puntarenas



546



34



 



15



49



jun-19



3



Juzgado Agrario I Circuito Judicial Zona Atlántica



771



22



 



10



32



feb-20



3



Juzgado Agrario II Circuito Judicial Zona Atlántica, Pococí



828



27



 



 



27



may-19



3



Juzgado Civil y Trabajo II Circuito Judicial de Alajuela, Upala



479



22



 



3



25



may-19



2



Juzgado Agrario I Circuito Judicial de Alajuela



319



16



 



4



20



may-19



5



Juzgado Agrario de Cartago



471



8



3



2



13



mar-19



3



Juzgado Agrario II Circuito Judicial de Alajuela, San Carlos



360



5



5



1



11



oct-19



4



Juzgado Agrario II Circuito Judicial de la Zona Sur, Corredores



520



8



 



 



8



jun-19



3



Juzgado Civil, Trabajo y Agrario de Turrialba



96



5



 



2



7



mar-19



1



Juzgado Agrario I Circuito Judicial Zona Sur, Pérez Zeledón



330



4



2



 



6



jul-19



2



Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Buenos Aires



288



6



 



 



6



mar-19



4



Juzgado Agrario II Circuito Judicial de Guanacaste, Santa Cruz



910



2



1



2



5



mar-19



De 8 a 10



Juzgado Agrario III Circuito Judicial de Alajuela, San Ramón



309



2



2



 



4



abr-19



4



 



 



 



Se informa que en sesión de trabajo celebrada el 28 de marzo pasado con la Dirección del CACMFJ y las jefaturas de las Áreas de Gestión y Apoyo y de Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, se dispuso que las personas juzgadoras supernumerarias del CACMFJ seguirán colaborando con el Juzgado Agrario del II Circuito Judicial de San José, con sede en Guadalupe, incluyendo el mes de abril; y a partir de esa fecha seguirán apoyando a los demás Juzgados Agrarios por orden de mayor cantidad de asuntos pendientes de fallo. En el caso del Juzgado Agrario de Liberia, al estar actualmente siendo atendido por tres personas juzgadoras –de manera temporal una de ellas- se continuaría con los siguientes despachos Agrarios; situación que se valorará una vez que concluya esa colaboración. De igual forma, se planteó la posibilidad de ampliar la cuota de rendimiento establecida por Corte Plena en sesión de 18 de setiembre de 2000, Artículo XXII, para la primera instancia Agraria -8 a 14 asuntos por mes- de las personas juzgadoras supernumerarias del CACMFJ debido a que éstas, a diferencia de los jueces y juezas categoría 3 que laboran en los Juzgados Agrarios no tienen que hacer audiencias en el lugar en conflictos, atender personas usuarias, consultas del personal de apoyo, entre otras; de igual forma, al ser especialistas en Derecho Agrario, asignarles la atención de procesos complejos y sencillos para lograr un equilibrio, reservando los procesos pendientes de fallo de mayor antigüedad, para que sean resueltos por los jueces y juezas de los Juzgados Agrarios. Lo anterior, llevando un control de seguimiento que permita verificar que las personas juzgadoras de los Despachos a los que se brindará colaboración cumplan la cuota establecida por Corte Plena al mismo tiempo que las personas supernumerarias del CACMFJ respondan a los indicadores establecidos por el Centro, de manera tal que la ayuda impacte en el circulante de la oficina respectiva y dé valor agregado al Plan de Descongestionamiento 2019 de la Jurisdicción Agraria.



 



De igual forma, se comunica que la señora Maricruz Chacón Cubillo, Directora del CACMFJ informó sobre la posibilidad de destinar una plaza del Centro adicional para colaborar con el descongestionamiento de la materia Agraria. Esa plaza se destinará a colaborar con el Juzgado Agrario de Santa Cruz debido a que conforme al sistema SIGMA es el que tiene mayor carga de trabajo, aunque reporta pocos asuntos pendientes de fallo. La asignación no se ha realizado aún debido a que no se ha localizado alguna persona suplente del Juzgado Agrario de Santa Cruz o de la lista de elegibles de juez/jueza 3 Agrario que acepte trasladarse a dicho despacho.



 



El juez Walter Ávila, Coordinador del Juzgado Agrario de Santa Cruz remitió propuesta de Plan de Trabajo para la plaza adicional que el CACMFJ mediante comunicado electrónico del 28 de marzo, en el que señala: “Respecto al plan de acción y prioridad de la tercera plaza de juzgador para éste Despacho, nos parece excelente idea para poder descongestionar y dar respuesta rápida a los usuarios, adjunto remito plan de trabajo elaborado por el suscrito con la colaboración de la asistente coordinadora, donde solicita la aprobación  de tal recurso y adicional a ello una plaza más de auxiliar para el Despacho en tanto de momento el retraso está en el proveído el que muy probable luego se traslade a etapa de fallo.”



 



El 21 de marzo pasado se recibió comunicado electrónico de la señora Rosa Alejandra Delgado Murillo, Coordinadora Judicial del Juzgado Mixto de Upala, en el que señaló: “Con indicaciones de la Licda. Sussy Gamboa Ramírez, quien se encuentra en este momento atendiendo la materia agraria en este despacho judicial , realizo la consulta ante su persona con el fin de conocer en qué momento se contará con la asistencia del Juez agrario , ya que sería de gran ayuda que ese persona juzgadora nos colabore ya que contamos con un promedio al día de hoy de expedientes pendientes de fallo 31 expedientes.- Ante este panorama y teniendo presente que se nos había indicado que ya el recurso se ha aprobado , quisiera conocer en qué momento se estará procediendo a establecer contacto con el despacho.”



 



Se dispuso por parte del CACMFJ que ese despacho será atendido después de que se apoye a los Juzgados que tienen más asuntos pendientes de fallo.



 



La jueza Damaris Vargas sugiere se considere dentro de las prioridades de atención, los asuntos vinculados con poblaciones en situación de vulnerabilidad, particularmente indígenas, adultos mayores, discapacidad, entre otros, para atender las políticas Institucionales expresas de priorizar esos asuntos, además de las medidas cautelares que son urgentísimas. De igual forma, la mora Institucional pues hay expedientes pendientes de fallo que dieron inicio a la vida judicial hace muchos años y aún siguen pendientes de audiencias o de sentencia.



 



 



SE ACUERDA: 1° Se toma nota de la propuesta formulada por el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional sobre el Plan de Descongestionamiento 2019 de la Jurisdicción Agraria con ocasión de la Implementación del Código Procesal Agrario, para colaborar con los despachos que tienen mayor cantidad de procesos pendientes de fallo. 2° Solicitar al CACMFJ que lo antes posible disponga el traslado de una persona juzgadora al Juzgado Agrario de Santa Cruz para que apoye con el descongestionamiento de esa oficina en lo que a trámite de procesos se refiere. 3° Solicitar al CACMFJ considere dentro de las prioridades de atención, los asuntos vinculados con poblaciones en situación de vulnerabilidad, particularmente indígenas, adultos mayores, discapacidad, entre otros, en ejecución de las políticas Institucionales vinculadas con el acceso a la justician de esas poblaciones; así como la mora Institucional.4° Comunicar este acuerdo al CACMFJ, Dirección de Planificación y los despachos Agrarios involucrados para lo de su cargo.”



 



 



 



 



 



 



Atentamente,



 



Damaris Vargas Vásquez, Mba.



Coordinadora Proyecto Implementación Código Procesal Agrario



Jueza del Tribunal Agrario



Teléfonos 22953081 y 88118561



 



 



 



Copias:



Comisión de la Jurisdicción Agraria y Ambiental
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